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PREFACIO  DE  LA  SEGUNDA  EDICIÓN 


Agotada  la  primera  edición  de  este  libro,  i  ani- 
mado por  la  acojida  que  le  ha  dispensado  el  público, 
á  quien  se  destinó,  presentóle  de  nuevo  después  de 
haberle  consagrado  no  pequeña  labor. 

Juzgué  al  principio  que  hallándose  probablemente 
destinado  Méjico  i  la  América  Central  á  caer  dentro 
de  la  vorájine  absorbente  de  la  gran  República  del 
Norte,  no  importaba  mucho  á  sus  hermanos  del  Sur 
estudiar  aquellos  países  como  ramas  de  un  mismo 
tronco. 

Exacto  ó  no  ese  juicio,  paréceme  cierto  ahora 
que  esa  trasformacion  pide  mayor  tiempo  que  el 
computado,  cuando  no  se  conocia  bastante  bien  la 
política  del  partido  republicano  en  los  Estados  Uni- 
dos. Llenóse  entonces  el  vacio  anterior. 

i  siendo  ya  poco  este  paso  para  completar  el  cua- 
dro político  de  toda  la  América  Latina,  entre  cuyas 
partes  hai  tanta  analojía,  no  me  he  limitado  á  inser- 
tar comentadas,  ó  por  lo  menos  historiadas,  las  cons- 
tituciones de  la  América  Hispana  al  Norte  del  istmo 
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de  Panamá,  sino  que  doi  ¿  conocer  también  las  de 
la  isla  de  Santo  Domingo. 

En  el  trascurso  de  ocho  años  han  ocurrido  cam- 
bios en  las  repúblicas  de  Sud-Araérica,  i  no  era  po- 
sible pasarlos  por  alto.  Re&érolos,  pues,  dando  al 
mismo  tiempo  las  nuevas  constituciones,  discurriendo 
sobre  ellas,  i  aun  añadiendo  observaciones  sobre  las 
que  subsisten.  En  una  palabra,  nada  he  omitido  en 
la  parte  formal  de  la  obra,  que  pueda  hacerla  más 
aceptable  á  sus  lectores. 

Las  circunstancias  en  que  primeramente  se  impri 
mió  fueron  mui  adversas  [á  su  parte  material,  i  de 
ahí  muchos  defectos  que  se  ha  procurado  subsanar 
en  la  reimpresión. 

Cualesquiera  que  sean  las  alteraciones  que  en  ade- 
lante sufran  las  instituciones  aquí  estudiadas,  no  per- 
derá el  libro  la  utilidad  que  pueda  tener.  Apenas 
habrá  cuestión  constitucional  de  alguna  importancia 
que  no  se  haya  tratado,  i  aun  á  veces  con  repetición. 
Es  el  todo,  por  consiguiente,  un  curso  familiar  é  in- 
formal de  derecho  público  interno  comparado,  inde- 
pendiente de  los  textos  á  que  accidentalmente  me 
refiero.  Tal  vino  á  ser  mi  propósito,  á  medida  que 
avanzaba  el  trabajo;  el  público  juzgará  del  des- 
empeño. 

Londres,  marzo  1878 


INTRODUCCIÓN 


Considerada  como  arte,  ó  sea,  el  cúmulo  de  reglas  para  or- 
ganizar las  sociedades  i  dirijir  su  gobierno,  la  política  ha  sido 
ramo  de  estudio  i  de  enseñanza  en  todos  los  tiempos.  Dijérase 
que  habia  nacido  antes  que  la  ciencia,  si  no  fuese  una  imposi- 
bilidad en  la  secuela  de  los  procedimientos  mentales.  Pero  es 
que  la  ciencia  yacia  en  embrión  i  casi  en  estado  latente,  cuando 
ya  basados  en  parte  sobre  ella,  i  más  que  todo  en  la  imaj ¡nación 
de  los  filósofos  ú  hombres  públicos,  se  trazaban  planes  de  orga- 
nización política  i  de  administración  gubernativa. 

No  hai  ciencia  donde  no  hai  esposicion  de  hechos.  I  como  los 
de  la  ciencia  política  son  muchos  i  complicados ;  como  se  resis- 
ten á  una  fácil  observación,  que  permita  en  seguida  clasificarlos 
i  esponerlos,  se  creyó  i  sostuvo  por  largo  tiempo  que  la  política 
no  era  ciencia,  sino  sólo  el  arte  de  gobernar  á  los  hombres.  Es 
la  edad  moderna  quien  ha  demostrado  que  todo  arte  nace  de 
una  ciencia,  i  que  no  podria  idearse  plan  alguno  de  lejislacion 
ni  de  administración  ejecutiva  ó  judicial  sin  el  conocimiento 
previo  de  la  naturaleza  de  la  sociedad,  de  la  manera  como  se 
crean  los  gobiernos,  de  sus  formas  i  especialidades  i  de  los 
efectos  que  todas  estas  circunstancias  producen  en  la  suerte  del 
hombre  colectivo. 

Aun  pretendiendo  escribir  la  ciencia,  la  mayor  parte  de  los 
publicistas  no  han  hecho  sino  tentativas  de  fijar  el  arte,  ounsul- 
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tando  su  imajinacion  ó  sus  escasos  i  confusos  conocimientos 
sociales,  más  bien  que  los  hechos  sobre  que  debieran  descansar 
sus  deducciones  ó  reglas.  A  esta  clase  pertenecen  todos  I03  so- 
cialistas desde  Platón  hasta  Fouríer ;  pero  hai  otra  menos  fan- 
tíistica  en  que  figuran  Aristóteles,  Santo  Tomas  de  Aquino, 
Bodin,  Hobbes,  Locke  iMontesquieu,  quienes  no  han  desatendido 
los  hechos,  sino  que  los  han  examinado  á  medias,  parcialmente, 
según  sus  inclinaciones  individuales,  su  época,  sus  relaciones, 
su  educación  ó  sus  intereses.  Ellos  han  prestado  grandes  servi- 
cios á  la  ciencia,  esclareciendo  separadamente  algunas  cuestiones, 
cuya  solución  aislada  iba  aquélla  apropiándose,  mientras  des- 
echaba muchos  errores  que  con  la  verdad  venian  envueltos. 

Son  pocos  i  recientes  los  escritores  que,  como  Tocqueville  i 
Hildreth,  se  han  reducido  al  papel  de  simples  espositores  de  los 
hechos,  cuyo  armonioso  conjunto  forma  la  ciencia  política  rigo- 
rosa. Sin  proponerse  apoyar  ó  defender  opiniones  preconcebidas 
sobre  el  orijen  de  los  gobiernos  ó  la  superioridad  de  unas  formas 
sobre  otras,  han  espuesto  con  laudable  paciencia  los  hechos 
relativos  á  la  naturaleza  i  efectos  de  las  instituciones  politicasi 
i  del  hombre,  elemento  necesario  suyo,  tal  como  se  ofrecian  ásu 
penetrante  observación.  La  inmensidad  de  la  materia  no  ha  permiti- 
do á  tan  competentes  obreros  darnos  sino  una  parte  ó  una  sinopsis 
de  la  ciencia  ;  pero  han  abierto  el  camino  para  que  otros  sigan 
sus  pasos,  aplicando  al  conjunto  el  severo  análisis  empleado  en 
una  de  sus  porciones  principales  por  el  autor  de  la  Democracia 
en  la  América  del  Norte,  i  amplificando  suficientemente  lo  que 
en  breves  pajinas  nos  ha  enseñado  el  de  la  Teoría  de  la 
Política. 

Mal  podria  llegar  á  la  perfección  el  arte  mientras  la  ciencia 
no  hubiese  pronunciado  su  última  palabra.  Pero  la  ciencia 
dista  mucho  todavía  de  hallarse  formada,  i  apenas  se  empiezan  á 
echar  sus  verdaderos  fundamenlos.  De  ahí  es  que  las  naciones 
modernas  se  condenen  á  interminables  debates  cuando  han  me- 
nester constituirse  ó  alterar  en  lo  menor  sus  leyes  constitucio- 
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nales.  De  ahí  también  la  incesante  tarea  de  aquéllas  que  como 
la  Francia  de  89  i  las. repúblicas  hispano-americanas,  buscan  en 
libros  6  en  el  ejemplo  de  otras  naciones  que  ya  gozan  de  ciertos 
beneficios  atribuidos  á  su  organización  gubernativa,  nociones 
políticas  qae  no  les  dan  los  resultados  apetecidos.  I  es  que  olvi- 
dan ó  desconocen  lo  poco  que  de  la  ciencia  ha  llegado  á  procla- 
marse, i  se  estravian  en  el  dédalo  de  la  política  ideal  ó  imajina- 
tiva,  que  no  consulta  los  hechos  sino  la  inspiración. 

Error  mui  grave  i  principal  ha  sido  de  los  politices  senti- 
mentales trazar  sus  planes  de  organización  social  i  gubernativa 
sobre  nociones  imperfectas  de  la  naturaleza  humana,  sobre  in- 
completos conocimientos  históricos,  i  prescindiendo  de  la  ma- 
nera de  ser  del  pueblo  para  quien  destinaban  sus  ensayos.  Es 
decir^  que  no  consultaban  la  ciencia,  porque  ella  consta  á  nues- 
tro modo  de  ver  de  aquellos  tres  elementos. 

Los  primeros  pasos  en  el  gobierno  de  las  sociedades  han  de- 
bido ser  puramente  instintivos,  i  obra  esclusiva  de  las  tenden- 
cias naturales  del  hombre.  Social  por  escelencia,  necesitaba 
propensiones  conservadoras  de  la  sociedad ;  i  siendo  desde  luego 
injusto  por  ignorancia  ó  por  desequilibrio  de  las  facultades 
mentales,  ei*a  forzoso  el  establecimiento  de  una  razón  i  de  una 
justicia  supremas  que  prevaleciesen  sobre  los  malos  instintos 
individuales.  Para  llegará  las  conclusiones  de  sociedad  política 
i  de  gobierno^  se  han  imajinado  contratos  primitivos,  no  sólo 
inverosímiles  sino  inútiles,  puesto  que  todo  se  esplica  por  las 
leyes  naturales  deja  mentalidad  humana.  Que  el  hombre  no  po- 
dría desarrollarse  ni  aun  vivir  sino  en  el  estado  social ;  que  la 
sociedad  es  para  él,  no  asunto  de  cálculo,  sino  de  irresistible 
instinto,  como  lo  es  para  muchos  otros  animales,  i  que  donde 
quiera  que  se  han  encontrado  hombres,  por  salvajes  que  fuesen, 
vivían  en  sociedad,  son  verdades  hoi  triviales,  aunque  en  ver- 
dad no  lo  hayan  siempre  sido. 

Ahora  bien,  dondequiera  que  ha  existido  un  grupo  de  indivi- 
duos humanos,  allí  »e  ha  visto  la  presencia  de  un  réjirocn 
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común,  de  un  gobierno,  que  al  principio  ha  tomado  la  forma  en- 
brionaria  del  patriarcado,  i  que  después  se  ha  diversificado  i 
complicado  á  medida  que  la  sociedad  se  estendia»  i  con  ella  las 
luces,  la  riqueza  i  los  intereses  de  todo  linaje.  No  precedió  con- 
trato alguno  al  gobierno  orijinario,  fundado  en  leyes  naturales 
tan  forzosas  como  las  que  determinan  la  sociedad  misma.  Hai  en 
la  mente  humana  la  facultad  ó  disposición  á  dominar^  como 
hai  el  sentimiento  ó  la  disposición  á  obedecer,  i  estas  dos 
sencillas  leyes  son  el  principio  elemental  de  todo  gobierno. 
Correlativa  de  aquéllas  dos  propensiones  hai  una  tercera, 
que  dispone  á  resistir  toda  dominación  opresiva,  i  es  el  principio 
de  la  libertad,  como  las  otras  dos,  aisladas,  producirían  el  des- 
potismo necesario  é  incurable. 

Todas  las  formas  de  gobierno,  todas  las  divisiones  de  los  po- 
deres públicos,  toda  idea  de  equilibrio  político  i  aun  toda  revo- 
lución de  igual  naturaleza,  son  otros  tantos  fenómenos  determi- 
nados por  aquellas  primitivas  leyes  en  consorcio  con  el  ejercicio 
de  las  demás  facultades  mentales.  Creciendo  las  sociedades 
viene  la  desigualdad  de  las  riquezas,  que  es  un  medio  de  pre- 
dominio en  manos  de  los  favoritos  de  la  fortuna.  Ya  para  en- 
tonces la  guerra  ha  organizado  i  disciplinado  las  huestes  militares, 
creado  el  caudillaje,  i  asegurado  su  preponderancia  al  valor  i  la 
fuerza.  Mui  pronto  también  la  veneración  i  la  maravillosidad 
dieron  nacimiento  á  la  relijion,  con  su  cortejo  de  fanatismo, 
superstición,  sacerdocio  i  prepotencia  de  los  oficiosos  inter- 
mediarios entre  el  Creador  i  la  criatura. 

No  hai  á  la  verdad  instinto,  sentimiento  ó  facultad  de  la  mente 
humana,  cuyo  ejercicio  no  sea  una  leimásó  menos  activa  i  más  ó 
ménost  influente  en  los  fenómenos  políticos;  i  asi  no  es  posiblcdepu- 
rar  esta  fuente  de  la  ciencia  para  beber  en  ella  con  abundancia, 
mientras  no  se  depure  la  primera,  perdiendo  lo  que  aún  tiene 
de  oscuridad  i  de  controversia  entre  los  filósofos  que  cultivan 
este  ramo  de  los  conocimientos  humanos.  Pues  si  la  mentolojia 
no  es  hoi  sino  una  aspiración  de  los  frenólogos  observadores 
contra  el  viejo  dogmatismo  del  yo  indiviso,   de  las  facultades 


nacidas  milagrosamente  de  un  órgano  sólo,  del  albedrio  increado 
que  se  rebela  contra  la  naturaleza  i  la  fatalidad,  j  podrá  existir 
la  ciencia  poUücft,  que  nace  ie  ella  como  todas  las  demás  cien- 
cias sociales  ?Nov  no  es  más  fácil  tener  política  sin  conocer  sus 
primitivas  leyes  emanadas  de  la  imperatividad,  de  la  Tenera- 
cíon  i  de  la  estimación  propia^  que  lo  seria  tener  moral  sin 
darse  cuenta  de  los  sentimientos  destinados  al  cultivo  de  las  re* 
laeiones  sociales,  sin  conocer  á  fondo  lo  que  constituye  la  vo- 
luntad humana,  i  sin  admitir  la  Índole  propia  i  la  educabílidad 
de  todas  las  facultades  mentales. 

De  concierto  con  las  leyes  mentolójicas,  modificadas  según  las 
razasy  cooperan  en  el  establecimiento  délos  gobiernos  las  condi- 
ciones especiales  de  cada  pueblo,  entre  las  cuales  la  topografía 
i  el  clima  del  suelo  que  habita  figuran  como  capitales.  Andando 
los  tiempos,  una  infinidad  de  circunstancias  determinan  cambios 
ó  imprimen  una  fisonomía  especial  i  marcada  al  país  i  su  gobierno. 
Aparte  las  especialidades,  las  evoluciones  políticas  van  sujetas 
á  leyes  que  la  historia  deduce  i  el  publicista  receje  como  fuente  de 
la  ciencia  que  cultiva.  Ta  en  la  época  de  Aristóteles  pudo  aco- 
piarse un  crecido  número  de  constituciones,  que  aquel  filósofo 
comparó,  i  le  sirvieron  para  sentar  los  principios  de  su  famosa 
obra»  que  aún  hoi  admiramos.  De  allí  tomó  la  clasificación  de 
los  gobiernos,  la  división  de  los  poderes  i  otras  deducciones 
abstractas,  á  cuyo  lado  vemos  con  pesadumbre  campear  las 
preocupaciones  de  su  tiempo,  la  esclavitud  i  el  menosprecio  de 
la  industria,  de  las  cuales  no  pudo  desprenderse. 

Una  causa  de  atraso  en  el  andar  de  la  ciencia  política  es  la 
propensión  de  sus  servidores  á  mirar  los  fenómenos  al  través  de 
prismas  engañosos,  como  son  su  mentalidad  individual  i  las  cir- 
cunstancias que  les  rodean.  Si  es  cierto  que  el  historiador  no 
debería  tener  patria,  relijion  ni  oficio,  el  publicista  debería  ser  un 
hombre  dotado  dé  eminentes  cualidades ;  una  mentalidad  desarro- 
llada por  entero  i  sin  grandes  escesos  ó  deficiencias,  vida  pasada 
entre  diversos  pueblos  i  avezada  á  costumbres  i  leyes  diversas,  una 
conciencia  libre  i  justiciera,  un  espíritu,  en  fin,  ajeno  de  preocupa- 


ciones  i  sumiso  únicamente  á  la  verdad.  Como  quiera,  es  pre- 
ciso'consultar  lo  que  hayan  producido  los  hombres  dedicados 
al  estudio  de  la  política,  por  más  que  de  ordinario  carezcan  de 
aquel  conjunto  de  prendas  que  nadie  seguramente  habrá  po- 
seído. I  es  la  historia  del  gobierno  en  jeneral,  habida  conside- 
ración á  los  lugares  i  á  los  tiempos,  lo  que  habremos  de 
desentrañar  de  los  escritos  que  pretenden  tratar  la  ciencia  de  la 
política  esperimental,  á  diferencia  de  las  disertaciones  sentimen- 
tales en  que  para¡nada  se  cuenta  con  el  pasado  i  sus  enseñanzas. 
Después  de  Aristóteles  i  Cicerón  en  la  antigüedad  greco-latina, 
Bodin  en  el  principio  de  la  edad  moderna,  Augusto  Comte» 
Guizot,  Stuart  Mili,  Laboulaye  i  muchos  otros  en  nuestros  dias 
han  traído  copiosas  i  valiosísimas  contribuciones  al  caudal  co- 
mún de  la  ciencia  de  las  ciencias. 

En  el  gran  teatro  del  mundojpolítico  él  hombre  es  actor  i  es- 
pectador. Como  actor,  ejerce  ó  resiste  la  dominación,  participa 
en  el  gobierno  ó  recibe  su  acción»  enfrena  ó  promueve  las  revo- 
luciones. Como  espectador,  observa  los  fenómenos  producidos 
en  la  marcha  de  las  sociedades  por  las  facultades  mentales  que 
determinan  la  dirección  de  los  negocios  públicos,  i  estudia  im- 
pasible la  creación  de  los  gobiernos,  su  Índole»  sus  metamor- 
fosis i  sus  efectos  en  la  prosperidad  ó  decadencia  de  aquéllas 
mismas  sociedades.  Este  doble  carácter  dificulta  la  tarea  del 
publicista.  Si  sólo  hubiese  de  observar  i  esponer  los  hechos  que 
la  historia  suministra  á  su  atención,  procedería  como  el  sabio 
que  trata  una  ciencia  física  describiendo  imparcial  i  ajeno  del 
asunto  los  fenómenos  sujetos  á  su  observación.  No  puede  éste 
producir  á  voluntad,  sino  en  muí  reducida  escala,  i  á  veces  de 
ningún  modo  ni  en  ningún  grado,  los  hechos  que  examina.  Pero 
sobre  todo  es  irresponsable  aun  de  aquéllos  mismos  que  pudiera 
producir,  con  tal  que  no  caigan  dentro  de  la  órbita  de  la  mora- 
lidad. No  así  el  político,  quien  al  esponer  las  leyes  de  su  incum- 
bencia, caliíica  suSri^esultados  jenerales,  elojia  ó  vitupera  la  con- 
ducta humana  que  en  ellas  se  mezcla,  ensalza  ó  deprime  la 


XI 

acción  de  gobernantes  i  gobernados,  i  ejerce  por  lo  mismo 
marcada  influencia  en  su  modo  de  proceder.  Asi  el  espectador 
de  que  hablábamos  es  influenciado  por  los  actores  que  trae  á  In 
escena,  é  influye  á  su  yez  sobre,  los  actores  que  estudian  sus 
descripciones. 

Prescindiendo  de  los  escritos  fugaces  que  se  publican  en  épo 
cas  de  ajitacion,  i  que  encendiendo  las  pasiones  de  los  partidos, 
propenden  á  persecuciones  de  un  lado  i  á  revueltas  del  otro, 
libros  hai  escritos  para  todos  los  tiempos,  que  formando  lentas  i 
profundas  conyicciones,  levantan  la  pasión  política  hasta  el 
grado»  ya  de  encrudecer  la  represión,  ya  de  mover  individuos  i 
masas  en  el  sentido  de  la  resistencia  i  de  la  rebelión  abierta. 
Así  es  como  el  Contrato  Social  de  Rousseau  ha  desbordado  la 
democracia  9  el  Leviathan  de  Hobbes  ha  engreido  el  despotimo, 
i  el  Príncipe  de  Machiavelo  ha  corrompido  al  hombre  de 
estado. 

Al  producir  estos  efectos  la  literatura  política  no  ha  creado 
ciertamente  ningún  nuevo  instinto  ó  sentimiento  que  antes  no 
se  hallase  en  la  cabeza  humana,  i  que  no  fuese  apto  para  enjen- 
drar  por  si  solo  análogos  efectos  en  circunstancias  dadas.  La 
imperatividad  puede  ir  mui  lejos  gravitando  sobre  la  paciente 
veneración,  é  irá  sin  duda  hasta  donde  lo  consienta  la  estima- 
ción propia,  que  puede  hallarse  adormecida  como  lo  está  en  las 
rejiones  asiáticas,  condenadas  al  parecer  á  una  interminable  no- 
che de  abatimiento  i  abyección:  Del  mismo  modo,  i  por  una 
reacción  tan  natural  en  las  leyes  políticas  como  en  las  físicas, 
donde  quiera  que  el  hombre  siente  aún  el  aguijón  de  su  dignidad 
personal  ó  presiente  los  goces  de  la  libertad  perdida,  se  lanzará, 
cuando  oportuno  lo  creyere,  en  el  azaroso  camino  de  la  rcTolu- 
eion  salvadora. 

Muí  difícil  problema  es  el  de  la  razón,  el  derecho,  la  oportu- 
nidad, la  justificación  en  suma  de  una  revolución  política  yío- 
lenta.  No  hai  ninguna  que  no  admita  acusación  i  defensa  según 
el  aspecto  bajo  el  cual  la  contemplemos.  Que  todas  cuestan 
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enormes  sacrificios^  la  historia  nos  lo  dice  á  grandes  Yoces. 
Que  todas  dejan  un  residuo  de  libertad,  un  derecho  conquistado, 
una  restricción  eliminada  ó  bien  un  abuso  suprimido,  no  es 
tampoco  cuestionable  si  con  ánimo  desprevenido  se  estudian  las 
situaciones  que  las  preceden  i  que  las  siguen.  Pero  ¿  hasta  qué 
punto  seria  justificable  avivar  los  sentimientos  naturales  que  las 
producen?  ¿Cómo  medir  de  antemano  i  comparar  certeramente 
los  sacrificios  i  las  adquisiciones,  el  costo  i  la  ganancia  de  un 
cataclismo  político  ?  La  verdad  es  que  cuando  ha  llegado  el  mo- 
mento de  una  de  esas  reacciones  que  siglos  de  opresión  han 
venido  preparando,  nada  podría  contenerlas,  asi  como  nada  puede 
asignarse  como  su  causa  inmediata.  Es  en  los  casos  comunes, 
en  el  manejo  de  la  política  cotidiana,  cuando  aumenta  la  dificul- 
tad de  la  cuestión.  Para  ellos  no  hai  prudencia  estremada  ni  mo- 
deración escesiva,  si  conjura  los  horrores  de  una  lucha  fratri- 
cida, cuyos  beneficios,  en  fin  de  cuenta,  no  son  tanjiblcs  como 
las  utilidades  de  una  operación  mercantil.  La  pasión  política 
se  halla  siempre  inclinada  á  exajerar  la  grandeza  de  la  adquisi- 
ción, i  puede  hacerlo  tanto  mejor  cuanto  menos  fácil  es  apre- 
ciar lo  que  se  halla  velado  por  el  porvenir.  Al  espectador  polí- 
tico toca  en  semejantes  casos  alumbrar  la  senda  del  ofuscado 
actor,  salvarlo  de  sí  mismo  i  con  él  la  sociedad  de  inútiles  ó 
estériles  dolores. 

« 

Cuando  la  sociedad  ha  alcanzado  cierto  grado  de  civilización, 
mucho  pueden  para  adelantar  la  causa  de  los  pueblos  contra  el 
uso  perseverante  i  pacífico  de  los  medios  de  ilustración  que  ten- 
gan á  su  alcance,  la  exaltación  de  su  derecho  desconocido,  i  la 
oportuna  i  mesurada  demostración  de  los  peligros  que  amena- 
zan á  las  situaciones  tirantes.  Tal  es  la  armonía  de  los  intereses 
sociales,  que  no  hai  jamas  sacrificio  para  nadie  cuando  se  hace 
justicia  á  todos;  i  es  esa  armonía  lo  que  habrá  con  frecuencia 
necesidad  de  poner  en  claro,  mostrando  su  error  i  su  ceguedad 
á  los  intereses  abusivos,  para  que  desciendan  al  nivel  de  los  in- 
terés justificados  i  universales.  Pero  nunca  debe  consentirse,  en 
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lo  absoluto  i  sin  esperanza,  el  sacrificio  del  derecho  individual, 
condición  de  vida  ó  desarrollo  para  el  ente  humano.  Asegurar 
ese  derecho,  elevando  al  rango  de  garantía  lo  que  no  era  sino 
una  indefensa  aspiración,  es  el  objeto  razonable  de  la  lei  que  se 
da  i  se  aplica  por  el  gobierno.  La  política  toda  descansa  sobre  la 
necesidad  de  hacer  efectivo  el  derecho  que  como  condición 
esencial  de  nuestro  ser  ha  conferido  la  naturaleza. 

Entre  las  revoluciones  notables  de  la  edad  moderna  cuéntase 
la  que  independizó  de  España  i  Portugal  sus  importantes  colo- 
nias en  el  continente  americano.  Poseidos  de  la  idea  del  dere- 
cho, estimulados  por  el  ejemplo  de  la  América  inglesa,  i  apro- 
vechando la  oportunidad  que  les  ofreció  la  situación  de  la 
península  á  principios  del  siglo,  los  patriotas  hispano-amerí- 
canos  emprendieron  una  osada  lucha,  que  en  quince  años  rom- 
pió los  lazos  que  ligaban  á  un  pasado  oscuro,  despótico  i  esta* 
cionario  la  suerte  de  medio  mundo.  Dueños  de  sí  después  de  los 
esfuerzos  i  sacrificios  de  aqueUa  magna  guerra,  comenzaba  la 
no  menos  difícil  tarea  de  la  nueva  organización  política,  enco- 
mendada á  los  hijos  de  aquellos  mismos  españoles  que  no  ha- 
bían concebido  nada  mejor  que  su  sistema  colonial. 

Para  apreciar  debidamente  la  labor  que  una  nueva  situación 
demandaba,  conviene  fijar  el  punto  de  partida,  ó  sea  la  situación 
creada  en  América  por  la  conquista  de  España.  En  cuanto  á  Por- 
tugal i  su  colonia,  pueden  aplicárseles  muchas  de  las  observa- 
ciones que  vamos  á  hacer. 

Apenas  tremolaba  sobre  la  Alharobra  el  estandarte  ibero, 
cuando  Colon  llevaba  á  los  reyes  católicos  signos  evidentes  de  la 
existencia  de  un  rico  país,  descubierto  por  su  jenio  en  beneficio 
de  una  gran  monarquía  naciente. 

Dn  enjambre  de  aventureros  ignorantes,  emprendedores,  codi- 
ciosos i  fanáticos,  quedaba  reducido  á  la  ociosidad,  después  de  la 
loma  de  Granada  i  completa  sujeción  del  moro  á  la  autoridad  es- 
pañola. ¿Qué  cosa  mas  natural  que  encaminar  sus  pasos  á  las 
nuevas  rejiones  del  oro  i  de  la  plata,  en  donde  los  preciosos  me- 
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tales  eran  poseídos  por  infieles ,  mui  honrados  ya  si  se  les  admitía 
en  el  rango  de  hombres  inferiores,  es  decir,  de  esclavos?  Sábese 
por  la  historia  la  manera  como  el  conquistador  trató  alindijena, 
despojado  primero,  esclavizado  después,  vejado  i  oprimido  siem- 
pre. No  que  la  lejislacion  española,  dictada  por  principes  cristia- 
nos, autorizase  los  rigores  que  con  el  infeliz  indfjena  se  emplea- 
ban. Pero  además  de  que  las  leyes  protectoras  eran  más  bien  la 
escepcion  que  la  regla  de  la  política  colonial,  llegaban  desvir- 
tuadas á  su  destino  :  remotos  países,  en  donde  debían  ejecutarse 
por  ajentes  llenos  del  espíritu  codicioso  i  cruel  que  habia  traído 
á  Indias  á  los  primeros  conquistadores. 

Con  tal  que  propagasen  á  su  modo,  no  la  moral,  sino  el  dogma 
i  el  rito  del  cristianismo  que  ellos  profesaban ;  con  tal  que  el 
medroso  i  débil  indíjena  confesase  la  fe  del  español,  católico, 
apostólico,  romano,  la  conciencia  de  los  invasores  quedaba  satis- 
fecha, aunque  saqueasen  é  inmolasen  á  los  mismos  de  cuyos 
cuerpos  disponían  sin  límites  salvando  sus  almas.  Así  es  oomo  la 
conquista  logró  conciliar  en  su  conciencia  enmordazada  por  la  co- 
dicia, la  ferocidad  i  el  fanatismo,  los  intereses  de  las  dos  razas 
puestas  á  vivir  juntas.  Otra  conciliación  estraña,  pero  caracterís- 
tica de  la  época,  fué  la  sujerida  por  Frai  Bartolomé  de  Las  Casas, 
quien  compadecido  de  la  suerte  de  ios  indios  destinados  al  tra- 
bajo de  las  minas,  que  morían  en  crecidísimo  número,  aconsejó 
la  introducción  de  negros  africanos  esclavizados,  de  que  se  hizo 
un  activo  comercio  por  los  ingleses  i  holandeses.  Pero  este  alivio 
de  los  aboríjenes  no  fué  tampoco  sino  mui  parcial ;  pues  bren  que 
relevados  del  trabajo  de  las  minas,  quedaron  siempre  reducidos 
á  la  condición  de  siervos  de  la  gleba,  repartidos  á  millares  entre 
los  encomenderos. 

una  modificación  de  la  raza  europea  vino  pronto  á  figurar  en- 
tre los  elementos  etnográficos  de  la  sociedad  ibero-americana. 
Los  criollos  ó  descendientes  de  europeos  miraban  como  su  patria 
cl  suelo  en  quenacian,  mientras  que  el  español  ó  portugués  no  se 
proponia  de  ordinario  sino  hacer  fortuna  en  Indias  para  regresar 
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áEaropa.  Por  otra  parte,  los  peninsulares  que  pasaban  al  Nuevo 
Mundo  eran  las  más  veces  hombres  ignorantes,  de  poco  valer  en 
la  metrópoli,  mientras  que  su  prole  americana  recibía  alguna 
educación,  tanto  por  la  tendeneia  natural  del  progreso,  cuanto 
por  los  mayores  recursos  de  que  sus  padres  disponian. 

Todas  estas  razas  i  sus  combinaciones,  que  antipatizaban  entre 
si,  pero  tenían  muchos  defectos  comunes  cual  la  ignorancia,  la 
superstición  i  el  poco  amor  á  la  industria,  se  instalaron  en  una 
inmensa  rejion  de  territorio,  bajo  todos  los  grados  de  latitud  ha- 
bitablesy  bañado  por  caudalosos  ríos,  cortado  por  estupendas 
montañas,  cubierto  de  una  fecunda  superficie,  preñado  de  ricos 
minerales,  i  dispuesto  á  convertirse  en  la  morada  de  todos  los  des- 
validos. A  la  conquista,  que  fué  rápida,  siguió  la  colonización, 
cuyo  vicioso  orijen  no  era  apto  para  crear  una  sociedad  verdade- 
ramente industriosa,  ni  un  espíritu  fraternal,  ni  un  sentimiento 
jnsticiero,  ni  aquella  elevación  de  alma  ó  dignidad  que  rechaza 
la  opresión  i  aspira  á  la  libertad  individual  i  política. 

Era  consiguiente  que  las  colonias  de  España  i  Portugal  se  go- 
bernasen conforme  á  las  ideas  reinantes  en  las  respectivas  metró- 
polis, que  eran  homojéneas,  i  se  distinguían  por  la  iglesia  oficial, 
la  prepotencia  del  clero,  la  intolerancia  relijiosa,  el  odio  i  perse- 
cución á  todo  lo  estranjero,  la  preferencia  dada  á  las  empresas 
aleatorias  sobre  la  industria  segura,  la  centralización  administra- 
tiva, la  venalidad  de  los  empleos,  el  gobierno  autoritario  sin  par- 
tíctpaeion  alguna  de  los  pueblos,  la  justicia  lenta,  costosa,  pre- 
ocupada i  llena  de  fórmulas  inútiles,  la  severidad  i  aun  crueldad 
en  el  sistema  penal,  con  sus  ribetes  de  tortura  i  de  penosos  en- 
carcelamientos, i  en  fin,  los  monopolios  i  restricciones  industria- 
les, base  de  tributos  numerosos,  desiguales  i  vejatorios. 

Al  trasladarse  á  América  el  sistema  político  de  España  i  Por- 
tugal, debía  alterarse  un  tanto  al  tenor  délas  nuevas  circunstan- 
cias. En  primer  lugar,  la  población  que  recibía  el  Nuevo  Mundo, 
si  bien  ignorante,  era  audaz  i  emprendedora ;  si  bien  pobre,  era 
del  estado  llano  con  poquísimas  escepcioncs«  De  este  modo  se 
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echaban  en  gran  parte  los  cimientos  de  la  democracia,  que  no 
eran  sino  mui  parcialmente  contrapesados  por  la  aristocracia  in- 
troducida de  ultramar  :  aristocracia  diminuta,  como  hemos  indi- 
cado, i  que  sufria  serias  modificaciones  en  un  mundo  donde  la 
propiedad  territorial  significaba  poco,  i  donde  los  cargos  públicos 
no  le  estaban  especialmente  adscritos.  En  segundo  lugar,  las  co- 
lonias no  esperimentaron  el  azote  de  los  grandes  ejércitos  per* 
manentes  i  del  militarismo,  que  el  porvenir  les  reservaba  para 
su  época  de  emancipación. 

Pero  en  cambio,  muchos  de  los  vicios  de  la  administración  pe- 
ninsular se  agravaron  en  el  Nuevo  Mundo,  ya  por  la  distancia 
ó  por  la  inmensidad  del  territorio,  que  impedia  conocer 
las  localidades  i  sus  exijencias,  ya  por  la  riqueza  de  las 
colonias,  que  la  metrópoli  deseaba  aprovechar  sola,  ó  ya  por 
la  supuesta  inferioridad  de  las  razas  que  componiah  el  grueso  de 
la  población.  Ello  e^que  las  Leyes  de  Indias  i  las  numerosas 
cédulas,  ordenanzas,  resoluciones  i  reglamentos  dictados  para  el 
gobierno  de  dichas  colonias,  versando  las  más  veces  subre  objetos 
propios  del  orden  municipal,  mostraban  con  frecuencia  la  más 
deplorable  ignorancia  del  modo  de  ser  i  de  las  necesidades  de  las 
poblaciones.  Ni  habría  podido  evitarse  el  desacierto,  sin  cambiar 
de  un  todo  la  organización  política,  i  sin  descentralizar  el  go- 
bierno colonial,  que  en  su  parte  lejislativa  residia  en  el  monarca 
i  sus  consejeros  inmediatos: 

Veamos  otros  de  los  vicios  que  tomaban  en  América  grande 
incremento.  La  desigualdad  social,  que  en  la  metrópoli  se  referia 
al  linaje  i  era  efecto  más  bien  de  las  leyes  que  de  las  costumbres, 
versaba  en  Indias  sobre  la  diferencia  de  razas,  que  ya  poco  armo- 
niosas de  suyo,  eran  objeto  de  varia  estimación  entre  los  domina- 
dores. No  faltaban,  como  lo  hemos  dicho,  leyes  que  favoreciesen 
á  los  indijenas  i  á  los  hombres  de  color  libres;  pero  los  españoles 
i  portugueses  que  residian  é  imperaban  en  América  los  menos- 
preciaban, i  hacian  para  ellos  poco  menos  que  nugatoria  la  pro- 
tección legal.  Lo  más  odioso,  i  lo  que  más  influyó  en  la  indepen- 
dencia de  las  colonias,  aunque  nacia  del  mismo  deseo  de  evitarla, 
era  la  sistemática  esclusion  de  los  criollos  de  casi  todos  los  cargos 
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públicos.  Esa  esclusion  no  se  fundaba  tampoco  en  lei  alguna ;  sino 
en  la  parte  discrecional  del  mando,  mucho  mayor  en  una  monar- 
quía semi  absoluta  que  en  otras  formas  de  gobierno. 

Aún  más  defectuoso  que  en  la  metrópoli  era  el  sistema  de  edu- 
cación i  enseñanza  públicas.  Desde  luego  estaba  atribuida  al  go- 
bierno la  instrucción  superior,  que  se  concretaba  á  algunos  ramos 
de  sicolojía  antigua,  á  materias  teolójicas  ó  canónicas,  i  al  dere- 
cho cítíI  romano  i  patrio.  Casi  todas  las  ciencias,  i  en  especial  la 
economia  política,  el  derecho  constitucional  i  el  déjenles,' inspi- 
raban serios  alarmas  á  los  dominadores  del  mundo  ibero-ameri- 
canOy  que  imajinaban  entorpecer  las  leyes  naturales  i  eternas  de 
la  política,  como  Josué  entorpeció  un  dia  las  leyes  del  sistema 
planetario.  En  cuanto  á  la  instrucción  popular  i  primaria,  se  re* 
ducia  á  las  primeras  letras,  enseñadas  en  unas  pocas  escuelas 
privadas,  que  costeaban  para  sus  hijos  los  padres  pudientes.  I  á 
pesar  de  todo,  no  faltaron  americanos  que  educados  en  Europa, 
ó  en  América  misma  venciendo  no  pocas  dificultades,  llegasen  á 
un  alto  grado  de  ilustración,  i  elevasen  su  espíritu  por  la  lectura 
de  libros  cuya  introducción  era  más  ó  menos  furtiva. 

Una  de  las  esferas  de  la  actividad  social  en  que  mayor  ceguedad 
mostraba  la  metrópoli,  era  el  comercio  de  sus  colonias.  Prohi- 
bíase rigorosamente  que  se  hiciera  con  otros  países  que  la  ma- 
dre patria,  i  aun  se  imponía  pena  capital  al  estranjero  que  sin 
permiso  arribara  á  las  playas  americanas.  De  algunos  puertos 
peninsulares  se  despachaban  en  ciertas  épocas  mercaderías,  que 
en  gran  parte  se  introducían  como  nacionales,  de  Inglaterra, 
Francia,  Italia  ó  Alemania,  i  á  mui  altos  precios  se  revendian  por 
los  mercaderes  autorizados  para  el  comercio  de  las  Indias.  En  re- 
torno esportábanse  las  primeras  materias  de  fabricación,  que  no 
era  permitida  en  las  colonias.  Varios  artículos,  como  el  tabaco, 
la  sal,  el  aguardiente,  la  pólvora  i  los  naipes,  eran  de  ilícito  co- 
mercio por  hallarse  reservado  al  gobierno,  que  hacia  del  mono- 
polio un  recurso  fiscal. 

Además  de  este  jénero  de  impuestos,  se  conocian  las  alcabalas 
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sobre  la  introducción  de  mercancías  i  contratos  traslativos  der 
dominio,  los  tributos  deindijenas,  el  papel  sellado,  i  muchos  que 
con  diversos  nombres  gravitaban  sobre  la  producción,  el  tras- 
porte ó  el  consumo  de  los  pocos  objetos  creados  por  la  industria 
colonial  ó  introducidos  de  fuera  por  el  comercio  privilejiado.  To« 
dos  ellos  eran  indirectos  i  violatarios  de  las  sanas  doctrinas  eco- 
nómicas, mui  poco  divulgadas  entonces  aun  en  naciones  más 
avanzadas  que  España  i  Portugal. 

Muchos  de  aquellos  americanos  que,  según  hemos  visto,  llega- 
ron á  ilustrarse,  no  obstante  las  dificultades  que  les  rodeaban, 
comprendieron  desde  el  siglo  pasado  que  ni  la  América  podía  es- 
tar condenada  perpetuamente  al  absurdo  sistema  colonial,  ni  ha- 
bia  nada  que  esperar  de  sus  actuales  dominadores.  Pero  la  em- 
presa de  sacudir  el  yugo  i  sostituirlo  por  un  gobierno  progresivo 
i  respetuoso  del  derecho,  era  una  empresa  titánica,  que  algunos 
espiritas  impacientes  iniciaban  á  destiempo,  i  retardaban  con  sus 
pasos  prematuros  alarmando  la  susceptibilidad  de  los  gober* 
nantes. 

Pero  hé  ahi  que  los  sucesos  ocurridos  en  la  península  en  el 
año  de  1808  i  siguientes,  determinaron  el  momento  de  la  eman- 
cipación decretada  mucho  antes  por  la  razón  filosófica.  Invadidos 
los  reinos  de  España  i  Portugal  por  las  huestes  de  Napoleón,  la 
corte  del  segundo  tuvo  el  buen  sentido  de  trasladarse  á  América, 
salvándose  de  humillaciones  i  conjurando  lá  guerra  civil  en  sus 
propios  dominios.  Menos  avisada  la  corte  de  Madrid,  i  desdeñando 
el  consejo  del  Principe  de  la  Paz,  es  victima  de  su  confianza  en  el 
gran  conquistador  de  los  tiempos  modernos.  Cae  prisionero  suyo 
sin  combatir,  deja  abandonadas  sus  vastas  posesiones,  i  da  opor- 
tunidad al  establecimiento  de  esos  gobiernos  provisorios  de  Es- 
paña, que  imitados  en  sus  colonias  de  América,  pusieron  el  poder 
público  en  manos  de  los  colonos,  dándoles  la  conciencia  de  su 
aptitud  i  ofreciéndoles  el  medio  de  realizar  su  derecho. 

Aunque  ejercida  á  nombre  de  Fernando,  los  españoles  no  se 
resignaban  á  ver  pasar  la  autoridad  á  los  americanos.  Inmediata-^ 
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menle  se  oponen  con  las  armas,  i  empieza  la  lucha  entre  padres 
é  hijos  ánn  antes  que  prÍDcipiase  entre  colonos  i  metropolitanos* 
Era  que  los  viejos  odios  se  encaraban.  I  la  arrogancia  del  opresor, 
no  contando  por  nada  las  justas  aspiraciones  ni  la  altivez  del  opri- 
mido, presintiendo  la  tendencia  del  movimiento  colonial,  i  fiel 
guardián  de  los  derechos  de  su  señor,  no  aguardó  siquiera  la  au- 
torización del  reí  cautivo  para  hacer  la  gueiTa  al  colono  inno- 
Tador. 

Restituido  á  su  trono  el  rei  Fernando,  la  guerra  se  formalizó, 
i  los  colonos  carecieron  de  razón  i  aun  de  pretesto  para  retardar 
la  abierta  manifestación  de  sus  intentos.  Quince  años  de  lucha 
tenaz  {^sangrienta  trajeron  la  independencia  de  Hispano- América. 
Con  ella  vino  el  poder  público  á  manos  del  hijo  del  suelo.  En 
8u  furor  habia  descuajado  Ja  tierra  de  los  pocos  elementos  aris- 
tocráticos, que  como  aliados  á  la  causa  de  la  metrópoli  habian 
entrado  en  la  lid.  La  ferocidad  real  habia  enjendrado  el  odio  más 
profundo  á  la  monarquía,  que  ya  no  tuvo  raiz  ni  asiento  en  la 
América  española.  De  este  modo  la  República  nacia  como  espon- 
táneamente de  la  nueva  situación.  La  democracia  habia  visto  pe- 
recer sus  más  poderosos  enemigos ;  pero  uno  nuevo  acababa  de 
brotar  entre  los  estruendos  del  combate,  que  iba  á  entorpecer  la 
organización  definitiva  de  la  nueva  sociedad.  El  caudillaje  osó 
invocarla  libertad  que  pretendía  haber  conquistado,  i  que  no  hacia 
sino  insultar  con  su  mentida  protección.  Las  ambiciones  bastarda^r 
ocuparon  el  lugar  debido  á  las  lejitimas  ambiciones.  Retardóse 
aún  el  advenimiento  de  la  república  democrática  i  el  reinado  del 
derecho.  Pero  comoquiera  que  sea,  muchas  naciones  han  suij  ido 
de  la  colonia  ibero-americana.  Ellas  intentaron  constituirse  desde 
que  asumieron  su  individualidad  política.  Aún  se  ajitan  en  ese 
palenque  abierto  á  las  influencias  i  las  opiniones,  i  no  es  fácil 
predecir  cuándo  quedará  cerrado  para  los  ensayos  abortivos. 

Hai  complicado  era  el  problema  de  organización  presentado  á 
los  estadistas  hispano -americanos.  De  un  lado,  la  ciencia  abstracta 
de  la  política  les  hubiera  ofrecido  la  naturaleza  mental  del  hom- 
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bre  i  las  enseñanzas  jenerales  de  la  historia  gubernamental  como 
objeto  de  su  estudio.  De  otro  lado,  la  ciencia  política  de  aplicación 
les  entret^aba  una  actualidad  nacida  del  coloniaje  i  bañada  en  la 
sangre  déla  revolución,  para  queá  su  tenor  modificasen  los  prin- 
¿ipios  derivados  de  la  primera.  Pero  la  ciencia  abstracta  no  está 
formada  de  manera  que  pueda  consultársela  como  la  zoolojia,  la 
química  ó  la  botánica.  I  ámás,  la  actualidad  resume  en  si  tan  di- 
versos i  opuestos  elementos,  que  nadie  podría  jactarse  de  cono- 
cerla a  fondo. 

No  debe  sorprendernos  por  lo  mismo  la  instabilidad  de  los 
principios  constitucionales  planteados  en  la  América  españo- 
la. Quién    ha   seguido    puramente    las  doctrinas    abstractras 
de   escritores    que  á  menudo  se   dejaban   arrastrar    por    su 
imajinacion;   quién  imitaba  las  instituciones  de  otros  pueblos 
sin  punto  de  contacto  con  aquéllos  á  que  se  trasladaban;  i 
quién  discurría  sistemas  orijinales  sujeridos  por  su  propio  jui- 
cio sobre  la  perfectibilidad  política.  Pero  en  todos  estos  ensayos 
se  ha  tenido  mui  poco  presente  el  punto  de  partida,  la  actuali- 
dad creada  por  sus  dos  potentes  jeneradores,  el  coloniaje  i  la 
revolución.  Era  la  actualidad  una  base  i  un  obstáculo  á  un  mis- 
mo tiempo.  Como  base,  merecia  toda  la  atención  que  deman- 
dan las  situaciones  hechas,  la  manera  de  ser  formulada  por  siglos 
de  una  lenta  i  complicada  elaboración.  Como  obstáculo,  debia  ser 
removida  á  impulso  del  progreso  ;  ¿  pero  en  qué  medida  i  con 
qué  condiciones?  Muchos  pretendieron,  i  fué  su  error,  descar- 
tarse de  las  viejas  instituciones  i  costumbres  como  se  muda  de 
vestido.  I  aun  la  moda  no  hace  sino  alterar  los  accidentes  del 
vestido  sin  operar  un  cambio   radical,  que  sólo  viene  á  consu- 
marse con  el  trascurso  de  los  siglos.  Por  otra  parte,  la  revolu- 
ción habia  dado  muerte  á  instituciones  que  se  opusieron  á  su 
paso  ó  provocaron  su  ira.  Nada  más  difícil  que  conciliar  el  pasado 
con  una  nueva  situación  que  anuncie  i  prepare  el  porvenir.  Los 
anglo-americanos    resolvieron  el  problema;   pero  no  sucedió 
otro  tanto  con  los  americanos  de  orijen  español. 

No  basta  que  un  pais  haya  recibido  un  instrumento  orgánico 
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de  sa  gobienio,  para  que  se  repute  constituido.  Apesardesus  quin- 
ce constitociones  adoptadas  de  1791  á  1852,  la  Francia  no  ha  lie- 
gado  jamas  á  constituirse;  pues  aún  el  actual  sistema,  no  obstante 
su  duración  dequince  años,  se  mira  casi  jeneralmente  como  tran- 
sitorio (1).  Para  que  un  sistema  politice  merezca  llamarse  la  cons- 
titución del  paisáque  se  aplica,  es  indispensable  que  arraigue  en  los 
espíritus  i  en  las  costumbres ;  que  inspire  amor  á  los  ciudadanos ; 
que  sedefienda  por  éstos  como  su  propiedad  i  su  amparo,  i  que  en 
suma  llegue  á  identificarse  con  la  idea  de  la  patria.  Los  reglamen- 
tos efinaeros  que  cada  resolución  dicta  al  dia  siguiente  de  su  triunfo 
en  la  América  hispana,  sólo  espresan  el  deseo  de  los  que  han 
?enido  al  poder  quizás  vulnerando  todos  los  derechos  i  ahogando 
en  sangre  la  volundad  nacional.  Aunque  la  invocan,  no  son 
á  menudo  obra  de  la  soberania  popular,  sino  de*  la  soberanía  de 
la  espada,  su  mortal  enemigo.  Por  tanto,  para  asegurarse  de  que 
un  estado  se  halla  constituido,  es  necesario  examinar  si  sus  insti- 
tuciones políticas  reflejan  su  situación  social  si  se  mantienen  por 
la  libre  voluntad  de  los  ciudadanos,  i  si,  salvas  las  mejoras  de 
que  toda  obra  humana  es  susceptible  en  el  andar  de  los  tiempos, 
contienen  los  principios  fundamentales  aclamados,  profesados  i 
ardientemente  defendidos  por  aquéllos  que  las  obedecen.  Ese 
sistema,  i  sólo  él,  forma  la  constitución  poUtica  de  un  estado. 

Pero  un  país  trabajado  por  fuertes  sacudimientos  durante  lar- 
gos anos ;  un  pais  que  se  ha  retorcido  en  sangrientas  i  penosas 
convulsiones  por  destruir,  si  no  todo  un  pasado,  á  lo  menos  sus 
primeras  bases  i  razón  de  ser,  puede  no  hallar  i  no  hallará  pro- 
bablemente la  fórmula  definitiva  de  su  organización  política, 
sino  después  de  numerosas  tentativas,  entre  las  cuales  imperará 
la  que  se  dicte  con  mayor  sinceridad  i  con  mayor  conocimiento 
de  la  situación  compleja,  la  que  menos  busque  los  medros  ó  la 
preponderancia  de  los  partidos  triunfantes,  la  que  siendo  la  más 
jenuina  espresion  de  la  voluntad  popular,  consulte  mejor  por 

(1)    Bflto  96  «flcríbia  en  1867. 
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consiguiente  los  intereses  de  los  pueblos.  Tal  es  la  aspiración  de 
los  hombres  honrados  en  Hispano-América,  si  bien  no  ha  sido 
siempre  la  suerte  de  los  estados  en  que  se  halla  dividida. 

En  todo  caso  sus  instituciones  políticas  son  materia  de  pro* 
yechoso  estudio.  Nosotros  hemos  consagrado  algún  tiempo  al  de 
los  diez  estados  que  se  reparten  la  grandiosa  península  de  Sud- 
América  (i),  á  saber,  Brasil  i  Paraguai,  República  Arjentína  i 
Uruguai,  Chile  i  Bolivia,  Perú  i  Ecuador,  Colombia  i  Venezuela, 
reuniendo  con  no  poco  trabajo  sus  constituciones  vijentes,  qtie 
ofrecemos  aquí  comentadas  según  las  nociones  que  hemos  pro- 
curado pedir  al  estado  presente  de  la  ciencia.  Dos  objetos  nos 
han  conducido  en  esta  obra,  que  emprendida  por  pasatiempo, 
nos  resolvemos  á  publicar  hoi.  Es  el  primero  ejercitar  el  criterio 
político,  acopiando  preciosos  i  variados  materiales,  que  suminis- 
tran abundante  ocasión  de  discutir  los  principios  todavía  contes- 
tados de  la  ciencia.  Es  el  segundo  comparar  todos  estos  instru- 
mentos, parto  de  tan  diversas  opiniones  i  miras,  é  investigar 
hasta  dónde  se  justifica  su  discrepancia.  La  unión  á  que  parece 
destinada  la  América  del  Sur,  no  bajo  un  sólo  gobierno,  ni  aun 
tal  vez  por  una  liga  ofensiva  i  defensiva,  sino  más  bien  en  co- 
mercio, en  literatura,  en  derecho  internacional  i  en  doctrinas 
lejislativas,  pudiera  estenderse  á  lasintituciones  políticas  que  no 
afectasen  de  necesidad  la  especial  manera  de  ser  que  á  cada  es- 
tado distingue.  Si  como  hai  razón  para  temerlo,  destinos  parti- 
culares se  aguardan  á  Méjico  i  Centro-América,  cuya  situación 
jeográfica  los  separa  de  la  constelación  de  los  estados  meridio- 
nales, ¿  por  qué,  á  lo  menos,  el  suelo  de  éstos  no  seria  una  pa- 
tria común  del  ciudadano  de  todas?  ¿I  por  qué  no  se  acercarían 
en  dogmas  políticos  tales  como  la  nacionalización  de  estranjeros, 
las  garantías  individuales,  las  libertades  públicas  i  la  organiza- 
ción fundamental  de  los  poderes  gubernativos? 

Hoi  apenas  se  conocen  entre  si  los  estados  mismos  que  rom- 

(1)    Véase  el  prefacio  anterior. 
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peo  limites  en  Sud-América ;  !a  corografía,  la  historia^  la  litera- 
tura i  las  instituciones  de  cada  uno  de  ellos  son  casi  ignoradas 
en  los  deoiás.  Procuremos  acercarlos  para  que  se  estudien  ^  se 
comprendan,  se  amen  i  se  unan  en  fraternal  abrazo,  protestando 
de  consuno  contra  los  enemigos  de  la  especie,  el  error  i  la 
injusticia. 

En  cuanto  al  plan  de  nuestro  trabajo,  hé  aquí  sus  principales 
condiciones.  Cada  constitución  va  acompañada  de  una  breve  his- 
toria gubernativa  del  respectivo  país  desde  su  independencia, 
como  medio  de  esplicarse  á  menudo  la  índole  particular  de  la 
constitución  vijente,  i  como  enseñanza  de  las  fases  por  que  ha 
pasado  el  pensamiento  político  en  cada  nación,  lo  que  hace  un 
material  no  despreciable  de  la  ciencia  aplicada.  Sígnenle  obser- 
vaciones jenerales  i  particulares    sobre  la  respectiva  constitu- 
cion,  hechas  las  más  veces  con  ánimo  de  mostrar  los  defectos 
más  bien  que  las  perfecciones ;  i  aún  asi  no  hemos  creído  nece- 
sario aludir  sino  á  los  defectos  que  parecían  más  notables.  Aten- 
dida la  importancia  de  algunas  cuestiones,  no  hemos  esquivado 
tratarlas  en  dos  ó  mas  secciones  del  libro,  aunque  de  ordinario 
hayamos  procurado  evitar  esas  repeticiones.  Por  último,  cada 
sección,  que  forma  un  estudio  separado,  se  ha  puesto  en  el  lugar 
que  parecia  convenirle,  siguiendo  un  orden  combinado  de  jeo- 
grafía  i  de  cronolojia  política  :  denominación  que  damos  á  la 
sucesión  natural  de  los  sistemas  según  el  desarrollo  social  i  po- 
lítico de  las  sociedades.  De  ahí  es  que,  comenzando  por  la  mo- 
narquía brasilera  i  su  hermana  menor  la  oligarquía  chilena,  ter- 
minamos por  las  federaciones  colombiana  i  venezolana,  no  sin 
haber  hecho  algunas  interpolaciones  que  demandaban  las  razones 
jeográficas  ó   históricas.  Por  lo  demás,  si  el  fondo  del  trabajo 
respondiere  á  alguno  de  los  objetos  que  nos  han  movido,  que- 
daríamos satisfechos  aun  cuando  no  hubiésemos  sido  felices 
eoel  método  adoptado* 
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TITULO  1 

DEL  IMPERIO  DEL  BRASIL,  SU  TERRITORIO,  GOBIERNO, 

DINASTÍA  I  RELIJION. 

Art.  l.^El  imperio  del  Brasil  es  la  asociación  política  de  todos 
los  ciudadanos  orasileros.  Ellos  forman  una  nación  libre  é  inde- 
pendiente, que  no  admite  con  otras  lazo  alguno  de  unidad  ó  fede- 
ración que  se  oponga  á  su  independencia. 

Art«  2.*^  Su  territorio  se  divide  en  provincias,  en  la  forma  en  que 
actualmente  se  halla;  pudiendo  ser  subdivididas  éstas  como  lo 
eiija  el  bien  del  estado. 

Art.  5.»  Su  gobierno  es  monárquico,  hereditario,  constitucional  i 
representativo. 

Art.  4.^  La  dinastía  imperante  es  la  del  señor  don  Pedro  I,  actual 
emperador  i  defensor  perpetuo  del  Brasil. 

Art.  5.®  La  relijion  católica,  apostólica  i  romana  continuará  siendo 
la  relijion  del  imperio.  Todas  las  demás  relij  iones  serán  permitidas, 
con  su  culto  doméstico  ó  privado,  en  casas  destinadas  al  efecto,  sin 
forma  alguna  esterior  de  templo. 
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TITULO  n 

OE  LOS  CIUDADANOS  BRASILEROS. 


Art.  6.<*  Son  ciudadanos  brasileros  : 

1 .®  Los  individuos  injenuos  ó  libertos  que  hubieren  nacido  en  el 
Brasil ;  aunque  el  padre  sea  estranjero,  con  tal  que  no  resida  en 
servicio  de  su  nación ; 

2.®  Los  hijos  de  padre  brasilero,  i  los  ilejitimos  de  madre  brasi- 
lera nacidos  en  país  estranjero  que  vengan  á  establecer  su  domi- 
cilio en  el  imperio ; 

5.0  Los  hijos  de  padre  brasilero  que  se  halle  en  otro  país  al  ser- 
vicio del  imperio,  aunque  no  vengan  á  domiciliarse  en  el  Brasil ; 

4,**  Todos  los  nacidos  en  Portugal  i  sus  posesiones  que,  residiendo 

Ía  en  el  Brasil  en  la  época  en  que  se  proclamó  la  independencia  en 
is  provincias  donde  habitaban,  adhirieron  á  ella  espresa  ó  tácita- 
mente por  la  continuación  de  su  residencia ; 

5.<*  Los  estranjeros  naturalizados,  cualquiera  que  sea  su  relijiou. 
La  lei  determinará  las  cualidades  necesarias  para  obtener  carta 
de  naturalización. 

Art.  7.0  Piérdelos  derechos  de  ciudadano  brasilero  : 

1.0  El  que  se  naturalizare  en  pais  estranjero ; 

2.0  El  que  sin  licencia  del  emperador  aceptare  empleo,  pensión  ó 
condecoración  de  cualquier  gobierno  estranjero ; 

5.®  El  que  fuere  desterrado  por  sentencia. 

Art.  8.®  Suspéndese  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  : 

1 .0  Por  incapacidad  fisica  ó  moral ; 
.    2.0  Por  sentencia  condenatoria  á  prisión  ó  infamia,  mientras 
duren  sus  efectos. 


TITULO  m 

De  LOS  PODERES  I  REPRESENTACIÓN  NACIONAL. 


Art.  9.0  La  división  i  armonía  de  los  poderes  políticos  es  el  prin- 
•ripio  conservador  de  los  derechos  de  los  ciudadanos,  i  el  medio 
mas  seguro  de  hacer  efectivas  las  garantías  que  la  constitución 
i^frece. 

Art.  10.  Los  poderes  políticos  reconocidos  por  la  constUutiondei 
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imperio  del  Brasil  son  cuatro  :  el  poder  lejislativo,  el  poder  mode- 
rador^ el  poder  ejecutívo  i  el  poder  judicial. 

Art.  il.  Los  representantes  de  la  nación  brasilera  son  el  empe- 
rador i  la  asamblea  jeneral. 

Art.  12.  Todos  estos  poderes»  en  el  imperio  del  Brasil,  son  dele- 
gaciones de  la  nación. 


TITULO  IV 

DEL  PODEB  LEGISLATIVO. 


aPITDLO  1 
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Art.  13.  El  poder  lejislativo  es  deleg^ado  á  la  asamblea  jeneral, 
mediante  la  sanción  del  emperador. 

Art.  14.^  La  asamblea  jeneral  se  compone  de  dos  cámaras  :  cá- 
mara de  dipotados  i  cámara  de  senadores  ó  senado. 

Art.  15.  Es  de  la  atribución  de  la  asamblea  jeneral : 

1."*  Tomar  Juramento  al  emperador,  al  principe  imperial  i  al 
rejente  ó  la  rejencia ; 

8.*  Elejir  la  rejencia  6  el  rejente,  i  señalar  los  limites  de  su  auto- 
ridad; 

5.®  Reconocer  al  principe  imperial  como  sucesor  del  trono,  en 
la  primera  reunión  después  de  su  nacimiento  ; 

4«*  Nombrar  tutor  al  emperador  menor,  siempre  que  su  padre  no 
lo  haya  nombrado  en  testamento ; 

5.^  Besoher  las  dudas  que  ocurrieren  sobre  la  sucesión  de  la 
corona; 

6.*  En  la  muerte  del  emperador  ó  vacancia  del  trono,  residen- 
ciar la  administración  que  na  terminado  i  reformar  los  abusos  in- 
troducidos en  ella ; 

7.®  Escojo*  nueva  dinastía,  caso  que  se  estinga  la  imperante ; 

8.*  Hacer,  interpretar,  suspender  i  revocar  las  leyes; 

9.*  Velar  en  la  guarda  de  la  constitución,  i  promover  el  bien 
jeneral  de  la  nación ; 

10.  Fijar  anualmente  los  gastos  públicos,  i  repartir  la  contribu- 
ción directa ; 

11.  Fijar  anualmente,  en  vista  del  informe  del  gobierno,  las 
fuerzas  de  mar  i  tierra  ordinarias  i  estraordinarias ; 
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12.  Conceder  ó  negar  la  entrada  de  fuerzas  estranjeras  de  tierra 
i  mar  en  el  lerrilorio  del  imperio  ó  en  sus  puertos ; 

13.  Autorizar  al  gobierno  para  contraer  empréstitos ; 

14.  Establecer  medios  convenientes  para  el  pago  de  la  deuda 
pública; 

15.  Regularizar  la  administración  de  los  bienes  nacionales  i 
decretar  su  enajenación; 

16.  Crear  ó  suprimir  empleos  públicos,  i  establecer  sus  dota- 
ciones; 

17.  Determinar  el  peso,  el  valor,  el  sello,  el  tipo  i  la  denomina- 
ción de  las  monedas,  asi  como  el  patrón  de  los  pesos  i  medidas. 

Art.  16.  Cada  una  de  las  cámaras  tendrá  el  tratamiento  de  au- 
gustos  i  dignísimos  señores  representantes  de  la  nación, 

Art.  17.  Cada  legislatura  durará  cuatro  años,  i  cada  reunión 
anual  cuatro  meses. 

Art.  18.  La  sesión  imperial  de  apertura  se  tendrá  todos  lósanos 
el  dia  tros  de  mayo. 

Art  19.  También  será  imperial  la  sesión  de  clausura;  i  tanto 
ésta  como  la  primera  se  tendrán  en  asamblea  jeneral  reunidas  las 
cámaras. 

Art.  20.  Su  ceremonial  i  el  de  la  participación  al  emperador, 
se  determinarán  por  el  reglamento  interno. 

Art.  21.  También  se  harán  en  la  forma  prescrita  por  los  regla- 
mentos la  elección  de  los  presidentes,  vice  presidentes  i  secretarios 
de  las  cámaras,  la  verificación  de  los  poderes  de  sus  miembros,  el 
juramento  que  deben  prestar,  i  la  policía  interior  de  cada  una  de 
aquéllas. 

Art.  22.  En  la  reunión  de  las  dos  cámaras  dirijirá  los  trabajos  el 
presidente  del  senado.  Los  diputados  i  senadores  tomarán  lugar 
mdistintamente. 

Art.  23.  No  podrá  celebrarse  sesión  en  ninguna  de  las  cámaras 
sin  que  se  halle  reunida  la  mitad  mas  uno  de  sus  respectivos 
miembros. 

Art.  24.  Las  sesiones  de  cada  una  de  las  cámaras  serán  públicas, 
con  escepcion  de  los  casos  en  que  el  bien  del  estado  exija  que  sean 
secretas. 

Art.  25.  Los  negocios  se  resolverán  por  la  mayoría  absoluta  de 
los  votos  de  los  miembros  presentes. 

Art.  26.  Los  miembros  de  cada  una  de  las  cámaras  son  invio- 
lables por  las  opiniones  que  manifestaren  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Art.  27.  Ningún  senador  ó  diputado  podrá,  durante  su  mandato, 
ser  preso  por  autoridad  alguna,  si  no  precede  orden  de  su  respec- 
tiva cámara,  escepto  el  caso  de  flagrante  delito  que  merezca  pena 
capital. 

Art.  28.  Si  se  acusare  á  algún  senador  6  diputado,  el  jueí,  sus- 
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pendiendo  todo  olteñor  procedimiento,  dará  cuenta  ¿su  rcfpectiva 
cámara,  la  cual  decidirá  si  debe  continuar  el  proceso,  i  si  se  debe 
ó  no  suspender  del  ejercicio  de  sus  funciones  al  miembro  acusado. 

Art.  29.  Podrán  obtener  el  nombramiento  de  ministros  ó  de  con- 
sejeros de  estado  los  senadores  i  los  diputados;  pero  en  tal  cnso 
los  senadores  conservarán  su  asiento  en  el  senado,  mientras  que  el 
diputado  deja  Tacante  el  suyo  en  la  cámara,  i  se  procede  á  nueva 
elección,  en  la  cual  puede  ser  reelecto  i  acumular  entonces  las 
dos  funciones. 

Art.  30.  También  acumulan  ambas  funciones,  si  ya  ejercian 
cualquiera  de  los  mencionados  cargos  (ministro  ó  consejero)» 
cuando  fueron  electos. 

Art.  31.  No  puede  ser  un  individuo  miembro  de  ambas  cámarqs 
á  un  mismo  tiempo. 

Art.  32.  El  ejercicio  de  cualquier  empleo,  con  escepcion  de  los 
de  ministro  de  estado  i  consejero  de  estado,  tesa  temporalmente 
mientras  duran  las  funciones  de  diputado  ó  de  senador. 

Art.  53-  En  el  intervalo  de  las  sesiones  no  podrá  el  emperador 
destinar  fuera  del  imperio  á  un  senador  ó  diputado;  ni  aun  podrán 
los  que  se  bailaren  destinados  previamente  ir  á  desempeñar  sus 
empleos,  cuando  eso  les  impida  concurrir  á  la  asamblea  jen<  ral 
convocada  ordinaria  6  esti*aordinariamenle. 

Art.  34.  Si  en  algún  caso  imprevisto  i  de  que  penda  la  seguri- 
dad pública  ó  el  bien  (id  estado,  fuere  indispensable  que  algún 
senaaor  ó  diputado  salga  en  desempeño  de  otra  comisión,  la  res- 
pectiva cámara  podrá  asi  determinarlo. 


CAPITULO  II 

Do  la  cámara  de  los  dlpatados. 

Art.  35.  La  cámara  de  los  diputados  es  electiva  i  temporal. 

Art.  36.  Es  privativade  la  cámara  de  los  diputados  la  iniciativa  : 

1.*  Sobre  impuestos; 

i.^  Sobre  reclutamientos ; 

3.*^  Sobre  designación  de  nueva  dinastía,  caso  de  estinguirsc  la 
imperante. 

Art.  37.  También  comenzarán  en  la  cámara  de  los  diputados : 

i.®  La  residencia  de  la  pasada  administración,  i  la  reforma  de  los 
abusos  introducidos  en  ella ; 

2.'*  La  discusión  de  los  actos  propuestos  por  el  poder  ejecutivo. 

Art.  38.  Es  atribución  esclusiva  de  la  misma  cámara  decre'ar 
que  tenga  lugar  la  acusación  de  los  ministros  i  de  los  consejeros 
de  estado. 
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Art.  39.  Los  diputados  reeibirán,  durante  las  sesiones,  un  sub' 
sidio  pecuniario  que  se  tasará  al  concluir  la  úllima  sesión  de  la 
reeedente  lejislatura;  Se  les.  dará,  además  una  indeninizacic»!  para 
08  gastos  de  ida  i  de  vuelta. 


r. 


CAPITULO  m 

I 

Del  senado. 


Art.  40.  El  senado  se  compone  de  miembros  vitalicios,  i  se 
organizará  por  elección  provincial. 

Art.  41.  Cada  provincia  dará  tantos  senadores  cuantos  compongan 
la  mitad  de  sus  respectivos  diputados;  pero  si  el  número  ae  éstos 
fuere  impar  en  una  provincia,  el  de  sus  senadores  será  igual  á  la 
mitad  del  iiiimero  inmediatamente  menor  :  de  suerte  que  á  la 

Srovincia  que  diere  once  diputados  corresponderán  cinco   sena- 
ores.  % 

Art.  42.  No  obstante  la  regla  establecida,  la  provincia  que  tu* 
viere  un  solo  diputado  elejirá,  sin  embarco,  un  senador. 

Art.  43.  Las  elecciones  se  harán  del  mismo  modo  que  las  de  los 
diputados ;  pero  por  listas  triples,  en  vista  de  las  cuales  el  empe- 
rador escojerá  el  tercio  sobre  la  totalidad  de  cada  lista  indistinta- 
mente. 

Art.  44.  Las  plazas  de  senadores  que  vacaren  se  llenarán,  en  la 
respectiva  provmcia,  por  el  mismo  procedimiento  de  la  primera 
elección. 
Art.  45.  Para  ser  senador  se  requiere  : 
1.®  Ser  ciudadano  brasilero  i  estar  en  el  goce  de  los  derechos 
políticos; 

2.^  Tener  por  lo  menos  la  edad  de  cuarenta  años ; 
3.®  Ser  persona  de  saber,  capacidad  i  virtudes,  prefiriéndose 
los  que  hubieren  prestado  servicios  á  la  patria ; 

4.°  Tener  una  renta  anual  procedente  de  propiedades,  indus* 
tria,  comercio  ó  empleos,  que  llegue  á  ochocientos  mil  reís  (1). 

Art.  46.  [x)s  principes  de  la  casa  imperial  son  senadores  por 
derecho,  i  tendrán  asiento  en  el  senado  tan  luego  como  cumplan 
la  edad  de  veinticinco  años. 
Art.  47.  Es  de  la  atribución  esclusiva  del  senado  : 
1.°  Conocer  de  los  delitos  individuales  cometidos  por  los 
miembros  de  la  familia  imperial,  ministros  de  estado,  consejeros 
de  estado  i  senadores ;  i  de  los  delitos  de  los  diputados  durante  el 
periodo  de  la  lejíslatura; 

2.°  Conocer  en  los  casos  de  responsabilidad  délos  secretarios 
i  consejeros  de  estado; 

(1)  Un  mil  reh  equivale  aproiimndnnRentP  A  tres  franco». 
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Z.^  Espedir  decretos  de  convocatoria  de  la  asamblea,  cuando 
DO  lo  haya  hecho  el  emperador,  durante  los  meses  que  siguen  al 
tiempo  determinado  por  la  constitución ;  para  lo  cual  se  reunirá 
el  senado  estraordinaríamente; 

4.*  Convocar  la  asamblea,  á  la  muerte  del  emperador,  para 
elejir  la  rejencia  permanente,  cuando  ella  tenga  lugar  i  la  rejenda 
provisional  no  hiciere  la  convocatoria. 

Art.  48.  En  los  juicios  criminales  en  que  la  acusación  no  corres- 
ponde á  la  cámara  de  diputados,  acusart  el  procurador  de  la 
corona  i  de  la  soberanía  nacional. 

Art.  49.  Las  sesiones  del  senado  comenzarán  i  acabarán  al  mismo 
tiempo  que  las  de  la  cámara  de  los  diputados. 

Art.  50.  Esceptuándose  los  casos  prescritos  por  la  constitución, 
toda  reunión  del  senado,  fuera  del  tiempo  de  las  sesiones  tenidas 
por  la  cámara  de  los  diputados,  es  ilícita  i  nula. 

Art.  51 .  El  subsidio  pecuniario  de  los  senadores  será  igual  á  la 
cantidad  que  reciben  los  diputados  aumentada  en  una  mitad. 


CAPITOLOIV 
De  la  propcMiolan,  diMnutoii,  aaiiotoii  i  promiilqaoion  d«  las  leywi. 

Art.  52.  La  proposición,  rechazo  i  aprobación  de  los  proyectos 
de  lei  corresponden  á  cada  una  de  las  cámaras. 

Art.  55.  El  poder  ejecutivo  ejerce,  por  medio  de  cualquiera  de 
los  ministros  de  estado,  el  derecho  de  propuesta  que  le  corres* 
ponde  en  la  formación  de  las  leyes.  Examinada  que  sea  la  pro- 
puesta por  una  comisión  de  la  cámara  de  los  diputados,  en  donde 
debe  iniciarse,  podrá  ser  convertida  en  lei. 

Art.  54.  Los  ministros  pueden  tomar  parte  en  la  discusión  del 
proyecto,  dado  que  sea  el  informe  de  la  comisión ;  pero  no  podrán 
votar  ni  aun  estar  presentes  á  la  votación,  á  menos  que  sean  sena- 
dores 6  diputados. 

Art.  55.  Si  la  cámara  de  los  diputados  adoptare  d  proyecto,  la 
remitirá  á  la  de  los  senadores  con  la  siguiente  fórmula  :  «  La  cá- 
mara de  los  diputados envia  á  la  camarade  los  senadores  el  proyecto 
adjunto  del  poder  ejecutivo  (con  reformas  6  sin  ellas),  i  opina  en 
su  favor.  » 

Art.  56.  Si  no  pudiere  adoptar  el  proyecto,  lo  avisará  al  empera* 
dor,  por  una  diputación  de  sus  miembros,  del  modo  que  sigue  : 
8  Ija  cámara  de  los  diputados  manifiesta  al  emperador  su  reconocí- 
mioito  por  el  celo  que  muestra  en  pro  de  los  intereses  del  imperio, 
i  le  suplica  respetuosamente  se  aigne  reconsiderar  el  proyecto 
propuesto  por  el  gobierno.  » 
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Art.  57.  En  jeneral,  las  pi'oposicionesque  la  cámara  délos  diputa- 
dos admitiere  i  aprobare,  se  remitirán  á  la  cámara  de  los  senadores 
con  la  siguiente  fórmula :  <  La  cámara  de  los  diputados  envia  al 
senado  la  adjunta  proposición,  i  opina  se  acepte  i  se  solicite  para 
ella  la  sanción  del  emperador.  » 

Art.  58.  Pero  si  la  cámara  de  los  senadores  no  adoptare  inte- 
gramente el  proyecto  de  la  de  los  diputados,  sino  que  lo  alte- 
rare 6  adicionare,  lo  devolverá  de  este  modo  :  «  El  senado  envía  á 
la  cámara  de  los  diputados  su  proposición  (tal),  con  las  adiuntas 
reformas  ó  adiciones,  i  piensa  que  con  ellas  cabe  pedir  al  empe- 
rador su  sanción  imperial. » 

Art.  59.  Si,  previa  deliberación,  juzga  el  senado  que  no  puede 
admitir  la  proposición  ó  el  proyecto,  se  espresará  en  estos  térmi- 
minos  :  a  bl  senado  envia  de  nuevo  á  la  cámara  de  los  diputados 
la  proposición  (tal),  á  que  no  ha  podido  prestar  su  consenti- 
miento. » 

Ai*t.  60.  Lo  mismo  practicará  la  cámara  de  los  diputados  para 
con  la  del  senado,  cuando  en  éste  hubiere  tenido  orijen  el  pro- 
yecto. 

Art.  61.  Si  la  cámara  de  los  diputados  no  aprobare  las  enmien- 
das 6  adiciones  del  senado,  ó  viceversa,  i  todavía  la  cámara  rehu- 
sante juzgare  que  el  proyecto  es  ventajoso,  podrá  invitar  por  una 
diputación  de  tres  miembros  á  reunión  de  las  dos  cámaras,  la  aue 
tendrá  lugar  en  el  local  del  senado,  i  según  el  resultado  de  la  ais- 
cusion,  prevalecerá  lo  que  fuere  acordado. 

Art.  62.  Si  cualquiera  de  las  dos  cámaras,  después  de  discutido, 
adoptare  integramente  el  proyecto  que  la  otra  le  hubiere  remi- 
tido, lo  estenderá  en  forma,  i  después  de  leido  en  sesión,  lo  dirijirá 
al  emperador  en  dos  ejemplai*es  idénticos,  firmados  por  el  presi- 
dente 1  los  dos  primeros  secretarios,  pidiendo  la  sanción  con  esta 
fórmula  :  «  La  asamblea  jeneral  dirije  al  emperador  el  decreto  ' 
incluso,  que  estima  ventajoso  i  útil  al  imperio,  i  pide  á  S.  M.  I.  se 
digne  prestarle  su  sanción.  » 

•  Art.  63.  Esta  remisión  se  hará  por  medio  de  una  diputación  de 
siete  miembros  del  seno  de  la  cámara  que  deliberó  en  último  lugar, 
la  que  al  mismo  tiempo  informará  á  la  otra  cámara  en  donde  tuvo 
orijen  el  proyecto,  que  ha  adoptado  su  proposición  (tal)  i  que  la 
ha  enviado  al  emperador  solicitando  su  fancion. 

Art.  64.  Si  el  emperador  rehusare  prestar  su  consentimiento, 
responderá  asi :  •  El  emperador  quiere  meditar  sobre  el  proyecto 
de  leí,  para  responder  á  su  tiempo.  »  A  lo  que  contestará  la  cámara 
que :  c  Aplaude  á  S.  H.  I.  el  interés  que  loma  por  la  nación.  » 

Art.  65.  Esta  denegación  tiene  tan  solo  efecto  suspensivo;  i  por 
tanto,  siempre  que  las  dos  lejislaturas  siguientes  á  la  que  aprobó 
el  proyecto  vuelvan  á  presentarlo  en  los  mismos  términos,  se  en- 
tenderá que  el  emperador  le  ha  dado  su  sanción. 
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Art.  66.  El  rmperador  dará  ó  negará  su  sanción,  en  cada  acto 
lejialaÜTo,  dentro  de  un  mes  confado  desde  que  se  le  presentó. 

Art.  67.  IS  no  lo  hiciere  dentro  del  mencionado  plazo,  tendrá 
el  mismo  resultado  que  si  espresamente  negase  la  sanción,  para  el 
efecto  de  contarse  las  lejislaturas  en  que  podrá  aún  rehusar  su  con- 
senf  imieoto,  ó  reputarse  el  acto  obligatorio  por  haber  ya  negado  la 
sanción  en  las  dos  lejislaturas  precedentes. 

Art.  68.  Si  el  emperador  adoptare  el  proyecto  de  la  asamblea 
jrneral,  se  espresará  de  este  modo  :  «  El  emperador  consiente ;  » 
con  lo  cual  queda  sancionado,  i  en  términos  de  promulgarse  como 
lei  del  imperio.  Uno  de  los  ejemplares  autógrafos,  después  de  fir- 
mados por  el  emperador,  será  devuelto  para  el  archivo  de  la  cá- 
mara que  lo  envió,  i  el  otro  servirá  para  hacer  á  su  tenor  la  pro- 
mulgación de  la  lei  por  la  respectiva  secretaria  de  estado,  en  donde 
se  guardará. 

Art.  69.  La  fórmula  de  la  promulgación  de  la  lei  se  concebirá 
en  estos  términos  :  «  Don  (N  ),  por  la  gracia  de  Dios  i  la  unánime 
aclamación  de  los  pueblos,  emperador  constitucional  i  defensor 
perpetuo  del  Brasil,  hacemos  saber  á  todos  nuestros  subditos  (1), 
que  la  asamblea  jeneral  ha  decretado  i  nos  queremos  la  siguiente 
lei  (aqui  el  texto  integro  en  su  parte  dispositiva  solamente) :  man- 
damos por  tanto  á  todas  las  autoridades  á  quienes  corresponda  el 
conocimiento  i  la  ejecución  de  la  referida  lei,  que  la  cumplan,  ha- 
gan cumplir  i  guardar  tal  como  en  ella  se  contiene.  El  secretario 
de  estado  en  el  despacho  de  (aqui  el  ramo  á  que  pertenezca]  la  hará 
imprimir,  publicar  i  circular.  )> 

Art.  70.  Firmada  la  lei  por  el  emperador,  refrendada  por  el 
secretario  de  estado  correspondiente,  i  sellada  con  el  sello  ael  im- 
perio, se  custodiará  el  orymal  en  el  archivo  público,  i  se  enviarán 
ejemplares  impresos  de  ella  á  todas  las  corporaciones  del  imperio, 
tribunales  i  demás  lugares  donde  convenga  el  que  sea  conocida. 


CAPITULO  V 
Da  los  oonoejos  JeneralaB  da  inrovinola  i  wam  airllmolonM. 

Art.  7i .  La  constitución  reconoce  i  garantiza  á  todo  ciudadano 
el  derecho  de  intervenir  rn  los  negocios  de  su  provincia  que  se 
refieran  á  los  peculiares  intereses  de  ella. 

Art.  72.  Este  derecho  se  ejercerá  por  los  cabildos  de  los  distritos, 
i  por  los  concejos  que,  con  el  nombre  de  concho  jeneral  de  la  pro^ 

(1)   Yéase  la  lei  de  reformas  que  se  inserta  después  de  esta  constitucioii. 
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vincia,  d«ben  establecerse  en  cada  provincia  donde  no  estuviere 
situada  la  capital  del  imperio. 

Art.  75,  Cada  uno  de  los  concejos  jenerales  constará  de  veintiún 
miembros  en  las  provincias  mas  populosas,  como  son  Para,  Mara- 
ñan, Ceará,  Pernambuco,  Bahía,  Minas  Geraes,  San  Pablo  i  Rio- 
Grande  del  SuV;  i  de  trece  miembros  en  las  oirás. 

Art.  74.  Su  elección  se  hará  en  la  misma  ¿poca  i  de  igual  modo 
que  se  haga  la  de  los  represenlantes  déla  nación,  i  por  el  tiempo 
de  cada  lejislatura. 

Art.  75.  Hequíérese^  para  ser  miembro  de  estos  concejos,  la  edad 
de  veinticinco  años,  probidad  i  decente  subsistencia.      « 

Art.  76.  Su  reunión  tendrá  lugar  en  la  capital  de  la  provincia,  i 
en  la  primera  sesión  preparatoria  nombrarán  presidente,  vioe  pre- 
sidente, secretario  i  suplente,  que  servirán  por  todo  el  tiempo  de  la 
sesión,  i  deben  examinar  i  verificar  la  lejitimidad  de  la  elección 
de  sus  miembros. 

Art.  77.  Todos  los  años  habrá  sesiones  por  el  término  de  dos 
meses,  pudiendo  prorogarse  por  un  mes  mas,  si  en  ello  oonviníere 
la  mayoría  del  concejo. 

Art.  78.  Para  que  pueda  celebrarse  sesión,  deberá  hallarse  rea-" 
nida  mas  de  la  milad  del  número  de  sus  miembros. 

Art.  79.  No  pueden  ser  electos  para  miembros  del  concejo  jene- 
ral  el  presidente  de  la  provincia,  el  secretario  ni  el  jefe  de  las 
armas. 

Art.  80.  El  presidente  de  la  provincia  asistirá  á  la  instalación 
del  concejo  jeneral,  que  se  efectuará  en  el  primer  dia  de  diciembre, 
i  tendrá  asiento  igual  al  del  presidente  del  concejo,  tomándolo  á  su 
derecha.  De  alli  dirijirá  la  palabra  al  concejo  el  presidente  de  la 

Í provincia,  instruyéndolo  del  estado  de  los  negocios  públicos  i  de 
as  providencias  que  sean  mas  necesarias  para  el  aaelantamieato 
de  la  misma  provincia. 

Art.  81 .  Tendrán  estos  concejos  por  principal  objeto  proponer, 
discutir  i  deliberar  sobre  los  negocios  mas  interesantes  á  su  respec- 
tiva provincia,  formando  proyectos  peculiares  i  acomodados  á  sus 
especiales  circunstancias. 

Art.  82.  Los  negocios  que  procedan  de  los  cabildos  se  remitirán 
oficialmente   al  secretario  del  concejo,   donde  se  discutirán,   á 
puerta  abierta,  como  los  que  tuvieren  oríjen  en  los  mismos  con- 
cejos. Las  resoluciones  se  tomarán  á  pluralidad  absoluta  de  los 
votos  presentes. 
Art.  83.  No  podrá  proponerse  ni  deliberarse  en  estos  concejos: 
1.®  Sobre  intereses  jenerales  de  la  nación ; 
2.®  Sobre  convenios  de  una  provincia  con  otra; 
5.®  Sobre  impuestos,  cuya  iniciativa  es  de  la  eompetenoia  pro- 
pia de  la  cámara  de  los  diputados  (art.  56) ; 

A.^  Sobre  ejecución  de  la»  leyes ;  debiendo,  sin  embargo,  dir^ir 
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s0bre€sto  representaotones  maünHiaB  á  la  asamblea  jeneral  i  al 
poder  ejecatWo  aimultáneamente. 

Ari.  84.  Las  reaoludonet  de  loa  coReej|08  j  hiérales  de  pparincia 
se  remitirán  directamente  al  poder  ejeeutivo,  por  medio  del  presi- 
deote  de  la  jmviiicia. 

Art.  85.  Si  la  asamblea  jeneral  ae  hallare  á  eae  tiempo  reunida* 
se  le  entiarán  inmediatamente  por  la  respectiva  secretaria  de 
estado,  para  que  sean  propuestas  como  proyectos  de  lei»  i  obtengan 
la  aprobadon  de  la  asamblea  mediante  una  sola  discusión  en  cada 
cAmara. 

Art.  86.  No  hallándose  reunida  la  asamblea  ¿  ese  tiempo,  el 
emperador  las  mandará  ejecutar  provisionalmente,  ai  juzgare  que 
merecen  una  pronta  adopción,  considerada  la  utilidad  jeneral  que 
habrán  de  producir  en  la  provincia. 

Art.  87.  Pero  si  no  tuvieren  lugar  aquel  laa  circunstancias,  el 
emperador  declarará  que  «  suspende  su  juicio  respecto  de  aquel 
negocio ;  »  á  lo  que  el  concejo  responderá  que  i  recibe  mui  res? 
petuosamente  la  respuesta  de  S.  M.  I.  » 

Art.  88.  Tan  pronto  como  se  reúna  la  asamblea  jeneral,  se  le 
enviarán  tanto  las  resoluciones  suspensas  como  las  que  se  hallaren 
ejecutándose,  para  que  sean  discutidas  i  se  disponga  de  ellas  en  la 
forma. prescrita  por  el  art.  85. 

Art.  89.  Según  reglamento  dado  por  la  asamblea  jeneral,  sedor 
tallará  el  modo  de  proceder  en  sus  trabajos  los  concejos  jenerales 
de  provincia,  asi  como  su  policia  interna  i  esterna,  i  demás  puntos 
concernientes  á  su  marcha. 


CAPITULO  VI 
po  la«  eleoolonea. 

Art.  90.  La  designación  de  los  diputados  i  senadores  para  la 
asamblea  jeneral,  i  de  los  miembros  de  los  concejos  jenerales  de 
las  provincias,  se  harán  por  elecciones  indirectas,  elijiendo  la  masa 
de  los  ciudadanos  activos  en  asambleas  parroquiales  los  electores 
de  provincia,  i  éstos  los  representantes  de  la  nación  ó  de  la  provin- 
cia respectivamente. 
Art.  91.  Tienen  voto  en  estas  elecciones  primarias  : 
l.<*  Los  ciudadanos  brasileros  que  se  hallan  en  el  goce  de  los 
derechos  politices; 

2.<*  Los  estranjeros  naturalizados. 
Art.  92.  Hállanse  escluidos  de  votar  en  las  asambleas  parro- 
quiales : 

i.«  Los  menores  de  veinticinco  años,  en  los  que  no  se  com- 
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prenden  los  casados  ni  los  oficiales  militares  (|ue  sean  majores  de 
veintiún  años,  los  bachilleres,  ni  los  clérigos  de  órdenes  mayores ; 

^.®  Los  hijos  de  familia  que  vivan  con  sus  padres,  á  méoos 
qu>!  estén  sirviendo  algún  destino  público ; 

3.®  Los  criados  ó  sirvientes,  en  cuya  clase  no  se  comprenden 
los  tenedores  de  libros  ni  primeros  dependientes  de  las  casas  de 
comercio,  los  servidores  de  la  casa  imperial  que  no  sean  de  galón 
blanco,  ni  los  administradores  de  haciendas  rurales  ó  de  fábricas; 

4.®  Los  relijiosos,  i  cuantos  vivan  en  comunidad  claustral ; 

5.®  Los  que  no  tuvieren  una  renta  liquida  anual  de  cien  mil 
reis,  procedente  de  bienes  raices,  industria,  comercio  ó  empleos. 
Arr.  93,  Aquéllos  que  no  puedan  volar  en  las  asambleas  prima- 
rías de  parroquia,  tampoco  pueden  hacer  parle,  ni  votar  para  la 
designación  de  ninguna  autoridad  electiva  nacional  ó  local. 

Art.  94.  Pueden  ser  electores,  i  votar  en  la  elección  de  los  dipu- 
tados, senadores  i  miembros  de  los  concejos  de  provincia,  todos 
aquéllos  que  pueden  votar  en  la  asamblea  parroquial  esceptuando : 

1 .®  Los  que  no  tengan  doscientos  mil  reisde  renta  liquida  anual, 
procedente  de  bienes  raices,  industria,  comercio  ó  empleo ; 

2.®  Los  libertos; 

3.^  Los  reos  procesados  por  acusación  particular  ó  de  oficio. 
Art.  95.  Son  hábiles  para  ser  elejidos  diputados  todos  aquellos 
individuos  que  pueden  ser  electores,  esceptuando  : 

1.®  Los  que  no  tengan  cuatrocientos  mil  reisde  renta  liquida, 
'en  la  forma  de  los  arts.  92  i  94 ; 

2.<*  Los  estranjeros  naturalizados ; 

3.®  Los  que  no  profesen  la  relijion  del  estado. 
Art.  96.  Los  ciudadanos  brasileros,  donde  quiera  que  exblan, 
son  elejibles  en  cada  distrito  electoral  para  diputados  6  senadores, 
aunque  no  sean  nacidos,  residentes  ni  domiciliados  en  el  distrito. 
Art.  97.  Una  lei  orgánica  reglamentará  las  elecciones,  i  deter- 
minará el  número  de  los  diputados  que  correspondan  según  la 
población  del  imperio. 
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TITDLO  V 


DEL  EMPERADOR. 


CAPITULO  I 


IM  poder  modtnulor. 


Art.  98.  El  poder  moderador  es  la  clave  de  toda  la  organización 
política»  i  se  delega  privativamente  al  emperador,  como  jefe  su- 
premo de  la  nación  i  su  primer  representante,  para  que  vele  sin 
cesar  sobre  la  conservación  de  la  independencia,  el  equilibrio  i  la 
armonía  de  los  demás  poderes  politícos. 

Art.  99.  La  persona  del  emperador  es  inviolable  i  sagrada  :  ella 
no  está  sujeta  á  responsabilidad  ninguna. 

tji.  100  Sus  titules  son  emperador  constüucumal  í  defensor  per- 
péiuo  del  Brasil^  i  tiene  el  tratamiento  de  majestad  imperial. 
Art  101.  El  emperador  ejerce  el  poder  moderador : 

1.*  Nombrando  los  senadores  en  la  forma  del  art.  45; 

2.*  Convocando  estraordinariamente  la  asamblea  ieneral,  en 
los  iotérvalos  de  las  reuniones  ordinarias,  cuando  asi  lo  exija  el 
bien  del  imperio ; 

3.®  Sancionándolos  decretos  i  las  resoluciones  de  la  asamblea 
jeneral,  para  que  tengan  fuerza  de  lei  (art.  62) ; 

i.^  Aprobando  ó  suspendiendo  provisionalmente  las  resolucio* 
nes  de  los  concejos  provinciales  (arts.  86  i  87); 

5.<*  Prorogando  ó  enlazando  la  asamblea  jeneral,  i  disolviendo 
la  cámara  de  los  dipútanos  en  los  casos  en  que  lo  eiija  la  salvación 
del  estado;  pero  convocando  inmediatamente  otra  que  la  sosti- 
toya; 

6.®  Nombrando  i  removiendo  libremente  á  los  ministros  de  es- 
tado; 

7.*  Suspendiendo  á  los  majistrados  en  los  casos  del  art.  154; 

i.^  Remitiendo  ó  atenuando  la  pena  impuesta  por  sentencia  á 
los  reos  condenados ; 

9.*  Concediendo  amnistía  en  casos  estraordinarios  i  cuando 
asi  lo  aconsejen  la  humanidad  i  el  bien  del  estado. 
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CAPITULO  II 
Doi  podar  éjeoutiTo. 

Art.  102.  El  emperador  es  el  jefe  del  poder  ejecutivo,  i  lo  ejerce 
por  medio  de  sus  ministros  de  estado. 
Son  sus  principales  atribuciones : 

I.**  Convocar  la  nueva  asamblea  jeneral  ordinaria  el  dia  5  de 
junio  del  tercer  año  de  la  lejislatura  corriente; 

2.®  Nombrar  obispos,  i  proveer  los  beneficios  eclesiásticos ; 

3.®  Nombrar  majistrados; 

4.®  Proveer  los  aem¿s  empleos  civiles  i  políticos ; 

5.®  Nombrar  los  comandantes  de  la  fuerza  de  tierra  i  ma,  i 
removerlos  cuando  asi  lo  exija  el  servicio  de  la  nación ; 

6.<*  Nombrar  los  embajadores  i  demás  ájente»  diplcmiáticos  i 
consulares ; 

7.^  Dirijir  las  negociaciones  diplomáticas  con  las  naciones 
estranjeras ; 

8.®  Hacer  tratados  de  alianza  ofensiva  i  defensiva,  de  snbtiia  Ob 
i  de  comercio,  dando  cuenta  con  ellos,  una  vez  concluidos,  á  a 
asamblea  jeneral,  si  lo  permitieren  el  interés  i  la  seguridad  deJ 
estado.  Cuando  los  tratados  que  se  concluvan  en  tiempo  de  paz 
envuelvan  cesión  6  permuta  de  territorio  del  imperio,  ó  de  otras 
posesiones  á  que  el  imperio  tenga  derecho,  no  se  ratificarán  sin 
que  preceda  la  aprobación  déla  asainblea  jeneral; 

0.^  Declarar  la  guerra  i  hacer  la  paz,  dando  cuenta  á  ia  asam- 
blea con  los  documentos  que  puedan  comunicársele  sin  perjuicio 
de  los  intereses  i  de  la  seguridad  del  estado ; 
«       iO.  Conceder  cartas  de  naturalización  en  la  forma  que  esta- 
blezca la  lei ; 

11.  Conceder  titulos,  honores,  órdenes  militares  i  distinciones, 
en  recompensa  de  servicios  hechos  al  estado,  quedando  sujetas  á 
la  aprobación  de  la  asamblea  las  mercedes  peconarias,  siempre 
que  no  estén  de  antemano  creadas  i  fijadas  por  la  lei ; 

12.  Espedir  los  decretos,  las  instroedones  i  los  reglamentos 
adecuados  á  la  buena  ejecución  de  las  leyes ; 

15.  Decretar  la  aplicación  de  la»  rentas  apropiadas  por  la 
asamblea  á  los  varios  ramos  de  la  administración  pública  ; 

l'i.  Conceder  ó  no  el  pase  á  los  decretos  de  los  concilios,  las 
letras  apostólicas  i  cualesquiera  otras  constituciones  eclesiásticas 
que  no  se  opongan  á  la  constitución  del  estado,  previa  aprobación 
de.  la  asainbiea,  si  contuvieren  algiina  disposición  de  carácter 
jeneral; 
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15.  Proveer  &  cuanto  tenga  relación  con  la  seguridad  interna 
i  esterna  del  estado,  en  la  forma  que  establezca  la  constitución. 

Art  103.  Antes  de  ser  proclamado,  el  emperador  prestará  en 
manos  del  presidente  del  senado,  i  á  presencia  de  ambas  cámaras 
reunidas,  el  siguiente  juramento  :  <  Juro  sostener  la  relirion  cató- 
lica, apostólica  i  romana,  la  integridad  é  indivisibilidad  del  imperio, 
observar  i  hacer  observar  la  constitución  política  de  la  nación 
brasilera  i  demás  leyes  del  imperio,  i  proveer  al  bien  jeneral  del 
Brasil  en  cuanto  de  mi  dependa.  » 

Art.  104.  El  emperador  no  podrá  salir  del  imperio  del  Brasil  sin 
el  consentimiento  de  la  asamblea  jeneral ;  i  si  lo  hiciere  quedará 
entendido  que  ha  abdicado  la  corona. 


CAPÍTULO  III 
De  la  fámUla  lmp«rial  i  su  dotación. 

Art.  105.  El  heredero  presuntivo  del  imperio  tendrá  el  titulo  de 
príncipe  imperial^  i  su  primojénito  el  de  principe  del  Gran  Para, 
Todos  los  demás  tendrán  el  de  principes.  El  tratamiento  del  here- 
dero presuntivo  será  el  de  alteza  imperial^  i  ese  mismo  será  el  del 
principe  del  Gran  Para  :  los  otros  principes  tendrán  el  tratamiento 
de  alteza, 

Art.  106.  Al  cumplir  la  edad  de  catorce  años,  el  heredro  pre- 
suntivo prestará  en  manos  del  presidente  del  senado,  i  á  presencia 
de  ambas  cámaras  reunidas,  el  siguiente  juramento  :  «  Juro  soste- 
ner la  relijion  católica,  apostólica  i  romana,  observar  la  constitu- 
ción politica  de  la  nación  brasilera,  i  ser  obediente  á  las  leyes  i  al 
emperador.  9 

Art.  107.  Luego  que  el  emperador  suceda  en  el  imperio,  la  asam- 
blea jeneral  asignará,  tanto  a  él  como  á  la  emperatriz,  su  augusta 
esposa,  una  dotación  corrélspondiente  al  decoro  de  su  alta  digni- 
dad. 
.   Art.  108.  La  dotación  asignada  al  actual  emperador  i  á  su  au* 

Gsta  esposa  deberé  aumentarse  en  lo  adelante,  atendiendo  á  que 
]  presentes  circunstancias  no  permiten  que  se  fije  desde  ahora 
una  suma  adecuada  al  decoro  de  sus  augustas  personas  i  á  la  dig* 
nidad  de  la  nación. 

Art.  109«  La  asamblea  señalará  también  alimentos  al  principe 
imperial  i  á  los  demás  príncipes  desde  que  nazcan.  Los  alimentos 
señalados  á  los  principes  no  cesarán  sino  en  el  de  caso  que  ellos  sal- 
gan fuera  del  imperio. 
Art.  110.  Los  preceptores  de  los  príncipes  serán  escojidos  i  nom« 
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brados  por  el  emperador,  i  la  asamblea  señalará  sus  sueldos,  que 
deberán  pagarse  ael  tesoro  nacional. 

Art.  111.  En  la  primera  sesión  de  cada  lejislatura  la  cámara  de 
los  diputados  exijirá  de  los  preceptores  un  infoime  sobre  el  estado 
de  adeiantamiento  de  sus  augustos  discípulos. 

Art.  112.  Cuando  hayan  de  casarse  las  princesas,  la  asamblea  les 
asignará  su  dote,  con  cuya  entrega  cesarán  los  alimentos. 

Art.  113.  A  los  principes  que  se  casen  i  vayan  á  residir  fuera  del 
imperio,  se  entregará  por  una  sola  vez  una  cantidad  Ajada  por  la 
asamblea,  con  lo  cual  terminarán  los  alimentos  que  percibiau. 

Art.  114.  La  dotación,  los  alimentos  i  las  dotes  de  que  hablan 
los  artículos  anteriores,  se  pagarán'por  el  tesoro  público,  entregán- 
dose á  un  mayordomo  nombrado  por  el  emperador,  con  quien  podrá 
tratarse  todo  asunto  ya  activo,  ya  pasivo,  concerniente  á  los  intere- 
ses de  la  casa  imperial. 

Art.  115.  Los  palacios  i  terrenos  nacionales  poseídos  actualmente 
por  el  señor  don  Pedro  I,  quedarán  perteneciendo  siempre  á  sus 
sucesores;  i  la  nación  cuidará  de  hacer  las  adquisiciones  i  cons- 
trucciones ciue  juzgue  convenientes  para  la  decencia  i  el  recreo 
del  emperaaor  i  de  su  familia. 


CAPITULO  IV 

Do  la  snoetlon  dol  Imperio. 


Ail.  116.  El  señor  don  Pedro  I,  actual  emperador  constitucional 
i  defensor  perpetuo,  imperará  siempre  en  el  Brasil. 

Art.  117.  Su  descendencia  lejitima  sucederá  en  el  trono  según  el 
orden  regular  de  primojenilura  i  representación,  prefiriendo  siem- 
pre la  linea  anterior  á  las  posteriores ;  en  la  misma  linea,  el  grado 
maspróúmo  al  mas  remoto;  en  el  mismo  grado,  el  sexo  mascur 
lino  al  femenino,  i  en  el  ujísmo  sexo,  la  persona  mayor  á  la  menor 
de  edad. 

Art.  118.  Una  vez  eslinguidas  las  líneas  de  los  descendientes 
lejitimos  del  señor  don  Pedro  I,  la  asamblea  jeneral,  viviendo  aún 
el  último  descendiente  i  durante  su  impeiio,  escojerá  una  nueva 
dinastía. 

Art.  119.  Ningún  estranj ero  podrá  suceder  en  la  corona  del 
imperio  del  Brasil. 

Art.  120.  El  casamiento  de  la  princesa  heredera  presuntiva  de  la 
corona  se  hará  con  beneplárito  del  emperador.  No  existiendo  empe- 
rador al  tiempo  de  los  esponsales,  no  podrán  celebrarse  las  nup* 
cias  sin  aprobación  de  la  asamblea  jeneral.  Su  esposo  no  tendrá 
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parteen  el  gobierno,  i  aun  el  lítalo  de  emperador  no  lo  llevará 
sino  después  que  tenga  descendencia  de  la  emperatriz. 


CAPITULO  Y 


De  la  relénola  en  la  minoridad  o  en  oaao  da  impadiinanto  dal  amparador. 


Art.  i21.  El  emperador  es  menor  liasla  la  edad  de  diez  i  ocho 
años  cumplidos. 

Art.  i 32.  Durante  su  menor  edad  el  imperio  será  gobernado  por 
ana  rejencia,  que  tocará  al  pariente  mas  cercano  del  emperador 
segan  el  orden  de  la  sucesión,  i  que  sea  mayor  de  veinticinco  años. 

Art.  123.  Si  el  emperador  no  tuviere  ningún  pariente  (|[ue  reúna 
estas  cualidades,  se  gobernará  el  imperio  por  una  rejenna  perma- 
nente, nombrada  por  la  asamblea  jeneral,  i  compuesta  de  tres 
miembros,  de  los  cuales  el  mayor  de  edad  será  el  presidente. 

Art.  124.  Mientras  se  elije  esta  reiencia,  gobernará  el  imperio 
una  rejencia  provisional,  compuesta  de  los  ministros  de  estado  del 
imperio  i  de  la  justicia,  i  de  los  dos  consejeros  mas  antiguos  que 
hayan  estado  eti  ejercicio.  Será  presidida  por  la  emperatriz  viuda, 
i  á  falta  suya,  por  el  consejero  de  estado  mas  antiguo. 

Art.  125.  En  caso  q^e  falleciere  la  emperatriz  gobernante,  pre- 
sidirá su  esposo  la  rejencia  provisional. 

Art.  126.  Si  por  causa  fisica  ó  moral,  evidente  á  juicio  de  la 
mayoria  de  cada  uña  de  las  cámaras  de  la  asamblea,  se  imposibi- 
litare para  gobernar  el  emperador,  gobernará  en  su  lugar  el  prin- 
cipe imperial  si  fuere  mayor  de  diez  i  ocbo  años. 

Art.  127.  Tanto  el  rejente  como  la  rejencia  prestarán  el  iura- 
mentó  prescrito  en  el  art.  103,  añadiendo  la  cláusula  de  fidelidad 
al  emperador,  i  ía  de  entregarle  el  gobierno  luego  que  aquél  llegue 
á  la  mayoridad  ó  cesare  el  impedimento  de  que  adolecia. 

Art.  12S.  Los  actos  de  la  rejencia  i  del  rejente  si^rán  espedidos 
en  nombre  del  emperador,  i  mediante  la  fórmula  siguiente  : 
I  Manda  la  rejencia,  en  nombre  del  emperador.  —  Manda  el  prin- 
cipe imperial  rejente,  en  nombre  del  emperador. » 

Art.  129.  Ni  la  rejencia  ni  el  rejente  serán  responsables. 

Art.  130.  Durante  la  minoridad  del  sucesor  de  la  corona  será 
su  tutor  aquél  á  quien  su  padre  hubiere  nombrado  en  testamento; 
á  falta  suya,  la  emperatriz  madre,  mientras  permanezca  viuda,  i  en 
defecto  suyo,  nombrará  tutor  la  asamblea  jeneral  :  bien  entendido 
que  nunca  podrá  ser  tutor  del  emperador  menor  aquel  individtio 
en  quien  por  falta  suya  pueda  recaer  la  sucesión  de  la  corona. 


18  IMPERIO  DfiL  BRASIL 


CAPITULO  VI 
Del   mlniBterio. 

4rt.  131.  Habrá  diferentes  secretarias  de  estado.  La  leí  designará 
su  kiilmero  i  los  negocios  que  á  cada  una  correspondan;  también  tas 
reunirá  ó  separará  según  conifenga. 

Art.  15'2.  Los  ministros  de  estado  refrendarán  ó  firmarán  todos 
los  actos  del  poder  ejecutivo,  sin  lo  cual  no  podrán  llevarse  á 
ejecución. 
Art.  133.  Los  ministros  de  estado  serán  responsables  : 
1 .«  Por  traición ; 

2.^  Por  cohecho,  soborno  6  concusión ; 
3.®  Por  abuso  del  poder ; 
4.**  Por  inobservancia  de  la  lei ; 

5.®  Por  lo  que  hicieren  contra  la  libertad,  seguridad  ó  propie- 
dad de  los  ciudadanos ; 

6.®  Por  malversación  de  los  fondos  públicos. 
Art.  134.  Una  lei  particular  especificará  la  naturaleza  de  estos 
delitos,  i  la  manera  de  proceder  contra  ellos. 

Art.  135.  No  salva  de  responsabilidad  á  los  ministros  la  orden 
verbal  ó  escrita  del  emperador. 

Art.  136.  No  pueden  ser  ministros  de  estado  los  estranjeros, 
aunque  se  hayan  naturalizado. 


CAPITULO  YU 

Del   oonaejo  do   «steilo. 

Art.  137.  Habrá  un  consejo  de  estado,  compuesto  de  consejeros 
vitalicios  nombrados  por  el  emperador. 

Art.  138.  Su  número  no  escederá  de  diez. 

Art.  139.  No  se  comprenden  en  este  número  los  ministros  de  es« 
lado ;  pero  tampoco  se  reputarán  éstos  consejeros  de  estado,  sin 
especial  nombramiento  del  emperador  para  ese  cargo. 

Art.  140.  Para  ser  consejero  de  estado  se  requieren  las  mismas 
cualidades  que  deben  concurrir  en  un  senador. 

Art.  141.  Antes  de  tomar  posesión,  los  conseiei*os  de  estado 
prestarán  juramento,  en  manos  del  emperador,  de  mantener  la 
relijiou  católica,  apostólica  i  romana ;  observar  la  constitución  i  las 
leyes.,  i  ser  fieles  al  emperador,  aconsejándole  según  su  conciencia 
i  sin  otra  mira  que  el  bien  de  la  nación. 

Art*  142*  Los  Consejeros  serán  oidosen  todos  los  negocios  graves 
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i  medidas  jenerales  de  h  administración  pública ;  princípalmenie 
sobre  la  declaración  de  guerra,  ajustes  de  paz,  negociaciones  con 
bs  naciones  estranjeras,  asi  como  en  todos  los  casos  en  que  el 
emperador  se  proponga  ejercer  cualquiera  de  las  atribuciones 
propias  del  poner  moderador  indicadas  en  el  art.  101 ,  con  escep- 
clon  de  la  del  incUo  6.* 

Art.  143.  Son  responsables  lo»  consejeros  de  estado  por  los  con- 
sejos manifiestamente  dolosos  que  dieren  contra  las  leyes  ó  los 
ÍDlereses  del  estado. 

Art.  144.  Luego  que  el  principe  imperial  cumpla  diez  i  ocho 
años  de  edad»  ser&  de  derecho  consejero  de  estado.  Para  que  los: 
demás  principes  puedan  entrar  al  consejo  de  estado,  neceñtan 
nombramiento  del  emperador.  Ni  éstos  m  aqnél  se  cuentan  en  el 
número  señalado  en  el  art.  1S8. 


CAPITULO  Vlli 
De  la   fbcna  mmtar. 


Art.  145.  Todos  los  brasileros  se  hallan  obligados  á  tomar  las 
iaimas  para  sostener  la  independencia  i  la  integridad  del  imperio, 
defenderlo  de  sus  enemigos  estemos  ó  internos. 

Art.  146.  Mientras  la  asamblea  jeneral  no  designe  la  fuerza 
militar  permanente  de  mar  i  tierra,  subsistirá  la  que  existiere, 
hasta  que  por  la  misma  asamblea  se  aumente  ó  disminuya. 

Art.  147.  La  fuerza  militar  es  esencialmente  obediente  :  nunca 
podrá  reunirse  sin  que  se  le  ordene  por  la  autoridad  lejitima. 

Art.  148.  Corresponde  esclusivamente  al  poder  ejecutivo  emplear 
la  fuerza  armada  de  mar  i  tierra  como  lo  crea  mas  acertado 
para  la  seguridad  i  defensa  del  imperio. 

Art.  149.  Los  oficiales  del  ^ército  i  la  armada  no  pueden  perder 
susempleos  sino  por  sentencia  dictada  en  juicio  legaL 

Art.  150.  Una  ordenanza  especial  organizará  el  ejército  i  la  ma- 
rina de  guerra  del  Brasil,  las  promociones  i  sueldos  de  sus  indivi- 
duos, la  disciplina  i  demás  que  les  concierna. 
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TITULO  n 

DEL  PODER  JUDICIAL. 


CAPITULO    ÚfilCO 
De  los  jaeoes  i  de  loe   trlbunalee. 

Áil.  151.  El  poder  judicial  es  independiente,  i  se  compone  de 
jueces  i  de  jurados,  que  tendrán  lugar  tanto  en  lo  civil  como  en 
lo  criminal,  en  los  casos  i  en  la  forma  que  los  códigos  deter- 
minan. 

Art.  152.  Los  jurados  pronunciarán  sobre  el  hecho,  i  los  jueces 
aplicarán  la  lei. 

Art.  153.  Los  jueces  de  derecho  sei^n  perpetuos,  lo  que  rio  es- 
cluye  que  sean  trasladados  de  unos  á  otros  lugares,  por  el  tiempo 
i  en  la  forma  que  la  lei  determine. 

Art.  154.  Ei  emperador  jpodiá  suspenderlos  por  quejas  que  con- 
tra ellos  se  dirijan,  precediendo  información  necesaria,  audiencia 
de  los  mismos  jueces  i  dictamen  del  consejo  de  estado.  Los  ante- 
cedentes se  remitirán  á  la  chancilleria  del  respectivo  distrito,  para 
que  se  proceda  en  la  forma  legal. 

Art.  155.  No  podrán  estos  jueces  perder  sus  plazas  sino  á  virtud 
de  sentencia. 

Art.  156.  Todos  los  jueces  de  derecho  i  los  oficiales  de  justicia 
son  responsahlt'S  por  los  abusos  de  poder  i  las  prevaricaciones  que 
cometan  en  el  ejercicio  de  sus  emp  eos.  Esta  responsabilidad  se 
hará  efectiva  se^un  la  lei  orgánica  de  la  materia. 

Art.  157.  Por  soborno,  cohecho,  peculado  i  concusión  habrá 
contra  ellos  acción  popular,  que  [lodrá  intentarse,  denti*o  de  ún 
año  i  un  dia,  por  el  ofendido  ó  por  cualquiera  del  pueblo,  guar- 
dándose las  formas  procedimentales  establecidas  por  la  lei. 

Art.  158.  Para  juzgar  las  causas  en  segimda  i  ultima  instancia, 
habrá  en  las  provincias  del  imperio  las  chancdlerias  que  fueren 
necesarias  á  la  comodidad  de  los  pueblos. 

Art.  159.  En  las  causas  criminales  las  informaciones  de  testigos 
i  todos  los  demás  actos  del  proceso  después  de  la  acusación,  serán 
públicos  en  adelante. 

Art.  160.  En  las  civiles,  i  en  las  penales  que  se  intenten  civil- 
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meale,  ]>odráa  las  partes  nombrar  jueces  arbitros,  cuyas  senten- 
cias se  ejecutarán  sin  recurso  ulterior,  si  en  ello  se  convinieren 
las  mismas  partes. 

Art.  161.  No  comenzará  ningún  proceso  sin  que  conste  haberse 
intentado  el  medio  de  la  conciliación. 

Art.  162.  A  este  fin  habrá  jueces  de  paz,  que  se  elejirán  por  el 
tiempo  i  del  modo  que  son  elejidos  los  vocales  de  los  cabildos.  La 
lei  determinará  sus  atribuciones  i  distritos. 

Art.  163.  Habrá  en  la  capital  del  imperio,  además  de  la  chan^ 
cillería  que  corresponde  como  á  las  demás  provincias,  un  tribunal 
denominado  suifremo  tribunal  de  justicia^  que  se  compondrá  de 
jueces  letrados  sacados  délas  chancillerias  por  el  orden  de  su  anti- 
güedad, i  que  recibirán  su  titulo  del  consejo.  En  la  primera  orga- 
nización podrán  destinarse á  este  tribunal  los  ministros  de  aquéllos 
que  hubieren  de  abolirse. 

Art.  16  i.  Compete  á  este  tribunal  : 
1.*  Conceder  ó  negar  revistas  en  las  causas  i  del  modo  que  las 
lei  determine ; 

i.""  Conocer  de  las  causas  por  delitos  comunes  ú  oficiales  que 
cometan  sus  ministros,  los  de  las  chancillerias,  los  empleados  del 
cuerpo  diplomático,  i  los  presidentes  de  las  provincias ; 

3.*  Conocer  i  decidir  sobre  los  conflictos  de  jurisdicción  la 
competencias  de  las  chancillerias  provinciales. 


TITULO  Vil 


DE  LA    ADMINISTRACIÓN   1    ECONOMÍA  DE  LAS   PROVINCIAS. 


CAPITULO  1 
De  la   adminlstraoloii. 

Art.  165.  Habrá  en  cada  provincia  un  presidente  nombrado  por 
el  emperador,  quien  podrá  removerle  cuando  entendiere  que  a^í 
eomienc  á  los  intereses  del  estado. 

Art.  166.  La  lei  designará  sus  atribuciones,  compi'tcncia  i  aulo- 
ridad,  i  dispondrá  cuanto  convenga  al  mejor  desempeño  de  esta 
administración. 
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CAPITULO  II 
Do  los   oobüdflfc 

Art.  167.  En  todas  las  ciudades  i  villas  que  existan  ó  se  crearen 
en  adelante,  habrá  cabildos,  á  cuyo  cargo  estará  el  gobierno  eco- 
nómico i  municipal  de  las  mismas  ciudades  i  yillas. 

Art.  168.  Los  cabildos  serán  electivos,  i  compuestos  del  número 
de  vocales  que  la  lei  designe.  Los  presidirá  aquél  que  obtuviere 
mayor  número  de  votos. 

Art.  i  69.  Una  lei  orgánica  estatuirá  todo  lo  relativo  al  ejercicio 
de  sus  funciones  municipales,  formación  de  sus  ordenanzas  de  po- 
licía, aplicación  de  sus  rentas  i  desempeño  de  cuale>quiera  atri- 
buciones propias.de  los  cabildos. 


CAPITULO  m 

D6  la  haoienda  naoioBal. 

Art.  170.  La  percepción  é  inversión  de  los  fondos  que  consti- 
tuyen la  hacienda  nacional,  estará  á  cargo  de  una  administración 
denominada  temro  nacional^  la  cual,  compartida  entre  diversas  ofici- 
nas organizadas  por  la  lei,  entenderá  en  la  administración,  recau- 
dación i  contabilidad,  marchando  en  recíproca  correspondencia 
con  las  tesorerías  i  autoridades  de  las  provincias  del  imperio. 

Art.  171.  Todas  las  contribuciones  directas,  esceptuando  lasque 
se  hallaren  aplicadas  al  pago  de  los  censos  subre  et  tesoro  i  á  la 
amortización  de  la  deuda  pública,  se  establecerán  anualmente  por 
la  asamblea  jeneral ;  pero  continuarán  percibiéndose  hasta  que  se 
supriman  ó  sostituyan  por  oti  as  debidamente. 

Art.  172.  El  ministro  de  estado  én  el  despacho  de  hacienda,  des- 
pués que  reciba  de  los  demás  ministros  los  presupuestos  de  ^stos 
de  sus  respectivos  departamentos,  presentará  anualmente  á  la  cá- 
mara de  los  diputados,  luego  que  se  reúna,  el  balance  jeneral  de 
las  entradas  i  salidas  del  tesoro  nacional  en  el  año  anterior,  como 
asiiriismo  el  presupuesta}  Jeneral  de  todos  los  rendí inientos  i  de 
todos  los  gastos  públicos  para  el  año  inmediato. 
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TITULO  Vffl 

I 

DE  LAS  DISPOSICIONES  JENERALES,   I   DE   LAS  GARANTÍAS  DE 

LOS  DERECHOS  CIVILES  I  POLÍTICOS  DE  LOS  CIUDADANOS. 

• 

Art.  173.  Al  comenzar  sus  ^siones  la  asamblea  jeneri^l  exami- 
nará si  la  constitución  política  del  estado  ha  sido  exactamente 
observada,  para  proveer  en  consecuencia  lo  que  eslimare  justo. 

Art>  174.  Si  tracurridos  cuatro  años  después  de  jurada  la  cons^ 
titucion  del  Brasil,  se  entendiere  que  algunos  de  sus  artículos 
merecen  reforma,  se  hará  por  escrito  la  correspondiente  proposi- 
ción, que  tendrá  oríjen  en  la  cámara  de  los  diputados,  i  deberá  ser 
apoyada  por  la  tercera,  parte  de  sus  miembros. 

Art«  i  75.  La  proposición  será  leida  por  tres  veces  con  intervalo! 
de  seis  días  entre  una  i  otra  lectura,  i  después  de  la  tercera  delibe- 
rara  la  cámara  de  los  diputados  si  podrá  ser  admitida  á  discusión, 
observándose  todo  lo  demás  que  debe  mediar  en  la  formación  de. 
una  lei. 

Art.  i76.  Admitida  que  sea  á  discusión,  i  reconocida  la  necesi- 
dad de  la  reforma  del  articulo  constitucional,  se  espedirá  una  lei,  que 
será  sancionada  i  promulgada  por  el  emperador  en  la  forma  ordi- 
naria, i  en  la  cual  se  ordenará  á  los  electores  de  los  diputados  para 
la  siguiente  lejislatura,  oue  en  los  poderes  les  confieran  especial 
facultad  para  la  pretendida  alteración  ó  reforma. 

Art.  177.  En  la  primera  sesión  de  la  siguiente  lejislatura  se  pro- 
pondrá i  discutirá  la  materia,  i  aquello  en  que  se  conviniere  pre- 
valecerá como  cambio  ó  adición  en  la  lei  fundamental,  promul- 
gándose solemnemente  después  de  agregarlo  ¿  la  constitución. 

Art.  178.  Solo  ae  estima  constitucional  lo  que  dice  relación  con 
los  limitea  i  atribuciones  resf>ectiva8  de  los  poderes  politices,  i  oon 
los  derechos  políticos  é  individuales  de  los  ouidadanos.  Todo  locjpie 
no  ea  constitucional  puede  alterarse  por  las  lejislaturas  ordinanas 
sin  las  formalidades  especiales  antedichas. 

Aft.  179.  La  inviolabilidad  de  los  derechos  civiles  i  nolilioos  dd 
los  ciudadanos  brasileros,  derechos  que  tienen  por  base  la  libertad i 
la  ae^rídad  individual  i  la  propiedad,  es  garantida  por  la  cons- 
titución del  imperio  de  la  manera  siguiente  : 

i."  Ningún  ciudadano  puede  ser  obligado  á  hacer  ó  á  deiar  de 
hacer  cosa  alguna  sino  en  virtud  de  la  lei. 

2.*  No  se  establecerá  lei  alguna  sino  con  miras  de  utilidad  pú- 
blica. 
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3.®  Sus  disposiciones  no  tendrán  efecto  retroactivo. 

4.®  Todos  pueden  espresar  sus  pensamientos  dé  palabra  ó  por 
escrito,  i  publicarlos  por  la  imprenta  sin  previa  censura :  bien  en- 
tendido que  habrán  de  responder  por  los  abusos  gue  comelieren 
en  el  ejercicio  de  esté  derecho,  en  los  casos  i  en  la  forma  determi* 
nados  por  la  lei. 

b.^  Nadie  puede  ser  perseguido  por  causa  de  relijion,  siempre 
que  respete  la  del  estado  i  no  ofenda  la  moral  pública. 

6.*  Todos  pueden  permanecer  en  el  imperio  ó  salir  de  él  según 
les  convenga,  llevándose  sus  bienes,  sin  faltar  ¿  los  reglamentos 
de  policia  i  sin  perjuicio  de  tercero. 

7.®  La  casa  de  todo  ciudadano  es  un  asilo  inviolable.  No  podrá 
entrarse  en  ella  de  noche,  sino  por  sii  consentimiento  ó  para  de- 
fenderla de  incendio  ó  inundación;  i  de  dia  solo  se  franqueará  su 
entrada  en  los  casos  i  en  la  forma  que  la  lei  determine. 

8.®  Nadie  podrá  ser  preso  sino  por  enjuiciamiento,  escepto  en 
los  casos  determinados  por  la  leí ;  i  aun  entonces  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  de  la  entrada  á  la  prisión,  en  las  ciudades,  vi- 
llas ú  otras  poblaciones  próiimas  á  los  lagares  de  la  residencia  del 
juez,  i  en  los  lugares  remotos,  dentro  de  un  plazo  razonable  que 
demar«*ará  la  lei  según  la  estension  del  territorio,  el  juez,  en  una 
boleta  suscrita  por  él,  hará  saber  al  reo  el  motivo  de  la  prisión,  i 
los  nombres  del  acusador  i  de  los  testigos  si  los  hubiere. 

9.^  Ni  aun  por  enjuiciamiento  será  nadie  conducido  á  prisión 
ó  conservado  en  ella,  si  prestare  fianza  bastante  en  los  casos  en  que 
la  lei  la  admite;  i  en  jeneral,  podrá  soltarse  al  reo  en  los  delitos 

Jue  no  tienen  señalada  una  pena  mayor  que  seis  meses  de  prisión 
destierro  fuera  de  la  comarca. 

10.  Con  escepcion  de  los  casos  deflagrante  deliro',  no  podrá 
ejecutarse  la  prisión  sino  por  orden  escrita  de  la  autoridad  lejítima. 
Si  ella  fuere  arbitraria,  el  juez  que  la  ordenó,  i  quien  quiera  que 
la  haya  llevado  á  efecto,  serán  castigados  con  las  penas  que  la  lei 
determine. 

Lo  que  va  dispuesto  sobre  la  prisión  antes  de  enjuicianiíento  no 
comprende  los  casos  de  las  ordenanzas  militares  establecidas  como 
necesarias  á  la  disciplina  i  á  la  formación  del  ejército ;  ni  los  casos 
que  no  son  puramente  crimínales,  i  en  que,  sin  embargo,  la  lei  deter- 
mina la  prisión  de  una  persona  por  desobediencia  á  los  mandatos 
de  la  justicia,  ó  por  falta  de  cuuiplimiento  de  una  obligación  den- 
tro de  determinado  plazo. 

H.  Nadie  será  sentenciado  sino  por  la  autoridad  competente, 
á  virtud  de  lei  anterior,  i  en  la  forma  por  ella  prescrita. 

12.  Se  manUmdrála  independencia  del  poder  judicial.  Ninguna 
autoridad  podrá  avocarse  las  causas  pendientes,  suspenderlas,  ó 
hacer  revivir  procesos  f(*nt'Cidos. 

13.  La  leí  será  igual  para  todos,  ya  sea  que  proleja  ó  que  cas- 
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tigne,  i  recompensará  en  proporción  de  los  meredmienlos  de 
cMa  uno. 

14.  Todo  ciudadano  puede  ser  admitido  ¿  los  cargos  públicoaí 
poiiiicos,  ci¥ües  6  militares,  sin  otra  diferencia  que  no  sea  la  de  sus 
talentos  i  virtuffes. 

15.  A  nadie  se  eiiinirá  de  contribuir  para  los  gastos  del  estado 
en  proporción  de  sus  haberes. 

16.  Quedan  abolidos  todos  los  privilejios  que  no  estuvieren 
esencial  i  absolutamente  ligados  á  los  cargos  por  utilidad  pública. 

17.  A  escepciiHi  de  las  causas  que  por  su  naturaleza  pertene- 
cen á  juicios  particulares  según  la  leyes,  no  habrá  fuero  privile- 
jiado,  ni  comisiones  especiales  en  las  causas  civiles  ó  criminales. 

Í8.  Se  formaran  cuanto  antes  códigos  civil  i  criminal,  funda- 
dos sobre  las  sólidas  bases  de  la  justicia  i  de  la  equidad. 

19.  Quedan  abolidos  los  azotes,  el  tormento,  la  marca  de 
hierro  candente  i  las  demás. penas  crueles. 

20.  Ninguna  pena  pasará  de  la  persona  del  delincuente.  Por  lo 
mismo  no  habrá  en  ningún  caso  confiscación  de  bienes,  ni  la  infa- 
mia del  reo  se  trasmitirá  á  los  parientes  en  cualquier  grado. 

SI.  Las  cárceles  serán  seguras,  limpias  i  bien  arregladas,  con 
departamentos  para  la  debida  separación  de  los  reos,  conforme  á 
sos  circunstancias  i  á  la  naturaleza  de  sus  delitos. 

2S.  Garantizase  el  derecho  de  propiedad  en  loda  su  plenitud. 
Si  el  bien  público  le^lmente  justificado  exijiere  el  uso  ó  empleo 
de  la  propiedad  del  ciudadano,  se  le  indemnizará  previamente  de 
su  valor.  La  lei  determinará  los  casos  en  que  baya  de  tener  lugar 
esta  única  escepcion,  i  dará  las  reglas  para  fijar  la  indemnización. 

S3.  Se  garantiza  igualmente  la  deuda  pública. 

24.  No  podrá  prohibirse  ningún  jénero  de  trabajo,  ocupación, 
industria  ó  com^cio  que  no  se  opongan  á  las  costumbres  públi* 
C8s«  la  seguridad  ó  la  salud  de  los  ciudadanos. 

25.  Quedan  abolidos  lo  gremios,  sus  jueces,  secretarios  i 
maestros. 

26.  Los  inventores  tendrán  la  propiedad  de  sus  descubrimien- 
tos ó  sus  producciones.  La  lei  les  asegurará  un  privilejio  esclusivo 
temporal,  ó  les  indemnizará  por  la  pérdida  que  hayan  de  sufrir  con 
la  propagación. 

f  27.  Es  inviolable  el  secreto  de  las  cartas.  La  administración 
de  correos  queda  rigorosamente  responsable  por  cualquier  infrac- 
ción de  este  articulo. 

28.  Se  garantizan  las  recompensas  dadas  por  los  servicios 
hechos  al  estado,  ya  sean^  civiles,  ya  militares,  no  menos  que  el 
derecho  en  ellas  adquirido  según  las  leyes. 

29.  Los  empleados  públicos  son  estrictamente  responsables  por 
los  abusos  i  omisiones  ei  I  que  incurran  en  el  ejerc  ciode  sus  funciones, 
i  por  no  exijir  la  responsabilidad  en  que  sus  subalternos  incurran. 


96  IMPERIO  DBL  BRASIL 

50.  Todo  ciudadano  podrá  presentar  por  eseiito  á  Um  poderes 
lejislativos  i  ejecutivo  reclamaciones,  quejas  ó  peticiones,  i  denun- 
ciar cualquier  infracción  de  la  constitución,  pidiendo  ante  la  com- 
petente autoridad  que  se  haga  efectiva  la  responsabilidad  de  los 
infractores. 

51.  También  garantiza  la  constitución  los  socorros  públicos. 
32.  Asimismo,  la  instrucción  primaria  i  gratuita  á  todos  los 

ciudadanos. 

53.  Por  último,  colejios  i  universidades,  donde  se  enseñarán 
los  elementos  de  las  ciencias,  bellas  letras  i  artes. 

34.  Los  poderes  constitucionales  no  pueden  suspender  la  cons- 
titución en  lo  relativo  á  los  derechos  individuales,  si  no  es  en  los 
casos  i  circunstancias  especificados  en  el  siguiente  inciso. 

35.  En  los  casos  de  rebelión  ó  de  invasión  de  enemi^s,  si  la 
seguridad  del  estado  demandare  que  por  tiempo,  determmado  se 
omitan  algunas  de  las  formalidades  que  garantizan  la  libertad 
individual,  podrá  hacerse  asi  en  virtud  de  acto  especial  del  poder 
lejislativo.  Pero  si  no  se  hallare  á  ese  tiempo  reunida  la  asamblea 
i  corriere  la  patria  inminente  peligro,  podrá  el  gobierno  tomar 
esta  misma  providencia  como  medida  provisional  é  indispensable, 
suspendiéndola  tan  pronto  como  cese  la  necesidad  urjente  que  la 
motivó.  En  uno  i  en  otro  caso,  luego  que  se  reúna  la  asambl^, 
debe  remitírsele  una  esposicion  motivada  sobre  las  prisiones  i 
demás  medidas  de  prevención  que  se  hubieren  tomado,  siendo 
responsables  cualesquiera  autoridades  que  las  hubieren  ordenado, 
por  los  abusos  que  á  este  respecto  hubieren  cometido. 

Rio  Janeiro,  á  11  de  diciembre  de  1823.  Joao  Severiano  Maeiel 
da  Costa.  —  Luiz  José  de  Carvcdho  e  Mello.  —  Clemente  Ferreira 
Francia.  —  Mariano  José  Pereira  da  Fonseca.  —  Joao  Gómez  da 
Süveira  Mendonca.  — Francisco  Vülda  Barboza.  —  Barao  de  Santo 
Amaro.  —Antonio  Luiz  Pereirada  Cunha, — Manoél  Jacinto  Nogueira 
da  Gama.  —  José  Joaquim  Camevro  de  Campos. 

Mandamos,  por  tanto,  á  todas  las  autoridades  á  quienes  tocare 
el  conocimiento  i  la  ejecución  de  esta  constitución,  que  la  juren  i 
la  haffan  jurar,  la  cumplan  i  la  hagan  cumplir  i  guardar,  tal  como 
en  ella  se  contiene.  El  secretario  de  estaño  de  los  negocios  del 
imperio  la  hará  imprimir,  publicar  i  circular.  Dada  en  la  ciudad  de 
Río  Janeiro,  á  veintioineo  de  marso  de  mil  ochocientos  Veinti- 
cuatro. 

El  Emperador. 

JoAO   StVERIAHO  MaCIHL   DA  G08TA« 

Carta  de  lei  por  la  que  su  majestad  imperial  manda  cumplir  i 
guardar  integramente  la  constitución  polifica  del  imperio  del  Bra- 
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sil,  que  su  majestad  imperial  ha  jurado  accediendo  á  las   reflre- 
aeotaciones  de  los  pueblos. 

For  su  majeslad  imperiaL 
Lüiz  Joaquín  dos  Santos  Nabrocos. 


leí 

DE  LAS  REFORMAS  CONSTITUCIONALES 

(De  12  de  agosto  de  1834.) 

DECUSADA  POR  LA  CÁMARA  DE  LOS  DIPUTADOS  DEL  IMPERIO   DEL  BRASa. 


lia  rejencia  penDanente«  en  nombre  del  emperador  el  señor  don 
Pedro  II,  hace  saber  á  todos  los  subditos  del  imperio  :  que  la  cá- 
mara de  los  diputados,  competentemente  autorizada  para  refor- 
mar la  constitución  del  imperio,  según  el  acta  de  12  de  octubre 
de  i832,  ha  decretado  las  siguientesalteraciones  i  adiciones  á  dicha 
constitución: 

Art*  1  •■'  El  derecho  reconocido  i  garantizado  por  el  art.  71  de  la 
conslttacion  será  ejercido  por  los  cabildos  de  los  distritos,  i  por  las 
asambleas,  que,  en  sostitucion  délos  concejos  jenerales,  se  estable- 
cerán en  todas  las  provincias  con  el  titulo  de  asambleas  lejislativas 
ftmnnckdes»  *  .       . 

La  autoridad  de  la  asamblea  leiislativa  de  la  provincia  en  donde 
esiuviere  la  corte  no  comprendera  á  la  misma  corte  ni  á  su  munici- 
pio. 

Art.  3.<»  Cada  una  de  las  asambleas  lejislativas  provinciales  cons- 
tará de  treinta  i  seis  miembros  en  las  provincias  de  Pernauíbucoy 
Rabia,  Rio  Janeiro,  Minas  i  San  Pablo ;  de  veintiocho  en  las  del  Para 
Narañon^  Ceará,  Parabyba,  Alagoas,  i  Rio  Grande  del  Sur ;  i  do 
veinte  enlodas  las  demás.  El  espresado  número  es  alterable  por  lei 
jeneral. 

Art.  3.^  El  poder  lejislativo  jeneral  podrá  decretar  la  organiza- 
ción de  una  segunda  cámara  lejislativa  para  cualquier  provincia,  á 
pedimento  de  su  asamblea,  pudiendo  esta  segunda  cámara  tener 
mayor  duración  que  la  primera. 
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Art.  4.*  La  elección  de  estas  asambleas  se  bará  de  la  misma  ma- 
nera i  por  los  mismos  electores  que  se  haga  la  de  lins  di|iulados  á 
la  asamblea  jeneral  lejisiativa;  pero  cada  lejislatura  provincial  du- 
rará solo  dos  años,  pudiendo  los  miembros  de  una  ser  reelectos 
para  las  sucesivas 

Luego  que  se  publique  esta  reforma,  se  procederá  en  cada  una 
de  las  provincias  á  la  elección  de  los  miembros  de  sus  primeras 
asambleas  lejislativas  provinciales,  que  entrarán  en  seguida  en 
ejercicio,  i  durarán  hasta  el  fin  del  año  de  1837. 

Art.  5.^  Su  primera  reunión  se  hará  en  las  capitales  de  las  pro- 
vincias, i  las  siguientes  en  los  lugares  que  se  designen  por  actos 
lejislativos  provinciales ;  pero  el  lugar  de  la  primera  reunión  de  la 
asamblea  lejisiativa  correspondiente  á  la  provincia  donde  resida 
la  corte  será  designado  por  el  gobierno. 

Art.  6.  El  nombramiento  de  los  respectivos  presidentes,  vicepre- 
sidentes i  secretarios,  la  verificación  de  los  poderes  de  sus  miem- 
bros, su  juramento  i  la  policía  ó  economía  interna  de  la  asamblea, 
se  reglarán  por  sus  estutatos  i  de  un  modo  interino  eegun  el  regla- 
mento de  los  concejos  ienerales  de  provincia. 

Los  fi'astos  provinciales  se  fijirán  sobre  presupuesto  del  presiden- 
dcnte  de  la  provincia,  i  los  municipales  sobre  presupuesto  de  los 
respectivos  cabildos. 

Art.  7.®  Todos  los  años  habrá  sesiones,  que  durarán  dos  meses, 

Sudiendo  ser  prorogadas  cuando  lo  juzgue  conveniente  el  presi- 
ente  de  la  provincia. 

Art.  8.^  El  presidente  de  la  provincia  concurrirá  á  la  instalación 
de  la  asamblea  provincial,  que  tendrá  lugar,  escepto  la  primera  vez, 
en  el  dia  señalado  por  ella.  Tendrá  asiento  igual  al  del  presidente 
de  la  asamblea  i  á  su  derecha;  i  de  allí  dirijírá  la  palabra  á  Ih 
corporación,  informándola  del  estado  de  los  negocios  públicos,  asi 
como  de  las  providencias  que  mas  urgentes  sean  para  el  adelanta- 
miento de  la  provincia. 

Art.  9.*  Corresponde  á  las  asambleas  lejislativas  provinciales 
proponer,  discutir  i  deliberar  de  conformidad  con  los  art:  81,  83, 
84,  85,  86,  87  i  88  de  la  constitución. 

Art.  10.  Corresponde  á  la  mismas  asambleas  leiislar : 

I.  Sobre  la  división  civil,  judicial  i  eclesiástica  de  la  respec- 
tiva provincia,  asi  como  también  sobre  el  cambio  de  su  capital  para 
el  lu^car  que  mas  convenga ; 

II.  Sobie  instrucción  pública  i  los  establecimientos  adecuados 

f^ara  promoverla,  no  comprendiendo  las  facultades  de  medicina, 
os  cursos  jurídicos,  las  academias  que  ahora  existan,  i  cuales- 
quira  otros  establecimientos  de  instrucción  que  en  lo  futuro  se 
crearán  por  lei  jeneral ; 

IIL  Sobre  ios  caso^  i  el  modo  en  que  pueda  efectuarse  la  es- 
propiacion  por  utilidad  municipal  A  provincial ; 
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IV.  Sobre  la  policía  i  economia  municipal,  en  vista  de  los  pro- 
yectos presentados  por  los  cabildos ; 

V.  Sobre  la  lijacion  de  los  gastos  municipales  i  provinciales, 
i  los  impuestos  que  para  ellos  fueren  necesarios,  siempre  aue  és* 
tos  no  perjudiquen  á  las  contribuciones  jenerales  del  estado.  Po- 
drán  los  cabildos  proponer  los  medios  de  ocurrir  i  los  gastos  do 
sus  municipios ; 

VI.  Sobre  repartimento  de  la  contribución  directa  por  los  mn* 
nicipios  de  la  provincia,  i  sobre  la  fiscalización  del  manejo  de  las 
rentas  públicas  provinciales  i  municipales,  lo  mismo  que  de  las 
cuentas  de  su  percepción  i  gasto ; 

Vil.  Sobre  la  creación,  supresión  i  nombramiento  para  los  em* 
pieos  municipales  i  provinciales,  i  el  establecimiento  de  sus  do- 
taciones. 

Son  empleos  municipales  i  provinciales  todos  los  aue  existan  en 
los  municipios  i  provincias,  con  escepcion  de  los  relativos  ¿  la  rc- 
candacion  é  inversión  de  las  rentas  jenerales,  i  á  la  administra* 
cion  de  guerra  i  marina ;  i  también  de  los  cargos  de  presidente  de 
la  provincia,  obispo,  miembro  de  las  chancillerias  i  tribunales  su- 
periores, i  empleados  de  las  facultades  de  medicina;  cursos  jurídi- 
cos i  academias,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  inciso  2.®  de 
este  articulo. 

VIU.  Sobre  obras  públicas,  caminos  i  navegación  en  el  interior 
de  la  respectiva  provincia;  que  no  pertenezcan  á  la  administración 
jeneral  del  estado; 

IX.  Sobre  construcción  de  casas  de  prisión,  trabajo,  i  correc- 
ción i  réjimen  de  las  mismas ; 

X.  Sobre  causas  de  socorros  públicos,  conventosi  cualesquiera 
asociaciones  políticas  6  reüjiosás ; 

XI.  Sobre  los  casos  i  la  forma  en  que  podrán  los  presidentes 
de  las  provincias  nombrar,  suspender  i  aun  destituir  á  los  em- 
pleados provinciales. 

Art.  11.  También  Corresponde  á  las  asambleas  lejislativas  pro- 
vinciales : 

I.  Dar  sus  reglamentos  internos  sobre  las  bases  siguientes  : 
1*'  Ningún  proyecto  de  lei  ó  de  resolución  podrá  discutirse  sin  que 
se  haya  puesto  á  la  orden  del  dia,  veinticuatro  horas  antes  por  lo 
menos:  z."  Todo  proyecto  de  lei  ó  de  resolución  tendrá  á  lo  menos 
tres  discusiones ;  5.'  Entre  una  i  otra  discusión  deben  trascur- 
rir no  menos  de  veinticuatro  horas ; 

n.  Fijarla  fuerza  de  policía  respectiva,  previo  informe  del 
presidente  de  la  provincia ; 

III.  Autorizar  á  los  cabildos  municipales  i  al  gobierno  provin- 
cial para  contraer  empréstitos  con  que  puedan  ocurrir  á  sus  res- 
pectivos gastos ; 

IVi  Arreglar  la  administración  de  los  bienes  provinciales. 
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Una  leí  jeueral  delermioará  lo  que  se  entienda  por  bienes  pro- 
vinciales ; 

V.  Promover,  á  competencia  con  la  asamblea  i  el  gobierno  je» 
neraleSi  la  organización  de  la  estaíiisti<*a  de  la  provincia,  la  redac- 
ción i  civilización  de  los  indijenas,  i  el  establecimiento  de  colonias ; 

VI.  Decidir,  cuando  fuere  enjuiciado  el  presidente  de  la  pro- 
vincia ó  quien  haga  sus  veces,  si  debe  continuar  el  proceso,  i  aquél 
suspendido  ó  no  del  ejercicio  de  sus  funciones,  en  los  casos  en 
que  por  la  lei  debe  la  suspensión  tener  lugar ; 

Yll.  Decretar  la  suspensión  i  aun  la  destitución  del  majistrado 
contra  quien  hubiere  queja  de  responsabilidad,  oyéndosele  idándo- 
sele  oportunidad  para  su  defensa; 

Ylil.  Ejercer  acumulativamente  con  el  gobierno  jeneral  el  de- 
recho que  la  constitución  le  concede,  en  los  casos  i  en  la  manera 
establecidos  en  los  treinta  i  cinco  párrafos  del  art.  179  ;  . 

IX.  Velar  en  la  observancia  de  la  constitución  i  de  las  leyes  en 
su  provincia,  i  representar  á  la  asamblea  i  al  gobierno  jaierales 
contra  las  leyes  de  otras  provincias  que  ofendan  sus  derechos. 

Alt.  i 2.  Las  asambleas  provinciales  no  pueden  lejislar  sobre  de- 
rechos de  importación,  ni  sobre  objetos  no  comprendidos  en  los 
articules  precedentes. 

Alt.  15.  Las  leyes  i  resoluciones  de  las  asambleas  lejislalivas 
provinciales  sobre  los  objetos  especificados  en  los  art.  10  i  11  serán 
enviadas  directamente  al  presidente  de  la  provincia,  á  quien  cor- 
responde sancionarlas. 

-  Ésceptúanse  las  leyes  i  resoluciones  que  versan  sobre  los  objetos 
comprendidos  en  el  art.  10,  incisos  4.^,  5.^  i  6.^  i  en  la  parte  que 
se  refiere  al  activo  i  pasivo  municipales,  asi  como  el  inciso  T."*  en  la 

Sarte  relativa  á  los  empleos  municipales;  i  en  el  art.  11 ,  incisos  l.S 
•®,  Im^  i  9.® ;  las  cuales  se  espedirán  por  las  mismas  asambleas,  sin 
siijetarse  á  la  sanción  del  presidente. 

Arl.  14.  Si  el  presidente  creyere  que  debe  sancionar  la  lei  ó  re- 
solución, lo  hará  por  medio  de  ésta  fórmula  suscrita  por  él :  «  San- 
ciono :  publíquese  como  lei.  » 

Art.  15.  Si  el  presidente  juzgare  que  debe  negar  la  sanción,  por 
cuanto  la  lei  ó  resolución  no  consulte  los  intereses  de  la  provincia, 
lo  hará  con  esta  fórmula ;  «  Vuelva  á  la  asamblea  lejislativa  provin- 
cial ; »  i  espondrá  bajo  su  firma,  las  razones  en  que  se  funde.  En 
este  caso  se  someterá  el  proyecto  á  nueva  discusión,  i  si  se  adop- 
tare tal  como  antes  se  hallaba,  ó  se  modificare  en  el  sentido  de  las 
razones  manifestadas  por  el  presidente,  con  los  votos  de  los  dos  ter- 
cios de  los  miembros  de  la  asamblea,  se  enviará  de  nuevo  al  presi- 
dente de  la  provincia,  quien  deberá  sancionarlo.  Si  no  se  adoptare, 
no  podrá  ser  nuevamente  propuesto  en  la  misma  sesión. 

Art.  16.  Pero  cuando  el  presidente  negare  Ja  sanción  por  creer 
que  el  proyecto  conculca  los  derechos  de  alguna  otra  provincia,  en 
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los  casos  espOGslos  en  el  inciso  8.<*  deart,  10>  ó  los  tratados  ce- 
lebrados Gon  naciones  estranjeras,  i  la  asamblea  provincial  juzgare 
lo  contrarío  por  los  dos  tercios  de  sus  volos,  como  se  dice  en  el 
articulo  anterior»  se  elevarán  al  conocimiento  del  gobierno  i  de  la 
asamblea  jenerales,  tanto  el  proyecto  como  las  razones  manifes" 
ladas  por  el  presidente  de  la  provincia,  para  que  aquellos  poderes 
decidan  en  deOnitiva  si  debe  ó  no  prestarse  la  sanción. 

Art.  i  7.  No  hallándose  reunida  en  ese  tiempo  la  asamblea  jeneral, 
i  juzgando  el  gobii*mo  que  el  proyecto  debe  sancionarse,  podrá 
mandar  que  se  ejecute  provisionalmente  hasta  la  decisión  ulterior 
de  la  asamblea  general.- 

Art  i8.  Sancionada  que  sea  la  lei  ó  la  resolución,  mandará  el 
presidente  publicarla  por  medio  de  esta  fórmula,  (r  N...  presidente 
de  la  provincia  de...,  hago  saber  á  todos  sus  habitantes,  que  la 
asamblea  lejislaliva  provincial  ha  decretado  i  yo  he  sancionado  la 
lei  ó  la  resolución  siguiente.  (Aqui  el  texto  integro  de  solo  la  parte 
dispositiva  de  la  lei). 

Mando,  por  tanto,  á  todas  las  autoridades  á  quienes  corresponda 
el  conocinaiento  i  la  ejecución  de  la  referida  lei,  que  la  cumplan  i 
la  hagan  cumplir  tal  como  en  ella  se  contiene.  El  secretario  de  ésta 
provincia  la  hará  imprimir,  publicar  i  circular.  » 

Suscrita  por  el  presidente  de  la  provincia  la  lei  ó  la  resolución,  i 
sellada  con  el  sello  del  imperio,  se  guardará  el  orijinal  en  el  archi- 
vo público,  i  se  enviarán  ejemplares  de  ella  á  todos  los  cabildos  i 
tribunales,  i  á  los  demás  lugares  de  la  provincia  donde  convenga 
sea  conocida. 

Art.  i  9.  El  presidente  dará  ó  rehusará  la  sanción  dentro  del  plazo 
de  diez  dias;  i  si  no  lo  hiciere,  queda  entendido  que  la  ha  prestado. 

En  tal  caso,  i  en  aquél  en  que  siéndole  devuelta  la  lei,  como  se 
determina  en  el  art.  16,  rehusare  sancionarla,  la  asamblea  lejisla- 
tiva  provincial  mandaríi  que  se  publique  en  esa  declaración,  íir- 
mandola  entonces  el  presidente  díe  la  asamblea. 

Art.  20.  El  presidente  de  la  provincia  enviará  á  la  asamblea  i  al 
gobierno  jeneral  copias  auténticas  de  tudos  los  actos  lejislativos 
provinciales  que  hubieren  sido  promulgados,  para  que  se  examine 
si  se  oponen  ala  constitución,  á  los  impuestos  Jcnerales,  á  los  dere« 
dios  de  otras  provincias  ó  á  los  tratados,  únicos  casos  en  que  el 
poder  lejislalivo  jeneral  podrá  revocarlos. 

Art.  21.  Los  miembros  de  las  asambleas  provinciales  serán  in- 
violables por  las  opiniones  que  emitan  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  22*  Los  miembros  de  las  asambleas  provinciales  recibirán 
diariamente,  durante  el  tiempo  de  las  sesiones  ordinarias,  las  es- 
Iraordinarias  ó  las  prórogas,  un  subsidio  pecuniario  señalado  por 
la  asamblea  provincial  en  la  primera  sesión  de  la  lejislatura 
anterior.  Cuando  residan  fuera  del  lugar  de  las  sesiones,  tendrán 
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también  una  indemnización  anual  para  los  gastos  de  ida  i  de 
regreso,  fijada  del  mismo  modo  i  proporcionada  á  la  distancia  que 
se  recorra. 

En  la  primera  lejislaYura  se  fijarán  por  el  presidente  de  la  pro- 
vincia, tanto  el  subsidio  como  la  indemnización  de  que  se 
trata. 

Art.  25.  Los  miembros  de  las  asambleas  provinciales  que  fueren 
empleados  públicos,  no  podrán  durante  las  sesiones,  ejercer  su 
empleo  ni  acumular  sueldos;  pero  tienen  opción  á  escojer  entre  la 
asignación  del  empleo  i  el  subsidio  que  les  corresponde  como 
miembros  de  diclias  asambleas. 

Art.  24.  Además  de  las  atribuciones  que  por  la  lei  tengan  los 
presidentes  de  las  provincias,  también  les  corresponde: 

I.  Convocar  la  nueva  asamblea  provincial,  de  modo  que  pueda 
reunirse  en  el  t<^rinino  señalado  para  sus  sesiones. 

Si  el  presidente  no  la  convocare  con  anticipación  de  seis  rnesc^, 
hará  la  conxocatoria  el  cabildo  de  la  capital  de  la  provincia. 

II.  Convocar  oslraordinariamente  la  asamblea  provincial,  pro- 
rogarla  i  diferirla,  cuando  lo  exija  el  bien  de  la  provincia;  con  tal 
empeño  que  en  «ningún  año  deje  de  haber  sesiones: 

lil.  Suspender  la  publicación  délas  leyes  provinciales,  en  los 
casos  i  en  la  forma  S(*ñalados  en  los  arts.  15  i  16: 

lY.  Espedir  órdenes,  instrucciones  i  reglamentos  adecuados  á 
la  buena  ejecución  de  las  leves  provinciales. 

Art.  25.  Compete  al  poder  leji^laüvo  jeneral  interpretar  las 
dudas  que  ocurran  sobre  la  intelijencia  de  algún  articulo  de  esta 
reforma. 

Art.  26.  Guando  el  emperador  no  tenra  pariente  alg[uno  que  reúna 
las  cualidades  exijidas  en  el  art.  122  de  la  constitución,  se  gober- 
nará el  imperio,  durante  su  minoridad,  |  or  un  rejente  electivo  ó 
temporal,  cuyo  cargo  durará  cuatro  años,  renovándose  para  este 
fin  la  elección  de  cuatro  en  cuatro  años. 

Art.  27.  Esta  elección  se  hará  por  los  electores  de  la  respectiva 
lejislatura;  los  cuales,  reunidos  en  sus  colejios,  votarán  por  escru- 
tinio secreto  en  favor  de  dos  ciudadanos  brasileros,  de  los  que  uno 
á  lómenos  será  nacido  fuera  de  la  provincia  á  que  pertenezcan  la> 
colejios,  i  ninguno  de  ellos  será  ciudadano  por  naturalización. 
Dados  los*  votos,  se  estenderán  tres  acias  de  un  mismo  tenor,  que 
contengan  los  nombres  de  todos  los  candidatos,  i  el  número  exacto 
de  votos  que  cada  uno  hubiere  recibido.  Firmadas  las  actas  por  los 
electores,  i  selladas  que  sean,  se  enviarán,  una  al  cabildo  á  qué 
pertenezca  el  colejio,  otra  al  gobierno  jeneral  por  medio  del  pre- 
sidente de  la  provincia,  i  la  tercera  directamente  al  presidente  del 
senado. 

Art.  28.  Recibidas  por  el  presidente  del  senado  las  actas  de  todos 
los  colejios,  las  abrirá  en  asamblea  jeneral  de  ambas  cámaras  reu- 
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DidaSy  i  hará  contar  los  votos:  el  ciudadano  que  obtuviere  la  mayoría 
será  rejente.  En  caso  de  empale,  por  haber  obtenido  igual  número 
de  votos  dos  ó  mas  ciudadanos,  decidirá  entre  ellos  la  suerte. 

Art.  29.  El  gobierno  jeneral  señalará  uuraismodia  [«ara  esta  elec- 
ción en  todas  las  provine  as  del  imperio. 

Art.  50.  Mientras  loma  posesión  el  rejente,  i  por  su  falta  ó  im- 
pedimento, gobernará  el  ministro  de  estado  del  imperio:  i  por  falta 
6  impedimento  de  éste,  el  de  justicia. 

Art.  31.  La  actual  rejencia  gobernará  hasta  que  haya  sido  electo 
i  lomado  posesión  el  rájente  de  que  trata  el  art.  26. 

Art.  32.  Queda  suprimido  el  consejo  de  estado  de  que  trata  el 
título  3y**  cap.  7.®  de  la  constitución. 

Manda  por  tanto»  á  todas  las  autoridades  á  quienes  corresponda 
el  ctmofúraierito  i  la  ejecución  de  las  referidas  alteraciones  i  adicio- 
nes, que  las  cumplan  i  hagan  cumplir  i  guardar,  tal  como  en  ellas 
se  contiene.  El  secretario  de  estado  de  los  negocios  del  imperio  las 
faaráagre;¿ar  á  la  constitución,  imprimir,  promulgar  i  ci'cular. 
palacio  de  Rio  Janeiro,  á  los  12  dias  del  mes  de  agosto  de  1834,  dé- 
cimo primero  de  la  independencia  i  del  imperio. 


leí 

DE  12  DE   MAYO  DE  1840, 
QOB  nflERPRETA  ALGUlüOS  ARTÍCULOS  DE  LA  REFORMA  DE  LA  GOMSTITUCIO.N . 


El  rejente,  en  nombre  del  emperador  el  señor  don  Pedro  11,  hace 
saber  á  todos  los  subditos  del  imperio  :  que  la  asamblea  jeneral 
lejistativa  ha  decretado  i  él  ha  sancionado  la  signiente  lei : 

Art.  l.<»  La  palabra  municipal  del  articulo  10,  §  i.^  del  arto  adi- 
cional, comprende  las  dos  anteriores  pdicia  i  economía^  i  á  ambas 
también  se  refiere  la  cláusula  final  del  mismo  articulo  que  dice : 
precediendo  propuestas  de  las  cámaras.  La  palabra  policía  com- 
prende la  policía  municipal  i  administrativa  solamente,  i  no  la 
policia  judiciaria. 

An.  2.<>  La  facultad  de  crear  i  suprimir  empleos  municipales  i 
provinciales  concedida  á  las  asambleas  de  provincia  por  el  §  7.° 
del  art.  10  del  acto  adicional,  solo  se  refiere  al  número  de  los 
mismos  empleos  sin  alteración  de  su  naturaleza  i  atribncíonos; 
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cuando  fueren  establecidos  por  leyes  jenerales  relativas  á  objetos 
sobre  los  cuales  no  puedan  iejislar  las  mencionadas  asambl'as. 

Art.  3.°  El  g  11  del  mismo  arl.  10  solo  comprende  acjuellos  em- 
pb'ados  proviuciales  cuyas  funciones  son  relativas  á  oijet'S  sobre 
que  pueden  Iejislar  las  asambleas  lejiblalivas  de  provincia,  i  de 
ningún  modo  aquéllos  que  son  creados  por  leyes  jenerales  relati- 
vas á  objetos  de  la  competencia  del  pod'  r  lejislativo  jeneral. 

Art.  4.°  En  la  palabra  majistradode  que  usa  el  art  11,  §  7.*^  del 
acto  adicional»  no  se  comprenden  los  miembros  de  las  cbancille- 
rids  i  tribunales  superiores. 

Art.  5.°  Al  decretar  la  suspensión  ó  destitución  de  los  majístrados, 
proceden  las  asambleas  provinciales  como  tribunal  de  justicia.  Por 
consiguiente,  solo  pueden  imponer  aquellas  penas  en  virtud  de 
queja  fundada  en  algún  delito  .de  responsabilidad  á  que  estuvieren 
señaladas  por  leyes  criminales  anterioras,  i  observando  las  formali- 
dades de  procedimiento  establecidas  de  antemano  para  tales  casos. 

Art.  6.^  El  decreto  de  suspensión  ó  dimisión  deberá  contener  : 
l.*>  la  relación  del  hecbo;  2.^  la  cita  de  la  lei  en  que  se  baile  in- 
curso  el  maji^trado;  5.*^  una  sucinta  espobicion  de  los  fundanientos 
capitales  de  la  decisión  que  se  toma. 

Art.  7.**  El  art.  16  del  acto  adicional  comprende  implicitamente 
el  caso  t^n  que  el  presidente  de  la  provincia  niegue  la  sanción  á  un 
proyecto  por  entender  que  se  opone  á  la  constitución  del  imperio. 

Art.  S.*"  Las  leyes  provinciales  que  no  estuvieren  de  acuerdo  con 
la  interpretación  dada  en  los  artículos  que  preceden,  no  se  enten- 
derán derogadas  por  la  promulgación  de  la  prehcnte.  mientras  no 
lo  sean  de  un  modo  espreso  por  actos  del  poder  lejislativo  jeneral. 

Manda  por  tanto  á  todas  las  autoridades  á  quienes  corresponda  el 
conocimiento  i  la  ejecución  de  la  referida  lei,  que  la  cumplan  i  * 
hagan  cumplir  i  guardar  tal  como  en  ella  se  contiene.  El  secretario 
de  estado  de  los  negocios  de  la  justicia,  encargado  inUTÍnaniente 
de  los  del  imperio,  la  hará  cumplir,  publicar  i  circular.  Dada  en  el 
palacio  de  Rio  de  Janeiro,  á  12  de  mayo  de  1840,  19.<^  de  la  inde- 
pendencia i  del  imperio. 


LEI 

DE  23  DE  NOVIEIMBRE  (1841). 
QUE    CREA    UN    CONSEJO    DE    ESTADO. 


Don  Pedro,  por  la  gracia  de  Dios  i  unánime  aclamación  de  los 
pueblos,  emperador  constitucional  i  defensor  perpetuo  del  Brasil, 
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hacemos  saber  á  todos  nuestros  siii'ditos  que  la  asamblea  jeneral 
lejislativa  ha  decretado  i  nos  aprobamos  la  siguienle  lt*i : 

Art.  i  ,*  Habrá  un  consejo  de  estado,  compu<'sto  de  doce  miem- 
bros ordiaarios,  además  de  los  ministros  di;  estado,  (¡ue  aunque  no 
lo  s«>an  tendrán  en  él  asiento. 

El  con>ejo  de  e>tado  ejercerá  sus  funciones,  bien  sea  reunidos 
sus  miembros  en  un  cuerpo,  ó  en  secciones  separadas. 

El  consejo  reunido  será  pre^sidido  por  el  emperador,  i  las  sec- 
dones  por  los  ministros  de  estado  a  que  pertenezcan  los  objetos  de 
las  consultas. 

Art.  2.^  El  consejero  de  estado  será  vitalicio;  p^ro  el  emperador 
podrá  dispensarle  de  sus  servicios  por  tiempo  indefínido. 

Art.  5.®  Habrá  hasta  doce  consejeros  de  estado  estraordinarios,  i 
tanto  éstos  como  los   ordinarios  serán   nombrados  por   el  em- 
perador. 
Compete  á  los  consejeros  estraordinarios : 

1."  Servir  en  caso  de  impedimento  de  los  ordinarios,  para  lo 
cuál  se  les  designará; 

2.**  Tener  asiento  i  voto  en  el  consejo  de  estado,  cuando  fue- 
ren llamados  para  alguna  consulta. 

Art.  4.*  Los  consejeros  de  estado  serún  responsables  por  los  con- 
sejos que  dieren  al  emperador  en  los  asuntos  relativos  al  poder 
moderador,  siempre  que  e^^os  consejos  sean  opuestos  á  la  <  onsti- 
tucion  6  á  los  intereses  del  e^tado.  En  tales  casos  serán  juzgados 
por  el  senado  en  la  forma  que  determina  la  lei  de  responsabilidad 
de  los  ministros  de  estado. 

Para  ser  consejero  de  estado  se  requieren  las  mismas  cualidades 
que  se  exijen  para  ser  senador. 

Art.  5.'^  Los  consejeros,  antes  de  posesionarse,  prestarán  jura- 
mento en  manos  del  emperador  de  «mantener  la  relijion  católica, 
apostólica,  romana,  observar  la  constitución  i  las  leyes,  ser  fíeles 
al  t-mperador,  i  aconsejarle  según  sus  conciencias  atendiendo  solo 
al  bien  de  la  nación.» 

Art.  6.®  Luego  que  el  principe  imperial  hava  cumplido  diez  í 
ocho  años,  será  de  derecho  consejero  de  estado;  los  demás  prin- 
cipes de  la  casa  imperial  no  pueden  entrar  al  consejo  sin  que  pre- 
ceida  nombramiento  del  emperador.  Ni  el  uno  ni  los  o^ros  se  com- 
putan en  el  número  espresado  en  el  art.  1,  i  solo  asistirán  al  con- 
sejo pleno  :  otro  tanto  se  practicará  con  los  antiguos  consejeros 
de  estado  cuando  se  les  llame. 

Art.  7.^  Toca  al  con^ejo  de  estado  dar  su  dictamen  en  todos  los 
negocios  en  que  el  emperador  tuviere  por  conveniente  oirlo  antes 
de  resolver ;  i  principalmente : 

{.^  En  todos  los  casos  en  que  el  emperador  haya  de  ejercer 
cualquiera  de  las  atribuciones  del  poder  moderador  indicadas  en 
el  art.  101  de  la  constitución; 
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2.*^  Sobre  declaración  de  guerra,  ajustes  de  paz  i  ncgocia-'/ones 
con  las  naciones  estranjeras ; 

3.®  Sobre  cuestiones  de  presas  é  indemnizaciones; 

4.^  Sobre  conflicíos  de  jurisdicción  entre  las  autoridades 
administrativas,  i  entre  éstas  i  ias  ^udiciarias  ; 

5.^  Sobre  abusos  de  las  autoridades  eclesiásticas; 

6.<^  Sobre  decretos,  reglamentos  6  instrucciones  para  la  buena 
ejecu(*4on  de  las  leyes,  i  sobre  los  proyectos  que  el  poder  ejecu- 
tivo tensfa  de  proponer  á  la  a>an)blea  jcneraL 

Art.  8.®  El  gobierno  determinará  por  medio  de  reglamentos  el 
número  de  las  secciones  en  que  se  dividirá  el  consojo  de  estado,  el 
modo  i  tiempo  de  sus  trabajos,  los  honores  i  distinciones  que  al 
cuerpo  i  ¿  cada  uno  de  sus  miembros  correspondan,  i  en  fin,  todo 
lo  que  se  requiera  para  la  buena  ejecución  de  esta  lei.  Cuando  los 
consejeros  de  estado  se  hallen  en  ejercicio,  recitarán  una  asig- 
nación igual  al  tercio  de  lo  que  devenguen  los  ministros  secreta- 
rios de  estado. 

Art.  9.^  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  que  se  opongan  á  la 
presente. 

Mandamos  por  tanto  á  todas  las  autoridades  á  quienes  toque  el 
conocimiento  i  la  ejecución  de  la  referida  leí,  que  la  cumplan  i 
hagan  cumplir  tai  como  en  ella  se  contiene.  El  secretario  de  es- 
tado de  los  negocios  del  imperio  la  hará  imprimir,  publicar  i 
circular. 

Dada  en  el  palacio  de  Rio  Janeiro,  á  23  de  noviembre  de  1841, 
vijésimo  de  la  independencia  i  del  imperio. 


CONSTITUCIÓN  DEL  BRASIL. 


ANTECEDENTES. 

Aunque  el  inmeoso  territorio  conocido  hoi  con  el  nombre  de 
Brasil  fué  descubierto  en  enero  de  1500  por  el  español  Vicente 
Yáñez  Pinzón,  que  aun  se  posesionó  de  él  á  nombre  de  Castilla 
cuando  volvió  á  Europa  lo  encontró  disputado  por  el  navegante 
portugués  Pedro  Alvarez  Cabral,  quien  por  su  parte  había  reco^ 
nocido  otra  porción  de  la  costa  mas  al  sur,  i  tomado  posesión  de 
ella  á  nombre  de  su  gobierno.  Esta  cuestión  fué  resuelta  por  la 
famosa  bula  del  Papa  Alejandro  VI,  que  trazó  la  linea  de  división 
entre  las  posesiones  portuguesas  i  españolas  habidas  por  las  es- 
ploraciones  de  aquellos  tiempos,  i  el  Brasil,  llamado  primero 
Vera  Ciniij  quedó  adjudicado  al  reino  de  Portugal. 

No  es  ni  con  mucho  de  sentir  que  aquellas  vastas  rejiones  se 
hubiesen  perdido  por  España,  como  tampoco  debe  causar  sor- 
presa que  la  contienda  sobre  el  Brasil  hubiese  sido  ganada  por 
una  al  parecer  mucho  mas  débil  nación  que  aquélla.  España  no 
tenia  aún  la  preponderancia  que  adquirió  poco  después  á  virtud 
de  esas  mismas  colonias  que  apenas  empezaba  á  esplotar.  Aca- 
baba de  salir  de  su  guerra  de  siglos  contra  el  poder  sarraceno,  i 
acababa  también  de  reunir  en  una,  las  múltiples  soberanías  que 
se  habian  dividido  el  temtorio  hispano.  Belicosa  i  fanática  des- 
pués de  su  lucha,  era  pobre  y  carecía  de  la  consideración  que 
dan  el  comercio,  la  marina  i  las  colonias  ya  asimiladas. 

Otra  era  la  situación  del  PorUigal.  Aunque  de  reducida  eslen- 
sion  i  población  en  Europa,  ya  en  el  siglo  quince  poseía  grandes 
territorios  en  Asia  i  África.  Mantenia  con  ellos  un  cstensisimo  co« 
mercio,  i  sostenía  al  efecto  una  respetable  marina.  Supersticiosa 
i  fanática  como  casi  todos  los  paises  donde  impera  sin  rivnl  el 
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rom.'inismo,  lo  era  menos  que  su  vecina,  por  no  haber  tenido  que 
luchar  con  el  moro  de  la  misma  suerte.  Más  consagrado  al  co- 
mercio que  á  la  guerra,  tenia  en  mayor  grado  que  España  las 
disposiciones  pacificas  é  industriosas  que  prevalecen  en  los  tiem- 
pos modernos,  i  á  que  se  deben  las  mejores  conquistas  de  la 
civilización. 

Estas  diferencias  se  hicieron  sentir  pronto  en  la  colonización 

m 

de  los  países  respectivamente  poseidos  por  España  i  Portugal.  Mo 
se  invadió  el  Brasil  por  de  Souza  como  Méjico  por  Cortés  i  el  Perú 
por  Pizarro.  Acaso  fué  parte  para  ello  la  misma  pobreza  de  los 
naturales,  pues  no  estamos  persuadidos  de  que  el  carácter  portu- 
gués difiera  esencialmente  del  español;  pero  es  el  hecho  que  la 
colonización  se  hizo  de  distinto  modo;  que  causas  palmarias  hsh 
bian  influido  en  diversificar  la  índole  de  los  dos  países,  i  que 
la  suerte  de  las  colonias  debia  afectarse  de  su  respectivo  oríjen. 

Después  de  varios  ensayos  administrativos  para  sus  posesiones 
americanas,  el  Portugal  sujetó  á  un  solo  capitán  jeneral  todo  el 
territorio  del  Brasil  en  1576,  dándole  por  residencia  la  ciudad  de 
Babia;  pero  en  1763  la  capital  se  trasladó  á  San  Sebastian  ó  Rio 
de  Janeiro,  y  allí  se  situó  el  gobierno  del  Virei  de  Portugalj 
nombre  que  se  dio  al  gobernador  jeneral  de  la  colonia  brasilera. 
Ya  en  1548  se  habian  espulsado  á  ella  muchos  judíos  perseguidos 
i  despojados  en  la  metrópoli  por  la  Inquisición,  i  esto  acto  de 
intolerancia  por  una  parte,  debia  influir  por  otra  favorablemente 
en  la  marcha  pacífica  é  industrial  de  la  nueva  patria.  Del  mismo 
modo  se  introdujo  allí,  como  en  todas  las  colonias  americanas,  la 
criminal  institución  de  la  esclavitud ;  pero  también  en  el  Brasil 
como  en  las  demás,  i  acaso  en  mas-alto  grado,  la  nueva  raza,  una 
vez  libre,  sería  la  mejor  base  de  la  población  trabajadora  espuesta 
á  los  rayos  de  un  sol  tropical. 

Por  lo  demás,   las  restricciones  económicas,  la  intolerancia 
rclijiosa,  los  vicios  de  administración,  la  deficiente  educación  pú- 
blica i  el  espíritu  receloso  contra  los  estranjeros,  campeaban  en 
el  Brasil  no  menos  que  en  las  colonias  españolas.  Así  es  que  du 
rante  los  largos  años  de  su  coloiiinjp  no  hizo  losadnlantamiontos 
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cpie  8u  posición  y  sus  inmensos  recursos  parecían  ofrecer  al  ge- 
nio de  U  libertad  i  de  la  industria.  Pero  la  hora  de  su  emancipa- 
ción i  progreso  debía  sonar  para  él  como  para  todos  los  oprimi- 
dos, i  por  una  rara  coincidencia  sonó  al  mismo  tiempo  que  para 
las  colonias  españolas.  Estaba  escrito,  sin  embargo,  que  si  dis- 
tinta fué  su  colonización,  distinta  debia  ser  también  la  manera 
de  asumir  el  Brasil  una  vida  independíente. 

Obligado  por  Napoleón  I,  don  Juan,  príncipe  rejente  de  Por 
tagal,  declaró  la  guerra  al  gobierno  inglés  i  adhirió  al  sistema 
continental  en  el  año  de  1807.  Pero  la  escuadra  inglesa  bloqueó 
rigorosamente  la  embocadura  del  Tajo,  i  el  ministro  deS.  M.  B< 
no  dejó  á  don  Juan  otra  alternativa  que  rendirle  la  escuadra 
portuguesa  ó  aprovechar  de  los  buques  británicos  para  traspor- 
tarse al  Brasil.  Por  otro  lado,  las  intenciones  de  Napoleón  eran 
evidentemente  apoderarse  de  toda  la  península.  Ya  sus  lej iones 
habían  penetrado  en  las  montañas  de  Beira,  i  el  momento  era 
crítico.  Don  Juan  optó  por  la  huida,  i  tomando  consigo  sus  ar- 
chivoSt  sus  tesoros  i  cuanto  de  precioso  tuviera,  zarpó  con  su 
familia  i  Vjarios  fieles  amigos  el  29  de  noviembre*  En  ese  mismo 
dia  el  mariscal  Junot  rompió  sus  fuegos  sobre  Lisboa,  de  que  se 
posesionó  el  30. 

Muí  entusiasta  recepción  se  hizo  en  el  Brasil  á  la  familia  real,  , 
i  muí  sensible  fué  el  beneficio  que  su  presencia  trajo  á  la  colo- 
nia. Apenas  hubo  llegado,  abrió  don  Juan  sus  puertos  al  comer- 
cio de  todas  las  naciones,  que  antes  era  casi  prohibido.  Muchas 
otras  mejoras  introdujo  sucesivamente ;  con  lo  cual  demostró  que 
no  es  posible  gobernar  bien  á  la  distancia  un  vasto  país  apenas 
conocido,  i  por  tanto  sujirió  naturalmente  la  idea  de  indepen- 
dencia en  el  ánimo  de  sus  subditos  brasileros.  Entre  las  medidas 
políticas  mas  laudables,  debemos  citar  el  decreto  espedido,  en 
diciembre  de  1815,  por  el  cual  se  declaró  que  el  Brasil  no  sería 
en  adelante  una  colonia,  sino  parte  integrante  del  reino  unido  de 
Portugal,  el  Brasil  i  los  Algarb^s. 

Poco  después  murió  la  reina  madre,  i  el  príncipe  rejente  fué 
aclamado  reí  bajo  el  nombre  de  don  Juan  VI ;  pero  quiso  diferir 
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8U  coronación  basta  el  5  de  febrero  de  1818.  Entre  tanto,  i  ape- 
gar de  que  ya  no  tenia  dificultad  para  regresar  á  Europa,  lo 
habia  rehusado,  basta  que  en  1821  una  revolución  en  Portugal 
proclamando  la  constitución  i  el  llamamiento  de  las  cortes  le 
obligó  á  partir. 

Aquel  movimiento  revolucionario  habia  tenido  eco  en  el  Bra- 
sil, conmovido  ya  desde  1817,  en  que  una  proyectada  insurrec- 
ción en  Pemambuco  fué  obligada  á  estallar  inoportunamente,  i 
batidos  sus  autores  por  las  tropas  del  gobierno,  quedó  sembrado 
el  descontento  en  el  país.  Pero  para  mejor  apreciar  el  estado  de 
los  ánimos  en  aquel  tiempo  i  discernir  las  causas  principales  é 
inmediatas  del  espíritu  de  independencia,  conviene  tener  pre- 
sentes algunas  particularidades. 

Siempre  hubo  en  el  Brasil,  como  en  las  colonias  españolas, 
gran  rivalidad  entre  los  criollos  i  los  nacidos  en  la  metrópoli ; 
pero  esa  rivalidad  creció  después  que  la  familia  real  se  trasladó 
á  América.  Porque  con  ella  vinieron  muchos  miles  de  aventure- 
ros portugueses,  que  protestaban  adhesión  i  amor  á  su  soberano, 
cuando  en  realidad  no  iban  sino  tras  de  una  fácil  é  improvisada 
fortuna.  Sea  por  gratitud  ó  por  lástima,  don  Juan  procuraba 
darles  la  subsistencia  por  medio  de  los  cargos  públicos,  ó  sea, 
por  medio  del  tesoro ;  pero  como  esos  cargos  no  podian  multipli- 
carse á  lo  infinito,  su  provisión  redundaba  en  perjuicio  de  los 
criollos  escluidos.  Aquéllos  que  hahian  pre.stado  servicios  á  la 
corte  cuando  llegó  al  Brasil,  recibieron  honores,  distinciones  i 
títulos  de  cavalheiros  ó  comendadores,  oríjen  de  la  nobleza  bra- 
silera. Esta  circunstancia,  la  corrupción  de  la  corte,  i  el  nuevo 
horizonte  que  ya  se  abria  á  los  ojos  antes  cerrados  del  brasilero, 
hicieron  que  éste  se  considerase  gobernado  por  una  especie  de 
corte  eslranjerav  i  que  aspirai*se  á  tonerla  propia. 

Aprovechando  de  la  revolución  portuguesa  á  que  antes  hemos 
aludido,  los  hijos  del  Brasil  empezaron  á  moverse  en  1821,  i  á 
mostrar  claramente  los  deseos  de  sacudir  lo  que  ellos  tenían  por 
un  yu;{0.  Fué  entonces  cuando  tuvo  que  partir  don  Juan  VI, 
lleno  de  alarma,  i  dejando  n  su  hijo  don  Podro,  joven  de  veinti- 
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fres  anos,  eo  calidad  de  rejenie  i  teDÍente  de  S.  M.  en  el  reino 
del  Braúl. 

Dkese  que  al  dar  á  la  vela  el  anciano  reí,  estrechó  á  8u  hijo 
contra  su  pecho,  por  la  última  vez,  i  le  habló  asi :  «  Pedro,  temo 
que  el  firasil  se  separe  pronto  del  Portugal ;  i  si  asi  fuere,  pon 
la  corona  sobre  tu  cabeza,  antes  que  permitir  caiga  en  manos  de 
algún  aventurero,  n 

Era  don  Pedro  hombre  de  grandes  cualidades  i  mui  capaz  de 
realizar  la  empresa  aconsejada  por  su  padre.  La  ocasión  no  se 
hizo  esperar.  Sus  mismas  dotes  personales,  la  circunstancia  de 
eer  casi  brasilero  por  haber  llegado  al  país  siendo  niño,  i  la 
ajitadon  del  Brasil  por  aquel  tiempo,  despertaron  los  celos  i 
alarmas  de  las  cortes  portuguesas,  que,  como  sucede  en  las  gran* 
des  crisis,  empezaron  á  cometer  imprudencias  propias  para  fes- 
tinar los  sucesos.  Dieron  pues  un  decreto  ordenando  al  principe 
que  regresase  á  Europa,  i  suprimiendo  al  mismo  tiempo  los  tri- 
bunales reales  en  Rio  Janeiro.  Por  el  mismo  tenor  fueron  otras 
disposiciones,  todas  las  cuales  se  recibieron  con  la  mayor  indig- 
nación. 

Nada  era  mas  calculado  para  rodear  de  popularidad  al  prin- 
cipe rejente.  Los  criollos .  procuraron  persuadirle  á  que  perma- 
neciera entre  ellos,  lo  que  resolvió  hacer.  Era  eso  nada  menos 
que  «  pasar  el  Rubicon  » ;  pues  viéndose  importunado  por  repe- 
tidas jesliones  de  las  cortes,  tuvo  que  acceder  á  la  idea  de  inde- 
pendencia, qne  el  país  proclamaba  con  empeño.  El  7  de  setiem- 
bre de  1822,  cerca  de  San  Pablo,  al  leer  las  últimas  notas  de 
Lisboa,  y  comprendiendo  al  fin  su  posición,  esclamó  :  «  inde- 
pendencia ou  morte.  » 

Su  decisión  fué  recibida  con  M  mayor  entusiasmo ;  i  trasladado 
á  la  capital,  la  municipalidad  espidió  una  proclama  el  21  de  se- 
tiemkre^  declarando  su  intención  de  llenar  los  deseos  manifiestos 
del  pueblo,  que  eran  de  proclamar  á  don  Pedro  «  emperador 
eoDstituciooal  i  defensor  perpetuo  del  Brasil.  »  Asi  se  hizo  el 
12  de  octubre  en  el  campo  de  Santa  Ana»  con  gran  solemnidad  i 
an  inmenso  concurso.  Con  el  nombre  de  don  Pedro  I,  el  empe- 
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rador  aceptó  el  titulo  que  se  le  ofrecía,  i  aunque  algunos  punios 
del  país  permanecían  ocupados  por  tropas  portuguesas,  pronto  se 
sometieron  éstas  ó  fueron  embarcadas.  La  resistencia  hecha  por  la 
metrópoli  á  aquel  golpe  de  audacia  fué  enteramente  nominal.  Es 
de  presumir  que  padre  é  hijo  se  entendiesen  desde  el  principio; 
pues  es  lo  cierto  que  no  hubo  lucha  armada,  y  que  tres  años 
después  la  independencia  del  Brasil  había  sido  reconocida  por 
la  corte  de  Lisboa. 

Faltaba  entonces  la  segunda  parte  de  la  nrande  obra  encomen- 
dada á  don  Pedro  :  constiluir  el  país.  Al  efecto,  el  emperador 
convocó  desde  el  principio  una  asamblea  popular,  que  se  reunió 
en  1822,  i  á  la  cual  dirijió  un  importante  mensaje  el  5  de  mayo, 
esponiendo  las  mas  liberales  ideas  como  bases  de  la  proyectada 
constitución.  Pero  la  asamblea  no  correspondió  á  su  objeto- 
Dirijida  por  los  hermanos  Andradas,  que  habiendo  sido  antes 
ministros  del  emperador,  se  convirtieron  en  violentos  oposicio- 
nistas, la  asamblea  se  tomó  en  facciosa;  i  el  emperador,  después 
de  inútiles  tentativas  para  encarrilarla,  se  creyó  en  la  necesidad 
de  disolverla,  como  lo  hizo  á  usanza  napoleónica. 

Siguió,  con  todo,  manifestando  las  mas  sanas  intenciones. 
Satisfizo  al  país,  asegurando  que  solo  quería  evitar  la  anarquía, 
i  nombró  una  comisión  da  diez  individuos,  que  se  reunió  el 
26  de  noviembre  de  1823,  para  que  bajo  su  inspección  forma- 
sen la  constitución*  del  imperio.  Uno  de  los  miembros,  Caroeiro 
de  Campos,  fué  encargado  de  redactar  el  proyecto,  i  á  ello  se 
deben,  según  se  dice,  muchas  de  las  liberales  di>posiciones  del 
código  adoptado.  Juróse  por  el  emperador  i  por  todas  las  auto- 
ridades del  imperio  en  25  de  marzo  de  1824,  i  tuvo  la  suerte  de 
ser  bien  recibida  i  de  tranquilizar  los  ánimos,  á  tal  punto  que  ni 
aun  los  antiguos  oposicionistas  la  hicieron  objeto  de  apasionados 
ataques. 

Pero  en  cuanto  á  la  persona  del  emperador,  su  popularidad 
no  fué  de  larga  duración.  Parece  que  nó  supo  condliarse  la 
buena  voluntad  de  sus  gobernados,  á  quienes  irritaba,  entre 
otras  cosas,  la  creación  de  un  gabinete  secreto,  la  preferencia 
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que  daba  el  monarca  á  los  portugueses  en  la  provisión  de  los  em- 
pleos, i  el  mantenimiento  de  tropas  estranjeras.  Ello  es  que  la 
opinión  se  le  hizo  tan  adversa,  que  aun  el  ejército  mismo,  cria- 
tura 8uya,  le  fué  hostil.  Este  estado  de  cosas  llegó  á  culminaren 
abierta  rebelión.  El  6  de  abril  de  1851  el  pueblo  i  el  ejército, 
reunidos  en  el  campo  de  Santa  Ana,  le  pidieron  con  tono  ame- 
nazador un  cambio  de  gabinete  que  él  rehusaba  (1) ;  i  tan  críticas 
llegaron  á  ser  las  circunstancias,  que  resohió  abdicar,  como  lo 
hizo  el  7,  en  favor  de  su  hijo,  don  Pedro  Alcántara,  por  no  ac- 
ceder á  la  exijencia  popular,  y  se  embarcó  para  Europa. 

Era  entonces  el  sucesor  un  niño  de  menos  de  seis  años,  i  por 
consiguiente  hubo  de  establecerse  una  rcjencia,  que  se  encargó 
á  los  señores  Francisco  de  Lima,  Costa  Carvallo  i  Joao  Braulio 
Nooiz,  hasta  1854,  en  que,  á  virtud  de  una  reforma  constitu- 
cionaU  quedó  solo  un  rejente,  i  se  nombró  al  presbítero  Diego 
Antonio  Feijo.  Por  abdicación  de  éste  en  1857,  sucedióle  el 
seoor  Pedro  Araujo  Lima,  que.elejido  formalmente  en  1858,  per. 
maneció  hasta  i  840,  en  que  tuvo  lugar  una  revolución  pacífica 
h^ha  contra  la  rejencia,  la  cual  se  abolió,  declarándose  mayor 
de  edad  al  emperador  don  Pedro  II,  aunque  solo  tenia  entonces 
quince  años  escasos. 

Además  de  la  rejencia  unitaria,  contenia  la  reforma  de  1 854  la 
supresión  del  consejo  de  estado  i  un  grande  ensanche  dado  al  po- 
der municipal.  Pero  en  1841  se  restableció  el  consejo,  que  ha 
subsistido  posteriormente.  El  primer  acto  se  espidió  por  solo  la 
cámara  de  los  diputados,  que  se  creyó  autorizada  para  ello,  aun- 
que otra  es  la  intelijencia  que  damos  al  articulo  1 76  de  la  consti- 
clon  brasilera,  flízose  el  restablecimiento  del  consejo  de  estado 
poruña  simple  lei,  juzgándose  acaso  que  el  punto  no  era  cons- 
titucional según  la  definición  del  articulo  178.  Como  quiera  que 
sea,  uno  i  otro  acto  fueron  acatados,  i  ninguna  cuestión  surjió 
sobre  su  espedicion,  que  complementó  las  instituciones  políticas 
del  Brasil. 

(!]  Un  ministerio  |.opular  había  sido  sustituido  en  aquel  dia  :'i  otro,  que  el 
piif'hlo  rechazaba  pidiendo  la  reposición  del  primero. 
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Para  mejor  apreciar  la  constílucion  brasilera,  debe  comparar- 
sela,  no  solo  con  las  republicanas  de  América,  sino  también  con 
las  de  otras  monarquías,  y  muy  particularmente  con  la  de  Portu- 
gal, obra  del  mismo  soberano  que  autorizó  la  primera.  Muerto 
don  Juan  VI  en  1826,  su  hijo  don  Pedro,  emperador  del  Brasil, 
sucedió  en  la  corona  de  Portugal ;  pero  no  hallando  conveniente 
conservar  las  dos  coronas,  se  apresuró  á  dar  una  constitución 
para  este  último  reino,  ofreciendo  abdicar  en  favor  de  su  hija 
doña  María  de  Gloria  íuego  que  se  aceptase  la  nueva  carta.  Pero 
don  Miguel,  su  hermano,  usurpó  el  trono;  don  Pedro,  después  de 
abdicaren  1831  la  corona  del  Brasil,  se  trasladó á Europa,  en 
donde  tuvo  que  sostener  una  larga  guerra  civil  con  los  partidarios 
de  su  hermano,  representante  del  absolutismo;  y  al  fio  prevaleció 
la  carta  que  don  Pedro  habia  d<ido,  consolidándose  durante  el 
reinado  de  su  hija  doña  María. 
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Seria  difícil  probar  que  pueblo  alguno  haya  escojido  delibera-' 
damcote  la  forma  monár}uica  de  gobierno.  En  el  caso  del  Brasil, 
como  en  algunos  otros,  las  manifestaciones  hechas  á  ese  respecto, 
ó  no  han  sido  jcnerales  ó  no  han  sido  libres.  El  autor  de  la  cons- 
titución brasilera,  la  cual,  como  vimos,  no  fué  obra  de  aquel 
pueblo,  se  aprovechó  de  la  proclamación  hecha  en  favor  del  réji- 
men  monárquico  por  un  partido,  que  acaso  no  buscaba  sino  las 
facilidades  que  ese  camino  proporcionaba  para  consumar  la  inde- 
pendencia, vistas  las  especiales  circunstancias  en  que  el  país  se 
hallaba  colocado. 

Un  vez  establecido  el  sistema,  á  que  por  otra  parte  se  habian 
acomodado  de  antemano  aquellos  moradores,  i  funcionando  al 
amparo  de  una  constitución  que  consulta  bastante  bien  los  fines 
cardinales  de  un  gobierno,  nada  tiene  de  sorprendente  que  se 
aceptase  de  buena  fé  por  la  jeneralidad,  con  preferencia  á  tenta* 
tivas  de  cambios  fundamentales,  cuyo  éxito  sería  siempre 
dudoso.  I  con  todo,  ni  han  faltado  esas  tentativas,  ni  es  impro* 
bable  que  se  repitan  hasta  obtener  instituciones  mas  conformes 
al  espíritu  de  las  sociedades  modernas,  i  sobre  todo  de  las  socie- 
dades americanas. 

Ta  la  misma  constitución  monárquica  del  Brasil  se  tintura  de 
la  época  i  del  pafs  donde  se  dio.  lo  que  se  palpa  comparándola 
con  la  de  Portugal,  que  aunque  obra  del  mismo  autor,  era  para 
otro  país,  i  se  redactaba  algo  después,  cuando  los  principios  abso- 
lutistas iban  recobrando  su  inQujo. 
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Desde  luego  llama  la  atención  :  1  ."^  que  para  la  constitución 
buasiiera  se  buscó  el  concurso,  á  lo  menos  aparente,  de  algunas 
personas  notables  que  pudieran  considerarse  como  representantes 
de  la  nación,  mientras  que  la  portuguesa  se  dio  esclusivamente 
por  el  rei  don  Pedro  como  una  verdadera  car^a  de  libertad,  resul- 
tado de  su  beneplácito;  2.^  que  en  la  primera  se  reconoce  tácita- 
mente que  la  soberanía  reside  oríjinariamente  en  la  nación, 
como  se  ve  por  los  artículos  12,  15  i  98,  según  los  cuales  los 
poderes  públicos  son  delegaciones  de  la  misma.  Aun  el  poder 
real,  que  aquí  se  llama  moderador,  es  delegado  al  monarca,  lo 
que  establece  un  nuevo  principio,  que,  para  decirlo  de  paso, 
mina  por  su  base  todo  el  sistema. 

La  monarquía  tiene  su  orijen  en  la  violencia  ó  en  la  venera- 
ción infundida,  por  un  caudillo  prestijíoso,  apdado  de  algunos 
jefes  notables,  que  le  respetaban  i  á  quienes  habia  también  que 
contentar.  Luego  el  elemento  popular  vino  á  pedir  su  participa- 
ción en  el  poder,  ligándose  transitoriamente  con  alguno  de  los 
otros  dos  i  en  contra  del  tercero.  La  aristocracia  misma  ha  dado 
rudos  golpes  á  la  monarquía,  i  á  ellos  se  deben  las  garantías  ob- 
tenidas por  el  pueblo  inglés,  bajo  ese  sistema  de  contraprinci- 
pios que  se  llama  la  monarquía  constitucional  ó  moderada.  Pero 
la  fuente  de  todo  no  era  sino  la  fuerza,  la  conquista,  solapadas 
con  un  derecho  divino  que,  aunque  difícil  de  esplicar,  es  sin 
embargo,  i  acaso  por  lo  mismo,  el  único  fundamento  que  puede 
alegarse  en  favor  de  la  monarquía,  cuando  no  quiere  confesarse 
audazmente  que  solo  debe  su  existencia  al  poder  físico  de  las 
armas. 

Al  crearse  una  monarquía  en  América,  no  podía  invocarse  el 
derecho  divirio,  i  menos  aun  confesarse  que  solo  tenia  la  fuerza 
material  necesaria.  Hubo  que  echarse  en  brazos  de  la  soberanía 
popular,  á  reserva  desnegarle  todo  su  alcance  el  d>a  en  que  ella 
protestase  contra  la  perpetuidad  del  poder  realy  moderador ^  ó 
como  quiera  que  se  le  llame.  Pero  al  cabo,  siendo  ella  el  derecho 
i  la  fuerza  unidos  i  personificados,  será  preciso  acatar  su  obra, 
sea  la  que  fuere,  cuando  se  halle  en  capacidad  de  ejecutarla.  En- 


IMPKRIO  D£L  BRASIL  .  47 

Ire  tanto  se  ha  querido  conciliar  lo  iaconciliable,  como  se  ve  por 
la  fórmula  contenida  en  el  artículo  61  de  la  constitución  brasi- 
lera :  «  Don  N»  por  la  gracia  de  Dios,  i  unánime  aclamación  de 
los  pueblos,  emperador  constitucional  i  defensor  perpetuo  del 
Brasil.  » 

La  historia  de  las  constituciones  francesas  de  91  en  adelante 
manifiesta  la  imposibilidad  de  detenerse  en  la  pendiente,  una 
vez  lanzados  en  ella.  La  del  citado  año  es  la  primera  de  los  tiempos 
modernos  ea  que  se  quiso  acomodar  la  institución  monárquica  al 
principio  de  la  soberanía  popular.  Hasta  entonces  el  poder  real' 
había  existido  por  derecho  propio,  i  los  lenitivos  que  se  le  habian 
arrancado  pasaban  por  concesiones  suyas.  Un  resto  de  veneración 
por  la  potestad  real  hizo  discurrir  la  ficción  de  que  era  delegarla 
por  la  soberanía  nacional.  Pero  una  vez  puesto  en  la  via  del  razo- 
namiento, el  pueblo  francés  tenia  que  descubrir  pronto  la  ficción. 

Desgraciadamente  su  desengaño  le  llevó  hasta  la  crueldad,  de- 
capitando á  un  pobre  hombre  llamado  rei,  quizás  para  decapitar 
con  él  la  institución  que  representaba . 

Obligado  por  las  circunstancias,  don  Pedro  I,  que  en  su  constitu- 
ción portuguesa  de  1826  (art.  71)  nos  introduce  el  reí  como  una 
especie  de  dios  preexistente  por  si  mismo,  hace  á  su  emperador 
del  Brasil  (art.  98)  una  emanación  de  la  soberanía  nacional, 
puesto  que  supone  delegado  por  la  nación  el  poder  que  le  atri- 
buye. Cuando  el  pueblo  brasilero  despierte  un  poco  mas,  sobre 
todo  ai  llega  á  oprimirle  un  mal  emperador,  le  recordará  su  ori- 
jen,  i  le  despedirá  sin  ceremonia,  arreglando  el  gobierno  de  su 
propia  casa  como  lo  crea  conveniente. 

Porprimera  vez^,  enla  constitución  brasilera,  sedesenvuelve prác- 
ticamente la  teoría  del  sistema  monárquico consütucional,resum¡da 
en  acuella  conocida  máxima  :  «  el  rei  reina,  pero  no  gobierna.  » 
Ni  aun  la  constitución  firancesa  de  1791,  verdadero  homenaje  de 
la  revolución  al  hecho  mas  conspicuo  de  los  tiempos  que  pasaban, 
consagró  netamente  la  idea  de  un  poder  moderador  atribuido  al 
monarca,  i  distinto  de  los  otros  tres  poderes  conocidos.  Tal  es 
li)  doctrina  de  la  constitución  brasilera^  artículos  10,  98  i  sus 
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concordantes.  Según  este  último,  «  el  poder  moderador  es  la 
clave  de  toda  la  organización  política,  i  se  delega  privatiyara^nte 
al  emperador,  como  jefe  supremo  lie  la  nación  i  su  primer  rv- 
presentante,  para  que  yele  sin  cesar  sobre  la  conservación  de  la 
independencia^  el  e(|uilibrio  i  la  armonía  de  los  ilemás  poderes 
políticos.  » 

Ya  el  art.  9,  había  dicho  :  a  La  división  i  la  armonía  de  los 
poderes  políticos  es  el  principio  conservador  de  los  derechos  de 
los  ciudadanos,  i  el  mas  seguro  medio  de  hacer  efectivas  las  ga- 
rantías que  la  constitución  ofrece.  »  A  pe^ar  de  eso,  la  indepen- 
dencia de  los  poderes  públicos  en  el  Brasil  es  poco  menos  que 
nominal.  El  poder  moderador,  cuyo  objeto  acabamos  de  ver,  no 
se  limita  sin  embargo  á  conservar  la  armonía  de  los  otros  podera<!, 
sino  que  es  en  gran  parte  su  fuente  misma.  Con  escepcion  de  la 
cámara  de  diputados,  que  no  es  sino  una  de  las  tres  ramas  del 
poder  lejislativo,  todos  los  poderes  nacen  del  moderador,  ó  le 
están  subordinados.  Asi  es  que  nombra  senadores,  articulo  iOi, 
inciso  i.^  aunque  á  propuesta  de  los  electores  provinciales,  arti- 
culo 45.  Nombra  i  destituye  los  ministros  según  el  inciso  6.*  lo 
que  solo  podría  admitirse  en  el  monarca  como  jefe  del  ejecutivo 
que  es  por  el  artículo  102;  ¿pero  no  hai  aquí  mismo  confusión 
de  poderes?  Pecan  también  contra  la  independencia  los  artícu- 
los 29  i  30,  que  permiten  la  acumulación  de  funciones  lejislali- 
vas  i  ejectivas,  haciendo  á  los  ministros  elejibles  senadores  ó  di- 
putados, i  viceversa.  Por  último,  suspendiendo  á  los  majistrados, 
según  el  inciso  7.®  i  perdonando  á  los  reos  sentenciados,   según 
el  S.""  del  artículo  101,  se  ataca  la  independencia  del  poder  judi- 
cial, garantizada  especialmente  por  el  articulo  151  i  el  inciso  12 
del  artículo  179. 

Una  novedad  importante  en  esta  constitución,  i  que  la  acerca 
mas  que  todo  al  sistema  republicano,  es  la  eliminación  del  Telo 
absoluto,  reemplazado  por  el  suspensivo  conforme  al  articulo  65. 
Pero  aun  dtsla  mucho  de  consultar  la  independencia  del  poder  le- 
jislativo  la  facultad  de  detener  por  muchos  años  el  efecto  de  sus 
mandamientos,  i  exijir  que  se  insista  en  ellos  sin  alteración  por 
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dos  lejislaioras  consecutivas,  para  que  sean  exequibles  contra  la 
voluntad  del  emperador  (i). 

El  Señor  Pinhciro  Ferreira,  cu  sus  Observaciones  á  la  Carta 
prtuguesa  i  día  Constitución  del  Brasil^  al  mismo  tiempo  que 
se  mueslra  celoso  de  la  independencia  de  los  poderos  i  de  otras 
überlades  que  cambiarían  el  sistema  monárquico  en  una  \erda- 
dera  república  (contra  su  propósito) ,  sostiene  que  los  artículos 
27  y  28  de  la  constitución  brasilera,  26  i  27  de  la  portuguesa, 
aon  inadmisibles  por  cuanto  reslrinjen  la  acción  del  poder  judi- 
cial, dejando  al  arbitrio  de  las  cámaras  lejislativas  el  juzgamienlo 
de  uoo de  sus  miembros  acusado  de  un  delito  común.  Propone 
que  se  concierten  los  dos  poderes  sobre  el  modo  de  asegurar  la 
asistencia  del  miembro  encausado  á  las  sesiones  de  su  respectiva 
cámara,  i  se  desentiende  déla  dificultad  de  obtener  ese  acuerdo, 
que,  aun  conseguido,  dejaría  siempre  al  senador  ó  diputado  á 
merced  del  acusador.  En  suma,  da  mas  importancia  á  un  juzga- 
mienlo, postergable  sia  perjuicio  ninguno,  que  á  la  liberlad  de 
un  Iqislador  comprometida  por  una  acusación,  lal  vez  injusta  i 
fraguada  para  deshacei'se  de  él.  Hoi  es  principio  admitido  en  todas 
las  constituciones,  que  los  miembros  de  la  Icjislatura  no  pueden 
ser  obligados  á  comparecer  ante  ninguna  autoridad,  sin  que  pre- 
ceda la  suspensión,  ó  sea  el  permiso  déla  cámara  á  que  pertenecen. 

También  lo  es,  como  lo  reconoce  Pinhciro  Ferreira,  el  que 
establécela  absoluta  irresponsabilidad  de  los  miembros  de  la  le* 
jislatura  por  las  opiniones  que  emitan  en  el  ejercicio  de  su  fun- 
ciones :  principio  que  consigna  el  art.  26  de  la  constitución 
brasilera^  ó  25  de  la  portuguesa,  i  conrtra  el  cual  se  pronuncia 
aquel  escritor.  Piensa  que  las  ideas  emitidas  en  perjuicio  de  ler* 
cero,  ya  sea  éste  un  particular  ó  el  público,  deben  hacer  respon* 
sable  á su  autor  ante  los  tribunales  ordinarios ;  sin  meditar  que  el 
lenguaje  se  presta  á  las  mas  variadas  i  caprichosas  intcrpretacio- 

(1)  Cada  lejislatura  dura  niatro  afios  (art.  17.)<  i  se  necesita  el  concurso  de 
tre«  Icji^laturae  para  d:ir  una  le  i  contra  la  Toluntad  del  pmpeí  ador.  Por  tanfo, 
si  el  proyectóle  aprobare  en  el  primer  año  de  la  primera  lrji«latiir«,  rio  snri^  exe- 
quible antes  de  nucTe  años  ;  i  si  se  aprobare  en  el  cuaiio,  no  lo  aera  autos  de 
dneoañoB. 
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nes,  y  que  apenas  habría  discurso  un  poco  vehemente  del  cual 
lio  pudieran  deducirse  cargos  contra  el  orador.  Bien  lejos  de 
aceptar  la  opinión  del  publicista  citado,  la  ciencia  marcha  hoi  en 
un  sentido  opuesto,  demostrando  que  aun  los  discursos  de  la 
vida  común  no  pueden  hacerse  materia  de  delitos,  sin  incurrir  en 
muchas  injusticias  i  arbitrariedades,  i  sin  menoscabar  la  espresion 

de  la  verdad  útil. 

Otra  novedad  sustancial  de  la  constitución  brasilera  es  la  des- 
centralización de  su  gobierno,  principiada  en  el  cap.  5.^y  i 
adelantada  considerablemente  en  la  lei  de  reformas  espedida  en 
agosto  de  1854.  En  un  territorio  tan  vasto  como  el  de  aquel  im- 
perio, semejante  sistema  era  indispensable;  pero  de  todos  modos 
dfce  mucho  en  favor  de  sus  autores,  que  lian  dado  al  país  una 
organización  semi-federativa,  aplicable  á  cualquiera  otro,  i  de 
que  no  se  puede  prescindir  cuando  no  se  quiera  gobernar  auto- 
cráticamente. 

La  escelencia  del  réjimen  municipal  estriba  :  1.°  en  la  impor- 
tancia de  sus  atribuciones ;  2.^  en  la  eficacia  de  sus  actos ;  5.°  en 
su  organización ;  i  4.^  en  sus  medios  de  gobierno.  Según  nuestro 
modo  de  ver,  todo  se  eonsulta  en  la  lei  de  reformas  que  dejamos 
citada.  Los  objetos  comprendidos  en  los  arls.  10  y  11  son  de 
tal  magnitud  i  variedad,  que  solo  falta  la  lejislacion  civil  i  penal 
para  equipararlos  á  aquéllos  que  abrazan  la  esfera  de  acción  de 
un  estado  federal  en  cualquiera  de  las  Uniones  modernas.  Los 
actos  de  las  asambleas  lejislativas  provinciales  en  el  Brasil  son  ver- 
daderas leyes,  puesto  que  se  llevan  á  efecto  sin  necesidad  de  apro- 
bación superior,  i  solo  pueden  revocarse  cuando  entran  en  con- 
flicto con  las  grandes  atribuciones  del  gobierno  jeneral,  según  se 
especifica  en  el  art.  20.  Desempéñanse  las  funciones  munici- 
pales pbr  corporaciones  representativas  i  de  elección  popular,  de 
las  cuales  las  asambleas  provinciales  son  verdaderas  lejislaturas, 
que  pueden  constar  de  dos  cámaras,  si  así  lo  desean  (art.  3.*),  ' 
cuyos  miembros  son  enteramente  libres  en  la  espresion  de  sus 
votos  (art.  21).  Por  último,  tienen  facultad  las  asambleas  para 
crear  empleos  municipales  (inciso  7.*  del  art.  10),  i  para  pro- 
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porcionarse  recursos  por  empréstitos  ó  cootribuciones,  así  como 
para  fijar  todos  los  gastos  públicos  necesarios  á  la  admiaistracion 
municipal  (incisos  5.*  i  6.*,  art.  10,  i  3.*,  art.  H). 

Por  manera  que  el  gobierno  provincial  del  Brasil  se  asemeja 
al  de  las  colonias  inglesas,  tan  propio  para  desarrollar  su  pros- 
peridad, i  tan  adecuado  á  la  preparación  de  sus  futuros  destinos, 
como  se  vio  en  el  nacimiento  i  progreso  de  cierta  rejíon  en  la 
América  Setentrional,  poblada  por  emigrados  ingleses,  rejida  por 
instituciones  fecundas  en  jérmen  de  libertad,  i  separada  en  17  76 
para  levantarse  con  el  vuelo  del  águila  á  esa  altura  en  que  hoi 
contemplamos  con  admiración  á  los  Estados  Unidos. 

Si  algo  pudiera  objetarse  al  réjimen  ó  gobierno  especial  de  las 
provincias,  seria  el  haber  establecido  (art.  2/  de  la  lei)  un  nú- 
mero fijo  de  miembros  para  las  asambleas  lejislativas,  según  la 
categoría  de  las  secciones,  en  vez  de  dejar  ese  número  sujeto  á 
una  rigorosa  proporción  de  la  población  en  cada  una.  Pero  ade- 
más de  la  clasificación  hecha  en  tres  series  de  provincias,  á  las 
cuales  da  la  lei  constitucional  una  representación  distinta  según 
la  población,  permite  que  la  lei  común  altere  el  número  de  miem- 
bros, á  fin  de  ir  proporcionándolo  á  los  cambios  que  en  la  pobla* 
cion  de  las  provincias  ocurrieren.  Obsérvese  también  que  la  ri- 
gorosa proporción  entre  la  población  i  sus  representantes  no  es 
tan  necesaria  tratándose  de  secciones  aisladas  como  lo  seria  si 
se  tratase  de  las  que  lian  de  ser  representadas  en  un  mismo 
cuerpo.  En  este  caso  habria  injusticia,  mientras  que  en  el  otro  solo 
habria  capricho,  tanto  más  escusable,  cuanto  no  hai  en  la  natu- 
raleza  proporción  conocida  entre  los  mandantes  i  los  mandata . 
ríos  que  supone  el  sistema  representativo. 

Todo  considerado,  la  constitución  brasilera  es  la  mas  liberal 
de  cuantas  constituciones  monárquicas  conocemos  (1),  inclusa 
por  ventura  la  española  de  1812.  Comparándola  con  la  de  Por- 
tugal, á  que  antes  hemos  aludido,  i  con  todas  las  demás  que  hoi 
rijen  en  Europa,  se  viene  en  conocimiento  de  que,  sin  traspasar 

(1)  La  de  Torquia,  publicada  en  23  de  diciembre  de  i  876,  es  obra  acaso  tran- 
sitoria, de  especiaJisimas  circunstancias,  lian  poco  exequible,  que  casi  nadie  la 
ha  tomado  en  serio. 
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los  limites  de  la  institución  fundamental,  ésta  admite  grada  a* 
ciones  que  la  acercan,  ya  á  la  monarquía  absoluta,  ya  al  réji* 
men  republicano ,  susceptible  asimis^mo  de  grandes  modifica- 
ciones. 

Llámese  ó  no  liberal  (i  creemos  que  lo  es),  la  constitución  de 
Cádiz  adolece  de  mui  grabes  defectos,  que  contribuyeron  no 
poco  á  concitarle  enemigos,  á  producir  los  disturbios  de  1822, 
i'á  preparar  su  ruina  consumada  en  el  año  siguiente. 

Además  de  su  complicado  sistema  electoral,  introdujo,  etitre 
otros,  dos  principios  que  reputamos  funestos  para  la  monarquía 
parlamentaria»  sin  favorecer  en  nada  la  causa  de  la  libertad  : 
i  .*"  la  creación  de  una  sola  cámara  lejislati va  de  orijen  popular,  i 
la  consiguiente  falta  de  representación  de  las  primeras  capas  so« 
ciales,  apoyo  M  trono  aiHe  el  pueMo  representado  en  la  cámara 
democrática^  no  menos  que  mediadora  entre  ésta  i  el  rei  :  2.*  la 
prohibición  de  nombrar  el  ministerio  de  entre  los  miembros  de 
las  cortos,  único  medio  de  acatar  la  voluntad  nacional,  espresada 
por  las  votaciones  del  parlamento,  que  es  el  que  constituye  la 
esencia  de  esta  forma  de  gobierno.  Tales  disposiciones  eran  incom- 
patibles con  la  potestad  real ;  i  no  habiéndose  tenido  el  valor  ne^ 
cosario  para  suprimirla  ,  especialmente  cuando  se  vio  cuan  ad* 
verso  era  á  la  constitución  el  reí  Fernando  VII,  no  debe  sorpren* 
der  que  éste  suspendiese  el  mal  compajinado  instrumento  r  sin 
que  por  eso  digamos  que  no  lo  hubiera  hecho  en  otro  caso. 

Mucho  mejor  encaminada  hacia  la  república  nos  parece  la  cons* 
titueion  brasilera,  al  desarrollar  de  un  modo  jenuino,  aunque  no 
completo,  la  teoría  del  gobierno  parlamentario.  Reducida  la  tarea 
del  soberano  á  moderar  la  acción,  bien  definida  por  lo  demás,  de 
los  poderes  efectivos,  puede  concebirse  la  desaparición  del  mode- 
rador, que  no  es  sino  un  huésped  tolerado  pero  no  necesario  en 
la  madsion  política,  sin  que  la  estructura  sufra  nada  en  su  esen- 
cia. ¿Cuál  es,  si.nó^  la  Índole  déla  monarquía?  No  el  carácter 
hereditario  del  monarca,  puesto  que  las  ha  habido  electivas, 
como  lo  fueron  la  polaca  hasta  el  siglo  pasado,  i  la  pontifical 
hasta  1870.  Es  principalmente  el  carácter  unitario,  vitalicio  é 
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irrespossable  d€  la  personalidad  que  tiene  ila  mayor  Buroa  ó  la 
mayor  aperíeDcía  de  poder. 

Bagase  temporal  esa  personalidad,  aun  cuando  de  hecho  i  por 
reelecciouea  dure  lo  que  la  vida  del  titular ;  i  dejando  todo  lo  de- 
más intacto»  habrá  nacido  la  república.  Porque,  como  lo  insi- 
nuamos ánteSr  también  la  república  se  presta  á  cambios  en  sus 
accidentes,  i  puede  llegar  á  los  limites  de  la  monarquía  moderada, 
sin  traspasarlos,  con  tal  que  el  j^fe  del  poder  ejecujtivo  «rjerza 
fuQCÍpnes. temporales  ó  á  término  fijo.  Si  de  ello  se  quisiere  un 
ejemplo  en  un  país  antes  rejido  por  el  sistema  monárquieo,  i  hoi 
reconocidamente  sujeto  al  republicano»  citaremos  á  Francia  bajo 
sus  leyes  constitutivas  de  1875.  Dos  cámaras  lejislativas,  de  dis- 
tinta aunque  no  opuesto  orijen,  i  de  las  cuales  la  popular  puede 
ser  disueita  por  el  ejecutivo  con  acuerdo  de  la  otra ;  un  presi- 
dente electo  por  ambas»  para  durar  siete  años»  i  responsable  úni- 
camente en  rarísimas  ocasiones :  i  un  ministerio  esencialmente 
responsable,  tomado  principalmente  de  la  mayoría  de  la  cámara 
popular,  constituyen  aquella  república.  ¿En  qué  se  diferencia  de 
la  monarquía  brasilera?  En  que  el  emperador  ejerce  en  esta 
fonciones  vitalicias  i  hereditarias,  que   pudieran  ser  solo  vi- 
talicias. Pero  esta  al  parecer  pequeña  discrepancia  es  lo  que 
ofrece  la  mas  poderosa  objeción  contra  lo  monarquía.  Ya  lo  es 
por  sí  sola  una  duración  vitalicia,  aun  dado  que  el  jefe  del  ejecu- 
tivo reciba  su  investidura  de  la  elección  i  no  del  nacimiento,  sobre 
todo  si .  es  irresponsable  como  lo  exije  la  teoría  monárquica . 
Porque  un  hombre  audaz  i  dominador,  que  nada  tiene  que  te- 
Qierdelalei,  por  muí  moderado  que  se  muestre  al  principio, 
acaba  por  supeditar  la  voluntad  délos  que  le  rodean,  i  cubrirlos 
con  su  propia  inmunidad,  á  menos  que  se  trate  de  un  país  escep- 
cional,  como  Inglaterra,  en  donde  el  pueblo  es  bastante  avisado 
celoso  de  sus  libertades  para  defenderlas.  Crece  el  mal  considera- 
blemente, si  á  la  duración  é  irresponsabilidad  del  rei  se  añade  su 
condición  hereditaria ;  porque  la  fortuna  de  tener  un  soberano 
sensato  i  respetuoso  de  la  constitución  depende  enteramente  del 
acaso. 
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Hoi  puede  felicitarse  el  pueblo  brasilero  de  hallarse  gobernado 
por  UD  soberano  de  las  prendas  que  adornan  á  don  Pedro  U,  i 
seria  mui  poco  cuerdo  buscar  en  aventuras  revolucionarias  ó  re- 
formas intempestivas  (que  también  son  revoluciones)  adelantos 
políticos,  para  los  cuales  seguramente  no  faltará  mas  tarde  mui 
buena  ocasión.  Bastará»  en  efecto,  que  ocupe  el  trono  un  principe 
de  opuestas  cualidades  ala  sabiduría»  moderación  i  cordura  del 
actual,  ó  que  una  minoridad  prolongada  enseñe  la  posibilidad  de 
pasarse  convenientemente  sin  el  emperador»  para  suprimir  la 
plaza  con  entereza  en  el  primer  caso,  con  saludable  i  oportuna 
previsión  en  el  segundo.  I  tal  parece  que  haya  sido  el  pensamiento 
anticipado  de  los  autores  de  la  lei  de  las  reformas  constituciona' 
lejSy  que  en  sus  artículos  26  á  30  ha  organizado  una  rejencia  de 
personal  unitario»  cuyo  titular  es  ele jido  popularmente  para  durar 
cuatro  años,  en  términos  análogos  al  presidente  de  los  Estados 
Unidos  de  Norte-América.  • 

Hemos  entrado  en  las  precedentes  observaciones  para  mostrar 
con  toda  la  posible  claridad,  que  aun  las  dos  formas  de  gobierno 
al  parecer  mas  desemejantes,  i  que  son  hoi  las  que  en  el  fondo  se 
dispulan  el  terreno  en  el  mundo  civilizado,  ásaber»  la  monarquía 
parlamentaria  i  la  república,  pueden  acercarse  una  á  otra  hasta 
confundirse  casi.  Resulta  asimismo  que  la  gran  lei  del  desarrollo 
progresivo,  según  la  cual  las  especies  biolójicas  i  aun  minerales 
nacen  unas  de  otras  por  lentas  é  insensibles  mutaciones,  deter- 
minadas por  el  medio-ambiente,  i  tan  tenues  que  embarazan  á 
veces  al  naturalista  clasificador,  es  lei  universal,  aplicable  á  todas 
las  esferas  científicas»  i  por  tanto  á  la  sociolojía. 


OBSERVACIONES  PARTICULARES. 


REunoN.  —  Cuando  recordamos  que  los  pueblos  del  mediodía 
de  Europa  i  sus  descendientes  han  sido  famosos  por  su  fanatismo 
relijioso,  debemos  mirar  como  un  paso  en  el  sentido  de  la  tole- 
rancia la  disposición  consiji^ada  en  el  art.  5^  de  la  cons- 
titución brasilera.  Queda  alli  subsistente  el  fatal  principio  de  una 
relijion  del  estado,  con  su  protección  respectiva  i  sus  mutuas 
concesiones,  premio  de  mutuos  Bervicios;  pero  se  permite  á  lo 
menos  el  culto  doméstico  de  cualquiera  otra  relijion  que  la  cató- 
lica, aun  á  los  brasileros  mismos,  lo  que  no  acuerda  la  constitu- 
ción portuguesa  sino  á  los  estranjeros,  forzando  asi  á  sus  nacio- 
nales ¿  profesar  la  relijion  del  gobierno. 
-  Pueden  mirarse  como  consecuencia  de  aquella  funesta  alma- 
gama  entre  la  relijion  i  la  política  las  disposiciones  de  los  incisos 
2."*  i  14  del  art.  102,  i  aun  el  juramento  prescrito  en  losarts.103, 
106,  127  i  141';  pero  no  es  justificable  de  ningún  modo  la  pro- 
hibición de  ser  elejido  diputado  un  brasilero  que  no  profese  la 
relijion  del  estado,  según  se  ve  en  el  inciso  3.^  del  art.  95 :  pro- 
hibición tanto  más  odiosa,  cuanto  es  peculiar  á  los  diputados  i 
no  se  estiende  (quizá  por  olvido)  á  los  senadores,  los  consejeros, 
los  ministros,  la  rejencia  ni  al  monarca  mismo. 

GiuDADAMÍA.  En  el  art.  6.^  se  declara  quiénes  son  ciudadanos 
brasileros  en  sentido  del  derecho  internacional,  usando  de  aquella 
palabra  ambigua  que  también  se  aplica,  en  el  sentido  político,  á 
los  individuos  que  gozan  de  los  derechos  políticos.  Convendría 
emplear  la  palabra  ciudadano  en  la  última  acepción  únicamente, 
i  la  de  nacional  ú  otra  análoga  para  espresar  la  patria  de  un 
individuo. 
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La  clasificación  de  brasileros,  hecha  en  el  cilado  articulo,  es 
bastante  completa  ;  aunque  juzgamos  que  debería  haberse  agft*- 
gado  al  inciso  1  .^la  condición  de  osablecerse  en^^l  pais.  Si  un  hijo 
deeslranjero  sigue,  niño  aún,  ó  su  padre  que  regrv^saá  su  patria,  i 
permanece  en  ella,  no  es  brasilero  Fegun  el  derecho  Je  jentes, 
aunque  haya  nacido  en  el  Brasil.  Este  [principio  se  halla  recono- 
cido en  el  inciso  2.**  para  los  que  nazcan  en  pais  estranjero  de 
padre  brasilero,  i  es  inconsecuente  no  establecerlo  también  en 
el  otro  caso.  Ello  es  tanto  mas  necesario,  cuanto  ninguna  nación 
dejaría  de  reclamar  como  subdito  suyo  á  un  individuo,  que, 
aunque  nacido  fuera  de  elle,  de  padre  nacional,  finiese  en  su 
menor  edad  i  permaneciese  en  la  patria  de  su  padre. 

El  derecho  de  jentes  que  pudiéramos  llamar  abstracto^  auto- 
riza, en  verdad,  á  toda  nación  para  fijar  las  •condiciones  con  que 
admitirá  en  su  seno  á  los  estranjeros,  i  una  de  ellas  pudiera  ser 
la  de  nacionalizar  á  sus  hijos,  aun  cuando  salgan  temprano  del 
pais  donde  vieron  la  primera  luz.  Pero  ese  pi incipio  es  de  aquéllos 
en  que  la  práctica  de  las  naciones  no  se  conforma  textualmente 
con  las  máximas  de  los  espositores.  Asi,  por  ejemplo,  si  un  estado 
declarase  nacionales  suyos,  aun  contra  su  voluntad,  i  como  con- 
dición de  su  admisión,  á  los  estranjeros  que  viniesen  al  país, 
todas  las  demás  naciones  protestarían  contra  semejante  medida,  i 
la  desconocerían  en  la  prímera  oportunidad. 

Sobre  la  pérdida  délos  derechos  de  nacional  brasilero,  á  que  se 
contraed  art.  7.%  notaremos :  i  .•que  la  disposición  del  inciso  2.% 
aunque  muijeneralmento  admitida  en  las  diversas  constituciones, 
nos  parece  injusta  en  el  sentido  lafo  que  se  le  da ;  pues  no  liai 
falta  alguna  en  admitir  un  empleo  de  nación  amiga,  que  no 
trayendo  consigo  la  naturalización,  deja  subsistentes  las  obliga- 
ciones de  nuestra  primitiva  nacionalidad;  2.*  que  la  doctrina  del 
inciso  3/  nos  parece  demasiado  severa,  al  dejar  sin  nacionalidad 
alguna  al  desterrado  por  sentencia ;  puesto  que  su  destierro  no 
trae  por  necesidad  la  naturalización  en  otro  pais,  que  el  indivi- 
duo puede  repugnar,  i  que  no  debe  obligársele  á  buscar  como 
medio  de  tener  alguna  patria  i  alguna  protección. 
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A  jazg'alr  por  la  redacción  de  algunos  artícnlos,  el  autoi^  de  la 
conétítucion  brasilera  no  tenia  ideas  niüi  precisas  sobre  los  efec- 
tos de  la  naturalizíicion.  Después  de  haber  declarado  ciuda- 
danos brasileros,  esto  es,  nacionales,  á  los  estfh'njéros  naturali- 
xados,  los  declara  sufragantes,  ó  sea  ciudadanos  políticos,  de  una 
manera  espresa  en  el  inciso  2/  del  art.  91.  El  estranjero  natura- 
lizado' deja  de  ser  estranjero,  i  no  bai  para  qué  darle  esa  deno- 
nmiáliSonil  Ed  pues  viciosa  la  redacción  de  ese  artículo,  como  lo 
^lañftbien  la  de  los  artículos  95,  119  i  136,  que,  escluyerido 
i  los  estranjeros  naturalizados  de  algunos  puestos  públicos,  se 
resienten  además  del  espíritu  mezquino  i  bostíl  á'Ias  otras  na- 
cionalidades que  tanto  prevalece  én  los  pueblos  oriundos  de  la  pe- 
nínsula ibera. 

Poder  lejislautó.  Varías  cuestiones  nos  ocurren  sobre  esta 
parte  de  la  constitución. 

1/  Dualidad  de  la  cámaras.  Los  publicistas  modernos  se  ha- 
llan divididos  sobre  esla  importante  cuestión.  Los  de  la  escuela 
francesa,  como  Pinheiro  Perreira,  llaman  retrógradra  la  idea  de 
dos  cámaras  lejislativas  (1) :  mientras  que  los  de  la  escuela  inglesa, 
como  Laboulaye,  tienen  por  funesta  i  fantástica  la  unidad  de 
asamblea  (2).  Sin  entrar  por  ahora  en  el  examen  de  la  cuestión, 
nos  limitaremos  á  esponer  que,  sin  desnaturalizar  la  institución 
monárquica  constitucional,  no  puede  exijirse  que  en  semejante 
sistema  se  dote  á  la  lejislatura  de  una  sola  Cámara,  que  siendo 
popular,  espondria  constantemente  el  trono,  i  siendo  oligárquic^a, 
amenazaría  las  libertades  públicas,  Por  eso  la  constitución  brasi- 
lera, no  solo  ha  establecido  la  dualidad  en  el  art.  14,  sino  tra- 
tado de  organizar  cámaras  tan  distintas  entne  si  como  lo  per- 
mitia  una  sociedad  que  carecia  propiamente  de  aristocracia,  i  es 
lo  qne  se  ve  en  los  capítulos  II  i  111. 

Pero  la  idea  fracasa,  siempre  que  no  se  consigne  de  un  modo 
absoluto,  i  tal  es  el  defecto  de  la  constitución  brasilera.  Su  ar- 

(I)  Comentario  al  art.  3  de  la  lei  de  reTormáS  constítudonales. 
9)    Estudio  sobre  la  conslitncton  de  los  Estados^Unidos. 
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ticulo  61  ordena  la  reunión  del  senado  i  de  la  cámara  de  loe 
diputados,  para  que  formen  una  sola  i  resuelvan,  toda  Tez  que  las 
dos  separadas  se  hallen  en  discordancia,  sobre  los  términos  en  que 
habrá  de  concebirse  una  lei.  Si  se  tiene  presente  que  la  cámara  de 
los  diputados  consta  de  un  número  doble  de  la  del  senado,  se  con- 
cluirá fácilmente  que  en  el  mayor  número  de  los  casos  la  opinión 
de  la  primera  prevalecerá.  Es  además  mui  difícil  discernir  los 
casos  en  que  la  reunión  deba  ocurrir,  i  cuando  las  dos  cámaras 
no  se  hallan  de  acuerdo  en  ese  punto  cardinal,  no  hai  quien  lo 
decida  constitucionalmente, 

Asi  se  palpó  en  Nueva  Granada,  cuya  constilucion  de  4853, 
semejante  á  la  del  Brasil  en  mas  de  un  punto  notable,  introdujo 
la  misma  idea  que  aqui  examinamos.  Los  inconvenientes  que  en 
la  práctica  mostró  obligaron  á  abandonarla,  por  lo  que  nadie 
pensó  mas  en  ella,  cuando  en  1858  se  sancionó  una  nueva  cons- 
titución. Entendemos  que  iguales  dificultades  se  tocan  en  el  Bra- 
sil ;  i  siempre  se  concibe  mui  bien  que  la  reunión  de  dos  cáma~ 
ras  para  lejislar  en  ciertos  casos  sacrifica  las  ventajas  de  los  dos 
sistemas,  el  de  la  unidad  i  el  de  la  dualidad,  i  tiene  par  lo  mis- 
mo el  fundamento  de  todas  las  transacciones,  la  duda,  como 
tiene  también  sus  resultados,  el  sacrificio  de  las  dos  causas  pro- 
metidas. 

2.^  Requisitos  delasenatura.  Son  tan  obvias  las  razones  con- 
tra todo  requisito  legal  para  los  puestos  públicos,  que  apenas  me- 
recen hoi  espresarse ;  por  lo  que  la  idea  de  abandonar  enteramen- 
te al  criterio  de  los  electores  el  acierto  en  la  elección,  gana  cada 
dia  terreno  sobre  la  de  ligarlos  con  calificaciones  inútiles, 
puesto  que  nada  prueban  en  si  mismas.  Sin  embargo,  caso  de 
exijirse  algunas  cualidades,  nunca  podría  ser  sino  de  aquéllas 
que,  síendos  estemas  i  inapreciables,  indican  más  ó  menos  las 
internas  é  inapreciables.  Contra  este  principio  peca  el  inciso  3." 
articulo  45  de  la  constitución  brasilera,  al  exijir  en  un  candidato 
de  senador  «  que  sea  persona  de  saber,  capacidad  i  virtudes,  con 
preferencia  los  que  hubieren  hecho  servicios  á  la  patria.  »  Su 
edad,  su  renta  i  su  ciudadanía  pueden  comprobarse ;  pero  su 
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saber,  capacidad,  virtades  i  servicios  ¿  cómo  se  acreditan?  Equi- 
vale pues  á  no  decir  nada,  6  lo  que  es  peor,  á  suscitar  cuestiones 
insolubles. 

5/  Punciones  judiciales  del  senado.  El  inciso  1.^  del  art.  47 
trae  una  idea  que  no  solo  nos  parece  contraria  al  art.  28^  úoo 
Yiolaloria  de  la  idea  de  separación  de  los  poderes,  En  ese  inciso 
se  atribuye  al  senado  el  juzgamiento,  por  delitos  comunes,  de 
?ario6  funcionarios,  entre  ellos  los  mismos  senadores  i  los  dipu- 
tados, mientras  que  el  art.  28  supone  que  en  caso  de  acusación 
contra  aquéllos,  el  juez  debe  dar  cuenta  á  la  respectiva  cámara, 
para  que  decida  si  debe  6  no  continuarse  el  proceso,  lo  que 
indica  que  el  juez  no  es  el  senado.  Sea  lo  que  fuere  del  conflicto 
entre  las  dos  disposiciones,  creemos  un  verdadero  contraprincipio 
atribuir  (unciones  judiciales  á  una  cámara  lejislativa,  nada  me- 
nos que  jpara  juzgar  delitos  comunes  de  sus  propios  miembros. 
Alli  no  puede  encontrarse  ninguna  de  las  cualidades  que  se  bus- 
can en  un  juez,  ya  se  considere  el  hecho  ó  el  derecho,  pues  sobre 
ambos  parece  destinado  á  fallar  el  senado  contra  el  tenor  de  los 
artículos  151  i  152. 

4.*  Atribuciones  lejislativas.  Las  que  se  espresan  en  el  art.  15 
son  poco  más  ó  menos  las  que  todas  las  constituciones  reconocen 
en  el  poder  lejislativo ;  pero  si  bien  las  que  preceden  al  inciso  8.® 
00  tienen  forzosamente  aquel  carácter,  las  que  le  siguen  son  todas 
de  aquéllas  que  no  pueden  ejercerse  sino  por  medio  de  una  lei. 
Por  tanto,  al  decir  aquel  inciso  que  corresponde  á  la  asamblea 
jenersl  «  hacer  leyes,  interpretarlas,  suspenderlas  i  derogarlas, » 
volvió  innecesarios  los  siguientes  que  en  él  se  resumen.  Mejor 
nos  parece  todavía  suprimir  el  inciso  por  inútil,  cuando  no  peli- 
groso, i  espresar  todos  los  objetos  sobre  los  cuales  puede  licitamente 
'ejislarse.  Los  cuerpos  lejislativos  son  propensos  á  considerarse 
omnipotentes,  i  conviene  que  la  constitución  trace  á  este  podert 
como  á  los  otros,  su  esfera  de  acción,  mas  allá  de  la  cual  empie- 
zan la  usurpación  i  el  despotismo. 

Por  lo  demás,  creemos  algo  reduntante  la  redacción  del  citado 
inciso  8.^.  En  la  faculdad  de  dar  leyes  se  comprende  la  de  sus- 
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peaderUs  ó  derogarlas,'  puesto  que  aeoM^jantes  operaciones  &e 
ejecotao  por  medio  de  oteas  ley<'s.  I  ed  cuanto  i  ioterpcetarlas, 
no  es  atribución  del  poder  Icjislativo,  propiamente  hablando,  sí 
no  es  que  se  trate  de  la  eoBütétucion^  La  intarpcetaoion  supone 
aplicación  de  un  acto  oscuro,  i  eaeviidanteque  ^o  eplicafla  lei 
el  mismo  que  la  da.  Así,  pues,  el  by^lador  común  puede  ioter- 
pietar  la  constitución,  i  aolarar  su  propría  lei.  El  juea  inter- 
preta una  i  otra  de  un  modo  provisional v  i  solo>  para  el  easo  que 
se  le  presenta,  miéutras  se  aclara  ó  fija  el  sentido  por  el  lejia^ 
kdor.  :  ,  \ .      \i       . . 

Poder  eiecutivo.  Según  los arts..  1024432,  el  emperador  es  el 
jefe  del  poder  ejecutivo,  i  lo  ejerce  por  medio  de  los  ofiaistros 
de  estado,  cuya  autorisaciim  es  forzosa  pata  que  sean  valederos 
los  actos  de  dicho  p(»der.  No  dice  otrb  tai^  sobve  loe  actoa  del 
Huuiarca  en  ejercicio  de  los  poderes  Jcjislativo  i  |noder9idor;  por 
lo  cual  es  dudoso  ^ue  la  autorisaeion  de  los  >ministDG|pMBe. te- 
quiera  para  tales  actos.  Mr.  Reybaud  (1)  dice  que  aupqueen  la 
práctica  todos  los  actos  del  emperador  se  suscriben  por  los  mi- 
.nistros  de  estado,  es  cosa  admitida  que  tal  formalidad  no  ea  ne- 
cesaria sino  para  los  actos  del  poder  ejecutivot  «orno  lo  espresa 
la  constitución.  Obsérvese,  sin  embargo,  que  los  ministros  no 
suscriben  de  igual  mpdo  ni  para  unos  misipos  fines  todos  los  actos 
del  emperador.  Cuando  éste  ejerce  ks  CiMM»ones  propias  i  es« 
elusivas  de  un  monarca  constitucional  i  cuyo  conjunto  forma  lo 
que  el  instrumento  brasilero  denomina  poder  moderador^  los 
ministros  se  limitan  á  dar  fe  ó  certificar  que  la  providencia 
emana  del  principe ;  lo  cual  es  tanto  más ,  necesario,  cnanto 
nunca  suscriben  los  monarcas,  sino  se  Jimitan^  cuando  más,  á 
rubricar  sus  actos.  Otra  cosa  sucede  cnando.  la  providencia  ema- 
na del  poder  qjecutivo,  cuyo  ejercicio  se  halla  esencialme^ile  á 
cargo  del  ministerio,  ó  sea  de  cada  ministro  con  su  respectivo 
departamento  :. entonces  la  firma  de  este  funcionario  no  autai*iza 
la  del  monarca,  sino  el  acto  mismo,  dictado  en  cealidad  por 

(i)  Articulo  Bréiil,  del  Dictionnaire  general  de  lapolitique,  por  M.  Block. 
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el  númatrOy  aunque  fícticiaineiite  [á  nombre  del  emperador; 
i  esta  dñiineion  nos  trae  directo  reenle  á  considerar  la  verda* 
dera  naluralesa  del  poder  real  en  ana  nionarqiiia  temj^ada»  asi 
como  SQ  posición  en  la  constitución.  Rigoroeamente,  i  según 
la  teoría  eapresada  al  principio  de  este  capitulo,  el  monarca  no 
ejerce  ningono  de  los  tres  poderes  en  que  ordinariamente  se 
divida  el  gobierno,  i  si  solo  se  baila  destinado  á  moderarlos  i 
armonizarlos,  interviniendo  en  la  creación  del  personal  ejecu* 
tito  i  jiJdicial  i  de  «na  de  las  cámaras  lejislatiTas,  asi  como  por 
otros  actos  Meundaríos  ó  accesorios  en  la  marcha  del  gobierno. 
Ya  hemos  tndieado  antoriormente,  que  la  constitución  brasilera 
de6ne  raeíor  que  todas  sus  semejantes  k  posición  del  monar* 
ea,  i  asi  resulla  de  los  arls.  98  i  101 ;  pero  en  seguida  i  por 
el  109  peijadíca  á  esa  definición,  considerando  al  emperador 
como  c  jefe  del  poder  ejecutivo,  que  ejerce  por  medio  de  sus 
minislrea  de  estado  ».  Fácil  es  ver  que  el  monarca  nada  hace  ó 
tiene  que  hacer  como  jefe  del  ejecutivo.  Una  vez  nombrado  un 
ministerio,  á  ttadicacion  de  la  cámiura  popular  del  parlamento, 
ese  minialerio  ejerce  por  entero  todas  las  funciones  del  poder 
ejecutivo^  sin  consultor  al  monarca,  si  no  es  acaso  por  pura  fór- 
mala en  mni  raras  ocasiones.  Tan  completo  es  la  neutralidad 
del  personaje  á  cuyo  nmnbre  se  ejerce  aquel  poder,  que  ningún 
rei  eonstítacional,  de  aquéllos  que  comprenden  su  posición  i  se 
repuUn  modelos  de  toles,  hace  la  menor  oposición  al  ministerio 
mióitras  éste  posea  la  confianza  del  parlamento. 

Otros  hai  que  propenden  á  imponer  sus  ideas,  sin  preocu- 
parse Qiucho  de  las  del  cuerpo  lejislativo  representonte  de  la 
nacían;  i  esos  monarcas,  Aias  propios  para  el  gobierno  absoluto 
que  para  el  constitucional,  traen  siempre  más  ó  menos  ajitodos 
los  ánimos  durante  su  é|>Dca,  cuyo  fin  suele  ser  desastroso.  De 
afai  el  dilema  i  que  se  halla  sujeto  la  monarquia  constitucional, 
i  la  condttia  irremisiblemente  á  lo  menos  en  cuanto  dependa  de 
ana  argmoQentaoion  :  ó  el  rei  quiere  sobreponerse  al  ministerio 
pariamentorio,  i  como  peligroso  deberia  ser  escluido ;  6  se  so* 
mete  humildemente,  i  como  inútil  debe  suprimirse.  Volviendo  á 
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nuestro  einpei*ador  del  Brasil,  i  para  sahar  las  dificultades  que 
presenta  el  dilema,  llegada  la  ocasión  faTorable,  bastaría  elimi- 
nar algunas  de  sus  atribuciones  como  poder  moderador,  i  confe- 
rir otras  al  ministerio,  cuyo  personal  designaría  el  parlamento, 
para  haber  convertido  el  imperio  en  una  república,  susceptible 
es  verdad  de  mayor  desarrollo  hacia  el  ideal  de  esta  forma  de  go- 
bierno, pero  decididamente  fuera  ya  de  la  categoría  monárquica, 
según  hoi  se  la  comprende. 

Poder  judicial.  Mucho  insiste  la  constitución  (arts.  151  i  179, 
inciso  12)  en  declarar  que  el  poder  judicial  es  independiente, 
como  si  la  conciencia  de  su  autor  no  estuviese  bastante  satisfe- 
cha de  haber  establecido  esa  independencia.  Asi  lo  observa  el 
escritor  que  acabamos  de  citar,  cuando  dice  al  comentar  los 
art.  118  i  120  de  la  carta  portuguesa  :  «  La  declaración  de  que 
el  poder  judicial  es  independiente  no  pasa  de  una  aserción  pa- 
ramente didáctica,  pues  que  todos  los  poderes  lo  son  entre  si;  por 
lo  cual  entendemos  que  debería  omitirse.  Valdría  mas  consignar 
aquí  las  disposiciones  lejislativas  de  donde  resulta  la  indepen- 
dencia, esto  es,  que  los  ajentes  del  poder  judicial  no  deben  ser 
nombrados,  ni  promovidos  ni  destituidos  por  los  ajentes  de  los 
otros  dos  poderes,  lejislativo  i  ejecutivo :  que  sus  sentencias  de- 
ben llevarse  á  efecto  por  el  poder  ejecutivo,  siempre  que  fuere 
precisa  su  intervención,  asi  t^omo  interviene  en  la  ejecución  de 
los  mandatos  del  poder  lejislativo,  sin  que  á  estos  poderes  sea 
licito  invalidar,  alterar  ó  estorbar  los  actos  lejitimos  practicados 
por  los  ajentes  del  poder  judicial  en  el  ejercicio  de  sus  atríbu- 
cienes ;  i  que  cada  uno  (actor  ó  reo)  debe  ser  juzgado  por  sus 
pareSf  o  lo  que  es  lo  mismo,  por  jurados  de  su  confianza,  esco- 
jidos  de  entre  los  que  hubieren  sido  designados  para  ese  minis- 
terio por  la  via  de  las  elecciones  populares.  » 

Ahora  pues,  como  lo  observa  en  seguida  el  mismo  escritor, 
ninguna  de  esas  tres  condiciones  se  ha  consultado  plenamente  en 
la  constitución  brasilera,  que  más  ó  menos  peca  contra  todas 
ellas.  La  verdad  es  que  la  independencia  del  poder  judicial  es 
una  mera  palabra  en  casi  todos  los  países,  pues  que  en  sus  con- 
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flictos  con  los  otros  dos  queda  siempre  reducido  al  triste  recurso 
de  protestar.  Sin  el  respeto  i  el  concurso  de  aquéllos,  que  son 
los  poderes  por  escelencia,  es  un  simple  poder  moral,  tanto  me- 
nos reverenciado  por  el  pueblo,  único  sostén  que  podría  tener, 
cuanto  su  justicia  no  es  sino  rara  vez  la  verdadera  justicia. 

Garantías  iia)iviDüALEs.  La  rcTolucion  francesa,  que  se  hizo 
para  vindicar  los  derechos  del  hombre,  i  que  tan  poco  respeto 
mostró  por  ellos  con  las  obras,  creyó  llenar  su  misión  estam- 
pando una  lista  de  esos  derechos  al  frente  de  sus  constituciones 
escritas.  Éstas  fueron  imitadas  por  la  constitución  brasilera,  que 
ya  que  no  á  la  cabeza,  al  fin  de  la  obra  proclama  las  garantías 
individuales  de  que  nos  da  un  largo  catálogo.  ¿  Qué  utilidad  prác- 
tica resulta  de  estas  proclamaciones  en  la  constitución  política? 
Debemos  confesar  que  nos  parece  dudosa.  AI  cabo  no  se  trata 
de  premunir  á  los  ciudadanos  sino  contra  el  poder  lejislatÍTO ; 
pues  que  los  derechos  no  llegan  á  definirse  por  entero,  ni  á 
aGanzase,  sino  en  los  códigos  civil  i  penal.  Entre  tanto*  los  dere. 
chos,  no  solo  quedan  sin  sanción,  sino  mal  bosquejados,  como 
se  verá  examinando  cualquiera  de  esos  catálogos  con  que  se 
adornan  las  constituciones  modernas.  Tomemos  unos  pocos  ejem- 
plos en  la  del  imperio  del  Brasil. 

1.°  En  jeneral  muchos  de  los  incisos  del  art.  179  se  refieren 
á  la  lei  para  la  definición  del  derecho  que  proclaman,  dejando 
por  lo  mismo  á  merced  de  ella  el  derecho  mismo,  que  no  siem- 
pre saldrá  incólume,  como  se  ve  en  las  leyes  de  proscripción, 
de  empréstitos  forzosos,  i  otras  con  que  se  persiguen  entre  si 
los  partidos  políticos  en  las  repúblicas  americanas,  no  obstante 
los  derechos  proclamados. 

2.®  El  inciso  7.^  que  declara  inviolable  la  casa  de  un  ciuda- 
daño,  prohibe  eptrar  en  ella  de  noche  sin  su  consentimiento,  á 
menos  que  se  trate  de  defenderla  de  incendio  ó  inundación.  Si 
estuviera  cometiéndose  un  delito  por  el  dueño,  i  la  víctima  pi- 
diese auxilio,  ¿  dejaría  de  prestarlo  la  autoridad  pública?  Esta- 
mos ciertos  de  que  no  vacilaría,  i  de  que  las  leyes  brasileras,  no 
solamente  lo  permiten,  sino  que  lo  ordenan.  El  inciso  es  por 
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tanto  defectuoso  bajo  este  aspecto,  i  veríamos  que  lo  es  bajo  de 
otros  si  lo  analizásemos  detenidamente. 

5.^  La  garantía  contra  las  prisiones  injustas  que  ha  querido 
establecer  el  inciso  10,  queda  anulada  con  las  numerosas  escep- 
ciones  puestas  á  la  máxima  que  en  cabeza  el  inciso ;  púca  ni  el 
bárbaro  reclutamiento,  ni  las  dctenóiones  ai4)itraria8  por  des- 
obediencia á  la  autoridad,  ni  la  odiosa  prisión  por  deudas  quedan 
eseluidas  de  ttquella  dáusula  inútil. 

4.^  El  derecho  á  ocupar  los  puestos  públicos,  que  da  á  todo 
ciudadatio  el' inciso  14,  sin  mas  diferencia  que  la  que  provenga 
délos  talentos  i  virtudes;  «s  ilusorio ;  pues  que  otros  articules  de 
la  constitución  exijen  cierta  edad,  cierta  renta  i  aun  la  cali- 
dad de  nacido  en  el  pais  para  el  desempeño  de  algunos  des- 
tinos. 

5.®  Al  declarar  el  inciso  27  inviolable  el  secreto  de  la  corres- 
pondencia, probablemente  no  previo  los  casos  en  que  ella  sirve 
para  el  esclarecinriento  do  un  delito,  ó  para  6jar  la  situación  de 
un  comerciante  en  quiebra :  casos  en  que  no  dudamos  se  ponen 
las  cariasen  manos  de  la  judicatura  brasilera,  á  pesar  de  los  tér- 
minos absolutos  en  que  se  halla  concebido  aquel  inciso.  Quizás 
seria  de  desear  que  asi  no  sucediera;  pues  si  hai  algún  principio 
que  pudiera  sentarse  con  rigor  i  sin  excepción  alguna,  es  el  He 
la  inviolabilidad  de  la  correspondencia  privada. 

I  después  de  toda  la  vaguedad  ó  délos  vacíos  que  en  estas  defi- 
niciones se  advierten,  los  autores  de  las  constituciones,  teme- 
rosos de  una  plétora  de  libertad  en  sus  subditos^  recojen  velas 
i  autorizan  la  suspensión  de  aquellos  derechos  en  determinadas 
circunstancias,  que  por  desgracia  no  son  raras.  Asi  lo  hace  el 
inciso  35  del  mismo  artfcuto  que  se  citó  antes  en  la  constitución 
brasilera.  Él  permite  al  poder  lejislativu,  i  en  su  receso  al  ejecu- 
tivo, suspender  las  garantías  individuales  en  caso  de  rebelión 
ó  de  invasión  esterior.  De  suerte  que  ya  no  viene  á  ser  solo 
inútil  mencionar  aquellos  derechos  defectuosos,  sino  que  se  hace 
funesto,  ya  que  son  ocasión  de  privar  al  ciudadano  de  los  dere- 
chos positivos  que  la  lei  común  le  confiere. 
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«Es  absurdo  (dice  Piíiheiro  Ferreira)  (1)  que  bajo  una  fór- 
mula misteriosa  queden  suspensas  las  garantías  individuales,  i 
se  entregue  la  vida  i  la  honra  de  los  ciudadanos  á  los  caprichos 
de  los  hombres  del  poder,  precisamente  en  el  instante  en  que 
aquellas  garantías  son  más  necesarias.  Porque  decir  que  ellas  solo 
pueden  tener  lugar  en  tiempos  de  sosiego»  es  tan  absurdo  como 
si  se  dijese  que  los  diques  solo  deben  servir  en  t¡«mpo  de  ve- 
rano. » 

Reforma.  Incurre  esta  constitución,  como  otras,  en  la  manía 
de  diGcuItar  su  reforma,  lo  que  no  es  sino  la  presunción  del  or- 
gullo bajo  una  de  sus  múltiples  i  variadas  manifestaciones.  Es 
que  se  juzga  poco  menos  que  perfecta  la  obra,  i  se  quiere  pre- 
fflUDÍrla  contra  la  lijereza  de  las  futuras  jeneraciones.  Pero  tam- 
bién en  el  presente  caso,  como  en  otros  iguales,  se  ha  saltado 
sobre  las  fórmulas,  cuando  la  necesidad  de  la  reforma  se  ha 
hecho  sentir,  i  se  ha  visto  en  ellas  un  obstáculo  odioso  é  injus- 
tificable. La  reforma  de  1834  se  hizo  sin  el  concurso  del  senado, 
violentando  el  sentido  del  art.  176  de  la  constitución,  como  lo 
demuestra  Pinheiro  Ferreira  en  el  preámbulo  de  sus  observa- 
ciones sobre  la  lei  reformatoria. 

I  aunque  el  mismo  escritor  admite  su  lejitimidad,  fundándose 
en  el  tácito  consentimiento,  que  es  lo  que  en  su  concepto  la 
constituye  siempre^  disentimos  de  una  opinión  que  erije  en 
principio  un  hecho  negativo,  sujeto  á  muchas  interpretaciones, 
i  que  justiGcaria  las  situaciones  más  absurdas,  inclusos  los 
gobiernos  despóticos  del  Asia.  Nó,  el  silencio  no  puede  tenerse 
como  indicio  del  consentimiento,  ni  puede  ser  la  base  de  la  le- 
jitimidad,  á  menos  que  privemos  á  ésta  de  toda  su  importancia, 
dejándola  sujeta  á  la  revisión  de  los  pueblos  oprimidos. 

(1)  Comentario  del  inciso  8%  art.  11  de  la  lei  de  reformas  constitucionales. 


En  desempeño  de  la  coraisioa  que  nos  ha  conferi- 
do el  congreso  nacional^  certificamos  :  que,  con  ar- 
reglo á  las  reformas  efectuadas  hasta  la  fecha,  solo 
el  que  sigue  es,  conservando  la  numeración  primiti- 
va de  sus  artículos,  el  texto  literal  vij ente  de  la 
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CAPITULO  PRIMERO 

DEL  TERRITORIO 


Art.  1."  El  territorio  de  Chile  se  estieiide  desde  el  desierto  de 
Atacana  hasta  el  cabo  de  Hornos,  i  desde  las  cordilleras  de  los  An- 
des hasta  el  mar  Pacifico,  comprendiendo  el  archipiélago  de  Chiloé, 
todas  las  islas  adyacentes  i  las  islas  de  Juan  Fernández. 


CAPITULO  lí 

*DE  L^  FORMA  DE  GOBIERNO. 


Art.  2.«  Ki  gobierno  de  Chile  es  popular  representativo. 
Art.  3.«  La  república  de  Chile  es  una  é  indivisible. 
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Art.  4."  La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  nación,  que  de- 
lega su  ejercicio  en  las  autoridades  que  establece  esta  constitución. 


CAPITULO  111 

DE    LA   RELIJION. 


Art.  5.^  La  relijion  de  la  república  de  Chile  es  la  católica,  apos- 
tólica, romana ;  con  esclusion  del  ejercicio  público  de  cualquitTa 
otra(í). 


CAPITULO  IV 

DE    LOS   CHILENOS. 


Art.  6.®  Son  Chilenos: 
i.^  Los  nacidos  en  el  territorio  de  Chile. 
.2.^  Los  hijos  de  padre  ó  madre  chilenos  nacidos  en  territorio 
eslranjero,  por  el  solo  hecho  de  avecindarse  en  Chile.  -^  Los  hijos 
de  chilenos  nacidos  en  territorio  estranjero,  hallándose  el  padre  en 
actual  servicio  de  la  república, son  chilenos  aun  páralos  efectos  en 
que  las  leyes  fundamentales,  ó  cualesquiera  otras,  requieran  naci- 
miento en  el  territorio  chileno. 

3.°  Los  estranjeros  que  habiendo  residido  un  año  en  la  repú- 
blica, declaren  ante  la  municipalidad  del  territorio  en  que  residen 
su  deseo  de  avecindarse  en  Chile  i  soliciten  carta  de  ciudadanía. 

A.^  Los  que  obtengan  especial  gracia  de  naturalización  por  el 
congreso. 

Art.  7.®  A  la  municipalidad  del  departamento  de  la  residencia  de 
los  individuos  que  no  hayan  nacido  en  Chile,  corresponde  declarar 
si  están  ó  no  en  el  caso  de  obtener  naturalización  con  arreglo  al 
inciso  3.^  del  articulo  anterior.  En  vii>ta  de  la  declaración  favorable 
de  la  municipalidad  respectiva,  el  presidente  de  la  república  espe- 
dirá la  correspondiente  carta  de  naturaleza. 

Art.  8.®  Son  ciudadanos  activos  con  derecho  de  sufrajio — los 
chilenos  que  habiendo  cumplido  veinticinco  anos,  si  son  solteros,  i 

(i)    Lei  de  27  de  julio  de  1865. 
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veintiuno,  si  son  casados,  i  sabiendo  leer  i  escribir,  tengan  alguno 
de  los  si^'U ¡entes  requisitos : 

i  .<*  Una  propiedad  inmoble,  ó  un  capital  invertido  en  alguna 
especie  de  jiro  ó  industria.  El  valor  de  la  propiedad  inmoble  ó  del 
capital,  se  fijará  para  cada  provincia  de  diez  en  diez  años  por  una 
lei  especial. 

2.^  El  ejercicio  de  una  industria  ó  arte,  ó  el  goce  de  un  em- 
pleo, renta  ó  usufructo,  cuyos  emolumentos  ó  productos  guarden 
proporción  con  la  propiedad  inmoble,  ó  capital,  de  que  se  habla  en 
el  número  anterior. 

Art.  9.^  Nadie  podrá  gozar  del  derecho  de  sufrajio  sin  estar  ins- 
crito en  el  rejistro  de  eJectores  de  la  municipalidad  á  que  perte- 
nezca, i  sin  tener  en  su  poder  el  boleto  de  calificación  tres  meses 
antes  de  las  elecciones. 

Art.  10.  Se  suspt^nde  la  calidad  de  ciudadano  activo  con  derecho 
de  sufrajio : 

i.^Por  ineptitud  física  ó  moral  que  impida  obrar  libre  i  re- 
lleiivamente. 

2.^  Por  la  condición  de  sirviente  doméstico. 

3.*^  Por  hallarse  procesado  como  reo  de  delito  que  merezca 
pena  aflictiva  ó  infamante. 
Art.  11 .  Se  pierde  la  ciudadanía : 

1.^  Por  condena  á  pena  aflictiva  ó  infamante. 

2.<>  Por  quiebra  fraudulenta. 

3.<*  Por  naturalización  en  país  estranjero. 

A.^  Por  admitir  empleos,  funciones,  distinciones  ó  pensiones 
de  un  gobierno  estranjero  sin  especial  permiso  del  congreso. 

Los  que  por  una  do  las  causas  mencionadas  en  este  articulo  hu- 
bieren perdido  la  calidad  de  ciudadanos,  podrán  impetrar  rehabi- 
litación del  senado. 


CAPITULO  V 

DERECHO   PUBLICO  DE  CHILE. 


Art.  12.  La  constitución  asegura  á  todos  los  habitantes  de  la  re- 
pública : 

1  **  La  igualdad  ante  la  lei.  En  Chile  no  hai  clase  privilejiada. 

2.<*  La  admisión  á  todos  los  empleos  i  funciones  públicas,  sin 
otras  condiciones  que  las  que  impongan  las  leyes. 

5.*^  La  igual  repartición  de  los  impuestos  i  contribuciones  á 
proporción  de  los  haberes,  i  la  igual  repartición  de  las  demás  car- 


70  REPÚBLICA  DE  CHILE 

gas  públicas.  Una  lei  particular  determinará  el  método  de  reclutas 
i  reemplazos  para  las  fuerzas  de  mar  i  tierra. 

4.^  La  libertad  de  permanecer  en  cualquiera  punto  de  la  re- 
pública, trasladarse  de  uno  á  olro,  ó  salir  de  su  territorio,  guar- 
dándose los  reglamentos  de  poliria,  i  salvo  siempre  el  perjuicio  de 
tercero;  sin  que  nadie  pueda  ser  preso,  detenido  ó  desterrado,  sino 
en  la  forma  determinada  por  las  leyes. 

5.<^  La  inviolabilidad  de  todas  las  propiedades,  sin  distinción  de 
las  que  pertenezcan  á  particulares  ó  comunidades,  i  sin  que  nadie 
pueda  ser  privado  de  la  de  su  dominio,  ni  de  una  parte  de  ella  por 
pequeña  que  sea,  ó  del  derecho  que  á  ella  tuviere,  sino  en  virtud 
de  sentencia  judicial ;  salvo  el  caso  en  que  la  utilidad  del  estado, 
calificada  por  una  ley,  exija  el  uso  ó  enajenación  de  alguna ;  lo  que 
tendrá  lugar  dándose  previamente  al  dueño  la  indemnización  que 
se  ajustare  con  él,  ó  se  avaluare  á  juicio  de  hombres  buenos. 
6.°  El  derecho  de  reunirse  sin  permiso  previo  i  sin  armas. 

Las  reuniones  que  se  tengan  en  las  plazas,  calles  i  otros  lugares 
de  uso  público,  serán  siempre  rejidas  por  las  disposiciones  de  po- 
'  licia. 

El  derecho  de  asociarse  sin  permiso  previo. 

El  derecho  de  presentar  peticiones  á  la  autoridad  constituida  so- 
bre cualquier  asunto  de  interés  público  ó  privado,  no  tiene  otra  li- 
mitación que  la  de  proceder  en  su  ejercicio  en  términos  respetuo- 
sos i  conví'nientes. 

La  libertad  de  enseñanza. 

?.•*  La  libertad  de  publicar  sus  opiniones  por  la  imprenta,  sin 
censura  previa,  i  el  derecho  de  no  poder  ser  condenado  por  el  abuso 
de  esta  libertad,  sino  en  virtud  de  un  juicio  en  que  se  califique  pre- 
viamente el  abuso  por  jurados,  i  se  siga  i  sentencie  la  causa  con 
arreglo  á  la  ley. 


G.4PITUL0  Vi 

DEL  CONGRESO  NACIONAL. 


Arl.  i  o.  El  poder  lejislativo  resido  en  el  congreso  nacional  com- 
puesto de  dos  cámaras,  una  de  diputados  i  otra  de  senadores. 

Arl.  J4.  Los  diputados  i  senadores  son  inviolables  por  las  opi- 
niones que  majiifiesten  i  votos  que  emitan  en  el  desempeño  de  sus 
cargos. 

Art.  i5.  Ningún  senador  ó  diputado,  desde  el  dia  de  su  elección, 
podrá  ser  acusado,  perseguido  ó  arrestado,  salvo  en  el  caso  de  de- 
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lito  m  fragantiy  si  la  cámara  á  que  pertenece  no  autoriza  previamente 
la  acusación  declarando  haber  lugar  á  formación  de  causa. 

Art.  16.  Ningún  diputado  ó  senador  será  acusado  desde  el  dia 
de  su  elección,  sino  ante  su  respectiva  cámara,  ó  ante  la  comisión 
conservadora,  si  aquélla  estuviere  en  receso.  Si  se  declara  haber 
lugar  á  formación  de  causa,  queda  el  acusado  suspendido  de  sus 
funciones  lejislativas  i  sujeto  al  juez  competente.^ 

Art.  i  7.  En 'caso  de  ser  arrestado  al^un  diputado  ó  senador  por 
delito  in  fragantiy  será  puesto  inmediatamente  á  disposición  de 
la  cámara  respectiva  ó  de  la  comisión  conservadora,  con  la  infor- 
mación sumaria.  La  cámara,  ó  la  comisión,  procederá  entonces 
conrorme  á  h)  dispuesto  en  la  segunda  parte  del  articulo  prece- 
dente. 


!>•  la  oéxiiara  de  diputados. 

Art.  18.  La  cámara  de  diputados  se  compone  de  miembros  eleji- 
dos  por  los  departamentos,  en  votación  directa,  i  en  la  forma  que 
determinare  la  lei  de  elecciones. 

Alt.  19.  Se  elejirá  un  diputado  por  cada  veinte  mil  almas,  i  por 
ana  fracción  que  no  baje  de  doce  mil. 

También  se  elejirán  diputados  suplentes  en  el  número  que  fije 
la  lei. 

La  cámara  de  diputados  se  renovará  en  su  totalidad  cada  tres 
años. 

Art.  21.  Para  ser  elejido  diputado  se  necesita  : 
l.<*  Estar  en  posesión  de  los  derechos  de  ciudadano  elector. 
2.<»  Una  renta  de  quinientos  pesos,  á  lo  menos. 

Art.  22.  Los  diputados  son  reelejibles  indefinidamente. 

Art.  25.  No  pueden  ser  elejidos  diputados  los  siguientes  indivi- 
duos: 

Los  eclesiásticos  regulares ; 

Los  párrocos  i  vice-párrocos ; 

Los  jueces  letrados  de  primera  instancia; 

Los  intendentes  de  provincias  i  gobernadores  de  departamentos  ; 

Los  chilenos  á  que  se  refiere  el  inciso  5.®,  del  art.  6.*^,  si  no 
hubieren  estado  en  posesión  de  su  caria  de  naturalización  á  lo  me- 
nos cinco  años  antes  de  su  elección. 

Pueden  ser  elejidos,  pero  deben  optar  entre  el  cargo  de  diputado 
i  sus  respectivos  empleos  : 

Los  empleados  con  residencia  fuera  del  lugar  de  las  sesiones  del 
congreso. 

Todo  diputado  que,  desde  el  momento  de  su  elección,  acepte  em- 
pleo retribuido  de  nombramiento  esclusivo  del  presidente  de  la  re- 
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pública,  cesará  en  su  representación,  salvo  la  escepcion  consignada 
en  el  art.  90  de  esta  constitución. 


De  la  oAmara  de  aenadores. 

Art.  24.  El  seiTado  se  compone  de  miembros  elejidos  en  vota- 
ción directa  por  provincias,  correspondiendo  á  cada  una  elejir  un 
senador  por  cada  tres  diputados  í  por  una  fracción  de  dos  dipu- 
tados. 

Se  elejirá  en  la  misma  forma  un  senador  suplente  por  cada  pro- 
vincia para  que  reemplace  á  los  propietarios  que  á  ella  corres- 
pondan. 

Art.  ?5.  Tanto  los  senadores  propietarios  como  los  suplentes, 
permanecerán  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  seis  años,  pu* 
diendo  ser  reelejidos  indefinidamente. 

Art.  26.  Los  senadores  propietarios  se  renovarán  cada  tres  años 
en  la  forma  siguiente : 

Las  provincias  que  elijan  un  número  par  de  Senadores  haráa  la 
renovación  por  mitad  en  la  elección  de  cada  ti'ienio  ; 

Las  que  elijan  un  número  impar  lo  harán  en  el  primer  trienio, 
dejando  para  el  trienio  siguiente  la  del  senador  impar  que  no  se 
renovó  en  el  anterior ; 

Las  que  elijan  un  solo  sanador,  lo  renovarán  cada  seis  años,  apli- 
cándose esta  misma  regla  á  los  senadores  suplentes. 

Art.  27.  Cuando  falleciere  algún  senador  ó  se  imposibilitare,  por 
cualquier  motivo,  para  desempeñar  sus  funciones,  la  provincia 
respectiva  elejirá  en  la  primera  renovación  otro  que  le  subroj^ue 
por  el  tiempo  que  le  faltare  para  llenar  su  periodo  constitucional. 

Igual  procedimiento  se  adoptará  siempre  que  un  senador  se  en- 
cuentre en  alguno  de  los  casos  del  art.  23. 

Art.  32.  Para  ser  senador  se  necesita  : 
i.^  Ciudadanía  en  ejercicio; 
2.®  Treinta  i  seis  años  cumplidos ; 
3."*  No  haber  sino  conH^iiiado  jamas  por  delito ; 
4.'*  Una  renta  de  dos  mil  pesos  á  lo  menos. 

La  condición  esclusiva  impuesta  ¿  los  diputados  en  el  art.  23 
comprende  también  á  los  senadores. 


▲tribuolonee  del  oongreeo  i  eepeolalee  de  cada  cAmara. 

Art.  36.  Son  atribticiones  esclusivas  del  congreso  : 
i.^  Aprobar  o  reprobar  anualmente  la  cuenta  de  la  inversión 
de  los  fondos  destinados  para  los  gastos  de  la  administración  pú- 
blica, que  debe  presentar  el  gobierno. 
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2.*  Aprobar  ó  reprobar  la  declaración  de  guerra,  á  propuesta 
del  presidente  de  la  república. 

3.*  Deidarar,  cuando  el  presidente  de  la  república  hace  dimi- 
sión de  su  cargo,  si  los  motivos  en  que  la  funda  le  imposibilitan,  ó 
no,  para  el  ejercicio,  i  en  su  consecuencia  admitirla  ó  desecharla. 

4.'  Declarar,  cuando  en  los  casos  de  los  arts.  74  i  78  hu- 
biere tugará  duda,  si  el  impedimento  que  priva  al  presidente  del 
ejercicio  de  sus  funciones,  es  de  tal  naturaleza  que  debaprocederse 
a  nueva  elección. 

5/  Hacer  el  escrutinio,  i  rectificar  la  elección  de  presidente 
de  la  república,  conforme  á  los  arts.  67,  68,  69,  70,  7i ,  72 
i  73. 

6.*  Dictar  leyes  escepcionales  i  de  duración  transitoria  que  no 
podrá  esceder  de  un  año,  para  restrinjir  la  libertad  personal  i  la 
libertad  de  imprenta,  i  para  suspender  ó  restrinjir  el  ejercicio  de 
]a  libertad  de  reunión,  cuando  lo  reclamare  la  necesidad  imperiosa 
de  la  defensa  del  estado,  de  la  conservación  del  réjimen  consti- 
lacional  ó  de  la  paz  interior. 

Si  dichas  leyes  señalaren  penas,  su  aplicación  se  hará  siempre 
por  los  tribunales  establecidos. 

Fuera  de  los  casos  prescritos  en  este  inciso,  ninguna  lei  podrá 
dictarse  para  suspender  ó  restringir  las  libertades  ó  derechos  que 
asegura  el  art.  1^. 
Art.  37.  Sok)  en  virtud  de  una  lei  se  puede: 

1.^  Imponer  contribuciones  de  cualesquiera  clase  ó  naturaleza, 
suprimir  las  existentes,  i  determinar  en  caso  necesario  su  reparti- 
miento entre  las  provincias  ó  departamentos. 

2.®  Fijar  anualmente  los  gastos  de  la  administración  pública. 

3.**  Fijar  igualmente  en  cada  año  las  fuerzas  de  mar  i  tierra 
que  han  de  mantenerse  en  pié  en  tiempo  de  paz  ó  de  guerra. 

Las  contribuciones  se  decretan  por  solo  el  tiempo  de  dieziocho 
meses,  i  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  se  fijan  solo  por  igual  término. 

4.^  Contraer  deudas,  reconocer  las  contraidds  hasta  el  dia  i 
designar  fondos  para  cubrirlas. 

5.»  Crear  nuevas  provincias  ó  departamentos ;  arreglar  sus  li- 
mites ;  habilitar  puertos  mayores  i  establecer  aduanas. 

6.<*  Fijar  el  peso,  lei,  valor,  tipo  i  denominación  de  las  mone- 
das ;  i  arreglar  el  sistema  de  pesos  y  medidas. 

7.»  Permitir  la  introducción  de  tropas  estranjeras  en  el  terri- 
torio de  la  república,  determinando  el  tiempo  de  su  permanencia 
en  él. 

8.®  Permitir  que  residan  cuerpos  del  ejército  permanente  en 
ol  lugar  de  las  sesiones  del  congreso,  i  diez  leguas  á  su  circunfe- 
rencia. 

9.®  Permitir  la  salida  de  tropas  nacionales  fuera  del  territorio 
de  la  república,  señalando  el  tiempo  de  su  i'egreso. 
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iO.  Crear  ó  suprimir  empleos  públicos ;  determinar  ó  modifi- 
car sus  atribuciones;  aumentar  ó  disminuir  sus  dotaciones;  dai* 
pensiones  i  decretar  honores  públicos  á  los  grandes  servicios, 
li.  Conceder  indultos  jenerales,  ó  amnistías. 
i3.  Señalar  el  lu^ar  en  que  debe  residir  la  representación  na- 
cional i  tener  sus  sesiones  el  congreso. 

Art.  59.  Son  atribuciones  exclusivas  de  la  cámara  de  diputados : 
i  .■  Calificar  las  elecciones  de  sus  miembros,  conocer  sobre  ios 
reclamos  de  nulidad  que  ocurran  acerca  de  ellas,  i  admiiir  su  di- 
misión, si  los  motivos  en  <|ue  la  fundaren,  fueren  de  tal  naturaleza 
que  los  imposibilitaren  física  o  moralmente  para  el  ejercicio  de  sus 
funciones.  —  Para  calificar  los  motivos  deben  concurrir  las  tres 
cuaitas  partes  de  los  diputados  presentes.  * 

2."  Acusar  ante  el  senado,  cuando  hallare  por  conveniente  ha- 
cer efectiva  la  responsabilidad  de  los  siguientes  funcionarios. 

A  los  ministros  del  despacho,  i  á  los  consejeros  de  estado  en  la 
formf),  i  por  los  crímenes  señalados  en  los  arts.  92,  95,  94,  95, 
96,  97,  i  107. 

A  los  jenerales  de  un  ejército  ó  armada  por  haber  comprometido 
gravemente  la  seguridad  i  el  honor  de  la  nación ;  i  en  la  misma  for- 
ma que  á  los  ministros  del  despacho  i  consejeros  de  estado. 

A  los  miembros  de  la  comisión  conservadora  por  grave  omisión 
en  el  cumplimiento  del  deber  que  le  impone  la  parte  2.'  del  ar- 
ticulo 58. 

A  los  intendentes  de  las  provincias  por  los  crímenes  de  traición, 
sedición,  infracción  déla  constitución,  malversación  de  los  fondos 
públicos  y  concusión. 

A  los  maiistrados  de  los  tribunales  superiores  de  justicia  por  no- 
table abandono  de  sus  deberes. 

En  los  tres  últimos  casos  la  cámara  de  diputados  declara  prime- 
ramente  si  ha  lugar  orno,  á  admitir  la  proposición  de  acusación,  i 
después,  con  intervalo  de  seis  dias,  ha  lugar  á  la  acusación,  oyendo 
previamente  el  informe  de  una  comisión  de  cinco  individuos  de  su 
seno  elejida  á  la  suerte.  Si  resultare  la  afirmativa,  nombrará  dos 
diputados  que  la  formalicen  i  prosigan  ante  el  senado. 

Art.  59.  Son  atribuciones  de  la  cámara  de  senadores  : 

i."  Calificar  las  elecciones  de  sus  miembros  ;  conocer  en  los 
reclamos  de  nulidad  que  se  interpusieren  acerca  de  ellas,  i  admitir 
su  dimisión  si  los  motivos  en  que  la  fundaren,  fueren  de  tal  natu- 
raleza que  los  imposibilitaren  física  o  moralmente  para  el  desempeño 
de  estos  cargos.  —  No  podrán  calificarse  los  motivos  sin  que 
concurran  las  tres  cuartas  parles  de  los  senadores  presentes. 

2.'  Juzgar  á  los  funcionarios  que  acusare  la  cámara  de  dipu- 
tados con  arreglo  á  lo  prevenido  en  los  arts.  58  i  98. 

5."  Aprobar  las  personas  que  el  presidente  de  la  república 
presentare  para  los  arzobispados  i  obispados. 
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4.'  Prestar  ó  negar  su  consentimiento  a  los  aclos  del  gobierno 
en  los  casos  en  que  la  constitución  lo  requiere. 


De  Xa  formación  de  las  leyes. 

Art.  40.  Las  leyes  pueden  tener  principio  en  el  senado  ó  en  la 
cámara  de  los  diputados  á  proposición  de  uno  de  sus  miembros,  ó 
por  mensaje  que  dirija  el  presidente  de  la  república.  —  Las  leyes 
sobre  contribuciones  de  cualquier  naturaleza  que  sean,  i  sonre 
revlulamieiitos,  solo  pueden  tener  principio  en  la  cAmara  de  di- 
putados. Las  leyes  sobre  reforma  de  la  constitución  i  sobre  amnistía 
solo  pueden  tenor  principio  en  el  senado. 

Art.  M.  Aprobado  un  proyecto  de  lei  en  la  cámara  de  su  orijen, 
pasará  inmediatamente  á  la  otra  cámara  para  su  discusión  i  apro- 
bación en  el  periodo  de  aquella  sesión. 

Art.  42.  El  proyecto  de  lei  que  fuere  desechado  en  la  cámara  de 
su  orijen,  no  podrá  proponerse  en  ella  hasta  la  sesión  del  año  si- 
guiente. 

Art.  43.  Aprobado  un  proyecto  de  lei  por  ambas  cámaras,  será 
remitido  al  presidente  de  la  repúblici,  quien,  si  también  lo  aprueba, 
dispondrá  su  promulgacion'como  lei. 

Art.  44.  Si  el  presidente  de  la  república  desaprueba  el  proyecto 
de  lei,  lo  devolverá  á  la  cámara  de  su  orí«;en,  haciendo  las  obser- 
vaciones convenientes  dentro  dA  término  de  quince  dias. 

Art.  45.  Si  el  presidente  de  la  república  devolviere  el  proyecto 
de  lei  desechándolo  en  el  todo,  se  tendrá  por  no  propuesto,  ni  se 
podrá  proponer  en  la  sesión  de  aquel  año. 

Art.  46.  Si  el  presidenle  de  la  república  devolviere  el  proyecto 
de  lei,  corríjiéndoto  ó  modificándolo,  se  considerará  en  una  i  otra 
cámara,  i  si  por  ambas  resultare  aprobado,  según  ha  sido  remitido 
por  el  presidente  de  la  república,  tendrá  fuerza  de  lei,  i  se  devol- 
verá para  su  promulgación.  . . 

Si  lio  fueren  aprobadas  en  ambas  cámaras  las  modifícaciones  i 
correcciones,  se  tendrá  como  no  propuesto,  ni  se  podrá  proponer 
en  la  sesión  de  aquel  año. 

Art.  47.  Si  en  alguna  délas  sesiones  de  los  dos  años  siguientes 
se  propusiere  nuevamente,  i  aprobare  por  ambas  cámaras  el  mismo 
proyecto  de  lei,  i  pasado  al  presidente  dtí  la  república,  lo  devol- 
viere desechándolo  en  el  lodo,  las  cámaras  volverán  á  tomarlo  en 
consideración,  i  tendrá  fuerza  de  lei,  si'  cada  una  de  ellas  lo 
aprobare  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  los  miembros 
pre.-enles.  Lo  mismo  sucederá  si  el  presidente  lo  devolviere  modi- 
iicáiidolo  ó  corrigiéndolo,  i  si  cada  cámara  lo  aprobare  sin  estas 
modificaciones  ó  correcciones  por  las  mismas  dos  terceras  partes 
de  sus  miembros  presentes. 
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Art.  48.  Si  el  proyecto  de  lei,  una  vez  devuelto  por  el  presidente 
de  la  república,  no  se  propusiere  i  aprobare  por  las  cámaras  en 
los  dos  años  inmediatos  siguientes,  cuando  quiera  que  se  proponga 
después,  se  tendrá  como  nuevo  proyecto  en  cuanto  á  los  efectos 
del  articulo  anterior. 

Art.  49.  Si  el  presidente  de  la  república  no  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei  dentro  de  quince  dias  contados  desde  la  fecha  de  su 
remisión,  se  entenderá  que  lo  aprueba  i  se  promulgará  como  lei. 
Si  las  cámaras  cerraren  sus  sesiones  antes  de  cumplirse  los  quince 
dias  en  que  ha  de  verificarse  la  devolución,  el  presidente  de  la  re- 
pública 10  hará  dentro  de  los  seis  primeros  dias  de  la  sesión  ordi- 
naria del  año  siguiente. 

Art.  50.  El  proyecto  de  lei  que  aprobado  por  una  cámara  fuere 
desechado  en  su  totalidad  por  la  otra,  volverá  ¿  la  de  su  orijen, 
donde  se  tomará  nuevamente  en  consideración,  i  si  fuere  en  ella 
aprobado  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miem- 
bros presentes,  pasará  segunda  vez  á  la  cámara  que  lo  desechó,  i 
no  se  entenderá  que  ésta  lo  reprueba,  si  no  concurre  para  ello  el 
voto  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes. 

Art.  5i«  El  proyecto  de  lei  que  fuere  adicionado  ó  correjido  por 
la  cámara  revisora,  volverá  á  la  de  su  orijen;  i  si  en  ésta  fueren 
aprobadas  las  adiciones  ó  correcciones  por  la  mayoría  absoluta 
de  sus  miembros  presentes,  pasará  al  presidente  de  la  re- 
pública. 

Pero  si  las  adiciones  ó  correcciones  fueren  reprobadas,  volverá 
el  proyecto  segunda  vez  á  la  cámara  revisora;  donde  si  fueren 
nuevamente  aprobadas  las  adiciones  ó  ciTrecciones  por  una  mayoría 
de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes,  volverá  el 
proyecto  á  la  otra  cámara,  i  no  se  entenderá  que  ésta  reprueba  las 
adiciones  ó  correcciones  si  no  concurre  pai*a  ello  el  voto  de  las 
dos  terceras  partes  de  los  miembros  presentes. 


D«  las  sesiones  del  oongreso. 

Art.  52.  El  congreso  abrirá  sus  sesiones  ordinarias  el  día  l.^de 
junio  de  cada  año,  i  las  cerrará  el  1.*»  de  setiembre. 

Art.  53.  Convocado  estraordi nanamente  el  congreso,  se  ocu- 
pará en  los  negocios  que  hubieren  motivado  la  convocatoria  con 
esclusion  de  todo  otro. 

Art.  54.  La  cámara  de  senadores  no  podrá  entrar  en  sesión  ni 
continuar  en  ella  sin  la  concurrencia  de  la  tercera  parte  de  sus 
miembros,  ni  la  cámara  de  diputados  sin  la  cuarta  parle  de  los 
suyos. 

Art.  55.  Sí  el  dia  señalado  por  la  constitución  para  abrir  las 
sesiones  ordinarias,  se  hallare  el  congreso  en  sesiones  estraordi- 
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nanas,  cesarán  éstas,  i  continuará  tratando  en  sesiones  ordinarias 
de  los  negocios  para  (jue  habia  sido  convocado. 

Art.  56.  El  senado  i  la  cámara  de  diputados  abrirán  i  cerrarán 
sus  sesiones  ordioaiias  i  estraordinarias  á  un  mismo  tiempo.  El 
senado,  sin  embargo,  puede  reunirse  sin  la  presencia  de  la  cá- 
mara de  dipatados  para  el  ejercicio  de  las  funciones  judiciales  que 
disponen  los  arts.  29,  50  i  31,  i  la  parte  2.*  del  articulo 
59(1). 

La  cámara  de  diputados  continuará  sus  sesiones  sin  presencia 
del  senado,  si  concluido  el  periodo  ordinario  hubieren  quedado 
pendientes  algunas  acusaciones  contra  los  funcionarios  que  designa 
la  parte  2.*  del  articulo  58,  con  el  esclusivo  objeto  de  declarar  si 
ba  lugar,  ó  no,  á  la  acusación. 


X>e  la  oomisloa  oooservadom. 

Art.  57.  Antes  de  cerrar  el  congreso  sus  sesiones  ordinarias, 
elejirá  todos  los  años  cada  cámara  siete  de  fus  miembros  que 
compoDjgan  la  comisión  conservadora,  la  cual  formará  un  solo 
cuerpo  i  cuyas  funciones  espiran  de  hecho  el  dia  51  de  mayo  si- 
guiente. 

Art.  58.  La  comisión  conservadora,  en  representación  del 
congreso,  ejerce  la  supervijilancia  que  á  éste  pertenece,  sobre 
todos  los  ramos  de  la  administración  pública. 

Le  corresponde  en  consecuencia  : 
I.*"  Velar  por  la  observancia  de  la  constitución  i  de  las  leyes, 
i  prestar  protección  á  las  garantías  individuales; 

2.^  Dirijir  al  presidente  de  la  república  las  representaciones 
conducentes  á  los  objetos  indicados,  i  reiterarlas  por  segunda  vez, 
si  no  hubieren  bastado  las  primeras. 

Cuando  las  representaciones  tuvieren  por  fundamento  abusos  ó 
atentados  cometidos  por  autoridades  que  dependan  del  presidente 
de  la  república,  i  éste  no  tomare  las  medidas  que  estén  en  sus  fa- 
cultades para  poner  término  al  abuso  i  para  el  castigo  del  funcio- 
narlo culpable,  se  entenderá  que  el  presidente  de  la  república  i  el 
mioisiro  del  ramo  respectivo,  aceptan  la  responsabilidad  de  los 
actos  de  la  autoridad  subalterna,  como  si  se  hubiesen  ejecutado 
por  su  orden  ó  c  «n  su  consentimiento ; 

3.<^  Prestar  ó  rehusar  bU  consentimiento  á  los  actos  del  presi- 
dente de  la  república  á  que,  según  lo  prevenido  en  esta  constitu- 
ción, debe  proceder  de  acuerdo  con  la  comisión  conservadora ; 


(Ij   Saprímidos  los  arts.  20,  30  i  31 1  debe  reputarse  suprimida  de  hecho  la 
feferencia  que  á  ellos  se  hace  en  el  50. 
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i.^  Pedir  al  presidente  de  la  república  que  convoqne  estraor- 
dinariamente  al  congreso  cuando,  á  su  juicio,  lo  exijieren  circuns- 
tancias estraordinarias  i  escepcionales. 

5."  Dar  cuenta  al  congreso,  en  su  primera  reunión,  de  las 
medidas  ()ue  hubiere  tomado  en  desempeño  de  su  cargo. 

La  comisión  es  responsable  al  congreso  de  su  omisión  en  el 
cumplimiento  de  los  deberes  que  los  incisos  precedentes  le  im- 
ponen. 


CAPITULO  VII 

DEL  PRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA. 


Un  ciudadano  con  el  titulo  de  presidente  de  ¡a  república  de 
C/ii/e  administra  el  estado,  i  es  el  jefe  supremo  de  la  nación. 

Art.  60  Para  ser  presidente  de  la  república  se  requiere : 
1.°  Haber  naciao  en  el  territorio  de  Chile ; 
2.°  Tener  las  calidades   necesarias  para  ser  miembro  de  la 
cumara  de  diputados ; 

5,®  Treinta  años  de  edad,  á  lo  menos 

Art.  61.  El  presidente  de  la  república  durará  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  por  v\  término  de  cinco  años;  i  no  podrá  ser  reele- 
jido  para  el  periodo* siguiente. 

Art.  62.  Para  poder  ser  elejido  segunda  ó  mas  veces  deberá 
siempre  mediar  entre  cada  elección  el  espacio  de  un  periodo. 

Art.  63.  El  presidente  de  la  república  será  elejido  por  electores 
que  los  pueblos  nombrarán  en  votación  directa.  Su  número  será 
triple  del  total  de  diputados  que  corresponda  á  cada  departa- 
mento. 

Art.  64.  El  nombramiento  de  electores  se  hará  por  departamentos 
el  dia  25  de  junio  del  año  en  que  espire  la  presidencia.  Las  cali- 
dades de  los  electores  son  las  mismas  que  se  requieren  para  ser 
diputado. 

Art.  65.  Los  electores  reunidos  el  dia  25  de  julio  del  aüo  en 
que  espire  la  presidencia,  procederán  á  la  elección  de  presidente, 
conforme  á  la  lei  jeneral  de  elecciones. 

Art.  66.  Las  mesas  eleclor.iles  formarán  dos  listas  de  todos  los 
individuos  que  resultaren  clejidos,  i  después  de  firmadas  por 
todos  los  electores,  las  remitirán  cerradas  i  selladas,  una  al 
cabildo  de  la  capital  de  la  provincia,  en  cuyo  archivo  quedará 
depositada  i  cerrada,  i  la  otra  al  senado  que  la  mantendrá  del 
mismo  modo  hasta  el  dia  50  de  agosto. 
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Art  67.  Llegado  este  dia,  se  abrirán  i  leerán  dichas  listas  en 
sesión  pública  do  las  dos  cámaras  reunidas  en  la  sala  del  senado, 
lucienao  de  presidente  el  que  lo  sea  de  este  cuerpo,  i  se  procederá 
al  escrutinio,  i  en  caso  necesario  á  rectificar  la  elección  (1). 

Art.  68.  El  que  hubiere  reunido  mayoría  absoluta  de  votos  será 
proclamado  presidente  de  la  república. 

Art.  69.  En  el  caso  de  que  por  dividirse  la  votación  no  hubiere 
mayoría  absoluta,  elejirá  el  congreso  entre  las  dos  personas  que 
hubieren  obtenido  mayor  número  de  sufrajios. 

Art.  70.  Si  la  primera  mayoría  que  resultare  hubiere  cabido  ¿ 
mas  de  dos  personas,  elejirá  el  congreso  entre  todas  éstas. 

Art.  71.  8i  la  primera  mayoría  de  votos  hubiere  cabido  á  una 
sola  persona,  i  la  segunda  á  dos  ó  mas,  elejirá  el  congreso  entre 
todas  las  personas  que  hayan  obtenido  la  primera  i  segunda  ma- 
yoría. 

Art.  72.  Esta  elección  se  hará  á  pluralidad  absoluta  de  sufrajios, 
i  por  votación  secreta.  Si  verificada  la  primera  votación  no  resul- 
tare mayoría  absoluta,  se  hará  segunda  vez,  contrayéndose  la 
Yotacion  a  kis  dos  personas  que  en  la  primera  hubieren  obtenido 
mayor  número  de  sufrajios.  En  caso  de  empate,  se  repetirá  la 
votación,  i  si  resultare  nuevo  empate,  decidirá  el  presidente  del 
senado. 

Art.  73.  Xo  podrá  hacerse  el  escrutinio,  ni  la  rectificación  de 
estas  elecciones,  sin  que  estén  presentes  las  tres  cuartas  partes  del 
tola]  de  los  miembros  de  cada  una  do  las  cámaras. 

Art.  74.  Cuando  el  presidente  de  la  república  mandare  personal- 
mente la  fuerza  armada  ó  cuando  por  enfermedad,  ausencia  del 
territorio  de  la  república  ú  otro  grave  motivo  no  pudiere  ejercitar 
su  cargo,  ie  subrogará  el  ministro  del  despacho  del  interior  con  el 
titulo  de  vicepresidente  de' la  república.  Sí  el  impedimento  del 
presidente  fuere  temporal,  continuará  subrogándole  el  ministro 
hasta  que  el  presidente  se  halle  en  estado  de  desempeñar  sus  fun- 
rionos.En  los  casos  de  muerte,  declaración  de  haber  lugar  ásu  re- 
nuncia, ú  otra  clase  de  imposibilidad  absoluta,  ó  que  no  pudiere  ce- 
sar antes  de  cumplirse  el  tiempo  que  falta  á  los  cinco  años  de  su 
duración  constitucional,  el  ministro  viceprcsid(;nte  en  los  primeros 
diez  dias  de  su  gobierno,  espedirá  las  órdenes  convenientes  para 
que  se  proceda  á  nueva  elección  de  presidente  en  la  forma  preve- 
nida por  la  constitución. 

Art.  75.  A  falta  del  ministro  del  despacho  para  el  interior  sub- 
rogará al  presidente  el  mini^tro  del  despacho  mas  antiguo,  i  á  fal- 
ta  de  los  ministros  del  despacho,  el  consejero  de  estado  mas  anti- 
guo, que  no  fuere  eclesiástico. 

Art.  76.  El  presidente  de  la  república  no  puede  salir  del  terri- 

(I)    Leí  de  '28  de  agosto  de  1851. 
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torio  del  estado  durante  el  tiempo  de  su  gobierao»  o  un  año  des- 
pués de  haber  concluido,  sin  acuerdo  del  congreso. 

Art.  77.  El  presidente  de  la  república  cesará  el  mismo  dia  en 
que  se  cojnpleten  los  cinco  años  que  debe  durar  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  i  le  sucederá  el  nuevamente  electo. 

Art.  78.  Si  éste  se  hallare  impedido  para  tomar  posesión  de  la 
presidencia»  le  subrogará  mientras  tanto  el  consejero  de  estado 
mas  antiguo;  pero  si  el  impedimento  del  presidente  electo  fuere 
absoluto  ó  debiere  durar  indefinidamente,  ó  por  mas  tiempo  del 
señalado  al  ejercicio  de  la  presidencia,  se  hará  nueva  elección  en 
la  forma  constitucional  subrogándole  mientras  tanto  el  mismo  con- 
sejero de  estado  mas  antiguo  que  no  sea  eclesiástico. 

Art.  79.  Cuando  en  los  casos  de  los  arts.  74  i  78  hubiere  de 
procederse  á  la  elección  de  presidente  de  la  república  fuera  de  la 
época  constitucional;  dada  la  orden  para  que  se  elijan  los  electores 
en  un  mismo  dia,  se  guardará  entre  la  elección  de  éstos,  la  del 
presidente  i  el  escrutinio,  ó  rectificación  que  deben  verificar  las 
cámaras,  el  mismo  intervalo  de  dias  i  las  mismas  formas  que  dis- 
ponen los  arts.  65  i  siguientes  hasta  el  73  inclusive. 

Art.  80.  El  presidente  electo,  al  tomar  posesión  del  cargo,  pres- 
tará en  manos  del  presidente  del  senado,  reunidas  ambas  cámaras 
en  la  sala  del  senado,  el  juramento  siguiente: 

(( Yo  N.  N.  juro  por  Dios  nuestro  Señor  i  estos  santos  evanjelios, 
que  desempeñaré  fielmente  el  cargo  de  presidente  de  la  república ; 
que  observaré  i  piotejeré  la  relijion  católica,  apostólica,  romana; 
que  conservaré  la  integridad  é  independencia  de  la  república,  i  que 
guardaré  i  haré  guardar  la  constitución  i  las  leyes.  AsLDios  me 
ayude,  i  sea  en  mi  defensa,  i  si  no,  me  lo  demande. » 

Art.  81.  Al  presid<*nte  de  la  república  está  confiada  la  adminis- 
tración i  gobierno  del  estado ;  i  su  autoridad  se  estiende  á  todo 
cuanto  tiene  por  objeto  la  conversación  del  orden  público  en  el  in- 
terior, i  la  seguridad  esterior  de  la  república,  guardando  i  haciendo 
guardar  la  constitución  i  las  leyes. 

Art.  82.  Son  atribuciones  especiales  del  presidente  : 

1."  Concurrir  a  la  Tormacion  de  las  leyes  con  arreglo  á  la  cons- 
titución ;  sancionarlas  i  promulgarlas. 

2.*  Lspedir  los  decretos,  reglamentos  é  instrucciones  que  crea 
convenientes  para  la  ejecución  de  las  leyes. 

3.*  Velar  por  la  conducta  ministerial  de  los  jueces  i  demás  em- 
pleados del  orden  judicial,  pudiendo,  al  efecto,  requerir  al  ministe- 
rio público  para  que  reclame  medidas  disciplinarias  del  tribunal 
competente,  ó  para  que,  si  hubiere  mérito  bastante,  entable  la  cor- 
respondiente acusación. 

4.*  Prorogar  las  sesiones  ordinarias  del  congreso  hasta  cin- 
cuenta dias. 
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5.*  Gomocark)  á  sesiones  estraordinarias,  coa  acuerdo  del  con- 
sejo de  estado. 

6.*  Nombrar  i  remover  á  su  voluntad  á  los  ministros  del  des- 
pacho i  oflciales  de  sus  si'creiarías.  á  los  consejeros  de  estado  de 
su  elección,  á  los  ministros  diplomáticos*  á  los  cónsules  i  demás 
ajantes  esteriores,  á  los  intaidentes  de  provincia  i  á  los  goberna- 
dores de  plaza. 

7.*  Nombrar  los  migiatrados  de  los  tribunales  superiores  de 
justicia,  i  los  jueces  letrados  de  primera  instancia  á  propuesta  del 
coo8<>jode  estado,  conforme  á  la  parte  3.*  del  art.  104. 

8/  Presentar  para  los  arzobispados,  obispados,  dignidades  i 
prebendas  de  las  iglesias  catedrales*  á  propuesta  en  terna  del  con- 
sejo de  eslado.  —  La  persona  en  quien  recayere  la  elección  del  pre- 
sidente para  arzobispo  ú  obispo,  debe  además  obtener  la  aproba- 
ción del  senado. 

9.*  Proveer  los  demás  empleos  civiles  i  militares,  procediendo 
con  acuerdo  del  senado,  i  en  el  receso  de  éste,  con  el  de  la  comi* 
sien  consfrvadora,  par»  conferir  los  empleos  ó  grados  de  coroneles, 
capitanes  de  navio,  i  demás  ofícinles  superíoris  del  ejército  i  ar- 
mada. —  En  el  campo  de  batalla  podi*á  conferir  estos  empleos 
militares  superiores  por  si  solo. 

10.  Destituir  á  los  empleados  por  ineptitud,  ú  otro  motivo 
que  haga  inútil  ó  perjudicial  su  servicio ;  pero  con  acuerdo  del 
penado,  i  en  su  receso  am  el  de  la  comisión  conservadora,  si  son 
jefes  de  oficinas  ó  empleados  superiores ;  i  con  informe  del  res- 
pectivo jefe,  si  son  empleados  subalternos. 

11.  Conceder  jubilaciones,  retiros,  licencias  i  goce  de  monte- 
pío con  arreglo  á  las  leyes. 

12.  Cuidar  de  la  recaudación  de  las  rentas  públicas,  i  decre- 
lar  su  inversión  con  arreglo  á  la  lei. 

13.  Ejercer  las  atribuciones  del  patronato  respecto  de  las 
iglesias,  beneficios  i  personas  eclesiásticas,  con  arreglo  a  las  leyes. 

14.  Conceder  el  pase,  ó  retener  los  decretos  conciliares,  bulas 
pontificias,  breves  i  rescriptos  con  acuerdo  del  consejo  de  estado ; 
pero  si  contuvieren  disposiciones  jenerales  solo  podrá  concederse 
el  pase  ó  retenerse  por  medio  de  una  lei. 

15.  Conceder  indultos  particulares  con  acuerdo  del  consejo 
de  estado.  —  Los  ministros,  consejeros  de  estado,  miembros  de 
la  comisión  conservadora,  jenerales  en  jefe,  é  intendentes  de  pro- 
vincia, acusados  por  la  cámara  de  diputados,  i  juzgados  por  el  se- 
nado, no  pueden  ser  indultados  sino  por  el  congreso. 

16.  Disponer  de  la  fuerza  de  mar  i  tierra,  organizaría  i  dis- 
tribuirla, según  lo  hallare  por  conveniente. 

17.  Mandar  personalmente  las  fuerzas  de  mar  i  tierra,  con 
acuerdo  del  senadío,  i  en  su  receso  con  el  de  la  comisión  conser- 
vadora. Ln  este  caso,  el  presidente  de  la  república  podrá  residir 
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eu  cualquiera  parte  del  territorio  ocupado  por  laa  armas  chilenas. 

i  8.  Declarar  la  guerra  con  previa  aprobación  del  congreso,  i 
conceder  patentes  de  corso  i  letras  de  represalia. 

10.  Mantener  las  relaciones  polilicas  oon  las  potencias  eitran- 
jóras^  recibir  sus  ministros,  admitir  sus  cónssules,  conducir  las 
negociaciones*  hacer  las  estipulaciones  preliminares,  concluir  i 
firmar  todos  los  tratados  de  paz,  de  alianza,  de  tregua«  de  neutra* 
lidad,  de  comercio^  concordatos  i  otras  oonvenciones.  —  l^s  tra- 
tados, ántfs  de  su  ratificación,  se  presentarán  h  In  aprobación  'del 
congreso.  Las  discuciones  i  deliberaciones  sobre  estos  objetos 
serán  secretas»  si  asi  lo  eiije  el  presidente  de  la  república. 

30.  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  re- 
pública en  caso  de  ataque  esterior,  con  acuerdo  del  consejo  de 
estadOf  i  por  un  determinado  tiempo. 

En  caso  de  conmoción  interior,  la  declaración  de  hallat*se  uno  ó 
varios  puntos  en  estado  de  sitio^  corresponde  al  congreso;  pero  si 
éste  no  se  hallare  reunido^  puede  el  presidente  hacerla  con  acuerdo 
del  consejo  de  estado,  por  un  determinado  tiempo.  Si  á  la  reunión 
del  congreso  no  hubiere  espirado  el  término  señalado,  la  declara- 
cioit  que  ha  hecho  el  presidente  de  la  república  se  tendrá  por  una 
proposición  de  lei. 

^i.  Todos  los  objetos  de  policía  i  todos  los  establecimientos 
públicos  están  bajo  la  suprema  inspección  del  pro>idente  de  la 
república  conforme  á  las  particulares  ordenanzas  que  los  rijan. 

Art.  83.  El  presidente  de  la  república  puede  ser  acusado  solo  en 
el  año  inmediato  después  de  concluido  et  término  de  su  presiden- 
cia<  por  todos  los  actos  de  su  administración,  en  que  haya  ciitnpro- 
metido  gravemente  el  honor  ó  la  seguridad  del  estado,  6  infrinjido 
abiertamente  la  constitución.  ^ —  Las  iórmulas  para  la  acusación 
del  presidente  de  la  república  serán  las  de  los  artículos  93  hasta  el 
100  inclusive. 


De  lo8  ministros  del  despacho. 

Art^  84.  El  número  de  los  ministros  i  sus  respectivos  depaila^ 
mentos  serán  determinados  por  la  lei. 

Art.  85.  Para  ser  ministro  se  rec|uiere : 
i.*  Haber  nacido  en  el  territorio  de  la  república. 
"i."*  Tener  las  calidades  que  se  eiljeii  para  ser  miembro  de  la 
cámara  de  diputados. 

Art.  86.  Todas  las  órdenes  del  presidente  de  la  república  debe- 
rán firmarse  por  el  ministro  del  departamento  respectivo;  i  no  po- 
drán ser  obedecidas  sin  este  esencial  requisito. 

Art.  87.  Cada  ministro  es  responsable  personalmente  de  ios 
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actos  que  flmuire,  é  in  tólidum  de  lo  que  suscribiere  ó  acordare  con 
los  otros  ministros* 

Art.  88*  Luego  que  el  congreso  abra  sus  sesiones*  deberán  los 
ministros  del  despacho  darle  cuenta  del  estado  déla  nación,  en  lo 
relativo  á  loa  negocios  del  departamento  de  cada  uno. 

Art.  89.  Deberán  igualmente  presentarle  el  presupuesto  anual  de 
los  gastos  que  deban  hacerse  en  sus  respectivos  departamentos;  i 
dar  cuenta  de  la  inversión  de  las  sumas  decretadas  para  llenar  los 
gastos  del  año  anterior. 

Art.  90.  No  son  incompatibles  las  funciones  de  ministro  del  des- 
pacho con  las  d  *  st*nador  ó  diputado. 

Art.  91.  Los  ministros,  aun  cuando  no  sean  miembros  del  senado 
ó  de  la  cámara  de  diputados,  pueden  concurrir  á  sus  sesiones,  i 
tomar  pnrte  en  su^  debates ;  pero  no  totar  en  ellas. 

Art.  93.  Los  ministros  del  despacho  pueden  ser  acusados  por  la 
cámara  de  diputados  por  los  delitos  de  traición,  concusión,  mal« 
versación  de  los  fondos  públicos,  soborno,  infracción  de  la  coiisti^** 
todon,  por  atropellamiento  de  las  leyes,  por  haber  dejado  éstas  sin 
ejecución  i  por  haber  comprometido  gratemente  la  seguridad  6  el 
honor  de  la  nación. 

Art.  93.  Presentada  la  proposición  de  acusación,  se  señalará  uno 
de  los  ocho  dias  siguientes  para  que  el  ministro  contra  quien  se 
dirije  dé  esplicaciones  sobre  los  hechos  que  se  le  imputan,  i  para 
deliberar  sobre  si  la  proposición  de  acusación  se  admite  6  nó  á 
exámeo. 

Art.  94.  Admitida  á.  examen  la  proposición  de  acusación,  se  nom- 
brará á  la  suerte,  entre  los  diputados  presentes,  una  comisión  de 
ndeve  individuos,  para  que  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes, 
dictamine  sobre  si  hai  ó  nd  mérito  bastante  para  acusar. 

Art.  95.  Presentado  el  informe  de  la  comisión,  la  cámara  proce- 
deiá  á  discutirlo  oyendo  á  los  miembros  de  la  comisión,  al  autor  ó 
autores  dé  la  proposición  de  acusación  i  al  ministro  6  ministros  i 
demás  diputados  que  quisieran  tomar  parte  en  la  discusión. 

Art.  90.  Terminada  la  discusión,  si  la  cámar»  resolviere  admitir 
la  proposición  de  acusación,  nombrará  tres  individuos  de  su  seno 
para  que  en  su  representación  la  formalicen  i  prosigan  ante  el 
senado. 

Art.  97.  Desde  el  momento  en  que  la  cámara  acuerdé  entablarla 
acusación  ante  el  senado,  ó  declarar  que  lia  lugar  á  formación  de 
causa,  quedará  suspendido  de  sus  funciones  el  miinstro  acusado. 

La  suspensiun  cesará  si  el  senado  no  hublire  pronunciado  su 
fallo  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  á  la  fecha  en  que  la  cá- 
tnara  de  diputados  hubi»  re  acordado  entablar  la  acusación. 

Art.  98.  El  senado  juzgará  al  ministro,  procediendo  como  jurado 
i  se  limitará  á  declarar  si  es  ó  nó  culpable  del  delito  6  abuso  de 
poder  que  se  le  imputa. 
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La  declaración  de  culpabilidad  deberá  ser  pronunciada  por  los 
dos  tercios  del  número  de  senadores  presentes  á  la  sesión.  Por  la 
declaración  de  culpabilidad,  queda  el  ministro  destituido  de  su 
cargo. 

El  ministro  declarado  culpable  por  el  senado,  será  juzgado  con 
arreglo  á  las  leyes  por  el  tribunal  ordinario  competente,  tanto  para 
la  aplicación  de  la  pona  señalada  al  delito  cometido,  cuanto  para 
hacer  efectiva  la  responsabilidad  civil,  por  los  daños  i  perjuicios 
causados  al  estado  ó  á  particulares. 

Lo  dispuesto  en  los  articules  95,  96,  97  i  en  el  presente,  se  ob- 
servará también  respecto  de  las  demás  acusaciones  que  la  cámara 
de  diputados  entablare  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  in- 
ciso 2.<*  art.  38  de  esta  constitución. 

Art.  99.  Los  ministros  pueden  ser  acusados  por  cualquier  indi- 
viduo particular,  por  razón  de  los  perjuicios  que  éste  pueda  haber 
sufrido  injustamente  por  algún  acto  del  ministerio  :  la  queja  debe 
dirijirse  al  senado,  i  éste  decide  si  ha  lu^ar,  ó  nó,  á  su  admisión. 

Art.  100.  Si  el  senado  declara  haber  Tugar  á  ella,  el  reclamante 
demandará  al  ministro  ante  el  tribunal  de  justicia  competente. 

Art.  101.  La  cámara  de  diputados  puede  acusar  á  un  ministro 
mientras  funcione,  i  en  los  seis  meses  siguientes  á  su  separación 
del  cargo.  Durante  estos  seis  meses,  no  podrá  ausentarse  de  la  re- 
pública sin  permiso  del  congreso,  ó  en  receso  de  éste,  de  la  co- 
misión conservadora. 


Dttl  9onaeJo  de  «atado. 

Art.  102.  Habrá  un  consejo  de  estado  compuesto  de  la  manera 
siguiente  : 

De  tres  consejeros  elejidos  por  el  senado  i  tres  por  la  cámara 
de  diputados  en  la  primera  sesión  ordinaria  de  cada  renovación 
del  congreso,  pudiendo  ser  reelejidos  los  mismos  consejeros  ce- 
santes. En  caso  de  muerte  ó  impedimento  de  alguno  de  ellos,  pro- 
cederá la  cámara  respectiva  á  nombrar  el  que  deba  subrogarle 
hasta  la  próxima  renovación ; 

De  un  miembro  de  las  cortes  superiores  de  justicia,  residente 
en  Santiago ; 

De  un  eclesiástico  constituido  en  dignidad ; 

De  un  jeneral  de  ejército  ó  armada ; 

De  un  jefe  de  alguna  oficina  de  hacienda ; 

De  un  individuo  que  haya  desempeñado  los  cargos  de  ministro 
de  estado,  ájente  diplomático,  intendente,  gobernador  ó  muni- 
cipal. 

Estos  cinco  últimos  consejeros  serán  nombrados  por  el  presi- 
dente de  la  i*epública. 
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El  consejo  será  presidido  por  el  presidente  de  la  república,  i 
para  reemplazar  á  éste,  nombrará  de  su  seno  un  vice-presidente 
que  se  elejirá  todos  los  años,  pudiendo  ser  reelejido. 

El  vicepresidente  del  consejo  se  considerará  como  consejero 
mas  antiguo  para  los  efectos  de  los  arts.  75  i  78  de  esta  cons* 
titudon. 

Los  ministros  del  despacho  tendrán  soto  voz  en  el  consejo,  i  si 
algún  consejero  fuere  nombrado  ministro,  dejará  vacante  aquel 
paesfo. 

Art.  i 03.  Para  ser  consejero  de  estado  se  requieren  las  mismas 
calidades  que  para  ser  senador. 
Art.  i  04.  Son  atribuciones  del  consejo  de  estado  : 

1.*  Dar  su  dictamen  al  presidente  de  la  república  en  todos 
los  casos  que  lo  consultare. 

2.*  Presentar  al  presidente  de  la  república  en  las  vacantes  de 
joeces  letrados  de  primera  instancia,  i  miembros  de  los  tribunales 
superiores  de  justicia,  los  individuos  que  juzgue  mas  idóneos, 
previas  las  propuestas  del  tribunal  superior  que  designe  la  lei,  i 
en  la  forma  que  ella  ordene. 

3."  Proponer  en  terna  para  los  arzobispados ,  obispados,  dig- 
nidades i  prebendas  de  las  iglesias  catedrales  de  la  república. 

4.'  Conocer  en  todas  las  materias  de  patronato  i  protección 
(|ue  se  redujeren  á  contenciosas,  oyendo  el  dictamen  del  tribunal 
superior  de  justicia  que  señale  la  lei. 

5.*  Conocer  igualmente  en  las  competencias  entre  las  autorida- 
des administrativas,  i  en  las  que  ocurrieren  entre  éstas  i  los  tribu- 
nales de  justicia. 

6.*  Declarar  si  ha  lugar,  ó  nó,  á  la  formación  de  causa  en  ma- 
teria criminal  contra  los  intendentes,  gobernadores  de  plaza  i  de 
dq[)artamento.  Esceptúase  el  caso  en  que  la  acusación  contra  los 
intendentes  se  intentare  por  la  cámara  de  diputados. 

7."  Prestar  su  acuerdo  para  declarar  en  estado  de  asamblea 
Qna  ó  mas  provincias  invadidas  ó  amenazadas  en  caso  de  guerra 
extranjera. 

8."  El  consejo  de  estado  tiene  derecho  de  moción  para  la  des- 
titución de  los  ministros  del  despacho,  intendentes ,  gobernadores  i 
otros  empleados  delincuentes,  ineptos  ó  neglíjentes. 

Art.  i  05.  El  presidente  de  la  república  propondrá  á  la  delibe- 
ración del  consejo  de  estado  : 

1.^  Todos  los  proyectos  de  lei  que  juzgare  conveniente  pasar 
al  congreso. 

2.®  Todos  los  proyectos  de  lei  que,  aprobados  por  el  senado  i 
<^niara  de  diputados,  pasaren  al  presidente  de  la  república  para 
su  aprobación. 

3.®  Todos  los  negocios  en  que  la  constitución  exija  señalada- 
mente que  se  oiga  al  consejo  de  estado. 


4.A  hoB  pr68upue«to«  anuales  de  gastos  que  han  d^  pasarse  al 
eongreao, 

5.®  Todos  los  negocios  en  que  el  p^esldent^  jwgue  oonve- 
nienie  oír  (il  dictimen  dal  consejo, 

Art.  tU6.  El  dictamen  del  oonsejo  de  estado  es  puramente  con- 
sultivo, salvo  en  los  especiales  casos  en  que  la  constitución  re- 
quiere que  el  presidente  de  la  república  proceda  con  su  acuerdo. 

Art.  iU7t  los  consejeros  de  estado  son  responsables  de  los  dio- 
támenes  que  oreslenal  presidente  de  la  república  contraríos  6  las 
leyes,  i  maniíiestamente  mal  intencionados ;  i  podran  ser  acusa- 
dos i  juzgados  en  la  forma  que  previenen  los  arts.  93  hasta  98  in- 
clusive. 


CAPITULO  vm 

DE  LA  ADMINISTRACIÓN  DC  .lUSTICIA. 


Art,  408.  La  facultad  de  juagar  laa  causas  civiles  i  criminales 

Sertenece  esclusivamente  á  los  tribunales  establecidos  por  la  lei. 
i  el  congreso,  ni  el  presidente  de  la  república  puedan  en  nin- 
gún caso  ejercer  funciones  judioialest  6  avocarse  causas  pendien- 
tes, ó  ha^-er  revivir  procesos  fenecidos. 

Art.  109.  Solo  en  virtud  de  una  lei  podrá  hacerse  innovación  en 
laa  atribuciones  de  los  tribunales,  ó  en  pl  uúmero  de  sus  indivi- 
duos. 

Art,  no.  Los  majistrados  de  los  tribunales  superiores  i  (os  jue- 
ces letrados  de  primera  instancia  perroaneoarán  durante  su  buena 
comportacion.  tos  jueces  de  comercio,  los  alcaldes  ordinarios  i 
otros  jueces  inferiores  desempeñarán  su  respectiva  judicatura  por 
el  tiempo  que  determinen  las  leyes.  Los  jueces  no  podrán  ser  4^ 
puchtos  de  sus  destinos,  sean  temporales  ó  perpetuos,  sino  por  cau- 
sa legalmonte  sentenciada. 

Art.  lii.  Los  juec^es  son  personalmente  responsables  por  les 
crímenes  de  cohecho,  falta  dó  observancia  de  las  leyes  que  arre- 
glan el  proceso,  i  en  jeneral  por  toda  prevaricacipn»  4  torcida  ad- 
ministración dn  justicia.  -^  La  lei  determinará  loa  casos  i  el  modo 
de  hacer  efectiva  esta  responsabilidad. 

Art.  113.  La  lei  determinará  las  calidades  que  respectivamente 
deban  tener  los  jueces,  i  los  añus  que  deban  baher  ejercido  la  pro- 
fesión de  al)Ogado  los  que  fueren  nombrados  majistrados  de  los  tri- 
bunales siiperiores  á  jueces  letrados, 

Art.  113.  Habrá  en  la  repúbliea  l 


*epábli6a  uní}  majislratifra  á  e^p  WS^ 
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«té  la  floperíntalidoiicta  díreotÍTa«  eopreeoional  y  «Mmómioa  aobre 
tAdot  1m  tribunales  y  juigadoa  de  la  naeion,  con  arreglo  ala  leí 
que  determine  fui  organincion  y  atríbucionea. 

Art.  Ii4.  Una  lei  especial  determinará  la  organización  i  atribu- 
ciones de  todos  los  tribunales  i  juzgados  que  fueren  necesarios  para 
la  pronta  i  cumplida  administración  de  justicia  en  todo  el  territo- 
rio de  la  república. 


CAPITULO  IX 

DEL  GOBIERNO  I   ADMINISTRACIÓN   INTERIOR. 


Art.  H5.  El  territorio  de  la  repúbliea  se  divida  en  provincias, 
las  provincias  en  departamentos,  los  departamentos  en  sulidelega" 
cienes  i  las  subdelegaoionea  en  distritos. 


B«  IM  IstondaAtas. 

Art.  Ii6.  El  gobierno  superior  de  oada  provínola  en  todos  los  ra- 
mos de  la  administración  residlrA  en  un  tnlsfideiito,  quien  lo  ejer- 
cerá con  arralo  á  las  leyes  i  ¿  las  órdenes  é  instPiíenones  del  pre«* 
sidente  de  la  república,  de  quien  es  ájente  natural  ó  inmediato.  Su 
duración  es  por  tres  años ;  pero  puede  repetirse  su  nombramiento 
indefinidamente. 


Pe  !«■  floiMnMiiMwii 

Art.  117.  El  gobierno  de  cada  departamento  reside  en  un  yober^ 
wáw  subordinado  al  intendente  de  la  provinoia.  8u  duración  es 
por  tres  aflos. 

Art.  118.  Los  gobernadores  son  nombrados  por  el  presidente  de 
la  repúbliea,  a  propuesta  del  respectivo  intendente,  i  pueden  ser 
removidos  por  éste,  con  aprobación  del  presidente  de  la  repáblioa. 

Art.  ii9.  El  intendente  de  la  provinoia  es  también  gobernador 
del  departamento  en  cuya  eapital  resida. 


Írt,  laO,  l<as  subdalegdMQP^  «PP  rfjidM  por  un  9MMe\$§$4% 
ordinado  al  gob^nidor  dül  dtBaFtamtPtei  I  ii«iAbii4o  por  ^« 
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Los  subdelegados  durarán  en  este  cargo  por  dos  años;  pero  pueden 
ser  removidos  por  el  gobernador,  dando  cuenta  motivada  al  ioten- 
dente  :  pueden  también  ser  nombrados  indefinidamente. 


De  los  impeoloras. 

Art.  121.  Los  distritos  son  rejidos  por  un  inspector^  bajo  las  ór- 
denes del  subdelegado,  que  éste  nombra  i  remueve  dando  cuenta  al 
gobernador. 

De  las  mmiiotiMdldadeB. 

Art.  122.  Habrá  una  rntrnicipalidad  en  todas  las  capitales  de  de- 
parlamento,  i  en  las  demás  poblaciones  en  que  el  presidente  de  la 
república,  oyendo  a  su  consejo  de  estado,  tuviere  por  conveniente 
establecerla. 

Art.  123.  Las  municipalidades  se  compondrán  del  número  de  o/- 
caldes  i  rejidores  que  determine  la  lei  con  arreglo  á  la  población 
del.dep'«rtamenio,  ó  del  territorio  señalado  á  cada  una. 

Art.  124.  La  elección  de  los  rejidores  se  hará  por  los  ciudada- 
nos en  votación  directa,  i  en  la  forma  que  prevenga  la  lei  de  elee- 
cienes.  La  duración  de  estos  destinos  es  por  tres  años. 

Art.  125.  La  lei  determinará  la  forma  de  la  elección  de  los  al- 
caldes, i  el  tiempo  de  su  duración. 
Art.  126.  Para  ser  alcalde  6  rejidor,  se  requiere  : 
1."^  Gmdadania  en  ejercicio. 

2.^  Cinco  añüs,  á  lo  menos,  de  vecindad  en  el  territorio  de  la 
municipalidad. 

Art.  127.  El  gobernador  es  jefe  superior  de  las  municipalidades 
del  departamento,  i  presidente  de  la  que  existe  en  la  capital.  El 
subdelegado  es  presidente  de  la  municipalidad  de  su  respectiva 
subdelegacion. 
Art.  128.  Corresponde  á  las  municipalidades  en  sus  territorios : 
i.^  Cuidar  de  la  policía  de  salubridad,  comodidad,  ornato  i 
recreo. 

2.0  Promover  la  educación,  la  agricultura,  la  industria  i  el  co- 
mercio. 

3.0  Cuidar  de  las  escuelas  primarias  i  demás  establecimientos 
de  educación  que  se  paguen  de  fondos  municipales. 

4.0  Cuidar  de  los  hospitales,  hospicios,  casas  de  espósitos, 
cárceles,  casas  de  corrección,  i  demás  establecimientos  de  benefi- 
cencia, bajo  las  reglas  que  se  prescriban. 

5.0  Cuidar  de  la  construcción  i  reparación  de  los  caminos,  cal- 
zadas, puentes  i  de  todas  las  obras  públicas  de  necesidad,  utilidad 
i  ornato  que  se  costeen  con  fondos  municipales. 
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6.*  Administrar  é  invertir  los  caudales  de  propios  i  arbitrios, 
conforme  á  las  reglas  que  dictare  la  lei. 

7.*  Hacer  el  repartimiento  de  las  contribuciones,  reclutas  i 
reemplazos  que  hubieren  cabido  al  territorio  de  la  municipalidad, 
en  los  casos  en  que  la  lei  no  lo  haya  cometido  á  otra  autoridad  ó 
personas. 

8.^  Dirijir  al  congreso  en  cada  año,  por  el  conducto  del  inten- 
dente i  del  presidente  de  la  república,  las  peticiones  que  tuvieren 
por  convenit^nte,  ya  sea  sobre  objetos  relativos  al  bien  jeneral  del 
estado,  ó  al  particular  del  departamento,  especialmente  para  esta- 
blecer propios,  i  ocurrir  á  los  gastos  estraordinarios  que  exijieren 
las  obras  nuevas  de  utilidad  común  del  departamento,  ó  la  repara- 
ción de  las  antiguas. 

9.*  Proponer  al  gobierno  supremo,  ó  al  superior  de  la  provin- 
cia, ó  al  del  departamento,  las  medidas  administrativas  conducen- 
tes al  bien  jeneral  del  mismo  departamento. 

10.  Formar  las  ord^^nanzas  municipales  sobre  estos  objetos,  i 
presentarlas  por  el  conducto  del  intendente  al  presidente  de  la  re- 
pública para  su  aprobación  con  audiencia  del  consejo  de  estado. 

Art.  i 29.  Ningún  acuerdo  ó  resolución  de  la  municipalidad  que 
no  sea  observancia  de  las  reglas  establecidas,  podrá  llevarse  a  efec 
to,  sin  ponerse  en  noticia  del  gobernador,  ó  del  subdelegado  en  su 
caso,  quien  podrá  suspender  su  ejecución,  si  encontrare  que  ella 
perjudica  al  orden  público. 

Art.  IS^O.  Todos  los  empleos  municipales  son  cargas  concejiles, 
de  que  nadie  podrá  escusarse  sin  tener  cansa  señalada  por  la  lei. 

Art.  i31.  Una  lei  especial  arreglará  el  gobierno  interior,  seña- 
lando las  atribuciones  de  todos  los  encargados  de  la  administración 
prorincial,  i  el  modo  de  ejercer  sus  funciones. 


CAPITULO  X 

DE  LAS  garantías  DE  LA  SEGURIDAD  I   PROPIEDAD 


Art.  i32.  En  Chile  no  hai  esclavos,  i  el  que  pise  su  territorio, 
queda  libre.  No  puede  hacerse  este  tráfico  por  chilenos.  El  estranje- 
ro  que  lo  hiciere,  no  puede  habitar  en  Chile,  ni  naturalizarse  en  la 
república. 

Art.  135.  Ninguno  puede  ser  condenado,  si  no  es  juzgado  legal- 
mente,  i  en  virtud  de  una  lei  promulgada  antes  del  hecho  sobre  que 
recae  el  juicio. 

ArL  134.  Ninguno  puede  ser  juzgado  por  comisiones  especiales. 
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sino  por  el  tribunal  que  le  seü^le  la  lei,  i  que  ae  baile  ettablacido 

con  anterioridad  por  ésta. 

hri,  1^5.  Para  que  una  ¿rden  de  arresto  pueda  ejecutarse,  se  re- 
(juiere  que  emane  de  una  autoridad  que  tenga  facultad  de  arrestar, 
i  que  se  intime  al  arrestado  al  tiempo  de  la  aprehensión, 

Art.  156.  Todo  delincuente  in  fraganti  puede  ser  arrestado  sin 
decreto,  i  por  cualquiera  persona,  para  el  único  objeto  de  condu- 
cirle ante  el  iuez  competente. 

Art.  137-  Ninguno  puede  ser  preso  ó  detenido,  sino  en  su  casa, 
ó  en  los  lugares  públicos  destinados  &  este  objeto. 

Art.  138.,  Los  encargados  de  las  pii^iones  no  pueden  recibir  en 
ellas  h  nadie  en  calidaade  preso,  ^in  copiar  en  su  rejistro  la  orden 
de  arresto,  emanada  de  autoridad  que  tenga  facultad  de  arrestar. 
Pueden»  sin  embargo,  recibir  en  el  recinto  de  la  prisión,  en  oíase  de 
detenidos,  i  los  que  fueren  conducidos  con  el  objeto  de  ser  presen- 
tados al  juez  competente;  pero  con  la  obligación  de  dar  cuenta  á 
éste  dentro  de  veinticuatro  boras. 

Art.  139.  Si  en  algunas  circunstancias  la  autoridad  pública  hi- 
ciere arrestar  &  algún  habitante  de  la  república,  el  funcionario  que 
hubiere  decretado  el  arresto,  deberá  dentro  de  las  cuarenta  i  ooho 
horas  siguientes  dar  aviso  al  juez  competente  poniendo  d  su  dispo^ 
sicion  al  arrestado. 

Art.  140,  Ninguna  incomunicación  puede  impedir  que  el  majiST 
trado  encargado  de  la  casa  de  detención  en  que  se  halle  el  prasOt  h 
visite. 

Art.  141,  E4e  majistradoes  obligado,  siempre  que  el  preso  le 
requiera,  á  trasmitir  al  jues  competente  la  copia  del  deoreto  de 
prisión  que  se  hubiere  dado  al  reo  i  ó  A  reclamar  para  que  se  te  dé 
dicha  copia ;  ó  á  dar  él  mismo  un  certiñcado  de  hallarse  preao  aquel 
individuo,  si  al  tiempo  de  su  arresto  se  hubiere  omitido  este  requi- 
sito. 

Art.  142.  Afianzada  suficientemente  la  persona  ó  el  saneamiento 
de  la  acción,  en  la  forma  que  según  la  naturaleza  de  los  casos  de- 
termine la  lei,  no  debe  ser  preso,  ni  embargado,  el  que  no  es  res- 
ponsable á  pena  aflictiva  ó  mfamante. 

Art.  143.  Todo  individuo  que  se  hallare  preso  ú  detenido  ilegal- 

mente  por  haberse  faltado  ¿  lo  dispuesto  en  los  arts.  135,  137. 
138  i  139,  podrá  recurrir  por  si,  ó  cualquiera  á  su  nombre,  á  la  ma- 

jistratura  que  señale  la  lei,  reclamando  que  se  guarden  las  fomsas 
legales,  Esta  majistratura  decretará  que  el  reo  st^a  traído  A  su  pre- 
sencia, i  su  decreto  será  precisamente  obedecido  por  todos  los  en*" 

cargados  de  las  cárceles,  ó  lugares  de  detención.  Instruida  de  los 

antecedentes,  har&  que  se  reparen  los  deiectos  legales,  i  Pondr4  al 
reo  á  d  sposiclon  dtl  jues  competente,  prooedienoo  an  todo  breve  i 

sumariamente,  corrijiendo  por  si,  ó  dando  cuenta  á  quien  Qorros- 

ponda  carrejir  lo^  abusón, 


kfU  i44*  Bn  la«  eau^as  opíminale»  no  se  podrí  obligar  al  rao  á 
que  declara  bajo  juramenlo  sobre  beoho  propio,  asi  como  tampoco 
á  sus  descendientes,  marido  4  fnujeri  i  pariontos  basta  ol  torear 
grado  do  consanguinidad,  i  segundo  de  dOnidad  ioolnsíve, 

Ari.  14$.  No  podrá  aplioarse  tarmopto«  ni  imponersa  en  oaso 
alguno  la  pana  de  aonnsoaoíon  de  bianasr  Ninguna  pena  infamante 
pasará  jamás  de  la  persona  de)  condenado. 

Ari.  il6.  La  9asii  do  toda  ppraona  nua  bsbita  al  tarrítorio  cbile- 
no,  as  un  asilo  innolabla,  i  solo  pueae  sor  allanada  por  un  motivo 

especial  determinado  por  la  lei;  i  an  virtud  da  Órdon  de  autoridad 
eompatento, 

Art.  i47.  La  correspondencia  epistolar  as  inviolable,  No  podrán 
abrírsa,  ni  intaraaptarsa,  ni  rejistrarse  los  pápelas  ó  efoatost  sino 
sn  las  ^sos  a^prasfunanto  señalados  ñor  la  lay, 

Art*  148,  Solo  el  congreso  |)uade  imponer  contribuciones  direc- 
tas 6  indireotas,  i  sin  su  espacial  autori9acMon«  es  prohibido  á  toda 
stttoridad  dal  astado  i  h  todp  individuo  imponerlas,  aunque  sea 
bajo  pretesto  precario,  voluntario,  ó  de  cualquiera  Otra  clase, 

Art.  149.  No  pueda  aiigifsa  ninguna  espeaia  da  servicio  perso- 
nal i  da  fiontribuaioni  sino  an  virtud  de  un  da^reto  de  autoridad 
eompeíanbi.  deducido  da  la  lai  (pía  autorisa  aquaila  exacción,  i  ma^- 

nifestándose  el  decreto  al  contribuyente  en  el  acto  de  impoiiarle  el 
gravamen. 

Art.  150,  Ningún  auarpo  armado  pueda  hacer  requisiciones,  ni 
eiijjr  aíasa  alguna  de  au)(ilios,  sino  por  madip  da  las  autoridades 
Cirilas,  i  aon  deri^eto  da  éstas. 

Art.  151.  Ninguna  clase  de  trabajo  ó  industria  puoda  ser  prohi- 
bida, i  menos  qua  se  oponga  á  las  buenas  aostumbras,  h  la  segu- 
ridad, ó  á  la  salubridad  públiaai  ¿  qm  |q  axija  e|  inferes  nacional, 
i  una  lei  lo  declara  asi. 

Art.  153.  Todo  autor  A  inventor  tandrá  la  propiedad  asclusiva  de 
ao  descubrímianfo,  á  prQduoaion«  por  al  tiempo  que  le  concediere 
la  lei ;  i  ai  ésta  aiijiara  su  publioaQÍon«  se  dará  a|  inventor  la  in*- 
demnizacion  competente. 


CAPITULO  XI 

DISPO8I0IONE8  JENERALBa 


Aft,  IKS.  hfí  aduoaaion  pAblina  es  una  atancion  preferente  del 
gobismo.  El  oongraso  formará  un  plan  janaral  da  adupacion  nacio- 
nal; i  al  ministre  del  despacho  paspactívo  le  dará  auwta  anual r 
meat^  dal  eataflo  da  alia  en  loda  la  rapAbliaa» 
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Alt.  154.  Habrá  una  superíntendoncia  de  educación  pública,  á 
cuyo  cargo  estará  la  inspección  de  la  enseñanza  nacional,  i  su  di- 
rección bajo  la  autoridad  del  gobierno. 

Art.  155.  Ningún  pago  se  admitirá  en  cuenta  á  las  tesorerías  del 
estado,  si  no  se  hiciere  á  virtud  de  un  decreto  en  que  se  exprese  la 
lei,  ó  la  parte  del  presupuesto  aprobado  por  las  cámaras  en  que  se 
autoriza  aquel  gasto. 

Art.  156.  Todos  los  chilenos  en  estado  de  cargar  armas  deben 
hallarse  inscriptos  en  los  rejistros  de  las  milicias,  si  no  están  es* 
pecialmente  esceptuados  por  la  lei. 

Art.  157.  La  fuerza  pública  es  esencialmente  obediente.  Ningún 
cuerpo  armado  puede  aeliberar. 

Arl«  158.  Toda  resolución  que  acordare  el  presidente  de  la  re- 
pública, el  seuHdo,  ó  la  cámara  de  diputados  á  presencia  ó  requi- 
sición de  un  ejército,  de  un  jeneral  á  la  frente  de  fuerza  armada,  ó 
de  alguna  reunión  de  pueblo,  que,  ya  sea  con  armas  ó  sin  ellas 
desobedeciere  á  las  autoridades,  es  nula  de  derecho,  i  no  puede 
producir  efecto  alguno. 

Art.  i 59.  Ninguna  persona  ó  reunión  de  personas  puede  tomar 
el  titulo  ó  representación  del  pueblo,  arrogarse  sus  derechos,  ni 
hacer  peticiones  á  su  nombre.  La  infracción  de  este  articulo  es  se- 
dición. 

Art.  160.  Ninguna  magistratura,  ninguna  persona,  ni  reunión 
de  personas  pueden  atribuirse,  ni  aun  á  pretesto  de  circimstancias 
extraordinarias,  otra  autoridad  ó  derechos  que  los  que  espresamente 
se  les  haya  conferido  por  las  leyes.  Todo  acto  en  contravención  á 
este  articulo  es  nulo. 

Art.  461.  Cuando  uno  ó  varios  puntos  de  la  república  fueren  de- 
clarados en  estado  de  sitio,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  la 
parte  20.*  del  ajt  82,  por  semejante  declaración  solo  se  con- 
ceden al  presidente  de  la  república  las  siguientes  facultades  : 

1.*  La  de  arrestar  á  las  personas  en  sus  propias  casas  ó  en 
lugares  que^no  sean  cárceles  ni  otros  que  estén  destinados  á  la  de- 
tención ó  prisión  de  reos  comunes  ; 

2.**  La  de  trasladar  á  las  personas  de  un  departamento  á  otro 
de  la  república  dentro  del  continente  y  en  un  área  comprendida 
entre  el  puerto  de  Caldera  al  norte  i  la  provmcia  de  Llanquihue 
al  sur. 

Las  medidas  que  tome  el  presidente  de  la  república  en  virtud 
del  sitio,  no  tendrán  mas  duración  que  la  de  éste,  sin  que  por 
ellas  se  puedan  violar  las  garantías  constitucionales  concedidas  ¿ 
los  senadores  i  diputados. 

Art.  162.  Las  vinculaciones  de  cualquiera  clase  que  sean,  tanto 
las  establecidas  hasta  aqui»  como  las  que  en  adelante  se  establecie- 
ren, no  impiden  la  libre  enajenación  ae  las  propiedades  sobreque 
descansan,  asegurándose  á  los  sucesores  llamados  por  la  respecti- 
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va  institución  el  valor  de  las  que  se  enajenaren.  Una  lei  particular 
arreglará  el  modo  de  hacer  efectiva  esta  disposición. 


CAPITUL    XU 

DE  LA  OBSERVANCIA  I  REFORMA   DE  LA   CONSTITUCIÓN, 


Art.  165.  Todo  funcionario  público  debe,  al  tomar  posesión  de 
su  destino,  prestar  juramento  de  guardar  la  constitución. 

Ari.  i  64.  solo  el  congreso^  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
ticulas 40  i  siguientes  podrá  resolver  las  dudas  que  ocurran  sobre 
la  inteligencia  de  algunos  de  sus  artículos. 

Arl.  i 65.  Ning^una  moción  para  reforma  de  uno  ó  mas  artículos 
de  esta  constitución,  podrá  admitirse  sin  que  sea  apoyada,  á  lo 
menos,  por  la  cu  trta  parte  de  los  miembros  presentes  de  la  cáma- 
ra en  que  se  proponga. 

Art.  i 66.  Admitida  la  moción  á  discusión,  deliberará  la  cámara 
siexíjen,  ó  no,  reforma  el  articulo  ó  artículos  en  cuestión. 

Art.  167.  Si  ambas  cámaras  resolvieren,  por  las  dos  tercias  par- 
tes de  sufragios  en  cada  una,  que  el  articulo  ó  artículos  propues- 
tos exijen  reforma,  pasará  esta  resolución  al  presidente  oe  la  re- 
pública para  los  efectos  de  los  artículos  43, 44,  45,  46  i  47. 

Art.  168.  Establecida  por  la  lei  la  necesidad  de  la  reforma,  se 
aguardará  la  próxima  renovación  de  la  cámara  de  diputados**;  i  en 
la  primera  sesión  que  tenga  el  congreso,  después  de  esta  renova- 
ción, se  discutirá  i  deliberará  sobre  la  reforma  que  haya  de  ha- 
cerse, debiendo  tener  orijen  la  lei  en  el  senado  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  art.  40;  i  precediéndose  según  lo  dispone  la  cons< 
titudon  para  la  formación  de  las  demás  leyes. 


AwMflwaa  oUspoftloionM  trajultoilaa. 

Art.  2.^  Para  hacer  efectiva  esta  constitución,  se  dictarán  con 
preferencia  las  leyes  siguientes : 

1.*  La  ley  jeñeral  de  elecciones. 

2.*  La  de  arreglo  del  réjimen  interior. 

5.*  La  de  organización  de  tribunales  i  administración  de  jus- 
ticia. 

4."  lia  del  tiempo  que  los  ciudadanos  deben  servir  en  las  mi- 
licias i  en  el  ejército,  i  la  de  reemplazos. 

5.*  La  del  plan  jeneral  de  educación  pública. 
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Art«  5.*»  ínterin  no  se  dicte  la  lei  de  or^aniE^oion  de  tribunales 
i  juzgados,  subsistirá  el  actual  orden  de  administración  de  jueticia. 

Nueras  disposioioiiM  transitorias. 

Art.  l.<^  En  la  próxima  renovación  del  congreso,  después  de 
promulgada  la  presente  reforma,  elejirá  cada  provincia  sus  senado- 
res propietarios  i  suplentes  conforme  al  art.  z4,  cesando  los  actua- 
les en  e\  ejercicio  de  sus  funciones. 

A  la  terminación  del  primer  periodo,  serán  designados  a  la  suer- 
te los  senadores  que  deben  cesar  en  el  ejercicio  desús  funciones,  á 
fin  de  que  se  haga  la  renovación  oonfonne  ai  artí  26« 

Art.  2.®  El  número  de  diputados  se  ajustará  á  la  base  fijada  en 
el  art.  19^  cuando  se  forme  el  próximo  censo  jeneral  de  la  re- 
pública. 

8ala  de  la  comisión,  dioiembre  i."*  de  1874. 


CLAUSULAS 

# 

De  la  oonsiiiucidn  de  18d3|  refoMiadáB  por  supresioiif 
adioion,  sostitnoion  ó  alteraoioiii  según  el  aoto  de  i/  de 
dioiembre  de  1874. 


Arl.  6.<>,  inciso  3.^  {alterado)*  Los  estranjeroa  que,  profesando  al-» 
guna  ciencia,  arte  ó  industria,  ó  poseyendo  alguna  propiedad  raiz  ó 
capital  en  jiro,  declaren  ante  la  municipalidad  ael  territorio  ea 

3ue  residan  su  intención  de  avecindarse  en  Chile,  i  hayan  cumplido 
iez  años  de  residencia  en  el  territorio  de  la  república.  —  Bastarán 
seis  años  de  fesídenoia,  si  son  casados  i  tienen  lamüia  en  Chile;  i 
tres  años  si  son  casados  con  chilena. 

Art.  1.^  {id,)  Al  senado  corresfionde  declarar,  respecto  de  los 
que  no  hayan  nacido  en  el  territorio  chileno,  si  están  o  nó  en  el 
caso  de  obtener  naturalización  con  arreglo  al  articulo  anterior,  i  el 
prei$ideiite  de  la  república  espedirá  á  consecuencia  la  correspon* 
diente  carta  de  naturaleza* 

Art.  10.  inciso  S.^*  {suprimido).  Por  la  calidad  de  deudor  al  fisco 
constituido  en  mora. 
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hit  U,  inciso  b.^  {id.)  Por  haber  residido  en  país  estratljero 
iDttde  diez  años,  sin  permiso  del  presidente  de  la  república. 

irt.  i2.  inciso  6.®  {soiíüuido).  El  derecho  de  presentar  peticio* 
Des  á  (odas  las  autoridades  constituidas,  ya  sea  por  motivos  de  in- 
terés jeueral  del  estado  ó  de  interés  individual,  procediendo  legal  i 
respetuosa  fnente. 

Art.  19  {alterado  i  adieumado).  Se  elejirá  un  diputado  por  cada 
veinte  mil  almas,  i  por  tina  fracción  que  no  baje  de  dioi  mil  almas. 

Art.  23  {id.)  No  pueden  ser  diputados  los  ecle«iá  ticos  regulares; 
oí  los  eclesiásticos  seculares  que  tengan  cura  de  almas ;  ni  los  jue* 
ees  letrados  de  primera  instancia;  ni  los  intendentes  i  gobernado- 
res por  la  provincia  6  departamento  qué  manden;  ni  los  individuos 
que  no  hayan  nacido  en  Cliile,  si  no  han  estado  en  posesión  de  su 
carta  de  naturaleza,  á  lo  menos  seis  años  ¿ntes  de  su  elección. 

Art.  24  {sostituido).  El  senado  se  compone  de  veinte  sanadores. 

Art.  25  {id,)  Los  senadores  son  elejidos  por  electores  especiales, 
que  se  nombran  por  departamentos  en  número  triple  de  aiptltudos 
al  condeso  qtte  corresponde  á  cada  uno,  i  en  la  forma  que  preven- 
drá la  iei  de  elecciones. 

Art.  36  {id.)  Los  electores  deberán  tener  las  calidades  que  se  re- 
quieren para  ser  diputados  al  congreso. 

Art.  27  {id.)  El  día  señalado  por  la  leí  se  reunirán  los  electores 
en  la  capital  de  su  respectiva  provincia,  i  sufragará  cada  uno  por 
tantos  individuos  cuantos  senadores  corresponda  nombrar  en  aquel 
periodo. 

Art.  28  (guprintitlo).  Acto  continuo  se  practicará  el  escrutinio,  i  se 
estenderán  dos  actas  de  su  resultado,  suscritas  por  los  electores, 
las  cuales  se  remitirán  cerradas  i  selladas,  una  al  cabildo  de  la  ca- 
pital de  la  misma  provincia  para  que  la  deposite  en  su  archivo,  i 
oira  á  la  comisión  conservadora. 

Art.  S9  {ü.)  La  comisión  conservadora  pasará  oportunamente  to- 
das las  actas  al  senado,  para  que  el  15  de  mayo  inmediato,  antes 
de  la  primera  reunión  ordinaria  de  las  cámaras,  verifique  el  escru- 
tinio jeneral,  ó  haga  la  elección  en  caso  necesario,  i  la  comunique 
á  los  electos. 

Art.  SO  {id.)  Los  Individuos  oue  por  el  resultado  de  la  votación 
jenerai  obtuvieren  mayoría  absoluta,  serán  proclamados  senadores. 

Art.  SI  {id.)  No  resultando  mayoría  absoluta,  el  senado  rectifi- 
cará la  elección,  guardando  las  reglas  establecidas  en  los  artículos 
68,69,70,71,  72  i  73. 

Art.  S5  {$uprÍMÍdo).  El  senado  se  renovará  por  tercias  partes,  eli^ 
jiéndoseen  los  dos  primeros  trienios  siete  senadores,  i  seis  en  el 
tercero. 

Art.  54  {id.)  Los  senadores  permanecerán  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  por  nueve  años,  i  podrán  ser  reelectos  indefinidamente* 

Art.  56  (iOétiUiido  por  el  27  nuevo).  Cuando  blleciere  algún  se« 
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nador  ó  se  imposibilitare  por  cualquier  motivo  pai'a  desempeñar 
sus  funciones,  se  elejiráenJa  primera  renovación  otro  que  le  sub- 
rogue por  el  tiempo  que  le  faltare  para  llenar  su  periodo  constitu- 
cional. 

Art.  56,  inciso  S.^"  (sostUuido),  Autorizar  al  presidente  de  la  re- 
piíblica  para  que  use  He  farultad»*s  esti  aordinarias,  debiendo  siem- 
pre señalarse  espresamente  las  facultades  que  se  le  conceden,  i  fijar 
un  tit^mpo  determinado  á  la  duraiúon  de  esta  lei. 

Art.  54  {alterado).  Ninguna  de  las  cámaras  puede  entrar  en  se- 
sión ñn  la  concurrencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  de 
que  debe  componerse. 

Art.  57  (id,)  El  dia  antes  de  cerrar  el  congreso  sus  sesiones  or- 
dinarias elejirá  el  senado  siete  senadores,  que  basta  la  siguiente 
reunión  ordmaria  del  congreso  compongan  la  comisión  conserva- 
dora. 

Art.  58  {alterado  i  adicionado).  Son  deberes  de  la  comisión  con- 
servadora : 

1.°  Velar  sobre  la  observancia  de  la  constitución  i  de  las 
hyes. 

2.^  Dirijir  al  presidente  de  la  república  las  representaciones 
convenientes  á  este  efecto;  i  no  bastando  las  primeras,  las  reitera- 
rá segunda  vez,  de  cuya  omisión  será  responsable  al  congreso. 

o.''  Prestar  ó  rehusar  su  consentimiento  á  todos  los  actos  en 
que  el  presidente  de  la  república  lo  pidiere,  según  lo  prevenido  en 
esta  constitución. 

Art.  6i  {alterado).  Las  funciones  del  presidente  de  la  república 
durarán  por  cinco  años,  i  podrá  ser  reelejido  para  el  periodo  si- 
guiente. 

Art.  62  {id.)  Para  ser  elejido  tercera  vez,  deberá  mediar  entre 
ésta  i  la  secunda  elección  el  espacio  de  cinco  años. 

Art.  82,  inciso  3.^  (id.)  Velar  sobre  la  pronta  i  cumplida  admi- 
nistración de  justicia,  i  sóbrela  conducta  niinisteríal  de  los  jueces. 

Art.  93  {sostituido).  La  cámara  de  diputados,  antes  de  acordar  la 
acusación  de  un  ministro,  debe  declarar  si  ha  lugar  á  examinar  la 
propo>icion  de  acusación  que  se  haya  hecho. 

Art.  94  (id.)  Esta  declaración  no  puede  votarse  sino  después  de 
haber  oido  el  dictamen  de  una  comisión  de  la  misma  cámara,  com- 
puesta de  nueve  individuos  elejidos  por  suiteo.  La  comisión  no  pue- 
de presentar  su  informe,  sino  después  de  ocho  días  de  su  nombra- 
miento. 

Art.  95  (id.)  Si  la  cámara  declara  que  ha  lugar  á  examinar  la 
proposición  de  acusación,  la  cámara  oirk  nuevamente  el  dictamen 
de  una  comisión  de  once  individuos  elejidos  por  sorteo,  sobre  si 
debe  ó  nó,  hacerse  la  acusación.  Esta  comisión  no  podrá  informar, 
sino  pasados  ocho  dias  de  su  nombramiento. 

Art.  96  (id.)  Declarándose  haber  lugar  á  admitir  á  examen  la  pro- 
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posición  de  acusación,  la  cámara  oirá  nuevamente  el  dictáraen  de 
ona  comisión  de  once  individuos  elejidos  por  sorteo,  sobre  si  debe 
ó  nó  hacerse  la  acusación.  Esta  comisión  no  podrá  inrormar  sino 
pasados  ocho  días  de  su  nombramiento. 

Arl.  97  (id.)  Ocho  dias  después  de  oido  el  inrorme  de  esla  comi- 
sión, resolverá  la  cámara  sí  há  ó  n6,  lugar  á  la  acusación  del  mi- 
nistro; i  si  resulta  la  afirmativa,  nombrará  tres  individuos  de  su 
seno  para  seguir  la  acusación  ante  el  isenado. 

Art.  98  {m.)  El  senado  juzgará  al  ministro  acusado,  ejerciendo  un 
poder  discrecional,  ya  sea  para  caracterizar  el  delito,  va  para  dic- 
tar la  pena.  De  la  sentencia  que  pronunciase  el  senado  no  habrá 
apelación  ni  recurso  alrano. 

Art  101  (alierado).  Un  ministro  no  i)uede  ausentarse  hasta  seis 
meses  después  de  separado  del  ministerio. 

Art.  102  {id.)  Habrá  un  consejo  de  estado  presidido  por  el  dresi» 
dente  de  la  república.  Se  compondrá : 

De  los  ministros  del  despacho» 

De  dos  miembros  de  las  cortes  superiores  de  justicia, 

De  un  eclesiástico  constituido  en  dignidad. 

De  un  jeneral  del  ejército  ó  armada, 

De  un  jefe  de  alguna  oficina  de  hacienda, 

De  dos  individuos  que  hayan  servido  los  destinos  de  ministras 
del  despacho,  ó  ministros  diplomáticos. 

De  dos  individuos  que  hayan  desempeñado  los  cargos  de  inten- 
dentes, gobernadores,  ó  miembros  de  las  municipalidades. 

Art.  104,  inciso  1.^  {ioHituido).  Resolver  las  disputas  que  se  sus- 
citen sobre  contratos  ó  negociaciones  celebrados  por  el  gobierno 
snpremo  i  sus  ajenies. 

Art.  161  {alterado  i  adicionado).  Declarado  algún  punto  de  la  re- 
pública en  estadt)  de  sitio,  se  suspende  el  imperio  de  la  constitu- 
ción en  el  territorio  comprendido  en  la  declaración;  pero  durante 
esta  suspensión,  i  en  el  caso  en  que  usare  el  presidente  de  la  repú- 
blica de  facultades  estraordinarías  especiales  concedidas  por  el  con- 
greso, no  podrá  la  autoridad  pública  condenar  por  si,  ni  aplicar 
penas.  Las  medidas  que  tomare  en  estos  casos  contra  las  personas 
no  pueden  esceder  de  un  arresto,  ó  traslación  a  cualquier  punto  de 
la  república. 
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PARTE   JUDICIAL 

De  la  constituoion  politioa   de  8  de  agosto   de  1828 

que  se  reputa  vijente. 


CAPITULO  IX 

Del  poder  Judicial. 


Art.  93.  El  poder  judicial  reside  en  la  corte  suprema,  cortes  de 
apelaciones,  i  juzgados  de  primera  instancia. 

Art.  94.  La  corte  suprema  se  compondrá  de  cinco  ministros  i  un 
fiscal.  El  congreso  aumentará  este  número  según  lo  exijan  las  cir- 
cunstancias. 

Art.  95.  Para  ser  ministro  de  la  corte  suprema  se  requiere  :  ciu- 
dadanía natural  ó  legal,  treinta  años  á  lo  menos  de  edad,  i  haber 
ejercido  por  seis  años  la  profesión  de  abogado. 


De  laa  atrilmolones  de  la  corte  sapremli. 

Art.  96.  Son  atribuciones  de  la  corte  suprema  : 

l.<^  Conocer  i  juzgar  de  las  competencias  entre  los  tribunales; 

2.^  De  los  juicios  contenciosos  entre  las  provincias ; 

Z,^  De  los  que  resulten  de  contratos  celebrados  por  el  gobier- 
no ó  por  los  ajenies  de  éste  en  su  nombre ; 

4.^  De  las  causas  civiles  del  presidente  i  vicepresidente  de  la 
república,  ministros  del  despacho  i  miembros  de  ambas  cámaras; 

5.°  De  las  civiles  i  criminales  de  los  empleados  diplomáticos, 
cónsules  é  intendentes  de  provincia ; 

G.^*  De  las  de  almirantazgo,  presas  de  mar  i  tierra  i  actos  en 
alta  mar ; 

7.*  De  l|is  de  infracción  de  conslitucion  ; 

8.°  De  las  causas  sobre  suspensión  ó  pérdida  del  derecho  de 
ciudadanía,  según  lo  dispuesto  en  esta  constitución ; 

9.°  De  los  demás  recursos  de  que  actualmente  conoce,  en  el 
entretanto  se  reforma  el  sistema  de  administración  de  justicia; 

10.  EJjercer  la  superintendencia  directiva,  correccional,  cou- 
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snlti?a  i  económica  sobre  todos  los  tribunales  i  juzgados  de  la  na- 
ción; 

11.  Proponer  en  terna  al  poder  ejecutivo  los  nombramientos 
délas  cortes  de  apelación. 

Art.  97.  Se  concede  el  recurso  de  súplica  en  todas  las  causas  do 
que  hablan  las  parles  3,  3,  4,  5,  6,  7  i  8  del  articulo  anterior.  La 
corte  suprema,  para  conocer,  se  compondrá  entonces  de  los  miem- 
bros natos  i  suplentes  respectivos. 


De  Ittf  cortas  de  apelación. 

Art.  98.  Las  cortes  de  apelación  se  compondrán  del  número  de 
jaeces  que  designe  una  lei  especial.  Ésta  designará  también  las 
provincias  i]ue  debe  comprender  cada  una  de  ellas,  i  el  modo,  for- 
ma, grado  i  orden  en  que  deban  ejercer  sus  atribuciones. 

Art.  99.  Para  ser  miembro  dejas  cortes  de  apelaciones  se  nece- 
sita la  ciudadanía  natural  i  legal,  i  haber  ejercido  cuatro  años  la 
profesión  de  abogado. 


De  loa  Juagados  de  paz  i  de  primera  Instan  ota. 

Art.  100.  Habrá  juzgados  de  paz,  para  conciliar  ios  pleitos,  en  la 
forma  uue  designe  una  lei  especial  (1). 

Art.  lOl.  En  cada  provincia  habrá  uno  ó  mas  jueces  de  primera 
instancia,  para  conocer  de  las  causas  civiles  i  criminales  que  en  ella 
se  susciten,  cuyo  ministerio  será  ejercido  por  letrados,  según  el 
modo  que  designe  una  lei  particular. 

Art.  102.  Para  ser  juez  letrado  de  primera  instancia,  se  necesita 
dudadania  natural  ó  legal,  i  haber  ejercido  por  dos  años  la  profe- 
sión de  abogado. 

Art.  103.  Los  empleos  de  miembros  de  h  corte  suprema,  cortes 
de  apelación  i  jueces  letrados  de  primera  instancia  serán  por  el 
tiempo  que  dure  la  buena  comportacion  i  servicios.  Los  que  los  des- 
empeñen no  podrán  ser  privados  de  ellos,  sino  por  sentencia  de  tr i  - 
bunal  competente. 


Restricciones  del  poder  Jndidal. 

Art.  104.  Todo  juez,  autoridad  ó  tribunal  que  á  cualquiera  habi- 
tante preso  ó  detenido  conforme  al  art.  15  del  cap.  3.®  no  le 
hace  saber  la  causa  de  su  prisión  ó  detención  en  el  preciso  término 

(i)   Este  artieulo  no  se  halla  en  vigor. 
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de  veinticuatro  horas,  ó  le  niega  ó  estorba  los  medios  de  defensa  le- 
gal de  que  quiera  hacer  uso,  es  culpable  de  atentado  á  la  seguridad 
personal.  Produce,  por  tanto,  acción  popular;  el  lier.ho  se  justifi- 
cará en  sumario  por  la  autoridad  competente,  i  el  reo,  oido  del 
mismo  modo,  será  castig  «do  con  la  pena  de  la  lei. 

Art.  Iu5.  Se  prohibe  á  todos  los  jueces,  auloridades  i  tribunales 
imponer  la  pena  de  confí>cacion  de  bienes,  i  la  aplicación  de  toda 
clase  de  tormentos.  La  pena  de  infamia  no  pasará  jamas  de  la  per- 
sona del  sentenciado. 

Art.  i 06.  Prohíbese  igualmente  ordenar  i  ejecutar  el  rejistro  de 
casas,  papeles,  libros  ó  efectos  de  cualquier  habitante  de  la  repú- 
blica, sino  en  los  casos  espresamente  declarados  por  la  leí,  i  en  la 
forma  que  ésta  determina. 

Art.  107.  A  ningún  reo  se  podrá  exijir  juramento  sobre  hecho 
propio  en  causas  criminales. 


ADIKES,  mmSLkl  o  DECLARACIONES 


Que  corren  indistintamente  como  interpretaoion  de  algpiinos 

* 

artioulos  constitucionales. 


I 
Demandas  oontra  los  ajenies  dlplomátioos. 

Santiago,  setiembre  5  de  1842. 

Articulo  único.  En  las  demandas  de  cualquiera  naturaleza,  que  se 
intentaren  contra  estranjeros  revestidos  de  un  carácter  representati- 
vo de  su  nación,  en  calidad  de  cml^ajadores,  ministros,  enviados  6 
ajentes  diplomáticos,  se  arreglarán  los  tribunales  i  juzgados  de  la 
república  á  los  principios  del  der«*(  ho  de  jentes ;  sin  embargo  de 
cualquier  resolución  que  se  hubiere  promulgado  hasta  esta  fecha. 
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U 

GaosM  da  los  oonsnlM  naoionalos  1  astranjero*. 

Santiago,  agosto  14  de  1845. 

Articulo  único.  Se  d»*clara  que  entre  los  cónsules  que  menciona 
la  parte  5.*  del  art.  96  de  la  constitución  de  1828,  se  comprenden 
tanto  los  de  Chile  en  países  extranjeros,  como  los  acreditados  en 
Chile  por  otros  gobiernos. 


lU 

Deolaradon  sobra  al  art.  67  da  la  CSoosUtnoion.' 

Santiago,  agosto  28  de  1851. 

Artículo  único.  El  dia  30  de  agosto,  designado  por  el  art.  67  de 
la  constitución  para  hacer  el  escrutinio  ó  rectificación  de  la  elección 
de  presidente  de  la  república,  no  es  señalado  como  ténnino  fatal. 
Si  no  pudiere  practicarséen  este  día,  porque  circunstancias  impro- 
vi^las  lo  impidieren,  ó  porque  no  se  hubiere  reunido  el  número 
necesario  de  miembras  ae  cada  una  de  las  cámaras,  se  practicará 
en  otro  dia,  tan  pronto  como  se  allane  la  dificultad  6  impedimento 
que  ha  precisado  á  postergar  el  acto. 

El  presidente  de  la  república  prorogará  para  este  objeto  las  se- 
siones del  congreso,  ó  lo  convocará  estraordinariamente. 


IV 

Lei  IntarpralatiTa  del  art.  5.*  da  la  oonatltuoloii. 

Santiago,  julio  27  de  1865. 

Articulo  l.<^  Se  declara,  que  por  el  art.  b.^  de  la  constitución  se 
pemiite  á  los  que  no  profesan  la  relijion  católica,  apostólica. 
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romana  el  culto  que  practiquen  dentro  del  recinto  de  edificios  de 
propiedad  particular. 

Árt.  2."*  Es  permitido  á  los  disidentes  fundar  i  sostener  escuelas 
privadas,  para  la  enseñanza  de  sus  propíos  hijos  en  la  doctrina 
de  sus  relijiones. 


CONSTITUCIÓN    DE   CHILE 


ANTECEDE3NTES 

Era  Chile  bajo  el  gobierno  español  una  capitanía  jeneral, 
dependiente  del  vireinato  del  Perú  en  aquellos  pocos  i  estraor- 
dinarios  casos  en  que  perlas  leyes  de  Indias  los  funcionarios  que 
gobernaban  las  colonias  de  segundo  orden  se  hallaban  ligados  por 
la  obediencia  á  los  jefes  de  las  de  primero.  Su  conquista  fué  difícil, 
sobre  todo  en  la  parte  del  sur,  por  la  indómita  resistencia  de  los 
araocanos,  raza  enérjica  i  valerosa,  pero  no  incapaz  de  cÍTÍliza- 
cion  cuando  se  la  trata  con  justicia  i  dulzura.  De  los  indijenas 
chilenos,  que  en  grado  mayor  ó  menor  participaban  de  aquellas 
cualidades,  mezclados  á  un  pequeño  número  de  españoles,  se 
compuso  la  población  durante  el  coloniaje. 

El  año  de  i  810  fué  para  Chile,  como  para  casi  todos  los  demás 
estados  que  surjieron  de  las  colonias  españolas  en  el  nuevo 
mundo,  el  primero  que  vio  interrumpir  la  paz  sepulcral  que 
reinaba  en  todo  el  continente.  Aqui,  como  en  Buenos  Aires, 
Venezuela  i  Nueva  Granada,  se  instaló  una  junta  de  gobierno 
provisional  cuyo  núcleo  era  el  cabildo  de  la  capital,  cuyo  pro- 
testo era  la  situación  anormal  de  la  península  ocupada  por  los 
franceses  i  despojada  de  sus  anti^^uos  soberanos,  i  cuya  tenden- 
óa,  quizá  involuntaria  ó  imprevista,  era  la  independencia  de- 
finitiva del  país. 

Como  en  el  fondo  todos  estos  movimientos  eran  efecto  i  espre- 
sion  de  la  soberanía  popular  que  se  despertaba,  su  primer  paso 
era  constituir  mal  ó  bien,  parcial  ó  totalmente,  la  autoridad 
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pública  de  nueva  estirpe,  que  se  juzgaba  necesario  establecer  eo 
reemplazo  de  ia  autoridad  peninsular,  herida  de  muerte.  Los 
cabildos,  única  rama  del  poder  antiguo  que  semejaba  asambleas 
populares,  i  en  que  los  criollos  tenían  participación,  se  encarga- 
ban naturalmente  de  la  nueva  tarea;  i  el  de  Santiago,  en  i 8  do 
setiembre  de  1810,  declaró  el  advenimiento  de  un  nuevo  orden 
de  cosas,  i  organizó  un  nuevo  gobierno  colonial  mientras  durase 
la  prisión  de  Fernando  Vil. 

Caminando  la  revolución  por  el  inevitable  sendero  en  que 
habia  entrado,  se  convocó  á  un  congreso  representante  de  las 
provincias  (1),  que  llegó  á  reunirse  en  1811,  i  que  en  14  de 
agosto  dictó  un  a  Reglamento  para  el  arreglo  de  la  autoridad 
ejecutiva  provisoria  de  Chile,  »  cuyos  diez  i  nueve  artículos  eran 
una  mezcla  informe  de  disposiciones  sobre  todos  los  ramos  del 
gobierno,  malisimamente  defmidos  :  efecto  natural  de  la  inespe- 
rencia  política,  que  hacia  sus  primeros  ensayos. 

Dependian  mucho  éstos  del  curso  que  llevaba  la  guerra  sobre 
el  suelo  ospañol,  invadido  por  Napoleón ;  i  no  habiendo  aclarado 
mucho  el  horizonte  al  cumplir  su  primer  aniversario  la  revolu- 
ción chilena,  el  congreso  se  limitó  á  dar  aquel  estatuto  provisional, 
i  aun  suspendió  mas  tarde  sus  sesiones  para  continuarlas  cuando 
oportuno  fuese.  En  el  año  de  1812  las  provincias  de  Santiago  i 
Concepción  tuvieron  una  desavenencia  que  terminó  felizmente 
por  una  convención  celebrada  en  12  de  enero,  i  á  su  nombre,  por 
delegados  de  las  juntas  de  gobierno  de  una  i  otra  provincia.  Este 
pacto,  que  solo  la  de  Concepción  ratificó  espresamente,  contenia 
umchos  i  buenos  principios  de  gobierno  á  que  se  intentaba  ajustar 
desde  luego  el  de  las  provincias,  i  mas  tarde  el  jeneral  del  estado 
de  Chile. 

Creyéndose  autorizada  para  ello  ia  junta  de  Santiago,  dio  en 
27  de  octubre  un  «Reglamento  constitucional  provisorio,  » cons- 
tante de  veintisiete  artículos,  que  partiendo  del  principio  de  la 
autonomía  popular,    organizaba  brevemente   un  gobierno  de 

(1)    Santiago,  Concepción  i  Coquimbo  abrazaban  entonces  todo  el  territorio. 
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estado,  i  reconociendo  á  Fernando  YU  por  rei,  le  obligaba  á  acep^ 
lar  la  constitución  chilena  del  mismo  modo  que  la  de  la  penín- 
sula íart.  3.^).  En  realidad  ya  nadiecontaba  de  buena  fe  con  Fernan- 
do ni  ron  autoridad  española  ninguna ;  pero  se  creia  prudente  aca- 
tar la  del  rei  preso,  que  por  otro  lado  ningún  daño  podia  hacer. 
Su  posterior  ferocidad  prueba  que,  ó  no  creyó  ó  no  agradeció 
la  aparente  sumisión  de  los  americanos.  Mucha  grita  causó  la 
rapresion  de  la  palabra  romana  como  caliGcativo  de  la  relijion 
católica  i  apostólica,  reconocida  en  el  art.  l.^como  la  relijion  de 
Chile.  Pero  la  constitución  se  llefó  á  efecto,  á  pesar  de  observa- 
ciones i  protestas.  Sin  embargo,  antes  de  un  año  se  derogó  por 
ana  junta  denominada  de  Corporaciones  y  fundándose  en  que  no 
habia  sido  aceptada  libremente  por  los  pueblos,  pero  dejando 
fijenie  la  organización  por  ella  establecida  hasta  que  se  reuniera 
un  nuevo  congreso. 

Pasando  por  alto  un  proyecto  de  constitución  trabajado  de 
orden  del  congreso  de  i  81  i  por  el  señor  don  Juan  Egaña,  i  que 
se  publicó  en  1813  sin  llegar  á  adoptarse,  venimos  al  año  de 
1814,  en  que  un  tanto  disgustados  los  ánimos  por  el  aspecto  pol{- 
tico  del  país,  se  acojió  la  idea  de  un  cambio  en  el  gobierno, 
reemplazando  por  un  director  supremo  la  junta  gubernativa, 
ósea,  creando  un  ejecutivo  unipersonal  en  vez  del  colejiado  que 
hasta  entonces  rejia.  El  director  despachaba  con  el  ausilio  de  un 
senado  consultivo»  i  tenia  las  amplísimas  facultades  que  se  dieron 
á  la  primera  junta  de  1810.  El  nuevo  estatuto  se  acordó  por  una 
comisión  que  nombraron  las  corporaciones  reunidas  al  afecto,  i 
solo  duró  unos  tres  meses. 

Después  del  interregno  causado  por  la  reconquista  eipañoUi  el 
gobierno  patriota  que  se  creó  á  consecuencia  del  triunfo  de  Maipú 
iqae  ejercia  el  jeneral  O'Higgins,  convocó  en  18  de  mayo  de  1818 
á  un  congreso  constituyente,  i  nombró  entre  tanto  una  comisión 
de  siete  ciudadanos  que  preparase  un  proyecto  de  constitución 
provisoria.  Una  vez  concluido,  se  publicó  en  10  de  agosto,  i  en 
23  de  octubre  se  aprobó  unánimemente  por  un  plebiscito  popu- 
lar, ürmando  los  sufragantes  en  libros  destinados  al  intento.  Con- 
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firióse  el  poder  lejislativo  á  un  senado  compuesto  de  cinco 
individuos,  el  ejecutiva  á  un  suprema  director,  i  el  judicial  á 
uti  tribunal  supremo,  una  cámara  de  apelaciones  i  jueces  infe- 
riores de  primera  instancia.  Era  una  obra  ya  mui  superior  á  8us 
predecesoras,  i  riji6  durante  cuatro  años. 

Pero  al  fin  era  una  constitución  provisoria.  Los  amigos  de  la 
libertad  se  quejaban,  i  el  director  O'Higgins,  siempre  patriota, 
convocó  ivintLConveneion  preparatoria,  compuesta  de  los  repre- 
sentantes de  todos  los  pueblos  de  la  república,  que  ise  convirtió 
en  convención  definitiva,  i  se  reunió  el  1  .^  de  junio.  A  los  tres 
meses  i  medio,  ó  sea  el  25  de  octubre,  terminó  la  nueva  cons- 
titución, que  se  mandó^bservar  por  el  gobierno  en  30  del 
mismo; 

Era  este  cóéigo  mucho  más  completo  i  mejor  redactado  que 
el  anterior ;  pero  complicado  i  artificioso,  más  inclinado  á  imitar 
las  instituciones  de  la  antigua  Roma  que  las  de  los  tiempos  mo- 
deraos. Es  notable  :  1.^  por  su  senado,  que  con  la  cámara  de  los 
diputados  ejercia  el  poder  lejislativo,  i  que  se  componía  de  mu- 
chos funcionarios  heterojéneos  ;  2.^  por  una  corporación  llamada 
corte  de  representantes,  que  á  la  vez  era  parte  del  senado,  i  en 
su  receso  especie  de  comisión  lejislativa  permanente;  5.^  por  la 
duración  del  director,  jefe  del  ejecutivo,  que  era  de  seis  años, 
prerogables  por  cuatro  mas ;  4.**  por  la  manera  como  se  le  reem- 
plazaba, á  usanza  real,  i  que  consistia  en  una  designación  escrita 
en  cierto  pliego  misterioso  (art.  86) ;  5.*^  por  la  inviolabilidad 
de  la  persona  del  director,  declarada  en  el  art.  123;  i  6.^  por  el 
esmero  con  que  se  determinaron  en  el  cap.  4.^  del  tít.  7.^  las 
garantías  individuales,  cuya  enumeración  i  definición  forman 
un  escelente  catálogo  de  los  derechos  del  hombre. 

Muí  poco  duró  la  observancia  de  aquel  código,  á  cuya  muerte 
contribuyeron,  más  que  sus  defectos,  las  circunstancias  políticas 
del  país.  O'Higgins  suscitaba  desconfianzas,  que  una  reunión 
popular  en  Santiago  no  trepidó  en  manifestarte.  Con  una  sensatez 
de  que  haí  pocos  ejemplos  en  la  historia,  se  desprendió  del  mando, 
que  abdicó  en  un  triunvirato,  y  encargó  á  una  comisión  de  otros 


REPÚBLICA  DE  CHILE  107 

tres  individuos  la  forxnaciou  de  un  reglamento  que  determinase 
las  facultades  del  nuevo  gobierno.  Esto  pasaba  en  28  de  enero  de 
1823,  dia  en  quo  se  iniciaba  una  nueva  era  politiea  por  la  des- 
a|)adcion  de  uno  de  los  personajes  mas  conspicuos  de  la  revolu- 
eioa,  pero  que  al  fin  era  jefe  de  an4)arlido,  á  quien  representaba 
para  bien  i  para  mal. 

No  habiendo  aprobado  las  provincias  los  nombramientos  hechos 
en  la  capital,  propusieron,  i  asi  se  hizo,  que  plenipotenciaros  de 
todas  ellas  resolvieran  sobre  la  situación.  Los  tres,  reunidos  el 
30  de  marzo  de  1823^  dictaron  un  Reglamento  orgánico  i  acta 
de  reunión  ddpuMade  Chile  ^  4}ue  era  una  especie  de  estatuto 
provisional  semejante  á  la  omstitucion  de  18i8,  la  cual  por  otra 
parte  ae  declataba  vijente  en  cuanto  no  se  opusiera  á  la  nueva 
8ÍtaaciiOQ..£l  siguiente  dia  31  fué  ekjido  provisoriamente  direc- 
tor supremo  el  mariscal  D.  R^imon  Freiré,  quien  se  dedicó  de 
preferencia  á  preparar  la  reunión  de  un  nu^vo  congreso  que  cons- 
iitojera  pennanentemente  el  país. 

Reunido  en  agosto  de  1823,|encomeadó  al  señor  don  Juan  Ega- 
fia,  autor  del  famoso  proyecto  de  1811,  la  formación  del  que 
ahora  debiera  discutirse.  Presentado  que  fué,  i  después  de  mu- 
chos cambios  i  contraproyectos,  las  numerosas  discusiones,  ya 
públicas,  ya  privadas,  dieron  por  resultado  la  constitución  sancio- 
nada en  29  de  diciembre  de  1823.  Hablando  de  ella,  dice  el 
señor  donRamon  Briseño(l).  «Este  código  es  célebre  en  los  ana- 
les de  nuestro  derecho  publicó  constitucional,  ora  por  ser  la  fuen. 
le  de  la  carta  que  boi  dia  nos  rije,  ora  porque  ninguna  ha  sido  re- 
cibida por  el  pueblo  con  una  aceptación  mas  favorable  <  je- 
neral,  i  también  por  ser  ella  quien  nos  ha  merecido  respetuosos 
é  imparciales  aplausos  de  algunos  sabios  de  Europa  i  América.  » 

No  era-,  sin  embargo,  trazada,  ni  sobre  las  tradiciones  de 
la  América  hispana,  ni  sobre  la  Índole  de  las  constituciones 
modernas.  El  poder  lejislativo  residia  en  un  senado  de  nueve 
miembros,  que  buscaba  á  veces   el  concurso  de  una  cámara 

(Ij    Memoria  hístúrico-critica  del  derecho  público  chileno,  paj.  115. 


108  REPIIBLIGA  DE  COaE 

mas  numerosa^  reunida  de  un  modo  ocasional  por  sorteo 
entre  muchos  individuos  á  modo  de  jurado.  El  ejecuti?o  se  ha- 
llaba organizado  poco  más  ó  menos  como  ahora,  aunque  los  dos 
períodos  de  elección  i  reelección  no  eran  roas  que  de  cuatro  años. 
El  judicial  no  discrepaba  mucho  de  la  manera  como  se  había 
concebido  en  la  anterior  constitución. 

Pero  descollaba  por  su  extralimitacion,  por  el  espíritu  de  sis^ 
tema  que  tan  propio  era  de  la  cabeza  de  Egaña  (1)  i  por  la  inser- 
ción de  aquellas  nociones  sobre  moralidad  nacional  (asunto  del 
titulo  XXII)  i  otras  análogas,  que  tan  ajenas  son  aun  de  las  leyes 
secundarias,  cuánto  más  del  código  fundamental. 

Ese  instrumento,  que  según  cierto  decreto  conmemoratorio  de 
la  misma  fecha,  «  era  un  legado  de  la  jeneracion  presente  á  su 
posteridad,  »  no  subsistió  sino  algunos  meses.  Conyencido  Freiré 
á  mediados  de  julio  de  1824  de  que  el  pueblo  resistía  la  constitu 
cion,  i  fundado  en  que  no  podia  gobernar  con  ella  por  su  falta 
de  prestijio,  dimitió  la  presidencia  ante  el  senado  conservador. 
Pero  una  pueblada  de  Santiago  le  invistió  de  la  dictatura,  i  un 
acuerdo  del  mismo  senado,  en  21  del  espresado  mes,  la  ratificó 
en  cierto  modo,  dando  al  presidente  por  el  término  de  tres  meses 
amplias  autorizaciones,  inclusa  la  deconvocará  nueva  convención 
constituyente,  si  á  su  juicio  fuese  necesario.  Asi  lo  hizo,  i  la  repre- 
sentación nacional,  por  lei  de  10  de  enero  de  1825,  declaró  insub- 
sistente la  constitución  de  23. 

a  Durante  el  espacio  de  tres  años  i  medio  (desde  1825  hasta 
mediados  de  i  828)  no  hubo  constitución  alguna  escrita  querijiera 
los  destinos  de  Chile.  Gobernábase  por  ciertas  (N^cticas  tradicio- 
nales, por  algunas  instituciones  preexistentes,  pero  esparcidas  en 
diversas  cartas  anteriormente  promulgadas,  i  en  gran  parte  por 
las  prescripciones  ya  planteadas  de  la  que  acababa  de  sucumbir, 
á  las  cuales  se  fueron  agregando  poco  á  poco  algunas  leyes  suel- 


(1 )  Su  retrato  muestra  gran  desarrollo  de  las  facultades  reflexivas,  mucha  bene- 
volencia ti  imajinacion:  pero  deficiencia  en  las  faciiltadei?  de  observación  i  apli- 
cación práctica. 
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tas.  »  (1)  El  espirítu  liberal  liabia  cundido  mucho  en  aquel 
liempo ;  é  incurriendo,  como  de  ordinario  sucede  á  los  políticos 
teóricos,  en  el'error  de  que  las  instituciones  se  decretan  á  volun- 
tad, fué  hasta  imajinar  i  resolver  el  establecimiento  de  la  federa- 
ción para  Chile.  Así  lo  hizo  la  legislatura  de  1826  por  un  acto 
concebido  en  estos  términos,  á  i4  de  julio  :  <x  La  república  de 
Chile  se  constituye  por  el  sistema  federal,  cuya  constitución  sn 
presentará  á  los  pueblos  para  su  aceptación.  » 

Pero  nunca  llegó  á  sancionari^e  la  tal  constitución  federal, 
que  no  pasó  de  proyecto,  presentado  en  1.^  de  diciembre  por  la 
comisión  de  lejislacion.  Fué  rechazado  por  la  mayoría  de 
los  hombres  mas  influentes  como  inadecuado  para  el  país,  i  fra- 
casé. Era  un  proyecto  mui  bien  redactado,  claro,  metódico  i 
conciso.  Pero  el  sistema  que  pretendía  establecer  no  asomaba 
sino  con  timidez ;  las  funciones  de  los  dos  gobiernos  nacional  i 
provincial  no  estaban  bien  deslindadas,  i  hubiera  dado  márjen  á 
dudas»  cuando  no  á  usurpaciones,  en  la  práctica.  Baste  decir 
que  no  consignó  en  parte  alguna  el  principio,  que  es  como  la 
base  de  un  réjimen  federativo,  á  saber  :  «  que  todo  poder  no 
conferido  e8pre>amente  al  gobierno  jeneral,  queda  por  el  mismo 
hecho  reservado  á  las  provincias  ó  estados. »  Lejos  de  eso,  i 
aunque  no  se  daba  tampoco  espresamente  al  congreso  nacional  la 
atribución  de  espedir  los  códigos  civil  i  penal  del  art.  i44,  últi- 
mo del  proyecto,  se  infiere  que  no  había  querido  negársela. 
«  Se  creará  (dice)  desde  ahora  una  comisión  que  presente  á 
la  legislatura  nacional  un  proyecto  de  lejislacion  civil  i  criminal.  » 

Asi  entendido  el  espíritu  del  proyecto,  no  autorizaba  los  te- 
mores que  infundió  á  los  adversarios  del  sistema  federal.  No  era 
aproiimadamente  sino  la  organización  que  se  dio  la  Nueva  Gra^ 
nada  por  su  constitución  de  i  853,  que  aunque  ensanchaba 
grandemente  los  poderes  del  gobierno  provincial,  nunca  se  tuvo 
por  orgánica  del  réjimen  federativo.  Muchas  veces  la  palabra 
asusta  más  que  la  cosa  misma  por  ella  espresada,  i  el  proyecto 

(i)    Brísefio,  obra  citada,  pjj  i 7  i. 
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que  nos  ocupa  habría  quizá  pasado  desapercibido,  suprimieDilo 
el  calificativo  que  al  gobierno  daba  el  art.  10,  i  haciendo  algunas 
declaraciones  favorables  al  poder  cenlral,  que  en  nada  habrían 
alterado  su  contexto.  Por  lo  demás,  muchas  de  sus  disposiciones 
habrían  podido  adoptarse  aún  tratándose  de  un  sistema  unita  - 
rio.  Por  primera  i  única  vez  se  establecía  aUi,  aunque  tácita- 
mente, el  fecundo  principio  de  la  libertad  relijiosa ;  se  organizaba 
neta  i  sencillamente  el  poder  lejistativo  á  usanza  moderna,  i  se 
reducia,  quizá  demasiado,  la  duración  del  presidente. 

Gobernándola  república  don  Francisco  A.  Pinto,  i  desvanecidas 
casi  las  ideas  que.  un  momento  habían  aparecido  en  el  anterior 
congreso,  reunióse  otro  constituyente  en  25  de  febrero  de  1828, 
convocado  por  una  leí  de  21  de  junio  de  1827,  que  además  de- 
terminaba la  disolución  del  entonces  reunido,  i  prevenía  se  oyese 
el  voto  de  las  provincias  por  medio  de  sus  asambleíás  sobre  ta 
forma  de  gobierno  porque  debia  constituirse  la  repúbiica.  De 
acuerdo  con  ese  voto  se  presentó  un  proyecto  de  conslitacíon  en 
20  de  mayo,  i  se  sancionó  en  8  de  agosto,  bajo  las  mas  lisonje- 
ras esperanzas,  i  la  convicción  jeneral  de  que  era  el  acto  consti- 
tutivo mas  adecuado  á  las  circunstancias  i  á  las  necesidades  del 
país.  '    • 

A  pesar  de  eso,  atribuyéronse  i  la  constitución  desórdenes  que 
presenció  Chile  en  182d  i  1850,  no  siendo  en  realidad  sino  efec- 
tos de  causas  precedentes  que  habían  ido  prolongándose  á  la  par 
con  los  ensayos  infructuosos  de  organización  politica.  Eso  es  tan 
cierto,  que  nunca  sé  determinaron  por  los  enemigos  de  aqud 
código  las  graves  imperfecciones  que  de  un  moáo  vago  se  le 
atribuían.  Y  para  corroborar  nuestra  opinión  citaremos  la  del  se- 
ñor Briseño,  grande  admirador  de  la  reforma,  i  por  tanto,  nada 
sospechoso  al  insinuar  las  verdaderas  cansas  del  estado  político 
que  siguió  á  1828.  a  Tantos  defectos  (dice)  (1)  achacados  á  la 
constitución  de  28,  le  quitan  la  vida  á  los  cuatro  años,  nueve 
meses  i  diez  i  siete  días  de  existenciaé  Verdad  es  que  á  la  fecha 

(1)  Obra  citada,  páj.  223. 
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de  su  promulgación  el  país  habia  terminado  ya  la  guerra  de  la 
independencia;  pero  no  por  esto  habian  cesado  las  luchas  intes- 
tinas, tan  naturales  á  una  sociedad  naciente  que  pasa  de  un  salto 
de  un  réjimen  despótico  á  otro  enteramente  liberal  para  el  cual 
no  estaba  preparada.  Con  efecto,  á  pesar  de  tantos  ensayos  consti- 
tucionales como  los  que  habían  precedido,  aún  no  estaban  con- 
solidadas nuestras  instituciones,  ni  arraigados  entre  nosotros,  ios 
hábiles  de  obediencia  i  respeto  á  la  autoridad.  » 

Para  echar  sus  raices  faltaba,  más  que  una  reforma  constitu- 
cional, de  eficacia  siempre  dudosa,  un  triunfo  material  decisivo 
de  uno  de  los  partidos  contendientes ;  i  eso  fué  loque  se  obtuvo 
con  la  jornada  de  Sircai  á  1 7  de  abril  de  1830,  en  que  el  partido 
pducon  ó  conservador,  impaciente  por  recobrar  el  poder  que  habia 
perdido,  no  vaciló  en  escalarlo  por  medio  de  las  armas.  Por  eso 
la  paz  vino  á  continuación,  como  la  bonanza  sigue  ala  tempestad : 
pero  la  paz  del  vencimiento  i  del  temor  bajo  cuyos  auspicios  se 
reformó  una  constitución  calumniada,  que  si  hubiera  sido  la  causa 
del  desorden,  habría  seguido  produciéndolo  hasta  el  momento 
de  su  abrogación.  Una  vez  en  el  poder,  el  partido  vencedor  nece- 
sitaba, por  un  lado  justificar  su  insurrección,  i  por  otro  aumen- 
tar su  pujanza  en  el  sentido  de  sus  doctrinas  antíliberales.  De 
ahí  la  reforma  de  la  constitución  de  1828,  nombre  capcioso  con 
que  pretendía  disimulársela  aniquilación  de  aquel  código. 

Sus  principales  diferencias  respecto  del  que  vino  á  spstituirlo 
i  rije  á  Chile  hasta  hoi,  son  estas  :  1/  no  requería  la  calidad  de 
saber  leer  i  escribir  para  dar  la  ciudadanía  activa  (art.  7.*^) ;  2.* 
componía  el  senado  con  miembros  electos  á  razón  de  dos  por  cada 
profincia  (art.  30) ;  5.*  para  convertir  en  lei  un  proyecto  del  con- 
greso, bastaba  que  ambas  cámaras  insistiesen  en  él  por  su  mayo- 
ría ordinaria  devotos  (art.  55)  ,*  4.*'el  congreso  se  prorogaba  por  sí 
mismo  (art.  58);  5.*  habia  un  vicepresidente,  i  tanto  él  como 
el  presidente  duraban  cinco  años,  sin  reelección  inmedia- 
ta (art.  62) ;  6/  uno  i  otro  podian  ser  acusados  durante  el  tiempo 
de  su  gobierno  i  un  año  despues(art.  8  i ) ;  7.'  creaba  provinciales, 
remedo  de  lejislaturas,  que  atendían  los  intereses  de  las  províu- 
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cias  (ari.  108  i  sig.) ;  i  8/  los  intendentes  eran  nombrados  á 
propuesta  en  terna  de  dichas  asambleas.  La  redacción,  en  jene- 
ral,  eia  metódica  i  concisa,  i  tanteen  su  forma  como  en  su 
esencia  seria  hoi  probablemente,  d  su  tumo  i  con  mui  pocas 
alteraciones,  la  mejor  reforma  que  pudiera  hacerse  de  la  actual 
constitución. 

Según  su  art.  133,  debía  convocarse  por  el  congreso  en  el 
año  de  1836  á  una  gran  convención,  con  el  único  i  esclusivo  ob- 
jeto de  reformar  ó  adicionar  el  mismo  código,  la  cual  debía  di- 
solverse luego  que  hubiera  desempeñado  esa  tarea.  Una  leí 
especial  debia  fijar  el  número  de  los  conyencionales,  su  modo 
de  proceder,  i  las  demás  circunstancias  requeridas  para  ejecu- 
tar la  reforma. 

El  congreso  de  1831,  reunido  bajo  la  influencia  del  partido 
revolucionario,  i  que  finjia  cumplir  la  constitución  miéatras 
la  violaba  manifiestamente,  anticipó  el  término  fijado  por 
el  art.  133  citado,  i  dio  la  lei  de  l.^de  octubre  del  mismo  año, 
sobre  convocatoria  de  la  gran  convención  que  debia  practicar 
la  reforma. 

Siguiendo  sus  principios  adversos  á  la  soberanía  popular,  el 
partido  pelucon  desnaturalizó  la  asamblea,  disponiendo  en  la 
citada  lei :  l.^que  la  convención  constaría  de  treinta  i  seis  miem- 
bros, á  saber,  diez  i  seis  de  los  diputados  electos  ya  para  la  cá- 
mara de  diputados  existente,  i  veinte  ciudadanos  de  conocida 
probidad  é  ilustración,  los  cuales  debían  tener  las  cualidades  nece- 
sarias para  ser  diputado;  2.^  que  el  congreso  nacional,  en  re- 
unión de  ambas  cámaras  con  no  menos  de  dos  tercios  de  sus 
respectivos  miembros,  elejiria  á  pluralidad  absoluta  de  sufra- 
jios  los  individuos  que  debían  componer  la  convención ;  i  3."" 
que  hecha  la  elección,  se  comunicaría  al  supremo  gobierno, 
á  fin  de  que  convocase  á  los  electos  para  el  día  que  el  congreso 
fijara. 

Durante  las  sesiones  de  la  convención  podría  reunirse  el  con- 
greso estraordinariamente,  en  los  casos  que  prevenía  la.consti- 
tucíon ;  i  además  debia  reunirse  también  para  jurar  la  obse 


REPUBUGA  DE  CHILE  113 

vaacia  del  mismo  código,  una  vez  sancionado,  i  para  recibir  el 
juramento  del  presidente  de  la  república. 

Instalada  la  gran  convención,  en  virtud  de  la  Ici  precedente 
aombró  una  comisión  para  que  presentase  un  proyecto  de  reforma 
constitucional.  El  proyecto,  aunque  apartándose  algo  del «  voto 
particular  »  de  uno  de  sus  miembros,  don  Mariano  Egaña,  fué 
basado  sobre  sus  ideas  cardinales,  i  se  presentó  en  25  de  agosto 
deleitado  año. 

Por  último,  en  22  de  mayo  de  1835quedó  formada  la  nueva 
constitución  por  los  miembros  de  la  asamblea,  i  en  25  del  mismo 
se  mandó  ejecutar  por  el  presidente,  jeneral  don  Joaquín  Prieto, 
el  jefe  que  habia  encabezado  la  reacción  del  partido  repre;$ivo 
contra  las  instituciones  liberales  de  1828.  Prieto  habia  entrado 
en  la  presidencia  desde  1831,  i  comenzado  esa  serie  de  déca- 
das presidenciales  que  formaron  en  sustancia  el  gobierno  de 
Chile  basta  1871. 

La  nueva  constitución  ahogó  la  vitalidad  política  que  se  des- 
pertaba en  el  país,  i  cuyos  naturales  é  inevitables  desbordes, 
durante  el  aprendizaje  del  gobierno  propio  ^^  tomaron  por 
catástrofes  dignas  de  una  pronta  i  severa  represión.  Coincidió 
con  las  nuevas  instituciones  el  descubrimiento  i  la  esplotacion  de 
grandes  riquezas  minerales,  el  consiguiente  desarrollo  de  la  in- 
dustria en  jeneral,  í  la  quietud  que  es  su  inseparable  compa- 
nera. 1  asi  como  la  constitución  de  28  cargó  con  responsabilida- 
des que  no  eran  suyas,  la  de  33,  mas  afortunada,  ganó  para  si  la 
fama  de  una  situación  que  ella  no  habia  esencialmente  creado. 
No  son  éstos,  sin  embargo,  los  únicos  ejemplos  que  la  filosofía  po- 
lítica ofrece  de  estrañas  decepciones  operadas  por  el  sofisma  de 
non  causa  pro  causa ;  sofisma  que,  como  todos,  estravia  los 
espirítasi  ocasiona  el  atraso  de  la  ciencia, 

Pero  por  mas  ciegos  que  fuesen  los  admiradores  de  aquella 
constitución,  i  por  grande  que  sea  la  eficacia  que  le  atribuyeran 
en  la  conservación  del  orden  (1),  no  podrán  desconocer  que 

(1)  Espresion  que  para  todos  los  gobiernos  signiiica  obedieada  pasiva  á  sus 
roandatos. 
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durante  su  imperio  ha  sido  varias  veces  inundado  en  sangre 
el  suelo  de  Chile,  á  causa  justamente  de  la  misma  tirantez  que 
ella  habia  producido.  Tres  grandes  rebeliones  han  sacudido  aquel 
país,  desuyo  aletargado  en  el  sentido  político,  i  ellas  han  ocurrido 
siempre  al  ejecutarse  un  cambio  presidencial.  Cambio,  decimos, 
que  no  elección ;  pues  solo  habia  de  ella  un  aparato  con  que  se 
barnizaba  la  designación  de  sucesor,  i  es  eso  lo  que  exaltando 
el  espiritu  de  resistencia,  latente  en  toJo  pueblo  que  no  se 
halla  degradado,  ha  conmovido  al  flemático  chileno,  i  acarreado 
BUS  sangrientas  aunque  cortas  luchas  en  1837,  1851  i  1859. 
Sintiéndose  los  defectos  de  la  constitución,  i  hallando  que  los 
monopolistas  del  poder  rehusaban  la  reforma,  ella  se  demandó 
por  la  revolución  armada,  que,  aunque  vencida,  no  por  eso  era 
conjurada,  toda  vez  que  se  dejaba  en  pié  la  verdadera  causa. 

Por  una  lamentable  fatalidad,  los  gobiernos,  rodeados  de  una 
atmósfera  que  les  es  propia,  buscan  la  causa  de  los  trastornos  en 
cierto  espiritu  caprichoso  i  adverso  á  la  autoridad,  que  no  es  de 
ningún  modo  natural  en  el  organismo  del  hombre  colectivo.  Si  se 
esceptúan  condiciones  escepcionales,  á  que  ha  llegado  un  pueblo 
después  de  haber  sido  sometido  á  muchas  influencias  corrupto- 
ras, la  resistencia  del  gobernado  supone  siempre  la  opresión  del 
gobernante.  Pero  no  es  ese  el  punió  de  vista  que  éste  toma, 
sobre  todo  cuando  siente  que  su  poder  no  descansa  en  la  volun- 
tad nacional.  Su  mala  conciencia  le  hace  v^r  resistencias  antici- 
padas ;  su  desconfianza  le  arma  i  le  dispone  á  la  represión  ;  el 
descontento  público  reacciona  á  su  vez ;  la  autoridad  se  consi- 
dera amenazada  ú  ofendida,  i  asume  ya  todas  las  formas  de  la 
opresión.  ¿  Qué  mucho  entonces  que  el  desorden  tome  también 
las  suyas  i  se  trabe  el  combate? 

Esa  fatalidad  de  que  hablábamos  se  palpó  en  Chile,  mui  espe- 
cialmente después  de  inaugurada  la  administración  de  1861,  re- 
novada en  1866.  Formando  parte  de  ella  hombres  que  en  1859 
habian  preconizado  la  necesidad  de  la  reforma  constitucional  i 
aun  pedidola  con  las  armas  en  la  mano,  llegados  al  poder,  su  vista 
se  turbó,  i  su  espiritu  fué  engañado.  Vinieron  á  su  tumo  á  soste- 
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ner  instiUiciones  caducas  i  desacreditadas.  Negaron  la  urjeneia 
de  la  reforma»  limitaron  muchísimo  los  puntos  que  la  deman- 
dasen, i  á  duras  penas  consintieron  en  formular  un  proyecto  que 
se  aprobó  por  las  cámaras  en  el  ano  de  1867. 

Siguiendo  su  curso,  lento  según  los  trámites  de  la  misma 
constitución,  i  hecho  aún  mas  por  la  oposición  de  los  ultraconser- 
?adores ,  terminó  en  una  reforma  consumada  en  1 .°  de  diciem- 
bre de  1874 ,  que  aunque  deja  bastante  que  desear,  ha  avanzado 
mas  de  lo  que  al  principio  se  atrevieron  á  esperar  sus  mas  exi- 
jentes  partidarios.  Tal  es  el  poder  de  la  opinión  i  de  la  perse- 
verancia, guiada  por  un  espíritu  pacifico  i  honrado. 

El  primer  fruto  suyo  se  recojió  en  la  elección  presidencial  del 
siguiente  año.  Era  presidente  á  la  sazón  el  señor  don  Federico 
Errázuriz ,  antiguo  liberal  acomodado ,  con  el  conservatismo  de 
don  Joaquin  Pérez ,  de  quien  era  ministro  en  los  ramos  de 
Guerra  i  Marina  cuando  se  hizo  la  elección  de  1871,  i  que  de- 
bió probablemente  mucho  á  su  empleo ,  pero  mas  aún  quizás  á 
ja  protección  ministerial  en  masa ,  el  haber  sucedido  á  Pérez. 

Volviendo  en  gran  parte  á  sus  primeros  principios ,  una  ve- 
eo  el  poder  (lo  que  es  tan  raro  como  honroso)  Errázuriz ,  favo- 
reció, roas  bien  que  hostilizó  ,  la  reforma  constitucional  en  cur- 
so :  i  como  uno  de  sus  puntos  capitales  era  la  prohibición  de 
nelejir  al  presidente  para  el  inmediato  periodo ,  hubo  de  suce- 
derle  otro  candidato.  Fué  electo  en  1875  don  José  Pinto,  libe* 
ral;  quien  asoció  á  su  administración  un  ministerio  análogo ;  i 
bajo  los  auspicios  de  la  reforma ,  i  de  un  gobierno  mui  diferente 
de  todos  los  que  habian  existido  desde  1831  hasta  1871 ,  ó  sea 
durante  cuarenta  años ,  Chile  marcha  hoi  lleno  de  vida ,  i  con 
mayores  probabilidades  de  cimentar  la  libertad  sobre  el  orden, 
qae  ninguna  otra  de  las  repúblicas  sus  hermanas. 

Para  que  pueda  fácilmente  conocerse  el  tenor,  i  apreciarse  mc^ 
jor  la  importancia  de  la  reforma ,  hemos  insertado  á  continua- 
ción del  instrumento  primitivo  i  de  sus  complementos ,  aclara- 
ciones é  interpretaciones ,  los  artículos  ó  parte  suya  modificados 
por  adición  ,  supresión ,  alteración  ó  sostítucion  á  virtud  de  l«n 
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reforma :  precaución  que  hubiera  sido  innecesaria  si ,  mantenido 
el  texto  de  la  constitución  de  1833 ,  se  hubiera  simplemeoie 
acordado  un  acto  reformatorio ,  constante  de  sólo  las  modifica- 
ciones intentadas ,  en  vez  de  embutirlas ,  digámoslo  asi ,  en  el 
texto  jeneral ,  consultando ,  más  que  la  armonía  ,  la  unidad  de 
ejislacion. 


OBSERVACIONES  JENERALES 


Hasta  1828  el  gobierno  de  Chile  habia  sido  mas  ó  menos  oli- 
garca i  represivo.  Los  hombres  en  cuyas  manos  se  encontró  na- 
turalmente el  poder  durante  la  guerra  de  independencia  profesa- 
ban, de  muí  buena  fe  sin  duda,  principios  antidemocráticos. 
Juzgaban  que  los  pueblos  eran  incompetentes  para  participar  en 
el  gobierno;  que  éste  debia  tener  la  mayor  suma  posible  de 
poder,  i  que  al  efecto  debia  establecerse  la  mas  rigorosa  centra- 
lización. 

Pero  por  mui  sufrido  que  sea  un  pueblo,  suele  mostrar  de 
vez  en  cuando  que  es  indispensable  contar  con  él.  La  caida  de 
O'Higgins  reveló  la  existencia  de  un  partido  demócrata  nada  des- 
preciable, que  desde  entonces  se  hizo  escuchar,  que  tomó  pre- 
ponderancia bajo  la  protección  de  Freiré  hasta  dar  las  institu- 
ciones de  1828,  i  que  aunque  vencido  con  las  armas  por  el 
antiguo  partido  dueño  del  país,  no  habia  dejado  de  existir  ente- 
ramente. 

La  constitución  de  1833  fué  el  resultado  de  una  reacción  con- 
tra  las  ideas  liberales,  que  apenas  habian  asomado  pocos  años 
antes;  pero  no  era  ya  la  de  1823,  ni  menos  aún  la  de  1822.  La 
idea  represiva  estaba  restaurada,  pero  habia  perdido  terreno, 
como  lo  ha  perdido  aún  mas  después  de  reformada,  aunque 
parcialmente,  la  actual  constitución  chilena.  La  omnipotencia 
de  los  gobiernos  solo  se  sostiene  á  virtud  de  la  ignorancia  ó  la 
indolencia  de  los  pueblos,  i  Chile  avanza  lo  bastante  en  civili- 
ucionpara  regatear  al  poder  público  sus  naturales  pretensiones. 

¿Pero  es  su  indisputable  adelantamiento  resultado  de  sus 
actuales  instituciones  políticas?  Sabemos  que  no  todo  es  obra 
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del  gobierno  en  el  adelantamiento  de  un  país,  i  que  á  medida 
que  éste  se  ilustra  i  morijera,  se  ensancha  la  influencia  indiTi- 
duaU  como  decrece  la  influencia  gubernativa.  Era  ésta  poderosa 
i  necesaria  durante  la  infancia  del  pueblo  chileno.  Mucho  tenia 
que  hacer  i  mucho  ha  hecho  el  gobierno  creado  por  el  código 
de  1833;  pero  no  podria  demostrarse  que  era  el  mas  adecuado 
para  hacer  la  educación  política  de  las  masas,  ni  menos  que 
hubiera  podido  imponerse  largo  tiempo  más  á  un  pueblo  que 
aspiraba  á  mayor  grado  de  libertad. 

Celoso  de  su  autoridad  el  partido  cuyas  ideas  retrataba  aquel 
código,  pero  obligado  á  basar  el  edificio  político  sobre  el  sufrajio 
popular,  lo  restrinjió  considerablemente :  defecto  que  la  refor- 
ma no  ha  subsanado.  Véase,  si  no,  que  exije  muchas  condiciones 
pnra  adquirir  i  conservar  la  ciudadanía  activa  ó  derecho  de  su- 
frajio, reduciendo  considerablemente  el  circulo  de  los  electores, 
lo  que  por  una  parte  aleja  su  interés  del  interés  jeneral,  i  por 
otra  los  pone  mas  al  alcance  de  las  influencias  corruptoras  ejer- 
cidas por  la  autoridad. 

Sobre  esta  base  estrecha,  que  no  es  ni  puede  traducir  la  vo- 
luntad nacional,  se  establece  un  poder  público  que,  ya  directa- 
mente, ya  por  rodeos,  se  concentra  en  un  majistrado  de  larga 
duración,  i  hace  dependientes  en  mucho  de  su  carácter  personal 
las  garantías  individuales,  la  incompleta  libertad  acordada  por 
la  constitución,  i  por  tanto  la  paz  i  la  tranquilidad  públicas. 

Obsérvese  cómo  están  constituidas  las  ramas  en  que  natural- 
mente se  divide  el  poder  jeneral.  La  constitución  reconoce,  á  lo 
menos  implícitamente,  la  división  universalmente  admitida  en 
tres  poderes,  á  saber,  lejislativo,  ejecutivo  i  judicial;  pero  ade- 
más de  las  atribuciones  que,  como  propias  del  segundo,  confiere 
al  presidente  de  la  república,  hace  á  los  otros  dos  converjer 
hacia  el  mismo  punto,  según  la  manera  como  organiza  su  per- 
sonal ó  sus  procedimientos. 

El  poder  lejislativo  reside  en  el  congreso  nacional  compuesto 
de  dos  cámaras,  una  de  diputados  i  otra  de  senadores  (art.  13). 
La  cámara  de  diputados  se  compone  de  miembros  elejidos  por  los 
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departamentos  en  Yotacion  directa  i  en  la  forma  que  determír 
nare  la  lei  de  elecciones  (art.  18). 

Pero  las  esclusiones  que  haca  el  art.  23  no  aseguran  la  inde- 
pendencia de  aquella  cámara.  Tienen  entrada  en  ella  los  minis- 
tros de  estado  (art.  90)  i  muchos  empleados  ejecutivos  i  judi- 
cialfó.  Los  ministros,  por  medio  de  sus  numerosos  ajentes,  á 
quienes  nombran  i  remueven,  se  hacen  elejir,  i  dan  también  la 
elección  al  mayor  número  de  empleados  posible.  Por  manera  que 
la  cámara  de  diputados  consta  á  menudo,  si  no  es  siempre,  de 
una  mayoría  de  individuos  cuyos  votos  se  hallan  casi  á  disposi- 
ción del  gobierno^  como  por  antonomasia  se  llama  al  ejecutivo. 

Después  de  la  reforma,  las  observaciones  precedentes  com- 
prenden al  senado,  electo  hoy  del  mismo  modo  i  con  iguales  con- 
diciones que  la  cámara  de  diputados,  pero  con  menor  número 
de  miembros.  Ya  veremos  que,  aunque  sujeto  á  aquellas  obje- 
ciones, ha  ganado  mucho  en  independencia  i  en  capacidad  de 
representar  el  pais,  comparado  con  lo  que  era  según  la  constitu- 
ción de  1835. 

Son  atribuciones  del  congreso,  según  los  arts.  36  i  37,  los' 
mismos  que  se  dan  siempre  al  poder  lejislativo  en  todos  las  cons- 
tituciones modernas ;  pero  el  veto  de  que  puede  usar  el  presi- 
dente de  la  república,  según  los  art.  44  i  siguientes,  le  permite 
suspender  casi  en  lo  absoluto  el  curso  de  un  proyecto  de  lei  que 
haya  emanado  de  las  cámaras. 

Para  evitar  semejante  resultado  que  redundaría  en  pura  pér- 
dida de  tiempo,  los  miembros  del  congreso  usan  con  mucha  par- 
simonia, de  la  facultad  que  tienen  para  proponer  proyectos  de 
lei.  Prefieren  que  la  ejerza  el  presidente,  á  quien  la  da  igual- 
mente la  constitución ;  de  suerte  que  este  funcionario  propone 
i  el  congreso  aprueba  la  lei,  quedando  por  lo  mismo  compar- 
tido entre  ellos  el  poder  lijislativo,  no  obstante  lo  dipucsto  en 
cl  art.  13. 

I  aun  es  mayor  la  participación  del  gobierno  que  la  del  con- 
greso enla  formación  de  las  leyes ;  pues  en  virtud  de  la  influen- 
cia que  tiene  en  las  elecciones  i  por  lo  mismo  en  las  cámaras, 
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puede  contar  con  la  aprobación  de  sus  proyectos ;  mientras  qae 
las  cámaras  no  podrían,  aun  cuando  lo  quisieran,  hacerle  san- 
cionar un  proyecto  emanado  de  ellas,  si  no  es  pasado  mucho 
tiempo. 

Estiéndese  todavía  el  poder  constitucional  del  presidente; 
p'jes  se  halla  facultado  por  la  atribución  20,  del  art.  82  para  de- 
clarar en  estado  de  sitio  uno  ó  mas  puntos  de  la  república^  du- 
rante el  receso  del  congreso,  i  por  efecto  de  esa  declaratoria,  para 
proceder  contra  las  personas  en  los  términos  del  art.  161.  Pero 
precisadas  como  han  sido  según  la  reforma  Ins  facultades  que 
aquel  estado  estraordinario  de  cosas  supone,  han  perdido  mucho 
de  su  gravedad,  i  por  consiguiente  disminuido  el  peligro  de  las 
arbitrariedades  á  que  se  prestaba.  En  realidad  las  facultades  es- 
traordinarias  del  presidente  de  Chile  son  muchísimo  menores 
que  las  que  tiene  el  mismo  funcionario  en  otras  repúblicas  de 
idéntico  oríjen,  aun  considerado  i  entendido  rectamente  el  texto 
constitucional.  En  las  que  interpretándolo  á  medida  del  deseo  i 
según  las  supuestas  exijencias  de  la  situación,  se  ha  ido  casi 
bástala  dictadura,  la  moderación  con  que  está  concebida  hoi  la 
constitución  chilena  debe  servir  de  ejemplo  i  de  lección,  si  es 
que  no  se  ha  renunciado  á  todo  lo  que  no  sea  el  capricho  i  la 
pasión  política. 

Otro  punto  en  que  la  reforma  ha  sido  feliz  es  el  de  la  respon- 
sabilidad ministerial,  embrollada  i  diticultada  por  la  constitu- 
ción de  i  833  hasta  el  punto  de  hacerla  casi  imposible,  como  se 
ve  per  los  arts.  93  á  98,  sostituidos  en  la  reforma  por  los  qiie 
llevando  igual  numeración  hacen  mas  simple,  razonable  i  seguro 
el  procedimiento.  Tanto  mas  necesario  era  facilitarlo  hasta  hacer 
realizable  aquella  responsabilidad,  cuanto  la  del  presidente 
se  halla  definida  (art.  83)  en  términos  vagos;  i  si  á  eso  se  añade 
8u  grandísima  influencia,  puede  sin  exajeracion  decirse  que  su 
responsabilidad  es  enteramente  ilusoria. 

De  este  modo  la  estructura  constitucional  toma  á  lo  menos 
un  carácter  análogo  á  la  monarquía  parlamentaria,  perdiendo  lo 
que  tenia  de  dictadura  disimulada.  I  á  la  verdad,  bajo  este  res- 
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pecto,  asi  como  por  la  compatibilidad  de  las  funciones  de  minis- 
Iro  del  despacho  i  empleado  ejeciitiyo  ó  judicial  con  las  de  dipu- 
tado ó  senador,  ia  constitución  chilena  se  acerca  mas  que  otras 
republicanas  á  la  índole  de  la  monarquía  moderada,  de  que  to- 
das más  ó  menos  participan»  esceptuando  solo  quizás  la  de  Suiza. 
Pero  en  cambio  difiere,  aun  de  la  República  francesa  que  es  la 
mas  monárquicat  en  que  carece  el  ejecutivo  de  la  facultad  de  dli- 
soher  la  cámara  popular  i  de  prorogar  una  i  otra,  ó  sea,  sus- 
pender temporalmente  sus  sesiones.  Difiere  también,  i  hoi  mas 
qoe  antes,  en  que  la  cámara  aUa^  á  que  se  asimila  el  senado, 
no  consta  de  diversos  elementos  ni  representa  distintos  intereses 
de  los  de  la  otra  cámara :  circunstancia  que  puede  traducirse  en 
una  concesión  á  la  democracia «  pero  que  acaso  perjudique  á  los 
objetos  de  la  dualidad  lejislativa. 

Los  arts.  108,  109  i  110  pretenden  asegurar  }a  independencia 
del  poder  judicial,  atribuyendo  esclusivamente  sus  funciones  á 
lo8  tribunales  establecidos  por  la  lei,  declarando  que  solo  ella 
puede  alterar  sus  atribuciones  ó  personal,  i  haciendo  inamovi- 
bles á  Jos  majistrados.  Pero  el  82,  atribución  7.*,  da  al  presi- 
dente la  facultad  de  nombrar  dichos  majistrados ;  i  aunque  debe 
sujetarse  en  parte  á  las  propuestas  que  le  haga  el  consejo  de  es- 
tado, siendo  los  consejeros  de  su  libre  nombramiento,  no  es  aven- 
turado suponer  que  cuidarán  de  proponer  los  candidatos  que 
sean  aceptables. 

Una  vez  nombrado  un  juez,  i  siendo -inamovible,  parece  que 
no  tendría  necesidad  de  complacer  al  gobierno ;  pero  la  promo- 
ción, á  que  naturalmente  aspira,  queda  siempre  en  ai]uellas  ma- 
nos; i  asi  no  debe  razonablemente  esperarse  una  independencia 
completa,  salfos  los  casos  de  algunos  caracteres  especiales,  sino 
en  los  majistrados  de  la  corte  suprema. 

Es,  pues,  el  gobierno  nacional  de  Chile  uiíá  mezcla  de  oligar- 
quía i  monarquía  (1)  moderada  solo  por  ingreso  de  algunos  di- 
putados i  senadores  independientes  en  la  respectiva  cámara  i  por 

(1)  Bajo  otros  respeetos  lo  es  también  de  buroeraáa  (gobierno  de  las  oflcínas), 
i  phiUtmiáa  (gobierno  de  los  ricos). 
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la  renovación  periódica  del  presidente.  El  sucesor  ha  sido  las 
mas  veces,  i  puede  serlo  aún,  hechura  del  que  está  en  el  poder; 
pero  una  vez  instalado,  cesa  su  interés  en  complacerle,  i  antes 
bien  lo  tiene  mui  claro  de  caminar  por  si  solo. 

Si  el  gobierno  nacional  se  resume  en  el  presidente  de  la  re- 
pública, el  gobierno  de  las  secciones  se  resume  á  su  turno  en  el 
supremo  nacional.  Hai,  es  verdad,  municipalidades  con  impor- 
tantes atribuciones  (art.  128).  Pero  además  de  que  sus  actos  do 
son  exequibles  sin  la  previa  aprobación  del  presidente  de  la  re- 
pública (atribución  10),  i  de  que  pueden  suspenderse  por  el  go- 
bernador ó  el  subdelegado  (art.  129),  carecen  de  medios  pan 
realizar  sus  propósitos,  mientras  no  provea  de  ellos  la  lejidatura 
nacional.  Esto  da  á  sus  actos,  mas  bien  el  carácter  de  solidtu- 
des  ó  proyectos,  que  de  ordenanzas  ó  resoluciones  propiamente 
dichas. 

En  vista  de  esta  impotencia,  el  patriotismo  local,  que  es  prin- 
cipio i  base  del  patriotismo  nacional,  se  desalienta,  i  abdica  en 
manos  del  gobierno  supremo,  que  es  el  gobierno  por  escelencia, 
i  que  nada  sabe  de  lo  que  interesa  á  las  secciones,  ni  tiene 
tiempo  ni  incentivo  para  promover  su  prosperidad.  Las  pobla- 
ciones languidecen,  la  política  se  convierte  en  asunto  de  unos 
cuantos  prívilejiados  en  la  capital  de  la  república,  i  la  democra- 
cia queda  privada  de  su  mejor  escuela,  que  es  la  actividad  del 
municipio. 

Si  á  lo  menos  esta  constitución  franquease  su  reforma,  i  la 
hiciese  posible  en  el  momento  deseado,  sus  otros  defectos  serían 
disimulables.  Pero  la  presunción  ó  bonhomia  de  sus  autores  fué 
hasta  suponerla  perfecta,  i  declarar  implícitamente  que  ellos 
solos  habían  encontrado  la  verdad,  i  ellos  solos  tenian  el  derecho 
de  mostrarla.  Eso  se  infiere  de  las  grandes  dificultades  que  aglo- 
meraron para  efectuar  la  reforma ;  dificultades  que  casi  rayan  en 
imposibilidad^  como  lo  ha  demostrado  la  historia  de  la  que  se 
ha  obtenido  en  1874. 

Verdad  es  que,  correjidos  los  mas  sustanciales  defectos  del  có- 
digo de  1833,  no  se  pensará  fácilmente  en  acometer  nuevas  re* 
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formas.  Pero  una,  si  ñola  principal,  causa  de  esa  sobriedad  será 
la  dificultad  misma  de  ejecutarlas.  No  negaremos  que  la  estabi- 
lidad i  hasta  la  vejez  de  una  constitución  tienden  á  granjearle 
respeto ;  ni  que  conviene  presumir  estos  instrumentos,  particu- 
larmaate  en  Hispano-América,  contra  el  espíritu  de  lijereza  i  ver^ 
satilidad  que  distingue  á  esos  países.  Con  todo,  la  mejor  garan- 
tía de  larga  duración  en  una  lei  constitutiva  es  su  ciurrespon- 
'dencia  con  la  situación  i  las  necesidades  del  pueblo  á  que  se 
destina ;  i  aunque  el  código  politice  chileno  es  ya  cosa  diversa 
de  lo  que  era  antes  de  1874,  aún  no  responde  á  los  adelanta- 
mientos  que  ha  hecho  aquella  República  á  virtud  de  la  paz  i  el 
desarrollo  de  su  industria  de  medio  siglo  á  esta  parte. 

Entre  esa  circunspecion  exajerada  i  la  frivola  precipitación  de 
otras  hermanas  que,  pretendiendo  descontar  el  tiempo,  descono, 
cen  sus  fueros  hasta  usurpar  los  derechos  de  épocas  remotas  en 
lo  porvenir,  no  vacilamos  en  preferir  la  lentitud  chilena.  A  imi- 
tación de  los  pueblos  anglo-sajones,  deja  madurar  las  ideas  de 
reforma  hasta  el  grado  en  que  nadie  ó  poquísimos  desconozcan 
8Q  necesidad  i  su  oportunidad.  Por  esos  términos  cada  paso  se 
da  en  terreno  firme,  cada  innovación  es  un  hecho  consumado  é 
inmutable;  i  aun  cuando  suban  al  poder  los  partidos  que  hablan 
hecho  fuerte  oposición  á  las  reformas  introducidas,  no  sienten 
ni  aun  la  tentación  de  abrogarlas ,  volviendo  á  un  punto  de  par- 
tida que  ya  no  tiene  interés  ni  significación  sino  para  la  historia. 
Bien  al  contrarío,  los  que  inconsideradamente  propenden  á  re- 
formas sujerídas  por  la  imajinacion  ó  por  la  impaciencia  de  ver 
en  su  tiempo  formuladas  las  instituciones  que  corresponden  á 
la  posteridad,  se  hallan  condenados  i  los  mas  crueles  desen- 
gaños, presenciando  los  estragos  que  el  vendabal  revolucionario 
hace  en  aquellas  plantas  exóticas,  arrancadas  al  fin  para  preparar 
i  resembrar  la  tierra  que  no  le  era  propicia. 
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«  Esf  á  visto  que  los  autores  de  la  constitución  que  examinamns 
dispusieron  todas  8U6  partes  de  un  modo  cónsono  al  fin  jeneral 
que  se  propusieron  :  organizar  una  especie  de  monarquía  electiva 
i  temporal  apoyada  en  unas  cuantas  corporaciones  oligárquicas 
contra  la  democracia  latente  del  país.  De  aquí  es  que  las  observa- 
ciones' particulares  en  que  vamos  á  entrar  no  tienden  tanto  á 
censurar  esa  forma  de  gobierno  inadecuada  para  un  pueblo  que 
aspira  á  mucho  más,  según  lo  hemos  hecho  antes,  como  á  de- 
mostrar aun  más  claramente  la  Índole  de  la  constitución  i  á 
señalar  defectos  de  otro  orden.  » 

Asi  nos  espresábamos,  al  comenzar  este  capitulo  en  nuestra 
primera  edición.  Después  de  la  reforma  ejecutada  en  1874  no 
podrfamos  ropetir  ese  juicio,  sino  respecto  de  la  constitución 
primitiva.  Desgraciadamente,  sin  embargo,  aunque  el  instrumen- 
to tal  cual  hoi  existe  no  merece  aquella  apreciación,  tampoco  es 
una  nueva  constitución,  propiamente  hablando.  De  otro  modo : 
las  modificaciones  introducidas  no  guardan  suficiente  armonía 
con  el  resto  del  antiguo  documento,  sobre  todo,  en  punto  á  re- 
dacción, como  lo  haremos  notar  en  algunos  lugares,  i  por  via  de 
ejemplo,  llegado  que  sea  el  caso.  Procede  este  defecto  de  la 
timidez  i  aun  respeto  supersticioso  al  antiguo  texto ,  con  que  se 
ha  procedido  en  la  reforma.  La  propiedad  en  la  articulación, 
i  aun  la  claridad  en  el  sentido  de  las  cláusulas,  se  han  sacrifi- 
cado por  conservar  la  antiuga  contextura  hasta  donde  era  posible. 
Pero  en  eso  juzgamos  que  ha  habido  poco  discernimiento  ;  pues 
en  nada  liabria  perjudicado  una  nueva  redacción  jeneral,  en 
cuanto  lo  demandasen  los  cambios  introducidos  i  sin  tra8|)asar- 
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los  abflolulamenle.  Además  de  la  belleza  literaria  (cuyos  Tueros 
no  deben  sacrificarse  sin  necesidad)  se  habrian  ahorrado  irre;;u- 
lañdades  ú  oscuridades,  á  que  llamaremos  la  atención. 

Limites  delpais.  La  designación  hecha  por  el  art.  1.**,  i  que  es 
eofflun  áotraj  constituciones,  tiene  por  principal  objeto  declarar 
que  se  está  dispuesto  á  sostener  el  dominio  sobre  el  territorio 
descrito,  contra  toda  pretensión  de  los  vecinos  ó  contra  toda 
¡dea  de  colonización.  Pero  como  nuestros  asertos  en  materia 
de  doecho  no  perjudican  nunca  al  buen  derecho  ajeno,  la  desig- 
nación de  que  se  trata  es  cuando  menos  inútil.  Aun  suele  tam- 
bién dañar  al  que  la  hace,  suministrando  argumentos  contra  pre- 
tensiones justas  que  se  han  omitido  antes  por  ign  orancia . 

Esencia  dd  gobierno.  Al  fin  no  hai  mas  que  dos  bases  para 
un  gobierno :  la  gracia  de  Dios  y  que  invocan,  sin  esplicar,  los 
monarcas  absolutos,  i  la  voluntad  de  los  pueblos,  á  que  se  acojen 
hoiaon  los  monarcas  improvisados.  En  Chile  no  era  posible  acla- 
mar otro  principio  que  el  segundo,  i  de  ahí  los  arts.  2.*  i  4.*  de  la 
constitución.  La  idea  espresada  por  el  5/  no  lo  ha  sido  con 
eiaetitttd,  i  hubiera  quedado  bien  concebida  agregando  el  califi- 
cativo de  unitario  á  los  de  popular  i  representativo,  que  al  go- 
bierno da  el  citado  art.  2.* 

i  Pero  responde  la  organización  constitucional  á  los  famosos 
principios  alli  consignados  ?  Que  la  soberanía  resida  esencial- 
mente en  la  nación»  puede  casi  siempre  declararse  sin  riesgo  ; 
porque  la  idea  es  abstracta,  i  el  modo  de  hacer  la  delegación  de 
su  ejercicio  en  las  autoridades  constituidas,  que  es  el  punto  de 
la  dificultad,  queda  sujeto  al  criterio  i  á  la  probidad  de  los  consti- 
tuyentes. Por  eso,  i  á  pesar  de  las  espresiones  usadas  en  el  art.  2.*, 
el  gobierno  de  Chile  dista  mucho  de  ser  popular  i  representativo, 
eo  el  hecho,  atendida  la  restricción  del  sufrajio,  i,  lo  que  es  mas, 
la  impura  manera  de  recojerlo.  Verdad  es  que  los  fraudes  i  las 
violencias  usadas  para  mantener  el  poder  en  el  pequeño  circulo 
que  le  aprovecha,  no  revelan  inmediatamente  sino  la  falta  de 
honradez  poli  tica  en  los  funcionarios  que  cometen  tamaños  abu- 
sos; pero  una  constitución  que  facilita  el  abuso,  i  favorece  su 
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impunidad,  es  eu  último  análisis  la  verdadera  causa  del  mal. 
Porque  asi  como  no  hai  buenas  instituciones  en  manos  de  hom- 
bres desleales,  no  debe  razonablemente  aguardarse  probidad  de 
hombres  que  administran  instituciones  corruptoras.  Para  ello  se 
requerirá  una  ilustración  i  una  severidad  de  opinión  pública  que 
aún  no  han  alcanzado  las  sociedades  hispano-americanas. 

Por  el  art.  5.^,  que  completa  la  descripción  desgobierno  de- 
clarando á  la  república  de  Chile  una  é  indivisible,  se  ha  querido 
mostrar  que  el  sistema  adoptado  es  el  unitario,  por  contraposición 
al  federativo.  Pero  la  naturaleza  de  un  gobierno  resulta  mas  de 
la  organización  quese  le  dé  por  el  contextode  todo  el  código  político, 
que  de  los  nombres  empleados  para  designarle.  De  resto,  ni  la  ani- 
dad ni  la  federación  dependen  de  meras  declaraciones  conatítucio- 
nales  :  ellas  preceden  á  la  constitucion,.quf^ no  podría  establecer- 
las aunque  quisiese.  La  natoraleía  del  t^torio,  la  homogeneidad 
ó  heterojeneidad  de  sus  partes  i  de  sus  pobladores,  los  aatecedm- 
tes  históricos,  i  las  necesidades  i  aspiraciones  áelfAj^ravineiai, 
hacen  de  éstas,  ó  autonomías  que  solo  consienten  ea  Ugarae  para 
sostener  un  gobierno  que  atienda  sus  intereses  jeneralea,  ó  sim- 
ples divisiones  administrativas  de,  uo  todo^  siyelo  i  un  solo  go- 
bierno i  á  una  sola  lei.  Chile,  perla  naturaleza  de  su  aueb,  por 
la  homojeneidad  i  escasez  de  su  población,  por  la  fiícilidad  de  sus 
comunicaciones,  \  m  que  todo  por  sus  antecedentes  i  hábitos 
adquiridos,  no  podrá  ser .  en  muchos  años  sino  un.  solo  estado. 

Belijion.  El  Art.  5*®  declara  :  que  la  irepública  de  Chile  tiene 
unarelijion;  que  esa  relijion  es  la  católica,  apoatólicat  romana,  i 
que  se  escluye  el  ejercicio  público  de  cualquiera  otra.  La  repú- 
blica de  que  aqui  se  habla  es  el  gobierno ;  pues  si  fuese  el  con- 
junto de  los  chilenos,  se  espresaria  una  idea  inútil,  i  que  tal  va 
no  es  exacta.  I  tratándose  del  gobierno,  ¿  qué  significa  la  decla- 
ratoria? Es  el  fundamento  para  sostener  i  protejerel  catolicismo. 
Es  también  el  punto  de  partida,  aunque .  sólo  con  la  lójica  del 
sentimiento,  para  escluir  el  cuito  público  de  cualquiera  otra  re* 
lijion.  Es,  en  suma,  la  espresíon  neta  de  la  intolerancia,  que 
predominaba  en  Chile  por  los  años  de  1833* 
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De  entonces  acá  las  ¡deas  han  tenido  un  gran  cambio.  Ya  no 
se  mira  como  enemigo  al  que  quieta  i  paci6camente  rinde  culto 
á  la  DiTÍnidad  de  un  modo  distinto  de  nosotros.  I  agregado  á 
eso  el  no  pequeño  influjo  de  los  protestantes  establecidos  en 
Chile,  cujo  número  aumenta  considerablemente,  i  entre  los 
cuales  hai  ya  chilenos  de  nacimiento,  la  lejislatura  ha  tenido 
qae  ceder  en  parte  á  las  exijencias  de  los  pobladores  disidentes, 
i  á  las  no  menos  imperiosas  de  la  filosofía  moderna.  De  aqui  la 
lei  dictada  en  27  de  julio  de  1865,  que,  aparentando  interpre- 
tar la  constitución,  ba  autorizado  lo  que  ya  era  un  hecho,  el 
culto  de  otras  relijiones  en  edificio  de  propiedad  particular,  ó 
sea  en  templos  costeados  por  los  respectivos  sectarios» 

Queda  en  pié  la  protección  e^ecial  dada  al  catolicismo,  i  á  que 
obliga  de  una  manera  espresa  el  art.  80  en  la  fórmula  de  jura- 
mento que  impone  al  presidente  de  la  república.  Esa  protección 
consiste  en  el  sostenimiento  del  alto  clero  por  el  tesoro  nacional, 
en  el  fomento  de  los  estudios  teolójicos,  i  en  la  observancia  de 
los  preceptos  relijiosos  por  los  individuos  del  gobierno,  según 
se  deduce  del  mismo  articulo. 

Ya  es  tiempo  de  que  Chile  piense  en  deslindar  completamente 
los  asuntos  civiles  de  los  relijiosos,  prescindiendo  de  esa  confu- 
sión en  que  hasta  ahora  han  permanecido,  con  mengua  del  Estado 
no  menos  que  de  la  Iglesia.  Porque  si  ésta  es,  como  lo  supone- 
mos, todo  lo  bueno  i  todo  lo  santo  que  de  ella  se  ha  dicho ;  si 
<  las  puertas  del  infierno  no  prevalecerán  contra  ella,  »  ¿  qué 
necesidad  tiene  de  la  pobre  protección  de  un  gobierno  humano  ? 
¿Caál  de  prohibir  cultos,  que  si  son  erróneos,  llevarán  en  su  error 
el  mqor  castigo?  I  finalmente,  ¿  para  qué  comprar  sus  privilejios 
á  costa  de  su  libertad,  perdida  con  el  patronato  ? 

En  cuanto  al  estado,  debe  reasumir  por  entero  su  soberanía 
sacrificada  en  favor  de  la  Iglesia,  tomando  en  sus  propias  manos 
el  manejo  de  aquellos  asuntos  que  hoi  le  tiene  cedidos  sin  pro- 
vecho para  nadie,  i  renunciando  por  su  pai*te  auna  injerencia  im« 
propia  en  los  asuntos  relijiosos,  que  no  son  sino  de  pura  con- 
ciencia. 
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Cuidadania.  El  cap.  4.®,  arts.  6  á  11,  trata  de  los  chi- 
lenos ó  ciudadanos  de  la  república,  tanlo  en  el  sentido  del 
derecho  internacional ,  como  en  el  sentido  del  derecho  po- 
lítico. A  éstos  llama  ciudadanos  activos,  en  cuanto  tienen  dere- 
cho desufrajio,  i  serán  pasivos,  en  cuanto  pueden  recibir  votos. 

Una  de  las  partes  mas  defectuosas  de  la  constitución  de  1833, 
era  la  relativa  á  naturalización  de  eslranjeros,  que  dificultó 
escesivamente,  como  si  se  tratara  de  un  gran  privilejio  mucho 
mas  benéfico  para  el  agraciado  que  para  el  país  que  ie  acoje. 
Con  harto  placer  vemos,  que  el  inciso  3.*,  art.  6.^,  tal  como  apa- 
rece  en  la  reforma  de  1874,  se  halla  concebido  en  un  espíritu 
eminentemente  liberal,  i  que  en  vez  de  la  amarga  censura  que 
nos  arrancó  antes,  nos  permita  hoi  tributarle  nuestro  mas  sin- 
cero elojio. 

Por  punto  jeneral  la  nacionalización  aprovecha  menos  al  es- 
tranjero  que  al  país  que  le  adopta.  Raro  es  el  estranjero  que  por 
el  hecho  mismo  de  emigrar  á  un  país  dislante  i  de  incurrir  para 
ello  en  ciertos  gastos,  no  valga  mas  que  muchos  de  los  proleta- 
rios nativos.  La  ciudadanía  de  aquél  es,  pues,  un  beneficio  para  la 
nación,  que  no  sólo  adquiere  un  miembro  i  un  servidor,  un  hom- 
bre sujeto  á  todas  las  cargas  sin  compensación,  sino  que  se  evita 
las  reclamaciones  i  las  exajeradas  pretensiones  con  que  tan  á  me- 
nudo la  humillan  estranjeros  ingratos. 

Esas  desventajas  que  sobrevienen  á  la  nacionalización  son  lo 
que  la  hace  tan  rara  i  lo  que  prueba  con  evidencia  que 
el  estranjero  que  la  solicita  ama  realmente  al  país  de  que  quiere 
hacer  su  patria.  ¿  A  qué  conduce,  pues,  dificultar  la  nacionaliza- 
ción ?  A  lo  que  conducen  todas  las  dificultades  cuando  lo  que  se 
busca  no  es  mui  apetecible.  Creemos,  pues,  que  la  reforma  li- 
beral ejecutada  aumentará  los  casos  de  nacionalización,  al  paso 
quecol  oca  á  Chile  en  la  línea  de  los  pueblos  civilizado?,  que 
no  ven  en  el  nacimiento  sino  un  puro  accidente,  ni  en  los  hom- 
bres todos  sino  hermanos,  á  quienes  se  debe  recibir  siempre  con 
los  brazos  abiertos,  para  sentarlos  en  nuestro  hogar  al  feslin 
de  la  libertad,  de  la  igualdad  i  déla  industria. 
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el  rigor  en  la  concesión  de  la  ciudadanía  activa  ó 
derecho  de  snftajio.  Desde  luego  reconocemos  que  la  ciudada- 
nía, como  derecho  político,  dista  mucho  en  importancia  de  los 
derechos  civiles,  i  que,  al  contrario  de  éstos,  se  dá  menos  en 
beneficio  personal  i  directo  del  individuo  que  en  beneficio  de  la 
comunidad.  Por  eso  puede  restrinjirse  i  aun  negarse  á  muchos 
sin  grave  inconveniente ;  mientras  que  el  derecho  civil  no  admite 
limitación  ni  escepcion .  Éste  es,  aunque  figuradamente,  un  derecho 
natural  :  el  otro  es  nacido  enteramente  de  la  lei  política,  que 
consulta  solo  el  buen  uso  que  de  él  pueda  hacerse. 

Con  todo,  nadie  puede  arrogarse  la  facultad  de  calificar  anto- 
jadizamente la  aptitud  para  ejercer  los  derechos  políticos. 
Dondequiera  que  hai  el  deseo,  la  pretensión  de  ejercerlo,  junto 
con  el  desarrollo  fisice  é  intelectual  suficiente  para  dar  al  indivi- 
duo conciencia  de  lo  que  hace,  allí  debe  declarar  la  lei  el  dere- 
cho político,  sopeña  de  luchar  desventajosamente  con  el  empuje 
democrático,  que  se  despierta  en  el  mundo  i  que  acabará  por 
dominarle. 

Segon  eso,  las  disposiciones  de  los  arts.  8.^  á  11  son  defec- 
tuosas. Los  requisitos  para  la  ciudadanía  son  eseesivos,  i  llena- 
lian  completamente  su  objeto  si  se  redujeran  á  la  edad  de  vein- 
tiún años  i  ala  condición  de  saber  leer  i  escribir.  Las  causas  de 
¡suspensión  i  de  pérdida  del  derecho  son  en  su  mayor  parte  injus- 
tificables. Si  aquél  seda  en  beneficio  común  i  no  individual, 
¿porqué  quitarlo  como  pena  ?  ¿qué  tiene  que  ver  con  la  inocencia 
ó  la  criminalidad  del  individuo  ?  Sólo  se  busca  su  aptitud  de  su- 
fragar acertadamente  ;  i  todo  lo  que  no  le  prive  real  é  induda- 
blemente de  esa  aptitud,  todo  lo  que  no  sea  sino  conjetura  de 
dependencia  que  todos  los  hombres  tienen  en  una  ó  en  otra 
forma,  es  inconducente  i  atentatorio. 

GÁBARTÍASDioivmuALEs.  Son  materia  de  los  caps.  5.*  i  10., 
en  qae  se  detallan,  sin  método  i  sin  nomenclatura  adecuada, 
algunos  derechos  que  se  refieren  á  la  libertad  civil,  de  locomo- 
ción, de  petición,  de  imprenta,  de  reunión,  de  asociación,  i  de 

enseñanza ;  á  la  propiedad,  la  igualdad  legal  i  la  seguridad  de 

o 
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la  pericona.  EsUis  garantías  constitucionales  son  de  puro  lujo, 
toda  vez  que  no  se  definen  ni  acaso  pueden  ser  definidas  con  pro- 
piedad,  i  toda  vez  que  en  último  resultado  sólo  son  efectivas  en 
virtud  de  la  sanción  penal,  que  corresponde  á  otra  parte  de  la 
lejislacion. 

En  cuanto  á  lo  primero,  hé  aquí  algunos  ejemplos :  i.^  La 
igualdad  ante  la  lei^  que  ha  querido  consagrarse  en  los  tres 
primeros  incisos  del  art.  12.  ¿  Qué  significa  eso  en  la  práctica  ? 
De  un  modo  ó  de  otro,  es  cierto  que  la  clase  proletaria  lleva  peor 
condición  social  que  la  educada  i  rica.  Si  se  trata  de  un  reclu- 
tamiento forzoso  para  rl  ejército  ó  la  armada,  no  se  tomará  para 
soldado  ó  marinero  á  un  hombre  de  esta  última  clase  stao  de 
aquélla.  Si  un  roto  comete  un  hurto,  será  azotado  ( i  acaso  para 
que  confiese,  contra  el  tenor  del  art.  145) ;  pero  si  un  hombre 
acaudalado  hace  una  quiebra  fraudulenta,  no  irá  siquiera  á  la 
penitenciaria. 

2.''  Derecho  de  reiCnion.  Hallábase  omitido  en  la  constitución 
de  1833,  i  ahora  se  ha  colocado  en  el  inciso  6.^  del  art.  12, 
junto  con  el  de  petición  (que  era  su  única  materia)  i  los  de  aso- 
ciación i  libertad  de  enseñanza.  Los  cuatro  asuntos  forman  un 
solo  inciso,  redactado  de  una  manera  viciosa,  por  no  alterar  el 
número  de  incisos  que  anteriormente  llevaba  el  artículo ;  siendo 
asi  que  hubiera  bastado,  i  era  lo  mas  propio,  agregar  tres  inci- 
sos (8.^,  9.^  i  10.^)  sobre  las  tres  materias  nuevamente  introdu- 
cidas. Por  lo  demás,  el  derecho  de  reunión  se  ha  definido  tan 
bien  como  es  posible  en  una  cláusula  constitucional. 

3.^  Libertad  de  enseñanza.  En  estas  pocas  palabras  se  ha  con- 
cebido un  derecho  precioso,  que  puede  ser  negatorío  por  falta 
de  suficiente  esplicacion.  Si  esta  libertad  fuera  absoluta,  habría 
debido  espresarse  asi.  No  siéndolo,  como  lo  presumimos,  que- 
dará sujeta  á  todas  las  restricciones  que  la  lei  quiera  imponerle, 
hasta  reducirla  á  la  condición  de  la  libertad  de  imprenta  en  cierto 
pais,  según  la  sarcástica  observación  de  Dcaumarchais. 

La  libertad  no  restrinjída  de  enseñanza  comprende  la  de  toda» 
las  nociones  científicas,  filosóficas, eriticds  é  históricas,  que  con^ 
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troTÍerten  la  creacioa  jenésica^  el  oríjea  del  hombre,  la  relíjion 
revelada,  la  difioidad  de  Jesús,  el  libre  albedrio,  la  vida  después 
de  la  muerte  i  aun  la  universalidad  de  la  moral.  ¿  Puede  ense- 
ñarse en  Chile  iodo  lo  que  sobre  estas  materias  esponen  filóso- 
fos modernos  como  Haeckel,  Búchner,  Strauss,  Darwin,  Draper, 
Carpenter,  Spencer^  Mili,  Bain,  Lewes,  Huxley,  Fyndall,  Renán, 
Littré,  Ribot  i  todas  las  escuelas  de  los  llamados  deistas,  mate- 
rialistas, panleistas,  positivistas,  que  cada  día  asaltan  abierta  ó 
encubiertamente  las  antiguas  fortalezas  de  los  principios  metafi- 
sicos  i  de  los  credos  relijiosos?  Divertido  seria  ver  que  se  erijie- 
sen  en  Chile  cátedras  públicas  donde  se  enseñasen  aquellas  doc- 
trinas ;  pero  no  tanto  el  verlas  arrasadas  ó  quemadas  en  el 
mismo  día,  á  virtud  de  una  esclamacion  del  arzobispo  de  San- 
tiago. Hubiera  sido,  pues,  mui  preferible,  que  la  misma  constitu- 
ción definiese  la  libertad  de  enseñanza,  ya  que  no  habrá  en  Chile 
la  disposición  á  permitir  que  se  enseñe,  como  puede  hacerse  en 
Colombia,  toda  doctrina,  por  estraña  ó  innovadora  que  parezca. 

4.*  Libertad  de  imprenta.  De  nada  sirve  la  declaración  del  in- 
ciso 7.^,  art*  12,  si  la  lei  encargarda  de  reglamentar  el  enjuicia- 
miento i  castigo  de  los  abusos,  lo  hace  de  modo  que  se 
anule  la  supuesta  libertad  de  publicar  las  opiniones  por  la  im- 
prenta. Asi  sucederia,  si  se  aplicase  con  puntualidad  la  lei  de 
16  de  setiembre  de  1846  sobre  juicios  i  penas  en  materia  de 
abusos  de  la  libertad  constitucional  que  examinamos;  pero  el 
gobierno  i  el  público  han  tenido  el  buen  sentido  de  darle  de 
mano,  i  hacer  de  esa  libertad  un  hecho  que  por  lo  mismo  se 
debe  más  á  la  opinión  que  á  la  leí  fundamental.  Este  ejemplo 
demuestra  quejas  libertades  públicas  de  todo  jénero  son  vanas, 
si  no  se  hallan  sostenidas  por  la  opinión ;  i  son  eficaces,  á  pesar 
de  todas  las  trabas  legales,  cuando  la  opinión  las  protejo. 

5.*"  Segandad  \per8(maL  Los  arts.  135  á  143  contienen  mu-* 
chas  disposiciones  destinadas  á  protejerla  ;  pero  aún  cumplidas 
rigorosamente,  no  se  habria  prevenido  el  principal  peligro  que 
hai  en  materia  de  prisiones  arbitrarias.  En  efecto,  el  celo  déla 
constitución  se  diríje  más  que  todo  á  impedir  que  aquéllas  se 
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efectúen  por  quien  no  tiene  autoridad  ;  pero  no  á  precaver  contra 
los  abusos  de  la  autoridad  misma,  que  aprisionase  anlojadiza- 
mente,  por  venganza,  por  suspicacia,  por  ostentación  de  poder. 
La  constitución,  que  tan  cuidadosa  se  muestra  de  las  formalida 
des  con  que  debe  procederseá  la  prisión,  no  dice  una  palabra 
sobre  las  causas  que  la  justifiquen.  I  esas  causas  no  son  en  buena 
filosofía  sino  el  delito.  Pero  ¿  qué  autoridad  chilena  se  sometería 
á  tan  inusitada  restricción  para  ella,  á  tan  inaudita  libertad 
para  el  individuo  ? 

Poder  leíislativo.  Es  la  materia  del  cap.  6.",  i  sujiere  varias 
cuestiones: 

1.**  División  en  dos  cámaras.  Las  razones  que  suelen  alegarse 
en  favor  ó  en  contra  de  la  división,  ó  sea  de  la  dualidad  ó  uni- 
dad del  poder  lejislativo,  son  demasiado  conocidas;  i  á  ejemplo  de 
lo  que  sucede  en  otras  cuestiones  de  la  ciencia  política,  son  razonen 
abstractas  i  sutiles.  Sea  imitación,  sea  sujestion  de  la  csperiencia, 
lo  cierto  es  que  en  todos  ó  casi  todos  los  países  representativos  se 
halla  hoi  constituido  en  dos  ciímaras  el  poder  lejislativo.  I  m 
sucede  así  solamente  en  las  monarquías  moderadas,  que  nece- 
sitan equilibrar  entre  sí  la  influencia  aristocrátic-a  y  la  demo- 
crática ;  pues  también  se  ve  la  divisioi>  en  las  repúblicas.  I  no 
tan  sólo  en  las  que  se  rijen  por  el  sistema  federal,  que  suponen 
indispensable  representar  en  las  cámaras,  de  un  lado  las  seccio- 
nes ó  estados  autonómicos,  i  de  otro  lado  la  masa  jeneral  de  la 
población  en  ellos  dispersa ;  si  que  también  en  las  repúblicas  cen- 
trales, como  lo  son  la  mayor  parle  de  las  hispano-americanas. 
Por  úllimo,  los  mismos  estados  federales  de  la  Union  Norte- 
Americana  han  adoptado  la  división;  i  aún  algunos  que,  como 
Pensilvania,  habían  organizado  al  principio  unitariamente  su  le- 
jislatura,  reformaron  mas  tarde  su  constitución,  i  volvieron  á 
la  dualidad,  conque  estaban  familiarizados  desde  el  colo- 
niaje. 

Es  muí  probable  que  todo  esto  no  sea  sino  imitación  del  parla- 
mento británico,  modelo  de  las  asambleas  lejislativas modernas; 
pero  tampoco  son  despreciables  las  consideraciones  de  indepen- 
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dencia  i  mesura  en  las  cámaras  duales  comparadas  con  las  uni- 
tarias. La  dualidad  lejislativa  es,  pues,  un  hecho  consagrado  ya 
por  la  ciencia  constitucional,  i  ella  es  sobre  todo  necesaria  donde 
la  lejislatura  se  halla,  como  en  Chile,  delante  de  un  funcionario 
que  tiene  de  por  si  grandísimo  poder,  i  que  aspirará  natural- 
mente á  anonadar  la  lejislatura. 

2.*  Formación  de  las  cámaras.  Pero  para  que  la  división 
llene  su  objeto,  parécenos  indispensable  que  las  cámaras  no  se 
organicen  ambas  de  una  misma  manera.  Bajo  estp.  aspecto  bollamos 
justiGcable  que  si  la  cámara  de  diputados  de  Chile  tiene  su  orí- 
jen  en  el  sufrajio  popular  directo  (art.  18),  la  de  los  senadores 
lo  buscara  en  la  elección  indirecta,  bien  de  electores  desig- 
nados al  efecto,  como  lo  habia  establecido  la  constitución 
de  1833  (art.  25),  bien  de  las  corporaciones  provinciales, 
como  lo  hizo  la  de  1828. 

Como  se  vé,  no  aprobamos  la  reforma  del  senado  hecha  en 
1874,  en  cuanto  le  dá el  mismo  orijen  que  á  la  cámara  de  dipu- 
tados; pero  sí  en  cuanto  le  asigna  un  número  mayor  de  miem- 
bros que  antes,  i  obliga  á  elejirlos  por  provincias  según  cierta 
base,  que  en  dePrnitiva  es  la  de  la  población.  Según  se  hallaba 
constituido  el  senado,  á  saber,  con  un  número  fijo  de  veinte  se- 
nadores, i  por  elección  simultánea,  cuyo  escrutinio  hacia  el  senado 
mismo,  con  derecho  á  perfeccionarla  (arts.  29  i  31),  esa  elec- 
ción quedaba  sujeta  á  la  voluntad  del  ejecutivo  ó  del  cuerpo 
escrutador,  que  eran  én  realidad  una  sola.  Quédanos,  pues, 
poco  que  desear  en  la  organización  del  poder  lejislativo,  si 
no  es  que  exijiésemos  todas  las  condiciones  á  que  atribuimos 
cierta  importancia. 

Querríamos  para  los  diputados  la  elección  por  distritos  ó  cir- 
cuios electorales,  de  población  aproximadamente  igual,  i  que 
diesen  cada  uno  un  solo  diputado.  Querríamos  que  los  senadores 
se  elijiesen  por  asambleas  provinciales,  i  tomando  cierta  base  de 
población  mayor  que  la  de  los  primeros ;  de  suerte  que  su  nú- 
mero total,  sin  ser  fijo,  fuese  menor  que  el  de  los  diputados, 
pero  proporcional  siempre  con  la  población  del  estado  i  el  de 
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cada  provincia  proporcional  con  su  población  respectiva.  También 
pudiera  ser  igual  el  número  de  senadores  en  cada  provincia, 
como  lo  estableció  la  constitución  de  1828,  sobre  todo  si  seda 
á  las  provincias  una  existencia  propia,  si  se  las  erije  en  entida- 
des políticas,  como  habrá  de  suceder  algún  dia. 

Por  último,  juzgamos  indispensable  hacer  de  modo  que  las  cá- 
maras representen,  no  sólo  las  ideas  ó  partidos  en  mayoría,  sino 
también  los  que  estén  en  minoría,  á  fin  de  que  se  escuche  la 
voz  de  todos,  i  se  consulten  todos  los  intereses  cuando  no  se  hallen 
en  conflicto.  Eso  depende  de  la  lei  electoral,  cuyas  bases  debe 
consignar  la  constitución  si  no  quiere  correr  el  riesgo  de  ser 
anulada  por  aquélla. 

Para  lograr  ese  fin  se  han  imajinado  varios  sistemas,  algunos 
de  los  cuales  han  sido  ensayados  con  buen  éxito.  Sea  el  primero, 
adoptar  simplemente  para  la  elección  el  principio  de  mayoría 
relativa,  lo  que  puede  dar  cierto  número  de  diputados  á  las 
minorías  absolutas.  Sea  el  segundo,  el  establecido  en  el  Reino- 
Unido  de  la  Gran  Bretaña  é  Irlanda  en  1868,  el  cual  consiste 
en  sufragar  por  un  número  de  candidatos  algo  menor  que  el  de 
diputados    correspondientes   al   respectivo    distrito    ó    cuerpo 
electoral  (con8tituency)y  declarándose  también  electos  los  que 
obtienen  mayoría  relativa.  Cuando  se  vota  por  el  número  total  de 
diputados,  es  posible  que  el  partido  en  mayoría  se  acuerde  sobre 
todos  los  candidatos,  en  cuyo  caso  los  elejiria  integramente. 
Según  el  sistema  inglés,  siempre  resultará  electo  algún  candi- 
dato de  la  minoría,  i  por  consiguiente,  es  preferible.  Sirva  de 
ilustración  un  ejemplo.  Corresponden  á  un  distrito  cinco  diputa- 
dos, i  se  sufraga  por  cuatro.  Como  la  mayoría  absoluta,  áün 
compactada,  no  puede  votar  sino  por  este  último  número,  ten- 
drá cuatro  representantes  i  no  más.  El    quinto  resultará  electo 
por  los  sufrajios  de  la  minoría  absoluta,  si  no  se  ha  dividido,  ó  de 
la  más  numerosa  de  las  fracciones  en  minoría  relativa.  Este  sis- 
tema, como  bien  se  comprenderá,  no  e^ije  mayoría  absoluta  paní 
cada  representante,  como  la  exije  el  sistema  francés  hoi  en  vigor.  Es 
el  sistema  de  mayorías  Relativas,  con  una  especialidad  dostinadii 
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á  conjurar  el  peligro  de  la  compactacion  de  la  mayoría  absoluta. 

3/  Condiciones  de  elejibüidad.  La  constitución  ha  señalado 
cierta  edad  i  cierta  renta  como  requisitos  de  elejibüidad,  lo  que 
agregado  á  la  falta  de  remuneración  en  los  lejisladores,  dismi- 
nuye considerablemente  el  nátaiero  de  los  candidatos  posibles, 
crea  una  verdadera  aristocracia  de  los  hombres  acomodados  que 
fiven  en  la  capital,  i  cede  en  perjuicio  de  los  intereses  locales  de 
las  proyincias,  bastante  comprometidos  ya  con  el  rigoroso  cen- 
tralismo de  las  funciones  gubernativas. 

En  vez  de  aquellas  condiciones  inconducentes  que  espresan 
los  arts.  21  i  32,  debió  aumentarse  la  lista  de  las  esclusiones  pre- 
vistas en  el  art.  23,  si  es  que  las  cámaras  lejislativas  deben  tener 
siquiera  una  mediana  independencia,  que  es  imposible  en  el  estado 
actual  de  cosas.  En  ninguna  república^  que  merezca  ese  nombre, 
son  elejibles  para  la  lejislatura  los  ministros  del  despacho,  los 
consejeros  de  estado,  los  majistrados  judiciales,  ni  los  empleados 
en  las  oficinas  de  la  administración  jeneral,  todos  los  cuales  ó 
pueden  ser  removidos  por  el  presidente,  ó  pueden  recibir  de  él 
una  promoción,  ó  á  lo  menos  le  están  agradecidos  por  el  puesto 
honorífico  i  provechoso  que  tienen  fuera  de  las  cámaras.  Tampoco 
pueden  obtener  destinos  del  ejecutivo  los  miembros  de  la  lejisla- 
tura, que  por  lo  demás  se  hallan  mantenidos  por  el  tesoro  pú- 
blico. 

Algo  han  adelantado  en  la  reforma  las  esclusiones  contenidas 
en  el  art.  23,  pero  aún  dejan  mucho  que  desear.  Según  ella, 
pueden  ser  ahora  elejidos  los  empleados  con  residencia  fuera  del 
lugar  de  las  sesiones,  optando  entre  el  antiguo  eiúpleo  i  el  cargo 
de  diputado.  Asimismo  pierde  su  plaza  en  la  cámara  el  dipu- 
tado que  acepte  del  presidente  de  la  república  un  empleo  re- 
tribuido, esceptoel  de  ministro  del  despacho.  Sobre  lo  primero 
pudiera  dudarse,  atendida  la  redacción,  si  la  elejibüidad  sé  con-: 
creta  á  los  empleados  que  residen  fuera  de  la  capital,  quedando 
los  otros  escluidos.  Más  esotra  la  intención,  á  sabeir,  qué  los  resi- 
dentes en  la  capital,  no  sólo  puedan  ser  elejidos  diputados,  sino 
coQsenar  su  antiguo  empleo.  I  como  ello»  son  mui  iiuméirosds, 
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queda  subsistente  ese  abundante  surtido  donde  proveerse  el  ^- 
biemo  de  diputados  sumisos. 

Sobre  la  segunda  adición  ó  parte  final  del  art.  23,  está  mui 
bien  que  se  haga  abandonar  la  curul  al  dipotado  que  recibe  del 
ejecutivo  un  empleo  remunerado  ;  pero  seria  mejor  que  se  prohi- 
biera nombrársele,  escepto  para  el  ministerio,  ó  á  la  sumo  para 
las  legaciones,  dejando  vacante  su  puesto.  Mui  al  contrarío,  per- 
mítese al  diputado  nombrado  ministro  que  conserve  ambos 
destinos,  i  nohai,  en  nuestra  opinión,  idea  más  antirepublicana. 
Si  el  ministro,  prefiriendo  atender  las  ocupaciones  administrati- 
vas, se  abstiene  de  concurrir  á  la  cámara,  priva  á  ésta  deun'miem* 
bro.  Si  concurre,  no  solamente  perjudica  al  servicio  público,  des- 
cuidado en  el  ministerio,  sino  que  votará  constantemente  según 
las  ideas  del  ejecutivo.  I  aquí  no  hai  ya  prevaricación,  sino  deber ; 
pues  seria  insensato  que  un  ministro  contrariase  en  la  cámara 
como  dipulado  lo  que  apoyó  ó  habrá  de  apoyar  como  ministro 
ante  el  presidente  de  la  república. 

Por  haber  quedado  intacto  el  art.  32  sobre  requisitos  paraser 
elejido  senador,  resulta  inadecuada  en  parte  la  referencia  que 
su  último  párrafo  hace  al  art.  23. En  efecto,  la  expresión  condición 
esdusiva^  con  que  designan  las  prohibiciones  de  este  articulo, 
apenas  pudiera  aplicarse  á  sus  antiguas  esclusiones  ó  sea  á  su 
tenor  primitivo  :  no  á  las  adiciones  introducidas  por  la  reforma, 
especialmente  la  que  consiste  en  permitir  la  elección  de  ciertos 
empleados  con  tal  que  dejen  su  puesto  en  la  cámara.  Nadase 
hubiera  perdido  redactando  el  final  del  art.  32  de  esta  manera  ú 
otra  semejante  : 

«  Son  estensivas  á  la  elección  de  los  senadores  las  restricciones 
que  á  la  de  los  diputados  imponed  art.  23.  »  En  resumen,  tales 
'  restricciones,  aún  computadas  las  de  moderna  data,  no  dan  la 
necesaria  independencia  al  cuerpo  lejislativo. 

Al  deplorable  sistema  establecido  en  Chile,  i  que  tan  limita- 
damente  ha  sido  modificado,  se  debe  esa  comedia  electoral,  que 
lleva  al  congreso  á  todos  los  ministros  del  despacho,  á  roajistra- 
do8  de  los  tribunales  superiores,  á  empleados  de  todos  los  ór- 
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denes  (1)»  dependientes  del  ejeculifo,  que  vWen  de  sueldos  dis- 
tribuidos por  él,  i  sacados  del  tesoro  público,  que  es  la  bolsa  de 
los  coolríbuyentes ;  i  en  lín,  á  ricos  propietarios,  que  buscan  la 
influencia  i  el  honor  del  puesto  más  que  la  ocasión  de  emplear 
»us  luces,  no  siempre  proporcionadas  á  las  fortunas,  i  que  de- 
ben ese  honor  i  esa  influencia*  al  gabinete  con  quien  marchan 
necesariamente  de  acuerdo. 

4.*  Duracian  en  el  puesto.  Los  diputados  permanecen  tres 
añ(»  en  sus  destinos  (art.  20),  i  los  senadores  seis  (art.  25),  re- 
novándose por  mitad  ó  próximamente  cada  trienio  (art.  26). 
Unos  i  otros  son  reelejibles  indefinidamente.  Aunque  la  duración 
ordinaria  de  los  miembros  de  la  cámara  popular  es  de  dos  ailos 
m  las  consl  i  luciónos  republicanas  modernas,  la  de  tres  años  no 
psiDui  larga;  pero  lo  es  bastante  la  de  Feis  para  los  senadores. 
«  Según  el  proyectode  la  comisión  (dice  el  Sr.  Carrasco  Alba- 
no)  los  senadores  debían  durar  ocho  años,  i  se  renovaban  pormi- 
ladcadacuadrienio(2).  Se  hicieron  indicación  es  en  la  convención 
para  que  hubiera  senadores  natos,  para  que  la  duración  de  los 
elejidos  fuese  de  doce  años  i  que  fueran  reelejibles  indefinida- 
mente, todo  lo  cual  nos  dá  á  conocer  el  espíritu  de  la  gi*an  con- 
tención. La»  dos  primeras  fueron  de^chadas  i  aprobada  la  úl- 
tima. El  articulo  de  la  comisión  fué  modificado  en  la  forma  que 
se  baila  actualmente. 

En  la  convención  que  formuló  la  constitución  que  rije  actual- 
mente en  los  Estados  Unidos  se  propuso  dar  el  mismo  tér- 
mino de  nueve  años  de  duración  á  las  funciones  de  senador.  La 
indicación  fué  rechazada  por  una  gran  mayoría,  i  se  fijó  en  seis 
años  el  término  de  ese  servicio.  Los  republicanos  norte-ameri- 
canos no  olvidi^ban  que  en  íina  democracia  los  cargos  deben  ser 
de  corta  duración,  para  impedir  que  los  mandatarios  se  creen 
intereses  opuestos  á  los  del  pueblo  que  los  nombra,  i  porque  la 
responsabilidad  de  aquéllos  está  en  relación  directa  con  la  do- 
lí) Inclusos  los  jueces  letrados  de  primera  inslancia,  no  obstante  la  espresa 
prohibición  del- art.  23. 
(i)  Comentarios  sobre  la  constitución  política  de  1833,  pé¡,  90. 
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pendencia  en  que  se  encuentran  hacia  los  mandantes.  Nuestros 
convencionales  tenian  á  este  respecto  distintas  opiniones;  fijaron 
en  nueve  años  la  duración  de  los  senadores,  i  los  hicieron  reeie- 
jibles  indefinidamente.  » 

5.^  Remuneración.  Para  obtener  hasta  donde  es  posible  la 
independencia  lejislativa,  i  acabar  con  las  dictaduras  constitucio. 
nales,  no  sólo  se  debe  escluir  del  congreso  á  todo  empleado  del 
ejecutivo,  i  prohibir  que  sus  miembros  acepten  de  él  puesto  al- 
guno durante  su  término  congresal,  sino  además  proporcionarles 
una  suficiente  remuneración  que  al  mismo  tiempo  les  dé  una 
subsistencia  libre  i  permita  escojer  los  candidatos  en  cualquier 
punto  del  territorio  (1). 

<x  En  esto  (dice  el  Sr.  Carrasco  Albano)  como  en  las  de- 
más prácticas  del  sistema  representativo,  no  tenemos  más  que 
imitar  ese  sentido  práctico  del  pueblo  norte-americano,  que  en 
uno  de  los  artículos  de  su  constitución  establece  que  los  sena- 
dores i  representantes  deben  recibir  una  compensación  por  sus 
servicios,  que  será  determinada  por  una  lei,  i  pagada  por  el  te- 
soro de  los  Estados  Unidos  (2). 

Es  verdad  que  la  práctica  de  Inglaterra  es  no.  pagar  á  los 
miembros  del  parlamento  ;  pero  es  bien  sabido  que  en  esa  na- 
ción la  cámara  de  los  pares  se  compone  de  los  individuos  de  la 
nobleza  i  la  cámara  de  los  comunes  de  los  grandes  propietarios  i 
comerciantes  (3),  i  que  ni  unos  ni  otros  han  menester  mezqui- 
nos salarios.  Pero  en  Chile,  republicanos  como  somos,  no  debe- 
mos imitar  los  usos  de  esa  monarquía,  en  que  impera  la  aristo- 
cracia de  la  sangre  i  de  la  riqueza.  Si  queremos  llevar  á  la  vida 
pública  los  mejores  talentos  i  no  las  mayores  fortunas  de  la  na- 
ción ;  sí  queremos  que  los  intereses  locales  tengan  su  represen- 
tación en  el  congreso  nacional  i  alejar  los  temores  de  las  ilejiti- 


(1)  La  lei  dá  hoi  sólo  una  dieta  de  dos  pesos  diarios,  i  otros  tanto  por  legua,  a 
los  senadores  ó  diputados  que  no  residen  en  la  capital, 

(2)  Obra  citada,  pAj.  89. 

(3)  Lo  que  constituye  el  mal. 


REPÚBLICA  DE  CHILE  i39 

mas  influencias  i  las  inasistencias  periódicas,  recompensemos 
competentemente  á  nuestros  lejisladores.  » 

6.*  Quorum.  Exijese  para  la  instalación  i  continuación  de  las 
sesiones  del  senado  la  tercera  parte  de  sus  miembros,  i  para  la 
de  la  cámara  de  diputados  la  cuarta  parte  (art.  54).  Es  una  de 
las  cláusulas  reformadas  en  1874,  i  juzgamos  que  no  ha  habido 
mili  buen  criterio  en  la  alteración.  Según  el  articulo  correspon- 
diente de  la  constitución  primitiva,  demandábase  la  mayoría  ab- 
soluta, i  es  á  nuestro  modo  de  ver  el  mínimo  que  puede  conve- 
nientemente requerirse  :  algunas  constituciones  han  exíjido  las 
dos  terceras  partes  para  la  instalación.  Como  en  las  votaciones 
ordinarias  de  cada  cuerpo  decide  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  presentes,  debería  en  rigor  pedirse  la  unanimidad  en 
rada  sesión,  para  que  la  mayoría  de  sufrajios  emitidos  por  los 
mandatarios  correspondiese  con  la  de  los  ciudadanos  ó  mandan- 
tes. Poro  como  esta  rijidez  baria  casi  imposibles  las  sesiones  de 
la  lejislatura,  se  ha  relajado,  i  no  poco,  requiriendo  mayoría  abso- 
luta para  la  instalación  i  para  las  subsecuentes  sesiones.  Aun  asi 
la  mayoría  de  cada  votación  no  representa  sino  una  minoría  de 
todos  los  miembros  ó  vicarios  del  cuerpo  social,  equivalente  al 
treinta  i  seis  por  ciento.  Según  la  nueva  constitución  chilena,  la 
fracción  puede  llegar  á  ser  de  7/36  ó  algo  menos  de  20  0/0 
para  el  senado,  i  de  7/48  ó  menos  de  15  0/0  para  la  cámara  de 
diputados.  No  hallándose  suficientemente  retribuidos  los  miem- 
bros de  fuera  de  la  capital,  crece  en  la  misma  proporción  el  pe- 
ligro de  su  falla  de  concurrencia .  De  ahí  quizás  la  reforma ;  pero 
el  remedio  no  estaba  en  mutilar  la  repreBentacion^  sino  en  ase^ 
gurarla,  ya  por  la  recompensa  (magnifico  estimulo),  ya  por  la 
coacción  (triste  pero  único  recurso,  á  falta  de  la  recompensa). 

7.*  Veto  delpresidenle.  Aprobado  un  proyecto  de  lei  por  el 
congreso,  debe  someterse  á  la  aprobación  ulterior  del  presidente 
de  la  república,  quien  puede  paralizarlo  del  todo  según  el  proce- 
dimiento que  detallan  los  arls.  44  á  49.  Sólo  prevalece  la  cpinion 
del  congreso  cuando,  objetado  un  proyecto  por  el  presidente, 
aquél  insiste  en  adoptar  el  mismo  proyecto  en  algima  de  la?  se« 
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siones  de  los  dos  años  siguientes,  i  objetado  de  nuevo,  las  cáma- 
ras vuelven  á  aprobarlo  por  las  dos  terceras  partes  de  sus  miem- 
bros. El  veto,  tal  como  se  ha  concedido  por  esta  constitución, 
ha  sido  imitado  de  la  del  Brasil,  que  para  monarquía  es  bástanle 
liberal,  pero  que  no  puede  aplicarse  á  una  república.  I  en  efecto, 
no  sabemos  de  ninguna  otra  en  que  se  haya  dado  al  ejecutivo  un 
poder  tan  grande  para  detener  la  acción  lejislativa.  Lo  ordinario 
es  darle  la  facultad  de  objetar  un  proyecto,  que  se  convierte  en 
lei  si  las  cámaras  insisten  en  él  cuando  á  bien  lo  tengan,  i  me- 
diante, á  lo  más,  el  voto  de  una  mayoría  de  dos  tercios. 

c(  Eslas  disposiciones  (dice  el  Sr.  Laslarria)  (t),  tan  compli- 
cadas i  tan  entrañas  á  la  organización  de  un  estado  republicano, 
pueden  dar  lugar  á  conflictos  serios,  que  afortunadamente  no 
han  ocurrido  todavía,  i  son  los  que,  como  hemos  indicado  antes, 
anulan  la  acción  de  los  cuerpos  lejisladores  hasta  el  estremo  de 
acumular  en  el  ejecutivo  el  poder  lejislativo,  no  solamente  en  la 
forma,  sino  también  en  la  esencia  de  su  ejercicio.  »  Por  esa  misma 
razón  los  conflictos  que  teme  el  publicista  chileno  son  casi  im- 
posibles. Ellos  serian  inevitables,  si  fuese  una  verdad  el  contexto 
del  art.  13,  á  saber,  que  el  poder  lejislativo  reside  en  el  con- 
greso nacional,  lo  que  supone  una  organización  adecuada  para 
realizar  aquel  pensamiento  cardinal  de  la  constitución. 

8.^  Diverjeháa  entre  las  cámaras.  Cuando  la  cámara  revi- 
sora  de  un  proyecto  de  lei  lo  desecha  ó  lo  modifica,  i  la  de  su 
orijen  insiste  en  los  términos  primitivos  por  los  dos  tercios  de 
sus  miembros  presentes,  prevalece  la  opinión  de  ésta,  á  menos 
que  la  otra  cámara  reitere  también  su  negativa  ó  sus  alteracio- 
nes con  igual  mayoría  de  dos  tercios.  Tales  disposiciones  de  los 
artículos.  50  i  5!  fueron  probablemente  adoptadas  en  vista  de  las 
análogas  que  trae  la  constitución  mejicana  de  1824,  arts.  58 
á  63.  Si  sólo  se  hubiera  establecido  el  principio  respecto  de  las 
modificaciones  introducidas  en  un  proyecto,  como  lo  ha  he- 


(1 )    I.a  consUtucion  poUtica  de  la  república  de  Chile  comentada,  segunda  edición, 
páj.  313. 
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cím)  la  coostiiacion  aijentioa  en  su  ai*t.  71,  acaso  no  habríamos 
espresado  disentimiento.  Aplicado  al  caso  de  negativa  absoluta 
de  un  proyecto  por  la  cámara  revisora,  en  el  cual  insiste  la  cámara 
de  su  orijen,  es  mucho  más  graye,  i  no  tiene  nuestra  aprobación . 
Equivale  á  sancionar  la  lei  por  una  sola  cámara,  con  tal  que  la 
oríjinaria  del  proyecto  le  dé  dos  tercios  de  sus  votos,  i  la  otra 
no  pueda-  reunir  para  desecharlo  sino  mayoría  absoluta.  ¿  Por  qué 
dojir  que  se  aprueba  por  la  cámara  revisora  cuando  su  mayoría 
absoluta  lo  desecha?  ¡Si  alo  ménoi  se  diese  en  tales  circunslan* 
cias  mayor  importancia  al  veto  ejecutivo ! 

Pero  la  consecuencia  lójica,  natural,  es  que  el  curso  del  pro- 
yecto se  suspenda  por  carecer  de  la  aprobación  de  ambas  cama- 
ms;  i  el  contraprincipio  .adoptado  en  Chile  aparecerá  aún  más 
efidente,  si  se  supone,  por  via  de  ilustración,  que  la  cámara  pri* 
mitiva  és  el  senado,  cuyos  dos  tercios  siempre  serán  un  número 
inrerior  al  de  la  mayoría  absoluta  de  la  cámara  de  diputados.  En 
efeclo,  siendo  aproximadamente  el  número  de  senadores  un  ter- 
cio del  de  diputados,  i  suponiendo  que  éstos  sean  sesenta,  la  ma- 
yoría absoluta  de  esta  cámara,  ó  sea  treinta  i  uno,  escede  á  los 
dos  tercios  de  la  otra  (que  supondremos  catorce)  en  diez  i  siete, 
número  mui  cerca  del  total  de  senadores.  Cierto  es  que,  compu- 
tados simultáneamente  los  votos  de  ambas  cámaras,  habría  45 
favorables  (14  ■{■  29)  i  38  adversos  (51  +  7),  ó  sea  una  mayoría 
defioitiva  de  cinco.  Pero  tanto  valdría  reunirlos  para  la  votación, 
como  en  el  Brasil  i  el  Uruguai,  lo  que  destruye  el  beneGcio  de  la 
dualidad  lejislativa,  i  por  lo  mismo  no  se  ha  establecido  en  Chile. 

9.*  Sesiones  estraordinarias.  Pero  lejos  de  eso,  todo  tiende 
á  la  dependencia  del  congreso,  que  carece  aún  de  la  f¡icultad  de 
reunirse  estraordínariamente  por  si,  atribuida  esclusivamente 
al  ejecutivo,  junto  con  la  de  prorogar  las  sesiones  ordinarias 
(artículo  82,  incisos  4.°  i  5.^),  En  otras  constituciones  verdade- 
ramente republicanas  el  congreso  puede  prorogar  sus  sesiones  por 
cierto  número  de  días,  i  aún  indefinidamente,  como  en  la  de  los 
Estados  Unidos  del  Norte.  Puede  también  reunirse  estraordína- 
riamente por  convocatoria  propia  hecha  antes  de  clausurar  sus 
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sesiones,  i  sin  perjuicio  de  la  misma  facultad  en  el  qecutivo, 
que  acaso  sienta  la  necesidad  de  reformas  lejíslativas  en  aigun 
departamento  de  la  administración,  á  tiempo  que  el  congreso  no 
se  haya  apercibido  por  si  solo  de  tal  necesidad. 

Comisión  conservadora.  Esta  corporación,  creada  por  el  ar- 
ticulo 57,  se  componia  según  el  texto  de  1833  de  siete  senado- 
res; i  tenia  por  atribuciones,  conforme  al  58,  velar  sobre  la  ob- 
servancia de  la  constitución  i  de  las   leyes,  dirijiendo  al  efecto 
representaciones  al  presidente  déla  república,  i  prestar  ó  rehusar 
su  consentimiento  á  ciertos  actos  del  mismo  funcionario.  Los 
artículos  correspondientes  dé  la  reforma  duplican  su  personal 
agregándole  siete  diputados,  i  aumentan  sus  escasas  alribucione» 
con  las  de  prestar  protección  á  las  garantías  individuales,  i  pedir 
al  presidente  de  la  república  que  convoque  estraordinariamentc 
al  congreso.  Era  casi   nula  antes  de  1874,  i  apenas  se  notab» 
su  existencia.  No  le  pronosticamos  mayor  vitalidad  en  lo  suce- 
sivo ;  porque  ciertamente  es  poco  i  vago  lo  que  tiene  que  hacer; 
el  cargo  de  sus  miembros  es  oneroso;  tendrá  como  todas  las  cor- 
poraciones análogas  mui  poca  disposición  á  chocar  con  el  ejecu- 
tivo ;  i  cuando  se  aventure  á  hacerle  observaciones,  recojerá  so- 
lamente lo  que  de  ordinario  se  obtiene  en  esos  casos  :  mucho 
papel  borroneado.  Subsistiendo  un  consejo  de  esíado,  aquelk 
corporación  es  supererogatoria;  pues  las  funciones  de  una  i  olro 
pudieran  desempeñarse  por  éste  como  enBolivia,  haciéndole  cons- 
tar de  miembros  elejidos  todos  por  el  congreso,  en  el  número 
que  le  dá  el  art.  102,  ó  acaso  más  bien  uno  menor.  Para  que 
fuese  real  i  perceptible  su  existencia,  deberian  los  consejeros  ser 
remunerados,  i  tener  la  atribución  de  preparar  cierios  proyectos 
de  lei  que  demandan  tiempo  i  mesura,  como  los  códigos  i  las 
leyes  orgánicas.  Aun  así  no  damos  gran  importancia  á  la  insti- 
tución, pero  la  preferimos  decididamente  á  los  dos  cuerpos  chile- 
nos que  acaban  de  ocupamos. 

Poder  ejecutivo.  Después  de  las  observaciones  que  incidental- 
mente  llevamos  hechas  sobre  el  presidente  de  la  república  que 
lo  ejerciere,  sólo  nos  ocurren  aquí  unas  pocas. 
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I.""  Su  elecdon.  Tiene  lugar  á  dos  grados,  ó  sea  por  electores 
qae  designan  los  ciudadanos  activos  (art.  63) «  Dura  cinco  años 
i  no  puede  ser  reelecto  para  un  segundo  periodo  inmediato 
larticolo61);  cuando  ningún  candidato  obtiene  mayoría  absoluta 
de  votos,  el  senado  escoje  entre  los  que  han  tenido  las  mayorías 
relativas  (art.  69).  Nada  tenemos  que  observar  sobre  el  modo 
deeleceion,  pues  aunque  algunos  escritores  prefieren  la  elección 
direda  para  el  primer  funcionarío  i  representante  de  la  nación, 
vemos  que  hai  ejemplos  respetables  de  lo  contrarío,  como  lo  es 
el  que  suministra  la  constitución  de  los  Estados  Unidos  del 
Norte.  Sin  que  por  eso  signifiquemos  que  los  resultados  sean 
saiisfoctoríos ;  pues  no  lo  son  en  país  alguno  donde  el  pueblo 
elije  presidente,  cualquiera  que  sea  el  sistema  adoptado. 

Tampoco  rechazamos  la  rectificación  encomendada  al  senado, 
si  bien  hai  fuertes  objeciones  contra  este  procedimiento.  En 
efecto,puede  suceder  que  el  senado  escoja  un  candidato  que  ha 
tenido  menos  TOtos  que  otro  desechado,  lo  que  infiere  positivo 
agravio  al  svfrajio  popular.  Para  impedirlo  seria  necesario  obli- 
garle á  declarar  siempre  la  elección  en  favor  del  candidato  que 
ha  tenido  más  votos ;  pero  eso  equivale  á  adoptar  el  sistema  de 
mayorías  relativas,  lo  que  á  primera  vista  repugna  á  la  democra- 
cia, pero  en  último  resultado  parece  inevitable.  El  espíritu  no  se 
conforma  con  una  elección  por  mayoría  relativa,  i  quiere  tenerla 
absoluta  á  todo  trance.  Búscala  en  una  segunda  elección;  pero 
siendo  ésta  forzada,  no  sólo  deja  de  ser  absoluta  en  realidad,  sino 
que  puede  ser  contraria  á  la  opinión  más  popular.  Por  consi- 
guiente, no  hai  sino  dos  medios  de  evitar  estos  conflictos  :  ó 
encomendar  enteramente  la  elección  al  congreso  ó  echarse  en 
brazos  de  la  mayoría  relativa.  Este  segundo  partido  se  tomó  en 
las  dos  últimas  constituciones  de  Nueva  Granada^  después  de 
haberse  palpado  la  falacia  de  la  perfección^  como  se  llamaba 
allí  la  intervención  eleccionaria  del  congreso* 

Nuestras  ideas  son  mucho  más  fijas  en  punto  á  reelección,  que 
condenamos  decididamente  i  que  vemos  ahora  con  gusto  prohi- 
en  Chile.  Si  hai  razones  para  que  el  presidente  de  la  repú- 
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blica  solo  dure  cinco  años  (i  ya  es  un  téiinino  considerable),  no 
debe  permitirse  la  reelección,  que  ie  baria  durar  diez.  Ella  por 
otra  parte  no  es  jamás  libre,  sino  el  resultado  de  los  grandes  i 
eñcaces  medios  de  influencia  que  tiene  el  actual  encargado  del 
gobierno  cuando  se  trata  de  la  elección  presidencial.  Casi  se  con- 
vierte la  reelección  en  un  punto  de  honor  para  el  que  manda,  i 
de  ahí  la  corrupción  empleada  durante  un  período  para  asegu- 
rarse el  que  sigue.  A  la  verdad  la  reelección  viene  á  ser  el  asunto 
preeminente  de  la  administración  ejecutiva  durante  la  segunda 
mitad  del  primer  periodo ;  i  los  otros  asuntos,  los  verdaderos 
objetos  del  gobierno,  se  descuidan  por  asegurarse  el  presidente 
i  sus  ministros  la  continuación  en  el  poder. 

La  idea  mas  jeneralmente  admitida  hoi  en  América  es  que 
el  presidente  sólo  dure  cuatro  años,  sin  que  pueda  ser  reelecto. 
Aún  los  políticos  norte-americanos  se  inclinan  de  preferencia  i 
aceptarla,  mirando  como  un  defecto  de  la  constitución  de  su  país 
el  que  permita  la  reelección.  Estamos  perauadidos  de  que  no 
pasarán  muchos  años  sin  que  se  introduzca  la  reforma,  como  la 
introdujeron  los  confederados  del  sur  en  su  efímera  constitu- 
ción. 

2.*  Su  reemplazo.  Cuestión  ha  sido  esta  mui  discutida  en  los 
congresos  sud-americanos.  La  eiecccion  de  un  vicepresidente  ad 
hoc  ha  tenido  sus  defensores  como  sus  adversarios.  Éstos  sostie- 
nen que  aquel  funcionario  es  inútil  durante  la  mayor  parte  del 
tiempo,  i  que  por  tanto  vale  mas  designar  como  soslitntos  ciertos 
funcionaiios  preexistentes,  á  los  cuales  dá  la  constitución  em- 
pleo cotidiano,  como  un  ministro,  un  consejero,  un  majistrado 
de  la  corte  suprema,  etc.  Los  otros  dicen  que,  aún  cuando  no 
tenga  funciones  ordinarias  el  vicepresidente,  es  á  lo  menos  un 
ciudadano  electo  popularmente,  i  mucho  más  digno  que  cual- 
quiera otro  de  ocupar  la  presidencia,  llegado  el  caso,  pudiendo 
entretanto  tener  alguna  ocupación  importante,  como  la  presi- 
dencia del  senado. 

La  constitución  de  Chile  atribuye  al  ministro  del  interior  (ar- 
tículo 74)  la  sostitucion  del  presidente  si  falta  después  de  pose- 
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sionado,  i  al  consejero  de  estado  más  antiguo  (art.  78),  sí  la  falta 
ocurre  antes  de  tomar  posesión.  No  siendo  ni  uno  ni  otro  sino 
hechuras  del  presidente,  Tienen  á  resultar  sucesores  nombrados 
por  él,  lo  que  es  contrario  al  gobierno  popular  refiresentativo, 
que  la  constitución  pretende  fundar  (art.  2.®).  PreferíriamoB, 
pues,  llamar  á  la  sostitucion  del  presidente  al  que  lo  es  de  la 
cDrte  suprema,  siempre  que  este  funcionario  sea  electo,  á  lo 
menos  por  el  congreso,  como  debieran  serlo  en  todo  caso  los 
miembros  de  aquel  tribunal. 

3.^  Sus  atrümciones.  Sólo  tenemos  aqui  que  discunir  sobre 
las  7.',  9.*  i  10.*  del  art.  82.  Según  la  primera  citada,  nombra 
los  majistrados  de  los  tribunales  superiores  de  justicia  i  los  jue-. 
ees  de  primera  instancia,  mediante  un  pequeño  rodeo  de  pro- 
puesta hecha  por  el  tribunal  superior  respectivo,  i  presentación 
ulterior  del  consejo  de  estado,  que  no  sallemos  lo  que  signiGca. 
(c  Estas  disposiciones,  dice  el  Sr.  Lastarria  (1),  ponen  en  ma- 
nos del  presidente  de  la  república  todo  el  personal  de  la  admi- 
nistración de  justicia,  dando  al  poder  judicial  un  orijen  que  de 
ningún  modo  es  democrático,  i  que  es  idéntico  al  que  por  una 
verdadera  transacción  entre  el  principio  democrático  i  el  monár- 
quico tiene  ese  poder  en  las  monarquías  constitucionales.  Más 
de  una  vez  se  han  sufrido  ya  las  consecuencias  de  ese  peligro  á 
que  está  espuesta  la  independencia  judicial,  cuando  los  que  ad- 
ministran la  justicia  deben  su  puesto,  honores  i  ascensos  al  eje- 
cutivo ;  i  esa  esperiencia  que  todavía  puede  ser  mas  lamentable, 
acons'Ja  una  reforma  pronta  i  adecuada.  » 

Sobre  la  atribución  9.*  dice  el  mismo  escritor,  páj.  352  : 
« La  autorización  que  este  párrafo  dá  al  presidente  está  conce- 
bda  en  términos  tan  jeneíales,  que  en  la  p?áctica  se  atribuye  el 
ejecutivo,  no  sólo  el  noml>ramiento  de  sus  ajentes  i  funcionarios, 
sino  también  el  de  todos  los  empleados  subalternos  del  congreso, 
délos  tribunales  i  juzgados,  de  las  municipalidades,  i  hasta  los 
déla  policía  de  las  ciudades... 


|1}    Obra  ciUda,  páj.  347. 
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»  Gn  materia  d0  nombramÍ0ato  d^  fuppioQ|iría«  det  gobierno 
jeneraU  hai  un  pnupipÍQ  seguro  i  justrQ,  pu^l  es  el  do  conforír  la 
faculled  de  hacerlo  h  aquellas  auloridadea  eiite  Ihb  eu^les  ellas 
se  hftUao  inmeiliatamenle  empleados  ó  cuya  respqasabiiidad 
comparten  :  a$i  debe  corresponder  al  jefe  del  ^eeutivo  pl  do 
todos  los  ájenles  de  su  administración,  cnmo  á  los  tribunalps  el 
de  sus  secretarios  ó  ajen  tes  especiales,  p^irfl  Puya  pleeeioq  no 
puedo  ser  pompcteqte  el  presidente  de  la  república ;  i  de  este 
modo  en  todas  las  demás  esferas  del  gobierno  i  administración 
jencral  i  municipal. 

a  Conocido  es  que  la  constitución  ha  desatendide  este  pripci- 
|)io  para  aumentar  el  poder  del  presidente  i  entender  su  acción, 
para  hacerlo  mas  respetable ;  pero  al  constituírio  en  dispensador 
de  todos  loa  empleos  públicos,  ha  mulliplicado  sus  negociados, 
i  le  ha  ofrecido  mas  ocasiones  i  mas  peligros  de  abuso.  »  Seme- 
jante poiler  crece  todavía  con  la  atribución  10.*t  que  por  lo  de- 
más no  es  sino  correlativa  con  la  anterior,  pues  el  que  nombra 
debe  tener  la  facultad  de  remover  (por  causal  espresada),  eacepto 
ii  los  funcionarios  judiciales,  militares  i  eclesii\>iicos,  que  no 
están  siyetos  propiamente  á  remoción,  sino  á  juicio  i  deatitucion 
por  sentencia. 

4.^  Su  reMpou^abüUlad.  «  El  presidente  de  la  república  puede 
ser  acusado  sólo  en  el  ano  inmediato  después  de  concluido  el 
término  de  su  presidencia,  por  todos  los  actos  de  su  administra- 
ción eii  que  haya  comprometido  gravemente  el  honor  ó  la  se- 
guridad del  eslado,  ó  infrinjidg  abiertamente  h  constitución 
(articulo  85) .  Para  facilitar  sin  duda  el  juzgamiento,  disiKmo  el  16, 
que  el  presidente  no  pueda  salir  del  lerritQrio  del  est$ido  durante 
el  tiempo  de  su  gobierno,  ó  un  año  después  de  haber  concluido, 
sin  permiso  del  congreso.  » 

No  le  faltaría  ese  permiso  si  lo  quisiese.  Pero  probableipente 
no  lo  necesitará  para  eludir  juicio  i  pastiga«  atribuidos  al  sena- 
do, cuya  independencia  aún  hoi  no  es  mucha.  Por  otra  parte,  la 
grande  importancia  de  los  juicios  políticos  no  consiste  tanto  en 
imponer  un  castigo  tirdio,  que  pudiera  parecer  mera  venganza. 
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i  que  poresa  raxoo  nadie  procurará,  como  ea  deshaeane  á^  un 
funcíoaario  inBel  que  no  corresponde  á  la  eonfianaa  eo  él  de- 
poiiuda,  i  conipromete  gravenienU  los  intereaei  del  pais.  Un 
hooibre  aeniejante  puode  muí  bien  ocupar  la  presitlenoia,  aun 
en  las  repúblicas  donde  ella  t^e  confiere  por  el  sufrajio  popular, 
|)ero  lodavia  más  en  una  donde  virtualmente  es  designado  el  go- 
bernante por  su  predecesor. 

El  sistema  que  nos  ocupa,  i  c|ue  también  ha  rejido  en  el  Perú, 
hi  dado  á  la  administración  de  ambas  repúblicas  un  aspecto 
evidentemente  monárquico.  Siendo  inútil  acusar  i  aún  censurar 
al  presidente,  todo  ataque  contra  la  adminialracion  ejecutiva  se 
diríje  á  los  ministros,  que  sintiéndose  lostenidos  por  el  presi- 
dente cuya  confiania  tienen,  i  habiendo  cuidado  de  Uefar  á  las 
ciíoiaraa  á  sus  amigos  políticos  ó  personales  se  burlan  de  tales 
ataques,  i  siguen  serenos  en  la  política  mas  desastrosa  i  mas  im- 
popular. 

CwM^o  d#  estado.  Hablando  de  esta  institución,  i  derpues 
de  haberla  esplicado,  el  Sr.  Carrasco  Albano  (1)  concluye  de 
este  oíodo  :  «  Tal  es  la  organiaarion  de  ese  ouerpo,  que  loórica 
i  jeneralmente  hablando  es  condenado  por  el  derecho  público 
como  una  institución  postiza  é  innecesaria,  trasladada  sin  gran 
neeasidad  de  las  constituciones  monárquicas  á  una  republicana, 
cuyas  funciones  privativas  debieran  devolverse  á  los  poderes  á 
cuya  competencia  se  han  arrebatado,  i  cuyas  atribuciones  con- 
sultivas podrían  bien  ser  reemplaiadaa  por  loa  secjretarios  de  es- 
tado ó  las  personas  especiales  cuyo  voto  podría  escuchar  priva- 
damente el  presidente.  Sin  embargo,  como  he  dicho  mas  arriba, 
nada  mas  lójico  que  su  existencia  en  la  organiíacion  i  atribucio- 
nes que  la  consUtuoion  otorga  al  jefe  del  ejecutivo.  Las  mismas 
rozones  que  la  hacen  conveniente  ó  nece:iaria  en  las  instituciones 
monárquicas,  la  justifican  entre  nosotros.  » 

Eb  eCscto,  el  consejo  de  estado,  institución  desconocida  en  la 
república  norte-americana  i  en  casi  todas  las  otras  modernas,  es 

Í\)   Obra  olUda,  p4,  130. 
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de  oríjeii  monárquico,  i  tiene  por  principal  objelo,  nb  buscar 
dictámenes  independientes,  que  mal  pueden  dar  hombres  coló- 
'  cados  por  el  mismo  presidente  en  un  puesto  de  honor  que  quie- 
ren conservar,  sino  tener  apoyo  respetable  en  las  medidas  que  se 
toman  i  cuya  responsabilidad  conviene  dividir;  ¿Qué  acto  guber- 
nativo, por  injustiGcable  que  sea,  no  encontraría  eco  en  el  con- 
sejo de  estado  de  un  monarca  absoluto?  Pues  bien,  la  razón  es  la 
misma,  i  nace  del  carácter  de  la  institución. 

Poder  Judicial.  Hállase  encomendada  esclusivamente  la  ad- 
ministración de  justicia  á  los  tribunales  establecidos  por  la  lei 
(articulólos),  pero  cuyo  personal  es  de  nombramiento  hecho 
por  el  presidente  de  la  república,  como  hemos  visto. 

No  estaban  de  acuerdo  con  dicho  artículo  las  disposiciones  de 
los  artículos  38,  atribución  2.*;  39,  atribución  2.';  83  i  93  á  100 
sobre  juicios  del  presidente  i  de  los  ministros.  Tales  juicios  ante 
el  senado,  por  acusación  de  la  camarade  diputados,  en  casos  de 
delitos  oficiales  cometidos  por  aquellos  funcionaríos,  no  tenían 
por  único  objeto  la  suspensión  ó  á  lo  más  la  destitución,  como 
sucede  ordinariamente  en  los  juicios  políticos,  sino  la  imposición 
de  pena  arbitraria,  después  de  calificado  el  delito  arbitrariamente 
también  (art.  98).  Convertíase,  pues,  el  senado  en  verdadero  tri- 
bunal, lo  que  ya  es  un  contraprincipio;  pero  en  un  tribunal 
odioso,  que  iejislaba  ex  post  fado  al  caracterizar  el  delito  i  apli- 
car la  pena  de  un  modo  discrecional.  Según  está  ahora  concebi- 
do el  citado  art.  98,  el  senado  no  juzga  propiamente  hablando ; 
puesto  que  su  declaratoria  de  culpabilidad  no  tiene  otro  efecto 
que  la  suspensión  ipso  jure  del  funcionario  acusado.  Es  el  tri- 
bunal ordinario  competente  quien  juzga,  con  arreglo  á  las  leyes, 
tanto  para  la  imposición  de  la  pena,  cuanto  para  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  civil.  Ñus  complacemos  en  reconocer  que  en 
esta  parte  la  reforma  ha  sido  completa  i  en  el  mejor  sentido, 
restituyendo  sus  fueros  al  poder  judicial,  cuyas  funciones  las 
cámaras  lejislativas  no  pueden  jamás  desempeñar  bien. 

Réjimen  Interior.  La  división  territorial  que  trae  el  art.  115 
es  para  objetos  enteramente  administrativos.  A  la  cabeza  de  cada 
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provincia,  departamento,  subdelegacion  i  distrito  bai  un  funcio- 
nario que  depende  más  ó  menos  inmediatamente  del  presidente 
de  la  república,  i  en  cuyo  nombramiento  no  tienen  parte  alguna 
las  respectivas  secciones,  como  la  tenian  por  la  constitución  de 
i828;  aunque  son  jefes,  no  sólo  déla  administración  política  ó 
jeneral,  sino  también  de  la  municipal  ó  propia  de  la  sección. 
Por  este  medio  el  gobierno  de  Chile  como  el  de  Francia,  cuya 
administración  se  ha  trasplantado  á  dicha  república,  dá  i  hace 
cumplir  fácilmente  todas  sus  órdenes.  El  gobienio  es  ciertamente 
espeditivo ;  pero  la  libertad  de  los  ciudadanos,  entregada  á  esa 
red  inmensa  i  poderosa  de  empleados,  celosos  de  complacer  al 
supremo  poder  que  irradian,  más  que  á  los  gobernados  sobre 
quienes  pesa  su  autoridad,  sufre  menoscabos  incesantes,  hasta 
quedar  mutilada  en  proporción  á  las  estrechas  miras  de  un  poder 
siempre  ambicioso  i  siempre  suspicaz.  Al  fin,  toda  se  amolda  á 
esas  tendencias  del  gobierno.  El  pueblo  calla,  trabaja  i  acaso  se 
divierte.  Hai  paz  como  en  Rusia  ó  en  la  China ;  pero  hai  también, 
como  en  aquellos  imperios,  degradación  i  esclavitud.  Tal  seria  la 
suerte  de  Chile,  si  su  creciente  civilización  i  la  buena  índole  de 
sus  gobernantes  no  mitigasen  el  rigor  de  sus  instituciones. 

Hace  parte  del  réjimen  interior,  según  ellas,  el  municipal  de 
las  secciones,  que  bien  merecía  capitulo  aparte,  i  cierta  inde- 
pendencia necesaria  para  su  buena  marcha.  Los  objetos  atribui- 
dos á  las  municipalidades  por  el  art.  128  son  poco  más  ó  menos 
los  que  deben  ser;  pero  las  facultades  que  acerca  de  ellos  tienen 
en  realidad  aquellas  corporaciones  son  nulas,  toda  vez  que  sus 
ordenanzas  necesitan  de  la  ulterior  aprobación  del  gobierno  su- 
premo para  que  sean  exequibles,  i  toda  vez  que  no  pueden  pedir 
al  pneblola  mas  pequeña  contribución,  ni  gastar  la  más  insigni- 
ficante suma  de  sus  fondos,  sin  previa  anuencia  del  mismo  go- 
bierno. 

ff  La  república  establecida  por  la  constitución  de  33,  dice  el 
señor  Carrasco  Albano  (1),  es  en  cierto  modo  una  república  á 

(1)    Obra  citada,  p^,  140. 
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medias.  Establéelo  la  democraeia,  el  iélf-govemmeni  para  los 
podares  nacionales;  la  monarqnifi,  la  autooraoia  para  los  poderes 
locales.  Un  sistema  inverso  habría  sido  tal  tck  más  natural.  Sólo 
sabiendo  gobernar  el  municipio  pueden  los  ciudadanos  aprender 
6  gobernar  la  nación.  8i  ellos  no  son  considerados  capaces  para 
dirijir  sus  ne<<ocios  más  inmediotos,  más  palpables,  el  camino 
que  trafican,  el  puente  que  atraviesan^  el  rio  que  inunda  stis 
propiedades,  la  escuela  para  sus  liijos,  el  hospital  para  el  pobre 
que  implora  su  caridad,  la  iglesia  de  su  parroquia,  no  lo  serán 
por  cierto  para  dirijir  los  negocios  nacionales. 

No  liai  duda  en  que  la  constitución  chilena  es  aparentemente 
más  autocrática  en  lo  relativo  al  municipio  que  en  lo  tocante  i 
la  nación.  Pero  no  pensamos,  como  el  citado  escritor,  que  baja 
establecido  la  democracia  para  los  poderes  nacionales.  Otra  cosa 
resulta  de  sus  mismos  comentarios,  de  los  del  Sr.  Lastarrla  i 
de  otros  trabajos  destinados  á  desentrañar  los  principios  en  que 
los  constituyentes  Tundaron  su  obra.  Llamaron  popular  i  repre- 
sentativo el  gobierno  do  la  república ;  pero  le  dieron  una  orga- 
nización á  la  manera  de  las  repúblicas  antiguas  ó  de  la  edad  me- 
dia, que  todo  fueron,  miónos  democracias. 

Reforma  de  la  oonstitudon,  Praticase  por  medio  de  dos  leyes 
dadas  en  diversas  épocas  i  con  las  circunstancias  siguientes.  La 
"primera,  que  tiene  por  objeto  deolarar  la  necesidad  do  la  refor- 
ma, puede  proponerse  en  cualquiera  de  las  cámaras;  pero  no  se 
inicia  sino  mediante  proposición  apoyada  por  los  dos  tercios  de 
los  miombros  presentes.  Una  vez  sancionada,  deberá  aguardarse 
la  próxima  renovación  de  la  camarade  diputados  antes  que  pueda 
iniciarse  la  segunda  lei*  que  deberá  proponerse  en  el  senado  du- 
rante la  primera  sesión  del  congreso  tenida  después  de  la  reno- 
vación. Esta  lei,  que  koIo  requiere  la  mayoría  ordinaria,  es  la 
que  contiene  la  reforma  defmitiva. 

Observándose^  textualmente  los  art.  165  á  i07,  da  donde  cs- 
tráctamos  la  anterior  doctrina,  es  casi  imposible  llegar  á  una 
reforma  cualquiera,  si  el  presidente  de  la  república  no  la  favo- 
rece decididamente,  lo  que  no  debe  raionablemente  aguardarse 
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de  na  (uneionario  cuyo  poder  ha  nido  tiin  bien  consultado  en  el 
iiutruinenio  constiluoíoaal,  i  que  lo  yeria  compromcUdo^  si  no 
esp-etamente  escatimado,  en  una  reforma.  Hai  pocoa  hombres 
capaces  de  semejant  i  sacrificio,  si  no  es  al  espirar  su  término  de 
mando,  i  aun  entonces  raro  será  el  que  renuncie  á  usar  de  los 
medios  que  tiene  á  su  disposición  para  elejir  al  sucesor. 

En  efecto,  siendo  como  es  manifíesta  la  participación  que  el 
presidente  tiene  en  la  elección  de  congresales,  apenas  es  posible 
qoe  haya  alguna  Tez  dos  tercios  en  una  cámara  bastante  inde- 
pendientes para  aprobar  un  proyecto  que  declare  la  necesidad  de 
la  reforma,  si  el  presidente  la  rechaza;  i  aún  entonces  comenza- 
rían solo  las  dificultades,  pues  se  requiere  que  la  lei,  desapro- 
bada por  aquél,  obtenga  la  aprobación  de  los  dos  tercios  de  am- 
bas cámaras  en  uno  de  los  dos  anos  siguientes,  i  que  la  segunda 
lei,  texto  de  la  reforma,  i  propuesta  cuando  se  renueve  la  cámara 
de  diputados,  pase  por  las  mismas  dilaciones  i  obtenga  iguales 
mayorías.  Habiendo  en  las  cámaras  una  voluntad  firme  de  ejecu- 
tar la  reforma  (suposición  gratuita,  como  se  comprende)  el  tér- 
mino más  corto  para  consumarla  seria  el  de  tres  años,  si  se  ini- 
ciase el  primer  proyecto  dos  años  antes  de  la  próxima  renovación 
(le  la  cámara  de  diputados  :  si  se  inicia  antes  ó  después,  el  tér- 
mino es  mucho  mas.largo. 

No  hai  constitución,  por  buena  que  se  la  suponga,  i  por  muí 
adecuada  que  en  efecto  sea  á  las  condiciones  de  un  pais,  que 
andando  el  tiempo  no  exija  cambios  para  seguir  los  que  la  civili- 
zación misma  del  estado  trae  siempre  consigo.  Si  á  esto  se  agrega 
que  la  ciencia  política  se  halla  en  su  infancia,  i  que  cada  dia 
puede  dar  nueva  luz  sobre  los  principios  de  organización  consti- 
tucional, se  concluirá  que  las  reformas  de  este  jéncro,  si  bien 
DO  deben  dejarse  espuestas  á  súbitas  i  caprichosas  alteraciones 
que  dificulten  la  marcha  ordenada  del  gobierno,  tampoco  deben 
imposibilitarse  con  una  presunción  que  raya  en  demencia,  i  que 
puede,  apurando  la  paciencia  de  las  futuras  jeneraciones,  causar 
la  destrucción  instantánea  i  violenta  de  la  misma  obra  destinada 
á  durar  siglos.  Como  al  fin  ocurren  á  menudo  reformas  indispen- 
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sables,  se  las  dá  revestidas  con  el  carácter  de  interpretaciones, 
lo  que  es  sin  duda  mucho  más  irrespetuoso  hacia  la  venerada 
conslitucion,  que  una  reforma  franca  cuya  necesidad  se  ha  pal- 
pado. 


I 

j 


CONSTITUCIÓN 


DE    LA 


NACIÓN  ARJENTINA 


Nos,  los  representantes  del  puf*blo  de  la  Nación  Arjentina, 
reunidos  en  congreso  jeneral  constituyente  por  voluntad  i  elec- 
ción de  las  provincias  que  U  componen,  en  cum|>limiento  de  pac- 
tos preexistentes;  con  el  objeto  de  constituir  la  unión  nacional, 
aflamar  la  justicia,  consolidar  la  paz  interior»  proveer  á  la  defensa 
común,  promover  el  bienestar  jeneral,  i  asegurar  los  benefícios  de 
ia  libertad  p^ra  nosotí  os«  para  nuestra  posteridad,  i  para  todos  los 
hombres  del  mundo  que  quieran  habitar  el  hueio  arjentino  :  invo- 
cando la  protección  de  Dios,  fuente  de  toda  razón  i  justicia  :  orde- 
namos, decretamos  i  establecemos  esta  constitution  para  ía  Nación 
Arjentina. 


PRIHKRA  PARTE 


CAPITULO  ÚNICO 
Deolaraoionas,  deroohos  1  garantías 

Art  i.«  La  Nación  Arjentina  adopta  para  su  gobierno  la  forma 
representativa  y  republicana  federal,  según  la  establece  la  presente 
constitución. 
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Árt.  2.<*  El  gobierno  federal  sostiene  el  culto  calólico,  apos- 
tólico, romano. 

Art.  S.*"  Las  autoridades  que  ejercen  el  golúerno  federal  resi- 
den en  la  ciudad  que  se  declare  capital  de  la  república  por  una 
lei  especial  del  congreso,  pre\ia  cesión  hecha  por  una  ó  mas  lejis- 
laturas  provinciales  del  territorio  que  haya  de  federalizarse. 

Art.  4.°  El  gdbierno  federal  pro\ee  á  los  gastos  de  la  nación 
con  los  fondos  del  tesoro  nacional,  formado  del  producto 
de  derechos  de  importación,  i  esportacion  hasta  lo()6  con 
arreglo  á  lo  estatuido  en  el  inciso  i.**  del  art.  67«  del  de  la  venta 
ó  locación  de  tierras  de  propiedad  nacional,  de  la  renta  de  cor- 
reos, de  las  demás  contiibuciones  que  equitativa  i  proporcional- 
raente  á  la  población  imponga  el  congreso  jeneral,  i  de  loa  em- 
préstitos i  operaciones  de  crédito  que  decrete  el  mismo  congreso 
para  urjencias  de  la  nación  ó  para  empresas  do  utilidad  nacional. 

Art.  5.^  Cada  provincia  diciará  para  si  una  constitución  bajo  el 
sistema  representativo  republicano,  de  acuerdo  con  los  principios, 
declaraciones  i  garantías  de  la  conslitutíon  nacional;  i  que  asegure 
su  administración  de  justicia,  su  réjim'en  municipal,  i  la  educa- 
ción primaria.  Bajo  estas  condiriones  el  gobierno  federal  garantiza 
A  rana  provincia  el  goce  i  ejercicio  de  sus  institucioilesi 

Art.  é.""  El  gobierno  federal  interviene  en  el  territorie  de  las 
provincias,  para  garantir  la  forma  republicana  de  gobierno  6  re- 
peler Invasiones  estertores ;  i  á  requisición  de  sus  autoridades 
constituidas,  para  sostenerlas  ó  restablecerlas,  si  hubiesen  sido 
depuestas  por  la  sedición  ó  por  invasión  de  otra  provincia. 

Art.  7.<*  Los  actos  públicos  i  procedimientos  judiciales  de|una 
provincia  goian  de  entera  fe  en  las  demás ;  i  el  congreso  puede 
por  Ifves  jenerales  determinar  cuál  será  la  fortná  probatoria  de 
estos  actos  i  procedimieiitos  i  los  efectos  legales  que  producirán. 

Art.  8.^  Los  ciudadanos  de  cada  provincia  gozan  de  todos  los 
derechos,  priviiejios  ó  inmunidades  inherentes  al  titulo  de  ciuda- 
dano en  las  demás.  La  estradicion  de  los  criminales  es  de  obliga- 
ción recíproca  entre  todas  la  provincias. 

Art.  9.''  En  todo  el  territorio  d**  la  nación  no  ha1)rá  más  aduanas 
que  las  nacionales,  en  las  cuales  rejirán  las  tarifas  que  sancione 
el  congreso. 

Art.  10.  En  el  interior  de  la  república  es  libre  de  derechos  la 
circulación  de  los  efectos  de  producción  ó  fabricación  nacional,  asi 
como  la  de  los  jémTOS  i  mercancías  de  todas  clases  despachadas 
en  las  aduanas  esleriores. 

Art.  1 1 .  Los  artículos  de  prodnccion  ó  fabricación  nacional  ó 
estranjera,  así  como  los  ganados  de  toda  especie,  que  pasen  por 
terrilorio  de  una  provincia  á  otra,  serán  libres  de  Jos  dert*cho9  lla- 
mado» de  tránsito,  siéndolo  también  los  oarruajes,  buques  ó  bes- 
tias en  que  se  trasporten;  i  ningún  otro  derecho  podrá  iaponérseiss 
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tft  idi'tanUí»  Ottaliftiterfl  qu«  sea  su  denomttiRcion,  por  el  hecho 
d«  transiUr  el  t«*rritdt'io. 

Art.  i9.  Los  duques  destinados  de  una  pt^OTihoia  á  otra  no  serán 
obligadfts  k  entrar,  anclar  í  pagar  derechos  por  cansa  de  tránsito ; 
sin  que  en  ningtm  caso  pu  dan  ootieederse  prefi*ren(*>ias  á  un 
pafrto  respecto  á  otro»  por  medio  do  leyes  ó  reglamentos  de 
esmérelo. 

Art.  iS.  Podrán  admitirse  nuevHs  provincias  en  la  nación»  pero 
no  podrá  eríjirse  una  pruvinoia  en  el  territorio  dé  otra  ú  otras,  ni 
de  Tanas  formarse  una  sola^  sin  el  consentimiento  de  la  lejislatura 
de  tai  prof inoias  interesada^}  i  á^\  congreso. 

Art.  i4.  Todos  los  habitahtes  de  la  nación  gotan  de  los 
sigiiienfes  derechos  conforme  á  las  leyes  que  reglamenten  »u  ejer- 
eicio }  á  saber  :  de  trabajar  i  ejrrcet*  toda  industria  licita ;  de  na- 
vegar i  eomereiar,  de  pettciotiar  á  las  autoridadets ;  de  entrar,  per- 
manecer, transitar  i  salir  del  territorio  aiicntino)  de  publicar  sus 
ideas  por  la  prensa  ^in  censura  previa;  de  usar  i  disponer 
de  iQ  propiedad  }  de  asociarse  con  fínes  útiles )  de  profesar  libre- 
menta  su  oülio ;  de  enseñar  i  aprender. 

Art  ib.  En  la  nación  arjentina  no  bal  esclavos ;  los  pocos  que 
bol  existen  quedan  libres  desde  la  jura  de  esta  constitución  \  i 
snali^i  especial  reglará  las  indi^niiisaciones  á  que  dé  lugar  esta 
deelaracion.  TckIo  contrato  de  compra  i  venta  de  personas  es  un 
enmen«  de  q»e  serán  responsables  Ion  que  lo  celebraren  i  el  escri- 
bano 6  funrionario  que  lo  autorice,  i  los  esclavos  que  de  cualquier 
modo  se  iutioduioan  quedan  libres  por  el  solo  hecho  de  pisar  el 
lemtorio  de  la  república. 

Art.  16.  La  Nación  Arjentina  no  admite  prerngativas  desangre 
ni  de  nacimiento  r  no  hai  en  ella  fueros  personales,  ni  títulos  di> 
nobléia.  Todos  sus  haintantes  son  iguales  ante  la  Iei<  i  admi>ibles 
en  les  empleos,  sin  otra  consideración  que  la  idoneidadi  La  igual- 
dad es  la  uase  del  ifiipuesto  i  de  las  cargas  púbitras. 

Art.  17.  La  propiedad  es  inviolable,  i  ningún  habitante  de  la 
naeion  puede  ser  privado  de  ella,  sino  en  virtud-  de  sentttncia  fun- 
dada i^n  id.  La  espropiacion  por  causa  de  utilidad  púlilioa  debe  ser 
Mlifleada  por  leí,  i  previamente  indemnisada.  Solo  el  congreso  im- 
fom  las  oonlribuotones  que  se  espresan  en  el  art.  4<».  Ninnun 
servicio  personal  es  exijible,  sino  en  virtud  de  lei  ó  de  sentencia 
fundada  en  lei.  Todo  autor  ó  inventores  propietnrio  isclusivo  de  su 
<^<ni.  inirenlo  ó  de)>oulirimiento,  por  el  término  que  le  acuerde  la 
Iti.  La  SDiifiscaeton  de  bienes  queda  borrada  para  siempre  del 
t^igo  penal  Hrjentino.  Ningnn  cuerpo  arniado  puede  hacer  requi- 
lisionts^  ni  exijít-aimilio^  de  ninguna  especie. 

Art.  i%.  Ningún  liabitante  de  la  nación  puede  ser  penado,  sin 
juieío  precio  fundado  eit  let  anterior  al  hecho  del  proceso,  ni  jui- 
p(ls  |Mir  comisiones  espeolales  ó  saeado  de  los  jueces  designados 
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por  la  lei  antes  del  hecho  de  la  causa.  Nadie  puede  ser  obligado 
á  declarar  contra  si  mismo ;  ni  arrestado  sino  en  virtud  de  orden 
escrita  de  autoridad  competente.  Es  inviolable  la  defensa  en  juicio 
de  la  persona  i  de  los  afrechos.  El  domicilio  es  inviolable,  como 
también  la  correspondencia  epistolar  i  los  papeles  privados;  i  una 
lei  determinará  en  qué  caso  i  con  qué  justificativos  podrá  proce- 
derse  á  su  allanamiento  i  ocupación.  Quedan  abolidos  para  siem- 
pre, la  pena  de  muerte  por  causas  políticas,  toda  especie  de  tor- 
mento i  los  azotes.  Las  cárceles  de  la  nación  serán  sanas  i  limpias, 
para  seguridad  i  no  para  castigo  de  los  reos  detenidos  en  ellas ;  i 
toda  medida  que  á  protesto  de  precaución  conduzca  á  mortificarlos 
mas  allá  de  lo  que  aquélla  exija,  hará  responsable  al  juez  que  la 
autorice. 

Art.  19.  Las  acciones  privadas  de  los  hombres  que  de  ningún 
modo  ofendan  al  orden  i  á  la  moral  pública  ni  perjudiquen  á  un 
tercero,  están  solo  reservadas  á  Dios,  i  exentas  de  la  autoridad  de 
los  majistrados«  Ningún'  habitante  de  la  nación  será  obligado  á 
hacer  lo  que  no  manda  la  lei,  ni  privado  de  lo  que  ella  no  prohibe. 

Arl.  20.  Los  estranjeros  gozan  en  el  territorio  de  la  nación  de 
todos  los  derechos  civiles  del  ciudadano ;  pueden  ejercer  su  in- 
dustria, comercio  i  profesión,  poseer  bienes  raices,  comprarlos  i 
enajenarlos,  navegar  los  ríos  i  costas,  ejercer  libremente  su  culto, 
testar  i  casarse  conforme  á  las  leyes.  No  están  obligados  á  admiúr 
la  ciu'ladania,  ni  á  pagar  contribuciones  forzosas  estraordinarias. 
Obtienen  nacionalización  residiendo  dos  años  continuos  en  la  na- 
ción, pero  la  autoridad  puede  acortar  esie  término  á  favor  del  que 
lo  solicite  alegando  i  probando  servicios  á  la  república. 

Art.  21.  Todo  ciudadano  arjentino  está  obligado  á  armarse  en 
defensa  de  la  patria  i  de  esta  constitución,  conforme  á  las  leyes 
que  al  efecto  dicte  el  congreso  i  á  los  decretos  del  ejecutivo  na- 
cional. Los  ciudadanos  por  naturalización  S(»n  libres  de  prestar  ó 
nó  este  servicio,  por  el  término  de  diez  añus,  contados  desde  el  día 
en  que  obtengan  su  carta  de  ciudadanía. 

Art.  22.  El  pueblo  no  delibera  ni  gobierna,  sino  por  medio  de 
sus  representantes  i  autoridades  creadas  por  esta  constitución, 
Toda  fuerza  armada  ó  reunión  de  personas  que  se  atribuya  los  de- 
rechos del  pueblo  i  peticione  á  nombre  de  éste^  comete  delito  de 
sedición. 

Art.  23.  En  caso  de  conmoción  interior  ó  de  ataque  esterior, 
que  ponga  en  peligro  el  ejercicio  de  esta  constitución  i  de  las  an* 
toriaades  creadadas  por  ella,  se  declara  en  estado  de  sitio  la  pro- 
vincia ó  territorio  en  donde  exista  la  perturbación  del  orden,  que- 
dando suspensas  alli  las  garantías  constitucionales.  Pero  durante 
esta  suspensión  no  podrá  el  presidente  de  la  república  condenar 
por  si  ni  aplicar  penas.  Su  poder  se  limitará  en  tal  caso,  res- 
pecto de  las  personas,  á  arrestarlas  ó  trasladarlas  de  un  punto  á 
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otro  de  la  nación,  si  ellas  no  prefirieren  salir  fuera  dei  territorio 
arjentino. 

Árt.  24.  El  congreso  promoverá  la  reforma  de  la  actual  lejisla- 
clon  en  todos  sus  ramos,  i  el  establecimiento  del  juicio  por 
jurados. 

Art.  25.  El  gobierno  federal  fomentará  la  inmigración  europea  : 
i  no  podrá  restrinjir,  limitar,  ni  gravar  con  impuesto  alguno  la 
entrada  en  el  territorio  arjeiitiio  de  los  estrajeros  que  traigan  por 
objeto  labrar  la  tierra,  mejorar  las  industrias,  é  introducir  i  en- 
strñar  la  ciencias  i  las  artes. 

Art.  26.  La  navegación  de  los  ríos  interiores  de  la  nación  es  li- 
bre para  todas  las  banderas,  con  sujeción  únicamente  á  los  regla- 
mentos que  dicte  la  autoridad  nacional. 

Art,  ti.  El  gobierno  federal  está  obligado  á  afianzar  sus 
relaciones  de  paz  i  comercio  con  las  potencias  estranjeras,  por 
medio  de  tratados  que  estén  en  conformidad  con  los  principios 
dederecbo  púbiico  establecidos  en  esta  con^tilucion. 

Art  28.  Los  prmcipios,  garantías  i  denclios  reconocidos  en  los 
anteriores  artículos  no  podrán  ser  alterados  por  las  leyes  que  re- 
glanieub'n  su  ejercicio. 

Art.  29.  El  Congreso  no  puede  conceder  al  ejecutivo  nacional, 
ni  las  lejislaturas  provinciales  á  los  gobernadores  de  provincia, 
facultades  estraordinarias  ni  la  suma  del  poder  público,  ni  otor- 
garles sumisiones  ó  supremacías  por  bis  que  la  vida,  el  honor  ó  las 
fortunas  de  los  arjentinos  queden  á  mened  de  gobiernos  ó  persona 
alguna.  Actos  de  esta  natureleza  llevan  consigo  una  nulidad  insa- 
nable, i  sujetarán  á  los  que  los  formulen,  consientan  ó  firmen  á  la 
responsabilidad  i  pena  de  los  infames  traidores  á  la  patria. 

Art.  30.  La  constitución  puede  reformarse  en  el  todo  ó  en  cual- 
quií'radesus  pnrtes.  La  necesidad  de  reforma  debe  ser  decla- 
rada por  el  congreso  con  el  voio  de  dos  tercerjs  partes,  al  menos, 
de  sus  miembros ;  pero  no  se  efectuará  sino  por  una  convención 
convocada  al  efecto. 

Art.  31.  Esta  constitución,  las  leyes  de  la  nación  que  en  su  con- 
secuencia se  dicten  por  el  congreso  i  los  tratados  con  las  potencias 
estranjeras,  son  la  leí  supremd  de  la  nacion  ;  i  las  autorid;ides  de 
cada  provineia  están  obligadas  á  conformarse  á  ella,  no  obstante 
cualquiera  disposicioa  en  contrario  que  contengan  las  leyes  ó  consti- 
luciones  provinciales.  Salvo  para  la  provincia  de  Buenos  Aires,  los 
traiados  ratificados  después  del  pMcto  de  11  de  noviembre  de  1859 

Art.  32.  El  congreso  federal  no  didará  leyes  que  restrinjan  U  li 
bertad  de  imprenta,  ó  establ«*zcan  sobre  ella  la  jurisdicción  (ederal 

An.  33.  Las  declaraciones,  derechos  i  garantías  que  enumera  la 
conMitiicion,  no  sirán  entendidos  como  negación  de  otros  derechos 
garantías,  no  enumerados,  pero  que  nacen  del  principio  de  la  sobe 
rania  del  pueblo  i  de  la  forma  republicana  de  gobierno. 
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Art.  34.  Los  jueces  de  las  cortes  federales  no  podrán  serlo  ni  mu- 
rno  tiempo  de  los  tribunales  de  provincia ;  ni  el  servicio  federal, 
tanto  en  lo  civil  como  en  lo  militar,  dar  residencia  en  la  provincia 
en  que  se  ejerza,  i  que  no  sea  la  del  domicilio  habitqal  del  empleado, 
entendiéndose  esto  para  los  efectos  de  optar  á  empleos  en  la  provin- 
cia en  que  accid^^ntidmente  se  encuentre. 

Art.  35.  Lasdenoininacionesad(»|iladas  sucesivamente d^sde  18i0, 
hasta  el  presente,  á  saber.  Provincias  Unidas  del  Rio  de  la  Pirita, 
Ke|iública  Arjenlina,  Cnniederricioa  árieniiiia.  serán  en  adelante 
nombres  oficiales  indistintamente  p?ira  la  designación  del  gobierno 
i  territorio  de  las  provincias,  eiiipleáiidose  las  pala))ras  Naoiou  A^ 
jenlina  en  la  formación  1  sanción  de  las  leyes. 
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AUTORIDADES  DE  LA   NACIÓN 


TITULO  I 
GOBIBjRNO   PEDBÜ^At. 

SECCIÓN  I 

DEL  PODER  LEJI9LATIV0 

Art.  36.  Un  congreso  compuesto  de  doa  o¿mar«s,  una  i%  dípu* 
tados  de  la  nación,  i  oira  de  senadores  de  las  provincias  i  de  U 
capital,  será  inveatido  del  poder  lejisUlivo  da  la  nación» 


CAPITULO  L 

De  la  oátoaüE^  de  <llpote4o«* 


Art.  57,  La  cámara  de  diputados  se  compondrá  de  renreseataotes 
élejidos  directamente  por  el  pueblo  de  las  provincias  i  oa  la  capital» 
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que  s6  consideraa  á  este  fin  como  distritos  electorales  de  un  solo 
eslado,  i  á  simple  pluralidad  de  sufrajíos,  en  razón  de  uno  por  cada 
veinte  mil  habitantes,  ó  de  una  fracción  que  no  baje  del  número  de 
diez  mil. 

An.  58.  Los  diputados  para  la  primera  lejislatura  se  nombra- 
lin  en  la  proporción  siguiente  :  por  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
doct";  por  la  de  Córdoba,  seis;  por  la  d^  Catamarca,  tres;  por  la 
de  Corrientes,  cuatro ;  por  la  de  Entre  Rios,  dos ;  por  la  de  Jujui, 
dos;  fK>r  la  de  Men  loza,  tres;  por  la  de  U  Rioja,  dos ;  por  la  de  Sal- 
ta, tres;  por  la  de  Santiligo.  cuatro ;  por  la  de  San  Juan,  doa;  por  la 
de  Sant^  Fe«  dos;  por  la  de  Sin  Luis,  dos;  por  la  de  Tucuman,  tres. 

Art.  39.  Parn  la  sfgunda  lejislatura  debr.rá  real|xatse  el  censo 
jeneral,  i  a|*reglai*se  a  él  el  númeio  de  diputados  ¡  pero  este  censo 
^0  podrá  renovarse  cada  di^z  años. 

Art.  4Q.  Para  ser  diputado  se  requiere  haber  cun^plido  la  edad 
de  veinticinco  anos,  tener  cuatro  años  de  ciu4adania  eo  ejercicio, 
i  ser  natural  de  la  provincia  que  lo  elijii,  ó  can  dos  años  de  resi- 
dencia inmediata  en  ella. 

Alt.  4i.  Por  esta  vez  las  Ieji8la(i|)ra4  de  las  provincias  reglarán 
Iq$  medios  de  hacer  efectiva  la  eleccíou  directa  de  loü  diputados  de 
la  nación  :  para  lo  sucesivo  el  Congreso  espedirá  Mna  leí  jeneral. 

.4rt.  4'2.  Los  diputados  durarán  en  su  representación  por  cuatro 
años  i  son  reelejibles ;  pero  la  sala  se  renovará  por  mitad  cada 
bienio;  i  cuyo  electo  los  nombrados  parit  la  primera  lejislatura, 
e{ugo  que  se  reúnan,  sortearán  los  que  deban  salir  en  el  primer 
período. 

Art.  43.  Encaso  de  vacante,  el  gobierno  de  provincia  ó  de  la  ca- 
pital hace  proceder  á  la  «'lección  legal  de  un  nuevo  miembro. 

Art.  44.  A  la  cámara  de  diputados  corresponde  esclusivamente 
Uiaiciativa  de  las  leyes  sobre  contribuciones  i  recluiamienio  de 
ti-opas. 

Art.  45.  Solo  ella  ejerce  el  dereclio  de  acusar  ante  e|  senado  al 
pi't'sideiilei  vicepresidente,  sus  ministios  i  á  los  miembros  de  la 
i^orle  supnroa  i  dentás  tribunales  inferiorvs  de  la  nación,  en  las 
causas  de  rcsponsab  ilidad  oue  se  intenten  conU;a  ellos,  por  mal 
desempeño  6  por  delito  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  por  cri- 
menc^  comunes,  después  de  haber  conocido  de  ellos  i  declarado 
haber  lugar  á  formación  de  causa  por  mayoría  de  dos  terceras  par- 
tes de  sus  miembros  presentes. 
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CAPITULO  U. 
Del  sanado. 


Alt.  46.  El  senado  se  compondrá  de  dos  senadores  de  cada 
provincia,  elejidos  por  sus  lejislaturas  á  pluralidad  de  sufrajios; 
i  dos  de  la  capital,  elejidos  en  la  forma  prescrita  para  la  elección 
del  presidente  de  la  nación.  Cada  senador  tendrá  un  voto. 

Art.  47.  Son  requisitos  para  ser  elejido  senador  tener  la  edad  de 
treinta  años,  haber  sido  seis  años  ciudadano  de  la  nación,  disfru- 
tar de  una  renta  anual  de  dos  mil  pesos  fuertes  ó  de  una  entrada 
equivalente,  i  ser  natural  de  la  proNÍncia  que  lo  elija,  ó  con  dos 
años  de  residencia  inmediata  en  ella. 

Art.  48.  Los  senadores  duran  nueve  años  en  el  ejercicio  de  su 
mandato,  i  son  reelejibles  indennidamente  ;  pero  el  senado  se  reno- 
vará por  terceras  partes  cada  tres  años,  decidiéndose  por  la  suerte, 
luego  que  todos  se  reúnan,  quiénes  deben  salir  en  el  primero  i  se- 
gundo trienio. 

Art.  49.  El  vicepresidente  de  la  nación  será  presidente  del 
senado ;  pero  no  tendi*á  voto  sino  en  el  caso  que  haya  empate  en 
la  votación. 

Art.  50.  El  senado  nombrará  un  presidente  provisorio,  que  lo 

[^resida  en  caso  de  ausencia  del  vicepresidente,  ó  cuando  éste  ejerct; 
as  funciones  de  presidente  de  la  nación. 

Art.  51.  Al  senado  corresponde  juzgar  en  juicio  público  á  los 
acusados  por  la  cámara  de  diputados,  debicpdo  sus  miemliros  pres- 
tar juramento  para  este  acto.  Cuando  el  acn>ado  sea  el  presidente 
de  la  nación,  el  senado  será  piesidido  por  el  presidente  de  la  coftc 
suprema.  Ninguno  seiá  dechirado  culpable  sino  á  mayoría  de  los  dos 
tercios  de  los  miembros  presentes. 

Art.  52.  Su  fallo  no  tendrámás  efecto  que  destituir  al  acusado 
i  aún  declararle  incapaz  de  ccnpar  ningún  empleo  de  honor,  de 
confia'  za  ó  asueldo  en  la  na  ion.  Pero  la  parte  condenada  quedará 
no  obst  inte  sujeta  á  acusación,  juicio  i  castigo  conforme  á  las  leyes 
ante  los  tribunalt^s  ordinarios. 

Art.  53.  Corresponde  también  al  senado  autorizar  al  presidente 
de  la  nación  para  qw  declare  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  pun- 
tos de  Id  república  en  caso  deata<|ue  es'erior. 

Art.  54.  Cuando  vacare  alguna  plaza  de  senador  por  muerte, 
renuncia  ú  otra  cau>a.  el  gobierno  á  que  corresponde  la  vacante 
hace  proceder  inmediatamente  á  la  elección  de  un  nuevo  miembro. 
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CAPITULO  III 
IMapoBioloiies  oomimee  á  Ambas  oAmaras 

Árt.  55.  Ambas  cámaras  se  reunirán  en  sesiones  ordinarias 
todos  los  añosdesde  el  i.^  de  mayo  hasta  el  30  de  setiembre.  Pueden 
también  ser  convocadas  estraordmariamente  por  el  presidente  de  la 
nación,  ó  prorogadas  sus  sesiones. 

Art.  56.  Cada  cámara  es  juez  de  las  elecciones,  derechos  i  títu- 
los de  sus  miembros ,  en  cuanto  á  su  validez.  Ninguna  de  ellas  en- 
trará en  sesión  sin  la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros  ;  pero  un 
número  menor  podrá  compeler  á  los  miembros  ausentes  á  que 
concurran  á  las  sesiones  en  los  términos  i  bajo  las  penas  que  cada 
cámara  establecerá. 

Art.  57.  Ambas  cámaras  empiezan  i  concluyen  su  sesiones 
simultáneamente.  Ninguna  de  ellas,  mientras  se  bailen  reunidas, 
podrá  suspender  sus  sesiones  más  de  tres  dias  sin  el  consentimiento 
de  la  otra. 

Art.  58.  Cada  cámara  hará  su  redamento,  i  podrá  con  dos  ter- 
cios de  votos  correjir  á  cualquiera  de  sus  miemnros  por  desorden 
de  conducta  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó  removerlo  por  inha- 
bilidad física  ó  moral  sobreviniente  á  su  incorporación,  i  hasta  es- 
cluirle  de  su  seno ;  pero  bastará  la  mayoría  de  uno  sobre  la  mitad 
de  los  presentes  para  decidir  en  las  renuncias  que  voluntariamente 
hicieren  de  sus  cargos. 

Art.  59.  Los  senadores  i  diputados  prestarán  en  el  acto  de  su 
incorporación  juramento  de  desempeñar  debidamente  el  cargo,  i 
de  obrar  en  todo  en  conformidad  á  lo  que  prescribe  esta  consü- 
tQcion. 

Art. '60.  Ninguno  de  los  miembros  del  congreso  puede  ser  acu- 
sado, interrogado*  judicialmente,  ni  molestado  por  las  opiniones  ó 
discursos  que  emita  desempeñando  su  mandato  de  lejislador. 

Art  61.  Ningún  senador  ó  diputado,  desde  el  dia  de  su  elección 
hasta  el  dia  de  su  cese,  puede  ser  arrestado,  escepto  el  caso  de 
ser  sorprendido  infraganth  en  la  ejecución  de  algún  crimen  que 
merezca  pena  de  muerte,  infamante  ú  otra  aflictíva,  de  lo  que  se 
dará  cuenta  á  la  cámara  respectiva  con  la  información  sumaria  del 
hecho. 

Art.  62.  Cuando  se  forme  querella  por  escrito  ante  las  justicias 
ordinarias  contra  cualquier  senador  ó  diputado,  examinado  el  mé- 
rito del  sumario  enjuicio  público,  podrá  cada  cámara  con  dos  ter- 
cios de  votos  suspender  en  sus  funciones  al  acusado,  i  ponerle  á 
disposición  del  juez  competente  para  su  juzgamiento. 

11 
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Art.  65.  Cada  una  de  las  cámaras  puede  hacer  venir  á  su  sala 
á  los  ministros  del  poder  ejecutivo  para  recibir  las  esplicaciones  é 
informes  que  estime  convenientes. 

Art.  64.  Ningún  miembro  del  congreso  podrá  recibir  empleo  ó 
comisión  del  poder  ejecutivo,  sin  previo  consentimiento  de  la  cá- 
mara respectiva,  escepto  loy  empleos  de  escala. 

Art.  65.  Los  eclesiásticos  regulares  no  pueden  ser  miembros 
del  congreso,  ni  los  gobernadores  de  provincias  por  las  de  su 
mando. 

Art.  66.  Los  servicios  de  los  senadores  i  diputados  son  remu- 
nerados por  el  tesoro  de  la  nación  con  una  dotación  que  seña- 
lará la  lei. 


CAPITULO  IV 

▲tribaclonee  del  oongresQ. 

Art.  67.  Corresponde  al  congreso  : 

1.®  Lejislar  sobre  las  aduanas  esteriores  i  establecer  los  de- 
rechos de  importación,  los  cuales  asi  como  las  avaluaciones  sobre 
que  recaigan  serán  uniformes  en  toda  la  nación ;  bien  entendido, 
que  ésta,  asi  como  las  demás  contribuciont^s  nacionales,  podrán 
ser  satisfechas  en  la  moneda  que  fuere  corriente  ea  las  provincias 
respectivas,  por  su  justo  equivalente.  Establecer  igualmente  los 
derechos  de  esporlacion  iiasta  1866,  en  cuya  fecha  cesarán  como 
impuesto  nacional,  no  pudicndo  serlo  provincial ; 

2.°  Imponer  contribuciones  directas  por  tiempo  determinado 
i  proj'orcionalmente  iguales  en  todo  el  territorio  de  la  nación, 
siempre  que  la  defensa,  seguridad  común  i  bien  jeneral  del  estado 
lo  exijan; 

3.°  Contraer  empréstitos  de  dinero  sobre  el  crédito  de  la 
nación; 

4r.^  Disponer  del  uso  i  de  la  enajenación  de  las  tierras  de  pro- 
piedad nacional ; 

b.^  Establecer  i  reglamentar  un  b.inco  nacional  en  la  capital 
i  sus  sucursales  en  las  provincias,  con  facultad  de  emitir  billetes; 

6.«  Arreglar  el  pago  de  la  deuda  interior  i  esterior  de  la 
nación ; 

7.**  Fijar  anualmente  el  presupuesto  de  gastos  de  administra- 
ción de  la  nación,  i  aprobar  ó  desechar  la  cuenta  do  inversión; 

8.®  Acordar  subsidios  del  tesoro  nacional  á  las  provincias 
cuyas  rentas  no  alcancen,  según  sus  presupuestos,  á  cubrir  sus 
gastos  ordinarios ; 
9.*  Reglament'-ir  la  libre  navegación  de  los  rios  interiores,  habi- 
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litar  los  puertos  que  considere  conveniente,  i  crear  i  suprimir 
aduanas,  sin  que  puedan  suprimirse  las  aduanas  esteriores,  que 
existían  en  cada  provincia  al  tiempo  de  su  incorporación ; 

10.  Hacer  sellar  moneda,  fijar  su  valor  i  el  de  las  estranjeras; 
i  adoptar  un  sistema  uniforme  de  pesos  i  medidas  para  toda  la  nación; 

il.  Dictar  los  códigos  civil,  comercial,  penal  i  de  minería, 
sin  que  tales  códigos  alteren  las  jurisdicciones  locales,  correspon- 
diendo su  aplicación  á  los  tribunales  federales  ó  provinciales,  según 
que  las  cosas  ó  las  personas  cayeren  bajo  sus  respectivas  jurisdic- 
ciones; i  especialmente  leyes  jenerales  para  toda  la  nación  sobre 
naturalización  i  ciudadanía  con  sujeción  al  principio  de  la  ciuda- 
danianatural;  asi  como  sobre  bancarrotas,  sobre  falsificación  de 
la  moneda  corriente  i  documentos  públicos  del  estado,  i  las  que 
requiera  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados ; 

12.  Reblar  el  comercio  marítimo  i  terrestre  con  las  naciones 
estranjeras  i  de  las  provincias  entre  si ; 

15.  Arreglar  i  establecer  las  postas  i  correos  jenerales  de  la 
nación ; 

14.  Arreglar  definitivamente  los  limites  del  territorio  de  la 
nación,  fiiar  ios  de  las  provincias,  crear  otras  nuevas,  i  determinar 

Cor  una  lejislacion  especial  la  organización,  administración  i  go- 
iemo  que  deben  tener  los  territorios  nacionales  que  queden  fuera 
de  los  limites  que  se  asignen  á  las  rrovincias; 

15.  Proveer  á  la  seguridad  de  las  fronteras ;  conservar  el  trato 
pcifico  con  los  indios,  i  promover  la  conversión  de  ellos  al  cato- 
licismo ; 

16.  Proveer  lo  conducente  á  la  prosperidad  del  país,  al  ade- 
lanto i  bienestar  de  todas  las  provincias ;  i  al  pogreso  de  la  ilubtra- 
cion,  dictando  planes  de  instrucción  jeneral  i  universitaria,  i  pro- 
moviendo la  industria,  la  inmigración,  la  construcción  de  ferro- 
carriles i  canales  navegables,  la  colonización  de  tierras  de  propiedad 
nacional,  la  introducción  i  establecimiento  de  nuevas  industrias, 
la  importación  de  capitales  estranjeros  i  la  esploracion  de  los  ríos 
interiores,  por  leyes  protectoras  die  estos  fines  i  por  concesiones 
temporales  de  pnvilejios  i  recompensas  de  estimulo ; 

17.  Establecer  tribunales  inferiores  k  la  suprema  corte  de 
justicia,  crear  i  suprimir  empleos,  fijar  sus  atribuciones,  dar  pen- 
siones, decretar  honores  i  conceder  amnistías  jenerales; 

18.  Admitir  ó  desechar  los  motivos  de  dimisión  del  presidente 
ó  vicepresidente  de  la  república,  i  declarar  el  caso  de  proceder  á 
nueva  elección  :  hacer  el  escrutinio  i  rectificación  de  ella  ; 

19.  Aprobar  ó  desechar  los  tratados  concluidos  con  las  demás 
naciones,  i  los  concordatos  con  la  silla  apostólica,  i  arreglar  el 
ejercicio  del  patronato  en  toda  la  nación ; 

20.  Admitir  en  el  territorio  de  la  nación  otras  órdenes  relijiO'^ 
sas  á  más  de  las  existentes ; 
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21.  Autorizar  al  poder  ejeculivo  para  declarar  la  guerra  o 
hacer  la  paz ; 

22.  Conceder  patentes  de  corso  i  de  represalias,  i  establecer 
reglamentos  para  las  presas; 

23.  Fijar  la  fuerza  de  linea  de  tierra  i  de  mar  en  tiempo  de  paz 
i  guerra ;  i  formar  reglamentos  i  ordenanzas  para  el  gobierno  de 
dichos  ejércitos ; 

24.  Autorizar  la  reunión  de  las  milicias  de  todas  las  provincias 
ó  parle  de  ellas,  cuando  lo  exija  la  ejecución  de  las  leyes  de  Iq  na- 
ción i  sea  necesario  contener  las  insurrecciones  ó  repeler  las  inva- 
siones. Disponer  Ik  organización,  armamento  i  disciplina  de  dichas 
milicias,  i  la  administración  i  gobierno  de  la  parte  de  ellas  que  es- 
tuviere empleada  en  servicio  de  la  nación,  dejando  á  las  provin- 
cias el  nombramiento  de  sus  correspondientes  jefes  i  oficiales,  i  el 
cuidado  de  establecer  en  su  respectiva  milicia  la  disciplina  pres- 
crita por  el  congreso ; 

•  25.  Permitir  la  introducción  de  tropas  estranjeras  en  el  terri- 
torio de  la  nación,  i  la  salida  de  las  fuerzas  nacionales  fuera 
de  él; 

26.  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  nación 
en  caso  de  conmoción  interior,  i  aprobar  ó  suspender  el  estado  de 
sitio  declarado,  durante  su  receso,  por  el  poder  ejecutivo ; 

27.  Ejercer  una  lejislacion  esclusiva  en  todo  el  territorio  de  la 
capital  de  la  nación,  i  sobre  los  demás  lugares  adquiridos  por 
compra  ó  cesión  en  cualquiera  de  las  provincias  para  establecer 
fortalezas,  arsenales,  almacenes  ú  otros  establecimientos  de  utili- 
dad nacional ; 

28.  Hacer  todas  las  leyes  i  reglamentos  que  sean  convenientes 
para  poner  en  ejercicio  los  poderes  antecedentes  i  todos  los  otros 
concedidos  por  la  presente  constitución  al  gobierno  de  la  nación 
arjentina. 


CAPITULO  V 
De  la  formaolon  1   sanción  de  laa  leyes. 


Art.  68.  Las  leyes  pueden  tener  principio  en  cualquiera  de  las 
cámaras  del  congreso,  por  proyectos  presentados  por  sus  miem- 
bros ó  por  el  poder  ejecutivo ;  escepto  las  relativas  á  los  objetos 
de  que  trata  el  art.  41. 

Art.  69.  Aprobado  un  proyecto  de  lei  por  la  cámara  de  su  orijen, 
pasa  para  su  discusión  á  la  otra  cámara.  Aprobado  por  ambas,  pasa 
al  poder  ejecutivo  de  la  nación  para  su  examen,  i  si  también  ob- 
tiene su  aprobación,  lo  promulga  como  lei. 
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Art.  70.  Se  reputa  aprobado  por  el  poder  ejeculiTO,  todo  pro- 
yecto no  devuelto  en  el  término  de  diez  dias  útiles. 

Art.  71.  Ningún  proyecto  de  lei  desechado  totalmente  por  una 
de  las  cámaras  podrá  repetirse  en  las  sesiones  de  aquel  año. 
Pero  si  sólo  fuere  adicionado  ó  correjido  por  la  cámara  revisora, 
folverá  á  la  de  su  onjen ;  i  si  en  ésta  se  aprobaren  las  adiciones 
ó  correcciones  por  una  mayoría  absoluta,  pasará  al  poder  ejecu- 
tivo de  la  nación.  Si  las  adiciones  ó  correcciones  fueren  desecha- 
das, volverá  segunda  vez  el  proyecto  á  la  cámara  revisora,  i  si 
aqui  fueren  nuevamente  sancionadas  por  una  mayoría  de  las  dos 
terceras  partes  de  sus  miembros,  pasará  el  proyecto  á  la  otra  cá- 
mara, i  no  se  entenderá  que  ésta  reprueba  dichas  adiciones  ó  cor* 
recciones  si  no  concurre  para  eHo  el  voto  de  las  dos  terceras  partes 
de  sus  miembros  presentes. 

Art.  72.  Desechado  en  el  todo  ó  en  parte  un  proyecto  por  el  poder 
ejeculivo,  vuelve  con  sus  objeciones  á  la  cámara  de  su  orijen : 
ésta  lo  discute  de  nuevo,  i  si  lo  confirma  por  mayoría  de  dos  ter- 
cios de  votos,  pasa  otra  vez  á  la  cámara  de  revisión.  Si  ambas  cá- 
maras lo  sancionan  por  igual  mayoría,  el  proyecto  es  lei  i  pasa  al 
poder  ejecutivo  para  su  promulgación.  Las  votaciones  de  ambas 
cámaras  serán  en  este  caso  nominales,  por  sí  ó  por  nó;  i  tanto  los 
nombres  i  fundamentos  de  los  sufragantes,  como  las  objeciones  del 
poder  ejeculivo,  se  publicarán  inmediatamente  por  la  prensa.  Sí 
las  cámaras  difieren  sobre  las  objeciones,  el  proyecto  no  podrá 
repetirse  en  las  sesiones  de  aquel  año. 

Art.  73.  En  la  sanción  de  las  leyes  se  usará  de  esta  fórmula  :  El 
senado  i  cámara  de  diputados  de  la  Nación  Arjentina,  reunidos  en 
congreso,  etc.,  decretan  ó  sancionan  con  fuerza  de  lei. 


SECCIÓN  n. 

DEL   PODER   EJECUTIVO. 


CAPITULO  I 
De  sa  nataralaBA  i  duraoion. 


Art.  74.  El  poder  ejecutivo  de  la  nación  será  desempeñado  por 
un  ciudadano  con  el  titulo  de  «  Presidente  de  la  Nación  Arjen- 
tina. 9 

Art.  75.  En  caso  de  enfermedad,  ausencia  de  la  capital,  muerte, 
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renuncia,  ó  destitución  del  presidente,  el  poder  ejecutivo  será  ejer- 
cido por  el  vice  presidente  de  la  nación.  En  caso  de  destitución, 
muerte,  dimisión  ó  inhabilidad  del  presidente  i  vicepresidente  de 
la  nación,  el  congreso  determinará  qué  funcionario  público  ha  de 
desempeñar  la  presidencia,  hasta  que  haya  cesado  la  causa  de  la 
inhabilidad,  ó  un  nuevo  presidente  sea  electo. 

Art.  70.  Para  ser  elejido  presidente  ó  vicepresidente  de  la  na- 
ción, se  requiere  haber  nacido  en  el  territorio  arjenlino,  ó  ser  hijo 
de  ciudadano  nativo,  habiendo  nacido  en  pais  estranjero;  perte- 
necer á  la  comunión  católica,  apostólica,  romana,  i  las  demás  cali- 
dades exijidas  para  ser  elejido  senador. 

Art.  77.  £1  presidente  i  vicepresidente  duran  en  sus  empleos  el 
término  de  seis  años;  i  no  pueden  ser  reelijidos  sino  con  intervalo 
de  un  periodo. 

Art.  78.  El  presidente  de  la  nación  cesa  en  el  poder  el  dia  mismo 
en  que  espira  su  periodo  de  seis  años;  sin  míe  evento  alguno,  que 
lo  haya  interrumpido,  pueda  ser  motivo  de  que  se  le  complete 
más  tarde. 

Art.  79.  El  presidente  i  vicepresidente  disfrutarán  de  un  sueldo 
pagado  por  el  tesoro  de  la  nación,  que  no  podrá  ser  alterado  en  el 

Seriodo  de  sus  nombramientos.  Durante  el  mismo  periodo  no  po- 
rán  ejercer  otro  empleo,  ni  recibir  ningún  otro  emolumento  de  la 
nación  ni  de  provincia  alguna. 

Art.  80.  Al  tomar  posesión  de  su  cargo  el  presidente  i  vicepre- 
sidente, prestarán  juramento  en  manos  del  presidente  del  senado 
(la  primera  vez,  del  presidente  del  congreso  constituyente),  estando 
reunido  el  congreso,  en  los  términos  siguientes,  a  lO  N.  N.,  juro 

fíOT  Dios  Nuestro  Señor  i  estos  Santos  Evanjelios,  desempeñar  con 
ealtad  i  patriotismo  el  cargo  de  presidente  (ó  vicepresidente)  de 
la  nación,  i  observar  i  hacer  observar  fielmente  la  constitución  de 
la  Nación  Arjentina.  Si  asi  no  lo  hiciere.  Dios  i  la  nación  me  lo  de- 
manden. » 


CAPITULO  II 

De  la  forma  i  tiempo  de  la  elección  del  presidente  1  vioepreeidente 

de  la  naoloti. 


Art.  81.  La  elección  del  presidente  i  vicepresidente  de  la  nación 
se  hará  del  modo  siguiente  :  —  La  capital  i  cada  una  de  las  pro- 
vincias nouibrarán  por  votación  directa  una  junta  de  electores, 
igual  al  duplo  del  total  de  diputados  i  senadores  que  envian  al 
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congreso,  con  las  mismas  calidades  i  bajo  las  mismas  formas  pres* 
ditas  para  la  elección  de  diputados. 

No  pueden  ser  electos  los  diputados,  los  senadores  ni  los  emplea- 
dos á  sueldo  del  (gobierno  federal. 

Reunidos  los  electores  en  la  capital  de  la  nación,  i  en  la  de  sus 
provincias  respectivas,  cuatro  meses  antes  que  concluya  el  término 
del  presidente  cesante,  procederán  á  elejir  presidente  i  vicepresi- 
dente de  la  nación  por  cédulas  firmadas,  espresando  en  una  la  per- 
sona |)or  quien  votan  para  presidente  i  en  otra  distinta  la  que  elíjen 
para  vicepresidente. 

Se  harán  dos  lisias  de  todos  los  individuos  electos  para  presi- 
dente, i  otras  dos  de  los  nombrados  para  vicepresidente,  con  el 
número  de  votos  que  cada  uno  de  ellos  hubiere  obtenido.  Estas  lis- 
tas serán  firmadas  por  los  electores,  i  se  remitirán  cerradas  i  sella- 
das dos  de  ellas  (una  de  cada  clase),  al  presidente  de  la  legislatura 
provincia],  i  en  la  capital  al  presidente  de  la  municipalidad,  en 
cuyos  reiistros  permarecerán  depositadas  1  cerradas ;  i  las  otras  dos 
al  presidente  del  senado,  (la  primera  vez,  al  presidente  del  congreso 
constituyente). 

Art.  S2.  El  presidente  del  senado  (la  primera  vez  el  del  congreso 
constituyente),  reunidas  todas  las  listas,  las  abrirá  á  presencia  de 
ambas  cámaras;  asociados  á  los  secretarios  cuatro  miembros  del 
congreso  sacados  á  la  suerte,  procederán  inmediatamente  á  hacer 
el  escrutinio  i  anunciar  el  número  de  sufrajios  que  resulte  en  favor 
de  cada  candidato  para  la  presidencia  i  vicepresidencia  de  la  na- 
ción. Los  que  reúnan  en  ambos  casos  la  mayoría  absoluta  de  todos 
los  votos,  serán  proclamados  inmediatamente  presidente  i  vice- 
presidente. 

Art.  83.  En  el  caso  de  que  por  dividirse  la  votación  no  hubiere 
mayoría  absoluta,  elijirá  el  congreso  entre  ías  dos  personas  que 
hubieren  obtenido  mayor  número  de  sufrajios.  Si  la  primera  mayo- 
ría hubiere  cabido  á  más  de  dos  personas»  elejirá  el  congreso  entre 
todas  éstas.  Si  la  primera  mayoría  hubiere  cabido  á  una  sola  per^ 
sona,  i  la  segunda  á  dos  ó  más,  elejirá  el  congreso  entre  todas  las 
personas  que  hayan  obtenido  la  primera  i  segunda  mayoría. 

Art.  84.  Esta  elección  se  hará  á  pluralidad  absoluta  de  sufrajios, 
i  por  votación  nominal.  Si  verificada  la  primera  votación  no  resul- 
tare mayoría  absoluta,  se  hará  següiída  vez,  contrayéndose  la  vota- 
ción á  las  personas  oue  en  la  primera  hubieren  obtenido  mayoi^ 
número  de  sufrajios.  En  caso  de  empate  se  repetirá  la  votación,  i  si 
rebultare  nuevo  empate  decidirá  el  presidente  del  senado  (la  pri- 
mera vez  el  del  congreso  constitu vente).  No  podrá  hacerse  el  escru- 
tinio ni  la  rectificación  de  estas  elecciones,  sin  que  estén  presentes 
laá  tres  cuartas  partes  del  total  de  los  miembros  del  congreso. 

Art.  85.  La  elección  del  presidente  i  vicepresidente  de  la  nación 
debe  quedar  concluida  en  una  sola  sesión  del  congreso,  pübli- 
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candóse  en  seguida  el  resultado  de  ésta  i  las  acias  electorales  por 
la  prensa. 


CAPITULO  III 

Atiilmoionee  del  poder  judicial. 


Art.  86.  El  presidente  de  la  nación  tiene  las  siguientes  atribu- 
ciones : 

l.<»  Es  el  jefe  supremo  de  la  nación,  i  tiene  á  su  cargo  la  ad- 
ministración jeneral  del  país. 

2.®  Espide  las  instrucciones  i  reglamentos  quesean  necesarios 
para  la  ejecución  de  las  leyes  de  la  nación,  cuidando  de  no  alterar 
su  espíritu  con  escepciones  reglamentarias. 

o.®  Es  el  jefe  inmediato  i  local  de  la  capital  de  la  nación. 

4.°  Participa  de  la  formación  de  las  leyes  con  arreglo  á  la 
constitución,  las  sanciona  i  promulga. 

5.®  Nombra  los  majistrados  de  la  corte  suprema  i  de  los  de- 
más tribunales  federales  inferiores,  con  acuerdo  del  senado. 

6.®  Puede  indultar  ó  conmutar  las  penas  por  delitos  sujetos á 
la  jurisdicción  federal,  previo  informe  del  tribunal  correspon- 
diente, escepto  en  los  casos  de  acusación  por  la  cámara  de  di- 
putados. 

7.®  Concede  jubilaciones,  retiros,  licencias  i  goce  de  monte* 
píos,  conforme  á  las  leyes  de  la  nación. 

8.**  Ejerce  los  derechos  del  patronato  nacional  en  la  presenta- 
ción de  obispos  para  las  iglesias  catedrales,  á  propuesta  en  terna 
del  senado. 

9.^  Concede  el  pase  ó  retiene  los  decretos  de  los  concilios,  las 
bulas,  breves  i  rescriptos  del  Sumo  Pontífice  de  Roma,  con  acuerdo 
de  la  Suprema  corte ;  requiriéndose  una  lei,  cuando  contienen  dis- 
posiciones jenerales  i  permanentes. 

10.  Nombra  i  remueve  á  los  ministros  plenipotenciarios,  i  en- 
cargados de  nefi;ocios,  con  acuerdo  del  senado ;  i  por  si  solo  nom- 
bra i  remueve  ios  ministros  del  despacho,  los  oficiales  de  sus  se- 
cretarías ;  los  ajentes  consulares,  i  demás  empleados  de  la  adminis- 
tración cuyo  nombramiento  no  está  reglado  de  otra  manera  por 
esta  constitución. 

il.  Hace  anualmente  la  apertura  de  1  «s  sesiones  del  congreso, 
reunidas  al  efecto  ambas  cámaras  en  la  sala  del  senado ,  dando 
cuent'i  en  esta  ocasión  al  congreso  del  estado  de  la  nación,  de  las 
reformas  prometidas  por  la  constitución,!  recomendando  á  su  con- 
sidLeracion  las  medidas  que  juzgue  necesarias  i  convenientes. 
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12.  Proroga  las  sesiones  ordinarias  del  congreso,  ó  )o  convoca 
á  sesiones  estraordinarias,  cuando  un  grave  interés  de  orden  ó  de 
progreso  lo  requiera. 

15.  Hace  recaudar  las  rentas  de  la  nación,  i  decreta  su  inver- 
sión con  arreglo  á  la  lei  ó  presupuesto  de  gastos  nacionales. 

14.  Concluye  i  firma  tratados  de  paz,  de  comercio,  de  nave- 
gación, de  alianza,  de  límites  i  de  neutralidad,  concordatos  i  otros 
negociaciones  requeridas  para  el  mantenimiento  de  buenas  rela- 
ciones con  las  potencias  estranjeras,  recibe  sus  ministros  i  admite 
sus  cónsules. 

15.  Es  comandante  en  jefe  de  todas  las  fuerzas  de  mar  i  tierra 
de  la  nación. 

16.  Provee  los  empleos  militares  de  la  nación  :  con  acuerdo 
del  senado,  en  la  concesión  de  ios  empleos,  ó  grados  de  oficiales 
superiores  del  ejército  i  armada;  i  por  si  solo,  en  el  campo  de 
batalla. 

17.  Dispone  de  las  fuerzas  niilitans,  marítimas  i  terrestres,  i 
corre  con  su  organización  i  distribución  según  las  necesidades  de 
la  nación. 

18.  Declara  la  guerra  i  concede  patentes  de  corso  i  cartas  de 
represalias,  con  autorización  i  aprobación  del  congreso. 

19.  Declara  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  nación, 
en  caso  de  ataque  esterior  i  por  un  término  limitado  con  acuerdo 
del  senado.  En  caso  de  conmoción  interior,  sólo  tiene  esta  facultad 
cuando  el  congreso  está  en  receso,  porque  es  atribución  que  cor- 
responde á  este  cuerpo.  El  presidente  la  ejerce  con  las  limitaciones 
prescritas  en  el  art.  25. 

20.  Puede  pedir  á  los  jefes  de  todos  los  ramos  i  departamen- 
tos de  la  administración,  i  por  sn  conducto  á  los  d^más  empleados, 
los  informes  que  crea  convenientes,  i  ellos  son  obligados  á  darlos. 

21.  No  puede  ausentarse  del  territorio  de  la  capital,  sino  con 
permiso  del  congreso.  En  el  receso  de  éste,  sólo  podrá  hacerlo  sin 
licencia  por  graves  objetos  de  servicio  [lúbíico. 

22.  El  presidente  tendrá  facultad  para  llenar  las  vacantes  de 
los  empleos  que  requieran  el  acuerdo  del  senado  i  que  ocurran 
durante  su  receso,  por  medio  de  nombramientos  en  comisión,  que 
espirarán  al  fin  de  la  próxima  lejislaturn. 


CAPITULO  IV 
De  los  ministroB  del  poder  e]eoatlTO. 

Arl.  87.  Cinco  ministros  secretarios,  á  saber  :  del  interior — de 
relaciones  esteriores — de  hacienda  —  de  justicia,  culto  é  instruc- 
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cion  pública  i  da  guerra  i  marina,  tendrán  á  su  cargo  el  despacho 
de  los  negocios  de  la  nación,  i  refrendarán  i  legalizarán  los  actos 
del  presidente,  por  raedio  de  su  firma,  sin  cuyo  requisito  carecen 
de  eficacia.  Una  lei  deslindará  los  ramos  del  respectivo  despacho  de 
los  ministros. 

Art  88.  Cada  ministro  es  responsable  de  los  actos  que  legaliza; 
i  solidariamente  de  los  que  acuerda  con  sus  colegas. 

Art.  89.  Los  ministros  no  pueden  por  si  solos,  en  ningún  caso, 
tomar  resoluciones,  á  escepcion  de  lo  concerniente  al  réjimen  eco- 
nómico i  administrativo  de  sus  respectivos  departamentos. 

Art.  90.  Luego  que  el  congreso  abra  sus  sesiones,  deberán  los 
ministros  del  despacho  presentarle  una  memoria  detallada  del  es- 
tado de  la  nación  en  lo  relativo  á  los  negocios  de  sus  respectivos 
departamentos. 

Art.  91  No  pueden  ser  senadores  ni  diputados,  sin  hacer  dimisión 
de  sus  empleos  de  ministros. 

Art.  92.  Pueden  los  ministros  concurrir  á  las  sesiones  del  con- 
greso i  tomar  parte  en  sus  debates,  pero  no  volar. 

Art.  95.  Gozarán  por  sus  servicios  de  un  sueldo  establecido  por 
la  lei,  que  no  podrá  ser  aumentado  ni  disminuido  en  favor  6  per- 
juiciode  los  que  se  hallen  en  ejercicio. 


SECCIÓN  III. 

DEL  PODER  JUDICIAL. 


CAPITULO  I 
De  sa  naturaleza  1  duración. 


Art.  9i.  El  poder  judicial  de  la  nación  será  ejercido  por  una 
corte  suprema  de  justicia,  i  por  los  demás  tribunales  inferiores  que 
el  congreso  estableciere  en  el  territorio  de  la  nación. 

Art.  95.  En  ningún  caso  el  presidente  de  la  nación  puede  ejer- 
cer funciones  judiciales,  arrogarse  el  conocimiento  de  causas  pen- 
dientes, o  restablecer  las  fenecidas, 

Art.  96.  Los  jueces  de  la  corte  suprema  i  de  los  tribunales  infe- 
riores de  la  nación  conservarán  sus  empleos  mientras  dure  su  bue- 
na conducta,  i  recibirán  por  sus  servicios  una  compensación  que 
determinará  la.  lei,  i  que  no  podrá  ser  disminuida  en  manera  algu- 
na mientras  permanecieren  en  sus  funciones. 
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•  Art.  97.  Ninguno  podrá  ser  miembro  de  la  corte  suprema  de 
justicia,  sin  ser  abogado  de  la  nación  con  ocho  años  de  ejercicio  i 
tener  las  cualidades  re  |ueridas  para  ser  senador. 

Art.  98.  En  la  primera  instalación  de  la  corte  suprema,  los  in- 
dividuos nombrados  prestarán  juramento  en  manos  del  presidente 
de  la  nación  de  desempeñar  sus  obligaciones,  administrando  justi- 
cia bien  i  legalmente,  i  en  conformioad  á  lo  que  prescribe  la  cons- 
titución. En  lo  sucesivo,  lo  prestarán  ante  el  presidente  de  la  mis- 
ma corte. 

Art.  99.  La  corte  suprema  dictará  su  reglamento  interior  i  eco- 
nómico, i  nombrará  todos  sus  empleados  subalternos. 


CAPITULO  II 
▲trU>iiQloaM  del  podtr  ejaoutlTO 


Art.  100.  Corresponde  á  la  corte  suprema  i  á  los  tribunales  infe- 
riores de  la  nación,  el  conocimiento  i  decisión  de  todas  las  causas 
que  versen  sobre  puntos  rejidos  por  la  constitución,  por  las  leyes 
de  la  nación  con  la  reserva  hecha  en  el  inciso  11  del  art.  07,  i 
por  los  tratados  con  las  naciones  estranjeras ;  de  las  causas  concer- 
nientes á  embajadores,  ministros  públicos  i  cónsules  estranjeros ; 
de  las  causas  del  almirantazgo  i  jurisdicción  marítima;  de  los  asun- 
tos en  que  la  nación  sea  parte ;  de  las  causas  que  se  susciten  entre 
dos  ó  más  provincias ;  entre  una  provincia  i  los  vecinos  de  otra ;  en- 
tre los  vecinos  de  diferentes  provincias;  entre  una  provincia  ó  sus 
vecinos  contra  un  estado  ó  ciudadano  estranjero. 

Art.  101.  En  estos  casos,  la  corte  suprema  ejercerá  su  jurisdic- 
ción por  apelación,  según  las  reglas  i  escepciones  que  prescriba  el 
congreso;  pero  en  todos  los  asuntos  concernientes  á  embajadores, 
ministros  i  cónsules  estranjeros,  i  en  los  que  alguna  provincia  fue- 
re parte,  la  ejercerá  orijinaria  i  esclusivamente. 

Art.  10'2.  Todos  los  juicios  criminales  ordinarios  que  no  se  deri- 
ven del  derecho  de  acusación  concedido  á  la  cámara  de  diputados, 
se  terminarán  por  jurados  luego  que  se  establezca  en  la  república 
esta  institución.  La  actuación  de  estos  juicios  se  hará  en  la  misma 
provincia  donde  se  hubiere  cometido  el  delito ;  pero  cuando  éste 
se  cometa  fuera  de  ios  limites  de  la  nación  contra  el  derecho  de 
jentes,  el  congreso  determinará  por  una  leí  especial  el  lugar  en 
que  haya  de  seguirse  el  juicio. 

Art.  103.  La  traición  contra  la  nación  consistirá  únicamente  en 
loH)ar  las  armus  eonlra  ella,  ó  en  unirse  á  sus  enemigos  prestán- 
doles ayuda  i  socorro.  El  congreso  fijará  por  una  lei  especial  la  pe* 
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na  de  este  delito ;  pero  ella  no  pasará  de  la  persona  delincuente,  ni 
la  infamia  del  reo  se  trasmitirá  á  sus  parientes  de  cualquier  grado. 


TITULO  II 


GOBIERNOS    DE   PROVINCIA 


Art.  104.  Las  provincias  conservan  todo  el  poder  no  delegado  por 
esla  constitución  al  gobierno  federal,  i  el  que  espresamente  se  ha- 
yan reservado  por  pactos  especiales  al  tiempo  de  su  incorporación. 

Art.  105.  Se  dan  sus  propias  instituciones  locales  i  se  rijen  por 
ellas.  Elijen  sus  gobernadores,  sus  lejisladores  i  demás  funcionarios 
de  provincia,  sin  intervención  del  gobierno  federal. 

Art.  106.  Cada  provincia  dicta  su  propia  constitución,  conforme 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  5.^ 

Art.  107.  Las  provincias  pueden  celebrar  tratados  parciales  para 
fines  de  administración  de  justicia,  de  intereses  económicos  i  tra- 
bajos de  utilidad  común,  con  conocimiento  del  congreso  federal;  i 
promover  su  industria,  la  inmigración,  la  construcción  de  ferro- 
carriles i  canales  navegables,  la  colonización  de  tierras  de  pronie- 
dad  provincial,  la  introducción  i  establecimientos  de  nuevas  indas 
tias,  la  importación  de  capitales  estranjerosi  la  esploracion  desús 
ríos,  por  leyes  protectoras  de  estos  fines  i  con  sus  recursos  propios. 

Art.  108.  Las  provincias  no  ejercen  el  poder  delegado  á  la  na- 
ción. No  pueden  celebrar  tratados  parciales  de  carácter  político : 
ni  espedir  leyes  sobre  comercio,  ó  navegación  interior  ó  esteríor; 
ni  establecer  aduanas  provinciales ;  ni  acuñar  moneda ;  ni  estable- 
cer bancos  con  facultad  de  emitir  billetes,  sin  autorización  del  con- 
greso federal ;  ni  dictar  los  códigos  civil,  comercial,  penal  i  de  mi- 
nería, después  que  el  congreso  los  haya  sancionado;  ni  dictar  espe- 
cialmente leyes  sobre  ciudadanía  i  naturalización,  bancarotas,  fal- 
sificación de  moneda  ó  documentos  del  estado;  ni  establecer  dere- 
chos de  tonelaje ;  ni  armar  buques  de  guerra  ó  levantar  ejércitos, 
salvo  el  caso  de  invasión  esterior  ó  de  un  peligro  tan  inminente  que 
no  admita  dilación,  dando  luego  cuenta  al  gobierno  federal;  ni 
nombrar  ó  recibir  ajentes  estranjeros,  ni  admitir  nuevas  órdenes 
relijiosas. 

Art.  109.  Ninguna  provincia  puede  declarar  ni  hacer  la  guerra  á 
otra  provincia.  Sus  quejas  deben  ser  sometidas  á  la  corte  suprema 
de  justicia  i  dirimidas  por  ella.  Sus  hostilidades  de  hecho  son  actos 
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de  guerra  civil,  calificados  de  sedición  ó  asonada,  que  el  gobierno 
federal  debe  sofocar  i  reprimir  conforme  á  la  lei. 

Art.  110.  Los  gobernadores  de  provincia  son  ajenies  naturales  del 
gobierno  federal  para  hacer  cumplir  la  constitución  i  las  leyes  de 
la  nación. 

Concordada  con  las  reformas  sancionadas  por  la  convención 
nacional.  Comuniqúese,  á  los  efectos  del  art.  9.^  del  convenio  de  6  de 
janio  del  presente  año.  Cúmplase  en  todo  el  territorio  de  la  nación 
i  publiquese. 

Sala  de  Sesiones  de  la  convención  nacional,  en  la  ciudad  de  San- 
ta Fe,  á  los  veinte  i  cinco  dias  del  mes  de  setiembre  del  año  de  mil 
ochocientos  sesenta. 


CONSTITUCIÓN  DE  LA  NACIÓN  ARJENTINA 


ANTECEDENTES 


Sábese  que  el  territorio  ocupado  hoi  por  las  repúblicas  Arjen- 
tina,  del  Uruguai,  deBolivia  i  del  Paraguai,  perteneció  al  virei- 
nato  del  Perú  por  largo  tiempo,  aunque,  cscepluando  la  parle 
que  hoi  es  Bolivia,  no  tenia  con  el  Perú  ninguna  analogía.  Las  re- 
jiones  bañadas  por  el  Paraná,  el  Paraguai,  i  su  gran  receptáculo 
el  Plata,  se  hallaban  escasamente  pobladas  por  tribus  nómades 
semisalvajes,  pertenecientes  en  su  mayor  parte  á  los  aucas,  raza 
de  cráneo  chato,  difícil  de  domar.  El  Alio  i  el  Bajo  Perú  por  el 
contrario  estaban  poblados  por  la  raza  quichua,  de  cráneo  leyao- 
tado,  obediente  i  sumisa,  que  ya  habia  recibido  el  yugo  de  un 
gobierno  completamente  organizado. 

La  colonización  de  las  rej iones  fluviales  que  nos  ocupan  fué, 
por  lo  mismo,  mui  diferente  de  la  de  las  peruanas.  En  éstas  se 
redujo  á  sostituir  el  gobierno  de  los  Incas  por  el  de  los  españoles, 
á  nombre  de  su  rei,  bien  que  con  violencia,  perBdia  i  cruel 
rapacidad,  que  los  indíjenas  sufrían  las  más  veces  con  mucha 
paciencia.  En  las  oirás  se  formaban  pequeños  grupos  de  aventu- 
reros, esparcidos  sobre  un  inmenso  espacio,  i  sosteniendo  fre- 
cuentes luchas  con  los  naturales,  á  quienes  con  trabajo  ro- 
ducian. 

El  jénero  de  industria  á  que  el  país  arjentino  se  prestaba  más 
i  que  prevaleció  por  consiguiente,  la  ganadería,  contribuyó 
también  grandemente  al  aislamiento  de  las  ciudades^  entre  las 
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cuales  se  interponían  pampas  llenas  de  rumiantes,  i  sembradas 
de  escasísimos  grupos  de  hombres  destinados  á  cuidarlos.  Esta 
población,  viviendo  en  el  desierto,  i  habituada  á  un  jénero  de 
Tida  duro  i  destructor,  era  la  destinada  en  grandísima  parle  ¿ 
formar  futuros  estados  independientes  con  gobierno  propio. 

Agregúese  por  último  la  vecindad  del  Brasil,  i  la  temprana 
disposición  de  los  portugueses  á  invadir  la  Banda  Oriental  del 
Druguai,  que  los  españoles  tenían  que  defender  con  las  armas,  i 
se  tendrán  antecedentes  que  no  deben  echarse  en  olvido  al  exa- 
minar la  historia  política  de  estos  importantes  países. 

No  nos  admiren,  pues,  los  largos  i  sangrientos  desórdenes  de 
que  ha  sido  teatro  la  tierra  arjentina,  ni  su  tenaz  disposición  á 
mantener  la  autonomía  provincial ;  i  esperemos  sólo  del  tiempo 
i  de  una  nueva  civilización  la  paz  pública  i  la  consolidación  de 
las  instituciones;  hoi  bastante  bien  encaminadas  á  aquel  deside- 
rátum. 

La  necesidad  de  defender  estas  rejiones  codiciadas  por  el  Por- 
tugal, que  ambicionó  constantemente  dar  á  sus  posesiones  por  tér- 
mino austral  la  embocadura  del  Plata,  determinó  la  erección  del 
TÍreinato  de  Buenos  Aires,  que  incluyó  al  principio,  en  1776, 
aún  la  intendencia  de  Puno,  i  que  luego  en  1779  se  limitó  al  norte 
por  el  lago  de  Titicaca  y  el  rio  Desaguadero,  restituyendo  al  Perú 
una  parte  de  dicha  intendencia.  Asi  se  hallaba  deslindado, 
cuando  en  1810  comenzó  la  revolución  orijinada  por  la  invasión 
francesa  en  España,  i  que  había  de  traer  la  independencia  de 
Hispano- América. 

En  25  de  mayo  se  organizó  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires  la 
primera  junta  revolucionaria,  compuesta  entonces  de  pocos  in- 
dividuos, Pero  á  principios  dé  1811,  con  motivo  de  haberse  con- 
vocado á  un  congreso  constituyente,  algunos  diputados  de  las  pro- 
Wncias,  que  llegaron  á  Buenos  Aires  i  nunca  tuvieron  quorum 
para  el  congreso,  quisieron  entrar  en  la  junta  de  gobierno,  á 
sujestion  de  uno  de  ellos.  Funes:  Saavedra,  émulo  de  Moreno, 
presidente  de  la  junta,  favoreció  aquella  pretensión  ;  i  la  junta, 
considerablemente  aumentada,  dio  un  decreto  en  10  de  febrero^ 
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que  autorizó  la  creación  en  la  capital  de  cada  intendencia,  de 
una  junta  de  cinco  individuos  que  ejerciesen  la  autoridad  su- 
prema. Con  el  nombre  de  saavedristas  i  morenistas  empezaron 
los  partidos  internos,  que  más  tarde  habian  de  convertirse  en  fe- 
derales  i  unitarios^  i  cuyo  jérmen  quedaba  sembrado. 

Esa  junta  administrativa  numerosa  fué  de  corta  duración.  Se 
separó  á  los  diputados,  i  se  creó  un  triunvirato.  Pero  los  dipu- 
tados dieron  entonces  á  12  de  octubre  de  1811  una  especie  de 
constitución  bastante  sucinta,  i  con  el  nombre  de  «  Reglamento 
de  la  junta  conservadora  de  la  autoridad  del  Sr.  D.  Fernan- 
do YII  »  en  que  se  atribulan  el  ejercicio  del  poder  lejislativo.  El 
triunvirato  lo  improbó,  i  aun  disolvió  la  junta,  quedando  sin 
efecto  ;  pero  espidió  él  mismo  otro  acto  constitucional,  en  22  de 
noviembre,  con  el  nombre  de  ce  Estatuto  provisional  del  gobierno 
de  las  provincias  Unidas  del  Rio  de  la  Plata.  » 

Reunido  al  Gn  el  congreso  en  enero  de  1814,  decidió  que  los 
triunviros  fuesen  reemplazados  por  un  Director  Supremo  de  las 
Provincias  Unidas,  i  D.  Jervasio  Posadas  fué  nombrado  por  el 
mismo  congreso.  En  dicho  año  se  creó  una  Junta  de  Observa- 
áon^  que,  con  el  nombre  de  «  Estatuto  provisional,  »  dio  eal815 
una  verdadera  constitución,  mui  abundante  en  materias  estrañas 
al  código  político,  i  en  la  cual  prevalecían  las  ideas  federales 
mui  propagadas  entonces. 

Otro  congreso,  reunido  en  Tucuman  en  marzo  de  1816,  pro- 
clamó en  9  de  julio  la  independencia  del  país  de  la  monarquía 
española ;  aunque  ya  era  independiente  de  hecho  hacia  seis  anos, 
i  había  terminado  desde  1814  la  guerra  con  los  españoles,  que 
desde  el  principio  habian  comprendido  la  tendencia  de  los  movi- 
mientos de  los  criollos  i  resistidolos  con  las  armas.  El  mismo 
congreso,  trasladado  á  Buenos  Aires,  dio  en  1817  otro  «Regla- 
mento Provisorio  »  en  el  sentido  del  réjimen  unitario,  aunque 
mui  semejante  al  anterior  en  la  forma.  Por  último,  espidió  una 
constitución  en  1819,  que  no  satisfizo  á  nadie ;  porque,  en  efec- 
to, no  desenvolvía  netamente  ninguno  de  los  sistemas  que  traían 
divididos  los  ánimos,  ni  aun  decia  cosa  alguna  sobre  el  gobierno 
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iocal  de  las  provincias.  Tuvo  por  lo  mismo  una  existencia  corta 
i  precaria. 

De  1820  á  182^  las  provincias  no  tuvieron  ningún  gobierno 
cornun.  Gobernábanse  de  hecho  por  si  solas,  aunque  pretendiendo 
la  organización  de  un  gobierno  jeneral.  Las  ribereñas  celebraron 
pactos  6  tratados,  que  en  1820  parecían  tener  por  principal  ob- 
jeto la  reunión  de  un  nuevo  congreso,  i  que  ya  en  1822  eran  más 
biea  de  liga  ó  común  defensa,  aplazando  indefinidamente  la  es- 
presada reunión^  Fué  una  época  de  barbarie,  por  el  despotismo 
de  los  jefes  provinciales;  gauchos  audaces,  improvisados  de  es- 
tadistas. Solo  en  Buenos  Aires  hubo  de  1821  á  1827  un  gobierno 
ilustrado  i  honorable,  influenciado  por  Rivadavia.  Al  mismo 
tiempo  desempeñaba  las  más  indispensables  funciones  del  go- 
bierno nacional,  para  lo  cual  habia  recibido  cierta  autorización 
|>or  los  tratados  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Ni  descuidó  la  reunión  del  congreso  constituyente,  que  logró 
en  diciembre  de  1824.  Este  cuerpo  dio  en  enero  de  1825  una 
lei  fundamental,  que  fué  por  largo  tiempo  después  la  verdadera 
i  única  base  legal  de  un  gobierno  jeneral  arjentino,  desempes 
ñandotambien  provisionalmente  por  el  déla  provincia  de  Bueno- 
Aires.  Asimismo  nombró  presidente  á  Rivadavia  en  febrero 
de  1826,  i  en  diciembre  del  mismo  año  sancionó  la  deseada  cons- 
titución, que  se  concibió,  según  el  sistema  unitario  favorecido 
por  Rivadavia. 

De  acuerdo  con  ella  i  con  la  lei  fundamental,  la  constitución 
debia  someterse  á  la  aprobación  de  las  provincias,  las  cuales,  en 
su  mayor  parte,  i  usando  de  su  derecho,  la  rechazaron,  i  pidie- 
ron una  organización  federal,  «  que  mantuviese  entre  las  pro- 
vincias una  libertad,  una  independencia  i  una  igualdad  perfec- 
las.  »  Disgustado  Rivadavia,  renunció  el  mando  en  1827,  á 
tiempo  que  el  congreso  declaraba  terminada  la  unión  de  las 
(rovincias. 

Aprovechando  la  guerra  con  el  Brasil,  que  habia  detentado  por 
largo  tiempo  los  principales  puntos  de  la  Banda  Oriental,  Borre- 
go, sucesor  de  Rivadavia,  logró  que  se  estableciese  alguna  inte- 
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Itjencia  enirelas  proTincíos.  VarioB  celebraron  nueW pactos,  en 
que  además  de  la  unión  para  la  guerra,  se  proveía  sobre  organi^ 
zaeion  del  gobierno  jeneraU  que  entre  tanto  quedaba  siempre 
eu  manos  de  la  de  Buenas  Aires.  Pero  de  aquí  no  se  psMÓ.  Dor- 
rego,  federal^  se  apoyó  eA  los  jefes  de  las  prOYÍncias  y  fatoreció 
á  D«  Juan.  Manuel  Rosas,  que  por  entonces  era  comandante  de 
las  mi|icia99  i  pasaba  por  hombre  de  ordena 

Terminada  la  guerra  con  el  Brasil,  i  de  vuelta  de  la  campafia, 
el  jéneral  Lavalle  depone  á  Borrego,  que  tomando  las  armas,  es 
derrotado  y  fusilado.  Esto  sucedió  en  beneficio  de  Rosas,  que  tino 
á  quedar  de  Jefe  de  los  federales.  Una  cuestión  con  Franría 
«n  1829  hizo  caerá  Lavalle,  quien  se  retiró,  dando  lugar  á  la  clec* 
43Íon;  de  Rosas  para  gobernador  de  Buenos  Aires  etí  diciembre  de 
aquel  año.  Su  jenial  disimulo  le  habia  permitido  encubrir  la  fe- 
rocidad de  su  carácter,  i  validóle  cierta  reputación  de  hombre 
adecuado  para  la  situación  del  pais. 

Miíi  poco  ó  nada  se  hizo  durante  su  gobierno  para  el  estableci- 
miento de  uno  nacional.  En  1831  se  ajustó  un  nuevo  tratado  entre 
las  provincias  litorales  sobre  liga  ofensiva  i  defensiva,  el  cual  dejó 
para. una  época  indefinida  el  promover  la  reunión  de  un  congreso 
que  organizase  el  pais  según  el  sistema  federativo.  Rosos,  sin  em- 
bargo, tomó  de  aquí  i  de  la  lei  fundamental  de  1835,  pié  para  ejer- 
cer el  gobierno  como  jefe  itipremo  de  In  Confederación  Arjeiúim. 

Concluido  su  primer  período  en  diciembre  de  1832,  la  sala 
de  representantes  de  Buenos  Aires  quiso  reelcjirlc ;  pero  Rosas 
rehusó  admitir,  i  pretestó  una  espedicion  contra  los  indios  sal- 
vajes, á  fin  de  aumentar  su 'popularidad,  i  llegar  al  poder  abso- 
luto, que  era  el  objeto  de  su  ambicien.  En  ella  empleó  dos  años, 
i  aunque  la  espcdioion  no  era  necesaria,  hizo  algún  bien,  i  irajo 
al  futuro  dictador  la  realización  de  sus  vastas  miras.  Ya  por  en- 
tonces cargaba  concierta  odiosidad  por  algunas  ejecuciones  arbi- 
trarias, i  por  la  tendencia  dominadora  que  alguno»  le  descu- 
briaii.  Aun  varios  jeres  de  las  provincias  federales  como  él,  i  ri- 
vales natos,  le  hacian  oposiicion ;  pero  supo  deshacerse  de  los  más 
temibles  i  ganarse  á  los  demás. 


Dunnle  su  atiflencia,  en  dieiembre  de  i 889,  tr»l^  la  lejitla- 
tura  de  Buenos  Aifes  de  sancionar  ana  constitución,  cuyo  pro-» 
yeeto  llegó  á  redactarse,  i  prescribía  que  la  provincia  no  se  reo* 
niria  i  las  demás,  sino  bajo  el  réjimen  federal ;  pero  también, 
prohibía  dar  al  ejecutivo  provincial  «  facultades  estraordinariaa  i 
la  suma  del  poder  público.  »  Esto  puso  en  efervescencia  ¿  loa 
apdaidlieos  (ó  jenuinos  federales)  amigos  de  Rosas,  que  hicieron 
fracasar  la  constitución. 

De  vuelta  de  su  cspedioion,  el  jenercd  fué  elejido  de  nuevo 
para  gobernador,  i  rehusó  varias  veces  admitir  el  nombramiento 
con  pretestos  i  vaguedades  que  dejaban  ver  bien  la  verdadera 
razón,  i  era  que  deseaba  el  poder  sin  limitación  alguna.  Por  úl« 
timo,  en  7  de  marco,  la  asamblea  dio  una  lei  en  que  a  usando 
de  su  soberanía  ordinaria  i  estraordinaria,  nombraba  á  Rosaa 
por  cinco  años  gobernador  i  capitán  jeneral,  con  toda  la  mma 
id  poder  público. » 

Rehusó  todavía  aceptar,  si  no  se  somelia  la  lei  á  la  aprobación 
del  pueblo,  como,  en  efecto  se  hizo,  dando  por  resultado  la  mani* 
fesl ación  del  sufrajio  universal,  en  solo  la  ciudad  de  Buenoe 
Aires,  9,316  votos  favorables  i  4  adversos.  De  ahi  en  adelante,  cada 
cinco  años,  se  repetía  una  farsa  de  elección,  de  renuncia  i  de  in- 
sistencia por  la  lejislatura,  que  se  arrastraba  á  los  pies  del  diclador 
después  de  haber  separado  de  ella  todo  elemento  hostil,  esto  es, 
lodo  veto  independiente.  Asi  gobernó  hasta  1852,  engañando  prí- 
mero,  i  aterrando  luego  con  esa  urania  cuya  fama  se  hizo  universal. 

Después  de  varias  tentativas  infructuosa»  para  derribar  al  ti- 
rano, los  unitarios  se  valieron  de  don  Ju^to  Urquiía,  gobernador 
de  Entre  Rios  i  federal,  pero  rival  de  Rosas,  para  combatirle.  En* 
Iraron  además  en  la  liga  el  Uruguai,  el  Brasil  i  la  provincia  de 
Corrientes,  cuyo  gobernador  era  amigo  dé  Urquiía.  El  resultado 
de  la  campaña  fué  Monté -Casetos,  batalla  insignificante  bajo  el 
punto  de  vista  militar ;  pero  de  inmensas  consecuencias  políticas 
para  el  Plata.  Su  tirano  cayó  el  Sde  febrero  de  1852,  i  prófugo, 
sin  combatir,  se  embarcó  el  dia  siguiente  en  un  buque  ingléa 
que  le  condujo  á  Europa. 
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Urquiza  quedó  asi  de  hecho  «  director  supremo  provisorio  de 
la  Confederación  Arjentina,  »  como  él  se  llamaba  ;  pero  no  ha- 
bía ninguna  afinidad  entre  él  i  los  unitarios,  i  como  sucede  siem- 
pre después  de  vencido  un  enemigo  común  por  amigos  improvi- 
sados, el  bando  vencedor  se  disolvió  en  sus  elementos  constitu- 
tivos, que  eran  antagonistas.  Los  unitarios  hubieran  deseado  la 
convocatoria  inmediata  de  un  congreso  nacional  constituyente  i 
elejido  bajo  su  influencia.  Urquiza  lomó  otro  camino,  que  aun- 
que se  le  ha  censurado  como  favorable  á  sus  miras  de  ambi- 
ción personal,  era  el  más  adecuado  á  las  circunstancias  del  país, 
i  ha  sido  justificado  por  el  éxito.  Reunió  en  San  Nicolás  de  los 
Arroyos  una  junta  de  los  gobernadores  de  las  provincias,  que  se 
hallaban  por  entonces  en  el  pleno  goce  de  su  autonomía,  i  á  quie- 
nes era  por  consiguiente  necesario  consultar  sobre  el  modo  de 
llagar  á  la  celebración  de  un  congreso  jeneral  arjentino.  Conví- 
nose allí  por  un  acuerdo,  en  que  se  tendría  un  congreso  en  elmeb 
de  agosto  siguiente,  que  se  reuniría  en  Santa  Fe  i  daría  una  cons- 
titución á  la  república.  Entretanto,  Urquiza  quedaría  encarga- 
do de  las  atribuciones  ejecutivas  propias  de  un  gobierno  jeneral, 
asistido  por  un  consejo  de  estado. 

Los  unitarios  de  Buenos  Aires,  que  se  habian  apoderado  de 
aquella  importante  provincia,  y  que  desconfiaban  profundamen- 
te de  Urquiza,  recibieron  mui  mal  el  «  acuerdo  de  San  Picolas. » 
La  sala  de  representantes  rehusó  ejecutarlo  en  aquel  territo- 
rio, alegando  que  no  se  habia  sometido  á  su  aprobación,  i  los 
antiguos  odios  de  partido  estallaron  por  todas  partes.  Urquiza  di- 
solvió la  sala  de  representantes,  que  habia  nombrado  un  nuevo 
gobernador  más  aceptable  á  los  unitarios,  i  acalló  la  prensa,  si- 
tuándose en  la  capital  rodeado  solo  de  verdaderos  federales. 

Tuvo  que  partir  á  Santa  Fe  en  el  mes  de  setiembre  á  instalar 
el  congreso,  i  los  unitarios  se  aprovecharon  de  su  ausencia  para 
efectuar  un  cambio  político,  que  lograron  en  la  noche  del  10 
al  11  y  sublevando  la  guarnición  dos  jenerales  que  habian  parti- 
cipado en  el  movimiento  revolucionario.  Organizóse  un  gobierno 
provincial  unitario,  y  la   provincia  se  separó  de  toda  manco- 
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moDÍdad  en  la  mardia  política  de  las  otras.  Aunque  desempe- 
ñando todavia  en  apariencia  un  papel  secundario,  el  coronel  don 
Bartolomé  Mitre  fué  el  alma  de  esta  evolución. 

El  congreso  de  Santa  Fe,  retardado  por  aquellos  sucesos,  se> 
reunió  el  20  de  noviembre.  Urquiza  tuvo  el  buen  sentido  de  no 
atacar  por  entonces  á  los  disidentes  de  Buenos  Aires,  i  de  dejar 
al  congreso  en  entera  libertad,  lo  que  no  se  esperaba  á  lo  menos 
por  los  unitarios,  que  en  eso  fundaban  su  renuncia.  Quizás  por 
esto  mismo  Urquiza  fué  más  circunspecto.  ¡  Feliz  inspiración  la 
de  hacer  Tallar  la  profecía  de  nuestros  enemigos ! 

Con  todo,  i  mientras  el  congreso  deliberaba  en  Santa  Fe,  la 
guerra  civil  brotaba  en  la  misma  provincia  de  Buenos  Aires,  cuya 
campaña  sublevaba  Urquiza.  En  enero  de  1853  el  congreso  auto- 
rizó al  director  para -procurar  la  cesación  de  la  guerra  i  la  acep* 
tacion  por  la  provincia  de  Buenos  Aires  del  acuerdo  de  San  Nico* 
las  de  los  arroyos.  Terminóse  un  arreglo  en  9  do  marzo,  según  el 
cual  Buenos  Aires  se  baria  representar  en  el  congreso,  reserván- 
ilofeíeel  derecho  de  examinar  después  la  constitución  que  se  diera. 
Pero  el  director  creyó  que  no  tenia  facultad  para  hacer  aquellas 
concesiones,  y  se  negó  á  ratificar  el  convenio  hecho  por  su  ájente. 
Siguió  por  algún  tiempo  la  guerra,  ya  abierta  de  una  i  otra 
parte,  hasta  que  cansados  y  desmoralizados  ambos  belijerantes, 
la  suspendieron  de  hecho.  Urquiza  dejó  en  paz  á  Buenos  Aires, 
por  algún  tiempo,  contentándose  con  ejercer  su  autoridad  sobre 
el  resto  del  país. 

En  l.^'de  mayo  de  1853  el  congreso  sancionó  la  constitución 
(le  la  Confederación  Arjentina.  La  tregua  dio  lugar  á  mediacio- 
nes de  algunos  ministros  estranjeros,  que  encallaron  al  principio, 
i  continuó  la  guerra  hasta  encontrarse  los  ejércitos  en  Cepeda 
á^Sde  octubre  de  1859.  Aunque  las  fuerzas  de  Buenos  Aires 
sufrieron  un  descalabro.  Mitre  pudo  poruña  escelente  operación 
salvar  una  buena  parte,  i  se  fortiBcó  en  Buenos  Aires,  cuyo  sitio 
se  habia  visto  Urquiza  obligado  á  abandonar  seis  años  antes.  Des- 
alentado, se'retira,  dando  lugar  á  anudarse  las  negociaciones, 
que  terminaron  en  un  arreglo  hecho  el  11  de  noviembre.  Bue- 
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nos  AtrM  entraba  en  la  Courederacion.  Dentro  da  20  diaa  se  reu- 
niría una  convencioa  provincial,  para  que  examinase  la  eonsU- 
tucion  de  Santa  Fe.  Si  tenia  que  hacerle  obaervaciones*  las  pro- 
pondría al  congreso  federal,  i  éste  confoearia  una  oonvencion  je- 
neral  ad  hao^  en  que  la  provincia  disidente  seria  representada,  i 
pasaria  por  lo  que  allí  se  decidiese.  Concluyóse  este  arreglo  por 
la  mediación  del  ministro  del  Paraguai,  don  Francisco  Solano  Ló- 
pez, i  todo  hace  creer  que  Buenos  Aires  no  se  proponía  sino  ga- 
nar tiempo. 

Vencido  el  periodo  constitucional  de  Urquiza,  deja  la  presiden- 
cia, i  le  sucede  don  Santiago  Derqui.  Faltó  ya  el  gran  preteslo  de 
los  unitarios  bonaerenses;  pero  ellos  buscaron  otros  para  entorpecer 
la  ejecución  del  pacto  de  11  de  noviembre.  Siguiendo  ese  plan, 
la  convención  reunida  en  Buenos  Aires  para  examinar  la  oonsti- 
tucion  federal  propuso  numerosas  reformas,  lo  que  considerado 
por  el  gobiei*no  del  Paraná  como  una  hostilidad  manifiesta*  en* 
torpeció  por  entonces  el  curso  de  la  negociación. 

Perché  aquí  que  viene  1860,  i  que  Mitre  es  nombrado  goberna- 
dor de  Buenos  Aires.  Este  solo  hecho  allanó  el  camino  de  Is 
buena  inteüjencia.  Mitre  dejó  de  ser  hostil  á  la  Confederación,  i 
se  propuso  bona  fide  terminar  todas  las  cuestiones.  Por  un  nue- 
vo  pacto  de  6  de  junio  se  completó  el  anterior,  y  se  trató  de  llevar 
á  efecto  lo  convenido.  Las  reformas  propuestas  por  Buenos  Aires 
se  someterían  al  congreso ;  la  convención  ad  hoo  se  reuniría  en 
Santa  Fe,  i  terminaría  la  obra  denli*o  de  30  dias.  £1  resultado  se 
comunicaría  á  los  gobiernos,  i  el  de  Buenos  Aires  promulgaría 
dentro  de  15  la  nueva  constitución  resultante. 

Del  iO  al  23  de  setiembre  la  convención  ejecutó  su  obra,  qoe 
se  firmó  el  25  aceptando  casi  todas  las  reformas  solicitadas  por 
la  provincia  de  Buenos  Aires,  cuyos  representantes  habian  tenido 
en  la  asamblea  una  gran  preponderancia.  El  31  de  octubre  la 
constitución  reformada  se  promulgó  solemnemente  en  las  dos  ca- 
pitales; pero  aún  no  habian  calmado  suficientemente  los  ánimos. 
Derqui  en  la  Confederación,  i  Mitre  en  su  provincia, 'que  querían 
llegar  á  una  verdadera  reconciliación ,  eran  respectivamente  objeto 
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de  la  desconCanza  de  sus  partidarios.  Los  anliguos  bandos  se  en- 
caraban por  todas  partes,  i  luchaban  en  algunas  provincias  del 
interior  en  1861. 

Derqui  tuyo  la  mala  inspiración  de  interrenir  con  la  fuerza 
nacional  en  cuestiones  locales  de  San  Juan  i  Córdoba,  i  sus  ene- 
migos de  Buenos  Aires  se  pronunciaron  contra  el  gobierno  de  la 
Confederación.  YoWia  la  guerra.  El  congreso  federal  se  avanzó 
hasta  anular  los  tratados  de  59  i  60,  i  quiso  tratar  á  los  porteños 
como  rebeldes.  Vinieron  por  tercera  vez  á  las  manos  los  viejos 
jMutidos,  attutüUados  por  Drquiaa  i  Mitre,  i  otra  batalla  en  l^a- 
von  el  17  de  setiembre  de  1861  dio  resultados  análogos  á  los  an- 
taríofet :  todoa  habian  perdido,  militarmente  habUndo.  Pero  el 
tríanib  moral  quedó  por  Buenos  Airea  i  Mitre.  Pronto  se  revolu^ 
doDÓ  todo  el  país  an  favor  suyo ;  Ur quisa  mismo,  disgustado  de 
lochas  estériles,  aceptó  la  idea  de  un  nuevo  gobierno,  con  tal  que 
86  le  dejase  tranquilo  en  su  feudo  de  Entre  Rios. Derqui  renunció 
el  mando. 

Revestido  de  poderes  estraordinarios  por  los  pueblos  dé  la 
Coofederacion,  el  jeneral  Mitre  convocó  á  un  congreso  nacional, 
que  se  reunió  el  25  de  mayo  de  1862,  y  que  le  elijió  presidente 
por  el  término  ordinario  constitucional .  El  código  politice  de  1860, 
planteado  por  entero,  subsiste  sin  Otra  reforma  que  una  lijera 
hecha  en  1866  á  los  arts.  4."*  i  67,  inciso  1.^,  que  consiste  en 
prorogar  el  cobro  de  los  derechos  de  esportacion  destinados  á  ca- 
ducar en  aquel  año. 

Entretanto,  las  provincias  sa  habian  organizado  también, 
sancionando  soa  oonstttuoiones  do  1853  á  1856 ,  las  cuales  fue- 
ron refiaadas  por  el  congreso  federal,  escepto  la  de  Buenos 
Airsa,  que  espedida  qu  1854  lo  fué  asumiendo  la  provincia  la 
plenitud  de  su  suberania ,  ndiéntras  no  delegase  una  parte  á  la 
oaoion,  en  que  no  entraría  (art.  171 ),  sino  bajo  el  sistema  de 
gobierno  federal.  Una  de  las  reformas  aceptadas  en  1860  con- 
sislia  en  esduir  asa  revisión. 
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Después  de  una  larga  serie  de  desastres ,  la  nación  arjeniÍDa 
tuvo  al  fin  una  constitución,  que  en  1855  llevaba  siete  años  de 
existencia,  i  que  reformada  en  1860  á  contentamiento  de  todos 
por  el  ingreso  de  Buenos  Aires,  ha  sobrellevado  ya  su  tiempo 
de  prueba.  Ella  ha  permitido  plantear,  por  la  primera  vez,  im 
gobierno  nacional  fundado  en  el  voto  del  pueblo  arjentino,  es- 
presado por  los  más  i  según  las  fórmulas  salvadoras  del  dere- 
cho público  escrito.  Ella  ha  garantizado  los  derechos  civiles, 
entregados  antes  aV  capricho  de  un  caudillo  provincial  sin  freno 
ni  en  las  leyes  ni  en  la  opinión;  i  por  tanto,  ella  proroete  con- 
servar larga  vida ,  consolidando  cada  vez  mas  la  nacionalidad 
arjentina,  reducida  antes,  como  se  dijo  alguna. vez  de  Italia,  á 
una  mera  espresion  jeográfica. 

No  deja  de  ser  satisfactorio  que  al  fin ,  i  después  de  tanta 
sangre  derramada  con  ocasión  de  las  querellas  entre  unitarios  y 
federales,  hayan  venido  á  ampararse  los  partidos  bajo  una  misma 
bandera  ,  aceptando  una  constitución  federativa  según  las  iáeñs 
i  las  aspiraciones  que  allí  habian  tomado  ese  rumbo,  i  no  rigo- 
rosamente según  fórmulas  hechas  para  otros  países  y  otras  cir- 
cunstancias ,  como  lo  haremos  notar  ma^  adelante.  Por  ahora 
copiemos  dos  fragmentos  de  otros  tantos  escritos  autorizados, 
para  mostrar  la  necesidad  imperiosa  en  que  se  hallaba  la  nación 
arjentina  de  darse  una  constitución  como  la  qu^  se  dio  en  1855. 
Esos  escritos ,  que  nos  ocuparán  mas  de  una  vez ,  son  los  «  Co- 
mentarios de  la  constitución  de  la  Confederación  Arjentina,  »  pu- 
blicados por  el  señor  don  Domingo  F.  Sarmiento  en  1853,  y  «' 
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informe,  redactado  por  el  señor  jeneral  don  Bartolomé  Mitre,  de 
la  eomision  qne  en  la  convención  provincial  de  Buenos  Aires, 
tenida  en  1860,  debia  proponer  las  reformas  que  dicha  pro- 
vincia deseaba  introducir  en  la  citada  constitución:  llamóse 
a  Informe  de  la  comisión  examinadora,  »  i  fué  suscrito  por 
cinco  miembros,  entre  ellos  el  mismo  señor  Sarmiento,  como 
uno  de  los  mas  distinguidos  convencionales. 

«  La  América  española  (dice  este  ultimo)  (1)  busca,  desde  sii 
independencia ,  en  la  república ,  su  forma  de  gobierno ,  y  la 
República  Arjentiíia  ha  adoptado  la  forma  republicana  represen- 
tativa, federal,  con  la  constitución  misma  del  pueblo  que  hoi 
es  el  modelo  de  esta  institución.  La  forma  republicana  le  viene 
de  la  carencia  de  dinastías  que  puedan  prelender,  como  un  de- 
recho adquirido  ó  heredado ,  el  dirijir  los  negocios  públicos ;  la 
forma  representativa  ,  de  la  condición  de  las  repúblicas  moder- 
nas i  de  la  dilatada  ostensión  territorial;  la  forma  federal ,  en 
fin,  de  sus  reyertas  internas,  que  trajeron  la  disolución  del  go- 
bierno jeneral  durante  el  vireinato ,  de  su  aislamiento  en  pro- 
vincias, i  de  la  necesidad  de  ayudarse  recíprocamente  para  la 
común  felicidad ,  sin  que  hayan  dejado  de  influir  en  esto  la  vio- 
lencia i  la  tiranía  misma.  Pero  los  hombres  de  ciencia  i  previ- 
sión han  aceptado  esta  forma  de  gobierno  bajo  sus  tres  modifi- 
caciones componentes,  ya  como  un  hecho  consumado,  que  seria 
peligroso  contrariar ,  ya  como  vulgar  preocupación  que  no  debe 
ser  menospreciada  ,  ya  como  forma  rodeada  de  prest  ijios  de  buen 
^ito,  ya  en  fin ,  porque  siendo  la  forma  federal  ó  unitaria  sim- 
ple cuestión  administrativa ,  ni  la  conciencia  ni  la  dignidad  per- 
sonal están  interesadas  en  el  triunfo  de  una  ó  de  otra.  » 

Oigamos  ahora  á  la  comisión  presidida  por  el  señor  Mitre  (2): 
«  Hasta  el  presente  el  único  pacto  social  de  la  Nación  Arjenlina 
era  el  acta  de  su  independencia.  Desde  1816  hasta  hoi  la  Na- 
ción Arjentina  ha  hecho  varios  ensayos  constitucionales,  sin  que 


(1)  Comenlarios,  páj.  70, 

(2)  Informe,  pAj.  90,  Del  Diario  de  Itu  Setionex. 
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en  ningún  tiempo  haya  conseguido  fijar  sue  deelinos  por  medio 
de  sus  instituciones.  Ajitada  por  la  rcTolucion  i  oprimida  por  la 
violencia ,  la  nacionalidad  aijentina  ha  sido  un  hecho  que  ha  so- 
brevivido ,  aunque  perdiendo  algunos  de  sus  miembros »  á  las 
guerras  intestinas ,  á  la  tirsnia  i  al  antagonismo  de  los  intereses 
creados  por  la  desunión  i  el  aislamiento;  hasta  que  al  fin,  do  ese 
hecho  ha  nacido  un  derecho ,  que  ha  consagrado  las  sobersoiss 
provinciales  como  base  de  toda  organización  política,  fistos  dos 
principios ,  representados  por  dos  hechos,  tuvieron  su  manifes- 
tación en  la  constitución  federal  de  1853  i  en  la  revolución  he- 
cha por  Buenos  Aires  el  il  de  setiembre  de  i852«  Fuertes  ám* 
bos,  dotados  de  esa  vitalidad  que  caractariía  á  los  principios 
conservadores  de  las  sociedades  humanas,  su  amalgama  es  lo 
único  que  puede  dar  estabilidad  á  la  constitución.  » 

I  esa  amalgama ,  tal  como  la  concebía  la  comiiion  examina- 
dora  i  con  ella  después  la  convención  provincial  de  Buenos 
Aires,  es  la  constitución  de  1860 ,  objeto  del  presente  estudio. 
Complementóse  la  obra  de  1853  por  las  reformas  introducidas  i 
solicitud  de  la  provincia  de  Buenos  Aires:  reformas  que,  en 
honor  de  la  justicia ,  hai  que  reconocer  fueron  dictadas  por  la 
buena  fe  i  el  sincero  deseo  de  una  unión  estable ,  como  se  ve 
por  el  reducido  número  de  las  que  entre  ellas  pueden  estimarse 
sustanciales,  i  por  la  indubitable  tendencia  de  todas  i  mejorar  el 
texto  de  la  lei  que  iba  á  ser  en  adelante  suprema  i  jeneral  para 
todos  los  arjen tinos. 

Dominó  en  la  comisión  examinadora  el  principio  de  ajustar 
en  cuanto  ftiese  posible  la  nueva  constitución  al  espíritu  y  aun 
á  la  letra  de  la  constitución  de  los  Estados  Unidos  del  Norte 
América ,  como  el  mejor  modelo  de  una  organisaoion  política 
republicana  i  federativa.  También  prevaleció  en  los  Comentarios 
del  señor  Sarmiento ,  quien  además  observa ,  que  por  el  preám- 
bulo de  la  constitución  do  53 ,  por  el  tenor  de  sus  principales 
disposicidnes,  i  por  el  dicho  de  uno  de  los  redactores  de  aquella 
constitución,  el  mismo  espíritu  animó  á  los  constituyentes  deSanta 
Fealespedirel  código  fundamental  de  la  Confederación Arjentioa. 
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Cenviene  consignar  aquí  algunas  palabras  del  informe  ( i )  ' 
de]  los  Comeniariúi;  porque  serán  el  punto  de  partida  de 
observaciones  qua  atafien  al  fondo  de  la  constitución  definitiva 
que  venimos  examinando.  Después  de  trasar  rápidamente  la  his- 
toria da  la  constitución  norte-americana ,  dice  el  señor  Sarsfleld 
(pajina  i3i  del  Diario ) :  a  Entonces  oomiensa  la  época  de  las  so- 
oiedsdes  modernas,  i  de  ese  nuevo  derecho  constitucional  que 
no  estaba  escrito  en  parte  alguna.  La  constitución  ha  hecho  en 
70  síoa  la  felicidad  de  un  inmenso  continente.  Los  lejisladores 
arjentiaos  la  tomaron  por  modelo ,  i  sobre  elk  construyeron  la 
constitución  qne  examinamos ;  pero  no  respetaron  ese  texto  sa- 
grado, i  una  mano  ignorante  biso  en  ella  supresiones  ó  altera- 
eionea  de  grande  importancia,  pretendiendo  mejorarla.  Lu  co- 
misión  no  ha  hecho  sino  restituir  el  derecho  constitucional  de 
loi  Estados  Unidos  en  la  parte  que  se  yeia  alterado.  Los  autores 
de  esa  constitución  ( la  arjentina )  no  tenian  ni  los  conocimien- 
tos ni  la  esperíencia  política  de  los  que  formaron  el  modelo  que 
truncaron.  Desconfiad,  señores,  en  esta  materia  de  los  conoci- 
mientos de  los  abogados  (2).  En  nuestro  pais  la  jurisprudencia 
es.  una  ciencia  meAuíntiU  industrial.  Ocurrieron  también  (los 
ooDstitQyentes  dé  Santa  Fe )  á  doctrinas  europeas.  ¿Pero  qué  sa- 
ben los  «uropeos  de  derecho  federal?  ¿en  qué  libro  europeo  pue- 
den los  hombres  de  América  aprender  algún  derecho  constitu- 
cional? » 

Reproduciendo  el  señor  Sarmiento  las  ideas  de  otro  escrito,  que 
no  conocemos  {Arjiropólis)  dice  (páj.  27  de  los  Comentarios): 
« En  cuanto  al  mecanismo  federal,  no  hai  otra  regla  que  seguir 
por  ahora  que  la  ooustitucion  de  los  Estados  Unidos.  ¿Queremos 
ser  federales  ?  Seámoslo  al  menos  como  lo  son  los  únicos  pue- 
blos que  tienen  esta  forma  de  gobierno.  ¿Querríamos  acaso  in- 
ventar otra  forma  federal  desconocida  hasta  hoi  en  la  tierra?  En- 

(i^  o  mas  bien  de  un  complemento  oral,  dado  por  uno  de  los  principales 
míembroi  dt  U  eoiiiiiion  etaminadoct,  el  D'  Yéleí  Sartflatd 

[^  El  señor  Yélez  Sarsfield  es  uno  de  los  primeros  abogados  de  Buenos  Airof,  i 
abogado  también  es  quien  aqni  le  cita. 
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Iremos  en  un  réjimcn  cualquiera  que  salga  de  lo  provisorio,  lo 
arbitrario ,  i  el  tiempo ,  la  tranquilidad  y  la  esperiencia  irán  se- 
ñalando los  escollos  i  apuntando  el  remedio.  » 

Nadie  tendrá  mayor  veneración  que  nosotros  por  el  célebre 
instrumento  que  en  1787  Tundo  el  gobierno  de  la  Vmon  norte- 
americana después  que  los.  estados  babian  marchado  sin  gobier- 
no común,  propiamente  dicho,  por  nueve  años,  bajo  las  cláusu- 
las del  pacto  llamado  «  Artículos  de  Confederación ,  »  que  se 
ajustó  en  1 778.  Pero  cuando  se  trata  de  aplicar  á  otros  países  la 
constitución  de  los  Estados  Unidos,  respetamos  mucho  mas  que 
su  letra  el  espíritu  (|ue  la  dictó.  Bien  se  sabe  que  los  estadistas á 
cuyo  buen  juicio  se  encomendó  la  obraje  constituir  un  go- 
bierno en  circunstancias  escepcionales ,  consultaron  de  preferen- 
cia la  situación  del  país ,  sus  necesidades  actuales ,  su  historia  y 
las  indicaciones  de  la  esperiencia.  No  se  echaron  á  discurrir  sis- 
temas filosóficos  ni  á  imitar  servilmente  gobiernos  de  otras  na- 
ciones ,  aunque  no  hubieran  faltado  algunos  como  los  de  Suiza 
i  Holanda  que  les  suministrasen  orijinales  para  una  copia. 

Es  ese  espíritu  lo  que  conviene  imitar,  i  lo  que  debió  preva- 
lecer eu  la  constitución  arjentipa ;  porque  lío  es  dable  suponer 
que  la  situación  i  los  antecedentes  de  las  provincias  desligadas 
después  de  la  famosa  declaración  hecha  por  el  congreso  consti- 
tuyente en  agosto  de  1827  ,  fuesen  tan  exactamente  iguales  á  la 
de  los  Estados  confederados  por  los  Artículos  de  1778  ,  que  pu- 
diera acomodárseles  sin  variación  alguna  el  texto  sagrado  de  la 
constitución  norte-americana.  Los  lejisladores  arjentinos  proce- 
dieron por  lo  mismo  con  prudencia ,  no  tomándola  por  modelo, 
según  la  espresion  del  señor  Y.  Sarsfield  (1 ) ;  sino  adaptándola  á 
'a  federación  propia  de  las  provincias ,  según  las  palabras  que  el 
señor  Sarmiento  (2)  pone  en  boca  de  uno  de  sus  redactores.  Si 
se  hicieron  algunas  supresiones  ó  alteraciones ,  no  nos  parece 
que  sea  imputable  á  ignorancia  de  la  mano  que  las  practicara,  ni 

(1)    En  el  informe  escrito  por  el  señor  Mitre  (pí^j.  9."  i  94)  se  leen  conceptos 
semejantes. 
[^)    Comentarios j  p^.  8. 
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á  pretensión  de  mejorar  el  texto  que  se  consultaba  ;  sino  al  con- 
vencimiento deque,  como  lo  reconoce  el  mismo  informe  (pa- 
jina 92)  a  cada  pueblo  tiene  su  modo  de  ser  peculiar,  sus  prin- 
cipios fundamentales  de  gobierno  encarnados  en  sus  costumbres, 
sus  antecedentes  históricos ,  sus  instituciones  de  hecho  que  no 
están  escritas  y  que  tienen  toda  la  fuerza  de  la  lei  aceptada,  u 

No  era,  pues,  ni  podía  ser,  la  tarea  de  la  convención  de  Bue- 
uos  Aires,  ó  sea  de  la  comisión  examinadora  de  las  reformas 
que  se  deseaba  introducir  en  la  constitución  de  53,  «  proponer 
como  la  formula  jeneral  de  una  reforma  el  restablecimiento  del 
texto  de  la  constitución  norte-americana,  »  según  el  informe  de 
aquélla  (1),  ó  «  restituir  el  derecho  constitucional  de  los  Esta- 
dos Unidos  en  la  parte  que  se  veia  alterado,  »  según  palabras  ya 
citadas  del  complemento  oral.  Sin  negar  que  varias  de  las  rc- 
lormas  propuestas  tenian  acjuel  objeto,  observamos  que  no  eran 
esas  las  mas  graves  (2),  ni  eran  todas  de  ese  carácter,  ni  menos 
se  propuso  cuanto  hubiera  sido  necesario  para  restaurar  el  texto 
que  se  deseaba  conservar  intacto. 

Para  probar  esta  última  aserción,  pondremos  algunos  ejem- 
plos, sin  otro  fin  ulterior  que  hacer  notar  las  diferencias  sustan- 
ciales entre  la  actual  constitución  arjentina  i  la  de  los  Estados 
I  nidos  del  Norte, 

1.*  Los  sabios  autores  de  ésta  resolvieron  la  sempiterna  cues- 
tión relijiosa  de  un  modo  mui  sencillo,  á  saber,  rehusando  con- 
vei  lir  la  relijion  en  materia  de  lei ;  dejándola  enteramente  á  la 
coQciencia  individual,  i  asegurando  á  todos  los  individuos  el  li- 
bre ejercicio  de  su  culto,  sin  adoptar  una  religión  especial  para 
cl  estado,  ni  conceder  preeminencias  á  una  secta  determinada, 
ni  obligar  á  los  ciudadanos  á  pagar  un  culto  que  no  es  el  suyo. 
No  es  así  como  se  resolvió  tan  grave  cuestión  en  la  Nación  Ar- 
jentina por  el  art.  2."*  de  su  constitución.  Él  declara  que  «  el  go- 
bierno federal  sostiene  el  culto  católico,  apostólico,  romano ;  » 


(Ij    Vi],  %  del  Diario. 

'-]   Con  una  sola  escepcion  que  citaremos  después. 


100  REPÚBLICA  ARJSMflMA 

i  aunque  eso  no  esduye  el  ejercicio  de  lo§  demásf  impone  á  los 
no  católicos  (que  abundan  en  Buenos  Aires)  la  obligfcion  de  cod- 
tribuir  para  los  gastos  que  aquél  demanda  i  que  costea  el  go- 
bierno. ¿Por  qué  tal  injusticia?  Bien  comprendemos  que  los 
ilustrados  miembros  de  la  comisión  examinadora  de  reformas 
habrían  querido  en  éste,  más  que  en  ningún  'otro  punto,  retlau- 
rar  el  texto  de  la  constitución  norte-amerícana ;  i  que  si  no  lo 
propusieron,  fué  porque  ya  se  habia  hecho  en  la  arjentina  de  53 
todo  lo  que  las  circunstancias  del  pai^  permitian.  Esto  se  palpa 
al  leer,  en  la  minuta  de  la  sesión  del  11  de  mayo  de  1860,  la 
proposición  i  el  discurso  del  señor  Frías >  quetendian  un  poco 
hacia  el  pasado^  las  esplicaciones  industriosas  del  Dr.  Vélez  psra 
salvar  siquiera  la  situación,  i  el  peligrosísimo  espediente  de  dar 
eschisiTa  incumbencia  á  las  provincias  en  una  materia  que  de 
costumbre  debiera  vedarse  al  gobierno  de  aquéllas  i  al  de  la 
nación. 

2.®  Sábese  bien  que  la  constitución  de  los  Estados  Unidos  re- 
serva á  los  estados  el  derecho  de  dar  las  leyes  civiles  i  crímina- 
les,  tanto  sustantivas  como  adjetivas,  i  que  el  congreso  de  la 
Union  solo  espide  leyes  judiciales  i  penales  sobre  los  asuntos 
que  han  sido  delegados  al  gobierno  jeneral.  ¿Es  ése  por  ventura 
el  principio  que  reina  en  la  constitución  arjeiptina?  Jfo  lo  es, 
como  puede  verse  en  el  art.  67,  inciso  11,  según  el  cual  es  atri- 
bución del  congreso  federal  cr  dictar  los  códigos  civil,  comercial, 
penal  i  de  minería,  »  cuya  aplicación  corresponde  á  los  tribuna- 
les federales  ó  provinciales,  según  sea  la  naturaleza  del  asunto. 
La  lei  sustantiva  es,  pues,  de  la  incumbencia  esclusiva  del  con- 
greso, á  lo  menos  desde  que  resuelva  hacer  uso  de  aquella  atri- 
bución (art.  108),  i  solo  la  jurisdicción  i  la  lei  adjetiva  ó  proce- 
dimentalse  dividen  entre  los  dos  fueros,  el  nacional  i  el  provin- 
cial. Esta  segunda  parte  fué  una  mejora  introducida  por  la 
comisión  examinadora,  quien  en  su  informe  (páj.  109)  hizo 
notar  la  latitud  que  admitía  la  intelijencia  del  art.  64,  inciso  11, 
de  la  constitución  de  53,  comparado  con  el  art.  97»  á  saber  :  que 
los  tribunales  federales  fueaen  los  únicos  competentes  para  apli- 
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eir  los  cAdigofl.  Pero  se  contentó  con  eso.  «  Reconoció  el  buen 
espirilu  de  la  s.mcion  que  atribuía  al  congreso  dictar  aquéllos, 
por  cuanto  ella  tiende  á  la  uniformidad  de  la  lejislacion ;  »  i  Ue- 
tada  de  este  halago,  sacrificó  el  principio  mas  esencial  i  mas  in- 
transrjente  del  sistema  federativo,  cual  es  la  soberanía  plena  de 
los  estados  A  provincias,  en  todo  lo  que  les  concierna,  i  que  no 
sea  indispensable  para  constituir  la  nacionalidad.  A  su  tumo  el 
seSor  Sarmiento,  que  en  sus  Comentarios  se  ocupó  tan  minucio- 
samente en  las  principales  cuestiones,  i  que  se  encuentra  con 
ésta  cara  á  cara  en  la  páj.  173,  no  diremos  la  pasa  por  alto,  sino 
da  como  cosa  llana  é  incontrovertible  lo  que  habia  dicho  la 
constitución  de  la  confederación,  es  decir,  que  se  quedó  aun  mas 
atrás  que  la  comisión  examinadora,  ct  Las  constituciones  de  las 
profittcias  (dice),  como  las  lejislaluras  ordinarias,  nada  tienen 
qae  hacer  á  este  respecto,  pues  sus  mismos  representantes  en  el 
congreso  federal  lejislan  en  común  sobre  todos  estos  puntos  i 
para  todas  las  provincias.  » 

La  esplicacion  de  su  concepto  puede  encontrarse  en  aquel 
fragmento  del  mismo  escrito  (páj.  43)  que  dice  :  «  Formada  la 
federación  arjenlina  de  las  provincias  de  una  colonia,  atrasadí- 
simas las  unas,  despobladas  muchas,  apartadas  entre  si  todas, 
las  tradiciones  i  el  personal  del  foro  están  reconcentrados  en 
Buenos  Aires  i  Córdoba.  Provincias  hai  que  no  cuentan  morando 
en  ellas  cuatro  personas  que  hayan  cursado  estudios  legales,  i  en 
no  pocas  la  judicatura  está  por  necesidad  librada  al  buen  sentido, 
á  las  inspiraciones  de  la  conciencia,  i  á  veces  al  favor  i  á  los  pla- 
nes politícos.  Pero  todas  estas  provincias  tienen  organizados,  por 
la  forma  al  menos,  todos  los  tribunales,  desde  el  juzgado  de  paz 
hasta  los  jueces  supremos.  La  reducida  esfera  en  que  obran  aque- 
llas imitaciones  de  lo  que  debiera  ser  una  administración  de 
justicia,  la  estrechez  del  círculo  en  que  se  mueven  los  individuos 
encargados  de  ella,  el  número  limitado' de  los  idóneos,  la  falta 
de  abogados,  i  las  influencias  tanto  locales  que  de  ello  resultan, 
como  las  políticas  que  pesan  sobre  todo,  establecen  un  caos  que 
se  resuelve  por  el  más  espantoso  desorden  é  inseguridad»  Un 
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cuerpo  nacional  de  jueces  llevaría  la  luz  á  estos  rincones  oscun)S 
en  que  las  nociones  de  la  justicia  se  pervierten,  i  donde  preva- 
lece la  violencia  ó  el  poder  de  la  fortuna.  Una  organización  de 
tribunales  nacionales  estnblecei  ia  además  en  sus  graduaciones 
ascendentes  vínculos  de  unión  i  de  dependencia  entre  ciertas 
porciones  del  terrilorio,  que  hoi  no  existen,  reconcentrada  cada 
provincia  en  lo  que  llamaríamos  su  independencia  i  soberanía, 
si  una  ruda  esperiencia  no  hubiera  mostrado  que  no  es  más  que 
su  desamparo,  su  aislamiento  i  abandono  á  su  propia  suerte.  » 

De  moiio  que  el  señor  Sarmiento  acepta  la  unidad  judicial  por 
razones  de  circunstancias,  apartándose  asi  de  su  modelo,  la 
constitución  norte-americana,  que  solo  reputa  de  incumbencia 
federal  los  tribunales  que  entienden  en  los  limitados  asuntos 
propios  de  la  Union.  ¿I  no  serán  también  las  circunstancias  lo 
que  bizo  á  la  comisión  examinadora  de  reformas  optar,  mediante 
el  mismo  sacrificio,  por  la  unidad  de  lejislacion  civil  i  penal; 
((  Existiendo  ya  esta  unidad  en  las  provincias  arjentinas,  ¿|>or 
qué  comprometerla,  entregándoles  la  atribución,  pnr  otra  parle 
delicada,  de  dar  códigos,  que  puede  preparar  mejor  el  congreso 
de  la  nación?  Los  Estados-Unidos  no  pudieron  pretender  la  uni- 
dad, porque  ya  no  existia  á  la  época  de  su  iinal  constitución,  i 
los  estados  no  habrían  renunciado  derecho  en  cuya  posesión 
estaban.  » 

Así  es  como  se  razona  en  la  presente  cuestión.  I  dando  por 
exacto  el  razonamiento,  corroboraría  nuestro  aserto  de  que  no 
es  posible  en  la  nación  arjentina,  ni  en  ninguna  otra  parte, 
adoptar  plena  y  totalmente  la  constitución  de  los  Estados  Unidos, 
aunque  ambos  países  pretendan  ser  repúblicas  federativas.  Pero 
además  nos  parece  que  la  situación  de  las  provincias  del  Plata, 
en  1853,  era  poco  más  ó  menos  en  punto  á  lejislacion,  la  misma 
que  la  de  los  estados  norte-americanos  en  1787.  Ellas  habían 
permanecido  casi  privadas  de  un  gobierno  común,  rijiéndose  in- 
dependientemente, i  en  posesión  del  derecho  de  alterar  como 
quisiesen  su  lejislacion,  ni  más  ni  menos  que  los  estados  que 
fueron  colonias  inglesas.  No  habían  aquéllas  en  verdad  usado  de 
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semejante  derecho;  pero  apenas  habían  usado  de  él  estos  otros, 
que,  como  se  sabe,  mantuTÍeron  largo  tiempo,  i  aún  mantienen 
lioi  en  gran  parte,  la  lejislacion  común  inglesa  tanto  en  lo  civil 
como  en  lo  criminal.  ¿De  dónde  nace,  pues,  que,  tanto  los  fede- 
rales de  la  YÍspera  como  los  del  dia  siguiente,  han  atribuido  con 
facilidad,  i  casi  sin  pensarlo,  la  facultad  de  espedir  códigos  jene- 
rales  al  congreso  nacional,  despojando  á  las  provincias  de  lo  que 
era  su  propio  derecho?  ¿Por  qué  han  sido  los  últimos,  esto  es, 
los  antiguos  unitarios,  quienes  más  bien  han  revindicado  en 
parte,  ya  que  no  la  soberanía,  la  jurisdicción  de  las  provincias 
casi  derogada  por  la  constitución  de  1853?  Consiste  en  que,  á 
nuestro  modo  de  ver,  no  se  han  tenido  por  los  unos  ideas  claras 
(le  lo  que  constituye  el  sistema  federativo,  ni  habían  de  llevar 
l()s  otros  tan  lejos  su  abnegación  ó  su  conversión,  que  entr^asen 
ú  sus  antiguos  adversarios  aún  las  armas  que  no  les  exijian. 

De  los  antiguos  federales,  aquéllos  que  sin  duda  tenian  no- 
ciones exactas  sobre  el  sistema  de  gobierno  que  defendian,  go- 
zaban de  muy  poca  influencia,  comparada  con  la  de  los  caudillos 
que  dominaban  las  provincias  :  los  Artigas,  los  López,  los  Rami- 
1*62,  los  Quirogas,  los  Rosas.  1  éstos  no  se  cuidaban  de  averiguar 
si  las  lejislaturas  provinciales  tenian  ó  nó  de  derecho  la  facultad 
esclusiva  de  espedir  sus  códigos  para  lo  civil  i  penal.  La  inde- 
pendencia  de  su  gobierno  para  disponer  á  su  arbitrio  de  vidas  i 
haciendas  era  todo  lo  que  les  preocupaba,  i  lo  que  constituia  la 
soberanía  provincial.  Como  quiera  que  nunca  se  trató  decodifi* 
car,  bajo  la  influencia  de  un  doble  gobierno,  nacional  i  provin- 
cial, ese  lado  de  la  cuestión  federdUsrno  habia  quedado  intacto 
i  aúi^ invisible.  La  fuerza  de  las  pasiones  políticas  se  concretó  á 
disputar  la  mayor  ó  menor  independencia  que  debería  acordarse 
i  los  gobiernos  provinciales,  llamando  así  el  ejercicio  de  las  fun- 
ciones ejecutivas  ó  dictatoriales  de  los  jefes  de  provincia. 

Al  sancionarse  la  constitución  de  1853,  no  quedaban  tampoco 
de  los  antiguos  partidos  sino  las  personas  i  los  sentimientos  :  las 
ideas  casi  no  Gguraban  en  la  discusión,  i  tanto  menos  cuanto 
la  tiranía  de  Rosas  habia  desprestijiado  la  palabra  federación,  lo 

13 
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que  era  ya  causar  un  gran  daño  á  la  cosa  misma.  Los  confede- 
rados^ que  espidieron  aquella   constitución,  tenian   vÍTÍsimo 
deiieo  de  atraerse  á  la  provincia  de  Buenos  Aires,  que  no  habia 
enviado  sus  diputados  á  Santa  Fe,  i  que  se  mantenia  separada 
de  la  Confederación,  bajo  el  predominio  de  los  antiguos  unita- 
rios que  habian  sobrevivido  á  la  Terocidad  del  tigre  de  las  pam- 
pas. No  se  esmeraron  por  lo  mismo  sino  en  consagrar  los  prin- 
cipios que  consideraban  esenciales  al  sistema  federativo,  según 
estaban  acostumbrados  á  mirarlo ;  á  saber  :  1/  que  el  gobierno 
provincial,  en  su  esfera  de  acción,  es  independiente  del  gobierno 
jeneral;  i  2.**  que  éste  no  deriva  sus  poderes  sino  de  las  delega- 
ciones que  le  hacen  las  provincias.  Pero  como  no  daban  impor- 
tancia al  derecho  esclusivo  de  dictar  sus  códigos  propios,  i  acaso 
se  hallaban  también  preocupados  con  la  idea  de  la  uniformidad 
de  lejislacion,  trazaron  en  realidad  una  esfera  mui  reducida  á 
la  acción  provincial,  i  delegaron  al  gobierno  jeneral  un  poder 
inmenso  é  innecesario. 

Entre  tanto,  la  provincia  de  Buenos  Aires  i  sus  antiguos  uni- 
tarios gozaban  de  las  dulzuras  del  gobierno  propio.  Quisieron 
conservar  todo  el  poder  que  les  fuese  dable  al  ingresar  en  la 
unión  arjentina,  i  de  ahí  es  que  convertidos  al  federalismo,  loco- 
nocieron  i  lo  defendieron  mejor  que  los  profesores  de  marras. 
Esto  esplica  la  mejora  comparativa  que  introdujeron  en  el  incisa) 
11  del  art.  67  de  la  constitución  reformada,  sobre  el  cual  vol- 
veremos á  discurrir  más  tarde. 

3.**  En  otro  punto  capital  difieren  las  constituciones  arjentina 
i  norte  americana,  como  va  á  esplicárnoslo  el  señor  Sarmien- 
to (1)  :  «(La  constitución  arjentina  declara  á  los  gobernadores 
de  provincia  ajenies  naturales  del  poder  ejecutivo  jeneral,  con- 
fiándoles  las  atribuciones  que  la  constitución  norte-americana 
pone  en  manos  del  mariscal  (marshal)  de  los  distritos  judiciales, 
i  en  este  punto,  como  se  ve,  ambas  constituciones  se  separan  pro- 
fundamente. El  sistema  norte-americano  mantiene  en  las  pro 

(1)    üijmcnfa*'u>St  pij.  307  y  212. 
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vincias  ó  estados  una  autoridad  federal,  que  por  su  posición  está 
fuera  de  las  inQuencias  locales,  i  que  en  el  cumplimiento  de  su 
deberes  única  i  constantemente  el  ejecutor  de  la»  leyes  federales. 
El  gobernador  de  una  provincia,  electo  por  ella^  i  subordinado  á 
la  lejislatura,  puede  á  cada  momento  hallarse  complicado  en  el 
desempeño  de  obligaciones  emanadas  de  fuentes  (an  distintas. 
Las  decisiones  de  los  tribunales  federales  pueden  ser  contra  él  ó 
contra  la  provincia  de  su  mando,  i  por  tanto  embarazarlas 

«  Es,  por  otra  parte,  contra  los  principios  fundamentales  de 
gobierno  conliar  la  ejecución  de  las  leyes  i  la  jestion  de  los  inte- 
reses de  un  poder,  á  autoridades  i  ajentes  que  no  dependen  in- 
mediatamente de  él.  En  los  gobiernos  unitarios,  como  el  de  Chile, 
la  ejecución  de  las  leyes  i  decretos  está  conGada  á  los  intenden- 
tes, cuya  nominación  i  remoción  es  facultad  del  presidente  de  la 
república;  pero  en  estados  federales  los  gobernadores  de  las 
provincias  ni  son  electos  ni  removidos  por  el  presidente,  de 
donde  resultará,  ó  que  se  introduciria  subrepticiamente  la  in- 
Ouencia  del  gobierno  federal  en  los  negocios  provinciales,  ó  que 
quedarían  sus  disposiciones  á  merced  de  la  buena  voluntad  de 
ajentes  sobre  quienes  no  ejerce  autoridad  alguna  i  pueden  con- 
trariarlo. —  No  es  dilicil  desde  ahora  presajiar  la  serie  de  con- 
flictos i  de  desórdenes  que  puede  traer  este  sistema  bastardo, 
que  dá  al  gobernador  de  una  provincia  dos  naturalezas  distintas, 
dos  orijenes  á  su  autoridad,  dos  respaldos  opuestos  i  dos  inspi- 
raciones diversas.  » 

Sigue  el  distinguido  escritor  discurriendo  largamente  i  con 
mui  buen  criterio  sobre  este  punto,  cuya  importancia  no  necesi- 
tamos encarecer.  ¿I  qué  dijo  ó  propuso  la  comisión  examinadora 
de  reformas,  en  la  convención  de  Buenos  Aires,  para  «  restituir 
el  derecho  constitucional  de  los  Estados  Unidos  en  esta  parte, 
que  se  veía  alterado?  Guardó  profundo  silencio,  como  si  se 
hallase  entenmcnte  de  acuerdo  con  la  alteración,  i  lo  guardó 
también  allí  el  Sr.  Sarmiento,  cual  si  se  hubiese  convertido  al 
sistema  bastardo  de  las  dos  naturalezas,  por  el  trascurso  de  siete 
anos,  lo  que  no   tendría  nada  de  estraño  ni  de  vituperable. 
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En  1853  no  era  fácil  prever  los  efectos  que  la  nueva  constitu- 
ción produciría,  ni  las  reformas  que  en  definitiva  demandase  in- 
troducir en  ella  el  inlcrés  de  los  partidos,  como  pudo  verlo  ya 
en  1800  la  citada  comisión  cuando  dijo  (1)  :  c<  Cualquiera  que 
sea  su  orijen  i  la  irregularidad  con  que  lia  sido  aplicada,  siete 
anos  de  eusayo  de  las  instituciones  libres  han  probado  que  exis- 
tía en  esa  constitución  un  principio  esencialmente  conservador, 
asi  como  ia  esperiencia  adquirida  durante  ese  periodo  ha  venido 
á  indicar  la  necesidad  i  la  convoniencia  de  perfeccionarla,  siendo 
la  oca<ion  de  esto  la  retmion  de  la  antigua  i  gloriosa  república 
arjentina  bajo  los  auspicios  de  una  lei  común,  libremente  discu- 
tida i  aceptada  por  todas  las  provincias,  i  de  común  acuerdo  re- 
formada en  presencia  de  las  lecciones  del  tiempo  i  de  las  necesi- 
dades de  una  época  i  de  una  nueva  situación.  » 

4.°  Ultimo  ejemplo.  «  En  la  Nación  Arjentina  nohai  esclavos, » 
según  el  art.  15  de  su  constitución,  lo  que  no  es  la  mera  decla- 
ratoria de  un  hecho,  sino  abolición  de  la  esclavatura,  pues  se 
hacen  libres  por  la  cláusula  citada  los  pocos  infelices  que  aúa 
entonces  reconocían  á  otro  hombre  por  dueño.  ¿Se  imitó  en  esto 
á  la  constitución  de  los  Estados  Unidos?  No  por  cierto;  que  ella 
reconocia  la  inicua  institución,  aunque  con  nombres  neutros  i 
sin  atreverse  á  mencionarla  por  el  suyo  propio:  doble  debilidad 
que  ya  le  han  echado  en  cara  algunos  publicistas.  Si  lioi  se  ve 
libre  la  Union  de  aquella  plaga,  no  es  sino  á  cambio  de  grandes 
dificultades  orijinadas  por  el  trascurso  del  tiempo,  que  habia 
elevado  á  cuatro  millones  el  número  de  los  hombres-cosas,  i  des- 
pués también  de  una  de  las  guerras  más  crudas  que  refiere  la 
historia.  A  no  ser  por  la  rebelión  del  sur  en  1860,  hoi  veríamos 
aún  empañadas  trece  ó  catorce  de  las  hermosas  estrellas  que 
forman  la  grandiosa  constelación  norte-am  ricana,  destinadas, 
sin  embargo,  todavía  por  algún  tiempo  á  expiar  su  delito  de  lesa 
humanidad,  en  que  tuvieron  por  cómplices,  primero  al  filán- 
tropo gobierno  de  la  Gran  Bretaña,  i  después  á  los  severos  puri- 

(i)    Diario  de  las  senones,  psg.  90. 
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taños  de  la  Nueva  Inglaterra.  Estos  últimos  pudieron  cohonestar 
su  delincuencia  constitucional  con  el  principio  del  federalismo, 
bastante  elástico,  sin  embargo,  cuando  conviene.  Pero  los  arjenti- 
nos,  olvidando  noblemente  lo  que  su  modelo  habia  hecho  en 
materia  de  esclavitud,  la  borran  de  un  golpe  i  con  mano  firme 
del  catálogo  de  sus  instituciones. 

Prescindiendo  ahora  del  principio  federativo,  que  no  es  esencial 
á  la  república^  pudiera  decirse  que  la  arjentina  avanza,  según  su 
actual  constitución  un  paso  más  que  la  chilena  de  1853,  como 
ésta  se  apartaba  ya  igual  á  distancia  de  la  francesa  organizada  en 
1805.  Aunque  bastante  mejorada  la  segunda  en  1874,  conserva 
rasgos  monárquicos  que  no  se  hallan  en  la  primera;  y  de  consi- 
guiente la  proporción  que  hemos  enunciado  apenas  se  modifica. 

Recordemos  lo  que  es  la  constitución  francesa.  Acordada  por 
una  asamblea  que  no  era  republicana ,  cediendo  á  la  necesi- 
dad i  convencida  de  que  la  monarquía  era  imposible,  á  lo  me- 
nos entonces,  fabricó  á  duras  penas  un  producto  misto.  Es  repú- 
blica, porque  su  ejecutivo  se  ejerce  electiva  i  temporalmente.  Es 
monarquía,  porque  aquél  se  halla  facultado  para  prorogar  por  sí, 
la  cámara  popular,  i  aún  disolverla  mediando  el  consentimiento 
de  la  otra,  i  porque  la  responsabilidad  legal  reside  esencialmente 
en  el  ministerio.  Resultado  de  la  combinación  es  una  política 
aparentemente  contradictoria  en  el  jefe  del  estado,  quien  unas  ve- 
ces ha  aceptado  ministerios  de  hombres  republicanos  (que  él  no 
habría  nombrado  voluntariamente)^  porque  se  hallaban  indica- 
dos por  las  relaciones  parlamentarias.  Otras  ha  despedido  un  mi- 
nisterio republicano  ,  apoyado  por  la  lejislatura,  reemplazán- 
dole con  otro  monarquista  i  ha  resuello  disolver  la  cámara  de 
diputados  para  buscar  en  nuevas  elecciones  una  asamblea  más 
congervadora. 

Como  presidente  de  una  república,  el  mariscal  Mac-Mahon  de- 
bía aceptar  resignado  las  decisiones  del  cuerpo  lejislativo  i  la 
cooperación  de  un  ministerio  cónsono  con  ese  cuerpo,  ó  renun- 
ciar á  la  presidencia  si  no  participa  de  sus  ideas.  Como  rei 
constitucional  no  debería  cambiar  su  ministerio,  sino  cuando  per- 
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diese  la  confianza  del  parlamento,  ni  recurrir  al  delicado  arbitrio 
de  una  disolución,  sino  cuando  quisiese  retener  un  ministerio 
derrotado,  i  esperase  que  la  nueva  cámara  le  devolviera  la  per- 
dida confianza.  Dedúcese  que  aquel  funcionario  no  ha  procedido 
en  rigor  ni  como  presidente  ni  como  rei  constitucional;  i  aunque 
esta  política  estraña.  provenga  mucho  de  la  idea  de  personalidad, 
en  el  gobierno  ejecutivo,  predominante  en  Francia,  nace  también 
en  mucha  parte  de  la  indecisa  organización  política  que  ha  re- 
cibido aquel  país;  organización  que  le  espone  á  vaivenes,  pero 
que  probablemente  le  facilitará  en  definitiva  la  adopción  pacifica 
i  estable  de  la  república  neta. 

No  han  pasado  asi  las  cosas  en  Chile.  Aun  antes  de  la  reforma 
su  presidente  distaba  algo  más  qire  el  francés  del  carácter  vitali- 
cio que  es  el  rasgo  más  distintivo  de  la  monarquía.  I  en  cuanto 
á  los  otros  puntos  de  contacto  con  la  república  galicana ,  no  bai 
propiamente  sino  estos  tres :  V  responsabilidad  absoluta  sólo 
en  el  ministerio;  2.^  compatibilidad  de  las  funciones  de  minis- 
tro con  las  de  senador  ó  diputado;  3.^  gran  poder  en  el  presi- 
dente para  detener  la  acción  lejislativa. 

Ninguno  de  estos  rasgos  se   encuentra  en  la  constitución  ar- 
jentina.  Hoi  difiere  de  la  reforma  chilena  en  puntos  graves  que 
ceden  en  favor  de  la  última;  pero  ellos  no  afectan  la  forma  de 
gobierno.  Así  vemos  que  el  presidente  dura  cinco  años  en  Chile 
i  seis  en  la  República  Arjcntinn;  los  senadores  seis  en  el  primero 
i  nueve  en  la  segunda:  son  en  aquél  más  numerosas  que  en  esta 
las  exclusiones  de  empleados  ejecutivos  i  judiciales  en  la  elección 
para  la  lejislatura;  el  estado  de  sitio  conserva  entre  lof  arjcnti- 
nos  la  peligrosa   estension  que  ha  perdido  entre  los  chilenos. 
Tiene,  por  consiguiente,  menos  de  dictatorial  que  antes  la  consti- 
tución (le  Chile,  más  en  sus  afinidades  con  la  monarquia  parla- 
mentaria i  con  la  híbrida  organización  de  Francia,  conserva  casi 
toda  su  índole  primitiva.  Es,  pues,  como  lo  insinuamos  al  prin- 
cipio, la  constitución  arjentina  un  tercer  paso  en  el  camino  de 
las  institucioms  republicanas,  cuyo  principio  conocemos,  pero 
cuyo  fino  desarrolló  es  el  secreto  de  lo  porvenir. 


OBSERVACIONES  PARTICULARES 


Declaraciones^  derechos  i  garantias. 

1.*  La  forma  de  gobierno  es  representativa,  republicana  fe- 
deral, según  la  establece  la  presente  conslitucion  (art.  1.^).  De 
suerte  que  á  pesar  de  la  pretendida  imitación  ó  copia  de  la  cons- 
litueion  norte-americana,  se  ha  reconocido  que  el  federalismo 
adoptado  no  se  modela  sino  sobre  si  propio,  esto  es,  sobre  el. 
desarrollo  constitucional.  I  esta  declaratoria  es  sabia,    porque 
el  federalismo,  como  todos  los  demás  accidentes  del  gobierno, 
Tarta  mucho  aún  entre  los  países  que  lo  han  adoptado,  sea  por 
imitación,  sea  por  necesidad.  Federal  es  el  gobierno  de  Suiza,  el 
de  Alemania,  el  de  los  Estados  Unidos  del  Norle-América,  el  de 
Méjico,  el  de  Colombia,  el  de  Venezuela,  i  por  último  el  de  la  Na- 
ción Arjentína:  sin  que  pueda  hallar  nadie  semejanza  absoluta, 
DO  diremos  en  la  organización  de  los  poderes  públicos,  sino  en 
la  esfera  misma  de  acción  reservada  á  los  estados,  cantone  s  ó 
provincias  que  se  han  ligado.  ¿  En  qué  consiste,  pues,  esencial- 
mente el  federalismo?  ¿Cuál  es  el  elemento  común  á  todos  los 
gobiernos  federales,  su  distintivo  preciso,  su  condición  indispen- 
l)le?Yalo  hemos  indicado  antes:  i  .^  Que  las  entidades  unidas 
Iiayan  tenido  vida  propia  anterior,  i  que  conservándola,  deleguen 
á  un  gobierno  jeneral  i  común  las  funciones  que  sean  necesarias 
psra  constituir  la  nacionalidad;  2.^  que  el  gobierno  seccional  se 
mantenga  independiente  del  nacional  ó  común,  tanto  en  &m  for- 
inacion  como  en  su  marcha. 

¿Responde  el  gobierno  de  la  Nación  Arjentina  á  aquellas  de. 
finicioiies?  Pudiera  dudarse,  desde  que  ha  conferido  la  oonstitu- 
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cion  al  congreso  jeneral  la  atribución  de  a  dictar  los  códigos 
civil,  comercial,  penal  y  de  raineria,  »  objetos  que  sólo  en  una 
reducidísima  parte  pueden  interesar  á  la  nacionalidad  arjentina, 
i  que  en  esa  parte  deberian  ser  de  la  incumbencia  del  Icjislador 
arjentino  dejando  las  otras  á  la  libre  acción  de  los  lejisladores 
provmciales.  Por  razones  que  hemos  espueslo,  la  constitución 
de  1853  habia  sido  más  pródiga  aunque  la  de  1860  en  la  conce- 
sión de  facultades  sobre  administración  de  justicia  al  gobierno 
nacional.  No  sólo  atribuyó  al  congreso  la  de  dictar  todos  los  có- 
digos indistintamente,  sino  que  confiriendo  á  los  tribunales  fe- 
derales, como  es  natural,  la  función  de  aplicar  las  leyes  naciona- 
les, ejitre  las  cuales  se  encuentran  los  códigos,  anulaba  comple- 
tamente la  jurisdicción  provincial,  á  que  nadie  hubiera  querido 
ciertamente  renunciar.  Para  obviar  el  inconveniente,  la  conven- 
vención  de  Buenos  Aires  propuso,  i  la  convención  odAoc  de  Santa 
Fe  aceptó,  la  modificación  que  consistia  en  agregar;  «sin  que 
tales  códigos  alteren  las  jurisdicciones  locale<«,  correspondiendo 
su  aplicación  á  los  tribunales  federales  ó  provinciales,  según  que 
las  cosas  ó  las  personas  cayeren  bajo  sus  respectivas  jurisdic- 
ciones. » 

.  Esta  manera  vaga  de  distribuir  entredós  jurisdicciones  la  apli- 
cación de  la  leí  sustantiva,  hubiera  bastado  en  un  tratadista  de 
derecho  público  interno;  pero  no  en  la  constitución  de  un  país. 
Prevemos  que  de  alli  brotarán  no  pocas  competencias;  porque 
no  es  fácil  discernir  siempre  cuáles  son  las  personas  i  las  cosas 
propias  de  cada  jurisdicción.  Asi,  por  ejemplo,  ¿cuál  de  ellas 
conocería  de  un  delito  común  cometido  por  ó  contra  un  funcio- 
nario nacional?  Falta  una  regla  lija  i  segura,  que  no  es  materia 
de  lei  sino  de  constitticiony  puesto  que  se  trata  de  deslindar  las 
funciones  públicas,  i  distribuirlas  entre  las  dos  entidades,  na- 
cional i  provincial. 

Dejando  al  congreso  la  facultad  de  diciar  los  códigos,  se  ha 
buscado  lo  uniformidad  en  la  loji^lacion.  Pero  no  comprendemos 
por  qué  se  ha  prescindido  de  esa  ventaja  tratándose  de  los  pro- 
cedimientos,  que  son  la  salvaguardia  del  ciudadano.  De  nada 
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sine  UD  escelente  código  civil  nacional  si  las  leyes  procedimen- 
tales  no  son  propias  ea  algunas  provincias  para  aplicarlo  según 
justicia;  si  aquí  abrevian  demasiado  i  allá  elernizan  los  pleitos; 
sien  una  dan  al  juez  facultades  omnímodas,  i  en  otras  le  atan 
suspicazmente  las  manos.  I  luego,  las  ventajas  de  la  uniformidad 
lejislativa  no  son  absolutas.  Son  efectivas  si  se  trata  de  una  bue- 
na lejislacion;  pero  fallan  si  ésta  no  se  encuenlia  al  nivel  de  la 
filo>oria  social  ó  de  las  necesidades  actuales.  Mientras  mayor  es, 
además,  la  eslension  jeográfíca  que  comprende  un  sistema  de 
lejislacion,  más  lento  es  su  progreso:  porque  tiene  que  consultar 
intereses  más  jenerales  i  votos  más  numerosos.  Una  pequeña  so- 
ciedad de  esas  catorce  que  componen  la  Nación  Arjentina  (Cór- 
doba, Buenos  Aires,  Corrientes)  puede  discurrir,  aceptar  refor- 
mas importantes,  que  acaso  encallarían  en  las  otras  ¿  1  por  qué 
se  la  habría  de  privar  de  dar  un  paso  en  el  camino  del  progreso, 
atándosele  al  carro  de  las  sociedades  más  atrasadas  ó  rutinarias, 
cuyos  diputados  sancionan  el  código  nacional"!  Asi  se  vio  en  los 
Estados  Unidos  de  Colombia  que,  mientras  los  unos  redactaban 
en  forma  de  artículos  las  detestables  máximas  de  lejislacion  penal 
que  nos  legó  la  España  de  los  Felipes  i  de  los  Fernandos,  otros 
restituían  sus  fueros  á  la  vida  del  hombre,  mitigaban  los  rigores 
de  penas  vengativas,  é  inauguraban  la  grande  época  de  la  sostitu- 
cion  del  castigo  por  la  curación  mental.  Otro  tanto  es  aplicable 
á  la  lejislacion  civil.  Mientras  un  estado  conservará  las  rancias 
ideas  sobre  contrato  matrimonial,  pupilaje  déla  mujer,  censos  y 
enfitéusis,  oiro  puede  calcar  su  código  civil  sobre  la  libertad, 
la  igualdad  i  los  mejores  principios  económicos. 

Si  hai  uniformidad  apetecible  en  materia  de  lejislacion,  no  es 
aquélla  que  se  impons  por  lejisladores  de  grandes  nacionali  Jndes, 
sino  la  que  el  tiempo  trae  consigo  por  la  imitación  de  las  buenas 
leyes  cuando  la  experiencia  las  ha  justificado.  Esa  uniformidad 
viene  siempre  de  por  sí,  i  es  la  que  debe  procurarse,  precisa- 
mente dejando  amplitud  á  los  ensayos  en  multiplicidad  de  labo- 
ratorios lejislatívos.  Véase,  si  no,  lo  que  pasa  actualmente  con  el 
código  civil  de  Chile,  que  á  pesar  de  sus  defectos  es  inmensamente 
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superior  á  ia  lejislacioa  española  que  reemplazó.  Muchos  estados 
lo  han  tomado  por  base  de  su  nueva  lejislacion  civil,  i  es  más 
que  probable  que  las  buenas  reformas  introducidas  por  ellos 
sean  más  tarde  ó  más  temprano  adoptadas  por  otros,  sin  escep- 
tuar  á  Cñile  mismo. 

2.^  Por  el  art.  32  de  la  constitución  que  examinamos  «el  con- 
greso federal  no  dictará  leyes  que  restrinjan  la  libertad  de  im- 
prenta ó  establezcan  sobre  ella  la  jurisdicción  federal.  »  Lo  que 
importa  una  escepcion  al  principio  de  uniformidad  en  la  lejisla- 
cion penal,  que  á  la  verdad  no  acertamos  á  osplicamos.  Oigamos 
las  razones  de  la  «  comisión  examinadora  »  en  la  convención  de 
Buenos  Aires  (1): 

«  Siendo  la  palabra  escrita  ó  hablada  uno  de  los  derechos  na- 
turales de  los  hombres  que  derivan  de  la  libertad  de  pensar,  él 
se  halla  comprendido  entre  los  derechos  intrasmisibles  de  que  se 
ha  hablado.  La  sociedad  puede  reglamentar  i  aún  reprimir  el  abu- 
so; pero  esa  reglamentación  i  esa  represión  es  privativa  de  la  so- 
beranía provincial,  es  decir,  es  privativa  de  la  sociedad  en  que  el 
abuso  se  comete,  i  á  la  cual  puede  dañar  inmediatamente,  ya  sea 
á  (oda  ella  en  su  conjunto,  ya  álos  individuos  aisladamente.  Aún 
considerando  los  abusos  de  la  palabra  escrita  como  verdaderos 
delitos  (que  en  realidad  no  son  sino  actos  dañosos  á  la  sociedad), 
ellos  no  podrían  caer  bajo  la  jurisdicción  nacional,  como  no  caen 
los  delitos  comunes,  i  seria  un  contrasentido  que  fuese  tribunal 
nacional  un  jurado  de  imprenta,  i  no  lo  fuese  un  juzgado  civil  ó 
criminal.  » 

La  conclusión  es  perfectamente  lójica  en  cuanto  á  la  aplicación 
de  la  ley  sustantiva  que  «  reprima  el  abuso  »  por  medio  de  una 
sanción  penal  (lo  que  no  es  otra  cosa  que  crear  un  delito).  Pero 
el  articulo  que  nos  ocupa  tiene  mayor  alcance ;  pues  abandona 
evidentemente  á  las  provincias  la  noción  misma  de  la  leí  penal,  ó 
sea  de  la  <x  lei  que  restrinja  la  libertad  de  imprenta. »  Lo  mejor 
hubiera  sido  estender  la  prohibición  á  las  lejislaturas  provinciales, 

(1)    Diario  de  la$  sesionei,  p^j.  07. 
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en  los  mismos  términos  que  se  impuso  al  congreso  federal.  La  li- 
bertad absoluta  de  la  imprenta  es  la  mejor  solución  que  puede 
darse  á  los  problemas  relacionados  con  el  abuso  de  la  preciosa 
facultad  de  publicar  nuestros  pensamientos.  Asi  lo  acredita  laes- 
periencia  de  veinticinco  años  en  Nueva  Granada  (hoi  Estados  Uni- 
dos de  Colombia),  donde  la  libertad  ha  hecho  más  por  la  mo- 
ralización i  decencia  de  la  prensa  que  las  leyes  inútiles  ó  vejatorias 
á  que  estuvo  sujeta  cuarenta  años  atrás. 

3.*  fiemos  visto  que  «  el  gobierno  federal  sostiene  el  culto  ca- 
tólico, apostólico,  romano, »  es  decir,  que  hai  en  la  Nación  Arjen- 
tinauna  relijion  del  estado  ó  protejida  por  él.  Quizás  no  pudo  irse 
más  adelante ;  pero  es  difícil  creer  que  habiendo  sido  esa  repú- 
blica la  primera  en  Sud-América  que  hn  establecido  la  (oleran- 
cía  religiosa,  como  lo  hizo  Buenos  Aires  desde  12  de  octubre  de 
1825  por  Ici  de  su  sala  de  representantes  (1),  no  haya  podido 
en  1860  cortar  del  lodo  las  simoniacas  i  humillantes  ligaduras  con 
que  se  han  atado  el  sacerdocio  i  el  imperio.  Aún  mantiene  con 
ahinco  el  patronato  eclesiástico,  i  aún  trata  de  concordatos  con 
la  Sede  Romana,  según  se  ve  por  el  inciso  9.*,  art.  67  de  la  cons- 
titución. Deseárnosle  para  su  bien  i  el  de  la  relijion  misma  que 
ponga  término  al  consorcio  de  las  dos  potestades^  i  las  liberte 
dejándolas  marchar  solas  por  sus  respectivos  caminos. 

El  escelen  te  articulo  Cristianismo  del  Dictionnaire  general  de 
lapolitique^  suscrito  por  A.  Nelftzer,  termina  con  estas  observa- 
ciones, que  nos  p.ire^en  oportunas  :  a  Sólo  una  palabra  diremos 
aquí  de  los  deberes  del  estado  hacia  la  relijion.  Según  la  opinión 
délas  más  altas  capacidades,  tanto relijiosas  como  políticas,  esos 
deberes  son  esencialmente  negativos.  Siendo  la  relijion  asunto 
de  conciencia,  el  estado  gravita  sobre  ésta  desde  que  trata  de  re- 
ligión. Su  protección,  su  celo,  aún  con  la  intención  más  pura,  son 
otras  tantas  usurpaciones.  No  hay  sino  un  medio  de  mostrar 
i^speto  á  la  relijion,  i  es  prescindir  completamente  de  ella.  El 


(i)   Ya  eo  5  de  julio  de  18^3  babia  eliminado  el  fuero  personal  cié  eclesiásticos 
imUitares. 
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estado  más  cristiano  no  es  aquél  que  reconoce,  paga  ó  sigue  los 
ritos  de  una  ó  más  de  las  formas  históricas  que  ha  tomado  el  cris- 
tianismo :  es  el  que  las  olvida  todas,  se  mantiene  dentro  de  sus 
propios  limites,  i  deja  á  todas  las  conciencias  dueñas  de  sus  ma- 
nifestaciones. Sólo  el  respeto  absoluto  á  las  conciencias  se  conFor. 
ma  con  el  espíritu  i  la  letra  del  ¿vanjelio,  con  la  máxima  que  or- 
dena reservar  á  Dios  lo  que  es  de  Dios.  El  ideal  del  estado  cristiano 
es  eso  que  se  ha  llamado,  con  exactitud  en  la  idea,  pero  con  im- 
propiedad en  la  espresion,  el  estado  ateo. 

4.^  La  más  importante  reforma  entre  las  propuestas  por  la 
convención  de  Buenos  Aires  á  la  constitución  arjentina  de  1855, 
i  á  que  aludimos  en  las  observaciones  jencrales,  se  refiere  al  prin- 
cipio de  intervención  del  gobierno  federal  en  la  marcha  guberna- 
tiva de  los  estados,  i  se  rejistra  en  el  art.  6.^  de  la  constitución 
que  comentamos.  Según  la  primera,  esa  intervención  podia  efec- 
tuarse, aún  sin  requisición  de  las  autoridades  constituidas  de  los 
estados,  en  los  casos  que  el  citado  articulo  prevé ;  i  es  fácil  com- 
prender el  cúmulo  de  abusos  á  que  tanta  largueza  se  prestaba. 
Hoi  no  puede  intervenirse,  ni  aún  para  restablecer  en  su  puesto 
á  las  autoridades  constituidas  despojadas,  sino  á  virtud  de  requi- 
sición hecha  por  éstas,  que  es  el  principio  establecido  en  la  cons- 
titución de  los  Estados  Unidos  del  Norte.    . 

Comparando  el  art.  6.°  con  el  que  le  precede,  i  que  ofrece  la 
garantia  del  gobierno  federal  en  el  goce  i  ejercicio  de  las  institu- 
ciones provinciales,  ocurre  todavía  una  cuestión  que  no  hema^^ 
podido  resolver  por  el  texto  constitucional.  La  garantia  de  que  se 
trata  queda  sujeta  á  ciertas  condiciones  impuestas  á  los  términos 
de  la  constitución  que  debe  darse  cada  provincia.  Suponiendo  que 
se  hayan  cumplido,  ¿de  qué  modo  se  prestaría  la  garantia  ofrecida? 
Una  rebelión  eí'ectuada  por  la  ambición  de  aspirantes  poderosos 
vuelca  el  gobierno  constitucional  de  una  provincia,  i  las  autori- 
dades constituidas  no  han  podido  ó  no  han  querido  solicitar  la 
intervención  del  gobierno  federal :  ¿deberán  ó  no  ser  restituidas 
de  oficio,  combatiéndose  al  gobierno  provincial  usurpador?  Si  asi 
se  hiciere,  la  restricción  del  art.  6.*  será  nrgatoria;  si  no  se  pro- 
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cede  asi,  la  garantía  ofrecida  queda  sin  lugar,  especialmente 
cuando  el  nuevo  gobierno  se  organiza  sin  ajustarse  á  una  ó  más 
de  las  condiciones  exijidas  en  la  primera  parte  del  art.  5/ 

Sea  como  quiera,  la  cuestión  de  intervención  nacional  en  los 
gobienios  provinciales  es  quizá  la  más  difícil  de  todas  las  que  su- 
jiere  la  forma  de  gobierno  federal.  Prohibirla  del  todo,  á  par  que 
inútil,  es  condenar  á  las  provincias  á  perpetuas  revoluciones  in- 
ternas causadas  por  ambicioíies  lugareñas,  sin  freno  bastante  en 
una  sociedad  pequeña  i  atrasada,  donde  la  opinión  pública  no 
tiene  moralidad  ni  encrjía.  Autorizarla  en  ciertos  casos  es  peli- 
groso, ya  sea  que  se  áp'¡e  al  gobierno  interventor  discernir  la 
oportunidad,  ya  que  se  exija  la  requisición  del  gobierno  pro- 
vincial. 

Podría  el  primero  abusar  de  su  autorización  discrecional ;  po- 
dría también,  si  no  la  tiene,  valerse  de  insidias  para  derrocarlos 
gobiernos  provinciales  que  no  secundasen  sus  miras.  En  cuanto 
á  los  segundos,  si  se  requiere  su  invocación  de  ayuda,  todavía  que- 
dará al  gobierno  interventor  ancho  márjen  para  ejercitar  su  juicio 
propio,  i  conci^der  ó  rehusar  la  protección  pedida.  Al  hacer  eslas 
suposiciones  no  nos  divcrtintos  imajinando  dificultades  que  acaso 
no  ocurran  nunca.  Quizás  no  hai  una  sola  de  aquéllas  que  no  haya 
acontecido  en  las  federaciones  americanas,  sin  esceptnar  la  del 
Norte.  La  verdad  es  que,  si  por  la  índole  constitucional,  la  fuerza 
se  halla  toda  ó  casi  toda  de  parte  del  gobierno  nacional,  sus  ten- 
dencias prevalecerán,  i  los  gobiernos  provinciales  tendrán  que 
amoldarse  á  ellas,  en  cuanto  no  sean  ya  refractarias  del  mismo 
sistema  adoptado.  Si  por  el  contrario,  se  deja  á  los  estados  ó  pro- 
vincias fuerza  bastante  para  resistir  las  pretensiones  del  gobierno 
jeneral ,  i  para  ofenderse  reciprocamente,  la  paz  pública  es  poco 
menos  que  imposible.  No  vacilamos  en  adherir  al  primero  de  los 
supuestos,  á  trueque  de  tener  orden  constitucional. 

5.®  Juzgamos  inútil  el  principio  asentado  en  el  art.  28,  coma 
cieemos  inútil  ó  peligroso  el  del  art.  33.  Si  en  violación  del  pri- 
mero se  dictaran  leyes  que,  al  reglamentar  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos concedidos  por  el  cap.  I  de  la  constitución,  los  alte- 
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rasen,  ¿qué  suerte  correrían  esas  leyes?  Su  anulación  ó  desobe- 
diencia no  se  hallan  autorizadas  por  ninguna  cláusula  constitucio- 
nal, como  lo  están  por  la  constitución  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia.  Vemos  en  la  arjentina,  que  una  lei  provincial  en  des- 
acuerdo con  las  atribuciones  de  su  gobierno  propio,  se  anularía 
de  hecho  por  la  preferente  aplicación  que  los  tribunales  deben  dar 
á  los  tratados,  la  constitución  i  las  leyes  constitucionales  del  con- 
greso. Pero  no  vemos  quién  tenga  la  facultad  de  establecer  ó  dis- 
cernir la  inconstitucionalidad  de  una  lei  del  congreso,  como  de- 
bería tenerla,  bien  la  corte  suprema  federal,  bien  la  mayoría  de 
las  lejislaluras  provinciales,  como  sucede  en  Colombia. 

En  cuanto  al  segundo  principio  objetado,  que  es  una  trascri- 
cion  de  igual  articulo  en  la  constitución  norte-americana,  dijimos 
que  era  inútil  ó  peligroso  :  inútil,  si  sólo  se  tienen  por  derechos 
las  declaraciones  escritas  de  la  constitución  ó  la  lei ;  peligroso,  si 
se  pretende  cfear  al  lado  de  la  lejislacion  propiamente  dicha,  una 
lejislacion  invisible,  indeGnidai  por  lo  mismo  arbitraria,  que  se 
hiciese  nacer  m  del  principio  de  la  soberanía  del  pueblo  i  de  la 
forma  republicana  de  gobierno.  » 

Para  no  poner  sino  un  ejemplo:  ¿estará  comprendido  en  el  ar- 
ticulo que  objetamos  el  derecho  de  llevar  armas,  y  el  comercio 
de  elementos  de  guerra?  ¿Derivanse  ellos  necesariamente  del 
principio  de  la  soberanía  del  pueblo  y  de  la  forma  republicana  de 
gobierno?  La  constitución  de  los  Estados  Unidos  creyó  preciso 
incluirlos  en  su  catálogo  espreso  de  derechos  individuales,  lo  que 
no  ha  hecho  la  constitución  que  nos  ocupa. 

I  estos  inconvenientes  son  efectivos,  sobre  todo  tratándose  de 
pueblos  como  el  arjentiuo  i  demás  sud-americanos,  poco  acos- 
tumbrados aún  á  medir  en  la  práctica  ni  á  valorar  la  estensiondel 
principio  de  soberanía  i  de  república,  tan  ocasionado  á  ensanches 
ó  restricciones  antojadizas.  No,  vale  más  guardar  silencio  que 
hacer  declaraciones  aventuradas,  como  la  del  art.  33  que  objeta- 
mos. Los  derechos  deben  estar  todos  consignados  en  la  constitu- 
ción ó  la  lei,  ó  desprenderse  de  ellas  naturalícente  aún  cuando 
el  texto  no  sea  alguna  vez  espreso  i  terminante. 
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Poder  LEjisLATi?o.. 

Poco  tendríamos  que  observar  en  cuanto  á  la  organización  es- 
lerna  del  gobierno  arjentino,  que  no  fuese  aplicable  á  otras  coos- 
litaciones.  Dejando,  pues,  para  otra  oportunidad  la  discusión  de 
ciertos  principios  constitucionales  que  pudieran  proclamarse  en 
cualquier  república,  nos  contraeremos  á  los  siguientes  : 

1.^  Requisitos  para  miembros  del  congreso.  Además  de  otras 
calidades,  se  exijo  para  ser  dipulado  ó  senador  la  naturaleza  ó 
residencia  en  la  provincia  que  los  manda  al  congreso  federal  (ar- 
ticulo 40  i  47) .  Parece  que  en  la  Nación  Arjentina  han  dado  grande 
importancia  á  este  requisito,  por  los  abusos  cometidos  cuando  ha 
podido  elejirse  indistintamente  á  ciudadanos  que  no  residían  en 
la  respectiva  provincia.  Pero  el  mal  no  nace  de  la  libertad,  sino 
de  la  falta  de  ella  que  tienen  los  pueblos  para  elejir.  Nace  de  la 
inlervencion  que  en  las  elecciones  se  permite  la  administración 
ejecutiva,  cuyas  órdenes  se  cumplen  elijiendo  á  sus  recomenda- 
dos, que  acaso  no  conocen  siquiera  la  provincia  que  han  sido  de« 
signados  para  representar.  En  Chile  el  mal  se  aumenta,  i  aún 
llega  á  ser  inevitable,  por  la  falta  de  indemnización  á  los  servi- 
cios lejislativos.  El  cargo  viene  á  recaer  por  necesidad  en  emplea* 
dos  ó  propietarios,  que  residen  en  la  capital,  i  tienen  medios  de 
subsistencia  del  tesoro  público  ó  de  su  propia  fortuna.  En  la  Na- 
ción Arjentina,  donde  el  servicio  de  lejislador  es  remunerado,  el 
mal  ha  provenido  siempre  de  la  injerencia  que  el  gobierno  ejecu- 
iÍTo  se  ha  permitido  en  Ihs  elecciones.  Cuando  éstas  sean  libres, 
la  restricción  á  nada  bueno  conducirá.  Las  más  veces  la  elección 
para  el  senado  ó  la  cámara  de  diputados  se  hará  de  entre  los  ciu- 
dadanos residentes  en  la  provincia,  por  ser  los  que  en  ella  tienen 
mayor  influencia.  Cuando  se  quiera,  en  uno  que  otro  caso  dees- 
cepcion,  aprovechar  los  talentos  i  el  patriotismo  de  ciudadanos 
residentes  en  otras  provincias,  i  acaso  olvidados  por  sus  conveci- 
nos, libre  debe  ser  la  provincia  electora  para  discernirles  el  car- 
go. El  viene  á  ser  tanto  más  honroso,  cuanto  se  ha  buscado 
el  mérito  donde  quiera  que  ha  podido  estar.  Las  elecciones  de- 
masiado lugareñas  son  tan  perniciosas,  en  sentido  inverso,  cuanto 
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puedan  serlo  las  demasiado  nacionales.  I  en»un  sistema  federali- 
vo,  donde  el  congreso  jeneral  poco  6  nada  tiene  que  hacer-en  fa- 
vor de  las  localidades,  no  es  tan  esencial  como  en  el  unitario  que 
los  miembros  del  poder  lejislativo  conozcan  á  fondo  las  necesida- 
des especiales  de  la  provincia  que  los  envia  al  congreso.  Allí  si 
tiene  plena  cabida  aquel  principio  proclamado  por  algunas  cons- 
tituciones americanas :  «  los  senadores  i  diputados  son  represen- 
tantes de  la  nación,  i  no  de  la  provincia  en  que  sean  elejidos.  » 
2.°  Incompatibilidades,  Prohíbese  la  elección  de  los  eclesiás- 
ticos regulares  i  de  los  gobernadores  de  provincias  por  las  de  su 
mando  (art.  65).  Prohíbese  también  de  un  modo  indirecto  la  del 
presidente  i  vicepresidente  de  la  nación,  por  la  última  parte 
del  art.  79.  Prohíbese,  en  fin,  que  los  ministros  del  poder  ejecuti- 
vo conserven  su  puesto,  si  se  les  elije  para  el  senado  ó  la  cámara 
de  diputados  (art.  91).  Pero  no  se  prohibe  la  elección  de  los  em- 
pleados nacionales,  ya  sea  del  orden  ejecutivo,  ya  del  judicial,  lo 
que  se  aviene  poco  ó  nada  con  la  separación  de  poderes  que  es 
inherente  al  sistema  republicano  i  con  la  libertad  de  las  eleccio- 
nes. Tampoco  se  prohibe  por  punto  jeneral  que  los  miembros  del 
congreso  acepten  premios  (que  no  son  otra  cosa  los  empleos)  da- 
dos por  el  poder  ejecutivo,  sino  solamente  los  empleos  de  esca'a, 
sin  consultar  á  la  cámara,  i  cualquiera  otro  mediante  su  aquies- 
cencia (art.  64). 

PODEII  EJECUTIVO. 

1.^  No  acertamos  á  esplicarnos  por  qué  se  exija  como  requisito 
para  sor  elejido  presidente  «  pertenecer  á  la  comunión  católica, 
apostólica,  romana,  »  como  lo  pideel  art.  76.  Un  protestanteó  ua 
judío  pudiera  ser  mui  buen  presidente,  i  hallándose  tolerados 
todos  los  cultos  en  la  Nación  Arjentina,  tales  distinciones,  como 
la  que  nos  ocupa,  son  realmente  odiosas.  Aún  admitiendo  que  se 
mantenga  la  protección  especial  dada  al  catolicismo,  que  se  in- 
fiere del  art.  2.^,  no  seria  obstáculo  para  la  elección  de  un  presi- 
dente que  profesase  distinta  relijion.  Los  deberes  que  el  citado 
artículo  impone  no  pugnan  con  la  creencia  que  se  tenga,  cual- 
quiera que  sea ;  i  en  todo  caso  es  al  mismo  presidente  electo  á 
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qoiea  toca  juzgar  si  se  considera  ó  no  dispuesto  á  costear  del  te- 
soro público  los  gastos  del  culto  católico,  para  aceptar  en  el  pri- 
mer caso  ó  rehusar  en  el  segundo,  la  designación  hecha  en^u 
persona. 

2*  «  El  presidente  es  el  jefe  supremo  de  la  nación,  »  según  el 
inciso  1  .*,  art.  66  ;  pero  no  según  nuestro  parecer.  Eso  estaria 
bien  para  un  gobierno  semimonárquico,  cual  es  ó  era  el  de  Chile, 
en  donde  las  principales  funciones  i  la  decidida  influencia  se  ha- 
llan en  el  presidente  del  estado.  Mas  no  asi  en  una  república  pro- 
piamente dicha,  pues  allí  no  hai  jefes  supremos  de  la  nación.  Los 
poderes  públicos  son  iguales  en  categoría,  i  si  alguno  tiene  pre- 
eminencia es  el  lejislatiTO  ;  pues  que  su  voluntad  es  la  leí,  á  que 
los  otros  deben  conformarse.  El  presidente  es  solo  jefe  supremo 
de  la  administración  ejecutiva,  como  la  alia  corte  lo  es  de  la  ju- 
dicial. I  estas  denominaciones  no  son  inocentes:  de  ellas  se  toma 
pié  mas  tarde  para  pretender  sobre  los  otros  poderes  una  superio- 
ridad que  no  ha  querido  darse  al  ejecutivo. 

5.^  No  aprobamos  que  el  presidente  « haga  en  persona  la 
apertura  del  congreso,  »  como  lo  quiere  el  inciso  11  del  articulo 
citado.  Tiene  aquello  aires  de  función  monárquica,  i  no  se  avie- 
ne con  la  modestia  republicana,  ni  con  la  independencia  de  los 
poderes.  Es  en  cierto  modo  una  consecuencia  del  inciso  1 .®  que 
objetamos  antes. 

4/  El  9.®  lo  es  á  su  tumo  de  la  sacrilega  alianza  entre  las  po- 
testades secular  i  relijiosa.  Establecida,  como  debe  serlo,  la  liber- 
tad de  acción  de  cada  una  de  ellas,  el  gobierno  civil  no  necesita 
inspeccionar  los  actos  de  la  autoridad  eclesiástica  antes  de  su  eje- 
cución. Si  ellos  constituyen  delito,  ordenará  el  enjuiciamiento  i 
lastigo  de  los  culpables  que  caigan  bajo  su  jurisdicción.  I  en 
cuanto  á  los  que  emanando  concilios  ó  papas,  no  pueden  ser  sino 
esaitos,  inocentes  siempre  que  á  virtud  de  ellos  no  se  ejerzan, 
dentro  del  territorio  á  que  se  dirijen,  actos  de  usurpación  ú  otros 
que  las  leyes  ca]i6quen  de  delitos.  La  acción  judicial  se  endere- 
zará entonces  contra  los  autores  de  esos  actos,  únicos  que  impor- 
tan directamente  á  la  autoridad  pública. 

li 
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Poder  judicial. 

Hemos  reseirado  para  esta  sección  hablar  del  juicio  polUico^ 
materia  á  que  se  consagran  los  arts.  45,  51  i  52,  colocados 
éntrelos  que  organizan  el  poder  Icjislativo.  La  materia  es  de  suyo 
esencialmente  judicial,  aunque  atribuida  á  las  cámaras  del  con- 
greso; i  lo  es  mas  en  la  Nación  Arjeotina,  por  la  estraña  mezcla 
que  en  dichos  artículos  se  hace  de  mal  desempeño^  ddüos  ofi- 
ciales i  crímenes  comunes  y  en  que  incurran  los  altos  funcionarios. 
En  todas  las  causas  de  estas  tres  categorías,  esencialmente  distin- 
tas, tienen  una  misma  injerencia  i  observan  un  mismo  procedi- 
miento la  cámara  de  diputados  y  el  senado.  Cuando  la  (trímera 
declara,  por  dos  tercios  de  sus  votos,  que  hai  lugar  á  formacioD 
de  causa,  el  segundo  juzga  al  acusado,  i  si  le  encuentra  culpa- 
ble, le  destituye,  pudiendo  además  declararle  incapaz  de  ocupar 
ningún  empleo  de  honor,  de  confianza  ó  á  sueldo  de  la  nación. 

Por  manera  que,  ya  se  trate  de  un  hecho  administrativo  perju- 
dicial pero  no  crijido  en  delito,  ya  de  un  delito  oficial,  ó  ya  de 
un  crimen  común,  la  cámara  acusa  i  el  senado  condena  para  ios 
efectos  indicados,  sin  perjuicio  de  un  juzgamiento  ulterior  ante 
los  tribunales  ordinarios,  para  el  caso  de  delito  oficial  ó  crimen 
común ;  pues  que  uno  i  otro  tienen  ó  pueden  tener  señaladas  pe- 
nas distintas  en  las  leyes.  Creemos  que  se  desconoce  la  natura- 
leza del  juicio  político  al  poner  en  un  mismo  parangón  aquéllas 
tres  categorías  de  hecho.  El  juicio  político,  en  que  entienden  las 
cámaras,  versa  principalmente  sobre  los  hechos  de  mala  admi- 
nistración que  no  constituyen  delitos  propiamente  dichos.  Por  lo 
mismo  que  puede  hacerse  mucho  daño  sin  incurrir  en  delito  se- 
gún el  código  penal,  cuando  se  ejercen  grandes  atribuciones, 
viene  á  ser  indispensable,  ya  que  no  castigar^  que  es  la  función 
de  los  tribunales  ordinarios,  privar  al  funcionario  del  poder  que 
indiscretamente  se  le  dio.  Para  el  castigo  de  un  delito,  ya  sea  ofi- 
cial, ya  común,  se  hallan  establecidos  los  tribunales  ordinarios. 
Todo  lomas  que  puede  atribuirse  á  las  cámaras  en  caso  de  delito 
oficial  (nunca  en  el  de  crimen  común),  es  la  facultad  de  suspen- 
der al  funcionario,  i  someterlo  al  tribunal  correspondiente,  para 
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evitar  esas  frecuentes  i  hostiles  acusaciones  que  el  espíritu  de  par- 
tido es  ocasionado  á  dirijir  contra  los  altos  dignatarios  vencedo- 
res en  el  campo  electoral.  No  estando  organizadas  las  cámaras 
del  congreso  sino  para  lejislar,  ejercen  mal  las  funciones  judi- 
ciales ó  similares,  que  además  les  quitan  el  tiempo  i  acarrean  la 
confusión  de  poderes. 

Gobiernos  de  provincia. 

Volvemos  á  una  cuestión  importante  ya  tocada  por  incidencia, 
i  es  la  que  se  contiene  en  el  arL  110,  último  de  la  constitución 
arjentina.  «  Los  gobernadores  de  provincia  son  ajentes  naturales 
del  gobierno  federal  para  hacer  cumplir  la  constitución  i  las  leyes 
de  la  nación.  »  Nada  puede  añadirse  á  lo  mucho  i  bueno  que  el 
señor  Sarmiento  dijo  á  este  respecto  en  sus  Comentarios^  i  de 
que  trascribimos  antes  dos  fragmentos.  £l  demuestra  la  incom- 
patibilidad de  las  funciones  de  gobernador  provincial ,  indepen- 
diente del  gobierno  de itf  nación  i  ájente  de  ese  mismo  gobierno. 
Es  natural,  en  efecto,  que  el  último  quiera  tener  ajentes  de  su 
confianza;  por  lo  cual,  si  no  ha  de  participar  absolutamente  en 
el  nombramiento  de  los  gobernadores,  debe  recibir  ajentes  pro- 
pios i  separados  de  éstos. 

A  la  verdad  no  hai  prohibición  espresa  para  que  se  le  den  por 
la  lei,  toda  vez  que  por  el  inciso  17,  art.  67  de  la  constitución, 
puede  el  congreso  a  crear  empleos  i  6jar  sus  atribuciones,  »  i 
que  el  art.  110  no  prescribe  que  los  gobernadores  sean  los  táni- 
cos ajentes  del  gobierno  federal.  Lejos  de  eso,  los  tiene  especiales 
en  la  hacienda,  en  lo  militar,  en  lo  judicial,  i  pudiera  también 
tenerlos  en  lo  político.  Es  así  á  lo  menos  como  un  gobierno  dado 
á  la  chicana  interpretaría  el  articulo  final  de  la  constitución.  Su 
mente  indudable  es  que  los  gobernadores  sean  los  ajentes  polí- 
ticos del  gobierno  federal ,  i  es  nuestro  parecer  que  se  les  quite 
^  doble  carácter,  dando  otro  ájente  político  al  gobierno  federal. 
Eíite  ensayo,  que  en  la  Confederación  Granadina  produjo  funestos 
erectos  por  la  grande  intervención  que  los  intendentes  tomaron 
en  los  asuntos  propios  de  los  estados,  aun  debe  repetirse  antes 
de  ser  condenado  enteramente*  Allí  mediaron  causas  especiales 
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de  colisión^  provenientes  de  la  mala  voluntad  que  el  presidente 
profesaba  al  sistema  federativo,  el  cual  acababa  de  inaugararse, 
i  aun  se  esperaba  anular  ahogándolo  entre  los  brazos  del  gobier- 
no nacional.  Si  fuéramos  i  juzgar  de  una  institución  por  los  efec- 
tos que  haya  producido  en  determinados  países  hispano-aroeríca- 
nosy  habríamos  de  concluir  forzosamente  proscribiéndolas  todas. 
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SANCIOIIADÁ 
POR  LA  ASAMBLEA  JENBBAL  GONSTITUYBIVTB  I  LBJI8LATIVA 

EL  10  DE  SETIEMBRE  DE  1829. 


CONSTITUCIÓN 


En  el  nombre  de  Dios,  todo^poderoso»  autor,  lejislador  i  conser- 
vador supremo  del  universo  : 

Nosotros,  los  representantes  nombrados  por  los  pueblos  situa- 
dos á  ia  parte  oriental  del  rio  Druffuai,  que  en  conformidad  de  Ja 
convención  preliminar  de  paz,  celebrada  entre  la  República  Aijen- 
Una  i  el  Imperio  del  Brasil,  el  27  de  agosto  del  año  próximo  pasa- 
do de  1828,  deben  componer  un  estado  libre  é  independiente; 
reunidos  en  asamblea  jeneral,  usando  de  las  facultades  que  se  nos 
han  concedido,  cumpliendo  con  nuestro  deber  i  con  los  vehemen- 
tes deseos  de  nuestros  representados,  en  orden  á  proveer  á  su  co- 
mún defensa  i  tranquiliaad  interior,  á  establecerles  justicia,  pro- 
mover el  bien  i  la  felicidad  jeneral,  asegurando  los  derechos  i  pre- 
rog<itivas  de  su  libertad  civil  i  política,  propiedad  é  igualdad,  fijan- 
do las  bases  fundamentales  i  una  forma  de  gobierno  que  les  afian- 
ce aquéllos,  del  modo  mas  conforme  con  sus  costumbres,  i  que  sea 
mas  adaptable  á  sus  actuales  circunstancias  i  situación;  según 
nuestro  saber  i  lo  que  nos  dicta  nues^tra  intima  conciencia,  acorda- 
mos, establecemos  i  sancionamos  la  presente  constitución. 
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SECCIÓN  I 

De  la  utoton,  sa  «obarasia  i  oalto. 

CAPITULO  I 

é 

Art.  1.^  El  Estado  Oriental  del  Uruguai  es  la  asociación  polilica 
de  todos  los  ciudadanos  comprendidos  en  los  nueve  departamentos 
actuales  de  su  territorio. 

Art.  2.<*  Él  es  i  será  para  siempre  libre  é  independiente  de  todo 
poder  estranjero. 

Art.  3.^  Jamás  será  el  patrimonio  de  persona  ni  de  familia  al- 
guna. 

CAPITULO  II 

Art.  4.<*  La  soberanía  en  toda  su  plenitud  existe  radicalmente  en 
la  nación,  á  la  que  compete  el  derecho  esclusivo  de  establecer  sus 
leyes  del  modo  que  mas  adelante  se  espresará. 


CAPITULO  III 

Art.  5.®  La  relijion  del  estado  es  la    católica,  apostólica,  ro- 
mana. 


SECaON  U 

De  la  oladadania,  ans  dareohoa,  modo  de  sospenderse  i  perdene. 

CAPITULO  I 

Art.  6.<^  Los  ciudadanos  del  Estado  Oriental  del  Uruguai  son  na- 
turales ó  legales. 

Art.  7.®  Ciudadanos  naturales  son  todos  los  hombres  libres  naci- 
dos en  cualquier  punto  del  territorio  del  estado. 

Art.  8.^  Ciudadanos  legales  son  :  los  estranjeros,  padres  de  ciu- 
dadanos naturales,  avecindados  en  el  pais  antes  del  establecimiento 
de  la  presente  constitución;  los  hijos  de  padre  ó  madre  natural  del 
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ais,  nacidos  fuera  del  estado,  desde  el  acto  de  avecindarse  en  él ; 
09  estranjeros  que,  en  calidad  de  oficiales,  han  combatido  i  com- 
batieren en  los  ejércitos  de  mar  ó  tierra  de  la  nación  :  los  estran- 
jeros,  aunque  sin  hijos,  ó  con  hijos  estranjeros,  pero  casados  con 
hijas  del  país,  que,  profesando  alguna  ciencia,  arte  6  industria,  ó 
poseyendo  algún  capital  en  jiro,  ó  propiedad  raiz,  se  hallen  resi- 
diendo en  el  estado,  al  tiempo  de  jurarse  esta  constitución  :  los 
estranjeros  casados  con  estranjeras,  ^ue  tengan  algunas  de  las  ca- 
lidades que  se  acaban  de  mencionar,  i  tres  años  de  re>idencia  en  el 
estado :  los  estranjeros,  no  casados,  que  también  tengan  alguna  de 
dichas  calidades,  i  cuatro  años  de  residencia  :  los  que  obtengan 
gracia  especial  de  la  asamblea,  por  servicios  notables  6  méritos  re- 
levantes. 


CAPITULO  11 

Art.  9."*  Todo  ciudadano  es  miembro  de  la  soberanía  de  la  na- 
ción ;  i  como  tal,  tiene  voto  activo  i  pasivo  en  los  casos  i  forma  que 
mas  adelante  se  designará. 

Art.  10.  Todo  ciudadano  puede  ser  llamado  á  los  empleos  pú- 
blicos. 


CAPITULO  III 

Art.  11.  La  ciudadanía  se  suspende  : 

i.^  Por  ineptitud  física  ó  moral,  qio  impida  obrar  libre  i  re- 
flexivamente ; 

i.^  Por  la  condición  de  sirviente  á  sueldo,  peón  jornalero, 
simple  soldado  de  linea,  notoriamente  vago,  ó  legafmente  procesa- 
do en  causa  criminal,  de  que  pueda  resultar  pena  corporal  ó  infa- 
mante ; 

S."»  Por  el  hábito  de  ebriedad ; 

4."»  Por  no  haber  cumplido  20  años  de  edad,  menos  siendo  ca- 
sado desde  los  18; 

5.«  Por  no  saber  leer  ni  escribir,  los  que  entren  al  ejercicio 
de  la  ciudadanía  desde  el  año  de  mil  odiocientos  cuarenta  en  ade- 
lante; 

6.«  Por  el  estado  de  deudor  fallido,  declarado  tal  por  juez 
competente ; 

7.<^  Por  deudor  al  fisco,  declarado  moroso. 


216  REPÜBUGA  DEL  UnUGUAI 


CAPITULO  IV 

Art.  12.  La  ciudadanía  se  pierde  : 

l.<»  Por  sentencia  que  imponga  pena  infamante; 

2  ^  Por  quiebra  fraudulenta  declarada  tal ; 

3.^  Por  naturalizarse  en  otro  país  ; 

4.<>  Por  admitir  empleos,  distinciones  ó  títulos  de  otro  gobier- 
no, sin  especial  permiso  de  la  asamblea;  pudiendo  en  cualquiera 
de  estos  cuatro  casos  solicitarse  i  obtenerse  rehabilitación. 


SECaON  III 

De  la  forma  de  gobierno  i  ms  dilerentee  poderes. 

CAPITULO  ÜNICO 

Art.  13.  El  Estado  Oriental  del  Uruguai  adopta  para  su  gobierno 
la  forma  representativa  republicana. 

Art.  14.  Delega  al  efecto  el  ejercicio  de  su  soberanía  en  los  tres 
altos  poderes,  lejislatívo,  ejecutivo  i  judicial,  bajo  las  reglas  que 
se  espresarán. 

SECCIÓN  IV 

Del  poder  leJialatlTO  i  eos  oámaras. 

CAPITULO    I 

Art.  15.  El  poder  lejislatívo  es  delegado  á  la  asamblea  jeneral. 
Art.  16.  Esta  se  compondrá  de  dos  cámaras,  una  de  represen- 
tantes i  otra  de  senadores. 
Alt.  17.  A  la  asamblea  jeneral  compete  : 
1.®  Formar  i  mandar  publicar  los  códigos; 
2.^  Establecer  los  tribunales  i  arreglar  la  administración  de 
justicia; 

3.®  Espedir  leyes  relativas  á  la  independencia,  seguridad,  tran- 
quilidad i  aecoro  de  la  república ;  protección  de  todos  los  derechos 


REPUBLia  DEL  URÜGUAI  M 

individuales,  i  foiiiento  de  la  ilustmcioiiy  agricultura,  industria, 
comercio  esterior  é  interior ; 

4.^  Apiobaró  reprobar,  aumentar  ó  disminuir  los  presupues- 
tos de  gastos  que  presente  el  poder  ejecutivo;  establecer  las  con- 
tribuciones necesarias  para  cubrirlos,  su  distribución,  el  orden  de 
sa  recaudación  ó  inversión ;  i  suprimir,  modificar  ó  aumentar  las 
existentPS ; 

a.*"  Aprobar  ó  reprobar,  en  todo  ó  en  parte,  las  cuentas  que 
presente  el  poder  ejecutivo ; 

Ot'»  Contraer  la  deuda  nacional,  consolidarla,  designar  sus  ga- 
rantías i  reglamentar  el  crédito  público ; 

7.^  Decretar  la  guerra,  i  aprobar  ó  reprobar  los  tratados  de 
paz,  alianza,  comercio  i  cualesquiera  otros  que  celebre  el  poder  eje- 
cutivo con  potencias  estranjeras ; 

8.^  Designar  todos  los  años  la  fuerza  armada  marítima  i  terres- 
tre, necesaria  en  tiempo  de  paz  i  de  guerra ; 

9.^  Crear  nuevos  departamentos,  arreglar  sus  limites,  habilitar 
puertos,  establecer  aduanas  i  derechos  de  esportacion  é  importa- 
ción; 

iO.  Justificar  el  peso,  lei  i  valor  de  las  monedas ;  fijar  el  tipo 
i  denominación  de  las  mismas,  i  arreglar  el  sistema  de  pesos  i  me- 
didas ; 

il.  Permitir  ó  prohibir  que  entren  tropas  estranjeras  en  el 
territorio  de  la  n^pública,  determinando  para  el  primer  caso  el 
tiempo  en  que  deban  salir  de  él ; 

12.  Negar  ó  conceder  la  salida  de  fuerzas  nacionales  fuera  de 
la  república ,  señalando  para  este  caso  el  tiempo  de  su  regreso  á 
ella ; 

15.  Crear  i  suprimir  empleos  públicos;  determinar  sus  atri- 
buciones, designar,  aumentar  ó  disminuir  sus  dotaciones  ó  retiros ; 
dar  pensiones  ó  recompensas  pecuniarias  ó  de  otra  clase,  i  decre- 
tar honores  públicos  á  los  grandes  servicios; 

i4.  Conceder  indultos,  ó  acordar  amnistías,  en  casos  estraor- 
dinarios,  i  con  el  voto  á  lo  menos  de  las  dos  terceras  partes  de  una 
i  otra  cámara ; 

15.  Hacerlos  reglamentos  de  milicias,  i  determinar  el  tiempo 
i  número  en  que  deben  reunirse ; 

16.  Elejir  el  lugar  en  que  deban  residir  las  primeras  autori- 
dades de  la  nación ; 

17.  Aprobar  6  reprobar  la  creación  o  reglamentos  de  cuales- 
quiera batirás,  que  hubieren  de  establecerse ; 

18.  Nombrar,  reunidas  ¿mbas  cámaras,  la  persona  que  haya 
de  desempeñar  el  poder  ejecutivo,,  i  los  miembros  de  la  alta  corte 
de  justicia. 
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CAPITULO  II 

Art.  18.  La  cámara  de  representantes  se  compondrá  de  miem- 
bros elejidos  directamente  por  los  pueblos,  en  la  forma  que  deter- 
mine la  lei  de  elecciones»  que  se  espedirá  oportunamente. 

Art.  19.  Se  elejirá  un  representante  por  cada  ties  mil  almas,  6 
por  una  fracción  que  no  baje  de  dos  mil. 

Art.  20.  Los  representantes,  para  la  primera  i  segunda  lejisla- 
tura,  serán  nombrados  en  la  proporción  si^^uiente  :  por  el  departa- 
mento de  Montevideo,  cinco ;  por  el  de  Haldonado,  cuatro  ;  por  el 
de  Canelones,  cuatro ;  por  el  de  San  José,  tres ;  por  el  de  Colonia, 
tres;  por  el  de  Soriano«  tres;  por  el  de  Paisandú,  tres ;  por  el  del 
Durazno,  dos ;  i  por  el  de  Cerro  Largo^  dos. 

Art.  21.  Para  la  tercera  deberá  formarse  el  censo  jeneral,  i  ar- 
reglarse á  él  el  número  de  representantes ;  dicho  censo  solo  podrá 
renovarse  cada  ocho  años. 

Art.  22.  En  todo  el  territorio  de  la  ,  república  se  harán  las  elec- 
ciones de  representantes  el  último  d^iiiiingo  del  mes  de  noviembre, 
á  escepcion  de  las  dos  que  han  de  servir  en  la  primera  lejisialura, 
que  denen  hacerse  precisamente  luego  que  la  presente  constitución 
esté  sancionada,  publicada  i  jurada. 

Art.  23.  Las  funciones  de  los  representantes  durarán  por  tres 
años. 

Art.  24.  Para  ser  elejido  representante  se  necesita  :  en  la  pri- 
mera i  segunda  lejislatura,  ciuoadania  natural  en  ejercicio,  ó  legal 
con  diez  años  de  residencia  :  en  las  siguientes,  cinco  años  de  cia- 
dadania  en  ejercicio ;  i  en  unas  i  otras,  veinticinco  años  cumplidos 
de  edad,  i  un  capital  de.  cuatro  mil  pesos,  ó  profesión,  arte  ú  oGcio 
útil  que  le  produzca  una  renta  equivalente. 
Art.  25.  No  pueden  ser  electos  representantes  : 
1.®  Los  empleados  civiles  ó  militares,  dependientes  del  poder 
ejecutivo,  por  servicio  á  sueldo,  á  escepcion  de  los  retirados  ó  jubi- 
lados ; 

2.<>  Los  individuos  del  clero  regular; 
3.^  Los  del  secular  que  gozaren  renta  con  dependencia  del 
gobierno. 
Art.  26.  Compete  á  la  cámara  de  representantes  : 

1.°  La  iniciativa  sobre  impuestos  i  contribuciones,  tomando  en 
consideración  las  modifícaciones  con  que  el  senado  las  devu<  Iva ; 

2.°  El  derecho  esclusivo  de  acusar  ante  el  senado,  al  jefe  su* 
perior  del  estado  i  sus  ministros,  á  los  miembros  de  ambas  cáxni- 
ras  i  de  la  alta  corte  de  justicia,  por  delitos  de  trait  ion,  concusión, 
malversación  de  fondos  públicos,  violación  de  la  constitudoüi  ú 
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Otros  que  merezcan  pena  infamante  ó  de  muerte,  después  de  haber 
conocido  sobre  ellos,  á  petición  de  parte,  ó  de  algimo  de  sus  miem- 
bros, i  declarado  haber  lugar  á  la  formación  de  causa. 


CAPITULO  ra 

Art.  27.  La  cámara  de  senadores  se  compondrá  de  tantos  miem- 
bros cuantos  sean  los  departamentos  del  estado,  á  razón  de  uno  por 
cada  departamento. 

Art.  28.  Su  elección  será  indirecta  en  la  forma  i  tiempo  que  de- 
signará la  lej. 

Art.  29.  Los  senadores  durarán  en  sus  funciones  por  seis  años, 
debiendo  renovarse  por  tercias  partes  en  cada  bienio ;  i  decidién- 
dose por  la  suerte,  luego  que  todos  se  reúnan,  quiénes  deban  salir 
el  primero  i  segundo  bienio,  i  sucesivamente  los  más  antiguos. 

Art.  30.  Para  ser  nombrado  senador  se  nece>Ua :  en  la  primera 
i  segunda  lejislatura,  ciudadanía  natural  en  ejercicio,  ó  legal  con 
catorce  años  de  residencia.  En  las  siguientes,  siete  años  de  ciuda- 
danía en  ejercicio  antes  de  su  nombramiento ;  i  en  unas  i  otras 
treinta  i  tres  años  cumplidos  de  edad,  i  un  capital  de  diez  mil  po- 
sos, ó  una  renta  equivalente,  ó  profesión  científica  que  se  la  pro 
duzca. 

Art.  31.  Las  calidades  esclusivas,  que  se  han  impuesto  á  los  re- 
presentantes en  el  articulo  veinticinco,  comprenden  también  a  los 
senadores. 

Art.  32.  El  individuo  que  fuere  elejido  senador  i  representante, 
podrá  e^cojer  de  los  dos  cargos  el  que  más  le  acomode. 

Art.  3S.  Asi  los  senadores  como  los  representantes,  en  el  acto 
de  su  incorporación,  prestarán  juramento  de  desempeñar  debida- 
mente el  cargo,  i  de  obrar  en  todo  conforme  á  la  presente  constitu- 
ción. 

Art.  34.  Los  senadores  i  representantes,  después  de  incorpora- 
dos en  sus  respectivas  cámaras*,  no  podrán  recibir  empleos  del  po- 
der ejecutivo,  sin  consentimiento  de  aquélla  á  que  cada  uno  perte- 
nexca,  i  sin  que  quede  vacante  su  representación  en  el  acto  de  ad- 
mitiilos. 

Art.  35.  Las  vacantes  que  resulten  por  éste  ú  otro  cualquier  mo- 
tivo, dorante  las  sesiones,  se  llenarán  por  suplentes  designados  al 
tiempo  de  las  elecciones,  del  modo  que  espresará  la  lei,  i  sin  ha- 
cerse nueva  elección. 

Art.  36.  Los  senadores  no  podrán  ser  reelejidos,  sino  después 
que  hap  pasado  un  bienio  al  menos  desde  su  cese. 

Art.  37.  Asi  los  senadores  como  los  representantes  serán  com- 
pensados por  sus  servicios  con  dietas,  que  solo  se  estiendan  al  tiem- 
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50  que  medie  desde  que  salgan  de  sus  casas  hasta  que  regresen,  ¿ 
eban  prudentemente  regresar  á  ellas,  i  las  cuales  serán  señaladas 
Eor  resolución  especial  en  la  última  sesión  de  la  presente  asam- 
lea,  para  los  miembros  de  la  primera  lejislatura;  en  la  úlüma  se- 
sión de  ésta,  para  los  de  la  segunda,  i  asi  sucesivamente.  Dichas 
dietas  les  serán  satisfechas  con  absoluta  independencia  del  poder 
ejecutivo. 

Art.  58.  Al  senado  corresponde  abrir  juicio  público  á  los  acusa* 
dos  por  la  cámara  de  representantes,  i  pronunciar  sentencia,  con 
la  concurrencia  á  lo  menos  de  las  dos  terceras  partes  de  yolos,  al 
sólo  efecto  de  separarlos  de  sus  deslinos. 

Art.  59.  La  parte  convencida  i  juzgada  quedará,  no  obstante,  su- 
jeta á  acusación,  juicio  i  castigo  conforme  á  la  lei. 


SECaON  V 

De  laB  sesiones  de  la  asamblea  )eneral,  gobierno  interior  de  sos  dos  ctenam 

i  de  la  comisión  permanente. 


CAPITULO   I 

Art.  40.  La  asamblea  jeneral  empezará  sus  sesiones  ordinarias 
el  dia  15  de  febrero  d^  cada  año,  i  las  concluirá  el  12  de  junio 
inmediato  siguiente.  Si  algún  motivo  particular  exije  la  cx>n(inua- 
cion  de  las  sesiones,  no  podrá  ser  por  mas  de  un  mes,  i  con  anuen- 
cia de  las  dos  terceras  partes  de  los  mi^^mbros. 

Art.  41.  Lo  que  eslablecc  el  precedente  articulo  para  la  aper 
tura  de  sesiones  no  se  entenderá  respecto  del  primer  periodo  de  la 
primera  lenslalura  :  ésta  deberá  empezar  sus  trabajos  cuarenta  i 
cinco  dias  después  de  verifícadas  las  elecciones  de  sus  miembros. 

Art.  42.  Si  la  asamblea  fuere  convocada  estraordínariamente, 
no  podrá  ocuparse  de  otros  asuntos  que  los  que  hubieren  motiva- 
do su  convocación. 

CAPITULO  II 

Art.  45.  Cada  cámara  será  el  juez  privativo  para  calificar  las 
elecciones  de  sus  miembros. 

Art.  44.  Las  cámaras  se  gobernarán  interiormente  por  el  regla- 
mento que  cada  una  se  forme  respectivamente. 

Art.  45.  Cada  cámara  nombrará  su  presidente,  vicepresidentes 
i  secretarios. 

Art.  46.  Fijará  sus  gastos  anuales,  i  lo  avisará  al  poder  ejecu- 
tivo para  que  Jos  incluya  en  el  presupuesto  jeneral. 
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Arí.  47.  Ningana  de  las  cámaras  podrá  abrir  sus  sesiones  mien- 
tras no  eslé  reunida  mas  de  la  mitad  de  sus  miembros;  i  si  esto 
1)0  se  hubiere  verificado  el  diu  que  señala  la  constiiuidon,  la  mi- 
noría podrá  reunirse  para  compeler  á  los  ausentes  bajo  las  penas 
que  acordaren. 

Art.  48.  Las  cámaras  se  comunicarán  por  escrito  entre  si,  i  con 
ol  poder  ejecutivo,  por  medio  de  sus  respectivos  presidentes  i  con  » 
autorización  de  un  secretario. 

Art.  49.  Los  senadores  i  representantes  jamás  serán  responsa- 
bleSy  por  sus  opiniones,  discursos  ó  debates,  que  emitan,  pronun- 
cien ó  sostengan  durante  el  desempeño  de  sus  funciones. 

Art.  50.  Ningún  senador  ó  representante,  desde  el  dia  de  su 
(lección,. hasta  el  de  su  cese,  puede  ser  arrestado,  solo  en  el  caso 
lie  deliio  infraganti ;  i  entonces  se  dará  cuenta  inmediatamente  á 
la  cámara  respectiva,  con  la  información  sumaria  del  hecho. 

Art.  51.  Ningún  senador  ó  representante,  desde  el  dia  de  su 
elección  hasta  el  de  bu  cese,  podrá  ser  acusado  criminalmente,  ni 
aun  por  delitos  comunes  que  no  sean  de  los  detallados  en  el  arti- 
culo 26,  sino  ante  su  respectiva  cámara;  la  cual  con  las  dos  terce- 
ras partes  de  sus  votos,  resolverá  si  hai  ó  nó  lugar  á  la  formación 
lie  causa ;  i  en  caso  afirmativo,  lo  declarará  suspenso  de  sus  fun- 
ciones, i  quedará  á  disposición  del  tribunal  competente. 

Art.  52.  Cada  cámara  puede  también,  con  las  dos  tecceras  par- 
les de  votos,  correjir  á  cualquiera  de  sus  miembros  por  de^ónicn 
(le  conducta  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  ó  removerlo  por 
imposibilidad  ílisica  ó  moral,  superviniente  después  de  su  incorpo- 
ración; pero  bastará  la  mayoría  de  uno  sobre  la  mitad  de  los  pre- 
sentes para  admitir  las  renuncias  voluntarias. 

Art.  53.  Cada  una  de  las  cámaras  tiene  facultad  de  hacer  venir 
á  su  sala  los  ministros  del  poder  ejecutivo,  para  pedirles  i  recibir 
ios  informes  que  estimen  convenientes. 


CAPITULO  III 

Art.  54.  Miéniras  la  asamblea  estuviere  en  receso,  habrá  una 
comisión  permanente,  compuesta  de  dos. senadores  i  de  cinco  re- 
presentantes, nombrados  unos  i  otros  á  pluralidad  de  votos  por  sus 
respectivas  cámaras,  debiendo  la  de  los  primeros  designar  cuál  ha 
de  mvestir  el  carácter  de  presidente,  i  cuál  el  de   vicepresidente. 

Art.  55.  Al  mismo  tiempo  que  se  ha^a  esta  elección,  se  hará  la 
de  un  suplente  para  cada  uno  de  los  siete  miembros,  que  entre  á 
llenar  sus  deberes  en  los  casos  de  enfermedad,  muerte  ú  otros  que 
ocurran  de  los  propietarios. 

Art.  56.  La  comisión  permanente  velará  sobre  la  observancia  de 
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la  constitución  i  de  las  leyes,  haciendo  al  poder  ejecutÍTO  las  ad- 
vertencias convenientes  al  efecto,  bajo  de  responsabilidad  para  es- 
te la  asamblea  jeneral. 

Art.  67.  Para  el  caso  de  aiie  dichas  advertencias  hechas  hasta  por 
segunda  vez  no  surtieren  erecto,  podrá  por  si  sola,  se^n  la  impor- 
tancia i  gravedad  del  asunto,  convocar  la  asamblea  jeneral  urdioa- 
ría  i  estraordinaria. 

Art.  58.  GorrespiHiderá  también  á  la  comisión  permanente  pres- 
tar ó  rehusar  su  consentimienlOy  en  todos  loa  actos  en  que  el  poder 
ejecutivo  lo  necesite  con  arteglo  á  la  presente  cMistilucion;  i  la  fa- 
cultad concedida  á  las  cámaras  en  el  art.  55. 


SECCIÓN  VI 

De  la  proposioion,  disboaion,  sanolon  1  promulgación  de  las  leyes. 

CAPITULO  1 

Art.  59.  Todo  proyecto  delei,  á  escepcion  de  los  del  arL  36, 
puede  tener  su  Ofijen  en  cualquiera  de  las  dos  cámaras,  á  conse- 
cuencia de  proposiciones  hechas  por  cualquiera  de  sus  miembroSi 
ó  por  el  poder  ejecutivo  por  medio  de  sus  ministros. 

CAPITULO  II 

Art.  60.  Si  la  cámara  en  que  tuvo  principio  el  proyecto  lo 
.      aprueba*  lo  pasará  á  la  otra,. para  que  discutido  en  ella  lo  aprue- 
*       be  también,  lo  reforme,  adicione  ó  deseche. 

Art.  61.  Si  cualqriiera  de  las  dos  cámaras  á  quien  se  remitiere 
un  proyecto  de  lei,  lo  devolviere  con  adiciones  ú  ol^servaciones,  i 
la  remitente  se  conformare  con  ellas,  se  lo  avisará  en  contestación, 
i  quedará  para  pasarlo  al  poder  ejecutivo ;  pero  si  no  las  hallare 
t^    justas,  é  insistiere  en  sostener  su  proyecto  tal  i  cual  lo  habia  remi- 
y     tido  al  principio,  podrá  en  tal  caso  por  medio  de  oficio  solicitar  la 
reunión  de  ambas  cámaras,  que  se  verificará  en  la  del  senado,  i  se- 
gún el  resultado  de  la  discu^ion,  se  adoptará  lo  que  deliberen  los 
dos  tercios  de  sufrajios. 
Art.  62.  Si  la  cámara  á  quien  fuere  remitido  el  proyecto,  no  tie- 
/i     ne  repnro  que  oponerle,  lo  aprobará,  i  sin  mas  que  avisarlo  á  la  cá- 
^    mará  remitente,  lo  pasará  al  poder  ejecutivo  para  que  lo  haga  pu- 
blicar. 
Art.  65.  El  poder  ejecutivo,  recibido  el  proyecto,  si  tuviere  oíh 
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jeciunes  que  oponer  ú  observaciones  que  hacer,  lo  devolverá  cou 
ellas  á  la  cámara  que  se  lo  remitió,  ó  á  la  comisión  permanente  es- 
tando en  recebo  la  asamblea,  dentro  del  preciso  ó  perentorio  tér- 
mino de  diez  dias  contados  desdf  que  lo  recibió. 

Art.  64.  Cuando  un  proyecto  dtí  lei  fuere  devuelto  por  el  poder 
ejecutivo  con  objeciones  ú  observaciones,  la  cámara  á  quien  sede- 
vuelva  invitará  á  la  otra  para  reunirse  á  reconsiderarlo,  i  se  estará 
por  lo  que  deliberen  las  dos  tercias  partes  de  sufrejios. 

Art.  65.  Si  las  cámaras  reunidas  desaprobaren  el  proyecto  de- 
vuelto por  el  ejecutivo,  quedará  suprimiao  por  entonces,  i  no  po- 
drá ser  presentado  de  nuevo  hasta  la  siguiente  U^islatura. 

Art.  66.  En  todo  caso  de  reconsideración  de  un  proyecto  devuel- 
to por  el  ejerotivo,  las  votaciones  serán  nominales,  por  si  o  por 
nó;  i  lanío  losn^imbres  i  fundamentos  de  los  sufragantes,  como  las 
objeciones  ú  observaciones  del  poder  ejecutivo,  se  publicarán  in- 
mediatamente por  la  prensa. 

Art.  67.  Cuando  un  proyecto  hubiere  sido  desechado  al  princi- 
pio por  la  cámara  á  quien  la  otra  se  lo  remita,  quedará  suprimido 
por  entonces,  i  no  podrá  ser  presentado  hasta  el  siguiente  periodo 
de  la  lejislatura. 

CAPITULO  m 

Art.  68.  Si  el  poder  ejecutivo,  habiéndosele  remitido  un  proyecto 
de  lei,  no  tuviere  reparo  que  oponerle,  lo  avisará  inmediatamente, 
qaedando  asi  de  hecho  sancionado  i  cspedito  para  ser  promulgado 
sin  demora. 

Art.  69.  Si  el  ejecutivo  no  devolviere  el  proyecto  de  lei,  cumpli- 
dos los  diez  dias  que  establece  el  art.  63,  tendrá  fuerza  de  lei, 
i  se  publicará  como  tal ;  reclamándose  esto,  en  caso  omiso,  por  la 
cámara  remitente. 

Arl.  70  Reconsiderado  por  las  cámaras  reunidas  un  proyecto  de 
lei  que  hubiere  sido  devuelto  por  el  poder  ejecutivo  con  objeciones 
úobserVac:one8,  si  aquéllas  lo  aprobaren  nuevamente,  se  tendrá 
por  su  última  sanción,  i  comunicado  al  poder  ejecutivo,  lo  hará 
promulgar  en  seguida  sin  mas  reparos. 


CAPITULO  IV 

Arl.  71.  Sancionada  una  lei,  para  su  promulgación  se  usará 
siempre  de  ésta  forma  :  «  El  senado  i  cámara  de  representantes 
de  la  república  oriental  del  Uruguai,  reunidos  en  asamblea  jene- 
raly  etc.  etc.  decretan...  » 
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SECCIÓN  Vil 

Del  poder  ejeoatlTO,  sus  atribuoiones,  deberes  i  prerogatlTae. 

Art.  72.  El  poder  ejecutivo  de  la  nación  será  desempeñado  por 
una  sola  persona,  bajo  la  denominación  de  presidente  de  la  Repú- 
blica Oriental  del  Uruguai. 

Art.  75.  Kl  presidente  será  elejido  en  sesión  permanente  por  la 
asamiilea  jeneral  el  día  1.^  de  marzo,  por  votación  nominal,  á  plura- 
lidud  absoluta  de  sufrajios,  espresados  en  boletas  fíiinadas,  que  leerá 
públicamente  el  secretario,  esceplo  la  primera  elección  de  presi- 
dente permanente,  que  se  verificará  tan  luego  como  se  hallen  reu- 
nidas las  dos  terceras  partes  de  los  miembros  de  ambas  cámaras. 

Art.  74.  Para  ser  nombrado  presidenta,  se  necesita  :  cíuJadania 
natural,  i  las  demás  calidades  precisas  para  senador,  que  Ojael 
artículo  30. 

Art.  75.  Las  funciones  de  presidente  durarán  por  cuatro  años;  i 
no  podrá  ser  reelejido,  sin  que  medie  otro  tanto  tiempo  entre  su 
cese  i  la  reelección. 

Art.  76.  El  presidente  electo,  antes  de  entrar  á  desempeñar  el 
cargo,  prestará  en  manos  del  presidente  del  senado,  i  á  presencia 
de  las  dos  cámaras  reunidas,  el  siguiente  juramento  :  —  h  Yo  (S.) 
»  juro  por  Dios  N.S.  i  estos  Santos  Evanjelios,  que  desempeñaré  de- 
»  bidamente  el  cargo  de  presidente,  que  se  me  confía ;  que  prote- 
j»  Jeré  la  religión  del  estado ;  conservaré  la  integridad  é  indepen- 
»  dcncia  de  la  república  ;  observaré  i  haré  observar  fielmente  la 
»  constitución.» 

Art.  77.  En  los  casos  de  enfermedad  ó  ausencia  del  presidente 
de  la  república ;  ó  mientras  se  proceda  á  nueva  elección,  por  su 
muerto,  renuncia  ó  destitución,  ó  en  el  de  cesación  de  hecho,  por 
haberse  cumplido  el  término  de  la  lei,  el  presidente  del  senado  le 
suplirá,  i  ejercerá  las  funciones  anexas  al  poder  ejecutivo,  quedando 
entretanto  suspenso  de  las  de  senador. 

Art.  78.  En  cada  elección  de  presidente,  la  asamblea  jeneral  le 
designará  previamente  la  renta  anual  con  que  se  han  de  compensar 
sus  servicios,  sin  que  se  pueda  aumentar  ni  disminuir  mientras 
dure  en  el  desempeño  de  sus  funciones. 


CAPITULO  11 

Art.  79.  El  presidente  es  jefe  superior  déla  administración  jene- 
ral de  la  república.  La  conservación  del  orden  i  tranquilidad  en 
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lo  interior,  i  de  la  seguridad  en  lo  estcrior,  le  están  especialmente 
cometidas. 

Arl.  80.  Le  corresponde  el  mando  superior  de  todas  las  fuer- 
zas de  mar  i  tierra,  i  está  esclusivamente  encargado  de  su  direc- 
ción ;  pero  no  podrá  mandarlas  en  persona,  sin  previo  consenti- 
mento  de  la  asamblea  jeneral,  por  las  dos  terceras  partes  de 
votos. 

Arl.  81.  Al  presidente  de  la  república  compete  también  :  poner 
objec  ones,  ó  hacer  observaciones,  sobre  los  proyectos  de  lei  remi- 
tidos por  las  cámaras,  i  suspender  su  promulgación,  con  las  res- 
tricciones i  calidades  prevenidas  en  la  sección  sesta ;  proponer  á 
las  cámaras  proyectos  de  lei,  ó  modificaciones  á  las  anteriormente 
dictadas,  en  el  modo  que  previene  esta  constitución ;  pedir  á  la 
asamblea  jeneral  la  continuación  de  sus  sesiones,  con  sujeción  á 
lo  que  ella  misma  delibere  según  el  art.  40;  nombrar  i  desti- 
tuir el  ministro  ó  ministros  de  su  despacho,  i  los  oficiales  de  las 
secretarias ;  proveer  los  empleos  civiles  i  militares,  conforme  á 
la  constitución  i  á  las  leyes,  con  obligación  de  solicitar  el  acuerdo 
del  senado  6  de  la  comisión  permanente,  hallándose  aquél  en  re- 
ceso, jpara  los  de  enviados  diplomáticos,  corónelos  i  demás  oficiales 
superiores  de  las  fuerzas  de  mar  i  tierra ;  destituir  los  empleados 
por  ineptitud,  omisión  ó  delito ;  en  los  dos  primeros  casos  con 
acuerdo  del  senado,  ó  en  su  receso  con  el  de  la  comisión  perma- 
nente, i  en  el  último  pasando  el  espediente  á  los  tribunales  de  jus- 
ticia, para  que  sean  juzgados  legalmente;  iniciar  con  conocimiento 
del  senado  i  concluir  tratados  de  paz,  amistad,  alianza  i  comercio; 
necesitando  para  ratificarlos  la  aprobación  de  la  asamblea  jene- 
ral; celebrar  en  la  misma  forma  concordatos  con  la  silla  apostó- 
lica; ejercer  el  patronato  i  retener  ó  conceder  pase  á  las  bulas  pon- 
tificias, conforme  á  las  leyes ;  declarar  la  guerra,  previa  resolución 
de  la  asamblea  jeneral,  después  de  haber  empleado  todos  los  me- 
dios de  evitarla,  sin  menoscabo  del  honor  é  independencia  nacional; 
dar  retiros,  conceder  licencias  i  arreglar  las  pensiones  de  todos  los 
empleados  civiles  i  militares,  con  arreglo  á  las  leyes;  tomar  medi- 
das prontas  de  seguridad  en  los  casos  graves  ó  imprevistos  de  ataque 
esteríor  ó  conmoción  interior,  dando  inmediatamente  cuenta  á  la 
as:mblea  jeneral,  ó  en  su  receso  á  la  comisión  permanente,  de  lo 
ejecutado  i  sus  motivos,  estando  á  su  resolución. 


CAPITULO  III 

Art.  82.  El  presidente  debe  publicar  i  circular  sin  demora  todas 
las  leyes  que  conforme  á  la^seccion  sesta  se  hallen  ya  en  estado  de 
publicarse  i  circularse ;  ejecutarlas,  hacerlas  ejecutar,  espidiendo 
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los  reglamentos  especiales  que  sean  necesarios  para  su  ejecución ; 
cuidar  de  la  recaudación  de  las  rentas  i  contribuciones  jenerales,  i 
de  su  inversión  conforme  á  las  leyes;  presentar  anualmente  á  la 
asamblea  jeneral  el  presupuesto  de  gastos  del  año  entrante,  i  dar 
cuenta  instruida  de  la  inversión  hecha  en  el  anterior;  convocar  la 
asamblea  jeneral  en  la  época  prefijada  por  la  constitución  sin  que 
le  sea  dado  el  impedirlo,  ni  poner  embarazo  á  sus  sesiones ;  hacer 
la  apertura  de  éstas,  reunidas  ambas  cámaras  en  la  sala  del  se- 
nado, informándolas  entonces  del  estado  político  i  militar  de  la 
república,  i  de  las  mejoras  i  reformas  que  considere  dignas  de  su 
atención ;  dictar  las  providencias  necesarias  para  que  las  elecciones 
se  realicen  en  el  tiempo  que  señala  esta  constitución,  i  que  se  ob- 
serve en  ellas  lo  que  disponga  la  lei  electoral ;  pero  sin  que  pueda 
por  motivo  alguno  suspender  dichas  elecciones,  ni  variar  sus  épo- 
cas, sin  que  previamente  lo  delibere  ülú  la  asamblea  jeneral. 

Art.  85.  El  presidente  de  la  república  no  podrá  salir  del  terri- 
torio de  ella  durante  el  tiempo  de  su  mando,  ni  un  año  después: 
sólo  cuando  fuere  absolutamente  preciso,  en  el  caso,  i  con  el  previo 
permiso  aue  exije  el  art.  80 ;  ni  privar  á  individuo  alguno  de 
su  liberlau  personal ;  i  en  el  caso  de  exijirloasi  urjcntisima mente  el 
interés  público,  se  limitará  al  simple  arresto  de  la  persona,  con 
obligación  de  ponerla  en  el  perentorio  término  de  veinticuatro  ho- 
ras á  disposición  de  su  juez  competente  :  ni  permitir  goce  de  sueldo 
por  otro  título  que  el  de  servicio  activo,  jubilación,  retiro  ó  monte- 
pío conforme  á  las  leyes  :  ni  espedir  órdenes  sin  la  firma  del  minis- 
tro respectivo ;  sin  cuyo  requisito  nadie  estará  obligado  á  obe- 
decerle. 


CAPITULO  IV 

Art.  84.  El  presidente  de  la  república  tendrá  la  prerogativa  de 
indultar  de  la  pena  capital,  previo  informe  del  tribunal  ó  juez  ante 
quien  penda  la  causa,  en  los  delitos  no  esceptuados  por  las  leyes,  i 
cuando  medien  graves  i  poderoros  motivos  para  ello :  también  la  de 
no  poder  ser  acusado  en  el  tiempo  de  su  gobierno,  sino  ante  la 
cámara  de  representantes,  i  por  los  delitos  señalados  en  el  arti- 
culo 26  :  i  la  de  que  esta  acusación  no  pueda  hacerse  mas  que  du- 
rante el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó  un  año  después  quesera 
el  término  de  su  residencia,  pasado  el  cual,  nadie  podrá  ya  acu- 
sarlo. 


REPÚBLICA  DEL  URUUUAi  227 


SECCIÓN   VIII 
De  loB  ministros  de  estado. 

CAPITULO  ÜNICO 

Art.  85.  IJabrá  para  el  despacho  las  respectivas  secretarías  de 
estado,  á  cargo  de  uno  ó  mas  ministros,  que  no  pasarán  de  tres. 
Las  lejislaturas  siguientes  podrán  adoptar  el  sistema  que  dicte  la 
esperiencia  ó  exijan  las  circunstancias. 

Art.  86.  El  ministro  ó  ministros  serán  responsables  de  los  decretos 
ú  órdenes  que  firmen. 

Art.  87.  Para  ser  ministro  se  necesita  :  1.^  Ciudadanía  natural  ó 
legal,  con  diez  ajlos  de  residencia  :  2.°  Treinta  años  cumplidos 
de  edad. 

Art.  88.  Abiertas  las  sesiones  de  las  cámaras,  sorá  obligación  de 
los  ministros  dar  cuenta  particular  á  cada  una  de  ellas,  del  estado 
(le  todo  lo  concerniente  á  sus  respectivos  departamentos. 

Art.  89.  Concluido  su  ministerio,  quedan  sujetos  á  residencia  por 
seis  meses,  i  no  podrán  salir  por  ningún  pretesto  fuera  del  terri- 
torio de  la  república. 

Art.  90.  No  salva  á  los  ministros  de  responsabilidad,  por  los  de- 
litos especificados  en  el  art.  26,  la  orden  escrita  ó  verbal  del  pre- 
sidente. 


SECCIÓN  IX 

Bel  poder  judicial,  sos  diferentes  tribunales  i  Juzgados  i  de  la 

administración  de  justicia. 


CAPITULO  I 

Art.  91.  El  poder  judicial  se  ejercerá  por  una  alta  corte  de  jus- 
ticia, tribunal  ó  tribunales  de  apelaciones,  i  juzgados  de  primera 
instancia,  en  la  forma  que  estableciere  la  lei. 


CAPITULO  U 

Art.  92.  La  alta  corte  de  justicia  se  compondrá  del  número  d. 
naiembros  que  la  lei  designe. 
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Art.  93.  Para  ser  miembro  letrado  de  la  alia  corle  de  justicia, 
se  necesita  haber  ejercido  por  seis  años  la  profesión  de  abogado; 

f)or  cuatro  la  de  majislrado :  tener  cuarenta  cumplidos  de  edad,  i 
as  demás  calidades  f)recisas  para  senador,  que  establece  el  art.*  50. 
Estas  últimas,  i  la  edad,  serán  también  necesarias  á  los  miembros 
no  letrados  de  dicha  alta  corte,  que  estableciere  la  leí. 

Art.  94.  La  calidad  de  cuatro  años  de  majistratura,  que  se  exije 
para  ser  miembro  de  la  alta  corte  de  justicia,  no  tendrá  efecto  basta 
pasados  cuatro  años  después  de  jurada  la  presente  constitución. 

Art.  95.  Su  nombramiento  sn  hará  por  la  asamblea  jeneral :  los 
letrados  durarán  en  sus  caraos  todo  el  tiempo  de  su  buena  coropor- 
tacion ;  i  recibirán  del  erario  público  el  sueldo  que  señale  la  leí. 

Art.  96.  A  la  alta  corle  de  justicia  corresponde  juzgar  á  todos  los 
infractores  de  la  constitución,  sin  escepcion  alguna  :  sobre  delitos 
contra  el  derecho  de  j entes  i  causas  de  almirantazgo  :  en  las  cues- 
tiones de  tratados  ó  negociaciones  con  potencias  estrañas;  conocer 
en  las  causas  de  embajadores»  ministros  plenipotenciarios,  i  demás 
ajenies  diplomáticos  de  los  gobiernos  estranjeros. 

Art.  97.  También  decidirá  los  recursos  de  fuerza,  i  conocerá  en 
último  carado  de  los  que,  en  ios  cdsos  i  forma  que  designe  la  lei,  se 
eleven  de  los  tribunales  de  apelaciones. 

Art.  98.  Abrirá  dictamen  al  poder  ejecutivo  sobre  la  admisión  ó 
retención  de  bulas  i  breves  pontifícios. 

Art.  99.  Ejercerá  la  superintendencia  directiva,  correccional,  con- 
sultiva i  económica,  sobre  todos  los  tribimales  i  juzgados  de  la 
nación. 

Art.  400.  Nombrará  con  aproliacion  del  senado,  ó  en  su  receso 
con  la  de  la  comisión  permanente,  los  individuos  que  han  de  com- 
poner el  tribunal  ó  tribunales  de  apelaciones. 

Art.  101.  La  lei  designará  las  instancias  que  haya  de  haber  en 
los  juicios  de  la  alta  corte  de  justicia  :  estos  serán  públicos,  i  las 
sentencias  definitivas  motivadas  por  la  enunciación  espresa  de  la 
lei  aplicada. 


CAPITULO  111 


Art.  102.  Para  la  más  pronta  i  fácil  administración  de  justicia, 
se  establecerá  en  el  territorio  del  estado  uno  ó  mas  tribunales  de 
apelaciones,  con  el  número  de  ministros  que  la  lei  señalará,  de- 
biendo éstos  ser  ciudadanos  naturales  ó  legales,  i  con  cuatro  años 
de  ejercicio  de  la  profesión  de  abogado  los  letrados  que  la  misma 
lei  le  designe. 

Art.  105.  Su  nombramiento  se  hará  como  establece  el  arti- 
culo 100  ;  durarán  en  sus  empleos  todo  el  tiempo  de  su  buena  com- 
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portación,  i  recibirán  del  erario  nacional   el  sueldo  que  se  les 
señale. 

Art.  104.  Sus  atribuciones  las  declarará  la  lei,  formándose  en- 
Iretanto  un  reglamento  provisorio  para  su  organización  i  proce- 
dimiento. 


CAPITULO  IV 

Art.  105.  En  los  departamentos  habrá  jueces  letrados  para  el 
conocimiento  i  determinación  de  la  primera  instancia  en  lo  civil  i 
criminal,  en  la  forma  que  establecerá  la  lei,  hasta  que  se  organice 
el  juicio  por  jurados. 

Art.  106.  Para  ser  juez  de  primera  instancia  se  necesita  ser  ciu- 
dadano natural  ó  legal,  i  haber  ejercido  dos  años  la  abogacía ;  la 
lei  señalará  el  sueldo  de  que  ha  de  gozar. 


CAPITULO  V 

Art.  107.  Se  establecerán  igualmente  jueces  de  paz,  para  que 
procuren  conciliar  los  pleitos  que  se  pretenda  iniciar ;  sin  que 
pueda  establecei'se  ninguno  en  materia  civil  i  de  injurias, sin  cons- 
tancia de  haber  comparecido  las  partes  á  la  conciliación. 


CAPITULO  VI 

Art.  108.  Las  leyes  fijarán  el  orden  i  las  formalidades  del  pro- 
ceso en  lo  civil  i  criminal. 

Art.  109.  Ninguna  causa,  sea  de  la  naturaleza  que  fuere,  podrá 
juzgarse  ya  fuera  del  territorio  de  la  república.  La  lei  proveerá  lo 
conveniente  á  este  objeto. 

Art.  110.  Quedan  prohibidos  los  juicios  por  comisión. 

Art.  111.  Quedan  abolidos  los  juramentos  de  los  acusados  en 
sus  declaraciones  ó  confesiones  sobre  hecho  propio;  i  prohibido  el 
que  sean  tratados  en  ellas  como  reos. 

Art.  112.  Queda  igualmente  vedado  el  juicio  criminal  en  rebel- 
día. La  lei  proveerá  lo  conveniente  á  este  respecto. 

Art.  113.  Ningún  ciudadano  puede  ser  preso,  sino  infraganlíde- 
Hto,  6  habiendo  semiplena  prueba  de  él,  i  por  orden  escrita  de 
juez  competente. 

Art.  114.  En  cualquiera  de  los  casos  del  artículo  anterior,  el 
juez,  bajo  la  mas  seria  responsabilidad,  tomará  al  arrestado  su  de- 
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claracion  dentro  de  veinticuatro  horas,  i  dentro  de  cuarenta  i  ocho, 
lo  más,  empezará  el  sumario  examinando  á  los  testigos  á  presencia 
del  acusado  i  de  su  defensor,  quien  asistirá  igualmente  á  la  decla- 
ración i  confesión  de  su  protejido. 

Art.  115.  Todo  juicio  criminal  empezará  por  acusación  departe, 
ó  del  acusador  público,  quedando  abolidas  las  pesquisas  secretas. 

Art.  116.  Todos  los  jueces  son  responsables  ante  la  lei  de  la  más 
pequeña  agresión  contra  los  derechos  de  los  ciudadanos,  asi  como 
por  separarse  del  orden  de  proceder  que  ella  establezca. 

Art.  117.  La  organización  del  poder  judicial  sobre  las  bases 
comprendidas  desde  el  art.  91  hasta  el  106,  podrá  suspenderse 
por  las  lejislaturas  siguientes,  ínterin,  á  juicio  de  ellas,  no  haya 
suficiente  número  de  abogados  i  demás  medios  de  realizarse. 


SECCIÓN  X 

Del  gobierno  i  administración  interior  de  los  departamentoe. 

CAPITULO  1 

I 

Art.  118.  Habrá  en  el  pueblo  cabeza  de  cada  departamento  un 
ájente  del  poder  ejecutivo,  con  el  titulo  de  jefe  político,  i  al  que 
corresponderá  todo  lo  gubernativo  de  él ;  i  er^  los  demás  pueblos 
subalternos,  tenientes,  sujetos  á  aquél. 

Art.  119.  Para  ser  jefe  político  de  un  departamento  se  necesita  : 
ciudadanía  en  ejercicio;  ser  vecino  del  mismo  departamento,  con 
propiedades  cuyo  valor  no  baje  de  cuatro  mil  pesos,  i  mayor  de 
treinta  años. 

Art  120.  Sus  atribuciones,  deberes,  facultades,  tiempo  de  su 
duración  i  sueldos  de  unos  i  otros,  serán  detallados  en  un  regla- 
mento especial,  que  formará  el  presidente  de  la  república,  suje- 
tándolo á  la  aprobación  de  la  asamblea  jeneraJ. 

Art.  121.  El  nombramiento  de  estos  jefes  i  sus  tenientes,  corres- 
ponderá esciusivamente  al  poder  ejecutivo. 


CAPITULO  II . 

Art.  122.  En  los  mismos  pueblos,  cabeza  de  departamentos,  se 
establecerán  juntas,  con  el  título  de  económico-administrativas, 
compuestas  de  ciudadanos  vecinos,  con  propiedades  raices  en  sus 
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respectivos  distritos,  i  cuyo  número,  según  la  población,  no  podrá 
bajar  de  cinco  ni  pasar  de  nueve. 

Art.  123.  Serán  elejidos  por  elección  directa,  según  el  método 
que  prescribe  la  lei  de  elecciones. 

Art.  124.  Ál  mismo  tiempo  i  en  la  misma  forma,  se  clijirán 
otros  tantos  suplentes  para  cada  junta. 

Art.  125.  Estos  cargos  serán  puramente  concejiles  i  sin  sueldo 
alguno ;  durarán  tres  años  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  :  se 
reunirán  dos  veces  al  año  por  el  tiempo  que  cada  una  acuerde,  i 
eiijiráo  presidente  de  entre  sus  miembros. 

Art.  126.  Su  principal  objeto  será  promover  la  agricultura,  la 
prosperidad  i  ventajas  del  departamento  en  todos  ramos :  velar,  asi 
sobre  la  educación  primaria,  como  sobre  la  conservación  de  los 
derechos  individuales;  i  proponer  á  la  lejislatura  i  al  gobierno 
todas  las  mejoras  que  juzgaren  necesarias  ó  útiles. 

Art.  127.  Para  atender  á  los  objetos  á  que  se  contraen  las  juntas 
económico-administrativas,  dispondrán  ae  los  fondos  i  arbitrios 
que  señale  la  lei,  en  la  forma  que  ella  establecerá. 

Art.  128.  Todo  establecimiento  público  que  quiera  i  pueda  cos- 
tear un  departamento,  sin  gravamen  de  la  hacienda  nacional,  lo 
hará  por  medio  de  su  junta  económico-administrativa,  con  sólo 
aviso  instruido  al  presidente  de  la  república. 

Art.  129.  El  poder  ejecutivo  formará  el  reglamento  que  sir\'a 
para  el  réjimen  interior  de  las  juntas  económico-administrativas, 
quienes  propondrán  las  alternaciones  ó  reformas  que  crean  con- 
venientes. 


SECCIÓN  XI 

Disposiciones  jonerales. 

CAPITULO  ÚNICO 

Art.  150.  Los  habitantes  del  estado  tienen  derecho  á  serprote- 
jidos  en  el  goce  de  su  vida,  honor,  libertad,  seguridad  i  propiedad. 
Nadie  puede  ser  privado  de  estos  derechos  sino  conforme  á  las 
leyes. 

Art.  151.  En  el  territorio  del  estado,  nadie  nacerá  ya  esclavo; 
queda  prohibido  para  siempre  su  tráfico  é  introducción  en  la  re- 
pública. 

Art.  152.  Los  hombres  son  iguales  ante  la  lei,  sea  preceptiva, 
penal  ó  tuitiva ;  no  reconociéndose  otra  distinción  entre  ellos  sino 
la  de  los  talentos  ó  las  virtudes. 

Art.  155.  Se  prohibe  la  fundación  de  mayorazgos  i  toda  clase  de 
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vinculaciones;  i  ninguna  autoridad  de  la  república  podrá  con- 
ceder titulo  ninguno  de  nobleza,  honores  ó  distinciones  heredi- 
tarias. 

Art.  154.  Las  acciones  privadas  de  los  hombres,  que  de  ningún 
modo  alacan  el  orden  público,  ni  perjudican  á  un  tercero,  estáa 
sólo  reservadas  á  Dios,  i  exentas  de  la  autoridad  de  los  majistrados. 
Ningún  habitante  del  estado  será  obligado  á  hacer  lo  que  no  mauda 
la  lei,  ni  privado  de  lo  que  ella  no  prohibe. 

Art.  i 35.  La  casa  del  ciudadano^  es  un  sagrado  inviolable.  De 
noche  nadie  podrá  entrar  en  ella  sin  su  consentimiento;  i  de  dia 
sólo  de  orden  espresa  del  juez  competente,  por  escrito  i  en  los  casos 
determinados  por  la  lei. 

Art.  136.  Ninguno  puede  ser  penado  ni  confinado  sin  forma  de 
proceso  i  sentencia  legal. 

Art.  137.  Una  de  las  primeras  atenciones  de  la  asamblea  jeneral 
será  el  procurar,  cuanto  antes  sea  posible,  se  establezca  el  juicio 
por  jurados  en  las  causas  criminales  i  aún  en  las  civiles. 

Art.  138.  En  ningún  caso  se  permitirá  que  las  cárceles  sirvan 
para  mortificar,  i  sí  sólo  para  asegurar  á  los  acusados. 

Art.  139.  En  cualquiera  estado  de  una  causa  criminal,  de  que  no 
haya  de  n'sultar  pena  corporal,  se  pondrá  al  acusado  en  libertad, 
dando  fianza  según  lei. 

Art.  140.  Los  papeles  particulares  de  los  ciudadanos,  lo  mismo 
ue  sus  correspondencias  epistolares,  son  inviolables,  i  uunca  po- 
ra hacerse  su  rejistro,  examen  ó  interceptación,  fuera  de  aquellos 
casos  en  que  la  lei  espresamente  lo  prescriba. 

Art.  141*.  Es  enteramente  libre  la  comunicación  de  los  pensa- 
mientos por  palabras,  escritos  privados,  ó  publicados  por  la  prensa 
en  toda  materia,  sin  necesidad  de  previa  censura,  quedando  res- 
ponsable el  autor,  i  en  su  caso  el  impresor,  por  los  abusos  que  co- 
metieren con  arreglo  á  la  lei. 

Art.  142.  Todo  ciudadano  tiene  el  derecho  de  petición,  para  ante 
todas  i  cunlesquiera  autoridades  del  estado. 

Art.  143.  La  seguridad  individual  no  podrá  suspenderse,  sino 
con  anuencia  de  la  asamblea  jeneral  ó  de  la  comisión  permanente, 
estando  a({uélla  en  receso,  i  en  el  ca^o  estraordinario  de  traición  ó 
conspiración  contra  la  patria  ;  i  entonces  sólo  será  para  la  aprehen- 
sión de  los  delincuentes. 

Art.  144.  El  derecho  de  propiedad  es  sagrado  é  involable;  á 
nadie  podrá  privarse  de  ella,  sino  conforme  á  la  lei.  En  el  caso  de 
necesitar  la  nación  la  propiedad  particular  de  algún  individuo  para 
destinarla  á  usos  públicos,  recibirá  éste  del  tesoro  nacional  una 
justa  compensación. 

Art.  145.  Nadie  será  obligado  á  prestar  auxilios,  sean  de  la  clase 
que  fueren,  para  los  ejércitos,  ni  á  franquear  su  casa  para  aloja- 
miento de  militares,  sino  de  orden  del  majistrado  civil  según  la 
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leí,  i  recibirá  de  ia  república  la  indemnización  del  perjuicio  que 
en  tales  casos  se  les  infiera. 

Art.  146.  Todo  habitante  del  estado  puede  dedicarse  al  trabajo, 
cultivo,  industria  ó  comercio  que  le  acomode,  como  no  se  oponga 
al  bien  público  ó  al  de  los  ciudadanos. 

Art.  147.  Es  libre  la  entrada  de  todo  individuo  en  el  territorio  de 
la  república,  su  permanencia  en  él  i  su  salida,  con  sus  propie- 
dades, observando  las  leyes  de  policia,  i  salvo  los  perjucios  de 
tercero. 


SECCIÓN  XII 

B«  la  obMonranoia  de  las  leyes  antlgi&B,  |iiiblloeolon  1  paramento, 
interpretación  i  refonna  de  la  presente  oonstitnoion. 


CAPITULO  I 

ArL  148.  Se  declaran  en  su  fuerza  i  vigor  las  leyes  que  hasta  aqui 
hanrejido  en  todas  las  materias  i  puntos  qu^  directa  ó  indirecta- 
mente no  se  opogan  á  esta  constitución,  ni  á  los  decretos  i  leyes 
que  espida  el  cuerpo  lejislativo. 


CAPITULO  II 


Art.  149.  La  presente  constitución  será  solemnemente  publicada 
i  jurada. en  todo  el  territorio  del  estado,  después  de  satisfecho  el 
articulo  7.°  de  la  convención  preliminar  de  paz,  celebrada  entre 
la  República  Arjenlina  i  el  gobierno  del  Brasil. 

Art.  150.  Ninguno  podrá  ejercer  empleo  político,  civil  ni  militar, 
sin  prestnr  juramento  especial  de  observarla  i  sostenerla. 

Art.  151.  El  que  atentare,  ó  prestare  medios  para  atentar  contra 
la  presente  constitución  después  de  sancionada,  publicada  i  jura- 
da, será  reputado,  juzgado  i  castigado  como  reo  de  lesa  nación. 


CAPITULO   III 

« 

Art.  152.  Corresponde  esclusivamente  al  poder  lejislativo  inter- 
pretar ó  esplicar  la  presente  constitución ;  comQ  también  reformarla 
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en  todo  6  en  parte,  previas  las  formalidades  que  establecen  los  ar- 
tículos siguientes. 

Art.  153.  Si  antes  de  concluirse  lo  primera  lejislatura  ó  cual- 
quiera de  las  otras  sucesivas,  reputare  ella  misma  necesario  revisar 
esta  constitución,  para  entrar  en  la  reforma  de  alguno  ó  algunos  de 
sus  artículos,  hecha  la  moción  en  una  de  las  cántaras  i  apoyada 
por  la  tercera  parte  de  sus  miembros,  lo  comunicará  á  la  otra  de 
oficio,  sólo  para  saber  si  en  ella  es  apoyada  también  por  igual  nú- 
mero de  votos. 

Art.  i54.  En  caso  de  no  ser  asi  apoyada,  quedará  desecliada  la 
moción,  i  no  podrá  ser  renovada  hasta  el  siguiente  periodo  de  la 
misma  lejislatura,  observándose  iguales  formalidades. 

Art.  155.  Si  en  la  cámara  á  quien  se  comunicó  la  moción,  faere 
apoyada  también  por  la  tercera  parte  de  sufrajios,  se  reunirán  am- 
bas para  tratar  i  discutir  el  asunto. 

Art.  156.  Si  no  fuere  aprobada  por  las  dos  terceras  partes  de 
miembros,  no  se  podrá  volver  á  tratar  hasta  la  siguiente  lejisla- 
tura ;  pero  si  dichas  dos  terceras  partes  declaran  que  el  interés  na- 
cional exije  que  se  revise  la  constitución  para  entrar  en  su  reforma, 
lo  avisarán  al  poder  ejecutivo,  i  éste  lo  circulará,  al  tiempo  de 
impartir  las  órdenes  para  las  nuevas  elecciones. 

Art.  157.  En  este  caso  los  senadores  i  diputados  nuevamente  elec- 
tos deberán  venir  autorizados  con  poderes  especiales  de  sus  comi- 
tentes para  revisar  la  constitución,  i  proponer  las  reformas,  varia- 
ciones ó  adiciones,  que  fueren  apoyadas  por  la  tercera  parte  de  los 
miembros  de  ambas  cámaras. 

Art.  158.  Hechas  i  apoyadas  asi  dichas  variaciones,  reformas  ó 
adiciones,  después  de  discutidas,  se  reservarán  hasta  la  siguiente 
lejislatura,  cuyos  miembros,  con  poderes  también  especiales,  las 
discutirán  i  sancionarán,  admitiéndolas  ó  desechándolas,  en  todo 
ó  en  parte,  bajo  las  reglas  prescritas  en  la  sección  sesta. 

Art.  159.  La  forma  constitucional  de  la  república  no  podrá  va- 
riarse, sino  en  una  grande  asamblea  jeneral,  compuesta  de  número 
doble  de  senadores  i  representantes,  especialmente  autorizados  por 
sus  comitentes  para  tratar  de  esta  importante  materia ;  i  no  podrá 
sancionarse  por  menos  de  tres  cuartas  partes  de  votos  del  nú- 
mero total. 

Dada  en  la  sala  de  sesiones,  i  firmada  de  mano  de  todos  los  re- 
presentantes que  se  hallaron  presentes,  en  la  ciudad  de  San  Felipe 
i  Santiago  de  Montevideo,  á  diez  dias  del  mes  de  setiembre  de)  año 
de  mil  ochocientos  veintinueve,  segundo  de  nuestra  independencia. 
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ANTECEDENTES 

Era  parte  de  la  intendencia  de  Buenos  Aires,  en  el  i^ireinato 
del  mismo  nombre,  la  provincia  de  Montevideo,  conocida  tam- 
bién con  el  nombre  de  Banda  Oriental  del  Uruguai.  Su  yentajosa 
posición  i  su  analojia  topográfica  con  la  provincia  de  Buenos 
Aires  sembraron  desde  el  principio  la  rivalidad  entre  aquellas 
dos  porciones  del  territorio  arjentino,  i  á  la  larga  contribuyeron 
á  la  absoluta  independencia  en  que  como  nación  americana  se 
constituyó  el  Uruguai  en  1829. 

Los  portugueses,  cuyas  posesiones  del  Brasil  limitaban  con  la 
Banda  Oriental  del  Uruguai,  manifeslaron  desde  mui  temprano  el 
deseo  i  la  intención  de  anexarla ;  i  al  efecto  la  invadían  con  frivo- 
los pretestos,  buscando  en  el  Plata  un  límite  natural  i  una 
importante  frontera.  Fué  la  primera  tentativa  seria  en  1680, 
cuando  Manuel  Lobo,  por  orden  del  gobernador  de  Rio  Janeiro, 
llevó  una  espedicion  i  fundó  cr  la  colonia  del  Sacramento,  »  de 
donde  se  les  espulsó  varias  veces  por  los  españoles.  Otra  tenta- 
tiva, aún  más  seria,  ocurrió  en  1776,  en  que  Bohn,  alemán,  al 
servicio  de  Portugal  i  por  órdenes  superiores,  se  apoderó  de  la 
Banda  Oriental,  i  fué  causa  principal  de  que  Carlos  III  crease  el 
vireinato  de  Buenos  Aires  para  mejor  defender  sus  posesiones. 

Montevideo  fué  también  el  principal  baluarte  del  poder  es- 
pañol en  el  Plata,  á  lo  que  contribuyó,  no  sólo  su  condición  de 
plaza  fuerte,  sino  esa  misma  rivalidad  con  Buenos  Aires  á  que 
aludimos  al  principio.  De  ahí  es  que,  principiada  la  lucha  entre 
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patriotas  i  peninsulares,  se  pronunciase  por  éstos,  i  aún  recono- 
ciese el  consejo  de  rejencia  de  Cádiz,  ya  que  Buetios  Aires  com- 
batia  á  uno  i  otros.  Sea  como  fuere,  los  españoles  ocuparon  i  man- 
tuvieron por  algún  tiempo  en  su  posesión,  cuando  no  la  provincia, 
la  ciudad  de  Montevideo.  Ya  en  1811,  por  armisticio  con  Elio, 
jefe  español,  se  le  dejó  en  posesión  de  todo  el  territorio  oriental. 
Pero  ésta  no  fué  tranquila;  porque  Artigas,  gaucho  oriental,  se 
puso  en  armas  contra  aquéllos,  i  en  realidad  contra  el  gobierno 
patriota  de  Buenos  Aires  también.  Montevideo  capituló  en  i814, 
i  con  aquel  hecho  importante  acabó  la  ocupación  española  en  el 
Plata. 

Pero  el  jérmen  de  la  gueri  a  civil  estaba  echado.  Entre  los  am- 
biciosos, que  siempre  la  ocasionan,  habia  de  haber  en  la  tierra 
arjentina  un  jénera  especial,  el  gaucho  audaz  i  semicivilizado, 
con  relaciones  en  la  ciudad  i  en  la  campaña,  con  valor,  con  de- 
seos de  medro  fácil,  i  ejerciendo,  mitad  por  intimidación,  mitad 
por  corrupción,  una  grande  influencia  sobre  los  habitautes  del 
campo  destinados  al  pastoreo  de  los  inmensos  rebaños.  Con  esta 
tropüj  caballería  indisciplinada  i  merodeadora,  pero  fiel  á  sus 
instintos  i  al  caudillo  que  la  fomenta.  Artigas  inició  en  el  Plata 
un  nuevo  jénero  de  autonomía  que  culmin  ó  en  Rosas ;  i  que 
aunque  sirvió  algo  contra  el  común  enemigo,  el  poder  español, 
sirvió  aún  más  para  la  guerra  civil  i  la  desorganización  de  la 
sociedad  arjentina. 

Con  escepcion  de  Montevideo,  Artigas  se  habia  adueñado  de 
toda  la  Banda  Oriental  en  1814,  i  aún  reunió  un  congreso  que 
declaró  la  provincia  independiente  para  su  gobierno  propio  i 
confederada  con  las  demás.  Después  de  las  doctrinas  de  Francia 
en  1811  cuando  separó  el  Paraguai,  la  federación  no  habia  tenido 
una  fórmula  tan  terminante  como  la  que  presentó  el  congreso 
uruguayo.  El  gobierno  de  Buenos  Aires,  que  ni  quería  reconocer 
la  autoridad  de  Artigas,  ni  probablemente  aceptaba  el  sistema 
que  se  le  proponia,  rehusó  admitir  la  incorporación  de  aquel 
territorio  sobre  tales  bases.  Entre  tanto,  la  auerra  con  España 
terminó  el  20  de  junio  por  la  capitulación  de  Montevideo;  i  ha- 
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biéiidose  también  entrado  en  arreglos  con  Artigas,  el  país  se 
pacificó  por  lo  pronto. 

No  satisfecho  Artigas  sino  con  el  ejercicio  de  la  autoridad, 
tomó  de  nuevo  las  armas ;  tuvo  triunfos  que  le  valieron  mayó- 
las concesiones,  i  acabó  por  dominnr  completamente  la  Banda 
Oriental.  Hizo  más  :  declarado  campeón  del  sistema  federal,  ó 
sea,  de  la  autonomía  gaucha,  invadió  otras  provincias  ribereñas, 
i  las  persuadió  á  proclamar  la  federación. 

Entretanto  los  portugueses,  aprovechando  la  situación  del 
pais,  invaden  la  provincia  uruguaya,  entrando  por  el  norte,  i  to- 
man á  Montevideo  en  enero  de  1817.  Cansada  de  disturbios  i  de 
tiranía,  la  gran  mayoría  de  la  población  los  recibió  como  ami- 
gos, y  aun  envió  una  diputación  á  Rio  Janeiro  para  solici- 
tar su  incorporación  al  Brasil.  Pero  la  entente  cordicUe  que  por 
entonces  reinaba  entre  los  reyes  de  España  i  de  Portugal,  ene- 
migos comunes  recientes  del  emperador  francés,  impidió  la  bue- 
na acojida  de  aquella  oferta.  Los  portugueses  pretendian  que  su 
ánimo  era  solo  la  pacificación  del  pais. 

Mas  la  ocupación  se  prolongaba  demasiado,  i  llevaba  trazas  de 
no  acabar  por  si  sola.  Una  asamblea  de  diputados,  reunidos  bajo 
la  influencia  portuguesa,  decretó  en  19  de  julio  de  1821  la  in- 
corporación de  la  Banda  Oriental  al  Portugal,  bajo  el  nombre  de 
Provincia  Cisplatina,  que  siguió  la  suerte  del  Brasil  en  1822, 
separándose  de  la  metrópoli  :  de  aquí  surjió  nuevamente  la 
guerra  entre  las  Provincias  Unidas  del  Rio  de  la  Plata  i  el  Brasil, 
iniciada  por  aquéllos  con  la  cooperación  de  algunos  importantes 
ciudadanos  orientales. 

Créase  un  gobierno  patriota  en  el  Uruguai,  fuera  de  Montevi- 
deo, ocupada  por  los  brasileros,  el  cual  anula  todos  los  actos  de 
incorporación  al  Portugal,  i  adhiere  al  gobierno  de  Buenos  Aires. 
La  guerra,  que  agota  á  ambos  bclijerantes  sin  resultado  defini- 
tivo, da  lugar  á  la  mediación  dé  Inglaterra,  i  por  desenlace,  como 
medio  de  avenimiento,  la  erección  del  territorio  disputado  en 
un  estado  independiente,  ó  sea  la  República  Oriental  del  Uru- 
guai. Ad  se  pactó  por  tratado  de  27  de  agosto  de  1828,  cuyas  ra- 
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tiíicaciones  se  canjearon  en  Montevideo  á  4  de  octubre ;  según 
el  cual  la  constitución  del  nuevo  estado  se  examinaria  por  comi- 
sionados de  ambas  partes,  para  evitar  que  contuviese  algo  contra- 
rio á  la  seguridad  de  una  ú  otra  (art.  7."*).  Sancionada  la  constitu- 
ción en  10  de  setiembre  de  1829  por  una  asamblea  jeneral  cons- 
tituyente i  lejislativa,  se  examinó  i  aprobó  en  26  de  mayo  de  1850 
por  los  comisionados  arjentino  i  brasilero,  jeneral  Tomas  Guido 
i  señor  Miguel  Galmon  du  Pui  e  Almeida.  Su  solenane  promul- 
gación ocurrió  en  18  d  3  julio,  i  entendemos  que  no  ha  sido  ja- 
más reformada. 

Como  toda  creación  de  la  diplomacia,  la  existencia  de  la  repú- 
blica uruguaya  es  una  existencia  artificial,  débil  i  precaria,  que 
no  se  consolida,  ni  responde  á  los  fines  de  la  vida  independiente. 
Hijo  de  la  transacción  entre  dos  potencias  que  se  lo  disputaban, 
i  de  la  intervención  inglesa  que  solo  busca  paz  i  mercados,  el 
Uruguai  no  ha  podido  tener,  en  la  realidad,  esa  independencia 
nominal  que  le  declaraba  un  simple  tratado  contra  las  exijencias 
de  la  jeografia  i  de  la  política.  En  efecto,  la  política  i  la  jeografia 
piden  que  el  Uruguai  sea,  ó  arjentino  según  su  tradición  i  sus 
afinidades,  ó  brasilero  para  afianzarla  paz  del  Plata,  dando  al 
imperio  un  limite  natural,  i  una  barrera  contra  futuras  inva- 
siones. 

Por  eso,  i  como  si  fuera  una  profecía  de  la  suerte  que  espe- 
raba á  la  pequeña  república,  el  manifiesto  que  en  30  de  junio  de 
1830  pusieron  los  miembros  de  la  lejislatura  al  frente  de  In 
constitución,  decia  mui  bien  al  comenzar  asi  :  «  Veinte  años  de 
desastres,  de  vicisitudes  i  de  incertidumbres,  nos  han  dado  una 
lección  práctica  de  que  el  amor  á  la  independencia  i  libertad,  el 
deseo  de  conseguirla  i  los  sacrificios  para  obtenerla,  no  son  sufi- 
cientes para  conservar  ese  bien,  tras  el  cual  corremos  en  vano 
desde  el  principio  de  nuestra  gloriosa  revolución.  »  Alude  aquí 
á  la  independencia  de  España  ;  pero  la  idea  es  aplicable  á  la  se- 
gunda independencia, ó  sea,  la  efectuada  de  la  Nación  Arjentina. 

Las  mismas  estipulaciones  que  dieron  nacimiento  á  la  Repú- 
blica Uruguaya  dejaron  echado  el  jérmen  de  la  intervención  de 
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SUS  vecinos  en  sus  asuntos  propios.  El  art.  10  del  tratado  de 
27  de  agosto  de  1828  entre  el  Brasil  i  la  República  Arjentina 
autorizaba  á  una  i  otra  parte  para  «  prestar  al  gobierno  legal  de 
la  nueva  entidad  política  el  ausilio  necesario  para  mantenerlo  i 
sostenerlo.  »  I  aunque  ese  derecho  escrito  no  se  estendia  sino  á 
cinco  años  después  de  jurada  la  constitución,  el  hecho  es  que, 
unas  veces  por  nuevos  tratados,  i  otras  por  «  consideraciones  de 
seguridad  i  deíensa  natural,  »  el  Brasil  i  la  República  Arjentina 
han  intervenido  constantemente  en  la  política  doméstica  de  la 
República  Oriental.  Los  partidos  colorado  i  blanco,  ó  sea,  libe- 
ral i  conservador,  que  en  el  Uruguai  como  en  todo  estado  inde- 
pendiente se  disputan  el  poder,  tienen  sus  mutuos  apoyos  en 
Rio  Janeiro  i  en  Buenos  Aires,  según  las  aspiraciones  i  conve* 
niencias  de  los  gobiernos  brasilero  i  arjentino. 

En  vista  de  semejante  situación  ¿  podemos  decir  que  el  Uru- 
guai es  un  estado  independiente?  No,  sin  duda;  i  esa  constante 
fluctuación  de  su  política,  esos  frecuentes  cambios  revoluciona- 
rios, promovidos  ó  apoyados  por  los  vecinos  de  la  pequeña  repú- 
blica, no  solo  entorpecen  su  desarrollo  industrial,  sino  que  han 
hecho  de  la  constitución  un  vano  simulacro,  un  puro  escrito  de 
letra  muerta,  que  á  nadie  sirve  i  que  á  nadie  preocupa.  La  dic- 
tadura, ya  de  uno,  ya  de  otro  mandarín,  es  casi  el  estado  nor- 
mal de  aquel  interesante  é  infortunado  país.  I  con  la  dictadura, 
las  prescripciones  constitucionales  destinadas  á  garantir  la  tras- 
misión ordenada  del  poder,  á  deslindar  i  contener  dentro  de  sus 
limites  el  ejercicio  de  las  funciones  publicas,  á  asegui  arlos  dere- 
chos individales  contra  los  ataques  privados  ó  del  gobierno  mis- 
mo, son  únicamente  bonitas  frases,  que  ya  carecen  de  sentido, 
puesto  que  carecen  de  aplicación. 

Quizás  á  esa  indiferencia  con  que  se  mira  la  constitución  se 
debe  el  que  á  pesar  de  tantos  cambios  revolucionarios  de  que  ha 
sido  teatro  el  suelo  oriental,  no  haya  recibido  ninguna  enmien^ 
da;  cuando  en  los  otros  estados  sud-americanos  la  reforma  cons- 
titucional ha  seguido  siempre  á  los  trastornos,  como  para  quitar 
de  los  ojos  la  deidad  ofendida,  i  buscar  la  absolución  en  otra  dei- 
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dad  propicia,  hecha  cual  los  Ídolos  de  propia  mano.  Quizás  tam- 
bién la  permanencia  de  la  letra  constitucional  proviene,  i  es  lo 
probable,  de  la  cortapisa  ó  restricción  impuesta  á  la  soberanía 
uruguaya  por  el  art.  7.*^  ya  citado,  de  la  convención  de  paz  que 
dio  existencia  al  nuevo  estado  oriental.  Témese  acaso  que  una 
reforma  se  halle  sujeta  á  la  revisión  que  se  reservaron  las  partes 
contratantes,  al  consentir  en  la  creación  de  una  tercera  entidad. 
Gomo  quiera  que  sea,  i  aunque  dicha  constitución  no  tenga  hoi 
mucha  importancia  práctica,  la  tarea  que  nos  hemos  impuesto 
nos  obliga  á  examinarla  en  su  fondo. 


J 
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Aunque  la  constitución  uruguaya  no  ha  perdido  de  \ista  la 
tradición  aijentina,  es  muí  superior  á  todas  las  que  le  precedie- 
ron en  el  Rio  de  la  Plata.  I  á  decir  verdad^  si  el  orden,  la  liber- 
tad, la  industria  i  la  prosperidad  en  todo  sentido  se  vincularan 
en  un  instrumento  constitucional  redactado  en  debida  fonna,  no 
haí  duda  de  que  la  Ropública  Oriental  del  Uiuguai  gozaría  ple- 
namente de  aquellos  inestimables  beneficios ;  pues  ningún  defec- 
to notable  ó  trascendental,  de  aquéllos  á  que  suele  atribuirse  el 
desquiciamiento  político  de  un  estado,  podría  señalarse  ep  la 
constitución  que  nos  ocupa.  Pero  la  inmoralidad,  fomentada  por 
la  ambición  de  los  unos  i  por  la  indiferencia  ó  complicidad  de  los 
otros,  hace  mas  contra  la  seguridad,  madre  de  la  libertad  i  de 
la  industria,  que  los  preceptos  constitucionales  que  nadie  acata. 

Muí  bien  lo  comprendieron  los  autores  de  aquella  misma 
constitución,  como  puede  verse  en  los  siguientes  fragmentos  de 
su  raanitiesto  ya  citado,  los  cuales,  al  mismo  tiempo  que  dan  de 
ella  una  idea  jenetal,  esprésan  las  condiciones  con  que  llenaría 
los  santos  objetos  qne  al  sancionarla  se  tuvieron  en  mira. 

«  Nuestro  país  (Jico),  careciendo  por  su  población  de  los  ele- 
mentos que  tienen  en  si  las  naciones  del  viijo  mundo,  llenará 
tal  Tcz  con  diiicuUad  las  necesidades  que  demandan  los  diversos 
ramos  de  la  administración  interior ;  pero  presentando  también 
menos  obstáculos  al  réjimen  constitucional,  llegará  á  la  prosperi- 
dad i  grandeza  en  que  hoi  se  encuentran  otras  que  poco  há  eran 
iguales  á  nosotros,  si  como  ellas  somos  rijidos  observadores  de 
los  principios  que  proclamamos.  La  igualdad  ante  la  leí,  la  liber- 
tad que  no  se  opone  á  ésta,  i  la  seguridad  de  las  personas  i  pro- 

10 
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piedades,  son  las  bases  de  doode  arrancan  la  felicidad  de  los 
ciudadanos  i  el  engrandecimiento  de  las  naciones.  Vuestros  re- 
presentantes, conciliando  esos  principios  con  el  respeto  debido  á 
la  relijion  santa  de  nuestros  padres,  los  han  consignado  en  el  có- 
digo fundamental;  i  las  lejislaturas  siguientes  los  desenfolverán 
por  leyes  análogas  i  bastantes  á  conservarlos. 

))  La  forma  de  gobierno  republicano  representativo  que  ba 
sido  sancionada,  no  solo  es  conforme  al  espíritu  público  del  país, 
á  los  principios  proclamados  desde  la  revolución  de  América  i  á 
los  deseos  de  casi  todos  sus  habitantes;  sino  también  la  mas  pro- 
pia  para  alcanzar  esa  libertad,  que  tanta  sangre  i  tantos  sacrifi- 
cios cuesta  á  los  orientales.  Vuestros  representantes,  siguiendo 
ese  sentimiento  nacional,  han  desenvuelto  las  bases  en  que  se 
funda,  han  dividido  los  poderes,  separaron  la  formación  de  las 
leyes  de  su  ejecución  i  aplicación,  detallaron  las  atribuciones  de 
cada  uno,  i  reconocieron  que,  residiendo  la  soberanía  radical- 
mente en  la  nación,  sólo  á  ella  por  medio  de  sus  representantes 
compete  formar  las  que  se  han  de  obedecer,  porque  solo  ella 
puede  imponer  preceptos  coercitivos  á  la  libertad  natural,  cuando 
lo  exije  la  felicidad  común,  único  i  esclusivo  fin  de  toda  asocia- 
ción política. 

»  Sin  una  autoridad  encargada  de  formar  las  leyes;  sin  un 
gobierno  que  cuide  de  cumplirlas ;  sin  jueces  que  las  apliquen 
en  las  contiendas  particulares,  los  hombres  no  reconocerían  otro 
derecho  que  el  del  más  fuerte,  ni  éste  otra  razón  de  obrar  que 
8U  utilidad  i  su  capricho  :  no  habría  deberes  que  llenar  ni  obli- 
gaciones que  cumplir ;  i  una  confusión  perpetua  seria  el  escollo 
en  que  vendrían  á  estrellarse  la  libertad  individual,  la  seguridad 
del  ciudadano  i  el  tranquilo  goce  de  sus  propiedades.  Estas  ver- 
dades, que  prueban  la  necesidad  de  un  gobierno,  nos  enseñan 
también,  que  cuando  un  mandatario,  por  la  fuerza  ó  el  sufri- 
miento vergonzoso  de  los  pueblos,  pretende  i  consigue  reunir 
los  diversos  poderes  que  dan  garantia  á  sus  libertades ,  puede 
por  el  mismo  hecho  mandar  lo. que  quiere  i  hacer  cumplir  lo  que 
mandil.  Entonces  las  leyes  dejan  de  ser  la  convención  que  los 
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hombres  hacen  entre  si  para  arreglar  el  ejerciólo  de  sus  faculta- 
des naturales,  determinar  la  legalidad  de  sus  acciones,  i  lo  que 
debe  prohibirse  á  cada  uno  por  el  interés  de  todos  :  ellas  son  el 
precepto  de  un  particular  que  somete  á  los  demás;  los  esclaviza 
dejándolos  dependientes  de  sus  deseos,  i  convierte  la  sociedad 
eo  un  espectáculo  de  despotismo  ó  de  anarquía.  » 

Después  de  una  rápida  esposicion  de  la  manera  como  están  or- 
ganizados los  poderes  públicos,  sigue  razonando  asi  : 

c  Tales  son  las  bases  que  deben  reglar  la  marcha  de  los  pode- 
res constitucionales.  Vuestros  repre:>entantes  no  pueden  lison- 
jearse de  una  invención  ;  pero  si  de  que,  rejidos  por  el  patriotismo 
i  por  el  interés  público,  han  seguido  la  senda  que  otros  pueblos 
trillaron  para  llegar  á  su  prosperidad  i  hacer  felices  á  sus  con- 
ciudadanos. Los  derechos  sociales  del  hombre  han  sido  respeta- 
dos ;  su  igualdad  legal,  la  seguridad  personal,  la  inviolabilidad 
de  las  propiedades,  el  derecho  de  petición,  el  libre  ejercicio  de 
loda  clase  de  industria ,  agricultura  i  comercio,  la  libertad  de  la 
prensa,  el  reposo  doméstico ;  el  secreto  sagrado  de  las  corres- 
pondencias epistolares,  i  Gnalmente  el  pleno  goce  de  cuanto  la 
lei  no  prohibe,  han  sido  consagrados  en  la  constitución. 

»  No  esperéis,  sin  embargo,  que  ella  repare  instantáneamente 
los  males  que  nuestra  sociedad  ha  esperimentado,  los  que  siente 
jeneralmente  la  América,  i  los  que  sufre  todo  país  al  reformar 
sus  instituciones,  Nó,  no  es  ella  solamente  la  que  ha  de  traernos 
la  tranquilidad  interior  i  la  libertad.  Es  preciso  que  nosotros  le 
sacriGqucmos  las  aspiraciones;  que  nos  prestemos  gustosos  á 
cumplir  la  lei,  i  nos  opongamos  con  Grmeza  al  que  intente  tras'^ 
pasarla.  Los  medios  que  nos  son  permitidos  los  encontrareis 
detallados  en  la  constitución  :  si  empleamos  otros,  si  nuestras 
opiniones  privadas  han  de  dirigir  nuestra  conducta,  en  vanóla 
juraremos,  en  vano  esperaremos  sus  saludables  efectos. 

» Ninguna  sociedad  puede  conservar  la  paz  interior,  sin  un 
centro  de  autoridad  que  reuniendo  al  rededor  de  si  la  opinión 
pública  del  pais,  el  mismo  interés  común  la  haga  obedecer  i  res- 
petar. Por  una  fatalidad,  que  ha  hecho  la  desgracia  délos  pue- 
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blos  americanos,  él  espíritu  de  partido,  la  ambición,  la  codicia, 
la  venganza,  las  pasiones  todas  se  han  reunido  para  desconocer 
ese  centro  coinun,  que  decidiendo  las  cuestiones  que  motivan  las 
crisis  políticas,  habría  siempre  conservado  la  tranquilidad.  La 
obstinación  i  el  empeño  de  vencer  no  han  conocido  limites  :  así 
todos  los  poderes  han  sido  vilipendiados  i  asaltados  á  la  vez  :  nada 
ha  sido  respetado ;  i  perdido  así  el  ef]uilibrio  que  los  sostenia, 
las  reacciones  ^e  han  sucedido,  i  la  fuerza  armada  ha  decidido  la 
suerte  de  los  pueblos  i  haheciio  de  ellos  eijuguetede  las  |iretCD- 
siones  particulares.  ¡  Cuántas  veces  allanó  ella  el  paso  á  la  primera 
majistratura,  i  los  que  aspiraban  á  la  libertad,  los  que  se  llama- 
ban re|)ublicanos,  han  tolerado  con  vergonzosa  paciencia  las  ca- 
denaü  que  les  impuso  un  ambicioso !  Veinte  años  han  corrido 
después  de  nuestra  revolución,  i  vemos  que  los  nuevos  estados 
de  América  no  han  conseguido  aún  consolidar  su  existencia 
política. 

9  Otro  tanto  debemos  esperar,  si  lafuerz.i  es  alguna  vez  entre 
nosotros  título  suficiente  para  hacer  valor  pretensiones  peleona- 
les.  Si  no  tenemos  bastante  virtud  para  resignarnos,  i  sujetarlas 
á  los  poderes  constituidos,  nuestra  patria  no  existirá;  porque 
nuestra  subsistf^iicia  depende  del  sacrificio  que  hacen  todos  los 
individuos  de  una  parle  de  su  libert  id  para  con>ervar  el  resto  (1), 
i  así  como  éste  es  un  principio  conservador,  el  uso  de  la  fuerza 
lo  destruye  :  ésta  cimienta  la  tiranía  ó  perpetúa  las  rracciones,  por- 
que la  opresión  es  el  jérmen  que  las  produce,  i  cuando  un  pueblo 
tiene  un  sentimiento  uniforme  por  la  libertad,  es  necesario  que 
las  instituciones  iiiarchen  á  su  nivel. 

»  No  será  posible  alcanzar  jamás  una  perfecta  consonancia  de. 
ideas  i  pensamientos  ;  pero  los  trastornos  que  resultan  de  la  di- 
versidad de  opiniones,  cuando  se  salvan  las  formas  constitucio- 
nales, producen  un  efecto  pasajero  que  no  ataca  inmediatamente 
á  la  sociedad,  i  las  personas  quedan  garantidas  desús  resultados 

(1)  Es  el  anligno  i  erróneo  principio  sobre  que  se  basaba  la  docU*iiia  del  con- 
iralo  social.  La  verdadera  libertad,  que  «s  la  garantía  del  derecho,  no  adinii^ 
Sacrificio  alguno. 
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por  el  respeto  que  aun  se  conserva  á  la  lei.  Mas  cuando  los  pode- 
res que  sositonen  la  máquina  política  se  inutilizan  porque  los 
subditos  inlenlan  oponerse  por  Us  vias  de  hecho,  la  guerra  es  el 
resultado  necesario;  las  leyes  f|ued;in  olvidadas,  las  garantías 
sociales  se  desprecian ;  se  rompe  todo  freno ;  las  desgracias  se 
!<uceden,  los  ciud^idanos  se  desmoralizan;  los  partidos,  descono' 
ciendo  límites  á  sus  pretensiones,  se  hacen  culpables  á  la  vez,  i  el 
país  corriendo  de  revolución  en  revolución,  se  precipita  á  su 
ruina.  » 

Hoi  lejos  estarían  los  constituyentes  uruguayos  de  pensar  que 
en  aquel  cuadro  pintaban  la  condición  futura  de  su  país  i  la  de 
casi  todos  los  pueblos  hispano-americanos.  I  puesto  que  todos 
esos  males  se  han  sufrido  á  pesar  de  las  mas  brillantes  constitu- 
ciones escritas,  debemos  buscar  la  cau^a  en  la  ignorancia  de  las 
roüsas  i  la  pasión  de  sus  conductores,  en  la  impaciencia  de  la  am- 
bición i  la  tolerancia  de  sus  instrumentos,  en  el  espíritu  de  espío* 
tacion  i  el  favor  que  se  dispensa  á  los  esplotadores. 

¿Deberemos por  ello  renunciar  á  toda  esperanza  i  á  lodo  pen* 
Sarniento  |)oli  tico,  redu  irndunosá  deplorar  los  males  que  no  pode- 
mos remediar?  Nada  de  eso  :  todo  pueblo  admite  un  gobierno. 
Hallar  la  fórmula  del  i|ue  se  adapte  á  una  condición  dada,  es  el 
primer  problema  á  cargo  del  hombre  de  csladp.  En  cuanto  á 
nuestra  América,  después  de  hallar  esa  fórmula,  debemos  con- 
traemos esmeradamente  á  instruir,  educar  i  moralizir  á  las  ma- 
sas, infundirles  amor  al  trabajo  y  respeto  á  la  propiedad, 
obediencia  á  las  autoridades  legales,  i  odio  á  lis  revueltas 
de  meros  aspirantes,  que  s.icrifican  vidns  i  haciendas  por  dominar 
ó|H>r  esplotar  ásu^  coasociados.  Entonces  comprenderá  el  pueblo 
el  beneficio  de  la  libertad  fundada  en  la  paz  i  en  el  respeto  de  to- 
dos los  derechos  ;  entonces  la  defenderá  eiiérjico  i  gustoso  contra 
las  maquinaciones  de  la  ambición;  i  entonces  habrá  Ueg.ido  la 
era  Je  la  democracia,  que  es  la  voluntad  i  el  poder  en  el  pueblo 
para  custodiar  esa  libertad,  que  ahora  se  encargan  oficiosamen- 
te de  suministrarles  los  traficantes  políticos  usando  de  la  vio- 
lencia ó  del  engaño. 


OBSERVACIONES    PARTICULARES 


Sección  1/  De  la  nación,  su  soberanía  i  culto.  Los  artículos 
2  i  3  soD  inútiles.  El  estado  es  libre,  independiente  i  soberano 
sin  que  la  constitución  lo  diga,  i  si  no  lofuera^  de  nada  serrirían 
las  prescripciones  constitucionales.  Trátase  alH  de  hechos  qu 
son  la  esencia  misma  de  la  nacionalidad,  ó  que  á  lo  menos  sub- 
sisten ó  nó  independientemente  de  la  constitución.  Valdría  mas 
suprimirlos.  Casi  otro  tanto  pudiera  decirse  del  art.  13,  que 
establece  para  el  gobierno  la  forma  representativa  republicana. 
Del  tenor  de  la  constitución  i  del  modo  como  se  practica  resulta 
la  verdadera  forma  del  gobierno  de  un  país.  Hacer  uso  de  nomen- 
claturas, que  al  íin  seria  mui  difícil  definir,  á  nada  bueno  con- 
duce, i  puede  suscitar  discusiones  sobre  promesas  que  acaso  no 
hayan  querido  hacerse  por  la  constitución. 

Algo  mas  serio  es  el  art.  5.°,  que  dice  :  «Larelijiondel  estado 
es  la  católica,  apostólica,  romana.  »  Supone  la  necesidad  de  que 
el  estado  tenga  una  relijion,  i  adopta,  como  es  natural,  <  la 
santa  relijion  de  nuestros  padres  :  »  única  cosa  quizás  que  desea- 
mos poseer  en  común  con  ellos,  cuya  justicia,  cuya  sinceridad, 
cuya  benevolencia,  cuya  tolerancia  i  cuya  ciencia,  mostradas  desde 
la  conquista  hasta  el  dia  feliz  en  que  su  yugo  sacudimos,  no  son 
ciertamente  cosas  que  envidiamos.  Pobre  defensa  seria  para  uoa 
relijion  decir  solamente  que  es  la  relijion  de  nuestros  padres,  i 
con  frecuencia  seria*  el  peor  de  los  argumentos,  pues  remontando 
de  jencracion  en  jeneracion  llegaríamos  al  paganismo  i  á  la  ido- 
latría. Pero,  la  verdad  sea  dicha,  la  relijion  no  es  materia  de 
raciocinio,  sino  de  sentimiento  ;  i  éste  se  produce  en  nosotros, 
como  una  parte  de  nuestro  ser,  por  el  hecho  mismo  de  nacer  i  vivir 
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entre  aquéllos  que  lambían  lo  esperimentan.  Podemos,  pues,  re- 
Duncíar  á  las  opiniones  de  nuestros  padres,  en  vista  de  razones 
que  para  ello  se  nos  presenten.  Podemos  mejorar  de  condieion 
moral,  como  resultado  de  la  educación  i  del  contacto  eon  otras 
razas.  Pero  no  cambiamos  fácilmente  de  creencia  ó  de  /!?,  que 
DO  se  demuestra, sino  que  se  infiltra  en  nuestro  sistema  nervioso 
durante  la  niñez.  Uno  nace  por  lo  mismo  católico  ó  protestante, 
como  nace  blanco  ó  negro,  i  aun  los  cambios  que  suelen  ha- 
cerse en  materia  de  relijión  son  las  más  de  las  veces  producto 
de  razoüamientos  incompletos  cuando  no  de  meros  accidentes. 

De  aquí  la  justicia  i  aun  la  necesidad  de  tolerar  nuestras  res- 
pectivas creencias;  pero  no  hai  completa  tolerancia  en  las  leyes, 
sino  cuando  se  prescinde  absolutamente  de  la  relijión  como  ele- 
mento politice.  Vemos  con  gusto  que  la  constitución  uruguaya, 
como  las  arjentinas,  no  prohibe  los  cultos  disidentes  del  catoli- 
cismo, i  ya  es  eso  mucho  en  el  camino  de  la  tolerancia.  Pero  aún 
mantiene  una  relijión  de  estado,  á  la  cual  da  protección  espe- 
cial, i  con  la  eual  tiene  vínculos  i  relaciones  oficiales  que  se 
espresan  en  los  arts.  76  i  81,  en  cuanto  hablan  de  juramento, 
concordatos,  patronato  i  pase  de  bulas  pontificias.  Es  uno  de  los 
abusos  á  que  con  tanta  facilidad  se  inclinan  las  mayorías.  La 
constitución  del  estado  oriental  del  Uruguaiproteje  el  catolicismo 
romano,  por  la  misma  razón  que  lo  hacen  las  del  Brasil,  Chile, 
la  República  Argentina,  i  todos  los  países  católicos,  escepto  Bél- 
jica  i  Colombia.  Esa  razón,  que  á  su  turno  tiene  la  mayoría  de 
la  Gran-Bretaña  para  protejer  la  relijión  episcopal,  no  es  otra 
que  la  de  ser  mayoría  :  es  pura  i  simplemente  la  idea  del  dere- 
cho fundado  en  el  poder.  Obligan  á  las  minorías  á  contribuir 
para  las  gastos  del  culto  oficial,  conceden  á  este  culto  ciertas 
prerogativas  que  niegan  á  los  otros,  sin  mas  razón  que  el  poder; 
razón  que  siempre  parece  mui  natural  cuando  no  hai  quien  la 
conteste,  i  que  toma  descomunales  proporciones  á  ios  ejes  de  la 
preocupación. 

Pero  la  alianza  entre  el  solio  i  el  altar,  que  los  nuevos  estados 
americanos  han  querido  mantener  imitando  á  Españoi  Portugal, 
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es  no  solo  el  fruto  de  la  preocupación  i  un  complot  de  la  intole- 
rancia :  es  lambicn  una  liga  contra  los  pueblos,  como  fácilimente 
se  concibe.  El  sacerdocio  busca  en  el  gobierno  im  fiador  contra 
las  eventualidades  del  fervor  rclijioso;  una  garantía  de  subsisten- 
cia i  de  influjo  mundano.  A  su  turno  el  gobierno  solicita  del  clero 
la  sanción  de  que  éste  dispone,  en  obsequio  del  órden^  es  de- 
cir, la  obediencia  pasiva  á  sus  mandatos  por  caprichosos  que 
sean.  El  orijen  de  esta  alianza  viene  de  tiempos  i  circunstancias 
que  pasaron  i  con  los  cuales  debe  elld  pasar.  Como  ilustra-  ion 
insertamos  los  siguientes  fragmentos  de  un  publicista  español, 
que  nos  parecen  oportunos. 

«  En  todas  las  sociedades  primitivas  se  hallan  enlazadas  las 
leyes  civiles  con  las  relijiosas,  i  este  vinuilo  se  afloja  en  propor 
cion  que  los  pueblos  se  apartan  de  la  infancia.  La  natural  ru- 
deza de  aquellos  hombres  i  sus  ásperas  costumbres  no  permitían 
asentar  el  imperio  del  derecho,  i  asi  se  dictaban  leyes  i  se  admi- 
nistraba justicia  llamando  al  cielo  en  ausilio  de  la  autoridad. 
Numa  Pompilio  se  Hnje  inspirado  par  la  ninfa  Ejeria  para  do- 
jmarel  ánimo  rebelde  de  los  primeros  romanos  :  Mahoma  supone 
revelaciones  del  ánjel  Gabriel  para  encender  el  entusiasmo  reli- 
ioso en  el  pecho  de  los  árabes:  los  antiguos  jernianos  no  con- 
sentían ser  correjidos  i  castigados  sino  por  mano  de  sus  sacer- 
dotes, humillándose  á  ellos  como  á  ministros  de  Dios  en  la  tierra, 
i  en  todas  partes  andaba  por  aquellos  tiempos  revuelto  lo  divino 
con  lo  humano. 

»  Un  hecho  tan  común  supone  que  hai  algo  necesario  en  la 
confusión  del  sacerdocio  i  del  imperio  durante  la  inTancia  de  las 
naciones.  Los  obstáculos  que  las  pasiones  groseras  i  los  hábitos 
de  indisciplina  oponen  á  toda  regla  i  á  toda  autoridad,  se  han  de 
vencer  con  la  persuasión  ó  con  la  fuerza.  Hablar  á  pueblos  de  razón 
inculta  de  sus  derechos  i  deberes,  ponderarles  el  bien  común, 
recomendarles  la  obcdienca  á  los  -  majistrados,  etc.,  seria  en 
vano;  pero  herir  su  imaginación  refiriéndoles  un  prodijio,  escitar 
su  amor  propio  presentándolos  favorecidos  del  cielo,  i  domarsu 
cerviz  álavoz  de  un  oráculo,  ó  bien  dándoles  la  leí  revestida  con 
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los  atavíos  áe  un  culto  misterioso,  es  hablar  á  sus  pasiones  exal- 
tadas, i  conducirlos  par  la  mano  como  á  niños. 

*••• '••• .......•,,, 

»  £a  la  edad  media  estaba  mui  descompuesto  el  orden  social  i 
mui  ([ueliranlado  el  principio  de  la  autoridad.  En  medio  del 
estado,  fatigado  por  la  ambición  de  los  nobles  i  la  inquivlud  de 
los  plebeyos,  se  levantaba  la  lgle>ia  católica  asentada  en  la  unidad 
del  dogma,  robustecida  con  una  disciplina  uniforme,  gobernada 
por  una  cabeza  i  admini^itrada  por  una  jerarquía,  de  ministros. 
La  obediencia  llana,  igual  i  sin  escusa  á  los  preceptos  de  la  iglesia, 
contrastaba  con  la  guerra  privada,  los  privilfjios  de  la  aristocra- 
cia, el  menosprecio  de  las  lejes  i  la  condición  miserable  de  los 
príncipes  i  majistrados. 

»  En  estas  amargas  c'rcunstancias  se  proclamó  la  doctrina 
que  los  reyes  derivan  su  potestad  de  Dios,  que  los  escojo  para  go- 
hernar  á  los  pueldos,  procurando  los  teólogos  confirmarla  con 
textos  de  la  sagrada  escritura.  Los  papas  abrazaron  un  sistema 
que  ponia  en  sus  manos  las  llaves  del  cielo  i  de  la  tierra  :  los  reyes 
se  sirvieron  del  nuevo  instrumeiito  de  autoridad  para  exíjir  obe- 
diencia en  nombre  del  sacerdocio  i  del  imperio,  i  los  pueblos 
mismos,  poseidos  de  un  sentimiento  rclijioso  mui  acendrado  i 
sedientos  de  justicia,  inclinaron  su  frente  venerando  en  su  corazón 
los  decretos  de  la  Providencia.  »  (1) 

En  vez  de  inaugurar  con  las  nuevas  instituciones  politicas  la 
emancipación  recíproca  drl  solio  i  del  altar,  los  gobiernos  in- 
dependientes de  Hispano-Améríca ,  llevados  del  hábito,  de  la 
preocupación  ó  de  su  intires,  han  pretendido  cnntiuuar  la  sa- 
crilega alianza  de  lis  dos  potestades ,  ya  entendiéndose  con  la 
cabeza  de  la  iglesia  por  medio  de  concordatos,  ya  alegando  de- 
recho de  intervención,  que  se  ha  tolerado  en  cambio  de  la  in- 
tervención elesiástica.  Oigamos  lo  que  sobre  el  pretendido  dere- 
cho de  patronato  dice  el  mismo  escritor  que  acabamos  de  citar 
(páginas.  298  i  299). 

(1)  Derecho  constitucional  de  las  repúblicas  liispano-américanas,  por  el  doc- 
tor D.  Manuel  Colmeiro,  p¿js.  168  á  170. 
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«  El  derecho  de  patronato  en  todas  las  iglesias  de  Indias  fué 
concedido  á  la  corona  de  España  como  descubridora  de  aquellas 
ignoradas  rejiones,  i  por  vía  de  premio  á  su  celo  de  propagar  el 
Evanjelio.  Los  royes  calólicos  fundaron  i  dolaron  las  catedrales, 
i  la  santa  sede  los  reconoció  como  patronos  de  ellas ,  á  seme- 
janza de  lo  que  pasó  cuando  reconquistaron  estos  reinos  i  los 
rescataron  de  la  servidumbre  de  los  moros. 

»  El  derecho  de  patronato  no  era,  pues,  una  prcrogativa  del 
soberano  en  cuanto  soberano ,  sino  un  privilegio  hereditario  de 
los  principes  que  ocupaban  el  trono  de  las  Españas.  Acabada  su 
dominación  en  los  estados  del  continente  americano ,  el  derecho 
de  patronato  cesó  de  todo  punto,  porque  ni  lo  puede  ejercer  el 
rei  católico  en  repúblicas  independientes,  ni  éstas  pueden  suce- 
der al  rei  en  el  uso  de  aquella  gracia.  La  corte  de  Roma  preco- 
nizará los  obispos  presentados  por  los  presidentes  de  dichas  re- 
públicas; pero  será  tan  solo  por  el  bien  de  la  paz  i  pura  bene- 
volencia ,  sin  reconocer  la  presentación  sino  como  una  súplica  ó 
la  espresion  de  un  deseo ,  que  procura  satisfacer  para  afirmar  la 
concordia  entre  la  Iglesia  i  el  estado.  » 

Concordia  es  esa  que  no  se  cifra  sino  en  las  mutuas  concesio- 
nes de  las  dos  entidades.  Por  mas  que  el  patronato  no  sea  inhe- 
rente á  la  soberanía,  ¿cómo  rehusarlo  agobiemos  que  sancionan 
el  cobro  de  diezmos  i  [irimicias,  que  dejan  arrogarse  la  esclusiya 
intervención  en  asuntos  de  matrimonio  i  de  capellanías,  que  to- 
leran, con  el  nombre  de  fuero ,  la  inmunidad  de  los  eclesiásti- 
cos ,  i  que  á  veces  no  permiten  otro  culto  que  el  católico  romano? 
Véase,  si  no,  lo  que  sucede  en  Colombia,  donde  no  esperando  ya 
nada  dol  gobierno,  la  Iglesia  se  rebela  contra  todas  sus  exijen- 
cias,  inclusa  la  de  jurar  obediencia  á  la  constitución  y  las  leyes 
del  país.  Por  eso  cuantas  cuestiones  se  propongan  sobre  las  re- 
laciones entre  la  Iglesia  i  el  estado  quedan  sujetas  á  la  misma  so- 
lución: indopeniiencia  recíproca.  Una  relijion  pura,  verdadera  i 
que  confia  en  si  propia ,  no  necesita  del  arrimo  del  gobierno.  Da 
gobierno  lejiíímo,  justiciero  i  protector  de  la  libertad,  tiene eon 
eso  para  ganar  el  amor  i  el  respeto  de  los  ciudadanos. 
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Sección  2/  De  la  ciudadanía.  Por  esta  toz  se  designa  la  con- 
dición de  nacional ,  como  también  cl  goce  de  los  derechos  políti- 
cos, de  modo  que  se  confunden  cosas  mui  distintas ,  como  se  bu 
hecho  siempre  en  tes  constituciones  arjentínas  i  en  las  de  otras 
repúblicas  hispano-aroericaiias.  En  el  sentido  de  nacional,  el  ciu* 
dadano  uruguayo  es  natural  ó  legal  (art.  7.^).  Sólo  es  natural 
el  hombre  libre  nacido  dentro  del  territorio  del  estado ;  i  ciu- 
dadano legal  el  que  ha  nacido  fuera  i  se  ha  establecido  en  el 
país  con  las  condiciones  espresadas  en  el  art.  8.^  Mui  larga  nos 
parece  la  residencia  exijida  á  los  cstranjcros  para  converlirlos  en 
nacionales.  Ya  antes,  cuando  discurríamos  sobre  la  constitu- 
ción de  Chile,  hicimos  notar  que  el  beneficio  de  la  nacionaliza- 
ción es  principalmente  para  el  país,  y  que  por  lo  mismo  no  debe 
dificultarse. 

Por  tanto,  nos  reduciremos  aquí  á  manifestar  que,  según  los 
lénninos  de  la  constitución  uruguaya,  podría  creerse  que  la  na- 
cionalización del  estranjerOy  cumplido  que  sea  el  término  legal 
de  residencia ,  es  obligatoria  i  no  potestativa ,  es  un  deber  i  no 
un  derecho.  Es  acaso  vicio  de  redacción;  pero  tal  es  la  intelijen- 
cia  que  admite. 

Ya  en  el  art.  9.""  h  ciudadanía  se  toma  en  la  segunda  signi- 
ficación ,  pues  declara  que  todo  ciudadano  c(  tiene  voto  activo  i 
pasivo,  »  lo  que  no  puede  entenderse  sino  de  aquellos  naciona- 
les que  están  en  posesión  de  derechos  políticos ,  únicos  que  pue- 
den sufragar  i  recibir  sufrajios.  Por  lo  demás,  no  entendemos  lo 
que  signifique  la  primera  parte  del  artículo  cuando  dice :  «  Todo 
ciudadano  es  miembro  de  la  soberanía  de  la  nación,  y>  frase  co- 
piada sin  discernimiento  del  ca|)ítulo  4.**,  sección  1.*  del  regla- 
mento provisorio  del  congreso  arjentino  dado  en  1817,  quien  la 
habia  turnado  á  su  turno  del  estatuto  provisional  de  la  junta  de 
observación  espedido  en  1815.  Comprendemos  que  un  ciudada- 
no sea  miembro  del  estado ,  como  lo  e¿ipresa  el  art.  1  .^  de  la 
constitución  oriental ;  porque  el  estado  es  un  cuerpo.  Pero  siendo 
la  soberanía  un  derecho,  ó  si  se  quiere,  una  potestad,  los  ciudada- 
nos serán  depositarios  ó  participes  suyos,  ,no  serán  miembros. 
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En  los  artículos  H  i  1 2  sobre  suspensión  i  pérdida  de  la  ciu- 
dania ,  nina  la  mas  deploral)ln  confusión  de  dos  cosas  que ,  con 
un  mismo  nombre  ,  tienen  tan  distinto  signilicado ,  como  ja  he- 
mos dicho.  Asi ,  por  ejemplo ,  los  siete  incisos  del  art.  1 1  se  re- 
fieren todos  á  la  ciiiiladaitía  política,  i  otro  tanto  sucede  con  los 
dos  primeros  del  art.  12;  mientras  que  los  dos  últimos  de  éste 
no  pueden  aludir  sino  á  la  ciudadanii  internacional.  En  efecto, 
la  naturalización  en  país  eslranjei  o  i  la  admisión  de  empleos  de 
otro  gobierno  sin  permiso  del  nuestro ,  nos  privan  de  la  nacio- 
nalidad primitiva,  haciéndonos  entrar,  á  lo  menos  en  el  primer 
caso,  en  una  nueva  nacionalidad.  Cierto  es  que  con  aquélla  van 
también  perdidos  los  derechos  políácos;  pero  no  sucede  asi  en 
el  otro  caso,  cuando  solo  se  pierden  éstos,  pues  enlónces  queda- 
mos siempre  dueños  de  la  nacionalidad ,  i  autorizados  para  re- 
clamar la  protección  de  nuestro  gobierno. 

Secc'\on  i.^  Poder  lejislativo.  Reside  en  una  asamblea  jenc- 
ral  compuesta  de  dos  cámaras ,  que  se  forman  de  distinto  moilo 
i  cuyos  miembros  tienen  distintos  requisitos,  pero  que  se  reúnen 
en  un  cuerpo  para  deliherar  y  acordar  por  dos  tercios  de  votos 
en  estos' dos  casos:  1.^  cuando  modificado  un  proyecto  de  lei 
por  la  cámara  rcvisora ,  la  remitente  ó  primitiva  insiste  en  sus 
primeros  términos  que  la  otra  no  acepta  ( art.  61 ) ;  i  2.**  cuando 
un  proyecto  de  lei  es  devuelto  por  el  poder  ejecutivo  con  obje- 
ciones ú  observacione'^  (art.  64). 

Si  ha  de  haber  dos  cámaras  lejislativas ,  es  preciso  organi- 
zarías de  distinto  modo  para  oblener  el  contrapeso  que  con  la 
división  se  busca.  Hasta  ahí  estamos  de  acuerdo  con  la  consti- 
tución uruguaya,  i  aun  quizás  aceptaríamos ,  en  obsequio  del 
principio ,  los  requisitos  exijidos  para  la  scnatura ,  aunque  por 
punto  jencral  condenamos  el  señalamiento  de  requisitos,  como 
inútiles  ó  perjudiciales. 

No  podemos  decir  otro  tanto  por  lo  que  hace  á  la  reunión 
autorizada  por  los  arts.  61  i  6 i.  Ella  desvirtúa  en  grandísi- 
ma parte  los  beneficios  de  la  dualidad  lojislativa  ,  como  lo  he- 
mos obervado  comentando  la  constitución  brasilera  ,  imitada  en 
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esto  por  la  oriental.  Pero  aquélla  no  autoriza  la  reunión  sino  en 
el  primero  de  los  dos  casos  que  la  ordena  ésta ,  ni  exije  mayoría 
especial  para  las  determinaciones.  Cuantío  tal  sucede «  es  mui 
posible  que  la  leí  sea  obra  ile  una  sola  cámara ,  como  si  el  pro- 
yecto se  aprobase  por  un  número  tal  de  diputados  que  equiva- 
liese ala  mayoría  de  la  asamblea  jeneral,  en  tanto  que  el  se- 
nado le  rehusara  su  voto.  Semejante  dificultad  quiso  probable- 
mente aminorar  la  constitución  uruguaya  requiriendo  una  ma-* 
;oría  de  dos  tercios;  pero  aquí  tocamos  con  otra  no  menos  grave, 
i  es  á  i^aber ,  que  en  muchos  casos  no  podrá  llegarse  á  resultado 
alguno.  En  efecto,  una  lei  sobre  cuyos  pormenores  no  han  podi- 
do acordarse  las  dos  cámaras  separadas ,  ó  que  ha  sido  objetada 
por  el  poder  ejecutivo ,  tiene  quizás  el  voto  de  una  mayoría 
absoluta  de  la  asamblea,  mientras  que  no  alcanza  á  obtener  los 
dos  tercios  de  Yotos.  Por  el  sistema  brasilero  se  adoptaría  una 
resolución  cualquiera:  por  el  oriental  habría  que  renunciar  á 
todo ,  cualquiera  que  sea  la  importancia  del  proyecto. 

Para  tener  entrada  en  las  cámaras  lejislativas  se  exijen  requi- 
sitos exajeradosy  según  los  arts.  24  y  50,  sobre  lodo  en  cuan- 
to á  la  residencia  de  los  ciudadanos  por  naturalización.  La 
restricción  de  los  arls.  25  i  31  tiene  nuestra  más  cordial 
aprobación ,  como  la  mfjor  garantía  contra  la  preponderancia 
gubernativa  en  las  cámaras  de  la  risamldea,  pero  no  la  tiene  la 
prohibición  contenida  en  el  art.  56,  que  impide  la  reelección 
de  un  senador  hasta  pasado  el  inmediato  periodo  electoral.  Son 
mai  distintas  las  circunstancias  del  presidente  de  la  república, 
que  tiene  en  su  mano  los  medios  de  corromper  las  elecciones, 
de  las  de  un  senador  impotente  para  influir  en  su  reelección,  i 
á  quien  ésta  puede  darse  como  premio  de  sus  talentos  i  servi- 
cios. 

A  usanza  de  todas  ó  casi  todas  las  constituciones  hispano- 
americanas, la  de  la  República  Oriental  del  Urugnai  introduce 
el  juicio  político ,  seguido  por  las  cámaras,  en  la  parte  que  se 
refiere  á  la  espedicion  de  las  leyes.  Aunque  atribuidas  tales  fun- 
ciones á  las  cámaras,  no  lo  son  por  cuanto  ellas  lejislen,  sino  por 
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cuanto  son  ia  representación  del  país ,  llamada  por  el  juido  po- 
lítico á  pronunciar  un  veredicto  sobre  la  conducta  de  sus  altos 
funcionarios. 

Pero  si  no  son  entonces  cámaras  Icjislativas,  i  aunque  sus  fun- 
ciones participen  mas  del  carácter  judicial,  no  son  tampoco 
propiamente  tribunales ,  ni  han  sido  organizadas  para  eso ,  ni 
reúnen  las  necesarias  condiciones  para  dar  un  fallo  sobre  un  pro- 
ceso conducido  para  sentenciar  según  lei ,  en  vista  de  pruébai 
propiamente  hablando.  Si  no  olvidamos  estas  consideraciones, 
hallaremos  algo  que  objetar  al  art.  26,  inciso  2.^  de  la  consti- 
tución que  examinamos.  Los  actos  á  que  se  refiere  i  por  los  cua- 
les tiene  la  cámara  de  representantes  derecho  de  acusar  ante  el 
senado  al  jefe  superior  del  estado,  á  sus  ministros,  á  los  miem- 
bros de  ambas  cámaras  i  á  los  déla  alta  corte  de  justicia, son 
verdaderos  delitos ,  puesto  que  han  de  merecer  pena  infamante 
ó  capital.  Cierto  es  que  el  senado  (arts.  58  y  39)  sólo  puede 
separar  de  su  destino  al  acusado,  sujetándole  á  juicio  y  castigo 
formal  ante  los  tribunales  ordinarios ;  pero  además  de  que  ya  le 
ha  impuesto  una  pena  con  la  destitución,  vale  más  reservar  por 
entero  el  conocimiento  de  tales  delitos  á  la  autoridad  judicial, 
mucho  más  competente  para  enjuiciar  y  para  estimar  las  prue- 
bas. Las  cámaras  podrán  á  lo  mas  pedir  i  acordar  ia  suspensión 
del  funcionario ,  que  sí  fuese  absuelto ,  volverla  á  su  destino.  El 
único  juicio  (si  así  puede  llamarse)  que  concedemos  á  las  cá- 
maras ó  representación  nacional ,  es  el  juicio  político ,  que  ver- 
sa sobre  imputación  de  hechos  no  definidos  como  delitos ,  pero 
bastante  graves  para  merecer  una  investigación ,  i,  acredilado$ 
según  la  conciencia  de  los  representantes  del  país ,  una  destitu- 
ción lisa  i  llana. 

Sección  7.*  Del  poder  ejecutivo.  1.^  Su  elección.  Hállase  eü- 
comendada  á  la  asamblea  jeneral ,  quien  la  hace  por  mayoría  de 
sufrajios  en  boletas  firmadas,  i  en  favor  de  candidatos  que, 
siendo  ciudadanos  naturales,  reúnan  las  demás  condiciones  exi- 
jidas  á  los  senadores  (arts.  75  y  74).  Sobre  requisitos  en 
jeneral,  hemos  manifestado  nuestra  opinión  contraria.  Hombre 
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habrá  que  poseyeado  tos  que  la  lei  pide,  carezca  de  la  aptitud 
intelecUial  ó  moral  que  hacen  el  buen  funcionario ;  i  no  falta- 
rán ciudadanos  que ,  aunque  careciendo  de  los  requisitos  ester- 
óos, siempre  falibles,  tengan  la  capacidad  i  la  honradez  que 
por  caminos  estraviados  busca  la  lei. 

Si  el  sufragante  puede  hacer  una  buena  elección  prescindien- 
do de  trabas,  y  una  mala  observándolas  textualmente,  ¿cuánto 
mejor  no  será  que  se  deje  á  su  juicio  la  calificación  de  los  can- 
didalos?  A  buen  seguro  que  si  la  elección  del  presidente  en  la 
RepúMica  Oriental  del  Uruguai  se  practicase  libremente  por  los 
sufragantes ,  no  dejarian  de  hacerla  tan  acertada  como  hoi  la 
hagan,  aunque  recayese  en  candidatos  que  no  tuvieran  la  edad, 
la  residencia  ó  el  capital  que  se  exije  á  ios  senadores.  Es  en  la 
aptitud  del  sufragante  en  lo  que  debe  fijarse  la  constitución :  de 
ella  vendrá  naturalmente  la  del  elejido. 

Por  eso  nos  pronunciamos  contra  la  idea  de  elección  enco^ 
meodada  á  la  asamblea  jeneral ,  i  con  mayor  razón  si  sus  votos 
han  de  emitirse  públicamente.  Semejantes  sufrajios  carecen  de 
garantía  contra  la  violencia  ó  la  corrupción,  que  se  emplearán 
con  mejor  éxito  sobre  un  pequeño  número  de  individuos  aglo- 
merados ,  que  sobre  uno  grande  i  esparcido  por  todo  el  territorio 
detestado,  aunque  éste  sea  pequeño.  No  se  piense  por  eso  que 
rechazamos  la  publicidad  del  voto  como  regla  jeneral :  para  nos- 
otros es  más  bien  la  escepcion  el  secreto ;  pero  si  hubiéramos  de 
aceptar  la  elección  de  un  funcionario  por  una  corporación  ( i  hai 
muchos  de  ellos  que  podrían  tener  ese  origen )  no  lo  haríamos 
sino  tomando  por  base  el  voto  reservado.  Por  el  contrario ,  en  la 
elección  hecha  con  muchos  votos  diseminados  pediríamos  la  pu- 
blicidad ,  no  solo  como  garantía  de  acierto ,  sino  aun  más  como 
seguridad  contra  el  fraude. 

I  una  vez  organizado  cl  sistema  electoral  de  un  modo  que  pre- 
cava en  lo  posible  contra  los  abusos  á  que  toda  combinación  se 
presta,  nos  inspiraría  mayor  confianza  la  elección  di  presidente 
oriental  hecha  por  los  sufragantes  caliíicados  según  los  inci- 
sos 4.^  i  5.^  de  la  constitución,  que  la  que  hoi  ejecute  su 
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asamblea  jeneral  lejislatiya.  Ésta  consta,  según  creemos,  de 5!) 
representantes  y  15  senadores,  ó  sea  52  miembros,  que  (aparte 
caracteres  escepcionales)  se  hallan  más  al  alcance  de  las  malas 
influencias  que  diez  ó  quince  mil  sufragantes ,  regados  en  las 
parroquias  sobre  un  área  de  más  de  12.000  leguas  cua- 
dradas. 

Hemos  razonado  en  la  cuestión  que  nos  ocupa ,  teniendo  pre- 
sente la  contextura  del  instrumento  constilucional  uruguayo, 
calcado  sobre  la  teoría  de  la  división  del  gobierno  en  tres  pode- 
res independientes  ,  que  se  contrapesan,  i  que  portante  no  deben 
proceder  unos  de  otros.  Pero  en  la  teoría  de  los  radicales  france- 
ses, el  presidente  ,  que  no  ejerce  poder  aparte,  sino  que  simple 
mente  obra  como  ajenie  ó  delegado  de  la  asambba  lejislativa,no 
solo  puede,  sino  que  debe  ser  electo  por  ella.  Según  esa  teoría, 
el  cuerpo  lejislativo  consta  de  una  sola  cámara,  electa  por  el  su- 
fragio universal  para  un  periodo  de  corta  duración ;  i  ella  desig- 
na el  presidente  ó  administrador  de  la  república,  también  para 
un  corto  periodo,  i  á  mas  con  caracteres  de  revocable,  á  menos 
que  aqui';!  quiera,  antes  de  obedecer  á  la  separación,  consultar 
la  voluntad  nacional  disolviendo  la  asamblea  i  convocando  á  nue- 
vas elecciones. 

Por  este  medio  se  pretende  que  el  administrador  es  refrenado 
por  la  asamblea,  i  ésta  por  el  sufrajio  popular.  Lo  que  supone 
al  mismo  tiempo  que  el  presidente  carece  de  iniciativa  i  de  veto 
en  Id  espedicion  de  la  Ici ;  que  responde  dircciamente  á  la  asam- 
blea como  ájente  suyo,  i  que  no  tiene  personalidad  ni  poder 
pro))io  ni  indipendicnte,  ocasionado  á  conflictos  con  la  eprescn- 
tacion  nacional.  Cualquiera  que  sea  el  mérito  intrínseco  de  esta 
teoría,  ella  nos  parece  inaplicable  al  estado  oriental,  donde  la  de- 
mocracia no  está  suficientemente  educada ,  i  necesita  contrape- 
sarse por  los  elementos  oligárquicos  :  en  otros  términos,  la  ma- 
yoría numérica  requiere  el  correctivo  de  la  minoría  ilustrada.  De 
aquí  las  dos  cámaras,  como  también  la  elección  popular  de  un 
funcionario  independiente ,  que  ayude  á  la  lejíslatura  i  no  eslé 
subordinado. 
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2.^  Sus  atribuciones.  Además  de  aquéllas  que  suponen  la 
iuterrencion  política  en  los  asuntos  eclesiásticos ,  i  sobre  que 
hemos  discurrido  ya  ,  mencionaremos  sólo  la  que  Tersa  sobre  des- 
titución de  los  empleados  por  ineptitud  ,  omisión  ó  delito  ,  i  la 
maDeiii  especial  como  se  halla  restrinjida  por  el  art.  81.  Habida 
consideración  al  abuso  que  de  la  facuUad.se  hace  cuando  es 
absoluta  ,  parece  prudente  la  cortapisa  establecida  para  los  casos 
de  ineptitud  ú  omisión  ,  i  que  consiste  en  obtener  el  acuerdo  del 
senado;  pero  también  espone  la  marcha  de  la  administración 
ejecutiva  á  las  veleidades  del  espíritu  de  partido,  tan  pronunciado 
en  las  asambleas  populares  irresponsables.  Para  conciliar  ambos 
objetos,  que  se  resumen  juntamente  en  la  imparcialidad,  propon- 
dríamos que  la  destitución  fuese  libre  tratándose  de  empleados 
nombrados  por  el  mismo  presidente  que  la  diclara  i  que  la  ca- 
ii&cara  el  senado  si  otro  fuese  el  caso.  No  aprobamos  la  destitu- 
ción por  delito,  antes  de  que  se  surta  el  juicio  correspondiente ; 
sino  raerá  suspensión  hasta  obtener  sentencia.  Si  ella  fuese  con- 
condenatoria,  la  destitución  seguiría  como  efecto  necesario;  si  fuese 
absolutoria,  i  justa  en  el  concepto  del  poder  ejecutivo,  nada  más 
debido  que  la  reposición  del  empleado.  Mas  si  el  ejecutivo  no  que- 
dase satisfecho  de  la  sentencia  ó  lo  que  es  lo  mismo,  de  la  defensa 
judicial  del  acuerdo,  deberia  estar  facultado  para  destituir  como 
en  el  caso  anterior. 

Dada  la  elección  del  presidente  de  la  república  por  la  asamblea 
lejislaliva,  no  es  tan  necesario  restrinjir  la  facultad  que  nos 
ocupa,  como  cuando  se  hace  popularmente,  en  especial  si  se 
prohibe  á  los  miembros  de  la  asamblea  aceptar  empleo  del  poder 
ejecutivo.  La  elección  popular  del  presidente  es  una  verdadera 
campaña,  en  que  se  combate  por  un  botín,  que  es  el  tesoro  pú- 
blico, i  en  que  la  esperanza  de  conservar  ó  de  adquirir  estipendios 
predomina  sobre  toda  otra  consideración.  En  el  calor  de  esa  lu- 
cha interesada,  no  hai  medio  que  se  repute  ilícito ;  i  una  vez 
decidida,  el  premio  ddjeneral  victorioso  va  á  sus  soldados^  sin 
otro  titulo  que  el  de  fieles  i  esforzados  servidores. 

Sección  9.*  Del  poder  judicial.  Dos  objeciones  tenemos  que 

17 
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hacer  á  esta  parte  del  código  politice  que  examinamos  :  1.'  que 
6e  exijen  requisitos  espeí  iales  para  ocupar  las  plazas  de  jueces ; 
i  2/  que  su  cargo  dura  por  el  tiempo  de  su  buena  conduela^  ó 
sea  indefinidamente.  En  ambas  nos  hallamos  sostenidos  por  la 
constitución  suiza,  que  no  requiere  la  condición  de  letrado  niaun 
para  la  majistratura  del  supremo  tribunal  federal,  i  que  solo  hace 
durar  el  cargo  por  tres  años. 

Es  tan  natural  que  el  nombramiento  de  un  juez  recaiga  en  una 
persona  entendida  en  la  jurisprudencia,  como  lo  es  que  la  cons- 
trucción de  un  edificio  se  encargue  á  un  arquitecto.  Pero  nues- 
tras opiniones  á  este  respecto  no  se  limitan  á  suprimir  todo 
requisito  especial,  sino  que  se  estienden  á  eliminar  las  caliBca- 
ciones  oficiales  de  aptitud  para  el  ejercicio  de  la  profesión  de 
abogado  ó  cualquiera  otra.  Creemos  que  todas  ellas  deben  ser 
absolutamente  libres,  que  se  ejerza  la  abogacía  como  la  injenia- 
tura  ó  la  metalurjia,  i  que  por  tanto  el  nombramiento  de  jueces 
recaiga  en  quien  se  crea  suficientemente  hábil  i  recto,  sin  consi- 
deración á  engañosas  i  superfinas  abstracciones  oficiales  de  ido- 
neidad. No  admitimos,  sin  embargo,  como  algunos,  que  la  elec- 
ción de  los  jueces  venga  á  ser  objeto  del  sufrajio  pupular ;  pre- 
cisamente porque  deseamos  que  la  garantía  del  acierto  se  busque 
en  la  persona  del  que  vota  i  no  en  indicios  estemos  de  la  per- 
sona que  se  designa.  I  además,  porque  entregada  la  elección 
de  los  jueces  á  los  sufrajios  del  pueblo,  se  conTiertcn  las  candi- 
daturas en  meras  cuestiones  de  partido,  en  que  se  busca  premiar 
al  amigo  político,  ó  bien  poner  la  potestad  judicial  en  manos  fa- 
vorables para  el  ínteres  privado  del  sufragante  ;  lo  que  desnatu- 
raliza la  majistratura,  i  hace  descender  al  jnez  al  terreno  cena- 
goso de  las  intrigas  eleccionarias,  en  solicitud  de  una  reelección. 
Este  último  inconveniente  es  propio  del  sistema  electivo  tempo- 
ral que  sostenemos ;  pero  por  lo  mismo  que  le  sostenemos,  de- 
seamos alejar  todo  lo  que  pueda  comprometer  sus  buenos  resul- 
tados. 

En  cuanto  á  ese  sistema,  nuestra  razón  capital  consiste  en  qvc 
causas,  sobrado  comunes  i  conocidas  para  mencionarse,  suelen 
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acarrear  la  designación  de  malos  jueces,  á  quienes  no  podría  fá- 
cilmente destituirse  por  medio  de  un  proceso  criminal,  mientras 
que  su  ineptitud  ó  improbidad  piden  á  gritos  su  separación  del 
puesto  que  indianamente  ocupan.  I  si  bien  no  debe  autorizarse 
jamás  la  destitución  arbitraria,  so  penado  anular  la  independen- 
cia judicial,  tampoco  debe  condenarse  á  los  ciudadanos  á  sufrir 
uu  mal  juez,  cuya  separación  no  es  quizá  posible  sino  por  el 
medio  fácil  i  tranquilo  de  la  espiración  de  un  término  legal 
6jo. 

Este  término  pudiera  ser  de  cuatro  á  seis  años,  i  nada  impide 
que  por  una  reelección  indefinida  el  juez  digno  conserve  su  puesto 
durante  su  buena  conducta,  que  tendrá  entonces  de  fiador  la  po« 
sibilidad  i  el  temor  consiguiente  de  una  separación  indirecta  al 
caducar  uno  de  los  periodos  judiciales.  Sabemos  que  el  capricho, 
i  más  que  todo  el  espirilu  de  partido,  negarán  á  las  veces  una 
reelección  merecida  por  oti*a  parte ;  i  que  no  seria  imposible  que 
motivos  igualmente  reprobados,  trajesen  al  puesto,  recién  ocu- 
pado por  un  hombre  digno,  algún  otro  que  lo  sea  infinitamente 
méoos.  Pero  semejante  peligro  seria  ya  más  bien  el  resultado  de 
la  participación  de  los  jueces  en  la  política  militante,  de  que  su 
respetable  carácter  debiera  alejarlos.  Rara  vez  será  objeto  de  tanta 
iojusticia  un  juez  ilustrado  i  probo,  que  en  sus  providencias  i 
en  su  conducta  jencral  haya  manifestado  prescindir  absoluta- 
mente de  los  sentimientos  parciales  á  que  la  política  activa  pre- 
dispone de  una  manera  tan  imperiosa.  Cuando  la  reputación  de 
un  majistrado  ha  llegado  á  formarse  en  tal  sentido,  es  de  interés 
{tara  todos  mantenerlo  en  el  puesto  á  que  están  vinculados  todos 
los  derechos,  i  ante  el  cual  no  hai  quien  no  pueda  tener  algún 
dia  necesidad  de  comparecer  para  vindicar  los  que  le  corres- 
ponden. 

CoiíGemos,  pues,  en  que  una  elección  hecha,  á  termino  fijo, 
por  la  asamblea  jeneral  para  la  alta  corte,  i  por  ésta  para  las 
cortes  inferiores,  entre  todos  los  individuos  especiales  por  sus 
estudios  juríilicos,  acreditados  por  los  hechos  i  no  por  títulos  uni- 
versitarios, dará  resultados  mucho  más  satislactorios  que  la  que 
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recaiga  en  personas  de  aptitud  presunta,  elevados  á  perpetuidad 
sobre  sus  conciudadanos,  i  autorizados  asi  para  despotizar  hasta 
donde  puedan  hacerlo  sin  peligro  de  una  acusación,  siempre 
enojosa  i  arriesgada  para  quien  la  promueva. 

Sección  10/  Del  gobierno  i  administración  interior.  Aunque 
pequeño  el  estado  oriental  del  Uruguai,  su  gobierno  i  adminis- 
tración interior  se  resienten  de  una  centralización  demasiado  ri- 
gorosa. Para  el  nombramiento  de  los  ajentes  del  poder  ejecutivo 
pediríamos  alguna  intervención  de  las  juntas  departamentales  ó 
económico-administrativas j  como  las  denomina  la  constitución, 
i  para  éstas  una  acción  más  amplia  i  desembarazada  que  la  que 
les  dan  los  arts.  126  i  127.  Bajo  su  dictado  es  nulo  el  poder  mu- 
nicipal, que  al  fin  es  el  mas  eficaz  para  obrar  el  adelantamiento 
de  las  poblaciones,  si  se  le  organiza  convenientemente.  Mientras 
una  parroquia  descuidada  por  su  concejo  comunal  languidece  á 
pesar  de  leyes  i  decretos  sobre  los  grandes  objetos  nacionales, 
otra  cuyos  inmediatos  intereses  (la  escuela,  el  mercado,  los  de- 
sagúes, el  alumbrado,  el  aseo)  se  atienden  con  esmero,  puede  pa- 
sarse sin  aquellas  leyes  i  aquellos  decretos,  que  á  menudo  vienen 
sin  dejar  sentir  más  que  su  parte  onerosa.  Concejos  indepen- 
dientes j  con  facultades  bastantes  para  expedir  actos  exequibles, 
reunirían  lastres  condiciones  que  buscaríamos  en  la  organización 
municipal.  Esa  tutela  á  que  el  distrito  se  halla  todavía  sujeto  en 
casi  toda  la  América  hispana,  es  un  resabio  de  la  lejislacion  i  de 
las  costumbres  españolas,  para  quienes  la  vida  propia  de  los 
pueblos  i  aldeas  es  un  herejía  política,  como  lo  era  entre  los  ro- 
manos la  vida  civil  de  los  hijos  i  de  las  esposas. 

Sección  11.*  Garantías  individuales.  Bajo  el  rubro,  disposi- 
ciones generales^  hace  la  constitución  uruguaya  algunas  declara- 
ciones, de  esas  que  se  llaman  derechos  del  hombre,  i  que  en 
pane  habia  ya  consignado  en  el  capit.  6.°  de  la  sección  9.' 
sobre  poder  judicial.  Ya  más  de  una  vez  hemos  manifestado 
nuestro  concepto  de  que  tales  declaraciones  son  poco  menos  que 
inútiles,  si  se  conciben  con  vaguedad  ó  se  abandonan  al  desarrollo 
posterior  de  leyes  que  las  anulen,  ó  quedan  escritas  como  ador- 
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no,  que  los  tribunales  no  tengan  estricta  obligación  de  acatar, 
(jue  los  derechos  proclamados  por  la  constitución  uruguaya  han 
sido  a  menudo  puro  ornato  suyo,  lo  eremos  firmemente.  1  para  no 
poner  sino  dos  ejemplos:  ¿  será  posible  que  la  importante  garantía 
declarada  en  el  art.  i  13  sobre  prisión,  haya  tenido  realidad  i  que 
nadie,  la  haya  sufrido  (:^in  responsabilidad  de  losinfraclorcs)  sino 
en  los  casos  allí  previstos?  ¿Serálo^que  la  casa  de  un  ciudadano 
jamás  baya  sido  invadida  por  la  autoridad  sino  de  conformidad 
con  el  art.  135  ?  Mucho  más  probable  es  que  uno  i  otro  abuso  se 
hayan  cometído  sistemáticamente  i  á  mansalva  de  la  autoridad 
pública,  sin  que  ya  ni  opresores  ni  oprimidos  se  acuerden  de  las 
garantías  otorgadas  por  la  constitución. 

Todas  estas  famosas  declar^aciones  han  sido  imitadas  por  las  cons- 
tituciones hispano*americanas  de  las  francesas,  espedidas  á  fines 
del  último  siglo  con  tan  poco  éxito  para  su  libertad  como  aqué- 
llas lo  han  sido  para  la  nuestra.  Viéndolas  escritas  en  el  bilí  of 
rights  de  los  ingleses  i  en  la  constitución  de  los  Estados  Unidos, 
imajinaron  los  franceses  que  á  ellas  debían  los  pueblos  anglo- 
sajones su  libertad  civil ;  cuando  no  eran  sino  constancia  de  los 
derechos  ya  poseídos  i  gozados,  que  se  querían  mejor  asegurar 
definiéndolos  i  enrostrándolos  en  la  ocasión.  Cierto  es  que  aun  en 
Inglaterra,  antes  i  después  de  la  magna  charla^  los  derechos 
privados  que  hacen  hoi  el  orgullo  de  aquel  pueblo,  se  conculca- 
ron frecuentemente  por  sus  reyes,  i  que  á  eso  se  deben  princi 
pálmente  sus  revoluciones,  terminadas  solo  en  1745.  Pero  no  es 
menos  cierto  que  el  goce,  más  ó  menos  turbado,  de  aquellos  de- 
rechos era  propiedad  de  la  raza  sajona  al  establecerse  eii  la  Gran 
Bretaña,  i  que  aun  en  las  épocas  más  calamitosas  los  defendió  con 
tesón,  como  condición  indispensable  para  la  paz  pública. 

JNo  confundamos,  pues,  los  efectos  con  las  causas.  Trabajemos 
por  inculcar  en  el  ánimo  de  los  ciudadanos  la  noción  del  dere- 
cho, sin  In  cual  la  poUlica  no  es  negocio  sino  para  los  que  ^uben 
al  poder.  Cuando  hayan  sabido  apreciarlo  i  defenderlo,  será  de 
un  orden  secundario  hacer  declaraciones  constitucionales  sobre 
derecho»  del  hombre.  Pero  si  han  de  hacerse  (i  no  lo  creemos 
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precisamente  un  mal)  conviene  definir  escrupulosamente  el  al- 
cance de  cada  derecho,  i  premunido,  no  sólo  contra  las  autori- 
dades ejecutivas  i  judiciales,  sino  contra  la  lei  misma,  que  por 
escepciones  ó  esplicaciones  puede  reducirlo  á  completa  hulidad. 
lié  aquí  un  cuadro  de  los  derechos  privados,  según  se  nos  alean* 
znn,  i  cuyos  fundaiitentus  no  podríamos  detall^ir  sin  estendernos 
muchísimo  más  de  lo  que  permite  el  plan  de  este  libro. 
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2.**  detención  militaren  tiempo  de  guerra; 
^1       1 3.®  detención  sanitaria  en  tiempo  de  guerra; 

a  exijiendo  pasaportes; 
J  \         b  prohibiendo  del  lodo  la  comunicación. 
=    I     YIIL  La  Producción^  salva  la  salubridad  públicn. 
•^   I     !X.  El  Empleo,  escepto  en  acciones  criminosas. 
^1     X.  La  Propiedad,  definida  por  el  código  civil : 
a  de  lo  que  se  produce; 
b  de  las  tierras  ; 
^1  i  sin  más  gravamen  político  que 

B  I  a  las  contribuciones  jenerales; 

^  I  h  las  multas  moderadas; 

\         c  In  espropiacíon  (mdenmizada)  por  utilidad  pública. 


o 


tn 


CONSTITUCIÓN 


DE   LA 


REPÚBLICA  DEL   PARAGUAI 


Nó8,  los  representantes  de  la  Nación  Para^aya,  reunidos  en 
Convención  Nacional  Constituyente  por  la  libre  i  espontánea  volun- 
tad del  pueblo  paraguayo,  con  el  objeto  de  establecer  la  justicia, 
asegurar  la  tranquilidad  interior,  proveer  á  la  defensa  común, 
promover  el  bienestar  jeneral  i  h^cer  duraderos  los  beneficios  de 
¡a  libertad  para  nosotros,  para  nuestra  posteridad  i  para  todos  los 
hombres  del  mundo  que  lleguen  á  híibitar  el  suelo  paraguayo,  in- 
vocando á  Dios  todopoderoso  supremo  lejislador  del  universo,  — 
Ordrnainos,  decretamos  i  establecemos  esta  constitución  para  la 
República  del  Paraguai. 


IPmiMMSMA.  PABTB 


CAPITULO  I 

D«61«raotoBM  Jeneratos 


Art.  i  .•  El  Paraííuai  es  i  será  siempre  libre  é  independiente  ;  se 
constituye  en  repúbl.ca  una  é  indivisible,  i  adopta  para  su  gobier- 
no la  forma  democrática  representativa. 

Art.  2."  La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  nación,  que  de- 
lega su  ejercicio  en  las  autoridades  que  establece  la  presente  cons- 
titución. 


264  REPÚBLICA  DEL  PARAGUAI 

Art.  5.^  La  religión  detestado  es  la  católica,  apostólica,  ro- 
mana, delíicndo  ser  para^iuayo  el  jefe  de  la  igle>ia;  sin  embargo, 
el  con^re>o  no  podrá  prohibir  el  libre  ejercicio  de  cualquiera  oira 
relijion  en  todo  el  territorio  de  la  república. 

Arl.  4.°  El  gobierno  provee  á  los  gastos  de  la  nación  ron  los 
fondos  del  tesoro  nacional ,  formado  del  producto  de  derecho  de 
espórtacion  é  importación,  de  la  venta  ó  locación  de  tierras  públi- 
cas, de  la  renta  de  correos,  Ferro-carriles,  de  los  empiéstitos  i 
oper.iriones  de  crédito,  i  de  los  demás  impuestos  ó  contribuciones 
que  dicte  el  congreso  por  leyes  especiales. 

Art.  5.°  En  el  int»  rior  de  la  república  es  libre  de  derecho  la  cir- 
culación de  los  efectos  de  pi*oduccion  ó  fabricación  nacional,  asi 
como  también  la  introducción  de  los  artículos  concernientes  á  la 
educación  é  instrucción  pública,  á  la  agricultura,  las  máquinas  á 
vapor  i  la  imprenta. 

Arl.  6.«  El  gobierno  fomentará  la  inmigración  americana  i  eu- 
ropea, i  no  podrá  reslrinjir,  limitar,  ni  gravar  con  impne.'^to  algu- 
no la  enlrada  en  el  territorio  paraguayo  de  los  estranjeios  que 
traigan  por  objeto  mejorar  las  industrias^  labrar  la  fien  a  é  intro- 
ducir i  enseñar  las  ciencias  i  las  artes. 

Arl.  1  .*  La  navegación  de  los  rios  interiores  de  la  nación  es  li- 
bre para  todas  las  banderas,  con  sujeción  únicamente  á  ios  regla- 
mentos que  dicte  al  respecta  el  congreso. 

Art.  8.^  La  educación  primaria  será  obligatoria  i  de  atención 
preferente  del  gobierno,  i  el  congreso  oirá  anualmente  los  infor- 
mes que  á  este  respecto  presente  el  ministro  del  ramo  para  piomo- 
ver  por  todos  los  medios  posibles  la  instrucción  de  los  ciudadanos. 

Art.  9.°  En  caso  de  conmoción  interior  ó  ataque  estrior  que 
ponga  en  peligro  el  ejercicio  de  esta  constilncion  i  de  hs  autorida- 
des creadas  por  ella,  se  declarará  en  estado  de  sitio  una  pane  ó  to- 
do el  territorio  paraguayo  por  un  término  limitado.  Du-ante  este 
tiempo  el  poder  del  presidente  do  la  república  Stí  limitará  á  arres- 
lar  á  las  personas  sospechosas  ó  trasladarlas  de  un  punto  á  otro  de 
la  nación,  si  ellas  no  ^  refieren  salir  fuera  del  pais. 

Art.  iO.  El  congres(í  promoverá  la  reforma  de  la  Jejíslacion  que 
existía  anieriorniente  en  todos  sus  ramos. 

Art.  H.  El  derecho  deser  juzgado  por  jurados  en  las  causas  cri- 
minales será  asegurado  á  todos,  i  pennanecerá  para  siempre  invio 
l.ible. 

Arl.  12.  Es  deber  del  gobierno  afianzar  sus  relaciones  de  paz  i 
comercio  con  las  nacicaies  estranjeras  por  medio  de  tratados  que 
eí-tén  de  conformidad  con  los  principios  de  derecho  público  esta- 
blecidos en  esta  coi  stitucion. 
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la  propiedad  de  los  habitantes  de  la  república  queden  á  merced 
del  gobierno  ó  persona  alguna.  La  dictadura  es  nula  é  inadmisi- 
ble en  la  república  del  Paraguai,  i  los  iiue  la  formulen,  consientan 
ó  iirmen  se  sujetarán  á  la  responsabilidad  i  pena  de  los  infames 
traidores  á  la  patria. 

Art.  i4.  Todas  las  autoridades  superiores,  empleados  i  funcio- 
narios públicos  de  la  repúldica  son  responsables  individualmente 
de  las  faltas  i  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 
Todos  sus  actos  deben  ajustarse  esti  idamente  á  la  leí»  i  en  ningún 
caso  pueden  ejercer  atribuciones  ajenas  á  su  jurisdicción. 

Art.  15.  Los  principios,  garantías  i  derechos  reconocidos  en  esta 
constitución  no  podrán  ser  alterados  por  las  leyes  que  reglamenten 
su  ejercicio. 

Art.  16.  Esta  constitución,  las  leyes  que  en  su  consecuencia  se 
dicten  por  el  congreso  i  los  tratados  con  las  potencias  eslranjeras 
son  la  lei  suprema  de  la  nación. 

Art.  \1.  Las  autoridades  que  ejereen  los  poderes  lejislativo, 
ejecutivo  i  judicial  residirán  en  la  Asunción,  capital  de  la  repúbli- 
ca del  Paraguai. 


CAPITULO  II 

Derechos  1  garantlae 

Art.  18.  Todos  los  habitantes  de  la  república  gozan  de  los  si- 
guientes derechos,  conforme  á  las  leyes  que  reglamentan  su  ejerci- 
cio :  de  navegar  i  comerciar,  de  trabajar  i  ejercer  toda  industria 
lícita,  de  reunirse  pacifieamente,  de  peticionar  á  las  autoridades, 
de  entrar,  permanecer,  transitar  i  salir  del  territorio  paraguayo  li- 
bre de  pasaporte,  de  publicar  sus  ideas  por  la  prensa  sin  censura 
previa,  de  usar,  de  disponer  de  su  propiedad  i  asociarse  con  fines 
útiles,  de  profesar  libr  emente  su  culto,  de  enseñar  i  aprender. 

Art,  19.  La  propiedad  es  inviolable,  i  ningún  habitante  de  la 
república  puede  ser  privado  de  ella,  sino  en  virtud  de  sentencia 
fundafta  en  lei.  La  cspropiacion  por  causas  de  utilidad  pública  de- 
be ser  calilícada  por  la  lei  i  previamente  indemnizada.  Solo  el  con- 
greso impone  las  contribuciones  que  se  e>presan  en  el  art.  4.^,  i 
sin  su  especial  autorización  es  prohibido  á  cualquier  otra  autoridad 
ó  persona  alguna.  Ningún  servicio  personal  es  exigible  sino  en  vir- 
tud de  lei  ó  de  sentencia  fundada  en  lei.  Todo  autor  ó  inventor  es 
propietario  esclusivo  de  su  obra,  invento  ó  descubrimiento  por  el 
tóimino  que  le  acuerda  la  lei.  La  confiscación  de  bienes  queda  bor- 
rada para  siempre  del  código  penal  paraguayo,  asi  como  la  pena 
de  muerte  por  causas  políticas.  Ningún  cuerpo  armado  puede  ha- 
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cer  requisiciones»  ni  exijir  ausilios  de  ninguna  especie  sin  indein- 
nizacion. 

Art.  20.  Ningún  habitante  de  la  república  puede  ser  penado  sin 
juicio  previo  fundado  en  lei  anterior  al  hecho  del  proceso,  ni  juz- 
gado por  comisiones  especiales,  sino  con  arreglo  al  art.  11.  Nadie 
puede  ser  obligado  á  declarar  contra  si  mismo,  ni  arrestado  sino 
en  virtud  de  orden  escrita  de  autoridad  competente,  ni  det«^nido 
mas  de  24  horas  sin  comunicársele  su  delito,  i  no  puede  ser  dete- 
nido sino  en  su  casa  ó  en  los  hijeares  públicos  destinados  ¿  este 
objeto.  La  lei  reputa  inocentes  á  los  que  aún  no  han  sido  declara* 
dos  culpables  ó  legalmente  sospechosos  de  serlo,  por  acto  motiva- 
do de  juez  competente. 

Art.  21.  Es  inviolable  la  defensa  en  juicio  de  la  persona  i  de  los 
hechos.  El  domicilio  es  inviolable,  como  también  la  corresponden- 
cia epistolar  i  los  papelis  privados,  i  una  lei  determinará  en  qué 
casos  i  con  qu^  justificativos  podrá  precederse  á  su  allanamiento  i 
ocupación.  Ouedan  abolidos  tnda  especie  de  tormentos  i  los  azotes. 
Las  cárceles  deben  de  ser  sanas  i  limpias,  para  seguridad  i  no  para 
mortificación  de  los  reos  detenidos  alli,  i  toda  medida  que  é  pretes- 
lo  de  precaución  conduzca  á  mortificarlos  mas  allá  de  lo  que  aque- 
lla exija,  hará  responsable  á  las  autoridades  que  lo  autoricen. 

Art.  22.  No  se  exijirán  fianzas  escesivas,  ni  se  impondrán  des- 
medidas multas. 

Art  23.  Las  acciones  privadas  de  los  hombres,  qiie  de  ningún 
modo  ofendan  al  orden  i  á  la  moral  pública,  ni  perjudiquen  á  un 
tercero,  están  solo  reservadas  á  Dios  i  exentas  <ie  la  autoridad  de 
los  majistmdos.  Ningún  habitante  de  la  república  será  obligado  á 
hacer  lo  que  no  manda  la  lei«  ni  privado  de  lo  «lue  ella  no  prohibe. 

Art.  24.  La  libertad  de  la  prensa  es  inviolable,  i  no  se  d  ciará 
ninguna  lei  que  coarte  de  ningún  moJo  este  derecho.  En  los  deli- 
tos de  la  prensa  solo  podrán  entender  los  jurados,  i  en  las  causas  i 
demandas  promovidas  sobre  publicaciones  en  que  se  censure  la 
conducta  oficial  de  los  empleados  públicos,  es  admitida  la  prueba 
de  los  hechos. 

Art.  25.  En  la  república  del  Paraguai  no  hai  esclavos;  si  algu- 
no existe  queda  libre  desde  la  jura  d  ta  constitución,  i  una  lei 
especial  reglará  las  indemnizaciones  á  que  diere  lugar  esta  decla- 
ración, los  esclavos  que  de  cualqu'er  modo  se  introduzcan,  quedan 
libres  por  ei  solo  hecho  de  pisare!  territorio  paraguayo. 

Art.  26.  la  Nación  Paraguaya  no  admite  pierog^itivas  de  sansre 
ni  de  nacimiento;  no  hai  eni-lía  fuen>s personaos  ni  lilujosdr'  no- 
bleza. Todos  sus  habitantes  son  iguales  ante  la  lei,  i  son  admisibles 
á  cualquier  empleo  sin  otra  condición  que  la  idoneidad.  La  igual- 
dad es  la  base  del  impuesto  i  de  las  cargas  públicas. 

Art.  27.  Lis  inviolable  la  lei  electoral  del  ciudadano,  i  ^e  prohi- 
he  al  presidente  i  á  sus  ministros  toda  injerencia  directa  ó  ínoirecta 
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en  las  elecciones  populares.  Cualquiera  autoridad  de  la  ciudad  ó 
campaña  que  por  si,  ú  obedeciendo  órdenes  superiores  ejerza  coac- 
ción directa  ó  indirectamente  en  uno  ó  más  ciudadanos,  comete 
atentado  contra  la  libertad  electoral  i  es  responsable  individual- 
mente ante  la  fei. 

Att.  28.  Toda  persona  está  facultada  en  la  república  para  arres- 
tar al  delincuente  sorpiendido  en  la  ejecución  del  delito,  i  condu- 
cirlo ante  la  autoridad  para  ser  inmediatamente  entregado  á  ios 
jueces  competentes.  El  ciu<ladano  está  exento  i  perfectamente  lim- 
pio de  toda  deshonra  ó  infamia,  incurrida  á  motivo  de  al^'un  cri- 
men ó  suplicio  por  cualquiera  de  sus  parientes. 

Art.  29.  Toda  iei  ó  de*  reto  que  esté  en  oposición  á  lo  que  dis- 
pone esta  cunsliturion,  queda  sin  efecto  i  de  ningún  ^alor. 

Art.  30.  Iodo  ciudadano  paraguayo  está  obligado á  -armarse  en 
deípnsa  de  la  patria  i  de  esta  constitución,  conforme  á  las  leyes  que 
al  efecto  dicte  el  congreso  i  á  los  decretos  del  P.  E.  Los  ciudada- 
nos naturalizados  están  obligados  igualmente  á  prestar  este  servi- 
cio después  de  tres  años  de  su  naturalización. 

Art.  51 .  El  pueblo  no  delibera  ni  gobierna  sino  por  medio  de 
sus  representantes  i  autoridades  cread.s  por  esta  constitución.  To- 
da fuerza  armada  ó  reunión  de  personas  que  se  atribuya  los  dere- 
chos del  pueblo  i  peticione  á  nombre  de  éste,  comete  delito  de  se- 
dición. 

Art,  52.  Ninguna  Iei  tendrá  efecto  retroactivo. 

Art.  55.  Los  estranjeros  gozan  en  todo  el  territorio  de  la  nación 
de  todos  los  derechos  civiles  del  ciudadano;  pueden  ejercer  sus  in- 
dustrias, comercio  i  profe>ion;  poster  bienes  raices,  comprarlos  i 
enajenarlos;  navegar  los  rios,  ejercer  libremente  su  culto,  testar  i 
casarse  conforme  á  las  leyes.  No  están  obligados  á  admitir  la  ciu- 
dadanía, ni  á  pagar  contribuciones  forzosas  estraordinai  ias. 

Art.  54.  Las  declaraciones,  derechos  i  garantías  que  enumera 
esta  Iei  fundamental,  no  serán  entendidus  como  negación  de 
otros  derechos  i  garantías  no  enumeradas,  pero  que  nacen  del  prin- 
cipio de  la  soberanía  del  pueblo  i  de  la  forma  republicana  demo- 
crática representativa. 


CAPITULO  ill 

De    la    ciudadanía 


Art.  55.  Son  ciudadanos  paraguayos  : 
1.°  Los  nacidos  en  territorio  paraguayo ; 
2.«  Los  hijos  df  madre  ó  padre  paraguayos  por  el  solo  hecho 
de  avecindarse  en  el  Paraguai ; 
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5.<>  Los  hijos  de  paraguayos  nacidos  en  territorio  esiranjero, 
hallándose  el  padre  en  actual  servicio  de  la  i^epiiblica :  éstos  son 
ciudadanos  paraguayos  aun  para  los  e^ei  tos  en  que  las  leyes  fun- 
damentHles,  ó  cualesquiera  otras,  requieran  nacimiento  en  territo- 
rio paraguayo ; 

4 "  Los  estranjeros  naturalizados  gozarán  de  todos  los  dere- 
chos políticos  i  civiles  de  los  nacidos  en  el  territorio  paraguayo, 
pudiendo  ocupar  cualquier  puesto,  menos  el  de  presidente,  vice- 
presidente de  la  república, ministros,  diputados!  senadores; 

5.^  Los  que  tengan  especial  gracia  de  naturalización  del  con- 
greso. 

Art.  36.  Para  naturalizarse  en  el  Paraguai  bastará  que  cualquier 
Cítranjero  haya  residido  dos  años  consecutivos  en  el  país,  poseyen- 
do alguna  propiedad  raíz  ó  capital  en  jiro,  ó  profesando  alguna 
ciencia,  arte  ó  industria.  Este  término  se  puede  acortar  siendo  ca- 
sado con  paraguaya,  6  alegando  i  probando  servicios  en  provecho 
de  la  república. 

Art.  57.  Al  congreso  corresponde  declarar  respecto  de  los  que 
no  hayan  nacido  en  el  territorio  paragua\o,  si  están  ó  no  en  el  caso 
de  obtener  naturalización  con  arreglo  al  ait.  35,  i  el  presidente 
de  la  república  espedirá  en  consecuencia  la  correspondiente  carta 
de  naturalización. 

Art.  38.  Todos  los  ciudadanos  paraguayos  sin  los  impedimentos 
del  articulo  siguiente,  tienen  derecho  al  sufrajio  desde  la  edad  do 
diez  i  ocho  años  cumplidos. 
Art.  39.  Se  suspende  el  derecho  de  sufrajio  : 

i  .^  Por  ineptitud  física  ó  moral  que  impida  obrar  libre  i  re- 
flexivamente ; 

2.®  Por  ser  soldado,  cabo  6  sarjento  de  tropa  de  linea  ó  guardia 
nacional  movilizada  de  mar  i  tierra  bajo  cualquiera  denominación 
que  sirvieren ; 

3.<>  Por  hallarse  procesado  como  reo  que  merezca  pena  infa- 
mante. 

Art.  40.  Se  pierde  la  ciudadanía  : 

1.°  Por  quiebra  fraudulenta; 

2.®  Por  admitir  empleos,  funciones,  distinciones  ó  pensiones 
de  un  gobierno  estranjero  sin  especial  permiso  del  congreso. 

Art.  Ai.  Los  que  por  una  de  las  causas  mencionadas  en  e\  articut 
lo  anterior,  hubiesen  perdido  la  calidad  de  ciudadanos,  podrán  im- 
petrar la  rehabilitación  dei  congreso. 
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PARTE   SEOU^íBJL 


CAPITULO  IV 

Del  pod«r  leJiÉlatlTO. 

r 

Art.  42.  Un  congreso  compuesto  de  dos  cámaras,  una  de  diputa- 
dos i  otra  de  senadores,  será  investido  del  poder  lejislativo  de  la 
nación. 


CAPITULO  V 

De  la  oamara  de  dipatadoe 

Art.  43.  La  cámara  de  diputados  se  compondrá  de  representantes 
elejidos directamente  por  el  pueblo  de  cada  distrito  electoral  asim- 
ple pluralidad  de  sufrajios. 

Art.  44.  La  cámara  de  diputados  para  la  primera  lejislatura  se 
compondrá  de  26  miembros,  que  serán  elejidos  proporclonalmen- 
te,  dos  me>es  después  de  la  instalación  formal  del  primer  gobierno 
constitucional,  de  conformidad  con  la  lei  que  se  dicte  al  e^cto. 

Art.  45.  Para  la  secunda  lejislatura  deberá  realizarse  el  censo 
jeneral,  i  arreglarse  á  él  el  número  de  diputados,  á  razón  de  uno 
por  cada  seis  mil  habitantes  ó  de  una  fracción  que  no  baje  de  tres 
mil;  pero  el  censo  sólo  podrá  renovarse  cada  cinco  años. 

Art.  46.  Para  ser  diputado  se  requiere  haber  cumplido  veinte  i 
cinco  años  i  ser  ciudadano  natuml.  En  el  caso  que  un  ciudadano 
sea  electo  por  más  de  un  departamento,  debe  pertenecer  al  mas 
dilatante  de  la  capital  para  evitar  toda  demora  6  retardo. 

Art.  47.  Los  diputados  durarán  en  sus  representaciones  por  el 
término  de  cuatro  años  i  pueden  ser  reelectos;  pero  la  sala  se  re- 
novará por  mitad  cada  bienio,  á  cuyo  efecto  los  nombrados  para  la 
primera  lejislatura,  asi  que  se  reúnan,  sortearán  los  que  deben  sa- 
lir en  el  primer  periodo. 

Art.  48.  En  caso  de  vacante,  el  gobierno  hará  proceder  á  la  elec- 
ción de  sus  nuevos  miembros. 

,  Art.  49.  Ala  cámara  de  diputados  corresponde  esclusivamente  la 
iniciativa  de  las  leyes  sobre  contribuciones  i  reclutamiento  de 
tropas. 
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Art.  50.  Solo  ella  ejerce  el  derecho  de  acusar  ante  el  senado  al 
presidente,  vicepresidente,  sus  ministros,  ¿  los  miembros  del  su- 
perioi  tribunal  de  justicia  i  á  ios  jennrales  de  su  ejército  á  armada, 
en  las  candas  de  responsabilidad  que  se  intente  contra  ellos  por 
mal  desempeño  ó  por  delito  en  el  ejercicio  d^  sus  funciones,  ó  por 
crímenes  comunes,  después  de  haber  conocido  en  ellas  i  declara- 
do haber  lugar  á  formación  de  causa  por  mayoría  de  laa  dos  ter- 
ceras partes  de  sus  miembros  presentes. 


CAPITULO  VI 

Del  senado 

Art.  51.  El  senado  de  la  primera  lejislatnra  se  compondrá  de 
13  senadores,  que  sean  elejidos  en  la  misma  forma  i  tiempo  de 
los  diputados,  debiendo  elejirse  para  el  segundo  periodo  en  pro- 
porción de  uno  por  cada  doce  mil  habitantes  ó  de  una  fracción 
que  no  baje  de  ocho  mil. 

Art.  52.  Los  senadores  durarán  seis  años  en  el  ejercicio  de  sus 
funciores  i  son  reelejibles;  pero  el  senado  se  renovará  por  tei ce- 
ras partes  cada  dos  años,  decidif'ndose  por  la  suerte,  quienes  de- 
ban salir  en  el  primero  i  segundo  hieiiio. 

Art.  53.  Para  ser  senador  se  requiere  tener  la  edad  de  Yeintei 
ocho  año^  i  ser  ciudadano  natural. 

Art.  54.  El  vicepresidente  de  la  república  será  el  presidente  del 
senado  ;  pero  no  tendrá  voto,  sino  en  caso  que  haya  empate  en  la 
votación. 

Art.  55.  El  senado  nombrará  un  presidente  provisorio  que  lo 
presida  en  caso  de  ausencia  del  presidente»  ó  cuando  éste  ejerza 
las  funciones  de  presidente  de  la  nación. 

Art.  56.  Al  S'Miado  corre«^ponde  juzg^tr  en  juicio  públicQ  á  los 
acusados  por  la  cámara  de  diputados,  debiendo  sus  miemlTOS  pres- 
tar juramento  para  este  acto.  Cuando  el  acusado  sea  el  presioeute 
de  la  república  ó  el  vicepresidente  en  ejercicio  del  poder  ejecuti- 
vo, el  senado  será  presidido  por  el  presidente  del  superior  tribu- 
nal de  justicia.  Ninguno  será  declarado  culpable  sino  á  mayoría  de 
dos  tercios  de  los  miembros  presentes. 

Art.  57.  Su  fallo  no  tendrá  más  efecto  que  destituir  al  acusado  i 
aun  declararlo  incapaz  de  ocupar  ningún  pue>to  de  hooor,  de  con- 
fíanza  ó  á  sueldo  de  la  nación;  peto  la  parte  condenada  quedará, 
no  obstante,  snji  ta  á  acusación,  juicio  i  castigo  conforme  á  las  le- 
yes ante  los  tribunales  ordinaríos. 

Art.  58.  Cuando  vacase  el  puesto  de  un  senador,  el  gobierno 
hará  proceder  inmediatamente  á  la  elección  de  un  nuevo  miembro. 
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CAPITULO  VII 

DisposlolonM  oomanaB  á  amlMsoftiiiaras. 

Art.  59.  Ambas  cámaras  se  reunirán  en  sesiones  ordinarias  todos 
lósanos  desde  el  l.^  de  abril  (por  primera  vez,  tres  meses  después 
del  nombramiento  del  gobierno  constitucional)  hasta  el  51  de 
agosto.  Pueden  ser  convocadas  también  esiraordinaiiameiite  por  el 
presidente  de  la  república  ó  á  pedido  de  cuatro  diputados  i  dos  se- 
nadores, i  prorogadas  del  mismo  modo  sus  sesiones. 

Alt.  60.  liada  cámara  es  juez  esclusivo  de  las  elecciones,  dere- 
cho I  tiiülos  de  sus  miembros  en  cuanto  á  su  validez.  Ninguna  de 
ellas  entrai  á  en  sesioni^s  sin  la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros ; 
pero  un  número  mt'nor  pudra  compeler  á  los  miembros  ausentes  á 
que  concurran  á  las  sesiones,  en  los  términos  i  bsyo  la  pena  que 
cada  cámara  establezca. 

Art.  61 .  Ambas  cámaras  empiezan  i  concluyen  sus  sesiones  si- 
multáiieamfnte.  Ninguna  de  ellas,  mientras  sé  hallen  reunidas,  po- 
drá suspendt  r  sus  sesiones  mas  de  tres  dias  sin  el  consentimiento  de 
la  otra. 

Art.  62.  Cada  cámara  hará  su  reglamento,  i  podrá  con  dos  ter^ 
cios  de  votos  correjir  á  cualquiera  de  sus  miembros  por  desorden 
de  conducta  en  el  ejercicio  de  sus  iunciones,  ó  removerlo  por  inha- 
bilidad fís  ca  6  moral,  i  hasta  esciuirlo  de  su  seno  cuando  la  cámara 
lo  juzgue  incapaz  ó  inhábil  para  asistir  á  su  seno;  pero  bastará  la 
mayoría  de  uno  sobre  la  mitad,  para  decidir  en  las  renuncias  que 
voluntariamente  hicieren  de  sus  cargos. 

Art.  63.  Ninguno  de  los  miembros  del  congreso  puede  ser  acu- 
sado, interrogado  judicialmente,  ni  molestado  por  las  opiniones  ó 
discursos  que  epiita  desempeñando  su  mandato  de  lejislador. 

Art.  64.  Ningún  senador  ó  diputado,  desde  el  día  d<!  su  elección 
basta  el  de  su  cese,  puede  snr  arrestado,  esceplo  en  el  caso  de  ser 
sorprendido  en  cfiuien  infraganti  que  merexca  pena  infamante, 
dando  en  seguida  cuenta  á  la  cámara  respectiva  con  la'informacion 
sumaría  del  hecho. 

Art.  65.  Cuando  se  forme  querella  por  escrito  ante  las  justicias 
ordinarias  contra  cualquier  seíador  6  diputado,  eiLaminadoel  mé- 
rito del  sumario  en  juicio  púb  ico,  podrá  cada  cámara  con  dos  ter- 
cios de  votos  suspender  en  sus  funciones  al  acusado,  i  ponerlo  á 
disposición  d  1  juez  competente  para  su  juzgamiento. 

Alt.  66.  Los  senadores  i  diputados  prestarán,  en  el  acto  de  su 
iocorporacion,  juramento  de  desempeñar  debidamente  el  cargo  i  de 
obrar  en  todo  de  conformidad  á  lo  que  prescribe  estü  constitución. 

Art.  67.  Cada  una  de  las  cámaras  puede  hacer  venir  á  su  sala  á 
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los  minisfros  delP.  E.  para  recibir  las  esplícacionesé  informes  que 
eslime  convenicnle. 

Art.  68.  Ningún  ministro  podrá  ser  diputado  ni  senador  sin  pre- 
via renuncia  de  su  cargo. 

Ari.  69.  Ningún  eclesiástico  podrá  ser  miembro  del  congreso; 
tampoco  podrán  serlo  los  empleados  á  sueldo  de  la  nación  sin  re- 
nunciar antes  á  su  puesto. 

Art.  70.  Los  servicios  de  los  diputados  i  senadores  son  r^niiine- 
rados  por  el  tesoro  nacional  con  una  dotación  cfJie  la  Ici  señalará. 

Art.  7i.  La  apertura  de  las  dos  cámaras  será  hecha  por  el  presi- 
dente de  la  república. 


CAPITULO  VIII 

Atribuoiones  del  congraso 


Arl.  72.  Corresponde  al  congreso  : 

1 .°  Diciar  á  la  brevedad  posible  la  lei  que  reglamente  el  eshh 
blecimiento  de  mimicipalidades  en  la  república. ; 

2.®  Asimismo,  la  lei  para  el  eslableciuiiento  de  juicios  por 
jurados; 

5.^  Lejislar  sobre  aduanas  i  establecer  los  derechos  de  impo^ 
tacion  i  esportacion ; 

4.<^  Imponer  contribuciones  directas  por  tiempo  determinado, 
siempre  que  la  defensa,  seguridad  i  bienestar  del  estado  lo  exijan; 

h.**  Contraer  empréstitos  de  dinero  sobre  créditos  de  la  nación 
i  establecer  i  reglamentar  un  banco  nacional  con  la  facultad  de  emi- 
tir billetes; 

6.°  Arreglar  el  pago  de  la  deuda  interior  i  esterior  de  la  na- 
ción ; 

7.°  Fijar  anualmente  el  presupuesto  de  gastos  de  la  adminis- 
tración de  la  nación,  i  aprobar  ó  desechar  la  cuenta  de  su  inver- 
sión; 

8.^  Rpglainenlar  la  libre  navegación  de  los  ríos,  habilitar  los 
puertos  que  considere  convenientes,  crt>ar  ó  suprimir  aduanas ; 

9.*^  Hacer  sellar  moneda,  fijar  su  valor  i  el  de  las  estranjeras, 
i  adoptar  un  sistema  uniforme  de  pesas  i  medidas  para  toda  la  na- 
ción. 

10.  Dictarlos  có  tigos  civil,  comercial,  penal  i  minería,  i  espe- 
cialmente ley.  s  jeiierales  sotire  bancirotas,  sobre  falsificación,  de 
la  moneda  corriente  i  documentos  públicos  del  estado, 
il.  Arreglar  i  establecer  las  postas  i  correos  jeneralcs  de  la 
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república,  i  reglar  el  comercio  maritimo  i  terrestre  con  las  na- 
ciones estranjeras. 

i3.  Arreglar  definitivamente  los  limites  de  la  república. 

i3.  Proveer  á  la  seguridad  de  las  fronteras ;  conservar  el  trato 
pacifico  con  los  indios  ó  promover  la  conversión  de  ellos  al  cris- 
tianismo i  á  la  civilización. 

14.  Proveer  lo  conducente  á  la  prosperidad  del  país,  i  sobre 
todo,  emplear  todos  los  medios  posibles  para  el  progreso  i  la  ilus- 
tración jeneral  i  universitaria. 

i5.  Promover  la  industria,  la  inmigración,  la  construcion  de 
ferro-carrilest  canales  navegables  i  telégrafos,  la  colonización  de 
las  tierras  de  propiedad  del  estado,  la  introducción  i  estableci- 
miento de  nuevas  industrias,  la  importación  de  capitales  cstran- 
jeros,  la  esplolacion  de  los  rios  interiores,  por  leyes  protectoras 
para  estos  fanes  i  por  concesiones  temporales  de  privilejios  i  recom- 
pensas de  estimulo. 

16.  Establecer  tribunales  inferiores  al  superior  tribunal  de 
justicia,  crear  i  suprimir  empleos,  fijar  sus  atribuciones,  dar 
pensiones,  decretar  honores  i  conceder  amnistías  jenerales. 

17.  Admitir  ó  desechar  los  motivos  dt>  dimisión  del  presidente 
ó  vicepresidente  de  la  república,  i  declarar  el  caso  en  que  deba 
precederse  á  nueva  elección,  hacer  el  escrutinio  i  rectificación  de  elln. 

18.  Aprobar  ó  desechar  los  tratados  con  lis  demás  naciones,  i 
autorizar  al  P.  £.  para  hacer  la  guerra  6  la  paz. 

i9.  Fijarlas  fuerzas  de  mar  i  tierra  que  deben  permanecer  en  pié 
en  tiempo  de  paz  ó  de  guerra,  establecer  reglamentos  i  ordenan- 
zas para  el  gobierno  de  dicho  ejército, 

20.  Autorizar  la  reunión  de  todas  las  milicias  en  toda  la  repú- 
blica, 6  en  cualquier  parte  de  ella,  cuando  lo  exiJ9  la  ejecución  de 
las  leyes  de  la  nación,  ó  sea  necesario  contener  las  insurrecciones 
ó  repeler  las  invasiones.  Disponer  la  organización,  armamento  i 
disciplina  de  dichas  milicias. 

21.  Permitir  la  introducción  de  tropas  estranjeras  en  el  terri- 
torio de  la  república  i  la  salida  de  las  fuerzas  nacionales  fuera 
de  él. 

22.  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  re- 
pública en  caso  de  conmoción  interior,  i  aprobar  i  suspender  el 
estado  de  sitio  declarado  durante  su  receso  por  el  P.  E, 

23.  Ejercer  una  lejislacion  esclusiva  en  todo  el  territorio  de  la 
república,  i  sobre  los  demás  lugares  adquiridos  por  compra  6 
cesión ,  para  establecer  fotalezas,  arsenales,  almacenes  ú  otros 
establecimientos  de  utilidad  nacional. 

24.  Hacer  todas  las  leyes  i  reglamentos,  que  sean  convenientes 
para  poner  en  ejercicio  los  poderes  antecedentes  i  todos  los  otros 
concedidos  por  esta  constitución  al  gobierno  de  la  república  del 
Paraguai. 
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25.  A  prospuesta  del  P.  E.  autorizar  á  éste  á  espedir  despachos 
desde  sárjenlo  mayor  hasta  los  grados  superiores. 

26.  Nombrar  de  su  seno  una  comisión  que  investigue  sobre  los 
grados  militares  dados  por  los  gobiernos  anteriores,  para  reconocer 
ó  anular  el  goce  de  sus  fueros. 


CAPITULO  IX 

Do  la  tormaoloB  1  sanolon  de  las  leyes. 


Art.  73.  Las  leyes  pueden  tener  principio  en  cualquiera  de  las 
cámaras  del  congreso  por  proyectos  presentados  por  los  miem- 
bros ó  por  el  P.  E.$  escepto  las  relaiivas  á  las  que  trata  el  ar- 
ticulo 49.  Aprobado  un  proyecto  de  leí  por  la  cámara  de  su  oríjen, 
pasa  para  su  dicusion  á  la  olra  cámara.  Aprobado  por  ambas, 
pasa  al  P.  E.  de  la  república  para  su  examen,  i  si  también  obtiene 
su  aprobación,  lo  promulga  como  lei. 

Art.  74.  Se  reputa  aprobado  por  el  P.  E.  todo  proyecto  no  de- 
vuelto en  el  térmmo  de  diez  dias  útiles. 

Art.  75.  Ningún  proyecto  de  lei  desechado  totalmente  por  una 
de  las  cámaras  podrá  repetirse  en  las  sesiones  de  aquel  año. 
Pero  si  solo  fuese  adicionado  ó  correjido  por  la  cámara  revisora, 
volverá  á  la  de  su  orijen,  i  si  en  ésta  se  aprobasen  las  adiciones 
ó  correcciones  por  mayoría  absoluta  pasará  al  P.  E.  de  la  nación. 
Si  las  correcciones  i  adiciones  fuesen  discutidas,  volverá  segunda 
vez  á  la  cámara  revisora,  i  si  aquí  fuesen  nuevamente  sancionadas 
por  una  mayoiia  de  dos  terceras  partes  de  sus  miembros,  pasará 
el  proyecto  á"  la  olra  cámara  i  no  se  entenderá  que  ésta  repniebe 
dichas  adiciones  ó  correciones,  si  no  concurre  para  ello  el  voto  de 
las  dos  terceras  partes  de  los  miembros  presentes. 

Art.  76.  Desechado  en  todo  ó  en  parte  un  proyecto  por  el  P.E„ 
vuelve  con  sus  objeciones  á  la  cámara  de  su  orijen ;  ésta  lo  dis- 
cute de  nuevo,  i  si  lo  confirma  por  mayoría  de  dos  tercios  de 
votos,  pasa  otra  vez  á  la  cámara  de  revisión.  Si  ambas  cámaras  lo 
sancionan  por  igual  mayoría,  el  proyecto  es  lei ,  i  pasa  al  P.  E. 
para  su  promulgación.  Las  votaciones  de  ambas  cámaras  serán  en 
este  caso  nominales  por  si  ó  por  nó;  i  tanto  los  nombres  i  funda- 
mentos de  los  sufragantes,  como  las  objeciones  del  poder  ejecutivo, 
se  publicarán  inmediatamente  por  la  prensa.  Si  las  cámaras  diGe- 
ren  sobre  las  objeciones,  el  proyecto  no  podrá  repetirse  en  las 
sesiones  de  aquel  año. 
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Art.  77.  En  la  sanción  de  las  leyes  se  usará  de  esta  fórmula  : 
« El  senado  i  cámara  de  diputados  de  la  nación  paraguaya  reuní- 
dos  en  congresOt  etc.,  decretan  ó  sancionan  con  fuerza  delei.  » 


CAPITULO  X 

De  la  oomlsloa  permanente. 

Art.  78.  Antes  de  ponerse  en  receso  las  cámaras  se  nombrará 
por  cada  una  de  ellas,  por  mayoría  absoluta,  una  comisión  perma- 
nente, compuesta  de  dos  senadores  i  cuatro  diputados,  nombrán- 
dose además  dos  suplementes  por  la  cámara  de  diputados  i  uno  por 
el  senado. 

Art.  79.  Reunidos  los  titulares ,  nombrarán  un  presidente  i 
^ce,  avisando  al  P.  E. 

Art.  80.  En  caso  que  sea  necesario  llamar  algún  suplente,  esto 
se  ?enñcará  á  la  suerte. 

Art.  81.  La  comisión  permanente  durará  hasta  que  se  abran  las 
sesiones  ordinarias  del  próximo  periodo  lejislativo. 

Art.  82.  Las  atribuciones  serán  :  velar  por  la  observancia  de  la 
constitución  i  de  las  leyes,  bajo  responsabilidad  ante  las  cámaras. 

Art.  83.  Recibir  las  actas  de  elecciones  de  diputados  i  sena- 
dores, i  pasarlas  á  la  respectiva  comisión. 

Art.  84.  Podrá  usar  de  la  facultad  que  se  confiere  á  cada  cá- 
mara en  el  art.  67,  cap.  Vil. 

Art.  85.  Convocará  á  sesiones  preparatorias  para  examinar  las 
actas  de  elecciones,  á  fin  de  que  la  apertura  de  las  sesiones  ordi- 
narias se  efectúe  el  día  que  señale  esta  constitución. 

Art.  86.  La  comisión  permanente  no  podrá  funcionar  sin  que 
estén  cuatro  miembros  presentes ;  en  caso  de  empate  decidirá  el 
presidente. 


CAPITULO  XI 

Del  poder  eJeoaUTO.  — De  su  natnralesa,  dnrsolan  1  eleooion. 

Art.  87.  El  poder  ejecutivo  de  la  república  será  desempeñado 
por  un  ciudadano  con  el  lilulo  de  «  presidente  de  la  República 
«el  Paraguai.  » 

An.  88.  En  caso  de  enfermedad,  ausencia  de  la  capital,  muerte, 
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renuncia  ó  destitución  del  presidente,  el  P.  E.  será  ejercido  por 
el  vicepresidente  de  la  república.  Encaso  de  destitución,  muerte, 
dimisión  ó  inhabilidad  del  presidente  i  vicepresidente,  el  con- 
greso determinará  qué  funcionario  público  ha  de  desempeñar  su 
presidencia,  hasta  que  haya  cesado  la  causa  de  la  inhabilidad  ó  ua 
nuevo  presidente  sea  electo. 

Art.  89.  Para  ser  presidente  i  vicepresidente  de  la  república, 
se  requiere  ser  natural  de  la  república,  tener  treinta  años  de  edad  i 
profesar  la  relijion  cristiana. 

Art.  90.  El  presidente  i  vicepresidente  de  la  república  dura- 
ran en  sus  empleos  el  término  de  cuatro  años,  i  no  pueden  ser 
reelejidos  en  ningún  caso  sino  con  dos  periodos  de  intervalo. 

Art.  91.  El  presidente  de  la  república  cesa  en  el  poder  el  dia 
mismo  en  que  espire  su  período  de  cuatro  años,  sin  que  evento 
alguno  que  le  haya  interrumpido  pueda  ser  motivo  de  que  se  le 
complete  mas  tarde. 

Art.  92.  £1  presidente  i  vicepresidente  disfrutarán  de  un  sueldo 
pagado  por  el  tesoro  de  la  nación,  que  no  podrá  ser  alterado  en 
el  periodo  de  sus  nombramientos.  Durante  el  mismo  periodo  no 
podrán  ejercer  otro  empleo  ni  recibir  emolumento  alguno  de  la 
república. 

Art.  95.  Al  tomar  posesión  de  su  cargo  el  presidente  i  vice- 
presidente prestarán  juramento  en  manos  del  presidente  del  se- 
nado (la  primera  vez  ante  el  presidente  de  la  convención  consti- 
tuyente) estando  reunido  el  congreso  en  los  términos  siguientes : 

10  N.  N.  juro  solemnemente  ante  Dios  i  la  patria  desempeñar 
con  íid^^lidad  i  patriotismo  el  cargo  de  presidente  (ó  vice)  de  la 
república  del  Paraguai,  i  observar  i  hacer  observar  fielmente  la 
constitución  de  la  nación  paraguaya.  Si  asi  no  lo  hiciere,  Dios  i  la 
patria  me  lo  demanden. 

Art.  94.  La  elección  del  presidente  i  vice  se  hará  por  primera 
vez  por  esta  convención,  como  establece  el  art.  127,  i  de  con- 
formidad con  el  art.  100  i  sucesivamente  del  modo  siguiente: 
Cada  uno  de  los  distritos  electorales  nombrará  por  votación  directa 
una  junta  de  electores  igual  al  cuadruplo  de  diputados  i  sena- 
dores que  envié  al  congreso,  con  las  mismas  calidades  i  bajo  las 
mismas  formas  prescritas  para  la  elección  de  diputados. 

Art.  95.  No  pueden  ser  electores  los  diputados,  los  senadores 
ni  los  empleados  á  sueldo. 

Art.  9o.  Reunidos  los  electores  en  la  capital  de  los  respectivos 
departamentos  dos  meses  antes  de  que  concluya  el  término  del 
presidente  cesante,  procederán  á  elejir  presidente  i  vicepresidenle 
de  la  república  por  cédulas  fimadas,  espresando  en  una  la  per- 
sona por  quien  votan  para  presidente,  i  en  otra  distinta  al  que 
elijen  para  vicepresidente. 

Art.  97.  Se  harán  dos  listas  de  todos  los  individuos  electos  para 


REPÚBLICA  DEL  PAUAGUAI  277 

presidente,  i  otras  dos  de  los  nombrados  para  vicepresidente,  con 
el  número  de  votos  que  cada  uno  de  ellos  hubiere  obtenido. 

Estas  listas  ¡-eran  íirmadas  por  los  electores,  i  se  remitirán  cer- 
radas i  selladas  dos  de  ellas  á  la  capital  (una  de  cada  clase)  al 
presidente  del  superior  tribunal  de  justicia  i  otra  al  presidente 
del  senado,  en  cuyos  rejistros  permanecerán  depositadas  i  cerra- 
das; quedando  también  el  acta  orijinal  sellada  i  cerrada  en  el 
juzgado  de  paz  del  distrito  electoral. 

Art.  98.  El  presidente  del  senado,  reunidas  todas  las  listas,  las 
abrirá  á  presencia  de  ambas  cámaras.  Asociados  á  los  secretarios 
cuatros  miembros  del  congreso  sacados  á  la  suerte,  procederán 
inmediatamente  á  hacer  el  escrutinio  i  anunciar  el  número  de 
sufrajios  que  resulte  en  favor  de  cada  candidato  para  la  presi- 
dencia i  vice  de  la  nación.  Los  que  reúnan  en  ambos  casos  la 
mayoría  absoluta  de  iodos  los  votos  serán  proclamados  inmediata- 
mente presidente  i  vicepresidente. 

Art.  99.  Para  que   este  nombramiento  sea  válido,  se  requiere 

3ue  baya  habido  elección  por  lo  menos  en  los  dos  tercios  de  los 
epartamentos  de  la  república,  debiendo  considerarse  la  mayo- 
ría absoluta  de  que  habla  el  articulo  anterior  en  estos  aos 
tercios  votantes,  i  no  en  los  de  toda  la  nación. 

Art.  100.  En  el  caso  de  que  por  dividirse  la  votación  no  hu- 
biere mayoría  absoluta,  elejirá  el  congreso  entre  las  dos  personas 
que  hubieren  obtenido  mayor  número  de  sufrajios.  Si  la  primera 
mayoría  hubiere  cabido  á  mas  de  dos  personas,  elejirá  el  congreso 
entre  todas  éstas.  Si  la  primera  mayoría  hubiere  cabido  á  una  sola 
persona,  i  la  segunda  á  dos  ó  más,  elejirá  el  congreso  entre 
lodas  las  personas  que  hayan  obtenido  la  primera  i  se^nda 
mayoría.  Esta  elección  se  hará  á  pluralidad  absoluta  de  sufrajios 
i  por  votación  nominal.  Si  verificada  la  primera  votación  no  resul- 
tare mayoría  absoluta,  lo  hará  segunda  vez  contrayéndose  la  vota- 
ción á  las  personas  que  en  la  primera  hubieren  obtenido  mayor 
Dúmero  de  sufrajios.  En  caso  de  empate  se  repetirá  la  votación, 
i  si  resultare  nuevo  empate  decidirá  el  presidente  del  senado  i  por 
primera  vez  el  de  la  convención.  No  podrá  hacerse  el  escrutinio, 
ni  la  rectificación  de  estas  elecciones,  sin  que  estén  presentes  las 
tres  cuartas  partes  del  total  de  ios  miembros  del  congreso. 

Art.  101.  La  elección  del  presidente  i  vicepresidente  de  la  na* 
cion  debe  quedar  concluida  en  una  sola  sesión  del  congreso,  pu- 
blicándose en  seguida  el  resultado  de  ésta  i  las  actas  electorales 
por  la  prensa. 
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CAPITULO  XII 

▲tnbaoloaeB  del  poder  eJeoutlTO. 

Art.  102.  El  presidente  de  la  república  tiene  las  siguientes 
atribuciones  : 

1.*  Es  jefe  superior  de  la  nación,  i  tiene  á  su  cargo  la  adminis- 
tración jeneral  ael  pais. 

2.*  Espide  las  instrucciones  i  reglamentos  que  sean  necesarios 
para  la  ejecución  de  las  leyes,  cuidando  de  no  alterar  su  espíritu 
con  escepciones  reglamentarias. 

3.*  Participa  de  la  formación  de  las  leyes,  con  arreglo  á  la 
constitución,  las  sanciona  i  promulga. 

4.'*  Nombra  los  majistrados  del  superior  tribunal  de  justicia 
con  acuerdo  del  s-enado,  i  los  demás  empleados  inferiores  de  la 
administración  de  justicia  con  acuerdo  del  mismo  tribunal 
superior. 

5.*  Puede  indultar  ó  conmutar  las  penas,  previo  informe  del  tri- 
bunal competente,  escepto  en  los  casos  de  acusación  por  la  cámara 
de  diputados. 

Q,^  Nombra  i  remueve  los  ajenies  diplomáticos  con  acuerdo 
del  senado,  i  por  si  solo  nombra  i  remueve  á  los  ministros  del 
despacho,  ofíciales  del  ministerio,  los  ajentes  consulares  i  demás 
empleados  de  la  administración,  cuyo  nombramiento  no  está  re- 
glado de  otra  manera  por  esta  constitución. 

7.°  Ejerce  los  derechos  de  patronato  nacional  de  la  república 
en  la  presentación  de  obispos  para  las  diócesis  de  la  nación,  á  pro- 
puesta en  terna  del  sínodo  eclesiástico,  ó  en  su  defecto,  del  clero 
nacional  reunido. 

8."  Concede  el  pase  ó  retiene  los  decretos  de  los  concilios,  las 
bulas,  breves  i  rescriptos  del  Sumo  Pontífice  con  acuerdo  del 
congreso. 

9."*  Hace  anualmente  la  apertura  de  las  sesiones  del  congreso, 
reunidas  al  efecto  ambas  cámaras  en  la  sala  del  senado,  dando 
cuenta  en  esta  ocasión  al  congreso  del  estado  de  la  república. de 
las  reformas  prometidas  por  la  constitución,  i  recomendando  ásu 
consideración  las  medidas  que  juzgue  necesarias  i  convenientes. 

10.  Proroga  las  sesiones  ordinarias  del  congreso,  ó  lo  convoca 
á  sesiones  estraordinarias,  cuando  un  grave  interés  de  orden  ó  de 
progreso  lo  requiera. 

11.  Hace  recaudar  las  rentas  de  la  nación,  i  decreta  su  inve^ 
sion  con  arreglo  á  la  leí  ó  presupuestos  de  gastos  nacionales. 

12.  Concluye  i  firma  tratados  de  paz,  de  comercio,  de  navega- 
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don,  de  alianza,  de  limites  i  de  neutralidad,  concordatos  i  otras 
negociaciones  requeridas  para  el  mantenimiento  de  buenas  rela- 
ciones con  las  potencias  estranjeras,  recibe  sus  ministros  i  admite 
sns  cónsules. 

15.  Es  comandante  en  jefe  de  todas  las  fuerzas  de  la  nación. 

14.  Provee  los  empleos  militares  de  la  república,  conforme  al 
inciso  25  art.  7!2,  en  la  concesión  de  los  empleos  ó  grados  oficia- 
les superiores  del  ejército  i  armada,  i  por  sí  solo  en  el  campo  de 
batalla. 

i5.  Dispone  de  las  fuerzas  militares,  marítimas  i  terrestres,  i 
corre  con  su  organización  i  distribución  según  las  necesidades  de 
la  nación. 

i6.  Declara  la  guerra  i  restablece  la  paz  con  autorización  i  apro- 
bación del  congreso. 

i7.  Declara  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  repú- 
blica en  caso  de  ataque  esterior,  debiendo  cesar  este  estado  con  el 
cese  de  la  causa.  En  el  caso  anterior,  como  el  de  conmoción  in- 
terior, solo  tiene  facultad  cuando  el  congreso  está  en  receso,  por- 
que es  atribución  ^ue  corresponde  á  este  cuerpo.  El  presidente  la 
ejerce  con  las  limitaciones  prescritas  en  el  art.  9.® 

18.  Puede  pedir  á  los  jefes  de  todos  los  ramos  i  departamentos 
de  la  administración,  i  por  su  conducto  á  los  demás  empleados, 
los  informes  que  crea  convenientes,  i  ellos  están  obligados  á 
darlos. 

19.  No  puede  ausentarse  de  la  capital  sino  con  el  permiso  del 
congreso.  En  el  receso  de  éste,  solo  podrá  hacerlo  sin  licencia  por 
graves  objetos  de  servicio  público. 

20.  El  presidente  tendrá  facultad  para  llenar  las  vacantes  de  los 
empleos  que  requieran  el  acuerdo  del  condeso,  i  que  ocurran  du- 
rante su  receso,  por  medio  de  nombramientos  en  comisión  que 
aquel  cuerpo  revisará  en  sus  próiimas  sesiones. 

Art.  403.  Toda  facultad  ó  atribución  no  delegada  por  esta 
constitución  al  P.  E.  carece  en  conseruencia  de  ella,  correspon- 
diendo al  congreso,  como  representación  soberana  del  pueblo,  di- 
lucidar cualauiera  duda  que  llegara  á  haber  en  el  equilibrio  de  los 
tres  altos  poderes  del  estado. 


CAPlTtLO  xin 

Be  loe  nünlatros  del  poder  ejeoaiivo. 


Art.  104.  Cin(JO  ministros  secretarios,  á  Saber  :  del  Inlérior,  de 
Rdadones  Esteriores,  de  Hacienda,  dé  Justicia,  Cultb  §  ItisltUb- 
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cion  Pública,  i  de  Guerra  i  Harina,  tendrán  á  su  cargo  el  despa- 
cho de  los  negocios  de  la  nación,  i  refreiidnrán  i  legalizarán  los 
actos  del  presidente  por  medio  de  su  fírma,  sin  cuyo  requisito 
carecerán  de  eficacia.  Una  leí  deslindará  los  ramos  del  respectivo 
despacho  de  los  ministerios. 

Art.  105.  Cada  ministro  es  responsable  de  los  actos  que  legaliza, 
i  solidariamente  de  los  que  acuerda  con  sus  colegas. 

Art.  i  06.  Los  ministros  no  pueden  por  si  solos  en  ningún  caso 
tomar  resolución,  á  escepcion  de  lo  concerniente  al  réjimen  eco- 
nómico i  administrativo  de  sus  respectivos  departamentos. 

Art.  107.  Luego  que  el  congreso  abra  sus  sesiones,  deberán  los 
ministros  del  despacho  presentarle  una  memoria  detallada  del 
estado  de  la  nación,  relativa  á  los  negocios  de  sus  respectivos 
departamentos. 

Art.  108.  Pueden  los  ministros  concurrir  á  las  sesiones  del 
congreso  i  tomar  parte  en  sus  debates ;  pero  no  votar. 

Art.  109.  Gozarán  por  sus  servicios  un  sueldo  establecido  por  la 
lei,  que  no  podrá  ser  aumentado  ni  disminuido  en  favor  ni  per- 
juicio de  los  que  se  hallen  en  ejercicio. 


CAPITULO  XIV 

Del  poder  judicial  1  sus  atribuciones. 


Art.  110.  El  poder  judicial  de  la  república  será  ejercido  por 
un  superior  tribunal  de  justicia,  compuesto  de  Ires  miembros,  i 
de  los  demás   juzgados  inferiores  que  eslablezca  la  lei. 

Art.  111.  Para  ser  miembro  del  superior  tribunal  i  de  los  de- 
más juzgados  se  requiere  ser  ciudadano  paraguayo,  tener  veinli- 
cinco  años  de  edad  i  ser  de  una  ilustración  regular ;  gozarán  de  un 
sueldo  correspondiente  por  sus  servicios,  que  la  lei  determinará, 
el  cual  no  podrá  ser  disminuido  para  los  que  estén  desempeñando 
dichas  funciones. 

Art.  Ii2.  Los  jueces  del  poder  judicial  desempeñarán  sus  fun- 
ciones durante  cuatro  años,  pudiendo  ser  reelejidos. 

Arl.  115.  Los  miembros  del  superior  tribunal  i  los  jueces  de 
los  tribunales  inferiores  son  nombrados  por  el  poder  ejecutivo 
con  arreglo  al  inciso  A,°  art.  102.  En  caso  de  que  los  candida- 
tos presentados  por  el  poder  ejecutivo  no  sean  aceptados  por  el 
senado  ó  por  la  cámara  de  iusticia,  aquél  presentará  inmediatamente 
otros  candidatos.  Sin  embargo,  en  caso  de  vacantes  i  estando  en 
receso  el  congreso,  el  P.  E.  podrá  proveerlas  por  nombrainientos 
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en  comisión,  que  espiran  con  la  instalación  del  próximo  periodo 
iejislativo. 

Art.  114.  Solo  el  poder  judicial  puede  conocer  i  decidir  en 
actos  de  carácter  contencioso;  su  potestad  es  esclusiva  en  ello.  En 
ningún  caso  el  presidente  de  la  república  podrá  abrogarse  atribu- 
ciones judiciales,  ni  revivir  procesos  fenecidos,  ni  paralizar  los 
existentes,  ni  intervenir  de  cualquier  otro  modo.  Actos  de 
esta  naturaleza  llevan  consigo  una  nulidad  insanable.  La  cámara 
de  diputados  solo  puede  ejercerlos  conforme  al  art.  50  de  esta 
constitución. 

Art.  115.  El  superior  tribunal  es  la  alta  cámara  de  justicia  en 
la  república,  i  en  tal  carácter  ejerce  una  inspección  de  diciplina 
en  todos  los  juzgados  inferiores;  sus  miembros  pueden  ser  perso« 
nahiiente  acusados,  i  son  responsables  conforme  á  la  lei  de  las 
faltas  que  conretieren  en  rl  eji  rcicio  de  sus  funciones, 

Art.  116.  El  superior  tribunal  conoce  de  las  competencias  de 
jurisdicción  ocurridas  entre  los  jueces  inferiores,  i  entre  éstos 
i  los  funcionarios  del  poder  ejecutivo. 

Art.  117.  La  defensa  es  libre  para  todos  ante  los  tribunales  de 
la  república. 

Art.  118.  Toda  sentencia  de  los  jueces  inferiores  i  del  superior 
tribunal  deberá  estar  fundada  espresamente  en  la  lei;  i  no  podrán 
aplicar  en  los  juicios  leyes  posteriores  al  hecho  que  los  motiva. 
Todos  los  juicios  criminales  ordinarios  que  no  se  deriven  del  dere- 
cho de  acusación  concedido  á  la  cámara  de  diputados,  se  termi- 
narán por  jurados  luego  que  se  establezca  en  la  república  esta 
institución.  Las  demás  atribuciones  del  poder  judicial  serán  deter- 
minadas por  las  leyes. 

Art.  It9.  La  traición  contra  la  nación  consistirá  únicamente 
en  tomar  las  armas  contra  ella  ó  en  unirse  á  sus  enemigos,  pres- 
tándoles ayuda  i  socorro.  El  congreso  fijará  por  una  lei  especial  la 
pena  del  delito ;  pero  ella  no  pasará  de  la  persona  del  delin- 
cuente, ni  la  infamia  del  reo  se  trasmitirá  á  sus  parientes  de  cual- 
quier grado. 

Art  120.  Los  miembros  del  superior  tribunal  de  justicia  pres- 
tarán juramento  en  manos  del  presidente  de  la  república  de 
desempeñar  fielmente  sus  obligaciones,  administrando  justicia  bien 
ileffalmente  i  de  conformidad  á  lo  que  prescribe  la  constitución. 
En  lo  sucesivo  lo  prestarán  ante  el  mismo  tribunal. 

Art.  121.  El  superior  tribunal  dictará  su  reglamento  interior  i 
económico,  nombrará  i  removerá  todos  los  empleados  subalternos. 
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CAPITULO  XV 

Pd  la  reforma  de  la  conetimoion. 


Art.  122.  Ninguna  reforma  podrá  hacerse  á  esta  constitución, 
total  ni  parcialmente,  hasta  pasados  cinco  años  de  su  promul- 
gación. 

Art.  123.  Declarada  por  el  congreso  i  con  los  dos  tercios  de  votos 
del  total  de  sus  miembros  la  necesidad  déla  reforma,  se  oonyo- 
cara  una  convención  de  ciudadanos,  á  quienes  compete  es:lusiva- 
mente  la  facultad  de  hacer  reformas  en  la  constitución,  i  elejidos 
directamente  por  el  pueblo,  igual  al  número  de  diputados  i  sena- 
dores. 

Art.  124.  Para  ser  convencional  se  requiere  tener  veintiséis  años 
de  edad,  ser  ciudadano  natural,  esceptuando  los  ministros,  los  di- 
putados i  senadores. 

Art.  125.  La  convención  no  podrá  reformar  ma8;que  los  puntos 
señalados  por  el  congreso»  si  la  reforma  no  ha  sido  declarada  en  so 
totalidad. 


ADICIÓN 

Art.  126.  La  casa  de  gobierno  no  podrá  ser  habitación  partico- 
lar  del  presidente  ni  de  ningún  empleado  público. 

Art.  127.  Aprobada  i  promulgada  esta  constitución,  la  conven- 
ción presente  se  constituirá  en  cuerpo  electoral  para  el  fin  de 
nombrar  el  primer  presidente  constitucional. 

Art.  i  28.  La  convención  constituyente  se  declara  en  congreso 
lejíslativo,  cuyo  carácter  asumirá  inmediatamente  después  del 
nombramiento  del  gobierno  constitucional,  por  el  término  de 
quince  dias,  debiendo  dejar  al  concluir  este  periodo  una  comi- 
sión permanente  con  atribuciones  que  el  mismo  cuerpo  lejíslativo 
le  demarcará. 

.Art.  129.  La  convención  constituyente  señalará  al  gobierno  pro- 
visorio el  dia  en  que  debe  hacerse  la  jura  de  esta  constitución. 

Dado  en  la  sala  de  sesiones  de  la  convención  constituyente,  en  la 
ciudad  de  la  Asunción,  á  los  veinte  i  cuatro  dias  del  mes  de  no- 
viembre del  año  del  Señor  de  mil  ochocientos  setenta. 


CONSTITUCIÓN  DEL  PARAGUAI 


ANTBCE3DENTES 

Era  el  Paraguai  una  parte  del  vireinato  de  Buenos  Aires ,  i  lo 
mismo  que  Puno,  componia  una  intendencia  sin  división  provin- 
cial,lo  que  le  daba  un  rigoroso  carácter  de  unidad.  Como  se  sabe, 
losespañoles  vinieron  al  Plata  i  al  Paraná  buscando  una  via  al 
Perú,  que  les  permitiese  evitar  el  largo  trayecto  del  istmo  del 
Dariea.  Fundaron  la  Asunción,  que  no  tardó  en  poblarse  i  pros- 
perar, mientras  los  colonos  mantuvieron  la  ilusión  de  quo  po- 
dían abrirse  por  allí  fácil  camino  al  Cuzco  i  sus  fabulosas  rique- 
zas ;  pero  que  decayó  un  tanto  cuando,  desesperanzados,  se  resig- 
naron á  colonizar  directamente  las  márjenes  de  los  grandes  ríos 
que  forman  el  Plata. 

La  población  indijena  de  aquella  rejion  pertenecía  á  las  tribus 
guaraníes,  raza  especial  de  cráneo  bien  proporcionado,  que 
como  los  aimaráes  bolivianos  i  los  pastusos  granadinos,  era  al 
mismo  tiempo  dócil  i  enérjica,  subordinada  i  guerrera.  Las  mi- 
siones de  los  jesuítas  i  el  aislamiento  en  que  el  país  se  mantuvo 
durante  el  coloniaje,  la  amoldaron  en  el  sentido  de  la  obedien- 
cia, i  la  prepararon  á  su  actual  condición.  Los  indios  guaraníes 
se  habían  prestado  desde  el  principio  á  suministrar  mujeres 
á  los  españoles,  i  éstos  aprovechando  tan  buena  disposición, 
coordinaron  lo  mejor  que  pudieron  el  cristianismo  con  la  oportu- 
nidad i  se  engolfaron  mui  concienzudamente  en  la  poligamia  (1). 

(1)  Irala  tuvo  simultáneamente  siete  mujeres,  todas  hermanas»  bijas  do  un 
<^cique,  i  en  su  testamento,  hecho  á  usanza  católica ,  menciona  á  sus  es(  osas  i 
á  sus  htlOfe.  S.  Arcos.  La  Plata,  Étwde  BUtori^ue.  , 
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Estos  escesos,  á  despecho  de  la  moral  cristiana,  mejoráronla  po- 
blación, de  que  hubiera  podido  sacarse  mucho  partido  para  la 
libertad  i  la  industria,  sin  las  mui  conocidas  causas  de  represión 
á  que  se  vio  sujeta. 

Hecho  el  primer  movimiento  revolucionario  de  Buenos  Aires 
en  1810,  el  nuevo  gobierno  envió  á  fínes  del  mismo  año  unaes- 
pedion  á  cargo  deBelgrano  con  intención  de  ganarse  aquella  parte 
del  vireinato ;  pero  fué  rechazada  con  mucha  decisión  por  las 
fuerzas  españolas,  i  hubo  de  contentarse  el  gobierno  patriota  de 
la  capital  con  el  armisticio  de  Tacuary,  celebrado  en  enero  de 
1811,  que  aseguró  la  neutralidad  del  Paraguai  en  la  guerra  que 
principiaba.  Ni  uno  ni  otro  belijerante  volvieron  á  solicitar  la 
cooperación  de  aquel  país,  que  permaneció  en  la  misma  condi- 
ción durante  toda  la  guerra  de  la  independencia. 

Pero  la  espedicion  hizo  mas  de  lo  que  parecia.  Belgrano  cor- 
rompió la  ñiielidad  de  los  jefes  paraguayos,  que  informaron  de 
los  planes  patriotas  á  Somellera,  porteño  ilustrado  i  querido  en  el 
Paraguai,  quien  contajiado  de  las  nuevas  ideas,  fraguó  una  cons- 
piración i  derrocó  fácilmente  al  gobernador  español  Yelasco. 

Instalóse  una  junta  de  gobierno,  compuesta*  de  don  Fuljencio, 
Yegros,  don  Pedro  Juan  Caballero  i  el  doctor  Don  José  traspar  de 
Francia,  recomendado  por  Somellera,  quien  con  trabajo  logró 
que  fuese  aceptado,  pues  no  era  el  candidato  hombre  popular. 
Pero  Francia,  cuyo  primer  acto  fué  deshacerse  del  mismo  Some- 
llera se  sobrepuso  inmediatamente  á  sus  dos  colegas.  En  seguida  se 
dirijió  al  gobierno  de  Buenos  Aires  por  nota  de  20  de  julio  de 
1811,  en  que  largamente  sostenia  el  derecho  de  la  provincia  aun 
gobierno  propio  i  separado  del  de  la  capital.  Sea  que  no  se  qui- 
siese por  entonces  suscitar  cuestiones  con  aquella  rejion  aparta- 
da i  en  donde  el  enemigo  común  podia  refujiarse,  ó  bien  que 
las  ideas  de  gobierno  propio  en  las  secciones  provinciales,  pre- 
conizadas por  Funes ,  empezaron  á  jerminar,  lo  cierto  es  que 
Francia  obtuvo  una  respuesta  favorable  en  28  de  agosto,  i  que 
aun  se  ajustó  un  tratado  en  12  de  octubre  del  mismo  año,  qae 
admitía  el  principio  de  autonomía  paraguaya  en  sus  asuntos  pro- 
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pios,  i  de  una  federación  i  alianza  indisolubles  entibe  las  dos  pro* 
TÍncias,  Paraguai  i  Buenos  Aires. 

El  doctor  Francia,  hombre  taciturno  i  maniaco  insociable  i 
ambicioso  de  poder,  que  en  su  concepto  no  podia  menos  que  ser 
ilimitado,  liabia  tomado  sus  ideas  políticas  de  la  historia  romana. 
Propuso  i  obtuvo  en  1813  que  se  estableciese  el  consulado,  lo 
que  sancionó  un  congreso  paraguayo,  cuyos  miembros  fueron 
mas  bien  llamados  que  elejidos,  i  obligados  á  desempeñar  una 
tarea  para  ellos  ingrata  i  desconocida.  Francia  tomó  para  si 
mismo  una  de  las  dos  plazas  ,  i  dejó  la  otra  a  Yegros ,  que  le  es- 
tuvo completamente  subordinado.  No  satisfecho,  en  1814  apro* 
vechó  un  nuevo  congreso ,  i  persuadió  á  que  se  nombrase  un 
solo  jefe,  como  en  las  otras  provincias.  Casi  por  la  fuerza  obtuvo 
el  nombramiento  por  el  término  de  tres  años.  Vencidos  éstos  en 
1817,  hizo  reunir  otro  congreso  ,  compuesto  de  hechuras  suyas, 
i  que,  como  á  César  el  senado  de  Roma,  le  elijió  dictador  por 
vida.  Desde  entonces  desplegó  esa  insensata  i  memorable  tirania, 
que  no  consultó  jamás  sino  su  propia  i  mal  humorada  vo- 
luntad. 

Muerto  Francia  en  1840,  un  sarjento  Duré ,  dueño  de  la  situa- 
ción (1),  tuvo  la  honradez  i  el  buen  sentido  de  promover  la 
creación  de  otro  consulado ,  como  al  principio.  Los  sarjentos,  co- 
mandantes de  los  cuarteles,  nombraron  á  don  Martin  Roque  Alon- 
so i  don  Carlos  Antonio  López.  Socedió  como  antes.  López  se  so- 
brepuso ;  pero  éste  á  lo  menos  queria  salvar  en  parte  las  apa- 
riencias i  legalizar  su  dictadura.  Con  tal  objeto  ,  i  ayudado  de 
un  clérigo  porteño,  el  padre  Palacios,  formuló  una  constitución, 
que  hizo  aceptar  por  un  congreso  reunido  al  efecto  en  1844  ,  i 
cuyos  miembros  comparecieron  como  delincuentes  ante  su  juez, 
felices  de  ser  absueUos  mediante  una  firma  en  blanco. 

Según  aquel  instrumento,  que  llevaba  fecha  15  de  marzo  ,  i 
se  llamaba  <c  Lei  que  establece  la  administración  política  de  la  re- 

(1)  Siempre  temeroso  de  asechanzas  contra  su  poder,  habia  suprimido  ios 
grados  militares,  como  si  presintiese  la  influencia  del  caudiUaje  en  Hispano- 
América. 
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pública  del  Paraguai  i  demás  que  en  ella  se  contiene,»  cada 
diez  años ,  que  espiraba  el  cargo  de  presidente  de  la  república, 
se  le  discernía  nuevamente  por  una  simple  ceremonia  congresal. 
Uno  de  sus  primeros  actos  fué  enviar  un  comisionado  á  Buenos 
Aires  para  esplorar  el  ánimo  de  aquel  gobierno  sobre  el  recono- 
cimiento espreso  de  la  independencia  absoluta  del  Paraguai.  Ro- 
sas ,  gobernante  á  la  sazón ,  manifestó  ideas  contrarías ,  lo  que 
le  suscitó  la  enemistad  de  López ,  i  aun  su  alianza  con  la  pro- 
vincia de  Corrientes,  que  hacia  entonces  la  guerra  al  dictador  de 
Buenos  Aires.  Aunque  este  auxilio  fué.  de  mui  poca  eficacia, 
contribuyó  sin  duda  al  reconocimiento  de  la  independencia  del 
Paraguai,  hecho  por  Urquiza  en  15  de  Julio  de  1852.  También 
debió  de  contribuir  el  que  ya  se  habia  hecho  con  anterioridad 
por  el  Brasil  i  la  república  dé  Uruguai. 

Don  Carlos  A.  López  gobernó  i  esplotó  como  patrimonio  suyo 
el  Paraguai  hasta  su  muerte  en  1862.  Ta  para  entonces,  su  hijo 
don  Francisco  Solano  ,  jeneral  de  sus  ejércitos ,  era  mirado  por 
todos  como  el  sucesor  obligado ,  i  aun  se  hacia  respetar  de  su 
propio  padre.  Su  elección  fué  ,  pues  ,  mas  bien  una  toma  de  po- 
sesión de  herencia ,  i  en  ella  se  mantuvo  de  igual  modo  i  por 
los  mismos  trámites  que  su  antecesor,  hasta  su  muerte ,  ocurrida 
en  1870,  resultado  de  una  guerra  con  sus  vecinos.  Por  haber 
tenido  una  resonancia  continental ,  apuntaremos  aqui  sus  princi- 
pales incidentes. 

Desde  luego  no  hai  duda  en  qne  López  estaba  preparado  para 
aquella  guerra.  ¿Era  sólo  en  la  espectativa  de  una  necesaria  de- 
fensa ?  No  es  fácil  decirlo :  pero  aparece  con  bastante  claridad 
que  aprovechó  la  primera  ocasión  que  se  le  presentó  para  com- 
batir con  el  Brasil  i  con  la  República  Arjentina.  Hubo  la  opor- 
tunidad ,  con  motivo  de  la  invasión  de  la  Banda  Oriental  por 
fuerzas  del  Brasil  en  julio  de  1864.  En  el  mes  de  agosto  envió 
López  un  tUtimatum^  amenazando  con  la  guerra  si  no  se  retira- 
ban las  tropas  brasileras.  No  habiéndolo  obtenido ,  pronto  em- 
pezó las  hostilidades  ,  apresando  en  noviembre  el  vapor  brasile- 
ro Marqués  de  Olneida,  Las  fuerzas  de  López  constaban  entón- 
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ees  de  70.000  hombres  de  tierra  i  una  escuadrilla  de  ocho  á 
oueve  vapores. 

No  tardó  en  hostilizar  también  á  la  República  Arjentina »  in- 
vadiendo la  provincia  de  Corrientes ,  i  apresando  allí  dos  buques 
de  guerra  de  dicha  república ,  luego  que  su  gobierno  le  rehusó 
el  paso  por  Misiones.  De  aquí  la  triple  alianza  entre  el  Brasil,  la 
República  Arjentina  i  el  Uruguai,  firmada  el  1.®  de  mayo 
de  1865.  El  mundo  vio  con  admiración  la  tenacidad  i  el  herois- 
mo  con  que  López  resistió  á  fuerzas  infinitamente  superiores, 
aprovechando  las  ventajas  locales  del  territorio  paraguayo ,  sus 
escelentes  fortificaciones,  i  el  fanatismo  patriótico  que  logró  in- 
fundir en  8u pueblo.  A  virtud  de-estraordínarios  esfuerzos,  puso 
mal  ó  bien  armados  sobre  el  campo  de  batalla  cuantos  indivi- 
duos eran  capaces  de  combatir,  inclusos  varones  imberbes  i  mu- 
jeres, i  con  un  gran  valor,  desgraciadamente  compatiblq  con  la 
tiranía,  obtuvo  señalados  triunfos  sobre  sus  poderosos  ene- 
migos. 

Pero  la  lucha  era  sobrado  desigual ,  i  por  tanto ,  casi  pre- 
visto su  final  resultado ,  especialmente  cuando  en  febrero 
de  1860  cayó  Humaitá ,  la  mas  formidable  de  las  fortalezas  pa- 
raguayas. Desde  entonces  consistió  la  defensa  de  López  en  guer- 
rillas, incapaz  como  estaba  de  ofrecer  ó  aceptar  acciones  campa- 
les. Refujiado  en  las  selvas  de  su  país ,  fué  perseguido  sin  tregua 
i  con  saña ;  pero  rehusó  siempre  entregar  su  espada ;  antes  bien, 
á  la  cabeza  de  un  puñado  de  fieles  adherentes ,  entróse  por  las 
lanzas  enemigas ,  i  recibió  la  muerte  á  manos  de  soldados  bra- 
sileros ,  cerca  del  Aquidaban ,  el  1.^  de  marzo  de  1870.  La  cues- 
tión militar ,  que  un  imperio  i  una  república  fuerte  habían 
hecho  cuestión  de  honor,  i  que  según  su  propósito  debian  ter- 
minar por  la  muerte  ó  la  separación  de  López  del  territorio  pa- 
raguayo ,  tuvo  asi  completa  solución.  Principiaba  la  cuestión  po- 
Htica,  fácil  en  el  sentido  de  que  no  afectaba  directamente  á  los 
aliados,  i  difícil  para  los  paraguayos,  principales  interesados, 
YÍsta  su  inesperiencia  ^  propia  del  largo  estancamiento  de  aquella 
sociedad. 
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Desde  15  de  agosto  de  1869 ,  cuando  los  aliados  se  hallaban 
posesionados  de  la  Asunción ,  capital  del  estado ,  i  López  era 
arrojado  al  desierto ,  instalóse  en  aquella  ciudad  un  gobierno 
creado  por  un  plebiscito ,  i  que  consistía  en  un  triunvirato  com- 
puosto  de  ciudadanos  paraguayos.  Convocó  para  una  convención 
ó  asamblea  constituyente,  que  elejida  por  el  sufrajio popular, 
se  reunió  precisamente  un  año  después  de  la  citada  fecha,  ó  sea 
el  15  de  agosto  de  1870,  i  elijió  en  1.®  de  setiembre  presidente 
provisorio  á  don  Cirilo  A.  Rivarola,  que  reemplazó  el  triunvi- 
rato. Sancionó  en  24  de  noviembre  una  constitución,  que  se 
promulgó  el  25 ,  i  elijió  en  la  primera  fecha  presidente  propie- 
tario para  un  periodo  constitucional  al  mismo  Rivarola ,  i  vice- 
presidente á  don  Ramón  Miltos;  pero  algunos  diputados,  que  juz- 
garon inconstitucional  aquella  elección  ,  protestaron  contra  ella. 
En  seguida  el  presidente  organizó  su  ministerio ,  proveyendo  las 
cinco  plazas  de  que  consta  ,  i  quedó  asi  inaugurado  el  nuevo  ré- 
jimen.  Pero  un  año  después  hubo  alteración  en  el  personal  eje. 
cutivo  por  separación  de  Rivarola  i  elección  de  presidente  en 
don  Salvador  Jbvellanos,  practicado  el  12  de  diciembre  de  1871 
para  durar  tres  años. 

Grandes  eran  las  dificultades  con  que  tenia  que  luchar  el  nue- 
vo gobierno  que  recibía  un  país  degradado  por  el  despotismo  i 
arruinado  por  la  guerra ;  i  á  fin  de  revivir  la  industria ,  lomó  va- 
rias medidas  oportunas.  En  cuanto  á  organización  complementa- 
ria del  nuevo  réjimen  constitucional,  creáronse  tribunales,  i 
adoptáronse  los  códigos  arjenlinos  de  lejislacion.  Por  lei  espe- 
cial quedaron  igualados  los  estranjeros  con  los  paraguayos  en  los 
asuntos  municipales ,  medida  de  vital  importancia  para  iniciar 
la  educación  política  de  aquel  pueblo  infante.  1  estableciéronse 
amplias  relaciones  internacionales,  que  nulas  durante  la  domi- 
nación del  doctor  Francia  ,  no  habian  sido  mui  abiertas  bajo  la 
de  sus  dos  sucesores. 


OBSERVACIONES  JENERALES 


Comparando  la  hisloria  i  la  situación  del  Paraguai  con  la  his- 
toria de  la  República  Ajrentina ,  el  señor  Santiago  Arcos,  en  su 
estimable  obra  La  Plata  ^  Elude  historique  ,  hace  notar  que  no 
siempre  es  un  bien  la  paz  absoluta  é  indefinida,  i  atribuye  con 
razón  á  la  falta  completa  de  lucha  i  de  oscilación  en  el  Paraguai 
cl  marasmo  político  que  le  a(|uejaba. 

La  independencia  de  aquel  importante  país  no  fué  ocasión  de 
los  sacudimientos  que  en  las  demás  secciones  del  continente  des- 
pertaron al  pueblo,  i  le  dispusieron  á  tomar  una  pequeña  parti- 
dpacionen  los  negocios  públicos.  El  gobierno  del  Paraguai  ha 
sido  por  tanto  esencialmente  personal ,  primero  bajo  Francia ,  i 
después  bajo  los  López ,  padre  é  hijo.  Francia,  que  no  tuvo  fami- 
lia ni  amigos,  i  para  quien  el  ejercicio  del  mando  era  mas  bien  una 
inania  que  ambición  política  propiamente  dicha ,  no  necesitaba 
proveer  para  lo  porvenir.  Gobernó  por  lo  mismo,  según  la 
máxima  de  aquel  célebre  ministro  que  esclamaba:  «(Después  de 
nosotros  el  diluvio.». Para  hombres  semejantes,  que  no  se  cui- 
dan de  fundar  cosa  alguna ,  toda  constitución  escrita  i  perma- 
nente es  innecesaria.  No  es,  pues,  deestrañar  que  careciese  de 
ella  el  Paraguai  durante  la  vida  del  famoso  dictador. 

Otra  cosa  debió  de  pensar  el  sucesor  don  Carlos  Antonio  López, 
hombre  de  estensa  familia ,  que  fué  objeto  de  su  cuidado,  i  en 
cuya  cabeza  tenian  alguna  cabida  las  ideas  comunes  de  ambición 
vanidosa ,  que  no  sólo  miran  al  presente ,  sino  que  se  estienden 
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á  lo  futuro.  López  necesitaba .  una  semblanza  de  constitucioa, 
sea  por  pudor,  sea  para  asegurar  á  su  descendencia  el  patrimo- 
nio que  se  habia  formado ,  sea,  en  ñn ,  para  buscar  en  la  poste- 
ridad los  ecos  de  aprobación  que  todos  los  ambiciosos  se  delei- 
tan en  imajinar  durante  su  paso  por  la  tierra.  López  dio ,  pues, 
ó  hizo  dar  á  un  congreso  paraguayo ,  que  no  era  sino  la  reunión 
forzada  de  hombres  acomodaticios ,  la  lei  «  que  establece  la  ad- 
ministración política  de  la  república  del  Paraguai  i  demás  que 
en  ella  se  contiene ,  »  verdadera  constitución  del  gobierno  del 
país,  tanto  en  su  forma  como  en  su  esencia. 

Es  notable  desde  luego  por  su  especial  redacción.  Hasta  el 
lenguaje  político  se  desconocía  en  aquel  país,  que  pudo  haber  co- 
piado al^o  más  de  las  innumerables  constituciones  ya  conocidas 
en  América  por  el  año  de  1844.  Quísose  orijinalidad  en  todo,  i 
á  fe  que  se  obtuvo.  En  cuanto  á  la  forma  ó  estructura  jeneral, 
aunque  nueva  también  i  especial  de  aquella  constitución ,  no  es 
por  cierto  lo  que  mayor  censura  merece.  En  efecto ,  distribuyó 
el  poder  público  en  sus  consabidos  ramos  lejislativo ,  ejecutivo  i 
judicial ;  trazó  ,  aunque  con  poco  método ,  sus  diferentes  atri- 
buciones, determinóla  manera  de  crear  su  personal;  proveyó 
á  las  dependencias  ó  auxiliares  délos  altos  majistrados,  i,  en  fin, 
remedó  un  catálogo  de  derechos  ó  garantías  individuales.  Poco 
habría  habido  que  objetar  al  plan  jeneral ,  si  la  esencia  no  hu- 
biese sido  la  de  un  gobierno  autocrático ,  á  que  servían  admira- 
blemente los  detalles  de  la  misma  constitución.  Baste  decir  que 
el  presidente  era  elejido  por  los  sufrajios  públicos  i  verbales  de 
un  congreso  constante  de  una  sola  cámara ,  i  hechura  del  ejecuti^ 
más  bien  que  del  sufrajio  popular ;  que  el  periodo  de  aquel 
funcionario  se  eslendia  á  diez  años ,  sin  prohibición  de  ser  re- 
elejido;  que  su  autoridad  era  estraordinaría  (es  decir,  absola^ 
ta),  <i  cuantas  veces  fuese  precisa  para  conservar  el  órdmi  i  la 
tranquilidad  pública,»  y  que  su  responsabilidad  i  la  de  sus  mi- 
nistros i  ajentes  no  se  mencionaba  en  parte  alguna. 

No  es  decir  que,  en  nuestro  concepto,  hubiera  sido  posible  ni 
sensato  dar  al  Paraguai  una  constitución  semejante  á  la  de  cual- 
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quiera  otra  república  sud-americana.  Reconocemos  que  la  pri- 
mera condición  de  un  código  político  es  su  entera  consonancia 
con  los  antecedentes  i  la  identidad  del  país  á  que  se  refiere.  Un 
sistema  que  exijiese  del  pueblo  paraguayo  la  versación,  la  acti- 
vidad i.el  celo  que  en  su  politica  manifiestan  otros  pueblos ,  que- 
daría condenado  desde  el  primer  dia  á  la  impracticabilidad, 
prestándose  á  hipócritas  evoluciones  de  farsantes  ambiciosos, 
sin  adelantai*  por  eso  la  educación  del  pueblo ,  que  si  requiere 
ejercicio ,  requiere  también ,  i  ante  todo ,  verdad  en  las  institu- 
ciones. 

Empero  faltaba  á  la  constitución  paraguaya  otra  condición 
esencial  á  todo  código  político ,  i  es  sa  aptitud  para  preparar  lo 
porvaiir.  La  primera  es  necesaria  para  asegurar,  el  movimiento 
i  la  fuerza  de  la  máquina  ;  la  segunda ,  para  obtener  el  mejora- 
miento gradual  de  sus  productos.  Una  constitución  que  sólo 
mireá  la  historia  i  á  la  condición  actual  de  una  sociedad  politi- 
ca ,  podrá  darle  orden  i  prosperidad  relativa ;  pero  estorbará  en 
gran  parte  el  progreso  á  que  todos  los  pueblos  se  encaminan,  i 
que  se  halla  enalto  grado  dependiente  de  sus  instituciones.  La 
eoDstitucion  de  que  hablamos  no  consultaba  sino  la  actualidad, 
i  revelaba  en  su  autor  la  mente  de  que  el  rebano  encomendado 
siglos  atrás  á  los  reverendos  padres  de  la  Compañía  de  Jesús, 
estaría  suficientemente  atendido ,  con  tal  que  paciese  i  se  propa- 
gase bajo  la  silenciosa  dirección  de  solícitos  pastores. 

Libertado  el  Paraguai  por  las  armas  de  los  aliados  vencedores 
de  López ,  todo  lo  que  allí  se  ha  hecho  después  en  materia  cons* 
titueional  ha  sido,  digámoslo  asi ,  eslranjero.  El  instrumento 
destinado  á  sustituir  la  cédula  dictatorial  de  López  no  ha  bro- 
tado espontáneamente  de  aquella  sociedad ,  sino  que  parece  im- 
portado del  Plata ,  según  lo  avanzado  de  sus  principios.  Es  á  to- 
das luces  la  obra  de  un  nuevo  Somellcra  ó  Palacios ,  ó  á  lo  menos 
de  algún  paraguayo  refujiado  en  Buenos  Aires  durante  el  go- 
bierno despótico  de  López  II.  Si  hubiéramos,  pues,  de  espresar 
en  pocas  palabras  el  resultado  de  la  comparación  entre  las  dos 
constituciones  que  hasta  ahora  ha  tenido  el  Paraguai ,  diríamos 
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que  la  primera  fué  demasiado  paraguaya ,  la  segunda  dema- 
siado arjentina.  Pero  contraigámonos  ahora  á  la  que  va  á  ser- 
yirnos  de  tema  en  el  presente  estudio. 

Lo  que  llamaríamos  su  parte  material ,  adolece  de  no  pocos  de- 
fectos :  mala  redacción,  de6cencia  en  puntos  grayes,  i  muchisi- 
mos errores  caligráficos,  de  que  nos  hemos  ayenluradoá  corre- 
jir  los  de  mera  puntuación,  i  algunos  que  consistían  en  cam- 
bios eyidentes  de  palabras. 

En  el  fondo ,  la  constitución  que  ya  al  frente  de  este  estudio 
parece  dictada  sin  consideración  alguna  á  los  antecedentes  del 
pueblo  á  que  se  destinaba,  como  si  ella  por  si  sola,  según  la 
mente  de  ciertos  publicistas ,  tuyiese  la  yirtud  de  amoldar  la  so- 
ciedad constituida.  En  ifecto ,  ella  estiende  el  derecho  de  sufra- 
jio  mas  que  ninguna  otra  constitución  americana,  puesto  qiie  lo 
confiere  á  todo  paraguayo  mayor  de  diez  i  ocho  años ,  sin  nio- 
guna  otra  condición;  formula  con  esmero  todas  las  garantías  indi* 
viduales  que  hoi  se  reputan  indispensables  elementos  de  lalibe^ 
tad  humana  en  la  vida  social;  establece  dos  cámaras  Icjislativas 
que  mantengan  la  acción  del  poder  ejeculiyo  dentro  de  sus  limi- 
tes precisos,  i  ejerzan  con  mesura  sus  funciones  propias,  ne- 
gando en  ellas  asiento  á  los  empleados  de  los  otros  poderes ;  crea 
un  presidente  con  término  de  cuatro  años,  i  prohibe  su  reelec- 
ción hasta  por  dos  períodos  subsecuentes ,  como  si  el  Paraguai 
abundase  notablemente  en  hombres  aptos  para  aquel  puesto ,  i 
como  si  pudiera  de  un  día  para  otro  desairaigarse  el  hábito  eoo- 
traido  por  el  pueblo  paraguayo  de  obedecer  á  gobiernos  persona* 
les;  finalmente ,  organiza  el  poder  judicial  con  suficiente  inde- 
pendencia, i  establece  el  juicio  por  jurados  en  lo  criminal,  con 
una  jeneralidad  que  no  está  esenta  de  peligros. 

Chile,  que  nunca  estuvo  en  la  condición  di'l  Paraguai ,  lia  su- 
frido por  largos  años  una  constitución  muchísimo  menos  liberal 
que  la  de  esta  última  república ;  i  bajo  su  imperio  (no  diremos 
que  á  favor  suyo),  ha  gozado  de  paz,  ha  desarrollado  su  industria, 
ha  avanzado  en  ilustración ,  i  se  ha  colocado  en  situación  de 
darse  con  provecho  instituciones  que  carecerian  de  base  en  otras 
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seeciooes  hispano-amerícanas  rnénos  adelantadas.  ¿Por  qué  no 
adoptaría  el  Paraguai  una  constitución  análoga  á  la  de  Chile  an- 
tes de  su  reforma?  Ninguna  le  convendría  mejor  probablemente, 
porque  sería  espresion  aproximada  de  la  condición  del  país »  i 
por  el  miimo  hecho  arraigaría  como  planta  en  suelo  propicio. 

En  tan  corto  tiempo  como  ha  trascurrido  desde  la  sanción  del 
instrumento  que  nos  ocupa,  ya  ha  podido  recibirse  amarga  es- 
períencia  de  que,  aunque  bien  intencionada  ,  no  tenia  la  virtud 
de  improvisar  las  condiciones  de  libertad  i  de  orden  que  una 
constitución  debe  retratar  para  acomodarse  á  la  sociedad ,  identi- 
ficarse con  ella  i  servirle  de  tajamar  contra  todas  las  tempesta- 
des. Pronto  invadió  al  Paraguai  el  espíritu  revolucionario,  triste 
acompañamiento  de  instituciones  prematuras.  Rí varóla  quiso  re- 
cobrar el  poder,  i  lo  asaltó  ocupando  una  parte  de  la  campaña^ 
como  allí  se  llamaban  los  distritos  rurales ,  que  aún  conservaba 
en  abríl  de  1877  ,  á  tiempo  que  el  presidente  i  su  hermano  caian 
en  la  Asunción  bajo  el  puñal  asesino. 

Si  estos  trastornos  continuaran ,  no  nos  sorprendería  ver  al 
Brasil  tomar  de  allí  pié  para  una  intervención  que  sus  tenden- 
cias absorbentes  pondrían  por  obra ,  siempre  que  la  oportunidad 
se  ofrezca ,  i  á  que  tendría  que  oponerse  la  República  Arjentina. 
Para  conjurar  estos  peligros ,  i  aGanzar  el  orden  en  aquellas 
rejiones ,  al  mismo  tiempo  que  echar  las  bases  de  una  entidad 
nacional  respetable ,  llena  de  vida  i  de  porvenir,  grande  en  si,  al 
mismo  tiempo  que  constituía  el  mejor  valladar  i  el  más  eñcaz 
contrapeso  entre  el  Rrasil  i  la  República  Arjentina ,  la  diploma- 
cia sttd-americana  debería  propender  á  la  formación  de  una 
confederación  de  estados  autonómicos ,  en  que  entrasen  el  Para- 
guai ,  el  Uruguai ,  las  provincias  arjentinas  de  Corrientes  i  En- 
trónos, i  las  brasileras  de  San  Pedro  i  Santa  Catalina.  La  Rusia 
(mericana  quedaría  amurallada  por  el  Sur,  i  no  amenazaría  á  la 
Banda  Oriental  ni  al  Paraguai.  La  República  Arjentina  no  nece- 
sitaría mantener  un  ojo  alerta  sobre  los  movimientos  del  coloso 
rival,  ni  tendría  que  sofocar  en  aquellos  miembros  palpitantes 
una  revuelta  cada  año.  Paraguai  i  Uruguai  no  serian  naciones  lili- 
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putienses ,  como  las  de  la  América  central  ó  la  isla  de  Saoto  Do- 
mingo ;  mas  en  cambio  harían  parte  honorable  de  una  respeta- 
bilísima unión,  repleta  de  elementos  de  prosperidad  i  grandeza. 
Pero  éste  i  otros  planes  análogos ,  fáciles  de  trazar  sobre  el  pa- 
pel y  i  fundados  sólo  en  razón ,  quedan  las  más  veces  reducidos  á 
la  categoría  de  sueños  bien  intencionados. 


OBSERVACIONES  PARTICULARES 


GoasaKrs  la  constitución  el  cap.  I  de  la  primera  parte  á 
eiertas  declaraciones  jenerales ,  de  que  nos  llaman  la  atención 
aiguoas,  ya  en  su  fondo,  ya  principalmente  en  su  forma. 

1/    República  una  é  indivisible.  Se  constituye  como  tal  la 
del  Paraguai ,  siguiendo  la  consabida  espresion  de  las  constitu* 
ciones  francesas  en  que  predominaba  el  jacobinismo.  Si  no  su- 
piésemos que  tal  espresion  solo  signiñca  ausencia  de  la  forma 
federativa ,  apenas  se  comprenderia  tomadas  las  palabras  en  su 
sentido  literal.  La  yoz  una  no  tiene  significado  aquí ,  si  no  es  el 
de  rejida  por  un  solo  gobierno :  cosa  que  no  hai  para  qué  decir, 
i  qne  no  es  mui  exacta  cuando  se  establece  debidamente  el  go- 
bierno municipal.  Indivisible  no  puede  ser  nación  alguna,  si  por 
esa  voz  no  se  entiende  que  no  e^tá  dispuesta  á  fraccionarse  en 
dos  ó  mas  estados ;  i  eso ,  cuando  sucede ,  es  de  tal  modo  resuU 
tado  de  la  necesidad  6  de  la  conveniencia,  que  toda  prohibición 
anticipada  es  completamente  inoficiosa.  Divisiones  administrati- 
vas son  indispensables ,  aun  en  el  Paraguai ,  que  ha  sido  con)o 
colonia  i  como  estado  independíente,  uno  de  los  territorios  más 
directamente  sujetos  en  todas  sus  partf's  al  gobierno  do  la  capi-.^ 
tal.  Asi  vemos  que  los  arts.  45 ,  46  i  otros  del  instrumento  ¡ 
que  examinamos ,  hablan  de  distrito  electoral  i  departamento; 
aunque  la  primera  división ,  según  parece ,  no  es  sino  la  se- 
gunda bajo  un  aspecto  determinado  ,  i  que  ésta  se  subdiyide  en 
villas  para  los  demás  efectos  administrativos.  Esta  materia  de  di- 
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visión  lerritorial  i  de  las  auloridades  subordinadas  al  gobierno 
supremo  que  en  ellas  debe  haber ,  es  una  de  las  que  considera, 
mos  deticíeutes  en  la  constitución  paraguaya. 

S.*"  Facultades  estraordinarias.  Miéganse  al  poder  ejecuti- 
vo por  el  art/  13,  aunque  evidentemente  lo  que  ha  querido 
prohibirse  son  las  facultades  omnímodas,  cosa  distinta,  pero 
que  suele  tomarse  por  la  primera.  Estraor«iiuaria  es  ciertamente 
la  facultad  que,  declarado  el  estado  de  sitio,  tiene  el  presiden- 
te, según  el  art.  9.**,  conexionado  con  el  72  ,  atribución  22.*, 
el  102,  atribución  17.*;  i  por  tanto  deberia  habei-se  hecho  la 
correspondiente  escepcion  en  el  prhneramente  citado.  Por  lo 
demás ,  las  consecuencias  del  estado  de  sitio  no  pueden  ser  más 
moderadas,  según  el  art.  9.*^ ;  i  tanto  eso  como  la  declaración 
contenida  en  el  13  sobre  la  dictadura  que  suelen  asumirlos go« 
bemantes  ó  mandarines  de  Híspano- América,  cuando  por  si  pro- 
pios ó  por  congresos  banderizos  lo  juzgan  necesario,  es  una  lec- 
cioncilla  que  deberían  escuchar  ciertas  repúblicas ,  ostentos»* 
mente  llamadas  libres  i  en  realidad  subyugadas ,  sea  por  caudi- 
llos militares,  sea  por  el  espíritu  de  partido  i  el  fanatismo 
político,  tan  ciego  i  tan  intolerante  como  el  fanatismo  reli- 
jioso, 

Derechos  i  garantías.  1.^  Propiedad.  Supone  el  art.  19  que 
con  especial  autorización  del  congreso  pueden  algunas  autori- 
dades ó  personas  imponer  contribuciones.  En  cuanto  á  las  auto- 
ridades, no  serian  otras  que  las  del  orden  municipal,  i  habría 
sido  mejor  espresarlo.  Respecto  de  p<Tsonas,  no  vemos  caso  al- 
guno en  que  conviniese  darles  semejante  autorización.  Es  posi- 
ble, i  ocurrirá  con  frecuencia ,  que  ciertos  individuos  ó  compa- 
ñías percudan  contribuciones  ó  derechos  con  autorización  lejis- 
lativa ;  pero  en  tales  casos ,  la  contribución  se  decreta  ó  impone 
en  realidad  por  el  congreso ,  quien  determina  la  ocasión,  la  ma- 
teria gravada ,  la  cuota  del  impuesto  i  los  medios  coercitivos  que 
se  confieren  á  estas  personas ,  representantes  ó  ajentes  de  la  auto- 
ridad púbüca  en  aquel  caso  particular. 

2.^  Injerencia  en  las  elecciones.  Nada  mas  laúdale  qe  la 
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prohibteion  impuesta  por  el  arl.  27  al  presidente,  los  ministros 
i  las  autoridades  subalternas  de  intervenir  directa  ó  indirecta- 
mente en  las  elecciones.  Por  desgracia  todo  esto  se  elude,  i  la 
intervención^  por  lo  menos  indirecta,  es  moneda  corriente  en  las 
repúblicas  americanas  sin  escepcíon,  bien  que  unos  pocos,  rarí- 
simos presidentes,  hayan  dado  el  honrosísimo  ejemplo  de  absoluta 
imparcialidad  ó  abstinencia  electoral.  La  intervención  indirecta 
DO  puede  fácilmente  definirse,  i  escapará  siempre  á  la  previsión 
legal.  A  menos  que  se  prive  á  un  funcionario  de  ejercer  ciertos 
derechos  universales,  ¿cómo  impedir  que  hable  ó  escriba  á 
susamigosy  no  precisamente  recomendándoles  un  candidato, 
sino  manifestando  que  en  su  humilde  concepto  A.  seria  un  esce- 
lente  senador  ó  diputado,  ó  bien  que  bajo  las  presentes  circuns- 
taocias,  B.  es  el  hombre  más  indicado  para  presidir  la  república? 
Son  tantas  las  formas  adoptables  para  una  insinuación  que  no  es 
posible  preverlas  todas,  i  menos  aún  definirlas  claramente  i  cas- 
tigarlas. Conténtese,  pues,  la  lei  con  erijir  en  delito  la  injerencia 
directa  de  las  autoridades  en  las  elecciones,  i  deje  á  la  moral  po- 
lítica naciente  hoi,  pero  la  gran  potencia  del  porvenir,  refrenar 
toda  tentativa  artificiosa  que  coarte  la  voluntad  del  sufragante. 

3.*  Inconsíiíucionalidad  de  leyes  ó  decretos.  Es  vicio  por  el 
cual  querían  sin  efecto  i  de  ningún  valor,  según  el  art.  29.  ¿Pero 
qttién  hace  la  declaratoria  de  incon.*>titucionalidad  i  sus  efectos 
consiguientes?  Si  es  el  congreso,  no  seria  imparcial  sino  á  lo 
sumo  respecto  de  leyes  espeditlas  por  otras  lejislaturas.  Si  es  el 
poder  juilicial,  no  habría  bastante  exactitud  en  decir  que  las  le- 
yes ó  los  decretos  opuestos  á  la  constitución  quedan  sin  efecto  i 
de  ningún  valor.  Eso  supone  que  nunca  lo  han  tenido,  i  el  prin- 
cipio, tal  á  lo  menos  como  se  entiende  i  practica  en  los  Estados 
Doidos  de  América,  en  Méjico,  etc.,  es  que  el  acto  inconstitucio- 
nal se  declara  inválido  para  los  casos  especiales  en  que  por  acción 
judicial  habría  necesidad  de  aplicarlo.  De  un  modo  ó  de  otro,  la 
declaratoria  hecha  en  el  articulo  que  comentamos  es  sobrado 
vaga  i  requiere  alguna  esplicacion. 

CiCDADáNÍA.  Varias  observaciones   sujiere  el  cap.  lil,   que 
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trata  sobre  la  materia.  1  .'^  A  semejanza  de  la  constitución  i 
las  leyes  anglo-americanas,  llámase  aquí  ciudadanía  la  condición 
de  nacional  ó  de  paraguayo,  que  puede  ó  no  ir  acompañada  de 
los  derechos  políticos,  según  los  arfs.  38  i  siguientes.  Otra  es 
la  costumbre  que  prevalece  en  las  demás  repúblicas  hispano- 
americanas, aunque  en  algunas  hai  bastante  ambigüedad  en  el 
uso  de  aquella  voz,  como  lo  hacemos  notar  en  sus  lugares  res- 
pectivos. Preferiríamos  llamar  por  su  nombre  patronímico  á  los 
nacionales  de  cada  país,  reservando  esclusivamente  la  denomi- 
nación de  ciudadanía  para  el  goce  de  los  derechos  políticos  acti- 
vos^ si  se  trata  del  sufrajio,  pasivos  si  de  la  capacidad  de  ser 
elejido  para  los  puestos  públicos. 

2.^  El  inciso  4.°  del  art.  35  es  manifiestamente  asunto  de  ar- 
tículo, ó  párrafo  separado  i  no  parte  de  la  serie  que  aquél  contiene. 
Es  un  defecto  i  no  pequeño  de  redacción,  escapado  quizás  al 
compajinar  el  manuscrito^  como  sucede  á  menudo  en  obras  de 
esta  clase.  Juzgamos  asimismo,  que  el  art.  37  se  refiere  errónea- 
mente á  todo  el  art.  35,  puesto  que  no  tiene  relación  verdadera 
sino  con  el  inciso  5.^ 

3.*^  Ya  insinuamos  antes  que  el  derecho  de  sufrajio  conferido 
por  el  art.  38  es  demasiado  estenso,  principalmente  para  un  es- 
tado novicio  en  las  prácticas  del  gobierno  representativo.  El  uoi- 
co  requisito  de  contar  diez  i  ocho  años  de  edad  nos  parece  insafi- 
ciente;  como  desaprobamos  también  la  escepcion  hecha  en  favor 
de  los  casados  menores  de  veintiuno  en  otras  constituciones. 
Ser  casado  no  prueba  mayor  intelijencia  en  un  hombre  que  ser 
soltero;  ni  aún  mayor  interés  en  las  buenas  elecciones,  si  se  trata 
de  un  proletario  comparado  con  un  joven  rico.  Todo  considerado, 
quizás  convendría  establecer  tres  categorías  de  sufragantes.!.' 
de  los  mayores  de  diez  i  ocho  años  que  saben  leer  i  escribir;  V 
de  los  mayores  de  veintiuno  que  poseen  renta,  oficio  ó  profe- 
sión lucrativa;  3.*  délos  mayores  de  veinticinco  que  no  tienen 
dependencia  de  otro  como  sirviente. 

Sé  que  me  aparto  de  los  que  sostienen  el  llamado  sufrajio 
universal^  espresíon  que  no  corresponde  k  las  miras  de  aquéllos 
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que  la  emplean;  pues  ninguno  de  ellos  concede  el  derecho  del 
sufrajio  á  ios  impúberes  i  muchos  lo  niegan  al  sexo  femenino, 
es  decir,  á  la  mitad  del  jénero  humano.  Es  nuestra  opinión  que 
las  mujeres  de  cierta  edad  i  medios  de  subsistencia  pueden  usar 
de  aqi^el  derecho  con  más  acierto  que  muchos  hombres  crasa- 
menie  ignorantes  i  brutalmente  viciosos  que  hoi  lo  gozan  por  do- 
quiera. Asi  se  ven  en  Inglaterra  en  las  elecciones  municipales  i 
para  juntas  de  instrucción  primaria  elecciones  á  que  concurren 
provechosamente  las  mujeres  que  tienen  ciertos  requistos. 

La  condición  de  ser  hummio  adulto  es  suficiente  por  sí  sola 
para  obtener  el  objeto  que  se  propone  al  sistema  electoral,  i  á  fe 
que  muchos  hombres  mayores  de  edad,  pero  ignorantes  aún  del 
abecedario,  carecen  de  todo  discernimiento  al  emitir  su  voto  en 
los  comicios.  Escritores  mui  recomendables  piensan  que  el  sim- 
ple conocimiento  de  las  primeras  letras  no  da  ninguna  superio- 
ridad mental  sobre  los  individuos  que  de  él  carecen.  Entre  esos 
escritores  citaremos  un  malogrado  publicista  colombiano,  por 
cuyas  opiniones  tuvimos  el  mayor  respeto  i  que  en  cierto  opús- 
culo se  espresó  de  este  modo;  «Se  cree  que  porque  un  hombre 
sabe  leer  i  escribir  es  ya  un  ciudadano  independiente,  incorrup- 
tible I  Error  craso !  Ix>s  manejos,  las  influencias  i  las  artes,  en 
tiempos  de  elecciones,  pueden  ejercitarse  hasta  sobre  personas 
criadas  con  grados  académicos.  ¡  Triste  suerte  la  de  un  país,  si 
hubiera  de  depender  de  los  que  supiesen  decorar  i  trazar  algunos 
caracteres.  No  sé  ciertamente  cuál  reinado  seria  peor,  si  el  de  la 
plata  ó  el  de  la  cartilla  i  los  palotes.  Lo  que  si  sé  es  que  sólo  hai 
UQ  reinado  bueno,  jejitirao,  duradero;  el  del  pueblo.  »  (1) 

No  es  tanto  moralidad  ó  independencia  lo  que  se  espera  del 
sufragante  que  sabe  leer  i  escribir,  sino  posibilidad  de  instruirse 
sobre  las  cuestiones  comprendidas  en  el  voto  que  ha  de  emitir. 
En  cuanto  á  independencia,  si  algo  puede  asegurarla  es  la  posi- 
ción de  medios  propios  de  subsistencia  i  mqor  aún  de  abundan- 
cia. Pero  no  se  trata  de  eso  al  requerir  el  conocimiento  de  las 

(t)    Cerbeleon  Pinzón.  Juicio  $obre  la  Constitución  de  ftíonsgro,  ^.  ^4 
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primeras  letras.  En  la  imposibilidad  de  trazar  limites  á  las  luces 
que  deberia  tener  un  sufragante  para  ?otar  concienzudamente, 
parece  oportuno  exijir  aquella  condición  mental  sin  la  que  esas 
luces  habrían  de  ser  casi  nugatorias.  En  una  elección  á  dos  gra- 
dos ó  para  destinos  municipales  un  sufragante  rústico  puede  tal 
cual  dar  un  voto  por  personas  que  le  son  conocidas,  consultando, 
sin  embargo,  sus  simpatías  más  bien  que  otro  dato  alguno.  Pero 
en  elección  directa  para  la  iejislatura  ó  la  presidencia  naciooal, 
i  peor  todavía  para  funcionarios  judiciales  cuando  se  incurre  en 
el  error  de  hacerlos  electivos,  el  sufragante  que  ignora  aun  el 
abecedario  no  tiene  más  criterio  que  el  de  las  personas  con  quien 
se  halla  más  ó  menos  relacionado,  i  no  tanto  por  corrupción  como 
por  indiferencia  resultante  de  su  desconocimiento  de  los  candi- 
datos se  hallará  dispuesto  á  entregar  su  voto  á  quien  con  iostan- 
tancia  se  lo  pida. 

No  asi  los  sufragantes  que  saben  leer.  Si  tienen  tiempo  para 
ello,  rara  vez  dejan  de  aficionarse  á  recorrer,  aunque  sea  tra- 
bajosamente, las  columnas  de  los  periódicos,  lo  que  les  pone 
en  aptitud  de  formar  algún  juicio,  propio  sobre  las  cuestiones 
del  dia  i  sobre  los  candidatos  llamados  á  resolverlas.  Tratándose 
del  voto  secreto  i  por  consiguiente  escrito,  saber  leer  i  escribir 
aunque  con  imperfección,  es  no  diremos  útil,  sino  indispensable 
sopeña  de  convertir  todo  el  asunto  en  la  mas  ridicula  farsa.  Ni 
se  diga  que  en  el  hecho,  i  sepan  ó  no  leer  i  escribir  los  sulra- 
gantes,  siempre  tienen  parcialidad  por  cierto  partido  ó  por  cier- 
tos hombres  i  de  poco  ó  nada  sirven  las  discusiones  déla  prensa. 
Esta  observación  bastante  exacta  en  el  fondo,,  seria  aplicable  aun 
á  hombres  de  grande  ilustración  i  eminente  posición  social:  i  tal 
vez  tiene  mayor  fuer¿a  respeclo  de  tales  personas  que  de  ordina- 
rio traducen  por  lealtad  á  un  partido  ó  á  una  doctrina  lo  que  no 
es  sino  orgullosa  obstinación,  fanatismo  político,  interés  abierto  ó 
disfrazado,  i  por  consiguiente  en  sustancia  verdadera  debilidad 
á  sus  pasiones.  Llevándonos,  pues,  demasiado  lejos  la  objeción, 
pierde  por  el  hecho  mismo  la  especialidad ,  sin  la  que  toda  ob- 
jeción queda  reducida  á  poquísima  cosa. 
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4.°  Piérdese  la  ciudadaDÍa  en  el  Paraguai  por  quiebra  fraude- 
lenta,  i  por  admitir  empleos,  funciones,  distinciones  ó  pensiones 
de  un  gobierno  estranjero  sin  especial  permiso  del  congreso 
(articulo  40).  Si  se  tiene  presente  que  la  ciudadanía  consiste  en 
la  condición  de  nacional,  se  comprenderá  la '^egunda  parte  del  ar- 
ticulo, aunque  no  aprobamos  la  doctrina  en  esos  términos  jenera- 
les,  como  lo  hemos  espuesto  en  otros  estudios.  Pero  no  se  com- 
prenderá del  mismo  modo  la  primera  parte.  ¿Qué  razón  hai  para 
privar  de  la  nacionalidad  al  fallido  fraudulento  más  bien  que  al 
falsificador  de  moneda,  al  homicida  ó  al  incendiario  ?  Parala 
quiebra  cul|>able  la  pena  mas  adecuada  es,  además  de  cualquiera 
otra  de  naturaleza  corporal,  la  privación  de  ejercer  el  comercio  por 
cierto  tiempo.  Otras  constituciones  declaran  suspensos  en  el 
quebrado  los  derechos  de  ciudadanía  política,  ó  séá  de  elejir  i 
ser  elejido.  Mas  no  vemos  tampoco  analojía  entre  el  delito  i  la 
pena  ni  provecho  especial  ninguno  en  aquella  suspensión.  Como 
castigo  de  rebeliones  si  es  análoga  i  útilísima  la  privación  ó  lar- 
ga suspensión  de  los  derechos  políticos;  puesto  que  los  rebeldes 
aspiran  al  poder  público  sobreponiéndose  á  las  leyes;  i  ninguna 
sanción  más  eficaz  que  el  de  negárselo  aun  por  las  vias  legales - 

Poder  LEiisLATivo.  1.^  Composición. — Se  ejerce  por  un 
congreso  constante  de  dos  cámaras  ;  pero  no  hay  otra  diferencia 
entre  ellas  que  la  de  ser  el  número  de  senadores  if;ual  á  la  mitad 
del  de  di|>utados ,  i  que  en  éstos  se  re(|u¡eren  veinticinco  años 
de  edad ,  mientras  que  los  otros  deben  liaber  cumplido  veinti- 
ocho. Este  defecto,  que  no  es  por  cierto  especial  á  la  constitu- 
ción paraguaya ,  indica  que  sólo  se  ha  procurado  en  la  dualidad 
precaver  la  precipitación  de  las  resoluciones.  Pero  otro  objeto 
DO  menos  importante  se  ha  pasado  por  alto  j  que  es  dar  repre- 
sentación en  la  asamblea  lejislativa  á  los  intereses  más  conspi- 
cuos de  la  sociedad.  Lo  que  se  llama  la  cámara  cUta .  que  es  un 
verdadero  cuerpo  oligárquico ,  debe  representar  especialmente  la 
riqueza  i  las  hices  del  país ,  para  contrapesar  el  número  i  las  in- 
fluencias jenerales,  representadas  en  la  cámara  popular.  En  vano 
ae  declamaría  contra  estas  diferencias  i  en  favor  de  una  igualdad 
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que  hoi  no  existe.  La  democracia  será  probablemente ,  pero  no 
'  antes  de  largos  años  ,  el  elemento  cardinal  de  la  sociedad ;  i  en- 
tre tanto ,  los  demás  elementos  históricos  i  reales  necesitan  ser 
representados  en  el  cuerpo  lejislativo  ,  sopeña  de  que  se  suble- 
ven  contra  el  elemento  popular,  ó  lo  defrauden  por  corrupción. 
Cuando  una  sociedad  sea  esencialmente  democrática,  no  sólo 
bajo  el  aspecto  político,  sino  también  bajo  el  económico  i  el 
sapiente ,  la  división  de  la  Icjislatura  carecerá  de  su  principal 
fundamento ,  que  es  la  existencia  i  el  poderío  de  los  elementos 
oligárquicos.  El  Paraguai  se  halla  mas  distante  de  esa  época  que 
otras  de  las  repúblicas  hermanas  del  continente ;  i  no  estará  fiel- 
mente representado  en  su  lejislatura ,  si  el  senado  no  reúne  de 
preferencia  lo  que  haya  de  más  notable  en  el  país  por  sus  talen- 
tos ,  luces ,  riquezas  i  servicios. 

En  el  art.  46  debe  haber  un  error  caligráfico ,  sí  es  que 
comprendemos  su  espíritu.  Cuando  un  ciudadano  es  elejido  di- 
putado por  mas  de  un  departamento ,  debe  cscojer  la  diputación 
del  más  distante  de  la  capital ,  según  se  halla  concebido  en  la 
disposición  constitucional.  Pero  como  el  objeto ,  allí  mismo  es- 
presado es  evitar  toda  demora  ó  retardo  en  la  comparecencia  del 
nombrado  ,  imajinamos  que  debería  decirse  menos ,  i  no  más 
distante  de  la  capital.  Porque  sólo  asi  se  ganaría  en  adelanto  de 
comparecencia ,  dada  la  falta  de  suplentes ,  á  que  no  provee  la 
constitución ,  pues  sí  los  hubiera ,  desaparecería  la  razón  es- 
puesta como  fundamento  del  principio. 

Aunque  por  los  arls.  68  i  69  están  escluídos  de  las  cámaras 
los  ministros  ó  secretarios  de  Estado  i  los  demás  empleados  i 
sueldo  de  la  nación,  mientras  conservan  sus  destinos,  quédanos 
la  duda  de  sí  podrán  ser  elejiJos  senadores  ó  diputados,  i  optar 
enlre  la  aceptación  renunciando  á  su  anterior  empleo ,  i  conser- 
var éste,  escusándose  de  admitir  la  elección.  Tal  cual  se  hallan 
concebidos  los  artículos  citados ,  parece  que  la  elección  no  es 
nula  ,  i  que  se  puede  aceptar,  renunciando  el  empleo  ;  mas  esto 
no  es  jiistiíicablc  ,  tratándose  de  los  ministros,  cuya  influeneia 
les  permitirá  hacerse  elejir  si  lo  desean.  Otro  tanto  decimos  de 
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los  funcionarios  judiciales  i  militares,  aunque  no  de  los  subal- 
ternos administrativos,  que  no  gozan  de  la  misma  influencia  ó 
poder  perturbador  de  la  voluntad  popular. 

2.°  Calificación  eleccionaria.  «  Cada  cámara  es  juez  esclusi- 
fo  de  las  elecciones',  derechos  i  títulos  de  sus  miembros ,  en  cuan- 
to i  su  validez ,  etc.  »  Esta  disposición  del  art.  60  se  encuentra 
en  todas  las  constituciones  americanas,  aunque  concebida  de 
▼arios  modos  i  teniendo  diverso  alcance.  En  el  Paraguai  (articu- 
lo  85),  lo  mismo  que  en  Chile ,  el  Perú  ,  etc.,  las  cámaras  exa- 
minan « juzgan  i  deciden  sobre  la  elección  de  cada  uno  de  sus 
miembros ,  ya  por  si  mismas,  ya  por  medio  de  comisiones,  re- 
uoiéndose  al  efecto.en  sesiones  llamadas  preparatorias ,  antes  del 
dia  señalado  para  la  instalación  de  la  lejislalura.  No  asi  en 
Colombia ,  Venezuela  i  otras  repúblicas ,  donde  las  cámaras  sólo 
ejercen  esta  función  cuando  se  reclama  contra  alguna  elección 
determinada ,  i  aún  esto  mismo  no  puede  hacerse  en  ocasiones, 
9Íao  cuando  se  presentan  en  la  cámara  miembros  supernume- 
rarios. 

No  nos  detendremos  en  comparar  los  dos  sistemas ,  que  tie- 
nen ventajas  é  inconvenientes  relativos ;  porque  ambos  coinciden 
en  un  punto,  que  los  hace  perniciosos  en  supremo  grado.  Am- 
bos constituyen  un  tribunal  ad  hoc^  ex  post  fació  i  esencial- 
mente parcial  en  el  juicio  que  se  les  encarga.  Irresponsable  i 
apasionada ,  la  cámara  ó  la  comisión  que  examina  un  rejistro 
electoral  no  es  competente  para  hallar,  si  es  que  la  busca ,  la 
verdad  ante  la  lei.  Desde  luego  su  fallo  es  el  juicio  i  la  voluntad 
déla  mayoría,  interesada  en  conservar  i  aún  en  aumentar  su 
pujanza ;  i  bien  puede  concebirse  si  estará  dispuesta  á  escluir  sus 
propios  miembros  ó  á  recibir  los  contrarios ,  sobre  cuya  elección 
tiene  que  decidir.  Es  posible  que  proceda  justicieramente  cuando 
eso  no  altere  de  un  modo  sustancial  su  composición ;  pero  es 
justamente  entonces  cuando  hai  menos  propensión  á  controvertir 
las  elecciones.  El  interés  i  el  deseo  de  hacerlo  no  aparecen  de  or- 
dinario ,  sino  cuando  ,  atendida  la  reclamación ,  la  mayoría  ha-* 
bria  de  perder  ó  la  minoría  de  ganar  en  el  número  de  sus  res- 
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pectivos  miembros.  Después  de  furibundos  debales ,  propios  para 
dejar  las  mas  desfa?orables  prevenciones  entre  los  bandos  que 
dividen  una  asamblea,  eUa^  esto  es,  su  mayoría  se  inclinará 
siempre  en  el  sentido  de  su  interés  político,  inseparable  de  su 
conservación. 

Penetrado  de  esta  verdad ,  el  parlamento  británico  ha  esta- 
blecido por  leyes  modernas,  de  que  la  última  i  principal  fué  es- 
pedida en  1868 ,  que  las  cuestiones  electorales  se  decidan  por  el 
poder  judicial,  destinando  al  efecto  seis  jueces,  tres  nuevos  i 
(res  tomados  de  la  judicatura  existente.  Que  el  asunto  es  de  na- 
turaleza judicial,  no  admite  duda;  puesto  que  en  cada  una  de 
esas  cuestiones  se  trata  de  aplicar  la  lei  á  un  caso  particular,  en 
que  dos  partes  cuestionan  sobre  un  puesto ,  como  podrían  dispu- 
tarse una  propiedad  mueble  ó  raíz.  ¿Por  qué  atribuir  estos  jui- 
cios á  las  cámaras  lejíslativas ,  tratándose  de  cuestiones  cuyo  re- 
sultado afecta  directamente  á  los  partidos  que  las  dividen?  Com- 
prendemos que /us^u^n,  aunque  sólo  en  el  sentido  rigorosamen- 
te político,  á  ciertos  funcionarios,  especialmente  si  se  trata  de 
resolver  como  jurado  sobre  el  buen  ó  mal  desempeño  del  empleo. 
Más  decidir  si  es  ó  no  legal  la  elección  de  uno  de  sus  miembros, 
es  ajeno  desús  atribuciones:  primero,  porque  los  lejisladores 
no  son  buenos  jueces ;  segundo ,  porque  de  todos  los  jueces, 
ninguno  menos  imparcial  que  las  cámaras  para  decidir  sóbrela 
elección  de  sus  miembros.  Adherimos,  por  tanto,  decididamente 
á  la  reforma  británica,  i  propondríamos  que  la  corte  suprema 
en  las  repúblicas  americanas  tomase  conocimiento  de  las  cues- 
tiones electorales. 

Poder  Ejegdtiyo.  Hállase  á  cargo  de  un  presidente ,  á  quien 
sostituyeun  vicepresidente,  i  ámhos  funcionarios  duran  cuatro 
años,  con  impedimento  de  reelección  para  los  dos  próximos  pe- 
ríodos. Prohibir  la  reelección  para  el  inmediato ,  como  se  hace 
en  otras  repúblicas,  tiene  por  objeto  evitar  que  el  influjo  del 
gobernante  se  ejerza  torticeramente  en  su  propio  favor ;  roas  no 
se  comprende  bien  por  qué  se  estiende  la  prohibición  al  segundo 
período  presidencial.  Acaso  sea  para  conjurar  un  peligro  de  que 
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no  faltan  ejemplos,  á  saber:  el  de  que  de  dos  magnates  se  confa-^ 
bulen  para  ejercer  alternativamente  su  influencia  cada  cual  á  fa* 
vor  del  otro.  Con  todo,  estas  ligas  no  son  frecuentes;  pronto 
fieneun  tercer  aspirante  á  romperlas,  suscitándoles  fuerte  opo- 
sición en  el  pueblo;  ó  se  indisponen  los  aliados. con  cualquier 
motivo  imprevisto,  i  buscan  otros  auxiliares  en  la  adquisición  i 
alternativa  del  poder ,  que  por  lo  mismo  se  reparte  suGciente- 
raeníe.  Si  á  esto  se  añade  que  la  prohibición  contenida  en  el  ar- 
tículo 90  supone  grande  acopio ,  que  seguramente  no  tiene  el 
Paraguai ,  de  hombres  aptos  para  la  presidencia ,  parece  indu- 
dable que  la  tal  prohibición  es  exajerada. 

Después  del  período  ,  lo  más  importante  con  relación  al  presi- 
dente i  su  sustituto  es  la  manera  de  su  elección.  Según  los  ar- 
liculos94  á  101  ,  hácese  la  elección  á  dos  grados  ,  de  una  ma- 
nera análoga  á  la  que  se  practica  en  los  Estados  Unidos  de  Amé. 
ríca ,  con  la  particularidad  de  que  tanto  el  voto  de  los  electores 
en  las  juntas  ó  colejios  distrítoriales ,  como  el  de  los  miembros 
del  congreso ,  en  caso  de  complementar  la  elección  se  emite  por 
cédulas  firmadas.  No  aprobamos  el  sufrajio  público,  sino  en  las 
elecciones  primarias ,  donde  la  coacción  ó  el  soborno  ,  teniendo 
que  ejercitarse  sobre  un  gran  número  de  individuos  dispersos, 
es  mucho  más  diTicil  que  cuando  se  emplea  sobre  unos  pocos, 
reducidos  á  corto  espacio  i  cuyos  actos  son  más  trascendenta- 
les. De  qué  modo  haya  de  emitirse  el  sufrajio  directo  i  primitivo 
de  los  ciuladanos  para  miembros  del  congreso  i  para  electores 
del  presidente,  no  lo  dice  la  constitución,  i  queda  por  lo  mismo 
abandonado  á  la  leí ,  lo  que  reputamos  un  grave  defecto. 

Por  la  razón  antes  espuesta ,  la  elección  á  dos  grados  es  me- 
nos libre  que  la  elección  directa  ó  á  un  sólo  grado.  Lo  que  pasa 
en  los  Estados  Unidos  de  América,  en  la  República  Arjentina,  Chi- 
le, Perú,  etc.,  pasará  en  el  Paraguai ,  admitiendo  la  organización 
i  la  actividad  de  partidos  políticos ,  ó  de  lo  contrario ,  gravitará 
sobre  los  electores,  no  ya  la  presión  en  competencia  de  dos  ó  más 
partidos ,  sino  la  del  poder  presidencial ,  siempre  interesado  por 
alguna  persona ,  aun  cuando  no  pueda  serlo  por  la  suya ,  según 
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la  constitución.  I  será  indudablemente  la  de  ambas  potestades, 
partidos  i  gobierno,  que  partidos  habrá  desde  que  haya  aspiran- 
tes ,  i  gobierno  se  dejará  sentir  donde  no  haya  adquirido  la  mo- 
ralidad política ,  tan  rara  aún  en  las  sociedades  hispano-america- 
nas.  Oigamos  .lo  que  un  notable  espositor  de  la  constitución 
norte-americana  decia  en  1840,  sobre  los  males  de  la  elección 
presidencial,  según  el  sistema  adoptado  en  aquella  Union,  i  que 
poco  más  ó  menos  se  si<>nten  en  donde  quiera  que  se  practica: 

a  Probablemente  no  hai  parte  alguna  del  plan  trazado  por  los 
autores  déla  constitución,   que  haya  correspondido  en  rnenor 
grado  á  las  esperanzas  de  sus  amigos  que  la  relativa  á  la  elección 
de  presidente.    Fué  indudablemente  su  intención  que  los  elec- 
tores quedasen  libres  para  escojer,  según  su  propio  juicio,  sobre 
las  cualidades  de  los  candidatos  para   aquel   alto  empleo,  m 
compromiso  previo  para  adherir  á  ningún  favorito  po|)uIar,  ni 
restricción  en  su  conducta  por  influencias  seccionales.  Pero  en 
uno  i  en  otro  respecto  los  resultados  han  venido  á  burlar  suá  es- 
peranzas. Aun  antes  de  recibir  el  nombramiento,  los  electores  se 
hallan  hoi  comprometidos  á  sostener  determinado  candidato,  i 
en  sustancia  no  hacen  otra  cosa  que  rejistrar  los  decretos  dicta- 
dos en  reuniones  públicas  i  privadas  de  los  ciudadanos  del  estado 
respectivo.  Por  lanto,  el  presidente  no  es  en  realidad  el  escojido 
del  pueblo  ó  de  los  estados ;  no  es  de  ordinario  el  representante 
de  la  Union,  sino  de  un  partido.  I  hai  un  verdadero  peligro  de 
que  en  adelante  se  ocupe  el  puesto  por  aquéllos  que  satisfagan 
las  preocupaciones  ó  los  rencores  i  fínes  egoistas  de  sus  partida- 
rios ,  más  bien  que  por  aquéllos  que  se  propongan  desempeñar 
el  alto  majisterio  ideado  por  la  constitución,  i  ser  los  protecto- 
res imparciales,  los  defensores  i  amigos  de  los  grandes  intere- 
ses que  aíectan  á  todo  el  país.  »  (1) 

La  historia  política  de  la  Union  Americana  anterior  i  posterior 
ó  las  solemnes  palabras  de  aquel  ilustre  jurisconsulto ,  en  espe- 


(1)    Story.    A  Familiar  Exposition  of  Ihe  cou^titution  of  Ihe^ünitód  State*. 
Mew  York,  1858,  páj.  566. 
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cial  desde  Jackson ,  confirman  suficientemente  sus  temores. 
Pero  no  se  limitan  á  aquello  los  inconvenientes  del  actual  siste- 
ma electoral  para  la  presidencia.  Los  hechos  han  mostrado ,  i 
mui  elocuentemente  en  la  última  campaña ,  que  dicho  sistema 
puede  ajitar  el  país  algo  más  de  lo  que  requiere  el  interés  pa- 
trióiíco  i  bien  intencionado  de  libres  republicanos.  Después  de 
la  contienda  en  los  colejios  electorales  de  cada  estado  ,  sigue  la 
gran  batalla  que  se  libra  en  el  congreso  para  declarar  la  mayo- 
ría, ó  hacer  una  elección  contraida  á  dos  candidatos  si  ninguno 
hubiere  obtenido  esa  mayoría  en  los  colejios. 

Ambas  cámaras  se  han  considerado  siempre  autorizadas  para 
resolver  separadamente  sobre  la  nulidad  de  los  votos  que  repu- 
ten ilegales  ,  i  han  ejercido  ese  derecho  en  vari<is  ocasiones.  Pero 
hasta  aquí,  la  diferencia  de  sufrajios  recibidos  por  los  candidatos 
contendores  era  tal ,  que  aun  la  anulación  de  algunos  votos  de- 
jaba subsistente  la  anterior  mayoría.  Habia  faltado  por  lo  mismo 
ocasión  de  palpar  toda  la  trascendencia  de  la  atribución  á  que 
aludimos.  Pero  ahora,  en  la  elección  de  1876  á  1877 ,  los  can- 
didatos Hayes  i  Tilden  recibieron  en  los  colejios  un  número  próxi- 
mamente igual  de  sufrajios.  Era  la  mayoría  85  ,  i  cada  partido  la 
alegaba  en  su  favor.  Dis|)utábase  la  legalidad  de  los  votos  en  dos 
ó  tres  estados  ,  i  al  lin  casi  quedó  reducida  la  contienda  al  voto 
de  un  solo  estado,  lo  que  daba  8  i  seguros  á  cada  candidato. 
Ganar  á  Luisiana  los  republicanos,  era  dar  ú  M.  Hayes  los  85 
votos  requeridos,  i  eso  podía  hacerlo  el  senado.  Por  su  parte  la 
cámara  de  representantes  podía  declarar  ese  voto  á  favor  de 
M.  Tilden  i  hacerlo  presidente.  Pero  pronto  comprendieron  los 
hombres  sensatos  de  ambos  partidos  el  abismo  adonde  les  con- 
duciría tener  dos  presidentes ,  como  tuvo  en  un  tiempo  la  Iglesia 
católica  dos  Papas,  uno  en  Roma  i  otro  en  Aviñon. 

Para  zanjar  tan  grave  diíicultad ,  convinieron  en  crear  un  tri- 
bunal especial ,  compuesto  de  cinco  senadores ,  cinco  represen- 
tantes i  cinco  majistrados  de  la  corte  suprema,  autorizado  para 
Mar  definitivamente  sobre  las  cuestiones  legales  ,  envueltas  en 
los  votos  disputados,  i  consiguientemente,  sobre  su  validez.  Así 
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se  hizo  por  lei  de  26  de  enero  de  1877  ,  justificable  solo  en  vista 
del  peligro  que  conjuraba,  pero  mui  defectuosa:  primero,  por- 
que tenia  efecto  retroactivo;  segundo,  porque  la  injerencia  délos 
miembros  del  congreso  en  el  tribunal  era  inútil ,  toda  vez  que 
cada  fracción  se  hallaba  adherida  á  uno  de  los  candidatos  con- 
tendientes ;  tercero ,  porque  aun  los  miembros  de  la  corte  su- 
prema ,  hechura  en  su  totalidad,  ó  en  su  gran  mayoría,  del  par- 
tido republicano,  se  inclinarían  naturalmente  á  su  candidato. 

Efectivamente ,  todas  las  cuestiones  resueltas  por  el  tribunal 
lo  fueron  á  favor  del  partiJo  republicano ,  i  siempre  por  una 
misma  mayoría ,  la  de  un  voto  sobre  la  mitad.  De  manera  que 
uno  de  aquellos  jueces  hizo  virtualmente  designación  entre  los 
dos  candidatos ,  i  decidió  quién  habría  de  ser  el  p residente  de 
los  Estados  Unidos.  No  decimos ,  ni  seriamos  competentes  para 
ello ,  que  el  tribunal  creado  especialmente  en  aquella  oca^iion 
prevaricó.  Lejos  de  eso ,  hai  mui  buenas  razones  lomadas  de  la 
constitución  para  sostener  su  fallo  ,  que  se  limitó  á  examinar  las 
circunstancias  sobrevivientes  á  los  escrutinios  i  decisiones  délas 
juntas  escrutadoras ,  juzgándose  incon[i|5etente  para  poner  en  tela 
de  juicio  los  hechos  anteriores.  Pero  como  justamente  las  cues- 
tiones suscitadas  versaban  sobre  estos  liechos ,  dedúcese  que  los 
fallos  del  tribunal  estaban  previstos,  á  lo  menos  por  el  partido 
republicano;  i  que  si  también  lo  estatian  por  el  demócrata,  como 
hai  quien  lo  crea,  este  partido  se  sometió  patrióticamente  á 
un  procedimiento  engañoso  para  resolver  honorablemente  la 
contienda  i  salvar  al  país  de  graves  perturbaciones. 

Como  (|uiera ,  la  decisión  de  las  cuestiones  suscitadas  sobre 
legalidad  ó  validez  de  los  votos  emitidos  en  la  elección  presiden- 
cial, debe  encomendarse  á  un  tribunal ,  i  de  ninguna  manera  al 
congreso.  Este  cuerpo  carece  absolutamente  de  imparcialidadi 
por  hallarse  siempre  dividido  entre  los  partidos  cuyos  candidatos 
se  disputan  la  elección,  i  atribuirle  la  decisión  de  tales  cuestiones 
es  resolverlas  de  antemano  en  favor  del  candidato  sostenido  por 
su  mayoría.  En  el  fondo  eso  significa  atribuirle  la  elección  del 
presidente ;  i  cuando  no  se  quiere  hacerlo ,  hai  necesidad  indis- 
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pensable  de  encargar  la  resolución  de  las  cuestiones  á  otra  auto- 
ridad. Ninguna  más  competente  que  la  corte  suprema ,  de  or- 
dinario menos  ofuscada  por  el  vértigo  resultante  de  las  luchas 
eleccionarias  que  el  cuerpo  lejislati^o. 

No  obstante  las  graves  objeciones  á  que  se  halla  sujeto  el  siste- 
ma de  elección  presidencial  en  el  Paraguai,  como  acabamos  de 
verlo  y  apenas  nos  atrevemos  á  sujerir  cambio  alguno ,  escepto  el 
que  hemos  indicado  sobre  tribunal  que  resuelva  las  cuestiones 
suscitadas  de  legalidad  ó  validez.  Aún  no  se  halla  aquélla  repú- 
blica suficientemente  avanzada  para  deposilar  en  la  lejislatura 
la  esencia  del  gobierno ,  en  cuyo  caso  podria  i  aun  debería  hacei' 
el  congreso  por  si  solo  la  elección  de  presidente  del  estado.  Aún 
necesita  mantener  identificada  esa  esencia  con  el  poder  ejecutivo 
unitario ,  independiente  en  su  acción  i  en  su  orijcn ;  i  acaso  sin 
apercibirse  de  ello  ,  lo  manifiesta  así  la  constitución  cuando  en 
los  arls.  59 ,  128  i  129  da  á  aquel  poder  la  denominación  de 
gobierno.  Partiendo  dé  tales  antecedentes ,  no  vemos  cómo  pu- 
diera hacerse  la  elección  presidencial  de  un  modo  menos  emba- 
razoso que  el  adoptado.  La  elección  directa ,  sin  disminuir  nota- 
blemente la  coacción  i  la  venalidad,  aumenta  la  deferencia  de 
los  sufragantes  á  favor  de  los  activos  esplotadores  de  su  ignoran- 
cia. Es  ya  mucho  que  se  haya  establecido  para  los  miembros  del 
congre'^o;  pero  aplicarla  al  presidente  de  la  república,  seria  tor- 
nar enfai*sa  el  acto  mas  solemne  del  réjimen  constitucional. 

Poder  judicial.  —  Ocuparémonos  aquí  únicamente  de  un  asunto 
que  no  hemos  tratado  en  ningún  otro  estudio,  i  cuya  importancia 
demanda  algunas  reflexiones.  Hablamos  del  juicio  por  jurado ^ 
que  la  constitución  asegura  en  todo  asunto  criminal  ordinario,  se- 
gún susarts.  11  i  118. 

Esta  institución  democrática  es  concomitancia  natural  de  todo 
sistema  gubernativo  en  que  entra  por  mucho  aquel  elemento,  i 
de  ahi  que  varias  repúblicas  hispano-americanas,  como  todas  ó 
casi  todas  las  monarquías  parlamentarias,  hayan  adoptado  en  abs- 
tracto dicha  institución,  orijinaria  de  Inglaterra,  i  trasplantada  ala 
América  del  Norte  con  todas  sus  costumbres  i  prácticas  sociales. 
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Pero  al  adoptarse  por  países  poco  preparados  para  las  institu- 
ciones libres,  ha  recibido  modificaciones  sustanciales,  algunasde 
las  cuales  quizás  desnaturalicen  i  desvirtúenla  institución;  como 
sucede  siempre  que  se  procede  por  puro  espíritu  de  imitación,  i 
preocupado  el  ánimo  con  ciertas  palabras  ó  apariencias,  sin  obser- 
var larealidadde  las  cosas.  Por  eso  al  decretar  el  jurado  los  fran- 
ceses por  su  asamblea  constituyente,  en  50  de  abril  de  1790,  se 
redujeron  á  organizar  i  aplicar  con  no  pocas  innovaciones  el  pe- 
queiio  jurado  y  ó  jurado  de  sentencia,  suprimiendo  el  gran  ju- 
rado de  acusación.  I  no  se  limitó  á  aquel  punto  la  innovación, 
sino  que  versó  igualmente  sobre  el  modo  de  designarlos  jurados, 
i  lo  que  es  más  grave  todavía,  exijió  &olo  mayoría  absoluta  de 
votos  en  vez  de  la  unanimidad  inglesa.  Cierto  es  que  por  el  có- 
digo de  instrucción  criminal  i  algunas  otras  leyes  posteriores,  no- 
tablemente la  de  26  de  febrero  de  1831,  se  mejoró  bástantela 
organización  del  jurado;  pero  en  todo  aquello  lo  más  importante 
consiste  en  exijir  para  condenar  una  mayoría  de  ocho  votos  por  lo 
menos  en  doce  jurados,  ¿  sea  las  dos  terceras  partes;  sin  que 
pueda  espresarse  en  el  veredicto  cuántos  votos  ha  reunido,  para 
no  impresionar  desfavoriiblemente  la  opinión  en  caso  de  una 
mayoría  que  se  aparte  mucho  Je  la  unanimidad. 

España  adoptó  el  jurado  por  su  lei  de  enjuiciamiento  criminal 
hace  menos  de  diez  años,  y  lo  organizó  de  un  modo  análogo  al 
francés,  solo  que  requirió  únicamente  mayoría  absoluta  en  el 
veredicto.  En  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  el  de  Panamá  exije 
siete  miembros  i  el  de  Cundinamarca  solo  cinco,  votándo>e  en  uno 
i  otro  por  mayoría  absoluta.  Atiucimos  estos  ejemplos  solo  para 
mostrar  la  gran  variedad  en  la  organización  del  tribunal  de  hecho 
según  los  países,  varié  Jad  que  se  esliendo  á  los  casos  en  que  debe 
ó  no  intervenir  dicho  tribunal.  Lo  primero  de  todo  seria  inves- 
tigar si  el  jurado,  ya  en  su  forma  primitiva,  ya  lijeraó  profunda- 
mente modificado,  es  trasplan tablea  cualquier  país,  recojieudo 
los  beneficios  que  se  le  atribuyen  en  los  pueblos  anglosajones. 
Sobre  esta  cuestión  nos  parecen  juiciosas  las  observaciones  si- 
guientes de  un  escritor  español,  que  hablando  del  jurado  i  des- 
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paes  de  mencionar  á  Inglaterra,  los  Estados  Unidos  i  Francia, 
dice : 

c(  Semejante  reforma  en  estas  naciones  ha  podido  alcanzar  al- 
guna perfección  con  el  largo  trascurso  del  tiempo,  porque  más  es 
obra  de  éste  que  délos  hombres.  Su  establecimiento  requiere  cier- 
ta disposición  en  los  hábitos  i  costumbres  nacionales,  que  solo 
puede  lograrse  por  medio  de  una  no  interrumpida  práctica  i  en- 
sayos lentos  i  graduales ;  i  su  teoría  está  í'undada  en  una  educación 
política  proporcionada  á  las  bases  de  la  ini^ma  institución.  I  si  nó, 
¿porqué  en  Inglaterra  ha  llegado  á  arraigarse  de  un  modo  tan 
sólido  que  tan  en  zaga  deja  á  la  Francia?  Porque  en  aquella  na- 
ción cuenta  el  jurado  una  serie  inmemorial  de  años ;  porque  sus 
costumbres  nacionales  están  amoldadas  á  dicha  institución,  i  en 
fin,  porque  los  viciosos  hábitos  del  despotismo  han  desaparecido 
con  la  práctica  incesante  de  las  formas  representativas,  que  in- 
iunden  á  cada  ciudadano  una  educación  especial,  á  qué  todavía 
no  han  podido  llegar  los  ciudadanos  franceses.  La  prueba  mas 
eyidentc  de  que  tamaña  reforma  presupone  una  disposición  na- 
cional labrada  por  el  tiempo,  es  el  pésimo  resultado  que  produjo 
en  Francia  cuando  la  Convención  quiso  á  ojos  cerrados  plantearla 
en  esta  nación.  ¡  I  cuan  atrasada  aún  se  halla  respecto  á  este  parti- 
cular, á  pesar  de  contar  casi  medio  siglo  de  continuos  en- 
sayosl  » 

En  los  Estados  Unidos,  como  el  jurado  nació  junto  con  la  nación 
i  sus  instituciones,  no  es  de  estrañar  que  se  halle  en  un  esta  o 
quizás  más  perfecto  que  en  Inglaterra,  su  libertadora  (?);  pues 
así  como  en  ota  nación  es  obra  de  largas  esperiencias,  en  aque- 
llos Estados  debe  considerarse  como  base  de  educación  política, 
la  que  se  perfecciona  á  la  par  con  las  costumbres  i  hábitos  mora- 
les de  sus  ciudadanos. 

a  Estas  observaciones,  pue<^  son  mui  suficientes  para  calcular 
el  lino  i  suma  prudencia  con  que  es  preciso  establecer  en  Es- 
paña el  juicio  por  jurado.  Nuestras  costumbres,  ásperas  por  falta 
de  ilustración,  proscrita  de  nuestro  suelo  por  un  cruel  i  opresor 
(iespotismo;  el  carácter  intolerante  i  suspicaz  que  el  influjo  i  pre- 
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dominio  dei  clero  grabaron  en  todas  las  clases;  la  relajación 
moral  que  ha  causado  i  actualmente  está  causando  la  guerra 
civil ;  i  en  una  palabra,  el  atraso  social  en  que  se  encuentra 
nuestra  patria  relativamente  á  las  demás  naciones,  son  causas 
que  pueden  lisonjear  tan  poco  nuestro  amor  propio,  que  nada 
aventurado  seria  decir  que  en  España  se  tardará  muchos  más  anos 
que  en  Francia  para  poder  lograr  el  escaso  beneficio  que  en  la 
actualidad  disfruta  aquella  nación  del  establecimiento  del  ju- 
rado. »  (H 

Mientras  los  ingleses  vinieron  sujetos  á  monarcas  más  pode- 
rosos que  los  de  la  actual  dinastía,  consideraron  la  institución 
del  jurado  como  una  salvaguardia  de  la  libertad,  en  todos  las  casos 
de  juicio  por  delito  de  lesa  majestad  ú  otros  en  que  se  hallase 
interesada  la  carona,  i  por  tanto  como  una  institución  política. 
La  razón  era  que,  nombrándose  los  jueces  permanentes  por  ó  con 
sujeción  -á  la  corona,  inspiíüban  á  los  ciudadanos  en  aquellos 
casos  mucha  menos  confianza  que  sus  pares  ó  iguales,  tomados 
indistintamente  del  pueblo.  Esa  consideración  fué  lo  que  princi- 
palmente hizo  tan  preciosa  á  su  vista  la  institución  del  jurado,  i 
no  su  eficacia  en  la  buena  administración  de  justicia  ordinaria. 
Pero  algunas  de  las  naciones  que  la  fian  trasplantado,  i  entre  ellas 
ciertas  repúblicas  hispano-americanas,  como  la  del  Paraguai,  han 
olvidado  aquella  causa  de  favor,  i  omitido  precauciones  que  un 
cambio  de  circunstancias  demandaba. 

En  efecto,  los  juicios  por  delitos  políticos  ó  relacionados  con 
la  política  son  en  América  cosa  distinta  de  lo  que  son  en  toda 
Europa,  con  la  única  escepcion  de  Suiza.  Son  on  el  fondo  ataques 
del  partido  de  oposición  contra  el  partido  ministerial;  icomodes- 
graciadamente  no  hai  persona  alguna  que  de  un  modo  ó  de  otro 
no  pertenezca  á  alguno  do  esos  partidos,  ningún  jurado  esimpar- 
cíal  para  juzgar  á  los  acusados.  La  pasión  política,  exacerbada 
hai-ta  el  delirio,  no  sólo  carece  de  imparcialidad  en  su  apreciación 


(1)    Doctor  Manuel  Pers.  Derechos  i  deberes  de   los  jurados  (Iraduccion). 
Barcelona,  11^38;  pájs.  58  i  siguientes. 
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de  los  hechos,  sino  que  considera  un  verdadero  ac(o  de  patrio- 
tisinu  castigar^  es  decir,  sacrificará  los  contrarios,  por  leves  que 
sean  las  sospechas  de  su  culpabilidad.  Así  vimos  en  1865  al  ju- 
rado que  juzf^óá  ios  sindicados  de  asesinato  del  presidente  Lincoln, 
80  los  Estados  Unidos,  que  no  habiendo  podido  alcanzar  el  ver- 
dadero i  quizás  único  responsable  del  crimen,  Boolh,  muerto  al 
ser  aprehendido,  satisfizo  su  s^á  patriótica  de  justicia  conde* 
nandocntre  otros  supuestos  cómplices,  una  pobre  mujer,  Miss^ur- 
rat,  que  según  la  opinión  de  muchas  personas  impuestas  del  pro- 
ceso, era  del  todo  inocente,  á  lo  menos  del  asesinato.  Han  tenido, 
pues,  sobrada  razón  las  naciones  que,  como  Nueva  Granada  en 
1851,  i  los  estados  federales  en  que  luego  se  dividió,  han  esccp- 
tuado  del  conocimiento  del  jurado  los  juicios  por  delito  de  rebe- 
lión, se<licion  i  otros  relacionados  con  el  orden  político. 

Por  causa  idéntica  el  jurado  no  inspira  confianza  en  ninguno 
de  aquellos  delitos  sobre  que  hai  fuertes  prevenciones  populares, 
sea  en  favor,  sea  en  contra  de  los  culpables,  como  sucede  en  los 
mismos  Estados  Unidos,  tratándose  de  hechos  que  interesan  al 
honor  de  la  mujer.  Nada  es  mas  frecuente  que  apropiarse  los  ofen- 
didos esposos,  padres,  hermanos,  el  derecho  de  castigar  por  su 
propia  mano  á  los  ofensores  de  sus  esposas,  hijas  i  herinanas,  re- 
cibiendo luego  absolución  d£l  jurado.  El  célebre  juicio  seguido 
en  1858  á  Mr.  Sickles  por  la  muerte  de  Mr.  Vrey  en  Washington, 
no  fué  sino  uno  de  los  muchos  semejantes  que  allí  ocurren. 

Análogo  es  el  caso  siguiente,  ocurrido  en  Kerr,  aldea  de  Irlanda, 
á  mediados  de  1876.  De  regreso  de  América  el  joven  Quilter,  pe- 
queño arrendatario,  halló  que,  muerto  su  padre,  hacia  su  madre 
pública  i  escandalosamente  vida  marital  con  otro  hombre.  Morti- 
ficado ya  por  un  estado  de  cosas  mui  mal  visto  en  aquel  país,  lo 
fué  mucho  más  cuando  el  cura  de  la  parroquia,  desde  el  altar  del 
templo,  censuró  amargamente  por  su  nombre  á  aquellos  concu- 
bíoarios.  Habitaba  con  ellos  Quilter  en  la  mi^ma  choza,  i  eran 
conocidas  del  público  las  frecuentes  aunqu«  inútiles  reconven- 
ciones, maltratos  i  amenazas,  empleadas  por  el  hijo  contra  la 
madre.  Érale  evidentemente  insoportable  el  baldón  que  sobre  ellos 
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gravitaba,  cuando  una  noche,  alas  dos  de  ia  madrugada,  apareció 
ardiendo  la  cabana  de  Quilter,  i  éste  contemplando  sereno  á  cierta 
distancia  i  culeramente  vestido,  el  estrago  de  las  llamas.  Invadida 
por  el  pueblo  la  habitación,  hallóse  muerto,  con  señales  de  vio- 
lencia, al  concubino,  i  chamuscada  á  la  mujer.  Juzgado  Quilter, 
fué  absuelto  con  muestras  de  simpatía  por  el  jurado ;  i  aunque 
tratóse  luego  de  formar  otro  para  juzgarle  nuevamente  por  solo 
la  muerte  de  la  madre,  el  fiscal  solicicitó  que  se  difiriese  la  me- 
dida, porque  no  hubiera  sido  posible  hallar  un  jurado  im- 
parcial. 

Semejante  debilidad  nace,  unas  veces  de  que  los  mismos  ju- 
rados participan  del  estraviado  sentimiento  público,  que  escusa 
las  venganzas  particulares,  i  otras  de  que  no  tienen  valor  para 
combatirlo.  Tampoco  es  raro  que  cedan  á  influencias  de  familias, 
corporaciones  6  autoridades  en  ciertos  casos,  particularmente  en 
los  países  donde  el  sentido  moral  no  se  ha  desarrollado  suficiente- 
mente en  el  pueblo,  i  la  institución  del  jurado  es  de  moderna 
data.  Pero  aun  prescindiendo  de  estas  prevaricaciones,  destinadas 
probablemente  á  desaparecer  ó  aminorar  con  el  progreso  moral 
inseparable  de  la  civilización,  el  jurado  se  halla  sujeto,  lo  mismo 
que  la  judicatura  ordinaria,  aunque  no  diremos  en  igual  grado, 
á  erróneas  apreciaciones  sobre  los  hechos  sometidos  á  su  crite- 
rio ;  i  se  engañaria  mucho  quien  estimase  siquiera  aproximadas 
á  la  certidumbre  las  decisiones  de  estos  tribunales.  No  son  raros 
los  casos  de  funestísimos  errores  ;  i  si  no  se  conoce  un  mayor 
número,  es  justamente  por  la  dificultad  de  averiguar  la  verdad. 
Para  demostrarlo,  no  hai  necesidad  de  recorrer  la  historia  judi- 
cial aun  de  los  países  que  practican  hace  mucho  tiempo  aquella 
manera  de  enjuiciamiento ;  pues  no  faltan  ejemplos  de  los  tiem- 
pos que  corren. 

Por  los  años  de  1855,  amaneció  un  dia  muerto  á  puñaladas 
en  su  propia  casa  de  la  calle  de  Bond,  en  New  York,  un  dentista, 
elDr.  Bidell,  poseedor  de  alguna  l'ortuna.  Viviau  con  él,  además 
de  una  ó  dos  sirvientes,  la  señora  C...  viuda,  que  pasaba  por  ama 
de  llaves,  i  dos  señoritas  hijas  suyas.  Presentóse  inmediatamente 
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la  señora  C...  probando  que  habia  estado  casada  secretamente 
eoDel  Dr.  Bidell,  i  reclamando  su  porción  hereditaria.  Indicios 
vehementísimos  señalaban  como  autores  del  asesinato  á  aquella 
mujer  i  á  un  joven  pretendiente  de  su  hija  mayor,  que  las  visi- 
taba á  menudo.  En  consecuencia  fueron  juzgados;  pero  el  jurado 
los  absolvió.  No  contenta  con  este  primer  triunfo,  la  señora  C... 
pretendió  desde  la  cárcel,  á  que  habia  estado  reducida,  que  se 
hallaba  en  cinta,  i  daría  á  luz  dentro  de  cierto  tiempo  un  hijo 
del  Dr.  Bidell,  heredero  de  todos  sus  bienes.  Sospecliada  de  im- 
postura, fué  hábilmente  vijilada  por  la  autoridad,  i  llegada  la  época 
del  alumbramiento  pudo  comprobarse  satisfactoriamente  que  lo 
habia  fínjido  introduciendo  un  niño  ajeno  destinado  á  pasar  por 
suyo.  Declaróse  judicialmente  la  superchería ;  i  pocos  dejaron 
entonces  de  imajinar,  que  si  la  codicia  dictó  el  último  delito,  con 
toda  probabilidad  orijinó  también  el  primero.  Aquí  un  delito 
quedó  impune;  pero  también  sucede  que,  además,  se  castigue 
al  inocente. 

Como  el  caso  que  sigue  es  de  mayor  gravedad,  citaremos  la 
fuente  de  donde  lo  tomamos,  que  es  Le  /Z"**  SiéclSy  fecha  marzo 
22  de  1875,  el  cual  á  su  turno  se  refiere  al  Journal  de  Lyon^ 
publicado  en  aquellos  dias.  Dos  individuos  del  departamento  del 
Loira  regresaban  á  su  domicilio  en  una  noche  del  roes  de  marzo 
de  1842,  procedenles  del  mercado  de  Saint  Symphorien-sur-(]o¡se. 
Fueron  en  el  camino  asaltados,  robados  i  heridos  hasta  quedar 
por  muertos.  Nada  se  supo  entonces  de  los  malhechores;  pero  un 
año  después  una  de  las  victimas  que  sobrevivió,  imputó  el  crimen 
á  los  vecinos  D. . .  i  L. . . ,  hombres  que  habian  gozado  liasta  entonces 
de  mui  buena  reputación.  Confiados  en  su  inocencia,  quejáronse 
de  la  calumnia ;  pero  de  un  modo  ú  otro,  el  resultado  de  la  con- 
troversia fué  un  juicio  contra  ü...  i  L...  ante  el  tribunal  respec- 
tivo de  Montbrison,  ó  sea  la  cour  d'assiseSj  á  que  concune  un 
jurado.  Condenóseles  en  él  á  presidio  mayor  (travaux  forcés)^  á 
L-..  de  por  vida,  i  á  D...  por  quince  años.  Dos  testigos,*  con  que 
se  probó  la  coartada  de  los  acusados,  sufrieron  también  como 
perjuros  cinco  i  siete  años  respectivamente  de  la  misma  pena. 
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L.. .  murió  en  el  establecimiento  de  casligo,  i  D.. .  cumplió  su  con- 
dena,  que  soportó  con  heroica  resignación,  observando  escelente 
conduela. 

Grande  era  el  abatimiento  de  su  honorable  familia  i  agudo  el 
pesar  de  sus  amigos,  persuadidos  de  su  inocencia.  Treinta  años  * 
habian  pasado,  cuando  en  1873,  un  anciano  moribundo  en  el 
hospital  do  Saint-Symphorien,  después  de  haber  hecho  la  desola- 
ción de  muchas  personas,  se  reconciliaba  con  Dios,  confesán- 
dose autor  del  crimen  de  1842.  Api*esuróse  la  justicia  á  to- 
mar nota  de  esta  declaración,  para  desagravio  de  los  inocentes 
castigados.  ]  Justicia  I  ¡desagravio!  ¡Cruelea  ironías,  que  mejor 
habria  sido  no  mencionar^  para  que  continuasen  mejor  enga- 
ñando ! 

Con  escepcion  de  Inglaterra  i  los  Estados  Unidos  de  América, 
las  naciones  que  han  establecido  el  jurado  han  suprimido  el  de 
acusación  ó  gran  jurado,  cuyas  decisiones  son  aún  más  difíciles 
que  las  del  pequeño  jurado  de  senleticia ;  porque  su  esfera  de 
examen  es  mucho  más  amplia,  i  porque  no  se  admite  discusión 
alguna.  No  es  de  admirar  por  consiguiente  que  ellos  cometan 
muchos  errores,  aunque  de  menor  trascendencia  inmediata.  En 
el  caso  de  Mr.  Bravo,  en  abril  de  1876,  dos  grandes  jurados  reu- 
nidos en  Balham,  suburbio  de  Londres,  resolvieron  sucesiva- 
mente, el  primero,  queB...  habia  muerto  de  veneno  tomado  por 
su  propia  mano,  i  el  otro  que  de  veneno  administrado  maliciosa- 
mente por  personas  desconocidas;  aunque  las  únicas  personas 
que  podian  haberlo  hecho  eran  mui  pocas  i  mui  determinadas. 
Pero  aún  existi^i  razón  para  creer  que  no  habia  habido  envene- 
namiento, sino  que  las  sustancias  químicamente  analizadas  se 
habian  mezclado  antes  con  ciertos  metales  sobre  que  habian  cnido 
al  ser  arrojadas  del  estómago.  I  en  cuanto  á  la  verdadera  causa 
de  la  muerte,  pudo  haber  sido  una  enfermedad  crónica  que  pa- 
decia  B...,  i  que  acaso  tuvo  su  último  i  fatal  desarrollo  por  un 
fuerte  sacudimiento  á  caballo  recibido  el  mismo  dia.  Entre  tanto, 
las  personas  implícitamente  acusadas  recibieron  una  afrenta, 
que  ni  siqniera  tuvieron  oportunidad  de  lavar;  i  las  resoluciones 
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conlradictorías  del  jurado,  lejos  de  servir  á  la  administración  de 
justicia,  eootribuyeron  no  pocoá  desacreditarla. 

¿Deduciremos  de  todo  que,  como  peligrosa  institución,  elju* 
rado  no  debe  figurar  en  la  averiguación  de  los  delitos?  No  por 
cierto;  pero  si  se  deduce,  que  dista  mucho  de  merecer  las  enlu- 
siastas  alabanzas  de  sus  admiradores.  Muchas  de  las  ventajas 
que  se  le  atribuyen  son  por  lo  menos  exajeradas;  mas  queda 
todavía  un  buen  saldo  á  su  favor  como  institución  judicial,  mien- 
tras la  lei  se  proponga  comprobar  i  castigar  delitos  como  medio 
de  estírparlos.  Hé  aquí  tres  consideraciones  de  capital  impor- 
tancia : 

1.*  Cuando  una  persona  ha  sido  llevada,  aunque  por  error  ó 
malicia,  á  una  casa  de  orates,  es  sumamente  difícil  convencer  á 
las  jentes  de  que  el  supuesto  loco  goza  por  entero  de  su  razón,  i 
9un  los  médicos  se  sienten  influenciados  por  la  prevención  jene^ 
ral.  De  igual  suerte,  cuando  una  persona,  equivocada  ó  calum- 
niosamente, ha  sido  llevada  ante  un  tribunal  como  presunto 
responsable  de  un  hecho  criminoso,  hai  siempre  una  fuerte 
prevención  en  contra  suya,  i  nadie  participa  más  de  ella  que  los 
jueces  ordinarios,  acostumbrados  á  sentenciar  condenando  más 
á  menudo  que  absolviendo.  Mucho  menor  es  la  preocupación  del 
jurado,  para  cuya  conciencia,  virjen,  digámoslo  a^i,  es  materia 
sumamente  grave  declarar  reo  á  quien  puede  no  serlo.  El  peligro 
se  halla  más  bien  en  el  opuesto  sentido,  particularmente  en 
países  atrasados,  donde  el  pueblo  comprende  imperfectamente 
la  relación  entre  el  castigo  del  delito  i  la  seguridad  jeneral. 

2.*  Los  hechos  corroborantes  ó  confirmatorios  de  una  impu- 
tación criminal,  ó  sea  las  pruebas  en  el  juicio,  admiten  tal  va- 
riedad que  no  es  posible  preveerlos  todos,  i  menos  aún  deter- 
minar de  antemano  por  reglas  fijas  la  relación  entre  cada  uno 
de  ellos  i  el  hecho  imputado.  De  ahi  la  necesidad,  ora  de  dispo- 
ner una  tarifa  de  pruebas  insuficiente,  si  es  que  ha  de  hacerse 
responsable  al  juez,  ó  de  confiar  enteramente  á  su  conciencia, 
eximiéndole  de  toda  responsabilidad  legal,  excepto  por  prevari- 
cación. Ahora,  pues,  el  segundo  sistema  se  halla  mucho  más  de 
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acuerdo  con  las  leyes  sicolójicas,  i  es  por  lo  mismo  más  condo- 
cente  al  acierto.  Pero  un  tribunal  ordinario,  compuesto  de  pocos 
jueces,  preocupados  mas  bien  en  contra  que  en  Favor  del  acu- 
sado, no  es  el  más  aparente  para  recibir  la  ilimitada  confianza 
que  supone  la  facultad  irresponsable  de  resolver  en  conciencia. 
Un  núniero  considerable  de  ciudadanos,  sacados  del  común  de 
la  sociedad,  cuyo  interés  i  cuya  opinión  necesitan  consultar, 
parece  mucho  más  apto  para  averiguar  i  establecer  la-  relación 
entre  el  hecho  que  se  llama  delito  i  los  hechos  denomina- 
dos pri/eftas. 

3.'  Un  tribunal  ordinario,  funcionando  continuamente  i 
conocido  durante  toda  la  secuela  del  proceso,  se  halla  más  es- 
puesto á  la  corrupción  que  muchos  hombres  desconocidos  hasta 
el  momento  del  juicio^  é  incomunicados  con  el  público  desde 
entonces  hasta  después  de  su  fallo.  Pero  para  obtener  este  bene- 
ficio i  el  espresado  antes,  se  requiere  que  el  veredicto  sea  dic- 
tado por  algo  más  que  una  simple  mayoría.  En  Inglaterra  i 
demás  pueblos  anglo-sajones  se  exije,  como  es  sabido,  unanimi- 
dad de  votos  para  formar  veredicto  en  cualquier  sentido  que 
sea;  los  juristas  ingleses  i  muchos  que  no  lo  son,  consideran 
que  ninguna  otra  cosa  inspira  confianza  :  pero  es^o,  como  todo, 
tiene  sus  inconvenientes.  Encerrados  por  necesidad  los  miem- 
bros del  jurado,  sin  alimento,  ni  agua,  ni  fuego,  mientras  no  se 
acuerden  en  alguna  cosa,  los  más  débiles  física  ó  moralmenle  se 
hall.irán  dispuestos  á  plegar  al  mayor  número,  i  de  consiguiente 
es  éste  quien  en  realidad  pronuncia  el  veredicto.  Tanto  por  eso, 
cuanto  para  evitar  los  embarazos  i  molestias  de  un  ducto 
jurado  si  el  primero  no  se  uniforma,  adherimos  á  la  lei  fran- 
cesa, que  exije  :  1 .®  doce  miembros;  2.®  voto  de  ocho  á  lo  méiios 
para  condenar.  El  rigor  inglés,  en  países  como  las  repúblicas 
hispano-americanas,  baria  patente  la  farsa  del  jurado,  ya  bas- 
tante perceptible,  si  es  que  no  lo  imposibilitara  del  todo. 

Para  los  que  piensan  que  el  mundo  será  siempre  lo  que  hoi 
es  ;  que  debemos  puramente  escojer  entre  males,  i  que  las  ven- 
tajas del  jurado,  bien  concebido,  es  todo  lo  más  que  podemos 
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apetecer  en  materia  de  administración  de  justicia  criminal^ 
todo  se  ha  hecho  por  la  sociedad  cuando  se  ha  organizado  con- 
venientemente aquella  institución  i  la  judicatura  de  derecho, 
armonizadas.  Pero  los  que  tíenen  ideas  de  perfectibilidad  (que 
á  tanto  equivale  el  progreso  indefinido),  i  ven  con  pesadumbre, 
por  la  estadística  judicial,  cuan  poco  gana  la  moralidad  con  los 
castigos  tan  diversos  i  tan  defectuosamente  aplicados  en  todos 
los  países  ;  sin  desechar,  i  menos  aún  negar  el  mejoramiento  de 
los  juicios,  i  la  imposición  de  penas  más  ciertas,  más  eficaces  i 
menos  aberrantes,  lamentan  que  las  nociones  científicas  se 
hallen  tan  poco  difundidas  en  este  ramo  de  las  ciencias  socioló- 
jicas. 

Propiamente  hablando,  la  justicia  nada  tiene  que  ver  coiv  el 
delito.  Ella  es  la  investidura  del  derecho  i  la  exacción  de  la  obli- 
gación ;  i  nada  significa  sino  cuando  se  trata  de  aplicar  la  lei 
civil.  Para  darle  sentido  en  materia  criminal  ha  sido  preciso 
ocurrir  á  una  metáfora,  i  suponer  que  el  delincuente  contrae 
una  deuda^  la  cual,  comprobada,  se  paga  con  el  castigo.  Sin- 
gular parecerá.;  mas  ninguna  otra  idea,  conexionada  con  Isijus- 
licia,  se  halla  comprendida  en  la  lejislacion  criminal ;  i  como 
metáfora  no  es  razón,,  segijn  el  bello  aforismo  del  sabio  juris- 
consulto Bentham,  forzoso  es  buscar  en  otra  fuente  el  objeto  de 
la  pena  legal.  Cuando  la  naturaleza  proteje  la  existencia  animal 
haciéndola  sentir  dolor  por  actos  que  la  destruirían,  como  el  de 
soffleterae  á  la  acción  del  fuego  ó  del  hierro  cortante,  hace  lo 
que  el  lejislador  imponiendo  castigo  á  un  delincuente  para 
retraerle  en  obsequio  de  la  comunidad.  Ni  en  uno  ni  en  otro 
caso  se  administra  justicia  ;  tan  solo  se  adapta  un  medio  á  un 
fin,  i  el  procedimiento  no  es  bueno^  sino  cuando  reúne  estas 
dos  condiciones  :  1.',  que  coiTesponda  á  su  objeto  ;  2.',  que  el 
mal  de  la  pena  sea  inferior  al  mal  del  delito. 

Como  fundamento  de  la  teoría  que  constituye  al  delincuente 
deudor  de  la  sociedad  se  aduce  el  libre  albedrio,  espresíon 
iadefinible,  i  que  si  algo  significara,  seria  un  absurdo,  á  saber: 
acción  sin  motivo,  efecto  sin  causa.  Pero  se  niega  la  filosofía  de 
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la  necesidad,  temiendo  incurrir  en  la  injusticia  del  castigo. 
Vano  temor,  puesto  que  la  idea  de  justicia  nada  tiene  que  hacer 
aqui.  Cuando  sacudimos  con  un  mimbré  á  un  perro  que  se 
llégala  en  nuestra  despensa,  no  llevamos  en  mira  ninguna  idea 
de  justicia ;  i  aunque  el  animal  no  fué  libre,  sabemos  que  al 
recuerdo  del  castigo,  muchas  veces  repetido,  se  abstendrá  de 
repetir  sus  invasiones.  El  hombre,  más  intelijente,  no  necesita 
las  más  veces  de  la  repiticion,  i  ni  aun  siquiera  de  sufrir  el  cas- 
tigo en  su  persona,  pues  bástale  la  amenaza  de  la  lei  cumplida  en 
otros.  Sin  embargo,  cada  delito  cometido  es  una  demostración  de 
que  las  penas  no  son  suficientemente  eficaces,  aun  en  los  países 
donde  su  maquinaría  judicial  las  hace  menos  inciertas.  Si  alguna 
vez  llegaran  á  ser  compleiamente  ciertas,  se  obtendría  la  mini- 
mizacion  de  criminalidad  que  este  medio  permite. 

No  es  probable  se  alcance  jamás  semejante  resultado  ;  ni  aun 
cuando  se  alcanzara  desapareceria  el  delito,  pues  la  pasión  ciega 
á  veces  hasta  el  punto  de  buscar  su  satisfacción  aun  con  la  certi- 
dumbre de  la  muerte.  I  como  delito  i  castigo  suponen  un  doble 
mal,  no  habrá  tratamiento  realmente  benéfico  sino  el  que  pre- 
venga por  entero  el  delito,  secando  su  fuente.  Llegar  á  ese  opti- 
mismo no  es  quizás  posible  ;  acercarse  más  i  más  á  él  hasta  to- 
carle casi,  lo  será  si  no  estamos  engañados,  aunque  en  época 
mui  lejana  de  estos  tiempos.  Hai  entre  la  criminalidad  i  la  medi- 
cina tan  estrecha  correspondencia,  que  sin  figura  de  rotórica 
puede  llevarse  su  comparación  hasta  los  últimos  pormenores* 
Aplicar  con  mal  éxito  á  una  enfermedad  un  medicamento  do- 
loroso es  causar  un  sufrimiento  adicional  i  superfino  ;  curar  en 
el  mismo  caso  es  sustituir  el  mal  de  la  enfermedad  con  el  del 
remedio,  que  se  supone  menor ;  obtener  la  curación  por  un 
medio  exento  de  pena  es  eliminar  un  dolor  ;  pero  evitar  la  eufer 
medad  por  la  hijiene  es  libertar,  eximir  de  todo  padecimiento  al 
candidato  suyo.  De  igual  manera,  castigar  sin  obtener  enmienda 
ni  aun  diminución  en  la  criminalidad,  es  causar  un  nuevo  mal 
supérfluo  ;  castigar  reformando  é  intimidando  es  sustituir  el 
mayor  con  el  menor  de  los  males ;  minorar  los  delitos  morali- 
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zando  á]los  delincuentes  es  suprimir  el  dolor  sin  curarlo;  mas  evi- 
tar del  todo  los  delitos  por  la  educación,  por  la  instrucción,  por 
la  industria  i  él  bienestar  jeneral,  es  conjurar  el  dolor  en  su  doble 
foriDa. 

Solo  vislumbre  hai  en  la  actualidad  de  la  hijiene  moral ;  pero 
puede  formarse  juicio  de  ella  por  lo  que  pasa  en  las  casas  de 
corrección  i  casas  industriales  para  jóvenes  mal  inclinados,  en 
los  asilos  para  mujeres  estraviadas  i  arrepentidas ,  i  en  los  hospi* 
cios  de  huérfanos.  Los  delincuentes  mismos  pudieran  i  debieran 
ser  tratados  medicalmente  en  asilos  correccionales,  donde  se 
procurase  restablecer  el  equilibrio  perdido  de  sus  facultades 
mentales,  determinando  é  infundiendo  por  la  formación  de  nue» 
vos  hábitos  el  predominio  de  los  motivos  tutelares  sobre  los  se- 
ductores. Hasta  qué  punto  se  previenen  hoi  delitos  no  es  posible 
saberlo,  porque  no  se  prueban  los  hechos  negativos.  Mas  su  repe- 
tición, aun  por  delincuentes  ya  castigados  por  otros  anteriores, 
dice  bastante  contra  la  ineficacia  del  castigo.  Combátase  á  lo 
menos  la  causa  del  mal  obrando  sobre  el  delincuente,  i  evitóse  la 
reincidencia  hasta  donde  es  posible  la  curación  mental.  Tenido 
este  medio  de  prevención,  el  de  la  educación  i  bienestar  común 
harán  más  por  la  moralización  que  todas  las  cláusulas  del  código 
penal.  Tal  será  la  justicia  criminal  de  las  futuras  jeneraciones. 
Gomo  no  perseguirá  hechor  sino  malas  inclinaciones^  se  preo- 
cupará menos  de  comprobar  delitos  que  de  averiguar  la  condi- 
ción frenolójíca,  la  procedencia,  los  antecedentes,  la  educación 
i  el  medio  ambiente  de  los  sindicados  ó  sospechados  de  con- 
ducta aviesa.  I  como  no  se  empleará  el  dolor  para  la  curación, 
los  errores  en  el  conocimiento  personal  de  los  educandos  nunca 
tendrán  funestos  resultados. 

Concíbese  que  en  el  juzgamiento  medical  no  habrá  cabida  para 
d  jurado.  La  majistratura,  aconsejada  por  la  pericia,  por  la  cien. 
cia,  determinará  el  tratamiento  de  cada  reo^  es  decir,  de  cada 
persona  traida  á  su  tribunal  por  sindicación  de  perversidad, 
cuando  hecho  el  cuidadoso  estudio  del  individuo  resultare  ser 
objeto  propio  de  la  educación  por  la  autoridad. 
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Pero  antes  de  esa  época  remotísima ,  que  solo  podemos  colum- 
brar con  los  ojos  de  la  fe  en  el  progreso  ^  resultado  de  la  eyolii- 
cion  humana,  seguirá  administrándose  hjtísticia  penal,  aun- 
que mejorada  más  i  más  hasta  donde  su  índole  lo  permite, 
es  decir,  conservando  siempre  la  intimidación  i  adelantando  en 
la  via  de  la  corrección,  por  hechos  erijidos  en  delito  i  suficien- 
temente comprobados.  Durante  el  imperio  de  esa  justicia  el  jurado 
hará  no  menguado  papel ;  i  puesto  que  la  gran  época  de  transí- 
cion,  aun  pasando  por  algunas  variantes ,  ocupará  todavía  mu- 
chas jeneraciones,  cumple  al  jurista  de  la  actualidad  acomodar 
la  institución  á  las  condiciones  especiales  de  cada  pueblo.  Vol- 
vemos por  consiguiente  al  punto  de  partida,  manifestando  que 
la  constitución  paraguaya  establece  el  jurado  en  lo  criminal  con 
sobrada  jeneralidad.  Aún  es  poco  para  aquella  república,  recien 
nacida  á  la  democracia  i  á  la  libertad,  esceptuar  del  conoci- 
miento del  jurado  los  delitos  políticos  ó  relacionados  con  la 
política,  i  todos  aquéllos  en  que  la  opinión  se  anticipa  á  dar  su 
fallo  imponiéndolo  despóticamente  á  un  tribunal  humilde  é 
indefenso  contra  las  iras  populares,  si  es  que  no  participa  de 
iguales  pasiones.  Probablemente  Jo  más  acertado  hubiera  sido 
ensayar  esta  novedad  judicial,  reduciéndola  á  unos  pocos  delitos: 
aquéllos  que,  como  el  abuso  de  la  prensa,  la  injuria  i  la  calum- 
nia (mientras  subsistan  en  la lejislacion  paraguaya),  los  dañoso 
destrucción  maliciosa  de  propiedad,  las  riñas,  asonadas  i  otros 
que  la  lei  solo  deñne  de  un  modo  mui  vago,  vienen  á  determi- 
narse en  definitiva  por  el  tribunal  que  en  cada  caso  aprehende  el 
conocimiento.  Tales  ensayos  servirían  de  aprendizaje;  i  andando 
el  tiempo  se  iría  estendiendo  la  intervención  del  jurado  á  todos 
los  hechos  en  que,  por  principio  jeneral,  no  redunda  en  menos- 
cabo de  la  verdad  jurídica. 

Reforma.  Las  reglas  que  para  ejecutarla  se  hallan  estableci- 
das en  los  arts.  122  i  siguientes,  nos  parecen  tan  sencillas 
como  recomendables.  Declarada  por  dos  tercios  del  congreso  la 
necesidad  de  la  reforma,  debe  convocar  á  una  convención  espe- 
cial que  la  lleve  á  cabo.  Vale  muchísimo  más  este  procedimiento 
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que  las  numerosas  trabas  con  que  algunas  asambleas  constitu- 
yentes dificultan  la  forma,  encomendada  á  los  congresos  ordi- 
narios, que  no  pocas  ?eces  hallan  necesario  saltar  por  sobre  las 
barreras  que  se  les  ponen.  I  aun  cuando  la  realicen  guardando 
todas  las  formas,  no  es  tan  autorizada  como  la  de  un  cuerpo 
diputado  especialmente  para  constituir,  i  lleno  por  lo  mismo  del 
espíritu  de  la  opinión  que  le  ha  trasmitido,  con  sus  poderes,  su 
Tolantad.' 

Hubiéramos,  sin  embargo,  hecho  dif<3rencia  entre  una  reforma 
jeoeral  ó  estensiva  á  muchos  puntos  constitucionales,  i  otra  que 
solo  Tersase  sobre  unos  pocos  artículos.  La  segunda,  lo  mismo 
que  las  interpretacicmes,  pudieran  atribuirse  al  congreso  me- 
diante ciertas  formalidades,  i  la  primera  á  la  convención,  como 
se  ha  estatuido  en  el  instrumento  cuyo  examen  terminamos 
aquí. 
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En  el  nombre  de  Dios,  el  pueblo  de  Bolivia  reprt'soniado  por  la 
asamblea  constituyente  de  1871,  sanciona  i  proclama  la  constitu- 
ción de  1861^  reformada  de  la  manera  siguiente  : 


SECCIÓN  PRIMERA 

De  la  naoion. 

Art.  1.»  Bolivia  libre  é  independiente,  se  constituye  on  república 
democrática,  representativa. 

Art.  S.'EI  estado  reconoce  i  sostiene  la  relijion  católica,  apos- 
tólica, romana.  Se  prohibe  el  ejercicio  público  de  todo  otro  culto, 
escepto  en  las  colonias  que  se  formaren  en  lo  sucesivo. 


SECCIÓN  n 

De  loe  aereoboe  i  termiae. 

Art.  3.<>  La  esclavitud  no  existe  en  Bolivia.  Todo  esclavo  que  pise 
el  territorio  boliviano  es  libre. 

Art.  4.«Todo  hombre  tiene  el  derecho  de  entrar  en  el  territorio 
de  la  república»  permanecer,  transitar  i  salir  de  él,  sin  otras  res- 
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tricciones  ^ue  las  establecidas  por  el  derecho  internacional;  de 
trabajar  i  ejercer  toda  industria  licita ;  de  publicar  sus  pensamien- 
tos por  la  prensa  sin  previa  censura ;  de  enseñar  bajo  la  vijílancía 
del  estado,  sin  otras  condiciones  que  las  de  capacidad  i  moralidad ; 
de  asociarse;  de  reunirse  pací  Reamente  i  hacer  peticiones  indivi- 
dual ó  colectivamente. 

La  instrucción  primaria  es  gratuita  i  obligatoria. 

Art.  5.<>  Nadie  puede  ser  arrestado,  ni  detenido  ni  aun  por  delito 
(|ue  merezca  pena  corporal,  sin  orden  escrita  de  juez  competente 
i  precedente  información  del  hecho.  En  caso  de  delito  infraganli, 
el  delincuente  seri  aprehendido  por  cualquiera  persona  i  condu- 
cido ¿  presencia  del  juez,  quien  deberá  tomarle  su  declaración  sin 
juramento  á  lo  más  dentro  de  veinticuatro  horas. 

Art.  jB.®  Nadie  puede  ser  juzgado  por  comisiones  especiales  ó 
sometido  ¿  otros  jueces  que  los  designados  con  anterioridad  al  hecbo 
de  la  causa.  Los  atentados  contra  la  seguridad  personal  hacen  res- 
ponsables ¿  sus  autores  inmediatos,  sin  qu0  pueda  servirles  de  es- 
cusa el  haberlos  cometido  de  orden  superior. 

Sólo  los  que  gozan  d^  fuero  militar  podrán  ser  juzgados  por 
consejos  de  guerra.  ' 

Art.  7.<»  Nadie  está  obligado  á  declarar  contra  sí  mismo,  en  ma- 
teria criminal. 

En  ningún  caso  se  empleará  el  tormento  ni  otro  jénero  de  morii- 
íi(*aciones. 

Art.  S.^  Jamás  se  aplicará  la  confiscación  de  bienes  como  castigo 
político. 

Son  inviolables  la  correspondencia  epistolar  i  los  papeles  prí- 
vados,  que  no  podrán  ser  ocupados  sino  en  los  casos  que  determi- 
nan las  leyes  i  en  virtud  de  orden  escrita  i  motivada  de  autoridad 
competente.  No  producen  efecto  legal  las  cartas  violadas  ó  sus- 
traídas. 

Art.  9.®  Toda  casa  en  Bolivía  es  un  asilo  inviolable  ;  de  noche  no 
se  podrá  entrar  en  ella  sin  consentimiento  del  que  la  habita,  i  de 
dia  sólo  se  franqueará  la  entrada  á  requisición  escrita  i  motivada 
de  autoridad  competente,  salvo  el  caso  de  delito  infraganti.  Ningún 
soldado  será  alojado  en  tiempo  de  paz  en  casa  particular,  sin  con- 
sentimiento del  dueño  :  ni  en  tiempo  de  guerra,  sino  en  la  manera 
que  prescribe  la  leí. 

Art.  10.  Todo  hombre  tiene  el  derecho  de  usar  i  disponer  de  sus 
bienes,  no  pudiendo  ser  obligado  á  la  espropiacion,  sino  por  causa 
de  utilidad  pública,  calificada  conforme  á  lei  i  previa  indemni- 
zación. 

Art.  11.  Queda  abolida  la  pena  de  muerte,  á  no  ser  en  los  únicos 
casos  de  asesinato,  parricidio  i  traición  á  la  patria  :  entendiéndose 
por  traición  la  complicidad  con  los  enemigos  estemos  en  casos  de 
guerra. 
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Art.  12.  Quedan  abolidas  la  pena  de  infamia  i  la  de  muerte  civil, 
así  como  la  prisión  por  deudas. 

Art.  13.  Las  acciones  de  la  vida  privada,  aue  de  ningún  modo 
ofenden  al  orden  ó  la  moral  pública,  ni  perjudiquen  á  un  tercero, 
están  esentas  de  la  autoridad  de  los  majistrados. 

Art.  14.  Ningún  dinero  se  sacará  del  tesoro  público,  sino  con- 
forme á  la  lei  del  presupuesto,  i  en  cada  trimestre  se  publicará  la 
cuenta  documentada  de  los  gastos. 

Ningún  funcionario  de  la  nación  podrá  aceptar,  sin  consenti- 
miento previo  de  la  asamblea,  emolumento,  oficio  ó  titulo  de  cual- 
quier jénero  que  sea,  de  un  gobierno  ó  estado  estranjero. 

Art.  15.  Los  bienes  i  rentas  de  los  establecimientos  de  educación, 
beneficencia  i  caridad,  no  pueden  enajenarse  en  ningún  tiempo, 
ni  gravarse  con  contribuciones  directas. 

Art.  16.  Los  bienes  raices  de  la  Iglesia  i  las  propiedades  perte- 
necientes á  comunidades  ó  corporaciones  relijiosas  gozarán  de  las 
mismas  garantías  que  las  de  los  particulares. 

Art.  17.  La  igualdad  es  la  base  del  impuesto  i  de  las  cargas  pú- 
blicas. Ningún  servicio  personal  es  exijible,  sino  en  virtud  de  la  lei 
i  de  sentencia  fundada  en  lei. 

Ar(.  18.  La  deuda  pública  está  garantida.  Todo  compromiso  con- 
traído por  el  estado  conforme  á  las  leyes,  es  inviolable. 

Art.  19.  Ni  el  congreso,  ni  ninguna  asociación,  ni  reunión  popu- 
lar puede  conceder  al  poder  ejecutivo  facultades  estraordinarias, 
ni  la  suma  del  poder  público,  ni  otorgarle  supremacías,  por  las 
que  la  vida,  el  lionor  i  los  bienes  de  los  bolivianos,  queden  á  mer- 
ced del  gobierno,  ni  de  persona  alguna.  Los  diputados  que  pro- 
muevan, fomenten  ó  ejecuten  estos  actos,  son  de  hecho  indignos  de 
la  confianza  nacional. 

Art.  20.  En  los  casos  de  grave  peligro  por  causa  de  conmoción 
interior  ó  guerra  esterior  que  amenace  la  seguridad  de  la  repú- 
blica, el  poder  ejecutivo  ocurrirá  á  la  asamblea  para  que  conside- 
rando la  urjencia,  según  el  informe  del  mismo  ejecutivo,  le  conceda, 
bajo  responsabilidad,  las  siguientes  facultades  : 

1.*  Para  aumentar  el  ejército  permanente  i  llamar  al  servicio 
activo  la  Guardia  Nacional. 

2.'  Para  negociar  la  anticipación  que  se  juzgue  indispensable, 
de  las  contribuciones  i  rendimientos  de  las  rentas  nacionales,  con 
el  corrciipondiente  descuento ;  ó  para  negociar  Q  exijir,  por  via  de 
empréstito,  una  suma  suficiente,  siempre  que  no  puedan  cubrirse 
los  gastos  con  las  rentas  ordinarias,  designando  los  fondos  i  el 
término  en  cpie  deba  verificarse  el  pago  :  será  de  cargo  de  los  con- 
cejos municipales  hacer  la  acuotacion  para  cuando  deba  levantarse 
el  empréstito  forzoso. 

o.'  Para  que,  siendo  informado  de  que  se  trama  contra  la 
tranquilidad  de  la  república,  pueda  alejar  á  los  sindicados  de  este 
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delito,  á  una  distancia  que  no  esceda  de  veinticineo  leguas,  i  siem- 
pre que  no  sea  á  lugares  mal  sanos ;  ó  bien  espedir  óroent'S  dt^  com- 
parendo ó  arresto  contra  ellos,  debiendo  ponerlos  dentro  de  73  bo- 
ros, á  disposición  del  juez  competente,  á  quien  pasarán  las  docu- 
mentos que  dieren  lugar  al  arresto,  junto  con  los  dilijencias  que  se 
hayan  practicado. 

El  alejamiento  ó  arresto  solo  tendrán  lugar  cuando  el  individuo 
no  prefiera  salir  al  esterior  de  la  república. 

Art.  21.  Las  facultades  concedidas  al  poder  ejecutivo  según  el 
articulo  ant^TÍor,  sólo  se  limitarán  al  tiempo  indi5p'*nsablemente 
necesario,  para  restablecer  la  tranquilidad  i  seguridad  de  la  repú- 
blica ;  i  del  uso  que  haga  de  ellas,  dará  cuenta  á  la  asamblea,  en 
su  próxima  reunión,  quedando  de  hecho  en  plena  vijencia  las  ga- 
rantías constitucionales. 

Art.  22.  Si  la  guerra  estranjera  ó  conmoción  interior  amenazare 
la  seguridad  de  la  república  durante  el  receso  de  la  asamblea,  se 
investirá  el  presidente  de  las  facultades  contenidas  en  el  articu- 
lo 20,  previo  acuerdo  i  dictamen  afirmativo  del  consejo  de  estado. 
El  presidente  i  sus  ministros  serán  solidariamente  responsables  del 
uso  que  hagan  de  estas  facultades.  En  caso  de  ser  imjrosible  la  inter- 
vención del  consejo  de  estado,  bastará  el  acuerdo  del  consejo  de 
ministros. 

Art.  23.  Todo  hombre  gpza  en  Bolivia  de  los  derechos  civiles;  su 
ejercicio  se  regla  por  la  lei  civil. 

Art.  24.  Para  ser  ciudadano  se  requiere  :  í.^  haber  nacido  en  Bo- 
livia, ó  en  el  estranjero  de  padre  ó  madre  bolivianos,  ó  haber  ob- 
tenido carta  de  naturalización  á  mérito  de  establecimiento  en  el  pais. 
La  residencia  de  cinco  años  previa  inscripción  en  el  rejistro  cívico, 
importa  haber  adquirido  la  ciudadanía  :  2.''  tener  veintiún  años  de 
edad  ó  ser  casado :  5.<*  saber  leer  i  escribir,  i  tener  una  propiedad 
inmueble,  ó  una  renia  anual  de  doscientos  pesos,  que  no  provenga 
de  servicios  prestados  en  calidad  de  doméstico. 

Art.  25.  Los  derechos  de  eiudadnnia  consisten  :  I.®  en  concurrir 
como  elector  ó  elejido  á  la  formación  ó  ejercicio  de  un  poder  pú- 
blico :  2.<*  en  la  igual  admisibilidad  á  las  funciones  públicas,  sin 
otro  requisito  que  la  idoneidad. 

Art.  26.  Los  derechos  de  ciudadanía  se  pierden :  í,^  por  natura- 
lización en  pais  estranjero :  2.®  por  condenación  de  los  tribunales 
ordhiarios  á  pena  corporal,  hasta  la  rehabilitación. 

Art.  27.  Los  dereclios  de  cindadania  se  suspenden  por  haberse 
dictado  decreto  de  acusación  contra  un  individuo,  ó  por  seréstepe^ 
seguido  como  deudor  al  rstado. 

Art.  28.  Todo  boliviano  está  obligado  á  obedecer  á  las  autorida- 
des, á  contribuir  á  los  gastos  públicos,  confuí  me  á  las  leyes  que 
dicte  la  asamblea  ó  á  los  decretos  que  con  arreglo  á  la  lei,"  espida 
el  poder  ejecutivo. 
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Arl.  29.  Todo  ciudadana  tiene  el  derecho  de  tener  un  arma  para 
defender  el  orden  público  i  las  instituciones. 

Arl.  50.  Los  que  de  hecho  aloquen  ¿  los  derechos  i  garantías 
eonslitnciona'es  no  gozan  de  fuero  i  quedan  sujetos  ¿  la  jurisdicción 
ordinal  i». 

Art.  31.  En  ningún  caso  podrá  pedirse  el  alejamiento  de  los  bo- 
livianos que  por  cualquier  causa  residan  en  el  estranjero,  ni  cele- 
brarse tratados  en  este  senlido. 

Art  32.  Las  garantías  i  derechos  reconocidos  en  losariiculosan- 
tenores,  no  podían  alterarse  por  las  leyes  que  reglamenten  su 
ejercicio,  ni  se  entenderán  como  negación  de  otros  dt^rechos  ó  ga- 
rantías, que  sin  embargo  de  no  estar  enunciados,  nacen  del  prin- 
cipio de  la  soberanía  del  pueblo  ó  de  la  forma  republicana  del  go- 
bierno. 

Art.  33.  Son  nulos  los  actos  de  los  que  usurpen  funciones  que  no 
les  competen ;  asi  como  h>s  actos  de  los  que  ejercen  jurisdicción  ó 
potestaa  que  no  emane  de  la  lei. 


SECCIÓN  III 

De  la  soberanía. 


Art.  34.  La  soberanía  reside  escencialmente  en  la  nación,  es  ina- 
lienable é  imprescriptible,  i  su  ejercicio  se  delega  á  los  poderes 
iejislativo,  ejecutivo  i  judicial. 

La  independencia  de  estos  poderes  es  la  base  del  gobierno. 

Art.  35.  El  pueblo  no  delibera  ni  gobierna  sino  por  medio  de 
sus  ri'presentantes  i  de  las  autoridades  creadas  por  la  constitución. 
Toda  fuerza  armada  ó  reunión  de  personas  que  se  atribuya  los  de- 
rechos del  pueblo,  comete  delito  de  sedición. 


SECCIÓN  IV 

Del  poder  lejlelatliro. 


Art.  36.  El  poder  Iejislativo  se  ejerce  principalmente  por  una 
asamblea,  compuesta  de  los  diputados  elejidos  por  votación  directa, 
i  accesoriamente  por  un  consejo  de  estado  que  funcionará  ún  in- 
terrupción. 
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Art.  37.  Los  diputados  son  inviolables  en  todo  tiempo  por  las 
opiniones  que  espresen  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Desde  que  sean  proclamados  diputados  ó  convocados  á  sesiones, 
hasta  el  término  de  la  distancia  para  que  se  restituyan  á  su  domi- 
cilio, después  de  cerradas  aquélla^,  por  ninguna  causa  podrán  ser 
presos,  ni  juzgados  sin  previa  licencia  de  la  asamblea,  salvo  el 
caso  de  delito  infraganti,  sujeto  á  pena  corporal,  en  ^ue  podrán  ser 
aprehendidos,  á  condición  de  obtenerse  la  licencia  lejislativa  dentro 
de  veinticuatro  horas. 

Art.  58.  No  estando  reunida  la  asamblea,  la  licencia  se  obtendrá 
del  consejo  de  estado  en  las  mismas  veinticuatro  horas,  fuera  del 
término  de  la  distancia. 

Art.  39.  Los  diputados,  durante  el  periodo  constitucional  de  so 
mandato,  podrán  dirijir  representaciones  al  poder  ejecutivo  para 
el  cumplimiento  délas  leyes  i  resoluciones  lejislativas :  podrán  tam- 
bién representar  las  necesidades  i  medios  de  mejora  de  su  distrito 
electoral. 

Art.  40.  Las  sesiones  de  la  asamblea  tendrán  lugar  en  la  capital 
de  la  república,  i  aunque  no  sea  convocada,  se  reunirá  ordinaria 
i  espontáneamente  en  la  misma  capital  el  dia  6  de  agosto  de  cada 
bienio,  i  sus  sesiones  durarán  noventa  dias  útiles.  Los  diputados  que 
á  falta  de  convocatoria  no  concurrieren,  serán  indignos  de  la  con- 
fianza nacional,  salvo  el  caso  de  impedimento  justificado. 

Art.  41.  Cuando  el  ejecutivo  omita  la  convocatoria  en  el  tiempo 
prefijado,  lo  hará  el  presidente  del  consejo  de  estado  i  en  so  de- 
fecto el  vicepresidente. 

Las  sesiones  podrán  ser  prorogadas  á  petición  del  presidente  de 
la  república  6  por  dos  tercios  de  la  asamblea,  por  un  término  dado, 
sólo  para  determinados  negocios. 

Art.  42.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior,  es  sin  perjuicio  de 
las  sesiones  estraordinarias  á  (j[ue  pueda  ser  convocada  la  asamblea 
por  el  presidente  de  la  república,  con  las  mismas  condiciones  de 
término  i  designación  de  negocios ;  en  cuyo  caso  no  podrá  ocu- 
parse de  otros  objetos  que  los  designados  en  la  convocatoria. 

Art.  43.  La  asamblea  se  renueva  por  mitad  cada  bienio;  en  el 
primer  bienio  se  verificará  esta  renovación  por  suerte,  saliendo  en 
el  segundo  el  resto  que  quedare. 

Art.  44.  Los  diputados  podrán  ser  nombrados  presidente  de  la 
república,  ministros  de  estado,  miembros  del  consejo  de  estado  ó 
ajenies  diploináiicos,  cesando  por  el  hecho  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  lejislativas. 

Art.  45.  Son  atribuciones  de  la  asamblea : 
1.®  Calificar  la  elección  de  los  diputados;  separar  á  éstos  tem- 
poral i  definitivamente  de  la  asamblea;  correjir  todas  las  infraccio- 
nes de  su  reglamento ;  organizar  su  secretaria ;  nombrar  todos  los 
empleados  de  su  dependencia ;  formar  su  presupuesto  i  ordenar  su 
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pa^»  i  entender  on  todo  lo  relativo  á  la  economía  i  policía  in- 
terior. 

2.**  Dar  leyes,  interpretar,  i  abrogar  las  existentes. 

3  ^  Mudar  el  lugar  de  sus  sesiones. 

4.'^  Averiguar  las  infracciones  de  la  constitución  por  medio  de 
combiones  que  ejerzan  la  policía  judicial,  para  que  en  su  caso  se 
baga  efectiva  en  juicio  la  responsabilidad  de  los  infractores. 

b.^  Imponer  contribuciones  i  suprimirlas  establecidas. 

6.^  Aprobar  ó  desaprobar  la  cuenta  de  hacienda  que  ha  de  pre- 
sentarse por  el  presidente  de  la  república,  en  la  apertura  de  las 
sesiones  bienales,  previo  informe  del  consejo  de  estado. 

7.®  Examinar  i  votar  el  presupuesto  de  gastos  é  ingresos,  que 
también  debe  presentarse  en  la  apertura  de  las  sesiones  bienales 
por  el  presidente  de  la  república. 

8.^  Autorizar  al  poder  ejecutivo  por  medio  de  leyes  especiales, 
para  negociar  empréstitos  estranjeros  ó  nacionales  con  objetos 
determinados,  designando  los  medios  i  forma  de  su  amortización. 

9.**  Fijar  el  peso,  iei  i  tipo  i  denominación  de  la  moneda,  i 
determinar  los  pesos  i  medidas  de  toda  especie. 

iO.  Hacer  el  escrutinio  de  las  actas  de  elecciones  de  presidente 
de  la  república,  i  verificarla  por  sí  misma,  cuando  no  resulte 
hecha  conforme  á  los  arts.  62  i  63. 

11.  Recibir  el  juramento  del  presidente  de  la  república. 

12.  Admitir  ó  no  la  renuncia  del  presidente  de  la  república. 

13.  Resolver  la  declaratoria  de  guerra,  á  petición  fundada  del 
presidente  de  la  república,  en  cuyo  caso  podrá  investirle  de  las 
Tacultades  determinadas  por  el  art.  20  de  esta  constitución. 

14.  Aprobar  ó  desechar  los  tratados  i  convenciones  de  toda 
especie,  celebrados  con  los  gobiernos  estranjeros. 

15.  Rehabilitar  como  bolivianos  i  como  ciudadanos  respecti- 
vamente á  los  que  hubiesen  perdido  estas  calidades. 

16.  Conceder  amnistías,  pero  no  indultos,  sino  á  petición  fun- 
dada del  presidente  de  la  república,  i  previo  dictamen  afirmativo 
de!  consejo  de  estado. 

17.  Determinar  cada  bienio  el  número  déla  fuerza  arniada. 

18.  Hacer  la  división  territorial. 

19.  Conceder  por  eminentes  i  determinados  servicios,  premios 
á  los  pueblos,  corporaciones  ó  personas. 

20.  Dirimir  por  dos  tercios  de  votos  de  la  totalidad  de  sus 
miembros,  inclusos  los  ausentes,  las  pompetencias  que  le  suscite 
el  presidente  de  la  república,  la  corte  de  casación  i  el  consejo  de 
estado;  i  por  mayoría  absoluta  de  votos  las  que  se  susciten  entre 
los  espresados  poderes,  ó  entre  las  corles  de  distrito  i  la  de  ca- 
sación. 

21.  Elejir  el  presidente  i  vicepresidente  del  consejo  de  estado, 
para  cada  periodo  constitucional. 
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22.  Elejir  en  yotacion  secreta  los  miembros  que  deben  formar 
el  consejo  de  estado. 

25.  Nombrar  el  fiscal  jenjeral  de  la  república. 

24.  Elejir  en  votación  secreta,  de  las  ternas  propneslas  por  el 
presidente  de  la  república,  jenerales  i  coroneles  del  ejército,  pu- 
diondo  rechazar  las  ternas  por  una  sola  vez. 

25.  Glejir  de  la  misma  manera,  de  las  propuestas  que  hagan 
lus  municipalidades  dé  la  comprensión  respectiva,  los  vocales  de 
las  cortes  dtí  distrito  i  cancelarios. 

26.  Proponer  temas  para  araobispo  i  obispos,  á  fin  de  que 
sean  presentados  por  el  presidente  de  la  república  para  la  institu- 
ción canónica. 

27.  Crear  ó  suprimir  destinos  públicos,  i  asignarles  la  corres- 
pondiente dotación. 

28.  Comunicar  directamente  con  el  presidente  de  la  república 
por  medio  del  6uyo,  i  recibir  en  la  misma  forma  las  comunicación 
nes  de  aquél. 

29.  Reconocer,  consolidar  i  determinar  la  forma  en  que  se  ha 
de  pagar  la  deuda  pública. 

Art.  46.  Son  restricciones  del  cuerpo  lejif  lativo  : 
1.^  No  podrá  tomar  resolución  alguna,  sin  que  estén  presentes 
las  dos  terceras  partes  de  diputados,  pudiendo  los  ausentes  ser 
competidos  ¿  concurrir  á  la  sesión,  salvo  que  hubiesen  hecho  di- 
misión de  su  mandato,  con  anterioridad  á  la  reunión  de  la 
asamblea. 

Si  por  algún  caso  estraordinario  no  hubiere  dos  terceras  partes, 
para  abrir  sesión  i  dar  resoluciones,  se  requiere  el  voto  unAitime 
de  la  mitad  más  uno  del  número  total  de  diputados. 

2.^  No  podrá  imponer  pena  alguna,  salvo  lo  relativo  á  la  policía 
interior  de  la  asaujblea,  oe  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  l.^de  la  restricción  antt^rior. 

Art.  47.  Las  sesiones  serán  públicas,  salvo  que  por  el  interés  del 
estado  ó  de  las  costumbres  se  resuelva  lo  contrario,  por  mayoría 
absoluta  de  votos. 

Art.  48.  La  elección  tiene  por  base  la  población  de  los  departa- 
mentos, en  la  proporción  de  un  diputado  por  treinta  mil  habitantes. 
La  lei  fijará  el  número  de  diputados  que  debe  elejir  cada  distrito 
electoral  según  su  importancia,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  ele- 
jírse  menos  de  dos  diputados  por  cada  departamento. 

Art.  49.  Para  ser  diputado  se  requieren  las  mismas  calidades  que 
p«ira  ser  elector,  i  además  tener  veinticinco  años  de  edad,  no  haber 
sido  condenado  á  pena  corporal,  i  ser  boliviano  de  nacimiento. 

Art.  50.  Por  ninguna  provincia,  departatiiento  ó  dii^trito  en  que 
ejerzan  jurisdicción  común  ó  autoridad  política,  eclesiástica  ó  mi- 
litar, podfán  ser  diputados  los  que  las  ejercieren  respectivamente, 
escepto  los  funcionarios  concejiles. 
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Alt.  51.  Los  diputados  no  podrán  ser  empleados,  i  los  empleados 
quesean  elejidos  diputados  serán  sustituidos  interinamente  en  sus 
empleos;  pero  en  ningún  cai^o  podrán,  durante  el  periodo  constitu- 
cional de  su  diputación,  obtener  otro  empleo,  ni  emolumento  de 
ninguna  clase,  ni  aun  por  via  de  ascenso  en  su  carrera.  Tampoco 
podrán  ser  removidos. 


SECCIÓN  V 

o»  la  farBaoloD  1  proamlgmoUm  á»  las  leyes  1  Msoliiotones  de  la  asamblea. 

Art.  52.  Pueden  presentar  proyectos  de  leí  á  la  asamblea: 
1.**  El  presidtnte  de  la  república* 
2.«  El  consejo  de  estado. 
3.*>  Cada  uno  de  los  diputados. 

Ningún  proyecto  será  lei,  sin  haber  pasado  por  tres  debatts 
distintos  i  sin  haber  sido  aprobado  en  cada  debate  por  mayoría  ab- 
soluia  de  los  diputados  presentes  en  la  sesión. 

Arl.  53.  Aprobado  un  proyecto  de  lei  6  resolución,  se  dirijirán 
dos  ejemplares  por  el  presidente  de  la  asamblea  al  de  la  república, 
para  que  la  promulgue  i  baga  cumplir. 

Si  el  presidente  de  la  república  no  hiciere  observaciones,  lo 
mandará  publicar  con  esta  fóimu'a  « Ejecútese, » i  con  ella  devol- 
verá uno  de  los  ejemplares  al  presidente  de  la  asamblea. 

Art.  54.  Si  el  presidente  de  la  república  hallare  inconvenientes 
en  el  cumplimiento  de  la  lei  ó  resolución,  los  espondrá  á  la  asam- 
blea en  el  término  de  diez  días  útiles,  á  no  ser  que  antes  se  cierren 
las  sesiones. 

Si  la  asamblea  se  conformase  con  las  observaciones  del  presi- 
dente de  la  república  se  tendrá  por  desechado  el  proyecto. 

Sino  se  conformase  é  insistiere  en  el  proyecto,  por  dos  tercios 
devotos  de  la  totalidad  de  sus  miembros,  se  comunjicará  al  presi- 
dente de  la  república,  quien  deberá  promulgarla  como  lei  ó  reso- 
lución de  la  asamblea.  En  caso  contrarío,  la  promulgará  el  presi- 
dente de  la  asamblea. 

Art.  55.  El  presidente  de  la  república  no  podrá  hacer  observa- 
ciones a  las  leyes  i  resoluciones  de  la  asamblea,  cuando  ésta  ejerza 
las  atribuciones  i.%  5.%  6.",  10,  12  i  20  del  art.  45. 
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SECCIÓN  VI 
Del   oohmjo  de   estado. 

Art.  56.  El  consejo  de  estado  se  compondrá  de  nueve  diputados 
nombrados  por  dos  tercios  de  votos  de  la  asamblea. 

Art.  57.  El  consejo  de  estado  se  ronovará  en  cada  bienio  sa- 
liendo en  el  primero  por  suerte  cuatro  individuos  i  el  resto  en 
el  siguiente.  En  la  renovación  se  permite  la  reelección  indefinida. 
Art.  58.  Los  consejeros  de  estado  no  pueden  ser  destituidos 
individual  ó  colectivamente,  sino  por  la  asamblea,  conforme  á 
la  lei. 
Art.  59.  Son  atribuciones  del  consejo  de  estado : 

1.'  Preparar,  dando  el  correspondiente  informe,  proyectos  de 
lei  que  se  publicarán  por  la  prensa.  Dos  oradores  del  consejo  de 
estado  asistirán  á  la  asamblea,  con  voz  deliberativa,  cuando  se  dis- 
cutan tales  proyectos. 

2."  Proponer  al  gobierno  los  reglamentos  necesarios  á  la  ejecu- 
ción de  las  leyes. 

5.*  Dictaminar  sobre  los  proyectos  de  lei  6  de  reglamento  que 
el  gobierno  le  pase  por  via  de  consulta. 

4.*  Proponer  ternas  ¿  la  asamblea  para  majistrados  de  la  corle 
suprema. 

5.*  Juzgar  á  los  majistrados  de  la  corle  suprema  cuando  la 
asamblea  declare  haber  lugar  á  la  acusación,  por  delitos  cometidos 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Imponer  á  los  mismos,  con  vista  del  proceso,  la  responsabilidad 
correspondiente  por  las  infracciones  de  lei  que  cometan  en  sus 
fallos. 

6."  Dirimir  las  competencias  que  se  susciten  entre  los  conse- 
jos municipales,  i  entre  éstos  i  las  autoridades  políticas,  i  entre  los 
unos  i  las  otras  con  las  juntas  municipales  de  provincia. 

7.*  Declarar  si  las  decisiones  conciliares,  bulas,  breves  i  res- 
criptos pontificios,  están  ó  no  en  oposición  á  las  leyes  de  la  repú- 
blica. 

8.»  Conocer,  previo  informe  de  la  corte  suprema,  de  todas  1« 
materias  contenciosas,  relativas  al  patronato  nacional  i  al  derecho 
do  protección  que  ejerce  el  gobierno  supremo  de  la  república. 

9.'  Declarar  la  legalidad  ó  ilegalidad  de  los  impuestos  i  esta- 
blecimientos creados  por  las  municipalidades. 

10.  Conceder  la  naturalización  á  los  estranjeros. 

11.  Recibir  durante  el  receso  de  la  asamblea  las  denuncias  i 
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querellas  interpuestas  contra  el  presidente  de  la  república  i  minis- 
tros de  estado»  por  actos  inconstitucionales»  para  someterlos  a  la 
asamblea,  previa  la  instrucción  conveniente. 

12.  Dirijir  representaciones  al  gobierno  sobre  las  infracciones 
constitucionales  que  cometiere. 


SECCIÓN  VU 

Btfl  poder  ejeoatiTO. 

Art.  60.  El  poder  ejecutivo  se  encarga  á  un  ciudadano  con  el  ti- 
tulo de  presidente  de  la  república,  i  no  se  qerce  sino  por  medio  de 
los  ministros  secretarios  del  despacho. 

Art.  61.  El  presidente  de  la  república  es  responsable  por  todos 
los  actos  de  su  administración,  igualmente  que  cada  uno  de  los  mi- 
nistrus  en  su  respectivo  caso  i  ramo. 

Art.  62.  Para  ser  presidente  de  la  república  se  requieren  las 
mismas  condiciones  que  para  ser  diputado  i  tener  tremta  i  cinco 
años  de  edad. 

Art.  63.  El  presidente  de  la  república  será  elejido  por  sufri^io 
directo  i  secreto  de  los  ciudadanos  en  ejercicio.  La  lei  arreglará  es- 
ta elección. 

Art.  64.  El  presidente  de  la  asamblea,  á  presencia  de  ésta ,  abri- 
rá los  pliegos  cerrados  i  sellados  que  contengan  las  actas  que  se  le 
remitan  por  los  distritos  electorales. 

Los  secretarios,  asociados  de  cuatro  miembros  de,  la  asamblea, 
procederán  inmediatamente  á  hacer  el  escrutinio  i  á  computar  el 
número  de  sufrajios  en  favor  de  cada  candidato.  El  que  reúna  la 
mayoría  absoluta  de  votos,  será  proclamado  presidente  de  la  rer 
pública. 

Art.  65.  Si  ninguno  de  los  candidatos  para  la  presidencia  de  la 
república  hubiere  obtenido  la  pluralidad  absoluta  de  votos,  la 
asamblea  tomará  tres  de  los  que  hayan  reunido  el  mayor  número, 
i  de  entre  ellos  hará  la  elección. 

Art.  66.  Esta  se  verificará  en  sesión  j^ública  i  permanente.  Si  he- 
cho el  primer  escrutinio,  ninguno  reuniese  los  dos  tercios  de  votos 
de  los  diputados  concurrentes,  la  votación  posterior  se  contraerá  á 
los  dos  que  en  la  primera  hubiesen  obtenido  el  mayor  número  de 
sufrajios,  debiendo  repetirse  por  tres  veces  la  votación  i  el  escruti- 
nio basta  que  alguno  de  los  candidatos  obtenga  las  dos  terceras 
partes.  En  caso  contrario,  decidirá  la  suerte. 

Art.  67.  El  escrutinio  i  la  proclamación  de  presidente  de  la  re- 
pública, se  harán  en  sesión  pública. 
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Art.  68.  La  elección  de  presidente  de  la  república  hecha  por  los 
pueblos  i  proclamada  por  ia  asamblea,  ó  verifíiada  por  ella,  con 
arreglo  á  los  artículos  precedentes,  se  anunciará  á  la  nación  por 
medio  de  una  leí. 

Art.  69.  El  periodo  constitucional  del  presidente  de  la  repúbli- 
ca durará  cuatro  años.  El  presidente  no  podrá  ser  reelecto  sino 
pasado  un  periodo. 

Art.  70.  Cuando  en  el  intermedio  de  este  periodo  por  renuncia, 
destitución,  inhabilidad  ó  muerte  falte  el  presidente  de  la  repú- 
blica, será  llamado  á  desempeñar  sus  funciones  el  presidente  del 
consejo  de  estado,  hasta  la  terminación  del  período  constitu- 
cional. 

Cuando  el  presidente  de  la  república  dejare  la  capital  para  po- 
nerse á  la  cabeza  del  ejército  en  caso  de  guerra  estranjera,  será 
también  reemplazado  por  el  presidente  del  consejo  de  estado. 
Art.  71.  Son  atribuciones  del  poder  ejecutivo  : 
1  .■  Sancionar  las  leyes  con  esta  fórmula  :.  t  Ejecútese,  i 
2.'  Espedir  las  instrucciones  i  reglamentos  que  sean  necesa- 
rios par.i  la  ejecución  de  las  leyes. 

5.*  Harer  cumplir  las  sentencias  de  los  tribunales. 
4.*  Conmutar  la  pena  de  muerte  en  diez  años  de  presidio,  pre- 
vio informe  del  tribunal  correspondiente. 

5.*  Conceder  jubilaciones,  retiros,  pensiones  i  ^oce  de  monti*- 
pios  conforme  á  Las  leyes,  previo  dictamen  afirmativo  del  consejo 
de  estado. 

6.'  Ejercer  los  derechos  del  patronato  nacional  en  las  ig'e- 
sias,  beneficios  i  personas  eclesiásticas. 

7.'  Presentar  arzobispo  i  obispos  escojiendo  uno  de  los  pro 
puestos  en  terna  por  la  asamblea. 

S.^  Nombrar  dignidades,  canónigos,  vocales  del  tribunal  de 
valores,  de  entre  los  propuestos  en  terna  ñor  el  consejo  de  estado, 
i  las  prebendas  de  oficio,  á  propuesta  de  los  respectivos  cabildos 
eclesiásticos. 

9.*  Nombrar  vocales  de  los  tribunales  de  partido  i  jueces 
instructores,  a  propuesta  en  terna  de  las  cortes  de  distrito. 

10.  Conceder  ó  negar  el  pase  a  los  decretos  de  los  conciliost 
bulas,  breves  i  rescriptos  del  Sumo  Pontífice,  con  acuerdo  del  con- 
sejo de  estado,  requiriéndose  una  lei  cuando  contengan  disposi- 
ciones jenerales  i  permanentes. 

11.  Nombrar  todos  los  empleados  de  la  república,  cuyo  nom« 
bramiento  ó  prf»puesta  no  está  reservada  por  la  lei  á  otro  poder. 

12.  Espedir  á  nombre  de  la  nación  los  títulos  de  los  emplea- 
dos públicos. 

15.  Admitir  la  renuncia  de  ellos,  i  nombrar  interinamente  i 
los  que  deben  ser  elejidos  ó  propuestos  por  otro  poder. 

14.  Convocar  la  asamblea  en  los  periodos  señalados  por  esta 
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constitución,  i  eslraordíiiariameiite,  cuando  lo  exija  el  bien  de  la 
república,  con  dictamen  afirmativo  del  consejo  de  estado. 

15.  Asistir  á  his  sesiones  con  que  la  asamblea  abre  i  cierra 
sos  trabajos. 

16.  Conservar  i  defender  la  seguridad  esterior  ¿  interior  del 
esUdo,  conforme  á  la  constitución. 

17.  Organizar,  distribuir  i  disponer  de  la  fuerza  armada  por- 
maneate  que  el  poder  ejecutivo  fijare  cada  bienio. 

El  grado  superior  militar  de  capitán  jeneral  es  inherente  ¿  la 
presidencia  de  la  república,  é  inseparable  de  su  ejercicio. 

18.  Declarar  la  guerra  conforme  al  art.  45,  atribución  13. 

19.  Proponer  ¿  la  asamblea,  en  caso  de  vacante,  una  tema  de 
jeoerales  i  coroneles  de  ejército,  con  informe  de  sus  servicios. 

20.  Conferir,  sólo  en  campo  de  batalla,  en  guerra  estranjera, 
los  grados  dé  coronel  i  los  de  la  alta  clase  de  jenerales  á  nombre 
de  la  nación. 

21.  Conceder  con  informe  afirmativo  del  consejo  de  estado, 
cooforroe  ¿  la  leí,  privilejlo  esclusivo  temporal,  á  los  que  inventen, 
perfeccionen  ó  importen  procedimientos  ó  métodos  útiles  á  la  cien- 
cia ó  artes,  ó  indemnizar  asimismo,  en  caso  de  publicarse  el  se- 
creto de  la  invención,  perfección  é  importación.  ^   . 

22.  Decretar  amnistías  por  delitos  políticos,  sin  perjbicio  de 
las  que  puede  dar  el  poder  lejislativo. 

23.  Dirijir  las  negociaciones  diplomáticas,  nombrar  ministros, 
ajentes  diplomáticos  i  consulares,  i  recibir  iguales  funcionarios. 

24.  Celebrar  concordato  i  tratados  de  paz,  amistad,  comercio  i 
cualesquiera  otios,  con  aprobación  de  la  asamblea. 

25.  Cuidar  de  la  recaudación  é  inversión  de  las  rentas  públi- 
cas, i  de  la  administración  de  los  bienes  nacionales  conforme  al 
presupuesto  nacional  i  demás  leyes. 

26.  Publicar  trimestralmente,  cuando  menos,  los  estados  de 
ingresos  i  egresos  de  las  rentas  públicas. 


SECCIÓN  VIH 

D«  loa  mlnistroa  Beoretarios  «te  astado. 

Art.  72.  Para  el  despacho  de  todos  los  negocios  de  la  adminis- 
tración pública,  habrá  cuatro  ministros  secretarios. 

krl  73.  Para  ser  secretario  de  estado  se  requiere  ser  boliviano 
de  nacimiento,  ciudedano  en  ejercicio,  i  no  haber  sido  condenado  á 
pena  corporal. 

Art.  74.  Los  actos  del  presidente  de  la  república  sin  su  firma  6 
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rúbrica,  en  su  caso,  i  sin  la  autorización  del  rcspectívo  ministro,  no 
deben  ser  obedecidos  ni  cumplidos. 

Ail.  75.  Los  ministros  del  despacho  podrán  tomar  parte,  ánom- 
bre  del  poder  ejecutivo,  en  la  discusión  de  las  leyes,  sólo  coa  voz 
deliberativa. 

Art.  76.  Los  ministros  del  despacho  informarán  á  la  asamblea, 
en  la  apertura  de  sus  sesiones,  del  estado  de  sus  respectivos  ra- 
mos ;  propondrán  las  mejoras  i  reformas  que  juzguen  convenientes, 
i  en  el  curso  de  las  sesiones  darán  á  la  asamblea  las  noticias  é  in- 
formes que  se  les  pidan  por  los  diputados,  sobre  los  negocios  de  su 
despacho. 

Art.  77.  Los  ministros  de  hacienda  ó  instrucción  pública  presen- 
tarán al  consejo  de  estado,  cincuenta  días  antes  de  abrirse  la  lejis- 
latura  ordinaria,  la  cuenta  de  inversión  de  las  rentas  de  su  ramo 
para  que  preste  el  informe  respectivo  á  la  asamblea.    * 

Art.  78  E[  presidente  de  la  república  i  los  ministros  del  despa- 
cho no  podrán  salir  del  territorio  de  la  república  después  de  cesar 
en  sus  funciones,  antes  que  haya  cerrado  sus  sesiones  la  asamblea 
que  se  reúna  inmediatamente  después  de  su  cesación. 


SECCIÓN  IX 

Del  poder  Judicial. 

Art.  79.  La  justicia  se  administra  por  la  corte  de  casación,  las 
cortes  de  distrito  i  demás  tribunales  i  juzgados  que  las  leyes  esta- 
blecen. 

Art.  80.  La  administi  ación  de  justicia  es  gratuita  de  parte  délos 
funcionarios  que  ejercen  jurisdicción  i  gozm  de  sueldo. 
Art.  81.  La  corte  de  casación  se  compondrá  de  siete  vocales. 
Para  ser  ministro  de  la  corte  de  casación  se  requiere  : 
1.^  Ser  boliviano  de  nacimiento  i  mayor  de  cuarenta  años; 
2.0  Haber  sido  ministro  de  alguna  corte  de  distrito,  ó  fiscal 
de  ella  por  cinco  años,  ó  haber  ejercido  dii^z  la  profesión  de  abo- 
gado; 

5.0  No  haber  sufrido  pena  corporal  on  virtud  de  condenación 
judicial. 

.  Art.  82.  Son  atribuciones  de  la  corle  de  casación  á  más  de  las 
que  señalan  las  leyes  : 

1.'  Conocer  de  los  recursos  de  nulidad  conforme  á  las  ieyeSf  i 
fallar  al  mismo  tiempo  en  los  asuntos  civiles  sobre  la  cuestión  prin- 
cipal, cuando  el  recurso  se  hubiese  fundado  en  injusticia  mani^^ 
fiesta; 
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2.'  Conocer  de  los  negocios  de  puro  derecho,  cuya  decisión 
dependa  de  la  consütucionalidad  ó  inconstitucionalidad  de  las 
leyes; 

5.'  Conocer  de  las  causas  de  traición,  concusión  i  demás  de- 
litos cometidos  por  el  presidente  de  la  rpública  i  los  secretarios 
del  despacho,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  en  virtud  de  haber 
sido  sometidos  á  juicio  por  la  ai^aniblea; 

4.*  Conocer  de  las  causas  de  responsabilidad  de  los  ministros, 
ajentes  diplomáticos  i  consulares,  de  los  ministros  de  las  cortes 
superiores,  fiscales  de  distrito  i  prefeclos,  por  faltas  cometidas  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones ;  los  siib-prefectos  serán  juzgados  por 
las  respectivas  cortes  de  distrito. 

Art.  83.  Ningún  majistrado  ó  juez  podrá  ser  destituido  sino  por 
sentencia  ejecutoriada  ;  ni  suspenso,  á  no  ser  en  los  casofi  determi- 
nados por  las  leyes.  Tampoco  podrá  ser  trasladado,  no  siendo  con 
su  espreso  consentimiento. 

Art.  84.  La  publicidad  en  los  juicios  es  la  condición  esencial  de 
la  administración  de  justicia,  salvo  cuando  sea  ofensiva  á  las  bue- 
nas costumbres. 

Art.  85.  El  ministerio  público  se  ejerce  á  nombre  de  la  nación, 
por  las  comisiones  que  designe  la  asamblea  ó  el  consejo  de  estado 
en  los  casos  respectivos,  por  el  fiscal  jeneral  i  demás  fiscales 
creados  por  lei. 


SECCIÓN  X 

De  la  mimlolpalldad. 


Art.  86.  En  las  capitales  de  departamento  habrá  concejos  muni- 
cipales; en  las  provincias,  juntas  municipales  cuyo  número  será 
determinado  por  la  lei,  i  en  los  cantones,  ajentes  municipales,  de- 
pendientes de  las  juntas  i  éstas  de  los  concejos. 

Art.  87.  La  lei  reglamentaría  determinará  el  número  de  munici- 
pes  de  cada  localidad,  su  elección,  las  condiciones  para  ejercer 
este  cargo,  la  duración  de  sus  funciones,  los  medios  i  modo  de 
ejercerlas. 

Art.  88.  Las  rentas  i  propiedades  que  la  lei  señala  á  las  munici- 
palidades, son  tan  inviolables  como  las  de  todo  boliviano.  El  go- 
bierno que  las  ataque  ó  disponga  de  ellas,  será  responsable  en  jui- 
cio ante  la  autoridad  competente. 

Art.  89.  Son  atribuciones  de  las  municipalidades  : 
!.■  Promover  i  vijilar  .la  construcción  de  las  obras  públicas  de 
BU  distrito; 
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2.*  Iiblablecer  i  suprimir  impuestos  municipales,  precia  apro- 
bación del  consejo  de  estado; 

3.*^  Crear  establecimientos  de  instrucción  primaria,  i  dirijirlos, 
administrar  sus  fondos,  dictar  sus  reglamentos,  nombrar  precepto- 
res i  señalar  sus  sueldos.  En  los  establecimientos  del  estado  sólo 
tendrán  el  derecho  de  vijilancia; 

4.<*  EüL'iblecer  la  polida  de  salubridad,  comodidad,  ornato  i 
recreo; 

5.'  Cuidar  de  los  es  ablecimíenlos  de  caridad,  conforme  ¿  los 
reglamentos  respectivos; 

6.*  Tomar  el  censo  real  i  personal  del  distrito  municipal; 

7."  Procurar  la  estadística  departamental; 

8.*  Hacer  el  repartimiento  de  los  reemplazos  para  el  ejércilo, 
que  hubieren  cabido  á  su  respectivo  territorio  con  arreglo  á  la  leí 
de  conscripción; 

9.<*  Requerir  la  fuerza  pública  que  sea  necesaria  para  hacer 
cumplir  sus  resoluciones; 

iO.  Recaudar,  administrar  é  invertir  sus  fondos,  asi  como  re- 
caudar i  administrar  los  pertenecientes  á  los  establecimientos  de 
caridad  i  beneficencia,  nombrar  los  empicados  de  estos  ramos  i  se- 
ñalar sus  sueldos; 

i  i .  Aceptar  legados  i  donaciones,  i  negociar  empréstitos  para 
promover  obras  de  beneficencia  ó  de  utilidad  material; 

i2.  Vijilar  sobre  la  venta  de  víveres,  teniendo  por  base  el  li- 
bre tráfico; 

15.  Calificar  sólo  en  las  capitales  de  departamento  i  provincia 
á  los  ciudadanos,  en  todo  tiempo,  i  llevar  el  rejistro  cívico. 

La  votación  se  verifícará  también  sólo  ante  los  concejos  i  jun- 
tas municipales. 

i  i.  Nombrar  los  jurados  para  los  delitos  de  imprenta; 

15.  Nombrar  los  alcaldes  parroquiales,  los  ajentes  municipa- 
les de  cada  cantón,  el  secretario,  tesorero  i  demás  dependientes 
del  concejo  municipal. 


SECCIÓN  XI 

Del  réjlmen  Interior. 


Arf .  90.  El  gobierno  político  superior  de  cada  departamento  re- 
side en  un  majistrado,  con  la  denominación  de  prefecto,  dependien- 
te del  poder  ejecutivo,  de  quien  es  ájente  constitucional,  i  con  el 
íjiie  ce  entenderá  por  el  órgano  del  ministerio  del  di*spacbo  respec- 
tivo. 
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Art.  9i .  En  lodo  lo  perteneciente  al  orden  i  seguridad  del  depar- 
tamento i  á  su  gobierno  político  i  económico,  estarán  subordinados 
al  prefecto  todos  los  fuodonarios  públicos  de  cualquier  clase  i  de- 
nominación que  sean  i  que  residan  en  su  territorio. 

Art.  92.  Para  ser  prefecto  se^iecesita  : 
i.^  Ser  boliviano  de  nacimiento,  en  el  ejercicio  délos  dere- 
chos de  ciudadano; 

2.®  Tener  á  lo  menos  treinta  años  de  edad. 

Art.  93.  En  cada  provincia  habrá  utí  sub-prefecto  subordinado 
al  prefecto  :  en  cada  cantón  un  correjidor,  i  alcaldes  en  la  cam- 
paña. 

Los  corr^idores  i  alcaldes  de  campaña  se  renovarán  cada  año. 

Art.  94.  Para  ser  sub-prefecto  ó  correjidor,  se  necesita  ser  boli- 
viano en  ejercicio  de  la  ciudadanía. 

Art.  95.  La  lei  determinará  las  atribuciones  de  los  funcionarios 
comprendidos  en  esta  sección. 


SECCIÓN  XII 

De   la   faersa   armada. 

Art.  96.  Habrá  en  la  república  una  fuerza  permanente  que  fc 
compondrá  del  ejército  de  linra ;  su  número  lo  determinará  cada 
lejislatura,  arreglándolo  al  que  sea  absolutamente  necesario. 

Art.  97.  La  fuerza  armada  es  esencialmente  obediente  :  en  nin- 
gún caso  puede  deliberar,  i  está  en  todo  sujeta  á  los  reglamentos  i 
ordenanzas  militares,  en  lo  relativo  al  servicio. 

Art.  98.  Habrá  también  cuerpos  de  gunrdia  nacional  en  cada  de- 
parlamento;  su  organización  i  deberes  se  determinan  por  la  lei. 

Art.  99.  Los  que  no  son  bolivianos  de  nacimiento,  no  pueden  ser 
empleados  en  el  ejército  en  clase  de  jenerales,  jefes  i  oficiales,  sino 
ron  el  consentimiento  de  la  asamblea. 


SECCIÓN  XIII 

De  la  reforma  de  la  oonstitaoioa. 


Art.  100.  Todos  los  que  tienen  la  iniciativa  de  las  leyes,  pueden 
proponer  enmiendas  ó  adiciones  á  alguno  ó  algunos  atticulos  de 
(Bta  constitución.  Si  la  proposición  fuene  apoyada  por  la  quinta 
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parte  al  menos  de  los  miembros  concurrentes,  i  admitida  á  discu- 
sión por  mayoría  absoluta  de  votos,  se  discutirá  en  la  forma  preve- 
nida para  los  proyectos  de  lei ;  calificada  de  necesaria  la  enmienda 
ó  la  adición  por  el  voto  de  los  dos  tercios  de  miembros  concurren- 
tes, se  pasará  al  poder  ejecutivo,  para  el  solo  objeto  de  hacerla  pu- 
blicar. 

Art.  i 01.  En  las  primeras  sesiones  de  la  lejislatura  en  que  haya 
renovación,  se  considerará  la  enmienda  ó  adición  aprobada  en  la 
asamblea  anterior,  i  si  fuere  calificada  de  necesaria  por  las  dos  ter- 
ceras partes  de  los  miembros  presentes,  se  tendrá  como  parte  de  la 
constitución,  i  se  pasará  al  poder  ejecutivo  para  que  la  haga  publi- 
car i  ejecutar. 

Art.  102.  Cuando  la  enmienda  sea  relativa  al  período  constitucio- 
nal del  presidente,  se  considerará  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  solo  ^n  el  siguiente  periodo. 

Art.  105.  La  asamblea  podrá  resolver  cualesquier  dudas  que 
ocurran  sobre  la  intelijencia  de  alc^uno  ó  algunos  artículos  de  esta 
constitución,  si  se  declaran  fundadas  por  dos  tercios  de  votos. 

Art.  104.  Las  autoridades  i  tribunales  aplicarán  esta  constitu- 
ciotí  con  preferencia  á  las  leyes,  i  éstas  con  preferencia  á  cuales- 
quiera otras  resoluciones. 

Art.  105.  Quedan  abrogadas  las  leyes  i  decretos  que  se  oponen  á 
esta  constitución. 

Articulo  transitorio.  La  próxima  lejislatura  ordinaria  se  reunirá 
el  6  de  agosto  de  1872,  la  que  hará  el  escrutinio  i  proclamación  de 
presidente  constitucional  de  la  república. 

Comuniqúese  al  p>der  ejecutivo  para  su  ejecución  i  cumplimien- 
to. Ddda  en  la  sala  de  sesiones  de  la  asamblea  nacional  constitu- 
yente, en  la  ilustre  ciudad  Sucre,  capital  de  la  república,  á  9  deoc- 
tubre de  1871. 


J 


INTERPRETACIONES  I  ESPLICAGIONES 


I 

Interpretación  del  art.  45,  ineiso  2l¿ 

La  Paz,  á  7  de  setiembre  de  1872. 

la  asamblea  nacional,  en  su  sesión  de  hoi,  interpretando  el  inci- 
so 25  del  art.  45  de  la  constitución  política  dei  estado,  ha  re- 
suelto que  solamente  á  los  concejos  municipales  departamentales 
corresponde  elevar  las  ternas  para  vocales  de  las  cortes  de  distrito 
i  cancelarios. 

(Oficio  de  los  secretarios  al  ministro  de  gobierno  i  relaciones  es- 
tenores.) 


II 

Esplicacion  de  la  misma  cláofula  antes  interpretada. 

La  Paz»  á  9  de  octulure  de  1872. 

La  asamblea  nacional,  en  su  sesión  de  5  de  los  corrientes,  espli- 
cando  la  atribución  25  del  art.  45  de  la  constitución  vijente,  ha 
resuelto  :  1.^  que  la  soberana  asamblea,  como  en  el  caso  de  la 
atribución  24,  puede  recliazar  por  una  vez  las  propuestas  para  ma- 
jistrado  de  las  corles  i  cancelarios  de  distrito,  elevadns  por  los  con- 
cejos municipales ;  2.^  que  la  ilustre  asamblea,  sujetándose  al  tenor 
literal  del  espresado  articulo,  puede  nombrar  indistintamente  ¿ 
cualquiera  de  los  propuestos,  sin  fijarse  en  la  colocación  que  ten- 
ga en  las  ternas,  sino  en  conjunto. 

(Oflcio  de  los  secretarios  al  ministro  de  gobierno.) 
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II[ 
Esplicacion  del  art.  89;  atribución  10. 

La  Paz,  á  14  de  noviembre  de  1872. 

L^  asamblea  nacional,  en  su  sesión  nocturna  de  ayer,  pronun- 
ciándose sobre  si  hai  duda  en  la  atribución  iO.*  del  nrt.  o9  de  la 
constitución  política  del  estado,  concerniente  al  nombramiento  de 
los  capellanes  de  los  hospitales,  ha  resuelto  :  que  ellos  sean  nom- 
brados por  los  ordinarios  locales,  á  propuesta  en  lerna  de  las  mu- 
nicipalidades respectivas. 

(üfício  de  los  secretarios  al  ministro  de  gobierno.) 


IV 
Interpretación  del  art.  22,  párrafo  último  de  la  constitución. 

La  asamblea  nacional  decreta  : 

Art.  1.^  La  abolición  de  la  prisión  por  deuda  no  comprende: 
l.<*  las  obligaciones  de  hacer  ó  no  hacer;  2.^  los  casos  en  que  una 
persona  resiste  entregar  la  cosa  ajena  poseida  i  retenida  usurpativa- 
mente ;  3.<^  las  deudas  fiscales,  municipales,  i  las  que  provienen  de 
la  condenación  al  pago  de  costas  procesales. 

Art.  2.<*  Los  deudores  que  procedan  con  dolo  ó  fraude  serán  juz- 
gados i  castigados  con  arreglo  á  las  leyes  penales. 

Arl.  3.^  Los  deudores  sorprendidos  en  la  fuga  podrán  serapiv- 
hendidos  mientras  presten  fianzas  bastantes  que  aseguren  la  pre- 
sentación de  todos  sus  bienes. 

(Lei  de  25  de  noviembre,  mandada  ejecutar  el  i,^  de  diciembre 
de  1874.) 
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ANTEOEDPÍNTES. 

Filé  Charcas^  ó  la  actual  Bolivia,  parle  del  imperio  de  los 
incas,  que  se  estondió  por  la  conquista  hasta  ct  territorio  limí- 
trofe con  la  actual  República  Arjentina.  Conforme  á  su  costum- 
bre, los  incas  llevaron  allí  población  quichua  i  se  llevaron  otra 
tomada  de  los' aimaráes.  Pero  como  ellos  no  pudieron  reducir 
muchas  tribus  belicosas,  resultó  la  población  de  Charcas,  com- 
puesta de  varias  que  no  tenian  el  mismo  desarrollo  cerebral. 
Esta  primera  mezcla,  i  la  posterior  con  españoles,  produjeron  el 
carácter  de  la  actual  población,  sumisa  i  enérjica. 

Llamóse  por  los  españoles  aquella  rojíon  Alto  Peni,  i  consti- 
tuía la  presidencia  de  Charcas,  cuya  audiencia  fué  famosa  durante 
el  coloniaje.  Hizo  parte  del  vireinato  del  Peri'i  hasta  1776,  en 
cuyo  año  las  intendencias  de  Puno,  la  Paz  i  Potosí,  con  sus  res- 
pectivas provincias,  siguieron  la  suerte  del  sur.  i  formaron  el 
vireinato  de  Buenos  Aires;  pero  en  1779  la  intendencia  de  Puno 
sedifidió  por  el  lago  Titicaca  i  el  rio  Desaguadero,  i  su  parU; 
Kptentrional  se  reincorporó  al  Perú. 

Desde  1809  se  conmovieron  las  ciudades  deChuquisaca  i  la 
Paz  contra  los  españoles,  i  corrió  la  sangre  patriota ;  pero  la 
guerra  no  se  formalizó,  sino  cuando  vinieron  las  esforzadas 
aunque  infructuosas  espediciones  de  Buenos  Aires,  mandadas 
por  Castelíi,  Belgrano  i  Rondeau,  que  combatieron  con  Goyene- 
che,  Tristan  i  Pezuela.  En  1816  los  arjentinos,  después  de  va- 
rios desastres,  abandonaron  el  país  á  los  españoles,  i  siguió  con 
los  palriotasnativos  una  larga  i  sangrienta  lucha  de  guerrillas,  que 
nodióresulladostanjiblespara  la  independencia.  Al  fin  Laserna  i 
Cánteme,  con  una  buena  política,  pacificaron  el  pais,  sobre  todo 
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después   de  1820,  en  que  se  juró   la   constitución  española 
de  1812. 

Olañeta,  jeneral  español,  nativo  de  Bolívia,  se  sublevó  en  1825 
contra  el  virei  Laserna  i  proclamó  el  réjimen  absoluto.  Valdés, 
por  comisión  del  virei,  traló  de  reducirlo ;  pero  no  pudo  lograrlo, 
i  tuvo  que  regresar  al  Perú  después  de  la  batalla  de  Junin.  Babia 
quedado  Olañeta  dueño  del  A.lto  Perú  cuando  ocurrió  la  batalla 
de  Ayacucho.  Sucre,  á  quien  se  habian  rendido  con  Tristanen 
el  Perú  los  úlimos  restos  de  la  tropas  españolas,  siguió  á  batirá 
Olañeta.  En  la  Paz,  que  encontró  ya  ocupada  por  un  jefe  patriota 
nativo,  declaró  que  dejaba  el  país  en  posesión  de  sus  derechos, 
i  á  10  de  febrero  de  1825  decretó  que  se  reuniese  en  Oruro  uoa 
asamblea  para  lijar  el  destino  del  Alto  Perú.  Defeccionadas  algu- 
nas fuerzas  de  Olañeta,  i  en  combate  con  uno  de  sus  jefes,  fué 
herido  éste  el  2  de  abril  i  murió  el  3,  cuando  no  tenia  ya  sino 
unos  pocos  hombres.  Desde  ese  instante  quedó  libre  Bolivia, 
i  con  ella  todo  el  continente. 

Reunióse  la  asamblea  en  Chuquisaca  el  24  de  junio,  i  durante 
sus  sesiones  recibió  un  decreto  en  que  el  congreso  de  Buenos  Aires 
declaraba  :  «  que  aunque  las  provincias  del  Alto  Perú  habian 
pertenecido  al  vireinato  de  Buenos  Aires,  era  la  voluntad  del  con- 
greso que  quedasen  en  plena  libertad  para  disponer  de  su  suerte.  • 
Casi  al  mismo  tiempo  se  recibió  un  decreto  del  libertador  Simón 
Bolívar,  dado  en  Arequipa,  disponiendo  «c  que  las  determioacio- 
nes  de  la  asamblea  fuesen  revisadas  por  el  congreso  peruano 
que  debia  reunirse  en  1826,  i  que  el  territorio  del  Alto  Perúqtt^ 
dase  entretanto  dependiente  del  gobierno  de  Lima.  x> 

A  pesar  de  eso,  la  asamblea  declaró  en  6  de  agosto  :  «  qae 
siendo  interesante  á  la  dicha  del  Alto  Perú  no  asociarse  á  nin* 
guna  de  las  repúblicas  vecinas,  se  erijia  en  un  estado  soberano  ¿ 
independiente  de  todas  las  naciones,  tanto  del  antiguo  como  del 
nuevo  mundo.  »  Sin  embargo,  para  captarse  la  benevolencia  de 
aquel  poderoso  caudillo,  envió  á  Bolívar  una  comisión  destinada 
á  pcrdirle  su  consentimiento,  i  á  presentarle  una  lei  en  que  se  le 
nombraba  presidente  mientras  pf^nunneciese  en  el  territorio  (á 
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que  había  entrado)  i  se  daba  al  nuevo  estado  el  nombre  de  Re- 
pública Bolívar. 

Accedió,  i  pidió  que  se  nombrase  una  comisión  ó  junta  de  cinco 
individuos  para 'la  administración  de  los  negocios.  Para  el  caso 
de  ausencia  del  libertador,  el  jeneral  Sucre  deberia  encargai*sc 
del  gobierno  con  permiso  del  de  Colombia.  I  se  disolvió  la  asam- 
blea, después  que  Bolívar  habia  llegado  á  Chuquisaca,  aplazando 
para  el  25  de  mayo  de  1826  la  runion  de  un  congreso  consti- 
tuyente, i  pidiendo  á  Bolívar  un  proyecto  de  constitución.  Dejólo 
en  efecto,  i  partió  para  Lima  en  enero  de  1826,  quedando  encar- 
gado del  gobierno  el  jeneral  Sucre,  quien  no  tardó  en  ser  objeto 
de  intrigas  i  conspiraciones. 

Reunido  el  congreso,  adoptó  el  proyecto  de  constitución  pre- 
parado por  el  Libertador,  introduciendo  mui  pocas  variaciones, 
deque  la  principal  consistía  en  añadir  un  artículo  sobre  adopción 
de  la  relijion  católica  i  esclusion  de  todo  otro  culto  público : 
materia  sóbrela  cual  Bolívar  creyó  que  no  se  debía  lejislar.  Por 
lo  demás  esta  constitución,  que  luego  se  quiso  introducir  en  el 
Perú  i  en  Colombia  por  los  adictos  á   las  ideas  boliviancu^  sus- 
citó mucho  alarma  por  su  estructura,  que  les  pareció  contraria  á 
la  libertad,  i  que   consistía  en  una   mezcla  de   instituciones 
romanas,  inglesas  i  norte-americanas,  dispuestas  con  habilidad, 
i  ún  duda  con  buena  fe.  Un  presidente  vitalicio  é  irresponsable 
qne  nombraba  al  vicepresidente,  sucesor  en  el  mando  i  jefe  del 
ministerio ;  tres  cámaras,  de  tribunos,  senadores  i  censores,  con 
atribuciones  distintas  para  la  iniciativa,  i  con  la  facultad  cada 
una  de  decidir  como  arbitro  las  discrepancias  de  las  otras  dos ; 
larga  duración  de  los  lejisladores  i  aun  perpetuidad  en  la  tercera 
de  la  cámaras ;  judicatura  inamovible  en  todos  sus  grados,  i  una 
rigorosa  centralización,    que   pretermitía  del  todo  el  réjimen 
municipal :  tales  eran  los  principales  rasgos  de  este  código  fa- 
moso, que  ed  su  esencia  creaba  una   monarquía  sin  el  nombre, 
aunque  con  novedades,  como  la  tercera  cámara,  cuya  eficacia  para 
el  orden  ó  parala  libertad  es  mui  cuestionable. 

El  gobierno  del  Perú,   á  cuya  cabeza  se  hallaba  el  jeneral 
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don  Andrés  Sanlacniz,  quiso  desde  temprano  intervenir  eo  los 
asuntos  de  Bolivia  i  fomentaba  manifiestamente  las  conspira- 
ciones contra  Sucre.  Aun  mandó  un  ejército  considerable  al 
mando  de  Gamarra,  que  con  frivolos  protestos  invadió  el  territo- 
rio. Sucre,  á  quien  se  habia  atacado  i  herido  en  los  motines 
militares^  i  que  comprendia  la  dificultad  de  hacerse  aceptar  por 
algunos  ambiciosos  de  la  tierra^  apresuró  la  ¿poca  que  él  mismo 
se  habia  señalado  para  separarse  del  mando  i  partió  para  Colom- 
bia en  1828.  Reunióse  entonces  una  asamblea  convefwional  qae 
confirió  el  gol^ierno  á  Santacruz,  quien  abrogó  la  constitución 
i  dio  una  especio  de  lei  fundamental  estableciendo  un  gobierno 
con  facultades  omnímodas. 

Un  congreso  instalado  en  1831  para  examinar  los  actos  del  go- 
bierno, se  declaró  constituyente,  i  sancionó  la  constitución  de 
aquel  año  para  poner  término  á  la  dictadura ;  pero  elijió  presi- 
dente al  mismo  Santacruz.  En  esta  constitución,  que  era  el  pri- 
mer paso  hacia  el  sistema  común  de  las  constituciones  ameri- 
canas, se  varió  la  forma  esterior  del  gobierno,  pero  en  el  fondo 
era  aún  menos  liberal  que  la  de  1826. 

El  presidente  era  de  elección  popular  i  por  cuatro  años;  pero 
reelejible  indefinidamente ;  era  responsable,  pero  su  responsabi- 
lidad no  estaba  definida.  Habia  dos  cámaras,  de  reprentanles 
i  de  senadores,  que  tonian,  como  las  de  1826,  distribuidos  entre 
ambas  los  negociados  para  el  efecto  de  la  iniciativa  i  cuyos  miem- 
bros, de  regular  duración,  eran  electos,  á  tres  grados  los  repre- 
sentantes i  á  cuatro  los  sonadores.  Las  cámaras  podian  ser  disuel- 
tas por  el  ejecutivo,  atribución  que  no  le  daba  la  constitución  de 
1826. 

La  lejislatura  i!e  1854  hizo  unas  pocas  reformas  al  código 
político  de  '1831,  i  de  ellas  las  más  notables  fueron  :  1.*  esta- 
blecer la  reunión  bienal  de  las  cámaras  en  vez  de  anual ;  i  2/  hacer 
responsable  al  presidente  por  traición,  retención  ilegal  del 
mando  i  usurpación  de  otro  poder  público.  Por  este  tiempo  se  fra- 
guaba la  realización  de  un  antiguo  plan  de  Santacruz  :  la  unión  de 
Bolivia  con  el  Perú  para  dominar  ambos  países.  Para  preparar 
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el  terreno  hizo  dar  al  congreso  de  1 833  una  Ici  de  mui  vagas  auto- 
rizaciones, que  le  sirvió  de  apoyo.  La  ocasión,  que  había  estado 
acechando,  s?le  presentó  en  1835,  cuando  una  revolución  hecha 
en  el  Perú  por  el  jeneral  Salaverri,  movió  al  presidente  constitu- 
cional Orbegoio  á  solicitar  el  ausilio  i  la  intervención  de  Santa- 
cruz,  pactada  íormalmcnte  en  tratado  de  15  de  junio.  Provisto 
de  facuhades  estraordinarias  por  Orbcgoso,  Sautacniz  anunció 
en  Puno  á  10  de  julio  la  idea  de  establecer  dos  estados  inde- 
pendientes en  el  Perú,  confederados  entre  si  i  con  Bolivia 
bajo  un  mismo  gobierno. 

Resuelta  en  su  favor  la  cuestión  militar,  hizo  reunir  en  1836 
dos  asambleas,  una  en  Sicuani  i  otro  en  Huaura,  que  crearon  los 
estados  peruanos  Sur  i  Norlc.  El  congreso  de  Bolivia,  sobre  que 
Santacruz  tenia  grande  influjo,  aprobó  la  idea  de  la  confederación, 
i  ésta  se  declaró  formada  por  decreto  del  Protector,  fecha  28  de 
octubre  en  Lima.  Plenipotcnciaros  de  los  tres  estados  acordaron 
en  Tacna,  á  1.^  de[mayo  de  1837,  el  pacto  de  confederación,  la 
cual  quedó  asi  consumada. 

Viendo  Chile  en  aquella  nueva  entidad  una  amenaza,  por  lo 
menos  de  quitarle  la  preponderancia  en  el  Pacifico,  aprovechó  do 
algunos  protestos  para  hacerle  la  guerra.  Envió  dos  espediciones, 
que  ayudadas  de  peruanos  i  bolivianos  influyentes,  hostiles  á 
la  confederación,  dieron  al  (in  en  tierra  con  ella,  venciendo  á  San* 
lacruz  en  Yungai  á  20  de  enero  de  1859.  Entretanto,  una  revo- 
lución boliviana,  encabezada  por  el  jeneral  José  Miguel  Velasco 
i  el  coronel  José  Ballivian,  se  habia  pronunciado  contra  la  con- 
federación, i  derrocando  á  las  autoridades,  puso  en  el  mando  á 
Velasco.  Éste  reunió  á  13  de  junio  un  congreso  que  se  llamó  de 
la  restauración,  i  declarándose  constituyente,  abrogó  el  código 
polilico  de  1831  i  acordó  otro  en  1839,  que  fué  liberal  por  espíritu 
de  reacción. 

Electo  presidente  constitucional  Yclasco  en  1840,  fué  derro- 
cado por  una  revuelta  que  promovieron  los  parlidarios  de  Santa- 
cruz,  i  que  se  llamó  la  rejener(Lcion^  como  la  anterior  se  habia 
llamado  restauradora» 
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Pero  no  la  aprovecharon ;  pues  algunos  pueblos,  i  luego  el 
ejército,  proclamaron  á  Ballivian,  en  momentos  en  que  Gamarra 
volvía  á  inquietar  á  Bolivia  con  fuerzas  invasoras.  Vclascose 
sometió  por  eso  al  nuevo  gobierno,  i  Ballivian,  vencedor  de  Ga- 
marra en  Inga  vi,  robusteció  su  autoridad  algo  más  de  lo  conve- 
niente, pues  llegó  á  ser  discrecional. 

El  congreso  de  1843,  tornado  en  convención,  votó  una  nueva 
constitución  política,  que,  resintiéndose  de  las  circunstancias, 
daba  gran  poder  al  ejecutivo,  ejercido  por  un  presidente  que  du- 
raba ocho  años  sin  reelección ;  pero,  todo  considerado,  era  mui 
superior  á  la  de  1831,  i  aunque  reaccionaria  respecto  de  la  de 
39,  fué  una  etapa  en  el  camino  del  progreso.  Desgraciadamente 
el  gobierno  de  Ballivian  im|)rimió  al  elemento  militar  la  funesta 
influencia  que  ha  venido  después  ejerciendo  sobre  la  nuircha  po- 
lítica dcBolivia. 

Aprovechando  el  descontento  producido  por  aquel  gobierno 
despótico,  el  coronel  Manuel  Isidoro  Belzu,  en  1847,  encabezó 
una  revolución  militar,  que  dio  por  resultado  la  dimisión  del 
mando  hecho  por  Ballivian.  Pero  los  pueblos  proclamaron  presi- 
dente al  jeneral  Velasco,  i  el  restablecimiento  de  la  constitución 
de  1839.  Esta  última  medida  no  se  ejecutó,  sin  embargo,  hasta 
la  reunión  del  congreso  de  48,  que  ratificó  el  nombramiento  de 
Velasco,  i  puso  en  vigor  la  constitución  proclamada,  haciéndole 
todavía  reformas  en  el  sentido  liberal. 

Entre  tanto  Belzu,  ministi*o  de  guerra  de  un  gobierno  hetero- 
jéneo  i  débil,  aprovechando  esas  circunstancias,  maquinaba  cou- 
tra  Velasco  para  reemplazarle.  Al  fin  consumó  sus  planes  i 
triunfó  de  aquél  por  las  armas,  aunque  favorecido  [jor  causas  muí 
distintas  de  su  propia  suficiencia.  Planteó,  sin  embargo,  la  consti- 
tucion  de  39,  i  fué  electo  presidente,  primero  provisorio  por  el 
congreso  de  1850,  i  después  por  el  su  frajio  popular  j  según  la 
constitución.  Su  gobierno  fué  aún  más  despólico  que  el  de  Balli- 
vian, i  su  persona  objeto  de  asechanzas  homicidas.  En  1851  re- 
unió una  convención  nacional,  que  espidió  sin  libertad  otra  cons- 
titución^ perfectamente  acoplable  en  la  apariencia,  pero  suicida 


REPUBUCA   DE  BOUVIA  3M 

en  el  fondo,  según  el  alcance  déla  atribución  26,  art.  76.  Con  el 
dictamen  de  sus  propios  ministros  podia  el  presidente  investirse 
de  facultades  estraordinarias  :  elemento  de  arbitrariedad  que 
sólo  se  templaba  por  un  articulo  mañosamente  introducido 
por  UQ  diputado,  i  en  virtud  del  cual  los  tribunales  debian apli- 
car la  constitución  con  preferencia  á  las  leyes,  i  éstas  con  antela- 
ción á  las  otras  resoluciones. 

Reiterados  alzamientos  contra  Belzu  le  hastiaron  hasta  el 
punto  de  resolver  dejar  el  mando,  traduciendo  el  descontento 
jeneral  con  que  luchaba,  por  pertinacia  de  las  facciones.  Pero 
aguardó  al  fín  de  su  periodo  constitucional,  i  quiso  trasmitir  el 
poder  á  su  yerno  el  jeneral  Jorje  Córdova.  Aunque  en  el  hecho 
los  sufrajios  no  favorecieron  sino  al  doctor  J.  María  Linares,  nota- 
bilidad forense  i  emigrado  á  la  sazón,  Belzu  hizo  declarar  la 
elección  en  favor  de  Córdova  por  el  congreso  de  1856.  Linares, 
para  revindicar  su  derecho,  volvió  del  destierro  i  promovió  una 
revolución  en  setiembre  de  1857,  que  triunfó  completamente 
(le  Córdova,  colocó  á  aquél  en  el  gobierno,  é  inauguró  una  época 
que  se  estimó  la  primera  de  la  lei  después  de  las  precedentes 
dictaduras  militares  disfrazadas. 

Pronto  cayó,  sin  embargo,  á  virtud  de  otra  insurrección  acau- 
dillada en  14  de  enero  de  1861  por  el  jeneral  J.  M.  Achá,  quien 
convocó  á  una  asamblea  nacional  constituyente,* la  cual  se  reunió 
en  la  Paz,  i  dio  á  29  de  julio  otra  constitución  bastante  democrá- 
tica. Son  éstos  sus  principales  caracteres  :  1.^  Como  todas  las  an- 
teriores, adoptó  la  forma  unitaria  de  gobierno  republicano,  i  la 
relijion  católica,  apostólica,  romana  por  única  cuyo  culto  público 
se  permitiese;  2.°  En  materia  de  garantías  son  notables  la  aboli- 
ción del  fuero  personal  (art.  5.*^),  i  la  'del  último  suplicio,  escepto 
en  casos  de  asesinato,  parricidio  i  traición  á  la  patria  (art.  7.^); 
3.°  Confunde  en  los  arts.  15  á  16  la  ciudadanía  internacional 
con  la  política,  bien  que  haga  de  ellas  la  verdadera  distinción 
en  el  inciso  15  del  art.  26;  4.^  Confiereel  poder  lejislativo  á  una 
asamblea  única,  cuyos  miembros  son  elejidos  por  el  sufrajio  di- 
recto (art.  21),  i  en  que  pueden  tomar  asiento  como  diputados 
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los  ministros  secretarios  del  despacho  (art.  58);  S.^'Da  el  ejccu. 
tivo  á  un  presidente,  cuya  elección  popular  se  liacepor  el  sufra- 
j ¡o  directo  i  secreto  (art.  46),  ó  se  complementa  por  la  asamblea 
con  el  voto  desús  dos  tercios  (art.  48) ;  cuya  duración  es  de  tres 
años  sin  derecho  á  ser  reelejido  (art.  52),  i  que  es  responsable 
de  todos  sus  actos  (art.  44)  ante  la  corte  suprema  i  por  resolu- 
ción de  la  asamblea  (inciso  S.*"  del  art.  65);  6.^  Encarga  el  poder 
judicial  á  varios  tribunales,  de  que  es  el  primero  una  corle  su- 
prema ó  de  casación  cenias  facultades  ordinarias  (art.  62  á  65); 
7.^  Crea  un  consejo  de  estado,  compuesto  de  quince  miembros, 
elejidos  por  la  asamblea,  el  cual  posee  atribuciones  de  natura- 
leza misla,  referentes  á  todos  los  poderes  (sección  6.*);  8.'  Esta- 
blece por  último  consejos  municipales  en  los  departamentos, 
provincias  i  cantones,  dándoles  imporlantes  facultades  i  mucha 
libertad  de  proceder  (sección  10.*). 

Esta  constitución  no  arraigó  más  que  sus  predecesoras,  i  es 
dudoso  que  fuese  adaptable  á  un  país  donde  la  democracia  ba 
hecho  todavía  tan  poco  camino.  Un  movimiento  militar,  encabe* 
zado  por  el  coronel  D.  Mariano  Malgarejo  en  28  de  diciembre  de 
*  1864,  dio  en  tierra  con  el  gobierno  de  Achá  i  con  el  instrumento 
constitucional  en  que  se  apoyara.  Siguióse  una  dictatura,  que 
tuvo  que  combatir  algunas  insurrecciones,  i  que  aún  duraba  en  di- 
ciembre de  1867,  cuando  por  un  decreto  del  I."*  deaquel messe 
convocó  á  una  nueva  asamblea  constituyente,  cuya  reunión  se  fijaba 
para  el  6  de  agosto  de  1868.  Por  otro  decreto.de  la  misma  fecha 
se  mandaba  hacerla  elección  popular  de  un  presidente  provisorio. 

Reunida  en  efecto  la  asamblea  el  dia  prefijado,  procedió  inme- 
diatamente á  sancionar  un  estatuto  provisional  para  la  marcha 
del  gobierno,  i  á  escrutar  después  los  votos  dados  para  presidente 
provisorio,  cuya  mayoría  resultó  en  favor  del  jeneral  Melgarejo  : 
así  se  declaró  por  leidel  10  de  agosto,  que  hizo  la  proclamación. 

En  15  de  setiembre  sancionó  una  constitución,  que»  conforme  á 
su  art.  1.^  transitorio,  se  planteó  el  l.<^  de  noviembre,  i  que  difería 
na  poco  de  las  anteriores.  Practicada  la  elección  de  presidente  pro- 
pietario, que  de  acuerdo  con  ella  debía  hacerse  popularmonte,  re- 
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cayó,  como  bifn  se  comprenderá,  en  favor  del  mismo  Melgarejo, 
según  escrutinio  i  proclamación  del  congreso  de  1870,  á  quien  los 
encomendó  el  art.  2.®  transitorio  de  aquel  instrumento.  Púsose  en 
receso  la  asamblea  el  8  de  octubre,  después  de  sancionar  varias  le- 
yes, entré  las  cuales  llaman  la  atención  el  reglamento  de  elecciones 
I  el  reglamento  de  municipalidades^  ambas  escelentes  i  en  cierto 
modo  verdaderos  complementos  de  laconstitucion. 

Era  ésta  mucho  más  metódica  en  su  redacción  que  la  precedente. 
Distinguía  bien  la  ciudadanía  internacional  de  la  política,  pero  de- 
jaba á  la  lei  defínir  la  segunda  (art.  1.^),  i  establecer  los  requisitos 
de  la  naturalización  (art.  6.°).  Concibió  en  el  fondo  los  derechos  i 
garantías  de  igual  modo  que  la  de  i  861,  i  aun  los  estendió  algo  más 
(artículos  9.<^á24):  en  la  forma  quedaron  mucho  mejor  espresados  i 
con  la  debida  separación  de  matt^rias  eslrañas.  Encargó  el  poder  le- 
jislativo  á  dos  cámaras,  una  de  senadores  i  otra  de  representantes, 
nombrados  unos  i  otros  por  el  sufrajio  directo  i  secreto  de  los  ciu- 
dadanos (art.  28),  con  duracionde cuatro  años  (arts.  50  i  55),  i  so- 
bre la  base,  en  el  número  i  con  los  requisitos  determinados  por  la 
lei  (arts.  49  i  54).  En  cuanto  al  poder  ejecutivo,  la  única  diferencia 
sustancial  respecto  de  la  anterior  constitución,  consistía  en  que  el 
presidente  duraba  cuatro  años,  con  derecho  á  reelección  para  otro 
periodo  (art.  66).  No  la  hubo  en  el  poder  judicial,  sino  respecto  de 
algunas  denominaciones  (art.  78).  Pero  en  materia  de  municipali- 
dades fué  escesivamente  lacónica,  dejando  casi  todo  encomendado  á 
lalei,  con  peligro  de  anular  ó  hacer  instable  el  gobierno  local  (ar- 
tículos 85  á  85). 

Soldado  en  la  acepción  literal  de  la  palabra,  Melgarejo  carecía  de 
instrucción  i  de  moralidad.  Desde  que  ascendió  á  sarjen to  en  1840 
tomó  parte  en  numerosos  motines  ó  revueltas,  una  de  las  cuales  lle- 
vóle al  poder.  Gobernó  discrecionalmente,  mantuvo  en  la  presiden- 
cia la  vida  del  cuartel,  i  bajó  de  ella  como  subió,  por  las  vías  de 
hecho.  Una  insurrección  encabezada  en  1870  por  el  jeneral  Agus- 
tín Morales  dio  en  tierra  con  su  gobierno;  i  escapáf:dose  á  Lima, 
encontró  allí  una  trájica  muerte.  Convocada  una  asamblea  en  6  de 
febrero  de  1871,  i  reunida  el  18  de  junio,  dio  en  9  de  octubre  la  ac- 
tual constitución.  Morales  asumió  la  presidencia,  para  la  cual  se  le 
elijió  ;  más  recibió  también  muerte  violenta  de  un  allegado  suyo  en 
noviembre  de  1872.  Sucedióle  constitucíonalmente  el  jenoral  Adolfo 
Ballivian,  militar  educado,  hombre  de  mérito,  i  funcionario  propio 
para  restablecer  el  imperio  de  la  leí,  casi  ohidado  ya  en  Bolivia. 
Desgraciadamente,  empero,  falleció  en  febrero  de  1874,  i  en  su  lu- 
gar se  elijió  al  doctor  Tomas  Kria-j.  Depúsosele  por  un  movimiento 
militar  en  1876,  subrogándole  el  jeneral  Daza;  pero  esia  vez,  á  lo 
menos,  una  nueva  comedia  constitucional  no  ha  seguido,  que  sepa- 
raos, al  drama  revolucionario,  limitado  en  consecuenc  a  á  un  cam- 
bio del  personal  ejecutivo. 
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.  De  todas  las  rejiones  sud-americanas  que  hoi  forman  oslados 
independientes,  Bolivía  es  quizá  la  que  conserva  mayor  número 
de  liabitantes  indijenas  en  proporción  á  las  otras  razas.  La  afri- 
cana allí  es  nula,  i  en  cuanto  á  la  europea  ó  española,  puede  es- 
timarse en  un  décimo  de  la  población  total.  Esta  preponderancia 
de  los  naturales,  sí  bien  andando  el  tiempo  facilitará  la  uniGca- 
cion  i  homojeneidad  de  la  población  boliviana,  ha  sido  causa  de 
su  atraso  político  é  industrial,  pues  que  los  nueve  décimos  han 
permanecido  en  la  misma  condición  ignorante  i  abyecta  en  que 
los  conquistadores  encontraron  á  los  aimaráes  i  quechuas. 

¿Por  qué,  una  vez  hecha  la  independencia  i  constituida  la 
república j  no  han  propendido  sus  corifeos  á  la  civilización  déla 
raza  indíjcna,  tan  menospreciada  por  los  españoles?  ¿Porqué 
en  Solivia,  como  en  el  Perú  i  el  Ecuador,  los  actuales  indijenas, 
ciudadanos  de  la  república,  son  tratados  por  los  blancos  i  por 
los  mestizos  coii  el  mismo  vilipendio  que  lo  hicieran  los  españoles 
durante  el  coloniaje?  Porque  la  independencia  no  fué  obra  de 
las  masas,  sino  de  las  primeras  capas  sociales  en  provecho  per- 
sonal suyo.  Porque  los  hombres  pudientes  c  ilustrados,  á  quienes 
la  madre  patria  oprimía,  eran  á  su  turno  i  se  han  conservado 
opresores  de  la  raza  indijena.  Lo  que  no  debe  eslrañarse,  pnesto 
qucdescendian  inmediatamente  de  aquellos  conquistadores,  que 
con  tanta  crueldad  i  espíritu  rapaz  habían  tratado  á  los  mansos 
dueños  de  la  tierra  que  se  apropiaron. 

No,  la  raza  indijena  del  antiguo  Tahuaniisuyu  no  llegará  á 
civilizarse  ni  á  elevarse  á  la  dignidad  del  ciudadano,  que  hoi 
moni  irosamente  le  reconocen  las  constituciones  republicanas  de 
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los  países  en  que  se  ha  dividido,  siao  cuando  los  conductores  de 
6S03  pueblos  se  civilicen  ellos  mismos  por  el  triunfo  de  las  no- 
ciones que  han  devenir  con  la  independencia  de  España,  con  el 
trato  de  las  naciones  más  adelantadas,  con  el  curso  del  tiempo 
i  la  influencia  natural  de  un  suelo  virjcn,  fecundo  i  espacioso. 
Un  simple  cambio  político,  que  en  el  fondo  no  era  para  las  ma- 
sas sino  cambio  de  dominadores,  no  podia  mejorar  de  pronto  su 
condición,  ni  prepararlas  para  unas  instituciones  que  en  realidad 
1.0  eran  dictadas  sino  para  aquéllos  que  las  fabricaban. 

Ko  pudiendo,  sin  embargo,  proclamar  otro  réjimen  que  el  de- 
mocrático, lo  pregonaron  en  sus  leyes  escritas,  dejando  subsistir 
el  estado  social  que  se  le  oponia,  i  que  no  han  procurado  adaptar 
por  la  educación  á  las  únicas  instituciones  posibles  en  América. 
Lejos  do  eso,  imbuidos  de  las  ideas  que  trajeron  los  peninsula- 
res, han  fomentado  los  estudios  clásicos  i  profesionales,  con  pre- 
feroncia  á  la  instrucción  primaria  que  hace  ciudadanos,  i  ala 
industrial  que  forma  obreros  pacíficos,  mantenedores  del  orden. 
Esta  mala  dirección  de  la  instrucción  pública,  al  paso  que  pro- 
paga conocimientos  inútiles  cuando  no  perjudiciales,  aumenta  la 
distancia  entre  lis  clases  superiores  i  las  inferiores,  prolongando 
el  imperio  de  la  oligarquía  i  retrasando  en  proporción  el  adveni- 
miento de  la  democracia. 

Semejante  propensión,  mui  jcneral  en  (odas  las  posesiones  es- 
pañolas, era  i  es  más  pronunciada  en  aquellas  ciudades  populo- 
sas situadas  en  el  interior  del  continente,  que  careciendo  de  mo- 
vimiento industrial,  empleaban  su  actividad  en  el  cultivo  del 
eiipiritu  de  acuerdo  con  las  ideas  tradicionales  etnográficas  i  re- 
lijiosas.  Tal  succdia  en  Córdoba,  Chuquisaca,  Quito,  Santafe  de 
Bogotá,  Guatemala,  etc.,  donde  los  estudios  sicolójicos,  teolóji- 
cos,  jurídicos  i  médicos  han  hecho  el  encanto  de  la  juventu<l,  i 
aun  son  fomentados  como  medio  de  civilización,  con  marcada 
prerercncia  sobre  aquéllos,  más  humildes  pero  más  útiles,  de 
que  podría  aprovechar  la  gran  masa  Je  los  ciudadanos. 

I  uo  es  sólo  el  mantenimiento  de  la  oligarquía  social  i  política 
lo  que  nos  mueve  á  condenar  tan  viciosa  di'*ecc!on  impresa  á  la 
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instrucción  pública.  Ella  es  también  causa  podcrosn,  auui|uc 
indirecta,  de  las  frecuentes  convulsiones  que  atormentan  á  los 
estados  hispano-americanos,  creando  una  clase  numerosa  caya 
educación  no  le  da  los  medios  de  subsistir,  i  cuya  actÍYÍdad  in- 
telectual, ejercitada  en  las  abstracciones,  la  lleva  como  por  la 
mano  á  las  luchas  de  la  prensa  primero,  de  la  espada  después. 
Si  las  apropiaciones  fiscales  que  se  hacen  para  formar  filósofos 
sutiles,  teólogos  casuistas,  abogados  trapaceros  i  médicos  empí- 
ricos, se  destinasen  á  propagar  nociones  industriales  i  á  fran- 
quear las  vias  de  comunicación,  la  riqueza,  la  paz,  el  erario  i  el 
bienestar  jeneral  ganarían  todo  lo  que  hoi  aprovechan  la  guerra 
civil,  la  pobreza  pública  i  privada,  la  despoblación  i  el  deserédi- 
to,  que  son  los  gajes  de  nuestra  errada  política  española. 

Mientras  no  se  empleen  medios  eficaces  de  educación  popular 
que  haga  verdaderos  ciudadanos,  conocedores  i  defensores  de  su 
derecho,  subsistirá  esa  enorme  distancia  que  hai  de  presente  en- 
tre las  últimas  i  las  primeras  capas  sociales  de  Bolivia  i  demás 
partes  que  compusieron  el  vasto  imperio  de  los  incas;  subsistirá 
la  oligarquía  literaria  i  económica  que  hace  un  ludibrio  déla 
democracia  sud-americana,  i  se  prolongará  el  reinado  de  esa 
otra  oligarquía  aún  más  terrible,  que  ha  sido  la  gangrena  de  casi 
todas  eslas  repúblicas,  el  militarismo. 

Bolivia,  como  el  Perú,  ha  sido  victima  de  los  ejércitos  perma- 
nentes i  de  los  jefes  militares.  Sus  gobiernos  han  sido  por  lo 
común  estados  mayores  de  ejército  en  campaña,  encabezados  des- 
de luego  por  un  jeneral,  que  habia  derrotado  á  su  predecesor,  i 
cuyo  único  título  al  mando  era  el  mismo  que  tiene  á  la  propie- 
dad de  una  cosa  el  que  la  arraaca  de  otras  manos.  Esta  espolia- 
cíon,  sin  embargo,  no  lo  era  respecto  délos  antiguos  poseedores, 
sino  del  dueño  primitivo,  el  pueblo,  sobre  quien  se  ha  domina- 
do abusando  de  su  timidez,  i  su  ignorancia,  ó  sea,  su  exajerada 
veneración. 

Sobre  este  sentimiento,  que  moderado  es  la  garantía  del  or- 
den, i  cscesivo  es  la  base  del  despotismo,  se  ha  sustentado  el 
eaudillsge  de  Bolivia,  que  data  verdaderamente  de  los  primeros 
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años  de  su  existencia.  La  guerra  de  emancipación  se  hizo,  t^nto 
por  los  españoles  como  por  los  patriotas ,  forzando  á  la  masa  de  ' 
los  indíjena:3  á  combatir  por  una  causa  que  no  comprendían;  i 
así  es  que  pasaban  de  unas  á  otras  huestes,  ya  como  reclutados, 
ya  como  prisioneros,  sin  aumento  ni  disminución  de  su  cdo^  que 
no  era  sino  el  temor  de  faltar  á  la  disciplina. 

Cierto  es  que  en  todas  las  colonias  españolas  fué  al  principio 
iadiferente,  cuando  no  hostil, ala  causa  de  la  independencia,  ia 
masa  inferior  de  la  poblaciones.  Pero  en  algunas  de  ellas,  como 
Noe?a  Granada,  Venezuela  i  Chile,  las  peripeeiaa  de  la  guerra 
dieron  ocasión  á  que  los  españoles  desplegasen  toda  su  esquisita 
crueldad,  no  tan  solo  respecto  de  los  principales  patriotas,  sino 
lo  que  era  aún  más  impolítico,  sobre  el  proletario  mismo,  que 
por  este  medio  llegó  á  vislumbrar  de  qué  lado  tenia  menos  que 
temer,  i  por  ello  tomó  decididamente  partido  con  los  |>atriota8. 

No  sucedió  asi  en  el  Alto  i  Bajo  Perú,  donde  la  guerra  se  hizo 
comparativamente  de  un  modo  conforme  á  las  prácticas  de  la 
civilización,  debido  en  parte  al  carácter  personal  de  los  jefes  es* 
pañoles,  i  en  parte  á  que  la  contienda  tocaba  á  su  fin,  i  no  po- 
día ocultárseles  la  inutilidad  i  el  peligro  de  bárbaras  venganzas. 
Por  consiguiente,  la  base  de  los  ejércitos,  que  siempre  era  en  su 
mayor  parte  la  población  indíjena,  no  tuvo  motivos,  perceptibles 
á  su  escasa  intelijencia,  para  preferir  la  una  á  la  otra  de  las 
causas  que  lidiaban.  I  mas  tarde,  en  la  época  independiente»  ha 
continuado  con  igual  indiferencia  sirviendo  de  escabel  á  todos 
los  ambiciosos  jeneralés,  que  aspiraban  al  mando  supremo,  i  en 
cuya  omnipotente  voluntad  se  resumía  toda  la  organización  más 
ó  menos  complicada  que  se  apellidaba  gobierno. 

Bien  se  ve  por  aquí  cuan  débil  base  ofrecía  la  condición  social 
de  Bolivia  para  constituir  un  gobierno  republicano,  democrático 
i  representativo  por  la  elección.  Era,  sin  embargo,  la  tendencia 
jeneral  de  Hispano-América,  i  el  único  camino  para  llegar  más 
ó  menos  temprano  á  la  preparación  de  las  masas.  Consultar  su 
presente  condición,  sin  agravarla  ó  perpetuarla  por  instituciones 
demasiado  conservadoras ^  era  el  doble  problema  encomendado 


358  REPÚBLICA  DE    BOLIVIA 

á  la  soludon  de  los  estadistas  bolivianos.  Desgraciadamcnlc,  á 
la  natural  dificultad  de  semejante  problema  vino  á  a;*rogarsc  rl 
predominio  militar,  que  lo  resolvia  de  un  modo  propio  suyo,  In 
dictadura  :  sistema  precario,  on  que  todo  pende  del  earácter  per- 
sonal del  caudillo  apoderado  del  mando. 

Dajo  el  amparo  de  estos  jefps,  que  por  medio  de  sus  soldados 
gobernaban  despóticamente  la  tierra,  los  liombres  públicos  de 

*  Bolivia  han  logrado  presentar  al  mundo  conslitueiones  escritas, 
que  casi  no  ban  hecho  sino  dorar  ó  disfrazar  la  dictadura  de  los 
caudillos  militares,  verdaderos  detentadores  del  poder  público. 
Los  unos  miraban  en  (ales  instrumentos  cierta  valla  puesta  ai 
despotismo,  á  modo  de  fantasma  evocado  para  intimidar  á  los 
gobernantes  con  una  opinión  pública  débil,  pero  no  muerta.  Los 
otros  acept'ah<in  la  regla,  no  tcmto  para  seguirla,  como  para  te- 
ner en  ella  titulo  que  garantizase  la  posesión  del  mando. 
Una  de  tantas  constituciones  es  la  de  1871,  que  vamos  á  co- 

<  mentar.  En  su  estructura  jeneral,  i  aun  literalmente  en  muchos 
de  sus  artículos,  se  asemeja  á  la  espedida  diez  años  antes,  como 
la  de  1868  se  asemejaba  á  la  de  1861 .  Pudiera  decirse  que  cada 
par  lo  es  respectivamente  de  hermanas  jemelas ;  lo  que  deja  per- 
cibir que  tras  los  caudillos-presidentes,  algunos  de  los  cuales  no 
habrían  podido  entender  la  diferencia  entre  dos  cualesquiera  de 
las  constituciones  bolivianas,  se  ocultan  dos  escuelas  de  repúbli- 
cos, cuyos  sistemas  políticos  alternan,  preponderando,  ya  en 
uno,  ya  en  otro,  de  los  instrumentos  sancionados. 

Asimilase,  como  dijimos,  al  de  1861  el  que  va  á  ocuparnos; 
pero  difiere  levemente  en  algunas  cláusulas.  Apártase  muchísimo 
ésta  del  tenor  común  de  las  constituciones  b¡S|)ano-americanas, 
i  seria  inadecuada  aun  para  sociedades  más  avanzadas  que  Boli- 
via. Colocando  el  poder  lejislativo  en  una  sola  asamblea  elejida 
por  el  sufrajio  directo  de  los  ciudadanos,  se  hallaría  formulada 
según  la  teoría  de  la  escuela  ultra-democrática  francesa ,  si  al  propio 

^  tiempo  dejara  al  sufrajio  toda  la  estension  que  esa  escuela  le 
atribuye,  i  además  hiciera  derivaí*  el  poder  ejecutivo  de  la  misma 
asamblea  como  su  ájente  inmediato.  Lejos  de  esto,  da  al  presi- 
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denle  ó  encargado  del  poder  ejecutivo  igual  procedencia  que  á  la 
asamblea,  creando  asi  una  entidad  poderosísima  i  rival,  quoaea« 
hará  por  sobreponerse  á  aquella  corporación  aislada  éindcFen^, 
Prescindiendo  de  sus  defectos  sustanciales,  que  aparecerán  más 
claramente  en  el  capítulo  que  sigue,  adolece  de  viciosa  redac- 
cion  en  muchas  partos.  Quizás  todo  considerado,  nos  decidiría- 
mos preferentemente  por  la  de  1868,  con  leves  modificaciones 
i  complementada  en  lo  relativo  á  ciudadanía,  miembros  del  con- 
greso i  municipalidades,  indiscretamente  abandonado  á  la  lei. 
¿Cuánto  tiempo  durará  en  vigor  la  que  ahora  estudiamos?  Lo 
que  dure  la  paciencia  del  jeneral  más  deseoeo  de  trepar  al  po- 
der. Como  quiera,  la  hemos  insertado,  con  las  interpretaciones  i 
esplicacioncs  que  ha  recibido  hasta  1874,  á  riesgo  de  verla  su- 
primida antes  de  presentarla  á  nuestros  lectores. 


OBSERVACIONES  PARTICULARES 


Relijion.  El  estado  recoDoce  i  sostiene  la  relijion  católica, 
apostólica,  romana,  dice  la  primera  parte  del  art.  2.^.  Enteo- 
demos  un  poco  lo  que  quiere  significarse  por  sostener  la  relijion 
católica ;  pues  se  trata,  bien  de  la  protección  que  le  dispensa  el 
gobierno,  bien  de  las  contribuciones  ó  de  los  gastos  públicos 
autorizados  para  costear  su  culto.  Pero  qué  ha  querido  espresarse 
por  reconocer  la  relijion,  no  lo  entendemos  absolutamente.  Mu- 
cho más  clara  es  la  segunda  parte  del  articulo,  pues  prohibe  el 
ejercicio  de  todo  culto  distinto  del  católico,  escepto  en  las  colo- 
nias que  se  formaren  en  lo  sucesivo.  Alúdese  probablemente  á 
colonias  posibles  de  estranjeros  sobre  los  grandes  rios  navegables 
de  Bolivia,  i  que  acaso  ni  se  inicien  siquiera  en  algunas  jenera- 
cienes. 

Por  lo  visto  aquella  república  se  quedará  atrás  aun  de  España 
en  punto  á  tolerancia  relijiosa,  establecida  allí  desde  que  cayó 
Isabel  II,  i  conservada  mal  ó  bien  en  la  novísima  constitución 
de  1876  (art.  11).  Inútil  es  discurrir  sobre  esta  materia,  enqac 
las  masas  ignorantes  i  fanáticas,  azuzadas  por  un  clero  miope,  que 
teme  la  competencia  de  otros  cultos,  toman  siempre  activa  parte, 
contrariando  las  buenas  disposiciones  de  los  hombres  ilustrados? 
á  quienes  su  mismo  voto  lleva  á  las  cumies  del  cuerpo  lejislalivo. 
Inútil  aún  más,  si  la  ignorancia  i  el  fanatismo  cunden  entre  los 
mismos  lejisladores;  pues  entonces  toda  esperanza  debe  relegarse 
á  tiempos  futuros  de  ilustración  i  de  benevolencia. 

¿Para  qué  demostrar  que  la  tolerancia  relijiosa  tiene  su  mojor 
apoyo  en  la  doctrina  i  la  conducta  del  fundador  del  cristiauismo? 
¿  Para  qué  presentar  como  prueba  de  sus  buenos  resultados  práe- 
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ticos  el  brillo  i  la  pureza  de  ese  mismo  catolicismo  que  Bolivia 
invoca,  en  los  países  donde  tiene  ante  si  numerosas  sectas  con- 
trarias que  espian  á  sus  ministros  i  sus  afiliados?  ¿Para  qué  con- 
trastar con  el  catolicismo  deFrancia,  Bélgica,  Inglateria  i  los  Es- 
tados Unidos,  donde  tiene  rivales  con  quienes  competir,  el  cato- 
licismo de  España,  Portugal,  Italia  i  la  América  latina,  donde  su 
misma  posesión  csclusiva  de  los  espíritus  conduce  á  la  corrup- 
ción? En  cuestiones  en  que  se  mezcla  el  sentimiento,  la  pasión, 
de  nada  sirven  las  demostraciones.  Quede  al  tiempo  la  tarea  de 
esparcir  la  luz,  i  con  ella  la  fraternidad,  bases  necesarias  de  la 
tolerancia. 

Aquí,  como  en  todo  lo  grave,  tiene  de  haceise  el  camino  por 
insensible  graduación.  AI  auiorizar  la  libertad  de  cultos  en  las 
colonias,  la  constitución  boliviana  ha  dado  un  primer  paso,  que 
consiste  en  familiarizar  los  espíritus  anublados  con  la  posibilidad 
de  prácticas  que  ayer  desechaban  como  abominables  en  toda  cir- 
cunstancia. Mañana  quizás  se  permita  el  ejercicio  público  de  los 
cultos  cristianos,  en  edificios  modestos  sin  forma  esterior  de 
templo ;  i  diez  años  más  tarde  quede  suprimida  aun  esa  condi- 
ción, recibiendo  esta  reforma  los  aplausos  de  todos  los  hombres 
ilustrados.  Asi  se  procedió  en  Nueva  Granada,  hoi  Estados  Uni- 
dos de  Colombia.  La  primera  concesión  arrancada  al  fanatismo 
se  deslizó  en  un  tratado  público,  que  permitió  á ministros  estran- 
jeros  rjercer  su  culto  en  capillas  destinadas  al  efecto;  más  tarde 
se  estendió  el  permiso  á  las  ceremonias  relijiosas  en  los  cemen- 
ierios  no  católicos;  después  se  proclamó  la  libertad  de  cultos, 
manteniéndose  la  protección  al  catolicismo;  i  últimamente  se  de- 
cretó la  absoluta  independencia  entre  si  de  los  asuntos  civiles  i 
relijiosos,  i  la  garantía  de  toda  creencia  i  de  todo  culto  sobre  la 
l>ase  de  completa  igualdad.  Acaso  se  saltó  una  etapa  en  la  evolu- 
ción, i  hoi  se  recojen  los  amargos  frutos  de  una  libertad  prema- 
tura. Festina  lente  es  un  principio  tan  aplicable  á  la  yida  social 
como  á  la  privada. 

Derechos  i  GAnAKTÍAs.  —  Algunos  de  los  espresados  en  la  sec- 
ción 2/  deben  ser  definidos  por  la  lei  según  los  artículos  res[)ec- 
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tivos,  i  como  definir  es  establecer,  la  leí  en- definitiva  ferá  quiep 
los  haga  reales  ó  los  anule,  no  obstante  la  precaución,  á  nueáro 
juicio  ineficaz,  tomada  por  elart.  32.  Comprendemos  enlrc  ellos 
el  derecho  de  entrar  i  permanecer  en  el  territorio,  ó  salir  de  el, 
que  confiere  el  art.  4.°,  sin  otras  restricciones  que  las  estable- 
cidas por  el  derecho  internacional.  El  universal  ó  común  á  todos 
los  pueblos,  nada  ha  dicho,  como  debiera,  sobre  este  punto  ini- 
portante  ;  pues  deja  á  la  lejislacion  de  cada  país  el  limitar  como 
á  bien  tenga  la  admisión  de  los  estranjeros.  Es  el  derecho  inter- 
nacional doméstico  el  que,  á  lo  menos  t^^óricamente,  determina 
las  condiciones  con  que  se  da  entrada  al  estranjero  ;  i  como  esc 
derecho  no  ci  sino  la  lei,  es  á  ella  á  quien  se  refiere  yirtualmentc 
el  citado  art.  4.^. 

En  jencral  los  derechos  civiles  espresados  en  la  sección  2.'  se 
hallan  mejor  concebidos  que  en  las  precedentes  constituciones, 
i  es  poco  lo  que  sobre  ellos  tenemos  que  observar.  Si  fuesen  tan 
positivos  en  la  práctica  como  aparecen  sobre  el  papel,  Bolivia 
podría  jactarse  de  ser  un  país  libre.  No  estarán  por  demás,  sin 
embargo,  algunas  reflexiones  sobre  uno  que  otro  de  esos  de- 
rechos. 

1.**  Libertad  de  imprenta.  —  Tomado  literalmente  elart.  12 
de  la  constitución  anterior,  hubiérase  dicho  que  la  estableció 
casi  tan  absoluta  como  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  puesto 
que  no  exijió  otra  condición  que  la  de  firmar  los  escritos.  No  era 
ése  probablemente  el  sentido :  pero  en  todo  caso  la  nueva  coasti- 
tucion  (art.  2.*^)  da  lisa  i  llanamente  el  derecho  de  publicar  los 
pensamientos  sin  previa  censura.  Aunque  nada  más  dice,  no 
puede  dudarse  que  los  escritores  son  responsables  del  abuso  de 
la  prensa,  i  que  se  les  juzga  por  jurados,  según  se  advierte  del 
inciso  14,  art.  89.  Es  lo  que  ordinariamente  se  observa  en  los 
paises  que  se  reputan  más  avanzados;  i  aun  en  algunos,  como 
Francia,  los  tales  abusos  se  corrijen  por  tribunales  de  policía, 
sumisos  al  gobierno.  A  nuestro  modo  de  ver,  el  abuso  está  en 
hacer  materia  de  juicio  lo  que  no  puede  serlo  por  la  naturaleza 
de  las  cosas.  Tratándose  de  ataques  al  gobierno,  la  represión  es 
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carüi  blanca  para  la  arbitrariedad,  i  un  poderoso  estimulo  para 
las  conspiraciones,  que  no  son  temibles  sino  cuando  no  trascien- 
den por  la  prensa.  Sobre  la  inmoralidad  ó  la  írrelijiosidad  de 
los  escritos  ¡  qué  campo  para  la  preocupación,  el  capricho,  la 
liipocrcsia,  las  miras  individuales  ó  de  seda !  Respecto  de  la  vida 
privada,  i  en  tanto  que  la  prensa  denuncie  lo  que  la  sociedad  no 
tiene  interés  en  conocer,  todos  se  hallan  interesados  en  conde* 
narlo,  i  la  reprobación  universal  es  un  medio  más  eficaz  de  re- 
presión que  las  controversias  judiciales. 

La  Hbertad  absoluta  de  la  prensa,  ó  sea,  su  irresponsabilidad 
ante  la  lei  es  tanto  más  necesaria,  cuanto  no  es  posible  coartar 
el  abuso  sin  limitar  el  buen  uso.  El  jurado  mismo  no  inspira 
confianza  de  que  sólo  las  publicaciones  realmente  nocivas  sean 
proscritas.  No  hai  ni  puede  haber  regla  de  criterio  para  calificar 
los  escritos;  i  aún  procediendo  de  buena  fo,  el  jurado  puede  es- 
traviarse  por  la  pasión  ó  por  las  preocupaciones  de  la  actualidad. 
Como  las  graduaciones  i  las  formas  del  pensamiento  son  infinitas, 
la  lei  se  abstiene  de  entrar  en  definiciones  de  los  abusos  que 
ahstraetamente  señala.  Deja  esa  incumbencia  al  tribunal,  que 
por  tomismo  se  convierte  en  lejislador  ex  post  facto^  ó  sea,  que 
empieza  por  dar  la  lei  sobre  un  hecho  sucedido,  para  aplicarla 
iomediatamente  como  juez.  Este  procedimiento  abre  un  campo 
ilimitado  á  la  arbitrariedad,  al  capricho  i  al  sentimiento  de  jueces 
irresponsables,  i  esplica  las  constantes  i  multiplicadas  anomalías 
con  que  se  distinguen  los  juicios  de  imprenla. 

Casi  todos  los  gobiernos  temen  la  libre  espresion  del  pensa- 
miento por  la  imprenta;  pero  en  realidad  ella  es  una  garantía 
para  los  mismos  á  quienes  espanta.  Al  paso  que  desempeña  los. 
oficios  de  válvula  de  seguridad,  dando  espnnsion  i  solaz  al  ánimo 
sobrecargado  de  peligrosa  pasión,  ilustra  á  los  gobiernos  sobre  el 
estado  de  la  opinión  pública,  i  les  muestra  el  lado  vulnerable  de 
la  política  que  siguen.  Poquísimos  gobiernos  habrá,  si  es  que 
hai  alguno,  que  no  procedan  de  buena  fe,  por  más  tiránicos  que 
se  les  represente.  I  siendo  eso  asi,  ¿qué  más  pueden  apetecer  sino 
orientarse  en  las  necesidades,  en  los  deseos  i  hasta  en  los  capri- 
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chos  del  pueblo  sobre  que  ejercen  su  autoridad?  ¡I  qué  medio 
más  propio  que  la  absoluta  é  irrespoasable  espresion  de  todas  las 
opiniones  por  la  impreqta? 

Cuando  se  hallan  ligados  á  un  sistema  relíjioso  esclusi?o,  pres* 
tan  asimismo  los  gobiernos  su  sanción  al  sacerdocio  para  pros- 
cribir la  emisión  por  la  prensa  de  las  ideas  que  pugnen  con  la 
relijion  favorecida.  De  este  modo  las  creencias  políticas  i  relíjio- 
sas,  las  instituciones  vijentes  i  aun  las  preocupaciones  mis 
absurdas  reciben  un  sello  de  infalibilidad,  desmentido  por  la  his- 
toria, que  tantos  cambios  rejistra  en  las  opiniones  más  acredi- 
tadas sobre  política,  relijion  i  aun  moral.  Si  las  ciencias  queá 
estos  objetos  se  refieren  están  aún  por  formarse;  si  los  sistemas 
ocupan  el  lugar  de  aquéllas  i  nada  tienen  de  universales  ó  inhe- 
rentes á  la  naturaleza  humana  en  jencral;  si  aun  esta  misma  na- 
turaleza i  el  criterio  que  ella  determina  sufren  alteraciones  con 
'  los  climas,  las  razas  i  los  tiempos,  ¿  quién  podrá  concienzuda- 
mente arrogarse  el  poder  de  condenar  i  punir  opiniones  sinceras, 
lanzadas  á  la  discusión,  que  es  su  mejor  piedra  de  toque? 

Si,  la  absoluta  libertad  de  imprenta,  comparada  por  un  emi- 
nente jurista  inglés  con  la  lanza  de  Telefo,  cura  las  heridas  que 
hace,  saliendo  al  encuentro  del  error  que  ella  misma  propala, 
desarmándolo  por  la  publicidad,  i  reduciendo  á  su  menor  espre- 
sion los  peligros  que  pudiera  acarrear.  No  hai  error  más  peli- 
groso que  aquél  contra  el  cual  no  puede  emplearse  el  antidoto  de 
los  errores,  la  verdad  por  la  demostración ;  i  á  esa  clase  perte- 
necen los  que  huyendo  de  una  publicidad  en  que  hallarían  pena 
i  no  luz,  se  esconden  en  la  oscuridad,  donde  siempre  hai  objetos 
á  su  alcance,  aumentados  quizás  por  la  simpatía  que  acompaña  á 
la  persecución. 

Análogas  observaciones  pudieran  hacerse  sobre  los  €tbu8as  de 
la  prensa  que  no  ofenden  sino  la  vida  privada.  Son  instrumen- 
tos cortantes,  cuyo  filo  se  aguza  en  las  tinieblas  del  secreto,  i  se 
gasta  con  la  publicidad,  como  si  la  luz  les  fuese  contraría.  Tanta 
es  la  indiferencia  que  llega  á  prevalecer  sobre  los  ataques  indig- 
nos ó  cxajerados  de  la  prensa,  que  nadie  puede  temer  por  su  re- 
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putacion,  cuando  las  imputaciones  no  son  de  licclios  criminosos 
i  acompañados  de  pruebas  concluyentes. 

2.^  Seguridad  personal.  Es  objeto  delart.  5/,  i  se  halla  bien 
definida,  aunque  con  cierta  latitud,  que  probablemente  no  ha 
querido  dársele.  Según  su  tenor  literal,  prohibiría  el  servicio 
militar  forzado  por  el  medio  déla  conscripción.  Estaraos  persua- 
didos de  que  no  es  su  objeto,  i  se  descubre  prontamente  al  leer  el 
inciso  8.®  del  art.  89,  el  cual  atribuye á  las  municipalidades  hacer 
d  repartimiento  de  los  reemplazos  para  el  ejército,  que  hubieren 
cabido  á  su  respectivo  territorio  con  arregle  á  la  lei  de  conscrip- 
ción. Queda  por  lo  mismo  ese  medio  no  tan  sólo  de  ser  detenido 
sin  haber  cometido  delito,  sino  de  prestar  por  largo  tiempo  un 
servicio  personal  forzado,  que  no  se  ha  impuesto  por  sentencia 
legal,  i  que  prohibe  el  art.  17. 

'¡^Pena  capiícd.  Elimínase  por  el  art.  H,  escepto  en  los  de- 
litos de  asesinato,  parricidio  i  traición  á  la  patria,  entendiéndose 
por  traición  la  complicidad  con  los  enemigos  estcríores.  Las  dos 
primeras  escepciones  son  dictadas  por  la  odiosidad,  es  decir,  la 
antipatía  que  tales  delitos  despiertan  en  el  espíritu  gobernado 
por  el  sentimiento  de  la  venganza.  No  es  la  filosofía  ni  la  ciencia 
quien  por  la  muerte  trata  de  anonadar  un  objeto  aborrecible  en 
vez  de  investigar  si  puede  aprovecharlo,  correjirlo  i  darle  oca- 
sión al  arrepentimiento.  No  son  ellas  quienes  talionan  para  sola- 
zarse con  el  pensamiento  de  que  un  gran  mal  ha  sido  compen- 
sado con  otro  gran  mal,  en  vez  de  atenuar  el  segundo,  ya  que 
uo  puede  subsanarse  el  primero ,  hasta  donde  sea  compatible 
con  la  impresión  moral  que  se  busca  en  los  espectadores  para 
disuadirlos  de  una  funestn  imitación.  Son  las  pasiones  malévolas 
disfrazadas  con  el  manto  de  la  justicia;  deidad  á  quien  el  hombre 
rinde  un  culto  puramente  abstracto,  i  á  quien  confunde  á  menudo 
con  sus  propias  i  estraviadas  percepciones. 

La  tercera  escepcion  del  art.  11,  ó  sea  la  traición  á  la  patria, 
tal  como  allí  se  deGne,  tiene  un  alcance  que  probablemente  no  ha 
querido  dársele,  i  se  presta  á  muchas  injusticias  calificando  como 
un  odioso  crimen  contra  la  patria^  lo  que  no  es  sino  hostilidad 
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de  partido.  Por  más  que  se  diga,  la  traición  á  la  patri»»  ligándose 
á  los  enemigos  cstcriorcs  de  eUa,  es  para  nosotros  tan  improba- 
ble como  era'  para  Solón  el  parricidio.  En  todos  los  casos  en  que 
un  ciudadano  aparece  dando  su  apoyo  á  enemigos  esteríore?, 
no  es  á  su  patria  á  quien  se  propone  combatir,  sino  á  su  gobierno, 
tal  vez  usurpador,  ó  al  circulo  apoderado  de  la  cosa  pública  ó  á 
individuos  iniluentes  que  la  manejan,  i  contra  los  cuales  se  ha 
armado  el  traidor.  El  sentimiento  que  le  guia  puedo  ser,  como 
.fué  en  Coriolano,  puramente  vindicativo  i  por  tanto  vituperable; 
pero  el  objeto  de  su  saña  no  es  la  patria,  no  son  sus  couciudada- 
nos  ni  el  suelo  en  que  respiró  á  la  vida  i  donde  recibió  sus  pri- 
meras impresiones  de  objetos  mui  amados.  Para  poner  un  ejem- 
plo tomado  de  la  misma  historia  de  Bolivia,  que  acreditará  la 
posibilidad  de  cometer  grandes  injusticias,  poniendo  en  manos 
de  los  partidos  un  arma  tan  peligrosa,  imajinemos  qué  suerte 
habrían  corrido,  bajo  la  fuerza  de  semejante  principio  como  el 
que  establece  su  actual  constitución  (i  las  dos  anteriores),  losbo- 
livanos  i  peruanos  que  aliados  á  Chile,  combatieron  la  Confede- 
ración Perú-Boliviana,  ó  sea  la  obra  del  jeneral  don  Andrés  San- 
tacruz,  si  en  vez  de  ser  vencido,  hubiera  éste  alcanzado  la  victo- 
ria en  Yungai.  El  mero  accidente  de  una  batalla  ganada  ó  |)er- 
dida  no  puede  hacer  de  un  ciudadano,  ya  un  buen  patriota,  ó  ya 
un  execrable  trai<lor.  La  moral  política  tiene  ó  debe  tener  otros 
fundamentos,  que  como  los  de  la  moral  privada,  se  tomarían  de 
la  naturaleza  de  las  acciones  i  no  de  su  buena  ó  mala  suerte. 

Ciudadanía.  En  la  misma  sección  2/,  titulada  derechos  i  ga- 
rantías, i  embutidos  entre  los  civiles,  se  hallan  los  derechos  polí- 
ticos, á  que  se  refieren  los  arts.  24  á  27.  Llámase  indistintamen- 
te ciudadano  al  nacional  por  oposición  al  estranjero,  i  al  que 
puede  sufragar  ó  ser  elejido  en  contraposición  al  que  no  puede. 
Esta  confusión  de  las  dos  ciudadanías  internacional  i  política  se 
observa  en  todos  los  artículos  citados.  Así,  por  ejemplo,  cuando 
el  inciso  1.**  del  art.  24  establece  que  la  residencia  de  cinco  años 
previa  inscripción  en  el  rejistro  cívico,  importa  haber  adquirido 
la  ciudadanía,  se  refiere  á  la  naturalización  ó  adquisición  déla 
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calidad  de  boliviano  por  quien  era  estranjero.  Los  otros  dos  inci- 
sos del  mismo  artículo  hablan  de  requisitos  para  la  ciuda- 
danía política.  Cuando  el  26  dice  que  los  derechos  de  ciudadanía 
se  pierden  l.^por  naturalización  en  pais  estranjero,  i  2.^  por 
condenación  á  pena  corporal,  reBérese  en  el  primer  inciso  á  la 
ciudadanía  internacional  i  en  el  2.®  á  la  política.  Pero  á  juzgar 
por  el  art.  25  la  ciudadanía  no  consiste  sino  en  elejir  i  ser 
elejihle.  Aunque  muí  lacónica  en  esta  parte  la  constitución  de 
1868,  hizo  mui  bien  en  su  sección  II  la  distinción  entre  bolivia- 
nos i  ciudadanos;  i  si  en  vez  de  reemplazarla  simplemente  en 
esa  parte  se  la  hubiera  complementado,  el  efecto  habia  sido  su- 
perior al  que  cualquiera  de  las  dos  constituciones  ofhece  separa- 
damente. 

Poder  lejislativo.  1  .*  Unidad.  A  pesar  de  los  términos  en  que 
5c  halla  i*edactado  el  art.  36,  el  poder  lejislativo  se  halla  sus- 
tancialmente  confiado  sólo  á  una  asamblea;  pues  la  intervención 
que  en  la  formación  de  las  leyes  tiene  el  consejo  de  estado  (ar« 
liculo  59)  es  mui  secundaria  para  decir  con  propiedad  que  ejerce 
accesoriamente  el  poder  lejislativo.  Aunque  la  constitución  an- 
terior encomendó  á  dos  cámaras  el  ejercicio  del  poder  ejecutivo, 
no  estableció  netamente  el  principio  déla  dualidad,  puesto  que 
en  varios  casos  (art.  47)  lejislaban  en  común,  i  en  otros,  aunque 
sólo  (los  (inciso  i.^  del  art.  5i  i  S.*"  del  56)  entendía  cada  una 
por  si  sola  en  determinado  asunto  materia  de  lei.  El  sistema  de 
dos  cámaras  que  funcionan  por  scpar  ado  sobre  unos  mismos  pro- 
yectos, i  que  no  se  reúnen  para  objetos  de  carácter  lejislativo, 
es  hoi  el  aceptado  jencralmente,  aun  por  los  republicanos  france- 
ces  que  no  pertenecen  á  la  escuela  radical  ó  intransijente. 

Oigamos  á  M.  Laboulaye  en  su<  Esludios  sobre  la  constitución 
de  los  Estados  Unidos,  traducción  de  don  Manuel  R.  García.  A 
la  páj.  21  i  siguiente  se  espresa  de  este  modo:  «  No  sé  de  qué 
sirve  la  cspcriencia,  i  casi  soi  de  la  opinión  de  aquél  que  pre- 
tendía que  la  csperiencia  aprovechaba  rara  vez  á  uno  mismo, 
pero  nunca á  los  demás.»  Durante  la  primera  revolución,  el  jiron- 
diuo  Burot  escribia  al  espirar:  «  quien  me  mata  no  es  Robes- 
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pieriH),  es  la  falta  de  otra  cámara.  »  Asi  veis  que  en  el  año  5  se 
trató  inmediatamente  de  crear  dos  cámaras.  Con  una  sola  tenéis 
que  temer  á  cada  momento  que  ésta  se  deje  arrastrar  por  sus 
pasiones.  ¿Qué  es  la  asamblea  única  que  puede  hacer  i  deshacer 
leyes,  votar  hoi  un  impuesto,  otro  mañana,  declarar  una  guerra 
con  un  sólo  voto^  según  el  capricho  de  un  diputado  corrompido 
tal  vez?  Es  la  arbitrariedad  ilimitada. 

ün  hombre  cualquiera  en  posesión  del  poder  supremo,  sabe 
que  no  puede  atreverse  á  todo,  teme  suscitar  pasiones  que  lo 
derrocarán,  tiene  que  obedecer  á  consideraciones  que  le  hacen 
moderar  su  despotismo,  piensa  en  la  historia,  en  su  responsabi- 
lidad ante  el  porvenir.  Pero  un  miembro  de  una  a$ambl,ca  ¿tiene 
acaso  alguna  responsabilidad  real,  algún  temor  del  voto  que 
emite?  El  gobierno  de  una  asamblea  única  es,  pued,  una  de  las  ^o^ 
mas  del  despotismo,  i  de  las  peores,  es  uno  de  esos  errores  enor- 
mes, que  son  increibles  para  los  que  han  estudiado  la  historia; 
pero  en  1848  se  quería  imitará  la  revolución,  se  copiaba  la  cons- 
tituyente para  naufragar  en  el  mismo  escollo. 

En  la  páj.  339  trascribe  las  siguientes  observaciones  de  Burot. 
«  Otro  error  no  menos  funesto  i  más  difícil  aún  de  desarraigar  del 
corazón  de  los  franceses,  es  el  de  rechazar  la  división  del  poder 
lejislativo  en  dos  cuerpos  separados  é  independientes.  El  pueblo 
ve  siempre  en  esto  la  restauración  de  la  nobleza,  i  escuchando 
más  al  odio  que  á  la  razón,  confunde  todas  las  ideas,  todas  las 
épocas,  i  no  encuentra  en  la  institución  más  sabia  sino  una  reje- 
neracion  de  preocupaciones  ¡.distinciones  que  lastiman  el oi^ullo 
chocándolos  principios  todos...  Me  parece  que  la  división  del 
lejislativo  es  de  una  naturaleza  idéntica  ala  del  gobierno  repre- 
sentativo. En  esta  forma  de  gobierno  se  trata  no  tanto  de  contar 
los  votos  como  de  pesarlos;  no  tatíto  de  manifestar  la  voluntad, 
jeneral  cuanto  de  impedir  que  no  se  manifieste. 

No  pueden  aplicarse  á  esta  forma  de  gobierno. las  máximas  de 
Rousseau;  — que  la  soberanía  es  indivisible^  que  la  voluntad  je^ 
nercU  es  inerrable^  —  porque  aquí  no  es  el  pueblo  en  masa  el  que 
manifiesta  su  voluntad,  sino  un  cuerpo  particular  elcjido  entre 
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los  ciudadanos  para  espresar  su  voluntad  supuesta.  Bien,  cuanto 
más  se  multiplican  los  medios  de  purificar  esas  voluntades  indi- 
viduales, más  se  vigoriza  su  resultado,  mayores  garantías,  mayor 
seguridad  liene  la  fe  pública,  i  más  se  robustece  la  conciencia  i 
la  seguridad  de  los  cindadauo.^.  I  si  los  diputados  se  han  desviado 
de  la  voluntad  jeneral,  si  sus  pasiones  los  han  seducido,  si  los  lia 
corrompido  el  interés  particular,  ¿  quién  podrá  entonces  rectifi- 
car sn  juicio,  defendemos  contra  sus  errores,  i  poner  freno  á  vo- 
luntades parciales,  seducidas  ó  estraviadas,  sin  sujeción  á  más 
reglas  que  aquéllas  que  ellas  mismas  se  impongan? 

«No  se  sabe  aún  cuánta  influencia  ejerce  la  unidad  de  la  ins- 
table lejislalura  sobre  la  funesla  fecundidad  de  este  cuerpo  que 
de  tres  anos  á  esta  parte  nos  trae  desolados,  que  se  alimenta  hoi 
mismo  de  vanidad,  fomentada  por  la  lijereza  del  carácter  francés 
i  por  la  muelle  ÍT)dolencia  del  pueblo  más  irreflexivo,  más  incons- 
tante i  más  maleable  de  la  Europa  toda.  Nada  digo  de  la  ambi- 
ción de  destruirlo  todo,  de  apoderarse  de  todo,  i  por  consiguiente, 
de  demoler  cada  vez  que  se  renueva  una  lejislatura:  ambición 
que  nace  necesariamente  de  un  gran  poder  único,  sin  equilibrio, 
ú  que  sostenido  por  la  opinión  popular,  deja  sentir  todo  su  peso 
i  no  sufre  se  le  modere.  ¿  Serán  siempre  estériles  nuestras  des- 
gracias ?  ¿  Nada  aprenderemos  del  pasado  ?  » 

Finalmente,  en  la  páj.  393  dice: «  Es  menester,  pues,  dividir  el 
poder  lejislativo  en  el  interés  de  la  democracia  i  en  el  interés 
de  la  libertad,  á  fin  de  que  ese  poder  sea  siempre  responsable 
ante  el  país  sin  quitárselo  á  los  electores. 

»  No  es  únicamente  contra  la  usurpación  i  la  tiranía  del  poder 
lejislativo  que  conviene  ponerse  en  guardia:  es  menester  resguar- 
darse también  contra  t-us  debilidades  i  sus  arranques.  Nada  más 
instable  que  una  asamblea  única  que  se  renueva  con  frecuencia. 
El  cambio  de  personas  trae  el  de  las  opiniones  i  la  perpetua  mu- 
tación de  las  leyes.  Las  asambleas  únicas  son  siempre  febriles  i 
contajian  al  país :  mirad  si  no,  lo  que  fué  la  convención  i  cuánta 
asamblea  única  hemos  tenido:  una  ajitacion  constante.  El  tiempo, 
ese  elemento  necesario  de  toda  cosa  duradera ,  es  suprimido  por 

24 


970  REPÚBLICA   DE  BOLIViA 

manía  de  cambiar,  por  celüs,  por  impaciencia,  por  inquietud. 
Gomo  las  costumbres  oponen  á  esto  una  resistencia  invencible) 
se  derriba  todo  á  fuerza  de  sancionar  leyes.  Corrupíiisima repú- 
blica plurima  leges,  decta  Tácito;  cuanto  más  decae  una  repú- 
blica tanto  más  lejisla. 

»  Esta  instabilidad,  dice  HamiUon,  es  funesta  al  trabajo  regu- 
lar, al  espíritu  de  empresa,  es  el  reinado  del  ajio,  esa  industria  de 
un  pueblo  sin  porvenir.  Disminuyendo  la  seguridad  del  trabajo, 
del  capital,  de  la  propiedad  de  las  personas  mismas,  esta  per|)é- 
ua  movilidad  mina  los  cimientos  de  la  sociedad,  debilita  el  res- 
peto délas  institucionos,  la  adhesión  alas  leyes  i  al  gobierno,  sin 
los  cuales  no  existe  ni  estado  ni  patria. 

»E1  medio  único  de  impedir  la  usurpación  i  la  anarquía  con- 
siste, pues,  en  dividir  el  poder  lejislativo,  i  hacer  reinar  en  las 
asambleas  el  espíritu  de  continuidad  i  moderación.  Al  lado  de 
éstas  existen  otras  no  menos  importantes,  i  que  ejercen  una  in- 
fluencia más  directa  sobre  la  composición  de  la  segunda  cámara, 
ó  sea  del  senado,  como  se  denomina  en  América. 

»  ün  pueblo  vive  siempre  de  tradición;  puede  tener  ideas  nue- 
vas, nuevas  necesidades;  pero  no  es  dado  á  nadie  desligarse  de 
sus  antecedentes  personales,  i  mucho  menos  á  un  pueblo,  que 
es  una  colección  de  hombres.  Nosotros  no  podemos  trasformar- 
nos  bruscamente  de  la  noche  á  la  mañana,  rompiendo  nuestros 
vínculos  con  el  pasado.  Si  examinamos  en  qué  consiste  la  niayor 
parte  de  nuestras  ideas,  veremos  que  son  ideas  tradicionales,  que 
sirven  de  transición  á  otras  nuevas.  Vivimos  de  la  sucesión  de 
nuestros  antepasados,  i  como  dice  Leibnitz,  el  presente  es  hijo  del 
pasado  i  padre  del  porvenir. 

»  Ahora  bien,  ¿qué  es  lo  que  representa  los  elementos  tradicio- 
nales de  un  país  ?  No  puede  serlo  una  cámara  móvil,  nombrada 
por  corto  tiempo,  i  que  viene  á  hacer  triunfar  ideas  nuevas,  falsas 
ñrecuen  temen  te:  aceptar  una  sola  cámara  equivale  á  abandonarse 
al  reinado  de  las  pasiones.  Es  preciso,*  se  dice,  que  se  cumpla  la 
voluntad  del  pueblo  :  sf ;  pero  las  naciones,  lo  mismo  que  los 
hombres,  tienen  dos  especies  de  voluntad,   la  del  momento 
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presente  i  la  del  día  después,  que  es  la  razón.  Es  menester,  pues, 
dejar  á  las  naciones,  como  á  los  individuos,  el  tiempo  de  refle- 
xionar, i  éste  sólo  puede  darlo  un  examen  multíplice.  » 

Con  no  menos  lucidez  trata  la  materia  el  jurisconsulto  norte* 
americano  James  Kent  en  sus  famosos  Comentarios^  de  que  una 
parte  ha  traducido  el  señor  A.  Carrasco  Albano,  i  publicado  en 
Buenos  Aires  en  1865,  bajo  el  título  Del  gobierno  i  jurisprU' 
dencia  constitucional  de  los  Estados  Unidos.  Hé  aquí  el  frag- 
mento á  que  aludimos  i  que  se  lee  á  la  páj.  28  de  la  citada  tra- 
ducción, a  La  división  de  la  lejislatura  en  dos  ramos  separados 
é  independientes  se  funda  sobre  tan  obvios  principios  de  buena 
política,  i  está  tan  vivamente  recomendada  por  el  lenguaje  ine* 
quÍToco  de  la  esperiencia,  que  ha  obtenido  la  aprobación  jeneral 
del  pueblo  de  este  pafs.  Uno  de  los  grandes  efectos  de  esta  divi- 
sión de  la  lejislatura  en  dos  cámaras,  que  obran  separadamente 
i  con  poderes  coordinados,  es  destruir  Ids  malos  efectos  de  las 
repentinas  i  fuertes  oscitaciones  i  de  las  medidas  precipitadas, 
nacidas  de  la  pasión,  preocupación,  influencia  personal  é  intriga 
de  partido,  que  por  una  triste  esperiencia  se  ha  visto  que  ejercen 
un  poderoso  i  noc|.vo  influjo  en  una  sola  asamblea.  No  es  propio 
que  una  decisión  precipitada  anteceda  á  la  promulgación  de  una 
lei ;  ella  debe  ser  detenida  en  su  curso,  sometida  á  la  delibera- 
ción i  probablemente  á  la  revisión  critica  i  celosa  de  otra  asam- 
blea compuesta  de  hombres  reunidos  en  diferente  lugar  i  colo< 
cados  en  condiciones  mejores  para  evitar  las  preocupaciones  i 
eorrejir  los  errores  de  la  otra  cámara.  Las  lejisla turas  de  Pcn- 
!5ÍIvania  i  Jeorjia  se  componían  orijinariamente  de  una  sola  cá- 
mara. La  instabilidad  i  pasión  que  señalaron  sus  procedimientos 
fueron  muí  visibles  en  esc  tiempo,  i  motivo  de  mucha  animad^ 
venñon  pública ;  i  en  la  reforma  subsiguiente  de  sus  constitucio-^ 
nes  estaba  el  pueblo  tan  penetrado  de  este  defecto  i  de  los  ín* 
convenientes  que  habían  sufrido  á  causa  de  éf,  tjue  en  ambos 
estados  se  introdujo  un  senado.  Ningima  parte  de  la  historia  poli 
tica  de  la  especie  humana  está  más  llena  de  instructivas  leccione5 
sobre  este  asunto,  ó  contiene  más  evidentes  pruebas  de  la  facción  ^ 
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instabilidad  i  miseria  de  los  estados  bajo  el  dominio  de  una  sola 
asamblea  i  sin  freno,  que  la  de  las  repúblicas  italianas  de  la  Edad 
media,  que  surjieron  en  gran  número  i  con  deslumbrante,  aun- 
que transitorio  esplendor,  en  el  intér^'alo  entre  la  caida  de  los 
imperios  occidental  i  oriental  de  los  romanos.  Todas  ellas  fueron 
igualmente  mal  construidas,  con  una  asamblea  sola  i  sin  oonlra- 
peso  ;  también  fueron  igualmente  miserables,  i  todas  terminaron 
con  igual  ignominia. 

»  Muchos  escritores  especuladores  i  políticos  teóricos,  hacia  el 
tiempo  del  principio  de  la  revolución  francesa,  sorprendidos  con 
la  sencillez  de  una  Icjislatura  con  una  sola  asamblea,  dedujeron 
que  más  de  una  cámara  era  inútil  i  dispendiosa.  Esto  indujo  al 
presidente  Adams,  el  primero  de  este  nombre,  á  escribir  i  publi- 
car su  grande  obra  titulada  Defensa  de  la  constitución  de  los 
Estados  Unidos,  en  la  cual  vindica  con  mucha  sabiduría  i  habili- 
dad la  importancia  i  necesidad  de  la  división  de  la  lejislatura  en 
dos  ramos  i  déla  distribución  de  los  diferentes  poderes  del  gobierno 
en  distintos  departamentos.  El  revisó  la  historia  i  examinó  la  cons- 
trucción de  todos  los  gobiernos  mistos  i  libres  que  habian  exis- 
tido desde  los  más  remotos  tiempos,  á  fin  de  deducir  con  más 
certidumbre  i  fuerza  su  gran  verdad  práctica  de  que  las  asam- 
bleas simples,  sin  freno  ó  equilibrio,  ó  un  gobierno  con  toda  la 
autoridad  reunida  en  un  centro,  según  la  noción  de  M.  Turgot, 
eran  visionarias,  violentas,  intrigantes,  corrompidas  i  tiránicas 
dominaciones  de  mayorías  sobre  minorías  que  terminaban  uni- 
forme i  rápidamente  su  carrera  en  un  licencioso  despotismo. 

»  La  noción  visionaria  de  una  sola  cámara  de  la  lejislatura 
fué  llevada  á  la  constitución  que  adoptó  la  asamblea  nacional 
francesa  en  1791.  La  misma  naturaleza  de  las  cosas,  decíanlos 
desenfrenados  é  indijestos  políticos  de  esa  asamblea,  era  adversa  á 
toda  división  del  cuerpo  lejislativo,  i  que  asi  como  la  nación  que 
representaban  era  una,  asi  también  el  cuerpo  lejislativo  debía 
ser  uno  sólo  !  La  voluntad  de  la  nación  era  indivisible  i  del  mis- 
mo modo  debia  serlo  la  voz  que  la  pronunciara.  Si  hubiera  dos 
cámaras  con  un  veto  sobre  los  actos  de  cada  una  de  ellas,  se 
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Tcrian  reducidas  en  algunos  casos  á  una  perfecta  inacción. 
»  Por  medio  de  tales  raciocinios  la  asamblea  nacional  de  Fran- 
cia, que  se  componia  de  más  de  mil  miembros,  después  de  un 
corto  i  tumultuoso  debate,  votó  casi  unánimemente  porque  se 
desechara  la  proposición  de  una  alta  cámara.  Los  mismos  falsos 
i  viciosos  principios  continuaron  prevaleciendo  entre  los  teóricos 
de  ese  país,  i  una  sola  cámara  fué  igualmente  establecida  en  el 
plan  de  gobierno  publicado  por  la  convención  francesa  en  1795. 
La  instabilidad  i  violentas  medidas  de  esa  convención,  que  conti- 
nuó por  algunos  años  llenando  á  toda  la  Europa  de  asombro  i 
horror,  tendian  á  desplegar  en  una  fuerte  luz  las  miserias  de  un 
sólo  cuerpo  de  hombres  sin  contrapeso,  investido  con  todos  los 
poderes  lej isla tivos  del  estado.  Es  mui  posible  que  la  nación  fran- 
cesa hubiera  sido  precipitada  en  los  escesos  de  una  revolución 
aun  bajo  un  gobierno  mejor  organizado ;  pero  si  la  proposición  de 
M.  Lally  Tolendal  para  constituir  un  senado  ó  alta  cámara,  com- 
puesta de  miemblros  elejidos  vitalicios,  hubiera  prevalecido,  la 
constitución  habría  tenido  mucha  más  estabilidad,  i  probable- 
mente habría  sido  mucho  más  capaz  de  mantener  á  la  nación  en 
orden  i  tranquilidad.  Sus  propios  sufrimientos  enseñaron  al  pue- 
blo francés  á  escuchar  ese  oráculo  de  la  sabiduría,  la  esperíencia 
de  los  demás  países  i  edades,  i  lo  que  por  algunos  años  ellos 
habían  despreciado  enteramente,  entre  el  desorden  i  la  violen- 
cia de  esas  pasiones  de  que  estaban  inflamados.  Ningún  pueblo, 
decía  M.  Boissy  D'Aiíglas  en  1795,  puede  atestiguar  al  mundo 
con  más  verdad  i  sinceridad  que  los  franceses  los  peligros  inhe- 
rentes á  una  sola  asamblea  legislativa,  i  el  punto  hasta  donde  las 
facciones  pueden  estraviar  una  asamblea  sin  freno  ó  contrapeso. 
En  esta  virtud  encontramos,  que  en  la  constitución  siguiente  de 
1795  se  estableció  una  división  de  U  lejislatura,  i  se  introdujo 
un  consejo  de  ancianos  para  dar  estabilidad  i  moderación  al  go- 
bierno, i  esta  idea  de  las  dos  cámaras  nunca  volvió  á  ser  abando- 
nada después  (1).  » 

(1)    Lofuédesgractadamenfe/niohabio  sinoiina  cámara  en  Francia,  segunla  cons- 
titución deSI ,  cuanUoocurrió  ci  golpe  de  estado  en  2  de  diciembre  del  mismo  año. 
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2/  Formación  de  la$  cámaras.  No  basta  dividir  el  cuerpo 
lejisldtivo.  Es  preciso  guardar  consecuencia  ni  principio  de  la 
división,  i  no  se  guarda  cuando  las  cámaras  se  reúnen  en  una 
sala  para  deliberar,  ó  sólo  votar  los  proyectos  antes  discutidos, 
ni  cuando  se  organizan  de  una  manera  igual.  Sobre  la  manera 
de  componer  respectivamente  las  dos  cámaras,  traacribiremos  lag 
ideas  de  algunos  publicistas  notables.  Colmeiro,  en  su  Derecho 
comtüucional  de  la»  repúblicas  »ud-americanü$^  álapáj.  191 
se  espresa  así :  a  Cuando  los  gobiernos  descansan  en  el  principio 
do  la  soberanía  nacional,  tanto  la  cámara  de  representantes  como 
la  de  senadores,  significan  la  intervención  del  pueblo  en  los  ne* 
goeíos  públicos,  i  sólo  se  distinguen  por  su  diferente  organiía- 
oion  i  por  la  índole  de  sus  facultades. 

»  La  cámara  popular  se  compone  de  los  elementos  más  m^ 
víbles  de  la  sociedad,  i  en  ella  se  refujian  las  ideas  avanzadas,  laa 
pasiones  ardientes,  los  intereses  nuevos,  i  todo  lo  que  conitituje 
el  amor  á  la  novedad  i  la  sed  incstinguible  do  reformas.  Parí 
que  responda  á  su  instituto  debe  procurarse  que  su  composicioo 
sea  democrática  por  escelencia  ;  porque  no  de  otro  modo  le 
lograrían  las  ventajas  de  un  gobierno  conciliador  del  orden  eon 
la  libertad , 

a  No  bai  ningún  medio  de  constituir  la  cámara  popular,  fuera 
de  la  elección  libra  del  pueblo  llamado  por  la  leí  i  ejercer  loi 
derechos  políticos  en  la  ocasión  más  solemne  de  la  vida.  Aouile 
á  las  urnas,  deposita  el  sufrajío,  i  nombra  según  su  conciencia 
la  persona  que  debo  llevar  su  mandato  al  cuerpo  lejislativo, 
dondo  se  moderan  los  poderes  del  e.  tado,  se  aplauden  ó  ceniuran 
los  actos  del  ejecutivo,  se  dictan  reglas  de  administración  i  justi* 
cía,  se  otorgan  impuestos,  se  organiza  la  fuerza  de  mar  i  tierra, 
^e  examinan  los  tratados  de  paz  i  comercio,  i  en  fin,  se  da  m* 
pulso  á  toda  la  máquina  del  gobierno... 

»  La  duración  del  cargo  de  diputado  (páj.  198)  debe  ser  tal 
que  responda  á  la  necesidad  de  dar  asiento  al  gobierno  i  á 
la  movilidad  continuado  la  opinión.  Una  cámara  popular  envejece 
con  el  tiempo,  i  convieno  quo  dcí^nparezea  de  la  escena  política 
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para  dar  entrada  á  otra  llena  de  juventud  i  lozanía.  Los  pueblos 
Tañan  de  idcaa  é  intereses,  i  la  representación  nacional  no  es  ver** 
dadera  ni  poderosa,  sino  en  cuanto  refleja  el  estado  de  la  socie- 
dad. Las  elecciones  mui  frecuentes  turban  el  sosiego  de  los  ciu- 
dadanos, los  apartan  del  trabajo,  los  preocupan,  i  despiertan  lais 
pasiones  dormidas.  Las  elecciones  mui  raras  contribuyen  á  per- 
petuar los  hombres  en  el  poder,  á  multiplicar  i  arraigar  los  abu- 
sos en  el  gobierno,  á  resignarse  con  la  obediencia  pasiva  i  per^ 
der  los  hábitos  de  libertad.  » 

En  cuanto  á  la  otra  cámara»  destinada  á  contrapesar  los  arran- 
ques de)  ramo  popular  de  la  lejislatura,  dice  lo  siguiente  el  mis- 
mo escritor  (pájs,  211  i  219).  a  La  cámara  alta,  aristocrática  6 
senado,  representa  las  ¡deas  é  intereses  conservadores  de  la  socie* 
dad,  i  airve  para  moderar  el  ardor,  muchas  veces  escesivo,  de-la 
cámara  popular.  Los  pueblos  fluctúan  entre  la  novedad  i  la  Ira» 
dicion ;  porque  lo  presente  es  el  tránsito  necesario  de  lo  pasado 
A  lo  venidero,  i  lo  que  fué  no  puede  trocarse  en  lo  que  debe  ser 
en  un  sólo  instante,  ni  las  cosas  mudar  de  natur^üe^a  en  un 
punto,  Loa  hechos  sociales  se  trasforman  con  lentitud,  i  basta  la 
tena;  resistencia  de  los  hábitos  adquiridos  muestra  que  todo  es 
paulatinamente  progresivo,  asi  en  el  orden  ñsico  como  en  el 
moral.  La  cámara  alta  debe  tener  una  significación  distinta  de  la 
popular,' para  que  haya  dos  voluntades  en  el  gobierno,  que  mu- 
tuamente se  conformen,  i  no  una  voluntad  sola  dividida  en  dos 
partes..,  Una  cámara  alta  sin  condiciones  de  duración,  de  au« 
iorídad  i  firmexa,  es  la  repetición  de  la  cámara  popular;  una 
rueda  inútil  de  la  máquina  del  estado.  Entorpece  i  no  regula  el 
movimiento ;  suieita  obstáculos  i  no  tiene  fur rxa  para  vencerlos,  a 

De  Laboulaye,  obra  antes  citida,  páj.  407|  tomamos  este  frag» 
mentó ;  a  Asi,  pues,  tanto  en  Inglaterra  como  en  América  i  como 
en  Roma,  se  ha  establecido  este  escclente  principio:  es  preciso 
que  la  aristocracia  natural  del  pais  tonga  el  puesto  que  le  corros* 
ponda ;  un  país  no  se  halla  bien  gobornadov  sino  cuando  tiene  por 
jefes  á  sus  hombres  más  eapaoes  i  distinguidos,  fin  Inglaterra  los 
senficios  de  la  nueva  aristocracia  prot^en  i  defiendan  á  la  aris» 
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tocrcicia  hereditaria :  en  América  no  se  conoce  la  úllima ;  pero 
hai  grandes  nomtres  que  se  lian  formado  de  por  si,  i  son  verda- 
deros jefes  de  la  opinión.  Para  que  no  se  hagan  peligrosos,  para 
que  pongan  su  jenio  ó  su  talento  á  la  orden  de  su  país,  se  les 
envia  al  senado.  Hé  aqui  el  principio  aceptado  por  la  constitu- 
ción de  los  Estados  Unidos  :  ella  ha  hecho  del  senado  una  aris- 
tocracia electiva.  No  se  encuentra  en  él  ninguna  envidia  mez- 
quina, que  impida  elevarse  en  la  vida  política  á  todo  hombre  que 
se  haya  distinguido  en  la  sociedad,  i  que  califica  su  elevación 
con  el  nombre  de  triunfo  de  la  democracia.  » 

Últimamente,  Stuart  Mili,  en  su  obra  titulada  El  gobierno  re- 
presentativo, traducción  de  don  Florentino  González,  á  la  páj.959 
se  espresa  de  este  modo:  a  De  todos  los  principios,  sogun  los  cua- 
les se  puede  constituir  un  cuerpo  sabiamente  conservador,  des- 
tinado á  moderar  i  reglar  el  ascendiente  democrático,  me  parece 
que  el  mejor  es  el  que  habia  servido  de  base  al  senado  i*oniaDO, 
cuerpo  el  más  prudente  i  más  sagaz  que  haya  jamás  administrado 
los  negocios  públicos.  Los  defectos  de  una  asamblea  democrá- 
tica, que  representa  al  público  en  jeneral,  son  los  defectos  del 
público  mismo :  la  falta  de  educación  i  de  saber.  Lo  que  se  nece- 
sita para  poner  remedio  á  esto,  es  asociarle  un  cuerpo  cuyos  raír 
gos  característicos  serian  la  educación  especial  i  el  sab^r.  Si  una 
cámara  representa  el  sentimiento  popular,  la  otra  debería  re- 
presentar el  méríto  personal.  "  obado  i  garantido  por  serTÍcios 
públicos  reales,  i  fortificado  por  la  esperiencia  práctica.  Si  una 
es  la  cámara  del  pueblo,  la  otra  debería  serla  cámara  de  los  hom- 
bres de  estado,  un  consejo  compuesto  de  todos  los  hombres  pú- 
blicos que  han  ocupado  cargos  ó  funciones  políticas  importantes. 
Una  cámara  semejante  podría  ser  mucho  más  que  un  cuerpo 
moderador.  Éste  no  seria  solamente  un  freno,  sino  una  fuerza 
impulsiva.  Allí,  el  poder  de  contener  al  pueblo  pertenecería  á  los 
hombres  más  capaces,  i  en  jeneral  los  más  deseosos  de  hacerlo 
adelantar  en  toda  dirección  útil.  El  consejo  á  quien  se  confíasela 
misión  de  rectificar  los  errores  del  pueblo,  no  representaría  una 
clase  sospechosa  de  antipatía  por  los  intereses  del  pueblo,  sino 
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que  se  compondría  de  sus  jefes  naturales  en  la  y¡a  del  progreso. 
Ningún  otro  modo  de  constituir  una  segunda  cámara  lograría  dar 
tanto  peso  i  eficacia  á  su  función  moderadora.  Sea  cual  fuese  la 
suma  de  mal  que  pudiese  impedir,  seria  imposible  desacreditar, 
como  un  puro  obstáculo,  á  un  cuerpo  que  seria  siempre  el  pri- 
mero en  favorecer  el  progreso.  » 

5.*  Calificación  de  los  diputados, — Según  la  atribución  1  .■  del 
articulo  43,  la  asamblea,  es  competen  te  para  «calificar  la  elección 
de  los  diputados ;  »  ó  sea,  decidir,  sobre  la  legalidad  de  esa  elcjr- 
cion.  No  se  espresa  si  la  corporación  califica  motu  proprio^  i  como 
paso  previo  á  sus  trabajos  lejislativos,  la  elección  de  todos  sus 
miembros,  resolviendo  sobre  su  legalidad  ;  ó  si  sólo  proceden  á 
tomar  en  consideración  el  asunto,  en  casos  de  reclamo,  i  respecto 
de  los  miembros  sobre  los  cuales  versare.  El  primer  camino  se  ha 
seguido  siempre  en  Chile,  Bolivia  i  el  Perú,  causando  no  pocas 
turbulencias  durante  las  sesiones  preparatorias  de  las  cámaras, 
dedicadas  por  muchos  dias  á  ese  único  objeto:  trae  gran  pérdida 
de  tiempo  i  no  pocas  animosidades,  que  son  malísimo  preliminar 
de  las  tareas  á  que  las  cámaras  van  á  consagrarse,  i  en  las  cuales 
debe  prevalecer  la  calma  i  la  imparcialidad.  Es  además  un  con- 
trasentido, que  diputados  no  calificados,  i  entre  los  cuales  puede 
haber  algunos  ilegalmente  electos,  entren  á  decidir  sobre  la  elec- 
ción de  aquéllos  cuyas  credenciales  hayan  de  examinarse  con  an- 
telación. No  es  sino  después  de  calificada  una  gran  mayosía, 
cuando  ésta  puede,  con  visos  de  razón,  usar  del  derecho  que  nos 
ocupa  respecto  de  los  restantes  miembros ;  pues  sólo  entonces 
habrá  entre  los  primeros  un  número  suficiente  para  resolver,  por 
mayoría  de  toda  la  cámara,  sobre  la  elección  de  la  minoría  por 
calificar.  Pero  esa  misma  mayoría  ha  sido  calificada  por  otra  que 
no  lo  habia  sido,  i  cuya  elección  acaso  adolezca  de  ilegalidad. 
El  hecho  es  que  el  espíritu  de  partido  prevalece  en  tales  casos,  i 
que  aquél  que  ha  obtenido  mayor  número  de  diputados  empieza 
por  abusar  de  esa  ventaja,  haciéndola  tan  grande  como  le  es  po- 
sible, dar  la  esclusion  de  los  diputados  que  pertenecen  al  partido 
contrario  i  cuya  presencia  le  incomoda. 
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Menos  expuesto  á  objeciones  es  el  otro  procedimiento,  qu^ 
limito  la  intervención  de  las  cámaras  á  los  casos  de  reclamo  sobre 
la  elección  de  determinados  miembros.  Estos  reclamos  se  hallan 
reducidos  á  un  corto  número,  i  acontecen  ordinariamente  cuando 
algún  candidato  no  ba  recibido  credencial  de  la  autoridad  ó  cor- 
poración electoral  respectiva,  en  tanto  que  pretende  haber  obte- 
nido mayor  número  de  sufr^ios  que  el  candidato  pronsto  de 
credencial.  Otro  caso  en  que  la  calificación  es  indispensable, 
tiene  lugar  cuando  por  guerra  de  partidos  i  dualidad  de  funcio- 
narios electoralesi  se  presentan  en  una  cámara  dipulaciooas 
dobles ;  pues  ambas  no  podrían  continuar  sin  aumentar  el  número 
de  diputados  correspondientes  á  la  sección  representada  por  la 
doble  diputación. 

No  hai  duda  de  que  aun  en  estos  casos  el  espíritu  de  partido  es 
las  más  veces  el  alma  de  las  resoluciones  sobre  calificación;  pero 
se  disminuyen  tiotablemente  las  ocasiones  do  ponerlo  en  ejercicio, 
lo  que  ya  es  mucho  conseguir,  en  la  imposibilidad  de  obtener 
decisiones,  siempre  justas,  de  parte  de  miembros  irr^poosables, 
que  van  á  las  cámaras  como  dos  ejércitos  interesados  en  diimi- 
nuir  todo  lo  posible  el  número  de  sps  contrarios.  En  la  constitu- 
ción de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  (art.  63)  se  ha  reducido 
basta  donde  es  dable  la  oportunidad  de  calificar  los  miembroü  del 
cuerpo  Icyislativoi  i  por  tanto  los  peligros  de  resoluciones  parcia- 
les, que  sólo  tienden  á  compactar  las  mayorías,  haciéndolas  mii 
desenrrenadas  por  falta  de  oposición  inmediata.  Cierta  es  que  \9» 
instituciones  colombianas  se  prestan  más  á  esta  simplificación; 
porque,  según  ellas  (art,  40)  a  corresponde  á  los  estados  (de  1p 
Union)  determinar  la  manera  de  hacer  el  nombramiento  de  nm^ 
dores  i  representantes,  a  i  las  cámaras  nada  tienen  que  becer 
con  la  elección  de  sus  miembros  (perfeccionada  de  anlamano)t 
si  no  es  en  el  caso  que  prevé  d  citado  art.  63,  á  saberi  cuando 
por  algún  estado  se  presente  un  número  de  representantes  ó  de 
senadores  mayor  que  el  que  le  corresponde,  i  todos  ej^biban  en»- 
dencialesen  debida  forma.  »  Pero  aunque  esta  restricoion  u» 
más  propia  de  un  sistema  federativo  que  de  otro  unitariOt  ne  '^ 
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a<  peeuliar,  i  puede  mui  bien  adoptane  para  iodos  loa  sistemas, 
dando  á  la  corporación  ó  junta  que  hace  el  eacruiinio,  i  decide 
sobro  la  elección,  la  facultad  de  oir  los  reclamos  que  contra  su 
decisión  se  presenten,  i  concediendo  apelación  para  ante  otro 
cnerpo,  que  resolyeriadefinitiTamente  i  calificaría  la  eleeeion  del 
candidato*  Cuando. reccHrdamos  todos  los  ?iotos  del  sistema  acos- 
tumbrado, no  vacilamos  en  acojer  de  preferencia  el  que  acaba* 
mos  de  indicar;  sin  perjuicio  de  atribuir  más  bien  al  poder  ju 
dieíal  la  facultad  de  resolver  tales  controversias. 

PiHiaa  BiecuTivo.  i  .^  Su  organizacionl  Siguiendo  la  práctica 
de  las  constituciones  anteriores,  i  en  jeneral  de  todas  las  ameri- 
ciinas,  cuyo  primer  ejemplo  fué  dado  por  la  de  los  Estados  Unidos 
del  Norte,  el  art.  60  de  la  que  eiaminamos  encargó  oí  poder 
ejecutivo  en  Bolívia  á  un  ciudadano  con  el  titulo  de  presidente 
de  la  república,  quien  lo  ejerce  por  medio  de  ministros  ó  secre* 
tirios  del  despacho. 

Al  constituirse  después  de  independisadas  las  colonias  inglesas 
de  la  América  setentrional,  tuvieron  que  resolver  muchos  pro* 
blemas,  i  pocos  ó  ningunos  ejemplos  que  imitar.  La  sociedad 
luodema  constaba  de  elementos  distintos  de  los  del  mundo  poli» 
tico  antiguo.  Las  repúblicas  griegas  i  la  romana  fueron  esencial- 
mente oligárquicas,  turbulentas  por  falta  de  representación,  i 
presa  de  la  usurpación  imperial.  Aunque  libre  ya  en  mucho  la 
Moíedildde  los  peregrinos  ingleses  desde  que  arribaron  á  Plymouth 
llevaban  consigo  tradiciones,  costumbres  que,  salvo  en  la  parle 
que  comprendía  sus  protestas  políticas  i  relijiosas,  ligaban  su 
presente  i  su  porvenir  á  su  pasado.  Conservadores  por  rasa,  no 
86  lansaron  como  los  franceses  de  03  en  el  campo  de  las  abstrae- 
cienes  i  de  los  ensayos  aventurados.  Imitaron  á  la  madre  patria 
hai^ta  donde  era  compatible  con  una  sociedad  esencialmente  de- 
mocrática, i  esa  imitación  fué  más  perceptible  cuando,  contra* 
fiados  por  el  mal  áiito  de  sus  Ártiarioi  de  confodépacion, 
tufieron  el  patriótico  valor  de  acometer  i  consumar  nueve  años 
después  la  constitueion  de  1787,  bajo  cuyo  amparo  han  hecho 
los  progresos  más  rápidos  que  la  historia  menciona. 


380  REPÚBLICA   DE  BOUVU 

En  el  lugar  de  un  reí,  trabajosamente  moderado  entonces  por 
un  parlamento  semielectiyo,  i  por  un  gabinete  de  su  nombra- 
míentOf  fiscalizado  por  la  lejislatura,  crearon  un  funcionario 
electivo,  temporal  i  responsable,  ayudado  por  un  ministerio, 
nombrado  por  él  con  la  ratificación  de  la  cámara  superior.  No 
entraremos  aqui  ahora  á  esponer  las  diferencias  sustancialas  entre 
el  presidente  i  el  rei,  algunas  de  las  cuales  se  advierten  i  príniera 
vista.  Pero  se  comprende  que  la  institución  presidencial,  por  el 
hecho  sólo  de  ser  unitaria,  de  nombrar  directamente  los  miem- 
bros del  gabinete,  i  de  mantener,  con  mui  pocas  escepciones, 
todas  las  atribuciones  del  poder  real,  fué  monárquica  en  su  esen- 
cia, comparada  con  lo  que  pudiera  haber  sido.  I  no  proviao 
quizás  de  sólo  imitación.  Washington  ejerció  por  necesidad,  du- 
rante la  guerra,  el  gobierno  civil  ó  político  lo  mismo  que  el  poder 
militar;  i  su  moderación  característica  era  propia  para  inspirar 
en  el  empleo  la  confianza  sólo  debida  al  hombre.  Ni  hubo  mucho 
lugar  á  descubrir  la  ilusión  durante  las  administraciones  de  pa- 
triotas como  Adams,  JefTerson,  Madison  i  Monroe ;  mientras  duró 
la  simplicidad  primitiva,  el  culto  de  la  patria  no  vino  á  tener 
en  la  deidad  Riqueza  una  rival  poderosa. 

No  es  ciertamente  la  vanidad  del  fausto  lo  único  que  ha  asen- 
dereado á  muchos  presidentes  de  la  gran  república.  Con  el  creci- 
miento del  país,  las  luchas  de  los  partidos,  las  cuestiones  diplo- 
máticas i  la  guerra  de  separación  ha  incrementado  su  poder  i 
desvanecidose  el  ánimo  de  un  funcionario  tan  conspicuo.  Allí  por 
lo  menos  la  autoridad,  mal  que  bien,  procedía  del  pueblo  ó  sus 
directores.  En  Hispano-América,  además  de  las  obligaciones  á  que 
la  índole  misma  de  esa  autoridad  en  manos  de  un  sólo  hombre  i 
la  manera  de  su  elección  sujetan  la  institución  presidencial, 
hemos  tenido  las  que  nacen,  ya  del  asalto  revolucionario,  ya  de 
la  mentira  electoral.  Si  se  demuestra  que  las  primeras  son  por  si 
bastantes  para  condenar  la  institución,  i  buscar  en  otra  organiza- 
ción del  poder  ejecutivo  la  marcha  tranquila,  ordenada  i  moral, 
indispensable  para  los  fines  del  gobierno,  será  innecesario  dete- 
nemos mucho  en  patentizar  aqui  peculiares  desventajas  en  la 
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América  española^  claras  por  lo  demás  al  leer  su  historia  consti- 
tucional. 

deunlihro  íiiulíiíAo Reptíblican  Superstitions (i) j  i  publicado  . 
en  Londres  en  1872  por  un  americano^  Mr.  M.  D.  Conway,  hare- 
mos algunos  estractos  sobre  los  inconvenientes  de  la  institución  i 
la  manera  de  elejírse  el  presidente  de  los  Estados  Unidos.  Refi- 
riéndoseáunaconversacionconelsenadorM.CharlesSumner,  pone 
en  boca  de  éste  los  siguientes  conceptos,  págs.  87,  etc. :  «Hemos 
llegado  en  nuestra  historia  nacional  á  un  periodo  en  que  el 
poder  personal  del  presidente  es  casi  irresistible.  Por  muchos  años 
los  medios  en  el  congreso  de  refrenar  su  voluntad  han  venido,  de- 
bilitándose más  i  más,  hasta  el  punto  de  que  un  sólo  acto  de 
re  istencia  demanda  cuantos  esfuerzos  puede  emplear  la  nación 
por  medio  de  sus  representantes.  Ha  crecido  tanto  el  mal,  que 
el  primer  majistrado  mira  ya  como  rebelión  ó  crimen  que  el 
ejecutivo  debe  castigar,  la  oposición  estrictamente  constitucional 
que  se  haga  á  cualquier  plan  personal  suyo.  Creo  que  éste  es  hoi 
nuestro  mayor  peligro  nacional,  comparable  á  la  situación  de  la 
Gran  Bretaña  hace  casi  un  siglo,  cuando  la  cámara  de  los  comu- 
nes adoptaba  una  resolución  declarando,  que  la  influencia  de  la 
corona  habia  aumentado,  seguia  aumentando,  i  debia  dismi- 
nuirse . 

r 

»  £1  remedio  es  obra  larga,  i  más  aún  quizás  de  lo  que  nuestro 
pueblo  se  imajine.  De  por  medio  está  el  poder  absoluto  de  un 
sólo  hombre  sobre  el  servicio  público  del  país,  que  pone  á  sus 
órdenes  muchos  de  los  primeros  hombres  en  todas  las  localidades, 
guiados  enteramente,  como  empleados,  por  su  interés  personal. 
Desde  luego  lo  más  urjente  es  prohibir  la  reelección,  casi  inevita- 
ble, considerando  el  enorme  patronazgo  de  que  dispone  el  presi- 
dente. »  Reconoció  en  seguida  que  aún  asi  pudiera  emplear  su 
influencia  para  con  un  favorito,  tal  vez  su  hijo  mayor,  i  convertir 


(1)    En  vez  de  supersticiones  ha  debido  llamarlas  Inconsecuencias  república- 
nos,  80  pena  de  dar  una  falsa  idea  del  espíritu  de  la  obra. 
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la  presidencia  en  hereditaria.  Sin  participar  nosolros  de  esasapre* 
hensioncs  convenimos  con  los  dos  interlocutores  en  que  un  presi* 
dente  puede  hacer  mui  mal  oto  de  su  poder  en  la  elección  del  tu- 
ceaor,  i  de  ello  tenemos  sobrados  ejemplos  en  la  América  hispana* 

«Al  testimonio  (continúa  Mr.  Convay)  del  mui  distinguido 
senador  americano,  pueden  oportunamente  añadirse  las  reflaio- 
nesdej  eminente  escritor  inglés  Mr.  JohnSinart  Mili.  En  su  defen- 
sa de  los  republicanos  (franceses)  de  1848  contra  lord  Broogham 
1  otros  críticos  hizo  las  siguientes  observaciones,  que  á  so  peso 
natural  agregan  el  mérito  de  haber  resultado  profecía  cumplida. 

»  Diferimos,  dijo,  de  la  opinión  común  entre  los  republicanos 
demócratas,  que  tiende  á  multiplicar  la  inTcstidura  de  los  em- 
pleos públicos  por  la  elección  popular.  Necesariamente  tiene  que 
ser  elejida  de  ese  modo  la  asamblea  soberana,  que  es  el  úrgano 
del  pueblo  para  invijílár  i  dirijir  al  gobierno.  Pero  con  en  es- 
cepcion,  nos  parece  (i  fué  al  fin  la  opinión  deBentfaaro,  aunque  al 
principio  pensó  de  otro  modo)  que  los  jueces,  adminislnidores, 
funcionarios  de  toda  especie,  serán  escojidos  con  más  acierU»  por 
un  empleado  superior,  un  presidente  ó  un  ministro,  que  proceda 
n  ello  en  desempeño  de  sus  funciones,  i  quo  haga  depender  so 
reputación  i  aún  su  destino  propio,  no  de  lo  que  piense  el  poe^ 
blo  en  el  dia  del  nombramiento,  sino  de  lo  que  piense  más  tarde 
en  vista  de  sus  efectos.  No  menos  ^cierto  parece  que  el  presidente 
ó  primer  ministro  se  elejirá  mejor  por  loa  representantes  del 
pueblo  que  por  el  pueblo  mismo,  i  el  ejemplo  de  los  Estados 
Unidos  riene  en  nuestro  apoyo.  Si  el  preeideute  fneee  electo  por 
el  congreeo,  seria  de  ordinario  el  jefe  i  el  más  hábil  ento«  lo« 
hombres  de  su  partido.  Blejido  por  el  pueblo^  no  ee  ahora  «ino 
una  mediocridad  deoconocida,  ó  persona  cuya  reputación  se  ha 
adquirido  en  esferas  distintas  de  la  poUtiea... 

a  De  temer  es  que  la  eleccíoQ  del  pb^idente  por  los  sufrajios 
directos  del  pueblo  resulte  el  más  grave  de  los  errores  cometidos 
por  los  autores  de  la  constitución  francesa.  Por  este  medio  han 
introducido  en  los  elementos  de  la  sociedad  francesa,  aún  más 
escitables  que  los  de  la  americana,  lo  que  ya  en  ésta  se  ha  sen- 
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üdo  Gomo  un  gran  mal,  el  torbellino  de  las  constantes  intrigas 
eleeeionarias,  i  el  hábito  pernicioso  de  hacer  depender  la  decisión 
de  todas  las  grandes  cuestiones,  no  tanto  de  su  esencia  misma, 
como  de  8U9  entronques  con  la  próxima  elección  presidencial.  I 
á  misde  eso,  probablemente  descubrirán  los  franceses,  si  es  que 
duran  sus  actuales  instituciones,  que  se  han  sometido  á  una 
serie  de  peores  elecciones  i  tenido  por  presidentes  de  su  república 
hombres  mucho  menos  competentes  que  si  su  primer  majistrado 
hubiera  sido  designado  por  la  lejislatura.  » 

Sigue  discurriendo  el  publicista  inglés  sobre  el  peligro  de 
confrontar  dos  poderes  reinantes  ,  como  son  los  de  una  asamblea 
i  un  alto  funcionario,  ambos  de  elección  popular,  i  llega  á  esta 
conclusión:  ala  asamblea  (constituyente;  ha  organizado  como 
hostilidad  perpetua  entredós  poderes,  i  con  ella  grandes  peligros 
para  la  estabilidad  de  la  constitución.  Kn  efecto,  si  el  presidente 
i  la  asamblea  nacional  pendenciaren  en  lo  sucesivo,  no  habrá 
en  el  espacio  de  tres  años  medio  alguno  de  que  cada  cual  se 
liberte  de  la  hostilidad  del  otro,  si  no  es  un  coup  (Téiai.Tí 

Sabemos  que  asi  sucedió.  I  aqui  viene  bien  recordar  que  al 
constituirse  la  república  francesa  en  1848,  Mr.  Jules  Grévy  pro- 
puso que  se  organiíase  el  ejecutivo  como  en  Suiza,  á  saber, 
confiándolo  á  un  consejo  ó  ministerio  que  elijiera  la  lejislatura. 
Si  asi  se  hubiera  hecho,  no  habría  habido  con  toda  probabilidad 
principe  presidente^  ni  dos  de  diciembre,  ni  segundo  imperio,  ni 
Sedan...  A  lo  menos  es  casi  cierto  que  las  cosas  habrían  pasado 
de  bien  distinto  modo.  Ni  sirve  para  mudar  de  concepto  lo  que 
sucede  en  Francia  durante  la  tercera  república.  Thíers  primero, 
Mac-Mahon  después,  han  querido  tener  política  propia,  i  hacerla 
superior  á  la  asamblea  popular.  I  eso  que  lenian  su  nombramii^nto 
de  la  misma  corporación,  aunque  no  precisamente  de  unos  mis- 
mos  individuos.  Lo  que  demuestra  que  el  mal  reside  sustancial- 
mente  en  la  unidad  del  ejecutivo,  aunque  se  agrava  mucho  cuan- 
do éste  tiene  la  misma  procedencia  que  la  lejislatura.  En  Hispano 
América,  donde  la  raza  es  más  apasionada  aún  que  en  Francia,  i 
la  educación  politica'quizás  más  atrasada  también,  la  coexistencia 
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de  una  asamblea  i  de  un  presidente  se  hallará  espuesta  á  la  al- 
ternativa de  despotismo  parlamentario  si  ella  le  elíje,  ó  del  des- 
potismo presidencial  si  le  elije  el  pueblo.  Para  remediar  ese  in- 
conyeniente  se  propone  que  el  ejecutivo  tenga  la  facultad  de 
disolver  la  asamblea.  Pero  esta  medida  tiene  graves  objeciones 
en  los  países  á  que  nos  contraemos.  Las  elecciones,  de  suyo  la- 
multuosas,  se  volverían  sangrientos  combates  después  de  una 
disolución ;  pues  cada  partido  haría  punto  de  honor,  es  decir,  de 
orgullo,  condenar  ó  justificar  el  procedimiento. 

Con  relación  á  su  ministerio  se  halla  también  sujeta  á  un  dile- 
ma la  entidad  presidencial :  ó  se  le  somete  ó  le  supedita.  Dn  pre- 
sidente poco  capaz,  pero  modesto,  nombra  un  ministerio  sujerido 
por  el  hombre  que  más  cofíanza  le  inspire :  entrégase  á él,  carece 
de  parte  activa  en  el  gobierno  i  se  convierte  en  estorbo.  Oiro  que 
tenga  ó  presuma  tener  aptitudes,  i  quiera  administrar  por  si, 
llama  á  su  servicio  hombres  dóciles  que  suscriban  á  (odas  sus 
pretensiones:  cubre  con  su  protección  la  responsable  debilidad  de 
su  gabinete,  convierte  á  sus  miembros  en  secretarios  privados,  i 
resume  en  su  persona  lodo  el  gobierno.  Hace  en  este  caso,  por 
lo  menos,  el  papel  de  primer  ministro,  asi  como  abandona  en  el 
primer  caso  este  puesto  á  su  favorito  en  el  gabinete.  Lo  innece- 
sario ó  escedente  puede  suprimirse  siempre,  atribuyendo  á  la 
lejislatura  el  nombramiento  del  ministerio,  i  encargando  á  ésle 
del  poder  ejecutivo.  La  armonía  es  entonces  completa  éntrelos 
dos  poderes,  sin  sumisiones  ni  querellas. 

¿Pero  es  practicable  aquella  amputación  política  enBoliviaú 
otra  república  española?  El  tránsito  de  la  monarquía  templada  á 
la  república  americana^  más  bien  que  á  la  república  suiza,  no 
es  en  la  evolución  política  natural  paso  obligado.  Cuando  quiera 
que  la  constitución  británica  asuma  la  forma  republicana,  se  li- 
mitará probablemente  á  suprimir  la  superfetacion  llamada  sobe- 
rano, erijiendo  en  precepto  lo  que  no  es  hoi  sino  costumbre,  á 
saber,  que  el  primer  ministro  se  nombre  i  se  remueva  por  la 
cámara  de  los  comunes.  Nada  hai  que  entorpezca,  i  antes  bien 
todo  favorece,  el  curso  que  indicamos;  el  gobierno  inglés  no  es 
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ni  con  mucho  gobierno  personal.  Distintas  son,  empero,  las  con- 
diciones políticas  de  los  pueblos  hispano-americanos  en  su  mayor 
parte.  Sus  tradiciones  de  gobierno  personal  unitario,  robustecidas 
después  de  la  independencia  por  el  ejercicio  de  la  autoridad  militar, 
las  facultades  estraordinarias,  las  dictaduras  i  las  presidencias  dic- 
tatoriales, mantienen  vivo  el  sentimiento  de  la  veneración  que 
favorece  aquella  especie  de  gobierno.  Los  aspirantes  al  poder 
aprovechando  ansiosos  tales  disposiciones,  serán  por  largo  tiempo 
enfiolivia,  comeen  el  Perú,  el  Ecuador,  Méjico,  etc,  naturales 
oposicionistas  á  la  reforma .  No  vemos  que  ella  sea  posible  por  aho- 
ra sino  acaso  en  Colombia  i  Venezuela.  Entre  tanto,  Bolivia  (1) 
debe  contentarse  con  educar,  si  puede,  la  opinión  pública,  para 
(pie  ella  á  su  turno  eduque  ó  refrene  á  sus  presidentes,  imponién- 
doles el  respeto  á  la  legalidad.  Cuando  los  repetidos  i  ordenados 
cambios  legales  en.  el  gobierno  le  hayan  impreso  carácter  imper- 
sonal, será  tiempo  de  suprimir  presidentes  sustituyéndoles  mi- 
nisterios ejecutivos,  electos  por  independientes  de  la  lejislatura. 
2.*  Elección  del  presidente.  La  persona  encargada  del  poder 
ejecutivo,  denominada  presidente,  se  elije  por  sufrajio  directo  i 
secreto  de  los  ciudadanos  en  ejercicio,  conforme  á  la  lei  (art.  63), 
pero  si  ningún  candidato  reúne  la  mayoría  absoluta  de  votos  en 
esta  elección  primaria,  se  perfecciona  por  ^I  congreso,  como  en 
los  Estados  Unidos  de  América,  i  en  la  mayor  parte  de  las  repú- 
blicas del  continente.  Hai  algo  de  especial,  sin  embargo,  en  la 
manera  de  proceder  el  cuerpo  lejislativo  de  Bolivia.  Sus  votaciones 
se  contraen  á  los  tres  candidatos  que  han  obtenido  mayoría  rela- 
tiva, i  cuando  ninguno  la  obtiene,  despucs  de  tres  escrutinios, 
decide  la  suerte.  Tal  es  la  doctrina  de  los  arts.  65  i  66.  La  última 
disposición  del  segundo  no  se  apoya  en  ninguna  razón  de  justicia 
ó  conveniencia.  ¿Por  qué  habrá  de  decidirla  suerte  cuando 
ningún  candidato  ha  obtenido  mayoría  de  dos  tercios  de  votos? 
La  suerte,  ciega  como  es,  puede  favorecer  al  candidato  menos 
popular,  al  que  haya  obtenido  menor  número  de  snfrajios  en  la 

(1)    Queremos  decir  sus  repúblicos  influentes  é  ilustrados. 

S5 


386  REPÚBLICA   DE  B0LIYL4 

elección  primaria  i  en  la  revisión  ó  perfección  del  cuerpo  lejisla- 
tivo.  ¿No  seria  mejor  que,  cuando  ninguno  obtiene  dos  terceras 
partes  de  votos  se  declarase  la  elección  en  favor  del  candidato 
que  ha  recibido  la  mayoría  absolula?  Éste  tiene  indudablemente 
mayor  derechx)^  según  los  principios  democráticos,  según  la  jus- 
ticia, i  aun  según  la  conveniencia,  interesada  en  evitar  dificul- 
tades á  un  candidato  impopular  favorecido  por  la  suerte. 

3.°  Sostilucion  del  presidente.  En  casos  de  falla  absoluta,  le 
subroga  el  presidente  del  consejo  de  estado  (art.  70),  como  tam- 
bién «cuando  el  presidente  de  la  república  tenga  que  ausentarse 
del  territorio  en  caso  de  guerra  esterior  (inciso de  id.).»  Loque 
indica:  1.°  que  el  presidente  puede  lomar  personalmente  el  man- 
do del  ejército;  i  2.°  que  cuando  lo  toma,  sin  salir  del  territorio, 
sigue  encargado  del  gobierno. 

En  doctrinas  como  ésta,  se  ve  con  claridad  la  influencia  de  un 
poder  anterior  i  superior  al  cuerpo  constituyente.  Autorizar  á  un 
majistrado  para  que  ejerza  el  mando  civil  cuando  se  halla  en 
campaña,  es  resignarse  á  los  graves  inconvenientes  de  un  go- 
bierno trashumante,  cuyo  poder  constitucional  se  halla  acrecen- 
tado con  el  que  da  la  fuerza  militar  elevada  á  proporciones  esr 
traordinarias,  i  con  la  disposición  al  absolutismo  que  enjendraei 
mando  de  tropas  durante  la  guerra.  Una  asamblea  constituyente, 
que  ne  consultase  poderes  de  hecho  anteriores  i  en  gran  parte 
superiores  á  ella  misma,  no  incurriria  en  ese  error;  pero  quizá 
la  de  Bolivia  no  pudo  evitarlo. 

Un  gran  vacio  se  nota  en  el  art.  70  citado,  á  saber,  que  no 
espresa  la  manera  de  sostituir  al  presidente,  en  casos  de  falta 
temporal  distinta  de  ausencia  del  territorio  boliviano,  como  cn- 
Cermedad  física  i  afección  mental,  licencia  para  atender  á  asuntos 
particulares,  ú  otros  que  pueden  ocurrir.  Siguiendo  el  plan 
adoptado  en  dichos  artículos,  seria  el  presidente  del  consejo  de  es- 
tado quien  se  encargase  entonces  del  ejecutivo  i  nada  mas  natural. 
Apenas  puede  creerse  que  la  omisión  haya  sido  involuntaria,  i 
habremos  por  tanto  de  reproducir  la  observación  con  que  cerra* 
mos  el  párrafo  anterior. 
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Poder  Judicial,  {.^Publicidad  délos  juicios.  Hállase  decre- 
lada  por  el  art.  84,  como  condición  esencial  de  la  adminis- 
tración de  justicia,  «  salvo  cuando  sea  ofensiva  á  las  buenas  cos- 
tumbres. » 

Esta  escepcion  autoriza  el  sijilo  en  los  procesos  por  varios  de- 
litos, i  de  consiguiente  un  sistema  inquisitorial  mui  poco  favo- 
rable á  la  libertad  i  seguridad  del  ciudadano.  Poquísimos,  si 
alguno,  son  los  casos  en  que  la  publicidad  de  un  juicio  pueda 
traer  serios  inconvenientes;  mientras  que  no  hai  ninguno  en  que 
no  pueda  acarrearlos  el  secreto  de  la  secuela  judicial  i  de  la  vista 
de  las  causas. 

Nuestra  opinión  es  en  favor  de  la  publicidad,  sin  escepcion  de 
ninguna  clase.  Fuera  de  ella  no  vemos  garantías  para  hjusíiciay 
i  las  garantías  valen  más  que  la  fantástica  utilidad  de  evitar  es- 
cándelos á  los  espíritus  gazmoños. 

i*  Inconstitucionalidad  de  las  leyes.  Puede  ser  declarada  por 
el  tribunal  supremo,  revisando  causas  en  que  se  haya  aplicado 
alguna  leí  tachada  de  inconstitucional,  con  violación  del  artícu- 
lo 104,  en  que  se  lee  este  hermoso  principio:  «  Las  autoridades 
i  tribunales  aplicarán  esta  constitución  con  preferencia  alas  leyes 
i  éstas  con  preferencia  á  cualesquiera  otras  resoluciones.»  La  atri- 
bución que  nos  ocupa  se  halla  espresada  en  el  inciso  2.^  del  ci- 
tado art.  82,  i  aunque  no  advierte  que  el  tribunal  supremo  ha  de 
proceder  en  revisión  de  una  causa  antes  fallada  por  otro  tribunal, 
parece  mui  probable  que  tal  sea  el  espíritu  de  la  cláusula,  tanto 
porque  así  se  practica  en  los  Estados  Unidos  del  Norte,  según  el 
inciso,  2.^  sección  1.*,  art.  5."  de  su  constitución,  como  por- 
que seria  preciso  llevar  á  dicho  tribunal  todo  jcnero  de  asuntos 
si  la  cláusula  se  entendiese  de  otro  modo. 

Es  Bolivia  el  primer  estado  de  la  América  hispana  que  ha 
dado  forma  práctica  al  importante  principio  que  establece  la  su- 
perioridad de  la  constitución  sobre  las  leyes.  En  términos  je- 
nerales  i  teóricos  se  profesa  donde  quiera  que  hai  una  constitu- 
ción escrita;  i  aun  se  desprende  naturalmente  de  estos  dos  he- 
chos :  i.^  que  la  constitución»  dada  por  medios  especiales  i  es- 
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traordinarios  crea  el  poder  lejislalivo,  lo  mismo  que  los  demás 
del  gobierno;  i  2.*  que  las  alteraciones  introducidas  en  la  consti- 
tución requieren  procedimiento  especial  i  distinto  del  que  se  em- 
plea para  formar  las  leyes  secundarias.  Permitir  la  aplicación  de 
una  leí  inconslitucional,  es  idéntico  á  autorizar  las  reformas  he- 
chas por  los  medios  comunes  de  lejislar,  es  sancionar  un  contra- 
principio, i  destruir  por  neglijencia  ó  timidez  lo  que  se  hizo 
resueltamente  con  pleno  conocimiento  de  causa. 

Sobre  esta  materia  merece  Irascribirse  el  siguiente  pasaje  de 
Laboulaye  (t);  «  No  hai  una  prescripción  constitucional  que  no 
pueda  ser  violada  por  la  lei.  La  constitución  declara  que  la  li- 
bertad individual  será  respetada :  que  á  nadie  se  privará  de  sus 
jueces  naturales,  que  los  acusados  serán  juzgados  por  el  jurado. 
Que  llegue  un  momento  de  ajilacion,  i  se  dictará  una  lei  creando 
comisiones  militares.  Los  acusados  invocaráu  la  justicia  de  los 
tribunales  con  la  constitución  en  la  mano,  i  éstos  dirán:  no  co- 
nocemos mas  que  la  lei.  De  a<|ui  nace  la  poca  estima  en  que  tene- 
mos á  las  conslituciones.  Harto  sabemos  que  al  dia  siguiente  de 
las  revoluciones  se  nos  brindan  constituciones  que  todo  lo  pro- 
meten: pero  las  le\es  no  cambian;  que  se  llegue  á  pedirla  apli- 
cación de  ia  constitución,  las  leyes  se  interpondrán  entre  ella  i 
la  política.  La  América  (Estados  Unidos)  ha  dado  en  esto  un  paso 
jigante>co:  ha  creado  un  poder  judicial  independiente,  ha  colo- 
cado entre  las  leyes  del  congi^eso  i  la  constitución  el  derecho  de 
decir:  Esta  lei  es  contra  la  constitución,  i  como  tal  es  nula. 
Lo  cual  no  e<|uivale  á  decir  que  pueda  procederse  de  esta  manera 
como  regla  jeneral,  que  los  jueces  puedan  decir:  no  reconocemos 
tal  lei:  ningún  país  soportada  semejante  antagonismo  éntrelos 
poderes  supremos.  Nó,  no  es  esto  lo  que  hi  hecho  la  cons^títu- 
cion  americana,  pero  si  el  cougreso  decide  que  yo  no  seré  juzga- 
do por  el  jury,  ocurriré  á  la  corte  federal,  i  le  pediré  que  me 
acuerde  el  auto  de  habeas  corpus  para  poderme  presentar  ante 
ella  i  obtener  una  sentencia  que  declara  la  const¡tucionalidad,ó 

(1)    Obra  i  traducción  citadas,  páj.  467. 
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la  nulidad  de  la  Ici.  La  corte  suprema  decidirá  en  el  caso  como 
lo  hacen' nuestros  tribunales  (en  Francia)  tratándose  de  ordenan- 
zas, no  de  leyes.  Si  mañana  una  ordenanza  de  policía  me  oblígase 
á  hacer  lo  que  no  me  manda  hacer  la  lei,  seria  preciso  que  el 
tribunal  se  pronunciase  contra  la  ordenanza  declarando  su  nu- 
lidad. En  1832  la  corte  de  casación  declaró  la  nulidad  de  la 
que  declaraba  el  estado  de  sitio,  fallando  en  una  célclire  resolu- 
ción, que  para  esto  era  necesario  se  dictase  una  lei.» 

Como  lo  observa  Laboulaye,  los  tribunales  norte-americanos, 
con  revisión  de  la  corte  suprema  por  recurso  de  apelación  decla- 
ran sobre  la  inconstitucionalidad  de  una  lei,  mediante  sentencia 
dictada  enjuicio  contradictorio,  siempre  que  se  trate  de  aplicar 
aquella  lei  á  un  caso  particular  de  que  resulte  violación  de  un 
derecho  constitucional  otorgado  á  los  individuos.  Pero  en  los  de 
más  casos  no  hai  remedio  contra  las  leyes  inconstitucionales,  lo 
que  estimamos  una  falta  digna  de  llamar  la  atención.  Hai  mu- 
chas leyes  (i  de  ese  jénero  son  las  que  se  refieren  á  la  organiza- 
ción ó  marcha  del  gobierno)  que  no  atacan  directamente  hingun 
derecho  constitucional  dado' á  los  individuos,  i  que  con  todo 
pueden  ser  opuestas  á  la  constitución.  Asi ,  por  ejemplo,  la  lei 
«sobre  desempeño  de  destinos  públicos,»  dada  por  el  congreso 
norte-americano  en  1867,  exije  que  para  la  destitución  de  todos 
aquellos  empleados  á  cuyo  nombramiento  concurre  el  senado,  se 
obtenga  también  su  beneplácito;  i  no  requiriéndolo  la  constitución 
sino  respecto  al  nombramiento,  queda  implícimente  adicionada 
por  una  simple  lei.  Resulta  además,  que  en  cuanto  á  los  secreta- 
rios del  despacho  allí  comprendidos,  la  lei  desnaturaliza  el  destino, 
según  loba  creado  la  constitución;  pues  ésta  supone  confianza  ab- 
soluta del  presidente  en  sus  secretarios,  i  esa  confianza,  á  que  no  se 
opone  la  condición  de  consultar  eVnombramiento  con  el  senado, 
es  ilusoria  desde  que  se  exija  también  consultar  la  destitución. 

Pudieran  concebirse  leyes  más  abiertamente  inconstitucionales 
que  la  citada,  cual  seria  la  que  autorizase  á  los  estados  para  tener 
ejército  permanente,  ó  la  que  pretendiese  exijir  solo  una  mayo- 
ría absoluta  de  las  cámaras  en  la  insistencia  de  los  proyectos  ob 
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jetados  por  el  presidente;  i  aunque  no  es  probable  que  semejan- 
tes leyes  se  den  en  tiempos  pacfGcos  i  normales,  todo  es  posible 
en  los  estraordinarios  i  ajilados,  como  el  que  pasaba  cuando  se 
sancionó  la  lei  sobre  desempeño  de  destinos  públicos  (tenure  of 
office  law).  Ahora,  pues,  si  esas  leyes  no  atacan  inmediatamente 
ningún  derecho  individual,  no  habrá  ocasión  de  que  se  lleyeá 
los  tribunales  controversia  alguna  en  que  esté  comprendida  su 
aplicación.  Hé  ahí  por  qué  el  presidente  Johnson  creyó  que  pe- 
dia por  si  mismo  desconocer  la  lei  que  restrinjia  sus  facultades 
constitucionales,  i  á  fe  que  cualquiera  olro  en  su  lugar  habría 
procedido  del  mismo  modo.  La  absolución  que  recibió,  aunque 
por  un  votó,  en  el  juicio  seguido  ante  el  senado  con  motivo  de  su 
desobediencia  á  la  citada  lei,  prueba  á  lo  menos,  que  el  principio 
en  que  fundó  ó  debió  fundar  su  defensa  no  carece  de  exactitud. 
Z.^  Juicio  político.  Dedúcese  de  la  ati'ibucion  3.*,  art.  82,  que 
el  presidente  de  la  república  i  los  secretarios  del  despacho  son 
juzgables  por  la  corte  de  casación  cuando  se  les  somete  á  juicio 
por  la  asamblea,  i  aunque  la  atribución  de  ésta  para  conocer  de 
las  acusaciones  no  se  halla  espresa  i  directamente  concedida  en 
ninguna  parte,  puede  inferirsede  la  citada  disposición,  i  de  ios  in- 
cisos 4.°,  art.  45;  i  11,  art.  59.  Suponemos  que  en  las  causas  por 
delitos  oficiales  conoce  la  corte  una  vez  que  la  asamblea  haya 
sometido  á  juicio  al  funcionario,  para  imponer  la  pena  legal 
señalada  al  hecho  por  el  código  respectivo.    Mas   si  se  trata  de 
actos  perniciosos,  relativos  al  ejercicio  de  las  funciones  públicas, 
que  no  tienen  pena  legal  propiamente  dicha,  i  que  son  la  mate- 
ria ordinaria  del  juicio  político,  ignoramos  lo  que  se  haga  en  So- 
livia, pues  su  actual  constitución  no  lo  dice,  ni  la  anterior  era 
más  esplicita  ^ino  en  cuanto  daba  claramente  á  las  cámaras  (a^ 
ticulos  51,  inciso  6.°;  i  56,  inciso  4.°)  la  facultad  de  acusar  i  sus- 
pender al  funcionario,  para  que  fuese  juzgado  por  la  corte  supre- 
ma. Infiérese,  por  consiguiente,  que  ni  una  ni  otra  han  hecho  res- 
ponsables á  los  funcionarios  sino  por  delitos  en  el  sentido  legal, 
como  sucede  también  hoi  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia. 
El  juicio  político,  propiamente  dicho,  versa  sobre  hechos  do 
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mal  desempeño,  que  aparejan  responsabilidad  en  un  sentido 
moral,  pero  no  penas  legales  estatuidas  por  los  códigos  de  lejis- 
lacion.  Cuando  sólo  se  trata  de  suspensión,  ó  si  se  quiere  de  des- 
titución, para  sufrir  un  juicio  posterior  ante  los  tribunales,  no  ha 
habido  en  el  senado  un  verdadero  juicio  como  apellidaba  la  cons- 
titución de  1868,  el  examen  sobre  suspensión ;  i  si  tal  se  llamase, 
pudiera  resultar  en  contradicion  con  el  subsiguiente  sustanciado 
ante  los  tribunales  comunes.  Ejemplo  de  ello  tenemos  en  el  jui- 
cio que  86  siguió  en  Nueva  Granada  al  presidente  José  M.  Obando 
en  1855.  Después  que  el  senado  le  destituyó,  fué  juzgado  i  ab- 
soelto  por  la  corte  suprema.  Ésta  procedió  como  tribunal  de  jus- 
ticia, sustanciando  un  verdadero  juicio  criminal.  Aquél  no  hizo 
sino  declarar,  como  junta  de  representantes  i  apoderados  de  la 
nación,  que  el  presidente  habia  cesado  de  tener  su  confianza,  í 
por  tanto  se  le  separaba  del  destino. 

La  naturaleza  del;tiício  político  (que  así  le  llamaremos á  faltado 
espresiones  mas  adecuadas;,  se  comprendió  mui  bien  por  el  autor 
del  articulo  que  el  diario  radical  publicado  en  Nueva  York  con  el 
titulo  The  Tribune,  dio  á  luz  el  1 5  de  mayo  de  1 868  durante  el  jui- 
cio del  presidente  Johnson,  á  que  antes  hemos  aludido.  Dice  .así : 
a  Dna  de  las  razones  porque  reina  tanta  diversidad  de  opiniones 
sobre  la  cuestión  de  condena  al  presidente  Johnson  consiste  en  que 
una  gran  minoría  del  congreso,  de  la  prensa  i  del  pueblo,  ha  lo 
grado  envolver  el  asunto  en  las  nubes  de  su  propia  ignorancia.  In- 
sisten en  mirarlo  como  un  procedimiento  judicial,  encaminado  á 
esclarecer  i  castigar  un  delito.  Pero  no  es  semejante  cosa,  i  tanto 
▼aldría  considerar  del  mismo  modo  una  elección  popular  de  pre- 
sidente. Trátase  de  un  procedimiento  puramente  politice,  cuyo 
objeto  no  es  tanto  castigar  delitos,  como  sostiluir  á  un  mal  fun- 
cionarío  otro  que  sea  bueno,  á  fin  de  obtener  asi  un  gobierno 
que  también  lo  sea.  Averiguase  si  el  presidente  es  culpable  de 
crímenes  ú  otras  faltas,  no  de  un  modo  judicial  i  con  áninio  de 
castigarle;  sino  politicamente,  para  descubrir  si  aquél  es  ó  nó 
hombre  á  propósito  para  presidente  de  los  Estados  Unidos,  ó  si  ai 
contrario  es  un  hombre  peligroso  para  el  país.  » 
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A  posar  de  eso,  no  creemos  que  estas  observaciones  sean  muí 
aplicables  al  juicio  polilico  tal  como  lo  considera  la  constitución 
de  los  Estados  Unidos.  Ésta  habla  de  ci'ímenes  i  dditos  menores 
{crimes  and  7nÍ8demeanors)y  actos  sujetos  á  pena  por  la  lei,  pero 
que  no  la  reciben  del  senado,  aunque  éste  procede  á  la  destitu- 
ción (cuando  halla  mérito  para  decretarla),  después  de  una  su»- 
tanciacion  parecida  á  las  de  los  tribunales.  Para  que  el  juicio 
político  fuese  en  los  Estados  Unidos  tal  como  lo  comprende  la  Tri- 
buna^ i  lo  concebimos  nosotros  también,  seria  menobter  que  la 
constitución  no  hablase  de  delitos^  sino  de  actos  perniciosos 
f'jecutidos  en  el  desempeño  de  las  funciones  públicas,  i  que  para 
decretar  la  destitución  se  adoptasen  medios  de  discusión  mis  con- 
formes á  la  estructura  de  una  junta  popular  que  á  la  de  un  tri- 
bunal de  justicia. 

Fuerza  Armada.  «  Habrá  en  la  i-epública  (dice  el  art.  96)  una 
fuerza  permanente,  que  se  compondrá  del  ejército  de  linea,  etc. » 
Destinase  ordinariamente  el  ejército  á  mantener  el  orden  interior 
i  la  seguridad  estorior.  Tales  son  en  efecto  los  objetos  de  la  fuerza 
pública,  con  más  prestar  su  apoyo  á  los  majistrados  para  la  pre- 
vención i  el  castigo  de  los  delitos ;  pero  no  es  preciso,  para  llenar 
esos  objetos,  que  la  fuerza  consista  en  un  ejército  permanente. 
Semejante  institución  existe  antes  de  que  se  busquen  los  funda- 
mentos con  que  se  la  apoya,  i  esa  preexistmicia  se  debe  á  ia 
guerra,  sea  interior  ó  esterior,  que  da  naciraiefito  á  huestes  orga- 
nizadas, bastante  poderosas  luego  para  dominarlo  todo,  i  decre- 
tar directamente ,  ó  por  la  boca  de  funcionarios  amedren- 
tados ó  de  estadistas  ilusos,  la  permanencia  de  la  institución 
militar. 

La  necesidad  de  conservar  el  orden  es  el  argumento  favorito 
de  los  sostenedores' del  ejército  permanente;  pero  es  bien  enten- 
dido que  sólo  llaman  orden  <  I  stalu  quo  Je  que  sacan  provetlio 
ó  con  el  cual  están  identificados.  Cualquiera  otra  situación  poH- 
.  tica  que  no  llene  sus  mitas  ó  satisfaga  sus  aspiraciones  es,  ya 
opresiva,  ya  revolucionaria,  pero  no  es  drden  ni  merece  los  ser- 
vicios que  éste  reclama. 
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No  negamos  que  en  determinadas  circunstancias  el  gobierno 
aclnal,  bien  sea  que  descanse  ó  no  en  la  /et,  requiere  para  su 
conseryacíon  una  respetable  fuerza  permanente.  Pero  si  bien  se 
mira,  hallaremos  que  esas  circunstancias  son  siempre  estraordi- 
narias,  ó  mejor  dicho,  violentas.  No  son  hijas  del  libre  sufrajio 
popular,  ni  la  opinión  las  sostiene.  I  justamente  por  eso  necesi- 
tan de  medios  especiales  para  mantenerse.  Un  orden  de  cosas 
estrictamente  constitucional,  es  decir,  ajustado  á  una  constitu- 
ción que  tiene  el  apoyo  de  todos  los  partidos  i  da  garantías  á 
todos  los  derechos,  no  puede  verse  nunca  comprometido  por  in- 
tentonas reTolucionarias,  que  jamás  pasarían  de  insensatas  cons- 
piraciones. El  interés  de  todos  los  ciudadanos  se  vincula  en  el 
sostenimiento  de  ese  órden^  i  no  se  comprende  cómo  ni  por  qué 
pudiera  verse  amenazado  hasta  el  punto  de  requerir  un  ejército 
permanente  para  defenderse.  Los  ejércitos  suponen  por  consi- 
guiente un  estadode  cosas  anormal  i  enfermizo.  En  las  monarquías 
europeas  se  protesta  que  los  vecinos  están  armados,  i  que  no  po- 
dría dejar  de  imitárseles  sin  correr  el  peligro  de  una  repentina 
invasión.  Pero  si  el  peligro  es  real,  prueba  la  existencia  de  al- 
guna causa  latente  que  provocaría  la  invasión,  esto  es,  alguna  in- 
justicia cometida  ó  algún  daño  inferído  á  aquél  de  quien  se  teme. 
De  ordinario  el  peligro  se  fragua  ó  se  exajera  para  tener  protesto 
de  conservar  un  ejército,  cuyo  verdadero  objeto  es  sostener  un 
órden^  una  situación  política,  que  no  está  suficientemente  apoyada 
por  la  voluntad  nacional. 

Algo  parecido  sucede  en  las  repúblicas  hispano-amerícanas. 
Siempre  que  surje  un  gobierno  revolucionario,  ó  asume  el  poder 
un  partido  que  no  tiene  en  su  favor  la  opinión  de  la  mayoría, 
viene  la  necesidad  de  apoyarlo  en  el  ejército  permanente,  para 
quien  el  principio  cardinal  de  conducta  es  la  obediencia  pasiva  á 
quien  manda,  asegurada  por  una  rigorosa  disciplina. 

A  protesto  de  mantener  el  orden,  los  ejércitos  de  la  América 
hispana  han  sostenido  con  frecuencia  gobiernos  e  puro  hccíio, 
barnizados  de  constitucionales  desde  que  har  tenido  liastante 
duración  para  reunir  una  asamblea  que  los  absuelva  i  los  lejitime ; 
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aun  cuando  esa  asaniblea  no  conste  sino  de  hombres  vendidos  ó 
intimidados,  ó  de  cómplices  en  la  esplotacioa  pública,  ó  de  unos 
pocos  candorosos  que  prefieren  las  formas  engañosas  al  despotismo 
descarado.  Los  ejércilos  han  hecho  las  elecciones,  i  confirmado 
en  el  poder  á  los  jefes  que  ya  le  tenian  á  titulo  de  eoaquista.  Eii 
fin^  ellos  han  ejecutado  las  mismas  revueltas  que  estaban  desti- 
nados á  precaver,  i  que  ya  no  eran  crimen  cuando  se  Iiacian  pan 
sus  caudillos  i  se  santificaban  por  la  victoria.  Continuando  ese 
estado  de  cosas-,  esa  instabilidad,  ese  desorden^  llamado  con  di- 
ferentes nombres  según  las  conveniencias  de  vencedores!  vencidos 
el  militarismo  se  ha  entronizado,  creando  un  poder  anterior  i 
superior  á  las  constituciones.  Tal  situación  se  pinta  bien  en  los 
fragmentos  que  vamos  á  copiar  de  un  articulo  encábenaáo  El  po- 
der civüf  que  insertó  la  Patria  de  Bogotá,  en  agosto  de  1867, 
números  6.*^  i  7.^ 

<K  El  espíritu  militar  es  esencialmente  aristocrático.  Un  jeneral 
lo  es  por  vida:  las  revoluciones  suspenden  temporalmente  el 
titulo  i  la  pensión;  pero  pronto  vuelven  á  figurar  sus  nombres 
en  el  escalafón,  i  se  refrendan  sus  títulos  para  que  se  les  pague  la 
pensión.  El  militar  tiene  ó  aspira  á  tener  renta  yitalicia,  consti- 
tuyendo así  una  clase  privilejiada  aristocrática.  Aspira  á  que  esa 
renta  sea  perpetua  en  su  descendencia :  su  viuda  i  sus  hijos  serán 
mantenidos  por  el  tesoro  público.  Ser  jeneral  es  ser  todo:  por 
esto  hemos  dicho  que  el  espíritu  i  las  tendencias  del  ejército  aoo 
aristocráticas,  i  por  lo  mismo  radicalmente  opuestas  al  espíritu, 
á  las  tendencias  i  á  las  necesidades  de  la  república... 

»  Para  el  militar  son  todas  las  ventajas  sociales :  algo  más,  el 
militarismo  suple  todo  lo  que  falta,  virtud  i  ciencia.  Un  jeneral 
por  sólo  serlo,  es  candidato  aspirante  al  poder.  Si  asi  seguimos, 
el  militarismo  podrá  alegar  prescripción  dentro  de  poco  tiempo, 
i  el  pueblo  se  acostubrará  (1)  á  unir  estas  dos  ideas  :  poder  i 
fuerza,  gobierno  i  militarismo  :  la  idea  civil  de  la  república  se 


(i)    Es  lo  que  pasa  en  el  Perú  i  Bolivia. 
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borrará  poco  á  poco,  para  escribir  en  su  lugar  esta  otra  :  aristo- 
cracia militar,  i  después  esta  otra ,'ceaammo. 

»  El  militar  representa  el  brazo  que  ejecuta,  no  la  cabeza  que 
dirije ;  el  instrumento  de  la  lei,  noel  poder  que  la  dicta  i  la  hace 
ejecutar.  El  civil,  sin  títulos  Titalicios,  sin  renta  vitalicia,  sin  es* 
peranza  de  que  su  viuda  i  sus  hijos  sean  los  pensionados  de  la 
república,  representa  el  elemento  republicano  de  ejercicio  tran- 
sitorio, determinado  por  las  cxijencías  de  la  opinión.  El  civil  no 
fdrma  gremio,  no  pertenece  á  falanje  alguna,  no  tiene  ausiliares 
ni  cómplices  presuntos :  virtud  i  ciencia  son  sus  únicos  títulos; 
i  cuando  carece  de  ellos  nadie  lo  ve,  porque  se  confunde  en  la 
masa  común ;  ó  si  tiene  esos  títulos  sagrados  para  merecer  la  con* 
fianza  pública,  se  halla  eclipsado  por  el  brillo  militar.  Serjeneral 
es  ser  todo,  i  sin  embargo,  queremos  república!... 

B  La  sociedad  necesita  algunas  veces  i  transitoriamente  del 
valor^  marcial ;  pero  necesita  siempre  i  permanentemente  del 
mérito  civil,  cuya  acción  continuada  aleje  los  combates,  modi- 
Gque  las  costumbres  i  halle  cada  dia  menos  necesaria  la  inter- 
vención de  la  fuerza.  La  república  no  es  conquista,  para  que  solo 
pueda  sostenerse  por  el  mérito  marcial.  La  república  es  el  dere- 
cho de  todos,  el  progreso,  el  mejoramiento  social.  La  república 
es  la  idea  que  no  deriva  sus  títulos  de  la  adquisición  bélica.  La 
república  es  la  aspiración  permanente  á  la  posesión  de  la  verdad 
i  la  justicia.  Rechazar  el  mérito  civil  solo  porque  no  se  ve  (i  no 
se  ve  porque  es  modesto),  porque  no  cuenta  sus  hazañas  por  he- 
catombes humanas,  es  privar  á  la  república  de  su  aliado  natural, 
de  hu  fiel  amigo,  precisamente,  porque  sus  intereses  lo  ligan  ásu 
suerte,  i  porque  carece  de  estímulo  que  pueda  convertirlo  en  su 
enemigo... 

dI  si  el  espíritu  aristocrático  de  In  institucíoa  militar  es  por  su 
naturaleza  adverso  i  contrario  al  espíritu  liberal  é  igualitario  de 
la  república,  ¿qué  diremos  de  los  hábitos  que  imprime  la  edu- 
cación militar?  Este  es  un  punto  que  requiere  examen  sepa- 
rado. 

« 

»  La  obediencia  pasiva  es  la  base  esencial  de  la  organización  do 
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toda  fuerza  pública  (1).  Esa  obediencia  enjendra  i  presupone  el 
mando  absoluto,  porque  ya  se  ha  dicho  :  no  hai  amos  donde  no 
hai  esclavos.  Comprendemos  bien  la  necesidad  social  de  que  el 
ejército  no  sea  deliberante  :  la  fuerza  ejecuta  i  obedece,  pero 
no  delibera,  no  discute.  El  examen  se  encuentra  en  otras  rejionest 
en  las  del  pensamiento 

»  El  jefe  acostumbrado  siempre  á  Terse  obedecido,  encuentra 
criminal  toda  resistencia  :  juzga  que  la  sociedad  es  un  cuartel; 
que  no  hai  más  orden  posible  que  el  orden  mecánico  de  los  ba- 
tallones, i  que  la  dÍTerjencia  de  las  opiniones  es  un  trastorno, 
una  conjuración  contra  el  orden  público,  que  asimila  al  orden 
de  los  cuerpos  de  guardia.  Los  hábitos  imprimen  carácter  :Ia 
educación  en  todas  las  profesiones  forma  una  segunda  natura- 
leza, i  el  hombre  es  animal  de  costumbres.  Estas  son  Terdades 
fuera  de  toda  duda  :  ¿quién  buscaría  abogados  i  literatos |)an 
soldados  i  vice- versa  ? 

»  El  poder  civil  es  la  lei,  es  la  regla  pi*econstituida  por  la  so- 
ciedad para  su  gobierno  pacífico.  El  poder  militar  es  la  conju- 
ración contra  la  lei,  es  la  amenaza  contra  la  paz  nacional.  El 
poder  civil  vive  de  la  discusión,  del  examen  :  el  poder  militar 
vive  del  mando  absoluto,  de  la  obediencia  pasiva.  Son  elementos 
contrarios,  modos  de  vivir  opuestos,  inconciliables.  —  El4X)der 
civil,  el  poder  de  la  inlelijencia  brilla  siempre  :  en  la  paz,  crece 
i  se  consolida  con  la  paz  :  el  militar  vive  de  la  guerra,  por  ella 
crece  i  con  ella  se  alimenta.  Sus  esfuerzos,  sus  hazañas,  la  mani- 
festación de  su  omnipotencia,  sus  triunfos,  son  otras  tantas 
libranzas  de  sangre,  que  jira  la  fuerza  i  cubre  la  .sociedad  en 
hombres  i  en  dinero. 

»  El  militar  no  eleva  el  grado  ni  sus  ganancias  sino  en  la 
guerra  :  su  interés  lo  arrastra  á  la  actividad  de  los  campamentos. 
El  civil  es  un  astro  á  quien  eclipsa  el  humo  de  los  combates: 
ideólogo^  abogado  (2)  he  aqui  los  caliGcativos  con  que  el  rcprc- 

(1)  En  otra  parte  hemos  dado  razones  para  probar  que  este  principio  no  ca- 
ce de  limitación. 

(2)  Esf^resiones  favoritas  de  Belzu. 
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sentante  de  la  fuerza  lo  estigmatiza  cuando  él  invoca  la  paz,  la 
lei,  la  discusión  pacífica.  El  militar  desconoce  el  progreso,  la 
libertad,  el  cristianismo  :  la  fuerza  no  solo  es  su  última,  sino  su 
única  misión.  La  intelijencia,  la  razón  humana,  son  para  él 
letra  sin  sentido,  cifra  sin  valor  alguno.  Si  en  la  guerra  está  su 
ínteres  ¿cómo  estará  en  la  paz  su  ganancia?  —  La  república, 
qae  es  la  espresion  del  querer  nacional ;  la  república,  que  no  se 
alimenta  sino  de  la  discusión,  que  no  vive  sino  de  la  paz,  que  no 
subsiste  sino  por  el  imperio  de  la  lei,  ¿  cómo  puede  hallarse  am- 
parada á  la  sombra  de  intereses  i  de  elementos  opuestos  ?  ¡  Con 
razón  que  hayamos  tenido  tantos  dictadores ! 

»  Pero  aun  hai  otro  peligro,  i  es  el  espíritu  de  cuerpo.  Los 
militares  forman  una  clase  aparte,  ligada  por  sus  hábitos,  por 
sus  recuerdos,  por  sus  intereses  especíales  :  esa  clase  es  una  fa- 
lanje  robustecida  por  el  titulo,  por  los  honores,  por  la  posision 
social,  por  la  renta,  por  el  espíritu  aristocrático  i  hereditario  : 
todos  se  apoyan,  se  ausilian  i  se  ayudan  ;  masonería  armada,  en- 
riquecida, se  afronta  con  la  sociedad ;  arruga  el  ceño  á  la  opi- 
nión, muestra  sus  bordados  i  dice  :  ¡somos  iodo  I  ¡El  mundo  es  de 
los  valientes !  |La  intelijencia  que  nos  sirva  !  La  prensa  que  nos 
admire.  La  poesía  que  nos  elojie.  ¡La  historia  que  nos  encomie! 
1 1  entre  tanto,  la  razón  humana,  la  justicia,  desemparadas,  vuel- 
ven los  ojos  al  cielo  de  donde  emanan,  para  abandonar  la  tierra 
al  imperio  de  la  fuerza  I 

n  Tales  son  las  condiciones  esenciales  de  la  organización  mili- 
tar, opuestas  todas  al  espíritu  civil  de  la  república.  Por  esto 
hemos  dicho  que  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  es  un  contra- 
sentido encargar  el  poder  á  los  militares,  acrecentando  asi  la 
importancia  del  tirulo,  la  influencia  de  la  clase  privilejiada,  el 
ínteres  escepcional  que  la  anima,  i  robusteciendo  el  espíritu  arís- 
locrático  que  la  inspira.  Por  esto  hemos  dicho  que  la  república 
se  halla  en  peligro  permanentemente,  mientras  que  los  direc- 
tores de  la  opinión  no  se  convenzan  de  que  es  necesario  dar  la 
preferencia  al  mérito  civil,  sin  que  por  esto  dejemos  de  conside- 
rar el  mérito  militar.  » 
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No  obstante  la  justicia  que  resplandece  en  el  fondo  de  las  pre 
cedentes  observaciones,  ellas  suponen,  al  parecer,  que  el  mili- 
tarismo puede  sacudirse  á  voluntad  de  los  ciudadanos.  Dos 
causas  poderosas  tienden  ét  arraigarlo,  después  que  se  intro- 
duce por  la  guerra  crónica  :  el  absolutismo  servido  por  la  ñiena, 
i  la  admiración  que  inspira  el  caudillaje.  Son  las  dos  consabidas 
leyes  políticas,  dominación  i  veneración,  elevadas  á  un  alto  gra- 
do. Una  tercera  causa  coadyuva,  i  es  sobre  la  que  más  puede 
trabajarse  por  medio  de  la  discusión  :  consiste  en  la  creencia  de 
que  el  poder  militar  es  indispensable  en  ciertas  ocasiones,  lo  que 
no  es  dudoso,  pero  si  acaso  menos  frecuente  de  lo  que  se  piensa. 

Es  pues  inútil  declamar  contra  el  militarismo,  mientras  sub- 
sistan sus  causas,  que  'poco  ceden  al  razonamiento.  Ellas  son 
fuerzas  brutas,  apenas  susceptibles  de  ilustración,  i  que  sólo 
pueden  combatirse  por  medios  indirectos  :  la  paz,  la  civilización, 
la  industria,  el  tiempo.  Cuando  llega  al  poder  un  militar  verda- 
deramente ilustrado,  que  aspira  á  crearse  una  reputación  inde- 
pendiente de  la  que  dan  las  hazañas  de  la  guerra,  se  inicia  una 
alteración  en  el  militarismo,  que,  por  la  continuación  de  causas 
favorables,  puede  anonadarse  ó  reducirse  á  proporciones  inocen- 
tes. Tal  lo  hemos  visto  en  Chile,  donde  la  fuerza  armada  luvo 
una  grandísima  parte  en  la  creación  de  las  actuales  instituciones, 
i  donde,  sin  embargo,  la  prudente  conducta  del  presidente  jeue- 
ral  Bulnes,  unida  á  la  influencia  del  clero  i  de  los  propietarios, 
que  equilibran  la  del  poder  militar,  han  quitado  á  éste  la  deplo- 
rable preponderancia  que  tiene  hoi  en  casi  todas  las  demás  re- 
públicas sud-americanas.  Otro  tanto  pudo  decirse  un  dia  de  San- 
tander en  Nueva  Granada  i  Pácz  en  Venezuela,  que  aunque  jene- 
rales,  eran  patriotas  ilustrados,  ambiciosos  de  gloria  civil,  cuando 
ya  nada  tenian  que  pedir  á  la  carrera  de  las  armas,  i  por  lo 
mismo  aptos  para  iniciar  una  decrecencia  del  militarismo,  el  cual 
llegó  casi  á  su  término  por  los  años  de  1850.  Nuevas  revolucio- 
nes i  nuevas  guerras  le  han  restituido  su  omnipotencia ;  i  es  for- 
zoso recomenzar  el  camino  desandado,  cuando  las  circunstancias 
sean  propicias^ 
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Variedades.^  1  .^  Condición  de  nacional.  Requiérese  no  solo 
para  ser  presidente  de  la  república,  principio  jeneral  hoi»  adop- 
tado de  la  constitución  norte-americana,  sino  para  ser  diputado 
(articulo  49)  secretario  de  estado  (art.  75),  ministro  de  la  corte 
casación  (art.  81),  prefecto  (art.  92),  i  jeneral  jefe  ú  oficial,  si 
no  es  con  el  consentimiento  de  la  asamblea  (art.  99) .  Como  no 
Temos  cuál  sea  el  inconveniente  de  que  bolivianos  naturalizados 
ocupen  esos  puestos,  mediante  elección  ó  nombramiento  que 
sería  prueba  de  merecer  la  necesaria  confianza,  debemos  supo- 
ner que  solo  se  ha  tratado  de  disminuir  la  competencia,  bien 
cácasa  por  lo  demás  de  parte  de  los  estranjeros  nacionalizados. 
En  esta  materia  las  repúblicas  centro-americanas  se  llevan  la 
palma  del  liberalismo,  á  lo  menos  en  cuanto  á  los  naturales  de 
las  otras  repúblicas  hermanas,  á  quienes  abren  las  puertas  para 
casi  todos  los  empleos  públicos,  sin  exijirles  naturalización. 

2.^  Indignidcul  de  diputados.  Dice  el  art.  40:  a  Los  diputados 
que  á  falta  de  convocatoria  (de  la  asamblea  por  el  poder  ejecu- 
tivo) no  concurrieren,  serán  indigno»  de  la  confianza  nacional, 
salvo  el  caso  de  impedimento  justificado.»  ¿Quién  hace  la  decla- 
ratoria, i  qué  efectos  produce?  No  se  dice.  Reputamos  esta  parte 
del  citado  articulo  como  una  simple  i  superfina  declamación. 
Valdría  más,  si  se  cree  que  hai  mérito  par^i  ello ,  espresar  categó- 
ricamente que  los  diputados  pierden  el  destino,  i  quedan  inhá- 
biles para  la  reelección,  mediante  decreto  judicial  ó  de  la  misma 
asamblea. 


CONSTITUCIÓN 


DE  LA 


REPÚBLICA  PERUANA 


Bajo  la  protección  de  Dios  :  —  El  congreso  de  la  república, 
autorizado  por  los  pueblos  para  reformar  la  constitución  política 
del  año  de  1856,  da  la  siguiente 


CONSTITUCIÓN 


TrruLO  I 

De  la  naoion 


Ai't.  1.®  La  nación  peruana  es  la  asociación  política  de  todos  los 
peruanos. 

Art.  2.®  La  nación  es  libre  é  independiente,  i  no  puede  celebrar 
pacto  que  se  oponga  á  su  independencia  ó  integridad,  ó  que  afecte 
de  algún  modo  su  soberanía. 

Art.  5.®  La  soberanía  reside  en  la  nacioUt  i  su  ejercicio  se  enco- 
mienda á  los  funcionarios  que  esta  constitución  establece 
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TITULO  U 

O*  la  relijion 


Art.  4.°  La  nación  profesa  la  relijion  católica,  apostólica,  ro- 
mana :  el  estado  la  proteje,  i  no  permite  el  ejercicio  público  de 
otra  alguna. 


TITULO  m 

aarantias  nacionales. 


Art.  5.<^  Nadie  puede  arrobarse  el  titulo  de  soberano  :  el  que  lo 
hiciere,  comete  un  atentado  de  lesa  patria. 

Art.  6.°  En  la  república  no  se  reconocen  empleos  ni  privilejios 
hereditarios,  ni  fueros  personales.  Se  prohiben  las  vinculacioaes ; 
i  toda  propiedad  es  enajenable,  en  la  forma  que  determip^  las 
leyes. 

Art.  ?.•  Los  bienes  de  propiedad  nacional  sólo  podrán  enajenarse 
en  los  casos  i  en  la  forma  que  disponga  la  leí,  i  para  los  objetos  que 
ella  designe. 

Art.  S.*»  No  pueden  imponerse  contribuciones  sino  en  virtud  de 
una  leí,  en  proporción  á  las  facultades  del  contribuyente,  i  para  el 
servicio  público. 

Art.  9.<^  La  lei  determina  las  entradas  i  los  gastos  de  la  nación.  De 
cualquiera  cantidad  exijida  ó  invertida  contra  el  tenor  espreso  de 
ella,  será  responsable  el  que  ordene  la  exacción  ó  el  $(asto  indebi- 
do :  también  lo  será  el  ejecutor,  si  no  prueba  su  inculpabilidad. 

Art.  10.  Son  nulos  los  actos  de  los  que  usurpan  funciones  públi- 
cas, i  los  empleos  conferidos  sin  los  requisitos  designados  por  la 
constitución  i  las  leyes. 

Art.  11.  Todo  el  que  ejerce  cualquier  cargo  público  es  directa  é 
inmediatamente  responsable  por  los  actos  que  practique  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones.  La  lei  determinará  el  modo  de  hacer  efec- 
tiva esta  responsabilidad. 

Les  fiscales  son  responsables,  por  acción  popular,  si  no  solieítaD 
el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  este  articulo. 

Art.  12.  Nadie  podrá  ejercer  las  funciones  públicas,  designadas 
en  esta  constitución,  si  no  jura  cumplirla. 
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irt  13.  Todo  peruano  efitá  autorizado  para  entablar  reelamado- 
nefi  ante  el  congreso^  ante  el  poder  ejecutiva,  ó  ante  cualquiera 
autoridad  competente,  por  infracciones  de  la  eonstitucioq. 


TITULO  IV 


Art.  14.  Nadie  está  obligado  á  hacer  lo  que  no  manda  la  leí,  ni 
impedido  de  hacer  lo  que  ella  no  prohibe. 

Art.  15.  Ninguna  lei  tiene  fueria  ni  efecto  retroactiva. 

Art.  16.  La  lei  protejo  el  honor  i  la  vida  contra  toda  injusta  agre- 
aion ;  i  no  puede  imponer  la  pena  de  muerte,  sino  por  el  crimen  de 
homicidio  calificado. 

Art.  17.  No  hai  ni  puede  haber  esclavos  en  la  r^Ablica. 

Art.  18.  Nadie  podrá  ser  arrestado  sin  mandamiento  escrito  de 
juez  competente,  ó  de  las  autoridades  encargadas  de  conservar  el 
arden  público,  escepto  infruganti  delito;  debiendo,  en  todo  caso, 
ser  puesto  el  arrestado,  dentro  de  veinticuatro  horas,  á  dispoaioian 
del  juzgado  que  corresponda.  Los  ejecutores  de  dicho  mandamiento 
están  ebligadoa  á  dar  copia  de  él,  siempre  qqe  se  les  pidiere. 

Art.  19.  Laa  cárceles  son  lugares  de  seguridad  i  no  de  castigo.  Es 
prohibida  toda  severidad  que  no  sea  necesaria  para  la  custodia  de 
los  presos. 

Art.  20.  Nadie  podrá  ser  separado  de  la  república,  ni  del  lugar 
de  su  residencia,  sino  por  sentencia  ejecutoriada. 

Art.  21.  Todos  pueden  hacer  uso  de  la  imprenta  para  publicar 
sus  escritos  sin  censura  previa ;  pero  biyo  la  responsabilidad  que 
determina  la  lei. 

Alt.  22.  El  secreto  de  las  cartas  es  inviolable :  no  producen  efecto 
legal  las  que  fueren  sustraídas. 

Art.  23.  Puede  ejercerse  libremente  todo  ofício,  industria  ó  pro- 
fesión que  no  se  oponga  á  la  moral,  á  ia  salud  ni  á  la  segundad 
pública. 

Art,  24.  Ita  nación  garantiza  la  existenoia  i  difusión  de  la  ins- 
trucción primaria  gratuita,  i  el  fomento  de  los  establecimientos 
públicos  de  ciencias,  artes,  piedad  i  beneficencia. 

Art.  35,  Todos  los  que  afiezcan  las  garantías  de  capacidad  i  mo- 
ralidad prescritas  por  la  lei,  pueden  ejercer  libiamente  la  en- 
señanza, i  dirijir  establecimientos  de  educación  bajo  la  inspección 
4e  la  autoridad. 

Art.  26.  La  propiedad  es  inviolable,  bien  sea  material,  intelectual. 
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literaria  ó  artística  :  á  nadie  se  puede  privar  de  la  suya,  sino  poi 
causa  de  utilidad  pública,  probada  legalmente  i  previa  indemniza- 
ción justipreciad  a. 

Art.  27.  Los  descubrimientos  útiles  son  propiedad  esclusiva  de 
sus  autores,  á  menos  que  voluntariamente  convengan  en  vender  el 
secreto,  ó  que  llegue  el  caso  de  espropiacion  forzosa.  Los  que  sean 
meramente  introductores  de  semejante  especie  de  descubrímienlos, 
gozarán  de  las  mismas  ventajas  que  los  autores,  por  el  tiempo  limi- 
tado  que  se  les  conceda  conforme  á  la  lei. 

Art.  28.  Todo  estranjero  podrá  adquirir,  conforme  á  las  leyes, 
propiedad  territorial  en  la  república ;  quedando,  en  todo  lo  con- 
cerniente á  dicha  propiedad,  sujeto  á  las  obligaciones  i  en  el  goco 
de  los  derechos  de  peruano. 

Art.  29.  Todos  los  ciudadanos  tienen  el  derecho  de  asociarse 
pacificamente,  sea  en  público  ó  en  privado,  sin  comprometer  el  or- 
den público. 

Art.  50.  El  derecho  de  petición  puede  ejercerse  individual  ó  co- 
lectivamente. 

Art.  3i .  El  domicilio  es  inviolable  :  no  se  puede  penetrar  en  él, 
sin  que  se  manifieste  previamente  mandamiento  escrito  de  juez,  ó 
de  la  autoridad  encargada  de  conser-var  el  orden  público.  Los  eje- 
cutores de  dicho  mandamiento  están  obligados  á  dar  copia  de  él, 
siempre  que  se  les  exija. 

Art.  32.  Las  leyes  protejen  i  obligan  igualmente  á  todos  :  podrán 
establecerse  leyes  especiales,  porque  lo  requiera  la  naturaleza  de 
los  objetos,  pero  no  por  sólo  la  diferencia  de  personas. 


TITULO  V 

De  loa  peruanos. 

Art.  33.  Los  peruanos  lo  son  por  nacimiento  ó  por  naturali- 
zación. 
Art.  34.  $on  peruanos  por  nacimiento  : 

í,^  Los  que  nacen  en  el  territorio  de  la  república ; 
2.®  Los  hijos  de  padre  peruano  ó  de  madre  peruana,  nacidos 
en  el  estranjero,  i  cuyos  nombres  se  hayan  inscrito  en  el  rejistro 
cívico,  por  voluntad  de  sus  padres,  durante  su  minoría,  ó  por  la 
suya  propia  luego  que  hubieren  libado  á  la  mayor  edad,  ó  hu- 
bieren sido  emancipados ; 

5.*"  Los  naturales  de  la  América  Española  i  los  españoles  que 
se  hallaban  en  el  Perú  cuando  se  proclamó  i  juró  la  independenciat 
i  que  han  continuado  residiendo  en  él  posteriormente.' 
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Art.  35.  Son  peruanos  por  naturalización  : 
liOs  estranjeros  mayores  de  veintiún  años,  residentes  en  elPonüi, 
que  ejercen  algún  oficio,  industria  ó  profesión,  i  que  se  inscriben 
en  el  rejistro  cívico  en  la  forma  determinada  por  la  lei. 

Art.  56.  Todo  peruano  está  obligado  á  servir  ¿  la  república  con 
su  persona  i  sus  bienes,  del  modo  i  en  la  proporción  que  señalen 
las  leves. 


TITULO  VI 

» 

De  Ift  olndadanla. 

Art.  37.  Son  ciudadanos  en  ejercicio  :  los*peruanos  mayores  de 
veintiún  años,  i  los  casados,  aunque  no  hayan  llegado  á  dicha  edad. 
Art.  38.  Ejercen  el  derecho  de  sufrajio  todos  los  ciudadanos  aue 
saben  leer  i  escribir,  ó  son  jefes  de  taller,  ó  tienen  alguna  propiedad 
raíz,  ó  pagan  al  tesoro  público  alguna  contribución. 
FJ  ejercicio  de  este  derecho  será  arreglado  por  una  leí. 
Art.  39.  Todo  ciudadano  puede  obtener  cualquier  cargo  público, 
con  tal  que  reúna  las  calidades  que  exiia  la  lei. 
Art.  40.  £1  ejercicio  de  la  ciudadanía  se  suspende : 
i.**  Por  incapacidad,  conforme á  la  lei; 
2.<^  Por  hallarse  sometido  á  juicio  de  quiebra ; 
Z,^  Por  hallarse  procesado  criminalmente,  i  con  mandamiento 
(1(^  prisión; 

4.''  Por  ser  notoriamente  vago,  jugador,  ebrio,  ó  estar  divor- 
ciado por  culpa  suya. 
Art.  41.  El  derecho  de  ciudadanía  se  pierde  : 
1  .^  Por  sentencia  judicial  que  asi  lo  disponga ; 
2.*^  Por  quiebra  fraudulenta,  judicialmente  declarada; 
7í,^  Por  obtener  ó  ejercer  la  ciudadanía  en  otro  estado ; 
i.""  Por  aceptar  de  un  gobierno  estranjero  cualquier  empleo, 
titulo  ó  condecoración,  sin  permiso  del  congreso; 

5.^  Por  la  profesión  monástica,  pudiendo  volver  á  adquirirse  ' 
mediante  la  esclaustracion ; 

ñ."*  Por  el  tráfico  de  esclavos,  cualquiera  que  sea  el  lugar 
donde  se  haga. 


TITULO  vn 

De  la  tonna  de  gobierno. 

Art.  42.  El  gobierno  del  Perú  es  republicano,  democrático,  re- 
presentativo, fundado,  en  la  unidad. 
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Art.  45.  Ejercen  las  funciones  públicas  los  encargados  de  los 
poderes  lejislativo»  ejecutivo  i  judicial,  sin  que  ninguno  de  ellos 
pueda  salir  de  los  limites  prescritos  por  esta  constitución. 


TITULO  vm 

Del  poder  leJialatlTO. 

Art.  44.  El'poder  lejislativo  sé  pjérce  por  el  congreso,  en  laforma 
que  esta  constitución  determina. 

El  congreso  se  compone  de  dos  cámaras  :  la  de  skiadores  i  la  de 
diputados. 

Art.  45.  La  elección  de  los  senadores  i  de  los  diputados  se  hará 
bonforme  á  la  lei. 

Art.  46.  Se  elejirá  un  diputado  propietario  i  un  suplente,  por 
cada  treinta  mil  habitantes,  ó  porcada  fracción  que  pase  de  quince 
mil,  i  poi*  cada  provincia*,  aunque  su  población  no  llegue  á  este 
número. 

Se  íijará  por  una  lei  el  número  de  diputados  que,  según  este  ar- 
ticulo, corresponda  á  cada  provincia,  i  no  podrá  aumentarse  sino 
por  disposición  previa  del  congreso. 
Art.  47.  Para  ser  diputado  se  requiere  : 
1.^  Ser  peruano  de  naciniiento; 
2.®  Ciudadano  en  ejercicio ; 
3.°  Tener  veinticinco  años  de  edad ; 

4.°  Ser  natural  del  departamento  á  que  la  ptonnci  a  pertenezca, 
ó  tener  en  él  tres  años  de  residencia ; 

5.''  T^er  una  renta  de  quinientos  pesos,  ó  ser  profesor  de  al- 
gqna  ciencia. 

Art.  48.  Se  elejirán  cuatro   senadores  propietarios  i  cuatro  su- 
plentes, por  cada  departamento  que  tenga  más  deoclio  provincias; 
Tres  propietarios  i  tres  suplentes,  por  cada  departamento  que 
tenga  menos  de  ocho  i  n¡  s  de  cuatro  provincias; 

Dos  propietarios  i  éo^  suplentes,  por  cada  departamento  que 
tenga  menos  de  cinco  provincias  i  más  de  una ; 

1  un  propietario  i  un  suplente,  por  cada  departamento  que  tenga 
una  sola  provincia,  ó  por  cada  provincia  litoral. 
Art.  49.  Para  ser  senador  se  requiere  : 
i.<^  Ser  peruano  de  nacimiento ; 
2.*»  Ciudadano  en  ejercicio  ; 
3.®  Tener  treinta  i  cinco  años  de  edad ; 
4.**  Uia  renta  de  mil  pesos  anuales,  ó  ser  profesor  do  alguna 
ciencia. 
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Art.  50.  No  paeden  ser  elejidos  senadores,  por  ningún  departa- 
mento, ni  diputados  por  ninguna  provincia  de  la  república  : 

i.^  El  presidente  de  la  república,  los  vicepresidentes,  minis- 
tros de  estado,  prefectos,  subprefectos  i  gobernadores,  si  ao  hin 
dejado  el  cargo  dos  meses  antes  de  la  elección ; 

2.^  Loe  Tócales  i  fiscales  de  la  corte  suprema  de  justidA. 

Art.  51 .  Tampoco  pueden  ser  elejidos  : 
1.^  Loa  arzobispos,  obispos,  gobernadores  eclésiAsttcos,  vioa- 
ríos  capitulares  i  provisores,  por  los  departamentos  ó  provindas  de 
sus  respectivas  diócesis ; 

8.®  Los  curas,  por  las  provincias  á  que  pertenecen  sus  par* 
roquias; 

3.*  Los  vocales  i  fiscales  de  las  cortes  superiores,  por  los  de- 
partamentos ó  provincias  en  que  ejercen  jurisdicción  ; 

4.^  Los  jueces  de  primera  instancia,  por  sus  distrito^  Judi- 
ciales ; 

5.*  Los  militares,  por  las  provincias  donde  estén  mandando 
fnerza,  6  donde  tengan  cualquiera  otra  colocación  militar  en  la  época 
de  la  deccion. 

Arti.  53.  El  congreso  ordinario  se  reunirá  cada  dos  años,  el  28  de 
julio,  con  decreto  de  convocatoria,  ó  sin  él ;  i  el  estraordíoarí^i 
cuando  sea  convocado  por  el  poder  ejecutivo. 

La  duración  del  congreso  ordinario  será  de  cien  dias  útiles;  el 
eslraordinario  terminará,  llenado  el  objeto  de  la  convocatoria ;  sin 
que,  en  ningún  caso,  pueda  funcionar  más  de  cien  dias  útiles. 

Art.  53«  Para  que  pueda  instalarse  el  congreso,  es  preciso  que 
se  reúnan  los  dos  tercios  de  cada  una  de  las  cámaras. 

Art.  54.  Los  senadores  i  diputados  son  inviolables  en  el  ejercido 
de  sus  fUiíciones. 

Art.  55.  Los  senadores  i  los  diputados  no  pueden  ser  acusados  m 
presos  ^n  previa  autorícadon  del  congreso,  i  en  su  receso,  de  la 
comisión  permanente,  desde  un  mes  antes  de  abrirse  las  sesieties 
hasta  un  mes  después  de  cerradas,  escepto  infragaiíü  delito,  en 
eup  caso  serán  puestos  inmediatamente  á  disposición  de  su  respec- 
tiva cámara,  ó  oe  la  cortiision  permanente  en  receso  del  congrefte. 

Art.  56.  Vacan  de  hecho  las  cargos  de  senador  i  diputado,  por 
admitir  cualquier  empleo  cargo  ó  benefício,  cuyo  nombramiento  6 
presentación  dependa  esclusivamente  del  poder  ejecutivo. 

Art.  57.  Las  cámaras  se  renovarán  cada  bienio,  por  tercei^s  par- 
tes, al  terminar  la  lejislatura  ordinaria. 

Art.  58.  Los  diputados  i  senadores  podrán  ser  reelectos,  i  solé 
en  este  caso  será  renunciable  el  cargo. 

Art.  59.  Son  atribuciones  del  con^i*eso  : 
1.*  Dar  leyes,  interpretar,  modificar  i  derogar  las  eKÍsteiitesi 
2.*  Abrir  i  cerrar  sus  sesiones  en  el  tiempo  designado  por  )l 
lei  i  prorogar  las  ordinarias  hasta  cincuenta  días ; 
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5/  Designar  el  lugar  de  sus  sesiones,  i  determinar  si  ba  de 
haber  ó  no  fuerza  armada,  en  qué  número,  i  á  qué  distancia; 

4/  Examinar,  de  preferencia,  las  infracciones  de  constitución, 
i  disponer  lo  conveniente  para  hacT  efectiva  la  responsabilidad  de 
los  infractores; 

5.*  Imponer  contribuciones,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  8.**;  suprimir  las  establecidas  ;  sancionar  el  presupuesto; 
i  aprobar  ó  desaprobar  la  cuenta  de  gastos  que  presente  el  poder 
ejecutivo,  conforme  al  art.  102 ; 

6.*  Autorizar  al  poder  ejecutivo  para  que  negocie  empréstitos, 
empeñando  la  hacienda  nacional  i  designando  fondos  para  la  amor- 
tización; 

7."  Reconocer  la  deuda  nacional,  i  señalar  los  medios  para  con- 
solidarla i  amortizarla ; 

8.*  Crear  ó  suprimir  empleos  públicos;  i  asignarles  la  corres- 
pondiente dotación ; 

9.*  Determinar  la  lei,  el  peso,  el  tipo  i  la  denominación  de  la 
moneda,  igualmente  que  los  pesos  i  las  medidas ; 

iO.  Proclamar  la  elección  del  presidente  i  de  los  vicepresi- 
dentes de  la  república;  i  hacerla,  cuando  no  resulten  elejidos  se- 
gún la  lei ; 

i  i .  Admitir  ó  no  la  renuncia  de  su  cargo  al  jefe  del  poder 
ejecutivo ; 

i 2.  Resolver  las  dudas  que  ocurran  sobre  la  incapacidad  del 
presidente,  de  que  se  encarga  el  inciso  1.^  del  art.  88; 

13.  Aprobar  ó  desaprobar  las  propuestas,  que,  con  sigecion  á 
la  lei,  hiciere  el  poder  ejecutivo  para  jenerales  del  ejército  i  de  U 
marina,  i  para  coroneles  i  capitanes  de  navio  efecti\os; 

14.  Préster  ó  ne^ar  su  con^entimiento  para  el  ingreso  de  tro- 
pas estranjeras  en  el  territorio  de  la  república ; 

15.  Resolver  la  declaración  de  guerra,  á  pedimento  ó  previo 
informe  del  poder  ejecutivo,  i  requerirle  oportnnamente  para  que 
negocie  la  paz ; 

16.  Aprobar  6  dobaprobar  los  tratados  de  paz,  concordatos  i 
demás  <:onvenciones  celebradas  con  los  gobiernos  estranjeros ; 

17.  Dictar  las  disposiciones  necesarias  para  ei  ejercicio  del 
derecho  de  patronato ; 

18.  Rehabilitar  á  los  que  hayan  perdido  la  ciudadanía; 

19.  Conceder  amnistías  é  inaullos; 

20.  Declarar  cuando  la  patria  esté  en  peligo,  ir  suspender  por 
tiempo  limitado,  las  garantías  consignadas  en  los  artículos  18, 
20  i  29; 

21.  Determinar  en  cada  lejislatura  ordinaria,  i  en  las  estra- 
ordinarias  cuando  convenga,  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  que  ha  de 
mantener  el  estado ; 

22.  ilacei  la  división  i  demarcación  del  territorio  nacional; 
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23.  Conceder  preipios  á  los  pueblos,  corporaciones  ó  perso- 
nas, por  servicios  eminentes  que  hayan  prestaao  á  la  nación  ; 

24.  Examinar,  al  fin  de  cada  periodo  constitucional,  los  actos 
administrativos  del  jefe  del  poder  ejecutivo,  i  aprobarlos,  si  fueren 
conformes  á  la  constitución  i  á  las  leyes  :  i  en  caso  contrario,  en- 
tablará la  cámara  de  diputados  ante  el  senado  ia  correspondiente 
acusación. 


TITULO  IX 

GámaraB  Ifljlslatiiras. 


Art.  60.  En  cada  cámara  se  iniciarán,  discutirán  i  votarán  los 
proyectos  de  lei,  conforme  al  rt'glamento  interior. 

Art.  61 .  Cada  cámara  tiene  el  derecho  de  organizar  su  secretaria, 
nombrar  sus  empleados,  formar  su  presupuesto  i  arreglar  su  eco- 
nomía i  policía  interior. 

Art.  62.  Las  cámaras  se  reunirán : 
1.®  Para   ejercer  las  atribuciones  -  2.', — 5.*, — iO, — 11, — 
i2,— 14,— 15,— 16,— 20  i  24  del  art.  59; 

2.*^  Para  discutir  i  votar  los  asuntos  en  que  hubieren  disen- 
tido, cuando  lo  exija  cualquiera  de  las  cámaras;  nocesitáudose, 
en  ese  caso,  dos  lercios  de  votos  para  la  sanción  de  la  lei. 

Art.  65.  La  presidencia  del  congreso  se  alternará  entre  los  presir 
dentes  de  las  Cámaras,  conforme  al  re»; lamento  interior. 

Art.  64.  Corresponde  á  la  cámara,  de  diputados,  acusar  ante  el 
senado,  al  presidente  de  la  república,  á  los  miembros  de  ambas 
cámaras,  á  los  ministros  de  estado,  á  los  miembros  do  la  comisión 
permanente  del  cuerpo  lejislativo,  i  á  los  vocales  de  la  corte  su- 
prema, por  infracciones  de  la  constitución,  i  por  todo  delito  come- 
tido en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  al  que,  según  las  leyes,  deba 
imponerse  pena  corporal  aflictiva. 

Art.  65.  El  presidente  déla  república  no  podrá  ser  acusado  du- 
rante su  periodo,  escoplo  en  los  casos  de  traición ;  de  haber  aten- 
tado contra  la  forma  ae  gobierno;  de  haber  disuello  el  congreso, 
impedido  su  reunión  ó  suspendido  sus  funciones. 

Art.  66.  CoiTesponde  á  la  cámara  de  senadores  : 
1.^  Det;larar  si  ha  ó  no  lugar  á  formación  de  causa,  á  conse- 
cuencia de  las  acusaciones  hechas  por  la  cámara  de  diputados ; 
quedando  el  acusado,  en  el  primer  caso,  suspenso  del  ejercicio  de 
su  empleo,  i  sujeto  á  juicio  según  la  lei ; 

2.^  Resolver  las  competencias  que  se  susciten  entre  las  cortes 
superiores  i  la  suprema,  i  entre  ésta  i  el  poder  ejecutivo. 
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TITULO  X 
De  la  fonnaolon  1  promulgación  d«  las  leyes. 


Art.  67.  Tienen  derecho  de  iniciativa  en  la  formación  de  las 
leyes : 

í.^  Los  senadores  i  diputados; 

2.®  El  poder  ejecutivo  j 

Z.^  La  corte  suprema,  en  asuntos  judiciales. 

Art.  68.  Aprobado  un  proyecto  de  lei  en  cualquiera  de  las  cáma- 
ras, ))asará  á  la  otra  para  su  oportuna  discusión  i  vofa<Kion.  Si  la  cá- 
mara revísora  hiciere  adibit>nes,  se  sujetíirAil  éstas  &  los  misinos 
trátnites  qtie  el  proyecto. 

Art.  69.  Aprobada  una  lei  por  el  congreso,  pasará  al  ejecutivo 
para  que  la  promulgue  i  haga  cumplir.  Si  el  ejecutivo  tuviere  ob- 
servaciones que  hacer,  las  presentará  al  conj^reso^  en  t4  téHnitio  de 
diei  dias  perentorios. 

Art.  70.  Reconsiderada  la  lei  en  ambas  bámaras  con  las  ébserilt- 
ciones  del'  ejecutivo,  si,  no  obstante  ellas,  fuere  aprobada  iltieva- 
mente,  quedará  sancionada,  i  se  mandará  promulgar  i  cumplir.  8i 
no  fuere  aprobada,  no  podrá  volver  á  temarse  en  eonsídendoQ 
hasta  la  siguiente  lejislatura. 

Art.  71.  Si  el  ejecutivo  no  mandare  promulgar  i  cumplir  la  leí, 
ó  no  hiciere  observaciones  dentro  del  tél*mino  fijado  en  el  articu- 
lo 69,  se  tendrá  por  saticionada,  i  se  promulgará  i  mandará  cum- 
plir por  el  ejecutivo.  Bh  caso  contrario,  hará  la  promulgación  el 
presidente  del  congreso,  i  la  mandará  insertar ^  para  su  eampli- 
miento,  en  cuall}uier  periódico. 

Art.  72.  El  ejecutivo  no  podrá  hachar  ob^rvaóitmei  á  las  insola- 
ciones ó  leves  que  dicte  el  congrego,  en  el  ejercicio  de  sus  airilia- 
ciones2.*,*5.»i  10. 

Art.  73.  Las  sesiones  del  congreso  i  las  de  las  cámaras  serás 
públicas.  Sólo  podrán  ser  secretas  en  los  casos  puntualizados  ea  «I 
reglamento,  i  previos  los  requisitos  por  ét  etijidos; 

Art.  74.  Será  nominal  la  votación  de  iodo  asunté  cfue  directa- 
mente comprometa  las  rentas  nacionales. 

Art.  75.  Para  intepretar,  modificar,  d  derogar  las  leyes*  w  <*" 
servarán  los  mismos  trámites  que  para  su  formación; 

Art.  76.  El  congreso,  al  redactar  las  leyes,  ustirá  esta  Wrtttil* : 
(t  El  congreso  de  la  repáblica  peruana  [atjni  la  parte  ratonada]  ba 
dado  la  lei  siguiente  :  [Aqui  la  parte  dispositíva].  Gomm^tt^** 
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poder  ejecutiTO^  para  que  disponga  lo  necesario  á  su  eumpli- 
miento.  » 

Árt.  77.  El  ejecutivo,  al  promulgar  i  mandar  cumplir  las  leyes, 
osará  esta  lérmula  :  —  t  El  presidente  de  la  república  —  Por 
cuanto  el  congreso  ha  dado  la  lei  siguiente  :  -^  [Aquí  la  lei.]  Por 
tanto,  mando  se  imprima,  puMique  i*  cireule,  i  se  le  dé  ti  debido 
cumplimiento.  ^ 


TITULO  H 

Podrir  «l^iBiitlvo 


Art.  78.  El  jefe  del  poder  ejecutivo  tendrá  la  denominación  de 
presidente  de  la  república. 

Art.  79.  Para  ser  predidenle  de  la  república)  se  requiere  : 
i.*"  Ser  peruano  de  nacimiento; 
2.^  Ciudadano  en  ejercicio; 

5.^  Tener  treinta  i  dnce  años  de  edad,  i  diei  de  domicilio  en 
la  república. 

Art.  80.  El  presidente  de  la  república  será  el  ejido  per  los  pue- 
blos, en  la  forma  que  prescriba  la  lei. 

Art.  84.  El  congreso  hará  la  apertura  de  las  actas  electorales,  las 
calificará,  regulará  los  votos,  i  proclamará  presidente  al  que  hu- 
biere obtenido  mayoría  absoluta. 

Art.  82.  Si  del  escrutino  no  resultare  dicha  mayoría,  el  congreso 
eiejira  entre  tos  dos  que  hubieren  obtenido  mayor  número  de  votos. 
Si  dos  ó  más  tuvieren  igual  número  de  volos,  el  congreso  elejirá 
entre  todos  ellos. 

Art.  83.  Si  en  las  votaciones  que»  según  el  articulo  anterior 
tuviere  que  hacer  el  congreso,  resultare  empate^  lo  decidirá  la 
suerte. 

Afft  84»  Cuando  el  congreso  haga  la  elección  de  presidente,  de- 
berá precisamente  quedar  terminada  en  una  sola  sesión. 

Art.  85.  El  presidente  durará  en  su  cargo  cuatro  anos;  i  no  podrá 
ser  reelt'Cte  presidente,  ni  elejido  vicepresidente «  sino  tlespctes  de 
un  periodo  igual. 

Art.  86.  El  pre^idente  de  la  república^  al  concluir  su  periodo, 
dará  cuenta  al  congreso  de  sus  actos  administrativos,  para  íes  efec'r 
tos  de  la  atribución  24,  art.  59. 

Art.  87.  La  dotación  del  presidente  no  podrá  aumentarse  en  eí 
tiempo  de  su  mando. 

Art.  88»  La  presidencia  de  la  república  vaca,  además  del  caso 
de  muerte  : 
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I.^Por  perpetua  incapacidad,  física    ó   moral,  del  presi- 
dente; 

2^  Por  la  admisión  de  su  renuncia ; 

7},'^  Por  sentencia  judicial  que  lo  declare  *reo  de  los  delitos  de- 
signados en  el  art.  65 ; 

A."*  Por  terminar  el  periodo  para  que  fué  elejído. 
Art.  89.  Habrá  dos  vicepresidentes  de  la  república,  deaoroioa- 
dos  1.^  i  S."",  que  serán  elejídos  al  mismo  tiempo,  con  las  mismas 
calidades,  i  para  el  mismo  periodo  que  el  presidente. 

Art.  90.  En  los  casos  de  vacante  que  designa  el  art.  88,  es- 
cepto  el  último,  ei  primer  vicepresidente  concluirá  el  período  co- 
menzado. En  los  casos  del  art.  95,  sólo  se  encargará  del  mando 
por  el  tiempo  que  dure  el  impedimento  del  presidente. 

Art.  91.  A  falta  del  presidente  i  del  primer  vicepresidente  de  la 
república,  el  segundo  se  encargará  del  mando  supremo,  hasta  que 
el  llamado  por  la  lei  se  halle  espedito.  En  el  caso  de  vacante,  dará 
dentro  de  tercero  .dia  las  órdenes  necesarias  para  que  se  ha^a  la 
elección  de  presidente  i  primer  vicepresidente  de  la  república;! 
convocará  al  congreso  para  los  efectos  de  los  arts.  Si  i  siguientes. 
Art.  92.  Los  vicepresidentes  de  la  república  no  pueden  ser  can- 
didatos para  la  presidencia,  ni  para  la  vicepresidencia  mientras 
ejerzan  el  mando  supremo.  Tampoco  pueden  serlo  los  ministros  de 
estado,  ni  el  jeneral  en  jefe  del  ejército. 
Art.  95.  El  ejercicio  de  la  presidencia  se  suspende  : 

i.°  Por  mandar  en  persona  el  presidente  la  fuerxa  pública; 

2.<^  Por  enfermedad  temporal ; 

5.<*  Por  hallarse  sometido  á  juicio  en  los  casos  espresados  en 
el  art.  65. 

Art.  94.  Son  atribuciones  del  presidente  de  la  república  : 

i.* Conservar  el  orden  interior  i  la  seguridad  esterior  de  la  re- 
pública, sin  contravenir  á  las  leyes ; 

2.*  Convocar  al  congreso  ordinario,  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  la  primera  parle  del  art.  52;  i  al  estraordinario, 
cuando  haya  necesidad ; 

5."  Concurrir  á  la  apertura  del  congreso,  presentando  un  men- 
saje sobre  el  estado  de  la  república  i  sobre  las  mejoras  i  reformas 
que  juzgue  oportunas; 

4."  Tomar  parteen  la  formación  de  las  leyes,  conforme  á  esta 
constitución; 

5.*  Promulgar  i  hacer  ejecutar  las  leyes  i  demás  resoluciones 
del  congreso ;  i  dar  decretos,  órdenes,  reglamentos  é  instrucciones 
para  su  mejor  cumplimiento ; 

6.<^  Dar  las  órdenes  necesarias  para  la  recaudación  é  inversión 
de  las  rentas  públicas  con  arreglo  á  la  leí ; 

7.*  Requerir  á  los  jueces  i  tribunales  para  la  pronta  i  exacta 
administración  de  justicia ; 
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8.*  Hacer  que  se  cumplaa  las  sentencias  de  los  tribunales  i 
juzgados; 

9.*  Organizar  las  fueraas  de  mar  i  tierra,  distribuirlas,  i  dis- 
poner de  ellas  para  el  servicio  de  la  república; 

10.  Disponer  de  la  guardia  nacional  en  sus  respectivas  provin- 
cias, sin  poder  sacarla  de  ellas,  sino  en  caso  de  sedición  en  las 
limítrofes,  ó  en  el  de  guerra  esterior ; 

ii.  Dirijir  las  negociaciones  diplomáticas,  i  celebrar  tratados, 
poniendo  en  ellos  la  condición  espresa  de  que  serán  sometidos  al 
congreso,  para  los  efectos  de  la  atribución  lo.  art.  59 ; 

12.  Recibir  á  los  ministros  estranjeros,  i  admitir  á  los  cón- 
sules; 

13.  Nombrar  i  remover  á  los  ministros  de  estado  i  á  los  ajen- 
tes  diplomáticos ; 

14.  Decretar  licencias  i  pensiones,  conforme  á  las  leyes; 

15.  Ejercer  el  patronato,  con  arreglo  á  las  leyes  i  práctica 
vijente; 

16.  Presentar  para  arzobispos  i  obispos,  con  aprobación  del 
congreso,  á  los  que  fueren  electos  según  la  lei ; 

17.  Presentar  para  las  dignidades  i  canonjías  de  las  catedra- 
les, para  los  curatos  i  demás  ^neficios  eclesiásticos,  con  arreglo  á 
las  leves  i  práctica  vijente; 

18.  C'lebrrir  concordatos  con  la  silla  apostólica,  arreglándose 
á  las  instrucciones  dadas  por  el  congreso ; 

19.  Conceder  ó  negar  el  pase  á  los  decretos  conciliares,  bulas, 
breves  i  rescriptos  pontificios,  con  asentimiento  del  congreso ;  i 
oyendo  previamente  á  la  corte  suprema  de  justicia,  si  fueren  reía* 
ti  vos  á  asuntos  contenciosos ; 

20.  Proveer  los  empleos .  vacantes,  cuyo  nombramiento  le 
corresponda  se^un  la  constitución  i  leyes  especiales. 

Art.  95.  El  presidente  no  puede  salir  del  territorio  de  la  repú- 
blica durante  el  periodo  de  su  mando,  sin  permiso  del  congreso, 
i  en  su  receso,  de  la  comisión  permanente ;  ni  concluido  dicho  pe- 
riodo, mientras  esté  sujeto  al  juicio  que  prescribe  el  art.  66. 

Art.  95.  £1  presidente  no  puede  mandar  personalmente  la  fuerza 
armada,  sino  con  permiso  del  congreso,  i  en  su  receso,  de  la  co- 
misión permanente.  En  caso  de  mandarla,'  sólo  tendrá  las  facultades 
de  jeneral  en  jefe,  sujeto  á  las  leyes  i  ordenanzas  militares,  i  res- 
ponsable conforme  á  ellas. 
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TITULO  XIÍ 


Ai4.  97.  El  deftBaohe  de  lea  aegeciea  de  la|idniÍQÍ$traeÍQi||Hiiblica 
corre  á  cargo  de  iob  minialree  de  estado»  cuyo  i^úmofOi  igualpa^ 

IQO  loe  ramos  que  deban  oemprenderae  baja  oada  mínistefio,  se 
esignarán  por  una  lei. 

Art.  98.  Papa  ser  ministro  de  eatado»  se  requiero  aor  peruano  de 
nacimiento  i  ciudadano  en  ejercicio. 

Art.  99.  Las  órdenes  i  decretos  del  presidente  ^^  firmi^rái)  por 
cada  ministro  en  sus  respectivos  ramos,  sin  cuyo  requisUo  nt)  serán 
obedecidos. 

Art.  100.  Los  ministros  de  estado,  reunidas,  forman  el  oonsejo 
de  ministros,  cuya  or^anizaoion  i  funeiones  se  detaUaráfi  por  U  ki- 

Art.  101.  Cada  ministro  presentará  al  oo)[igreao  ordmario,  al 
tiempo  de  su  instalación,  una  Memoria  en  que  eaponga  el  estside 
de  los  distintos  ramos  de  su  despacho ;  i  en  cualquier  UempOi  Itf 
informes  que  se  le  jpidan. 

Art.  102.  El  ministro  de  haoienda  presentará,  ademáa,  tu  cuanta 
jeneral  del  bienio  anterior  i  el  preaupueato  para  el  siguiente. 

Art.  105.  Los  ministros  pueden  presentar  al  congreso,  en  todo 
tiempo,  loi9  proyectos  do  leí  que  juiguen  convenientes ;  i  oonenrrir 
á  los  debates  del  congreso,  ó  de  cualquiera  de  las  cámaras;  pero 
deben  retirarse  antes  de  la  votación.  Concurrirán  igualme^líe  á  la 
discusión,  siempre  que  el  congreso  ó  cualquiera  de  las  cámaras  los 
llame;  i  tanto  en  este  caso,  como  en  el  anterior,  contestfirán  i  las 
interpelaciones  que  se  les  hicieren. 

Art.  104.  Los  ministros  son  responsables,  aelidariamente,  j^r 
las  resoluciones  dictadas  en  ponaejo,  ai  no  salvaren  su  voto ;  é  in- 
dividualmente, per  los  actos  peculiares  á  su  departan^on^, 


TITULO  Xffl 

Comisión  permanente  del  cuerpo  leJialaÜTo. 


Art.  105.  La  comisión  permanente  del  cuerpo  Ieji:>Iativo  se  com- 
.    pone  de  siete  senadores  i  ocho  diputados*  elejidos,  en  cámaras  reu- 
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nidas,  al  fin  de  cada  lejislatura  ordinaria.  Para  suplentes,  serán 
deiidos  tres  senadores  i  cuatro  diputados. 

Art.  i06.  No  podrá  haber  en  esta  comisión  individuos  que  ten- 
gan entre  si  parentesco  dentTQ  del  cuarto  grado  civil. 

Art.  107.  Son  atribuciones  de  la  comisión  permanente^  á  más  de 
las  que  le  señalan  otros  articules  constitucionales  : 

l.'Vijilarel  cumplimiento  de  la  constitución  i  de  las  leyes^ 
dirijiendo  al  poder  ejecutivo  dos  representaciones  sucesivas,  para 
que  enmiende  cualquiera  infracción  que  hubiere  cometido,  ó  para 
^e  proceda  contra  las  autoridades  subalternaS|  si  ellas  hqbieren 
sido  las  infractoras  ; 

2,*  Par  cuenta  al  congreso,  i  pedir  aue  la  cáiQara  de  diputados 
eqtable  la  CQfrespondiente  iicusacion  comra  el  tninistro  ó  ministros 
responsables,  en  el  caso  de  que  hubieren  sido  desatendidas  las  pe- 
presentaciones  de  que  se  encarga  la  atribución  anterior; 

3.*  Declarar  si  há  6  nó  lugar  á  formación  de  cauaa,  i  poner  á 
disposición  del  juez  competente  á  los  senadores  ó  diputados,  en  el 
caso  de  que  habla  el  art.  55  de  esta  constitución  *, 

4.*  Resolverlas  competencias  que  se  susciten  entre  las  cortes 
superiores  i  la  suprema,  ó  entre  ésta  i  el  poder  ejecutivo } 

5,*  Autorizar  al  ejecutivo  para  que  negocie  empréstitos,  de- 
signándole la  cantidad ;  i  para  que  aumente  la  fuerza  pública,  basta 
un  número  igualmente  determinado,  en  el  caso  de  que  se  trastorne 
el  orden,  6  sea  invadido  el  territorio  nacional. 

Para  esta  ^utoriaiacion  no  bastará  la  mayoría  absoluta  de  yotos, 
sino  que  será  indispensable  i^  de  dos  tercios ; 

6.*  Dar  al  presidente  de  U  república  el  permiso  mencionado 
en  los  arts.  95  i  96,  en  los  mismos  casos  dci  la  i^trihucion  an- 
terior. 

Art.  108.  Los  senadores  i  los  diputados  que  formen  esta  comisión, 
desempeñarán  los  encargos  que  les  hubieren  conferido  sqs  respec- 
tivas cámaras,  p^ra  la  formación  i  revisión  de  las  leyes,  con  la 
obligación  de  dar  cuenta  oportunamente. 

Art.  109.  La  comisión  es  responsable  ante  el  congreso  por  cual- 
quiera omisión  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  que  le  pres- 
criben sus  atribuciones  primera  i  segunda :  lo  es  también  por  el 
mal  uso  que  hiciere  de  su  atribución  quinta. 

Art.  110.  La  comisión  elejirá  de  su  seno  un  presidente,  un  vice- 
presidente i  un  secretario ;  i  formará  su  reglamento  i  su  presu- 
puesto. 
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TITULO  XIV 

RédlmMi  int«rlor  á&  U  repqblloa. 


Art.  111.  La  república  se  divide  en  departamentos  i  provincias 
litorales  :  los  departamentos  se  dividen  en  provincias;  i  éstas  en 
distritos. 

Art.  112.  La  división  de  los  departamentos,  de  las  provincias  i 
de  los  distritos,  i  la  demarcación  de  sus  respectivos  limites,  serán 
objeto  de  una  lei. 

Art.  115.  Para  la  ejecución  de  las  leyes,  para  el  cumplimento  de 
las  sentencias  judiciales  i  para  la  conservación  del  óroen  público, 
habrá  prefectos  en  los  departamentos  i  provincias  litorales;  sab- 
prefectos  en  las  provincias ;  gobernadores  en  los  distritos ;  i  tenien- 
tes gobernadores  donde  fuere  necesario. 

Art.  114'.  Los  prefectos  estarán  bajo  la  inmediata  dependencia  del 
poder  ejecutivo  ;  los  sub -prefectos  bajo  la  de  los  prefectos;  i  los 
gobernadores  bajo  la  de  los  sub-prefecios. 

Art.  115.  Los  prefectos  i  suh-prefectos  serán  nombrados  por  el 
poder  ejecutivo  ;  los  gobernadores  lo  serán  por  los  prefectos,  á  pro- 
puesta en  terna  de  los  sub-prefectos,  i  los  tenientes  gobernadores 
por  los  sub-prefectos,  á  propuesta  en  terna  de  los  gobernadores. 

El  poder  ejecutivo  poará  remover  á  los  prefectos  i  sub-prefectos, 
con  arreglo  á  la  leí. 

Art.  116.  Las  atribuciones  de  estos  funcionarios  i  su  duración 
serán  determinadas  por  una  lei. 

Art.  117.  Los  funcionarios  encargados  de  la  policía  de  seguridad 
i  orden  público,  dependen  inmediatamente  del  poder  ejeculivoi 
quien  los  nombrará  i  removerá  conforme  á  la  lei. 


TITULO  XV 

¡un  lo  Ipa  11  dadas. 


Art.  118.  Habrá  municipalidades  en  los  lugares  <|ue  desígnela 
lei ;  la  cual  determinará  sus  funciones,  responsabilidades,  calida- 
des de  sus  miembros  i  el  modo  de  elejirlos. 
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TITULO  XVI 

Fu«ria  públloa. 


Art.  119.  El  objeto  de  la  fuerza  pública  es  asegurar  los  derechos 
de  la  nación  en  el  esterior;  i  la  ejecución  de  las  leyes  i  el  orden  en 
el  interior. 

La  obediencia  militar  será  arreglada  á  las  leyes  i  ordenanzas  mi- 
litares. 

Art.  120.  La  fuerza  pública  se  compone  de  las  guardias  naciona- 
les, del  ejército  i  de  la  armada;  i  tendrá  la  organización  que  de- 
signe la  lei. 

La  fuerza  pública  i  el  número  de  jenerales  i  jefes  se  designarán 
por  una  lei. 

Art.  121.  Las  guardias  nacionales  existirán  organizadas  en  la 
proporción  que  determine  la  leí. 

Art.  122.  No  habrá  comandantes  jenerales  territoriales,  ni  co- 
mandantes militares,  en  tiempo  de  paz. 

Art.  123.  La  fuerza  pública  no  se  puede  aumentar  ni  renovar  sino 
conforme  á  la  lei.  El  reclutamiento  es  un  crimen,  que  da  acción  á 
todos,  para  ante  los  jueces  i  el  congreso,  contra  el  que  lo  or- 
denare. 


TITULO  XVII 

Poder    Judicial. 


Art.  124.  La  justicia  será  administrada  por  los  tribunales  i  los 
juzgados,  en  el  modo  i  la  forma  que  las  leyes  determinen. 

Art.  125.  Habrá  en  la  capital  de  la*  república  una  corte  suprema 
de  justicia;  en  las  de  departarnt^nto,  á  juicio  del  congreso,  cortes 
superiores;  en* las  de  provincia,  juzgados  de  1."  instancia ;  i  en  to- 
das las  problaciones,  juzgados  de  paz. 

El  número  de  juzgados  de  1.*  instancia  en  las  provincias,  i  el  de 
juzgados  de  paz  en  las  pobiaciont  s,  se  designarán  por  una  lei. 

Art.  126.  Los  vocales  i  fiscales  de  la  corte  suprema  serán  nom- 
brados por  el  congreso,  á  propuesta  en  terna  doble  del  poder  eje- 
cutivo ;  los  vocales  i  fiscales  de  las  cortes  superiores  serán  nom- 
brados por  el  ejecutivo,  á  propuesta  en  tema  doble  de  la  corte 
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suprema;  i  los  jueces  de  1.*  instancia  i  ajentes  fiscales,  á  pro- 
puesta en  terna  d(»ble  de  las  respectivas  cortt'S  superiores. 

Si  ocurriere  alguna  vacante  en  l<i  corte  suprema  durante  el.  re- 
ceso del  congreso,  la  comi>ion  permanente  del  cuerpo  lejislalivo 
proveerá  interinamente  la  plaza,  á  propuesta  en  terna  doble  del 
poder  ejecutivo. 

Art.  127.  La  publicidad  es  esencial  en  los  juicios  :  los  tribunales 
pueden  discutir  en  secreto ;  pero  las  votaciones  se  liarán  en  alta 
voz  i  públicamente. 

Las  sentencias  serán  motivadas,  espresándose  en  ellas  la  lei  ó 
los  fundamentos  en  que  se  apoyen. 

Art.  128.  Se  prohio  •  todo  juicio  por  comisión. 

Art.  129.  Ningún  poder  ni  autoridad  puede  avocarse  causas  pen- 
dientes ante  otro  poder  ú  oira  autoridad,  ni  sustanciarlas,  ni  hacer 
revivir  proces  «s  leneoido^*. 

Art.  130.  Producen  acción  popular  contra  los  majísti^dos  i 
jueces  : 

í,^  La  prevaricación ; 

2.<»  El  cohecho; 

5.°  La  abreviación  ó  suspensión  de  las  formas  judiciales ; 

i.^  El  procedimiento  ilegal  contra  las  garantías  individuales. 


TITULO  XVIll 

Reforma  de  la  oonstitaoLon. 


Art.  iol.  La  reforma  de  uno  ó  más  artículos  constitucionales  se 
sancionará  en  congreso  ordinario,  previos  los  mismo  tráitiit*  saque 
debe  sujeiarse  cualquier  proyecto  de  lei ;  pero  no  tendí  á  efecto 
dicha  reforma,  sino  fuere  raiiíicadade  igual  modo,  por  la  siguiente 
lejislatura  ordinaria. 


TITULO  XIX 

Disposiciones  transitorias. 

Art.  132.  La  renovación  del  congreso,  en  las  lejislaluras  de  1862 
11864,  se  veriíicarápor  sorteo. 
Art*  13r>i  Los  senadores  correspondientes  á  cada  departamento  ó 
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provincia  litoral,  serán  elojijlos,  en  esta  vez,  por  el  congreso,  de 
entre  los  diputados  que  representan  esas  d¡vision»'s  territoriales. 

Los  miembros  del  congreso  que  no  fueien  elejidos  senadores, 
formaráa  la  cámara  de  diputados. 

Art.  134.  Para  que  se  establ«'zcan  sobre  bases  sólidas  ias  relacio- 
nes existentes  entre  la  Iglesia  i  el  estado;  i  para  que  se  remuevan 
los  obstáculos  que  se  opongan  al  exacto  cumplimiento  del  ar- 
tículo 6.<^,  en  cuanto  al  fuero  eclesiástico,  se  celebrará,  á  la  mayor 
brevedad,  un  concordato. 

Art.  155.  Los  arts.  54  i  55  no  privan  de  los  derechos  de  pe- 
ruano por  nacimiento  ó  por  naturalización  á  los  individuos  que  se 
hallen  en  posesión  le^al  de  esta  calidad. 

Art.  156.  Los  juzgados  i  tribunales  privativos  é  igualmente  sus 
eódigos  especiales,  existirán  mientras  la  lei  haga  en  ellos  las  re- 
formas convenientes. 

Art.  157.  La  elección  del  secundo  vicepresidente  de  la  repú- 
blica, que  debe  suplir  la  falta  del  presidente  i  del  primer  vicepre* 
sidenle  en  el  actual  periodo,  se  verificará  por  los  pueblos  tan  luego 
como  se  promulgue  la  lei  de  elecciones ;  haciénaose  el  escrutinio 
i  la  proclamación  por  la  comisión  permanente  del  cuerpo  lejisla- 
tivo,  en  receso  del  congreso. 

Art.  158.  E^ta  constitución  rpjirá  en  la  república  desde  el  dia  de 
su  promulgación,  sin  necesidad  de  juramento. 

Dada  en  la  sala  de  set^iones  en  Lima,  á  los  diez  dias  del  mes  de 
noviembre  del  año  del  Señor  mil  ochocientos  sesenta. 


CONSTITUCIÓN  DEL  PERÚ 


ANTE3CEDENTES 


Halagados  por  la  fama  de  sus  riquezas,  buscaron  los  españoles 
el  imperio  de  los  Incas  situado  en  el  Océano  Pacifico ;  i  lo  con- 
quistaron por  el  terror,  abusando  de  la  confianza  i  de  la  blan- 
dura de  carácter  que  distinguia  á  los  hijos  del  sol.  No  encontraron 
allí  tribus  salvajes  é  indómitas  como  en  el  rio  de  la  Plata  ó  las 
costas  de  Venezuela,  sino  un  pueblo  numeroso  i  civilizado,  sujeto 
á  un  gobierno,  despótico,  pero  paternal  i  completamente  organi- 
zado  hasta  en  los  últimos  detalles  de  administración.  Sus  tribus 
principales  de  indíjenas,  los  chinchas  i  aimaráes,  eran  intclijen- 
tes,  laboriosos  i  sumisos,  lo  que  hubiera  facilitado  la  creación 
de  un  gobierno  tranquilo  i  propio  para  mantener  la  prosperidad 
i  el  goce  de  lodos  los  beneficios  sociales,  sobre  la  base  del  dere- 
cho para  todos  los  asociados.  Pero  otra  cosa  exijia  la  insaciable 
sed  de  riquezas  i  el  feroz  fanatismo  de  los  conquistadores,  que 
en  cambio  de  un  cristianismo  adulterado,  despojaron  i  aniquila- 
ron la  gran  población  de  aquellas  importantes  comarcas. 

Para  ello  se  sirvieron  del  carácter  mismo  de  los  naturales, 
amoldados  á  la  sumisión  por  el  sistema  gubernativo  de  los  Incas. 
«  Los  peruanos  estaban  sometidos  á  una  dependencia  ciega,  que 
les  impedia  loda  libertad  individual,  reduciéndolos  como  á  pie- 
zas de  una  máquina  bien  arreglada,  que  les  limitaba  su  propie- 
dad, dándoles  sólo  lo  necesario  para  la  vida ;  que  les  permitia 
pocos  goces  privados,  señalándoles  el  tiempo  en  que  dchíao  di- 
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vertirse  ó  desahogarse  en  sociedad,  i  que  los  mantenia  en  igno- 
rancia para  que  fuese  más  segura  la  sumisiou  i  para  que  apren- 
diesen el  oBcio  de  sus  padres. 

a  Esle  sistema,  que  duró  trescientos  años,  produjo  en  los  pe- 
ruanos una  segunda  naturaleza,  i  de  allí  resultó  :  1.^  que  luego 
que  ellos  perdieron  á  sus  Incas,  ya  no  pudieron  obrar  por  sí,  i  se 
hallaron  incapaces  de  acometer  toda  empresa,  especialmente  si 
era  atrevida  ]  2/  que  quedaron  espuestos  á  que  se  abusara  fácil- 
mente de  ellos  cada  vez  que  se  les  reuniera  en  masa  para  mane- 
jarlos como  máquinas;  3.**  que  no  debía  costar  dificultad  some* 
terlos  á  la  dominación  española;  4.^  que  quedaron  sin  apego  á 
la  propiedad  individual,  sin  deseos  de  comodidades,  sin  aspira- 
ciones de  ninguna  especie,  i  por  consiguiente  propios  para  rcli- 
jiosos  de  una  comunidad  franciscana,  más  bien  que  para  ciuda- 
danos de  un  estado  floreciente;  5.°  que  habían  de  tener  poco 
amor  propio  ó  poca  dignidad,  carencia  completa  del  conoci- 
miento de  sus  derechos,  i  ninguna  afición  á  cambiar  de  modo  de 
vivir  i  á  progresar;  i  6.^  que  habían  de  inclinarse  al  que  los  go- 
bernase, sin  consultar  los  intereses  de  la  patria.  »  (1) 

Organizado  así  el  TahuantisuyUj  era  un  terreno  apropiado 
para  la  especie  de  cultura  que  los  conquistadores  españoles  in- 
tentaban emprender  allí :  la  esplotacion  de  los  muchos  tímidos 
i  disciplinados  á  la  obediencia,  por  los  pocos  osados  i  destituidos 
de  sentido  moral.  Era  una  masa  dispuesta  á  tomar  cualquiera 
forma,  i  no  tomó  ni  pudo  tomar  sino  la  del  despotismo  desapiatlado. 
La  libertad  no  es  ni  con  mucho  obra  de  los  gobiernos,  i  menos 
todavía  de  gobiernos  como  los  que  ha  tenido  hasta  ahora  España. 

Al  tiempo  en  que  arribaron  los  conquistadores  europeos,  el 
imperio  de  los  Incas  fundado  por  Manco-cápac  i  gobernado  á  la 
sazón  par  Atahualpa,  se  estendia  desde  el  Mira  hasta  el  Maule. 
Pero  el  vireinato  del  Perú,  creado  allí  en  1544,  comprendió  al 
principio  todo  el  territorio  descubierto  en  el  Pacifico,  incluso  el 
istmo  de  Panamá. 

^\)    fíUioria  politica  del  Perú,  por  D.  Agustín  de  la  Rosa  Faro,  páj.  51. 


422  REPGBLIGA  DEL  PERÚ 

Bajo  el  segundo  tífcí,  Gasea,  se  erijió  en  presidencia,  anexa 
al  mismo  Tiretnato,  el  antiguo  reino  de  Quitu,  conquistado  por 
Huaina-cápac  pocos  años  antes  de  la  venida  de  los  españoles. 
Pero  en  1718  se  creó  con  las  provincias  al  norte  de  Pasto  el  ?i- 
reinato  de  Nueva  Granada  (que  luego  se  suprimió  temporal- 
mente) ,  i  á  él  se  anexó  entonces  la  presidencia  de  Quito. 

También  se  le  desmembró  en  1715  el  territorio  de  Chile,  para 
erijirlo  en  capitanía  jcneral  con  escasa  dependencia  del  virei- 
nalo;  i  en  1777  todo  el  territorio  del  Alto  Perú,  i  las  inmensas 
comarcas  al  sur  situadas  al  oriente  de  los  Andes,  con  todo  lo 
cual  se  formó  el  vireinato  de  Buenos  Aires. 

Asi  deslindado  por  sustracción  el  vireinato  del  Perú,  continuó 
bajo  el  yugo  español  hasta  1 821 ;  siendo  notable  la  época  de  su 
coloniaje  por  las  guerras  civiles  que  al  principio  estallaron  entre 
los  mismos  conquistadores ;  por  las  sublevaciones  de  los  indije* 
ñas,  maltratados,  que  llegaron  á  ^er  muí  graves  en  1780  bajo 
la  direcrion  de  Condorcanqui,  i  por  la  tentativa  de  independencia 
en  1798  cuando  los  patriotas  enviaron  á  Europa  á  don  José  Caro, 
comisionado  para  solicitar  el  apoyo  de  Inglaterra  i  Francia. 

Varias  tentativas  del  mismo  jénero  se  hicieron  con  éxito  des- 
graciado, desde  1805  hasta  1814,  en  que  llegó  á  establecerse  en 
el  Cuzco  una  Junta  de  gobierno  revolucionaria,  bajo  los  auspi- 
cios de  Ángulo  i  Pumacahua,  quienes,  triunfantes  al  princijiio, 
fueron  al  6n  vencidos  i  ejecutados  por  las  autoridades  españolas. 

Tan  considerables  eran  las  fuerzas  de  que  ellas  disponian,  que 
la  independencia  del  Perú  no  pudo  obtenerse  por  sus  propios 
esfuerzos  únicamente ;  sino  con  la  eficaz  ayuda  de  San  Martm,  que 
la  proclamó  en  Lima  el  28  de  julio  de  1821,  i  de  Bolívar,  que  la 
afirmó  en  Ayacuchu,  á  9  de  diciembre  de  1824,  por  medio  de  su 
primer  teniente,  el  jeneral  Sucre. 

Antes  de  esta  última  fecha,  las  tropas  i  autoridades  españolas 
abandonaron  el  litoral  del  Perú,  lo  que  permitió  á  San  Martio 
cstender  su  influencia  hacia  el  norte,  i  con  ella  el  principio  de 
independencia.  Quedóle  por  tanto  sometido  todo  el  territorio  que 
no  estaba  inmediatamente  dominado  por  los  españoles,  i  con  el 
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título  de  protector  gobernó  un  corto  tiempo,  haciendo  muchas 
reformas  importantes  en  la  administración  pública. 

Uno  de  sus  primeros  actos  fué  convocar  á  la  reunión  de  un 
congreso  constituyente,  que  en  efecto  se  instaló  el  20  de  setiem* 
bre  de  1822,  i  ante  el  cual  hizo  dimisión  del  mando,  que  se  le 
aceptó  solo  en  vista  de  su  insistencia  i  manifiesto  empeño  de  re- 
tirarse á  la  Tida  privada.  Tomó  entonces  el  congreso  para  si  el 
gobierno,  encomendando  el  ejercicio  del  poder  ejecutivo  á  una 
comisión  de  tres  individuos,  titulada  junta  de  gobierno  del  Perú, 
i  compuesta  de  La  Mar,  Al  varado  i  Visita  Florida. 

Pero  á  consecuencia  de  una  representación  hecha  por  los  jefes 
del  ejército  cinco  meses  después,  se  separaron  mas  ios  poderes, 
i  se  encargó  el  ejecutivo  al  coronel  Rívagúero,  con  el  nombre 
de  préndente  de  la  república,  gran  mariscal  del  ejército.  Sólo 
duró  tres  meses  su  gobierno;  pues  el  con^'reso,  destituyéndole, 
confirió  el  mando  militar  á  Sucre  i  el  poder  político  á  don  José 
Bernardo  Tagle,  que  lo  ejercieron  respectivamente  hasta  la  lié*- 
gada  de  Bolívar,  á  quien  el  congreso  había  llamado  repetidas 
veces.  Desde  1.®  de  setiembre  de  1823,  en  que  entró  á  Lima,  fué 
investido  de  un  poder  dictatorial  bajo  el  nombre  de  Libertador, 

El  congreso  reunido  por  San  Martin  habia  dado  en  1825  una 
constitución,  que  no  llegó  á  plantearse,  i  que  tenia  no  pocos 
puntos  de  contacto  con  la  de  Chile,  fabricada  en  el  mismo  año 
en  el  gabinete  de  un  político  filósofo.  Descansaba  en  las  ideas  de 
pacto  social  propagadas  por  Rousseau,  i  contenia  preceptos  que 
no  eran  ni  siquiera  de  carácter  lejislativo,  como  el  del  art.  14, 
que  declaraba  indigno  del  nombre  de  peruano  al  que  no  fuese 
relijioso,  amase  la  patria  etc.^  etc.  Después  del  triunfo  de  Aya- 
cucho,  reimió  Bolívar  el  congreso,  i  le  devolvió  el  poder  absoluto 
de  que  había  sido  investido  un  año  antes.  Pero  la  representación 
nacional  jwzí^ó  necesario  prologárselo  por  otro  año,  i  asi  acor- 
dándolo, se  disolvió.  Dejando  entonces  el  gobierno  á  cargo  de 
una  junta,  partió  Bolívar  para  el  Alio  Perú,  dominado  aún  por 
fuerzas  españolas. 

A  su  regreso  encontró  ya  reunida  nuevamente  la  representa- 
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cion  nacional,  que  se  habia  aplazado  para  1826.  Pero  antes  de 
inslalarse,  la  mayoría  dirijió  una  ropí  escnlacion  al  Supremo 
Gobierno  (1),  pidiéndole  se  difiriese  la  reunión  para  el  siguiente 
año,  i  que  entre  tanto  se  consultase  á  las  provincias  sóbrela 
conveniencia  de  reformar  la  constitución  de  1823  i  sobre  desig- 
nación de  la  persona  que  debiera  ser  presidente  de  la  repú- 
blica. 

Hizose  asi,  i  los  colejios  electorales,  en  número  de  59,  i  escep- 
tuando  sólo  el  de  Sarapacá,  resolvieron  por  sus  actas  :  1.*  que  se 
adoptase  la  constitución  formada  por  el  libertador  para  Boiivia ; 
i  2.^  que  él  mismo  fuese  presidente  vitalicio.  Estas  manifesta- 
ciones fueron  secundadas  por  las  de  muchas  municipalidades  i 
corporaciones  civiles  i  eclesiásticas,  i  terminaron  por  una  so- 
lemne proclamación,  efectuada  el  9  de  diciembre  de  1826.  Pero 
todo  se  desvaneció ;  pues  con  motivo  de  algunos  senos  movimien- 
tos en  Venezuela,  que  desde  entonces  amagaron  afectarla  inte- 
gridad de  Colombia,  Bolívar  tuvo  que  regresar  á  su  patria,  de- 
jando el  gobierno  del  Perú  á  un  consejo  presidido  por  Santacniz, 
i  un  mes  después  se  insurreccionó  la  tercera  división  del  ejército 
colombiano  acaudillada  por  el  coronel  Bustamantc,  alegando  que 
no  quería  apoyar  en  el  Perú  la  constitución  boliviana^  i  que  ne- 
cesitaba marchar  á  Colombia  para  impedir  que  se  le  impusiera 
también,  como  se  temia.  Libres  entonces  ios  pueblos,  se  pro- 
nunciaron contra  dicha  constitución,  i  contra  el  nombramiento 
de  Bolivar,  cuyo  poder  terminó  así  en  el  Perú. 

Por  convocatoria  del  consejo  de  gobierno,  se  reunió  en  1827 
una  convención  constituyente,  que  elijió  de  presidente  á  Lámar; 
pero  en  1829,  i  á  consecuencia  del  desastre  de  Tarqui,  fué  de- 
puesto i  desterrado  á  Centro-América,  donde  pronto  murió. 

La  convención  constituyó  el  país  por  instrumento  de  18  de 
marzo  de  1828,  mui  superior  al  precedente  tanto  en  el  fondo 
como  en  la  forma.  Su  redacción  era  clara,  concisa,  i  nada  con- 


(i)    Desde  entonces  comenzó  &  usarse  en  el  Perú  esta  locución,  ▼iciosa  cuan- 
do M  aplica  solo  al  poder  ejecutivo. 
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tenia  que  fuese  estraño  á  una  constitución  política.  Estableció 
dos  cámaras  lejislativas,  una  de  diputados  elejidos  sobre  la  base 
de  la  población,  i  otra  dé  senadores  en  razón  de  tres  por  cada 
depariamento.  Las  cámaras  eran  independientes  por  su  composi- 
ción, i  podian  in>istir  por  dos  tercios  de  votos  en  un  proyecto  de 
lei  objetado  por  el  ejecutivo.  Este  residia  en  un  presidente  por 
cuatro  años,  que  podia  reelejirse  por  oiro  periodo.  En  receso  del 
congreso  habia  un  consejo  de  estado,  compuesto  de  diez  sena- 
dores, i  que  tenia  funciones  de  censor  i  consultor  del  ejecutivo, 
i  aun  declaraba  con  lugar  á  formación  de  causa,  por  acusación 
del  procurador  nacional  contra  ciertos  empleados.  Esta  consti- 
tución creó  además  juntas  departamentales,  con  atribuciones  de- 
finidas  i  bastantes  para  iniciar  la  descentralización  del  gobierno. 
Eran,  sin  embargo,  más  que  otra  cosa,  corporaciones  electorales 
i  sociedades  patrióticas,  con  cierta  autoridad  sobre  las  munici- 
palidades, cuyos  actos,  basados  en  una  atribución  jeneral  mui 
vaga,  podian  las  juntas  anular. 

La  constitución  de  1828  fué  como  la  norma  de  las  que  le  su* 
cedieron,  que  conservaron  su  fisonomía  i  rasgos  principales.  En 
punto  á  garantías  individuales,  bien  desarrolladas  ya  en  el  títu- 
lo IX,  se  fué  ganando  cada  vez  más,  si  se  esceptúa  un  pequeño 
retroceso  en  1860,  como  lo  veremos.  Su  duración  estaba  fijada 
por  los  arts.  176  i  177,  que  prevenían  la  reunión  de  otra 
convención  en  julio  de  1833,  ó  antes  si  era  indispensable,  para 
revisarla  é  introducir  en  ella  las  reformas  que  fuesen  conve- 
nientes. Heunióse  la  convención  en  1830;  pero  sólo  alcanzó  á 
clejir  presidente  de  la  república  en  la  persona  del  jeneral  don 
Luis  F.  Orbegoso,  aunque  esa  elección  dcbia  haberse  hecho  po- 
pularmente. El  ejército  la  disolvió,  i  proclamó  de  presidente  al 
jeneral  Bermúdez ;  pero  viniendo  á  las  manos  los  dos  partidos, 
triunfó  el  de  Orbegoso.  Reunida  nuevamente  la  convención  en 
1833,  de  acuerdo  con  la  constitución  vijente,  sancionó  una  nue- 
va, con  fecha  10  de  junio  de  1834,  que  no  contenia  ninguna  re- 
forma notable ;  escepto  la  supresión  de  las  juntas  departamenta- 
les. Elevó  á  cinco  el  número  de  senadores  por  departamento,  i 
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prohibió  ]a  reelección  del  pre>idente  de  la  república  para  el  si- 
guiente periodo  de  cuatro  años.  Suprimió  la  plaza  de  vicepresi- 
dente reconocida  antes,  i  atribuyó  sus  funciones  al  presidente 
del  consejo  de  estado,  que  se  compuso  de  dos  miembros  por  cada 
departamento,  elejidos  por  el  congreso. 

Susurrábase  ya  por  entonces  el  proyecto,  concebido  por  San- 
tacruz  i  secundado  por  Orbe^oso,  para  formar  la  Confederación 
Perú-Boliviana,  de  que  hablamos  en  otra  parle.  Pretendiendo 
combatirlo,  se  sublevó  contra  Orbegoso  el  jeneral  Salavem,  quien 
logró  atraer  á  su  causa  gran  parte  del  ejército  i  de  la  escuadra,  i 
someter  á  su  autoridad  una  porción  considerable  del  territorio 
peruano.  Ayudado  de  Santacruz,  cuyo  ausilio  imploró  Orbegoso, 
éste  venció  á  Salavérri  en  Socabaya  á  7  de  febrero  de  1836.  A 
esa  derrota  siguió  el  establecimiento  de  la  confederación,  derro- 
cada con  ausilio  de  Chile  después  de  dos  notables  encuentros, 
uno  en  Guia  (portada  de  Lima)  el  21  de  agosto  de  1838,  i  otro 
en  Yungai  el  20  de  enero  de  1839.  Por  virtud  del  primer  triunfo 
obtenido  contra  Orbegoso,  Gamarra,  jeneral  peruano  que  mili- 
taba entre  los  restauradores  y  entró  á  la  capital,  i  convocó  á  una 
junta  de  notables,  que  le  nombró  presidente  provisorio.  Después 
de  Yungai,  en  que  Santacruz  fué  vencido  i  obligado  á  salir  del 
territorio  asilándose  en  el  Ecuador,  Gamarra  convocó  á  un  con- 
greso constituyente,  que  se  instaló  en  Huancayo  en  el  roes  de 
agosto  de  1859,  i  dio  una  constitución  á  10  de  noviembre,  previa 
declaratoria  de  haber  caducado  la  de  1834. 

Como  era  natural,  la  constitución  de  Iluancayo  se  resentia  de 
las  circunstancias  que  la  habian  dictado.  Aunque  no  puso  gran- 
des obstáculos  á  la  naturalización  de  estranjeros  (protejidos  por 
Santacruz),  i  aun  facilitó  la  de  los  españoles  europeos  i  ameri- 
canos en  los  incisos  5.°  i  6.®  del  art.  6.**,  no  era  mucho  loque 
aprovechaba  la  naturalización,  puesto  que  exijia  la  cahdad  de 
peruano  de  nacimiento  para  ser  presidente,  senador,  diputado, 
majistrado  ó  juez,  prefe<'lo  i  snb-prefecto.  Otro  distintivo  de  la 
época  es,  que  declaraba  vacante  de  hecho  la  presidencia  por  cele- 
brar tratados  contra  la  independencia  ó  integridad  de  la  repú- 


REPÚBLICA  DEL  PERÚ  427 

blica.  Por  lo  demás,  ganó  terreno  el  poder  ejecutivo  (destinado  á 
Gamarra),  puesto  que  el  periodo  presidencial  se  estendió  á  seis 
años,  i  el  presidente  no  era  responsable  ante  el  senado  sino  por 
atentados  contra  la  independencia  i  unidad  nacional.  Conservó 
las  dos  cámaras;  pero  el  senado  se  compuso  de  21  miembros, 
distribuidos  entre  los  departamentos  por  la  lei  de  elecciones. 
Fué  entonces  cuando  comenzó  el  congreso  bienal,  i  la  institu- 
ción de  intendentes  de  policía  en  las  capitales  de  depart«imento 
(art.  145);  al  mismo  tiempo  que  se  guardaba  profundo  silencio 
sobre  juntas  departamentales  i  municipalidades,  suprimidas  de 
lieclio  ó  relegadas  á  la  lejislacion  común.  El  consejo  de  estado, 
compuesto  de  15  individuos,  adquiere  mayor  importancia.  Con 
su  dictamen  afirmativo,  podia  el  presidente  remover  á  los  fun- 
cionarios del  poder  judicial,  inclusos  los  majistrados  de  la  corte 
suprema.  En  fin,  su  tabla  de  garantías  nacionales  é  individuales, 
adorno  constitucional  que  cuesta  poco  iqtioducir  i  que  resulta 
c^i  siempre  nugatorio,  fué  bastante  rstensa,  i  compone  el  asunto 
del  lít..  XVUI.  Esta  constitución  duró  de  oficio  hasta  1859,  aun- 
que murió  de  hecho  mucho  tiempo  antes. 

Electo  presidente  el  jeneral  Gamarra,  hubo  paz  por  dos  ó  tres 
años;  pero  volviendo  aquélla  su  antigua  manía  de  intervenir  en 
los  asuntos  de  Bolivia,  estalló  la  guerra  entre  esta  república  i  el 
Perú,  cuyo  presidente  i  jeneral  en  jefe  murió  en  la  batalla  de 
Vungai  á  18  de  noviembre  de  1841.  Menéndez,  presidente  del 
consejo  de  estado,  omitió  convocar  á  elecciones  diez  dias  después 
de  saberse  la  defunción  del  presidente  de  la  república,  como  lo 
ordenaba  la  constitución.  Esto  dio  lugar  á  graves  desóidcnes  i  á 
una  larga  guerra  civil.  Desde  lue^o,  el  jeneral  Vidal,  vicepresi- 
dente del  consejo,  fué  proclamado  en  algunos  departamentos  del 
sur  para  ejercer  el  poder  ejecutivo.  El  jeneral  Torneo  en  Lima 
se  declaró  jefe  supremo  en  agosto  de  1842,  aunijue  fué  derro- 
tado en  Agua  Santa  por  las  fuerzas  de  Vidal  en  el  mes  de  octubre 
siguiente.  I  á  princi|)OS  de  1845  se  pronunciaron  á  favor  del  je* 
neral  don  Manuel  Ignacio  Vivanco  las  divisiones  del  ejército  si- 
tuadas en  Arequipa  i  Jauja,  siguiéndolas  el  país  casi  en  su  tola- 
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lidad ;  de  tal  modo,  que  vista  la  popularidad  del  moTimieato 
aun  el  individuo  llamado  en  primer  lugar  á  ejercer  constitucio- 
nalmentc  el  poder  ejecutivo,  se  sometió  al  Supremo  Director. 

Gobernó  dictatorialmente  ])or  algún  tiempo,  i  cometió  la  falla 
de  no  reunir  la  representación  nacional,  lo  que  dio  lugar  á  que 
perdiese  en  la  opinipn,  i  á  que  otros  aspirantes  se  abriesen  ca- 
mino. Torrico  i  San  Román  en  Puno,  Nieto  i  Castilla  en  Moque- 
giia,  se  pronunciaron  contra  el  Directorio.  Los  dos  últimos  ílto- 
caban  la  constitución,  i  á  su  nombre  combatieron,  vencíeodo  al 
fin  Castilla  á  Yivanco  en  Cármen-Alto,  cerca  de  Arequipa,  el  21 
de  julio  de  1844.  Al  entrar  en  Lima,  Castilla  reconoció  la  auto- 
ridad de  Menéndez,  quien  sin  pérdida  de  tiempo  convocó  á  con- 
greso i  decretó  que  se  hiciera  la  elección  de  presidente  de  la 
república.  Ésta  recayó  en  don  Ramón  Castilla,  quien  tomó  pose- 
sión el  20  de  abril  de  1845,  i  gobernó  con  la  constitución  res- 
taurada. 

Trascurrido  el  periodo  de  Castilla,  se  elijió  presidente  al  jene- 
ral  don  Rufino  Echenique,  quien  fué  posesionado  en  abril  de 
.1851.  Corta  fué  la  paz.  A  fines  de  1853,  Elias  en  lea  i  Castilla 
en  Arequipa,  se  sublevaron  contra  Echenique  so  pretesto  de  mal- 
versación del  tesoro  público  i  de  tolerar  injurias  del  gobierno 
boliviano.  Comienza  la  campaña,  i  después  de  un  año  termina 
por  el  triunfo  de  Castilla  en  la  Palma,  cerca  de  Lima,  el  5  de 
enero  de  1855  (1).  Gobernó  desde  entonces  discrecionalmente  el 
jeneral  vencedor;  i  algún  tiempo  después  convocó  á  una. conven- 
ción nacional,  que  se  reunió  en  1856  i  le  nombró  presidente 
provisorio  de  la  república.  Dio  también  un  estatuto  provisional 
que  sirviese  de  norma  al  gobierno,  mientras  se  espidiese  la  cons- 
titución, que  fué  sancionada  en  13  de  octubre  de  1856.  Prolon* 
gándose  sus  tareas  lejislativas,  fué  disuelta  por  un  jefe  del  ejér- 
cito, que  procedió  á  insinuación  del  mismo  Castilla  según  las 
probabilidades.  Este  convocó  más  tarde  á  elección  popular  de 


(1)    Poco  antes,  i  durante  la  campaña,  había  sancionado,  por  un  decreto  dic- 
tatorial, la  abolición  de  la  esclavitud  doméstica. 
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presidente,  que  recayó  en  él,  i  para  un  nuevo  congreso. ante  el 
cual  juró  el  cargo  en  octubre  de  1858. 

Prevaleció  en  la  constitución  de  1856  el  espíritu  democrático. 
Entre  sus  garantías  individuales  campeaba  la  abolición  absoluta 
de  la  pena  capital  (art.  16),  i  la  declaratoria  de  que  nadie  na- 
cería esclavo  en  la  república  (art.  17).  Estableció  el  sufrajio  di- 
recto; organizó  el  congreso  en  dos  cámaras  iguales  en  número 
de  miembros  i  modo  de  elección,  i  ordenó  sesiones  anuales.  No 
admitió  consejo  de  estado  ni  comisión  lejislativa  permanente, 
sino  sólo  un  consejo  de  ministros,  compuesto  de  los  secretarios 
del  despacho,  i  cuyo  objeto  era  dar  unidad  á  la  administración 
(art.  24  i  siguientes  de  la  lei  de  17  de  noviembre  de  1856). 
Consagró  la  responsabilidad  del  presidente,  durante  su  período, 
por  infracciones  directas  de  la  constitución  (art.  61).  Creó  jun- 
tas departamentales  para  administrar  los  asuntos  propios  de  las 
grandes  secciones  en  que  está  dividido  el  territorio;  i  última- 
mente fundó  las  municipalidades,  trazando,  aunque  mui  en  glo- 
bo, su  objeto  i  sus  atribuciones. 

Desde  que  Castilla  juró  obediencia  al  nuevo  código,  que  reci- 
biócon  desagrado,  lo  hizo  bajo  la  condición  de  que  los  pueblos  lo 
aceptasen;  fórmula  inusitada  i  arbitraria,  que  anunciaba  ya  mui 
corla  vida  á  la  malhadadaconstitucion  de56.  Al  hacer  la  convócalo- 
ria  para  el  congreso  de  1860,  ordenó,  sin  facultad  para  ello,  que  los 
electores  indicasen  en  su  voto  si  deseaban  la  reforma  de  la  cons- 
titución vijente.  Diéronlo  en  sentido  aGrmativo,  ó  se  finjió  asi  por 
los  ajenies  del  gobierno,  i  el  congreso  practicó  la  reforma,  dando 
en  1860  otra  constitución,  reaccionaria  en  más  de  un  punto. 

Para  suceder  á  Castilla  se  elijió  de  presidente  aijeneraldon 
Miguel  San  Román,  quien  se  posesionó  en  octubre  de  1862 ; 
pero  murió  en  abril  de  1863,  i  en  agosto  del  mismo  año  se  en- 
cargó del  gobierno  el  vicepresidente,  jeneral  don  Juan  A.  Pezet, 
que  estaba  en  Europa  al  fallecer  el  presidente.  La  guerra  que 
con  España  se  suscitó  en  1864  condujo  al  tratado  de  27  de  enero 
de  1865,  que  para  terminarla  celebraron  los  plenipotenciarios 
Vivanco  i  Pareja.  Siendo  mal  recibido  por  la  jeneralidad  de  los 
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peruanos,  fué  ocasión  de  un  levantamiento  iniciado  enArequií^a 
á  28  de  fcbrefo  del  mismo  año.  Comenzó  la  guerra  civil,  que 
dio  en  tierra  con  Pezet  el  6  de  noviembre,  i  trajo  una  dictatura 
el  dia  28,  que  ofrecida  primero  al  2/  vícppresidenle  Canseco, 
quien  la  rehusó,  fué  aceptada  por  ei  coronel  don  Mariano  Igna- 
cio Prado,  alma  del  movimiento  revolucionario  triunfante. 

Prolongada  la  dictadura  mientras  lo  exijió  la  guerra  renovada 
con  España,  el  coronel  Prado  convocó  á  un  congreso  consti- 
tuyente, i  mandó  hacer  elección  de  presidente  de  la  república 
conforme  á  un  decreto  de  julio  de  1866.  Reunido  el  congreso 
en  28  de  febrero  de  1867,  adoptó  desde  luepfo  el  estatuto  pro- 
visorio que  habia  dado  la  convenvion  de  56.  Hizo  el  escrutinio  de 
la  elección  presidencial,  que  habia  recaido  en  el  coronel  Prado, 
sancionó  una  nueva  constitución  en  28  de  agosto,  i  proclamó 
al  presidente  en  31  del  mi.Nmo. 

Si  se  esceptúa  la  organización  del  poder  lejislativo  i  la  manera 
de  nombrar  los  miembros  de  las  coi  tes  judiciales,  la  constitución 
de  1867  no  era  sino  un  compuesto  de  las  dos  precedentes.  Da- 
remos á  conocer  sus  principales  caracteres.  En  la  parte  de  ga- 
rantías individuales,  suprime  como  el  código  de  56  la  pena  capi- 
tal, i  avanzó  un  poco  á  sus  predecesoras  en  materia  de  libertad  de 
imprenta,  declarando  irresponsables  (art.  21)  las  publicaciones 
de  interés  jeneral.  Quiso  también  adelantar  en  punto  á  enseñanza 
pública ;  pero  su  art.  25,  referente  al  23,  exijió  limitaciones 
que  anulaban  su  pretendida  libertad.  En  cuanto  á  ciudadanía 
la  estendió  mucho ;  estableció  por  el  art.  39  el  sufrajio  univer- 
sal directo,  pero  dejó  á  la  lei  determinar  el  modo  de  ejercerlo,  i 
por  tanto  si  habia  de  ser  ó  no  público. 

Por  lo  que  hace  á  la  organización  de  los  poderes,  encargó  el 
lejislativo  á  una  sola  cámara,  compuesta  de  representantes,  i 
aumentó  considerablemente  (art.  49)  el  número  de  los  escluidos 
para  la  elección ;  suprimió  la  yicepresidencia  ,  atribu- 
yendo al  presidente  del  consejo  de  ministros  la  subroga- 
ción del  presidente  de  la  república ;  estableció  varios  modos 
de  vacar  de  hecho  la  presidencia,  lo  que  en  ciertos  casos,  como 
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el  2.**  i  3.**  del  art.  79,  pueJe  autorizar  la  rebelión,  dado  que  no 
hai  quien  declare  la  vacante ;  prohibió  que  se  exijiese  la  respon- 
sabilidad del  presidente  durante  su  peí  iodo,  escepto  en  algunos 
casos  á  que  se  refiere  el  art.  82 ;  eliminó  la  comisión  permanente 
del  cuerpo  lejislativo,  creando  en  su  lugar  (art.  97)  un  fiscal jene- 
ral  administrativo ;  i  en  fin,  quitó  al  presidente  toda  injerencia 
en  el  nombramiento  de  los  funcionarios  judiciales,  que  enco- 
mendó ai  congreso,  la  corte  suprema  i  las  cortes  superiores, 
según  los  casos. 

Sobre  réjimen  municipal,  restableció  las  juntas  departamen- 
tales creadas  por  la  constitución  de  56  i  suprimidas  por  la  de 
60 ;  pero  aun  fué  más  lacónica  que  aquélla  en  punto  á  sus  fun- 
ciones, que  se  dejaron  enteramente  á  la  leí,  asi  como  se  dejó  la 
formación  de  rentas  para  atender  á  los  gastos  que  su  cumpli- 
miento demandase.  Ni  fué  más  esplicita  que  la  anterior  re.«:pecto 
alas  municipalidades,  mencionadas  apenas  en  el  art.  115,  para 
abandonar  á  la  lei  todo  lo  concerniente  á  su  organización  é  in- 
cumbencia. 

Tal  fué  el  código  politicode  1867,  promulgado  á  fines  del  mes 
de  agosto. 

Pero  se  edificaba  sobre  arena.  Varías  causas  habian  creado 
una  fuerte  oposición  contra  el  nuevo  gobierno,  i  en  22  de  setiem-» 
bre  se  hizo  un  pronunciamiento  contra  él  en  la  ciudad  de  Are- 
quipa, encabezado  por  el  jeneral  Pedro  Diez  Canseco,  el  mismo 
que  siendo  2.^  vicepresidente  en  noviembre  de  1865  había  rehu- 
sado la  dictatura  creada  entonces.  Dio  un  decreta  en  que  espo 
nia  los  fundamentos  que  le  movian  á  desconocer  el  nuevo  orden 
de  cosas,  i  á  proclamar  vijente  la  constitución  de  1860,  según 
la  cual  debia  encargarse  del  gobierno  i  ordenar  que  se  hiciesen 
elecciones  para  presidente.  Consistían  aquéllos,  según  el  de- 
creto i  otros  documentos  de  la  época  :  1.®  en  que  Prado  había 
mandado  practicar  elecciones  para  presidentey  bajo  su  influen-* 
cía  i  sin  apoyarse  en  constitución  alguna,  que  no  existia  ni  existir 
pudiera  bajo  una  diciatura  ;  2.^  en  que  esas  elecciones,  lo  mis- 
mo que  las  hechas  para  diputados  á  la  convención,  habian  sido 
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fraudulentas  i  obra  solo  de  los  adictos  al  gobernante ;  3.*  en 
que  no  habia  éste  respetado  á  la  convención,  ni  cumplido  la  cods- 
tilucion  misma  que  ella  habia  espedido  ;  i  4.°  en  que  como  dic- 
tador habia  impuesto  gravosas  contribuciones,  malversado  los 
caudales  públicos  i  atacado  las  garantías  individuales  de  sus  ad- 
versarios políticos. 

Por  su  parte  la  convención  de  Lima  se  anarquizaba,  i  moría  sin 
completar  su  obra  espidiendo  las  leyes  orgánicas,  desarrollo  de  la 
constitución.  En  1.°  de  octubre  acordó  disolverse  dentro  de  se- 
tenta i  cinco  dias,  que  vencerían  el  15  de  noviembre.  Pero  muí 
poco  después  abandonaron  el  salón  de  las  sesiones  unos  veioli- 
seis  disputados  adidos  al .  coronel  Prado,  alegando  que  la  mayo- 
ría le  hostilizaba,  i  perdía  el  tiempo  en  hacerle  la  guerra  descui- 
dando el  lleno  de  sus  funciones.  Con  este  paso  faltó  elquormn 
necesario ;  pero  los  diputados  restantes  siguieron  reuniéndose 
para  cumplir  su  acuerdo^  hasta  el  día  designado  para  la  clau- 
sura, \a  que  ejecutaron  por  medio  de  un  acta. 

Formalizándose  la  revolución  de  Arequipa  i  estendiéndose  á 
otros  departamentos,  el  coronel  Prado  se  tlai^ladó  al  sur,  en  el 
mes  de  noviembre,  con  un  ejército  respetable  i  artillería  gruesa, 
para  batir  á  Canseco,  que  se  encerró  en  Arequipa  á  la  cabeza  de 
unos  2.500  hombres.  Después  de  mucha  demora,  regularizó  el 
asedio,  bombardeó  la  ciudad  desde  el  19  de  diciembre,  i  atacó 
de  serio  en  los  dias  26  i  27,  principalmente  á  las  12  del  último, 
en  que  se  empeñó  reciamente  el  combate,  concluyendo  por  el 
triunfo  de  los  sitiados.  Retirándose  Prado  hacia  Islai,  perdió  mu- 
cha parte  de  su  tropa,  i  con  gran  dificultad  llevó  á  Lima  unos 
1.200  hombres. 

Entretanto,  el  coronel  don  José  BaltR,  que  habia  segundado 
en  el  norte  la  reacción  contra  Prado,  obtuvo  en  la  noche  del  6  el 
7  de  enero  un  triunfo  sobre  el  ci)ronel  Cornejo,  ministro  de  la 
guerra,  que  le  sitiaba  en  Chrclayo  hacia  muchos  dias.  Ese 
triunfo,  resultado  de  un  reñido  i  sangricfito  combate,  daba  casi 
fin  á  la  cuestión  que  por  las  armas  se  lidiaba. 

I  en  efecto,  el  mismo  día  se  pronunciaban  el  pueblo  i  la  guar- 
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nicion  del  Callao  por  el  nuevo  orden  político  que  snrjia.  Otro 
tanto  hizo  una  parte  de  la  fuerza  situada  en  Lima  ;  pero  fué  ba- 
tida por  Prado.  Llegó  á  lanto,  sin  embargo,  la  efervescencin  popu- 
lar el  7,  que  el  presidente  comprendió  la  necesidad  de  hacer, 
como  hizo,  su  renuncia  ;  después  de  lo  cual  el  pueblo,  invadiendo 
la  casa  municipal,  proclamó  la  constitución  de  1860.  El  8  entró 
á  Lima  del  Callao  el  jeneral  Franscisco  Canscco,  hermano  del 
vicepresidente,  i  asumió  el  mando  superior  civil  i  militar.  Prado 
se  embarcó  para  Chile  el  10.  El  vicepresidente,  jeneral  don 
Pedro  D.  Canseco,  llegó  á  Lima  el  22,  i  quedó  así  afirmada  la  res- 
tauración del  código  político  que  vamos  á  considerar. 

Hecha  de  conformidad  con  él,  la  elección  de  presidente  recayó 
en  el  coronel  don  José  Balta,  quien  tomó  posesión  el  28  de  julio 
de  1868.  Las  reformas  que  acometió  disminuyendo  el  ejército, 
regularizando  el  manejo  de  la  hacienda,  economizando  gastos  i 
amnistiando  á  los  peruanos  ausentes  que  liabian  participado 
en  el  gobierno  destruido  en  el  mes  de  enero,  prometian  paz,  or- 
den, sosiego  i  garantías  á  aquel  importante  país.  Pero  no  gozó 
mucho  tiempo  de  tales  beneficios.  Serios  disturbios  ocurrieron  al 
fin  de  la  administración  Balta,  inclusa  su  trájica  muerte,  i  du- 
rante la  administración  del  suce.«ior  don  Manuel  Pardo.  Mas  no  ha- 
biendo afectado  esos  desórdenes  el  código  político,  materia  del 
presente  estudio,  quedan  escluidod  de  nuestra  narración,  según 
el  pbm  que  nos  hemos  trazado. 
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una  constitución  abraza  ó  debe  abrazar  estos  cuatro  objetos, 
que  son  otras  tantas  partes  suyas.  1.^  Garantios^  ó  derecho^  civi- 
les reconocidos  á  todos  los  habitantes  del  territorio  ;  2.*  dudada, 
nia^  ó  derechos  políticos  declarados  á  los  participantes  en  las  fun- 
ciones públicas ;  3.^  Alcance  i  organización  del  poder  público 
nacional ;  4.^  Alcance  i  organización  del  poder  público  local.  Los 
dos  primeros,  que  componen  los  derechos  individuales,  forman 
la  esfera  de  acción  de  la  soberanía  personal,  ó  sea  aquélla  en  que 
tio  penetra  la  lei.  Los  dos  segundos,  que  comprenden  el  cúmulo 
ie  las  atribuciones  gubernativas  i  su  modo  de  ejercicio,  constiln- 
yenla  parte  esencial  i  práctica  de  la  soberanía  propiamente  dicha. 

¿  Cuáles  son  los  caracteres  jenerales  de  estos  negociados  eii  la 
constitución  que  nos  ocupa? 

Méjico  i  el  Perú  fueron,  por  sus  riquezas,  las  principales  colo- 
nias españolas;  allí  ocurrieron  de  preferencia  las  familias  notables 
que  pasaron  al  Nuevo  Mundo;  en  ellas  se  cifró  el  cuidado  i  sein- 
filtró  el  espíritu  de  la  madre  patria;  fueron  por  consiguiente 
c  España  en  América.  » 

Un  virei  del  Perú  era  algo  más  que  cualquiera  otro  potentado 
de  las  rejiones  meridionales.  I  como  la  guerra  de  independencia 
no  fué  allí  larga  ni  encarnizada,  los  peruanos  de  1824  vinieron  á 
ser  los  mismos  peruanos  del  siglo  anterior. 

Durante  ella  en  el  resto  de  las  colonias,  el  Peiní  fué  el  gran 

baluarte  de  la  defensa  española.  Grandes  ejércitos  se  concentra- 

^     ron  allí  por  largo  tiempo,  i  tanto  antes  como  después  de  Ayacu- 

eho  fué  el  cuartel  jenoral  de  soldados  españoles,  peruanos,  arjeu- 
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tinos,  chilenos  i  colombianos.  Libre  de  éstos  en  1826,  quedó  con 
su  propio  ejército  adueñado  de  la  situación,  con  jenerales  por 
presidentes  i  con  marcado  espíritu  militar  en  la  oligarquía  rei- 
nante. Quedó  asimismo  con  el  ejemplo  de  la  dictadura  boliviana, 
que  más  ó  menos  disfrazada  ejercieron  después  Santacruz,  Ga- 
marra,  Orbegoso,  Salaverri,  Torrico,  Vivanco,  Echeniqne  i  más 
largo  tiempo  que  todos  Castilla. 

De  este  modo  la  índole  del  gobierno  permanecía  intacta ;  i  no 
pedia  ser  de  otro  modo,  desde  que  era  también  la  misma  la  con- 
dición de  los  gobernados.  Hai  en  el  Perú,  desde  el  primer  dia  de 
la  conquista,  dos  pueblos  enteramente  distintos,  el  de  los  con- 
quistadores i  el  de  los  conquistados. 

Aquéllos  se  mezclaron  más  tai  de  i  parcialmente  con  las  razas 
indijena  i  africana ;  éstos  quedaron  i  continúan  en  sus  tres  cuar- 
tas partes  sin  mezcla  de  raza,  pero  también  sin  cambio  de  condi- 
ción, ni  adelanto  ni  goces  sociales.  Para  esos  infelices  parias  tío 
bai  constitución  ni  leyes  :  los  derechos  no  están  á  su  alcance,  i 
su  suerte  es  hoi  por  lo  menos  tan  poco  envidiable  como  en  los 
tiempos  de  Tupacamaru.  Veamos,  si  no,  lo  que  decía  el  Progreso 
de  Lima,  bajo  el  rubro  los  indios,  en  su  número  139,  fecha  6  de 
julio  de  1867(1). 

«  Nos  proponemos  señalar  al  gobierno  las  medidas  que  en 
nuestro  concepto  pudieran  aplicarse  como  remedio  á  los  males 
queaflijen  al  indio.  Entraremos  de  lleno  en  la  cuestión,  escusán- 
donos  de  detalles,  que  sin  demostrar  mas  la  necesidad  que  hni 
de  la  reforma  que  reclamamos,  serian  fastidiosos  i  cansados. 

«  Ante  todo  es  necesario  hacer  del  indio  un  hombre  :  es  pre- 
ciso que  sea  ciudadano ;  porque  nada  hai  más  irrisorio  ni  más 
quimérico  que  sus  derechos  de  tal.  Los  gobernadores  i  caciques 
lo  tratan  con  una  dureza  que  no  puede  exagerarse  ;  le  imponen 
faenas  (asi  las  llaman)  en  que  trabaja  sin  salario  i  con  sus  her-* 


(I)  Fué  uno  de  aquellos  artículos  que  todos  los  periódicos  publicaron  entdii* 
ees,  con  motiYO  de  una  subleyacion  á  que  fueron  incitados  los  ind^jenas  por  el 
mal  trato  que  recibían. 
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ramienlas,  hasta  proporcionándose  alimentos  él  mismo,  en  bene- 
ficio de  los.snb-prefectos,  de  los  gobernadores  ó  caciques  casi 
siempre. 

<x  Los  dueños  de    haciendas  tienen  el  derecho   de  que  los 
indios  de  sus  parcialidades  trabajen  ciertos  dias  determinados 
cada  semana,  por  una  escasa  retribución,  i  llega  hasta  tal  punto 
este  abuso,  que  muchos  al  comprar  una  finca  preguntan:  a  ¿I 
con  cuántos  indios  se  vende?  «  Tengo  tantos  indios.  x>  a  Yo  le  daré 
mis  indios,  »  son  corrientes  espresiones  en  aquellos  lugares.  La 
carga  dura  i  pesada  para  la  muía  ó  la  llama  la  hacen  trasportar 
en  espaldas  del  indio  ;  las  más  penosas  fatigas  son  para  él ;  el 
cuidado  de  los  ganados  en  áridas  cordilleras,  la  conducción  de 
los  productos  de  cada  lugar,  en  sus  bestias,  son  obligaciones  para 
el  indijena,  sin  que  pueda  oponer  á  su  señor  ninguna  resistencia : 
el  látigo  vendria  sobre  él.  El  servicio  doméstico,  desde  el  cura 
de  pueblo  Iia2>ta  el  obispo,  i  desde  el  juez  de  paz  hasta  el  primer 
majistrado  del  departamento  esobligatorio  para  el  indio,  á  quien 
un  gobernador  ó  un  cacique  dice  :  ce  Irás  de  pongo»  (mensajero). 
El  indio  no  puede  decir  «  no  iré  »  ;  abandona  sus  hijos  i  sus  esc^ 
sas  labores  para  ir  á  servir ;  he  ahí  su  deber.  El  indio  no  puede 
variar  de  domicilio ;  donde  nació  muere;  más  aún,  donde  nació 
su  abuelo,  allí  morirá  hasta  el  último  vastago  de  sus  jeneracio- 
nes.  El  señor  en  cuyo  poder  nacieron  tiene  el  derecho  de  contar- 
los como  suyos,  i  ese  derecho  es  trasmisiblc  con  el  dominio 
en  que  viven.  El  fruto  del  trabajo  del  indio  no  es  tasado  jamáspor 
él ;  siempre  por  el  nusti  (señor)  en  cuyas  tierras  vive.  La  lana 
de  sus  corderos  i  pacochas^  hasta  el  mas  insignificante  vellón 
que  hilan  sus  mujeres,  es  arrebatado  con  una  codicia  infame.  El 
blanco  pone  precio á  la  que  ha  de  recojer  en  el  siguiente  esquilo: 
jamás  latrocinio  más  bárbaro  se  ejecutó  sin  que  se  violara  la  lei; 
jamá$«  la  mansedumbre  soportó  más  escandalosos  atentados.  Cada 
sub-prefccto  de  aquellas  provincias  jeneralmonte  impone  la  obli- 
gación de  que  le  colecten  la  lana  para  pagarla  como  quiera.  De 
alli  es  que  jamás  el  indio  adelanta  sus  capitales,  sino  en  aquello 
que  la  procreación  de  sus  ganados  le  da ;  pero  nun  a  tiene  ni  el 
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menor  abrigo,  siquiera  para  la  noche,  en  aquellas  rejiones  hela- 
das casi  siempre  (la  sicira). 

«  Pues  bien  :  que  acaben  esos  abusos ;  que  esos  derechos  sean 
aniquilados  ;  que  no  haya  prerogativas  de  ningún  jénero  ;  qi;c  se 
deje  al  indijena  la  libertad  de  vivir  donde  quiera,  de  trabajar  al 
que  mejor  ie  pague,  de  vender  sus  lanas  i  sus  productos  al  que  le 
ofrezca  más ;  que  no  se  le  impongan  faenéis  en  beneGcio  de  na- 
die; que  se  le  respete  tanto  como  merece  la  dignidad  humana; 
que  se  le  deje  libertad  tanto  como  la  que  disfruta  el  blanco  ;  que 
se  le  haga  ciudadano,  repetimos. 

»  Pero  eso  puede  ser  la  obra  de  la  sociedad  i  no  la  de  un  go- 
bierno, se  nos  dirá.  No,  contestaremos  :  del  gobierno  es  dar 
autoridades  de  probidad  que  vijilen,  que  hagan  respetar  las  ga* 
rantias  i  la  protección  que  dispensa ;  del  gobierno  es  mandar  á 
cada  provincia  hombres,  que  si  no  son  filántropos,  siquiera  no 
olviden  la  caridad  cristiana,  en  lugar  de  especuladores;  del  go- 
biemo  es  pedir  informes,  establecer  escuelas,  i  hasta  mandar 
periódicamente  visitadores  que  sean  imparciales  i  justos  en  el  exa- 
men de  la  conducta  de  las  autoridades  ;  del  gobierno  es  suprimir 
tantas  obligaciones  onerosas  que  el  blanco  hace  pesar  sobre  el 
indio. 

»  La  raza  está  degradada  (nos  dirán) ;  ha  llegado  á  la  decrepi- 
tud, ya  no  es  educable  :  no  tiene  aspiraciones,  no  puede  adelan- 
tar. Serán  como  la  presente  las  jeneraciones  que  ven&ran,  porque 
como  aquélla  han  sido  las  que  pasaron.  Un  gobierno  no  pueJe 
curar  radicalmente  un  mal  que  dura  taní'*  a.  i  aue  tiene  tan 
hondas  raices. 

»  Está  bien  ;  la  ra^  está  degradada,  porque  a  eiio  couu  ibu- 
jcn  los  que  la  dominan  i  maltratan.  Que  eso  termm^  -  que  no 
haya  en  adelante  ni  maltratos  ni  dominación  autorizada  por  \od 
gobiernos.  No  ha  llegado  á  ladecrepiluJ,  ella  está  sana  i  robusta 
todavía ;  ensayad  educarla  primero,  para  que  podáis  decir  en 
seguida  :  no  es  educable.  Sus  aspiraciones  han  muerto  bajo  b 
férula  del  blanco ;  despertar  esas  aspiraciones  será  obra  de  la 
reforma,  i  adelantarán,  si  no  esta  jeneracion  de  hoi^  si  las  del 
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,  porvenir.  Sí  el  gobierno  no  cura  radicalmente,  aliviará  al  menos ; 
pero  si  ni  eso  sucediere,  que  lo  intente  siquiera,  queá  ello  le  im- 
pulsan el  deber  i  la  gloria  :  que  si  no  puede  realizar  una  tras- 
formacion  completa,  no  será  para  él  menos  honroso  haberla 
iniciado  el  primero.  » 

Todo  lo  que  precede  es  aplicable  á  la  población  ind^ena  de 
Bolivia  i  del  Ecuador ,  parte  integrante  un  dia  del  imperio  de  los 
incas,  i  en  donde  tienen  sus  naturales  el  mismo  tratamiento  que 
en  el  Perú.  Al  pisar  estas  rejiones  los  españoles,  encontraroo  una 
raza  cuya  civilización  estaba  hecha  en  un  ciert  o  sentido,  pero 
sentido  defectuoso  parala  libertad,  á  que  andando  los  tiempos  se 
encaminaría  el.  continente.  Para  preparar  la  raza  al  nuevo  órdco 
de  cosas,  los  españoles  eran  bien  poco  calculados.  Al  contrario, 
ellos  explotaron  las  cualidades  sobresalientes  en  el  indijena,  la 
veneración  i  organización  del  trabajo,  llegando  su  abuso  hasta 
comprometer  la  existencia  misma  de  la  raza. 

Los  descendientes  de  aquellos  tenían  sus  mismas  propensio- 
nes. Buscaron  en  la  independencia  la  libertad  para  ellos,  exac- 
temente  como  lo  han  hecho  en  todos  tiempos  las  razas  domi- 
nantes :•  el  ateniense ,  el  espartano,  el  romano  de  la  antigüe- 
dad, i  el  anglo-americano  de  nuestros  tiempos  (1).  En  vez  de 
levantar  la  raza  indijena  al  nivel  de  la  europea,  estimulando 
sus  facultades  adormidas ,  la  dignidad  personal,  el  espíritu  de 
resistencia,  continuaron  por  hábito  i  embotamiento  moral  sir- 
viéndose de  las  disposiciones  creadas  desde  Manco-cápac  i  tan 
abusivamente  aprovechadas  por  el  conquistador. 

Cierto  es  que  las  instituciones  peruanas  de  la  época  indepen- 
diente, lejos  de  autorizarlos  desmanes  cometidos  con  el  iudio, 
han  querido  protejerle,  i  notan  sólo  de  un  modo  jeneral  como  lo 
han  hecho  las  constituciones,  proclamando  la  igualdad  legal  de 
todos  los  peruanos,  sino  por  actos  especiales,  como  el  decreto 
de  San  Martin  en  1821,  que  declaró  al  indio  exactamente  los 

(i)  liE  emancipación  de  ios  e^clayos  en  los  Estados  Unidos  fué  una  medid»  d^ 
hostilidad  hacia  los  rebeldes,  i  aun  los  derechos  que  hoi  se  conceden  al  liberfo 
sou  un  arma  de  partido. 


REPÜBLICA  DSL  PERÚ  430 

mismos  derechos  que  á  los  demás  hombres  nacidos  en  el  Perú. 

¿  Más  qué  significaba  eso  en  k  práctica?  Nimás  ni  menos  que 
lo  que  alcanzaban  las  leyes  españolas  protectoras  de  la  raza  indí^ 
jena.  Todo  ha  sido  frustráneo.  Las  autoridades  mismas  han  so^t 
gaido  la  corriente  de  los  malos  hábitos.  Los  superiores  han  tole- 
rado los  .escesos  de  los  inferiores,  i  el  jues  i  el  lejislador  han 
sido,  no  ya  tan  sólo  testigos  indiferentes,  sino  verdaderos  cóm^. 
pliees  del  abuso. 

H¿  ahi  por  qué  dijimos  que  en  el  Perú  (como  en  Bolivia  i  el 
EeuadiMr)  hai  do;i  pueblos  distintos  :  el  indijena  puro  i  las  demás 
nuas  puras  ó  mezcladas.  Para  el  pueblo  blanco,  mestizo  i  mulato» 
son  la  constitución  i  las  leyes  :  para  el  indio  el  trabajo,  á  volun^ 
tad  i  provecho  de  los  otros.  Los  derechos  civiles,  i  con  mayor  ra*^ 
zon  los  políticos,  no  se  suponen  escritos  para  el  indijena  :  con  él 
no  se  ha  contado,  como  no  se  contaba  con  el  ilota  en  Lacedemo- 
nia.  ¿  Es  ésa  la  república  democrática  de  que  nos  habla  el  art.  42 
de  la  constitución  vijente  ?  —  En  cuanto  á  la  manera  como  están 
consignados  esos  derechos  para  la  parte  de  la  población  que 
puede  hacerlos  valer,  nada  tenemos  aquí  que  observar  :  ella  es 
por  punto  jeneral  enteramente  aceptable,  i  una  que  otra  obje- 
ción á  que  se  presta  la  tabla  de  garantías,  será  materia  de  nues- 
tro articulo  siguiente. 

Pasando  á  la  ostensión  i  organismo  del  poder  público,  halla- 
mos ante  todo  que  se  insiste  en  la  concentración  exajerada  del 
coloniaje.  Las  tentativas  para  crear  un  gobierno  propio  departa- 
mental se  han  evaporado,  i  en  cuanto  á  eso  el  código  de  1860  ha 
desbaratado  lo  poco  que  el  de  1856  habia  hecho.  Aun  las  muni- 
cipalidades son  apenas  una  espresion  constitucional,  sin  forma, 
sin  independencia,  sin  vida. 

De  distinto  modo  juzgamos  la  organización  del  poder  público 
nacional.  El  lejislativo  es  menos  democrático,  pero  mas  eficaz  i 
cónsono  con  el  estado  social  que  en  las  constituciones  de  56  i  67. 
El  ejecutivo  ha  sido  ensanchado,  pero  no  de  un  modo  escesivo  : 
su' organización  es  intachable.  Interviene  en  el  nombramiento  de 
los  majistrados  de  la  cortes  judiciales ;  hace  libremente  el  desús 
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ajenies  políticos ;  no  es  justiciable  durante  su  periodo  m  auo  por 
infracciones  de  la  constitución  ;  puede  ser  autorizado  para  coo- 
tratar  empréstitos ;  i  tiene  mayor  amplititud  en  la  designacioD 
de  jefes  para  el  ejército  i  la  marina. 

Finalmente,  la  constitución  ha  sido  mui  deficiente  en  mate- 
ria electoral,  i  eti  cuanto  á  las  funciones  i  organización  del  po- 
der que  administra  la  justicia.  En  cambio  ha  creado  una  comi- 
sión lejislativa  permanente,  que  tiene  por  objeto  fiscalizar  i 
autorizar  en  ciertos  casos  al  ejecutivo  :  rueda  embarazosa  i  dÍ8eo^ 
Jante  en  la  marcha  del  gobierno,  aunqueinventada  como  ele- 
mento conservador  de  las  institnmnas  en  que  ha  sido  eneia^ 
vada. 
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Rdijion.  Dice  el  art.  4/  :  «  que  la  nación  profesa  la  relijion 
católica,  apostólica,  romana ;  que  el  estado  la  proteje,  i  que  no 
permite  el  ejercicio  público  de  otra  alguna.  »  Es  poco  más  ó 
ménoe  lo  mismo  que  lian  estatuido  Chile,  Rolivia  i  el  Ecuador. 
Se  adopta  una  relijion  del  estado,  i  se  prohibe  el  culto  público 
de  las  demás.  La  protección  es  resultado  del  primer  principio,  lo 
es  también  la  sujeción  de  las  autoridades  á  las  prácticas  que 
constituyen  el  culto  de  la  relijion  nacional.  De  otro  modo,  no 
tendría  sentido  alguno  aquella  frase  :  a  la  nación  profeta  la 
felijion  católica,  apostólica,  romana.  » 

Por  lo  que  hace  á  la  intolerancia,  nos  referimos  al  comentario 
de  la  constitución  del  Ecuador.  En  el  Perú  se  ha  tratado  mas  de 
ana  vez  de  establecer  la  tolerancia  de  cultos,  i  ha  fracasado  ante 
la  gritería  del  populacho  i  de  las  mujeres  en  jeneral,  estimulados 
por  el  bajo  clero,  cuyo  negocio  se  comprometía  coa  la  presencia 
de  sectas  disidentes.  No  hace  largo  tiempo  que  la  capital  fué 
teatro  de  movimientos  sediciosos,  cuando  se  discutía  la  consti* 
tucion  de  1867  i  se  temió  que  consagi*ase  la  tolerancia  de  cultos. 

Pero  la  intolerancia  en  Lima  no  es  sino  puramente  artificial ; 
Qo  nace  de  sentimiento  relijioso,  que  allí  sólo  consiste  de  ordi- 
nario en  la  disposición  á  meras  prácticas  esteriores.  Si  no  fuese 
sujerída  por  algunos  espíritus  inquietos  i  especuladores,  la  pobla- 
ción no  baria  alto  en  las  leyes  que  autorizasen  una  amplia  li- 
bertad para  rendir  culto  al  Dios  de  la  conciencia.  I  á  fe  que  no 
dejaria  de  moralizar  lo  que  allí  se  llama  catolicismo,  i  no  es  sino 
la  indiferencia  en  la  mente,  la  variedad  en  1^  palabras  i  el  paga- 
nismo en  los  hechos. 

Empleos,  Una  de  la  reformas  que  la  contitucion  de  1860  in- 
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trodujo  respecto  de  la  anterior,  se  refiere  á  los  empleos  públicos, 
i  se  contiene  en  el  art.  6.^.  El  mismo  articulo  en  la  constitución 
de  1856  declaraba,  que  la  nación  no  reconocia  h  propiedad  de 
los  empleos;  frase  sostituida  ahora  por  la  siguiente  :  «c  En  la  re- 
pública no  se  reconocen  empleos  ni  privilejios  hereditarios,  ni 
fueros  personales.  » 

Hubo  indudablemente  la  intención  en  los  convencionales 
de  56  de  hacer  amovibles  á  los  empleados,  según  la  práctica  ad- 
ministrativa de  casi  todos  los  paises,  esceptuando  desde  luego 
á  los  funcionarios  del  poder  judicial.  Mas  fué  tanto  el  alarma 
producido,  i  tantos  los  esfuerzos  reaccionarios,  que  la  misma  con* 
vención  cejó  en  su  propósito,  i  por  via  de  interprelacím,  deeiaió 
en  3  de  diciembre  :  a  que  ai  desconocerse  la  propiedad  de  los 
empleos,  no  se  dejaba  á  los  empleados  al  arbitrio  de  ninguna 
voluntad,  sino  al  de  la  lei,  ni  se  afectaban  los  derechos  que  los 
empleados  civiles  i  militares  teniande  ser  remunerados  en  razón 
al  tiempo  é  importancia  de  sus  servicios.  )> 

Quedó  por  lo  mismo  reducida  la  amovilidad  de  los  empleados 
á  la  destitución  judicial,  previo  juicio  i  mediante  sentencia  de 
los  tribunales.  Tal  es  hoiel  principio,  i  de  él  resultan  los  mayores 
inconvenientes  para  la  administración  pública.  Sabida  es  la  difi- 
cultad de  llevar  á  cabo  una  destitución  judicial,  en  que  nadie  se 
halla  interesado,  i  que  nadie  por  consiguiente  promueve.  Cuando 
el  gobierno  quiere  variar  de  personal  en  las  oficinas,  sea  por  las 
opiniones  políticas  de  los  ocupantes,  sea  porque  no  los  considere 
aptos,  ósea,  en  fin,  por  colocar  protejidos,  recurreá  varios  medios 
injeniosos  que  ceden  en  notable  gravamen  del  tesoro.  Dnas  veces 
los  declara  cesantes  ;  otras  les  da  comisiones  estraordinarias  qoe 
demandan  un  nuevo  nombramiento  para  el  empleo  principal; 
otras  les  destina  interinamente  á  oficinas  en  que  poco  ó  nada 
se  les  necesita  i  permanecen  como  supernumerarios;  i  oirás,  te- 
niendo el  empleado  una  plaza  en  el  ejército  i  un  sueldo  como  mi- 
litar, se  abstiene  d«i  concurrirá  una  oficina  civil  en  quesehallaba 
colocado,  i  en  que  se  puede  poner  otro,  más  á  beneplácito  de' 
gobierno. 
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En  semejantes  casos,  todos  los  designados  para  un  mismo  empleo 
gozan  de  sueldo ;  todos  coiiseryan  sus  plazas,  «  <]fue  no  e$tán  al 
arbitrio  de  ninguna  voluntad  sino  de  la  lei.  »  Eso  esplica  en  parte 
la  infinidad  de  parásitos  que  pululan  en  el  Perú,  pues  ha  habido 
caso  de  hallarse  un  destino  provisto  en  seis  individuos  diferentes 
También  esplica  la  enormidad  de  los  gastos  públicos  en  un  estado 
que,  atendida  su  población,  debería  hacerlos  con  la  quinta  parte 
de  lo  que  anualmente  invierte. 

Es  una  verdadera  calamidad  para  el  Perú  que  sus  rentas  pú* 
blicas,  al  revés  de  lo  que  sucede  en  todos  los  demás  pueblos  de 
la  tierra,  vayan  á  formar  en  grandísima  parto  la  de  los  particu- 
lares, en  lugar  de  tener  allí  su  orijen.  La  fácil  i  cuantiosa  riqueza 
proveniente  del  huano  ha  predispuesto  á  la  disipación»  aumen* 
taiido  las  rentas  individuales  por  sucesivos  incrementos  en  los 
gastos  públicos,  cuyo  peso  nadie  sentía  inmediatamente.  De  ahí 
los  numerosos  empleos  civiles,  el  grande  ejército,  la  coslosa  marina , 
los  inconsiderados  empréstitos  i  el  despilfarro  en  todas  lasforma:«. 

No  se  ha  meditado  que  la  fuenle  de  aquella  riqueza  habrá  de 
agotarse,  i  que  se  agotará  justamente  cuando  se  haya  consumido, 
sin  reproducirse,  todo  lo  que  de  allí  se  ha  estraido.  Sólo  habrá 
quedado  el  hábito  de  la  disipación,  la  ociosidad,  la  molicie. 
Nadie  estará  dispuesto  á  ganar  por  la  industria  lo  que  hoi  deriva 
del  tesoro,  i  el  industrial  mismo  no  querrá  pagar  nuevas  contri* 
buciones,  necesarias  entonces  para  los  gastos  ordinarios  i  para 
cubrir  las  deudas  que  se  preparan  al  porvenir  (1). 

Juramento  poliíix:o.  Llamamos  asi  el  que  se  exije  de  observar 
la  constitución,  antes  de  entrar  en  el  desempeño  de  cualquier 
funcioü  pública.  Hállase  establecido  en  el  art*  12  de  la  consti- 
tución peruana,  i  en  las  demás  constituciones  de  América  que  no 
han  separado  los  asuntos  civiles  de  los  relijiosos.  Esta  práctica  no 
puede  tener  sino  dos  objetos  :  el  primero,  añadir  la  sanción  reli- 
jiosa  á  la  legal  como  garantía  del  buen  desempeño  del  empleo  ; 
el  segundo,  fijar  el  momento  en  que  un  nnevo  funcionario  se 

(I)    BsU  parte,  escrita  desde  1868,  no  ho  sido  retocado. 
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posesiona  del  destino»  para  todos  los  efectos  públicos  é  iodivi- 
duales  del  adyenimiento,  como  jarisdiccion,  antigüedad,  respon- 
sabilidad, sueldo  etc. 

Nada  hai  tan  manfiesto  como  la  ineficacia  del  juramenlo  poli- 
tico  para  el  buen  desempeño  de  un  empleo.  Se  ha  convertido  en 
una  pura  ceremonia ;  i  estamos  ciertos  de  que  muchas  veces,  en 
el  momento  mismo  en  que  un  presidente  jura  sostener  la  consti- 
tución que  le  ha  elevado  al  poder,  está  fraguando  algún  plan  que 
es  con  ella  incompatible.  ¿  Los  amantes  de  golpes  de  estado  no 
I  an  jurado  antes  cumplir  fiel  i  exactamente  la  Constitución?  Ahor- 
remos, pues,  á  losfuncíonariospúblicos  el  perjurio  que  contanUí 
freeuenda  cometen  i  de  que  nadie  les  pide  cuenta.  Busquemos 
la  moralidad  política  en  otra  fuente,  ya  que  la  sanción  relijiosa  ha 
resultado  tan  inadecuada.  Pero  sobre  todo,  abstengámonos  4e 
hacer  cosas  inútiles,  que  rayan  en  ridiculas. 

Como  medio  de  hacer  constar  el  ingreso  de  un  empleado  á  su 
destino,  basta  una  dilijencia  escrita,  firmada  por  él  mismo, 
autorizada  por  otro  funcionario,  i  publicada  por  la  prensa.  En  ios 
Estados  Unidos  de  Colombia,  donde  no  hai  relijion  oficial,  ni  se 
cree  mucho  en  la  virtud  de  los  juramentos,  sólo  se  exije  una  pro- 
mesa de  honor  como  garantía  del  cumplimiento  del  deber  oBcial. 
Tiene  el  mismo  inconveniente  :  nadie  da  importancia  á  seme- 
jantes promesas,  que  son  meras  palabras. 

Pena  capitcU.  ic  La  vida  humana  es  inviolable :  la  lei  no  podrá 
imponer  pena  de  muerte.  »  Ese  hermoso  canon  era  el  asunto  del 
articulo  16  de  la  constitución  dada  en  1856,  i  fué  también  uno 
de  los  puntos  de  reforma  que  abrazó  la  constitución  de  1860.  Su 
articulo  16  restablece  la  pena  capital  para  el  delito  dehomiádio 
calificado ;  i  como  esU  frase  requiere  esplicaciones,  el  mismo 
congreso  dio  en  11  de  mayo  una  lei,  que  en  su  art.  1.®  deGnió 
aquel  crimen,  esponiendo  en  quince  incisos  otros  tantos  casos 
suyos.  Para  cuatro  de  ellos  admite  el  art.  2.'  las  circunstancias  ate- 
nuantes designadas  por  las  leyes^  i  suponemos  que,  mediando 
dichas  circunstancias,  se  aplicará  otra  pena.  ¿Quién  no  percibe 
que  de  aquí  oríjinarán  muchasifrecuentascontroversias?!  alfin, 
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cuál  será  la  cucíiíon  envuclla  en  esos  debales  de  idoolojía  legal  ? 
Nada  menos  que  esis^  «  vivir  ó  morir,  d  I  quién  se  arroga  resol- 
verla? i  Es  acaso  quien,  dando  la  vida  eomo  una  merced ,  puede 
retirarla  cuando  le  plazca  ?Nó,  es  una  de  sus  criaturas,  la  más 
allÍYi)  i  presuntuosa,  queco:nolasdemás,sólosabe  dar  la  muerte, 
i  que  á  titulo  de  racional,  se  diferencia  con  orgullo  do  la  fiera 
hambrienta  en  que  no  come  su  presa.  Otro  tanto  hace  el  noble 
cazador  en  los  parques  europeos  :  destruir  por  el  placer  de  la 
destrucción. 

Aunque  reaccionaria  la  constílucion  que  nos  ocupa,  ha  tribu- 
tado un  homenaje  á  la  filosofía  i  al  espíritu  del  porvenir,  redu- 
ciendo el  empleo  del  cadalso  á  un  sólo  delito,  el  homicidio  cali- 
ficado; i  es  allí  también  donde  se  atrincheran  los  sostenedores  de 
aquel  castigo,  cuando  se  ven  asediados  por  la  argumentación  de 
los  abolicionistas,  a  ¡Cómo!  ¿se  dejaría  vivo  al  quehadado  á  olro 
injusta  muerte?  La  garantía  de  la  vida  es  la  garantía  de  los  ase- 
sinos, j»  Con  esta  esclamacion  se  defiende  todo  un  sistema  penal 
que  ha  estado  en  boga.  ¿  Quién  no  advierte  que  eso  es  ya  batirse 
en  retirada  ?  La  derrota  se  pronuncia,  i  basta  un  poco  de  pacien- 
cia i  de  perseverancia  para  cantar  victoria. 

No  hai  código  europeo  que  no  haya  prodigado  la  muerte,  de 
tal  modo  que  nos  es  hoi  difícil  comprender  tanta  ceguedad.  Hechos 
fútiles  ó  de  poca  gravedad  se  han  castigado  con  el  último  suplicio, 
i  á  fe  que  entonces  había  sobre  la  oportunidad  i  justicia  de  ese 
castigo  impuesto  á  semejantes  delitos^  la  misma  convicción  que 
puede  haber  hoi  para  aplicarlo  al  asesinato.  Hé  ahí  lo  que  no  han 
reQexionado  ios  sostenedores  del  cadalso  para  solo  ese  crimen. 

Tampoco  han  meditado  que  el  homicidio,  cualesquiera  que 
sean  sus  circunstancias,  no  es  con  mucho  el  más  grave  de  todos 
los  delitos.  El  incendio  de  valiosas  propiedades,  causándola  ruina 
i  la  miseria  de  muchas  familias;  el  rapto  de  una  niña  impúber, 
á  quien  se  deja  estropeada  física  i  moralmente  durante  su  vida; 
la  piratería,  robando  por  el  terror,  incendiando  la  nave  apresada, 
i  abandonando  á  los  navegantes  en  una  isla  desierta;  la  mutila- 
lacion  de  una  perdona,  destruyendo  su  belleza,  su  capacidad  de 
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trabajar,  su  salud  i  contento  por  años  6  por  la  vida  entera, 
son  delitos  más  graves  que  el  asesinato ,  aunque  de  ellos  no  re- 
sulte la  muerte.  Si  este  es  un  gran  mal,  es  un  mal  negativo,  que 
consiste  en  la  privación  de  los  bienes  de  la  vida.  Cuando  un  de- 
lito tiene  por  resultado  hacernos  gravosa  la  existencia,  nos  cau- 
sa mayor  mal  que  si  nos  diese  la  muerte.  Imajinad  una  hermosa 
joven,  adorno  de  la  sociedad  i  encanto  de  su  Eamilía,  llena  de 
esperanzas  i  rebosando  de  felicidad.  Una  mano,  comprada  por  el 
oro  de  la  venganza,  ha  desfigurado  su  rostro  con  sustancias  cor- 
rosivas, i  ultrajado  su  honor  por  el  sueño  narcótico.  ¿  Habría 
sido  mayor  delito  asesinarla  por  robar  sus  alhajas? 

No  es  lójico  detenerse  en  la  mitad  del  camino,  ]como  lo  hacen 
los  conservadores  de  la  pena  capital  en  el  delito  de  asesinato.  Tie- 
nen que  seguir  adelante,  i  aceptar  la  abolición  absoluta,  ó  volver 
atrás  restableciendo  el  cadalso  para  todos  los  delitos  enormes. 
¿  Cuántos  i  cuáles  son  ellos?  ¡  Materia  vasta  de  controversia  i  arbi- 
trariedad! El  cadalso  es  parte  de  un  sistema  penal,  que  nació  con 
el  hombre,  que  subsiste  en  medio  de  su  imperfecta  civilización, 
pero  que  ya  recojo  velas  i  tiene  que  ceder  su  puesto  al  sistema  su- 
jerido  por  la  filosofía  menlolójica. 

En  el  fondo  de  todo  castigo  se  hallan  la  venganza  i  el  miedo, 
empleando  la  violencia  para  satisfacer  al  ofendido  é  intimidara! 
ofensor  ó  sus  posibles  imitadores.  Gratifica  por  consiguiente  las 
pasiones  destructoras  i  rencorosas  del  ajenie,  i  lastima  en  el  ob- 
jeto la  facultad  de  la  circunspección  ^  que  se  traduce  por  el  temor. 
La  sociedad,  que  no  es  sino  el  hombre  colectivo,  siente  ni  más  ni 
menos  como  el  hombre  individual. 

Ella  se  cree  ofendida  en  cada  uno  de  sus  miembros  ;  ella  se 
mueve  por  sentimientos  vindicativos,  i  con  el  nombre  de  justicia, 
candorosamente  llamado  vindicta  pública^  busca  la  satisfacción 
de  sus  rencores  i  el  aplacamiento  de  ¿^us  alarmas. 

Ahora,  pues,  la  forma  neta  i  simple  de  la  justicia  vindicativa  es 
el  talion,  i  de  ahí  es  que  el  espíritu  se  aferré  á  la  pena  capital 
para  el  homicidio  calificado,  por  un  instinto  que  la  benevolencia 
pretende  referir  á  facultadlas  superiores  en  el  orden  moral»  pei^ 
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que  en  realidad  nada  tienen  que  ver  con  ellas.  1  si  no,  ¿  cómo 
seespUca  la  justicia  criminal  por  la  conciencia?  ¡  Quién  lo  creyera! 
Poruña  operación  de  contabilidad  (1)...  El  culpable  contrac  una 
deuda,  i  tiene  de  pagarla.  Cuando  ha  satisfecho  su  deuda  en  la 
cantidad  que  el  talion  estima  equivalente  al  compromiso^  la  so- 
ciedad respira  i  cada  cual  cree  haber  recibido  su  partecilla  en  el 
pago.  Bien  está;  pero  metáfora  no  es  razón 

I  Recordáis,  cristianos,  cómo  pasaron  lasf  cosas  en  la  tierra  de 
Galilea  cuando  el  maestro  Jesús,  hace  mas  de  diez  i  ocho  siglos, 
en  el  fomoso  sermón  de  la  montaña,  dijo  entre  otras  cosas  admi- 
rables :  «  Habéis  oidoque  se  dijo  ojoporojo^  diente  por  diente; 
yo  empero  os  digo  que  no  hagáis  resistencia  al  agravio  :  antes  si 
alguno  te  hiriere  en  la  mejilla  derecha,  vuélvele  también  la  otra?  o 
Nada  más  sublime  i  filosófico  que  estas  palabras.  El  talion  se  funda 
enla  c(  dureza  de  los  corazones  d.  Complace,  estimulando,  la 
destructividad.  Hiere,  escitando,  la  circunspección.  I  aumenta, 
por  el  desarrollo,  la  enerjfa  de  ambas  facultades,  en  daño  positivo 
de  la  moralidad. 

Cólera,  castigo,  vindicación,  justicia,  son  espresiones  que  per- 
tenecen á  una  misma  categoría.  Hasta  hoi  se  ha  pretendido  mora- 
lizar por  el  castigoy  i  nada  más  triste  que  los  resultados.  En  los 
momentos  de  una  ejecución  capital  se  ha  visto  cometerhomicidios, 
á  veinte  pasos  del  cadalso,  en  Bogotá,  en  Madrid,  en  una  ciudad 
de  Chile,  i  quien  sabe  en  cuántas  más  que  ignoramos.  La  pena 
capital  intimida,  como  todos  los  castigos,  es  verdad  ;  pero  tam- 
bién escita,  por  su  parte,  las  mismas  facultades  cuya  funesta  acti- 
vidad asesta  contra  la  vida  humana.  El  espectáculo  de  la  muerte 
violenta  enjendra  indiferencia  por  la  vida  de  nuestros  semejantes. 
De  ahí  la  facilidad  con  que  se  atenta  contra  ella  en  las  épocas  de 
terror  ó  de  guerra  civil. 

Por  el  contrario,  mientras  menos  se  ofrezca  á  la  sociedad  la 

(i)  Las  expresiones  cargOf  desear^,  responsabilidad,  deber,  pagar^  dar 
cuenta,  estar  á  salve  i  otras,  son  comunes  á  la  contabilidad  i  á  la  nwralidad^ 
Dicen  que  los  japoneses  admiten  'compensación  de  las  acciones  malas  con  las 
buenas:  que  aceptan  éstas  como  data,  i  solo  casligan  por  el  saldo. 
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vista  de  la  sangre,  menos  deseo  habrá  deverterLa;  mayor  respeto 
por  la  vida  en  las  costumbres,  i  más  exactitud  «d  las  aplicaciones 
correccionales.  Es  porque  las  facultades  inferiores,  los  ini^tinto' 
animales  i  destructores,  se  debilitan,  mientras  cobran  fuerza  i 
preponderancia  los  sentimientos  superiores  de  la  relijion  moral. 

No  podría  ciertamente  abolirse  todo  el  sistema  actual  del  caUigo, 
sin  reemplazarlo  antes  por  el  sistema  opuesto.  El  castigo  es  un 
medio  imperfecto  i  precario  de  moralización,  qne  estimulando 
directamente  la  circunspección  ó  temor,  su  punto  objetivo,  induce 
al  disimulo,  i  no  enmienda,  bino  que  obliga  á  estudiar  las  pre- 
cauciones. De  otro  modo  :  es  un  sistema  que,  lejos  de  moralizar, 
fomenta  la  hipocresía,  los  ardides,  i  aumenta  el  peligro  de  los 
delitos  haciendo  más  hábil  i  certera  su  comisión. 

Pero  hai  que  tolerarlo,  mientras  no  se  inaugure  el  sistema  que 
propende  á  debilitar  los  instintos  destructores,  vindicativos  é  in- 
sociables, no  menos  que  á  fortalecer  los  sentimientos  benévolos, 
respetuosos  i  honrados  :  el  sistema  de  la  eduaicion  en  todos  sus 
grados,  en  todas  sus  formas  i  en  toda  su  estension. 

Al  primero  de  estos  sistemas  corresponde  la  pena  capital ;  pero 
aun  subsistiendo  aquél  en  su  índole,  puede  i  debe  perder  lo  que 
le  simboliza  bajo  el  más  odioso  aspecto,  lo  que  le  hace  menos 
eficaz,  lo  que  contraría  más  sus  fines.  Puede  i  debe  sostitoir 
al  cadalso  la  penitenciaria,  lacolpnia  penal,  ú  otro  medio  que, 
intimidando  también,  saque  más  partido  que  el  verdugo  de  la 
cabeza  i  de  los  brazos  del  culpable.  ¿Cómo  responder,  si  no, 
cuando  cumplida  h  justicia  humana,  i  ejecutado  un  reo,  seconi' 
probase  su  inocencia?  ¿Cómo  responder  á  la  viuda  i  al  huérfamo, 
que  piden  á  gritos  el  pan,  antes  suministrado  por  la  victima  del 
cadalso  ?  ¿Cómo  á  la  moral,  que  acusa  de  ignorancia  é  impotencia 
á  los  sacrificadores,  por  no  haberse  tomado  el  trabajo  de  correjir? 
Sentimos  no  poder  consagrar  mayor  espacio  á  tan  interesante 
materia;  pero  lo  dicho  probará,  á  lo  menos, que  la  escepcion in- 
troducida en  el  Perú  al  principio  humanitario  que  defendemos, 
no  descansa  en  ningún  fundamento  de  la  filosofía  legal. 

Arresto  preventivo.  Sólo  puede  dictarse  por  las  autoridades 
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judiciales  ó  políticas,  según  el  art.  18,  que  cree  con  esa  pres- 
cripción impedir  las  detenciones  arbitrarias.  Son  aqui  aplicables 
las  observaciones  hecbas sobre  la  materia  en  el  comentario  á  la 
constitución  de  Chile.  No  se  ha  cuidado  ni  en  aquélla  ni  en  ésta 
de  precarcr  la  ari»ilrariedad  de  las  autoridades  mismas,  exijiendo 
causa  suficiente  para  la  detención.  Éste  es  el  objeto  final  del  fa^ 
moso  derecho  de  habeos  corpus^  concedido  por  la  lejislacion  in- 
glesa» i  que  autoriza  aun  detenido  para  pedir  que  se  le  lleve  á  la 
presencia  de  su  juez  competente.  Dado  este  paso,  el  juez  examina 
la  causal  de  detención;  si  no  es  bastante,  decreta  la  libertad  abso- 
luta, i  si  lo  es,  la  decreta  bajo  de  fianza  en  los  casos  permitidos, 
que  son  la  mayor  parte. 

¿  Qué  adelanta  un  detenido  con  serlo  por  una  autoridad,  si  ésta 
le  deja  perecer  en  la  cárcel,  olvidado  de  todo  el  munflo?  La  copia 
de  la  orden,  que  debe  darse  al  detenido,  si  la  pide,  puede  elu- 
dirse bajo  protesto  de  que  no  la  ha  pedido,  i  cuando  más  servirá 
para  comprobar  la  detención,  después  que  ella  haya  causado  todo 
el  mal  posible;  pero  no  para  exijir  una  responsabilidad  que  no 
está  definida.  No  hai  otro  medio  eficaz  de  evitar  los  constantes 
abusos  que  se  cometen  contra  la  libertad  individual,  que  prohibir 
al  carcelero  la  admisión  de  un  preso  sin  la  orden  correspondiente, 
dada  en  virtud  de  información  sumaria,  que  suministre  prueba 
de  un  delito,  en  el  cual  no  se  admita  fianza.  La  libertad  bajo  cau- 
ción debe  admitirse,  como  se  hace  en  Inglaterra  i  los  Estados  Uni- 
dos, siempre  que  el  acusado  afiance,  con  la  suma  que  se  le  seña- 
le, su  presentación  ante  el  juez,  ó  la  indemnización  délos  daños 
que  ha  causado  con  su  delito. 

Ciudadanía.  La  internacional  es  materia  del  tit.  V,  que  se  ti- 
tula De  los  peruanos ;  i  la  política  abraza  el  tit.  VI,  en  donde  se  la 
llama  simplemente  ciudadanía.  La  división  entre  naturales  ó  na- 
cionales, i  ciudadanos,  data  desdel821  (decreto  de  4  de  octubre) ; 
pero  no  fué  sino  en  1839,  por  la  constitución  de  Huancayo,  cuando 
empezó  á  establecerce  distinción  entre  naturales  i  naturalizados, 
para  el  efecto  de  dar  esclusivamente  á  los  primeros  la  opcioii  a 
ciertos  empleos.  La  actual  constitución  mantiene  estas  distincio- 
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nes^  i  aunque  facilita  mucho  la  naturalización  en  su  ari.  35,  este 
derecho  es  de  mui  poca  significación  para  los  que  se  dedican  i  la 
carrera  pública,  únicos  estranjeros  que  lo  apetecerían.  En  efecto, 
el  peruano  por  naturalización  está  escluido  del  congreso  (arte.  47 
i  49),  de  la  presidencia  (art.  79,  cuya  doctrina  es  jeneral  en  Amé- 
rica), i  de  los  ministerios  (art.  98).  Aquellos  estranjeros  que  do 
tengan  disposición  á  mezclarse  en  la  política  militanle,  lejos  de 
solicitar  la  naturalización,  huirán  de  ella,  como  fuente  de  obliga- 
ciones que  no  están  compensadas,  i  por  cuanto  apareja  la  pérdida 
de  la  protección  que  antes  les  dispensara  su  gobierno. 

Unidad  del  gobierno .  Es  proclamada  por  el  art.  42 ,  que  eo 
esto  se  halla  de  acuerdo  con  todas  las  constituciones  anteriores. 
La  unidad  ó  centralismo  es  tradicional  en  el  gobierno  del  Perú. 
Fué  famoso  el  sistema  de  organización  adoptado  en  el  TcJiuanii- 
suyuy  justamente  por  el  rigor  de  la  centralización,  que  privaba á 
los  individuos  de  toda  voluntad  propia,  i  reservaba  al  poder  pú- 
blico nacional,  centralizado  en  el  Cuzco,  aun  las  funciones  que  hoi 
se  abandonan  al  individuo  en  las  monarquías  europeas  más  cen- 
tralizadas. 

El  vireinato  después,  i  la  dictadura  militar,  que  hasta  1868 
vino  á  ser  una  enfermedad  endémica  en  el  Perú,  no  eran  aptos 
para  neutralizar  las  tendencias  á  la  abdicación  personsil  i  muni- 
cipal en  manos  de  las  autoridades  supremas.  Últimamente, 
el  sistema  fiscal  contribuyó  también  á  robustecerlas ;  porque 
todos  volvian  los  ojos  al  tesoro  de  Lima,  que  á  nadie  costaba 
sacrificicios,  para  sacar  de  allí  una  renta,  sin  cuidarse  de  la  ma- 
nera como  se  administrase  un  fondo,  que  además  de  oreerse 
inagotable,  era  un  don  gracioso  de  natura. 

Es  mui  probable  que  el  tiempo  traiga  un  cambio  en  las  aspi- 
raciones políticas.  El  terlritorio  del  Perú  es  mui  estenso  i  variado. 
Los  departamentos  carecen  de  vida  propia,  i  son  satrapías  de  los 
prefectos,  que  por  lo  demás  tienen  una  autoridad  tan  eiimera 
como  la  de  los  presidentes,  de  donde  nace.  Cuando  el  Imano 
desaparezca,  i  la  riqueza  industrial  le  sostituya,  i  los  pueblos, 
trabajando,  sientan  su  propia  importancia,  asi  como  el  deseo  de 
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TÍjílar  el  manejo  de  las  reptas  públicas,  que  habrán  creado  con  el 
sudor  de  su  frente,  querrán  también  atender  los  asuntos  que  in- 
mediatamente les  atañen.  La  ambición  política  se  difundirá^  i 
en  vez  de  concretarse  á  la  presidencia  i  sus  inmediatos  fayores, 
cundirá  hacía  los  objetos  locales,  que  con  tanta  facilidad  satis- 
facen las  pecpieñas  aspiraciones,  i  que  tanta  ocasión  les  ofrece  de 
hacerla  prosperidad  pública,  lialagando  la  vanidad  i  el  espíritu 
de  dominación. 

Difundido  entonces,  aunque  debilitado,  el  espíritu  ambicioso, 
invadirá  todas  las  gradas  del  poder  público,  desde  la  urna  eleccio- 
naria, que  es  el  foco  de  la  democracia,  hasta  el  gobierno  de  la 
gran  circunscripción  territorial,  que  es  la  federación.  Muchos  as- 
pirantes, que  hoi  acechan  la  oportunidad  de  volcar  un  gobierno 
nacional  en  que  no  tienen  parte,  caerán  en  la  cuenta  de  que  vale 
más  buscar  por  los  medios  lejitimos  la  satisraccion  de  sus  deseos 
ambiciosos;  que  no  hai  sino  una  presidencia  en  Lima,  mientras 
pueden  crearse  siete  ó  más  en  Arequipa,  Cuzco,  Trujillo,  Hua- 
manga  etc.,  i  que,  como  lo  dijo  cierto  veterano  :  a  Vale  más  ser 
aqui  el  primero  que  allá  el  segundo.  » 

De  este  modo,  el  mismo  espíritu  de  dominación  que  hoi  causa 
las  revoluciones,  esparcido  i  educado,  enjendrará  la  democracia 
real,  i  el  sistema  federativo,  que  es  su  consecuencia.  Porque  cen- 
tralismo es  monopolio  del  poder  :  es  afdemás  despotismo,  i  ni 
uno  ni  otro  son  compatibles  con  la  república  democrática. 

Poder  lejülativo.  Consta  de  dos  cámaras,  una  de  senadores  i 
otra  de  diputados,  que  aunque  tienen  cl  mismo  nombre  de  las 
admitidas  por  la  constitución  de  1856,  difieren  mucho  en  el 
modo  de  componerse.  A  imitación  de  la  de  Noruega,  ésta  que 
acabamos  de  citar  no  hacia  distinción  ninguna  en  la  elección  de 
los  miembros  de  ambas  cámaras,  que  se  denominaban  indistin- 
tamente representantes.  Instalado  el  congreso  (ó  reunión  de 
éstos),  debía  sacar  por  suerte  la  mitad  de  su  número  total  para 
formar  la  cámara  de  senadores,  i  el  resto  componía  la  cámara  de 
diputados. 

Semejante  sistema  destruye  en  gran  parle  las  ventajas  de  la 
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dualidad  lejislativa,  que  vienen  del  contrapeso  de  las  cámaras, 
i  éste  de  su  distinta  composición.  Por  tanto,  los  constituyenles 
de  67  fueron  más  lójicos,  adoptando  una  sola  cámara,  en  vez  de 
la  duplicación  inútil  que  consagraba  la  constitución  de  56.  Para 
dejar  aún  menos  esperanza  de  garantía  por  la  dualidad,  ella 
permitió  la  reunión  en  un  cuerpo  de  las  dos  cámaras,  para  vo- 
tar en  común  cuando  disintiesen  (art,  59) ;  de  modo  que  no  se 
comprende  el  objeto  de  la  división. 

Muí  al  contrarióla  constitución  de  60,  organizó  las  dos  cáma- 
ras con  grande  acierto,  diferenciándolas  tanto  en  el  modo  de  su 
elección  como  en  los  requisitos  de  sus  miembros.  Ptiro  no  damos 
igual  preferencia  al  si> tema  electoral,  adoptado  á  consecuencia  de 
ella,  que  estimamos  inferior  con  mucho  al  que  le  precedió.  Fué 
abandonado  enteramente  á  la  lei,  que  se  espidió  á  4  de  abril  de 
1861,  i  estableció  un  sistema  complicado  i  defectuoso  de  elec- 
ción indirecta. 

Los  sufragantes  designan  electores,  i  éstos  elijen  á  los  miem- 
bros de  la  lejislatura,  por  mayoría  absoluta  8Í  se  traía  de  diputa- 
dos, i  por  relativa  si  de  senadores.  Qace  el  escrutinio  de  los 
primeros  el  mismo  colejio  electoral  de  provincia  que  los  elija, 
i  el  de  los  segundos  el  senado,  ó  endefecto  suyo,  la  comisión  per- 
manente del  cuerpo  lejislativo. 

Por  consecuencia  de  estos  principios,  no  hai  lugar  á  que  los 
diputados  de  una  provincia  representen  los  vario<  partidos  de 
ella ;  sino  que  antes  bien  serán  de  uno  mismo,  á  saber,  del  par- 
tido á  que  pertenezca  la  mayoría  de  los  electores  que  los  elijieron. 

Otta  cosa  pudiera  suceder  con  los  senadores,  atendida  la 
mayoría  que  ^e  exije  á  su  elección ;  pero  el  peligro  casi  au- 
menta con  el  modo  de  efectuar  el  escrutinio.  La  comisión  ó  el 
senado,  con  todas  las  facultades  propias  de  un  cuerpo  escruta. 
dor  irresponsable,  se  hallarán  inclinados  en  favor  de  los  coparií- 
darios  de  sus  respectivas  mayorías,  i  pueden  contribuirá  hacer- 
las más  compactas,  con  daño  de  la  minoría  i  de  la  fidelidad  que 
debe  buscarse  en  la  represen* ación  nacional. 

Preocupados  con  el  despotismo  de  las  mayorías  parlamentarias, 


REPÚBLICA  DEL  PERÚ  455 

M.  Thomas  Haré  i  su  espositor  i  propagador  John  S.  Mili,  han 
insistido  en  la  necesidad  de  buscar  los  medios  de  reflejar  en  las 
cámaras  los  di  versos  partidos^  dando  en  ellos  entrada  á  represen- 
tantes de  la  minoría.  Desde  luego,  no  haipais  alguno,  gobernado 
parlamentariamente,  donde  no  se  elijan  algunos  diputados  de  la 
minoría  nacional  (verdadera  ó  aparente),  que  es  mayoría  en  cier- 
tas circunscripciones  electorales.  Cuando  este  resultado  es  mui 
inrerior  al  que  se  debiera  esperar  de  la  proporción  real  entre  los 
partidos,  ello  nace  de  que  el  gobierno  se  injiere  dema8Íado  en  las 
elecciones,  i  contra  ese  mal  no  hai  otro  remedio  que  la  resis- 
tencia... 

Pero  los  publicistas  ingleses  que  hemos  citado,  i  con  ellos 
Hr.  Laboulaye,  qui^^ieran  que  en  cada  circunscripción  electoral 
fuese  representada  la  minoría,  enviando  algún  miembro  al  parla- 
mento ;  i  sobretodo  desearian  que  un  diputado,  electo  con  cierta 
mayoría  en  una  circunscripción,  no  tuviese  preferencia  sobre  un 
candidato  derrotado  en  otra,  teniendo  éste  mayor  número  de  vo- 
tos que  aquél,  aunque  minoría  en  su  propio  circulo.  Para  ello  se 
haría  un  escrutinio  jeneral,  i  se  declararía  electo  á  todo  el  que 
alcanzase  más  sufrajios  que  los  electos  con  un  pequeño  número 
de  votos.  Esos  diputados  serian  supernumerarios  ;  pero  bieu  me- 
recido lo  tendrían. 

Con  todo  la  cuestión  principal  queda  en  pié,  i  elU  se  resuelve, 
mejor  i  más  sencillamente  que  de  cualquier  otro  modo,  como  la 
ha  resuelto  el  parlamento  inglés  por  su  reforma  de  1867,  á  saber, 
volándose  en  cada  circunscricion  por  un  número  de  candidatos 
inferior  al  que  corresponda  al  respectivo  circulo  electoral,  i 
exijiéndose  sólo  mayoría  relativa.  De  esa  suerte,  aunque  la  ma- 
yoría absoluta  sea  compacta,  i  saque  todos  sus  candidatos  hai 
que  agregar  al  número  de  los  elejidos  uno  ó  más  que  sólo  habrán 
tenido  votos  de  la  minoría. 

¿  Pero  la  mayoría  relativa  será  ilimitada?  ¿  Bastará  tener  un 
sólo  siifr<4Jio  para  tomar  asiento  como  representante  del  pueblo? 
Ejemplos  de  ello  hemos  tenido  en  Nueva  Granada,  después  del 
establecimiento  del  sufrajio  directo  i  de  la  elección  por  mayoría 
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relativa.  Suponemos  que  nadie  admitirá  esa  consecuencia,  uiui 
vez  prevista.  Stuart  Mili  recomienda  como  minimo  el  cociente  de 
una  división  en  que  el  dividendo  sea  el  número  total  de  electores 
i  el  divisor  el  número  de  diputados  elejibles.  Esta  ¡dea  no  tieoe 
cabida  en  la  elección  de  cada  circulo,  sino  mediante  la  reforma 
inglesa.  Sin  ella,  sólo  podría  aplicarse  á  las  elecciones  en  con- 
junto, i  supondria  un  escrutinio  jeneral  para  todas  ellas,  que 
destruiría  los  efectos  de  la  elección  di'stritorial.  Equivaldría  á 
introducir  el  sistema  de  listas  jenerales,  como  la  de  sena- 
dores en  Chile,  que  es  problamente  el  peor  do  todos  los  sistenuis. 

Poder  ejecutivo.  Vaca  entre  otras  causas,  i  según  el  ar- 
ticulo 88,  «  por  perpetua  incapacidad  física  ó  moral  del  presi- 
dente. »  No  podría  negarse  que  una  enfermedad  física  ó  mental 
puede  incapacitar  al  encargado  del  ejecutivo  para  ejercer  sus 
funciones,  i  que  su  continuación  en  el  puesto  equivaldría»  de 
hecho  auna  vacanle,  pero  de  derecho  á  una  usurpación  de  poder, 
realizada  por  aquellas  personas  que  con  carácter  público  ó  sin  él 
rodearan  al  presidente. 

Pero¿  quién  hará  semejante  declatoria?  Naturalmente  el  con- 
greso, que  es  la  representación  nacional  por  escelencia;  i  asi  lo 
ha  establecido  el  art.  59,  dando  á  la  lejislatura,  en  su  inciso  12, 
aquella  delicada  atribución.  De  ella  puede,  con  todo,  abusarse, 
declaranda  incapaz  mentalmente  al  individuo  que  no  loesléenel 
rigor  déla  espresion.  La  locura  admite  tantos  grados  i  formas, 
que  no  seria  fácil  establecer  físiolójicamente  linde  preciso  en- 
tre ella  i  la  plenitud  de  la  razón,  aun  cuando  se  procediese 
baña  fide.  Cuánto  menos  si  se  da  entrada  á  la  pasión  política, 
si  enemigos  del  presidente  quisieren  bajo  el  prestesto  de  locura 
deshacerse  de  él. 

Esa  i  otras  causas  de  colisión  entre  el  presidente  i  el  congreso 
se  conjurarían  atribuyendo  á  éste  el  nombramiento  de  aquél; 
pero  dando  á  uno  i  otro  mui  corta  duración,  i  haciendo  del  ejecu- 
tivo un  ájente  de  la  lejislatura,  que  al  Gn  es,  á  lo  menos  en  prin- 
cipios, el  poder  por  escelencia.  Baste  decir  que  da  la  lei,  que  los 
otros  la  cumplen,  que  es  irresponsable,  i  que  en  último  resultado 
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hace  efectiva  la  responsabilidad  del  ojeeutiyo  i  del  judicial.  Divi- 
dido en  dos  cámaras  el  congreso,  i  dando  á  cada  una  diferente 
composición,  no  hai  peligro  de  que  tome  escesiva  preponderancia 
sobre  un  presidente  cuya  elección  haga.  I  dando  á  éste  la  misma 
duración  que  á  los  congresales,  no  hai  tampoco  el  de  choques 
entre  los  dos  poderes  :  al  contrario,  habrá  paz  i  armonía,  mui 
difíciles  de  cualquier  otro  modo. 

Juicio  político.  Puede  decirse  que  es  desconocido  en  la  cons- 
titución del  Perú.  Las  disposiciones  relativas  á  la  responsabilidad 
del  presidente  i  otros  altos  funcionarios,  no  entrañan  sino  la  sus- 
pensión del  senado  por  acusación  de  la  otra  cámara,  en  casos  de 
delito  oGcial  á  que  esté  impuesta  pena  corporal  aflictiva.  Esa  es 
la  doctrina  de  los  arts.  64,  66,  inciso  1.^,  i  107,  incisos 
1  .*  i  2/  Aun  restrinjida  asi  la  facultad  de  acusar,  nd  puede  ejer- 
cerse respecto  al  presidente,  si  no  es  pasado  su  periodo,  á  mé-* 
nos  que  se  trate  de  traición  i  otros  delitos  asimilados  (art.  65  i 
59,  inciso  24.) 

Hecha  una  suspensión  por  haberse  declarado  con  lugar  á  for- 
mación de  causa,  el  acusado  queda  sujeto  á  juicio  según  la  lei^ 
articulo  66  citado) ;  i  es  de  suponerse  que  ese  juicio  se  surta  ante 
los  tribunales  ordiuarios,  la  corte  suprema  probablemente,  asi 
porque  la  constitución  no  ordena  cosa  alguna  para  juicio  ante  el 
mismo  senado  que  decreta  la  suspensión,  como  porque  se  trata  de 
aplicar  penas  ordinarias.  No  hai,  pues,  alli  propiamente  juicio  po- 
litice, que  se  sigue  por  cuerpos  del  mismo  jénero  para  aplicar  sólo 
suspensión  temporal  ó  destitución,  en  casos  de  abusos  en  la  con- 
ducta oficial,  que  no  se  hallan  previstos  por  las  leyes  penales  comu- 
nes. Tales  abusos  pueden  ser  mucho  más  graves  que  una  infrac- 
ción constitucional  de  poca  monta,  i  de  ahi  la  necesidad  de 
admitir  el  juicio  político,  tal  como  lo  han  adoptado  la  mayor 
parte  de  las  constituciones  republicanas. 

Comisión  permanente.  Suple  por  el  congreso  (cuyas  reunio- 
nes son  bienales)  en  ciertos  actos  de  carácter  administrativo.  Pero 
sus  principales  atribuciones  son  fiscalizadoras,  como  se  ve  por  el 
articulo  107.  La  espenencia  no  ha  patentizado  los  beneficios  que 
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de  esta  institución  se  aguardaban.  Lejos  de  eso,  tiene  por  suerte, 
bien  plef^rse  al  ejecutivo,  cediendo  á  la  fascinación  del  poder 
más  activo  del  gobierno,  bien  bacerse  su  antagonista  i  crear  difi- 
cultades para  la  paz  i  buena  marcha  de  la  administración  pública. 
Lo  ordinario  es  que  caiga  en  una  completa  insignificancia,  como 
se  vio  durante  la  adininist'  ación  del  jeneral  don  Juan  A .  Pezet.  En 
varias  ocasiones  hizo,  hasta  por  segunda  vez,  las  representacio- 
nes que  le  ordenad  art.  107  citado,  i  ni  el  ejecutivo  alteró  sus 
resoluciones  tachadas  de  ilegalidad^  ni  el  congreso  tomó  cartas 
en  el  juego. 

Fuerza  pública.  «  Se  compone  de  las  guardias  nacionales, 
del  ejército  i  de  la  armada  »  (art.  120),  i  de  ella  subsiste  en  pié 
la  que  decreta  el  congreso  en  la  sesiones  ordinarias  ó  estraordi- 
narías  (art.  59,  inciso  21).  Esmui  dudoso  que  el  Perú  necesite 
ejercito  permanente  en  grande  ni  en  pequeño  número.  Sus  veci- 
nos son  estados  pobres  i  déhilcs,  que  ningún  temor  deben  ios- 
pirarle,  mientras  no  los  ofenda;  i  con  un  buen  cueipodejendar- 
mería  para  los  objetos  policiales,  estaría  servida  su  adminis- 
tración interior. 

Bien  lejos  de  haber  hecho  al  Perú  beneficio  algimo  su  ejército 
permanente,  sólo  ha  servido  para  arrastrarlo  á  guerras  injustas 
con  C(»lombia,  Solivia  i  el  Ecuador;  sin  lograr  siquiera  los 
gobiernos  que  en  él  se  han  apoyado,  defenderse  contra  las 
revoluciones  internas,  aunque  éste  sea  i  haya  sido  siempre  su  os- 
tensible objeto.  Contra  todas  las  probabilidades,  imajínadas  se- 
gún lo  que  pasa  en  otros  ¡«aises,  las  mejores  tropas  del  gobierno 
han  sido  siempre  vencidas  por  las  colecticias  que  ha  improvisado 
la  revolución.  ¿Cuál  es,  pues,  el  objeto  razonable  del  ejército  per- 
manente? No  lo  alcanzamos;  pero  su  causa jeneradora está á  la 
vista  de  todos.  Es  un  medio  de  tener  jefes  i  oficiales  en  servicio, 
es  un  protesto  para  sacar  sueldos  del  tesoro,  i  es  un  instrunieoto 
de  dominación  abitraria.  De  ahí  es  que  el  ejército  del  Perú  llej[ue 
á  un  pié  de  fuerza  superior  al  de  todas  las  otras  repúblicas  sud- 
americanas, i  guardada  proporción  con  su  población,  igual  al  de 
las  grandes  monarquías  europeas. 
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Cuesta  al  Perú  su  fuerza,  en  pié  de  paz,  una  suma  doble  de  la 
que  necesitaba  para  todos  sus  gastos  antes  de  1845.  Boliyia,  con 
una  población  a|>roximadaa)entei^ual,  con  un  gobierno  autorita- 
rio i  coD  resabios  de  militarismo  ni  más  ni  menos  que  el  Perú, 
sólo  mantiene  2.000  hombres  armados.  El  Perú  tiene  de  ordi- 
nario 14  ó  15  OUO,  i  emplea  en  ellos  el  62  O,  O  de  sui$  entradas 
fiscales  (1).  ¿Por  qué  esa  diferencia*^  Porque  un  estado  es  pobre 
i  el  otro  no.  El  Perú  no  será  económico,  sino  cuando  no  tenga  que 
gastar.  Su  porvenir  es  verdaderamente  sombrío,  i  el  hombre  más 
patriota  i  más  benéfico  para  aquel  pais,  tan  di^no  de  mejor 
suerte  por  el  dulce  carácter  de  sus  habitantes,  sería  el  que  tuviese 
la  fortaleza  necesaria  para  administrar  hoi  su  I  acienda  como  si 
ya  hubiese  llegado  la  época  desastrosa  que  habrá  de  llegar. 

Otra  faz  tristísima  del  ejército  permanente  es  el  modo  de  for  - 
marlo.  La  constitución  erije  en  crimen  el  reclutamiento,  i  otro 
tanto  hicieron  las  de  56  i  67.  No  obstante  eso,  el  crimen  se  co- 
mete á  la  vista  de  las  autoridades  supremas,  ¡  qué  decimos !  auto- 
rizado por  ellas.  Baste  decir  que  sus  victimas  principales  son  los 
pobres  indios,  aquellos  peruanos  para  quienes  no  se  han  escrito 
las  garantías  individuales,  como  lo  hicimos  notar  al  principio  de 
este  comentario.  Oigamos  al  Comercio  de  Lima,  en  uno  de  sus 
números  de  fines  de  enero,  1868  : 

a  Desde  la  malhadada  guerra  al  Ecuador,  el  Perú  mantiene  un 
ejército  permanente  mui  superior  á  las  exijencias  del  servicio, 
muí  8up<»*ior  á  los  recursos  del  pais,  i  mui  fatal  en  todos  con- 
ceptos á  los  intereses  bien  entendidos  del  pueblo.  A  partir  de 
su  formación,  nada  encontraremos  en  ese  ejército  capaz  de  justi- 
ficar su  existencia.  El  sólo  cuadro  de  reclutamientos  es  un  cua- 
dro de  violencias,  de  verdadera  persecución,  de  iniquidad.  A  la 
fuerza  se  arranca  de  su  casa,  del  lado  de  su  mujer  é  hijos,  al  in- 
feliz indio,  tan  ajeno,  como  todos  sabemos,  á  nuestras  cuestiones 
políticas ;  i  se  le  condena,  como  quien  no  dice  nada,  á  servir  de 


(i)    Éste  dato,  se  refiere  á  1868.  Suponemos  que  ha  variado  durante  la  patrió 
tiea  administración  l'ardo. 
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por  TÍda,  ni  más  ni  menos  que  si  hubiese  cometido  un  gran  cri- 
men. Si  se  somete  á  esa  vida  de  cuartel,  tiene  que  reouDciar 
por  completo  á  toda  esperanza  halagüeña,  i  resignarse  ¿  ser 
máquina ;  si  se  desierta,  cae  otra  vez  en  poder  de  los  que  se 
creen  con  derecho  sobre  él,  i  es  tratado  cruelmente,  ó  se  ve  oblr* 
gado  á  vivir  ocuIto,como  las  fieras,  en  los  bosques.  No  es  estraño, 
pues,  que  todo  el  que  puede  se  sustraiga  á  tan  cruel  alternativa, 
huyendo  con  ti^npo  á  las  montañas.  De  aquí  el  abandono  de  la 
agricultura  i  de  la  cria,  la  necesidad  de  traer  hasta  chinos  para 
el  cultivo  de  nuestros  campos,  i  lo  que  es  peor,  la  disolución  de 
los  lazos  naturales  entre  el  pueblo,  i  los  obstáculos  que  se  crean 
á  la  asimilación  del  elemento  más  poderoso  con  que  deben  con- 
tar los  gobiernos  »  (el  indtjena). 

No  es  exacto,  como  algunos  han  dicho  que  el  ejército  perma. 
nente  sea  la  institución  moderna.  Fué  conocido  en  la  antigüedad, 
pero  no  era  institución  propia  de  los  pueblos  libres,  sino  de  las 
monarquías  é  imperios  despóticos,  como  Ejipto,  Persia,  Asiría, 
Macedonia.  Sucumbió,  como  todo  en  la  confusión  déla  Edad  medía: 
porque  no  habia  entonces  gobiernos  nacionales,  'propiamente 
hablando,  i  los  señores  feudales  se  hacian  la  guerra  con  sus  vasa- 
llos ó  bandas  informes  de  huestes  improvisadas. 

Al  crecer  i  predominar  la  potestad  real  reapareció  el  ejército 
primero  de  estranjeros  mercenarios,  después  de  nacionales  i 
sueldo  ó  soidados  en  su  sentido  rigoroso.  Fué  en  Francia,  bajo 
Carlos  Vn  ,  1445»  cuando  tuvo  ya  formalidad  i  consistencia  el 
ejército  permanente.  Introdújose  en  Inglaterra,  bajo  Carlos  I,  año 
de  1638,  i  se  declaró  ilegal  en  tiempo  de  Carlos  II,  ó  sea  en  1679; 
pero  después  se  formó  gradualmente,  hasta  permitirse  de  un 
modo  espreso,  bajo  Guillermo  III,  1689. 

Hoí  mismo  su  número  i  el  modo  de  su  formación  se  relacionan 
con  el  grado  de  libertad  que  goza  cada  país.  Su  objeto  más  os- 
tensible en  las  naciones  europeas  es  precaverse  de  ataques  inopi- 
nados de  pérfidos  vecinos.  Cada  cual  sospecha  del  otro.  Aumen- 
tan todos  con  esceso  sus  precauciones,  es  decir,  sus  fuerzas,  i  la 
sola  existencia  de  esas  moles  armadas  enjendra  ó  incrementa 
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el  ardor  militar,  el  deseo  de  Yenir  á  las  manos,  que  al  fin  se  sa- 
tisface. Búscase  á  las  veces  la  guerra  como  medio  de  distraer  \ú 
atención  de  la  política  interior,  después  de  haberla  hecho  in- 
soportable por  el  abuso  de  la  fuerza  armada.  Despotismo  domes* 
tieo,  guerra  estranjera  9on  de  ordinario  las  concomitancias  del 
ejército  europeo. 

Impopular  en  Inglaterra  i  en  losEslados  Unidos  de  Norte-Améri- 
ca, no  existiría  si  causas  mui  especiales  no  lo  mantuviesen,  aunque 
mui  reducido  en  comparación  con  las  otras  grandes  naciones  ci- 
vilizadíis.  Inglaterra  se  preocupa  demasiado  con  las  guerras  del 
continente,  i  se  ha  mezclado  en  ellas  por  pura  suspicacia.  Tiene, 
pues,  un  ejército  que  sinre  para  terciar  en  esas  querellas,  i  para 
imponer  respeto  á  Irlanda,  con  quien  no  ha  ajustado  cuentas  del 
todo.  La  Union  Americana  lo  ha  mantenido  para  impedir  insur- 
recciones de  los  esclavos  i  reprimir  ataques  de  los  indios  sal- 
vajes, hoi  lo  conserva  para  este  último  objeto  i  para  consolidar 
la  paz  en  el  sur  alborotado  después  de  la  manumisión. 

ObsérTCse  igualmente  que  en  estas  dos  últimas  naciones  el  ser- 
vicio militar  es  ordinariamente  voluntario  i  en  las  demás  menos 
libres,  es  forzoso.  También  proviene  la  diferencia  de  la  que  hai 
en  el  número  de  tropas;  porque  el  servicio  voluntario  demanda 
un  gasto  que  seria  absolutamente  incompatible  con  el  presupues- 
to de  las  naciones  que  hoi  mantienen  grandes  ejércitos.  Al  propio 
tiempo  un  soldado  bien  remunerado  i  atendido,  como  el  inglés, 
tiene  qne  ser  superior  al  que  goza  de  una  pobre  ración. 

flai  otro  punto  de  diverjencia  en  el  modo  de  la  conscripción, 
donde  el  servicio  es  forzoso;  ora  se  toma  el  número  necesario  de 
soldados  por  suerte  ó  á  voluntad  de  las  autoridades,  reteniéndo- 
los por  largo  tiempo  i  dejando  tranquilo  el  resto  de  la  población; 
ora  se  alista  á  todos  los  hombres  hábiles  entre  ciertas  edades;  se 
llama  por  periodos  cortos  al  servicio  el  número  requerido  i  van 
turnando  las  porciones  de  alistados.  Hasta  hace  pocos  años  el  se- 
gundo sistema  era  peculiar  á  Prusia;  mas  habiéndose  encontrado 
superior  al  primero  se  ha  adoptado  en  Francia,  Italia,  Austria,  i 
otras  naciones.  La  carga  se  reparte  con  más  igualdad,  es  menor 
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para  cada  individuo;  i  como  en  una  fonna  ú  otra  todos  8c  hallan 
enrolados  i  se  ejercitan,  la  nación  cuenta  siempre  con  un  número 
de  defensores  proporcionado  á  su  población.  En  Hispano-América 
ha  prevalecido  el  sistema  de  reclutamiento  forzoso,  que  ni  si- 
quiera se  templa  un  tanto  por  el  sorteo  más  ó  menos  leal,  que 
se  practica  en  España  con  las  quintas.  No  han  faltado  tentativas 
de  reforma,  como  se  ve  en  la  constitución  peruana,  la  colom- 
biana, venezolana  i  alguna  otra;  pero  hasta  ahora  no  ha  habido 
en  ello  más  verdad  que  en  algunas  otras  famosas  garandas. 

I  á  f é  que  ni  forzoso  ni  voluntario  necesitan  las  repúblicas  la- 
tinas de  ejército  permanente,  verdadera  i  perpetua  amenaza  del 
orden  que  tiene  por  objeto  mantener,  cuando  no  es  instrumento 
de  opresión  incompatible  con  la  libertad  que  todas  ellas  decan- 
tan. Queda,  sin  embargo,  todavía  á  Suiza  la  gloria  de  serla  única 
nación  civilizada  que  ha  suprimido  el  ejército  permanente,  án 
haber  esperimenlado  inconveniente  alguno.  Ni  guerras  estranjc- 
ras,  ni  guerras  civiles,  ni  rebeliones,  nada  de  lo  que  el  ejércilo 
tiene  por  objeto  precaver  sufre  aquella  república  modesta,  i  por 
modesta  desconocida.  Tampoco  se  halla  desprevenida;  por  el  con- 
trario, su  organización  militar,  al  paso  que  no  le  impone  el  me- 
nor sacrificio  actual,  le  permite  disponer  en  el  momento  nece- 
sario, de  mayor  fuerza  efectiva  qiLe  ningún  otro  estado,  con- 
siderada BU  población, 

.  En  la  constitución  federal  de  1874,  arts.  18  á  22,  se  sien- 
tan las  bases  de  la  organización  militar,  según  el  sistema  lla- 
mado muidas  en  los  Estados  Unidos  del  Norte- América;  i  por 
lei  de  13  de  noviembre  del  mismo  año,  constante  de  263  ar- 
tículos i  muchos  cuadros,  se  desarrolla  i  complementa  dicha  or- 
ganización. 

Todo  suizo  está  obligado  al  servicio  militar,  desde  el  principio 
del  año  en  que  cumple  la  edad  de  veinte,  hasta  el  fin  del  año  en 
que  llega  á  la  de  cuarenta  i  cuatro.  Esceptúanse  algunos  emplea- 
dos federales  mientras  duran  en  el  destino.  —  Por  lei  federal  se 
fija  una  cuota,  mediante  el  pago  de  la  cual  queda  exento  del  ser- 
vicio el  interesado.  Es  una  verdadera  contribución;  i  ha  dado  lu- 
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gar  á  grandes  debates,  no  en  el  fondo,  sino  por  cuanto  una  lei 
que  la  determinó  i  que  debia  sofDeterse  á  votación  popular,  qui- 
so hacerla  progresiva  i  no  proporcional  á  las  fortunas. 

Los  militares  qu.e  por  el  hecho  del  servicio  federal  pierden  la 
vida  ó  se  incapacitan,  i  que  carecen  de  recursos  para  subsistir, 
tienen  derecho  ellos  ó  sus  familias,  á  obtenerlos  de  la  Confedera- 
ción. Cada  soldado  recibe  gratuitamente  por  primera  vez,  su  ar- 
mamento, equipo  i  vestido.  El  arma  queda  en  sus  manos,  según 
reglas  preestablecidas. —  Todo  ciudadano  suizo  apto  para  el  ser* 
vicio,  pero  que  se  halla  exento  sin  haberse  antes  enrolado  formal- 
mente, debe  á  pesar  de  eso,  asistir  á  una  escuela  de  reclutas^  i 
hacer  parte  de  un  cuerpo  de  tropas.  Los  miembios  de  la  asam- 
blea federal  no  están  exentos  de  los  ejercicios  doctrinales,  sino 
durante  las  sesiones  de  la  lejislatura.  — Están  escluidos  del  ser- 
vicio militar  los  individuos  que  han  sido  condenados  en  juicio  á 
la  pérdida  de  sus  derechos  cívicos 

Divídese  el  ejército  en  dos  partes  principales  1.*  Velite^  ó  por- 
ción selecta,  i  2.*  La  landwher^  6  reserva,  perteneciendo  á  la 
primera  los  hombres  que  tienen  de  veinte  á  treinta  i  dos  años, 
i  á  la  segunda  los  de  treinta  i  tres  á  cuarenta  i  cuatro.  El  dere- 
cho de  disponer  del  ejército,  asi  como  de  su  material  de  guerra 
previsto  por  la  lei,  pertenece  á  la  Confederación.  En  caso  de 
peligro,  ésta  tiene  también  el  derecho  de  disponer  esclusiva  i 
directamente  de  los  hombres  no  incorporados  en  el  ejército  fe- 
deral, i  de  todos  los  demás  recursos  de  los  cantones.  Estos  dis- 
ponen de  las  fuerzas  militares  de  su  territorio  (cuyo  conjunto 
forma  principalmente  el  ejército  federal),  en  cuanto  ese  derecho 
no  se  halla  limitado  por  la  constitución  ó  las  leyes  federales.  — 
Las  leyess  obre  la  organización  del  ejército  emanan  de  la  Confede- 
ración. La  ejecución  délas  leyes  militares  en  los  cantones  se  ve- 
rifica por  las  autoridades  cantonales,  dentro  délos  límites  fijados 
por  la  lejislacion  federal  i  bajo  la  vijilancia  de  la  Confederación. 
Desde  la  edad  de  diez  años  reciben  los  jóvenes  en  las  escuelas 
prinkarias  ó  fuera  de  ellas,  lecciones  de  jimnástica,  preparatorias 
para  el  servicio  militar,  que  se  continúan  después  hasta  la  edad 
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de  veinte  años.  Hai  escuelas  normales  cantoaales  para  la  forma- 
ción de  maestros  en  aquella  enseñanza;  i  también  escuelas  de  re^ 
cintas  costeadas  por  la  Confederación  en  que  se  ejeraian  los 
maestros,  i  los  jóyenes  que  por  cualquier  motivo  no  han  recibido 
temprano  la  instrucción  militar.  Desde  la  edad  de  diei  i  ocho 
años  todos  los  aprendices  de  soldado  se  ejercitan  en  el  éiro^  se- 
gún las  reglas  dictadas  por  el  gobierno  federal.  Para  la  designa- 
ción de  oficiales  i  la  distribución  de  ios  ciudadanos  militares 
entre  las  diversas  armas  (artillería  é  injenieria,  eaballeria  é  in- 
fantería) preceden  exámenes  especiales  de  los  candidatos. 

En  un  libro  titulado  Démocratie  Contemparaine  ,  por  M.  A. 
Beaure,  que  publicó  en  París  el  año  1876,  el  auU^  propone  para 
Francia  un  sistema  de  organización  militar  fundamentalmente 
análogo  «1  que  hoi  posee,  imitado  de  Prusia;  i  sobre  ^  haee  ob- 
servaciones de  que  vamos  á  presentar  estractos  por  ser  aplicables 
al  sistema  suizo,  que  tiene  nuestrsr'  preferencia.  Ambos  convie- 
nen en  un  punto,  la  universalidad  de  la  instruccíoni  del  servicio 
militar,  salvo  que  en  Prusia  como  en  Francia  una  parte  de  los 
ciudadanos  ya  instruidos  se  hallan  siempre  en  servicio  activo, 
mientras  que  en  Suiza  no  son  llamados  sino  cuando  en  realidad 
se  requiere  la  defensa  esterior  ó  el  sostenimiento  del  orden  in- 
terno. Dice  M.  Beaure: 

«La  ostensión  numérica  de  un  ejército  es  un  elemento  de 
fuerza  considerable ;  porque  si  en  ciertos  casos  la  habilidad  puede 
suplir  al  número,  es  fácil  á  un  pueblo  imitar  á  otro  en  los  pro- 
gresos que  éste  haya  realizado:  la  habilidad  no  tarda  en  ser 
igual,  i  entonces  la  ventaja  se  halla  de  parte  del  mayor  número. 
Napoleón  mismo  reconoció  que  en  definitiva  la  victoria  está  de 
parte  de  los  grandes  batallones...  Si  es  esencial  para  un  estado 
ser  fuerte,  i  si  la  fuerza  depende  en  gran  parte  del  número  de 
soldados  que  puede  armar,  se  llega  naturalmente  á  esta  codcIq- 
sion :  que  todo  hombre  en  estado  de  llevar  las  armas  debe  ser 
soldado 

»  La  historia  de  las  numerosas  victorias  obtenidas  por  buenas 
tropas  sobre  otras  superiores  en  número,  pero  inferiores  en  cali^ 
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dad,  demuestra  que  la  habilidad  estratéjica  es  el  verdadero  coe- 
ficiente del  valor  del  soldado...  La  jimnástica  militar  debe,  pues, 
hacer  parte  de  los  primeros  juegos  déla  infancia,  enseñarse  en 
todas  las  escuelas  (1)  i  cultivarse  con  cuidado  hasta  la  edad  ma- 
dura: ella  contriboirá  asiá  hacer  de  todos  los  niños  hombres, 
i  de  todos  los  hombres  soldados.  —  Con  una  educación  dirijída, 
según  eslos  principios,  con  este  sistema  de  disciplina,  cada  sol- 
dado, cuando  se  le  llamara  al  servivio,  sabría  la  mayor  parte  de 
lo  que  hoi  se  enseña  á  nuestros  reclutas  con  tanto  trabajo,  tiempo 
i  dificultades 

«La  nación  moderna,  en  que  todos  los  jóvenes,  sieescepcion, 
no  son  capaces  á  la  edad  de  veinte  años,  i  cuando  se  les  llama  al 
servicio»  de  hacer  todos  los  ejercicios,  todas  las  marchas  i  todas 
las  maniobras  del  soldado,  es  nación  que  podrá  hablar  de  pro- 
greso, de  civilización  i  de  libertad,  pero  que  olvidando  los  hechos 
por  las  palabras,  se  duerme  i  sueña  indolentemente,  para  desper- 
tarse un  dia  vencida  i  aterrada;  es  presa  destinada  de  antemano 
á  la  conquista.  Cuando  el  ciudadano  se  convierte  en  soldado,  no 
debe  tener  ya  necesidad  de  aprender  sino  de  practicar  un  oficio, 
de  que  conoce  ya  todos  los  detalles,  i  que  en  cierto  modo  le  es  fa- 
miliar hace  mucho  tiempo 

»E1  soldado  habituado  á  una  obediencia  absoluta,  sometido  á 
una  disciplina  de  hierro,  hará  frente  al  peligro  sofocando  el  sen- 
timiento de  conservación  que  le  impulsa  á  huir.  —  La  disciplina 
no  se  improvisa,  i'todo  hombre  sensato  conviene  en  ello:  es  por 
tanto,  en  tiempo  de  paz  cuando  debe  habituarse  al  soldado  á  la 
implacable  disciplina  de  los  campos  de  batalla 

»  El  jenio  (para  el  mando)  no  se  enseña,  i  el  único  ::!odo  de 
favorecer  su  aparición  consiste  simplemente  en  no  ahogarlo.  — 
Pero  se  convendrá  en  que  hai  muchas  más  ocasiones  de  manifes- 
tarse los  hombres  dé  jenio  en  un  ejército  de  que  todos  los  ciuda- 
danos hacen  parte  ,  i  en  que  cada  cual  puede  dar  á  conocer  su 
vocación  militar,  si  la  tiene,  que  en  un  ejército  reclutado  sólo 

(i)    Asi  se  practica  en  Inglaterra,  los  Estados  Unidos,  Alemania  etc.,  etc. 
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en  la  ínfima  i  desheredada  porción  de  la  sociedad 

»  Muchos  hombres  distinguidos  han  llegado  á  ser  grandes  ca- 
pitanes, aunque  no  hayan  estado  desde  el  prinripio  dotados  de 
ese  fuef(o  sobrehumano,  ó  de  ese  conjunto  de  cualidades  escep- 
clónales  que,  llevadas  ala  eminencia,  constituyen  éljenio.  (t)... 

»  A  más  de  eso,  el  arte  militar,  que  tiende  más  i  más  á  acer- 
carse á  las  ciencias  exactas,  no  consiste  sólo  en  una  súbita  inspi- 
ración :  es  más  que  todo  un  conjunto  de  reflexión,  de  prudencia, 
de  tacto,  de  actividad  i  de  resolución ;  cualidades  que  no  son 
todo,  pero  que  entran  por  mucho  en  el  éxito,  i  que  cada  unopaede 
llegar  á  adquirir  más  ó  menos  por  el  estudio  i  la  voluntad.  Es 
preciso,  pues,  tratar  menos  de  formar  grandes  capitanes,  que  de 
construir  una  gran  máquina,  cuyas  ruedas  sean  todas  perfectas  de 
la  base  á  la  cúspide.  —  Es  raro  que  una  victoria  se  improvise  ; 
aun  puede  decirse  que,  al  contrario,  ella  es  casi  siempre  el  re- 
sultado de  un  conjunto  de  medidas  sabiamente  concertadas, 
hábilmente  conducidas,  i  que  el  arte  de  la  guerra  se  concreta,  en 
mucha  parte,  á  una  gran  previsión  ». 

Según  las  instituciones  suizas,  que  recomendamos,  aquél  arte 
deja  de  ser  una  profesión  especial  i  aristocrática,  como  vimos 
antes  que  es  la  carrera  militar  según  el  sistema  español  é  hispa- 
no-americano.  Lejos  de  eso,  la  educación  militar,  universal  i  en 
común  de  todos  los  ciudadanos,  es  un  medio  poderosísimo  de 
adelantar  la  condición  democrática,  levantando  el  nivel  de  las 
clases  proletarias.  Imajinemos  al  tímido  natufal  peraano  ejerci- 
tándose en  las  armas,  al  lado  del  joven  acomodado  i  despierto  de 
las  grandes  ciudades  de  Lima,  Cuzco,  Arequipa ;  i  concebiremos 
fácilmente  que  ganará  en  conlianza  i  aspiraciones  tanto  como  en 
denuí'do  i  jentiteza. 

Si  á  pesar  de  todo  no  se  creyere  practicable  en  el  Perú  la  abo- 
lición del  ejército  permanente,  redúzcasele  á  lo  menos  á  una 
pequeña  cifra  de  hombros  escojidos,  verdaderamente  voluntarios 
imui  bien  pagados.  Lo  que  pierda  el  ejército  en  número  lo  ganará 
en  calidad,  i  la  diferencia  de  brazos  irá  á  fecundar  la  industria, 

(1)    Asi  es  como  Fabio  podo  contraponerse  i  Anibal  i  WeUington  á  Napoleón. 
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á  cuidar  de  las  familias  i  á  salvarse  de  la  esclavitud  marcial.  En 
cuanto  á  la  armada,  tiempo  sobrado  es  ya  de  percibir  su  dispen- 
diosa inutilidad,  agravada  con  los  vejámenes  sufridos  más  do 
una  vez  por  su  imprudente  colisión  con  naves  estranjeras  de  na- 
ciones potentes  i  orgullosas. 


30 


La  Convención  Nacional  ha  venido  en  decretar  i  decre* 
ta  la  siguiente 


CONSTITUCIÓN 


DE    LA 


REPÚBLICA  DEL  ECUADOR 


TITULO  1 

DE  LA  REPÚBLICA  DEL  ECUADOR  I  DE  LOS  ECUATORIANOS 


SECaON  I 

De  la  Rep&blioa. 


Art.  1.°  La  república  del  ecuador  se  compone  de  todos  los 
ecuatorianos  reunidos  bajos  un  mismo  pacto  de  asociación  poli- 
tica.  Su  territorio  comprende  el  de  las  provincias  que  formaban  la 
antigua  presidencia  de  Quito  i  el  archipiélago  de  Galápagos.  Los 
limites  se  fijarán  definitivamente  por  tratados  que  se  estipulen  con 
los  estados  limitrofes. 

Art.  2,^  La  soberania  reside  escencialmente  eii  el  pueblo,  i  éste 
delega  su  ejercicio  á  las  autoridades  que  establece  la  constitución. 
La  república  es  una,  indivisible,  libre  é  independíente  de  todo 
poder  eslranjero  i  no  puede  ser  patrimonio  de  ninguna  familia  ni 
persona. 
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SECCIÓN  II 

D«  los  aooatoiiaiioB,  de  sos  deberes  1  dereohoe  polltlooe. 

Art.  3.°  Los  ecuatorianos  lo  son  por  nacimiento,  ó  por  nalu- 
ralizacíon. 

Art.  A.^  Son  ecuatorianos  por  nacimiento  : 

1.®  Los  nacidos  en  el  territorio  del  Ecuador; 

2."*  Los  nacidos  en  otro  pais,  de  padre  ó  madre  ecuatorianos  por 
nacimento,  siempre  que  vengan  á  residir  en  la  república. 

Art.  5.®  Son  ecuatorianos  por  naturalización  : 

l.<^  Los  naturales  de  otros  estados  que  se  hallen  actualmente  en 
el  fioce  de  este  derecho; 

z.®  Los  estranjeros  que  profesen  alguna  ciencia,  arte  ó  indus- 
tria útil,  6  que  sean  dueños  do  alguna  propiedad  raíz  ó  capital 
en  jiro  i  después  de  un  año  de  residencia,  declaren  ante  la  auto- 
ridad que  designe  la  lei  su  intención  de  avecindarse  en  el  Ecuador; 

3.®  Los  que  obtengan  del  congreso  carta  de  naturaleza  por  ser- 
victos  que  hayan  prestado,  ó  puedan  prestar  ai  país;  6  del  poder 
ejecutivo  en  lus  casos  prevenidos  por  la  leí. 

Art.  6.^  Los  deberes  de  los  ecuatorianos  son  :  respetar  la  reii* 
jion  del  estado,  sostener  la  constitución,  obedecer  las  lejes  i 
respetar  á  las  autoridades;  servir  i  defender  la  patria,  coiitnbuir 

f>ara  los  gastos  de  la  nación  i  velar  sobre  la  conservación  de  las 
ibeilades  públicas. 

Art.  7."^  Los  derechos  de  los  ecuatorianos  son  :  ser  iguales  ante 
la  lei,  i  tener  opción  á  elejir  i  ser  elejidos  para  desempeñar  los 
destinos  públicos,  siempre  que  tengan  las  aptitudes  legales. 


TITULO  11 

DE  LOS  CIUDADANOS 

Art.  8.®  Para  ser  ciudadano  se  requiere  ser  casado,  ó  mayor  de 
veintiún  años,  i  saber  leer  i  escribir. 
Art.  9.^  Los  derechos  de  ciudadanía  se  pierden  : 
i.°  Por  entrar  al  servicio  de  nación  enemiga  ; 
2.^  Por  naturalizarse  en  pais  estranjero  ; 
3.^  Por  quiebra  fraudulenta  ;  . 
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4.^  Por  vender  su  voto  ó  comprar  el  de  olro  ; 

5.^  Por  hablar  sido  condenado  á  pena  corporal  ó  infamanle. 

Art.  10.  Los  ccualorinnos,  que  por  alguna  de  las  causas 
mi'ncionadas  en  el  artículo  anterior,  hubieren  perdido  los  derechos 
de  ciudadanía,  podrán  obtener  rehabilitación  del  senado,  escoplo 
los  condenados  á  ( ena  corporal  inramante,  que  no  podrán  obte- 
nerla sin  haber  cumplido  la  condena. 

Art.  11.  Los  derechos  de  ciudadanía  se  suspenden  : 

i.®  Por  interdicción  juiicial  ; 

2.<^  Por  ser  ebrio  de  costumbre,  tahúr  de  profesión,  vago  decla- 
rado, deudor  fallido  ó  por  te;|ier  casa  de  ju^go  que  prohiba 
la  leí  ; 

S.**  Por  ineptitud  mental  que  impida  obrar  libre  i  reflexiva- 
mente ; 

4.®  Por  hallarse  procesado  como  reo  ^ue  merezca  pena  corporal 
ó  infamante,  desde  que  se  decrete  la  prisión  hasta  que  sea  absuelto 
ó  condenado  á  otra  pena  ; 

5.<^  Por  no  haber  presentado,  á  su  debido  tiempo,  la  cuenta  de 
los  caudales  públicos  que  hubiere  manejado,  6  por  no  haber  satis- 
fecho el  alcance  que  contra  él  hubiere  resultado  : 

6.®  Por  ser  funcionario  público  contra  quien  se  haya  declarado 
haber  lugar  á  formación  de  causa,  ó  habérsele  suspendido  en  vir- 
tud de  sentencia  definitiva. 


TITULO  III 

DE  LA  RELIJION  DE  LA  REPÚBLICA 


ArS.  12.  La  relijion  de  la  república  es  la  cat61ic;i,  aposlólira, 
romana*  con  esclusion  de  cualquier  otra.  Los  poderes  políticos 
están  obligados  á  prolejerla  i  Jiacerla  respetar. 


TITULO  IV 

DEL   GOBIERNO   ECUATORIANO 


Art.  13.  El  gobierno  del  ecuador  es  popular,  representativo, 
electivo,  alternativo  i  responsable. 
Art  14.  Et  poder  supremo  se  divide  eii  lejislativo,  ejecutivo  i 
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judicial.  Cada  uno  ejercerá  las  atribuciones  que  señala  esta  consti- 
tucion,  sin  excederse  de  los  limites  que  ella  prescribe. 


TITULO  V 

DE  LAS  ELECCIONES 


Art.  15.  Habrá  elecciones  pcrpulares,  por  sufrajio  directo  i 
Sí  creto,  en  los  términos  que  señale  la  lei. 

Ai*t.  16.  Para  ser  sufragante  se  re(|uiere  ser  ciudadano  en  ejer- 
cicio i  vecino  de  la  parroquia  en  que  se  sufrague. 


TITULO  Vi    • 

DEL  PODER  LEJISLATIVO 


SECCIÓN  I 
Del  congreso 


Art.  17.  El  poder  lejislativo  reside  en  el  congreso  nacional, 
compuesto  de  dos  cámaras,  una  de  senadores  i  otra  de  diputados. 

Art.  18.  El  congreso  se  reunirá  cada  dos  años  el  diez  de  agosto, 
aunque  no  haya  sido  convocado,  i  sus  sesiones  ordinarias  dura- 
rán sesenta  dias  prorogables  por  quince  más.  Se  reunirá  tambito 
ostraordínaríaniente  cuando  lo  convoque  el  ejecutivo,  i  por  el 
tiempo  que  le  prefijcí ;  sin  que  pueda  ocuparse  en  otros  objetos  que 
aquéllos  para  los  cuales  haya  sido  convocado. 


SECCIÓN  11 

De  la  cámara  de  senadoree. 


Art.  19.  La  cámara  tiel  senado  se  compone  de  dos  senadores 
por  cada  provincia. 
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Art.  20.  Para  ser  senador  se  requiere  : 

1.®  Ser  ecuatoriano  en  ejercicio  de  la  ciudadanía ; 

2.^  Tener  treinta  i  cinco  años  de  edad  ; 

3.®  Gozar  de  una  renta  anual  de  quinientos  pesos,  que  proceda 
de  una  propiedad  6  industria;  6  ejercer  alguna  profesión  científica 

g  único.  Los  que  sean  ecuatorianos  por  naturalización  necesi- 
tan, además,  cuatro  años  de  resid*  ncia  en  la  república. 

Art.  21.  Son  atribuciones  esclusivas  del  senado  : 

i.*  Conocer  de  las  acusaciones  que  le  dirija  la  cámara  de  re- 
presentantes ; 

2."  Admitir  ó  no  las  renuncias  que  eleven  los  ministros  de  la 
corle  suprema  ; 

3.*  Rehabilitar  á  los  destituidos  del  ejercicio  de  la  ciudadanía, 
escepto  el  caso  de  traición  en  favor  de  una  nación  enemiga  ó  de 
una  facción  estranjera ; 

4.^  Rehabilitar  la  memoria  de  los  que  hayan  muerto  después 
de  ser  condenados  á  pena  capital  6  infamante,  probada  la 
inocencia. 

Art.  22.  Guando  el  senado  conozca  de  alguna  acusación,  i  ésta 
se  contraiga  á  las  funciones  ofíciales,  no  podrá  imponer  otra  pena 
que  la  de  suspender  ó  privar  de  su  empleo  al  acusado  :  i,  á  lo 
más,  declararle  temporal  ó  perpetuamente  incapaz  de  servir 
destinos  públicos ;  pero  quedará  sujeto  á  acusación,,  juicio  i  sen« 
tencia  en  el  tribunal  competíante,  si  el  hecho  le  constituyere  res* 
ponsable  á  otra  pena  ó  indemnización. 

Art.  23.  Si  la  acusación  no  versare  sobre  la  conducta  oficial, 
el  senado  se  limitará  á  declarar  si  ha  6  nó  lugar  á  formación  de 
causa;  i  en. caso  afirmativo,  á  entregar  el  acusado  al  tribunal 
competente. 


SECCIÓN  III 

De  la  o6mara  de  dlpotedos. 


Art.  24.  La  cámara  de  diputados  se  compone  de  los  aue  nom- 
bren las  provincias  de  la  república.  Cada  provincia  elejirá  un 
diputado  por  cada  treinta  mil  almas  de  su  población;  pero  si  que- 
dare un  esceso  de  quince  mil  almas  tendrá  un  diputado  más. 
I  toda  provincia,  cualquiera  que  sea  su  población,  nombrará  por 
lo  menos  un  diputado. 

Art.  25.  Para  ser  diputado  se  requiere  : 

1.®  Ser  ciudadano  en  ejercicio  ; 

2.<>  Tener  veinticinco  años  de  edad  ; 
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5.®  Gozar  una  renta  anual  de  trescientos  pesos,  procedente  de 
propiedad  ó  industria  útil,  ó  ejercer  alguna  profesión  cienlifíca. 

Art.  26.  Son  atribuciones  especiales  de  la  cámara  de 
diputados  : 

i.*  Acusar  ante  el  senado  al  presidente  de  la  república  ó  al 
encargado  del  poder  ejecutivo,  ó  los  ministros  secretarios  del 
despacho,  A  los  majistrados  de  la  corle  suprema  i  á  los  consejeros 
de  gobierno ; 

2.«  Requerir  A  las  autoridades  correspondientes  para  que  exijan 
la  responsabilidad  de  los  empleados  públicos  que  hubieren  abu- 
sado de  sus  atribuciones  6  faltado  al  cumplimiento  de  sus  deberes, 
sin  perjuicio  de  la  jurisdicción  que  las  leyes  atribuyen  á  los  tri- 
lmn<i:t>s  i  juzgados  sobre  las  enunciadas  autoridades  ; 

5.*  Tener  la  iniciativa  en  las  leyes  de  impuestos  i  contribu- 
ciones. 


SECCIÓN  IV 

Disposioiones  coonaM  A  las  cámaras 


Art.  27.  Ninguna  de  las  cámaras  podrA  comenzar  sus  sesiones 
sin  las  dos  terceras  partes  de  la  totalidad  de  sus  miembros  ni  con- 
tinuarlas sin  la  pluralidad  absoluta,  escepto  el  caso  prevenido  en 
el  articulo  siguiente. 

Art.  28.  Ningún  senador,  6  diputado,  podrA  separarse  de  1 1 
cámara  á  que  pertenezca  sin  permiso  de  ella,  i  si  lo  hiciere  perderá 
por  cuatro  años  los  derechos  de  ciudadanía ;  pudiendo  la  cámara 
continuar  sus  sesiones  con  los  miembros  concurrentes. 

Art.  29.  Las  cámaras  se  reunirán  para  declarar  ó  perfeccionar, 
en  los  casos  i  en  la  forma  que  prescriba  la  lei,  la  elección  de  pre- 
sidente i  vicepresidente  de  la  república,  para  recibir  la  promesa 
de  los  altos  funcionarios,  para  admitir  ó  negar  su  renuncia,  para 
elegir  los  ministros  de  las  cortes  de  justicia  i  consejeros  de  go- 
bierno, para  aprobar  ó  no  las  propuestas  que  hiciere  el  ejecutivo 
de  jenerales  i  coroneles,  i  para  el  caso  que  lo  pida  alguna  de  las 
cámaras ;  mas  nunca  para  ejercer  las  atribuciones  que  les  com- 
petm  separadamente,  conforme  al  art.  39. 

Art.  50.  Las  cámaras  se  instalarán  por  si,  abrirán  i  cerrarán  sus 
sesiones  en  el  mismo  dia,  residirán  en  la  misma  población ;  i  nin- 
guna podrá  trasladarse  á  otro  lugar,  ni  suspender  sus  sesiones 
por  más  de  tres  dias,  sin  conocimiento  de  la  otra.  En  caso  de  dis- 
crepancia se  reunirán  i  decidirá  la  mayoría. 

Art.  31  Los  diputados  i  senadores  no  serán  jamás  responsables 
de  las  opiniones  que  manifiesten  en  el  congreso,  i  gozarán  de  in- 
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munidad  mientras  duren  las  sesiones;  i  treinta  días  antes,  i  treinta 
dcsr*ues,  no  podrán  ser  acusados,  perseguidos  ó  arrestados,  sino 
(n  delito  infraganti,  si  la  cámara  á  que  pertenecen  no  autoriza 
previamente  la  acusación,  declarando  haber  lugar  á  formación  de 
causa  con  el  voto  de  la  mayoría  absoluta  de  los  diputadas  pre- 
sentes. En  caso  di!  que  algún  senador  6  diputado,  sea  arrestado 
por  delito  infragauti,  se  le  pondrá  inmediatamente  á  disposición 
de  la  cámara  respectiva,  junto  con  la  sumaria  que  se  le  haya  se* 
guido,  para  que  declare  si  ha  ó  no  lugar  á  formación  de  causa; 
mas  si  el  delito  ha  sido  cometido  en  los  treinta  dias  posteriores  á 
las  sesiones  del  congreso,  podrá  el  juez  competente  proceder  libre- 
mente al  arresto  i  juzgamiento  del  .senndor  6  diputado,  que  hu- 
biere delinquido. 

Art.  52.  Los  senadores  i  diputados  podrán  ser  elejidos,  ind's- 
tintamentCi  por  cualquier  provincia  de  la  república,  siempre  que 
tengan  las  calidades  que  exiie  esta  constitución. 

Art.  33.  Los  senadores  i  diputados  tienen  el  carácter  de  tales 
por  la  nación,  no  por  la  provincia  que  los  nombra ;  i  serán  elejidos 
por  sufrajio  directo  i  secreto  en  la  forma  que  determine  la  lei. 

Art.  34.  Los  miembros  del  poder  legislativo  no  pueden  recibir 
del  ejecutivo  empleo  alguno,  ni  interino,  ni  en  comisión,  durante 
el  periodo  para  que  fueren  elejidos,  i  un  año  después.  I  los  em- 

Sleados  de  libre  nombramiento  i  remoción  del  ejecutivo,  no  po- 
rán  ser  miembros  del  poder  lejislativo. 

Art.  35.  Cada  dos  años  se  renovarán,  por  mitad,  las  cámaras 
Icjislativas,  i  éstas  sortearán,  por  primera  vez,  según  su  hegla- 
mentó  interior,  los  senadores  i  diputados  ^ue  deban  cesar  en  sus 
funciones.  Cuando  el  número  de  éstos  sea  impar,  la  renovación  se 
hará  en  los  términos  que  determine  la  lei. 

Art.  36.  Están  escluidos  de  ser  senadores  i  diputados  el  presi- 
dente i  vicepresidente  de  la  república,  los  secretarios  i  conse- 
jeros de  gobierno,'  los  majistrados  de  las  corti^s  de  justicia  i  toda 
persona  que  tenga  mando,  jurisdicción  ó  autoridad  eclesiástica, 
política,  civil  ó  militar  en  la  provincia  que  le  elija. 

Art.  37.  Si  en  el  dia  señalado  para  abrir  las  sesiones  no  hu- 
biere el  número  designado,  los  miembros  concurrentes  de  la 
respectiva  cámaia  apremiarán  á  los  ausentes,  como  lo  disponga 
la  lei,  para  que  concurran  lo  más  pronto  posible. 

Art.  38.  Las  sesiones  serán  públicas,  escepto  el  caso  de  que 
alguna  de  las  cámaras  tenga  motivo  de  tratar  algún  negocio  en 
sesión  secreta. 
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SECCIÓN  V 

D    la    atribuciones  del  oongreso  fnncionando  aeparadaxnente  en  cftmftras 

leJialatlTa». 


Art.  59.  Son  atribuciones  del  congreso  : 

i  .*  Decretar  los  gastos  públicos,  con  vista  de  los  presupuestos 
que  presente  el  poder  ejecutivo,  conformándose  6  nó  con  ellos ;  i 
velaren  la  rectal  legal  inversión  de  las  rentis  ; 

2."  Establecer  impuestos  i  contraer  deudas  sobre  el  crédito 
público  ; 

3."  Decretar  la  enajenación  ó  aplicación  á  usos  públicos,  de 
los  bienes  nacionales,  i  arreglar  su  administración  ; 

A^  Autorizar  empré>titos  ú  otros  contractos,  para  Henar  el 
déficit  del  tesoro  nacional,  i  permitir  que  se  hipotequen  los 
bienes  i  rentas  de  la  república  para  la  seguridad  del  pago  de  ios 
enunciados  empréstitos  ó  contratos,  fijando  la  base  conveniente ; 

5."  Examinar  en  cada  reunión  ordinaria  la  cuenta  correspon* 
diente  al  bienio  anterior,  que  el  poder  ejecutivo  debe  presentarle, 
tanto  del  rendimiento  de  las  rentas,  i  producto  de  los  bienes  na- 
cionales, como  de  los  gastos  del  tesoro  : 

6.*  Crear  ó  suprimir  empleos  que  por  esta  constitución  no 
estén'atribuidos  á  otra  autoridad  ó  corporación;  determinar  ó  mo- 
dificar sus  atribuciones,  aumentar  ó  disminuir  sus  dotaciones  i 
fijar  el  tiempo  que  deban  durar  ; 

7.*^  Conceder  premios  personales  á  los  que  hayan  hecho  grandes 
servicios  á  la  patria,  i  decretar  honores  públicos  á  su  memoria ; 

8.*  Determinar  i  uniformar  la  lei,  peso,  valor,  forma,  tipo  i 
denominación  de  la  moneda,  i  arreglar  el  sistema  de  pesos  i 
medidas  ; 

9."  Fijar  el  máximo  de  la  fuerza  armada  de  mar  i  tierra,  que  en 
tiempo  de  paz  deba  mantenerse  en  servicio  activo  ; 

iO.  Decretnr  la  guerra  con  vista  de  los  informes  del  poder 
ejecutivo,  requerir  á  éste  para  que  negocie  la  paz,  i  prestar  ó  ne- 
gfir  su  aprobación  á  los  tratados  públicos  i  convenios  celebrados 
por  el  poder  ejecutivo,  sin  cuyo  requisito  no  podrán  ser  ratifi- 
cados ni  canjeados  ; 

11.  Formar  leyes  jenerales  de  enseñanza  para  los  estableci- 
mientos de  educación  ó  instrucción  pública  : 

12.  Promover!  fermentarla  educación  pública  i  el  progreso 
de  las  ciencias  i  las  arles,  concediendo  con  este  objeto,  i  por 
tiempo  limitado,  privilejios  esclusivos,  ó  las  ventajas  é  indemni- 
zaciones convenientes ;  promover  las  empresas,  fomentar  los  descu- 
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brimienlos  i  mejoras  útiles  que  deban  introducirse  en  la  república ; 

i5.  Conceder  amnistías,  ó  indultos  jenerales,  cuando  lo  exija 
algún  grave  motivo  de  conveniencia  pública  ; 

14.  Elejir  el  lugar  en  que  deban  residir  ios  supremos  poderes 
políticos  ; 

45.  Permitir,  ó  negar,  el  tránsito  de  tropas  estranjeras  por  el 
territorio  de  la  república,  ó  la  estación  de  buques  de  guerra 
estranjeros  en  los  puertos,  cuando  escediere  de  dos  meses  ; 

i6.  Crear  nuevas  provincias  ó  cantones,  lijar  sus  limites,  habi- 
litar ó  cerrar  puertos  i  establecer  aduanas  ; 

47.  Declarar  si  deba  ó  no  precederse  á  nueva  elección  en  caso 
de  imposibilidad  perpetua  del  presidente  ó  vicepresidente  de  la 
república ; 

18.  Formar  los  códigos  nacionales,  i  dar  las  leyes  i  los  decretos 
necesarios  para  el  arreglo  de  los  diferentes  ramos  de  la  admi- 
nistración pública ;  interpretar  reformar  i  derogar  cualesquiera 
leyes  ó  actos  lejislativos. 

Art.  40.  El  congreso  no  puede  suspender,  á  pretesto  de  indul- 
to, el  curso  de  los  procedimientos  judiciales,  ni  revocar  las  sen- 
tencias i  decretos  que  dictare  el  poder  judicial.  Tampoco  puede 
decretar  pago  ó  indemnización,  sin  que  previamente  se  haya  jus- 
lifícado,  conforme  á  la  lei,  la  acreencia  ó  el  daño  recibido.  No 
puede,  en  fin,  delegar  á  uno  ó  más  de  sus  miembros,  ni  á  oira 
persona,  corporación  ó  autoridad,  ninguna  de  las  atribuciones 
espresadas  en  el  articulo  anterior,  ó  función  alguna  de  las  que  por 
esta  constitución  le  competen. 


SECCIÓN  VI 

De  la  formaoion  de  I^s  leyes  i  demás  aotos  lejislatlToe. 

• 

Art.  41.  Las  leyes  pueden  tener  orijen  en  una  de  las  cámaras,  á 
propuesta  de  cualquiera  de  sus  miembios,  ó  del  poder  ejecutivo  6 
de  la  corte  suprema  de  justicia. 

Art.  42.  El  proyecto  de  lei,  ó  cualijuier  otro  acto  lejislativo,  que 
no  fuere  admitido,  se  diferirá  hasta  la  lejisiatura  siguiente,  i  si 
fuere  admitido,  se  discutirá  en  tres  sesiones  distintas  i  en  diferen- 
tes dias. 

Art.  45.  Aprobado  un  proyecto  de  lei,  decreto  6  resolurion  en  la 
cámara  de  s<i  orijen,  pasará  inmediatamente  á  la  otra  cámara  con 
esptesion  de  los  dias  en  que  se  haya  sometido  á  discusión ;  i  esta 
cámara  podrá  dar  ó  nó  su  aprobación,  ó  poner  los  reparos,  mi  ¡cie- 
nes 6  modificaciones  que  juzgare  convenienies. 
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Alt.  44.  Si  la  cámara  en  que  ha  tenido  orij'-n  el  proyecto  no  con- 
sidera fundados  los  rt'paros,  adiciones  ó  modificaciones  propuestas, 
podrá  in>íslir  hasta  st*gunda  vez  con  nuevas  razones  ;  i  si  á  pesar 
de  esta  insistencia  no  aprobare  el  proyecto  la  cámara  revisora,  no 
podrá  ya  tomarse  en  consideración  hasta  la  próxima  lejislatura; 
siempre*  que  los  reparos,  adicióneos  ó  modifi<  aciones,  versen  sobro 
el  proyecto  en  su  totalidad.  Pero  si  sólo  se  contrajeren  á  alguno  ó 
algunos  de  sus  artículos,  quedarán  éstos  suprimidos,  i  el  proyecto 
hcguirá  su  curso. 

Art.  45.  Gl  proyecto  de  leí,  decreto  ó  resolución  que  Fuere  apro- 
bado por  ambas  cámaras,  no  tendrá  fuerza  de  li*i  sin  la  sanción 
constitucional.  Si  el  ejecutivo  le  prestare  su  aprobación,  lo  mandará 
ejecutar  i  pul)lícar;  mas  si  hallare  inconvenir'ntes  para  su  sanción, 
lo  devolverá  con  sus  observaciones  dentro  de  nueve  dias  á  la  <^- 
mará  en  que  tuvo  orijen.  Los  proyectos  que  ambas  cámaras  hayan 
pasado  como  urjentes,  serán  sancionados  ú  objetados,  por  el  poder 
ejecutivo  dentro  de  tros  dias,  sin  mezclarse  en  la  urjencia. 

Art.  46.  Examinadas  las  observaciones  del  ptider  ejecutivo  por 
la  cámara  en  que  haya  tenido  orijen  el  proyecto,  si  las  hallare  fon- 
dadas, i  versaren  sobre  el  proyecto  en  su  totalidad,  se  archivará,  ^' 
no  podrá  renovarse  hasta  la  siguiente  lejislatura;  pero  sí  solo  s^ 
limitaren  á  ciertas  correcciones  ó  modificaciones,  se  podrá  tomarl^^ 
en  consideración  i  deliberarse  lo  conveniente.  t 

Art.  47.  Si  las  observaciont^s  sobre  el  proyecto  en  su  toalidad  \o 
las  hallare  fundadas  la  cámara  de  su  orijen,  á  juicio  de  las  dos 
terceras  parles  de  los  diputados  presentes,  pasará  el  proyecto  oon 
esta  razón  á  la  otra  cámara,  i  si  ésta  las  hallare  justas,  lo  manifes- 
turá  á  la  de  su  orijen,  devolviéndole  el  proyecto  para  que  se  a^ 
chive  ;  pe^o  si  tampoco  las  hallare  fundadas,  ajuicio  de  las  dos  te^ 
ceras  partes,  se  mandará  el  proy<^cto  al  poder  ejecutivo  para  su 
sanción,  que  no  podrá  negar  en  este  caso. 

Art.  48.  Si  el  poder  ejecutivo  no  devolviere  el  proyecto  sancio- 
nado, ó  con  sus  observaciones,  dentro  dpi  término  de  nueve  dias,  ó 
en  el  de  tres,  si  fu  Te  urjcnte,  ó  si  se  resiste  á  sancionarlo,  des- 
pués de  observados  todos  los  requisitos  constitucionales,  el  pro- 
yecto tendrá  fuerza  de  lei,  i  como  tal  se  mandará  promulgar,  á 
menos  que,  corriendo  aquel  término,  el  congreso  haya  suspendido 
sus  sesiones  ó  puéstose  en  receso,  en  cuyo  caso  deberá  presentarlo 
en  los  primeros  tres  dias  de  la  próxima  reunión. 

Art.  49.  Los  provectos  que  hayan  quedado  pendientes,  ó  sido 
rechazados,  se  publicarán  por  la  prensa  para  conocimiento  del 
público,  debiendo  manifestarse  la  causa  que  haya  impedido  sa 
sanción. 

Art.  50.  Los  proyectos  de  lei,ú  otro  acto  lejislativo,  que  se  pasen 
al  ejecutivo  para  su  sanción,  irán  por  duplicado  i  firmados  ambos 
ejemplares  por  los  presidentes  i  secretarios  de  las  cámaras,  i  al 
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remitirlos -se  espresarán  los  dias  en  que  hayan  sido  puestos  en  dis- 
cusión. 

Art.  51.  La  lei  posterior  deroga  la  anterior  en  todo  lo  que  le  fuere 
contraria. 

Art.  52.  Si  el  ejecutivo  observare  que  respecto  de  algún  proyecto 
se  ha  faltado  á  lo  dispuebto  en  los  art.  42,  43  i  44,  devolverá 
ambos  ejemplares  dentro  de  dos  dias  á  la  cámara  en  que  se  hubiere 
cometido  la  falta,  para  que  subsanada  por  ella  siga  el  proyecto  su 
curso  constitucional.  En  los  que  no  encontrare  aquella  falta  deberá 
sancionarlos,  ú  objetarlos,  devolviendo  á  la  cámara  de  su  orijen 
uno  de  los  ejemplares  de  cada  proyecto  con  el  correspondiente 
decreto. 

Art.  53.  Si  dentro  de  los  términos  prefijados  en  el  articulo  ante- 
rior, la  cámara  á  la  cual  deba  devolverse  el  proyecto,  hubiere  sus- 
pendido sus  sesiones,  no  se  contarán  en  dichos  términos  los  dias  que 
haya  durado  la  suspensión. 

Art.  54.  No  es  necesaria  la  intervención  del  poder  ejecutivo  en 
las  resoluciones  del  congreso  sobre  trasladarse  á  otro  lugar,  con- 
ceder ó  retirar  las  facultades  estraordinarins,  celebrar  elecciones, 
admitir  renuncias  i  escusas,  proveer  á  su  policía  mterior  i  cual- 
quier otro  acto  en  que  no  sea  necesaria  la  concurrencia  de  ambas 
cámaras. 

Art.  55.  En  las  leyes^  decretos  i  resoluciones  que  diere  el  con- 
greso, usará  de  esta  fórmula  :  «  El  senado  i  cámara  de  diputados 
de  la  república  del  Ecuador,  reunidos  en  congreso,  decretan.  » 
El  podei  ejecutivo  usará  de  la  siguiente  :  c  lüjecútese  ú  objétese.  » 

Art.  56.  En  la  interpretación,  modificación  ó  derogación  de  las 
leyes  existentes,  se  observarán  los  mismos  requisitos  que  para  su 
formación. 


TITULO  VII 

DEL  PODER  EJECUTIVO 


SECCIÓN  1 
Del  J«le  del  estado. 


Art.  57.  El  poder  ejecutivo  se  ejerce  por  un  majistrado  con  la 
denominación  de  presidente  de  la  república.  En  caso  de  faltar 
éste,  le  subrogará  el  vicepresidente,  i  en  su  defecto  el  último  pre* 
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sidente  de  la  cámara  del  senado,  i  si  faltare  éble  el  de  la  de  di- 
putados. 

Art.  58.  El  presidente  i  ticepresidente  de  la  república  serán 
elojidos  por  voto  secreto  i  directo  de  los  ciudadanos  en  ejercicio, 
debiendo  el  congreso  hacer  el  escrutinio,  i  declarar  la  elección  á 
favor  df  1  que  haya  obtenido  la  mayoría  absoluta  de  votos,  ó  en  su 
defecto  la  relativa.  En  caso  de  igualdad  se  decidirá  por  la  suerte. 

Art.  59.  Para  ser  presidente,  ó  vicepresidente  de  la  república, 
se  requiere  ser  ecuatoriano  de  nacimiento  i  tener  las  demás  cuali- 
dades que  para  ser  senador. 

Art.  60.  La  presidencia  de  la  república  vaca,  por  muerte,  desti- 
tución, admisión  de  renuncia,  imposibilidad  perpetua,  física, 
ó  mental,  i  por  llegar  al  término  del  periodo  que  íija  la  consti- 
tución. 

Art.  61.  Cuando  por  muerte,  renuncia  ú  otra  causa,  vaciare  el 
destino  de  presidente,  el  vicepresid^^nte,  ó  el  que  se  encargue  del 
poder  ejecutivo,  dispondrá  dt^ntro  de  ocho  días  que  se  proceda  á 
nueva  elección,  la  cual  deberá  estar  concluida  dentro  de  dos  meses 
lo  más  tarde.  El  nombrado,  en  estos  casos,  cesará  el  dia  que  debía 
terminar  su  antecesor. 

Art.  62.  El  presidente  i  vicepresidente  de  la  república  durarán 
en  sus  funciones  cuatro  años,  contados  desde  el  día  de  su  procla- 
mación, i  concluido  el  período  constitucional  queda  vacante  la 
majistratura,  que  será  ocupada  por  el  que  deba  sucederle  ó  subro- 
garle. El  presidente  i  vicepresidente  no  podrán  ser  reelejidos  sino 
después  de  un  periodo. 

Art.  65.  El  presidente  de  la  república  no  podrá  salir  del  terri- 
torio durante  el  tiempo  de  sus  funciones,  ni  un  año  después,  sin 
permiso  del  congreso. 

Art.  64.  El  presidente  i  vicepresidente  de  la  república,  al  tomar 
posesión  de  sus  deslinos,  harán  la  promesa  si^^uiente  :  lYoN.  N. 
ofrezco,  bajo  mi  palabra  de  honor,  que  cumpliré  los  deberes  que 
me  impone  el  car^o  de  presidente  de  la  república  con  arreglo  á  la 
constitución  i  las  leyes.  » 

Art.  65.  Si  el  congreso  no  estuviere  reunido,  el  presidente  ú 
vicepresidente  electos  harán  la  promesa  constitucional  ante  el  con- 
sejo de  gobierno. 


SECCIÓN  11 

De  laB  atrUmolonoB  1  deberes  del  poder  ejeoatlvo. 

Art.  66.  Son  atribuciones  i  deberes  del  poder  ejecutivo  : 
i.*  Conservar  el  orden  interior  i  la  seguridad  estertor  de  la 
república ; 
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2.*  Convocar  el  congreso  en  el  periodo  ordinario,  i  estraordi- 
uariamente  cuando  lo  exija  la  salud  de  la  pati'ia,  removiendo  todo 
inconveniente  que  pueda  impedir  el  cumplimiento  de  tan  impor- 
tante deber ; 

3.*  Sancionar  las  leyes  i  decretos  del  congreso,  i  dar  para  su 
ejecución  reglamentos  que  no  interpreten  ni  allereu  la  letra  de 
la  lei ; 

4.*  Disponer  de  la  fuerza  armada  para  la  defensa  i  seguridad 
de  la  república,  mantener  i  restablecer  el  orden  i  la  tranquilidad, 
i  para  los  demás  objetos  que  el  servicio  público  exijiere  ; 

5/  Cumplir  i  ejecutar,  i  hacer  quo  se  cumplan  i  ejecuten,  por 
susajentes  i  los  empleados  que  estén  bajo  sus  órdenes,  la  constitu- 
tion  i  las  leyes  en  la  parte  que  les  corresponde ; 

6.*  Cuidar  de  que  los  demás  empleados  públicos,  que  no  le 
estén  directamente  subordinados,  las  cumplan  i  ejecuten,  i  las 
hagan  cumplir  i  eiecutar  en  la  parte  que  les  corresponda,  requi- 
riendo á  las  autoridades  competentes  para  que  les  exijan  la  respon- 
sabilidad; 

7.*  Suspender  á  los  empleados  del  ramo  ejecutivo,  asi  políticos 
como  de  hacienda,  con  dictamen  del  consejo  de  gobierno,  i  con- 
signarlos sin  demora  á  la  autoridad  competente  para  que  los  juzgue, 
debiendo  acompañarle  los  motivos  i  documentos  de  la  suspensión ; 

8.*  Nombrar  libremente  á  todos  los  empleados  políticos  del 
ramo  ejecutivo,  escepto  los  designados  en  el  art.  95 ; 

9.*  Remover,  con  dictamen  del  consejo  de  gobierno,  á  los 
ajenies  diplomáticos,  i  libremente  á  los  empleados  el  ramo  ejecu- 
tÍTo  i  hacienda,  con  esclusion  de  los  jefes  de  los  tribunales  de 
cuentas ; 

10.  Dirijir  las  negociaciones  diplomáticas,  celebrar  tratados 
públicos  i  ratifícarlos  con  aprobación  del  congreso; 

il.  Nombrar,  previo  consentimiento  del  congreso,  los  jene- 
rales  i  coroneles ; 

12.  Nombrar  los  demás  jefes  i  oficiales  de  menor  graduación, 
i  proveer  los  demás  empleos,  cuya  provisión  no  reserve  la  lei  á 
otra  autoridad: 

13.  Conceder  letras  de  cuartel  i  de  retiro,  como  lo  dispone 
la  lei,  á  los  jenerales,  jefes  i  oficiales,  tanto  del  ejército  como  de 
la  marina ;  i  admitir  ó  no,  las  dimisiones  que  hagan  de  sus 
empleos ; 

14.  Conceder  cartas  de  naturaleza  con  arreglo  á  la  lei; 

15.  Espedir  patentes  de  navegación; 

16.  Declarar  la  guerra,  previo  decreto  del  congreso,  i  hacer 
la  paz  con  aprobación  del  senado ; 

i7.  Conmutar,  con  dictamen  del  consejo  de  gobierno,  la  pena 
capital  en  otra  graveen  los  casos,  i  con  las  formalidades,  que  la  íoi 
prescriba ; 
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18.  Proveer  interinamente,  en  receso  del  congreso,  i  con  dic- 
tamen del  consejo  de  gobierno,  las  vacantes  de  los  empleados  que 
sean  de  provisión  del  congreso,  al  que  dará  cuenta  en  su  próxima 
reunión;. 

19.  Cumplir,  i  hacer  cumplir,  las  sentencias  de  los  tribuna- 
les i  juzgados; 

20*  Cuidar  de  que  la  administración  é  inversión  de  las  rentas 
nacionales  sea  conforme  á  las  leyes ; 

21 .  Disponer,  si  fuere  necesario,  el  cobro  anticipado  de  las 
contribuciones  en  cada  año,  con  el  descuento  legal  i  dictamen  dil 
consejo  de  sobierno. 

Art.  67.  No  puede  el  presidente,  6  el  encargado  del  ejecutivo, 
privar  á  ningún  ecuatoriano  de  su  libertad,  imponerle  ppnani  es- 
pulsarle  del  territorio  de  la  república  :  no  pueae  confinarle,  dete- 
ner el  curso  de  los  procedimientos  judiciales  ni  coartar  la  liberlad 
de  los  jueces  :  no  puede  impedir  las  elecciones,  disolver  las  cáma- 
ras lejislativas  ni  suspender  sus  sesiones  :  no  puede  ejercer  el 
poder  ejecutivo  cuando  se  ausente  ocho  leguas  de  la  capital,  ni  ad- 
mitir estranjeros  al  servicio  de  las  armas  en  clase  de  jejes  ú  oficia- 
les, sin  permiso  del  congreso  :  no  puede,  en  fin,  alentar  contra  la 
libertad  de  imprenta.  Por  cualquiera  de  estas  infracciones  será 
responsable  ante  el  congreso. 

Art.  68.  También  será  responsable  pur  traición  ó  conspiración, 
contra  la  república;  por  inirinjir  la  constitución,  atentar  contra 
los  otros  poderes  é  impedir  la  reunión  ó  deliberación  del  congreso; 
por  ne<i;ar  la  sanción  de  las  leyes  i  decretos  acordados  constitudo- 
nalmente,  i  por  ejercer  facultades  estraordinarias  sin  previo  per- 
miso del  congreso,  ó  del  consejo  de  gobierno,  i  por  haber  provo- 
cado una  guerra  iniusta. 

Art.  69.  El  presidente  de  la  república,  ó  el  encargado  del  poder 
ejecutivo,  al  abrir  sus  sesiones  el  congreso,  le  dará  cuenta  por 
escrito,  en  cada  una  de  sus  cámaras,  del  estado  político  i  militar 
de  la  nación,  de  sus  rentas  i  recursos ;  indicándole  las  mejoras  i 
reformas  que  puedan  hacerse  en  cada  ramo. 

Art.  70.  Cuando  la  seguridad  pública  exija  el  arresto  de  alguna 
persona  podrá  decretarlo,  é  interrogar  álos  indiciados,  poniéndo- 
los dentro  de  cuarenta  i  ocho  horas  á  disposición  del  juez  compe- 
tente, junto  con  los  documentos  que  motivaron  el  arresto  i  las 
dilijencias  practicadas. 

Art.  71 .  En  los  casos  de  invasión  esterior,  ó  de  conmoción  inte- 
rior^ el  poder  ejecutivo  ocurrirá  al  congreso  si  estuviere  reunido, 
i  si  no  al  consejo  de  gobierno,  para  que,  después  de  considerar  la 
urjencia,  según  el  informe  correspondiente,  le  niegue  ó  conceda, 
con  las  restricciones  i  ampliaciones  que  estime  convenientes,  en 
todo  6  en  parte,  las  siguientes  facultades  : 

1.*  Para  aumentar  el  ejército  i  la  marina,  llamar  al  servicio 
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Jas  guardias  nacionales  i  establecer  autoridades  railitaes  donde  lo 
juzgue  convi»niente ;  ^ 

2.'  Para  negociar  empréstitos  voluntarios»  ó  exijirlos  forzosos, 
con  tai  que  sean  imerales,  proporcionados  i  con  el  interés  mer- 
cantil corrienle.  Solo  podrán  imponerse  estos  empréstitos  cuando 
no  puedan  cubrirse  los  gastos  con  las  rentas  ordinarias;  debiendo 
designarse  los  londos  para  el  pago  i  el  término  dentro  del  cual 
deba  verificarse ; 

3.*  Para  variar  la  capital,  cuando  ésta  se  halle  amenazada,  6 
lo  exiia  una  grave  necesidad,  hasta  que  cese  ésta :  • 

4.*  Para  conílnar  ó  espatriar,  en  caso  de  nvasion  eslerior, 
previo  dictamen  del  consejo  de  gobierno,  á  los  indiciados  de  favo- 
recerla de  cualquier  modo ;  i  para  confinar  i  espatriar,  previo  el 
dictamen  del  mismo  consejo,  á  los  indiciados  de  tener  parte  en  una 
conjuración  6  conmoción  interior  En  uno  i  otro  caso  el  coníinio  se 
hará  en  la  capital  de  una  provincia,  con  tal  que  ésta  no  sea  Ja  de 
Oriente  6  ia  de  Esmeraldas,  ni  el  archipiélago  de  Galápagos.  Este 
confinamiento,  ó  destierro,  durará  lo  que  las  facultades  estraordí- 
narias  concedidas  al  poder  ejecutivo ;  concluidas  las  cuales,  el. 
confinado,  ó  espatriado,  podrá  volver  á  su  domicilio,  sin  necesidad 
de  salvo'onducta.  Si  el  mdiciado  solicitare  pasaporte  para  el  este- 
rior  de  la  república,  se  le  concederá  sin  obstáculo  d^e  ninguna 
clase ; 

5.*  Para  admitir  al  servicio  de  la  república  tropas  estran- 
jeras,  voluntarias  ó  auiiliares,  con  arreglo  á  los  trataoos  preexis- 
tentes; 

6.*  Para  cerrar  puertos  i  hal)ilitar  los  que  sean  convenientes; 

7.*  Para  disponer  de  los  caudales  públicos,  aunque  estén  des- 
tinados á  otros  obj»*tos,  escepto  los  pertenecientes  á  la  instrucción 
pública,  hospicios,  hospi'ales  i  lazaretos; 

8.'  Piíra  separar  temporalmente  á  los  empleados  políticos,  i 
nombrar  en  comisión  á  los  senadores,  ó  diputados,  que  sean  nece- 
sarios en  el  ejercicio  de  cualquier  empleo,  i  por  el  tiempo  absolu- 
tamente indispensable,  con  tal  que  las  cámaras  no  queden  sin  el 
número  suliciente. 

Art.  72  Las  facultades  que  se  concedan  al  poder  ejecutivo,  se- 
gún los  articules  anteriores,  se  limitarán  al  tiempo  i  o)>jetos  indis- 
tensables  para  restablecer  la  tranquilidad  i  seguridad  de  la  repú- 
lica ;  i  del  uso  que  hiciere  de  ellas  dará  cuenta  al  congreso  en  su 
próxima  reunión. 

g  1.®  Pasado  el  peligro,  á  juicio  del  consejo  de  gobierno  decla- 
rará este,  bajo  su  responsabilidad,  que  han  cesado  las  facultades 
estrtiordinarias. 

§2.®  Cuando  el  poder  ejecutivo  delegue  á  uno  de  sus  ajentes 
las  facultades  estraordinarias,  no  podrá  éste  separar  á  ningún 
ecuatoriano  del  lugar  de  su  domicilio  sin  orden  espresa  del  mismo 
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poder  ejecutivo ;  i  todos  los  que  ejerzan  aquellas  facultades  serán 
responsables  del  abuso  de  ellas. 

Art.  75.  La  lei  asignará  el  sueldo  que  deben  gozar  el  presidente 
i  vicepresidente  de  la  república ;  i  cualquier  alteración  que  se  haga 
en  él,  sólo  tendrá  efecto  en  los  que  después  fueren  nombrados. 


SECCIÓN  III 

De  los  mlnlstroB  aeoretario»  del  deepaoho. 


Art.  74.  Habrá  hasta  tres  ministros  secretarios,  nombrados  libre- 
mente por  el  ejecutivo,  para  el  despacho  del  interior,  relaciones 
esteriores,  hacienda,  guerra  i  marina. 

Art.  75.  Ningún  decreto,  orden  ó  resolución  del  poder  ejecutivo, 
de  cualquier  especie  que  sea,  que  no  esté  suscrito,  ó  sea  comani- 
cado  por  alguno  de  los  secretarios  del  despacho,  será  válido  ni  obe- 
decido por  sus  ajentes,  ni  por  autoridad  ó  persona  alguna,  esceoto 
el  nombramiento,  ó  remoción  de  los  mismos  secretarios,  que  podrá 
hacer  por  si  solo  el  poder  ejecutivo. 

Art.  76.  Los  secretarios  del  despacho  son  responsables  en  los 
casos  de  los  arts.  68  i  69,  i  además  por  infracción  de  lei,  so- 
borno, concusión  i  malversación  de  los  fondos  públicos  :  por  auto- 
rizar proyectos  de  lei,  decretos  ó  resoluciones  del  poder  ejecutivo* 
sin  exijir  el  dictamen  del  consejo  de  gobierno  en  los  casos  que  pre- 
vienen la  constitución  i  las  leyes ;  i  por  retardar  la  ejecución  de 
éstas,  ó  no  haber  dispuesto  i  cuidado  de  su  cumplimiento.  No  salva 
á  los  ministros  de  la  res[)onsabilidad  impuesta  la  orden  verbal,  ó 
por  escrito,  del  poder  ejecutivo. 

Art.  77.  Los  secretarios  de  estado  darán  á  las  cámaras  lejisla- 
tivas,  con  conocimiento  del  poder  ejecutivo,  todos  los  informes  i 
noticias  que  les  pidan  sobre  los  negocios  que  se  versen  en  sus  res- 
pectivas secretarias,  e¿^ceptuando  aquéllos  que  merezcan  reserva,  á 
juicio  del  ejecutivo. 

Art.  78.  Los  secretarios  presentarán  alas  cámaras lejislativas, 
en  los  seis  primeros  dias  de  sus  sesiones  ordinarias,  un  informe 
e&crito  del  estado  que  tengan  los  negocios  correspondientes  á  la  se 
cr«'tiria  de  su  cargo,  proponiendo  lo  que  estimen  conveniente  para 
mejorarlos.  Tomarán  parte  en  las  discusiones  de  los  proyectos  de 
lei,  ó  decretos,  que  presente  el  ejecutivo,  i  asistirán  cuando  sean 
llamados  por  alguna  de  las  cámaras. 

Art.  79.  El  secretario  de  hacienda  presentará,  además,  en  los 
primeros  veinte  dias  de  las  sesiones  el  presupuesto  de  los  gastos  que 
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deban  hacerse  en  el  bienio  siguiente,  junto  con  el  estado  de  las  ren- 
tas nacionales. 


SECCIÓN  IV 

Del  oontdjo  de  gobierno. 

Art.  80.  Habrá  en  la  capital  de  la  república  un  consejo  de  go- 
bierno, compuesto  dei  vicepresidente  de  la  república,  que  lo  presi- 
dirá, de  los  ministros  secretarios  del  despacho,  de  un  vocal  de  la 
corte  suprema,  de  un  eclesiástico  i  de  un  propietario ;  estos  tres 
últimos  serán  nombrados  por  el  congreso. 

Art.  81.  El  presidente,  ó  el  encargado  del  poder  ejecutivo,  oirá 
el  dictamen  del  consejo  de  gobierno  en  los  casos  siguientes :  para 
dar,  ó  rehusar,  su  sanción  á  los  proyectos  de  lei  i  demás  actos  lejis- 
lativos  que  le  pase  el  congreso  ;  para  convocar  éste  estraordinaria- 
mente  ;  para  solicitar  del  mismo  congreso  el  decreto  que  le  autorice 
á  declarar  la  guerra ;  para  nombrar  ajentes  diplomáticos  i  los  go- 
bernadores de  las  provincias  ;  para  conmutar  la  pena  de  muerte ; 
i  para  los  demás  casos  prescritos  por  la  constitución  i  las  leyes,  ó 
en  los  que  el  ejecutivo  tenga  á  bien  exijirsu  dictamen. 

Art.  82.  La  duración  de -los  consejeros  de  gobierno,  nom- 
brados por  el  congreso,  será  de  cuatro  años,  pudiendo  ser  reele- 
jidos. 

Art.  83.  Corresponde  al  consejo  de  gobierno  : 

!.■  Conceder  ó  negar,  bajo  su  responsabilidad,  al  poder  eje- 
cutivo las  faculdades  estraordinarias,  i  retirarlas  cuando  haya  cesado 
el  peligro ; 

2.'  Preparar  los  proyectos  de  lei  que  en  su  concepto  deba  el 
poder  ejecutivo  presentar  al  congreso ; 

3.*  Admitir,  i  preparar  para  el  congreso,  los  recursos  de  queja 
que  se  interpongan  contra  la  cortesuprema  6  sus  ministros; 

4.*  Ejercer  las  demás  atribuciones  que  prescriben  la  constitu- 
ción i  las  leyes. 

Art.  84.  Los  consejeros  de  gobierno  son  responsables  de  sus 
dictámenes,  con  los  que  se  podrá  ó  no  conformar  el  poder  eje- 
cutivo. 


TITULO  VMI    ' 

DEL  PODER  JUDICIAL 

Art.  85.  La  justicia  será  administrada  por  una  corle  suprema,  i 
por  los  demás  tribunales  i  juzgados  que  la  lei  establezca. 
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Art.  86.  Para  ser  ministro  de  la  corte  suprema  se  requiere  :  ser 
ecuatoriano  en  ejercicio  de  los  di  r(M!hos  de  la  ciudadanía,  tener 
treinta  i  cinco  años  cumplidos  de  edad,  haber  sido  mmistro  en  al- 
gún tribunal  de  justicia  en  la  república ;  6  ejercido,  por  ocho  años, 
la  profesión  de  abogado  con  buena  reputación. 

Art.  87.  Para  ser  ministro  de  los  tribunales  superiores  se  re- 
quiere :  ser  ecuatoriano  en  ejercicio  de  lá  ciudadanía,  haber  ejer- 
cido en  la  república,  i  por  cinco  años,  la  profesión  de  abogado 
con  buen  crédito  i  tener  treinta  años  cumplidos  de  edad. 

Art.  88.  Los  ministros  de  la  corte  suprema  de  justicia,  i  de  los 
tribunales  superiores,  serán  nombrados  por  el  congreso  á  plurali- 
dad absoluta  de  votos. 

Art.  89.  Una  lei  especial  designará  el  número  de  vocales  que  deba 
componer  la  corte  suprema  i  los  tribunales  de  apelación,  la  pro- 
vincia (ó  provincias)  en  que  deban  ejercer  su  jurisdicción,  las  atri- 
buciones de  los  enunciados  tribunales  i  juzgados  de  primera  ins- 
tancia, el  modo  i  forma  que  ha  de  observarse  en  el  nombramiento 
i  la  duración  de  los  que  sirven  en  estos  juzgados. 

Art.  90.  A  las  discusiones  de  los  proyectos  de  lei  presentados  por 
la  corte  suprema  podrá  asistir  uno  de  sus  ministro^. 

Art.  91.  En  ningún  juicio  habrá  más  de  tres  instancias.  Los  tri- 
bunales i  juzgados,  que  no  sean  de  hecho,  fundarán  siempre  sus 
sentencias. 

Art.  92.  Los  majistrados,  i  los  jueces,  son  responsables  de  su 
conducta  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  de  la  manera  que  deter- 
mine ]a  lei ;  pero  no  pueden  ser  suspensos  de  sus  destinos  sin  que 
preceda  el  auto  motivado,  por  el  que  se  declare  haber  lugar  á  for- 
mación de  causa,  ni  destituidos  sino  en  virtud  de  sentencia  ju- 
^  dicial 

Art.  95.  Los  majistrados  de  la  corte  suprema,  i  los  de  los  tribu- 
nales de  apelación,  durarán  en  sus  destinos  cuatro  años,  pudiendo 
ser  reelejidos;  mas  les  está  prohibido  admitir  empleo  alguno  de 
libre  nombramiento  del  poder  ejecutivo. 


TITULO  IX 

DEL  RÉJIMEN   I  ADMINISTRACIÓN  INTERIOR 


Art.  94.  El  territorio  de  la  república  se  divide  en  provincias, 
cantones  i  parroquias ;  i  se  reserva  á  cada  provincia,  i  secciones 
territoriales,  el  réjimen  municipal  en  toda  su  amplitud,  quedando 
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al  gobierno  jeneral  las  facultades  i  funciones  que  se  le  atribuyen 
por  esta  constitución. 

Árt.  95.  En  cada  provincia  habrá  un  gobernador,  que  será  él 
ájente  inmediato  del  poder  ejecutivo,  en  cada  cantón  un  jefe  poli- 
lico  i  en  cada  parroquia  un  teniente.  La  lei  determinará  sus  atri- 
buciones. Todos  los  ajenies  mencionados  serán  elejidos  por  sufrajio 
directo  i  secreto  ;  debiendo,  en  cuanto  al  [)rimero,  formarse  por  las 
juntas  provinciales  una  terna  de  los  que  hayan  obtenido  mayor 
número  de  votos,  la  que  se  elevará  al  ejecutivo  para  que  elija  sin 
salir  de  ella. 

Art.  96.  Habrá  municipalidades  provinciales,  cantonales  i  parro- 
quiales. La  lei  determinará  sus  atribuciones  en  todo  lo  concerniente 
á  la  policía,  educación  é  instrucción  de  los  habitantes  de  su  loca-  ' 
lidao,  sus  mejoras  materiales,  recaudación,  manejo  é  inversión  de 
las  rentas  municipales,  Tomento  de  los  establecimientos  públicos  i 
demás  objetos  i  funciones  á  que  deban  contraerse. 

g  único.  Las  parroquias  en  que  no  se  puedan  establecer  muni- 
cipalidades quedarán  sujetas  á  los  acuerdos  de  la  del  cantón. 

Art.  97.  Los  gobernadores,  jefes  políticos  i  tenientes  parroquia- 
les, ejecutarán  los  acuerdos  municipales  de  su  localidad  en  todo  lo 
3ue  no  se  oponga  á  la  constitución  i  las  leyes  jenerales ;  i  en  c^so 
e  que  sobre  esta  materia  se  suscitare  alguna  cuestión  se  decidirá 
por  la  corte  suprema  de  justicia. 

Art.  98.  La  provincia  de  Oriente  será  rejida  por  leyes  especiales, 
hasta  que  el  aumento  de  su  población  i  los  progresos  de  su  civili- 
zación le  permitan  gobernarse  coino  las  demás. 


TITULO  X 

DE  LA  FUERZA  ARMADA 


Art.  99.  Para  la  defensa  de  la  república,  i  la  conservación  del 
orden  interior,  habrá  una  fuerza  militar  permanente  i  guardias 
nacionales. 

Art.  100.  La  fuerza  armada  es  esencialmente  obediente,  no  deli- 
berante. 

Art.  101.  El  mando  i  la  jurisdicción  militar,  sólo  se  ejercen 
en  las  personas  puramente  militares  i  que  se  hallen  en  servicio 
activo. 
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TITULO  XI 

DE  LAS  garantías 


Art.  i 02.  Ninguno  puede  ser  funcionario  público  sin  ser  ecuato- 
riano en  ejercicio  de  los  derechos  de  la  ciuaadania. 

Art.  i 05.  Nadie  nace  esclavo  en  la  república,  ni  podrá  venir  á 
ella  en  tal  condición  sin  quedar  libre. 

Art.  104.  Todo  ecuatoriano  puede  mudar  de  domicilio,  permane- 
cer, ó  salir  del  territorio  de  la  república  ó  volver  á  él,  según  le 
convenga ;  i  disponer  de  sus  bienes,  salvo  derecho  de  tercero,  guar- 
dando las  formalidades  legales. 

Art.  105.  Ningún  ecuatoriano  puede  ser  puesto  fuera  de  la  pro- 
tección de  las  leyes,  ni  distraido  de  sus  jueces  naturales,  ni  juz- 
gado por  comisión  especial,  ni  por  leí  que  no  sea  anterior  al 
delito ;  ni  privado  del  derecho  de  defensa  en  cualquier  estado  de 
la  causa. 

Art.  i06.  Nadie  puede  ser  preso  ni  arrestado,  sino  por  autori- 
dad competente ;  á  menos  que  sea  sorprendido  cometiendo  un  de- 
lito, en  cuyo  caso  cualquiera  puede  conducirle  á  la  presencia  del 
juez.  Dentro  de  veinticuatro  horas,. á  lo  más,  del  arresto  de  alguna 
persona,  el  juez  espedirá  una  orden  firmada  en  que  se  espresen  los 
motivos  de  la  prisión,  i  si  debe  ó  no  estar  inco  municado,  de  la 
cual  se  le  dará  copia.  El  juez  que  faltare  á  esta  disposición,  i  el 
alcaide  que  no  la  reclamare,  serán  castigados  como  reos  de  deten- 
ción arbitraria. 

Art.  107.  A  escepcion  de  los  casos  de  prisión  por  via  de  apremio 
legal,  ó  de  pena  correccional,  ninguno  podrá  ser  preso,  sino  por  de- 
lito que  merezca  pena  corporal ;  i  en  cualquier  estado  de  la  causa 
en  que  resulte  no  debérsele  imponer  esta  pena,  se  pondrá  en  liber- 
tad al  preso,  dando  la  seguridad  bastante. 

Art.  108.  A  nadie  se  obligará  á  prestar  testimonio  en  causa  cri- 
minal contra  su  consorte,  sus  ascendientes,  descendientes  i  parien- 
tes dentro  del  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  i  segundo  de 
afinidad  ;  ni  será  obligado  conjuramento,  ú  otro  apremio,  á  darlo 
contra  si  mismo. 

Art.  109.  Queda  abolida  la  confiscación  de  bienes,  i  ninguna 
pena  afecta  á  otro  que  al  culpable. 

Art.  110.  Todo  individuo  se  presume  inocente  i  tiene  derecho  á 
conservar  su  buena  reputación,  mientras  no  se  le  declare  delin- 
cuente confo  rme  á  las  leves. 

Art.  111.  Se  garantiza  el  crédito  público. 
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Art.  Ii2.  El  autor  6  inventor,  tendrá  la  propiedad  esclusiva  de 
su  descubrimiento  ó  producción,  por  el  tiempo  que  le  concediere 
la  lei. 

Art.  liS.  Nadie  podrá  ser  privado  de  su  propiedad,  ó  del  derecho 
que  á  ella  tuviere,  sino  en  virtud  de  sentencia  judicial ;  salvo  el 
caso  en  que  la  utilidad  pública,  calificada  por  una  lei,  exija  su  uso 
ó  enajenación;  lo  que  se  verificará  dando  previamente  al  dueño  la 
indemnización  que  se  ajustare  con  él,  ó  la  suma  en  que  aquélla  se 
avaluase,  á  juicio  de  hombres  buenos. 

Art.  144.  El  funcionario  que,  fuera  de  los  casos  permitidos  por 
las  leyes,  atentare  contra  la  propiedad  particular,  será  responsable 
con  su  persona  i  bienes  á  la  indemnización  délos  danos  i  perjuicios 
que  ¿1  ocasionare. 

Art.  i  15.  Es  prohibida  la  fundación  de  mayorazgos,  toda  clase 
de  vinculaciones  i  que  haya  en  el  Ecuador  bienes  raíces  que  no 
sean  de  libre  enajenación. 

Art.  116.  No  puede  exijirse  ningún  impuesto,  derecho  6  contri- 
bución, sino  por  autoridad  competente  i  en  virtud  de  un  decreto 
que  conforme  á  la  lei  autorice  aquella  exacción.  En  todo  impuesto 
se  guardará  la  proporción  posible  con  los  haberes  é  industria  de 
cada  persona. 

Art.  Ii7.  Todo  ecuatoriano  puede  espresar  i  publicar  libremente 
sus  pensamientos,  por  medio  de  la  prensa,  respetando  la  relijion, 
la  decencia  i  la  moral  pública ;  i  sujetándose  á  la  responsabilidad 
que  impongan  las  leyes. 

Art.  1i8.  El  derecho  de  petición  será  ejercido  personalmente  por 
uno  ó  más  individos  á  su  nombre  :  pero  jamás  en  el  del  pueblo. 

Art.  119.  Todo  ecuatoriano  puede  reclamar,  ante  el  congreso  ó 
el  poder  ejecutivo,  contra  las  infracciones  de  la  constitución  i  las 
leyes ;  é  introducir  en  la  cámara  de  representantes  una  acusación 
contra  cualquier  alto  funcionario. 

Art.  120.  La  morada  de  toia  persona,  que  habite  en  el  territorio 
ecuatoriano,  es  un  asilo  inviolable,  i  sólo  puede  ser  allanada  por 
mptivo  especial  que  determine  la  lei  i  por  orden  de  autoridad  com- 
petente. 

Art.  121.  Nadie  puede  ser  obligado  á  dar  alojamiento  en  su  casa 
á  ningún  militar.  Cuando  se  tomen  edificios  que  no  pertenezcan  al 
estado  para  alojar  las  tropas,  se  pagará  el  alquiler  correspondiente. 
Sólo  en  un  caso  estremo  se  podrán  ocupar  los  colejios  i  las  casas 
de  educación. 

Art.  122.  La  correspodencia  epistolar  es  inviolable,  i  no  hará  fe 
en  las  causas  sobre  delitos  políticos.  No  podrán  abrirse,  ni  inter- 
ceptarse, ni  rejístrarse  los  papeles  ó  efectos  de  propiedad  particu- 
lar, sino  en  los  casos  señalados  por  la  lei. 

Art.  125.  Queda  abolida  la  pena  de  muerte  para  los  delitos  pura- 
mente políticos;  una  lei  especial  determinará  estos  delitos. 
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Art.  124.  Todos  los  estranjeros  serán  admitidos  en  el  Ecuador  i 
gozarán  de  seguridad  i  libertad,  siempre  que  respeten  la  constitu- 
ción i  las  leyes  de  la  república. 


TITULO  XII 

DISF^OSICIONES  COMUNES 


Art.  125.  No  se  hará  del  tesoro  nacional  gfisto  ninguno  para  el 
cual  no  haya  aplicado  el  congreso  la  cantidad  correspondiente,  ni 
en  mayor  suma  que  la  ^eñalada. 

Art.  126.  No  habrá  en  la  república  títulos,  denominaciones  ni 
condecoraciones  de  nobleza,  ni  distinción  alguna  hereditaria. 

Art.  127.  Todo  funcionario,  al  tomar  posesioiide  su  destino,  pro- 
meterá sostener  i  defender  la  constituciim  i  cumplir  los  deberes 
que  le  imponga  su  empleo.  El  que  no  hiciere  libremente  esta  pro- 
mesa, sin  modifícacioi»es,  no  será  reputado  ciudadano. 

Art.  128.  Los  lugares  que,  por  su  aislamiento  i  distancia  délas 
demás  poblaciones,  no  puedan  h^icer  parte  de  algún  cantón  ó  pro- 
vincia ;  ó  qup  por  su  escaso  >ecindario  no  puedan  erijirse  en  parro- 
quia, cantón  ó  provincia,  serán  rejidos  por  disposiciones  especiales. 

Art.  129.  Ningún  ecuatoriano  podrá  renunciar  los  derechos  de 
ciudadano,  ni  aceptar  destino  alguno  de  otra  nación,  cuando  la 
re[iública  esté  amenazada  de  una  <¿uerra  esterior. 

Art.  130.  Sólo  el  congreso  podrá  resolver,  ó  interpretar,  las  du- 
das qne  ocurran  en  la  intelijencia  de  alguno,  ó  algunos  articulos 
de  esta  constitución;  i  lo  que  se  resuelva  constará  por  una  lei 
espresa. 

Art.  131.  Si  Ibs  secciones  en  que  se  dividió  la  antigua  Colombia, 
ú  otros  estados  sud-americanos,  manif  staren  deseos  de  coofede- 
rai^se  con  el  Ecuador,  el  poder  ejecutivo  podrá  acordar  las  bases 
de  la  confederación  i  las  someterá  al  congrego  para  que  con  su  co- 
nocimiento se  resuelva  lo  conveniente. 


TITULO  xm 

DE  LA  REFORMA  DE  LA  CONSTITUCIÓN 


Art.  132.  En  cualquier  tiempo  en  que  las  dos  terceras  partes  de 
cada  una  de  las  cámaras  juzguen  conveniente  la  reforma  de  algunos 
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artículos  de  esta  constitución,  podrá  el  congreso  proponerla  para 
que  de  nuevo  se  tome  en  consideración  cuando  se  haya  renovado 
por  lo  menos  la  mitad  de  los  miembros  de  las  cámaras  que  pro- 
pusieron la  reforma  ;  i  si  entonces  fuere  también  ratificada  por  los 
dos  tercios  de  cada  una,  procediéndose  con  las  formalidades  pres- 
critas en  la  sección  6.'  del  art.  6.®,  será  válida  i  hará  parte  de  la 
constitución ;  pero  nunca  podrán  alterarse  las  bases  contenidas  en 
los  arts.  1¿,  i5  i  14. 


TITULO  XIV 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 


Art.  153.  La  presente  Convención  Nacional,  aun  después  de  piD-* 
mulgada  esta  constitución,  dará  las  leyes  i  los  decretos  que  consi- 
dere más  necesarios  para  establecerla  i  para  otros  objetos  impor- 
tantes. 

Art.  134.  Nombrará  el  presidente  i  vicepresidente  de  la  repú- 
blica, los  ministros  de  la  corte  suprema,  los  de  los  tr.bunales 
superiores  de  juí'ticia  i  los  consejeros  de  gobierno  ;  haciendo  estas 
elecciones  por  escrutinio  secreto  i  á  pluralidad  absolua  de  votos. 

Art.  135.  El  presidente  que  fuere  elejido  en  la  actualidad  con- 
cluirá sus  funciones  el  dia  50  de  agosto  de  1865,  el  vicepresidente 
el  50  de  agosto  de  1865;  i  la  reunión  del  primer  congreso  constitu- 
cional será  el  10  de  agosto  de  1865. 

Art.  136.  Por  la  primera  vez  se  hará  la  calificación  definitiva- 
mente de  las  elecciones  de  los  senadores  i  diputados  por  las  juntas 
de  provincia. 

Art.  137.  En  este  primer  periodo  constitucional  los  goberna- 
dores de  las  provincias  serán  de  libre  non^bromiento  del  poder 
ejjecutivo. 

Dada  en  la  sala  de  las  sesionas  de  la  Convención  en  Quito  á  10  de 
marzo  de  1861. 
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ANTECEDENTES 


Remonta  á  muchos  siglos  antes  de  la  compiista  por  los  espa- 
ñoles el  gobierno  ordenado  del  reino  de  Quüu,  por  varias  di- 
nastías indíjenas,  cuyos  soberanos  se  denominaban  Seiris  (señor 
de  todos).  Hasta  1430  el  territorio  de  aquel  reino,  comprendido 
aproximadamente  dentro  de  los  límites  do  la  actual  república 
ecuatoriana,  se  rejia  con  separación  de  toda  otra  nación  en  Sud- 
América ;  pero  desde  entonces  comenzó  á  desmembrarse  por  las 
invasiones  de  los  incas  peruanos.  La  guerra  entre  los  dos  esta- 
dos, únicos  acaso  en  esta  parte  del  mundo  que  reconociesen  un 
sólo  gobierno  en  toda  la  ostensión  de  su  territorio,  continuó  por 
algún  tiempo  con  suerte  varia,  hasta  que  en  1475  terminó  por 
la  conquista  absoluta  que  del  reino  de  Quitu  hizo  Huaina-Cápac, 
inca  del  Perú. 

Disuelta  la  unión  por  la  distribución  que  entre  suá  dos  hijos 
hizo  aquél  del  imperio  peruano,  Atahualpa,  provocado  por 
Huáscar,  acaba  por  vencerle,  i  queda  gobernando  todo  el  impe- 
rio, reintegrado  en  el  mismo  año,  1532,  en  que  los  españoles, 
por  medio  de  la  más  escandalosa  traición,  acuchillan  á  los  indije- 
nas  i  se  apoderan  del  inca,  que  no  tarda  en  ser  despojado  i  sa- 
crificado. Con  su  muerte  facilitase  la  conquista  española,  que  se 
cstiende  por  Benalcázar  al  reino  de  Quitu  en  1533,  i  se  consu- 
ma en  1535. 

Desde  entonces  fué  todo  el  territorio  gobernado  conjuntamente 
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como  ana  sola  colonia,  hasta  1564,  en  que  se  erijió  la  Presi- 
dencia de  Quito ^  asumiendo  el  territorio  de  la  nueva  entidad 
cierta  manera  especial  de  ser,  menos  dependiente  del  vireinalo 
del  Perú  creado  veinte  años  antes.  Por  el  establecimiento  defini- 
tivo del  vireinato  de  Nueva  Granada  en  1740,  quedó  incorpo- 
rada á  esta. última  colonia  i  segregada  del  Perú  la  presidencia 
de  Quito,  hasta  principios  del  presente  sig,o  en  que  empezaron 
los  movimientos  revolucionarios  para  la  independencia  de  Es- 
paña. 

Ya  en  febrero  de  1809  tramaban  los  patriotas  de  Quito  cons- 
piraciones i  fraguaban  planes  de  gobierno  para  las  provincias  del 
sur  del  vireinato,  en  la  suposición  de  que  España  fuese  subyu- 
gada por  los  franceses.  Un  escrito  de  esa  naturaleza,  que  se  vio 
en  manos  del  capitán  don  Juan  Salinas,  fué  ocasión  de  proceso 
i  de  prisiones,  que  aunque  no  pasaron  de  ahí  por  falta  de  prue- 
bas, agriaron  los  ánimos  i  los  dispusieron  más  contra  los  penin- 
sulares. Mandaba  el  reino  de  Quito  don  Manuel  ürriez,  conde 
Ruiz  de  Castilla,  hombre  débil  i  sin  talento,  pero  suspicaz  é  in- 
fluenciado por  enemigos  de  los  americanos. 

Marchando  las  cosas  por  ese  camino,  concertóse  un  proyecto 
de  revolución,  que  en. la  noche  del  10  de  agosto  fué  ejecutado 
con  felicidad,  i  consistió  en  apoderarse  del  presidente,  i  en  la 
pris'on  de  los  oidores  i  otros  individuos  de  quienes  se  temia  opo- 
sición. Siguióse  la  instalación  de  una  junta  de  gobierno,  que  se 
fitnió  Suprema^  i  era  destinada  á  mandar  en  el  reino  de  Quito 
i  en  las  provincias  de  (iuayaquil,  Popayan  i  Panamá,  si  volunta- 
riamente querían  unirse.  Presidíala  don  Juan  Pió  Montúfar,  mar- 
qués de  Selva-Alegre,  i  entre  sus  miembros,  que  eran  numero- 
sos, habia  tres  con  el  carácter  do  ministros  del  despacho,  á  saber  : 
don  Juan  de  Dios  Morales  para  las  Relaciones  Esteriores  i  Guerra, 
el  Dr.  don  Manuel  Rodriguez  Quíroga,  de  Gracia  i  Justicia,  i  don 
Juan  Larrea,  de  Hacienda.  < 

(c  Por  la  misma  acta  constitutiva  de  la  junta  se  estableció  un 
senado  que  debia  ejercer  el  poder  judicial,  que  antes  estaba  á 
cargo  de  la  audiencia.  Se  componia  de  dos  sala«,  una  de  lo  civil 
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i  otra  de  lo  criminal ;  cada  una  tenía  su  presidente,  cuatro  sena- 
dores i  un  fiscal ;  quedaron  también  elejidos  los  miembros  del 
senado  (1). » 

Era  el  objeto  aparente  de  la  junta  sustraer  el  país  á  la  contin- 
jencia  de  ser  dominado  por  Bonaparte,  conservarlo  para  Fer- 
nando YII,  i  <n  hacer  todo  el  bien  posible  á  la  nación  i  á  la  patria, 
bajo  el  influjo  de  aquella  constitución  (2).  »  La  revolución  fué 
bien  acojida  por  los  pueblos  inmediatos  á  Quito ;  pero  los  gober- 
nadores de  Cuenca  i  Guayaquil,  coroneles  don  Melchor  Aymerích 
i  don  Bartolomé  Cucalón,  se  declararon  contra  el  nuevo  go- 
bierno; también  lo  hizo  el  obispo^  de  Cuenca,  don  Andrés  QqÍQ- 
tian.  Por  el  norte  la  hostilizaba  el  gobernador  de  Popayan,  coro- 
nel don  Miguel  Tacón. 

Mucho  contribuyó  este  movimiento  á  avivar  el  espíritu  público 
en  la  capital  del  vireinato,  infundiendo  en  los  patriotas  grana- 
dinos el  deseo  de  imitar  á  los  quiteños.  Pero  el  virei  Amar  re- 
solvió combatir  la  incipiente  revolución,  i  envió  fuerzas  al  mando 
del  coronel  español  Dupré.  Por  su  parte  la  junta  acordó  defen- 
derse de  todos  sus  enemigos,  que  no  eran  pocos,  pues  se  veia 
amenazada  en  todas  direcciones;  pero  derrotas  por  un  lado  i  de- 
fecciones por  otro  dieron  fin  con  la  revolución  i  con  la  junta  en 
octubre  de  1809.  Ruiz  de  Castilla,  por  capitulación  que  no  cum- 
plió, (ué  reinstalado  en  el  poder,  i  cuando  ya  pudo  desplegar 
todo  su  resentimiento,  formó  causa  criminal  á  los  comprometi- 
dos. Mientras  seguía  el  proceso,  i  ya  en  el  año  de  1810,  un  mo- 
vimiento sedicioso  i  poco  importante  en  el  pueblo  de  Quito  fué 
ocasión,  en  2  de  agosto,  de  que  los  soldados  custodios  de  los  pa- 
triotas (5)  hiciesen  en  ellos  una  bárbara  carnicería,  después  que 
en  la  calle  había  corrido  abundantemente  la  sangre  del  pueblo 
i  aun  de  mujeres  i  niños,  u  Morales,  Salinas,  Quiroga,  Ascásubi, 
el  presbítero  Riofrío,  i  otros  muchos  hasta  el  número  de  venti- 
ocho,  fueron  sacrificados  en  las  aras  de  la  patria  por  el  brutal  sol- 

(1)  Restrepo,  Historia  de  Colombia. 

(2)  Asi  estaba  concebido  el  juramento  que  se  exijió^á  los  empleados. 
I                          (3)    Cumpliendo  órdenes  previas,  según  toda  probabilidad. 
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(lado,  ciego  instrumento  de  los  gobernantes  españoles  de  Quito. 
Los  asesinos  los  desnudaron  después  de  muertos,  é  insultaron 
sus  frios  cadáveres  (1).  » 

Subsistiendo  la  mayor  efervescencia,  llegó  la  noticia  de  la  ins- 
talación de  la  junta  de  Santafé,  i  esto  indujo  al  mismo  Ruiz  de 
Castilla  á  promover  la  reunión  de  otra  en  Quito  dominada  por  él. 
Después  de  algunos  altercados,  llegaron  todos  los  espíritus  á  con* 
venirse  en  la  idea,  i  la  junta  se  instüló  con  beneplácito  jeneral  el 
22  de  setiembre  de  1810.  Gobernaría  á  nombre  de  Fernando  YII, 
i  dependería  sólo  del  consejo  de  rejencia,  reconociéndole  úni- 
camente mientras  hiciese  la  guerra  á  Bonaparte.  Juró  también 
sostener  la  relijion  católica,  apostólica,  romana.  Cuenca,  Loja  i 
Guayaquil  rehusaron  seguir  el  ejemplo  de  Quito,  «  bien  por  el 
influjo  que  tenia  el  Perú  sobre  aquellas  provincias,  ó  bien  por 
las  opiniones  de  sus  gobernadores,  i  sobre  todo  del  obispo  Quin* 
tian,  enemigo  acérrimo  de  la  revolución  i  que  la  contrariaba  por 
cuantos  medios  podia  (2).  » 

Los  gobernantes  de  Cuenca  i  Guayaquil  tomaron  una  actitud 
hostil,  i  lo  mismo,  pero  más  eficazmente,  el  coronel  Tacón,  de 
Popayan.  Ruiz  de  Castilla,  que  no  desempeñaba  gustoso  la  pre- 
sidencia de  la  junta,  fué  reemplazado  por  el  obispo  de  Quito, 
don  José  Cuero,  i  murió  poco  tiempo  después,  despechado  por 
insultos  que  le  infirió  el  pueblo,  a  En  diciembre  de  1811  la  junta 
de  Quito  se  dio  otra  forma,  denominándose  congreso^  que  se 
compuso  de  diez  vocales  por  la  ciudad  capital,  uno  por  Ibarra, 
uno  por  Riobamba,  uno  por  Tacunga,  uno  por  Ambato,  uno  por 
Alausi,  i  uno  por  Huarauda.  El  congreso  declaró  solemnemente 
la  independencia,  separándose  del  consejo  de  rejencia  i  de  las 
cortes  de  la  isla  de  León.  El  gobierno  de  Quito  habia  reconocido 
provisionalmente  aquellas  autoridades  bajo  ciertas  condiciones; 
éstas  no  se  habían  cumplido,  i  el  pueblo  reasumió  su  sobe* 
rania  (3).  » 

(1)  Restrepo,  H.  de  G.  1.*  ed.  t.*  II,  páj.  143. 

(2)  Restrepo,  obra  citada» 

(3)  Restrepo,  t.«  III.  pj^.  14. 
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La  provincia  de  Quito  se  yíó  en  1812  asediada  por  norte  i  sur: 
allá  Tacón ;  acá  el  nuevo  presidente  del  reino  de  Quito,  don  Joa- 
quín de  Molina,  que  había  organizado  la  resistencia  en  Cuenca. 
También  se  hacia  fuerte  contra  los  quiteños  el  gobernador  de 
Guayaquil,  quien  impedia  las  comunicaciones  con  el  Pacifico.  La 
junta,  presidida  entonces  por  don  Guillermo  'Valdivieso,  estaba 
dividida  por  rivalidades  de  familias,  los  Montúfrar  por  una  parte, 
i  los  Checas  con  don  N.  Peña  por  otra.  Quiso  tomar  la  ofensiva 
contra  las  tropas  de  Cuenca,  con  las  suyas,  mandadas  por  don 
Francisco  Calderón,  i  fueron  éstas  batidas  en  Atar  ó  Yerdolama 
el  26  de  junio. 

Vino  entonces  de  Lima  don  Toribio  Montes,  nombrado  presi- 
dente i  comandante  jeneral  de  las  provincias  de  Quito  por  la 
rejencia  de  Cádie.  Montes,  con  una  fuerza  de  2.000  hombres, 
avanzó  i  derrotó  en  Mocha  el  2  de  setiembre  á  una  mucho  mayor, 
pero  mui  mal  organizada  tbisoña,  de  los  patriotas.  Después  de 
algunas  dificultades,  Montes  logró  llegar  á  Quito  por  el  Pichin- 
cha, i  atacar  á  los  patriotas,  encerrados  allí  con  .una  fuerza  como 
de  6.000  hombres,  bajo  el  coronel  Carlos  Montúfar.  Un  reñido 
combate  le  pusó  en  posesión  de  la  capital,  que  abandonaron  los 
independientes  retirándose  al  norte.  El  coronel  don  Juan  Sáma- 
no  los  persiguió  i  batió  completamente  en  San  Antonio  i  la  villa 
de  Ibarra,  cau'^ando  á  los  patriotas  grandes  pérdidas,  i  aprehen- 
diendo á  sus  principales  jefes. 

Fueron  sacrificados  por  la  cuchilla  española  Calderón,  el  sár- 
jente mayor  de  injenicros  don  Manuel  Aguilar,  el  francés  Marcos 
Buyon  i  un  cura.  Más  tarde  lo  fueron  también  Caicedo  (de  Nueva 
Granada)  i  Macaulay,  joven  norte-americano;  se  quintó  á  los 
oficiales  prisioneros  en  Pasto  i  se  diezmó  á  los  soldados.  Montes 
pasaba  por  uno  de  los  más  humanos  entre  los  jefes  españoles. 

Quedó  por  entonces  pacificado  el  territorio,  en  donde  se  juró 
la  constitución  española  de  1812,  bien  que  los  patriotas  nunca 
se  reconciliaron  con  un  estado  de  cosas  que  evidentemente  no 
favorecia  sino  á  los  pen¡n.sulares.  Fueron  sobrellevándolo  hasta 
el   9   octubre   de    1820  en   que  el  pueblo  de  Guayaquil,  por 
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an  golpe  de  mano,  cambia  las  autoridades,  i  establece  un  go- 
bierno proTisional  á  cargo  de  Olmedo,  Jimeno  i  Boca.  Beco- 
mienza  la  lucha,  que  da  Rn  con  la  batalla  de  Pichincha  en  1822, 
en  cuyo  año  los  pueblos  de  la  presidencia  aceptan  la  constitu- 
ción de  Cúcuta,  dada  para  Colombia  en  el  año  anterior,  i  quedan 
formando  parte  de  la  nue^a  república. 

Las  ajitaciones  de  que  ella  fué  teatro  de  1828  en  adelante,  la 
separación  de  Yenezuela  en  1829,  i  la  renuncia  de  Bolívar  ante 
el  congreso  de  1830,  indujeron  la  separación  de  la  presidencia 
de  Quito,  bajo  la  influencia  del  jeneral  Juan  José  Flores,  jefe  mi- 
litar de  aquellos  departamentos;  i  por  acta  de  12  do  mayo  se 
acordó  abandonar  la  unión  colombiana  i  constituirse  como  es- 
tado independiente.  En  el  mismo  año  se  reunió  un  congreso 
constituyente,  que  dio  el  código  fundamental,  i  elijió  presidente 
al  mismo  jeneral  Flores.  El  nuevo  estado  se  denominó  Bepública 
del  Ecuador,  i  por  largo  tiempo  los  documentos  oficiales  se  en- 
cabezaron de  este  modo  :  a  el  Ecuador  en  Colombia,  »  supo- 
niendo posible  la  reorganización  de  la  antigua  república,  á  lo 
menos  bajo  el  sistema  federal. 

Dióse  la  constitución  del  nuevo  estado  al  sabor  de  la  autoridad 
á  la  sazón  establecida,  i  por  lo  mismo  favoreció  el  ejercicio  del 
estenso  poder  que  tenia  i  deseaba  conservar  el  jeneral  Flores. 
Consignó  también  un  principio  de  dudosa  justicia  en  la  repre- 
sentación nacional,  cual  es  la  igualdad  de  representantes  por  to- 
das las  provincias  sin  miramiento  á  la  población.  En  ello  se  con- 
sultaba la  igualdad  de  influencia,  para  no  dejar  á  las  provincias 
litorales,  menos  pobladas  pero  más  civilizadas  que  las  del  interior, 
á  merced  de  éstas  en  la  espedicion  de  las  leyes.  Agravábanse  los 
defectos  de  esta  constitución  por  la  organización  del  poder  lejis- 
lativo  en  una  sola  cámara,  que  dejaba  sin  contrapeso  la  influen- 
cia del  ejecutivo,  i  hacia  más  patente  la  preponderancia  de  la 
minoría. 

Una  revolución  mui  seria  puso  en  peligro  al  gobierno  de 
Flores  en  1834,  principalmente  en  Guayaquil ;  pero  los  chihua- 
huas  fueron  derrotados  en  Miñarica  eM8  de  enero  siguiente,  i 
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la  revolución  fué  ahogada  en  sangre.  Con  todo,  i  debido  aeaso  á 
la  inOuencia  del  señor  Rocafuerte,  se  reunió  una  convencíoo  que 
reconstituyó  el  país  en  1835,  dando  algunas  mayores  garantías  i 
los  pueblos,  entre  ellas  la  creación  de  dos  cámaras  lejislaÜYas, 
que  conservaron,  sin  embargo,  la  igualdad  de  representación. 
Elijese  de  presidente  á  Rocafuerte,  que  permanece  en  el  puesto 
hasta  1839,  en  que  el  congi*eso  designa  nuevamente  á  Flores. 

El  desaliento  de  los  ciudadanos  hizo  imposible  la  reunión  or- 
dinaria de  la  lejislatura  en  1814,  i  la  eslraordinaria  para  que  fué 
convocada  en  1842.  Convoca  entonces  el  presidente  á  una  con- 
vención, que  se  reúne  en  el  siguiente  año  de  1843,  i  da  una 
constitución  mucho  menos  liberal  que  la  anterior,  estendiendo 
el  periodo  presidencial  á  ocho  años  i  creando  un  senado  vitali- 
cio. La  convención  elije  presidente  al  mismo  jcneral  Flores,  i  d 
descontento  se  deja  sentir.  Era  una  época  de  reacción  conserva- 
dora ó  represiva,  tanto  en  el  Ecuador  como  en  Nueva  Granada, 
cuyo  gobierno,  ausilíado  por  F^lores,  acababa  de  vencer  al  parti- 
do liberal  insurreccionado. 

Yiene  el  año  de  1845,  célebre  en  el  Ecuador  por  haber  dado 
en  tierra  con  el  poder  floreano.  Después  de  algunos  movimientos 
revolucionarios  que  empezaron  en  Guayaquil  á  6  de  marzo,  i 
después  de  algunos  combates  sin  solución  definitiva,  Flores, 
oprimido  por  el  peso  de  la  odiosidad  pública,  llega  á  capitular 
en  la  Virjinia^  i  se  va  á  Europa,  en  donde  prepara  una  espedi- 
cion,  con  ayuda  española,  para  invadir  al  Ecuador,  destinado  á 
perder  sus  instituciones  republicanas.  Pero  la  espedicion  fracasó, 
i  la  revolución  ecuatoriana  siguió  su  curso. 

El  nuevo  gobierno,  encabezado  por  el  señor  Valdivieso,  convoca 
á  una  convención  constituyente,  que  se  reúne  en  Cuenca,  i  elije 
presidente  de  la  república  al  señor  Vicente  Ramón  Roca.  En  1846 
espidió  una  nueva  constitución,  que  en  su  esencia  no  hacia  otra 
cosa  que  restaurar  las  instituciones  anteriores  á  1843,  quitando 
á  las  de  este  año  todo  lo  que  tenian  de  exajerado  en  el  sentido  de 
la  represión.  Las  libertades  públicas  no  dieron  en  realidad  ningún 
nuevo  paso,  i  la  condición  política  del  Ecuador  permaneció  esta- 
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cioDaría,  á  pesar  de  los  esfuerzos  hechos  en  la  contención  por 
algunos  diputados  liberales  i  patriotas.  Uubo,  sin  embargo,  dos 
hechos  notables  en  la  administración  Roca,  i  ocurridos  ambos 
en  1848.  Fué  el  primero  el  establecimiento  del  juicio  por  jura- 
dos para  los  delitos  comunes  :  institución  desconocida  hasta  en- 
tonces en  Hispano-América,  si  no  es  para  los  juicios  por  abuso  de 
la  libertad  de  imprenta.  Fué  el  segundo  el  juicio  de  responsabi- 
lidad, seguido  ante  el  senado  contra  el  presidente  de  la  repú* 
bliea  por  mal  uso  de  facultades  estraordinarias  :  juicio  á  que  se 
sometió  el  acusado  con  resignación  republicana,  i  de  que  salió 
absuelto. 

Debiendo  hacerse  nueva  elección  de  presidente  en  1849,  el 
congreso,  á  quien  tocaba,  no  pudo  convenir  en  el  candidato, 
sino  que  se  halló  dividido  entre  los  señores  M.  Diego  Noboa  i  jene* 
ral  Elizalde,  ninguno  de  los  cuales  reunió  las  dos  terceras  parles 
de  votos  requeridos  para  la  elección.  Encargóse  del  poder  eje* 
culivo  el  vicepresidente,  i  eso  dio  ocasión  á  nuevos  trastornos. 
El  20  de  marzo  de  1850  la  guarnición  de  Guayaquil,  bajo  la  in- 
fluencia del  jeneral  José  M.  Urbina,  se  insurreccionó,  i  proclamó 
jefe  supremo  de  la  república  al  señor  Noboa.  Una  reunión  de  j^a- 
dres  de  familia  segundó  el  movimiento,  que  significaba  el  ani- 
quilamiento de  la  constitución  acordada  en  1846. 

Aunque  la  mayor  parte  de  las  provincias  aceptaron  la  autori* 
dad  de  Noboa,  Cuenca  i  Manabi  proclamaron  á  Elizalde,  i  próxi- 
mos á  combatir  los  dos  partidos,  se  avinieron  en  convocar  á  una 
convención,  la  que  se  reunió  efectivamenle  el  8  de  diciembre  en 
Quito,  i  dio  una  nueva  constitución  en  el  siguiente  año  de  1851. 
Pero  no  llegó  á  plantearse,  con  motivo  de  otra  revolución  militar 
acaudillada  por  el  jeneral  Urbina.  La  convención  habia  elejido 
presidente  á  Noboa ;  pero  Urbina  lo  aprisionó,  i  se  encargó  del 
gobierno,  con  la  denominación  de  jefe  supremo,  anulando  todos 
los  actos  de  la  convención. 

Ésta  continuó  sus  trabajos  en  Guayaquil  en  1852,  bajo  la  nueva 
influencia,  i  después  de  introducir  algunas  reformas  importantes 
en  la  constitución  de  1846,  entre  ellas  la  abolición  de  la  pena 
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capital  por  delitos  políticos,  elijió  á  Urbina  presidente  de  la  re- 
pública. También  se  abolió  entonces  la  esclavitud,  se  mandó 
fundar  escuelas  de  instrucción  primaria  gratuita  en  toda  la  re- 
pública, i  se  espulsó  á  los  jesuitas.  En  el  siguiente  año  se  declaró 
libre  la  navegación  del  Amazonas  i  sus  tributarios  ecuatorianos, 
se  decretó  la  libertad  de  estudios,  i  se  adoptaron  otras  medidas 
que  reflejaban  la  marcha  política  de  Nueva  Granada  en  la  misma 
época.  Porque  Ubina  (ué  á  López  lo  que  Floi*es  babia  sido  á  He^ 
ran;  pero  en  uno  i  otro  caso  las  intituciones  granadinas  eranmás 
liberales  que  las  ecuatorianas. 

A  Urbina  sucedió  constitucionalmcnfe  en  1856  el  jeaeral 
Francisco  Robles,  del  mismo  partido.  Pero  en  1858  i  1859  una 
guerra  con  el  Perú  dio  lugar  á  nuevos  desórdenes.  El  congreso 
del  primer  año  se  disolvió  por  separación  de  la  minoría,  favora- 
ble al  ejecutivo,  que  encontraba  oposición  en  la  mayoría.  Contra 
la  constitución  i  contra  espresas  manifestaciones  del  último 
congreso,  el  presidente  trasladó  el  gobierno  á  Guayaquil  en  i859« 
El  1.^  de  mayo  un  pronunciamiento  civil  en  la  capital  declara 
rota  la  constitución,  desconoce  la  administración  Robles,  i  crea 
un  gobierno  provisorio  compuesto  de  los  señores  Gabriel  Garda 
Moreno,  José  M.  Aviles  i  Rafael  Carvajal.  Pero  Robles  logró  algu- 
nas ventajas  militares  sobre  el  gobierno  revolucionario,  i  reco- 
bró la  capital,  en  la  que  se  instaló  nuevamente. 

Hallándose  de  comandante  jeneral  de  Guayaquil  el  jeneral 
Franco,  i  acudiendo  á  la  ciudad  el  presidente  Robles,  alarmado 
por  una  espansion  de  éste  con  el  jefe  de  la  escuadra  peruana  que 
bloquebea  el  puerto,  Franco  aprisiona  i  espulsa  del  territorio  á 
Robles.  En  seguida  reúne  una  asamblea  que  le  nombra  jefe  su- 
premo civil  i  militar,  en  cuyo  carácter  concluye  sus  arreglos  con 
el  enemigo  que  se  retira,  para  volver  luego  aún  más  reforzado. 

En  el  mes  de  setiembre,  i  á  consecuencia  de  algunos  triunfos 
obtenidos  por  el  señor  Carvajal,  miembro  del  llamado  gobierno 
provisorio,  éste  se  reinstaló  en  Quito,  mientras  Franco  seguía 
mandando  en  Guayaquil,  i  otro  jefe  superior  se  nombraba  en 
Loja.  Llega  el  año  de  1860  i  Franco  termina  malamente  las  cues^ 
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tíones  con  el  Perú,  de  cuyo  gobierno  recibe  ausilios  pecuniarios. 
Con  ellos  mueve  su  fuerzas  hacia  el  interior,  pero  son  vencidas 
en  tres  encuentros.  Tales  triunfos  atraen  al  gobierno  proyisorio 
á  los  disidentes  de  Cuenca  i  Loja. 

Flores,  que  había  regresado  al  país,  toma  partido  con  el  go- 
bierno provisorio  de  Quito ;  i  mandando  sus  tropas,  triunfa  sobre 
las  de  Franco  en  7  de  agosto,  en  Babahoyo,  i  el  24  de  setiem- 
bre se  apodera  de  Guayaquil.  <x  El  gobierno  provisorio  convoca 
inmediatamente  una  convención  nacional  para  el  8  de  enero  de 
1861  en  la  ciudad  de  Quito,  poniendo  en  ejercicio  por  primera 
vez  el  principio  de  la  representación  por  el  censo  de  la  población, 
i  no  el  de  la  igualdad  de  ella  por  distritos,  como  se  habia  estable- 
cido en  1830  (1).  »  Reunida  la  convención,  i  presidida  por  el 
general  Flores,  elijió  de  presidente  interino  de  la  república  al 
señor  Gabriel  García  Moreno,  i  espidiendo  en  10  de  marzo  una 
nueva  constitución  con  el  titulo  de  reforma,  se  reservó  la  facul- 
tad de  elejir  por  primera  vez  el  presidente  i  vice|)residente  de  la 
república  (cuya  elección  ordinaria  se  dejaba  al  pueblo)  temerosa 
sin  duda  de  que  éste  no  coincidiese  con  sus  miras.  La  elección 
de  presidente  propietario  recayó,  como  es  de  suponerse,  en  el 
mismo  individuo  que  la  habia  obtenido  interinamente. 

Faltaban  en  el  Ecuador  las  necesarias  condiciones  para  amar  i 
defender  la  constitución  de  1861,  i  sobre  todo  para  impedir  que 
se  la  cambiase  por  otra  que  retardara  aún  más  su  civilización  po- 
lítica. Faltaba  en  la  jeneralidad,  i  salvas  siempre  escepciones 
mui  honrosas,  el  temple  de  carácter  indispensable  para  impedir 
que  el  pueblo  sea  juguete  de  bastardas  ambiciones.  Así  es  que  la 
paz  i  el  orden,  bajo  el  amparo  de  dicha  constitución,  no  tardaron 
en  turbarse ;  ni  el  jcnio  del  mal,  bajo  la  forma  de  frenesí  domi- 
nador, tardó  en  sobreponerse  á  los  intereses  comunes.  Al  presi- 
dente García  Moreno  habia  sucedido  legalmente  el  señor  Car- 
rion,  hechura  suya,  i  hombre  de  buena  fe,  aunque  no  de  firme 
voluntad,  que  no  pudo  ni  sobrellevar  ni  resistir  la  influencia  del 

(1)    Almanaque  déla  Academia  Nacional  del  Ecuador  para  el  año  del863,páj.  102. 
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primero.  Comprendiendo  que  su  situación  era  insoportable,  re* 
nuncio  la  presidencia,  que  fué  ocupada  por  el  vicepresidente 
doctor  Espinosa.  Era  éste  persona  de  mayor  temple,  i  á  quien  por 
lo  mismo  Garcia  Moreno,  connaturalizado  con  el  mando,  i  coa  el 
mando  discrecional,  no  podia  supeditar  sino  por  las  vias  de  hecho. 

Una  revolución  militar  estalló  en  Guayaquil  en  el  mesde  enero 
de  1 869 ,  i  elevó  al  poder  al  señor  Garcia  Moreno,  cayendo  por  con- 
siguiente todo  el  andamio  constitucional.  Afirmado  en  el  poder, 
á  pesar  de  alguna  resistencia  i  sangre  derramada,  convocó  á  una 
convención  ó  asamblea  constituyente,  que  reunida  en  Quito, 
acordó  en  9  de  junio  una  constitución,  la  cual  se  mandó  ejecutar 
dos  mjeses  después,  ó  sea  el  11  de  agosto.  No  nos  esplicamos  esta 
demora,  sino  por  el  deseo  de  prolongar  el  poder  absoluto  :  el 
nuevo  instrumento  llevaba  señales  inequívocas  de  haber  sido  re- 
dactado, si  no  inmediata  i  enteramente  por  hmano  presidencial^ 
á  lo  menos  por  otra  que  recibiera  sus  inspiraciones.  Aunque  su 
forma  esterior,  digámoslo  asi,  conservaba  semejanza  con  la  an- 
terior constitución,  ella  diferia  sustancialmente  de  este  código,  é 
introdujo  reformas  que  lo  asimilaban  á  la  constitución  de  Chile, 
no  diremos  imitada,  sino  refinada  en  la  del  Ecuador.  Por  los  años 
de  1867  don  Gabriel  Garcia  Moreno  habia  visitado  á  Chile  conmo- 
tivo  de  una  misión  diplomática  (i)  que  ejerció  por  poco  tiempo ; 
i  sin  duda  se  enamoró,  como  todos  los  inclinados  por  la  misma 
senda,  de  las  instituciones  chilenas,  creyendo,  también  como 
otros  que  á  ellas  debia  Chile  su  prosperidad. 

Lo  cierto  es  que  el  código  ecuatoriano  asumió  los  elementos  de 
oligarquía,  de  autocracia  i  de  centralización  que  distinguido  al 
chileno  antes  de  su  reforma  ;  pero  se  impregnó  aún  más  que  él 
de  otros  dos  elementos  retrógrados  :  la  teocracia  ^  que  predomi- 
naba en  la  constitución  del  Ecuador,  como  si  hubiese  salido  del 
Vaticano,  i  el  nacionalismo ^  que  parecia  sumerjido  por  el  primer 
dictador  del  Paraguai.  Mostrábase  la  oligarquía  en  los  requisitos 

(1)  Dijose  entonces  que  habia  sido  solicitada  por  él  para  ponerse  á  salvo  de 
asechanzas  homicidas  en  su  patria.  I  ni  aun  asi  escapó  de  un  ataque  por  ecua- 
torianos en  su  tránsito  por  I  jma. 
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i  larga  duración  (seis  i  nueve  años)  de  los  miembros  del  congreso, 
cuyo  número  dependía  de  actos  lejislativos  ordinarios  (arliculos 
20  i  24) .  Descollaba  la  autocracia  en  la  estension  del  período  pre- 
sidencial (seis  años)  con  permiso  de  reelección  inmediata  una  vez 
más  (art.  56),  i  en  el  estado  de  sitio  ó  facultades  estraordinarias 
por  amenaza  de  ataque  estertor  ó  conmoción  interna,  que  con- 
veriian  al  presidente  en  un  verdadero  dictador  (art.  61).  Veíase 
la  centralización  en  el  menoscabo  que  suíria  el  réjimen  munici- 
pal, casi  anulado  (art.  83).  Asomaba  la  teocracia  en  el  singular 
requisito  de  ser  católico  para  ser  ciudadano  (art.  10),  en  el  jura- 
mento de  profesar  i  protejer  el  catolicismo,  que  debía  prestar  el 
presidente  (art.  58),  en  la  presencia  de  un  eclesiástico  en  el  con- 
sejo de  estado  (art.  69),  i  en  la  mui  notable  declaración  del  ar« 
tfculo  9.^,  concebido  asi :  <x  La  relijionde  la  república  es  la  cató- 
lica, apostólica,  romana,  con  esclusion  de  cualquiera  otra,  i  se 
conservará  siempre  con  los  derechos  i  prerogativas  de  que  debe 
gozar  según  la  lei  de  Dios  i  las  disposiciones  canónicas.  Los  po- 
deres públicos  están  obligados  á  protejerla  i  hacerla  respetar.  » 
Osténtase,  por  último,  el  nacionalismo  en  el  requisito  de  ciuda- 
danía por  nacimiento,  exijido,  no  tan  sólo  para  ejercer  el  poder 
ejecutivo  (como  en  donde  quiera),  sino  para  ser  ministro,  sena- 
dor, consejero  de  estado  i  juez  de  la  corte  suprema  (arts.  21 ,  53, 
63,  69  i  74). 

Según  el  116,  el  presidente  de  la  república  i  los  majistrados 
de  la  corte  suprema,  para  el  primer  período,  debian  ser  elejidos 
por  la  misma  convención  constituyente;  i  es  fácil  colejir  quién 
recibió  la  mayoría,  si  no  fué  la  unanimidad,  de  sufrajios  para  la 
presidencia.  Obtúvola,  pues,  el  señor  García  Moreno,  i  ejercióla 
hasta  el  6  de  agosto  de  1875,  dia  en  que  fué  asesinado  en  Quito 
por  motivos  en  los  agresores,  que  no  están  parece,  bien  averigua- 
'  dos.  Encargóse  del  poderejecutivo,  con  el  título  de  vicepresidente, 
i  en  observancia  del  art.  52  de  la  constitución,  el  ministro  del  in- 
terior, jeneral  F.  J.  Salazar  á  tiempo  que,  no  fallando  sino  vein- 
ticuatro dias  para  terminar  el  período  presidencial,  debia  hacerse 
nueva  elección  de  conformidad  con  el  art.  55.  Ordenóse  así,  i  fué 
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electo  por  una  gran  mayoría  el  doctor  Manuel  Borrero,  candidato 
del  partido  liberal,  en  competencia  con  otros  candidatos,  á  sa- 
ber,  el  mismo  Ticepresidente,  otro  jenercl  i  un  personaje  civil, 
todos  más  ó  menos  conservadores.  Jama»  elección  alguna  fué  ni 
más  libre  ni  más  popular,  i  nunca  ocasión  mejor  para  iniciar  el 
establecimiento  de  un  orden  constitucional  que  satisfaciese  todas 
las  aspiraciones,  como  podría  habei^e  hecho,  aun  sin  perjuicio 
de  las  necesarias  reformas,  con  un  poco  de  patriotismo  i  de  pa- 
ciencia. 

Posesionado  el  señor  Borrero,  recibió  una  solicitud  de  varíos^ 
individuos  coparlidarios,  para  que  convocase  á  una  convención 
destinada  á  reformar  la  constitución  ecuatoriana  :  según  ella,  su 
reforma  debia  hacerse  por  otro  procedimiento  bastante  simple  i 
razonable  (art.  415).  Rehusó  el  presidente  acceder,  fundándose 
en  que  habia  jurado  sostener  la  constitución  vijente,  á  la  cual 
debia  su  elección,  i  ella  no  le  autorízaba  para  tomar  la  medida 
que  se  le  exijia;  Fué  resultado  de  esta  negativa  un  pronunda- 
miento  en  Guayaquil  á  8  de  setiembre  de  1876,  ejecutado  por 
una  junta  popular,  que  presidió  la  municipalidad  del  cantón, 
unida  á  la  guarnición  de  la  plaza,  i  cuyo  programa  era  :  1.^  des- 
conocimiento del  réjimen  constitucional  vijente  desde  1869,  asi 
como  del  gobierno  que  lo  sostenia,  i  restablecimiento  déla  cons- 
titución de  1861 ;  2.^  nombramiento  en  el  jeneral  Ignacio  Teia* 
timilla  de  jefe  supremo  provisario  de  la  república,  con  facultades 
estraordinarias,  i  convocatoria  á  una  convención  constituyente ; 
ante  la  cual  resignaría  el  mando. 

Aceptado  el  cargo  por  el  jeneral  Yeintimilla,  liberal  adversario 
de  García  Moreno,  que  como  tal  habia  vivido  algunos  años  des- 
terrado ó  emigrado  en  el  estranjero,  i  oponiéndose  el  gobierno 
de  Borrero  con  la  fuerza  á  la  insurrección,  vinieron  á  las  manos 
los  dos  ejércitos.  Libráronse  combates  en  los  Molinos  i  en  las  al- 
turas de  Galte,  en  que  triunfó  la  causa  revolucionaria,  i  de  que 
el  segundo,  habido  el  14  de  diciembre,  fué  mui  obstinado.  Con- 
tribuyó no  poco  á  la  victoria  la  presencia  del  antiguo  jeneral 
J.  M.  Urbina,  restituido  también  á  la  patria,  deque  habia  estado 
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largo  tiempo  ausente  como  liberal.  A  fines  del  mes  entró  á  Quito 
el  jefe  supremo  proYÍsorio,  i  prolongó  algo  más  de  lo  conveniente 
su  gobierno  provisorio.  Descontentos  sus  mismos  partidarios, 
convocó  al  fin,  en  setiembre  de  1877,  para  la  convención  acor- 
dada en  el  programa  de  Guayaquil  un  año  antes,  señalándose  el 
26  de  diciembre  para  la  reunión.  Practicábanse  las  elecciones, 
cuando  estalló  en  noviembre  una  rebelión  en  el  norte  de  la  repú- 
blica, encabezada  por  Yepes,  i  ayudada,  según  parece,  por  emi- 
grados colombianos  del  partido  conservador  recien  vencido. 

Tomó  por  bandera  esta  insurrección  el  restablecimiento  del  go- 
bierno de  Borrero,  quien  se  bailaba  situado  en  territorio  colom- 
biano i  á  inmediaciones  de  la  frontera.  Ocupó  Yepes  á  Fulcal  en 
el  mismo  mes ;  i  no  hallando  resistencia,  marchó  sobre  Quito, 
q[ue  atacó  en  la  tarde  del  14.  Un  combate  durante  la  noche,  con 
todos  los  horrores  de  los  que  se  dan  dentro  de  las  poblaciones, 
tuTO  por  resultado  la  completa  derrota  en  la  mañana  siguiente, 
del  ejército  rebelde  por  el  jeneral  Vernaza,  defensor  del  gobierno 
establecido. 

Tememos  que  esta  guerra  haya  dado  lugar  á  posponer  la  re. 
unión  de  la  convención,  que  por  lo  demás,  nada  mejor  podría  ha- 
cer, después  de  elejir  presidente,  que  dejar  en  vigor  la  constitu- 
ción de  1861.  Añada  conducii'á  recomenzar  la  tarea  de  fabricar 
un  nuevo  instrumento,  que  probablemente  no  será  superior  ni 
más  acatado.  Debemos  en  todo  caso  nuestras  observaciones  al  que 
rije  cuando  escribimos ;  bien  que  nadie  haya  hecho  alto  en  que 
el  Ecuador  se  encuentra  bajo  un  réjimen  constitucional,  cómelo 
está  teóricamente,  según  el  acta  de  Guayaquil.  I  esto  mismo  in- 
dica el  respecto  que  se  tiene  por  esos  libros  infortunados ;  piezas 
de  literatura  política,  no  siempre  del  mejor  gusto,  i  tan  eficaces 
á  menudo,  para  los  fines  con  que  se  escriben,  como  si  fuesen  otras 
taotas  novelas. 

No  estará  demás,  para  comprender  mejor  su  naturaleza  i  sus 
efectos,  recordar  un  hecho  conspicuo  en  la  condición  social  del 
Ecuador,  i  que  es  común  á  otras  secciones  sud-^mericanas,  espe- 
cialmente el  Perú.  La  república  está  dividida,  etnográficamente 


504  REPtlBLIGA  DEL  ECUADOR 

hablando,  en  dos  grandes  porciones,  el  litoral  i  la  rejion  andioa. 
tan  diferentes  por  sus  condiciones  topográficas  é  industriales, 
como  por  las  razas  que  las  pueblan  i  su  diverso  grado  de  civili- 
zación. 

Las  tribus  indíjenas  del  litoral  se  hallaron  siempre  en  América 
menos  civilizadas,  pero  más  belicosas  i  enérjicas  que  las  del 
interior.  Su  mezcla  con  la  raza  europea,  i  con  la  africana,  queco 
forma  de  esclavos  no  tardaron  en  introducir  los  españoles  en  las 
costas  ardientes  como  las  del  Ecuador,  formd  esa  raza  híbrida  él 
intelijente  de  zambos  i  mulatos,  que  en  las  parCks  cálidas  de 
Nuevo  Mundo  hacen  la  masa  principal  de  la  población.  Ella  es  la 
base  indispensable  de  la  industria  i  el  mejor  elemento  de  la 
fuerza  armada,  por  su  arrojo,  su  iniciativa  i  su  enérjica  resisten- 
cia á  los  rigores  del  clima. 

Muí  diferentes  de  las  primeras  son  las  tribus  indíjenas  del  inte- 
rior. Aunque  algo  más  civilizadas  que  aquellas  en  la  época  del 
descubrimiento  i  colonización,  han  permanecido  estacionarías. 
Poco  ó  nada  han  recibido  de  la  actividad  i  altivez  de  españoles  i 
africanos,  con  los  cuales  apenas  se  han  mezclado.  Su  número  i 
el  clima  bajo  que  habitan  ha  propendido  á  mantenerlas  en  su 
primitiva  pureza,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  en  su  índole  apática  i  re- 
sistente á  todo  progreso.  Su  entronque  con  la  raza  mongólica  ó 
asiática  del  oriente  esplica  ya  su  ineptitud  para  andar  rápidamente 
por  la  senda  de  la  civilización;  i  el  sistema  colonial,  encaminado 
á  esplotar  más  bien  que  á  civilizar  los  indíjenas  de  América,  agravó 
el  mal  sepultando  á  las  numerosas  tribus  de  las  rejiones  andinas 
en  ese  marasmo  i  abyección  que  las  distingue.  Sus  individuos  son 
hoy  ciudadanos;  pero  fácilmente  se  comprende  que  no  lo  serán 
á  la  manera  de  los  que  habitan  el  litoral. 


EPISODIO  SOBRE  LA  ANTIGUA  COLOMBIA 


No  sabemos  á  punto  fijo  quién  fué  el  primero  que  concibió  la 
dea  de  formar  una  sola  república  de  los  territorios  comprendi- 
dos en  el  vireinato  de  NuoTa  Granada  i  la  capitanía  jeneral  de 
Venezuela,  inclusa  en  el  primero  la  presidencia  de  Quito.  Pero 
desde  1811  aparece  que  se  dieron  algunos  pasos  eu  aquel  senti- 
do ;  i  aún  llegó  á  celebrarse  un  tratado,  á  nombre  de  los  gobier- 
nos establecidos  en  Caracas  i  Bogotá  representado  aquél  por  Ma- 
daríaga  i  hallándose  á  la  cabeza  del  segundo  Jorje  T.  Lozano. 
Quedó,  no  obstante,  sin  efecto ;  i  como  se  fundase  sobre  la  idea 
de  un  sistema  federativo,  no  podia  tampoco  revivir  después  que 
éste  hubo  perdido  terreno  en  la  opinión  de  los  dos  países. 

Sea  como  fuere,  el  pensamiento  subsistió  principalmente  en 
la  cabeza  de  Bolívar,  que  acaso  lo  estimó  más  realizable  cuando 
en  1812  hizo  su  rápida  campaña  de  NucTa  Granada  para  pene- 
trar en  el  siguiente  año  por  el  occidente  de  Venezuela.  En  una 
carta  que,  emigrado  en  Jamaica,  escribía  á  un  caballero  amigo 
suyo  de  la  misma  isla  en  1815,  decía  entre  otras  cosas  impor- 
tantes :  «  La  Nueva  Granada  se  unirá  con  Venezuela,  si  llegan 
á  convenirse  en  formar  una  república  central,  cuya  capital  sea 
Maracaibo,  ó  una  nueva  ciudad  que  con  el  nombre  de  Las  Casas 
(en  honor  de  este  héroe  de  la  filantropía)  se  funde  entre  los  con- 
fines de  ambos  paises  en  el  soberbio  puerto  de  Bahía-honda... 
Esta  nación  se  llamará  Colombia^  como  un  tributo  de  justicia 
i  gratitud  al  descubridor  de  nuestro  hemisferio.  Su  gobierno 
podrá  imitar  al  inglés  :  con  la  diferencia  de  que,  en  lugar  de  un 
reí,  habrá  un  Poder  Ejecutivo  de  elección,  cuando  más  vitalicio. 
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i  jamás  hereditario,  si  se  quiere  república  ;  una  cámara  ó  senado 
lejislativo  hereditario,  que  en  las  tempestades  políticas  se  inter- 
ponga entre  las  olas  populares  i  los  rayos  del  gobierno,  i  un 
cuerpo  lejislativo  de  libre  elección,  sin  otras  restricciones  que 
las  de  la  cámara  baja  de  Inglaterra.  Esta  constitución  partici- 
paría de  todas  las  formas,  i  yo  deseo  que  no  participe  de  todos 
los  vicios.  Como  ésta  es  mi  patria,  tengo  un  derecho  incontes- 
table para  desearle  lo  que  en  mi  opinión  es  mejor.  Es  mui  po- 
sible  que  la  Nueva  Granada  no  convenga  en  el  reconocimiento 
de  un  gobierno  central,  porque  es  en  estremo  adicta  á  la  fede- 
ración ;  i  entonces  formará  por  si  sola  un  estado  que»  si  subsiste, 
podrá  ser  mui  dichoso  por  sus  grandes  recursos  de  todo  jénero. » 

A  estas  dos  ideas  de  Colombia  (formada  de  Nueva  Granada  i 
Venezuela)  i  de  gobierno  unitario  semimonárquico,  fué  BolÍTar 
consecuente  durante  toda  su  vida,  aunque  no  siempre  se  es- 
presara con  la  misma  sinceridad  con  que  lo  hacia  en  la  oca- 
sión que  hemos  citado.  De  acuerdo  con  ellas  i  para  realizarlas, 
convocó  al  congreso  de  Angostura,  reuuido  en  febrero  de  1819, 
hizo  concurrir  á  Zea,  diputado  elejido  por  Casanare,  provincia 
granadina,  como  lo  habian  sido  también  cuatro  granadinos  más 
que  no  concurrieron,  i  presentó  un  proyecto  de  constitución  mui 
semejante  al  que  después  aceptó  la  república  de  Bolivia. 

Sin  perjuicio  de  una  constitución  especial  para  Venezuela  (caso 
que  la  idea  de  Colombia  fracasara),  sancionó  el  congreso  una  lei 
fundamental  de  ésta,  en  que  dándose  como  hecho  cierto  la  volun- 
tad de  Nueva  Granada  para  la  unión,  se  decretaba  allí  mismo 
como  base  de  una  formal  constitución  posterior.  Pero  como  la 
Nueva  Granada  se  hallaba  entonces  casi  por  entero  en  poder  de 
las  armas  españolas,  todo  aquello  no  pasaba  de  una  ficción,  que 
requería  nuevos  actos  para  llegar  á  ser  una  realidad.  Pronto  vino 
á  prepararla  el  memorable  combate  de  Boyacá,  que  en  agosto 
de  aquel  año  dejó  libre  todo  el  centro  del  territorio  granifilino. 
Bolívar,  presidente  á  la  sazón  de  Venezuela,  i  director  de  la 
guerra  en  la  vecina  república,  triunfando  entonces,  adquirió  el 
mejor  titulo  para  quedar,  como  quedó  de  hecho,  i  por  aclama- 
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cion  délos  pueblos,  jefe  supremo  civil  i  militar  de  las  rejiones 
'ibertadas.  En  13  de  setiembre  dio,  con  aprobación  de  lodos  los 
patriotas,  un  decreto  orgánico  de  no  gobierno  provisional  para 
Nueva  Granada,  que  encargaba,  con  el  titulo  de  vicepresidente, 
al  j(*neral  Francisco  de  Paula  Santander,  compañero  suyo  en  la 
famosa  jornada  del  7  de  agosto. 

Quedaba  asi  hecha  la  unión,  i  Colombia  fué  desde  entonces 
una  entidad  verdadera,  más  que  por  las  instituciones  por  el  co- 
mún destino,  la  común  defensa  i  la  común  gratitud  de  los  dos 
pueblos,  qué  Bolívar  redimia  casi  á  un  misir  o  tiempo.  Pero  esa, 
unión,  para  ser  sólida,  necesitaba  de  simpatías  entre  aquéllos, 
voluntad  libre  probada  en  la  paz  como  en  la  guerra,  i  esponta- 
neidad que  resistiese  á  la  ausencia  ó  muerte  del  verdadero  autor 
de  una  fusión  cual  la  de  dos  reinos  bajo  una  sola  corona. 

Ya  para  1821  la  situación  de  Colombia  permitia  reunir  una 
nueva  asamblea  que  la  constituyese  directamente.  Convocada  de 
antemano,  instalóse  en  efecto  el  6  de  mayo  en  la  villa  del  Rosario 
de  Cúcuta,  compuesta  de  eminentes  venezolanos  i  granadinos. 
Discutíase  la  proyectada  constitución,  cuando  en  24  de  junio  Bo- 
lívar i  Páez  aseguraban  en  Carabobo  la  independencia  de  Vene- 
zuela. Un  poco  más  tarde  el  poder  español  desaparecía  en  Carta- 
jena  {i."  de  octubre),  i  Panamá  (28  de  noviembre);  como  quedó 
también  destruido  en  el  Sur  por  los  combates  de  Bombona  (7  de 
marzo  de  1822),  i  Pichincha  (25  de  mayo).  Por  último,  con  la 
rendición  deMaracaibo  en  3  de  agosto  de  1823  i  la  de  Puerto  Ca- 
bello en  8  de  noviembre,  la  cuestión  militar  quedaba  enteramente 
resuelta,  á  tiempo  que  empezaba,  por  decirlo  asi,  la  cuestión 
política  ó  de  organización. 

Menos  aún  que  en  Angostura  prevalecieron  en  el  Rot^ario  de 
Ciicuta  las  ideas  del  Libertador  en  materia  de  constitución,  si 
se  csceptúa  la  cuestión  de  federalismo,  sobre  la  cual  no  hubo 
cambio  alguno  ;  pues  se  habia  propagado  la  noción  de  que  la  re- 
conquista española  en  Venezuela  (1812)  i  en  Nueva  Grana- 
da (1816),  habia  sido  efecto  necesario  de  las  instituciones  fede- 
rales adoptadas  en  ambos  pueblos  desde  sus  primeros  pasos  en 
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la  revolución  para  emdnciparde  de  España.  Dióse,  pues,  una  cons- 
titución unitaria,  pero  en  que  todos  los  funcionarios  eran  elec- 
tivos i  responsables.  A  ella  precedió  una  lei  fundamental,  fecha 
12  de  julio,  que  en  su  esencia  era  una  reproducción  de  la  de  An- 
gostura ,  i  empezaba  por  ratificar  la  unión  de  Nueva  Granada  i 
Venezuela  en  una  sola  república  bajo  el  nombre  de  Colombia. 

Sancionóse  la  constitución  en  30  de  agosto,  i  fué  notable  por 
su  claridad,  escelente  redacción  i  fijeza  de  los  principios  que 
sus  autores  adoptaron.  Bellísimo  era  el  contenido  en  el  art.  2/ : 
«  La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  nación.  Los  majistra- 
dos  i  oficiales  del  gobierno,  investidos  de  cualquiera  especie  de 
autoridad,  son  sus  ajentes  ó  comisarios,  i  responsables  á  ella  de 
su  conducta  pública.  »  He  aquí  un  brevísimo  estracto  de  aquel 
célebre  instrumento.  * 

La  palabra  ciudadano  carece  allí  de  acepción  legal.  Son  co- 
lombianos simplemente  los  nacidos  en  el  territorio,  los  radica* 
dos  al  tiempo  de  la  independencia  que  hayan  sido  fieles  á  ella,  i 
Ips  que  obtengan  carta  de  naturaleza.  Son  sufragantes  parro- 
quiales los  que  tienen  voto  en  las  elecciones  primarias.  Las 
elecciones  son  indirectas,  á  dos  grados ;  i  el  pueblo  no  ejerce  por 
si  mismo  otras  atribuciones  de  la  soberanía  que  el  sufrajio  pri- 
mario. 

Son  requisitos  que  confieren  la  calidad  de  sufragante :  ser 
casado  ó  mayor  de  veintiún  años;  saber  leer  i  escribir  (des- 
de 1840),  i  tener  bienes  raices  por  valor  de  100  pesos,  ó  un  ofi- 
cio que  dé  la  subsistencia.  Piérdese  ó  suspéndese  la  condición 
de  sufragante  por  naturalización  en  país  estranjero,  delito  que 
apareje  pena  corporal,  deuda  al  fisco  i  algunas  oirás  circunstan- 
cias. El  sufragante  vota  para  elector^  que  es  un  ciudadano  más 
calificado,  i  debe  tener  veinticinco  años,  vecindad  en  el  cantón, 
una  propiedad  de  500  pesos  ó  renta  de  300.  Duran  los  elec- 
tores cuatro  años,  i  votan  para  presidente ,  vicepresidente,  se- 
nadores i  representantes. 

Esta  constitución  organiza  fundamentalmente  las  elecciones, 
lo  que  nos  parece  una  precaución  de  grandísima  importancia, 
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que  han  olvidado  muchos  otro8  códigos  de  esta  naturaleza.  Para 
na  aparecer  reglamentarios,  abandonan  del  todo  á  la  leí  un 
asunto  capital,  que  según  la  manera  como  se  organice  puede 
afectar  profundamente  la  esencia  del  gobierno. 

Divídese  el  poder  público  en  lejislativo,  ejecutivo  i  judicial. 
Reside  aquél  en  un  congreso,  el  segundo  en  un  funcionario  de* 
nominado  presidente,  i  el  tercero  en  una  alta  corte  i  otros  tribu- 
nales. 

Esta  división,  i  la  del  territorio  en  departamentos,  cantones  i 
distritos  parroquiales,  venían  hechas  desde  la  lei  fundamental. 
Consta  el  congreso  ile  dos  cámaras,  senado  i  cámara  de  repre* 
sentantes.  Cada  departamento  elije  cuatro  senadores,  que  duran 
ocho  años,  i  se  turnan  por  mitad  cada  cuatro.  Requiérese  para 
la  senatura  treinta  años  de  edad,  naturaleza  ó  vecindad  en  el 
departamento,  tres  años  de  residencia  en  la  república,  i  una  pro- 
piedad de  valor  de  4.000  pesos  ó  renta  de  500.  Elijese  á  los  re- 
presentantes por  provincias  sobre  la  base  de  uno  por  cada 
30.000  habitantes.  Deben  ser  naturales  ó  vecinos  de  la  provin- 
cia, tener  dos  años  de  residencia  en  la  república,  poseer  una 
propiedad  raiz,  valor  de  2.000  pesos,  ó  renta  de  500,  i  en  de* 
fecto  de  ambas  ser  profesor  de  alguna  ciencia.  Permanecen  cua- 
tro  años  en  su  empleo.  No  pueden  ser  elejidos  senadores  ó  repre- 
sentantes los  principales  empleados  del  orden  ejecutivo  i  del 
judicial ;  ni  pueden  aquéllos,  mientras  conserven  su  puesto  en 
la  respectiva  cámara,  obtener  empleo  del  poder  ejecutivo.  Las 
cámaras  no  se  juntan  en  un  solo  cuerpo,  sino  para  escrutinios  i 
elecciones,  nunca  para  lejislar. 

Dura  el  presidente  cuatro  años,  i  puede  ser  reclejido  por  otros 
cuatro,  i  no  más.  Su  elección  se  hace  por  los  dos  tercios  de  votos 
de  los  electores,  i  si  no  con(!urren  en  un  candidato,  el  congreso 
escoje  por  la  misma  mayoría  entre  los  tres  candidatos  más  favore- 
cidos. Sistema  erróneo,  que  puede  hacer  la  elección  con  per- 
juicio del  que  ha  tenido  la  mayoría  absoluta  de  los  electores,  mu* 
cho  más  respetable  para  el  caso  que  la  de  dos  tercios  del  con- 
greso. 
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El  presidente  es  responsable  ante  el  senado,  previa  acusación 
de  la  cámara  de  represenlantes,  por  las  faltas  que  no  lienen  pena 
formal,  i  para  el  efecto  de  suspensión  ó  destitución.  Por  delitos 
oficiales  lo  es  ante  la  alta  corte^  previa  suspensión  del  senado. 

En  los  casos  de  conmoción  interior  á  mano  armada,  i  en  los 
de  invasión  esterior  repentina,  podia  el  presidente,  según  el 
artículo  128,  dictar  todas  aquellas  medidas  estraordinarias  que 
fuesen  indispensables  i  que  no  estuviesen  en  la  esfera  natural 
de  sus  atribuciones,  previo  acuerdo  del  congreso  si  estaba  reuni- 
do, ó  convocándolo,  si  no  lo  estuviese,  para  tomar  su  concepto 
sin  perjuicio  de  usar  de  la  facultad. 

Compónese  la  alta  corle  de  cinco  majistrados,  que  deben  ser 
abogados  recibidos  i  tener  treinta  años  de  edad.  Nómbranse  ellos 
por  la  cámara  de  representantes,  á  propuesta  en  tema  del  poder 
ejecutivo. 

Muí  lacónica  sobre  réjimen  interior,  solo  menciona  á  los  ajen- 
tes  políticos  del  poder  ejecutivo,  para  decir  que  son  de  su  libre 
nombramiento ;  i  declara  que  «  subsisten  los  cabildos  i  muni- 
cipalidades de  los  cantones,  »  cuya  organización  i  atribuciones 
reserva  enteramente  á  la  lei.  En  las  disposiciones  jencrales  se 
contienen  muchas  i  buenas  garantías,  tanto  individuales  como 
públicas.  Quedan  pendientes  de  la  lei  constitucionalmeote,  i  de 
hecho  lo  quedaron  también  de  la  costumbre  i  de  la  buena  volun- 
tad de  los  funcionarios  guardianes  de  tales  derechos. 

En  punto  á  reforma,  podia  ejecutarse  parcialmente  por  el  voto 
de  los  dos  tercios  de  las  cámaras  lejislalivas,  repitiéndose  la  di^ 
cusion  i  votación  después  de  renovada  por  lo  menos  la  mitad  de 
cada  una.  Diez  años  después  de  su  fecha  (ó  sea  en  1831)  podia 
^revisarse  por  una  convención  autorizada  para  una  reforma  total. 

El  mismo  congreso  elijió  de  presidente  al  jeneral  Bolívar,  i 
de  vicepresidente  al  jeneral  Santander.  Por  decreto  de  9  de 
octubre  dio  grandes  i  estraordinarias  autorizaciones  al  primero, 
las  cuales  fueron  aumentadas,  si  cabe,  por  la  lejislatura  de  1824 
en  su  famosa  lei  de  28  de  julio.  Tanta  era  la  influencia  del  Li* 
bertador,  i  tanta  la  confianza  en  él  depositada  entonces,  que  no 
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se  temió  ó  no  pudo  evitarse  la  creación  de  una  dictatura  disfra- 
zada^ [M^ecursora  de  la  que  abiertamente  vendría  poco  después. 
— Bolivar  había  manifestado  deseo  de  no  ejercer  la  presidencia, 
i  tanto  en  1821 1  como  áotes  i  después,  renunció  repetidas  veces 
un  nombramiento  que  se  creia  indispensable  por  la  jeneralidad 
de  los  ciudadanos.  Sus  adversarios  nunca  creyeron  que  hubiera 
sinceridad  en  tales  renuncias.  Pero  es  admirable  la  exactitud 
con  que  se  juzgaba  él  miraio  en  ciertas  ocasiones.  Asi,  por  ejem- 
plo, al  tomar  posesión  de  la  presidencia  en  la  villa  del  Rosario 
de  Gúcuta,  á  donde  se  traslado  con  ese  solo  objeto,  decia  en  su 
discurso  inaugural :  a  La  espada  que  ha  gobernado  á  Colombia 
no  es  la  balanza  de  Astrea,  es  un  azote  del  jenío  del  mal  que 
algunas  veces  el  cielo  deja  caer  sobre  la  tierra  para  castigo  de  los 
tiranos  i  escarmiento  de  los  pueblos.  E^ta  espada  no  puede  servir 
de  nada  en  el  dia  de  la  paz,  i  éste  debe  ser  el  último  de  mi  podei; ; 
porque  asi  lo  he  jurado  para  mi,  porque  lo  he  prometido  á  Co- 
lombia, i  porque  no  puede  haber  república  donde  el  pueblo  no 
ésta  seguro  del  ejercicio  de  sus  propias  facultades.  Un  hombre 
como  yo  es  un  ciudadano  peligroso  en  un  gobierno  popular  :  es 
una  amenaza  inmediata  á  la  soberanía  nacional.  Yo  quiero  ser 
ciudadano,  para  ser  libre  i  para  que  todos  lo  sean.  Prefiero  el 
titulo  de  ciudadano  al  de  Libertador ;  porque  éste  emana  de  la 
guerra,  aquel  emana  de  las  leyes.  Cambiadme,  señor,  todos  mis 
dictados  por  el  de  biien  ciudadano.  » 

Acaso  noialtaba  sinceridad  en  aquellas  observaciones ;  pero  se 
fundaban  en  el  sistema  de  gobierno  adoptado,  que  no  era  cierta* 
mente  conforme  á  las  ideas  de  Bolívar.  Por  lo  demás,  las  institu- 
ciones colombianas  no  pudieron  arraigar,  i  pronto  cayeron  en  el 
más  completo  descrédito.  Ausente  Bolívar  en  el  Perú  desde  1824, 
i  aun  antes  con'  motivo  de  su  separación  de  la  capital  para  seguir 
la  campana  del  Sur,  liabia  quedado  ejerciendo  el  gobierno  el 
vicepresidente  Santander,  hombre  de  administración  i  adicto  á 
la  observancia  de  las  leyes.  No  tardaron  en  dibujarse  los  dos 
grandes  partidos  que  tanto  ajilaron  á  Colombia,  i  cuya  encami- 
lada  lucha  aceleró  la  disolución  de  aquel  enjendro,  propio  quizá 
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para  las  necesidades  de  ia  guerra,  pero  inadecuado  para  los  tiem- 
pos de  paz.  Los  liberalesy  encabezados  por  Santander»  querían 
descentralización  del  gobierno  i  restricción  en  el  ejercicio  del 
poder  ejecut¡?o,  al  mismo  tiempo  que  desconfiaban  de  Bolivar. 
Afectos  á  la  persona  de  éste,  los  bolivianos  le  habian  identifi- 
cado con  la  idea  de  la  patria,  pretendían  que  se  mantuviese 
siempre  á  la  cabeza  del  gobierno,  i  propendian  á  ensanchar  todo 
lo  posible  su  autoridad. 

Pero  estos  dos  partidos,  que  en  su  esencia  eran  el  partido 
popular  i  el  partido  autoritario  de' todos  los  países  donde  se 
discuten  las  cuestiones  políticas,  no  tomaron  su  forma  ni  osten- 
taron claramente  sus  principios  sino  de  1826  en  adelante.  Dos 
hechos  presentaron  la  ocasión  para  que  esos  partidos  se  mostra- 
sen en  toda  su  desnudez  i  en  todo  su  antagonismo.  Fué  el  pri- 
mero la  efervescencia  producida  en  Venezuela  en  abril  de  aquel 
año,  con  motivo  de  una  acusación  admitida  en  el  senado  de  la 
república  contra  el  jeneral  Páez,  jefe  militar  de  dos  importantes 
departamentos  en  aquella  sección,  por  haber  causado  ciertas 
vejaciones  al  ejecutar  una  lei  sobre  milicias.  Llamado  á  compa- 
recer ante  el  senado,  las  municipalidades  de  Valencia  i  Caracas, 
los  militares  i  los  mas  adictos  amigos  del  personaje  acusado,  se 
opusieron  á  su  marcha,  llegaron  á  pronunciarse  por  la  separación 
de  Venezuela  de)  resto  de  Colombia,  i  él  tuvo  la  debilidad  de  pres- 
tarse á  tales  exijencias.  Ese  error,  que  lamentó  más  tarde,  alarmó 
grandemente  á  los  partidarios  del  poder  civil,  que  comenzaron 
á  temer  la  ruina  de  las  instituciones.  Llamado  Bolívar  oonur- 
jencia  para  que  tranquilizase  los  espíritus  jeneralmente  exacer- 
bados, volvió  del  Perú,  i  pasando  rápidamente  por  Bogotá,  en 
noviembre  llega  á  Venezuela,  donde  conjura  con  un  abrazo  i 
una  amnistía  la  rebelión  naciente. 

El  otro  hecho  de  que  hablábamos  fué  la  recomendación  que 
el  libertador  hizo  para  Colombia  de  la  constitución  que  él  habia 
redactado  para  Bolivia,  i  que,  aceptada  por  esta  república,  hizo 
adoptar  en  el  Perú.  Como  puede  imajinarse,  sus  adeptos  acojie- 
ron  con  entusiasmo  un  pensamiento  que  tan  apto  era  para  reali* 
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zar  lafl  miras  políticas  del  partido.  Viniendo  el  coniajio  del  Alto 
i  Bajo  Perú»  supeditados  por  Bolívar,  prendió  ante  todo  en  el 
sur  de  Colombia.  «  Guayaquil,  que  encerraba  bastantes  elemen- 
tos de  disociación,  abrió  el  28  de  agosto  una  nueva  brecha  á  la 
tranquilidad  del  país.  Una  junta  jeneral,  compuesta  del  cabildo 
i  demás  autoridades,  tanto  civiles  como  militares,  declaró  que  la 
república  estaba  en  disolución,  sin  que  hubiera  un  partido  que 
pudiera  llamarse  nacional,  i  que  aquél  pueblo,  reasumiendo  su 
derecho  de  soberanía  primitiva,  consignaba  su  ejercicio  en  manos 
de  Bolívar,  á  quien  autorizaba  para  reunir  (cuando  por  conve- 
niente lo  tuviera)  la  gran  convención  colombiana  que  debia  lijar 
definitivamente  el  sistema  de  la  república,  bien  entendido  que 
desde  entonces  se  pronunciaba  aquel  departamento  por  el  código 
boliviano  (1).  »  A  semejanza  de  éstas  se  estendieron  otras  mu- 
chas actas  por  los  cabildos  ;  bien  que  no  pocos  se  pronunciaron 
también  por  la  constitución  i  el  gobierno  que  ella  habia  estable- 
cido. Algunos  reformadores  antibolivianos  se  avanzaron,  princi- 
palmente en  Venezuela,  á  proponer  la  adopción  del  sistema  fede- 
ral i  la  pronta  reunión  del  congreso  constituyente.  En  una  sola 
cosa  estaban  de  acuerdo  todas  las  opiniones,  i  era  la  necesidad 
de  reformar  la  constitución  de  1821,  ya  para  entonces  casi  anu- 
lada, i  sostenida  apenas  nominalmente  por  la  administración  de 
Santander. 

Grecia  la  desconfianza  cop  que  los  liberales  miraban  las  ideas 
del  libertador  i  la  actitud  de  sus  más  fervorosos  adictos.  Sobre 
los  planes  empero  del  mismo  Bolívar,  estamos  de  acuerdo  con 
el  siguiente  juicio  de  los  historiadores  de  Venezuela  :  c<  El  pro- 
yecto verdadero,  el  único  que  con  relación  á  mando  público  con- 
cibiese alguna  vez  el  libertador,  fué  rejír  el  gobierno  jeneral  de 
una  confederación  entre  Golombia,  Perú  i  Bolivia,  en  calidad  de 
presidente  vitalicio.  En  prueba  de  ello  diremos  que  con  ins- 
trucciones i  autorización  suficientes  del  consejo  de  gobierno  del 
Perú,  celebró  el  Dr.  Ignacio  Ortiz  de  Ceballos  un  tratado  decon- 

(i)    Barall  i  Díaz,  ñaioria  de  Venezuela,  t.  U,  páj.  146. 
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federación  entre  at]uella  repúblko  i  BolÍTÍa«  qUe  por  porto  de 
ésta  firmaron  el  coronel  Facundo  Infante^  minialrD  de  relaciones 
esteriores^  i  el  Dr.  Manuel  UrcuUu,  diputado  en  el  congreso  cons- 
tituyente; Eran  los  principales  artículos  acordados^  la  liga  de  los 
dos  puebloa,  bajo  el  título  de  Confederación  üolÍTÍana»  i  la  presi- 
dencia Buprenia  i  titalicia  del  libertador^  á  quien  se  alitoritaba 
para  designar  el  lugar  de  la  reunión  de  la  prihiorA  ttaaiüblea  jti- 
neraU  i  para  nombittr  le  peraona  que  deblá  sucéderie  en  la  pre- 
sidencia de  la  confederación,  con  acuerdo  dét  congreso.  El  a^ 
tículo  15  de  esté  tratddo  ordenaba»  que%  rAtificadoque  Alera  por 
los  gobieitios  del  PerA  i  de  Bolivia^  se  nombraridu  ministros  ple- 
nipotenciarios cenia  del  gobiemio  do  Golonibia  para  negociar  sa 
accesión  ál  pacto  (tedersl^  i  caso  quo  por  parte  de  dichs  repú- 
blica se  propusiesen  algunas  modiñcaciones  que  no  variasen  la 
esencia  del  tratado,  se  procediese^  sin  embargo,  i  la  instákeiotí 
del  congreso  federal,  que  arreglaría  defibiliTamente  las  bases  de 
la  liga,  con  tal  que  los  díptttAdos  de  los  estados  [besen  numérica- 
mente iguales^  i  que  el  libertador  l\iese  el  primer  Jefe  de  Is  eoa- 
federaiéion  i  desempeñase  por  si  las  atribuciones  que  le  habisn 
sido  concedidas;  El  tratado  fué  eelebradio  (en  Ghuquisabs)  el 
16  de  novíembrti  de  1826.  »  Peh)  no  llegA  á  adelantar  gran  txm 
este  pensamiento,  con  motivo  de  loa  cambios  que  sobrevinieron 
poco  después  en  elP  erú,  i  de  las  crecientes  aj ilaciones  que  pre- 
paraban la  disolución  de  Colombia. 

Sin  embargo,  pñfécé  que  Uo  se  abandonó  eutei-amante  por  el 
libertador,  si  hemos  de  creer  lo  quc  decían  sus  adversario».  Uai 
Casi  certidumbi'O  de  que  la  propuesta  confederación,  llamada  de 
los  Andé9y  sé  formarla  de  siete  estados,  dividiéndose  Colombia 
en  cuatro  i  el  Perú  en  dos,  f  entrando  Bolivia  Como  uno  sólo. 
Cada  estado  sería  rejido  por  un  presidente  vitalicio  bajo  la  consti- 
tución boliviana,  i  la  confederación  [^or  el  libertador,  quien  a 
su  muerte  designarla  sucesor  en  el  mando.  No  dejan  de  pres- 
tarse  como  indicios  para  acreditar  la  iiealidad  de  aquel  plan  los 
dos  hechos  que  vamos  á  esponer.  Primero,  la  división  hecha  del 
territorio  de  Colombia  en  cuatro  distritos  militares^  á  saber,  del 
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Sur»  al  mando  del  jenerai  Flores;  de  Venesuela^  encargado  á  Páez; 
del  centro>  que  dirijia  Urdanetai  Rafael;  i  el  del  ZuHa,  Magda** 
lena  é  ktmo,  rejido  pot  el  jenerai  Mariano  Montilla.  Todos  estos 
jeneraleS)  fntimos  amigos  personales  i  políticos  del  Libertador, 
eran  jefes  superiores  en  lo  citil  i  militar,  i  la  división,  hecha 
gradualmente  por  decretos  espedidos  de  1826  á  1828,  indicaba 
la  designación  de  los  futuros  estados  colombianos.  Segundo 
hecho ;  la  realiaacion  de  la  confederación  Perú-Boliviana  en  1855 
pof  el  jenerai  Santacruz,  á  quien  Bolívar  dejó  encargado  del  go- 
bierno del  Perú  á  su  salida  en  1826 ;  siendo  de  notar,  que  esta 
conf<ederacion  se  componía  de  los  consabidos  tres  estados  que 
habrían  de  entrar  en  la  de  los  Andes,  i  que  los  principios  que  la 
rejian  eran  del  todo  análogos  á  los  de  la  proyectada  en  Ghu« 
quisa  ca. 

Por  su  parte  loa  liberales  deseaban  contraresiar  estos  planes, 
que  en  su  concepto,  preparaban  oí  advenimiento  del  despotismo, 
i  en  esa  disposición  se  hallaban  los  ánimos  al  reunirse  en  2  de 
mayo  el  congreso  de  1827.  Su  mayoría  ñié  liberal,  i  por  tanto, 
oposicionista  á  Bolívar,  pero  con  la  moderación  que  pedia  su  in- 
fluencia todavía  mui  grande.  Ante  él  hizo  el  Libertador  una  de 
esas  frecuenles  renuncias,  que  acaso  no  tenian  por  objeto  sino 
tantear  el  grado  de  su  popularidad ;  i  á  fe  que  en  la  presente 
ocasión  debió  notar  que  declinaba,  pues  hubo  veinticuatro  votos 
por  lá  admisión,  mientras  que  sólo  cualro  se  dieron  por  la  del 
vicepresidente  Santander.  Aquí  empezó  probablemente  á  funcio- 
nar el  amor  propio  en  el  espíritu  de  Bolívar,  i  tan  peligí  oso  con- 
sejero le  hizo  mantenerse  en  el  poder,  no  obstante  aquella  pri- 
mera indicación  de  que  la  estrella  del  favor  público  se  eclipsaba 
para  el  guerrero  convertido  en  administrador. 

Do  acuerdo  todo  el  mundo  en  la  necesidad  i  urjencia  de  reto- 
car el  código  político  vijente,  dio  el  congreso  en  3  de  agosto  una 
lei,  en  que,  interpretando  el  art.  191  de  la  constitución,  se  de- 
claró autorizado  para  convocar  antes  de  los  diez  años  allí  pres- 
critos la  convención  que  podia  reformarla ;  i  asi  lo  hizo,  seña- 
lando la  ciudad  de  Ocaña  como  el  lugar  i  el  2  de  marzo  de  1828 
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como  la  fecha  en  que  debia  reuoii  se.  Varias  disposiciones  de  este 
congreso  tuvieron  por  objeto  regularizar  la  administración  i  mo- 
derar ei  uso  de  las  tremendas  facultades  estraordinarias  con  que 
se  había  desnaturalizado  completamente  el  sistema  republicano. 
Pero  el  mal  habia  echado  ya  hondas  raices,  i  pedia  otra  ciase  de 
remedio. 

En  febrero  de  1 828  proyectó  el  libertador  un  viaje  á  Tene- 
zuela,  i  por  decretos  de  entonces,  no  sólo  se  invistió  délas  con- 
sabidas facultades  estraordinarias,  sino  que  dándoles  latísima 
aplicación,  dejó  encargado  del  gobierno  durante  su  ausencia  de 
la  capital  al  consejo  de  gobierno,  lo  que  implicaba  una  destitu- 
ción del  vicepresidente  de  la  república,  jeneral  Santander.  Aun- 
que emprendió  su  marcha,  nunca  pasó  de  Bucaramanga,  ciudad 
situada  á  pocas  leguas  de  Ocaña,  en  donde  debia  instalarse  la 
gran  convención,  que  en  efecto  abrió  sus  sesiones  en  9  de  abril 
con  64  miembros  de  los  108  qué  correspondían. 

Resultaba  de  las  elecciones  una  mayoría  adversa  á  los  boli- 
vianos ;  i  apenas  se  tuvo  de  ello  conocimiento,  empezaron  éstos  á 
promover  actas  de  cabildos,  corporaciones  i  ciudadanos,  contra 
la  idea  de  reconstituir  el  país  por  medio  de  una  convención,  i 
confiriendo  el  poder  absoluto  á  la  persona  del  Libertador.  «  Cru- 
zábanse por  plazas,  calles  i  caminos  hombres  destinados  á  reco- 
jer  firmas  i  á  conducir  minutas  de  pronunciamientos.  Yiéronse 
muchos  ciudadanos  de  crédito  i  notabilidad  tomar  distintas  califi- 
caciones para  poder  suscribir  á  un  tiempo  distintas  actas. 
No  hubo,  en  ñn,  ninguna  estravagancia,  por  necia  que  fuese,  que 
no  se  consignase  en  aquél  repertorio  de  disparatada  adulación, 
óuya  uniformidad  seria  inverosímil  si  no  se  supiese  haber  sido 
compilado  por  unas  solas  manos.  Vacila  el  discurso  en  decidir, 
al  contemplar  aquellos  monumentos  de  la  humana  flaqueza,  si 
fué  mayor  la  de  los  que  erijieron  altares  á  Bolívar,  ó  la  de  este 
hombre  eminente  en  agradecer  tan  odiosas  i  punibles  adora- 
ciones (1).  » 

(1)    Baralt  i  Diai,  t.  II,  pi¡.  225. 
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Como  se  ve,  la  lucha  estaba  empeñada  entre  los  liberales  en 
mayoría  i  ios  bolivianos  apoyados  en  el  poder  militar.  La  atmós- 
fera de  la  convención  anunciaba  tempestad.  «  Una  resolución  d 
i  6  de  abril,  declarando  urjente  la  reforma  de  la  constitución  de 
Cúcuta,  fué  uno  de  los  primeros  actos  de  la  asamblea  constitu- 
yente, i  el  único  de  importancia  en  que  todos  sus  miembros  es- 
tuvieron de  acuerdo  ;  porque  desde  mui  temprano  se  manifestó 
entre  ellos  desunión  i  guerra,  i  de  parte  de  la  mayoría  del 
cuerpo  celos  i  desconfianza  hacia  Bolívar  (1).  » 

Trabajando  con  tesón,  la  comisión  respectiva  presentó  en  21 
de  mayo  el  proyecto  de  constitución  que  hubiera  de  discutirse. 
Formado  sobre  la  estructura  de  la  constitución  anterior,  entra- 
ñaba algunas  reformas  esenciales,  que  versaban  :  1  .^  sobre  la 
división  territorial  i  el  gobierno  propio  de  las  secciones  ;  pues, 
se  prevenía  que  los  departamentos  no  serian  menos  de  veinte 
en  número,  i  que  en  cada  uno  de  ellos  habría  una  asamblea  ó 
lejislatura  encargada  de  estatuir  sobre  los  objetos  de  interés  de- 
partamental ;  2.^  sobre  la  administración  política  de  las  mismas 
secciones,  pues  los  prefectos  ó  jefes  departamentales  deberían 
ser  nombrados  por  el  ejecutivo,  ¿  propuesta  en  terna  de  las 
asambleas  ;  5.^  sobre  la  duración  i  atribuciones  del  presidente; 
pues  no  se  admitía  la  reelección,  i  las  facultades  estraordinarias 
se  restrinjan  ;  4.^  sobre  el  poder  judicial,  cuyos  miembros  eran 
temporales  i  no  recibían  su  nombramiento  del  poder  ejecutivo ; 
5.^  finalmente,  sobre  la  fuerza  pública  i  el  tesoro,  pues  tanto 
aquélla  como  las  rentas  i  gastos  debian  ser  decretados  anual- 
mente por  la  leí. 

Combatido  este  proyecto  por  los  bolivianos,  creyeron  nece- 
sario oponerle  otro,  que  conservando  también  la  forma  de  la 
constitución  de  Cúcuta,  diferia  no  poco,  tanto  de  ella  como  del 
primer  proyecto.  Serian  sólo  catorce  los  departamentos;  las 
asambleas  departamentales  quedaban  reducidas  á  simples  juntas 
administrativas,  cuyos  actos  no  eran  exequibles  sin  previa  apro- 

(1)    Los  mismos,  péj.  227. 
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bacion  auperior  ;  las  objeciones  del  ejecutivo  i  loa  proyeetes  de 
leí  dejaban  éstos  pendientes,  como  en  el  BrasiK  durante  dos 
lejislaturas  consecutivas ;  nombraba  el  presidente  por  si  sólo  á 
todos  los  empleados  de  su  ramo  i  del  judicial  s  i  se  detemiina- 
ban  las  facultades  estraordinurias  de  que  podría  hacer  uso  aquél 
durante  la  clausura  del  congreso,  quien  podia  variarlas  ó  esta^v* 
derlas  temporalmente  según  las  oircunatapcias.  Por  último,  ^aba 
en  ocho  años  la  duración  del  presidente;  i  como  guardase  Mtur 
cío  sobre  su  reelección^  era  claro  que  no  se  hallaba  prohibida  ni 
limitada. 

Después  de  muchas  é  inútiles  discusiones,  grandes  reyertas  é 
inculpaciones  recíprocas,  convencidos  los  bolivianos  de  que  oo 
podían  hacer  triunfar  sus  opiniones,  i  quoriendo  también  burlar 
el  triunfo  necesario  de  sus  oponentes  en  mayoría,  resolvieron 
abandonar  su  puesto  para  no  consagrar  con  su  presencia  lo  que 
llamaban  en  éstos  «  obra  de  las  pasiones.»  Así  lo  declararon  ofir 
cialmenle  en  cuerpo  en  6  de  junio,  dia  en  que  se  despidieron,  i 
así  lo  consumaron  en  10  del  mismo,  saliendo  de  OoaAa  para  no 
dejar  ni  esperanza  al  espíritu  de  oonoiliacion. 

A  contar  desde  entónoes,  ya  no  hubo  velo  ni  limita  á  lai 
pretensiones  de  los  bolivianos.  Volvieron  las  actas  i  pronuncia* 
mientos  para  la  creación  de  un  gobierno  absoluto  en  manos  de 
Bolívar.  De  regreso  á  la  capital,  el Liberíador  inició  la  obrada 
la  dictatura  ejerciéndola  de  heeho,  i  decretándola  formalmente 
por  decreto  de  26  de  setiembre,  ó  sea,  al  dia  siguiente  de  aquélla 
famosa  conspiración  que,  aunque  np  fatal  para  su  vida,  debió 
enst^ñarle  hasta  dónde  había  perdido  en  el  afecto  de  s(|s  eon- 
ciudadanos.  Viendo,  empero,  que  su  situación  se  hacia  cada  vez 
más  violenta,  i  esperando  acaso  ^^lejor  éxito  de  nuevas  eleccie- 
iies,  convocó  para  oiro  cohgr^so  constituyente,  que  debería  re- 
unirse en  Bogotá  el  2  de  enero  de  183U,  en  tanto  que  ejercía  un 
poder  absoluto,  reproducido  por  sus  seides  en  los  dojiartammios, 
donde  no  habii  segm idad  para  nadie  que  fuese  reputado  adverso 
á  semejante  sistema  político-militar. 

Para  coronar  la  serie  de  absurdos  proyectos  que  los  bolivianos 
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difleurpíeron  eu  aquella  época,  llegaron  á  eoncebir  el  de  un 
monarquía,  cuyo  primer  soberano  seria  el  Libertador  con  este 
sólo  titulo,  i  en  que  seguiría  como  sucesor,  después  de  su 
muerte,  un  principe  do  alguna  dinastiajeuropea.  Mucho  se 
avaqzó  en  este  plan  por  el  consejo  de  gobierno  en  setiembre  de 
1830,  mientras  Bolívar  se  hallaba  ausente  en  el  Sur  con  motivo 
de  la  guerra  entre  el  Perú  i  Colombia.  Todo  hace  presumir  que 
el  gobierno  francés,  ó  á  lo  menos  su  representante,  Mr.  Breasen, 
apoyaban  este  delirio ;  pero  no  hai  datos  que  persuadan  ni  pro- 
habilidad de  que  el  mismo  Bolívar  lo  aprobase.  Siempre  rechazó 
la  imputación ;  i  en  efecto,  ¿qué  le  importaba  personalmente 
una  forma  de  gobierno,  que  en  nada  hubiera  aumentada  su  auto- 
ridad, i  que  no  habría  podido  aprovechar  su  descendencia  de  que 
carecia  9  Un  poder  disen^oional  i  vitslioio  fué  toda  su  aspiración, 
i  en  verdad  que  no  era  pooa. 

Por  una  estrafta  aberración,  al  convocar  para  el  nuevo  con- 
greso autoríió  Bolívar  á  los  pueblos  para  manifestar  francamente 
sus  opiniones  sobre  la  situación,  i  sobre  la  organización  futura 
de  Colombia.  Muchas  i  mui  contradictorias  fueron  esas  manifes- 
taciones ;  pero  la  más  notable  fué  la  de  los  departamentos  de 
Venezuela,  que  desde  24  de  noviembre  en  adelante  se  pronun- 
ciaron abiertamente  por  la  separación  i  formación  aparle  de  un 
nuevo  estado  mientras  el  Libertador  pisase  el  territorio  de  Co- 
lombia. Fué  tal  la  popularidad  de  semejante  concepto,  que  nada 
pudo  contrarestarlo,  ni  aun  la  influencia  de  Páez,  que  parece 
haberlo  combatido  mientras  tuvo  esperanza  do  destruir  sus  eft  c- 
tos.  Convencido  al  fin  de  lo  contrario,  aceptó  la  dirección  del 
movimiento,  i  convocó  á  un  congreso  constituyente  venezolano, 
que  reunido  en  6  de  mayo  de  1850,  constituyó  en  setiembre  la 
república  de  Venezuela^  como  estado  independiente: 

Entre  tanto,  el  congreso  de  Colombia,  á  llamamiento  de  sus 
miembros,  habia  sido  instalado^por  Bolívar  en  Bogotá  el  20  de 
enero  de  aquel  año.  Aunque  admirable,  según  la  espresion  del 
libertador,  para  realizar  sus  miras,  tuvo  que  cejar  en  vista  de  los 
acontecimientos  de  Venezuela,  que  pensó  contener  apresuran- 
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dose  á  dar,  como  dio  el  29  de  abril,  una  constilucion,  que  puede 
pasar  por  liberal,  atendidos  los  autores  i  los  antecedentes.  Por  su 
parte  Bolívar,  Ueno  del  mismo  espíritu,  renunció  decididamente 
la  presidencia  desde  el  dia  en  que  instaló  el  congreso,  i  de  tal 
modo  insistió  en  ello,  que  éste  tuvo  que  aceptar  la  renuncia  para 
después  de  espedida  la  constitución  i  hecha  la  elección  de  nuevos 
funcionarios  superiores.  Recayó é>ta  en  el  señor  Joaquin Mosquera 
para  presidente,  i  el  jeneral  Domingo  Caicedo  para  vicepresi- 
dente ;  i  retirado  Bolívar  de  los  negocios  públicos  desde  el  2  de 
marzo,  emprendió  viaje  para  Europa  el  8  de  mayo,  por  la  via  de 
Cailajena,  en  donde  se  detuvo.  Tres  dias  después  el  cougreso 
constituyente  cerraba  sus  sesiones,  no  sin  haber  nombrado  una 
comisión  que  presentase  la  nueva  constitución  á  los  pueblos  de 
Venezuela,  como  lo  hizo  sin  ningún  resultado  satisfactorio. 

Luego  que  se  supo  en  Quito  la  intención  manifiesta  del  Liber- 
tador de  ausentarse  del  país,  reunióse  en  1 3  de  mayo  una  junta 
de  autoridades  i  jente  principal,  que  terminó  por  un  pronuncia- 
miento en  favor  de  la  independencia  de  los  departamentos  del 
sur,  á  saber,  Quito,  Guayaquil  i  Asuai,  constituyendo  un  sólo 
estido  con  los  demás  que  quisiesen  incorporársele.  Quedaba  en- 
cargailo  provisionalmente  del  mando  el  jeneral  Juan  José  Flores, 
quien  debia  convocar,  como  en  efecto  convocó  para  el  10  de 
agosto,  á  un  congreso  constituyente  que  se  reuniría  en  la  ciudad 
de  Riobamba.  Tal  fué  el  orijen  de  la  nueva  república,  que  se 
denominó  del  Ecuador. 

Abandonados  así  los  departamentos  del  centio,  siguieron  por 
cosa  de  un  año  rijiéndose  por  la  constitución  de  1830,  mientras 
combatían  un  gobierno  usurpador,  entronizado  allí  á  nombre 
de  Bolívar,  i  encabezado  provisionalmente  por  el  jeneral  Urda- 
neta.  Destruido  éste,  se  convocó  en  1831  por  el  vicepresidente 
Caicedo  á  una  convención,  que  conslituyó  en  1832  la  república 
de  Nueva  Granada.  Mientras  vivió  Bolívar  no  perdieron  sus  se- 
cuaces la  esperanza  de  restituirle  al  poiler,  ni  omitieron  dilijen- 
cia  para  efectuarlo ;  pero  muerto  en  la  hacienda  de  San  Pedro, 
no  lejos  de  Santamarta,  el  1 7  de  diciembre  de  1 830,  murió  también 
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esa  esperanza,  como  muerto  había  ya  Colombia ;  aunque  ni  con 
una  ni  con  otro  murieron  del  todo  los  principios  de  gobierno 
que,  sin  duda  de  buena  fe,  concibió  la  cabeza,  alimentó  la  am- 
bición i  sostuvo  el  inmenso  poderío  del  héroe  sud- americano.  Ya 
los  veremos  reaparecer  en  las  tres  hijas  de  la  gran  república 
militar. 


OBSERVACIONES  JENERALE8 


Todas  las  tradiciones  del  Ecuador  han  propendido  al  estable- 
cimiento de  un  gobierno  centralizado  i  despótico.  Durante  la 
época  comprendida  en  su  historia  antigua^  los  Seírís  primero  i 
los  Incas' después,  gobernaron  la  tierra  á  modo  de  imperio  asiá- 
tico.'En  su¡segunda  época,  ó  sea,  de  la  historia  media,  fué  re- 
jido  áMa  manera  de  todas^las  colonias  españolas,  cuyo  distintivo 
eran^la  unidad  i  la  concentración  de  poder.  En  la  primera  parte 
de  la  época  que  abraza  su  historia  moderna,  los  patriotas  ecua- 
torianos nunca  llegaron  ¿  establecer,  ni  una  constitución  como 
la  de  Venezuela  en  1811»  ni  un  pacto  federativo  como  el  de 
Nueva  Granada  en  el  mismo  año,  sobre  el  cual  se  fundó  un  go- 
bierno nacional  en  1812.  Cierto  es  que  ni  eñ  ésta  ni  en  aquélla 
república  arraigaron  por  entonces  las  instituciones  que  se  habian 
dado ;  pero  fueron  ocasión  de  cierto  movimiento  político,  de  dis- 
cusión i  aspiraciones,  que  nunca  se  olvidaron  del  todo,  i  que 
ausiliaron  poderosamente  para  el  establecimiento  de  gobiernos 
libres  en  1830  i  1832. 

Asi  mismo  la  segunda  parte  de  la  época  moderna  fué  mucho 
más  favorable  á  Venezuela  i  Nueva  Granada  que  al  Ecuador  para 
fundar  instituciones  populares.  Cuando  en  1820  logró  reaparecer 
en  Guayaquil  un  gobierno  independiente,  ya  Colombia  existia,  i 
sus  huestes,  que  ocupaban  el  territorio  ecuatoriano,  á  medida  que 
lo  arrancaban  al  dominio  español,  traian  consigo  el  réjimen  mi- 
litar, reputado  necesario  durante  la  guerra,  i  que  fué  luego  un 
formidable  antagonista  del  poder  civil. 

No  fué  sino  en  1822  cuando  quedó  libertado  el  territorio  roe- 
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ridieaal  de  CaloiQbia,  en  que  ee  erearon  los  departamentos  de 
Pichincha,  Asuai  i  Guayaquil.  Para  entonces  Venezuela  i  Nueva 
Granada,  lejos  del  teatro  principal  de  las  operaciones  militares, 
gozaban  de  un  gobierno  civil  desempeñado  por  el  vicepresidente 
Santander;  miéntres  que  el  Ecuador  sentia  el  peso  de  todo  el 
grande  ejército,  que  acababa  de  vencer  en  Pichincha,  i  que  se 
preparaba  para  la  campaña  del  Perú.  Durante  ésta  la  influencia 
militar  eoiombiana  debia  ser  mayor  en  el  sur  que  ep  el  resto  de 
Colombia.  I  nolbien  babia  terminado  la  guerra  con  los  españoles 
por  la  rendición  del  Callao,  euando  aparecieron  los  planes  de  go- 
bierno dictatorial»  que  justamento  en  el  Ecuador  fué  donde  más 
pronto  i  eon  mayor  ahineo  tuvieron  acojida  por  los  tonientos  de 
Bolívar. 

Hallábase  encajado  de  les  tres  departamentos  como  jefe  mili- 
tar semiabsoluto  el  jeneral  Juan  J.  Flores,  euando  la  lucha  entre 
los  dos  principios  civil  i  militar,  democrático  i  autoritario,  rom- 
pió la  unión  eoiombiana.  Venesuela,  como  más  distan to  del  li* 
bertador  i  de  su  séquito,  sus  aduladores,  su  ejército  i  su  infltten«* 
cia,  fué  la  primera  en  desafiar  los  planes  libertieidas  de  Bolívar 
ó  de  sus  adeptos.  Nueva  Granada,  asiento  del  gobierno  civil  de 
Santander,  era  un  palenque  donde  se  debatían  las  encontradas 
opiniones  i  en  que  el  partido  liberal  preponderaba.  El  Ecuador 
bajo  Flores,  uno  de  los  más  fieles  ejecutores  de  los  planes  boli-^ 
vianos,  apenas  daba  muestras  de  vida  propia,  cuando  la  separa* 
cion  de  Yeneiuela  i  el  fallecimiento  del  gran  eaudillo,  pusieron 
naturalmento  en  las  manos  de  aquél  todo  el  torritorio  eeuato^ 
riano. 

Pof  poca  ambición  que  hubiese  tenido  Flores,  los  sucesos  ve« 
nian  á  coronarle  rei  de  aqoellas  comarcas,  sobre  todo,  después 
que  el  atontado  de  Berruecos,  en  4  de  junio  de  1830,  le  libró  del 
formidable  competidor,  que  el  mérito  más  que  la  ambicjon  de 
Sucre  le  presentaba  en  la  persona  del  Gran  Mariscal  de  Ayacua 
cbo.  Organizóse  la  nueva  república  bajo  la  férula  de  un  jeneral 
valiente,  ambicioso,  intrigante,  tal  cual  instruido  i  no  poco  va^ 
nidoao,  que  se  había  propuesto  por  modelo  á  su  maestro  Bolívar, 
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i  adoptado  por  instinto  los  principios  de  la  política  bastarda  i 
engañosa  de  los  Médicis. 

Gobernar  sin  constitución  hubiera  sido  peligroso ;  pues  aun- 
que menos  liberalizado  que  sus  dos  hermanas  mayores,  no  fal- 
taban en  el  Ecuador  hombres  ilustrados  i  patriotas,  que  oran 
otros  tantos  atalayas,  i  cuyo  amor  á  la  libertad  era  preciso  con- 
tentar de  algún  modo.  Pero  salva  la  necesidad  de  acallar  el  grito 
de  las  más  justiGcadas  aspiraciones,  la  constituciony  hecha  bajo 
la  influencia  de  Flores,  debia  ser  i  fué  propia  para  desarrollar  su 
política  de  maquiavelismo  i  su  gobierno  personal. 

Otra  ambición  más  noble,  otro  aspirante  aguijoneado  por  el 
doble  motivo  de  la  resistencia  i  de  la  dominación,  de  la  libertad 
i  del  mando  bien  intencionado,  vino  pronto  á  turbar  la  fácil  con- 
quista del  jeneral  Flores.  IH^ro  sea  por  debilidad  ó  necesidad,  sea 
por  error  ó  prudencia,  Rocafuerte  cedió  al  mesmerismo  de  Flo- 
res; en  su  aciaga  compañía  inundó  con  sangre  ecuatoriana  los 
campos  de  Miñarica ;  consolidó  la  influencia  del  jeneral  asocián- 
dole la  del  publicista ;  ahuyentó  la  idea  liberal,  que  no  pedia 
asomar  la  cabeza  bajo  la  espada  victoriosa  de  su  mayor  enemigo; 
i  cuando  la  esencia  de  las  cosas  rompió  de  nuevo  aquella  lig^i 
heterojénea,  se  encontró  sólo,  hablando  desde  una  tribuna,  cuyo 
auditorio  habia  él  mismo  dispersado.  Faltaba  el  partido  liberal, 
ó  no  habia  de  él  sino  fragmentos  informes,  sin  organización  i 
sin  vida. 

Flores  habia  fundado  una  escuela  política,  quizás  sin  intención. 
Necesitó  educar  á  sus  cómplices  en  la  tarea  de  gobernar  al  pue- 
blo contra  su  voluntad.  Los  educó,  i  ellos  encontraron  pronto 
que  podian  aspirar  á  los  mismos  honores  i  preeminencias  que  el 
maestro.  Urbina,  Elizalde,  Robles,  Franco,  creyeron  eon  razón 
que  un  jeneral  vale  tanto  como  otro,  i  que  no  es  justo  que  uno 
fiólo  aproveche  las  dulzuras  del  mando.  Llamaron  en  su  ausilio 
al  espíritu  de  libertad,  necesario  ingrediente  de  toda  revolucíoD, 
i  derrocando  á  Flores  en  1845,  inauguraron  la  segunda  época 
en  la  vida  independiente  del  Ecuador.  Fué  todavía  el  suyo  un 
gobierno  militar;  pero  su  oríjen,  la  influencia  nata  del  tiempo  en 
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la  obra  necesaria  del  progreso,  la  noción  de  admilir  un  nuevo 
elemento  en  el  poder  como  garantía  de  su  fuerza,  i  el  ejemplo 
de  Nueva  Granada  en  que  el  partido  liberal  simpatizaba  con  los 
vencedores  de  Flores,  modificaron  la  política  ecuatoriana,  i  en 
medio  de  muchos  desafueros»  sus  gobernantes  consintieron  en 
cortar  algunas  de  las  ligaduras  que  ataban  al  pueblo.  Suprimie- 
ron el  tributo  de  indijenas,  abolieron  la  esclavitud  doméstica, 
eliminaron  la  pena  de  muerte  en  delitos  políticos,  i  democrati- 
zaron un  tanto  las  instituciones. 

Pero  esa  misma  época  fué  de  corta  duración.  Vimos  cómo  los 
errores  de  Franco  trajerou  al  poder  un  hombre  que,  aunque  no 
habia  seguido  la  carrera  militar,  tenia  todos  sus  malos  instintos, 
junto  con  los  de  un  espíritu  relijioso  estraviado,  i  una  visible 
preponderancia  de  la  destructibílidad  sobre  la  benevolencia.  Gar- 
cía Moreno  llamó  además  en  su  ausilio  á  Flores,  escarmentado 
por  el  destierro  i  el  infortunio,  pero  no  mudado  en  su  natura- 
le'za,  porque  á  tanto  no  alcanza  la  educación  tardía  con  los  ca- 
racteres pronunciados.  De  consuno  iniciaron  una  reacción  hacia 
los  buenos  tiempos  del  código  de  43,  mejorada  por  el  jenio  audaz 
i  sanguinario  del  presidente  de  61. 

La  constitución  que  en  ese  año  se  promulgó  era  una  vana  fór- 
mula ante  la  voluntad  caprichosa  del  gobernante.  Asi  es  que, 
no  obstante  sus  garantías  á  la  vida  humana  en  los  casos  de  de- 
litos políticos  (art.  125);  no  obstante  que  según  el  122  la  cor- 
respondencia epistolar  no  hace  fe  en  las  causas  seguidas  por  los 
mismos  delitos;  i  no  obstante  la  protección  de  un  juicio  ante  los 
tríbimales  competentes,  otorgada  por  el  art.  105,  García  Moreno 
por  si  sólo  hizo  ejecutar  muchos  ecuatorianos  acusados  de  rebe- 
lión, sin  formalidad  judicial,  i  alguna  vez  por  el  temor  dudoso  de 
una  carta. interceptada. 

No  aludimos  á  estos  hechos  desagradables  con  ninguna  mira 
hostil ;  si  sólo  para  mostrar  cuan  inútiles  son  las  instituciones 
escritas  cuando  su  espíritu  no  ha  calado  en  el  ánimo  del  pueblo, 
ni  éste  ha  alcanzado  esa  virilidad  moral,  esa  dignidad  suprema, 
que  arrostra  la  malquerencia  de  los  déspotas,  i  los  anonada  con 
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una  Boliciiud^  con  una  nunion^  con  un  periódico^  i  da  nó  con 
un  letflntamiento  jeneral  i  en  masa. 

Por  lo  dottiáa,  al  código  que  examinamoa,  consenrando  las 
mejoraa  de  loa  que  intnadiatiinienie  le  precedieron,  adelantó  aún 
más  sobre  doa  punida  capitales «  á  saber,  la  organisacion  del  po- 
der lejislativo  I  la  descehiraliBacion  del  gobierno  ^  Por  primera 
Tea  la  cámara  de  diputadoa  ae  compuso  de  representantes  del 
pueblo)  elejidos  legun  la  base  de  la  población ;  principio  sacrifi* 
cado  hasta  entonces  para  congraciarse  con  laa  provincias  liloni- 
lea,  que  aunque  ménoa  pobladas^  aon  más  inalmidas  i  acaso  más 
ricas  que  les  andinas» 

Por  la  primera  jet,  también  se  consignó  (eri.  94)  el  gran  prin« 
cipio  de  libertad  municipal^  que  especifica  laa  funciones  del  p* 
bierno  jeneral  como  únicas  qué  pUede  ^ercef ;  mientras  qoe 
deja  en  globo  el  reato  del  poder  públicift  á  las  localidades,  sin 
más  restricción  qué  la  necesidad  de  respeiar  aquellas  delegacio» 
nes»  ni  más  contención  que  el  juicio  tmparcial  de  los  tribunales. 

Si,  como  lo  deseamos,  el  Ecuador  ha  entrado  en  una  época 
de  honradea  política,  de  moderación  i  de  gobierno  civil  respe* 
tuoso  de  los  derechos  individuales,  la  Constitución  de  1861, 
bien  desarrollada  i  cumplida,  podria  asegurarle  todo  el  grado  de 
libertad  necesario  para  au  desenvolvimiento  moral  i  material. 
Ella  independiaa  los  poderes  públicos,  garantisa  loa  derechea  ci* 
viles  i  politices,  proteje  al  estrenjéi^o,  ofrece  la  responsabilidad 
de  los  funcionarios,  i  propende  al  establecimiento  de  un  amplio 
réjiraen  municipal. 

«  No  beata  empero  (dice  Laboulaye)  (1)  hacer  una  buena 
constitución  (  es  preciso  además,  cuatido  se  dicta  una  constita'^ 
cion  y  que  el  pais  la  acepte,  í  que  cada  ciudadano  ae  convierta 
en  su  defensor.  El  gobierno  libre  es  el  más  Aierte  i  el  más  débil 
de  todos,  según  sea  el  estado  de  las  costumbres  i  el  sentimiento 
popular^  Guando  todos  aceptan  las  constituciones  libres»  { oh  I  en- 

())    Estudias  sobre  la  Constitución  de  los  Estados  unidos,  traducción  de  dos 
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tónces  cada  ciudadano  es  un  defensor  del  orden  público,  i  donde 
está  el  peligro  allí  acude,  lo  cual  aleja  todo  riesgo.  No  hai  desór- 
denes, porque  éstos  no  pueden  ser  la  consecuencia  de  la  oscita- 
ción de  las  malas  pasiones,  i  cuátído  todos  amáü  la  libertad  no 
hai  pasiones  malas. 

»  Pero  si  las  costumbres  no  sirven  de  apoyo  á  las  institucio- 
nes, si  no  son  patrióticas,  entonces  sucede  lo  que  hemos  visto 
en  todas  las  revoluciones.  Una  minoría  turbulenta  se  declara 
pueblo,  é  impone  su  yugo  :  es  preciso  rechazarla  por  la  fuerza, 
i  la  represión  destruye  la  libertad.  Verdad  es  ésta  que  se  ve  es- 
crita en  la  historia  coA  caracteres  sangrientos,  i  los  americanos 
no  han  dudado  jamas  de  ella.  » 

Como  las  constituciones  sud-americanas  rara  ves  han  consuK 
tado  la  índole,  los  antecedentes  i  la  situación  del  pueblo,  para  el 
cual  se  daban^  no  es  de  estrañar  que  hayan  caido  al  soplo  del 
más  lijero  viento  revolucionario»  ni  tampoco  que  se  hayan  reci- 
bido con  igUal  indiferencia  las  más  enéontradas  entre  si.  Cada 
partido  triunfante  ha  creido  decoroso  mudar  la  constitución  del 
estado  al  mismo  tiempo  que  mudaba  el  menaje  del  palacio  en 
que  acabftba  de  entrar.  ¿  t^or  qué  ?  Porque  las  constitucionr'S  no 
eran  la  espresion  de  la  condición  ni  de  las  necesidades  públicas ; 
ó  lo  que  es  más  probable,  porque  siendo  difíciles  todos  esos  pro- 
blemas envueltos  eil  la  preparación  de  un  código  político,  faltaba 
el  conocimiento  necesario  para  resolverlos,  la  constitución  era 
sólo  un  pretesto  ó  un  medio  honroso  de  asumir  el  poder,  i  no 
se  justificaría  bien  una  revuelta  que  derrocase  un  gobierno,  sino 
dando  mejores  formas  ó  más  sólidas  garantías  al  que  hubiera  de 
sttcederle. 

Sea  como  fuere,  no  se  demostrará  fácilmente  que  una  consti- 
tución como  la  actual  del  Ecuador  difiera  sustancialmente  de  la 
que  pueda  creerse  más  apropiada  á  sus  actuales  circunstancias, 
vista  su  historia  de  los  últimos  años,  las  ideas  admitidas,  los  há- 
bitos creados,  i  la  elasticidad  que  admiten  todas  las  instituciones 
cuando  se  las  plantea  con  criterio,  honradez,  moderación  i  pa- 
triotismo. 


OBSERVACIONES  PARTICULARES 


Soberanía.  Reside  esencialmente  en  el  pueblo  según  el 
articulo  2.^»  i  por  delegación  de  aqu(*l  la  ejercen  las  autoridades 
que  establece  la  constitución.  En  una  república  democrática  la 
soberanía  ó  potestad  de  gobernar,  reside  primitivamente  en  la 
nación,  á  diferencia  de  las  aristocracias  i  monarquías  absolutas, 
cuya  soberanía  está  en  una  ciase  ó  en  la  cabeza  de  una  familia. 
Pero  ¿quién  es  el  pueblo  de  que  habla  la  constitución  ecuato- 
riana? No  puede  ser  la  jeneralidad  de  la  población,  pues  en  ella 
hai  muchísimos  individuos  que  no  tienen  ni  podrán  tener  nunca 
la  más  pequeña  intervención  en  los  asuntos  públicos,  ó  sea,  esos 
¿tomos  de  soberanía,  cuyo  conjunto  forma  la  potestad  que  la  ca- 
racteriza. Son  los  ciudadanos  los  únicos  poseedores  del  derecho 
político  en  que  se  comprende  la  soberanía,  i  ellos  componen 
siempre  una  parte  más  ó  menos  estensa  del  pueblo,  pero  nunca 
la  totalidad,  i  hasta  ahora  ni  siquiera  han  llegado  á  la  mayoría 
absoluta. 

Otra  idea  abraza  el  mismo  artículo,  que  nos  parece  errónea,  i 
es  la  que,  declara  la  república  una  é  indivisible^  tanto  más 
cuanto  la  constitución  ^ha  pretendido  fundar  un  amplio  réji- 
men  municipal.  Para  establecer  un  sistema  de  gobierno  distinto 
del  federativo  no  hai  necesidad  de  emplear  vSces  inadecuadas,  que 
tomadas  literalmente  son  inintelijibles. 

Ciudadania,  La  internacional  ó  sea  la  calidad  de  ecuato- 
riano, está  bien  definida  en  los  artículos  3.*,  4.*  i  5.*;  pero  esti- 
mamos supérfluos,  por  no  decir  peligrosos,  los  artículos  6.*  i  7.', 
que  espresan  los  derechos  i  los  deberes  de  los  ecuatorianos.  To- 


REPUBUGA  DEL  ECUADOR  52^ 

dos  ios  deberes  se  hallan  establecidos  por  las  leyes,  i  por  tanto* 
el  art.  6.^  á  nada  condace.  Los  derechos  son  cierlaniente  más 
numerosos  que  los  espresados  en  el  art.  7.®;  de  modo  que  si  se 
lomase  al  pié  de  la  letra,  escluiria  todos  los  demás  que  allí  no  se 
mencionan.  ¿Ni  qué  significa  ese  derecho  de  ser  iguales  ante  la 
lei ;  ni  el  de  tener  opción  á  elejir  i  ser  elejidos  para  desempeñar 
los  destinos  públicos?  La  igualdad  (que  no  es  por  otra  parte  sino 
un  beneficio  secundario)  resulta  de  h  ausencia  de  los  privilejios, 
i  como  precqpto  constitucional  nunca  hn  pasado  de  una  palabra 
altisonante,  sin  aplicación  i  sin  sentido.  La  opción  á  ser  elejido- 
para  los  empleos  públicos,  mediante  las  aptitudes  legales,  no 
induce  la  obligación  correlativa  de  ejecutar  la  elección ;  i  por  lo 
mismo  significa  sólo  (si  algo  significa)  que  una  elección  hecha 
en  quien  tiene  los  requisitos  necesarios  es  valedera  :  principio 
tan  lrÍYÍal  que  no  merecia  los  honores  de  figurar  espresamente 
en  la  constitución. 

Por  un  decreto  de  24  de  octubre  de  1867  el  congreso  del 
EUsuador  declaró,  que  «  los  chilenos,  bolivianos,  peruanos,  co- 
lombianos i  venezolanos  gozarán  de  todos  los  derechos  de  ciuda- 
danía ecuatoriana,  desde  que  pisen  el  territorio  de  la  república 
i  manifiesten  aute  cualquiera  autoridad  política  su  voluntad  de 
naturalizarse  en  ella.»  No  es  grande  por  cierto  la  concesión  de 
una  ciudadanía  que  exije  ó  supone  naturalización ;  porque  ésta 
lleva  consigo  la  pérdida  de  nuestra  primitiva  nacionalidad,  i 
poco  ó  nada  adelantan  con  el  cambio  los  americanos  á  que  el  de- 
creto se  contrae.  Verdad  es  que,  dentro  de  los  limites  de  la  cons- 
titución ecuatoriana,  el  congreso  no  podia  hacer  más  ;  pero  eso 
prueba  que,  tanto  ella  como  las  demás  de  Uispano-América,  de- 
ben reformarse,  acomodándolas  al  principio  de  ciudadanía  común. 

Para  ser  ciudadano  (en  el  sentido  político)  sólo  requiere  la 
constitución  ecuatoriana  (art.  8.^),  ser  casado  ó  mayor  de  vein- 
tiún años,  i  saber  leer  i  escribir ;  pero  en  seguida  presenta  por 
los  arls.  9.^  i  11  numerosas  causas  de  pérdida  ó  suspensión 
de  aquél  derecho,  que  no  aprobamos  en  su  mayor  parte,  porque 
no  tienen  relación  alguna  con  el  objeto  á  que  él  está  destinado. 
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Asi,  por  ejemplo,  si  se  prohibiese  el  ejercicio  del  comercio  al 
fallido  firaudulento,  veríamos  alli  una  pona  adecuada  al  delito 
cometido.  Si  no  fuese  licito  nombrar  depositario  de  intereses 
ajenos  al  tahúr,  ni  tutor  ó  curador  al  ebrio  consuetudinario,  eo* 
tend^riamos  que  se  trataba  de  precaver  todo  peligro  que  amena- 
zase los  depósitos  ó  á  los  pupilos.  I  aún  al  privar  de  los  derechos 
de  ciudadano  al  que  ?cnde  ó  compra  el  sufrajio,  vemos  asimismo, 
no  sólo- un  castigo  análogo  á  la  falta,  sino  una  medida  preven^ 
tiva  i  directa  contra  el  mal  uso  de  aquella  importante  función. 
¿Pero  por  qué  no  habría  de  sufragar  el  que  fué  condmadoi 
pena  corporal  i  cumplió  su  condena?  Ni  el  funcionario  público 
acusado,  contra  quien  se  haya  declarado  con  lugar  á  formación 
de  causa  ?  Ni  el  que,  habiendo  manejado  caudales  públicos,  no 
presentó  oportunamente  la  cuenta  que  debiera  ?  Toda  restricción 
inútil  é  inconducente  del  sufrajio  es  injustíGcable ;  i  al  cabo  ya 
se  sabe  que,  para  la  jeneralidad  de  las  jcnles,  el  derecho  de  ciu- 
dadano sólo  significa  el  derecho  de  sufrajio. 

Es  aqui  el  lugar  de  investigar  hasta  dónde  haya  de  esten- 
derse ;  si  habrá  de  ser  universal  ó  restrínjido,  i  en  el  segundo 
caso,  cuáles  debieran  ser  las  restricciones.  Hasta  ahora  el  sufrajio 
universal  ha  sido  una  mera  palabra  aun  en  los  pafses  donde  ha 
sido  admitido.  En  California  nunca  llegó  el  número  de  volantes 
á  la  cuarta  paile  de  la  población,  ni  aun  en  1850,  época  en  que 
se  constituyó  el  estado,  i  en  que  el  número  de  varones  adultos 
era  mui  superior  proporcionalmente  al  de  cualquiera  otra  socie- 
dad. En  Francia  no  pasó  tampoco  de  alli  cuando  Luis  Napoleón 
recibió  sus  siete  millones  de  votos  para  convertirse  en  emperador. 
Pero  es  indudable  que,  según- la  teoría  de  los  que  elevan  el  su- 
frajio á  la  categoría  de  derecho  natural,  puede  admitir  una  es- 
tensión  considerable,  i  aún  mayor  quizás  de  lo  que  ellos  mismos 
están  dispuestos  á  conceder. 

Contra  esa  idea  se  pronuncia  el  publicista  inglés  Mr.  John 
Stuart  Mili,  en  su  libro  titulado  El  Gobierno  representativo  (1) 

(i)    Traducción  de  don  Florentino  González,  p^*.  219. 
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sosteoiendo  que,  lejos  de  ser  un  derecho  personal,  no  es  en  rea- 
lidad el  sufrajioy  sino  un  cargo  público,  i  arguyendo,  con  ünpoco 
de  sutileza,  que  si  fuera  derecho  del  individuo,  podría  disponerse 
de  él  sin  limitación  moral  ninguna.  No  hai  derecho  que  no  sea 
limitado*  ni  aun  el  más  personal  de  todos,  el  del  amo  sobre  el  es- 
claTO,  á  quien  no  puede  dar  la  muerte  ;  el  del  dueño  sobre  su 
propiedad  mueble,  que  no  puede  usar  dañando  directamente  á 
otro ;  el  de  la  libertad  individual,  que  encalla  en  la  seguridad 
del  vecino.  Tampoco  se  halla  esenta  de  objeción  la  idea  de  cargo 
público  adscrita  al  sufrajio ;  porque  si  tuviese  aquel  carácter, 
seria  obligatorio  su  ejercicio,  i  nadie  duda  de  que  es  renuncia- 
ble.  Lo  que  importa  sobre  todo  es  fijar  la  naturaleza,  el  orijeny 
el  obgeto  final  del  sufrajio ,  como  medio  de  resolver  todas  las 
cuealiones  que  le  son  anexas.  Según  eso,  ¿tiene  algún  fundamen- 
to en  la  naturaleza  de  las  cosas  ?  ¿  Es  condición  de  vida  6  desar- 
rollo individual  como  el  derecho  civil  ?  ¿O  solo  aspiración  lejiti- 
ma,  prívilejio,  beneficio  de  unos  cuantos?  I  en  tal  caso,  ¿  quién 
se  arrogaría  el  derecho  de  calificar  los  agraciados?  ¿Quiénes 
serían  éstos  ó  cuáles  sustituios?    •  i 

En  una  soeiedad  sumida  en  el  letargo  político,  donde  el  gobier- 
no se  halla  quieta  i  pacíficamente  monopolizado  por  una  clase  ó 
por  una  dinastía,  cuya  dominación  nadie  resiste  ni  aspira  á  com- 
partir, el  sufrajio  no  tendría  razón  de  ser,  porque  carecería  de 
objeto  i  nadie  lo  apetecer ia.  Pero  luego  que  una  sociedad  se 
despierta  á  la  vida  política,  la  aspiración  á  intervenir  en  los  ne- 
gocios públicos  empieza  á  cundir  entre  los  individuos,  según  su 
posición,  m  intelijencia  i  aun  su  carácter  personal.  Las  leyes  de 
dominación  i  de  resistencia  se  dejan  sentir  en  los  mismos  gober- 
nados, prímero  en  los  más  conspicuos,  i  en  seguida  en  les  menos, 
basta  descender  á  las  últimas  clases.  Cuando  la  aspircLcion  polU 
tica  ha  llegado  á  invadir  todas  las  clases  sociales,  la  democracia 
ha  fundado  su  imperio.  Sea  cual  fuere  el  grado  de  desenvolvi- 
miento á  que  haya  llegado  esa  aspiración,  ella  es  una  verdadera 
necesidad  para  los  que  la  sienten.  Esa  necesidad,  que  tiende  al 
cumplimiento  de  los  grandes  i  complicados  fines  del  gobierno,  es 
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personal  en  su  manifestación,  poro  eminentemente  social  en  su 
tendencia.  Para  satisfacerla  en  el  gobierno  representativo,  se  ha 
instituido  el  derecho  de  sufrajio,  que  la  iei  adjudica  ó  dedara 
en  favor  de  aquéllos  que  sienten  la  aspiración  política,  i  se  hallan 
por  el  mismo  hecho  en  aptitud  de  ejercerlo,  ó  por  lo  menos  de 
reclamar  la  participación  que  pretenden. 

De  este  modo,  i  atendiendo  á  la  naturaleza  de  la  aspiración  po- 
lítica, la  tarea  del  lejislador  al  definir  i  establecer  el  derecho  de 
sufrajio  se  facilita  grandemente.  No  siendo  esa  aspiración  enca- 
minada á  la  conservación  ni  al  desarrollo  del  individuo,  deja  de 
ser  universal  como  lo  son  las  necesidades  individuales  que  han 
fundado  el  derecho  civil  de  las  person:ís.  Conceder  á  todos  lo 
que  sólo  algunos  pueden  i  quieren  tener,  como  lo  hicieron  los 
constituyentes  neo-granadinos  en  1855,  es  crear  meros  instru- 
mentos en  manos  de  los  partidos,  i  alterar  la  significación  de  la 
popularidad.  Bajo  ese  sistema  una  candidatura  pierde  ó  gana,  en 
el  juego  político,  sólo  en  proporción  á  la  audacia  ó  la  actividad 
para  añadir  cifras  automáticas  en  la  operación  aritmética  del  es- 
crutinio. I  eso  sin  contar  con  los  fraudes  ¿  que  tanto  se  presta  la 
emisión  de  votos  escritos  por  quien  no  sabe  leerlos,  i  en  boletas 
anónimas  que  se  prestan  á  una  infinita  multiplicación. 

Si  el  sufrajio  supone  criterio,  no  se  comprende  cómo  ni  para 
qué  se  otorga  á  individuos  que  carecen  de  toda  conciencia  poli* 
tica,  i  á  eso  conduce  la  teoría  fantástica  de  un  derecho  natural 
indefinible  i  estranjero  á  la  ciencia  de  la  organización  social. 
Asimismo,  i  por  razones  idénticas,  se  debe  á  todo  ser  humano 
que  pide  su  pequeña  parte  en  el  gobierno  de  la  comunidad,  i  que 
se  halla  dispuesto  á  tomarla  si  se  le  rehusa.  No  que  su  sola  vo- 
luntad ó  aspiración  sea  título  bastante  para  la  concesión,  sino 
que  ella  es  un  indicio  casi  seguro  de  la  aptitud  para  el  buen  uso 
del  sufrajio.  La  naturaleza  adapta  siempre  los  medios  á  los  fines, 
i  no  exije  al  hombre  adivinanzas  para  descubrir  sus  leyes,  sino 
sólo  paciente  observación. 

Digna  es  de  estudiarse  á  este  respecto  la  marcha  política  de  In- 
glaterra, cuyos  publicistas  i  hombres  de  estado  buscan  la  ciencia 
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en  los  hechos  sociales  sin  cuidarse  de  sistemas  especulativos.  De 
i  852  para  acá  ha  efectuado  «se  reino  grandes  cambios  ó  revolu- 
ciones pacificas  en  el  sentido  de  la  democracia,  i  conjurado  otras 
tantas  revoluciones  Haúgrientas.  Los  adueñados  del  poder  lian 
ido  admitiendo  al  común  banquete  los  Orines  aspirantes,  á  me- 
dida que  mostraban  su  aptitud  i  su  deseo  de  entrar.  Adelantarse 
á  la  aspiración,  hubiem  sido  crear  situaciones  artificiales  i  fal- 
sas, desmoralización  i  falacia  en  los  resultados.  Persistir  en  cerrar 
la  puerta  á  los  que,  sintiéndose  fuertes  i  capaces,  llamaban  res- 
petuosamente después  de  una  larga  csclusion,  hubiera  sido  prcpa» 
rar  la  escala  del  asalto,  i  despertarse  al  ruido  aterrador  de  la  ola 
revolucionaría,  para  entregar  precipitadamente  mucho  más  de 
lo  que  antes  se  exijiera. 

No  ha  llegado  por  cierto  allí  á  su  término  la  concesión,  como 
no  ha  llegado  en  parte  alguna.  Mientras  se  ha  dado  el  voto  á  mu- 
chos hombres  c|ue  no  lo  gozaban,  queda  privada  de  él  todavía 
una  gran  parte  del  sexo  masculino,  i  lo  que  es  más  notable,  una 
mitad  entera  del  jénero  humano.  Pero  vendrá  su  turno  á  la  mujer, 
i  obtendrá  donde  quiera  el  derecho  de  sufrajio  luego  que  se  pro- 
ponga conseguirlo. 

«  I  efectivamente  (dice  Laboulaye)  (1)  ¿  qué  objeción  hacer 
contra  el  derecho  electoral  de  la  mujer  ?  El  hombre  es  libre,  es 
propietario,  tiene  derechos ;  ¿  acaso  la  mujer  no  es  también  libre, 
propietaria  i  con  derechos?  El  ciudadano  es  intelijente  i  mornl^ 
¿i  la  mujei  no  es  una  i  otra  cosa?  Pero  se  dirá,  la  mujer  está  re- 
presentada por  su  marido.  Sí,  cuando  es  casada ;  pero  ¿  i  si  es 
soltera  ó  viuda?  En  la  Edad  media  nadie  se  escandalizaba  por 
dar  á  las  mujeres  derechos  políticos,  i  la  Inglaterra  conserva  vesti- 
jios  de  esas  costumbres.  El  actual  soberano  es  una  mujer,  i  uno 
de  los  mejores  reyes  que  ha  tenido  la  Inglaterra. 

»  Es  una  petición  de  principio  pretender  que  la  mujer  es  un 
menor  perpetuo,  politicamente  considerada.  Por  qué  es  menor, 
es  precisamante  lo  que  se  desea  sabor.   ¿  Será  por  incapacidad 

(i)    Obra  citada,  pij.  452 
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para  ocuparse  de  sub  negocios  ?  Estraña  cosa  por  cierto  sostener 
semejante  tesis,  cuando  Temos  á  las  propietarias  rurales,  viudas 
muchas  de  ellas,  gobernando  á  quince  ó  veinte  peones»  i  dirí- 
jiendo  todas  las  faenas.  |  Pues  bien !  el  dia  de  las  votaciones,  el 
pastor  que  lleva  á  pastar  los  carneros  votará,  su  patrona...  no. 
¿Por  qué?...  será  porque  no  tiene  barbas»  no  veo  otra  razón.  » 

Quisiéramos  reproducir  aquí  todo  lo  [que  Stuart  Mili  ha  dicho 
sobre  esta  importante  materia ;  pero  no  habiéndonos  propuesto 
tratarla  en  toda  su  estension,  nos  reduciremos  á  copiar  los  dos 
fragmentos  que  siguen  (1) : 

«  La  humanidad  ha  abandonado  desde  há  mucho  tiempo  los 
solos  principios  sobre  que  descansa  esta  esclusion  ;  que  las  mu* 
jeres  no  deberían  tener  voto.  Nadie  sostiene  boi  que  las  mujeres 
deberían  ser  esclavizadas,  que  no  deberían  tener  otro  pensamiento, 
otro  deseo,  otra  ocupación,  que  ser  las  siervas  domésticas  de  sus 
maridos,  padres  ó  hermanos.  Se  permite  á  las  mujeres  solteras,  i 
poco  falta  para  que  se  permita  á  las  mujeres  casadas,  poseer  una 
fortuna  propia,  i  tener  intereses  pecuniarios,  intereses  de  nego- 
cios, exactamente  como  los  hombres ;  se  cree  deseable  i  conve- 
niente que  las  mujeres  piensen,  escriban  i  enseñen.  Desde  que 
tales  cosas  son  admitidas,  la  incapacidad  política  no  reposa  ja 
sobre  ningún  principio.  La  opinión  en  el  mundo  moderno  se 
pronuncia  con  una  fuerza  creciente  contra  el  derecho  do  la  socia* 
dad  para  decidir  por  los  individuos  de  lo  que  son  ellos  capaces 
ó  incapaces,  i  de  lo  que  se  les  permitirá  ó  se  les  prohibirá  em- 
prender. . . 

D  Dad  el  voto  á  la  mujer,  i  sentirá  el  efecto  del  punto  de  honor. 
Aprenderá  á  mirar  la  política  como  una  cosa  sobre  la  cual  le  es 
permitido  tener  su  opinión,  i  respecto  de  la  cual  cada  uno  debe 
obrar  según  su  opinión :  adquiere  un  sentimiento  de  responsabi- 
lidad personal  en  la  cuestión^  i  no  piensa  ya  en  adelante,  como 
el  dia  de  hoi,  que  (sea  cual  fuere  la  dosis  de  mala  influencia  que 
pueda  ejercer)  con  tal  que  persuada  al  hombre,  todo  está  bien,  i 

(1)    Obra  ciUda.  pAJs.  197  i  200. 


REPÚBLICA  DBL  ECUADOR  535 

que  la  responsabilidad  de  éste  lo  cubra  todo.  Es  sólo  cuando  se 
*  la  alienta  á  formarse  una  opinión  i  á  crearse  una  idea  intelijente 
de  las  razones  que  deben  prevalecer  en  ella  sobre  las  tentaciones 
del  interés  personal  i  el  interés  de  familia ,  cuando  ella  puede  ce- 
sar de  obrar  como  una  fuerza  disolvente  sobre  la  conveniencia 
politice  del  hombre.  No  se  puede  impedir  lo  nocivo  de  su  acciotí 
indirecta,  sino  cambiándola  en  directa.  » 

Los  dos  eminentes  publicistas  que  acabamos  de  citar  hallan 
contradictoria  la  esclusion  politice  de  la  mujer  con  su  pretendida 
emancipación  civil.  Pero  nosotros  estamos  distantes  de  admitir 
el  supuesto,  i  creemos  justamente  que  si  se  obtuviese  por  com~ 
pleto  la  igualdad  legal  de  la  mujer  respecto  del  hombre,  la 
emancipación  política  se  veria  como  una  consecuencia  tan  natural 
que  nadie  le  opondría  la  menor  objeción.  ¿Cuál  es  aún  la  con- 
dición civil  de  la  mujer  casada,  i  aun  de  la  mujer  soltera  cuyo 
padre  vive,  en  los  países  cuya  lejislacion  está  calcada  sobre  la 
lejislacion  romana?  Es  la  dependencia.  ¿Qué  libertad  tiene  la 
mujer,  según  las  costumbres  tradicionales  del  mundo  antiguo 
para  viajar,  negociar,  reunirse  en  público,  elejir  esposo,  cambiar 
de  domicilio  i  otros  muchos  actos  triviales  para  el  hombre?  En 
los  países  anglo-sajones  tiene  hoi  alguna,  pero  en  los  de  raza  latina 
mui  poca  todavía. 

Ella  misma  no  puede  sentir  la  aspiración  política  mientras  no 
se  sienta  libre  é  igual  al  hombre,  i  éste  arguye  contra  la  conce- 
sión del  sufrajio,  aduciendo  la  condición  que  le  ha  creado  i  que- 
procura  sostener.  En  efecto,  las  dos  objeciones  que  más  comun- 
mente se  hacen  contra  el  derecho  político  de  la  mujer  son  toma- 
das de  esa  condición,  á  saber:  que  no  es  independiente  i  que 
repugna  mezclarse  en  los  asuntos  púl)licos.  Una  vez  emancipada 
por  entero,  según  las  leyes  i  según  las  costumbres,  como  debe 
serlo  á  U  luz  de  la  (ilosofia,  cesarán  ambas  circunstancias  con 
la  sumisión  en  que  se  la  tiene  i  la  frivolidad  á  que  se  la  con- 
dena. 

Resumiendo  lo  dicho  en  cuanto  á  la  ostensión  del  su(k»ajio, 
tendremos  que  consiste  en  un  derecho  político  declarado  por  la 
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Id  á  todo  el  que  sea  apto  para  ejercerlo  provechosamente,  i 
que  e»a  aptitud  se  manifiesta  ordinariamente  por  la  aspiración' 
poUtica  de  los  individuos,  ¿Responde  á  este  principio  la  consti- 
tución ecuatoriana?  Sif  en  gran  parte.  Nosotros  fijaríamos  como 
condiciones  de  la  ciudadanía  (ó  derecho  de  sufrajio)  la  edad  de 
veintiún  años,  sin  distinción  de  sexo  ni  de  estado,  saber  leer  i  es- 
cribir ó  pagar  los  impuestos  directos,  sean  nacionales  ó  munici- 
pales, que  alcancen  al  individuo,  i  subsistir  de  recursos  propios. 
Ellas  aseguran  la  posible  independencia,  é  indican  el  grado  nece- 
sario de  criterio  en  la  función,  cuyo  ejercicio  se  encomienda  al 
sufragante.  No  admitimos  pérdida  ninguna  del  derecho,  i  sólo 
suspensión  por  incapacidad  física  ó  mental,  ó  como  pena  por 
mal  uso  del  sufrajio  mismo. 

Elecciones,  En  cuanto  al  modo  de  practicar  el  sufrajio,  las  dos 
cuestiones  principales  son  éstas:  1.*  ¿Será  directo  ó  indirecto? 
2/  ¿Será  público  ó  secreto?  La  constitución  ecuatoriana  (art.  15) 
decide  que  las  elecciones  se  hagan  por  sufrajio  directo  i  secreto, 
como  lo  decidió  también  la  constitución  granadina  de  1855. 

Cuando  el  sufrajio  se  halla  suficientemente  restrinjido,  la  elec- 
ción indirecta  ó  á  dos  grados  es  innecesaria  como  precaución  i 
antidemocrática  en  su  tendencia.  Con  esta  espresion  significa- 
mos, que  propende  á  alejar  los  resultados  obtenidos  de  la  volun- 
tad i  aun  de  los  intereses  del  pueblo,  que  si  es  soberano  i  sólo 
ejerce  su  soberanía  por  medio  del  sufrajio  tiene  derecho  á  con- 
servar toda  su  pureza  primitiva  al  voto  de  ciudadano.  Hai  otra 
consideración  no  menos  poderosa,  i  es  que  la  coiTupcion  del  su- 
frajio se  dificulta  mucho  más  cuando  hai  que  trabajar  sobre  un 
gran  número  de  votantes  dispersos,  que  cuando  sólo  se  obra  sobre 
unos  pocos  reunidos  en  cuerpo,  que  es  la  forma  ordinaria  de  los 
colejios  electorales. 

Pero  no  puede  negarse  que  el  sufrajio  indirecto  ha  producido 
buenos  resultados  en  algunos  casos.  En  un  país  mui  estenso,  cu- 
yas provincias  se  hallen  mal  comunicadas,  i  cuyos  ciudadanos 
hayan  alcanzado  mui  poca  instrucción  i  actividad  política,  la 
eloecion  de  los  altos  funcionarios  nacionales,  como  el  presidente 
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no  podría  hacerse  en  concicucia  sino  por  delegados  de  los  sufr^ 
gantes:  delegados  (ó  electores)  que  tendrían  un  conocimiento 
de  los  candidatos,  que  apenas  es  posible  en  la  jeneralidad  de  los 
ciudadanoii.  También  pudiera  preferirse  la  elección  indirecta 
cuando  se  trata  de  obtener  en  los  elejidos  aptitudes  especiales, 
como  sucede  con  los  jueces^  i  cuando  los  electores  tienen  de  lle- 
nar otras  funciones.  Oigamos  sobre  este  punto  á  Stuart  Mili  (1). 
«  El  caso  en  que  una  elección  á  dos  grados  obra  bien  en  la 
práctica  es  aquél  en  que  los  electores  no  son  únicamente  escoji- 
dos  como  electores ,  sino  que  tienen  que  llenar  otras  funciones 
importantes;  por  lo  cual  cesan  de  ser  elegidos  únicamente  como 
delegados  para  dar  un  voto  parti  ular...  El  senado  de  los  Es 
tados  Unidos  ofrece  un  ejemplo  de  esta  combinación  de  circuns 
tancias.  Se  estima  que  esta  asamblea,  la  cámara  alta  del  congre- 
so, por  decirlo  asi,  no  representa  al  pueblo  directamente,  sino  á 
los  estados,  como  tales^  i  debe  ser  el  guardián  de  esos  derechos 
soberanos  á  que  no  ha  renunciado.  Como  por  la  naturaleza  de 
una  federación  igual  la  soberanía  interior  de  cada  estado  es  igual- 
mente sagrada,  sea  cual  fuere  el  tamaño  i  la  importancia  del  es- 
tado, cada  uno  envia  al  senado  un  número  igual  de  miembros 
(dos),  ya  sea  el  pequeño  Delaware,  o  el  estado  imperio  de  Nueva 
York.  Estos  miembros  no  son  elejidos  por  la  población,  sino  por 
las  lejislaturas  de  los  estados,  que  son  ellas  mismas  nombradas 
por  el  pueblo  de  cada  estado.  Pero  como  toda  la  tarea  ordinaria 
de  una  asamblea  lejislativa,  la  lejislacion  interior  i  la  fiscaliza- 
ción del  ejecutivo,,  recae  sobre  estos  cuerpos,  son  elejidos  más 
1)ien  en  mira  de  estos  objetos  que  del  otro;  i  al  nombrar  dos  per- 
sonas para  representar  el  estado  en  el  senado  federal,  ejercen  casi 
siempre  su  propio  juicio,  salvo  las  consideraciones  con  la  opi- 
nión pública  que  un  gobierno  democrático  debe  siempre  mos- 
trarle. Las  elecciones  hechas  de  este  modo  han  tenido  el  mejor 
éxito,  i  son  evidentemente  las  mejores  elecciones  hechas  en  los 
Estados  Unidos,  llevando  invariablemente  al  senado  á  los  hombres 

(1)    Obra  citada,  p4.  206. 
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más  dÍ8linguido8  entre  los  que  se  han  hecho  conocer  soBcientee 
mente  en  la  vida  pública .  » 

La  raion  de  este  resultado  se  espresa  bastante  bien  en  el  si* 
guíente  pasaje  de  Laboulaye  (1)  :  a  Creer  que  el  sufrajío  ua¡?er« 
sal  producirá  de  por  si  la  elección  más  acertada  es  una  ilusión ; 
el  suñrajio  universal  es  una  masa  enorme  muerta,  impulsada  por 
la  pasión  :  los  hombres  de  más  talento  no  son  por  lo  comiin  los 
más  populares»  i  es  mui  dudoso  que  la  multiplicidad  de  suflrajius 
produzca  necesariamente  las  elecciones  más  ilustradas»  »  En 
efecto,  los  hombres  de  más  talento  no  son  por  lo  común  loe  má* 
populares,  i  lo  son  menos  los  hombres  de  cierta  dignidad  i  ole* 
vacien,  que  desdeñan  lisonjear  las  pasiones  de  la  multitud  6  de 
sus  corifeos.  En  los  Estados  Unidos  hai  muchos  hombres  eminen» 
tes,  que  jamás  han  tenido  asiento  ni  aun  en  la  lejislatura  de  su 
estado ;  porque  no  buscan  con  la  intriga  i  la  corrupción  los  votos 
que  se  disputan  hombres  más  aparentes  para  esta  clase  de  eam- 
pafias,  bien  que  menos  dignos  del  puesto  á  que  aspiran.  ¿  Debe- 
remos concluir  de  aqui  que  toda  elección  debe  ser  indirecta,  á 
fin  de  obtener  los  resultados  que  se  logran  en  el  senado  de  les 
Estados  Unidos  ?  Nó;  dondequiera  que  la  lejislatura  consta  de 
dos  ramas,  basta  que  una  de  ellas  reciba  en  su  seno  las  notabi- 
lidades del  pais.  Ya  veremos  á  su  tiempo,  que  no  hai  raion  para 
desear  otro  tanto  en  la  segunda  rama,  i  que  esta  diferencia  es  la 
mejor  justificación  de  la  dualidad  lejislativa. 

Sobre  la  publicidad  del  voto,  la  esperíencia  nos  mueve  á  con» 
donar  el  secreto  sin  vacilar.  Lo  que  se  busca  por  medio  suyo  es 
garantizar  la  independencia  del  sufragante  contra  influenoial 
directas  Indebidas.  Pero  aparte  de  que  esto  nunca  se  logra  por 
entero,  se  incurre  en  inconvenientes  mui  superiores.  Es  el  pri- 
mero, que  el  sufragante  sólo  consulta  su  interés  personal  en  Is 
elección,  sin  miramiento  ni  restricción  moral  de  ninguna  clases 
Es  el  segundo  i  principal,  que  ninguna  precaución  basta  para 
evitar  los  fraudes  á  que  se  presta  la  emisión  secreta  del  voto,  ya 

(i)    Obra  ciUda,  ip^s.  36  U  365. 
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eii  el  acto  de  depositar  las  boletas,  ya  en  el  de  recojerlas  i  rejis* 
trarsus  resultados.  Quedan  éstos  falsificadoa  con  frecuencia,  i 
de  nada  habría  servido  la  libertad  del  yerdadero  sufrajio,  si  ha 
(le  computarse  el  ficticio. 

SaWos  los  casos  de  épocas  anormales,  la  república  democrática 
pide  publicidad  en  el  sufrajio  del  ciudadano,  como  pide  todo  la 
que  tienda  á  crearle  dignidad,  valor  en  el  desempeño  de  sus 
ñmcionee  i  responsabilidad  ante  la  opinión,  especialmente  cuando 
ella  es  la  única  posible.  El  que  carezca  irremediablemente  de 
tales  cualidades  hará  bien  en  renunciar  su  voto.  Queden  sólo 
para  estimarse  i  decidir  la  cuestión  eleccionaria  aquéllos  ds  que 
sus  autores  no  se  avergjleneen,  i  cuya  responsabilidad  estén  dis* 
puestos  á  aceptar.  Por  lo  demás  toda  violencia  ó  seducción  debe 
seir  materia  de  castigo,  pues  se  trata  de  un  delito,  cuya  gravedad 
no  es  menor  porque  dejen  de  percibirse  sus  inmediatos  efectos, 

Rdijion.  Según  el  art.  12  de  la  constitución  ecuatoriana, 
«la  relijion  de  la  república  es  la  católica,  apostólica^  romana, 
con  esclusion  de  cualquiera  otra,  i  los  poderes  políticos  están 
obligados  á  protejerla  i  hacerla  respetar.  »  Por  el  espíritu  más 
que  por  letra  del  texto  ha  consagrado  la  intolerancia  de  cultos 
distintos  del  católico,  apartándose  on  esto  de  la  doctrina  admiti- 
da en  Nueva  Granada  i  Venezuela,  i  siguiendo  las  ideas  reinantes 
en  el  Perú  i  Solivia.  Ese  texto  retrata  la  condición  social  del 
Ecuador  con  más  fidelidad  que  ningún  otro  de  los  artículos  cona- 
titucionales ;  porque  en  punto  á  relijion,  i  sobre  todo  á  intole- 
rancia, no  cabe  engañar  el  instinto  siempre  alerta  de  los  pueblos, 
iguijoneados  por  el  clero,  que  ya  de  buena,  ya  de  mala  fe,  sos- 
tienen la  tendencia  esclu^ivista  del  catolicismo  romano,  temeroso 
del  proselitismo  disidente  que  le  arrebataría  íuí  ovejas.  Cual« 
quiera  tentativa  de  los  hombres  ilustrados,  para  intitituir  la  tole- 
rancia, encalla  en  la  perspicacia  de  la  intolerancia  su  adversaria; 
de  donde  resulta,  que  no  se  puede  con  segurídad  hacer  prevale- 
cer la  primera  en  las  instituciones  escritas,  sino  cuando  ha  avan- 
aado  antes  en  las  conciencias  i  las  costumbres. 

Para  tolerar  se  requiere  un  grado  de  ilustración  i  de  filosofía. 
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á  que  no  han  llegado  por  cierto  en  materia  de  relijion  las  masas 
del  Ecuador  que  habitan  la  rejion  andina;  ó  bien  una  necesidad 
de  respeto  místico  entre  varias  sectas  llamadas  á  vivir  juntas, 
que  aún  no  se  siente  en  aquella  república  esencialmente  católica. 
Es  la  tolerancia  resultado  de  la  duda  ó  de  la  justicia ;  de  aquélla 
cuando  reconocemos  que  acaso  estamos  en  el  error;  de  ésta 
cuando  llegamos  á  esa  fortaleza  de  espíritu  que  respeta  el  derecho 
ajeno,  por  más  que  repugne  .^u  ejercicio  á  nuestras  ideas  preconce- 
bidas. Nada  más  hermoso  que  aquella  declaración  de  Franklin  so- 
bre la  constitución  norte-americana,  que  no  aprobaba  en  cierta 
parte,  i  que  aceptaba,  sin  embargo,  fundándose  en  que  él  mismo 
habia  tenido  que  variar  muchas  veces  de  oginion  durante  su  vida. 

«  Ved  por  qué  (anadia),  cuanto  más  envejezco»  me  siento  mas 
inclinado  á  dudar  de  mi  propio  juicio  i  á  respetar  el  ajeno.  La 
mayor  parte  de  los  hombres,  en  verdad,  asi  como  la  de  las  reli- 
jiones,  se  creen  poseedores  csclusivos  de  la  verdad,  pareciéndo- 
Ics  que  todo  lo  que  difiera  de  sus  opiniones  es  errado.  El  pro- 
testante Stelle  decia  al  Papa  en  cierta  dedicatoria^,  que  la  única- 
diferencia  entre  ambas  iglesias,  respecto  á  certidumbre  de  doc- 
trina, estribaba  en  que  la  Iglesia  romana  era  infalible  i  la  de 
Inglaterra  no  se  equivocaba  nunca.  Sin  embargo,  aunque  mu- 
:cha  jcnte  no  deje  de  tener  una  idea  tan  elevada  de  su  propia  infa- 
libilidad, como  de  la  de  su  secta,  hai  pocas  que  lo  demuestren  tan 
candorosamente  como  una  dama  francesa,  que  disputando  con 
su  hermana  le  decia :  Hermana  mia,  no  sé  en  qué  consistirá,  que 
siempre  tengo  yo  razón  en  cuanto  sostengo  contra  tu  parecer.  » 

No  la  mayor  parte,  sino  todas  las  relijiones  i  todas  las  doctri- 
nas son  intolerantes  cuando  se  creen  bastante  fuertes  para  ello, 
ó  cuando  el  fanatismo  las  ciega.  Ahi  está  la  historia  para.demos- 
trar  que  los  mismos  perseguidos  se  han  convertido  en  perseguir 
dores.  ¿Por  qué?  Porque  no  sospechaban  que  pudieran  estaren 
el  error ;  porque  no  admitían  la  inocencia  de  las  opiniones  con- 
trarías, ni  el  derecho  de  manifest-irlas ;  porque  carecían  de  la 
noción  de  la  justicia,  é  ignoraban  completamente  el  mecafámo 
4el  espíritu. 


MPUBLIGA  DEL  ECUADOR  541 

I  á  tanto  llega  la  ceguedad  de  la  intolerancia,  que  pasa  sin  es- 
crúpulo sobre  derechos  admitidos  i  preconizados  como  dere- 
chos de  la  humanidad  :  derechos  que  las  constituciones  ó  las  le- 
yes de  las  repúblicas  hispano-americanas  han  consagrado  entu- 
siastas, al  mismo  tiempo  que  los  violaban  estableciendo  la  into- 
lerancia relijiosa.  Tal  sucede  con  la  libertad  de  conciencia,  que 
de  nada  sirve  si  no  halla  su  espresion  en  la  de  culto ;  con  la 
libertad  individual,  que  si  no  abraza  la  de  adorar  á  la  Divinidad 
según  nuestro  juicio,  es  incompleta  ;  i  con  la  igualdad  legal,  que 
desaparece  cuando  no  todos  los  asociados  pueden  ejercer  pública- 
mente su  relijion. 

Poder  lejislcUivo.  «Reside  en  el  congreso  nacional,  com- 
puesto de  dos  cámaras,  una  de  senadores  i  otra  de  diputados  x> 
( articulo  17,).  I  se  reúne  cada  dos  años  ( art.  18  )  contra  la  prác- 
tica de  casi  todas  las  demás  repúblicas  de  América,  cuyos  con- 
gresos tienen  reuniones  anuales.  Si  se  considera  que  el  congi*eso 
tiene  ó  debe  tener,  no  sólo  funciones  lejislativas,  sino  también 
de  fiscalización,  i  aun  de  represión  por  medio  del  juicio  político; 
sí  se  atiende  á  que  entre  las  mismas  funciones  lejislativas  hai 
algunas  que  demandan  un  ejercicio  frecuente,  como  son  las  que 
fijan  los  presupuestos  i  la  fuerza  pública ;  i  si  se  observa  que 
suele  haber  reformas  de  carácter  uijente  en  la  administración, 
que  el  ejecutivo  repugna,  habrá  de  convenirse  en  que  la  facultad 
que  éste  tiene  para  convocar  á  sesiones  estraordinarias  no  basta 
á  subsanar  los  inconvenientes  de  las  reuniones  bienales. 

Al  fijar  dos  senadores  por  provincia  (art.  19),  mientras  que  la 
elección  de  diputados  debe  hacerse  en  proporción  á  la  población, 
ge  ha  transijido  con  el  antiguo  sistema  constitucional  del  Ecua- 
dor, i  por  primera  vez  se  ha  reconocido  en  una  cámara  toda  la 
importancia  que  la  población  tiene  en  un  buen  sistema  eleccio 
nario.  Pero  la  reforma  se  detuvo  allí  con  harta  prudencia  i 
acierto.  La  superioridad  intelectual  é  industrial  de  las  provincias 
litorales  merece  que  se  la  considere,  i  para  ello  no  hai  otro  me- 
dio que  darl(*s  en  el  senado  una  representación  igual  á  la  que 
tienen  las  del  de  interior.  De  este  modo,  la  cámara  de  diputados 
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8erá  un  cuerpo  esencialmente  popular,  gne  representará  el 
gruedo  de  la  población  con  todos  sus  accidentes  i  variantes,  sus 
tendencias  i  aun  sus  preocupaciones,  mientras  que  el  senado 
será  un  cuerpo  representante  de  las  entidades  principales,  dignas 
de  personería  especial,  principalmente  después  quo  se  ha  preten- 
dido establecer  la  descentralización  administrativa,  ó  sea,  el  rai- 
men municipal  en  toda  su  plenitud. 

Pero  para  que  el  senado  sea  todo  lo  que  debe  ser,  debería  ade- 
más elejírsele  de  un  modo  distinto  del  que  rije  para  la  cámara 
de  diputados,  i  eso  es  lo  que  la  constitución  ecuatoriana  no  ha 
establecido.  La  principal  ventaja  de  la  dualidad  lejislativa  con- 
siste en  que  una  cámara,  equiparada  á  la  alta  cámara  de  las  mo- 
narquías constitucionales,  sirva  de  contrapeso  á  la  cámara  popu- 
lar, compuesta  de  elementos  variados  i  movibles.  Consigúese  ese 
objeto  enviando  al  senado  hombres  notables  por  sus  servicios, 
sus  talentos,  sus  conocimientos  especiales,  ó  siquiera  su  riqueza 
i  su  madurez.  Pudieran  determinarse  requisitos  tales  como  una 
cierta  edad,  un  diploma  literario  ó  científico,  una  renta,  xm  lapso 
de  tiempo  en  la  carrera  diplomática  ó  financiera.  Pero  acaso  no 
habría  necesidad  sino  de  atribuir  simplemente  la  designación  de 
los  senadores  á  las  corporaciones  municipales  de  las  provincias, 
á  semejanza  de  lo  que  hemos  visto  se  hace  con  tan  buen  éxito  en 
los  Estados  Unidos.  La  tendencia  de  los  electores  especiales  por 
delegación  es  á  escojer  hombres  distinguidos ;  porque  están  más 
en  contacto  con  ellos,  los  conocen  i  aprecian  mejor  que  el  pueblo 
rudo,  distante  i  diseminado  en  un  área  estensa  de  territorio. 

Una  constitución  en  que  de  esta  manera  se  combinen  las 
grandes  influencias  sociales  estará  de  acuerdo  con  la  idea  espre- 
sada por  Colmeiro  en  esta  indicación,  que  aceptamos :  Dar  entrada 
(en  la  constitución)  á  todas  los  elementos  fuertes  de  la  sociedad. 
«En  efecto  (dice)  (1),  la  constitución  no  inventa  los  poderes,  sino 
que  los  declara ;  elevando  el  hecho  á  derecho.  Los  elementos  po- 
líticos se  hallan  esparcidos  por  la  nación,  i  la  obra  del  lejislador 

(1)  Derecho  constitucional  de  las  repúblicas  II ispano-Amerícanas,  paj.  24. 
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8C  reduce  á  descubrirlos,  ordenarlos  i  establecerlos  en  la  consti* 
tacion,  de  manera  que  de  la  sociedad  pasen  al  gobierno.  El  lejis- 
lador  no  puede  orear  una  aristocracia,  i  asi  será  \ano  su  intento 
de  formar  una  constitución  aristocrática  sólo  con  instituir  cuer* 
pos  privilejiados  sao  dos  de  clases  imajinarías  ó  poco  fuertes  i 
numerosas.  Lo  mismo  decimos  de  una  constitución  democrática, 
que  no  tendrá  vida  si  la  democracia  no  circula  por  la  nación 
como  la  sangre  por  los  venas  del  cuerpo,  n 

Para  instalarse  cada  cámara  exije  el  art.  27  los  dos  tercios  de 
su  número,  i  para  continuar  las  sesiones  sólo  pide  la  mayoría 
absoluta,  escepto  el  caso  del  articulo  siguiente,  que  autoriza  la 
reunión  con  cualquier  número,  cuando  los  senadores  ó  diputados 
se  separan  de  la  respectiva  cámara  sin  que  preceda  licencia.  Esta 
disposieíou  es  una  verdadera  novedad,  i  novedad  peligrosa.  Hasta 
ahora  todos  los  ^parlamentos  hablan  ezijido  un  quorum^  sin  es* 
ceptuar  el  de  la  Gran  Bretaña,  bien  que  su  quorum  sea  propor- 
cionalmente  menor  que  cualquiera  otro. 

La  raion  se  comprende.  Un  cuerpo  representativo  no  lo  es  en 
lodo  rigor,  sino  hallándose  pleno  ;  como  que  sólo  entonces  puede 
adoptar  sus  resoluciones  por  una  mayoría  equivalente  á  la  mayo- 
ría de  la  nación,  cuya  voluntad  es  la  leí.  Una  mayoría  que  no  lo 
sea  do  la  totalidad  de  los  representantes,  mal  puede  espresar  la 
voluntad  ni  los  intereses  de  los  representados.  Pefo  seria  imprao* 
ticable  toda  prescripción  que  exijiese,  para  celebrar  sesiones  un 
cuerpo  lejislativo,  la  totalidad  de  sus  miembros ;  i  al  cabo  todos 
loa  principios  relativos  á  la  representación  nacional,  sin  escep- 
tuar  esta  misma,  no  son  sino  ficciones  más  ó  menos  justificables. 
Conviene,  sin  embargo,  apartase  lo  menos  posible  de  la  ficción 
madre,  cual  es  que  el  cuerpo  lejislaliro,  ó  más  propiamente  cada 
una  de  sus  ramas,  representa  á  la  nación,  cuyos  ciudadanos  han 
dado  al  cuerpo  los  necesarios  poderes. 

En  esa  virtud,  nosotros  admitiríamos,  como  único  i  para  todos 
los  casos,  el  principio  contenido  en  la  prímera  parte  del  citado 
articulo  27.  Exijiriamos  los  dos  tercios  de  votos  para  toda  reunión 
de  cada  cámara,  i  sólo  en  atención  á  graves  dificultades  nacidas 
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del  poco  espíritu  público  que  aún  reina  en  noestiiis  sociedades 
hispano^anieñcanas,  convendríamos  en  un  quorum  de  la  mayo- 
ría absoluta.  Pero  nunca  en  el  principio  ilimitado  que  contiene 
la  parte  final  del  art  28.  Una  epidemia,  una  revuelta  ú  otra 
causa  estraordinaria,  puede  hac^  ausentarse  sin  licencia  á  un 
gran  número  de  senadores  ó  diputados,  i  el  pequeño  que  per- 
maneciese, acaso  con  miras  siniestras,  se  hallaria  mui  lejos  de 
representar  jenuinamente  la  voluntad  i  los  intereses  de  la  rapú- 
Uica,  Aun  cuando  procediese  con  la  mayor  integridad,  inspira- 
ría poca  confianza;  quedaria  desautorizada,  i  de  hecho  per- 
dona el  poder  que  la  constitución  incautamente  quiere  conser- 
varle. 

Sobre  las  funciones  atribuidas  á  las  cámaras  lejislativás,  hai 
dos  disposiciones  que  llaman  nuestra  atención  en  el  código  que 
examinamos.  Es  la  primera  la  que  se  ve  en  el  inciso  4.^  del  art.  21 , 
que  autoriza  al  senado  para  «  rehabilitar  la  memoria  de  los  que 
hayan  muerto  después  de  ser  condenados  á  pena  corporal  ó  infa- 
mante, probada  la  inocencia.  »  Cuando  se  ha  reconocido  la  posibi- 
lidad de  hacer  sufrir  el  cadalso  á  un  inocente,  no  hai  otra  coa* 
clusion  razonable  i  humana  que  la  necesidad  de  rehusar  i  entes 
falibles  la  potestad  de  imponer  castigos  irremediables.  Una  decla- 
ratoria de  inocencia,  un  decreto  bombástico  i  jemebundo  del 
senado,  ¿  devolverá  el  padre  á  la  familia  desolada  i  hambrienta, 
ni  el  esposo  á  la  viuda  desvalida,  ni  el  ciudadano  á  su  patria  im- 
previsora ?  Poco  ó  nada  significa  á  la  verdad  la  rehabilitación  de 
una  memoria ;  pero  si  algo  significase,  ella  dependeria  siempre 
de  la  opinión  pública,  no  de  los  actos  de  un  cuerpo  lejislativo. 
La  fama  como  lá  infamia  no  se  administran  por  el  gobierno,  sino 
por  el  ente  invisible  potente  i  aun  caprichoso  que  se  llama  la 
sociedad. 

Hállase  en  el  art.  40  la  segunda  disposición  á  que  aludimos 
antes,  i  se  refiere  al  inciso  13  del  precedente.  Dice  que  «el  con- 
greso no'  puede  suspender,  á  pretesto  de  indultos,  el  curso  de 
los  procedimientos  judiciales,  ni  revocarlas  sentencias  i  decretos 
que  dictare  el  poder  judicial.  »  Estendiéndose  esta  prohibición  á 
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toda  clase  de  iadalto,  hace  imposibles  aun  los  otorgados  por  de- 
litos politicoSf  tan  necesarios  á  veces  para  pacificar  una  revuelta, 
á  que  quizás  ha  dado  algún  motivo  el  mismo  gobierno,  ó  en  que 
el  número  de  los  comprometidos  sea  tal,  que  no  autorice  ante  los 
ojos  de  la  prudencia  ó  de  la  humanidad  la  imposición  de  penas 
por  mayor.  Bien  se  conoce  que  el  objeto  del  articulo  es  precisa- 
mente imposibilitar  los  indultos  (1) ;  pues  rara  vez  podrá  decre- 
tarlos el  congreso  antes  de  que  se  haya  iniciado  procedimiento 
judicial  por  el  delito  que  los  motive.  Cuando  el  delito  es  común, 
no  hai  duda  de  que  la  acción  de  los  tribunales  debe  ser  respe- 
tada,  i  que  nadie  debe  estar  facultado  para  entorpecerla  ni  con- 
trariarla. Pero  tampoco  debe  haber  indulto  para  esa  clase  de  de- 
litos, sino  penas  proporcionadas  i  científicas^  juicios  prontos, 
amplias  garantías  á  la  defensa,  i  tribiinales  tan  ilustrados  como 
íntegros. 

Lleva  con  todo  el  nombre  de  indulto  un  acto  de  rigurosa 
justicia,  de  absoluta  necesidad,  que  la  constitución  del  Ecuador 
ha  hecho  imposible  en  aquella  república,  sin  intención  estamos 
ciertos.  Hablamos  de  U  exoneración  de  pena  á  un  condenado, 
cuya  inocencia  se  averigua  antes  de  sufrir  ó  mientras  sufre  el 
castigo.  Tales  hechos  no  son  tan  raros  como  pudiera  creerse.  Ue-^ 
mos  citado  uno  en  el  estudio  sobre  el  Paraguai,  i  podríamos  citar 
unos  cuantos  más.  Recientemente,  en  mayo  de  1877,  los  perió* 
dicos  ingleses  han  publicado  por  via  de  simple  noticia  en  un 
rincón  de  la  hoja,  el  aviso  siguiente  :  «El  secretario  de  lo  interior 
ha  acosejado  á  la  reina  que  conceda  perdón  absoluto  á  Samuel 
Jorje  Merret,  reo'rematado  á  quien  se  condenó  en  las  sesiones  judi- 
ciales de  Gloucester,  en  abril  del  año  anterior,  por  robo  con 
fractura,  á  siete  años  de  presidio  mayor.  Se  ha  descubierto  que 
hubo  error  en  cuanto  á  la  persona,  según  lo  dicho  por  un  preso 
en  la  cárcel  de  Lesnes,  quien  ha  confesados  er  el  verdadero  delin-* 
cuente.  »  Sufrió  aquél  por  lo  mismo  un  año  de  la  pena. 


(1)    Es  decir,  tos  indultos  por  delitos  políticos,  que  son  los  previstos  en  e!  in- 
ciso 43  del  art.  39. 

35 


546  REPÚBLICA  DEL  ECUADOR 

ün  caso  interesante,  i  del  mismo  jénero,  ocurrió  también  en 
Inglaterra  en  1814,  con  un  personaje  notable  en  la  guerra  ma- 
ritima  de  Sud-Américaporsu  independencia  de  España.  £1  conde 
Dundonald,  más  conocido  por  el  nombre  de  lord  Cochrane,  fué 
acusado  de  haber  esparcido  una  noticia  falsa  sobre  abdicación 
de  Napoleón  para  especular  en  la  Bolsa.  Era  á  la  sazón  capitán 
de  la  escuadra  real  británica,  i  oficial  mui  distinguido  por  sus 
altas  dotes  i  grandes  servicios.  Fué  condenado  judicialmente  á 
espulsion  de  la  armada  i  del  parlamento,  á  pagar  L.  1.000  de 
multa  á  degradación  de  la  orden  del  Baño,  prisión  por  doce  meses, 
i  sufrir  la  picota  (de  que  fué  luego  dispensado).  Mui  poco  después 
se  descubrió  que,  no  Tomas  Cóchrane,  sino  un  tio,  á  quien  éste 
noblemente  quiso  cubrir  con  su  silencio,  había  sido  el  calpable; 
i  en  1850,  al  subir  al  trono  Guillermo  lY,  se  perdonó  al  inocen- 
te, i  se  le  restituyó  á  todos  su  honores,  de  que  apenas  gozó,  pues, 
falleció  en  el  siguiente  año. 

Es  una  cruel  ironía  llamar  perdón  el  reconocimiento  de  la  ino- 
cencia ;  pero  asi  lo^ requiere  la  ficción  jurídica  de  que  una  sen- 
tencia definitiva  es  verdad  inconcusa,  un  fallo  irrevocable.  No 
vemos,  con  todo,  por  qué,  conservando  esas  ficciones,  no  se  da 
al  hecho  su  verdadero  nombre  de  justa  reparcLcion^  que  tampoco 
debe  limitarse  á  exonerar  i  restituir,  sino  estenderse  á  indemnizar 
de  todos  los  perjuicios  causados  por  la  iniquidad  bautizada  de 
justicia.  A  este  orden  de  ideas  pertenece  la  del  inciso  4.**  art.  21 
de  la  constitución  ecuatoriana ;  pero  allí  no  está  sino  débilmente 
bosquejada.  Tiene,  sin  embargo,  el  mérito  esa  constitución  de  ser 
la  primera,  si  mal  no  recordamos,  que  proclama  el  principio,  con- 
trariado, en  cierto  modo,  por  falta  de  explicación  en  el  inciso  13 
del  articulo  39. 

Poder  ejecutivo.  Es  desempeñado  por  un  presidente,  cuya 
elección  se  hace  popularmente,  i  por  mayoría  relativa,  decidién- 
dose por  la  suerte  los  casos  de  igualdad.  Tal  es  la  doctrina  del 
artículo  58,  que  no  parece  mui  de  acuerdo  con  el  29,encüaiilu  éste 
supone  la  posibilidad  de  perfeccionar  la  elección  de  presidente. 
En  realidad  la  tarea  del  congreso  se  halla  reducida  á  declarar  la 
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elección  hecha  por  el  sufrajio  directo  i  mayoría  relativa,  i  á  lo 
más  decidir  por  la  suerte  los  casos  de  igualdad,  operación  que 
no  puede  llamarse  perfeccionamiento. 

Son  notables  las  autorizaciones,  que  como  facultades  ordina- 
rias, da  ai  ejecutivo  la  constitución  en  el  inciso  21  del  art.  66  i 
en  el  art.  70.  Cobrar  con  anticipación  i  descuento  las  contribu- 
ciones, asi  como  arrestar  é  interrogar  á  los  ciudadanos,  son  fun- 
dones que  sólo  como  estraordinarias  suelen  darse  al  ejecutivo  en 
las  constituciones  americanas. 

I  en  cuanto  á  las  estraordinarias,  que  la  del  Ecuador  autoriza 
en  el  art.  71 ,  son  inmensas,  i  constituyen  una  verdadera  dicta- 
dura. El  dictamen  del  consejo  de  gobierno,  vista  la  organización 
que  éste  tiene  por  el  art.  80,  no  da  suficiente  garantía ;  pues  tres 
de  sus  siete  miembros  son  parte  del  ejecutivo,  i  sólo  necesita  el 
presidente  ganarse  un  voto  de  los  otros  cuatro,  para  tener  mayoría 
i  recibir  las  autorizaciones  que  desee.  Ya  éste  es  un  punto  histó- 
rico en  el  Ecuador,  i  por  tanto  algo  más  que  posible  el  riesgo. 
Examinemos  brevemente  algunas  de  esas  autorizaciones. 

Los  empréstitos  forzosos,  de  que  habla  la  2.*,  suponen  que 
nadie  está  dispuesto  á  hacerlos  voluntariamente.  En  otros  térmi- 
nos, suponen  el  descrédito  del  gobierno ;  porque  no  hai  gobierno 
medianamente  acreditado  que  no  encuentre  prestamistas.  I  como 
el  descrédito  de  los  gobiernos  es  las  más  veces,  por  no  decir 
siempre,  obra  de  ellos  mismos,  por  el  hecho  de  autorizarles  para 
contraer  empréstitos  forzosos  se  les  premian  los  desmanes  que 
acarrearon  su  descréito.  Auméntase  éste  además  por  la  exacción 
de  tales  empréstitos,  que  son  en  último  resultado  una  verdadera 
espoliacion ;  pues  nunca  se  reintegran  totalmente,  si  es  que  se 
reintegra  alguna  parte  de  ellos.  Un  prestamista  que  recibe,  como 
garantía  de  su  adelanto,  un  título  de  deuda  pública  despreciado 
desde  el  mismo  dia  de  su  emisión,  i  que  suele  ganar  en  demérito 
lo  que  gana  en  antigúedad,  es  despojado  de  la  diferencia  entre  el 
valor  que  se  le  toma  i  aquél  á  que  negocia  su  titulo,  obligado  por 
la  necesidad.  El  mejor  modo  de  garantizar  el  crédito  público, 
según  lo  ofrece  el  art.  111  de  la  constitución  ecuatoriana,  es  no 
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perderlo,  i  para  ello  todo  el  secreto  estriba  en  estas  dos  reglas 
de  la  más  trivial  moralidad  :  no  estorsioaar  á  nadie  en  uingua 
caso;  cumplir  exactamente  lo  que  se  promete. 

La  4/,  que  faculta  para  espulsar  i  confinar,  es  un  terrible  instru- 
mento en  manos  de  gobiernos  vengativos  ó  asustadizos,  como  lo  son 
casi  todos.  I  es  además  opuesta  al  art.  67,  que  prohibe  de  una 
manera  absoluta  las  espufsiones  i  los  conGnamientos.  Es  mucho 
lo  que  se  ha  abusado  en  Hispano -América  de  tan  peligrosa  facal- 
tady  lo  mismo  que  de  la  espresada  en  el  inciso  6.^  sobre  clausura 
de  puertos.  Para  hostilizar  á  los  disidentes,  en  casos  de  guerra 
civil,  se  han  cerrado  los  puertos  ya  conocidos  como  habilitados 
para  el  comercio,  i  se  ha  causado  el  consiguiente  trastorno  en 
las  operaciones  mercantiles. 

Es  mui  lata  la  atribución  7.*,  que  autoriza  para  disponer  de  los 
caudales  públicos,'  i  es  ocasionada  á  corrupción  la  8.*,  en  cuanto 
faculta  para  dar  comisiones  á  los  miembros  del  congreso. 

Poder  judicial.  «  La  justicia  será  administrada  por  una  corte 
suprema  i  por  los  demás  tribunales  i  juzgados  que  la  leí  esta- 
blezca y>  (art.  85) :  i  es  también  la  lei  quien  determinará  el 
número  de  vocales  que  deba  componer  la  corte  suprema  i  los 
tribunales  de  apelación  según  dispone  el  art.  89.  Siendo  tempo- 
ral la  duración  de  unos  i  otros  majistrados  (art.  93),  la  facultad 
de  alterar  el  número  de  plazas  ó  vocalías  en  las  cortes  judiciales, 
deberia  estar  subordinada  á  esa  duración  ;  de  manera  que  ningu- 
na plaza  pudiera  suprimirse  mientras  no  cumpliese  su  periodo 
el  majistrado  que  la  desempeñase.  De  otro  modo,  resultaría  ilu- 
soria la  garantía  ofrecida  por  el  art.  QÜ  contra  las  destituciones  á 
que  no  preceda  sentencia  i  por  consiguiente  juicio. 

Es  mui  notable  la  atribución  dada  al  consejo  de  gobierno  por 
el  inciso  S."*  del  art.  83,  i  que  consiste  en  «admitir  i  preparar 
para  el  congreso  los  recursos  de  queja  que  se  interpongan  contra 
la  corte  suprema  ó  sus  ministros.  »  Si  fuese  esclusiva,  como  lo 
parece ,  quedaria  enteramente  á  voluntad  del  consejo,  ó  lo  que 
es  casi  lo  níismo,  del  ejecutivo,  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
de  los  magistrados  que  incurran  en  ella,  aplicando  torticeramente 
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el  derecho  entre  partes  que  litiguen.  ¿Por  qué  no  permitir  á 
todo  agraviado  que  ocurra  directamente  á  la  cámara  de  diputados, 
poniendo  su  queja,  para  que  ella  decida  si  merece  ó  no  presen- 
tarse al  senado?  Ninguna  precaución  es  bastante  para  hacer  efec- 
tiva la  responsabilidad  de  la  corte  suprema,  que  por  su  misma 
posición  es  de  hecho  un  tribunal  casi  irresponsable ;  i  el  inciso 
que  nos  ocupa,  lejos  de  consultar  esc  principio,  va  encaminado 
en  dirección  opuesta. 

Réjimen  municipaL  Hai  en  el  tit.  VIH  una  marcada  tenden- 
cia hacia  la  descentralización  administrativa.  La  elección  de  los 
ajentes  políticos  se  atribuye  en  gran  parte  á  los  administrados  (ar- 
ticulo 95),  i  en  cada  sección  del  territorio,  grande  ó  pequeña, 
habrá  una  corporación  municipal  (art.  96).  Pero  se  deja  entera- 
mente á  la  lei  determinar  sus  atribuciones,  tanto  sustantivas 
como  adjetivas,  de  suerte  que  nada  se  ha  hecho  con  los  vagos 
i  jenerales  principios  sentados  en  la  constitución.  Dedúcese 
además  del  art.  97,  que  los  gobernadores,  jefes  políticos  i  tenien- 
tes parroijuiales  pueden  suspender  los  acuerdos  municipales, 
cuando  los  juzguen  opuestos  á  la  constitución  i  las  leyes  jenera- 
les; bien  que  la  corte  suprema  debe  decidir  las  cuestiones. que 
á  éste  respecto  se  suscitaren.  La  independencia  municipal  exije 
que,  mientras  no  se  anule  un  acuerdo  por  ilegal,  sea  exequible; 
i  nadie  pueda  suspenderlo,  si  no  es,  á  lo  sumo,  bajo  la  respon- 
sabilidad inmediata  i  personal  del  funcionario  que  dicte  la  sus- 
pensión. 

Variedades.  1.**  Fuerza  armada.  «  Es  esencialmente  obediente 
no  deliberante,  »  según  el  art.  100,  i  según  la  opinión  jeneral- 
mente  aceptada.  En  nuestro  cot.cepto,  el  principio  admite  sus 
limitaciones.  Nadie  debe  obedecer  cuando  se  le  ordena  un  delito 
manifiesto.  La  obediencia  pasiva  está  en  su  lugar  cuando  se  trata 
de  operaciones  esencialmente  militares;  pero  fuera  de  eso,  es  una 
autorización  para  el  crimen,  que  lo  facilita  grandemente.  Si  un 
oficial  recibe  orden  superior  para  marchar  sobre  el  enemigo  por 
un  camino  en  que  sabe  será  destrozada  su  tropa,  i  hai  otro  que 
no  presenta  los  mismos  peligros,  podrá  á  lo  más  hacer  respetuosa 
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observación;  pero  si  el  superior  insiste,  debe  cumplir  la  orden. 
Otra  cosa  seria,  si  se  le  ordenase  fusilar  á  un  soldado  por  una 
falta  leyisima,  ó  por  pura  animosidad  del  superior.  La  resistencia 
en  esos  casos  serviria  de  freno  á  mandatos  tiránicos,  que  nunca 
deben  apoyarse.  Del  mismo  modo,  si  un  presidente  se  hace  dic- 
tador rompiendo  los  títulos  constitucionales  que  le  da  i  le  limi- 
tan su  poder,  ningún  jeneral  del  ejército  debe  prestarle  obe- 
diencia, sino  ahogar  en  su  cuna  el  absolutismo,  quitando  al  usur- 
pador los  medios  de  adehntar  su  obra. 

¿Y  qué  diremos  de  las  revueltas  políticas  hechas  por  ó  con  la 
positiva  cooperación  del  ejército?  Es  algo  más  que  deliberar  :  es 
imponer  su  voluntad,  sacrificando  el  orden,  cuya  conservación 
es  uno  de  los  objetos  de  la  fuerza  pública.  En  una  alocución 
que  dirijieron  al  presidente  de  !a  convención  de  1845,  pronun- 
ció al  cerrarse  sus  sesiones  el  señor  Vicente  Rocafuerte,  se  espresó 
de  este  modo  :  «  Hasta  aquí  la  nación  ha  sido  del  ejército,  pero 
en  adelante  el  ejército  será  de  la  nación,  i  llenará  el  objeto  de  su 
instituto,  cual  es  de  conservar  el  orden  interior,  de  sostener  el 
honor  nacional  dentro  i  fuera  de  la  república ;  de  dar  ejemplo 
de  respeto  á  la  constitución,  de  obediencia  á  las  leyes  i  de  sumi- 
sión á  las  autoridades  constituidas.  La  fuerza  brutal,  primer 
elemento  del  antiguo  derecho  de  conquista ,  no  es  ya  de  nuestra 
época ;  pasó  el  tiempo  en  que  un  ejército  elevado  á  omnipoten- 
cia social  disponia  del  imperio,  formaba  una  sociedad  bélica  den- 
tro de  otra  sociedad  inerme  i  pacifica :  en  el  dia  se  prefiere  la 
oliva  de  la  paz  al  laurel  de  la  victoria ;  las  virtudes  pacíficas  del 
modesto  Washington  opacan  el  brillo  déla  gloria  militar  de  Na- 
poleón; á  los  héroes  de  la  guerra  han  sucedido  los  héroes  de  la 
paz,  del  orden  legal  i  de  la  libertad.  » 

De  ese  bello  discurso  pudiera  decirse  lo  que  de  otros  muchos 
pronunciados  por  tribunos  hispano-americanos :  si  non  éveroé 
ben  tróvalo.  Descanse  en  paz  el  ilustre  repúblicp  ecuatoriano,  i 
no  despierte  para  saber  que  el  ejército  de  su  patria  ha  quitado  i 
puesto  no  menos  de  cinco  gobiernos,  después  del  famoso  dis- 
curso en  que  se  anunció  que  daríajejemplo  de  respeto  á  la  cons- 
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titucion,  obediencia  á  las  leyes  i  sumisión  á  las  autoridades.  Ni 
era  de  esperar  que  la  epidemia  se  curase  tan  |)ronto  i  sólo  en  uno 
de  los  pacientes.  Esa  peste  española  apenas  amaina  sino  á 
Chile^  Colombia  i  acaso  en  la  República  Arjentina.  El  ejército  ha 
dispuesto  en  la  lista  de  gobiernos  i  dinastías  durante  todo  lo  que 
va  trascurrido  del  presente  siglo.  ¡  Qué  mucho  (|ue  haga  i  des- 
haga presidentes  i  dicte  constituciones  en  los  dominios  que  fue- 
ron de  España  i  hoi  han  pasado  á  sus  herederos! 

2.°  Apremio  legal.  Hablando  jeneralmcnte,  el  art.  107  sobré 
los  casos  en  que  puede  reducirse  á  prisión  á  un  ecuatoriano,  es 
bastante  aceptable;  pues  amplia  la  franquicia  de  la  libertad  indi- 
vidunl,  en  términos  que  escluiria  aún  el  reclutamiento  para  el 
ejércilo.  Pero  estamos  ciertos  deque  aun  cuando  haya  habido  tal 
intención,  nadie  tiene  presente  el  artículo  constitucional,  cuando 
se  trata  de  enrolar  hombres  para  la  fuerza  pública,  sobre  todo  si 
se  atrapa  á  los  infelices  iiidíjénas  de  las  provincias  andinas,  que 
se  hallan  en  la  misma  condición  que  los  del  Perú. 

Lo  que  principalmente  llama  nuestra  atención  en  el  artículo 
que  comentamos  es  que,  autorizando  sin  escepcion  el  apremio 
legal,  incluye  en  él  la  prisión  por  deudas,  institución  del  pasado, 
que  no  resiste  ya  la  más  leve  observación  filosófíca,  i  que  mar- 
cha avergonzada  á  esconderse  entre  los  absurdos  de  los  tiempos 
que  fueron.  Como  verdadero  apremio,  ó  sea  medio  de  compeler 
al  pago,  que  puede  i  no  quiere  hacerse  por  el  deudor,  la  inefi- 
cacia de  ese  medio  está  suficientemente  comprobada ;  pues  jus. 
tamente,  en  proporción  de  los  recursos  del  deudor  sin  probidad, 
se  hallan  sus  medios  de  eludir  la  prisión  ó  de  soportarla  cómo* 
damente. 

No  pudiendo  la  lei  ni  el  majistrado  averis^uar  con  certidumbre 
cuáles  son  i  cuáles  no  los  deudores  insolventes,  tiene  quo  limitar 
la  prisión  para  no  esponerse  á  cometer  la  más  atroz  de  las  injus-. 
ticias,  á  saber,  la  detención  indefinida  de  un  deudor  insolvente 
sin  culpa  suya.  Una  vez  admitida  la  limitación  en  beneficio  de 
ios  deudores  honrados,  se  aprovechan  de  ella  los  que  no  lo  son, 
I  que  se  han  reservado  en  una  quiebra  fraudulenta  lo  bastante 


553  REPÚBLICA  DEL  ECUADOR 

• 

para  pasar  tolerablemente  su  término  ó  condición  del  latrocinio, 
i  para  gozar  después  libremente  ei  fruto  (!c  su  fraude. 

Resulta  de  ahf  que  la  prisión  por  deudas  no  es  en  el  hecho 
sino  una  pena  que  la  Ici  deja  al  acreedor  imponer  al  deudor,  ni 
más  ni  menos  que  el  homicidio  de  los  adúlteros  permitido  al 
marido  engañado.  Vista  así,  la  prisión  es  mucho  menos  justiGca- 
ble;  pues  ni  distingue  entre  culpables  é  inocentes,  ni  gradúa  el 
castigo,  según  la  magnitud  de  la  falta.  En  vez  del  apremio  legal 
sería,  por  tanto,  mucho  mejor  establecer  el  apremio  pecuniario, 
convertible  en  arresto,  según  la  cantidad  de  la  multa,  para  aquellos 
individuos  que  no  pudiesen  ó  no  quisiesen  pagarla. 

3.**  Penas*  aberrantes.  El  art*  109  declara  abolida  la  con6s. 
cacion,  i  además  «  que  ninguna  pena  afecta  á  otro  que  al  culpa- 
ble. y>  En  la  constitución  granadina  de  1832  se  leia  también  un 
articulo  altisonante  concebido  asi:  «Ninguna  pena  será  trascen- 
dental sA  mócenle,  for  intimas  que  sean  sus  relaciones  con  el 
culpado.  »  Casi  de  un  modo  esclusivo  se  han  calificado  de  aber- 
rantes ó  dislocadas  la  confiscación  i  la  infamia.  En  rigor  no  lo 
es  sino  la  última ;  pues  es  la  sola  que  las  leyes  han  impuesto 
directamente  á  la  descendencia  de  los  traidores;  pero  como  jus- 
tamente la  infamia  no  está  en  manos  de  la  leí,  á  nada  queda 
reducida. 

La  confiscación  afecta  á  los  parientes  de  un  modo  indirecto,  lo 
mismo  que  otras  penas.  Si  se  fusila  á  un  hombre,  que  era  el 
único  apoyo  de  su  familia,  ¿no  se  hace  á  ésta  mayor  mal  que  si 
se  confisca  á  un  hombre  rico  la  mitad  de  su  fortuna?  La  confis- 
cación es  mala,  porque  es  una  espoliacion  innecesaria,  i  sin  pro- 
porción ninguna  con  el  delito ;  pero  no  porque  caiga  sobre  ino- 
centes. Ella  no  los  afecta,  sino  del  modo  que  lo  hacen  todas  las 
penas,  á  saber,  irradiando  su  alcance  sobre  los  allegados  del  cri- 
minal. 

4.®  Patentes  de  invención.  Concédese  por  el  art.  112  al  autor 
ó  inventor  de  un  descubrimiento ;  pero  nada  se  dice  de  los  com- 
pradores  que  se  sustituyen  en  su  lugar. 

5/  Propiedad.  Al  especificar  los  casos  en  que  un  individuo 
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puede  ser  privado  de  su  propiedad,  omite  el  art.  113  las  contri- 
buciones, las  multas  i  los  comisos,  i  espresa  las  sentencias  judi- 
ciales, que  en  realidad  no  quitan  la  propiedad  al  perdidoso  en  un 
litijio,  sino  que  declaran  quién  es  el  verdadero  propietario.  Es- 
ceptuamos  aquéllas  que  no  son  sino  ejecutivas^  6  que  ordenan 
un  pago  en  cualquier  forma,  sin  que  haya  mediado  cuestión  de 
dominio. 

Los  saludables  efectos  del  articulo  que  precede  quedan  en 
parte  desvirtuados  por  el  114,  que  sólo  castiga  los  ataques  con- 
tra la  propiedad,  ejecutados  por  ifn  funcionario  fuera  de  los 
casos  permitidos  por  las  leyes,  ¿No  equivale  á  autorizar  á  la  lei 
para  espresar  los  casos?  I  entonces,  ¿qué  significa  la  garantía 
constitucional? 

6.^  Libertad  de  imprenta.  ¿Consagra  el  art.  117  la  ik^respon- 
sabilidad  de  la  prensa  cuando  se  ataca  por  ella  á  los  funcionarios 
i  á  los  particulares?  Eso  se  desprende  de  su  tenor  literal;  pues 
que  sólo  castiga  los  abusos  contra  la  relijion,  la  decencia  i  la 
moral  pública.  No  es  probable,  sin  embargo,  que  eso  se  haya 
querido. 

7.^  Reforma  constitucional.  Según  se  establece  por  el  art.  132, 
es  bastante  aceptable.  No  hai  alli,  ni  con  mucho,  las  dificultades 
que  se  ven  en  las  constituciones  del  Brasil ,  de  Chile,  de  Colom- 
bia i  otras.  La  del  Perú,  sin  embargo,  es  superior  todavía  á  la  del 
Ecuador  en  este  punto.  Sólo  requiere  aprobación  ordinaria  en 
dos  lejislaturas  consecutivas,  lo  que  al  paso  que  escluye  la  preci- 
pitación en  un  momento  de  calor,  facilita  los  cambios  que  de- 
mande el  movimiento  de  la  opinión. 


APÉNDICE 


Hallándose  en  prensa  este  Yolúmen,  han  ocurrido  los  siguien- 
tes hechos,  que  afectan  dos  de  los  estudios  en  él  comprendidos. 

BoUiria.  El  jeneral  Hilarión  Daza,  que  en  4  de  mayo  de 
1876  subió  al  poder,  como  tantos  otros,  por  el  vedado  camino 
de  la  rebelión,  ejerció  discrecionalmente  su  autoridad  durante 
diez  i  ocho  meses,  i  en  noviembre  de  1877  reunió  una  conven- 
ción constituyente  que  lejiiimase  la  situación.  La  Asamblea, 
como  se  concibe,  le  elijió  pi'esidente  provisorio  el  15  de  dicho 
mes ;  i  cualesquiera  que  sean  los  medios  de  elección  que  la 
nueva  constitución  establezca,  el  mismo  jeneral  obtendrá  los 
necesarios  votos  para  presidente  oonétüudonal.  Es  la  fórmula 
conocida.  Cuando  su  término  espire,  si  llega  el  caso...  ¡quién 
puede  prever  lo  que  suceda  I 

Ecuador.  La  convención  nacional,  que  según  espusimos 
en  la  parte  histórica|del  estudio  respectivo,  se  habia  convocado 
para  el  26  de  diciembre,  seVeunió  en  Ambato  el  26  de  enero 
del  presente  año  (1878),  i  fué  presidida  por  el  jeneral  José 
María  Urbina.^  Declaró  haber  cesado  el  gobierno  provisorio,  i 
elijió  presidente  interino  al  que  lo  era  de  hecho,  jeneral  Ignacio 
Veintimilla.'ProcedióJá  constituirla  república ;  i,  observando  la 
secuela  desordenanza,  nombró  comisión  que  preparase  un  pro- 
yecto de  acto  constitutivo.  Como  el  Ecuador  no  ha  entrado  aún 
por  la  senda  de  la  orijinalidad  en  materia  de  constitución ,  al 
deshacer  una  para  lejitimar  el  golpe  que  la  hirió,  ha  tenido  ne- 
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cesidad  de  proceder  fundiendo  constituciones  ó  cuadernos  ante- 
riores, i  acentuando  ó  barnizando  las  cláusulas  que  lo  reque- 
rían, según  el  humor  de  la  actualidad  ó  las  exijencias  del 
poder. 

En  efecto,  la  comisión  fabricó  su  proyecto  en  vista  de  las  cons- 
tituciones de  1861  i  1869,  realzando  no  poco  las  autorizaciones 
dadas  al  poder  ejecutivo,  i  abandonando  las  primeras  pajinas  con 
dedaraciones  de  principios  i  garantías  (que  ya  sabemos  lo  que 
en  la  práctica  significan,  para  honrar  un  proyecto  de  constitu- 
ción liberal,  presentado  por  el  señor  F.  Garbo.  Tales  han  sido 
los  elementos  de  la  nueva  constitución,  aprobada  definitiva- 
mente por  la  convención  el  31  de  marzo,  i  que  el  presidente  de 
'a  república  mandó  promulgar  el  6  de  abril.  Para  andar  más 
espeditivamente,  la  constitución  proveyó  por  un  articulo  transi- 
torio, que  la  misma  convención  elijiese  el  primer  presidente 
constitucional  para  un  período  de  cuatro  años ;  i  el  jeneral  Yein- 
timílla  recibió  su  nueva  investidura  el  mismo  dia  31  de  marzo 
en  que  se  espidió  la  constitución. 

Damos  en  seguida  el  instrumento  que  organiza  el  gobierno 
del  Ecuador,  i  que  no  tenemos  tiempo  para  comentar  despacio, 
ni  es  indispensable  tampoco.  Llaman  en  él  la  atención  estos 
puntos : 

1 .«  Las  garantios,  malcría  en  que  se  puede  con  segurídad 
cargar  la  mano  para  ostentar  liberalismo,  porque  no  pasan  de 
bellas  inscripciones,  sujetas  á  la  cólera  ó  la  preocupación  del 
gobernante,  i  á  los  estados  de  sitio ,  que  con  harta  facilidad  le 
hace  declarar  el  pánico  producido  por  su  mala  conciencia. 

2.®  El  art.  20,  que  no  dá  un  sólo  paso  adelante  en  el  sentido 
de  la  tolerancia  relijiosa,  materia  de  particular  aversión  para 
García  Moreno,  cuyos  manes  deben  estar  satisfechos,  después  de 
haber  recibido  tanto  escarnio. 

3.^  Las  facultades  estraordinarías  que  da  al  poder  ejecutivo 
el  art.  80.  No  desconocemos  que  ellas  pueden  ser  necesarías  en 
su  oportunidad  ;  mas  esta  oportunidad  resulta  del  espíritu  re- 
voltoso que  cada  nueva  rebelión  nutre  i  fomenta.  I  como  si  los 


596  REPüBLTCil  BEL  EGUAÜOR 

rebeldes  comprendiesen  que  su  ejemplo  no  es  propio  para  fon* 
dar  el  espíritu  de  orden  i  respeto  á  la  autoridad  legal,  cuando 
de  rebeldes  se  convierten  en  gobernantes  constitucionales,  son 
los  más  cuidadosos  de  asegurarse  amplias  facultades  para  mante- 
ner su  autoridad.  Después  que  el  imperio  de  la  lei  se  ha  estable- 
cido por  la  moralización  política  ( i  el  Ecuador  está  aún  bien 
lejos  de  esa  época  venturosa),  las  facultades  estraordinarias  no 
se  necesitan»  ó  se  requieren  mui  rara  vez  i  con  mucha  limita- 
ción. Nuestra  aspiración  es,  por  lo  mismo,  que  el  tiempo  venga 
en  que  el  gobierno,  sintiéndose  fuerte  en  su  derecho,  en  su 
honradez  i  en  la  gustosa  obediencia  que  inspira,  no  haga  mucho 
hincapié  en  facultades  estraordinarias,  i  no  figuren  éstas  sino 
mui  moderadamente  en  la  constitución  política. 

4.^  Las  atribuciones  9.',  art.  47  ;  i  16,  art.  76 ;  según  las 
cuales,  la  cuenta  del  manejo  de  los  caudales  públicos  se  fenece 
por  el  tribunal  del  ramo ;  i  el  congreso,  sin  facultad  de  revi- 
sión, se  limita  á  declarar  la  responsabilidad  del  ministro  de  ha- 
cienda, cuando  ella  resulta  del  fallo  del  tribunal.  1  poco  peligro 
habrá  de  que  resulte  ;  pues  sobre  uua  corporación  poco  nume- 
rosa, permanente,  i  que  no  es  de  elección  popular,  es  más  fácil 
ejercer  una  torticera  influencia  que  sobre  las  cámaras,  compues- 
tas de  miembros  numerosos  elejidos  popularmente. 

5.^  El  réjimen  administrativo  interior.  Por  el  art.  104  se 
inicia  una  organización  municipal,  de  que  el  Ecuador  tiene  ur- 
jente  necesidad.  Su  centralismo  ha  sido  tan  rigoroso  como  exa- 
jerado  es  el  federalismo  de  su  vecina  la  Union  Colombiana.  Si 
las  cámaras  provinciales  i  las  municipalidades  adquieren  una 
existencia  real  é  independiente,  serán  las  bases  de  una  descen- 
tralización, que  dé  vida  á  las  localidades,  principio  de  libertad 
más  seguro  que  todas  las  declaraciones  teóricas  imajinables. 
Pero  educar  los  municipios  por  el  gobierno  central  es  tan  difícil 
como  obtener  de  la  espontaneidad  de  los  amos  la  libertad  de  los 
esclavos.  No  hai  por  tanto  esperanza  fundada  de  animación  en 
las  localidades,  sino  cuando  se  educan  éstas  para  la  vida  poli- 
tica  por  ios  medios  jenerales  de  la  educación  popular,  i,  una 
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vez  despiertas,    reclaman  su    participación   en    el  gobierno. 

6.^  La  obediencia  militar,  según  se  limita  por  elart.  109.  Es 
una  novedad  de  grande  importancia  en  las  constituciones  ame- 
ricanas. Alguna  vez  hemos  espresado  nuestra  opinión  de  que  el 
principio  de  obediencia  pasiva  en  la  fuerza  armada  admite  es- 
cepciones,  i  las  que  establece  el  citado  artículo  nos  parecen  mui 
razonables,  decimos  más,  necesarias.  Tenemos  gran  placer  en 
tributar  este  elojio  á  la  nueva  constitución  ecuatoriana. 

7.®  También  nos  lo  merece,  i  mui  entusiasta,  la  facilidad 
que  para  su  reforma  da  el  art.  123v  Nada  liemos  visto  hasta 
ahora  que  le  aventaje.  La  permanencia  de  las  constituciones, 
que  no  se  funde  en  su  mérito  intrínseco  i  probado^  es  injusta  si 
sólo  se  obtiene  por  el  artificio  i  la  fuerza,  i  es  imajinaria  cuando 
pueden  salvarse  las  restricciones. 

8.^  A  la  verdad,  todo  considerado,  la  constitución  que  nos 
ocupa,  vista  sólo  como  un  instrumento  escrito,  no  es  peor  que 
sus  predecesoras ;  i  si  se  cumpliera,  tendría  nuestros  sinceros 
votos  de  larga  vida.  No  la  hemos  creido  necesaria  :  pero  puesto 
que  existe,  le  deseamos  mejor  suerte  que  la  que  han  llevado  las 
otras.  Ello  no  tendrá  relación  con  el  pobre  cuaderno,  tan  ino- 
cente como  sus  hermanos  mayores  difuntos.  Dependerá  de  que 
se  asiente  ó  no  el  turbión  revolucionario ;  i  esto  es  obra  del 
tiempo  i  la  /uz,  la  industria  i  el  bienestar,  las  amalgamas  de 
razas,  i  en  una  palabra,  la  civilización. 


La  Asamblea  Nacional  en  nombre  i  por  autoridad 
del  pueblo  ecuatoriano  decreta  la  siguiente 
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TITULO  I 

DE  LA  NACIÓN  I  SU  FORMA  DE  GOBIERNO 


Art.  1.®  La  república  del  Ecuador  se  compone  de  los  ecuatorianos 
reunidos  bajo  un  mismo  pacto  de  asociación  política. 

Art  2.®  El  territorio  de  la  república  comprende  el  de  las  provin- 
cias que  formaban  la  antigua  presidencia  de  Quito  i  el  archipié- 
lago de  Galápagos.  Los  limites  con  las  naciones  vecinas  se  fijarán 
definitivamente  por  tratados. 

Art.  3.<^  La  república  es  libre  é  independiente  de  todo  poder 
estranjero. 

Art.  4.^  La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  nación,  i  su 
ejercicio  se  encomienda  á  las  autoridades  que  esta  constitución  es- 
tablece. 

Art.  b."*  El  gobierno  del  Ecuador  es  popular,  representativo,  elec- 
tivo, alternativo  i  responsable. 

Art.  6.<*  El  poder  supremo  se  divide  en  lejíslativo,  ejecutivo  i 
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judicial.  Cada  uno  ejerce  las  atribuciones  que  le  señala  esta  consti- 
tución, san  escederse  de  los  limites  que  ella  prescribe. 


TITULO  II 

LOS  ECUATORIANOS,  DE  SUS  DEBERES  Y  DERECHOS  POLÍTICOS 


SECCIÓN  I 
De  los  ecuatorlanott. 


Art.  7.^  Los  ecuatorianos  son,  por  nacimiento,  ó  por  naturali- 
zación. 
Art.  8.®  Son  ecuatorianos  por  nacimiento : 

i  .<*  Los  nacidos  en  el  territorio  del  Ecuador»  sea  cual  fuere  la 
nalionalidad  de  sus  padres ;  i 

2.^  Los  nacidos  fuera  del  territorio  de  la  república,  de  padre 
6  maiire  ecuatorianos,  si  vinieren  á  residir  en  ella  i  espresaren  su 
voluntad  de  serlo. 
Art.  9.®  Son  ecuatorianos  por  naturalización : 

1.®  Los  naturales  de  otros  estados,  que  se  hallen  actualmente 
en  el  goce  de  este  derecho  ; 

2.®  Los  estranjeros  aue  profesen  alguna  ciencia,  arte  ó  indas- 
tria  útil,  ó  sean  dueños  de  alguna  propiedad  raiz  ó  capital  en  giro, 
i  que,  después  de  un  año  de  residencia,  declaren,  ante  la  autori- 
dad que  designe  la  lei,  su  intención  de  avecindarse  en  el  Ecuador ; 

o.<*  Los  nacidos  en  cualquiera  de  las  repúblicas  hispano-ame- 
ricanas,  se  fijaren  su  residencia  en  el  territorio  de  la  nación,  i 
declaren,  ante  la  autoridad  competente,  que  quieren  ser  ecuato- 
rianos; i 

4/*  Los  que  obtengan  del  congreso  caria  de  naturalización  por 
servicios  que  hayan  preslado  ó  puedan  prestar  á  la  república. 

Art.  10.  Son  deberes  derechos  de  los  ecuatorianos  los  determi- 
nados por  la  constitución  i  las  leyes. 

Art.  11.  Ningún  ecuatoriano,  aun  cuando  adquiera  nacionalidad 
estranjera,  puede  eximirse  de  los  deberes  que  le  imponen  la  cons- 
titución i  las  leyes,  en  tanto  que  tenga  su  domicilio  en  la  repú- 
blica. 
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SECCIÓN  II 
Da  los  oladadano*. 


Art.  12.  Para  ser  ciudadano  se  requiere  ser  casado  ó  mayor  de 
veintiún  años,  i  saber  Ifer  i  escribir.  . 
Art.  i 3.  Los  derechos  de  ciudadanía  se  pierden: 
\,^  Por  entrar  al  servicio  de  una  nación  enemiga ; 
3.^  Por  naturalizarse  en  ot*  o  estado ; 
3.«  Por  vender  su  voto  ó  compiar  el  de  otro;  i 
4.®  En  los  casos  determinados  por  las  leyes. 
Art.  14.  Los  ecuatorianos  que,  por  alguna  de  las  causas  mencio- 
nadas en  el  articulo  anterior,  hubiesen  perdido  los  derechos  de 
ciudadanía,  podrán  obtener  rehabilitación  del  senado,  escepto  los 
condenados  á  prna  corporal,  quienes,  para  obtenerla,  necesitan 
haber  cumplido  previamente  la  condena. 
Art.  15.  Los  derechos  de  ciudadanía  se  suspenden: 
1.®  Por  interdicción  de  administrar  bienes,  declarada  judicial- 
mente; 

i.^  Por  hallarse  procesado  un  ciudadano  como  reo  de  infrac- 
ción que  merezca  p-na  corporal,  desde  el  auto  motivado  hasta  la 
concIuNÍon  del  juicio ;  i 

5.**  Por  el  auto  motivado  contra  un  empleado  público. 


SECCIÓN  m 

De  las  garantías. 


Art.  16.  La  nación  ecuatoriana  reconoce  los  derechos  del  hombre 
como  la  base  i  el  objeto  de  las  instituciones  sociales. 

Art.  17.  La  nación  garantiza  á  los  ecuatorianos : 

1.^  La  inviolabilidad  de  la  vida;  i,  en  consecuencia»  queda 
abolida  la  pena  de  muerte  pariu  los  delitos  politices  i  crímenes 
comunes.  El  as  sinato  cometido  en  la  persona  del  padre  ó  madre 
lejitimos  ó  nalurnl(>s  no  está  comprendido  en  esta  garantía; 

2,*^  La  propieriad  con  todos  sus  derechos;  i,  en  con^ecuencia  : 
1.®  Queda  abolida  la  confiscación  de  bienes;  2.®  Nadie  puede  ser 
privado  de  su  propiedad,  ó  del  derecho  que  á  ella  tuvieie,  sii.o  en 
virtud  de  sentencia  judicial,  ó  de  espropiacion  por  causa  de  utilidad 
pública,  hecha  conforme  á  la  leí  i  previa  indemnización;  3.*  No 
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puede  exijirse  ningún  impuesto,  derecho  ó  contribución,  sino  por 
autoridad  competente,  en  virtud  de  una  leí  que  autorice  la  exacción, 
debiendo  guardarse  en  todo  impuesto  la  proporción  posible  con  los 
haberes  é  industria  de  cada  persona;  i  4.®  Los  ecuatorianos  goxan 
de  libertad  de  industria  i  de  la  propiedad  esclusiva  de  sus  descu- 
brimientos. La  lei  fijará  el  tiempo  por  el  cual  puedan  concederse 
privilejios  esclusivos,  ó  dai^se  indemnizaciones  á  los  inventores, 
caso  que  prefieran  la  publicación  de  sus  inventos ; 

5.®  La  inviolabilidad  i  secreto  de  la  correspondencia  i  demás 
papeles,  los  que  no  pueden  abrirse,  interceptarse,  ni  rejistrarse 
sino  en  los  casos  señalados  por  la  lei ; 

4.<^  El  hogar,  que  no  puede  ser  allanado  sino  por  un  motivo 
especial  determinado  por  la  lei,  i  por  orden  de  autoridad  compe- 
tente ; 

5.<^, La  libertad  personal ;  i,  en  consecuencia:  1.^  No  hai  lii 
habrá  esclavos  en  la  república,  i  se  declaran  libres  los  que  pisen 
su  territorio;  2.^  Queda  abolido  el  reclutamiento  forzoso  para  el 
servicio  de  las  armas ;  3.^  A  nadie  se  puede  exijir  servicios  forzosos 

3ue  no  estén  impuestos  por  la  lei ;  4.^  Hai  libertad  de  reunión  i 
e  asociación  sin  armas,  para  objetos  no  prohibidos  por  las  leyes; 
i,  5.^  Todos  tienen  el  derecho  de  petición  ante  cualquiera  corpíora- 
cion  ó  autoridad,  i  el  de  obtener  la  resolución  respectiva : 

B.""  La  se^ridad  individual;  i,  en  consecuencia :  1.^  Nadie  puede 
ser  preso  sino  por  infracción  que  merezca  pena  corporal,  escepto 
los  casos  de  apremio  legal,  debiendo  ser  puesto  en  libertad  el 
detenido,  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  oue  resulte  que  la 
infracción  no  merece  esa  clase  de  pena ;  2.^  Nadie  puede  ser  preso 
ni  arrestado  sino  por  orden  de  autoridad  competente,  á  menos  de 
ser  sorprendido  cometiendo  un  delito,  caso  en  que  cualquiera 
puede  conducirle  á  presencia  de  dicha  autoridad.  Guando  hai 
arresto,  dentro  de  veinticuatro  horas,  á  lo  más,  de  éste,  el  que  lo 
dispone  debe  espedir  una  orden  firmada  en  que  esprese  los  motivos 
de  la  prisión.  La  autoridad  que  no  la  diere,  i  el  guardián  de  la  pri- 
sión que  no  la  reclamare,  serán  castigados  como  reos  de  detención 
arbitraria ;  3."^  Nadie  puede  ser  puesto  fuera  de  la  protección  de  las 
leyes,  ni  distraído  de  sus  jueces  naturales,  ni  juzgado  por  comi- 
siones especiales  ó  por  leyes  que  no  sean  anteriores  al  delito,  ni 
privado  del  derecho  de  defensa,  en  cualquier  estado  de  la  causa; 
i.^  Nadie  puede  ser  obligado  á  prestar  testimonio  en  causa  criminal 
contra  su  consorte,  ascendientes,  descendientes,  ó  parientes  dentro 
del  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  ó  segundo  de  afinidad ;  ni 
constreñido,  con  juramento  ú  otro  apremio,  &  darlo  contras!  mis- 
mo, en  asunto  que  le  traiga  responsabilidad  penal;  ni  mantenido 
sin  comunicación  por  más  de  veinticuatro  horas;  ni  atormentado 
con  barra,  grillos  ú  otra  clase  de  toitura ;  5.®  Queda  prohibida  la 
penado  azotes;  d.^  Ninguna  pena  puede  recaer  sobre  otro  que  el 
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culpado ;  i  7.®  Toda  persona  se  presume  inocente,  i  tiene  derecho 
á  conservar  su  buena  reputación,  mientras  no  se  la  declare  delin- 
cuente, conforme  á  las  leyes ; 

7.^  La  igualdad,  en  virtud  de  la  cual  todos  deben  ser  juzgados 
por  unas  mismas  leyes,  i  sometidos  por  éstas  á  los  mismos  deberes, 
servicios  i  contribuciones ; 

8.**  El  derecho  de  espresar  librementesus  pensamientos,  de  pala- 
bra ó  por  la  prensa,  sujetándose  á  la  responsabilidad  que  imponen 
las  leyes.  Jamas  podrá  establecerse  la  censura  ó  calificación  previa 
de  los  escritos ; 

9.®  La  libertad  de  transitar,  mudar  de  domicilio,  ausentarse 
de  la  república  i  volver  á  ella ,  llevando  ó  trayendo  sus  bienes , 
todo  con  sujeción  á  las  formalidades  legales.  Se  esceptúa  el  caso 
de  guerra,  en  el  que  se  necesita  de  pasaporte ; 

10.  El  crédito  público;  i,  en  consecuencia,  no  pueden  dis- 
traerse de  su  objeto,  sino  en  el  caso  del  inciso  9.®  del  art.  80, 
los  fondos  de  amortización  de  la  deuda  pública  señalados  por  las 
leyes ; 

11 .  La  libertad  de  sufraíio ; 

12.  La  libertad  de  fundar  establecimientos  de  enseñanza  pri- 
vada, con  sujeción  ¿  las  leyes  jenerales  de  instrucción  pública. 
La  enseñanza  primaria,  obligatoria  i  gratuita,  i  la  de  arles  i  oficios 
deben  ser  costeadas  por  los  fondos  públicos. 

Art.  18.  Los  estranjeros  serán  admitidos  en  el  Ecuador,  i  goza- 
rán de  las  garantías  constitucionales  en  tanto  que  respeten  la  cons- 
titución i  las  leyes  de  la  república. 

Art.  19.  Los  empleados  públicos  que  violaren  cualquiera  de  las 
garantías  declaradas  en  esta  constitución,  serán  responsables  con 
sus  bienes,  por  los  daños  i  perjuicios  que  causaren  ;  i  respecto  de 
los  crímenes  ó  delitos  que  comelieren  contra  tales  garantías,  se  ob- 
servarán las  disposiciones  siguientes : 

1.*  Podrán  ser  acusados  por  cualquier  ciudadano  en  ejercicio, 
sin  necesidad  de  fianza  ni  firma  de  abogado  en  los  tribunales  de 
justicia; 

2.*  Las  penas  que  se  impongan  no  serán  susceptiples  de  in- 
dulto, rebaja  ni  conmutación,  durante  el  período  constitucional  en 
que  se  hubiese  cometido  la  iniraccíon ;  i 

5.*  Los  crímenes  ó  delitos,  acciones  criminales  i  penas  im- 
puestas, no  prescribirán,  ni  empezarán  á  prescribirse,  sino  después 
de  dicho  período. 
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TITULO  111 

DE  LA  RELUION  DE  LA  REPÚBLICA 

Art.  20.  U  relijion  de  la  república  es  la  católica,  apostólica, 
romana,  con  esclusíon  de  cualquiera  otra.  Los  poderes  políticos 
están  obligados  á  protejerla  i  hacerla  respetar. 


TITULO  IV 

DE  LAS  ELECCIONES 


Art.  21.  Habrá  elecciones  populares  por  votación  directa  i  se- 
creta, en  los  tértninos  que  señale  la  lei.  Serán  elejidos  de  esta 
manera  el  presidente  de  la  república,  los  senadores  i  diputados, 
i  Lis  de  iiás  autoridades  que  esta  constitución  ó  las  leyes  deter- 
minen. 

Art.  22.  Para  s^r  elector  se  requiere  ser  ciudadano  en  ejercicio 
vecmo  de  la  parroquia  en  que  se  vote. 

Art.  23.  Las  elecciones  deben  celebrarse  en  eldia  desi  gn  ado  por 
la  lei;  i  llegado  éste,  las  autoridades  políticas  de  cada  población 
están  obliga  las  á  mandarlas  hacer,  bajo  su  más  estricta  responsa- 
bilidad, sin  esperar  orden  del  respectivo  superior. 


TITULO  V 

DEL  PODER  LEJISLATIVO 


SECCIÓN  i 

Del  oongrMK). 


Art.  24.  El  poder  lejislativo  reside  en  el  congreso  nacional,  com- 
puesto de  dos  cámaras,  una  de  senadores  i  otra  de  diputados. 
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Art.  25.  El  congreso  debe  reunirse  cada  dos  años,  en  la  capital 
de  la  república,  eldiez  de  agosto,  aun  cuando  no  sea  convocaoo :  i 
sus  sesiones  ordinarias  durarán  sesenta  dias,  prorogables  hasla 
por  treinta  más,  á  voluntad  del  mismo.  Debe  reunirse  también,  cs- 
f  raordinariamente,  cuando  lo  convoque  el  ejecutivo,  i  por  el  tiempo 
que  le  prefije,  sin  que  pueda  ocuparse  en  otros  objetos  que  los  se- 
ñalados en  el  decreto  de  convocatoria. 


SECCIÓN  n 

Da  la  oámam  del  Mnado. 

Art.  26.  La  cámara  del  senado  se  compone  de  dos  senadores  por 
cada  provincia. 
Art.  27.  Para  ser  senador  se  rejiuiere: 

1 .®  Ser  ecuatoriano  en  ejercicio  de  la  ciudadania; 

2.®  Tener  treinta  años  de  edad ;  i 

3.^  Gozar  de  una  renta  anual  de  quinientos  pesos,  C|ue  pro- 
ceda de  una  propiedad  ó  industria,  6  ejercer  alguna  profesión  cien- 
tífica. 

§  único.  Los  ecuatorianos  por  naturalización  necesitan,  ade- 
más, cuatro  años  de  residencia  en  la  república. 
Art.  28.  Son  atribuciones  esclusivas  del  senado : 

1.'  Conocer  de  las  acusaciones  que  le  dirija  la  cámara  de  di- 
putados; 

2.'  Rehabilitar  á  los  privados  del  ejercicio  de  la  ciudadania, 
escepto  el  caso  de  traición  en  favor  de  una  nación  enemiga  ó  de  una 
facción  estranjera ;  i 

3.'  Rehabilitar  la  memoria  de  los  que  hubiesen  muerto  des- 
pués de  ser  condenados  á  pena  capital,  si  se  prueba  In  inocencia. 
Art.  29.  Cuando  ol  senaao  conozca  de  alguna  acusación,  i  ésta 
se  limite  á  las  funciones  oficiales,  lío  podrá  imponer  otra  pena  que 
la  de  suspender  ó  privar  de  su  empleo  al  acusado,  i  á  lo  más,  do- 
clararle  temporal  ó  perpetuamente  incapaz  de  servir  destinos  pú- 
blicos; pero  dicho  acusado  quedará  sujeto  á  acusación,  juicio  i 
sentencia  en  e\  tribunal  competente,  si  el  hecho  le  constituyere 
responsable  de  un  delito  que  merezca  otra  pena  ó  indemnización. 
Alt.  30.  Cuando  no  se  trate  de  la  conducta  oficial,  el  senado  se 
limitará  á  declarar  si  ha  ó  nó  lugar  á  la  acusación;  i  en  caso  afir- 
mativo, á  entregar  al  acusado  al  tribunal  competente. 
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SECCIÓN  m 

Do  la  oAmara  de  dipatados. 

Art.  Si.  La  cámara  de  diputados  se  compone  de* los  qiie  nombran 
las  provincias  de  la  república.  Cada  provincia  elije  un  diputado 
por  cada  treinta  mil  habitantes;  pero  si  queda  un  esceso  de  quince 
mil,  tiene  un  dipiilado  más.  I  toda  provincia,  sea  cual  fuere  su 
población,  elije  por  lo  menos  un  dipuUdo. 
Art.  52.  Para  ser  diputado  se  requiere : 

i.<^  Ser  ciudadano  en  ejercicio; 

2.^  Tener  veinticinco  años  de  edad ;  i  , 

3."*  Gozar  de  una  renta  anual  de  trescientos  pesos,  procedente 
de  alguna  propiedad  6  industria,  ó  ejercer  una  profesión  cien- 
tífica. 
Art.  53.  Son  atribuciones  especiales  de  la  cámara  de  diputados : 

1.*  Acusar  ante  el  senado  al  presidente  de  la  república,  en- 
cargado del  poder  ejecutivo,  ministros  secretarios  del*  despacho, 
majistrados  de  la  corte  suprema  de  justicia  i  consejeros  de  estado ; 

2.*  Recibir  las  acusaciones  diríjidas  por  cualquier  ciudadano 
ó  corporación  contra  las  espresadas  autoridades,  i  proponerlas 
ante  el  senado,  si  lasencnenfra  fundadas; 

5.*  Requerirá  las  autoridades  correspondientes  para  que  exijan 
la  responsabilidad  de  los  empleados  públicos  que  hubiesen  abusado 
de  sus  atribuciones,  ó  faltado  al  cumplimiento  de  sus  deberes,  sin 
perjuicio  de  la  jurisdicción  que  los  tribunales  i  juzgados  tengan, 
según  las  leyes,  sobre  dichas  autoridades ;  i 

4.'  Tener  la  iniciativa  en  las  leyes  de  impuestos  i  contribu- 
ciones. 


SECCIÓN  IV 

Disposlolone*  comnnei  A  las  dos  oAmaraa. 

Art.  54.  Ninguna  de  las  cámaras  puede  comenzar  sus  sesiones 
sin  las  dos  terceras  partes  de  la  totalidad  de  sus  miembros,  ni  con- 
tinuarlas sin  la  mayoría  absoluta. 

Art.  55.  Ningún  senador  ó  diputado  puede  separarse  de  la  cámara 
á  que  pertenece,  sin  permiso  cíe  ella ;  i,  si  lo  niciere,  perderá  por 
dos  años  los  derechos  de  ciudadanía. 

Art.  56.  Las  cámaras  se  reunirán  para  declarar,  conforme  á  la 
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lei,  la  elección  de  presidente  de  la  república:  admitir  6  negar  su 
renuncia :  elejir  designados  para  el  ejercicio  del  poder  ejecutÍTo, 
consejeros  de  estado,  ministros  de  la  corte  suprema  de  justicia,  de 
las  cortes  superiores  i  del  tribunal  de  cuentas,  i  admitir  ó  negar 
sus  renuncias :  aprobar  ó  no  las  propuestas  que  hiciere  el  ejecutivo 
para  jenerales  i  coroneles:  censurar  la  conducta  de  alguno  ó  al- 
gunos de  los  ministros  de  estado ;  i  para  el  caso  en  que  lo  pida  al- 
f^una  de  las  cámaras;  mas  nunca  para  ejercer  las  atribuciones  que 
es  compete  separadamente,  conforme  al  arl.  47. 

g  único.  El  ministro  cuya  conducta  oficial  ha  sido  censurada 
por  el  congreso,  no  puede  encargarse  nuevamente  de  una  cartera, 
hasta  la  reunión  de  la  próxima  lejislatura. 

Art.  57.  Las  cámaras  deben  instalarse  por  si,  abrir  i  cerrar  sus 
sesiones  en  el  mismo  día,  residir  en  la  misma  población,  i  ninguna 
puede  trasladarse  á  otro  lugar,  ni  suspender  sus  sesiones  por  más 
dé  tres  dias,  sin  consentimiento  de  la  otra. 

Art.  38.  Los  senadores  i  diputados  no  son  responsables  de  las 
opiniones  que  manifiestan  en  el  congreso ;  i^gozan  de  inmunidad 
mientras  duren  las  sesiones,  un  mes  antes  i  otro  después  de  ella»: 
no  pueden  ser  acusados,  perseguidos  ó  arrestados,  salvo  él  caso  de 
delito  infraganti,  si  la  cámara  á  que  pertenecen  no  autoriza  previa- 
mente la  acusación,  con  el  voto  de  la  mayoría  de  los  miembros 
presentes.  Si  algún  miembro  del  congreso  fuere  arrestado  por  delito 
infraganti,  deberá  ser  puesto  inmediatamente,  con  la  información 
sumaría,  á  diaposicion  de  la  cámara  respectiva,  para  que  ésta  declare 
si  ha  ó  nó  lugar  á  la  acusación. 

Art.  39.  Los  senadores  i  diputados  pueden  ser  elejidos  indistin- 
tamente por  cualquiera  provincia  de  la  república,  siempre  que 
tengan  las  calidades  que  exije  esta  constitución. 

Art.  40.  Los  senadores  i  diputados  tienen  el  carácter  de  tales  por 
la  nación,  i  no  por  la  provincia  que  los  nombra. 

Art.  41 .  Los  miembros  del  poder  lejislativo  no  pueden  recibir 
del  ejecutivo,  ni  interinamente,  ni  en  comisión;  empleo  alguno  de 
libre  nombramiento  i  remoción  de  éste,  durante  el  período  para 
que  son  elejidos  i  un  año  después.  Los  empleados  de  libre  nom- 
bramiento i  remoción  del  ejecutivo  no  pueden  ser  miembros  del 
poder  lejislativo 

§  único.  Se  esceptúan  de  la  disposición  de  la  primera  parte 
de  este  articulo  los  secretarios  de  estado,  ajentes  diplomáticos  i 
jejes  militares ;  pero  la  admisión  de  estos  empleos  deja  vacante  el 
puesto  en  la  respectiva  cámara. 

Art.  42.  Los  senadores  i  diputados  duran  cuatro  años  en  sus'  fim-^ 
ciones  i  pueden  ser  indefinidamente  reelejidos.  Cada  dos  añosse  re- 
novarán por  mitad  las  cámaras  lejislativas,  debiendo  éstas  sortear, 
por  primera  vez,  según  su  reglamento  ipteríor,  los  sehadoreisí'i  di« 
putados  que  han  de  tesar  en  sus  funciones.  * 
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Arl.  45.  Están  escluidos  de  ser  senadores  i  diputados,  d  presi- 
dente de  la  república,  los  secretarios  i  consejeros  de  estado  i  los 
inajistrados  de  las  cortes  de  justicia.  Tampoco  puede  ser  elejtda 
ninguna  persona  por  la  provincia  en  que  tiene  mando,  jurisdicción 
ó  autoridad  civil,  eclesiástica,  polilica  ó  militar. 

Art.  44.  Si  en  el  dia  señalado  para  abrir  las  sesiones,  no  hubiere 
el  número  de  diputados  prescrito  por  esta  constitución,  ó  si,  abier- 
tas, no  pudiere  coitinuarlns  alguna  de  las  cámaras,  prr  falla  de 
mayoría,  los  miembros  presentes  de  cada  una  de  ellas,  sea  cual 
fueie  su  número,  deberán  apremiar  á  los  ausentes  con  las  penas 
establecidas  por  la  leL,  para  que  roncurran,  manteniéndose  reunidos 
hasta  que  se  complete  dicba  mayoría. 

Art.  45.  Las  sesiones  serán  públicas,  escepto  el  caso  en  que 
una  de  las  cámaras  tuviese  motivo  de  tratar  algún  asunto  en  sesión 
secreta. 

Arl.  46.  Cadn  cámara  tiene  la  facultad  privativa  de  crear  los  em- 
pleados i  darse  ios  reglami  ni(ts  que  juzgue  necesarios  para  la 
dirección  i  el  desempeño  de  sus  trabajos,  i  para  la  policia  mieríor 
del  edificio  de  sus  sesiones.  En  estos  reglamentos  puede  establecer 
las  penas  correccionales  con  que  debe  ca>ti^ar  á  su>  propios  miem- 
bros, por  las  Caitas  en  que  incurran,  i  á  cualesquier  individuos  por 
los  alentados  que  cometan  contra  la  cámara  ó  contra  la  inmunidad 
de  sus  miembros. 


SECCIÓN  V 

De  lai  «trUiiioloñM  del  ooogreio  dlTtdido  «n  oámarai  toJUIatIvas. 

Art.  47.  Son  atribuciones  del  congreso : 

i.*  Reformarla  constitución,  en  el  modo  i  foima  que  ella  esta- 
blece ,  i  resolver  é  interpretar  las  dudas  que  ocurran  en  la  inteli- 
jencia  dé  algimo  6  algunos  de  sus  aiticulos,  haciendo  constar  en 
una  lei  espresa  lo  que  se  resuelva  ó  interprete; 

2.'  Decretar  los  gastos  públicos,  con  vista  de  los  presupuestos 
que  presente  el  poder  ejecutivo ; 

3.'  Cuidar  de  la  recta  i  legal  inversión  de  las  rentas  nacio- 
nales ; 

4.'  Organizar  todo  lo  relativo  á  las  aduanas,  tesorerías,  admi- 
nistraciones de  correos  i  demás  oflcinas  de  recaudación  é  inversión 
de  las  rentas  nacionales ; 

5.*  Establecer  impuestos,  contraer  deudas,  i  autorizar  al  ejecu- 
tivo para  contratar  empréstitos  sobre  el  crédito  de  la  nación,  pre- 
fijándole cuotas,  designándole  garantías  para  asegurarlos  i  dándole 
las  bases  necesarias  para  la  celebración  del  contrato,  el  cual  que- 
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dará  sujeto  ¿  la  aprobación  del  congreso,  antes  de  ponerse  en  eje- 
cución. En  casos  mui  urjentes,  puede  éste  autorizarle  defínilivar 
mente  para  su  celebración,  bajo  las  condiciones  espresadas,  acor- 
dándulo  asi  por  el  voto  de  las  dos  terceras  partes  de  los  individuos 
,  presentes  en  cada  cámara ; 

6.'  Reconocer  la  deuda  nacional,  decretar  el  modo  i  los  me- 
dios de  amortíz-irla  i  pagar  sus  intereses;  sin  que  jamas  puedap 
comprendei'sé  en  ella  loj^  crédilos  contraidos  sin  la  debida  autori- 
zación, ni  aquéllos  que  procedan  de  hechos  contrarios  á  las  leyes; 

7.'  Decretar  la  enajenación  i  aplicación  á  usos  públicos  de  los 
bienes  del  e^tado  ó  fiscales,  i  arre^'lar  su  administración ; 

8.'  Crear  ó  suprimir  empleas  que,  por  la  constitución  ó  la  lei, 
no  estén  atrihu'dos  á  otru  autoridad  ó  corporación;  determinar  ó 
modificar  sus  atribuciones;  aumentar  ó  disminuir  su  dotación,  i 
fijar  el  tiempo  que  deben  durar ; 

9.*  Declarar,  conforme  á  la  lei,  la  responsabilidad  legal  6 
pecuniaria  del  ministro  de  hacienda,, con  vista  del  fallo  pronun- 
ciado por  el  tribunal  de  cuentas,  en  las  presentadas  por  dicho  mi- 
nistro: 

10.  Conceder  premios,  únicamente  honoríficos  i  personales,  á 
los  que  hubiesen  Iierho  grandes  servicios  á  la  patria,  i  decretar 
honores  públicos  á  su  memoria;  i 

ii.  Determinar  i  uniformar  la  lei,  peso,  valor,  forma,  tipo  i 
denominación  de  la  moneda  nacional,  i  resolver  lo  conveniente 
sobre  la  admisión  i  circulación  de  la  estranjera ; 

12.  Designar  el  escudo  de  armas  de  la  república  i  la  bandera 
nacional; 

13.  Fijar,  en  cada  reunión  ordinaria,  el  máximo  de  la  fuerza 
armada  de  mar  i  tierra  que,  en  tiempo  de  paz,  debe  mantenerse 
en  servicio  activo,  i  dictar  regias  para  su  reemplazo; 

14.  Decretar 'la  guerra,  con  vista  de  los  informes  del  poder 
ejecutivo,  requerirle  para  aue  negocie  la  paz,  i  dar  ó  negar  su 
aprobación  á  los  tratados  púnlicos  i  demás  convenios  que  celebre, 
sin  cuyo  requisito  no  pueden  ser  ratificados  ni  canjeados ; 

15.  liictar  leyes  jenerales  de  enseñanza  para  los  establecimien- 
tos de  educación  6  instrucción  pública ; 

16.  Promover  i  fomentar  el  progreso  de  las  ciencias  i  artes,  i 
las  empresas,  descubrimientos  i  mejoras  ú*iles  que  convenga  plan- 
tear en  la  república,  concediendo,  por  tiempo  limitado,  prívilejios 
esclusivos.  6  las  ventajas  é  indemnizaciones  convenientes. 

17.  Conceder  amnistías  ó  indultos  jenerales  i  particulares  por 
delitos  poliiicos,  é  indultos  jenerales  por  crímenes  ó  delitos  comu- 
nes, si  lo  exijiere  un  grave  motivo  de  conveniencia  pública;  ya  sea 
que  esté  6  no  pendiente  el  juicio.  En  receso  del  congreso,  el 
poder  ejecutivo  ejercerá  esta  facultad,  con  acuerdo  del  consejo  de 
estado ; 
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18.  Desigtiar  el  lugar  en  que  deben  residir  los  supremos  po- 
deres ; 

19.  Permitir  ó  negar  el  tránsito  de  tropas  estranjeras,  por  el 
territorio  de  la  república,  ó  la^esiacion  de  naves  de  gverra  eslran- 
jeras  en  los  puertos  cuando  esceda  de  dos  meses; 

80.  Crear  ó  suprimir  provincias  6  cantones,  fijar  sus  limites,  i 
habilitar  6  cerrar  puertos ; 

21.  Decretar  la  apertura  de  caminos«i  canales,  ó  su  mejora, 
sin  impedirá  las  provincias  la  aperlura  ó  mejora  de  los  suyos ; 

22.  Declarar  si  debe  ó  no  procederse  á  nueva  elección,  en 
caso  de  imposibilidad  física  ó  mental  del  presidente  de  la  repú- 
blica ; 

2S.  Dar  los  códigos  nacionales,  dictar  leyes  i  decretos  para 
el  arreglo  de  los  diferentes  ramos  de  la  administración  pública, 
é  interpretar,  reformar  i  derogar  cualesquiera  leyes  ó  actos  lejis- 
lativos. 

Art.  48.  El  congreso  no  puede  suspender,  ápretesto  de  indulto, 
el  curso  de  los  procedimientos  judiciales,  ni  revocar  las  sentencias 
i  decretos  que  dicte  el  poder  judicial  (salvo  el  caso  del  inciso  17 
del  artiiulo  anterior),  m  ejercer  ninguna  de  las  facultades  privati- 
vas del  poder  ejecutivo,  ni  menoscabar  las  atribuciones  que,  por 
esta«constitucion,  pertenecían  á  las  autoridades  del  réjimen  seccio- 
nal. Tampoco  pueae  decretar  pagd  6  indemnización  sin  que  judi- 
cialmente se  haya  justiñcado,  conforme  á  la  lei,  la  acreencia  ó  el 
daño  recibido.  No  puede,  en  fin,  delegar  á  uno  ó  más  de  sus  miem- 
bros, ni  á  otra  persona,  corporación  ó  autoridad,  ninguna  de  las 
atribuciones  espresadas  en  el  articulo  anterior,  ó  función  alguna  de 
las  que  por  esta  constitución  le  competen. 


SECCIÓN  VI 

DeU  tonnaoliin  da  IM  l&ywm  1  d«iiito  «otos  U^Ulaíttwom. 

Art.  49.  Las  leyes  pueden  tener  orijen  en  una  de  las  cámaras,  á 
propuesta  de  cualquiera  de  sus  miembros,  ó  derpoder  ejecutivo, 
ó  de  la  corte  suprema  de  justicia  en  lo  relativo  á  la  administración 
de  sn  ramo. 

Art.  50.  Si  un  proyecto  de  lei,  ó  cnalquier  otro  acto  lejislativo, 
no  fuere  admitido,  se  diferirá  hasta  Li  lejislatura  siguiente,  á  no 
ser  que  se  propusiere  de  nuevo  con  modificaciones ;  i,  si  fuere  ad- 
mitido, se  discutirá,  en  cada  una  de  las  cámaras,  en  tres  sesiones 
distintas  i  en  diferentes  dias . 

Art.  51 .  Aprobado  un  proyecto  de  lei,  decreto  ó  resolución  en  la 
cámara  de  su  orijen,  pasará  inmediatamente  á  la  otra  cámara»  con 
espresion  de  los  diasen  que  se  hubiese  discutido;  i  está  última 
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podrá  dar  6  no  su  aprobación,  6  poner  los  reparos»  adiciones  ó 
modificaciones  que  juzgare  conyenientes. 

Art.  52.  Si  la  cámara  en  que  ha  tenido  orijen  el  proyecto  no  ad- 
mitiere las  adiciones  6  modificaciones  propuestas,  podrá  insistir, 
hasta  segunda  vez,  con  nueras  razones.  Si,  á  pesar  de  esta  insisten- 
cia, la  cámara  revisora  no  aprobare  el  proyecto,  i  las  adiciones  6 
modificaciones  Versaren  sobre  la  totalidad  de  éste,  ya  no  podrá  ser 
tomado  en  consideración  hasta  la  próxima  lejislatura ;  pero  si  solo 
se  contrajeron  á  alguno  ó  algunos  de  sus  artículos,  quedarán  éstos 
suprimidos  i  el  proyecto  seguirá  su  curso. 

Art.  55.  El  proyecto  de  lei,  decreto  ó  resolución  que  fuese  apro- 
bado por  ambas  cámaras  no  tendrá  fuerza  de  lei  sin  la  sanción 
del  poder  ejecutivo.  Si  éste  la  diere,  le  mandará  ejecutar  i  publi^ 
car;  mas  si  hallare  inconvenientes  para  la  sanción,  lo  devolverá  con 
sus  observaciones,  dentro  de  nueve  dias,  á  la  cámara  en  que  tuvo 
orijen.  Los  proyectos  que  ambas  cámaras  hubieren  pasado  como 
urjentes,  serán  sancionados  ú  objetados  por  el  poder  ejecutivo  den- 
tro de  tres  dias,  sin  mezclarse  en  la  urjencia. 

Art.  54.  Si  la  cámara  hallare  fundadas  las  observaciones  del 
poder  ejecutivo,  i  ellas  versaren  sobre  el  proyecto  en  su  totalidad, 
se  archivará  éste,  i  no  podrá  renovarse  hasta  la  siguiente  lejisla- 
tura ;  pero  si  sólo  se  limitaren  á  ciertas  correcciones  ó  modifica- 
ciones, podrá  tomarlas  en  consideración  i  deliberar  lo  conveniente, 
en  un  sólo  debate. 

Arl.  55.  Si,  á  juicio  de  la  mayoría  de  los  miembros  presentes,  no 
hallare  fundadas  las  observaciones  sobre  el  proyecto  en  su  totalidad 
la  cám:  ra  en  que  tuvo  orijen,  lo  pasará,'  con  esta  razón,  á  la  otra 
cámara;  i  si  ésta  las  hallare  justas,  lo  devolverá  á  la  de  su  orijen, 
para  que  se  archive;  pero  sí  tampoco  las  hallare  fundadas,  á  juicio 
de  la  mayoría  de  sus  miembros,  se  mandará  el  proyecto  al  poder 
ejecutivo  para  su  sanción,  que  no  podrá  neprla  en  este  caso. 

Art.  56.  Si  el  poder  ejecutivo  no  devolviere  el  proyecto,  sancio- 
nado ó  con  sus  observaciones,  dentro  del  término  de  nueve  dias,  ó 
en  el  de  tres  si  fuere  urjente,  ó  si  se  resistiere  á  sancionarlo  des- 
pués de  observados  todos  los  requisitos  constitucionales,  el  proyecto 
tendrá  fuerza  de  lei,  i,  como  tal,  se  mandará  promulgar.  Uás  si, 
corriendo  aquel  término,  el  congreso  hubiere  suspendido  sus  se- 
«iiones  ó  puéstose  en  receso,  deberá  presentarse  el  proyecto  en  los 
primeros  tres  dias  de  la  próxima  reunión,  con  las  objeciones  hechas 
dentro  del  término  constitucional. 

Art.  57.  Los  proyectos  que  queden  pendientes  ó  sean  rechazados 
u  objetados,  se  publicarán  por  la  prensa,  para  conocimiento  del 
público ;  debiendo  manifestarse  la  causa  que  hubiese  impedido  su 
sanción. 

Art.  58.  Los  proyectos  de  lei  ú  otro  acto  lejislativo  que  pasen 
al  ejecutivo  para  su  sanción,  irán  por  duplicado  i  firmados  ambos 
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ejemplares  por  los  presidentes  i  secretarios  de  las  cámaras;  i  al 
remitirlos,  se  csprosarán  los  dias  eu  que  hubiesen  sido  puestos  á 
discusión. 

Art.  59.  Si  p|  ejecutivo  (bservare  que«  respecto  de  algún  pro- 
yecto, se  hn  faltado  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  50«  5i  i  52,  de- 
volverá ambos  ejemplares,  dentro  de  dos  dias,  á  la  cámara  en  que 
se  hubiese  coineiido  la  falta,  parn  que*  subsanada  por  ella,  Ú)í^ 
dirho  proyecto  su  curso  constitucional;  i  si  no  encontrare  aquélla 
falta,  deberá  sancionarlo  ú  objetarlo,  devolviendo  á  la  cámara  de 
su  orijcn  uno  de  los  ejemplares,  con  el  correspondiente  decreto. 

Art.  60.  Si  el  proyecto  de  lei  fuere  objetado  como  contrario  á  la 
constitución,  i  las  cámaras  lejislativas  insistieren  en  él,  el  poder 
ejecutivo  lo  remitirá  inmediatamente  á  la  corte  suprema  de  justicia, 
para  solo  el  efecto  de  que  declare  si  es  6  no  contrarío  á  la  consti  - 
tucion;  i  sise  resolviere  no  serlo,  se  pondrá  en  ejecución  en  el  acto. 

Art.  6i.  Si  la  cámara  á  la  cual  deba  devolverse  el  provecto  hu- 
biere suspendido  sus  sesiones,  no  se  contarán  los  dias  de  la  sus- 
pensión en  los  términos  fijados  en  el  art  59. 

Art  62.  No  es  necesaria  la  intervención  del  poder  ejecutivo  en  las 
resoluciones  del  congreso  sobre  trasladarse  á  otro  lugar,  conceder  é 
retirar  las  facultades  estraordinarias,  celebrar  elecciones,  admitir 
renunrjas  i  escusas,  proveer  á  su  policía  interior,  i  para  cualquier 
otro  acto  en  que  no  se  necesite  la  concurrencia  de  ambas  cámaras. 

Art.  65.  En  Ihs  leyes,  decretos  i  resoluciones  que  diere  el  con- 

freso,  usará  de  esta  fórmula  :  «  El  congreso  de  la  república  del 
cuador,  decreta ;  »   i  el  poder  ejecutivo  usará  de  la  siguiente : 
«  Ejecútese  »,  ú  «  Objétese  ». 

Art.  64.  En  la  mterpretacion,  modificación  ó  derogación  de  las 
leyes  existentes,  se  observarán  los  mismos  requisitos  que  en  su  for- 
mación. 

Art.  65.  Las  leyes  no  serán  obligatorias,  sino  después  de  publi- 
cadas en  la  forma  legal. 


TITULO  VI 

DEL  PODER  EJECUTtVO 


I  SECaON  I 


Del  proilflaita  de  la  npúbUoa  i  designados  para  el  ejeroido  del  poder 

eJeoaUTO. 

■ 

Art.  66.  El  poder  ejecutivo  se  ejerce  por  un  majiatrado  con  la 
denominación  de  presidente  de  la  república.  En  caso  de  faltar  éste, 
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le  subrogará  uno  de  los  tres  designados  que,  por  mayoría  absoluta, 
elija  el  congreso,  en  cada  reunión  ordinaria;  i  en  falta  de  estos, 
el  presidente  de  la  corle  suprema.  Los  designados  subrogarán  al 
presidente  de  la  república  según  el  orden  de  sus  nombramientos. 

Art.  67.  Los  designados  no  pueden,  durante  el  tiempo  en  que  lo 
son,  aceptar  ni  ejercer  empleo  alguno  de  libre  nombramiento  i  re- 
moción del  ejecutivo.  El  cargo  de  designado  no  es  obligatorio. 

Art.  68.  El  presidente  de  la  n^pública  será  elejido  por  voto  se- 
creto i  directo  de  los  ciudadanos  en  ejercicio,  conforme  lo  dispo- 
nen la  conátilucion  i  la  lei;  debiendo  el  congreso  hacer  el  escru- 
tinio i  declarar  la  elección  á  favor  del  que  hubiese  obtenido  mayor 
número  de  votos.  En  caso  de  igualdad,  se  decidirá  por  la  suerte. 

Art  69.  Para  ser  presidente  de  la  república  ó  designado,  se  re- 
quiere ser  ecuatoriano  nacido  en  el  Ecuador,  ó  en  territorío  estran- 
jero,  de  padres  ecuatorianos  de  nacimiento  i  tener  las  demás  cuali- 
dades que  para  senador. 

Art.  70  La  presidencia  de  la  república  vaca  por  muerte,  desti- 
tución, admisión  de  renuncia,  imposibilidad  física  ó  mental,  i  por 
cumplirse  el  término  del  periodo  que  lija  la  constitución. 

Art.  71.  Cuando  por  muerte,  reimncia  ú  otra  causa,  vaque  el 
destino  de  presidente,  el  que  se  encargue  del  poder  ejecutivo  dis- 
pondrá, en  los  primeros  ocho  dias,  que  se  proceda  á  nueva  elección, 
la  cual  deberá  estar  concluida,  á  lo  más,  dentro  de  dos  meses.  El 
nombrado,  en  estos  casos,  cesará  el  dia  en  que  debía  terminar  su 
antecesor. 

§  único.  Si  para  terminar  el  periodo  presidencial  solo  faltare  un 
año  ó  menos,  el  designado  continuará  ejerciendo  el  poder  ejecu- 
tivo hasta  la  conclusiun  de  aquél. 

Alt.  72.  El  presidente  de  la  república  durará  en  sus  funciones 
cuatro  años;  i  concluido  el  periodo  constitucional,  quedará  va- 
cante la  majistralura,  la  cual  será  ocupada  por  el  (|ue  deba  suce- 
derle  6  subrogarle.  El  presídeme  no  podrá  ser  reelejido,  sino  des- 
pués de  un  periodo. 

Art.  73.  El  presidente  de  la  república  no  puede  salir  del  terri- 
torio durante  el  tiempo  de  sus  funciones,  ni  dos  años  después,  sin 
permiso  del  congreso 

Art.  74.  El  presidente  de  la  república,  al  tomar  posesión  de  su 
destino,  hará  la  promesa  siguente  :  u  Yo,  N.  N,  prometo  que  cum- 

Eliré  los  deberes  que  me  impone  el  car«^o  de  presidente  de  la  repú- 
lica,  con  arreglo  á  la  constitución  i  á  las  leyes.  »  Igual  promesa 
harán,  en  su  caso,  los  design.idos.   ^ 

Art.  75.  Si  el  congreso  no  estuviere  reunido,  el  presidente  i  de- 
signados harán  la  promesa  constitucional  ante  la  corte  suprema  de 
justicia. 
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SECCIÓN  U 

De  IM  atrilmoioneB  1  daberen^dél  poder  ejeomiro. 


Art.  76.  Son  atribuciones  i  deberea  del  poder  ejecutivo : 

i  ,^  Sancionar  las  leyes  i  decretos  del  congreso,  i  dar,  para  su 
ejecución,  reglamentos  que  no  los  interpreten  ni  alteren ; 

2.®  Cumplir  i  ejecutar,  i  hacer  (]ue  se  cumplan  i  ejecuten  por 
los  ajentesi  empleados  que  están  bajo  sus  órdenes,  la  constitución 
i  las  leyes,  en  la  parte  que  les  corresponde ; 

3.®  Cuidar  que  los  demás  empleados  públicos,  que  no  le  eslén 
directamente  subordinados,  cumplan  i  ejecuten  la  constitución  i 
las  leyes,  i  las  hagan  cumplir  i  ejecutar,  en  la  parte  que  les  cor- 
responda, requiriendo  á  las  autoridades  competentes  para  que  les 
exijan  la  responsabilidad ; 

i.^  Convocar  al  congreso,  en  el  periodo  ordinario,  i  estraordí- 
narinmente,  cuando  lo  exija  la  conveniencia  pública,  removiendo 
para  ello  todo  obstáculo ; 

5.®  Conservar  el  orden  interior  i  la  seguridad  e^erior  de  la 
república ; 

6.^  Di*^poner  de  la  fuerza  armada,  para  la  defensa  i  seguridad 
de  la  república,  para  mantener  i  restaolecer  el  orden,  i  para  los 
demás  objetos  que  el  servicio  público  exijiere ; 

7.®  Nombrar  i  remover  libremente  á  los  ministros  secretarios 
del  despacho,  ajenies  diplomáticos  i  á  lodos  los  empleados  del 
ramo  ejecutivo,  asi  políticos  como  militares  i  de  hacienda,  cuyo 
nombramiento  i  remoción  no  estén  reservados  á  otra  autoridad  por 
la  constitución  ó  la  lei ; 

8.^  Dirijir  las  negociaciones  diplomáticas,  celebrar  tratados 
públicos  con  otras  naciones,  ratificarlos  i  canjear  lasratificacioaes, 
previa  aprobación  del  congreso ; 

9.^  Proponer  al  congreso  los  jenerales  i  coroneles ; 

10.  Nombrar  los  demás  jefes  i  oficiales  de  menor  gradua- 
ción; 

11.  Conceder  letras  de  cuartel  i  de  retiro  á  los  jenerales, 
jefes  i  oficiales,  tanto  del  eiército  como  de  la  marina,  admitir  ó  no 
las  dimisiones  que  hagan  de  sus  empleos  ó  grados,  i  espedir  cédu- 
las de  invalidez  i  letras  de  montepío,  todo  con  arreglo  á  las 
leyes; 

12.  Espedir  patentes  de  navegación; 

15.  Declarar  la  guerra,  previo  decreto  del  congreso,  i  hacer  la 
paz,  con  aprobación  de  éste ; 
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14.  Cumplir  i  Iiacer  cumplir  las  sentencias  de  los  tribunales 
i  juzgados; 

i  5.  Cuidar  de  que  la  administración  é  inversión  de  las  rentas 
nacionales  sean  conforme  á  las  leyes ; 

i 6.  Cuidar  de  que  el  ministro  de  hacienda  presente  anual- 
mente la  cuenta  del  manejo  de  las  rentas  públicas  ante  el  tribunal 
del  ramo,  á  fin  de  que  éste,  con  el  respectivo  fallo,  la  pase  al  con* 
greso,  para  los  efectos  de  la  atribución  9.',  art.  47  de  esta  constitu- 
ción ; 

17.  Tener  supervijilancia  en  el  ramo  de  instrucción  pública 
i  en  todos  los  objetos  de  policía,  de  orden  i  seguridad ; 

18.  Conceder  patentes  de  propiedad,  en  el  caso  4.»  del  in- 
ciso 2.«  del  art.  17. 

19.  Perdonar,  rebajar  ó  conmutar,  conforme  ¿  la  lei,  i  con 
las  limitaciones  establecidas  por  ella,  las  penas  que  se  hubiesen 
impuesto  por  crímenes  ó  delitos.  Esta  atribución^  1^  ejercerá  de 
acuerdo  con  el  consejo  de  estado  i  previo  informe  del  juez  ó  tribu- 
nal que  hubiese  pronunciado  la  sentencia  que  cause  ejecutoría ; 
pero  no  la  podrá  ejercer  sino  después  de  ejecutoriada  la  sentencia, 
1  en  ningún  caso  en  favor  del  que  hubiese  cometido  una  infracción 
por  orden  del  gobierno. 

Art.  77.  No  puede  el  presidente,  ó  el  encargado  del  poder  eje- 
cutivo, violar  las  garantías  que  esta  constitución  declara  en  favor 
de  los  ecuatorianos,  detener  el  curso  de  los  procedimientos  judi- 
ciales, coartar  la  libertad  de  los  jueces,  impedir  ó  coartar  las  elec- 
ciones, disolver  las  cámaras  lejislativas,  suspender  sus  sesiones, 
ejercer  el  poder  ejecutivo  cuando  se  ausente  ocho  leguas  de  la  ca- 
pital de  la  república,  ni  admitir  estranjeros  al  servicio  de  las  ar- 
mas, en  clase  de  jefes  ú  oficiales,  sin  permiso  del  congreso,  ante 
el  cual  es  responsable  por  cualquiera  ae  estas  infracciones. 

Art.  78.  También  es  responsable  por  traición  ó  conspiración  con- 
tra la  república;  por  infrinjir  la  constitución,  atentar  contra  los 
otros  poderes,  é  impedir  la  reunión  ó  deliberación  del  congreso; 
por  negar  la  sanción  á  las  leyes  i  decretos  acordados  conslitucio- 
nalmente;  por  ejercer  facultades  estraordinarias  sin  previo  permiso 
del  congreso  ó  del  consejo  de  estado,  en  receso  de  aquél ;  i  por 
haber  provocado  una  guerra  injusta. 

Art.  79.  El  presidente  de  la  república,  ó  el  encargado  del  poder 
ejecutivo,  al  abrir  el  congreso  sus  sesiones,  debe  darle  cuenta  por 
escrito,  eh  cada  una  de  sus  cámaras,  del  estado  político  i  militar 
de  la  nación,  i  de  sus  rentas  i  recursos,  indicándole  las  mejoras  i 
reformas  que  puedan  hacerse  en  cada  ramo. 

Art.  80.  En  los  casos  de  invasión  esterior,  ó  de  conmoción  inte- 
rior, el  poder  ejecutivo  ocurrirá  al  congreso,  si  estuviere  reunido, 
i  si  no,  al  consejo  de  estado,  para  que,  después  de  considerar  la 
urjencia^  según  el  informe  correspondiente,  le  conceda  ó  niegue, 
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con  ias  restricciones  que  estime  convenientes^  en  todo  ó  en  parte, 
las  siguientes  facultades  : 

l.'Para  aumentar  el  ejército  i  la  marina,  llamar  al  servicio 
las  guardias  nacionales  i  establecer  autoridades  militares  donde  lo 
juzgue  conveniente ; 

2.' Para  disponer  el  cobro  anticipado  de  las  contribudooes, 
basta  por  un  año,  i  no  más,  con  el  descuento  del  interés  que  cobra 
el  gobierno ; 

'  3.'  Para  negociar  empréstitos  voluntarios,  ó  exijirlos  forzosos, 
con  tal  que  sean  jenerales,  proporcionados  i  con  el  interés  mer- 
cantil corriente.  Solo  pueden  exijirse  estos  ^mpréstitoá  cuando  no 
se  alcance  á  cubrir  los  gastos  con  las  rentas  ordinarias ;  debiendo 
designarse  los  fondos  para  el  pago  i  el  término  dentro  del  cual 
ha  de  verificarse; 

4.*  Para  variar  la  capital,  cuando  ésta  se  halle  amenazada,  ó 
lo  exija  una  grave  necesidad,  hasta  que  cese  ésta; 

5.*  Para  confinar  ó  estrañar,  en  caso  de  guerra  internacional, 
á  los  indiciados  de  favorecerla  de  cualfuier  modo ;  i  para  confinar 
ó  desterrar,  previo  dictamen  del  consejo  de  estado,  ¿  los  indicia- 
dos de  tener  parte  en  una  conjuración  ó  conmoción  interior.  El 
confinamiento  se  hará  en  la  cabecera  de  un  cantón  ó  capital  de 
provincia  que  no  sea  la  de  Esmeraldas,  ó  del  territorio  Onenfal,  ó 
del  archipiélago  de  Galápagos ;  i  no  se  podrá  obligar  al  confinado 
ó  estrañailo  á  trasladarse  al  lugar  de  su  destino  por  caminos  que  no 
sean  los  acostumbrados  i  directos. 

Al  cesar  las  facultades  estraordinarias,  el  confinado  ó  desterrado 
recobra  su  libertad  por  el  mimo  hecho,  i  puede  volver  á  su  domi- 
cilio, sin  necesidad  de  amnistía  ni  salvoconducto. 

Si  el  indiciado  pidiere  pasaporte  parSi  el  esterior  de  la  repAblica, 
se  le  concederá;  i  al  cesar  las  facultades  estraordinarias,  podrá 
regresar  libremente. 

Lo  dicho  en  los  incisos  anteriores  no  se  opone  á  que  los  indicia- 
dos sean  sometidos  ajuicio  i  castigo,  ante  los  tribunales  comunes, 
por  los  crímenes  ó  delitos  cometidos,  siempre  que  no  hubiesen  sido 
amnistiados  ó  indultados.  En  caso  de  condena,  se  imputará  á 
la  pena  impuesta  el  tiempo  que  hubiese  durado  el  confinamiento  ó 
destierro; 

6.'  Para  arrestar  á  los  indiciados  de  favorecer  6  tener  parte  en 
una  invasión  esterior  6  conmoción  inferior;  debiendo  ponerlos,  den- 
tro de  diez  dias,  cuando  más,  á  disposición  del  juez  competente, 
con  las  dilijencius  praticadas  i  demás  documentos  que  hubiesen 
motivado  el  arresto;  ó  decretar  el  confinamiento  6  destierro,  dentro 
del  misino  término ; 

7.' Para  admitir  al  servicio  de  la  república  tropas  estranjeras, 
voluntarias  ó  auxiliares,  en  caso  de  guerra  esterior,  con  arreglo  á 
los  tratados  preexistentes ; 
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8."  Para  cerrar  i  habilitar  puertos  temporalmente; 

9."  Para  disponer  de  los  caudales  públicos,  aunque  estén  des- 
tinados á  otros  objetos,  escepto  los  pertenecientes  á  la  instrucción 
pública,  hospitales  i  lazaretos. 

Art.  81.  Las  facultades  que  se  concedan  al  poder  ejecutivo,  se- 
gún los  artículos  anteriores,  se  limitarán  al  tiempo,  lugar  i  otn 
jetos  indispensables  para  restablecer  la  tranquilidad  6  seguridad 
de  la  república,  todo  lo  que  se  especiflcará  en  el  decreto  dn  con- 
cesión; i  del  uso  que  hiciere  desellas,  dará  cuanta  al  congreso  en 
su  próxima  reunión,  dentro  de  los  primeros  ocho  dias. 

gl.<^  Pasado  el  peligro,  á  juicio  del  consejo  de  estado,  éste» 
bajo  su  responsabilidad,  declarará  que  han  cesado  las  facultades 
estraordinarias. 

g  2. <^  Cuando  el  poder  ejecutivo  delegue  á  uno  de  sus  ajentes 
las  facultades  estraordinárias,  no  podrá  éste  separará  ningún  ecua* 
toriano  del  lugar  de  su  domicilio,  sin  orden  espresa  del  mismo  po- 
der ejecutivo. 

1 3.^  Las  autoridades  á  quienes  el  poder  ejecutivo  encargue 
la  ejecución  de  sus  mandatos,  serán  directamente  responsables  por 
los  abusos  que  cometan,  por  los  escesos  en  que  incurran,  i  por  la 
ejecución  de  las  órdenes  qm  aquél  diere  escediéndose  de  sus  facul- 
tades, ó  mandando  cometer  un  atentado. 

Art.  82.  La  lei  asi^^na  el  sueldo  que  debe  gozar  el  presidente  de 
la  república ;  i  cualquiera  alteración  que  se  haga,  sólo  puede  te- 
ner efecto  para  los  que  después  fueren  nombrados. 


SECCIÓN  m 

De  icui  ministros  seoretArlos  del  despacho. 

.  Art.  83.  Habrá  hasta  tres  ministros  secretarios  de  estado,  nom- 
brados  libremente  por  el  ejecutivo,  para  el  despacho  de  lo  interior 
i  relaciones  exteriores,  hacienda,  guerra  i  marina. 

Art.  84.  Para  ser  ministro  secretario  de  estado  se  necesitan  los 
mismos  remiisilos  aue  para  diputado. 

Art.  85.  Ningún  decreto,  óraen  ó  resolución  del  poder  ejecutivo, 
de  cualquier  especie  que  sea,  que  no  esté  suscrito  por  alguno  de 
los  ministros  secretarios  de  estado,  será  válido  ni  podrá  ser  obede- 
cido por  sus  ajentes,  ni  por  autoridad  ó  persona  alguna,  escepto 
el  nombramiento  ó  remoción  de  los  mismos  ministros  secrétanos 
de  estado,  que  podrá  hacer  por  si  solo  el  poder  ejecutivo. 

Art.  86.  Los  ministros  secretarios  de  estado  son  responsables, 
en  los  casos  de  los  arts.  77  y  78,  i,  adem^us,  por  infracción  de 
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lei,  soborno»  concusión  i  malversación  de  los  fondos  públicos;  por 
autorizar  decretos  ó  resoluciones  del  poder  ejecutivo,  sin  exijir 
el  dictamen  del  consejo  de  estado,  en  los  casos  prescritos  por  la 
constitución  i  las  leyes ;  i  por  retardar  la  ejecución  de  éstas,  ó  no 
haber  dispuesto  i  cuidado  de  su  cumplimiento.  No  salva  de  esta 
responsabilidad  á  los  ministros  secretarios  de  estado,  la  orden  ver- 
bal ó  por  escrito  del  poder  ejecutivo. 

Art.  87.  Los  secretarios  de  estado  deben  dar  á  las  cámaras  lejis- 
lativas,  con  conocimiento  del  poder  ejecutivo,  todos  los  informes 
i  noticias  que  les  pidan  sobre  los  negocios  que  versen  en  sus  res- 
pectivas secretarias,  esceptuando  aquéllos  que  merezcan  reserva, 
á  juicio  del  ejeculivo,  sobre  los  cuales  informarán  en  sesión  se- 
creta. 

Art.  88.  Los  secretarios  de  estado  deben  presentar  á  las  cáma- 
ras lejislativas,  en  los  seis  primeros  dias  de  sus  sesiones  ordina- 
rias, un  informe  escrito  del  estado  que  tengan  los  negocios  corres- 
pondientes á  la  secretaría  de  su  cargo,  proponiendo  lo  gue  esti- 
men conveniente  para  mejorarlos.  Pueden  tomar  parte,  sin  voto, 
en  las  discusiones  de  los  proyectos  de  lei  6  decreto  que  presente 
el  ejecutivo,  i  deben  asistir  cuando  fueren  llamados  por  alguna  de 
las  cámaras. 

Art.  89.  El  secretario  de  hacienda  debe  presentar,  además,  en 
los  primeros  seis  días  de  las  sesiones,  el  estado  de  las  rentas  na- 
cionales i  el  presupuesto  de  los  gastos  que  han  de  hacerse  en  el 
bienio  siguiente. 


SECCIÓN  lY 

XM  oonsejo  de  estado. 

Art.  90.  Habrá  en  la  capital  de  la  república  un  consejo  de  es- 
tado, compuesto  de  los  ministros  secretarios  de  estado,  un  vocal 
déla  corte  suprema,  un  ministro  del  tribunal  de  cuentas,  un 
senador,  un  diputado,  un  eclesiástico,  un  comerciante  i  un  pro- 
pietario. Estos  siete  ¿Itímos  serán  nombrados  por  el  congreso  en 
cada  reunión  ordinaria.  El  consejo  será  presidido  por  uno  de  los 
designados  que  se  halle  en  la  capital,  según  el  orden  de  sus  nom- 
bramientos, siempre  que  no  esté  encargado  del  poder  ejecutivo,  i 
á  falta  de  éste,  por  el  vocal  de  la  corte  suprema. 

Art.  91 .  El  presidente,  ó  el  encargado  del  poder  ejecutivo,  debe 
oir  el  dictamen  del  consejo  de  estado  en  los  casos  siguientes:  para 
dar  ó  rehusar  su  sanción  á  los  proyectos  de  lei  i  demás  actos  le- 
jislativos  que  le  pase  el  congreso  :  para  convocar  á  éste  estra- 
ordinariamente  i  para  solicitar  del  mismo  congreso  el  decreto  que 
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le  autorice  á  declarar  la  guerra  ;  i  para  los  demás  casos  prescritos 
por  la  constitución  i  las  leyes,  ó  en  que  el  ejecutivo  tenga  á  bien 
pedir  su  idictámen,  con  el  que  puede  conformarse  ó  no. 
Art.  92.  Corresponde  al  consejo  de  estado  : 

i.<»  Conceder  6  negar,  bajo  su  responsabilidad,  al  poder  eje* 
cutivo  las  facultades  estraordinarias,  i  retirarlas,  cuando  haya  ce- 
sado el  peligro; 

2.®  Admitir  i  preparar  para  el  congreso  los  recursos  de  queja 
que  se  propongan  contra  los  ministros  de  la  corte  suprema ; 

5.®  Ejercer  las  demás  atribuciones  que  le  prescriben  la  consti- 
tución i  las  leyes ;  i 

4.^  Llenar,  en  receso  del  congreso,  las  vacantes  de  los  conse- 
jeros de  estado,  escepto  las  del  designado  i  de  los  secretarios  del 
despacho. 


TITULO  Vil 
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Art.  93.  La  justicia  se  administra  en  la  república  por  la  corte 
suprema,  las  corles  superiores  i  los  demás  tribunales  i  juzgados 
que  la  constitución  i  la  iei  establece. 

Art.  94.  Para  ser  ministro  de  la  corte  suprema  se  requiere  ser 
ecuatoriano  en  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadanía,  tener  treinta 
i  cinco  años  cumplidos  de  edad,  i  haber  ejercido  por  ocho  años  la 
profesión  de  abogado,  con  buen  crédito. 

Art.  95.  Para  ser  ministro  de  las  cortes  superiores  se  requiere  : 
ser  ecuatoriano  en  ejercicio  de  la  ciudadanía,  haber  ejercido  en  la 
república,  por  cinco  años,  la  profesión  de  abogado,  con  buen  cré- 
dito, i  tener  treinta  años  cumplidos  de  edad. 

Art.  96.  Los  ministros  de  la  corte  suprema  de  justicia,  del  tri- 
bunal de  cuenías  i  de  las  cortes  superiores  serán  elejidos  por  el 
congrt^so,  por  mayoría  absoluta  de  votos.  En  receso  del  congreso, 
la  corle  suprema  será  la  que  conozca  de  las  escusas  i  renuncias  de 
sus  miembros  i  de  los  de  las  cortes  superiores,  i  llene  interina- 
mente las  vacamos. 

La  misma  facultad  tiene  el  tribunal  de  cuentas,  respecto  de  sus 
miembros. 

Art.  97.  La  Iei  designa  el  número  de  vocales  que  deben  compo- 
ner la  corte  suprema,  las  cortes  superiores  i  el  tribunal  de  cuen- 
tas, la  provincia  ó  provincias  §n  que  ejercen  jurisdicción,  sus  atri- 
buciones, las  de  los  juzgados  de  primera  instancia,  el  modo  i  for- 
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ma  con  que  ha  de  procederse  en  el  nombramiento  de  éslos,  i  la 
duración  del  cargo* 

Art.  98.  A  las  discusiones  de  los  proyectos  de  leí  presentados 
por  la  corle  suprema,  puede  asistir  uno  de  sus  ministros. 

Ari.  99.  En  ningún  juicio  habrá  más  de  tres  instancias.  Los  tri- 
bunales i  juzgados  que  no  sean  de  hecho,  fundarán  siempre  sus 
sentenrias. 

Art.  100.  Los  majistrados  i  los  jueces  son  responsables  de  su 
conducta  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  de  la  manera  que  deter- 
mine la  lei ;  pero  no  pueden  ser  suspensos  de  sus  destinos  sin  que 
preceda  el  auto  motivado,  por  el  que  se  declare  haber  lugar  á  for- 
mación de  causa,  ni  destituidos  sino  en  virtud  de  sentencia  ju- 
dicial. 

Art.  iOi.  Los  majistrados  de  la  corte  suprema,  de  las  cortes 
superiores  i  del  tribunal  de  cuentas  duran  en  sus  destinos  cuatro 
años,  pudiendo  ser  reelejidos;  mas  les  está  prohibido  admitir 
otro  empleo,  á  no  ser  el  de  consejero  de  estado. 


TITULO  vra 

DEL  RÉJIMEN  ADMINISTRATIVO  INTERIOR 


Art.  103*  El  territorio  de  la  república  se  divide  en  provincias, 
cantones  i  parroquias. 

Art.  JOS.  En  cada  provincia  habrá  un  gobernador,  que  será 
igente  inmediato  del  poder  ejecutivo ;  en  cada  cantón,  un  jefe  po- 
lítico ;  i  en  cada  parroquia,  un  teniente.  La  lei  determinará  aus 
atribuciones. 

Art.  104.  Para  la  administración  de  los  intereses  seccionales  ha- 
brá cámaras  provinciales  en  los  lujares  que  determine  la  lei,  i 
municipalidades  en  todos  los  cantones,  sin  más  dependencia  que  la 
establecida  por  ella  ó  por  la  constitución.  La  lei  determina  sus 
atribuciones  en  todo  lo  concerniente  á  la  policía,  educücíon  é  ins' 
truccion  de  los  habitantes  de  la  localidad,  mejoras  materiales,  crea- 
ción, recaudación,  «maneio  é  inversión  de  sus  rentas,  fomento  de 
los  establecimientos  públicos  i  demás  objetos  á  que  deban  con- 
traerse. 

Art.  105.  No  se  ejecutarán  los  acuerdos  municipales  en  todo  lo 
que  se  opongan  á  la  constitución  ó  á  las  ley«>s ;  i,  caso  que,  sobre 
esta  materia  se  suscitare  alguna  controversia  entre  la  municipah- 
dad  i  la  autoridad  política,  se  decidirá  por  la  corte  suprema  de 
justicia. 
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Art.  106.  La  provincia  del  Oriente ,  el  archipiélago  de  Galápagos^ 
i,  en  jeneral,  todos  los  lugares  que,  por  su  aislamiento  i  distancia» 
no  puedan  ser  gobernados  por  las  leyes  comunes,  serán  rejidos  por 
leyes  especiales. 


TITULO  IX 

DE  LA  FUERZA  ARMADA 


Art.  107.  Para  la  defensa  de  la  soberanía  é  independencia  do  la 
república  i  la  conservación  del  orden  interior,  habr^  fuerza  mili- 
tar permanente  i  guardias  nacionales. 

Art.  108.  El  mando  i  la  jurisdicción  militar  sólo  se  ejercen 
sobre  las  personas  puramente  militares  i  que  se  hallen  en  servicio 
activo. 

Art.  109.  Las  autoridades  militares  no  deben  obedecer  las  órde- 
nes superiores  que  tengan  por  objeto  alentar  contra  los  altos  pode- 
res nacionales,  ó  que  sean  manifiestamente  contrarías  á  la  consti- 
tución ó  á  las  leyes. 

Art.  110.  Ningún  cuerpo  armado  puede  hacer  re^juisiciones,  ni 
pedir  auxilios  de  ninguna  especie,  smo  á  las  autoridades  civiles, 
en  el  modo  i  forma  que  determine  la  lei. 

Art.  111.  La  fuerza  armada  se  formará  en  adelante  con  indivi- 
duos enganchados  voluntariamente,  ó  por  continjente  proporcio- 
nal que  dará  cada  provincia,  llamando  al  servicio  de  las  armas  á 
los  ciudadanos  que  deban  prestarlo,  conforme  á  la  lei  de  cons- 
cripción. 


TITULO  X 

DISPOSICIONES  COMUNES 


Arl.  112.  No  puede  hacerse  del  tesoro  nacional  gasto  alguno, 
para  el  cual  no  hubiese  aplicado  el  congreso  la  cantidad  carres- 
pondiente,  ni  en  mayor  suma  (]ue  la  señalada. 

Art.  113.  No  puede  una  misma  persona  ó  corporación  ejercer 
simultáneamente  la  autoridad  política  i  la  militar  o  judicial. 

Art.  114.  Todo  empleado,  al  tomar  posesión  de  su  destino,  pro- 
meterá sostener  i  defender  la  constitución  i  cumplir  los  deberes 
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que  le  impone  su  empleo.  El  qué  no  hiciere  libremente  esta  pro- 
mesa, sin  modificaciones,  no  será  reputado  ciudadano. 

Art.  115.  Nadie  puede  gozar  de  dos  sueldos  del  tesoro  nacional, 
escepto  en  ios  casos  de  subrogación  permitida  por  la  lei. 

Art.  116.  En  toda  negociación  para  celebrar  tratados  internacio- 
nales de  amistad  i  comercio,  se  propondrá  que  las  diferencias  entre 
las  partes  contratantes  deban  decidirse  por  arbitramiento  de  poten- 
cia ó  potencias  amigas,  sin  apelar  á  la  guerra. 

Art.  117.  No  se  permitirá  en  el  tenitorio  de  la  república  engan- 
ches ó  levas  que  tengan  ó  puedan  tener  por  objeto  atacar  la  liber- 
tad ó  la  independencia,  6  perturbar  el  orden  de  otra  nación. 

Art.  118.  En  el  ecuador  no  habrá  títulos,  denominaciones  ni 
condecoraciones  de  nobleza,  ni  distinciones  hereditarias. 

Art.  119.  Nadie  aceptará  titulo,  empleo,  condecoración  ó  gracia 
alguna  de  gobierno  estranjero,  sin  permiso  del  congreso. 

Art.  120.  Se  prohibe  la  fundación  de  mayorazgos  i  toda  clase  de 
vinculaciones,  i  que  haya  en  el  Ecuador  bienes  raices  que  no  sean 
enajenables. 

Art.  121.  Los  edificios  destinados  para  detención  deben  ser  diver- 
sos de  los  de  prisión  i  corrección. 

^  Art.  122.  Sólo  el  congreso  puede  resolver  ó  interpretar  las  du- 
das que  ocurran  en  la  intelijencia  de  alguno  ó  algunos  artículos 
de  esta  constitución,  i  lo  que  se  resuelva  debe  constar  en  una  lei 
espresa. 


TITULO  XI 


DE  LA  REFORMA  DE  LA  CONSTITUCIÓN 


Art.  123.  En  cualquier  tiempo  en  que  lamayoria  de  cada  una  dé 
las  cámaras  de  una  lejislatura  ordinaria  juzgue  conveniente  la  re- 
forma de  alguno  ó  algunos  artículos  de  esta  constitución,  podrá 
proponerla  á  la  próxima  lejislatura  ordinaria  ;  i  si  entonces  fuere 
también  acordada  por  la  mayoría  absoluta  de  cada  una  de  las  cá- 
maras procediéndose  con  lus  formalidades  prescritas  en  la  sección 
6."  del  tit.  V,  será  válida,  i  hará  parte  de  la  constitución. 
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TITULO  XII 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 


Art.  i24.  La  présenle  asamblea  nacional,  aun  después  de  pro- 
mulgada esta  constitución,  puede  dar  las  leyes,  decretos  ó  resolu- 
ciones que  considere  necesarias,  i  ejercer  todas  las  demás  atribu- 
ciones contenidas  en  el  art.  47. 

Art.  125.  La  asamblea  elejirá,  por  esta  vez,  presidente  de  la  re- 

t»úblíca,  designados  para  ejercer  el  poder  ejecutivo,  i  ministros  de 
a  corte  suprema,  del  tribunal  de  cuentas  i  de  las  cortes  superio- 
res, como  también  consejeros  de  estado  ;  haciendo  estas  eleccio- 
ciones  por  escrutinio  secreto  i  mayoría  absoluta  de  votos. 

Por  ahora,  en  lugar  del  senador  i  diputado,  consejeros  de  esta- 
do, se  elejirán  para  el  desempeño  de  este  cargo  dos  miembros  de 
la  asamblea. 

Aii.  126.  El  presidente  que  fuere  elejido  en  la  actualidad,  con- 
cluirá sus  funciones  el  dia  treinta  de  agosto  de  mil  ochocientos 
ochenta  i  dos ;  i  la  reunión  del  primer  congreso  ordinario  será  el 
diez  de  agosto  de  mil  ochocientos  ochenta. 

Art.  127.  La  presente  asamblea  nacional  puede  ordenar,  por  un 
decreto  especial,  que  se  ponga  en  observancia  el  código  de  enjui- 
ciamientos en  materia  civil,  redactado  por  la  corte  suprema  de  la 
república.  Este  decreto  será  espedido,  previo  informe  de  las  comi- 
siones de  lejislacion,  i  con  una  sola  lectura  del  espresado  código, 
sin  necesidad  de  sujetarlo  á  los  trámites  prescritos  por  la  consti- 
tución. 

Art.  128.  Quedan  en  plena  libertad  los  presos  ó  perseguidos  po- 
líticos qué  se  encuentren  dentro  del  territorio  de  la  república,  i 
no  hubiesen  sido  autores  de  la  última  invasión  á  la  capital.  Los 
que  estén  actualmente  emigrados  ó  estrañados,  podrán  volver  al 
país  cuando  soliciten  i  obtengan  salvoconducto  del  ejecutivo.  Esta 
restricción  solo  rejirá,  cuando  más  tarde,  hasta  la  reunión  del 
próximo  congreso. 

Dada  en  la  sala  de  sesiones  de  la  asamblea  nacional,  en  Ambato, 
á  treinta  i  uno  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  ocho. 


FIN  DEL  PRIMER  TOMO. 
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